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DERECHO  INTERNACIONilL  PRIVADO. 


¿Debe  concederse  en  España  el  exequátur  á  las  sentencias  de 
los  Tribunales  ingleses'^ 

El  eminente  jurisconsulto  D.  Eugenio  Montero  Bios  ha  presenta- 
do recientemente  á  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  una  Ale-f 
gacioD  ei»  nombre  del  Crédito  Territorial  de  Inglaterra,  Limitado^ 
pidiendo  que  mande,  ejecutar  una  sentencia  inglesa,  dictada  por  el 
también  Supremo  de  la  Reina  de  Inglaterra.  Después  de  una  bre- 
vísima resena  de)  asunto,  y  de  hacer  ver  cómo  la  parte  contraria 
está  burlando  á  los  Tribunales  ingleses  y  españoles,  trata  en  la  par- 
te PRIlfJERA 

De  la  forma  con  que  se  ha  presentado  ante  el  Tribunal  Sapre- 
mo  la  sentencia  del  Tribunal  de  la  Reina  Victoria  para  pe- 
dkp  su  Recuelen,  y  de  las  solemnidades  y  procedimiento 
con  que  se  ha  hecho  y  debe  tramitar  esta  petición. 

Afirmase  de  contrario^  en  primer  lugar,  que  la  sentencia  ingle-p 
sa  de  que  se  trata  no  está  revestida  de  los  caracteres  y  requisitos 
que  las  disposiciones  vigentes  en  España  exigen  para  que  se  la  ten- 
ga por  auténtica,  ni  se  ha  probado  que  tenga  los  que  exige  la  le-, 
gíslacion  inglesa,  ni  viene  en  la  forma  y  por  el  conducto  que  nues- 
tro derecho  requiere  para  que.  la  Sala  pueda  concederla  el  ezequor 
tur  y  autorizar  su  ejecución  y  cumplimiento;  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
en  menos  palabras:  que  la  certiücacion  de  la  sentencia  no  tiene  loa 
requisitos  necesarios  para  pasar  por  documento  público^  y  que  no 
consta  tampoco  su  autenticidad,  porque  no  se  ha  presentado  lega- 
lizada en  la  forma  necesaria,  ya  que  no  ha  venido  acompañada  de 
un  exhorto  del  Tribunal  que  la  dicló^  ni  tampoco  llegó  á  ia  Sala  por 
el  conducto  diplomático,  o  sea  por  los  Ministerios  de  Estado  y  Gra- 
cia y  Justicia. 

Es  indudable  que  cuando  se  trata  de  conceder  autorización  para 
ejecutar  en  nuestro  país  una  sentencia  dictada  por  un  Tribunal  ex- 
tranjero, debe  examinarse  la  forma  con  que  esa  sentencia  aparece 
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en  el  proceso,  antes  de  ocuparse  del  fondo  de  la  misma,  porque  es 
notorio  que  no  puede  haber  lugar  á  deliberar  sobre  el  exequátur 
|)ara  la  ejecución  de  una  sentencia  de  esta  clase  entre  tanto  que  no 
consta  de  un  modo  fehaciente  que  la  que  se  presenta  en  este  con- 
cepto es  realmente  la  dictada  por  el  Tribunal  que  conoció  del  plei- 
to ventilado  entre  las  partes. 

Además  de  esta  razón  de  método,  hay  para  lo  que  se  acaba  de 
decir  otra  importan  tí  smia  y  capital  razón  de  derecho:  todo  lo  relati- 
vo á  la  forma  se  rige  exclusivamente  por  la  Ley  interior  y  propia 
del  Estado  en  que  se  pide  la  ejecución  de  la  sentencia;  mas  lo  rela- 
tivo al  fondo,  se  rige  por  el  derecho  internacional,  ya  general  y  co- 
mún á  todas  las  Naciones  civilizadas,  ya  peculiar  á  las  en  que  la 
sentencia  se  dictó  y  en  que  ha  de  ejecutarse.  Las  círcuostancias 
externas  del  documento  que  contenga  la  sentencia,  la  manera  de 
pedir  su  ejecución,  el  procedimiento  á  cuyo  tenor  se  ha  de  tramitar 
esta  petición  y  la  forma  y  requisitos  de  la  resolución  de  que  ^la 
de  ser  objeto,  se  rigen  por  el  derecho  propio  y  privado  del  país  en 
que  el  expediente  se  promueve,  así  como  las  circunstancias  inter- 
nas que  en  la  sentencia  han  de  concurrir  para  que  su  ejecuciopliaya 
de  permitirse,  se  determinan  por  el  derecho  internacional  público  de 
las  Naciones.  La  ilustración  del  Supremo  Tribunal  hace  supérflua 
la  insistencia  en  este  punto.  Permítaseme,  no  obstante,  que  auto- 
rice la  expuesta  doctrina  con  el  testimonio  del  ¡lustre  publicista  que 
tan  conocido  es  en  nuestra  Patria.  Mr.  Foelix,  ocupándose  de  esta 
materia  en  el  libro  2.*,  tít.  7.*,  cap.  i.*,  sección  i.*  de  suot)ra  (pá- 
gina. 46^  tomo  2.')^  dice:  A  la  Ley  del  lugar  en  que  se  verifica  la 
ejecución  de  la  sentefida  extranjera  se  sujeta  ¡a  foima  dd  escrito  ó 
solicitud  en  que  se  jride  la  ejecución ,  las  formalidades  que  deben 
acompañar  á  ésta,  los  diferentes  medios  que  para  resolverla  se  pue- 
den  emplear,  y  los  efectos  que  la  sentencia  debe  pivdudr,  jporque  la 
ejecuáon  se  verifica  bajo  la  autoridad  de  la  Ley  y  délos  Tribunales 
de  este  mismo  país. 

Así,  pues^  á  la  Ley  española,  y  exclusivamente  á  ella,  hay  que 
atenerse  para  resolver  todas  las  cuestiones  promovidas  por  la  re- 
presentación de  Mr.  M.  sobre  la  forma  y  circunstancias  con  que  se 
presentó  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  la  Reina  Victoria,  y 
se  pidió  en  el  proceso  su  ejecución. 

Sentada  esta  firmísima  é  indestructible  base,  se  puede  ya  en* 
trar  en  el  examen  de  esas  cuestiones. 
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¿Cuáles  son  la  forma  y  círcunslancias  coa  que  la  Lev  española 
exige  que  se  présenle  ante  el  Tribunal  Supremo  la  senteacia^ex- 
tranjera?  No  es  dudosa,  á  la  verdad,  la  contestación  á  esta  pregun- 
ta: son  las  formas  y  circunstancias  que  la  Ley  española  exige 
que  concurran  en  un  documento  para  que  pueda  tenerse  como  pú- 
blicOf  solemne  y  auténtico. 

La  sección  2/^  tít.  18,  parte  í/  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que  contiene  el  derecho  procesal  aplicable  al  caso,  guarda 
absoluto  silencio  respecto  á  este  punto.  Así,  pues,  á  falta  de  un 
precepto  especial,  hay  que  aplicar  el  general  y  relativo  á  las  cir- 
cunstancias que  han  de  tener  los  documentos  públicos,  otorgados  ó 
expedidos  en  el  extranjero  para  qtie  hagan  fé  en  juicio  ante  los  Tri- 
bunales españoles.  Ahora  bien:  el  art.  282  de  la  misma  Ley,  dice: 
Loi  documetUos  otorgados  en  otras  Naciones  tendrán  igual  fuerza 
que  los  que  lo  sean  en  España  si  reúnen  todas  las  circunstancias 
exigidas  en  aquellas^  y  las  que  <idefnás  requieran  las  Leyes  españo- 
las  para  su  autenticidad.  Veamos,  por  lo  tanto,  si  el  documento  en 
que  se  contiene  la  sentencia  reúne  estos  requisitos. 

La  parte  adversa,  al  ocuparse  de  este  punto,  incurre  con  indis- 
culpable ligereza  en  una  inexactitud  que  por  honor  á  la  tirma  de  su 
escrito,  que  es  tan  respetable  siempre  para  la  derensa  del  Crédito 
territorial,  no  ha  de  calíGcar  ésta  más  duramente;  y  lo  peor  es  que 
el  Ministerio  fiscal,  sin  duda  por  dar  asenso  sin  previo  examen  á 
las  afirmaciones  hechas  por  aquella,  ha  incurrido  en  la  misma  in- 
exactitud. Dicen  una  y  otro  que  el  documento  presentado  es  un 
mero  testimonio  expedido  por  un  Notario  inglés,  de  una  sentencia 
en  que  no  intervino  como  tal  Notario,  para  deducir  de  ésto  que  ca- 
rece de  los  requisitos  propios  de  un  documento  de  su  clase.  Pues 
bien:  el  que  está  en  los  autos  es  un  testimonio  literal  de  la  senten- 
cia dictada  por  el  Tribunal  Supremo,  llamado  Banco  de  la  Ueina  en 
Inglaterra.  Este  testimonio  aparece  expedido  y  firmado  por  el  ho- 
norable Mr.  Brewer,  Oficial  ó  sea  Magistrado  del  mismo  Tribu  ual 
sentenciador  y  su  archivero,  en  cuyo  poder  se  hallaba  el  original,  y 
srllado  con  el  Real  Sello  que  éste  usa.  El  Notario  Mr.  Bridges  no 
figura  en  él  más  que  para  legalizar  la  firma  de  aquel  Sr.  Magistra- 
do archivero,  certificando  además  que  la  puso  en  su  presencia. 

Ahora  bien:  un  documento- otorgado  en  el  extranjero  con  estos  j 

requisitos,  si  hubiera  sido  otorgado  en  España,  ¿podría  ser  reputa-^      J^ 
do  como  documento  público  y  solemnel 
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Ei  art.  280  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  enumera  las  ciases 
de  documentos  públicos  que  ban  de  ser  tenidos  como  tales  por  los 
Tribunales  españoles,  y  ea  la  segunda  incluye  los  expedidos  por 
los  fimcionarios  que  ejerzan  un  cargo  poi*  autoridad  públiea  en  lo 
que  se  refiera  al  ejercicio  de  sus  funcioneSf  asi  como  en  la  cuarta 
comprendt  las  actuaciones  judiciales  de  toda  especie.  Ahora  bien: 
¿cabe  desconocer  que  sí  no  en  la  cuarta,  debería  ser  comprendida 
en  la  segunda  categoría  el  testimonio  que  obra  en  autos?  El  Magis- 
trado  archivero  que  lo  expidió  y  firmó,  ¿no  era  un  funcionario  con 
un  cargo  de  autoridad  pública,  según  certificó  después  y  á  conti- 
nuación de  su  firma  el  Notario  Mr.  Bridges?  El  objeto  del  testimo- 
nio^ ¿no  se  refería  al  ejercicio  de  sus  funciones?  ¿No  corresponde  á 
un  archivero  expedir  los  testimonios  de  los  documentos  que  conser- 
va bajo  su  guarda?  Si  en  nuestro  pais  un  Magistrado  desempeñase, 
como  en  Inglaterra,  estas  funciones ,'  y  no  fuesen  los  subalternos  de 
los  Tribunales  los  que  expidiesen  certificaciones  semejantes,  es 
evidente  que  el  testimonio  no  podría  menos  de  ser  considerado  se- 
gún la  ley  española  como  documento  público  y  solemne,  puesto  que 
no  falta  en  él  ninguna  de  las  circunstancias  exlernas  exigidas  por 
nuestra  ley  en  los  de  su  clase. 

Pero  ¿carecerá  acaso  el  documento  de  alguna  de  las  solemnida- 
des externas  necesarias  según  el  derecho  de  Inglaterra?  £1  Ministe- 
rio fiscal  reconoce  que  las  tiene  todas^  porque  según  la  práctica  del 
Reino-Unido,  dice,  tales  documentos  se  expiden  del  modo  y  en  la 
forma  que  aparece  el  presentado.  Pero  la  parte  adversa,  aunque  no 
se  atreve  á  negarlo,  observa  que  la  representación  del  Crédito  ter- 
rítorial  debiera  probarlo  de  un  modo  concreto  y  positivo.  ; Donoso 
reparo!  ¡Gomo  si  un  litigante  tuviera  obligación  de  probar  el  dere- 
cho y  no  le  bastara  atirmarío  ante  los  Tribunales,  cuya  misión  plre- 
cisamente  consiste  en  conocer  el  que  han  de  aplicar  en  los  negocios 
sometidos  á  su  jurísdiccion!  Al  Crédito  territoríal  le  bastaría  afir- 
mar, como  afirma^  que  según  el  derecho  procesal  vigente  en  Ingla- 
terra, son  los  Magistrados,  y  no  los  subalternos^  los  que  autorizan 
las  copias  auténticas  ó  sea  los  testimonios  de  las  sentencias  que  dic- 
tan los  Trihunafes  á  que  aquellos  pertenecen,  y  que  estos  testimo- 
nios son  documentos  solemnes  dignos  de  entera  fé  en  juicio  y  fuera 
de  él,  siendo  los  únicos  que  se  expiden  con  el  objeto  de  ejecutar  las 
sentencias  definitivas.  Esto  bastaría  á  la  representación  del  Crédito 
terrílorial,  por  la  seguridad  que  tiene  y  que  le  inspira  la  noloría 
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iltistracioD  del  Tri banal  á  que  se  dirige»  de  que  no  ha  de  declarar 
nada  que  de  esto  sea  diverso. 

Esto  no  obstante^  y  puesto  que  la  defensa  de  Mr.  M.  aparenta 
(dada  su  ilustración  no  puedo  creer  otra  cosa)  ignorar  la  legislación 
inglesa  sobre  la  materia,  presento  para  su  satisfacción  el  documen- 
to que  lleva  el  número  2,  y  qae,  como  se  vé,  ha  sido  legalizado  con 
todas  las  solemnidades.  Es  un  dictamen  concreto  y  detallado  de  loa 
mismos  honorables  jurisconsultos  que  emitieron  el  que  presenté  con 
mi  primer  escrito  en  este  proceso^  con  la  sola  diferencia  de  que  eF 
caballero  mister  John  Holker  que  entonces  era  Solicitor  General^ 
fué  ascendido  después^  y  actualmente  desempeña  las  funciones  de 
Altoniey  Getieral,  ó  sea  Abogado  general  de  Inglaterra,  que  cons- 
tituye  el  cargo  más  elevado  de  la  magistratura  inglesa,  después 
del  de  Canciller  Presidente  de  la  Cámara  de  los  Lores.  En  el  dicta- 
men que  hoy  presento  se  dice  que  se  reputa  documento  público  y 
auténtico  en  Inglaterra  el  firmado  por  un  solo  Notario,  y  el  testimo- 
nio de  una  sentencia,  si  lo  expidiese  el  Oficial  del  Tribunal  (ó  Ma- 
gistrado del  mismo,  pues  así  se  denominan  allí  los  empleos  de  los 
Tribunales)  en  cuyo  poder  estuviese  la  matriz,  porque  en  Inglater- 
ra los  testimonios  auténticos  de  las  sentencias  se  expiden  y  firman 
por  el  Oficial  ó  Magistrado  archivero  del  Tribunal  que  las  hubiese 
dictado.  Se  dice  asimismo  en  el  dictamen  que  un  documento  expe- 
dido de  este  modo  en  el  extranjero^  si  lleva  el  Sello  del  Tribunal 
sentenciador,  se  reputa  auténtico  y  solemne  sin  necesidad  de  otra 
legalización^  y  por  último  que  la  única  forma  de  legalización  que 
en  Inglaterra  se  conoce  para  los  documentos  públicos  allí  otorgados 
que  han  de  surtir  sus  efectos  en  el  extranjero,  es  la  del  Cónsul  res- 
pectivo. 

¿Tendrá  aun  duda  la  defensa  de  Mr.  M.  sobre  el  valor  y  efica- 
cia del  testimonio  de  sentencia?  ¿Pretenderá  saber  en  derecho  in- 
gles más  que  los  ilustres  jurisconsultos  del  dictamen?  ¿O  es  que 
cree  acaso  que  éstos,  no  solamente  ignoran  la  parte  elemental  de 
sn  propio  derecho  á  que  el  dictamen  se  refiere,  sino  que  hasta  fal- 
sifican las  Leyes  ó  Estatutos  que  citan  como  fundamento  de  su  opi- 
nión^ y  cuyas  citas  hago  mías  en  pro  de  lo  que  pido? 

Es,  pues,  indudable  por  lo  dicho  que  en  el  testimonio  presenta- 
do en  autos  hay  todas  las  solemnidades  externas  que,  según  el  de- 
recho vigente  en  Inglaterra,  son  propias  de  un  documento  público, 
y  todas  las  que  en  igualdad  de  circunstancias  exige  la  ley  espano- 

TOUO  XLIX.  2 
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ia,  Ó  sea  el  art.  280  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  es  el 
úoico  derecho  que  aclualmeote  se  observa  en  nuestra  Nación  sobre 
la  materia. 

Y  siendo  un  documento  público,  ¿será  también  auténtico! 

Esta  cualidad,  tratándose  de  documentos  otorgados  en  España, 
se  acredita  por  el  cotejo.  Asi  lo  dispone  el  art.  281  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  Mas  tratándose  de  los  otorgados  en  el  extranje- 
ro, se  acredita  por  la  legalización.  ¿Está  suficientemente  legalizado 
el  que  obra  en  autos?  El  Notario  de  Londres^  Mr.  John  Bridges, 
legalizó  la  firma  del  Magistrado  Mr.  Brewer  y  el  Sello  del  Tribu- 
nal; el  Cónsul  general  de  España  en  aquella  capital  legalizó  á  su 
vez  la  firma  y  Sello  del  Notario^  y  el  Ministerio  de  Estado  legalizó 
ladel'Cónsul. 

Eslo  dicen  que  no  es  bastante,  así  la  parte  adversa  como  el  Mi- 
nisterio fiscal. 

Notan  en  primer  lugar  la  falta  del  exhorto  ó  carta  deprecatoria 
del  Tribunal  sentenciador^  fundándose  en  que  así  lo  exige  el  ar- 
ticulo 34  del  Real  decrelo  de  17  de  Noviembre  de  i8S2  sobre  ex- 
tranjería y  las  Reales  órdenes  de  21  de  Enero  y  12  de  Febrero 
de  1853.  Parece  inverosímil  que  tratándose  de  cosas  tan  graves  se 
hagan  citas  legales  con  tanta  ligereza.  La  segunda  parte  de  dicho 
artículo  y  las  dos  órdenes  mencionadas^  no  vienen  al  caso,  porque 
hablan  exclusivamente  de  los  exhortes  que  las  Autoridades  judicia- 
les españolas  hayan  de  enviar  á  otras  extranjeras;  pero  no  de  los 
que  éstas  hayan  de  enviar  á  las  españolas,  que  es  el  «upuesto  de 
que  se  trata.  Respecto  á  él  no'hay  en  nuestro  derecho  positivo  más 
disposición  que  la  primera  parte  del  referido  art.  34  del  Real  de- 
creto de  extranjería,  que  dice:  «A  los  exhortes  de  los  Jueces  ex- 
tranjeros se  dará  (cumplimiento  en  todo  aquello  que  puede  y  debe 
ejecutarse  en  el  Reino  con  arreglo  á  las  Leyes,  cuando  vengan  por 
el  Ministerio  de  Estado  con  las  formalidades  y  requisitos  de  cos- 
tumbre.» Pero  ¿qué  tiene  que  ver  esto  con  el  caso  de  autos?  Aquí 
se  habla  de  los  exhorlos  que  envien  los  Tribunales  extranjeros;  pero 
nada  absolutamente  se  dice  de  los  casos  en  que  han  de  tener  estos 
necesidad  de  enviarlos;  y  lo  que  necesitaban  demostrar  el  Minis- 
terio público  y  la  representación  de  Mr.  M.^  era  la  existencia  de 
alguna  disposición  vigente  en  España  en  la  cual  se  prescribiese  que 
no  se  pudiese  otorgar  el  exequátur  para  la  ejecución  de  una  sen- 
tencia de  Tribunal  extranjero  si  no  la  pidiese  éste  por  toedio  de 
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carta  deprecatoria  al  Supremo  de  la  Peaiasula.  Esta  disposición  no 
existe  ni  puede  presumirse  que  haya  de  existir  jamás.  No  es  de 
temer  de  niogun  legislador  sensato  que  introduzca  en  España  in-* 
novación  semejante  para  hacer  depender  de  una  mera  fórmula  de 
tíiqueta  de  curia  el  éxito  de  un  asunto  tan  trascendental  como  lo 
será  siempre  la  ejecución  de  una  sentencia  y  la  eficacia  de  los  de- 
rechos y  obligaciones  que  de  ella  procedan  para  los  particulares, 
que  ciertamente  no  son  los  responsables  de  que  se  observe  esa  fór- 
mula curial.  Podrá  negarse  ó  concederse  su  ejecución;  pero  de  se- 
guro que  no  dependerá  nunca  entre  nosotros  de  formalidades  tan 
livianas. 

Ni  antes  de  i8S5,  en  que  se  promulgó  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  ni  en  los  artículos  de  ésta,  ni  después,  se  ha  exigido  la  carta 
deprecatoria  ó  exhorto  del  Tribunal  sentenciador  para  otorgar  el 
exequátur  á  una  sentencia  dictada  en  el  extranjero.  No  antes,  por- 
que las  únicas  disposiciones  de  carácter  general  que  hasta  enton- 
,ces  se  habian  ocupado  de  este  medio  de  comunicación  entre  las 
Autoridades  judiciales  del  Reino  y  las  de  otros  países,  se  abstuvie- 
ron en  absoluto,  según  se  deja  dicho,  de  declarar  que  fuese  nece- 
saria la  formalidad  del  exhorto  para  que  pudiera  ejecutarse  en  Es- 
paSa  cualquiera  resolución  de  un  Tribunal  extranjero,  si  por  otra 
parte  y  por  razón  de  su  objeto  podía  llevarse  á  efecto  según  las 
Le>es  españolas.  Verdad  es,  que,  |)or  lo  que  hace  á  las  sentencias» 
ni  se  conciben  siquiera  disposiciones  semejantes  antes  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  porque  nuestro  derecho  prohibía  en  absoluto 
su  ejecución,  salvo  las  de  Cerdena  desde  i851  y  ésto  por  conse- 
cuencia del  tratado  celebrado  entonces  con  su  Gobierno.  Mas  aun- 
que tales  disposiciones  hubiesen  existido,  para  el  caso  presente  seria 
lo  mismo,  porque  el  .art.  Í4I5  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
derogó  ledas  las  anteriores,  sin  excepción,  que  á  este  procedimien- 
to se  refiriesen.  Tampoco  después  de  la  promulgación  de  aquella 
Ley  se  dictó  ninguna  que  de  cerca  ni  de  lejos  pueda  ser  entendida 
como  estableciendo  para  el  caso  de  autos  la  necesidad  del  requisito 
de  que  se  trata.  T  por  lo  que  hace  á  la  mencionada  Ley,  ocioso  es 
decir,  que  en  la  sección  2.*,  título  18,  parte  i.*,  que  es  donde  se 
estableció  el  procedimiento  á  cuyo  tenor  se  babia  de  pedir  y  otor- 
gar el  exequátur  de  las  sentencias  dictadas  por  Tribunales  extran- 
jeros, no  hay  una  frase  ni  una  palabra  cuyo  sentido,  por  mucho 
que  se  violente,  pueda  servir  de  fundamento  á  las  afirmaciones  que 
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hacen  el  MiDisterío  fiscal  y  la  represeatacion  de  Mr.  M.  Por  coosi* 
guíenle,  no  se  puede  exigir  esa  formalidad  en  España;  puesto  que 
según  se  ha  dicho  anteriormente,  por  nuestro  propio  y  privada 
derecho,  y  no  por  máximas  y  costumbres  de  las  demás  Naciones, 
debe  arreglarse  la  manera  de  pedir  el  exequátur. 

Verdad  es  que  aunque  á  estas  costumbres  hubiera  de  acudirse, 
no  habría  por  esto  de  establecerse  entre  nosotros  la  necesidad  de  1» 
carta  deprecatoria.  El  célebre  tratadista  anteriormente  citado,  des* 
pues  de  manifestar  que  están  admitidas  en  Europa  las  dQs  maneras 
de  pedir  la  ejecución  de  una  sentencia  extranjera,  á  saber,  la  carta 
deprecatoria  y  la  instancia  de  la  parte  interesada  (libro  S.*,  titu- 
lo 7/,  capítulo  i.%  sección  4/,  página  40,  núm.  324,  tomo  2.*), 
deja  comprender  más  adelante  (ib.,  pág.  46)  'que  son  muy  pocos  y 
de  ínfimo  orden  los  Estados  en  que  subsistía  la  formalidad  de  la 
carta  deprecatoria  (cuatro  ó  cinco  pequeños  Ducados  alemanes  que 
ya  no  existen,  los  Estados  Pontificios  y  Portugal),  sin  que  se  lea 
entre  sus  nombres  el  de  nuestra  Patria. 

Si  no  existe^  según  lo  dicho,  en  España  ninguna  disposición  que 
requiera  la  formalidad  del  exhorto,  ¿qué  valen  ni  á  qué  pueden 
conducir  declamaciones  sobre  la  honra  nacional^  sino  para  cubrir 
con  una  frase  gruesa  la  falla  de  razonamientos  sólidos?  En  los  pue- 
blos modernos  ya  no  se  aprecian  con  un  criterio  bizantino  las  nece- 
sidades del  honor  y  dignidad  del  Estado.  Hoy  no  se  puede  decir  con 
formalidad  que  la  falta  de  un  requisito  curial  en  un  proceso,  su- 
puesto que  ese  requisito  se  hallase  estableci  Jo,  compromete  la  Aon- 
ra  y  la  digmclad  de  la  Nación.  Esta  sí  que  está  interesada  en  que 
un  extranjero  no  venga  aquí  á  abusar  de  sus  Leyes  como  pretende 
hacerlo  Mr.  M.  Tampoco  viene  á  cuento  para  nada  hablar  del  prin- 
cipio de  reciprocidad^  porque  en  derecho  internacional  es  un  error 
tan  craso  como  impropio  de  la  notoria  ilustración  de  la  defensa  con- 
traria, pretender  determinar  las  relaciones  jurídicas  entre  los  Es- 
lados  y  sus  individuos  úuica  y  exclusivamente  por  ese  principio.  T 
este  error  es  mucho  mayor  tratándose  de  procedimientos  judiciales. 
¿Dónde  ha  visto  la  parte  adversa  que  los  Estados  para  establecer 
el  procedimiento  con  arreglo  al  que  se  ha  de  administrar  en  ellos 
justicia  á  naturales  y  extranjeros,  tengan  para  nada  en  cuenta  la 
forma  de  enjuiciar  vigente  en  las  demás  Naciones,  aun  en  h»  de 
que  procedan  las  personas  ó  los  actos  que  han  de  ser  partes  ó  servir 
de  materia  en  el  litigio?  T  concretando  más  el  caso,  ¿cóinp  no  ha 
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fijado  SU  ateocioo  en  la  sección  aales  citada  de  nuestra  ley  de  En- 
juiciamieDto  civilf  Allí  vería  que  se  establece  el  principio  de  reci- 
procidad y  aun  con  la  Dolable  excepción  del  art.  925,  solo  para  de- 
terminar si  por  razón  del  fondo  se  ha  de  autorizar  ó  no  en  España 
la  ejecución  de  la  sentencia  procedente  del  extranjero;  pero  verá 
también  que  no  tuvieron  los  autores  de  la  Ley  la  peregrina  ocur- 
rencia de  extender  la  aplicación  del  principio  al  procedimiento,  á 
cuyo  tenor  se  hubiese  de  pedir  la  autorización  ó  exequátur.  Esta- 
blecieron de  una  manera  absoluta  é  incondicional  el  que  conside- 
raron más  conveniente  para  el  caso,  sin  preocuparse  del  que  se  ob- 
servase en  análogas  cireunstajicias  por  los  Tribunales  de  la  Nación 
deque  procediera  la  sentencia.  Y  en  (in,  todas,  las  declamacioaes 
que  se  hacen  en  contrarío,  si  realmente  fuesen  importantes,  serían 
oportunas  si  se  hiciesen  al  legislador  para  que  reformase  el  derecho 
vigente;  pero  son  completamente  vanas  en  cuanto  se  dirigen  á  un 
Tribunal  cuya  misión  consiste,  no  en  reformar,  sino  en  observar 
escrupulosamente  el  derecho  establecido. 

Mucho  de  lo  dicho  es  también  aplicable  á  la  legalización  del  do- 
cumento que  obra  en  autos.  La  parle  adversa  y  el  Ministerio  fiscal 
han  confundido  de  un  modo  lastimoso  la  legalización,  de  los  exhor- 
tos  que  por  la  vía  diplomática  se  remiten  al,  ó  se  reciben  del  extran- 
jero, con  la  de  los  documentos  públicos  que  de  él  procedan.  Las 
Reales  órdenes  de  31  de  Enero  y  tí  de  Febrero  de  1853,  á  que  se 
acogen,  se  refieren  única  y  exclusivamente  á  loe  exhortos,  y  no  son 
por  esto  aplicables  á  los  demás  documentos,  que  no  se  rigen  sino 
por  la  del  Regente  del  Reino  de  9  de  Junio  de  1842,  dictada  precí* 
sámente  en  virtud  de  consulta  del  cónsul  español  en  Londres.  En 
ella  se  dispuso  «que  los  Tribunales  no  admitiesen  documentos  pro- 
•cedcnies  del  extranjero  sí  no  hubiesen  sido  otorgados  ó  legalizados 
»por  /os  Cónsules  ó  Agentes- consulares  de  S.  M.  acreditados  en  el 
»pai9  de  que  procediesen  aquellos.»  Esta  es  la  única  disposición 
vigente  sobre  legalizaciones  de  documentos  públicos  otorgados  fue- 
ra de  España.  Esta  es,  pues,  la  única  disposición  á  cuyo  tenor  se  ha 
de  determinar  si  el  testimonio  que  encabeza  el  proceso  está  ó  no  su- 
ficientemente legal  iaado,  porque  según  repetidas  veces  sehaidicho 
en  este  escrito^  nuestro  derecho  no  exige  en  los  testimonios  detesta 
clase  más  requisitos  que  los  propios  de  los  documentos  públicos, 
solemoes  y  auténticos.  Esta,  en  fin,  es  la  única  disposición  á  que 
vienea  ateniéndose  ios  Tribunales  en  casos  análogos  incluso  el  Su- 
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premo,  al  que  tengo  el  honor  de  dirigirme;  y  para  que  cada  vez  sea 
más  incomprensible  el  modo  de  discutir  en  este  asunto  del  Ministe- 
rio iiscal  y  de  la  misma  parte  adversa^  la  referida  disposición  es  la 
única  á  que  ella  misma  se  atuvo  para  legalizar  el  documento  inglés 
que  ha  presentado  en  el  proceso,  sin  que  por  ello,  contra  su  auten- 
ticidad, se  hubiese  ocurrido  al  Ministerio  fiscal  escribir  una  sola 
frase  de  tantas  como  estampó  en  su  dictamen  contra  el  testimonio 
de  la  sentencia,  que  está  en  idénticas,  completamente  en  idénticas 
circunstancias.  El  documento  que  presentó  el  Procurador  de  Mr.  M. 
y  que  se  halla  en  el  expediente  con  el  núm.  8,  es  un  testimonio  ó 
certificación  del  Notario  Mr.  Bridges,  cuya  firma  y  Sello  aparecen 
legalizados  solameiUe  por  el  Cónsul  de  España  en  Londres,  ni  más 
ni  menos  que  lo  están  los  que  obran  en  el  de  la  sentencia^  así  como 
en  uno  y  otro  la  firma  y  Sello  del  Consulado  aparecen  legalizadas 
por  nuestro  Ministerio  de  Estado. 

Pero  ¿á  qué  he  de  cansar  más  al  Tribunal  para  demostrar  que 
en  el  testimonio  de  la  sentencia  concurren  todos  los  requisitos  ne* 
cesarlos  en  los  documentos  de  su  clase?  Este  punto  está  ya  prejuz- 
gado por  la  Sala,  puesto  que  acaba  de  conceder  el  exequátur  (en  20 
de  Diciembre  ultimo)  á  una  sentencia  del  Tribunal  de  primera  ins- 
tancia de  Bayona  que  se  le  presentó  con  las  circunstancias  siguien- 
tes: directamente  por  la  parte  y  sin  haber  cursado  por  la  vía  diplo- 
mática: era  un  extracto,  no  un  testimonio  literal  del  fallo,  y  apare- 
ce expedido  por  el  Greffier.  En  cuanto  á  formalidades  de  legaliza- 
ción, un  miembro  del  Tribunal  certificó  en  una  forma  verdadera- 
mente rutinaria  la  firma  de  aquel  subalterno;  el  Cónsul  de  España 
en  Bayona  legalizó  la  de  dicho  Magistrado,  y  el  Ministerio  de  Es- 
tado la  del  Cónsul.  Pues  bien:  el  testimonio  por  mf  presentado  con- 
tiene la  copia  i  la  letra  y  no  en  extracto,  de  la  sentencia  dictada  por 
el  Tribtinal  Supremo  de  Inglaterra.  Aparece  expedido  y  firmado 
por  uno  de  sus  miembros  y  sellado  con  el  Real  sello.  Este  y  la  firma 
de  aquel,  solemnemente  legalizado  por  el  Notario  Mr.  Bridges;  la 
firma  y  Sello  de  éste  lo  fueron  por  el  Cónsul  general  de  España  en 
Londres,  y  las  de  este  funcionario  por  nuestro  Ministerio  de  Esta- 
do. Compárense  ahora  las  formalidades  de  legalización  de  un  docu- 
mento con  las  del  otro,  y  yo  descanso  tranquilo  con  la  seguridad 
que  me  da  la  justificación  del  Tribunal  que  después  de  admitir  como 
público^  solemne  y  auténtico  el  extracto  de  la  sentencia  pronuncia- 
da por  el  de  primera  instancia  de  Bayona,  no  puede  rechazar  como 
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si  careciera  de  aquellas  cualidades  el  testimonio  literal  de  la  pro- 
nunciada por  el  Supremo  de  Inglaterra. 

Resumiré  lo  dicho  en  la  primera  parte  de  esta  alegación,  en  las 
conclusiones  siguientes: 

1/  La  forma  con  que  ha  de  presentarse  una  sentencia  para  pe- 
dir su  ejecución  fuera  dct  territorio  en  que  se  dictó,  así  como  el 
procedimiento  con  arreglo  al  cual  se  ha  de  sustanciar  y  resolver  es- 
ta petición ,  deben  regirse  por  la  Ley  del  territorio  de  la  eje- 
cución. 

2/  La  de  España  no  exige  en  el  documento  que  contenga  la 
sentencia  extranjera  más  que  las  solemnidades  necesarias  según  el 
artículo  282  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  que  se  reputen 
friUflicos,  solemnes  y  auténiicos  por  los  Tribunales  españoles  los  do- 
cumentos otorgados  en  el  extranjero. 

3.*  El  testimonio  de  la  sentencia  dictada  por  el  Tribunal  de  la 
Reina  Victoria,  á  favor  del  «Crédito  territorial  de  Inglaterra,  Limi- 
tado,» contra  el  Sr.  M...,  expedido  por  el  Magistrado  archivero  y 
sellado  con  el  Real  Sello  de  aquel  alto  Cuerpo  reúne  todos  los  re- 
quisitos necesarios  para  que  se  le  tenga  como  documento  público  y 
solemne,  bien  se  atienda  al  derecho  español  relativo  ¿  los  requisi- 
tos de  los  documentos  públicos  otorgados  en  España,  bien  al  inglés 
relativo  á  los  requisitos  de  los  otorgados  en  Inglaterra,  bien  hayan 
de  surtir  sus  efectos  dentro,  bien  fuera  de  su  territorio. 

4/  La  Ley  española  no  exige  como  formalidad  necesaria  para 
que  pueda  concederse  el  exequátur  á  una  sentencia  del  Tribunal 
extranjero,  que  éste  la  remita  al  Supremo  con  exhorto  ó  carta  ro- 
gatoria; antes  bien  supone  que  el  exequátur  se  ba  de  solicitar  por 
la  parte  en  la  sentencia  interesada,  á  quien  conviniere  su  ejecución. 

5.'  Este  sistema  es  más  racional  que  el  de  las  cartas  deprecato- 
rias, y  es  además  el  adoptado  en  el  mayor  número  de  las  Naciones 
de  Europa. 

6.*  La  forma  y  solemnidades  de  la  legalización  de  los  documen- 
tos públicos  otorgados  en  el  extranjero,  se  rige  en  España  por  la 
Real  orden  de  9  de  Junio  de  1842.  Las  de  21  de  Enero  y  12  de  Fe- 
brero de  1853,  se  aplican  exclusivamente  á  los  exhortos.  A.sí  lo  de- 
muestra de  una  manera  indudable  la  práctica  observada  por  los 
Tribunales,  y  señaladamente  por  el  Tribunal  Supremo,  que  acaba 
de  acomodar  á  la  misma  su  resolución  sobre  una  sentencia  del  Tri- 
bunal civit  de  primera  instancia  de  Bayona. 


16  REVISTA   DE    LEGISLACIÓN. 

7/  La  mencionada  Real  Orden  exige  solamente  la  legalización 
del  Cónsul  ó  Agente  consular  de  España  en  el  territorio  en  que  se 
ha  otorgado  ó  espedido  el  documento  público,  y  la  legalización  pos- 
terior de  la  firma  jdel  Cónsul  ó  Agente  consular^  por  el  Ministerio  de 
Estado,  sin  que  sea  necesaria  la  remesa  del  documento  por  la  via 
diplomática  para  que  se  tenga  por  suficientemente  comprobada  sv 
autenticidad. 

8.'  El  testimonio  de  la.senteDcia  inglesa  de  que  se  trata,  reúne 
todos  los  requi!^itos  que  se  acaban  de  indicar,  y  está  por  consiguien- 
te legalizado  de  la  manera  que  se  requiere  por  derecho  español  vi- 
gente sobre  la  materia. 

PARTE  SEGURDA. 

Breves  cooaideracionea  sobre  el  derecho  iaternacional^  •rela- 
tivo &  la  ejecución  de  sentencias  extranjeras,  y  sol)re  el 
especial  de  Inglaterra  y  Espafia  acerca  del  mismo  punto . 

Asi  la  representación  de  Mr.  M.  como  el  Ministerio  fiscal  se  es- 
fuerzan en  la  segunda  parte  de  sus  alegaciones  para  demostrar  que 
Jas  sentencias  de  los  Tribunales  ingleses  no  pueden  ejecutarse  en 
España  por  no  estar  comprendidas  en  ninguno  de  los  casos  estable- 
Adidos  en  los  artículos  922,  23,  24  y  25  de  nuestra  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil.  Mas  en  los  razonamientos  que  hacen  para  esta  demos- 
tración, incurren  en  gravísimos  errores  de  doctrina  que  roe  propon- 
go rectificar. 

Es  indudable  qne  las  sentencias  judiciales  tienen  un  carácter 
esencialmente  práctico,  y  requieren  por  esto  ciertos  procedimien- 
tos de  ejecución  cuyo  objeto  ha  de  ser,  ya  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos, ya  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  reconocidas  6  impues- 
tas en  la  sentencia  á  las  partes  que  se  interesaron  en  el  pleito.  Pero 
la  naturaleza  de  las  decisiones  de  esta  clase  no  requiere  sin  embar- 
go que  la  misma  autoridad  que  las  hubiese  dictado  sea  la  que  haya 
de  ejecutarlas.  Los  romanos  distinguian  á  este  propósito  la  jurí$' 
didio  del  impeiium,  haciendo  consistir  la  primera  en  el  derecho  de 
resolver  la  contienda  judicial  dándola  forma  jurídica  para  que  apli- 
cada que  Tuese  á  los  hechos  entre  partes  debatidos^  constituyese  la 
sentencia.  Era  el  segundo  el  derecho  de  ordenar  cuanto  fuera  ne- 
cesario para  ejecutarla.  Por  regla  general,,  el  Magistrado  que  tenia 
hjurisdiclio  tenia  también  el  imperium;  mas  á  pesar  de  estacir- 
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cunstancia  la  naturaleza  jurídica  de  la  una  era  diversa  de  la  que  al 
olro  correspondía;  siendo  por  esto'fácii  su  separación  en  la  realidad 
de  cualquiera  organización  judicial. 

Asi  ha  llegado  á  suceder  con  más  ó  con  menos. amplitud  en  las 
instituciones  judiciales  modernas,  incluso  las  de  España.  Aquí  to- 
dos los  Jueces  de  primera  instancia  tienen  la  jutisdictio  y  el  impe^ 
rium;  mas  los  Tribunales  de  la  segunda  no  tienen  sino  lajumdtc- 
tio,  especialmente  respecto  á  las  sentencias  definitivas. 

Resulta  de  tonque  precede  que  la  sentencia  y  su  ejecución  son 
dos  cosas  jurídicamente  diversas  por  razón  de  la  autoridad  que  les 
imprime  el  valor  y  la  fuerza  propias, de  cada  una.  El  Tribunal  ó 
Magistrado  que  dicta  la  sentencia,  puede  carecer  de  la  autoridad 
necesaria  para  hacerla  cumplir  y  ejecutar.  Su  misión  propia  está 
perfecta  y  plenamente  cumplida  desde  que  sus  labios  pronuncian  la 
decisión  que  ha  de  fijar  definitivamente  en  lo  futuro  los  derechos  y 
la3  obligaciones  de  las  partes  conteociientes.  La  ley  puede  encomen- 
dar su  ejecución  á  otro  Tribunal  ó  Magistrado. 

Si  lo  dicho  es  aplicable  á  las  sentencias  que  han'de  ejecutarse 
en  el  territorio  del  £stado  á  que  correspondan  los  Tribunales  que 
las  dictaron,  lo  es  mucho  más  y  por  especiales  é  importantísimas 
razones  á  aquellas  cuya  ejecución  no  pueda  llevarse  á  cabo  sioo  en 
territorio  extranjero.  Bien  la  fuerza  obligatoria  proceda  del  Jefe  de 
la  Nación  de  quien  hubiese  recibido  la  autoridad  el  Magistrado  sen- 
tenciador, según  opinaba  Mr  Fcelix^  y  con  él  la  generalidad  de  los  . 
publicistas,  que  de  esta  materia  trataron  en  sus  obras,  bien  proceda 
de  la  misma  ley  reguladora  de  las  relaciones  jurídicas  entre  las  par- 
tes que  figuraron  en  el  pleito,  según  sostiene  actualmente  el  señor 
Fiore,  es  igualmente  cierto  que  la  fuerza  de  la  sentencia  no  pasa, 
por  su  propia  naturaleza,  más  allá  de  la  frontera  del  país  en  que  ha 
tenido  nacimiento.  En  el  supuesto  de  la  opinión  de  Mr.  Foelix,  el 
poder  público  de  un  Estado  no  alcanza  más  allá  de  su  límite  terri- 
torial. En  el  supuesto  de  la  opinión  del  Sr.  Fiore^  la  ley  civil  tam- 
poco tiene  mayor  extensión  por  sus  condiciones  externas  de  legiti- 
midad como  precepto  obligatorio.  Carece,  pues,  en  cualquiera  de 
los  dos  supuestos  el  Tribunal  ó  Magistrado  sentenciador  de  autori- 
dad suficiente  para  ejecutar  su  decisión  en  el  extranjero. 

Abonan  también  lo  dicho  otras  consideraciones  de  un  orden  su- 
periQr  más  trascendental.  La  ejecución  de  una  sentencia  es  un  acto 
ó  una  serie  de  actos  imperativos  cuyo  objeto  no  puede  menos  de  aU 
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canzar  al  haber  ó  quizás  á  Iss  mismas  personas  de  las  partes  con- 
tendientes; y  la  autonomía,  que  es  propia  de  cada  Estado,  se  opone 
á  que  en  su  seoose  ejecute  como  si  fuera  obligatorio,  solamente  por 
su  origen  y  prooedericia,  un  acto  jurisdiccional  de  cualquier  Tribu- 
nal ó  Magistrado  de  otro  pats.  Así,  pues,  la  ejecución  de  una  sen« 
tencia  extranjera  y  en  virtud  tan  solo  de  la  autoridad  del  Magistra- 
do ó  Tribunal  que  la  hubiese  dictado,  es  radicalmente  incompati- 
ble con  la  autonómica  soberanía  de  las  Naciones  y  la  independencia 
y  dignidad  del  Poder  público  que  en  cada  una  extste. 

Pero  entiéndase  bien  que  esta  incompatibilidad  seria  real  y  efec- 
tiva únicamente  en  el  supuesto  de  tratarse  de  ejecutar  tina  senten^ 
cía  extranjera  solo  por  la  autoridad  del  Tribunal  de  que  procediese 
y  sin  tener  para  nada  en  cuenta  la  voluntad  del  Poder  del  Estado 
en  que  hubiera  de  llevarse  á  ejecución.  Hasta  aquí  llega;  pero  de 
aquí  no  pasa  tal  incompatibilidad.  Se  huella  la  independencia  y  con 
ella  la  dignidad  de  una  Nación  cuando  en  su  propio  territorio  se 
ejecutan  las  sentencias  de  Tribunales  extranjeros,  sin  que  ella  ha- 
ya prestado  para  esto  su  asentimiento.  Pero  cuando  se  pide  al  Po- 
der público  de  un  Estado  que  permita  ejecutar  en  su  territorio  es- 
r^s  decisiones,  porque  acceda  á  la  petición  no  por  esto  comprome- 
terá su  independencia  y  dignidad,  puesto  que  la  sentencia  ya  no  se 
rjecutará  realmente  en  concepto  de  acto  jurisdiccional  de  un  Tri- 
bunal extranjero,  sino  en  virtud  de  la  disposición  del  Poder  pro- 
.  pió,  autorizando  su  cumplimiento.  Hay  en  este  caso  plenamente  lu- 
crar á  la  aplicación  do  la  máxima  jurídica:  «omnta  nostra  facimns 
quibiis  auctoritatem  jiostram  impar tiniur.n 

Puede  resumirse  lo  dicho  hasta  aquí  diciendo*  que  el  Poder  pú- 
blico en  cada  Estado  tiene  en  principio  el  derecho  de  oponerse  al 
cumplimiento  de  las  sentencias  que  hubiesen  dictado  los  Tribuna- 
les extranjeros;  pero  que  puede,  si  quiere,  autorizar  su  cumpli- 
miento sin  mengua  de  su  independencia  y  dignidad. 

Así,  en  efecto,  ha  llegado  á  suceder,  con  más  ó  menos  restric- 
ciones respecto  á  las  sentencias  civiles,  que  son  las  únicas  de  que 
se  hablará  en  esta  alegación,  en  la  inmensa  mayoría  de  los  Estados 
de  Europa.  El  exclusivismo  de  la  política  internacional  del  antiguo 
mundo  ha  venido  perdiendo  terreno  en  el  moderno,  de  siglo  en 
siglo,  ante  la  influencia  cada  vez  más  eficaz  y  general  del  espíritu 
cristiano  en  la  vida  de  las  Naciones.  Estas  van  cada  dia  ligándose 
entre  sí  con  nuevos  lazo?,  que  bajo  tan  benéfica  influencia  con- 
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claírán  por  consolidar  la  gran  frateraidad  de  los  pueblos,  que  surge, 
acoque  lentameate  eu  nuestra  época^  del  seno  de  la  historia.  Los 
iamensos  é  innumerables  intereses  de  la  ciencia,  .de  la  industria  y 
del  comercio  modernos,  que  son  comunes  á  todos  los  hombres,  bar- 
cón de  dia  en  día  más  necesaria  la  asimilación  de  las  leyes  civiles 
de  los  Estados  y  el  reconocimiento  y  aun  la  sanción  general  de  los 
derechos  y  obligaciones  que  á  su  sombra  se  constituyan  entre 
los  hombres  de  toda  nacionalidad,  porque  de  otro  modo  aquellos 
intereses  no  podrían  desarrollarse  ni  siquiera  subsistir  sin  quebran- 
to por  largo  tiempo.  Trisje  y  precario  destino  reservaría  el  porve-* 
nir  al  pueblo  que  extraviado  por  la  pasión  de  una  relativa  inde- 
pendencia y  por  la  de  un  satánico  orgullo,  se  empeñase  en  conti- 
nuar viviendo  encerrado  en  el  exclusivismo  de  remotos  siglos,  re- 
husando á  los  ciudadanos  de  las  demás  Naciones  la  protección  de 
sus  Leyes  en  el  orden  civil  y  privado.  T  su  destino  habria  de  ser 
lauto  más  desgraciado  cuanto  mayor  fuese  la  necesidad  que  tu- 
viera de  la  ciencia,  de  la  industria  y  del  comercio  exlranjeros,  que 
irían  poco  á  poco  dejando  de  atravesar  sus  fronteras,  dentro  de  las 
cuales  sabrían  que  no  les  seria  posible  contar  con  la  protección 
que  el  derecho  de  gentes  recomienda  que  se  conceda  á  todos  los 
hombres. 

Los  tratadistas  de  derecho  internacional  han  sancionado  con  el 
tecnicismo  científico  las  consideraciones  que  preceden,  diciendo: 
que  sin  embargo  de  que  los  Estados  tienen  en  absoluto  derecho  para 
no  reconocer  valor  y  fuerza  obiígatoría  en  los  actos  jurídicos  de 
fuera  de  su  respectivo  territorio,  no  hacen  uso  generalmente  de 
este  derecho  y  prestan,  con  más  ó  menos  limitaciones,  la  protección 
de  sus  Leyes  á  tales  actos  ob  comüatem  eí  ob  reciprocam  utililatem. 
Esto  es  lo  que  sucede  respecto  á  las  sentencias  extranjeras.  Los  Es- 
tados más  exclusivistas  reconocen  por  lo  menos  en  ellas  el  valor  de 
un  documento  publico,  que  vale  siquiera  como  medio  de  prueba 
más  ó  menos  plena  de  los  derechos  y  obligaciones  sobre  que  verse; 
pero  la  inmensa  mayoría  de  las  Naciones  civilizadas,  especialmente 
en  Europa,  van  más  allá  en  este  punto,  prestándose  á  reconocer 
en  dichas  sentencias,  no  sólo  un  medio  de  prueba,  sino  una  fuente  ó 
causa  de  derechos  y  obligaciones  entre  las  partes.  En  estas  dos 
categorías  ó  grupos  pueden  incluirse  todos  los  Estados  modernos. 
Los  de  la  prímera  (que  son  ciertamente  muy  pocos),  admiten  las 
sentencias  extranjeras  como  fundamentos  de  nuevas  demandas  ante 
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SUS  propios  Tribunales;  pero  los  de  la  segunda  autorizan  la  ejecu- 
ción y  cumpliroienlo  de  lo  que  en  ellas  se  hubiese  declarado  ó  re- 
suello, sin  necesidad  de  que  para  e<«to  haya  de  preceder,  un  nuevo 
pleito.  En  las  naciones  del  primer  grujido  se  puede  disk^ntir  nueva* 
mente  el  fondo  de  la  cuestión  que  se  resolvió  en  la  sentencia  ex- 
tranjera; mas  en  las  del  segundo  no  se  permite  al  condenado  en 
ella  promover  por  segunda  vez  esa  discusión,  á  que  se  supone  que 
puso  para  siempre  término  la  sentencia.  En  las  Naciones  de  la  prime- 
ra categoría  no  se  reputan  definitivos  los  derechos  y  obligaciones 
declarados  ó  impuestos  á  las  partes  en  la  sentent^ia  extranjera  hasta 
que  son  confirmados  por  otra  dictada  por  un  Tribunal  nacional; 
mas  en  las  de  la  segunda  se  tienen  por  detínitivamente  establecidos 
en  aquella  esos  derechos  y  obligaciones^  limitándose  los  Tribuna- 
les á  deliberar  sobre  su  ejecución  y  cumplimiento.  En  las  unas  la 
sentencia  extranjera  no  tiene  ni  puede  adquirir  autoridad  de  cosa 
juzgada;  mas  en  las  otras  la  tiene  y  es  reconocida  y  respetada  desde 
que  se  concede  el  exequátur  para  su  ejecución.  Por  esto  en  unas 
la  sentencia  extranjera  no  pasa  de  ser  una  simple  prueba  de  la 
acción  procedente  del  acto  jurídico  discutido  en  el  pleito  en  que  la 
sentencia  se  dictó;  siendo  en  las  otras  motivo  ó  causa  de  la  que  en 
las  últimas  transformaciones  del  derecho  procesal  romano  se  deno- 
minó Judicali  actio. 

Seria,  empero,  grave  error  deducir  de  lo  que  se  acaba  de  ma- 
nifestar que  no  se  puede  examinar  en  ningún  concepto  la  sen- 
tencia extranjera  en  los  Estados  que  se  prestan  á  su  ejecución.  Lo 
único  que  en  éstos  no  se  consiente  es  el  examen  ó  discusión  del 
fondo  del  asunto  ó  cuestión  que  en  la  -sentencia  se  resolvió;  pero 
pueden  muy  bien  examinarse  y  (|iscutirse  otros  importantes  puntos 
que  se  reGeran  á  la  forma  y  á  las*  demás  circunstancias  externas  é 
internas  de  la  sentencia,  tales  como  la  regularidad  del  procedi- 
miento con  arreglo  al  cual  se  hubiese  dictado,  la  competencia  del 
Tribunal  sentenciador,  la  intervención  que  las  partes  hubiesen  teni- 
do en  el  pleito  y  los  recursos  que  se  les  hubiesen  permitido  usar  para 
su  defensa^  y  en  fin,  la  validez  y  eficacia  de  los  derechos  y  obliga- 
ciones en  la  sentencia  declarados  ó  impuestos,  no  bajo  el  aspecto 
concreto  con  que  en  elía  se  presenten  con  relación  ¿  las  mismas 
parles,  sino  bajo  su  aspecto  general  y  con  relación  al  país  ó  Estado 
en  que  se  han  de  ejercitar  los  unos  y  cumplir  las  otras,  á  fin  de  sa- 
l)ejr  si  son  ó  no  compatibles  con  el  derecho  público  en  él  vigente  ó 
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con  SUS  generales  intereses.  En  suma,  pueden  examinarse  y  resol-' 
verse  en  conceplo  de  cuestiones'  previas  aquellas  que  sirvan  para 
averiguar  si  la  sentencia  de  que  se  trata  reúne  todas  las  condicio- 
nes y  requisitos  externos  é  internos  necesarios  según  el  derecho 
vigente  en  el  país  en  que  se  pide  su  ejecución,  para  que  pueda  ser 
considerada  como  válida  y  deGniliva.  Este  examen  previo  no  empe- 
ce á  lu  integridad  fundamental  del  sistema  que  autoriza  la  ejecución 
de  las  sentencias  extranjeras,  porque  su  base  esencial  consiste  so- 
lamente en  que  n^%e  discuta  el  fondo  de  la  cuestión  concreta  que 
ya  fué  discutida  entre  las  partes  durante  el  pleito  y  resuelta  por  la 
sentencia  extranjera. 

Sentada  la  doctrina  que  precede^  y  cuya  rigurosa  exactitud  y 
precisión  tengo  por  seguro  que  no  ha  de  ser  controvertida,  ni  mu- 
cho menos  impugnada,  si  considero  la  alta  ilustración  del  Trib(|naU 
y  la  buena  fama  que  ev  materias  jurídicas  tienen,  asi  el  Ministerio 
público  como  la  defensa  de  Mr.  M...^  pasaré  á  fijar  de  un  modo 
algo  más  concreto  el  derechb  internacional  que  sobre  la  cues- 
tión que  se  está  debatiendo  rige  en  las  Naciones  de  la  segunda 
de  las  categorías  sobredichas,  en  cuyo  número  íigura  nuestra  pa- 
tria. 

Entre  eUas  hay  algunas  como  Inglaterra,  según  más  adelante 
demostraré,  que  autorizan  la  ejecución  de  las  sentencias  extranje- 
ras si.reunen  los  requisitos  necesarios  por  su  derecho  para  ser  vá- 
lidas y  eíicaces^  por  más  que  en  el  país  de  que  procedan  no  se  otor* 
gue  el  exequátur  á  las  de  sus  Tribunales  en  igualdad  de  circunstan- 
cias; y  hay  otras,  y  forman  el  mayor  número,  en  las  cuales  rige  el 
principio  de  h  reciprocidady  autorizando  la  ejecución  de  las  sen- 
tencias procedentes  de  a(|uellos  Estados  en  que  se  permite  la  ejecu- 
ción de  las  suyas,  y  denegando  p»r  retorsión  la  de  las  que  procedan 
de  los  Estados  en  que  aquella  no  se  otorga. 

España  viene  ocupando  desde  1855  un  lugar  medio  entre  los 
anos  y  los  otros.  No  ha  avanzado  tanto  como  los  primeros;  pero  ha 
progresado  masque  los  últimos.  Acepta  el  principio  de  la  recipro^ 
cUkul  bajo  su  doble  aspecto  positivo  y  negativo  (si  se  me  permite 
esta  frase),  en  cuanto  puede  aplicarse.  Pero  si  ésto  no  fuese  posible 
por  tratarse  de  la  sentencia  de  un  Estado  en  que  nada  se  hubiese 
resuello  todavía  por  los  tratados,  ni  por  las  leyes^  ni  por  la  juris- 
prudencia, sobre  la  ejecución  de  las  sentencias  de  los  Tribunales 
españoles,  permite  que  se  ejecuten  las  suyas  si  reúnen  ciertos  re- 
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qaisiCos  que  se  enameran  en  el  art.  928  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil. 

Mas  ¿en  qué  ha  de  consistir  la  reciprocidad?  No  ciertamente  en 
el  procedimiento  que  para  conceder  ó  negar  el  exequátur  haya  de 
observarse.  Cada  Estado  establece  ubérrimamente  el  suyo,  según 
se  ha  dicho  en  la  primera  parte  de  esta  alegación:  así  es  que  existe 
una  diversidad  muy  grande  en  las  leyes  de  todos  ellos,  ya  respecto 
al  Tribunal  que  ha  de  autorizar  la  ejecución,  ya  respecto  á  la  ma- 
nera y  solemnidades  con  que  se  ba  de  pedir  y  otorgar. 

Tampoco  alcanza  el  principio  al  examen  previo  que  anterior- 
mente he  dicho  que  podia  hacerse,  y  se  hace  con  efecto,  de  la  sen- 
tencia, en  muchas  Naciones.  Si  asi  fuese,  ninguna  de  aquellas  po- 
dria  ejecutarse.  Tales  y  tantas  son^  aun  respecto  á  este  punto,  las 
diferQncias  que  en  su  derecho  existen.  En  Austria  ese  examen  tiene 
por  objeto  algunas  circunstancias  de  que  se  prescinde  en  Baviera. 
En  ésta  sucede  cosa  parecida  respecto  á  Sajonía  y  Prusia.  En  estas 
Naciones  no  existe  tampoco^  sobre  la  materia  un  derecho  idéntico 
al  de  Italia,  y,  en  fin,  las  circunstancias  expresadas  en  el  art.  923 
de  nuestra  ley  difieren  más  ó  menos  de  las  que  son  objeto  de  exa- 
men en  las  Naciones  antes  mencionadas  y  en  otras  en  que  rige  el 
sistema  de  la  reciprocidad.  Léase,  en  conformidad  de  cnanto  se 
acaba  de  indicar,  la  sección  2.',  capítulo  i.*,  título  1,*,  libro  2/ del 
tratado  de  Mr.  Foelix,  en  que  este  ilustre  publicista  enumera  estas 
diferencias,  á  pesar  de  las  cuales  aíirma  que  los  Estados  que  he 
mencionado  (excepto  el  nuestro)  y  otros  muchos  que  se  hallan  en 
casos  semejantes,  ejecutan  las  sentencias  extranjeras. 

T  es  que  el  principio  de  la  reciprocidad  no  tiene  ni  puede  tener 
por  ohjeto  más  que  la  autoridad  de  la  com  juzgada  que  ha  de  re- 
conocerse en  la  sentencia,  es  decir,  que  en  el  Estado  en  que  haya 
de  cumplirse  no  se  vuelva  á  examinar  el  fondo  de  la  cuestión  resuel- 
ta  en  ella.  Entre  tanto  que  este  examen  no  se  haga,  todo  lo  demás 
atañe  á  la  forma  y  al  procedimiento,  respecto  al  que,  vuelvo  á  de- 
cirlo, cada  Estado  conserva  su  completa  libertad. 

He  dicho  anteriormente  que  Inglaterra  estaba  en  la  categoría  de 
las  Naciones  que  permitian  la  ejecución  de  las  sentencias  extranje* 
ras  sin  tener  en  cuenta  el  principio  de  la  reciprocidad.  La  prueba 
de  esta  afirmación  es  muy  fácil  y  sus  elementos  habrán  de  ser  los 
mismos  de  que  con  asombro  profundo  he  visto  que  la  defensa  de 
Mr.  M...  habia  querido  deducir  una  conclusión  contraria. 
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Empezaré  por  protestar  contra  la  exactitud  de  lo  que  dice  y  re- 
pite muchas  veces  ea  su  aiegacioQ  sobre  el  carácter  del  derecho  ia- 
gícs.  No  es  cierto  que  en  él  haya  el  egoísmo^  según  allí  se  le  deno- 
mina^ el  e^lusivismo  que  haga  recordar  los  tiempos  de  la  antigua 
Uoma.  De  ese  egoísmo,  el  tipo  más  acabado  en  los  Estados  moder- 
nos^ es  el  derecho  de  Francia,  en  qoe  se  reflejan  las  pasiones  y  los 
defectos  del  carácter  de  la  Nación,  derecho  en  que  parecen  suhsis- 
tir  condensadas  en  declaraciones  de  ley  la  soberbia^  el  desprecio  y 
el  ansia  de  domiaacíon  de  las  demás  Naciones  que  devoró  el  cora- 
zón de  Felipe  el  Hermoso,  de  Luís  XIY  y  de  Napoleón  I.  En  Fran- 
cia no  hay  justicia  para  el  extranjero  cuando  la  pide  contra  otro  ex- 
tranjero. Los  Tribunales  no  la  administran  sino  en  beneficio  de  los 
franceses.  Verdad  es  que  nosotros  hacemos  lo  mismo  con  los  extran- 
jeros que  no  están  inscritos  en  su  matricula,  y  salvo  los  casos  del 
art.  32  del  decreto  de  extranjería.  En  Francia,  el  art.  121  de  la 
Ordenanza  de  i 6^9  prohibía  en  absoluto  la  ejecución  de  todas  las 
sentencias  pronunciadas  fuera  del  territorio  nacional,  sin  que  este 
ofensivo  exclusivismo  se  hubiere  después  realmente  moderado  en 
el  art.  546  del  Código  de  procedimiento  civil,  ni  en  los  2123  y  2128 
del  Código  civil;  y  si  aclnalmenle  se  prestan  aquellos  Tribunales  á 
permitir  la  ejecución  de  las  sentencias  de  esta  clase^  aunque  solo 
cuando  todos  los  interosados  son  extranjeros,  es  debido^  no  á  la  ley, 
sino  á  la  influencia  que  no  puede  menos  al  fin  de  ir  sintiendo  quizá 
á  su  pesar,  de  las  máximas  de  derecho  internacional  admitidas  en 
una  gran  parte  de  Europa. 

Ll  legislación  inglesa  es  en  esto  la  antítesis  de  la  francesa.  Su 
Tribunales  están  siempre  abiertos  para  los  extranjeros,  que  hallan 
en  ellos  la  misma  protección  que  los  naturales.  El  derecho  inglés 
reconoce  y  acata  la  fuerza  de  los  actos  jurídicos  que  se  otorgan  fue- 
ra de  la  Gran  Bretaña  y  con  arreglo  á  la  ley  del  territorio.  Este  res- 
peto llega  hasta  el  extremo  (á  que  no  llega  ciertamente  entre  nos- 
otros), de  que  sin  embargo  de  que  según  el  derecho  común  inglés, 
no  se  pueden  legitimar  por  subsiguiente  matrimonio  los  hijos  natu- 
rales, se  admite  esta  legitimación  cuando  se  hizo  el  casamiento  con 
arreglo  á  la  ley  del  país  en  que  está  admitida.  En  Inglaterra,  por 
ultimo,  se  reconoce  la  autoridad  de  cosa  juzgada  en  las  sentencias 
extranjeras,  aunque  procedan  de  países  en  que  no  se  ejecuten  las 
de  los  Tribunales  ingleses. 

Efectivamente,  Mr.  Foelix,  en  el  párrafo  5.*  de  la  sección  ante- 
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riormente  citada,  dice:  «Ec  Inglaterra  no  se  niegan  en  tesis  general 
»á  las  sentencias  extranjeras  todos  sus  efectos:  no  se  exige  la  reci- 
»procidad  como  condición  sine  qua  non:  lo  que  se  exige  rigurosa- 
«mente  es  que  la  sentencia  emane  de  un  Tribunal  competente.» 

Es  verdad  que  en  el  mismo  párrafo  continúa  diciendo  que  el  que 
hubiese  obtenido  la  sentencia  extranjera  debe  entablar  una  nueva 
¿lema?;dd  ante  el  Tribunal  inglés;  pero  para  que  no  se  incurra  ea 
error  al  fijar  el  sentido  de  esa  frase,  es  necesario  tener  muy  presen- 
te que  la  palabra  francesa  demande  si^nitica,  no  sólo  la  petición 
que  el  tecnicismo  de  nuestro  idioma  denomina  de  una  manera  es- 
pecial demanda,  sino  cualquiera  otra  petición  judicial.  Aparte  de 
ésto,  que  es  muy  importante,  conviene  también  acudir  á  la  fuente 
de  donde  nos  dice  Mr.  Foelix  que  ha  tomado  su  doctrina.  Por  for- 
tuna, en  el  citado  párrafo  de  su  obra  pod.emos  examinar  esa  fuente 
en  su  propio  texto.  Es  el  siguiente  párrafo  del  publicista  inglés  mis- 
ter  Wheaton: 

«Según  la  legislación  inglesa,  la  sentencia  dictada  por  un  Tri- 
»bunal  extranjero  competente  es  decisiva  mientras  que«no  se  sus- 
»cile  controversia  sobre  el  mismo  objeto  y  por  las  mismas  partes,  y 
»forma  la  excepción  reijudicalcB  contra  toda  nueva  demanda  funda- 
i>da  en  la  misma  causa.  Una  sentencia  extranjera,  constituye  prima 
«facie  la  prueba  de  la  demanda:  cuando  la  parte  que  la  obtuvo  so- 
«licita  de  los  Tribunales  ingleses  su  confirmación;  el  demandado 
»tiene  obligación  de  impugnarla,  cjl  decir,  de  justificar  que  el  fallo 
^fuéobtenido  irregularmente.  A  falta  de  esta  justificación,  la  sen- 
»tenc¡a  es  admitida  como  prueba  de  la  deuda,  y  el  Tribunal  inglés 
»que  conoce  del  negocio,  declara  la  existencia  de  ésta^  y  dispone 
»las  medidas  necesarias  de  ejecución.  Pero  cuando  del  examen  del 
«procedimiento  que  precedió  á  la  sentencia  extranjera,  aparece  que 
»se  dictó  injusta  ó  fraudulentamente,  sin  que  la  parte  vencida  tu- 
»vicse  conocimiento  del  juicio,  ó  cuando  se  demuestra  inequivoca- 
«damenle  por  las  pruebas  externas,  que  se  fundó  en  premisas  fal- 
»sas  ó  razones  insuficientes,  ó  sobre  una  violación  evidente  de  la 
«Ley  local  ó  extranjera,  no  puede  ser  confirmada  por  los  Tribunales 
«ingleses.» 

Aparte  del  tecnicismo  de  que  en  este  párrafo  se  usa,  tecnicismo 
de  cuya  propiedad,  cabe  con  algún  motivo  dudar,  y  que  de  todos 
modos  no  puede  entenderse  en  el  sentido  que  tendría  según  nuestro 
derecho,  puesto  que  seria  n  tal  caso  el  propio  del  procedimiento  in- 


EJECUCIÓN  EN  ESPAÑA  DE  LAS  SENTENCIAS  EXTRANJERAS.      3S 

giés,  es  ionegable  que  en  el  párraro  transcrito  se  dice  que  la  senten- 
cia extranjera  tiene  en  Inglaterra  desde  luego  el  valor  de  la  cosa 
juzgada,  el  cual  conserva  entre  tanto  que  un  Tribunal  inglés  no  de- 
niega su  ejecución.  Se  dice  además  que  en  el  procedimiento  que 
han  de  seguir  las  partes  para  tlevarla  á  efecto,  no  se  ha  de  discutir 
el  fondo  del  asunto,  ni  aquellas  pueden  hacer  girar  sobre  él  nueva- 
mente sus  pruebas;  habiendo  de  reducirse  la  discusión  á  las  cir- 
cunstancias que  en  dicho  párrafo  se  mencionan,  y  que  directa  é  in« 
mediatamente  se  refieren  tan  sólo  á  la  validez  de  la  sentencia  como 
tal^  pero  no  á  la  de  los  derechos  y  obligaciones  que  de  ella  emanan.  ^ 
Del  párrafo  de  Mr.  Yheaton  resulta  que  en  Inglaterra  no  se  abre 
nuevo  juicio  sobre  el  asunto  que  se  resolvió  en  la  sentencia  extran* 
jera^  puesto  que  lo  que  se  pide  al  Tribunal  ioglés,  es  simplemente 
su  ejecución,  y  lo  que  éste  acuerda  es  el  cumplimiento  de  los  dere- 
chos y  obligaciones  dé  la  sentencia  procedentes  para  las  partes^  y 
ésto,  no  porque  resulte  de  un  nuevo  examen  que  realmente  les  cor- 
resppnda,  sino  porque  fueron  establecidos  en  la  sentencia  extranje- 
ra, la  cual  no'^e  acreditó  que  por  sus  circunstancias  adoleciese  de 
nulidad. 

Pno6  en  esto  precisamente  consiste  el  sistema  según  se  ha  dicho. 
Cuando  no  se  abre  un  nuevo  juicio,  cuando  no  se  discute  por  se- 
gunda vez  el  apunto  y  coando  se  reconoce  valor  y  fuerza  en  los  de- 
rechos y  obligaciones  de  las  partes,  sólo  porque  les  otorgaron  los 
unos  ó  les  condenaron  á  las  otras  en  la  sentencia  extranjera,  es 
evidente  que  cualquiera  que  sea  el  procedimiento  que  en  tales  ca- 
sos se'emplee  y  el  tecnicismo  con  que  se  designen  las  peticiones  y  di- 
ligencias en  que  ha  de  consistir,  lo  que  al  tin  se  decreta  no  es  una 
segunda  sentencia,  sino  la  ejecución  de  la  primera.  Por  esto  decía 
yo  en  mi  primitiva  petición  que,  aun  en  el  supuesto  de  que  el  de- 
recho ioglés  sobre  la  materia  nada  hubiese  variado  desde  los  tiem- 
pos á  que  se  refiere  Mr.  Foelix^  había  que  convenir  en  que  era  po- 
sible en  Inglaterra  la  ejecución  de  las  sentencias  de  los  Tribunales 
españoles,  para  deducir  de  esto,  y  en  virtud  del  principio  de  reci-- 
procidad,  que  á  su  vez  en  España  podían  ejecutarse  las  sentencias 
de  los  Tribunales  ingleses. 

T  si  á  pesar  de  ló  dicho  se  persistiera  en  que  no  hay  claridad 
completa  sobrt  el  punto  debatido  en  los  textos  de  Mr.  Fcelíx  y  Mr. 
Wheatoo,  existen  otros  más  modernos  que  desvanecen  los  últimos 
restos  de  la  duda^  afirmando  de  un  modo  rotundo  que  en  Inglater- 
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ra  se  autoriza  al  présenle  la  ejecucioa  de  las  sentencias  extranje*' 
ras.  El  iluslre  Catedrálicaque  explica  actualmeAte  derecho  interna- 
cional en  la  Universidad  de  Pisa,  y  honra  con  su  nombre  el  Instila- 
to  de  Gand,  que  tiene  por  fin  el  cultivo  de  esta  rama  de  Ja  ciencia  y 
al  cual  pertenecea  los  más  autorizados  jurisconsultos  y  publicistas 
de  la  Europa,  el  Sr.  Pascual  Fiore,  cuyas  obras  gozan  de  tan  in- 
menso crédito  en  la  escuela  y  en  el  foro  de  las  Naciones  más  cul- 
tas^ dice  en  su  tratado  titulado  Nuevo  derecho  iuternacional  públi- 
co, tomo  1.%  parte  1.%  capítulo  10,  página  313:  «La  ejecución  de 
>las  sentencias,  depende  del  Soberano  del  lugar  ea  que  la  sentencia 
)»se  ejecuta,  y  en  su  nombre,  y  solamente  en  su  nombre,  puede  ha- 
».cerse  ejecutoría...  por  consiguiente  nioguaa  sentencia  puede  ba- 
ncerse  ejecutoria  sin  la  autorización  del  Soberano  del  lugar  en  que 
ndebe  ejecutarse. 

»Este  principio  es  suficientemente  claro;  pero  la  dificultad  está 
»en  determinar  sí  los  Jueces  que  deben  autorizar  la  ejecución  de 
»una  sentencia,  deben  conocer  y  examinar  el  mérito  de  la  centro-  ^ 
»versia  y  la  cosa  juzgada,  ó  bien  si  deben. permitir  .el  exequátur 
»puro  y  simple  en  virtud  de  petición  de  las  partes  interesadas. 

»Los  tratados  internacionales  determinan  ordinariamente  en  la 
^práctica  cómo  debe  decidirse  la  cuestión  de  derecho;  más  en  su 
«defecto,  nosotros  debemos  atenernos  para  resolver  la  cuestión  á  las 
«diversas  legislaciones  y  á  la  costumbre. 

»En  algunos  pueblos,  como  loglatorra,  los  Estados-Unidos,  Austria 
»y  algunos  Estados  de  Alemania,  se  declara  ejecouiría  toda  sentencia  civil 
-dictada  eo  territorio  extranjero.  En  otros  se  exige  la  competencia  del 
«Tribunal,  la  regularidad  del  procedimiento  y  la  equidad  de  la  sen- 
»tencia^  es  decir,  que  la  sentencia  no  adolezca  de  injusticia  roani- 
•fiesta.  En  Francia  y  otros  países,  cuya  legislación  se  ha  calcado 
»sobre  la  francesa,  está  admitido  que  las  sentencias  dictadas  en  país 
«extranjero  no  tienen  ejecución  alguna,  sino  después  de  una  nueva 
«instancia  y  de  un  nuevo  procedimiento  ante  los  Magistrados  fran- 
« ceses.» 

El  Sr.  Fiore,  según  se  vé,  asienta  clara  y  terminantemente  que 
de  los  tres  grupos  en  que  clasifica  para  el  caso  á  las  Naciones,  In- 
glaterra está  á  la  cabeza  del  primero,  ó  sea  de  aquellas  en  que  sin 
limitación  alguna,  y  de  una  manera  absoluta,  autorizíjm  en  su  terri- 
torio la  ejecución  de  las  sentencias  dictadas  fuera  de  ¿us  fronteras. 
Y  teniendo  en  cuenta,  que  en  ninguna  otra  parte  de  su  obra  vuelve 
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el  célebre  publicista  á  ocuparse  del  asunto,  véase  si  con  raion  no 
habré  debido  admirarme  ante  la  serenidad  y  aun  la  arrogancia  con 
que  acudió  en  su  alegación  la  defensa  de  Mr.  M...  á  ponerse  al 
amparo  de  la  autoridad  de  aquel  sabio. 

Pero  lo  que  sube  de  punto  en  este  género,  es  la  serena  franque- 
za con  que  ella  misma  se  encargó  de  proporcionar  al  Tribunal  el 
tiltimo  dato,  por  si  no  fueran  bastantes  los  que  ya  existían  en  el 
proceso  para  que  rechace  por  infundadas  é  ilegales  sus  pretcnsio- 
nes. Ese  dato  es  la  obra  publicada  en  Filadelfia  en  1872  por  el  ja* 
risconsulto  Francisco  Wharton  con  el  titulo  de  Conflicto  de  dere" 
cho$,  6  sea  derecho  internacioiial  privado.  En  ella  dice  la  defensa 
de  Mr.  M.  que  «se  contiene  la  ultima  palabra  de  las  teorías  hoy 
palpitantes  en  la  materia.»  Veamos  lo  que  dice  esa  4ltima  palabra. 

En  el  capítulo  il,  párrafo  792,  pág'raa  819,  bajo  el  epígrafe: 
Principios  generales  concernientes  i  la  ejecución  de  las  sentencias 
extranjeras,  se  lee:  «Para  tener  fuerza  extraterritorial  una  senten- 
»cia  debe  estar  en  acuerdo  icón  la  lev  ó  derecho  internacional.  Nin- 
»guna  sentencia  tiene  fuerza  extraterritorial  si  no  ha  sido  pronun- 
«ciada  por  un  Tribunal  actuando  en  conformidad  con  los  principios 
»de  la  ley  internacional.  Tal  esja  opinión  que  ilitimamente  se  ha 
«establecido  por  la  Cámara  de  los  Lores  de  Inglaterra  en  dos  casos 
»muy  notables,  y  con  esta  opinión  concuerdan  los  juriseottsaltos 
»más  eminentes  de  Alemania  y  Franci»,  como  también  de  Inglater- 
»ra  V  los  Estados- unidos.» 

Hasta  nquí  el  primer  texto  de  Mr.  Wharton,  que  copia  en  su 
escrito  la  defensa  de  Mr.  M...  Ahora  bien:  ¿qué  se  dice  en  este  tex- 
to? No  más,  pero  sí  menos,  que  lo  que  llevo  dicho  en  esta  segunda 
parte  de  mi  alegación,  á  saber:  que  para  que  una  sentencia  pueda 
ejecutarse  fuera  de  su  territorio,  es  necesario  que  tenga  los  requi- 
sitos externos  é  internos,  sin  los  cuales  el  derecho  de  gentes  no 
puede  reconocer  en  ella  valor  y  edcacia;  y  aun  he  añadido  yo  que 
tenga  los  que  para  esto  exija  también  el  derecho  público  especial 
de  la  Nación  en  que  ha  de  ejecutarse.  Si  en  una  sentencia  se  san- 
cionase la  esclavitud,  no  podria  ejecutarse  en  ningún  país  de  Eu- 
ropa, porque  el  derecho  público  de  la  más  noble  parte  del  mundo 
no  admite  la  legitimidad  de  aquel  estado.  Si  en  una  sentencia  in- 
glesa ó  de  cualquiera  otra  Nación,  cuya  ley  sancione  el  divorcio, 
se  decretase  la  disolución  del  vínculo  matrimonial,  sólo  por  la  vo» 
iuntad  de  los  cónyuges,  tampoco  podria  ejecutarse  en  España;  por- 
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que  nuestro  derecho  público  establece  la  perpetuidad  é  indisolubili- 
dad del  matrimonio.  De  suerte  que,  lo  que  en  el  párrafo  transcrito 
asienta  Mr.  Wharton,  es  menos  que  lo  que  se  ha  manifestado  en 
esta  alegación.  ¿Pero  se  deduce  acaso  de  todo  ello  algo  contra  la  té- 
sis  que  sostengo?  ¿Pretendo  yo  que  se  ejecute  en  España  ninguna 
sentencia  que  contenga  resoluciones  contrarias  al  derecho  de  gen- 
tes, ni  siquiera  al  derecho  publico  español? 

Avancemos  más.  Copia  la  defensa  de  Mr.  M...  á  continuación 
otro  texto  que  no  viene  al  caso,  porque  se  refiere  al  valor  que  en 
los  Estados-Unidos  de  América  tienen  las  sentencias  inglesas,  ha- 
ciendo constar  que  allí  no  pueden  ejecutarse  las  dictadas  por  un 
Tribunal  inglés  contra  un  ciudadano  anglo-americano  residente  en 
territorio  de  la  Union.  Transcribe  después  otro  texto  en  que  con 
notorio  error  dice  Mr.  Wharton  que  en  España,  Suecia,  Noruega  y 
Rusia  donde  es  menos  urgente  la  necesidad  de  la  cortesía,  las  sen- 
tencias extranjeras  no  tienen  prima  facie  fuerza  alguna;  y  concluye 
con  el  texto  tomado  del  párrafo  802  que  dice  así:  «Debe  observarse 
qne  el  modo  de  dar  cumplimiento  á  las  sentencias  extranjeras  en 
Francia  y  en  los  países  donde  rige  el  Código  francés  es  enteraAien- 
te  diferente  de  la  forma  que  tienen  qn  Inglaterra  y  en  los  Estados- 
Unidos.  En  estos  países  las  sentencUs  extranjeras,  en  lo  esencial,  son  conclv- 
yentos  entre  las  partes;  y  sin  embargo  por  la  práctica  anglo-americana 
no  pueden  tener  fuerza,  ó  mejor  dicho,  ser  ejecutadas,  sino  produ- 
ciendo ó  entablando  un  nuevo  pleito.» 

¿Cabe  mayor  claridad  que  la  que  hay  en  este  texto?  En  Ingla- 
terra el  procedimiento  para  ejecutar  las  sentencias  extranjeras  es 
diverso  del  que  se  observa  en  Francia.  T  tan  diverso  es,  como  que 
en  esta  Nación  no  se  les  dá  cumplimiento,  si  no  en  el  único  y  ex- 
traordinario caso  anteriormente  mencionado.  En  Inglaterra,  dice 
Mr.  Wharton,  las  sentencias  extranjera^  son  en  lo  esencial  conclu- 
yentes  entre  las  partes.  Y  como  lo  esencial  de  una  sentencia  con- 
siste en  los  derechos  y  obligaciones  que  establece  entre  los  que  se 
interesaron  en  el  pleito,  resulta  que,  según  mister  Wharton,  son  en 
Inglaterra  concluyentes  entre  las  partes  las  sentencias  extranjeras^ 
por  lo  que  hace  á  los  derechos  y  obligaciones  que  de  ellas  proce- 
den. T  como  en  esto  precisamente  consiste  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada,  resulta  que  en  Inglaterra  se  reconoce  está  autoridad  en 
las  sentencias  extranjeras. 

Y  para  que  no  cupiera  la  menor  duda  sobre  la  opinión  del  autor 


.1 


EJECÜCiON  EN  ESPAÑA  DE  LAS  SENTENCIAS  EXTRANJERAS.      29 

respecto  al  caso,  coosign»  en  seguida  de  afiroiacion  laa  rotunda  so- 
bre el  derecho  ioglés,  la  exccpcioo  del  anglo-americano,  según  el 
cual  es  necesario  un  nuevo  pleito  para  que  puedan  ejecutarse  las 
sentencias  extranjeras. 

Tengase  muy  en  cuenta  que  n'o  he  citado  una  sola  frase  de 
Mr.  Wbarton,  que  no  hubiese  transcrito  en  su  alegación  la  defensa 
de  Mr.  M...  Y  después  de  eslo,  ¿no  es  verdad  que  causa  asombro 
que  haya  sido  ella  quien  ha  traido  al  debate  las  opiniones  de  este 
jurisconsulto? 

Como  última  prueba  del  derecho  que  actualmente  rige  en  Ingla- 
terra, présenle  el  dictamen  emitido  por  Mr.  John  Hoiker,  miembro 
del  Parlamento  de  la  Gran  Bretaña  é  Irlanda  y  Procurador  general 
de  S.  M.  la  Reina  Victoria^  para  el  Reino  de  Inglaterra,  y  de  Mrs. 
William  Willis  y  Reginal  Brown,  ilustres  jurisconsultos  del  foro  de 
Londres.  La  autenticidad  de  este  dictamen^  está  fuera  de  duda, 
porque  aparece  legalizado  por  el  Notario  de  la  misma  capital,  Mr. 
John  Bridges,  así  como  la  ñrma  y  sello  de  este  funcionario,  lo  fué 
por  el  Cónsul  general  de  España  allí  residente,  cuya  firma  á  su  vez 
legalizó  el  Ministerio  de  Estado  en  Madrid.  No  merece  detenida 
contestación  el  original  reparo  que  se  hace  en  contra  del  documen- 
to, por  no  haber  sido  dicho  dictamen  dado  con  citación  é  interven- 
ción de  mister  M...  ¿Se  ignora  acaso  que  la  legalización  suple 
respecto  á  los  documentos  otorgados  en  el  extranjero  la  falta  de  la 
citación  contraria  que  se  requiere  para  las  copias  ó  testimonios  de 
los  otorgados  en  España?  Aparte  de  ésto,  ¿se  trata  de  algún  docu- 
mento probatorio,  puesto  que  solamente  á  los  de  esta  ciase  se  refiere 
la  Ley  cuando  exige  aquel  requisito?  ¿O  es  que  habrán  dado  tam- 
bién los  demás  publicistas  citados,  intervención  en  sus  obras  á  Mr. 
M.>  para  que  pueda  tenerse  en  cuenta  su  opinión  al-resolver  loque 
constituye  el  objeto  de  este  expediente?  Porque  no  creo  que  alegue 
á  tanto  la  parle  adversa  que  pretenda  fundar  en  los  diversos  carac- 
teres de  la  letra  en  que  constan  las  ideas  de  Mr.  Foelix,  Mr.  Whea- 
lon  y  Wharton  y  el  Sr.  Fiore  de  un  lado,  y  Mrs.  Hoiker,  Willis  y 
Brown  del  otro,  una  diferencia  sustancial  en  su  valor.  La  ley  y  la 
ciencia  no  decesitan  al  establecer  su^  preceptos  y  consignar  sus  raá* 
ximas  de  la  citación  de  ningún  litigante  para  que  los  Tribunales  ha- 
yan de  ajustar  sus  sentencias  á  los  unos  y  á  las  otras. 

Pues  bien ,  en  el  dictamen  á  que  me  refiero ,  dijeron  aquel  Ma* 
gístrado  inglés  y  sus  dos  colegas  ;  en  14  de  Julio  del  ano  último, 
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que,  h  sentencia  de  oa  Tribunal  competente  extranjero  conslitnía 
según  las  leyes  inglesas ,  no  sólo  un  medio  de  prueba  plena ,  sino 
un  motivo  de  acción,  estimándose  conciuyente  entre  las  partes,  á 
no  ser  que  se  hubiese  dictado  en  rebeldía  ó  que  el  ejecutarla  fue- 
se contrario  á  la  justicia  naturaf.  Esto  equivale  á  decir  que  en  In- 
glaterra se  reconocen  los  derechos  y  obligaciones  procedentes  de 
una  sentencia  extranjera,  como  legítimos  solamente,  por  tener 
esta  procedencia,  y  que  allí  las  sentencias  de  esta  clase  tienen  au- 
toridad de  cosa  juzgada,  puesto  que  solamente  en  este  casó  el  de- 
recho común  puede  considerarlas,  no  como  prueba,  sino  como  mo- 
tioo  ó  fuente  de  acción.  \  para  que  no  quedase  duda  sobre  su  pen- 
samiento, concluyen  diciendo  aquellos  jurisconsultos:  que  una  sen- 
tencia de  un  Tribunal  español  en  que  concurriesen  las  circunstan- 
cias que  se  mencionan  en  el  art.  9:25  de  nuestra  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  tendria  vigor  en  Inglaterra  y  se  estimaría  concluyen- 
te  entre  las  partes. 

Por  lo  tanto,  si  no  se  puede  menos  de  prestar  á  la  opinión  de  es- 
tos jurisconsultos  el  mismo  valor  que  á  la  de  cualquiera  otro  publi- 
cista inglés  que  consignase  en  una  obra  sus  opiniones  sobre  el  puoto 
debatido,  y  un  valor  superior  al  de  cualquier  otro  publicista  no  in- 
glés que  se  ocupase  del  mismo  asunto^  hay  que  convenir  en  que  el 
dictamen  que  he  presentado,  seria  por  sí  sólo  suficiente  para  demos- 
trar que  en  Inglaterra  se  ejecutan  las  sentencias  extranjeras.  Este 
aserto  aparece  comprobado  hasta  la  evidencia ,  si  además  se  tienen 
á  la  vista  los  textos  de  los  autores  qué  he  citado  en  este  escrito,  y 
todos  los  cuales  son  ios  que  con  más  detenimiento  han  tratado  la 
materia. 

La  conclusión  de  cuanto  queda  expuesto  es^  que  no  puede  me- 
nos de  acordarse  la  ejecución  de  la  sentencia  del  Tribunal  de  la 
Reinade  Inglaterra  con  arreglo  ál  artículo  923  de  nuestra  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

Resumo  lo  dicho  en  esta  segunda  parte  en  las  siguientes  conclu- 
siones: 

1.*  Las  sentencias  no  tienen  fuerza  extraterritorial  por  razón  de 
la  autoridad  propia  del  Magistrado  6  Tribunal  que  las  hubiese  dic- 
tado. 

2.*  Aunque  es  innegable  en  principio  que  un  Estado  tiene  ple- 
no derecho  para  no  consentir  en  su  territorio  la  ejecución  de  una 
sentencia  dictada  por  un  Tribunal  extranjero,  es  uso  común  á  la 
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gran  mayoría  de  las  naciones  civilizadas,  autorizar  ob  comUatem 
et  ob  reciprocan  ulUitatem  la  ejecución  de  dichas  sentencias  cuando 
no  se  opone  á  la  independencia  y  dignidad  del  astado. 

3/  Se  entiende  que  no  se  opone  ¿  esta  independencia  y  digni- 
dad ia  ejecución  de  ana  sentencia  extranjera,  cuando  se  solicita 
para  llevarla  á  cabo  el  permiso  del  Poder  publico  del  territorio,  si 
por  otra  parte  nada  en  ella  se  hubiera  resuelto  que  sea  incompati- 
ble con  la  independencia  y  dignidad  nacional. 

4.*  La  autorización  para  ejecutar  en  territorio  propio  una  sen- 
tencia extranjera ,  implica  la  prohibición  absoluta  de  examinar  nue- 
Tamente  el  asunto  ó  cuestión  que  por  la  sentencia  se  hubiese  re* 
suelto  entre  las  partes ;  pero  no  la  de  examinar  las  solemnidades 
externas  é  internas  de  dicha  sentencia ,  para  hacer  constar  su  vali- 
dez y  eficacia  antes  de  permitir  su  ejecución.  Tampoco  implica  la 
prohibición  de  examinar  los  mismos  derechos  y  obligaciones  en  la 
sentencia  definidos;  pero  no  con  el  objeto  de  discutir  nuevamente 
si  corresponden  ó  no  á  las  partes ,  sino  tan  sólo  si  se  oponen  ó  no  á 
la  soberanía,  al  derecho  publico  ó  á  los  intereses  generales  del  Es- 
tado en  que  se  ha  de  ejecutar  la  sentencia. 

5/  Bn  Inglaterra  se  autoriza  la  ejecución  de  las  sentencias 
aunque  procedan  de  un  país  en  que  no  rija  el  principio  de  la  reci^ 
proádad  para  las  de  los  Tribunales  ingleses.  El  examen  y  discusión 
que  sobre  ellas  se  permite  allí  á  las  partes  no  puede  recaer  sobre  el 
fondo  del  asunto  que  en  la  sentencia  fué  resuelto.  Por  consiguiente, 
este  asunto  no  puede  ser  materia  de  un  nuevo  juicio,  gozando  la 
sentencia  extranjera  de  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  y  siendo  en 
este  concepto  no  sólo  prueba,  sino  motivo  ó  fueiite  de  acción  entre 
las  partes. 

6.*  Por  consiguiente ,  las  sentencias  de  los  Tribunales  ingleses 
deben  recibir  el  exequátur  para  su  ejecución  en  España  con  arre- 
glo al  art.  923  de  nuestra  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Eagenio  Montero  Ríos. 
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DERECHO  CIVIL 


EIPOSICION  Y  EXAMS»  DE  NUESTRAS  LETES  Y  TRATADOS 

SOBRE  LA.  PROPIEDAD  LITERARIA. 


(Artículo  í .°) 


£1  movimiento  general  que  se  produce  aclualmcnte  en  favor  de 
los  derechos  del  pensamiento,  teniendo  en  cuenta  la  importancia  de 
estimular  á  los.  ingenios  sobresalientes  que  pueden  contribuir  al 
progreso  intelectual  y  al  bien  estar  de  la  humanidad  ,  y  las  numero- 
sas dudas  que  diariamente  suscita  la  inteligencia  de  nuestras  leyes 
y  tratados  internacionales  sobre  la  propiedad  literaria,  nos  impul- 
san á  examinarlas  con  algún  detenimiento,  valiéndonos  para  la  re- 
solución de  las  importantes  cuestiones  á  que  dan  lugar  y  para  llenar 
las  muchas  lagunas  que  en  ellas  se  advierten, de  las  leyes  de  los  paí* 
ses  más  ilustrados  y  de  las  obras  de  los  más  acreditados  autores 
publicadas  hasta  el  dia  sobre  esta  materia. 

I. 

Uno  de  los  puntos  que  desde  luego  ha  suscitado  más  controver- 
sias entre  los  intérpretes,  y  en  que  más  han  tenido  que  meditar  los 
legisladores,  ha  sido  el  de  resolver  la  naturaleza,  extensión  y  límites 
de  la  propiedad  literaria. 

Todos  los  jurisconsultos  y  publicistas  están  de  acuerdo  en  reco- 
nocer á  los  autores  el  derecho  de  aprovecharse  del  producto  de  sus 
obras ,  pero  hay  gran  divergencia  de  opiniones  acerca  de  si  los  au- 
tores deben  considerarse  como  verdaderos  propietarios ,  siendo  asi- 
milados en  su  propiedad  á  los  que  poseen  bienes  muebles  ó  inmue- 
bles, ó  si  sólo  gozan  de  un  mero  privilegio  ó  protección  concedido 
por  la  ley  en  recompensa  del  servicio  que  prestan  á  la  sociedad  co- 
municándola sus  conocimientos. 

La  cuestión  es  difícil,  y  se  comprende  que  debe  tener  una  gran- 
de influencia  en  la  legislación.  Porque  si  los  autores  sólo  gozan  de 
un  privilegio,  es  de  esencia  de  los  privilegios  el  restringirlos  cuan* 
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to  sea  posible,  puesto  qae  todo  privilegio  es  hasta  cierto  punto  una 
usurpacioQ.  Si,  por  el  contrario,  los  autores  son  propietarios  de  sus 
obras,  á  la  manera  que  de  un  canopo ,  de  una  casa  ó  de  una  mina, 
la  ley  debe  consagrar  su  derecho,  y  aun  tratar  de  extenderlo ,  por- 
que los  límites  del  derecho  de  propiedad  deben  ser  tan  eslensos 
cuanto  sea  posible. 

11. 

£1  primer  argumento  que  presentan  los  que  niegan  la  propie- 
dad literaria,  consiste  en  que  esta  pretendida  propiedad  no  tiene  los 
düs  caracteres  de  la  común,  cuales  son  el  derecho  de  usar  y  de 
abusar.  El  verdadero  propietario ,  dicen ,  goza  de  estos  derechos 
respecto  de  su  dominio ,  y  en  su  consecuencia ,  el  de  trasmitir- 
lo perpetuamente.  Fero  respecto  de  un  autor,  el  buen  sentido  pro- 
clama que  no  bien  ha  dado  á  luz  su  obra  pertenezca  esta  al  pú- 
blico ,  á  lo  menos  en  cuanto  que'á  nadie  sea  permitido,  ni  aun  á 
su  autor,  el  destruirla.  Además,  todas  las  legislaciones,  que  son  en 
definitiva  la  razón  de  la  expresión  general,  han  reconocido  á  la  pro- 
piedad literaria  solamente  un  carácter  temporal;  y  han  retrocedido 
ante  la  idea  de  perpetuar  el  derecho  de  goce  de  los  causa-habientes 
de  los  autores,  considerando  la  propiedad  literaria  perpetua  como 
contraria  á  los  derechos  de  la  sociedad.  ¿Qué  es,  pues,  dicen,  una 
propiedad  que  está  privada  de  los  dos  principales  caracteres  de  la 
ordinaria? 

A  este  argumento  ha  contestado  el  jurisconsulto  francés  M.  Pór- 
talis  victoriosamente,  alegando  que  también  la  propiedad  común 
se  halla  limitada  bajo  mil  conceptos,  y  no  obstante  subsiste  sin  es- 
tos caracteres  principales.  «En  mi  juicio,  ha  dicho,  hánse  preocu- 
pado demasiado  de  lo  pasado  y  de  las  nociones  comunes  del  de- 
recho, y  no  lo  suficiente  del  estado  actual  de  la  sociedad  y  de  la  in- 
fluencia necesaria  que  las  circunstancias  políticas  y  sociales  en  que 
nos  hallamos  deben  ejercer  en  la  legislación.  ' 

»Por  otra  parte,  si  la  propiedad  consiste  en  el  derecho  de  gestar 
y  de  disponer  de  las  cosas  del  modo  más  abf^oluto,  es  con  tal  que  no 
se  haga  dé  ellas  un  uso  prohibido  por  las  leyes. 

»El  derecho  de  propiedad  puede  hallarse  más  ó  menos  limitado 
en  sus  efectos  sin  cambiar  de  naturaleza.  La.  necesidad  de'  poner 
condiciones  al  goce  no  lleva  consigo  la  de  desnaturalizar  el  Iftulo 
que  dá  derecho  á  este  goce.  Se  puede  estar  por  tiempo  determi- 
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nado  gravado  con  un  usufruclo  ó  con  un  derecho  de  uso  de  una 
servidumbre,  y  no  por  eso  dejar  de  ser  propietario.  Nada  impide^ 
pues,  que  el  autor  que  posee  un  derecho  exclusivo  en  sus  obras 
por  toda  su  vida  y  su  heredero  que  goza  de  este  derecho  por  cierto 
tiempo  después  de  la  muerle  de  aquel,  lo  posean  á  título  de  propie- 
dad.» (Sesión  de  la  Cámara  de  los  Pares,  de  25  de  Mayo  de  1839.) 

III. 

Un  célebre  escritor,  Mr.  Renouard,  al  paso  que  sostiene  que  la 
propiedad  no  puede  existir  sin  ciertos  caracteres  esenciales,  ha  tra- 
tado de  probar  que  el  derecho  de  los  autores  no  podia  constituir 
una  propiedad  legítima.  «En  efecto,  el  derecho  de  propiedad  no 
puede  ejercerse,  ha  dicho,  sino  sobre  cosas  que  son  apropiables. 
Respecto  de  las  que  no  lo  son^  no  hay  necesidad,  ni  utilidad^  ni  jus- 
ticia en  que  sean  objeto  de  propiedad.  No  hay  necesidad^  puesto 
que  el  interés  privado  no  necesita  velar  por  su  custodia  y  su  con- 
servación; no  hay  utilidad,  porque  su  valor  en  nada  se  disminuye, 
porque  todos  se  aprovechen  de  ellas  y  las*  exploten ;  hay  injusticia» 
porque  cada  hombre  tiene  derecho  sobre  lo  que  puede  apropiarse 
sin  perjudicar  ningún  derecho  adquirido  por  otro;  y  si  un  objeto  es 
tal  que  cada  uno  puede  tener  su  goce  pleno  y  completo  sin  impe- 
dir á  ninguna  otra  persona  que  goce  de  él  plena  y  completamente, 
hacer  este  derecho  propio  de  uno  sólo,  es  una  usurpación  into- 
lerable.» 

«El  aire,  el  fuego  son  riquezas  universales.  Hay  infinidad  de  esta 
clase  de  bienes  que  son  patrimonio  del  género  humano,  y  que  la  li- 
i)eralidad  de  la  Providencia  ha  dado  generosamente  á  cada  uno  de 
sus  miembros.» 

Partiendo  de  esta  base,  sostiene  M.  Renouard,  que  el  objeto  so- 
bre que  se  ejerce  la  pretendida  propiedad  literaria  no  es  una  cosa 
apropiable.  «^¿Qué  son,  dice,  las  producciones,  los  trabajos  de  la  in- 
teligencia? Una  novedad  de  combinaciones  en  los  resultados  del  pen- 
samiento. Pues  bien:  ¿cómo  dudar  que  por  su  esencia  el  pensamiento 
esquive  toda  apropiación  exclusiva?  Cuando  se  trasmite  á  otros  en- 
tendimientos que  lo  reciben,  no  ces^  de  pertenecer  al  ingenio  de  que 
emana:  es  como  el  fuego  que  se  comunica  y  se  estiende  sin  dismi- 
nuir su  foco.» 

A  este  argumento  contesta  M.  Dalloz  en  los  términos  siguientes: 
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«¿Es  esto  exacto?  ¿Bav  asimilación  posible  entre  las  cosas  que  no 
son  apropiables  por  su  naturaleza,  como  el  fuego  y  el  agua,  y  el 
pensamiento  humano?  ¿Qué  es  lo  que  el  autor  entiende  por  pensa- 
miento? ¿Es  el  pensamiento  nacido  en  el  entendimiento  del  autor? 
Difícil  es,  en  verdad,  concebir  que  una  persona  no  sea  autor  de 
aquello  que  creó,  y  hablando  como  Mr.  de  Portalís,  diremos  que  el 
autor  no  adquiere,  sino  que  conserva  la  propiedad  de  sus  pensamien- 
tos. ¿Entiende  M.  Renouard  por  pt^nsamiento  ese  fondo  de  la  inteli- 
gencia común  á  todos  los  hombres  en  el  cual  los  ingenios  más  emi- 
nentes han  depositado  las  nociones  del  bien,  las  enseñanzas  de  lo 
justo,  las  formas  imperecederas  de  lo  bello?  ¿Pretende  que  el  autor 
sólo  toma  prestado  de  ese  fondo  común,  y  no  es  esto  lo  que  se  quie- 
re decir,  calificando  la  obra  del  escritor  de  una  novedad  de  combi- 
naciones en  los  resultados  del  pensamiento,  lo  cual  es,  por  lo  de- 
más, una  definición  bastante  inexacta  de  la  creación  literaria?  Pero 
entonces  ¿qué  semejanza  existe  eolre  el  que  intenta  monopolizar  el 
agua,  el  aire  ó  el  fuego  eo  provecho  suyo,  y  el  que,  inspirándose  en 
las  ide<is  que  han  circulado  por  el  mundo,  en  las  meditaciones  de 
los  filósofos,  en  los  cantos  de  los  poetas,  crea  una  obra  de  imagina- 
ción? 

«Añadamos  que  este  fondo  común  es  inagotable;  tal  es,  además, 
el  carácter  del  entendimiento  humano:  hacer  suyo  lo  que  toma  pres- 
tado del  fondo  común,  imprimiéndole  su  sello  peculiar. 

»Pero¿nó  deberemos  salir  de  estas  ideas  sobrado  sutiles?  ¿No  de- 
beremos, dejando  á  un  lado  el  trabajo  interior  del  escritor  que  en 
realidad  no  se  presta  á  apreciaciones  jurídicas,  apreciar  el  resultado 
de  este  trabajo  y  preguntar  si  el  Polinto  era  propiedad  de  Corneiile 
y  el  Moisés  lo  era  de  Miguel  Ángel?  Porque  llegue  un  instante  en  que 
se  materializa  el  producto  de  la  inteligencia,  ¿es  sostenible  que  el 
autor  no  pueda  apropiarse  el  producto  de  la  suya?  A  esto  se  contes- 
ta que  debe  distinguirse:  por  ejemplo,  entre  los  versos  de  una  tra- 
gedia que  todo  el  mundo  puede  apropiarse,  y  el  libro  que  la  contie- 
ne, que  es  cosa  venal.  Pero  esta  distinción  no  es  muy  perceptible, 
porque  una  tragedia  se  halla  accidentalmente  en  un  impreso,  el  cual 
por  su  naturaleza  pasa  de  mano  en  mano;  y  aunque  es  cierto  que 
todo  el  mundo  puede  aprenderse  de  memoria  los  versos  de  Cornei- 
ile, y  admirarlos  é  inspirarse  en  ellos;  de  esto  á  adquirir  su  propie- 
dad, y  á  disponer  de  «líos  como  de  una  cosa  que  le  pertenece,  á 
enajenarlos,  á  venderlos,  hay  un  abismo. 
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»La  propiedad  lileraria,  es  cierlameote  la  más  fácil  de  reconocer 
de  todas  las  propiedades.  Níoguca  olra  lleva  tan  bieo  impresa  la 
personalidad  de  su  autor.  Pídase  uo  relato  en  prosa,  uoa  sola,  pági- 
na sobre  un  asunto  conocido  á  un  millón  de  personas,  y  no  es  ayen* 
turado  avanzar,  que  no  se  encontrarán  dos  que  lo  expresen  en  iguaT 
les  términos.  Mayores  serán  las  diferencias  si  se  trata  de  la  inven- 
ción de  un  argumento  ó  de  una  obra  científica  de  ciencias  especula- 
tivas y  sobre  todo  de  poesía.  Negar  la  propiedad  literaria,  es  negar 
el  movimiento,  el  pensamiento,  la  luz.  No  hay  duda  que  esta  pro* 
piedad  se  compone  de  ideas  que  fluctúan  en  el  torbellino  de  las  eda- 
des pasadas,  ese  fondo  comuú  al  cual  van  á  instruirse  y  á  inspi- 
rarse las  inteligencias.  Pero  la  elección  de  esas  ideas,  su  combina- 
ción, es  á  veces  tan  nueva  y  tan  notable,  que  nadie  parece  baberlas 
conocido  hasta  entonces;  ese  trabajo  prolongado,  paciente,  que  rea- 
liza el  hombre  con  tanta  dificultad,  ya  removiendo  el  polvo  de  siglos 
remotos,  ya  sondeando  las  profundidades  del  porvenir,  ya  espacian- 
do su  pensamiento  por  las  infinitas  vías  de  la  imaginación,  ó  fiján- 
dolo sin  tregua  en  el  cuadro  tan  conmovedor  de  las  sociedades;  este 
trabajo,  en  fin,  que  tanto  acrecienta  la  gloria  del  país,  en  el  cual  un 
escritor  ha  gastado  su  vida  y  á  veces  absorbido  su  fortuna;  ¿há  de 
ser  patrimonio  de  todo  el  mundo,  de  manera  que  pierdan  su  autor 
y  sus  hijos  sus  opimos  frutos?  La  conciencia  y  la  razón  contestan  á 
la  vez  á  semejante  pregunta.» 

Mas  no  solamente  se  dice  que  las  ideas  que  constituyen  las  obras 
literarias  no  pertenecen  al  autor,  puesto  que  las  adquiere  del  fondo 
común  a  todos  los  hombres,  sino  que  también  se  opone  que  una  vez 
emitidas  estas  ideas,  se  hacen  propiedad  de  todo  el  mundo.  El  pen- 
samiento, deciael  Sr.  García  Goryena,  en  la  sesión  del  Senado  de  i  O 
de  Marzo  de  1847  contestando  al  Sr.  Ondovilla  que  alegó  ser  la  pro- 
piedad literaria  una  propiedad  común  que  debe  sujetarse  á  la  ley 
común  y  declararse  perpetua  su  posesión,  su  duración  y  herencia; 
el  pensamiento,  decia  dicho  Senador,  una  vez  emitido,  no  puede  per- 
manecer como  propiedad  exclusiva  de  su  autor  ni  sustraerse  al  do- 
minio público. 

Es  digno  sin  duda.de  aplauso  Pascal  cuando  sienta  que  ciertos 
autores  dicen  ni  hablar  de  sus  obras:  mi  libro,  mi  comentario,  mi 
historia,  etc.,  y  que  mejor  harían  en  decir:  nuestro  libro^  nuestra 
comentarío,  nuestra  historia,  puesto  que  en  ella  hi^y  por  lo  común 
datos  é  ideas  de  otro  en  mayor  número  que  suyas. 
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■ 

Como  moralista  tiene  razón  Pascal:  conviene  la  modestia  á  los 
autores,  y  es  verdad  que  nuestras  ideas  nos  han  sido  suministradas 
por  medio  de  la  educacioQ  y  de  la  lectura^  y  que  nos  servimos  de  los 
pensamientos  y  de  los  descubrimientos  de  las  generaciones  que  nos 
han  precedido.  Pero  ¿no  se  veriflcaesto  en  todas  nuestras  obras?  Cuan- 
do labramos  un  campo,  ¿no  es  con  una  invención  admirable,  pero 
muy  antigua  que  $e  Ihtraa  el  arado?  Los  granos  que  sembramos,  ¿no 
han  sido  traídos  de  otra  parte?  Si  se  admite  este  argumento,  si  no 
se  reconoce  6n  trabajo,  á  pretexto  de  los  auxilios  que  nos  dá  la  ex- 
peri(^ncia,  se  marcha  vía  recta  al  comunismo.  ¥  si  por  el  contrario, 
se  acepta  para  la  propiedad  inmueble,  ¿cómo  no  ha  de  aceptarse 
para  la  propiedad  littíraria? 

Se  dice  que  las  ¡deas  son  un  fondo  común  que  nos  apropiamos 
en  perjuicio  de  la  sociedad.  No  es  cierto.  Nos  servimos  de  las  ideas 
que  estáo  en  circulación,  pero  no  nos  las  apropiamos.  Las  ideas  son 
cosas  comunes  que  es  tan  difícil  «apropiarse  como  el  agua  del  Océa- 
no ó  el  aire  del  espacio.  El  hombre  que  saca  sal  de  la  mar,  el  que 
emplea  el  aire  en  hacer  mover  nn  molino,  han  sabido  crear  una  ri- 
queza particular;  ¿mas  acaso  impide  ésto  á  nadie  servirse  de  estos 
reservatorios  insgotables?  y  porqnc  pertenezca  el  aire  á  todo  el 
mundo,  ¿tiene  cada  cual  el  derecho  de  apoderarse  do  mí  molino? 

Lo  mismo  sucede,  pues,  con  un  libro,  con  la  diferencia  que  no 
solamente  no  empobrece  la  obra  literaria  al  fondo  común,  sino  que 
la  enriquece.  Bossuet  escribe  la  Historia  Universal,  Montesquieu 
el  EspirÜu  de  las  leyes,  ¿impide  esto  á  alguno  que  escriba  otra  ílis- 
loria  Universal  ó  que  imagine  otro  E>;piritu  de  las  leyesl  ¿Qué  hay 
de  iiiéDOS  en  las  ideas  que  circulan?  Nada  sin  duda,  y  no  seria  di- 
fícil demostrar  que  hay  algo  más. 

Queda  por  rebatir  la  segunda  objeción.  Una  vez  emitida  la  idea, 
se  dice,  pertenece  á  todo  el  mundo.  Convenido:  esto  prueba  que  no 
es  posible  la  apropiación  de  las  ideas.  Pero  jamás  ha  pretendido 
escritor  alguno  el  monopolio  de  sus  ideas^  sitio  la  reproducción  ex- 
clusiva de  su  manuscrito,  lo  cual  es  otra  cosa  muy  diferente.  Racine 
publicó  su  Fedra,  y  esto  no  impidió  á  Pradon  que  tratase  el  mismo 
asunto.  Aprovechaos  de  mis  ideas,  haced  uso  de  mis  raciocinios, 
difundid  mis  opiniones;  por  mi  parte  sólo  exijo  que  no  se  reprodoz- 
can  materialmente  las  líneas  que  yo  he  escrito.  Escríbase  una  Histo- 
rih  de  España,  aprovechándose  de  las  ideas  y  datos  de  los  historia- 
dores precedentes,  pero  no  se  reimprima  el  texto  de  sus  libros,  por- 
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que  esto  constituiría  un  delito  material  tan  visible  como  coger  los 
frutos  que  produce  el  campo  ajeno. 

lY. 

El  mismo  Sr.  García  Goyena  decia  también  en  la  sesión  citada, 
que  á  la  propiedad  literaria  se  la  mira  como  una  cosa  dimanada 
del  descubrimiento  de  la  imprenta. 

No  opondremos  nuestras  propias  consideraciones  á  estas  pala- 
bras. Nos  valdremos  de  las  pronunciadas  por  el  conde  de  Walewski, 
Ministro  de  Estado  de  la  vecina  Francia  y  Presidente  de  la  Comi* 
sion  de  la  propiedad  literaría  y  artística  instituida  por  decreto  del 
Emperador  Napoleón  en  28  de  Diciembre  de  i854. 

«Háse  dicho  que  babia  nacido  con  la  imprenta  el  derecho  del 
escritor  al  valor  mercantil  de  las  producciones  de  su  pensamiento. 
Mas  en  lugar  de  decir:  el  derecho^  hubiera  sido  tal  vez  más  exacto 
decir:  el  ejercicio  del  derecho.  La  imprenta,  en  efecto,  ha  dado  al 
autor  el  medio  de  difundir  su  obra  y  de  hacer  uso,  de  esta  suerte,  de 
la  propiedad,  materializándola;  pero  antes  de  esto,  no  por  ser  inma- 
terial todavía  esta  propiedad  existia  menos,  siendo  de  derecho  natu- 
ral. Si  la  imprenta  hubiera  existido  en  los  tiempos  primitivos,  jamás 
se  hubiera  negado  la  propiedad  literaria.  No  era,  pues,  el  derecho 
lo  que  faltaba  entonces,  sino  el  medio  de  ejercer  el  más  respetable 
de  los  derechos. 

»Si  la  ocupación  es  el  principio  de  la  propiedad  inmueble,  el 
principio  de  la  propiedad  literaria  es  la  creación.» 

«Cuando  Homero  recorria  las  poblaciones  de  la  Grecia  cantando 
sus  sublimes  versos,  recibió  en  cambio  la  hospitalidad:  éste  fué  el 
primer  derecho  de  autor  que  se  pagó  al  poeta  más  grande  del  mun- 
do: éste  fué  el  primer  caso  en  que  se  ejercitó  un  derecho  anterior, 
que  no  dejaba  de  existir,  por  no  ser  todavía  reconocido  ni  practi- 
cado. También  consagró  Homero  la  propiedad  literaria  por  medio 
de  la  tradición,  confiando  sus  versos  á  la  memoria  de  los  rap- 
sodas. 

»A.  la  memoria  sucedió  la  escritura,  llegando  á  ser  el  instrumen- 
to más  poderoso  y  más  útil  de  publicidad.  Posteriormente  loí^  tea- 
tros de  Atenas  v  de  Roma  ofrecían  su  foro  á  las  obras  maestras  de 
los  grandes  poetas  dramáticos,  desde  Esquilo  hasta  Terencio,  pa- 
gando á  unos  su  gloria  con  coronas,  y  ofreciendo  á  otros  millares 
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de  sextercios.  En  514  Livio  Andrónico  hacia  representar  el  primer 
drama  latino  ante  espectadores  habituados  á  los  más  bárbaros  es- 
pectáculos, y  el  pueblo  romano,  encantado  con  este  placer  nuevo^ 
ieirantaba  una  estatua  al  poeta  en  vida  suya.  Poco  después  Plaulo 
componía  sus  obras  encantadoras  y  las  vendía  á  los  ediles  para  las 
solemnidades  públicas.  Los  escritores  se  aprovechaban  ya  entonces 
del  producto  de  su  trabajo,  y  esperando  que  se  reconociera  y  san- 
cionara el  dominio  de  sus  obras,  defendían,  como  Virgilio,  con- 
tra los  plagiarios,  la  propiedad  de  su  gloria.» 

Piinio  el  joven  habla  de  los  bibliopolas  y  se  felicita  del  despacho 
que  obtenían  sus  libros.  Qninliliano  inserta  á  la  cabeza  de  sus  /»s- 
tituciones  oratorias  una  carta  al  bibliopola  Tryphon  en  que  al  re- 
niilirle  una  obra  le  dice,  que  depende  de  su  diligencia  que  llegue  á 
manos  del  público  con  la  mayor  corrección  posible.  £n  los  Epigra- 
man  de  Marcial  se  encuentran  frecuentes  alusiones  respecto  de  la 
venta  de  sus  obras  y  del  comercio  que  de  ellas  hacían  los  libreros  ó 
copistas,  haciéndonos  conocer  que  las  vendía  él  mismo.  Horacio  se 
desdeñaba  de  este  comercio,  pero  entreiraba  su  musa  á  Mecenas. 
£n  el  tercer  epigrama  del  primer  libro,  Marcial  dice  en  dónde  se 
venden  sus  obras.  En  otros  epigramas  habla  del  mismo  Tryphon 
á  quien  hemos  visto  que  escribía  Quintíliano.  «Pretendes,  Quinto, 
que  te  regale  mis  escritos?  No  tengo  ningún  ejemplar:  pero  los  tie- 
ne Tryphon. — Yodar  dinero  por  esas  vagatelas?  Yo  comprar  tus 
^ersos  mientras  tenga  el  juicio  sano?  No  cometeré  esa  locura.»  (Li- 
bro IV,  ep.  72.)» 

Bastan  estos  ejemplos  para  CMsignar  que  si  bien  no  consta  que 
la  ley  .reconociera  un  derecho  de  copia  á  los  autores,  disfrutaban 
del  de  vender  sus  obras  ó  sacar  emolujnentos  de  la  lectura  de  las 
mismas  y  de  su  representación  si  eran  dramáticas. 

V. 

Mas  la  propiedad  literaria  ¿debe  ser  perpetua  como  la  común? 
En  i841  se  trató  en  Inglaterra  de  hacer  prevalecer  el  princifíio  de 
la  perpetuidad,  cuando  se  discutió  la  última  ley  sobre  la  propiedad 
literaria.  La  causa  fué  elocuentemente  defendida  por  M.  Talfourd, 
miembro  del  Parlamento,  abogado  muy  distinguido  y  que  tenia  de- 
recho de  hablar  sobre  la  cuestión,  porque  como  el  Malturnus  del 
diálogo  de  los  oradores  de  Tácito^  había  compuesto  su  tragedia  titu- 
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lada  lo,  y  esta  tragedia  habia  sido  muy  aplaadida;  pero  Talfourd  do 
pudo  triunfar^  prevaleciendo  los  razonamientos  de  Macaulay. 

Napoleón  decidió  la  cuestión  de  la  perpetuidad  de  la  propiedad 
literaria  cuando  se  discutió  el  decreto  de  i810.  «La  perpetuidad 
de  esta  propiedad  en  la  familia  de  los  autores,  dijo^  tendría  inconve- 
nientes, una  propiedad  literaria  es  una  propiedad  incorporal,  que 
hallándose  en  la  serie  de  los  tiempos^  y  por  el  concurso  de  las  di- 
versas sucesiones,  dividida  en  una  multitud  de  individuos,  conclui- 
ria  en  cierta  suerte  por  no  existir  para  nadie;  porque,  ¿cómo  un 
gran  número  de  propietarios,  distantes  unos  de  otros»  y  que  apenas 
se  conocen  pasadas  algunas  generaciones,  podrían  entenderse  y  con- 
tribuir para  la  reimpresión  de  la  obra  de  su  autor  común?  Y  sin 
embargo,  si  no  conseguían  esto,  y  ellos  solos  tuvieran  el  derecho 
de  publicar  la  obra,  los  mejores  libros  desaparecerían  insensible- 
mente de  la  circulación.»  De  estas  razones  nos  haremos  cargo  más 
adelante. 

Respecto  del  derecho  constituido,  ofrécese  actualmente  el  hecho 
constante  de  que  todas  las  leyes  que  se  han  dictado  sobre  esta  ma- 
teria, han  concedido  tan  sólo  un  goce  temporal  más  ó  menos  limi- 
tado, si  bien  se  ha  reconocido  existir  en  la  propiedad  literaria  los 
caracteres  de  la  verdadera  propiedad.  Nuestros  legisladores  han 
seguido  tambicn  este  ejemplo  en  la  última  ley  publicada  en  10  de 
Junio  de  1847. 

No  obstante,  numerosos  y  notables  escritores,  se  han  declarado 
por  la  perpetuidad  de  la  propiedad  literaria. 

Ajsí,  Mr.  de  Lamartine,  entrai^o  en  una  vía  nueva,  se  declaró 
en  1841  por  la  plena  propiedad  de  los  autores  y  apoyó  m  opinión 
con  razones  dignas  de  seria  atención. 

«Hay  hombres  que  trabajan  cpn  la  mano  y  hombres  que  traba- 
jan con  el  entendimiento,  dice:  los  resultados  de  este  trabajo  son 
diferentes;  mas  el  (ítalo  del  trabajador  es  idéntico,..  Los  resultados 
Jel  trabajo  material,  más  incontestables  y  más  palpables,  han  sido 
los  prímeros  que  han>tijado  el  pensamiento  del  legislador.  Ha  dicho, 
pues,  al  labrador  que  habia  roturado  el  campo:  este  campo  será 
tuyo,  y  después  de  tu  muerte,  de  tus  hijos.  La  recompensa  de  tu 
trabajo  te  seguirá  en  todas  las  generaciones  que  te  continúen.  Así 
se  ha  establecido  la  propiedad  territorial,  base  de  la  familia  y  por  la 
familia,  fundamento  de  toda  sociedad  pernianente.  Conforme  se  ha 
ido  perfeccionando  el  estado  social,  ha  reconocido  otras  clases  de 
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propiedad  y  se  han  ídenlifícado  de  (al  suerte  ana  en  otra  la  socie- 
dad y  la  propiedad,  que  recorriendo  el  globo,  recoDOce  ^1  filósofo 
en  señales  iDeqBÍvoc«is,  q«e  la  ausencia,  la  imperfección  ó  la  deca- 
dencia de  la  propiedad  de  un  pueblo,  son  per  do  quiera  la  medida 
exacta  de  la  ausencia^  de  la  imperfección  y  de  la  decadencia  de  la 
sociedad. 

«Pero  las  ideas  del  legislador  moderno  se  han  ampliado;  no  se 
ha  limitado  ya  á  ver  tan  sólo  el  trabajo  en  los  frutos  materiales  de 
la  tierra,  sino  que  lo  ha  reconocido  en  todo  lo  que  revelaba  trabajo 
y  eot^Uuia  un  objeto  de  camino  ó  de  influencia  para  el  Estado; 
de  esta  suerte  se  ha  desarrollado  padualmente  la  profiedad  mueble. 

»Sn  Tírtiid  de  una  inducción  natural  y  exacta,  debía  llegar  el 
dia  en  que  se  reconociera  ser  la  obra  de  la  inteligencia  un  trabajo 
útil,  y  los  frvtos  de  este  trabajo  una  propiedad. 

«Ese  fenómeno  de  la  imprenta,  que  hace  el  pensamiento  palpa- 
ble como  el  carácter  que  lo  grava,  y  mercantil  como  el  ejemplar  en 
qme  se  vende,  xlebia  reclamar  tarde  ó  temprano  una  legislación  para 

eoosignar  y  distribuir  moral  y  equitativamente  sus  productos El 

legislador no  toca  á  la  idea  que  jamás  cae  en  el  dominio  inferior 

de  una  ley  peeuntaria;  sólo  toca  al  libro  que  llega  á  ser  para  la  im- 
presión objeto  mercantil.  La  idea  viene  de  Dios  á  los  hombres, 
y  vuelve  á  Dios,  dejando  an  surco  luminoso  en  la  frente  del  genio 
y  en  el  nombre  de  sus  hijos;  el  libro  entra  en  la  circulación  mercan- 
til Uegando  á  ser  un  valor  productivo  de  capitales  y  de  rentas,  co- 
mo ctialquier  otro  valor,  y  susceptible  bajo  este  título  de  ser  cons- 
tilnido  en  propiedad. 

»¿Bs  josto,  es  útil,  €8  posible  consagrar  en  manos  de  Ios-escrito- 
M8  y  de  su  familia  la  propiedad  de  «us  obras?....  Estas  preguntas 
¿00  han  sido  contestadas  anteriormente? 

»¿Qué  es  la  justicia  sino  la  proporción  entre  la  causa  y  el  efec- 
to, cnCre  el  trabajo  y  la  retribución?  Un  hombre  gasta...  sus  fuer- 
aa&.^  en  fecundizar  mi  campo  ó  en  ejercer  una  industria  lacrati- 
va...  y  se  le  asegura  su  posesión  para  siempre,  y  despoes  de  sa 
muerte,  á  los  que  designa  la  sangre  ó  el  testamento.  Otro  hombre 
gasta  su  vida  entera...  en  el  olvido  de  si  mismo  y  de  su  familia, 
para  enriquecer  después  de  su  muerte  á  la  humanidad  con  una  obra 
maestira  ó  con  una  de  esas  ideas  que  trasforman  el  mundo...  Su 
obra  maestra  ha  nacido;  su  idea  se  ha  manifestado;  el  mundo  intelec- 
tual se  apodera  de  ella;  Ja  industria  y  el  comercio  la  explotan;  llega 

TOMO  XLIX.  6 
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á  ser  una  riqueza...;  produce  milloDes  al  trabajo  y  á  la  circulación; 
se  exporta  como  un  producto  natural  del  suelo;  ¿y  habla  de  tener  ^ 
todo  el  mundo  derecho. á  ella,  excepto  el  que  la  ha  creado,  y  la  viu* 
da  y  los  hijos  de  este  hombre,  que  mendigarían  en  la  indigencia  al 
lado  de  la  riqueza  pública  y  de  las  fortunas  privadas  creadas  por  el 
trabajo  ingrato  de  su  padre?  Esto  no  puede  sostenerse... 

»¿Gs  esto  útil?  Bastaría  responder  que  es  justo,  porque  la  pri- 
mera utilidad  para  una  sociedad  es  la  justicia.  Pero  los  que  pre- 
guntan si  es  útil  remunerar  el  trabajo  de  la  inteligencia  en  lo  fu- 
turo, ¿se  han  elevado  nunca  por  medio  del  pensamiento  hasta  su 
naturaleza  y  hasta  los  resultados  de  este  trabajo?  ¿Hasta  su  natura- 
leza? Entonces  hubieran  visto  que  es  el  trabajo,  obrando  sin  capí- 
tales,  creando  sin  dispendios^  produciendo  sin  otra  asistencia  que 
la  del  genio  ó  de  la  voluntad.  ¿Hasta  sus  resultados?  Entonces  ha- 
brían visto  cuál  es  la  clase  de  trabajo  que  más  influeye  en  los  des- 
tinos del  género  humano;  puesto  que  es  el  que  opera  sobre  el  pen- 
samiento mismo  de  la  humanidad  y  que  la  gobierna...  La  obra  que 
crea^  que  instruye,  que  trasforma  el  mundo  ¿habría  de  ser  una  obra 
indiferente  al  mundo? 

»Por  último  ¿es  esto  posible?  Esta  riqueza  eventual  y  fugitiva 
que  resulta  de  la  propagación  material  de  la  idea,  por  medio  de  la 
impresión  y  del  libro  ¿es  por  su  naturaleza  tangible,  y  puede  fijar- 
se y  regularse  en  forma  de  propiedad?  A  esta  cuestión  ha  res* 
pondido  ya  por  nosotros  el  hecho.  Esta  propiedad  existe,  se  vende, 
se  compra^  se  defiende  como  todas  las  demás.» 

Una  autoridad  que  representa  en  Francia  la  opinión  de  muchos 
hombres  eminentes  por  su  ciencia  y  su  talento,  el  Diario  délos 
Debates,  examinando  en  i841  los  motivos  que  habian  determinado 
el  voto  de  la  Cámara  de  Diputados,  decia  en  favor  de  la  propiedad 
perpetua.  «¿Qué  prueban  las  dificultades  materiales  contra  un 
])rincipio  reconocido,  conforme  á  la  justicia^  á  la  razón  y  á  la  ver- 
dad? He  aquí  la  cuestión.  Dejad  que  se  practique  la  justicia;  ella 
encontrará  lo  que  conviene. » 

La  Comisión  oficial  establecida  en  Francia  en  18^,  y  la  de  1836 
en  sus  informes,  han  declarado  que  en  principio  eran  favorables  á 
la  tesis  que  considera  el  derecho  de  los  autores  como  una  propiedad 
que  debe  ser  perpetua,  y  que  no  retrocedían  sino  ante  las  dificul- 
tades que  resultarían  de  su  aplicación. 

Y  en  favor  de  la  propiedad  perpetua,  tenemos  entre  otros  nom- 
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bres  respetables  y  famosos,  Luis  Hericourt,  Diderot,  Linguet,  Yol- 
taire,  Segnier^  y  más  adelante  Moatalembert,  Víctor  Hugo,  y  Segur; 
CQ  i841  Lamartine,  Labouiaye^  Lakaaal,  eic.  etc.  En  Inglaterra 
Noon  Tairourd  etc.  etc.,  y  otros  muchos.  El  mismo  Napoleón  I  no 
ha  negado  que  la  propiedad  perpetua  fuese  el  verdadero  principio 
<le  la  literaria,  y  si  no  lo  hizo  insertar  en  las  leyes,  fué  porque  juz* 
gó  que  sería  difícil  reglamentarla. 

Mr.  Wolowski  ha  dicho :  La  diferencia  entre  la  propiedad  co- 
mún y  la  propiedad  literaria  es  la  misma  que  la  que  existe  entre 
)a  aplicación  libre  de  las  facultades  humanas  respecto  de  lo  que 
Dios  ha  destinado  á  entrar  en  el  dominio  individual,  y  loque  Dios 
ha  destinado  á  entrar  en  el  dominio  de  todos;  entre  lo  que  es  limi- 
tado y  lu  que  se  multiplica  liberalmente  hasta  lo  infinito,  sin  cono- 
cer otros  límites  que  los  del  espíritu.  Las  ideas  emanan  de  Dios, 
y  son  destinadas  á  toda  la  humanidad,  y  el  autor,  el  que  produce 
las  obras  de  la  inteligencia,  gracias  al  cual  se  multiplicarán  los 
ejemplares  por  medio  de  su  reproducion,  este  autor  es  como  el  re- 
presentante de  la  Divinidad,  pues  renueva  diariamente  el  milagro 
de  la  multiplicación  de  los  panes. 

Diaz  Ferreira,  en  su  comentario  al  articulo  576  del  Código  ci- 
vil portugués  de  1868,  que  concede  el  derecho  de  propiedad  lite- 
raria al  autor  durante  su  vida  v  á  sus  herederos  durante  50  años 
dice  lo  siguiente: 

«La  propiedad  literaria  debería  tener  la  misma  duración  y  ser 
trasniisible  de  generación  en  generación  como  la  propiedad  mate- 
rial. La  propiedad  no  cambia  de  naturaleza  por  ser  distinta  la  ma- 
teria y  elx>rígen  de  los  productos  á  que  se  aplica.  Con  razón  dice 
UQ  escritor  distinguido:  «La  propiedad  más  noble  de  todas  es  la 
menos  protegida.  El  más  ignorante  artista  puede  trasmitir  de  gene- 
ración en  generación  el  producto  de  su  trabajo  más  fácil  y  vulgar, 
y  el  mayor  sabio  del  mundo  y  sus  descendientes  ¿no  gozarán  exclu- 
sivamente de  los  frutos  de  su  inteligencia^  sino  por  un  breve 
plazo?  Si  el  senlimienlo  de  propiedad  es  un  estímulo  del  trabajo,  y 
si  el  derecho  hereditarío  conserva  este  sentimiento^  calcúlese  el 
estímulo  que  falta  á  la  inteligencia,  por  no  declararse  perpetua  la 
propiedad  de  sus  productos. »  Es  exacta  esta  doctrina  y  aceptable 
prácticamente  bajo  todos  aspectos.  La  propiedad  literaría  que,  como 
tantos  otros  derechos,  comenzó  á  aparecer  bajo  forma  de  prívilegio 
con  grandes  restricciones,  ha  de  acabar  su  progresión  histórica  y 
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racional,  estableciéndose  con  las  misnoas  condiciones  jurídicas  que 
la  propiedad  material.» 

Es  cosa  extraña,  ^ice  M.  Laboulaye,  que  no  se  haya  compren- 
dido todavía  que  en  un  país  libre  y  civilizado  nada  es  más  d»gno  de 
estímulo  comola  industria  voluntaria  de  todos  esos  hombres  que  se 
dedican  á  la  ilustración  perpetua  de  la  sociedad.  Los  beneficios  que 
de  ella  reporta  cada  uno  de  nosotros  son  de  todos  los  instantes, 
puesto  que  nada  hacemos  sin  consultar  un  libro.  En  nuestras  enfer- 
medades,  en  nuestros  asuntos,  hallándonos  de  viaje,  en  el  campo,  va* 
mos  siempre  á  buscar  á  estos  modestos  maestros  que  han  contestado 
á  lodo;  á  esos  recreadores  siempre  dispuestos  á  evitarnos  el  tedio,  )a 
fatiga,  los  disgustos;  jamás  se  hicieron  servicios  mayores  con  menos 
dispendios:  ¿Por  qué,  pues,  nos  parece  tan  pesado  su  reconocimiento? 

Reconocer  la  propiedad  literaria  plena  y  enteramente,  es  justo 
y  equitativo;  es  á  la  vez,  recompensar  el  trabajo  y  dar  ai  escritor 
ei  lugar  que  le  corresponde  en  el  Estado.  Es  hacer  de  él  un  ciuda-^ 
daño  en  vez  de  un  paria;  y  es  estimular  á  todo  el  que  tiene  una  plu- 
ma en  la  mano  para  que  sirva  á  su  país  con  todas  las  fuerzas  de  su 
inteligencia  encargar  al  país  del  cuidado  de  recompensarlo.  Esta 
recompensa  es  el  óbolo  que  paga  cada  lector,  recompensa  verdade-  . 
raméate  honrosa,  suscripción  perpetua  á  donde  cada  admirador  lleva 
voluntariamente  su  ofrenda. 

Si  un  libro  puede  ser  una  propiedad  durante  medio  si.?lo,  ¿por 
qué  no  lo  ha  de  ser  perpetuamente?  Recúrrese  al  negar  esta  perpe- 
tuidad á  razones  de  utilidad  publica,  oponiéndose  á  ella  en  nombre 
del  interés  general.  ¿Pero  es  esto  exacto?  Si  se  viera  acttralmente  á 
los  herederos  de  Cervantes  ó  de  Lope  de  Vega  gozar  de  la  fortuna 
conquistada  por  el  taieoto  de  sus  antepasados,  este  gran  espectácn* 
lo  que  seria  un  poderoso  estímulo  para  las  letras,  serviría  vivamen- 
te al  interés  público.  Sería  un  homenage  que  se  tributaría  á  esos 
genios  benéficos  que  forman  las  generacioues,  genios  mucho  más 
útiles  á  la  humanidad  que  los  conquistadores  y  cuya  noble  influen- 
cia dura  todavía  cuando  aquellos  que  han  ensangrentado  ó  atoritfen- 
lado  elmundo  son  há  largo  tiempo  justamente  olvidados. 

Cuando  Comeille  escribía  el  Cid,  habia  tal  voz  á  su  lado  algan 
labrador  que  trabajaba  la  tierra.  Este  trabajo  del  labrador  no  era 
ni  más  rudo  ni  más  noble  que  el  del  gran  poeta:  los  nie^ys  de  este 
labrador  gozan  en  el  día  del  trabajo  de  su  abrielo,  ¿por  qué  los  nie^^ 
tos  de  Comeille  han  de  habar  quedado  desberedaclos? 
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Ante  los  Tribunales  ingleses  háse  presentado  la  cuestión  sobre 
la  duración  de  la  propiedad  literaria  especialmente  con  niotivo 
de  una  i^impresion  fraudulenta  de  Las  EstacioneSy  de  Thomp^ 
son,  y  se  ha  sostenido  el  priacipio  de  la  perpetuidad  de  dicha  pro** 
piedad  enérgicamente,  sin  haberse  adoptado,  no  obstante,  por  laju* 
risprudencia. 

Citaremos  además  una  carta  de  Luis  Napoleón,  coa  fecha  4  de 
Diciembre  de  Í8i3,  que  ha  sido  reproducida  en  dos  obras  muy  no- 
tables publicadas  en  Bruselas  en  1844  y  1851,  por  M.  Jobard,  Dir- 
rector  del  Museo  de  la  loduslria  belga.  Estacarla  contiene  el  pasa-» 
ge  siguiente:  «Yo  creo  que  la  obra  intelectual  es  una  propiedad 
como  un  campo,  como  una  casa,  que  debe  gozar  de  los  mismos  de- 
rechos y  que  no  puede  ser  enajenada  sino  por  causa  de  utilidad  pii- 
blica. » 

¿Qué  conclusión  se  puede  sacar  de  estos  hechos  y  de  estas  opi- 
niones acerca  de  la  duración  de  la  propiedad  literaria? 

En  ellos  creemos  ver  un  nuevo  ejemplo  de  esas  vacilaciones  que 
se  encuentran  en  la  historia  de  todas  las  instituciones. 

Ningún  derecho  ha  salido  del  entendimiento  humano  y  sido  pro- 
clamado desde  luego  con  todas  sus  consecuencias,  y  su  desarrollo. 
Siempre  ha  tenido  que  vencer  en  un  principio  las  preocupaciones, 
los  intereses  y  las  resistencias  de  toda  clase  que  encuentra  el  estable- 
cimiento de  todo  principio  nuevo.  Así,  el  derecho  del  disfrute  litera- 
rio desconocido. durante  largo  tiempo,  admitido  después*  por  el  tér^^ 
mino  de  diez  años,  primeramente,  y  de  cincuenta  en  el  dia,  decla- 
rado posteriormente  perpetuo  en  ciertas  circunstancias,  todavía  pa- 
rece destinado  á  pasar  por  muchas  pruebas  antes  de  obtener  la  per- 
petuidad y  de  ocupar  definitivamente  un  puesto  entre  las  propie-* 
dades  consagradas  en  todos  los  Códigos  de  las.  naciones  civilizadas. 

No  es  nueva  tampoco  en  la  legislación  la  idea  dé  establecer  y 
sancionar  la*  propiedad  literaria  perpetua. 

En  Francia,  la  propiedad  literaria  ha  tenido  en  tiempo  del  Im- 
perio duración  perpetua.  En  Prusia  y  en  Alemania,  esta  propiedad 
regida  por  la  ley  común,  ha. sido  perpetua,  por  mucho  más  tiempo 
que  en  Francia.  En  Holanda,  el  derecho  de  copia  no  era  ya  desde 
el  8  de  Diciembre  de  i  796  un  derecho  personal  concedido  por  pri- 
vilegios, sino  un  derecho  que  se  extendía  á  los  sucesores.  Este  de- 
recho trasmisiblc  é  ilimitado  fué  confirmado  por  la  ley  subsiguiente 
del  5  de  Junio  de  1803,  respecto  de  todas  las  Provincias  Unidas 


46  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN. 

hasta  SO  abrogacioQ  por  la  ley  de  1817.  En  España,  la  ley  24,  títu- 
lo 16,  libro  8.*  de  la  Nov.  Recop.  dada  por  Carlos  III,  tído  á  reco- 
nocer indireclamente  dicha  perpetuidad,  puesto  que  si  bieu  le  cod- 
cedia  al  autor  el  derecho  de  imprimir  exclusivamente  sus  obras  por 
10  años,  siempre  que  el  autor  ó  sus  herederos  acudían  á  renovar 
dicho  privilegio,  se  les  renovaba. 

La  historia  de  la  legislación  esta  ahí  para  recordarnos  estos  he- 
chos. El  límite  fijado  á  la  duración  del  derecho  del  autor,  dice 
M.  Etienne  Blanc,  es  un  verdadero  atentado.  La  ley  no  desconoce 
nunca  impunemente  ios  principios  de  equidad,  y  si  se  ha  extravia- 
do alguna  vez,  se  la  vé,  siempre  impulsada  por  el  poder  irresistible 
de  la  razón,  volver  á  ellos  poco  á  poco  y  después  de  largas  y  peno- 
sas oscilaciones  que  la  aproximan  diariamente  al  principio  descono- 
cido, concluye  tarde  ó  temprano  por  fijarse  en  él  como  su  única  y 
verdadera  base. 

Pasemos,  pues,  á  exponer  más  detenidamente,  ios  fundamentos 
en  que  se  apoya  la  propiedad  literaria  y  su  perpetuidad. 

VI. 

Constituidos  ios  hombres  en  sociedad,  reunieron  todos  sus  es- 
fuerzos, distribuvendo  en  todos  los  ramos  de  la  industria  su  activí- 
dad,  y  la  tierra  llegó  á  ser  como  un  taller  inmenso  donde  nadie  se 
hallaba  sin  ocupación,  y  nada  de  lo  que  es  explotable  quedó  im- 
productivo y  ninguna  riqueza,  sepultada.  Gracias  á  justas  compen- 
saciones y  por  medio  del  precio  que  cada  uno  puso, para  procurarse 
los  frutos  del  de  los  demás,  todos  se  encontraron  remunerados  del 
trabajo  que  empleaban  aprovechándose  de  los  bienes  que  prodiga 
la  tierra  á  los  que  se  toman  la  fatiga  de  hacerla  rendir  sus  pro- 
ductos. 

Pero  el  hombre  no  vive  solamente  de  pan;  estas  palabras  divi- 
nas son  igualmente  exactas  respecto  de  las  cosas  del  espíritu  y  de  la 
Religión;  hay  otras  necesidades  que  satisfacer  que  las  del  cuerpo,  y 
el  alma  tiene  sus  derechos  tan  sagrados.  En  medio  de  la  multitud 
de  personas  que  se  ocupan  de  los  intereses  de  la  vida  material,  hay 
hombres  de  ordinario,  mejor  dotados  por  parte  de  la  inteligencia, 
que  es,  como  ha  dicho  Pascal,  toda  la  nobleza  de  nuestra  naturale- 
za; gracias  á  una  actividad  sumamente  intensa  y  que  exige  igual 
desarrollo  de  energía,  se  aplican  á  suministrar  á  la  sociedad  ese  pan 
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de  la  vida  ¡oteiectual  que  alimenta  los  corazooes  coa  los  preceptos 
de  la  sabiduría^  que  suaviza  las  costumbres  y  hace  más  vivas  las 
luces  de  la  razón.  Este  trabajo  que  completa  al  otro^  do  merece  me- 
nos recompensa,  produciendo  tan  opimos  frutos,  y  tiene  derecbo  á  la 
misma  remuneración. 

Pero  dícese  que  consistiendo  el  precio  en  una  cosa  material  de 
plata  ú  oro,  sólo  puede  pagar  el  producto  tangible  de  un  trabajo  ma- 
terial; que  respecto  del  escritor,  dirigiéndose  únicamente  á  la  inte- 
ligencia, no  hay  remuneración  digna  de  esfuerzos  que  miran  á  un 
objeto  tan  elevado;  que  si  bien  es  preciso  alentarle,  basta  con  una 
recompensa  efímera  que  impone,  no  el  derecho,  sino  el  reconoci- 
miento, porque  no  estaría  bien  que  en  la  patria  de  las  artes  se  mu- 
rieran de  hambre  los  hombres  de  géaio. 

Verdaderamente  que  este  argumento  es  de  gran  sutileza  y  digno 
de  otra  época;  la  consideración  económica  puede  parecer  de  un  or- 
den elevado  y  hasta  que  raya  en  un  exceso  de  generosidad  para  los 
hombres  que  creen  que  el  talento  se  obtiene  á  costado  la  pobreza. 
Rodeados  de  todas  las  comodidades  que  inventa  el  lujo  de  la  vida 
moderna^  pensando  en  la  gloria  del  anciano  Homero,  la  echan  deme- 
nos, y  creen  que  seria  bueno  sin  duda  que  nuestros  poetas  fueran  á 
cantar,  á  su  ejemplo,  á  las  suntuosas  puertas  de  los  opulentos  se- 
ñores. Desgraciadamente,  es  inadmisible  este  supuesto  en  dere- 
cho, y  es  preciso  reconocer  con  La  Bruyere ,  que  «es  un  oficio  ha- 
cer un  libro  como  hacer  una  péndula;  que  es  necesario  más  que  ta- 
lento para  ser  autor.»  Es  necesario  ti:abajo;  esto  es  una  necesidad 
para  el  escritor  tanto  como  para  el  más  sencillo  artesano,  sien  do  su 
esfuerzo  igual. 

Hombres  ambos ^  es  decir,  compuestos  de  alma  y  cuerpo^  no 
pueden  en  todos  los  actos  de  su  vida^  separar  estos  dos  elemen- 
tos íntimos  unidos  por  Dios ;  y  tanto  el  filósofo  como  el  labrador 
que  trazan'un  surco,  el  uno  en  el  campo,  el  otro  en  el  dominio 
del  pensamiento,  hacen  de  él  igual  empleo.  Porque  si  bien  son  los 
brazos  del  labrador  los  que  dirigen  el  arado,  es  también  el  cerebro 
del  autor  quien  lacha  con  la  idea,  y  en  ambos,  es  la  voluntad  la 
que  dá  el  impulso.  Si  hay  alguna  diferencia,  sólo  puede  existir  en 
la  nobleza  y  en  la  intensidad  del  trabajo.  Gran  número  de  hombres 
pueden  labrar  la  tierra;  los  músculos  fuertes  son  menos  escasos  que 
los  cerebros  vigorosos  y  siempre  soportan  más  impunemente  la  fa- 
tiga, al  paso  que  no  hay  trabajo  alguno  que  más  completamente  re- 
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quiera  todas  las  fuerzas  vivas  del  hombre  que  la  concepcioa  de  las 
ideas.  Para  dominarlas  y  hacerse  dueño  de  ellas  por  medio  de  la 
espresion^  apenas  basta  todo  el  esfuerzo  del  espíritu,  y  los  mejores 
escritores  no  son  grandes  sino  porqtie  conciben  con  mas  fuerza  y 
energía.  Esta  potencia  es  su  genio.  Todo  el  mundo  puede  tener  la 
idea  de  un  Rodrigo  ó  de  un  Moisés,  mas  para  crearlos  con  el  vigor, 
el  relieve  y  la  grandeza  que  se  .admira  en  el  Cid  y  en  Moi$és,  es 
preciso  ser  Miguel  Ángel,  Guilíen  de  Castro  ó  Cornéille.  Solamente, 
pues,  á  costa  del  mas  poderoso  y  mas  laborioso  esfuerzo,  hace  el 
autor  suyas  las  ideas  par  medio  de  la  expresión,  dándoles  la  forma 
que  es  la  manifestación  patente  de  su  trabajo,  el  producto  de  la  ac* 
tividad  del  cerebro  del  autor ,  y  el  objeto  de  su  derecho  incontes- 
table. 

Si  en  ninguna  parte  se  afirma  el  esfuerzo  humano  con  más  ener- 
gía, en  ninguna  parle  es  mas  personal  que  en  sus  obras,  hasta  el 
punto  de  que  en  todas  las  lenguas  ,  las  mejor  formadas  y  las  más 
exactas,  se  refiere  la  idea  de  paternidad  á  la  creación  de  las  obras 
de  ingenio.  De  todas  las  que  provienen  del  hombre,  ningunas  otras 
se  refieren  á  él  con  lazos  más  estrechos  y  más  directos;  ninguna  re- 
clama el  concurso  démenos  elementos  extraños;  el  escritor  dá  á  su 
libro  la  viveza  ó  la  gracia  de  su  imaginación,  la  delicadeza  de  su 
sensibilidad,  la  firmeza  de  su  juicio,  el  giro  de  su  ingenio.  Adórna- 
lo con  todas  sus  cualidades,  y  en  una  palabra,  es  la  emanacioa  de 
su  ser,  su  concepción,  su  reproducción. 

Un  célebre  abogado,  llamabs^  á  los  libros  los  hijos  del  talento  del 
autor,  puesta  que  es  él  quien  les  dá  el  ser.  No  hay,  pues,  trabajo 
más  personal  que  el  del  escritor,  ni  más  meritorio,  ni  más  fecundo. 

VIL 

Para  formar  una  obra  duradera,  es  preciso  que  el  hftmbre  con 
qiiicn  el  cielo  ha  sido  generoso  con  sus  dones,  se  recoja  en  prolon- 
gados y  difíciles  estudios;  que  aplique  toda  su  atención,  y  toda  su 
energía,  en  formarse  un  ingenio  vigoroso  y  enriquecido  con  sublimes 
ideas,  á  la  manera  que  ejercita  un  atleta  sus  músculos  para  la  lu- 
cha; que  viva  en  un  comercio  constante  con  los  maestros  que  le  pre- 
cedieron en  todas  las  ciencias,  y  le  abrieron  y  roturaron  el  camino; 
que  á  su  contacto,  se  acostumbre  á  los  grandes  y  enérgicos  pensa- 
mientos, y  á  los  sentimientos  nobles,  así  como  á  expresarlos  digna- 


LEYES   Y  TRATADOS  SOBRE  PROPIEDAD  LITERARIA.  49 

mente.  Nada  humano,  debe  serle  indirereatCj  debiendo  salir  de  sus 
largas  meditacioaes,  provisto  de  ua  pulso  firme,  y  de  uua  ex(|uisita 
delicadeza,  para  dar  á  cada  cosa  su  justo  valor.  Y  cuando  haya 
llegado  el  momento,  y  á  Teces^  después  de  muchos  ensayos  infruc* 
tuosos,  después  de  haber  puesto  en  el  yunque  veinte  veces  sus 
ideas,  compondrá,  en  sus  largas  vigilias  un  libro,  que  será  el  mejor 
de  sil  ingenio  y  de  su  corazón,  fruto  de  toda  una  vida  de  trabajo, 
que  acojerá  su  país  con  alegría,  como  un  título  de  gloria  suya,  y 
escrito  para  su  enseñanza.  Este  hombre,  que  habrá  suministrado 
trabajo  á  numerosas  personas,  que  habrá  hecho  la  fortuna  de  los 
libreros  y  de  los  impresores,  y  enriquecido  al  mundo  con  sus  ideas, 
si  no  se  admite  la  propiedad  literaria,  morirá  con  el  amargo  pensa- 
miento, de  que  deja  á  sus  hijos  sin  herencia  alguna.  Y  en  recom- 
pensa de  sus  gloriosos  esfuerzos,  y  de  sus  nobles  servicios  ¿puede 
negarle  la  sociedad  en  su  lecho  de  doior^  los  consuelos  que  concede 
á  todo  padre  de  familia?  Si  hubiera  sido  negociante,  hubiera  vivido 
sin  tanta  fatiga,  y  á  su  muerte  dejaría  á  sus  hijos  al  abrigo  de  toda 
necesidad. 

A  los  libros,  debemos  cuanto  somos,  y  los  mejores  de  nosotros 
DO  han  llegado  á  esta  bondad^  sino  por  haberse  aprovechado  mejor 
de  su  asiduo  comercio.  El  hombre  adquiere  en  ellos  mil  conoci- 
mientos, que  son  el  adorno  de  su  ingenio;  ellos  le  enseñan  á  pensar 
y  á  ratificar  su  juicio,  á  fortalecer  su  razón,  y  á  conocerse  á  sí  mis- 
mo, que  es  el  supremo  estudio.  ¿Qué  seria  una  generación  que  no 
leyera  en  los  historiadores  la  conducta  de  las  sociedades  que  la  han 
precedido?  A  su  vista  se  presenta  cómo  se  han  hecho  grandes  las  na- 
ciones, y  cómo  han  desaparecido.  Estos  dignos  ejemplos,  admírense 
ó  detéstense,  marcan  la  via  que  es  preciso  seguir,  y  los  peligros  que 
bay  que  evitar. 

Y  esos  libros  encantadores,  que  no  tienen  más  pretensión  que 
deleitarnos  ¿quién  no  se  cree  feliz  en  tenerlos  á  la  mano,  especial* 
mente,  en  las  horas  desdichadas  de  la  vida,. amigos  y  consoladores 
que  jamás  nos  faltan?  Trasládannos  á  un  mundo  encantado,  llenan 
nuestra  alma  con  su  gracia  y  con  sus  delicias,  y  el  corazón  entristeci- 
do adquiere  la  esperanza  de  mejores  dias.  ¿Es  acaso  nada  todo  ésto? 
¿Y  no  se  pagan  con  frecuencia  mucho  más  caramente  menores  ser- 
vicios? 

Para  atenernos  á  un  punto  de  vista  puramente  material,  y  sin  ha- 
blar de  los  numerosos  capitales  que  el  comercio  de  libros  arroja  á  la 
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eirculaeion;  ¿podrá  creerse  que  los  profundos  estudios  de  Pascal,  que 
han  devorado  su  salud,  los  de  Nelwton.^e  Papin,  de  Watt  y  sus  des- 
cobrimieotos  de  las  leyes  de  la  naturaleza,  que  se  convierten  en 
fuerzas  en  manos  de  la  industria,  v  en  un  manantial  infinito  de  rí- 
qnezas,  sean  menos  beneficiosos  y  fecundos  que  el  trabajo  de  cual* 
quier  fabricante?  La  le^slacion  que  quiera  ver  florecientes  las 
ciencias  no  debe  consentir  en  que  los  hombres  distinguidos,  que  de- 
dican á  ellas  su  vida,  tengan  menos  asegurada  su  remuneración  que 
un  artesano,  ó  un  industrial. 

VIII. 

Cuanto  más  se  considera  la  propiedad  literaria  y  más  se  trata  de 
penetrar  hasta  su  principio,  y  de  seguirla  en  todas  sus  consecuen- 
cias, más  claramente  5e  vé,  que  su  íondamento  es  el  mismo  en  razón 
y  en  derecho,  que  el  de  la  propiedad  mueble  é  inmueble,  y  sus 
consecuencias  igualmente  lógicas  y  legítimas.  £stas  dos  propieda- 
des son  únicamente  aplicaciones  de  una  misma  idea,  la  idea  gene- 
ral y  abstracta  de  la  propiedad;  y  si  una  de  las  dos  es  superior 
á  la  otra  en  su  esencia,  y  como  aplicación  de  la  idea  madre;  si  de 
«stos  dos  derechos  provenientes  del  mismo  origen,  el  uno  es  más 
sagrado  y  más  incontestable,  y  el  menos  opuesto  real  y  efectiva- 
mente á  los  intereses  de  ios  demás  hombres,  es  sin  dnda  alguna,  el  de 
la  propiedad  literaria.  También  ella  se  fonda  en  la  ocupación  de  las 
cosas  por  medio  del  trabajo;  solamente  que  sus  conquistas,  igualmen- 
te justas  y  pacificas,  se  ejercen  en  los  dominios  del  pensamiento.  Las 
ideas  pertenecen,  como  primitivamente  la  tierra,  á  todo  el  mundo. 
El  autor  se  apodera  de  ellas,  les  dá  vida  nueva  y  una  forma  que  le 
es  personal;  el  campo  obtenido  con  la  obra  del  ingenio,  y  sus  frutos 
son  las  ediciones  que  produce.  Pero  veamos  cuál  es  más  beneficio- 
so, si  el  derecho  del  autor  <ó  el  del  primer  ocupante  del  suelo.  Cada 
hombre  antes  de  la  ocupación,  tenia  á  toda  lo^extension  de  este 
suelo  igual  derecho.  Llega  el  colono^  que  se  apodera  de  una  parte, 
y  la  convierte  en  un  campo;  si  es  indudable  que  por  medio  de  su 
trabajo  ha  hecho  de  él  una  propiedad  suya,  es  necesario  reco" 
nocer»  por  lo  menos,  que  lo  ha  sustraido  á  la  posibilidad  de  h  ocu- 
pación de  los  demás,  por  medio  del  trabajo.  Nada  de  esto  sucede 
respecto  de  las  letras  ó  del  arte.  Las  idcas^  consideradas  en  su 
pura  naturaleza  se  niegan  á  toda  apropiación ,  y  permanecen 
en  el  dominio  universal;  el  escritor  no  pretende  un  derecho  si- 
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Qo  sobre  la  forma  que  les  ha  dado,  y  que  ha  sacado  de  su  propio 
foodo,  la  cual,  exenta  de  lodo  elemenlo  exlrauo,  es  la  manifestación 
patéate  de  su  trabajo.  No  reiviodicaado  como  suyo,  sino  lo  que  puso 
de  si  mismo,  no  priva  á  nadie  de  nada.  Cuando  Moliere  creó  su  Mí^ 
sdnlropo,  ¿perjudicó  á  alguno  con  esto?  ¿Qué  otra  persona  que  hu- 
biera podido  escribir  esta  obra,  se  encontró  perjudicada  con  ella? 
Asi,  pues^  este  derecho  exclusivo  sobre  la  obra  intelectual  no  puede 
perjudicar  á  nadie.  £1  autor  crea  por  medio  de,  la  inspiración 
y  la  fuerza  de  su  genio,  una  cosa  y  un  valor  nuevo,  y  lo  ha 
conquistado  en  un  dominio,  donde,  á  diferencia  del  globo  terrest- 
tre,  no  reconoce  limites.  Constituye  una  riqueza  más,  un  joyel  de 
más  elevado  precio,  que  no  existia  ^ntes;  creación  mucho  más  evi- 
dente y  palpable ,  que  todas  las  del  trabajo  del  hombre.  Hé  aqui, 
por  qué  el  trabajo  intelectual  debería  ser  siempre  preferible  al  tra-» 
bajo  material,  y  esta  es  una  de  las  más  sóUdas  razones  por  que 
la  humanidad  debe  más  á  los  autores  que  á  cualquier  otro  trabaja- 
dor ó  artista. 

.    IX. 

¿En  que  consiste,  pues,  que  se  haya  combatido  con  tanto  encar- 
nizamiento la  propiedad  literaria  cuando  la  propiedad  inmueble  vé 
inclinarse  ante  ella  con  respeto  á  todos  los  sabios  y  los  legisladores? 
Consiste  en  que  ha  venido  demasiado  tarde:  es  esta  una  culpa  que 
todavía  no  se  le  ha  perdonado.  Su  desarrollo  no  debe  buscarse  más 
allá  de  la  invención  de  la  imprenta.  Esta  fué  la  que  dándole  un  va- 
lor material  importante,  despertólos  ingenios  y  le  reveló  su  carácter 
jurídico.  Todo  derecho  por  incontestable  que  pueda  ser,  se  halla 
previamente  condenado  al  olvido,  si  no  ha^do  vivificado  por  el  in- 
terés, si  00  ha  sido  puesto  en  movimiento  por  ese  gran  impulso  de 
la  actividad  humana,  el  deseo  de  la  ganancia.  Asi  pues,  la  propie- 
dad literaria  hace  su  aparición  en  el  mundo  hacia  el  Renacimien- 
to. Para  crearse  un  lugar  en  él,  necesita  una  legislación  estableci- 
da en  antiguos  cimientos,  y  derribar  á  su  paso  muchas  ideas  ya 
formadas  y  recibidas;  empresa  espantosa,  cuyo  éxito  tiene  que 
ser  muy  lejano  y  que  arriesga  mucho  asemejarse  por  largo  tiem* 
po  ai  suplicio  de  Sisifo,  condenado  á  llevar  rodando  por  lo  alto  de 
una  montana  la  enorme  roca  que  á  la  mitad  del  camino  por  la  ci- 
ma, se  desprende  incesantemente  de  sus  manos.  Tal  es  la  historia  íík 
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la  propiedad  literaria.  Dio  á  veces  grandes  pasos  hacia  adelanle, 
pero  retrocedió  lastiotosaineote  hacia  lo  pasado.  La  propiedad  lite- 
raria ha  sido  víctiiDa  de  la  vacilación  que  ha  llegado  á  ser  natural 
y  como  inherente  á  los  hombres  de  los  tiempos  modernos;  lo  que 
es  lógico,  les  parece  sobrado  absoluto  y  espanta  á  su  indecisión. 

Bajo  pretexto  de  ser  positivos  y  prácticos,  se  muestran  injustos 
y  se  resignan,  por  temor  de  conceder  demasiado,  á  desconocer  el 
derecho  más  ii\violable.  Temen  comprometerse  sobrado  avanzan- 
do y  descendiendo  al  fondo  mismo  de  las  cuestiones  en  la  investiga- 
ción de  la  verdad,  y  prefieren  para  su  reposo  y  la  tranquilidad  de  su 
alma  contentarse  con  las  ¡deas  ya  formadas  que  les  dispensan  de  te- 
nerlas personalmente  por  medio  del  estudio.  Estas  ideas  formadas, 
ó  si  se  quiere,  estas  preocupaciones  son  barreras  terribles  que  se 
ponen  al  través  de  1a  razón  humana,  y  aun  para  algunos  se  han  ele- 
vado á  la  esfera  de  verdades,  no  por  su  mérito  que  no  se  examina, 
sino  por  su  antigüedad,  si  puede  decirse  así;  y  de  esta  suerte,  llegan 
á  ser  incontestables,  porque  no  hay  razón  alguna  en  el  mundo  que 
pueda  destruirlas,  y  muchos  que  lo  intentan  pierden  tiempo  y  traba- 
jo. Esto  consiste  en  que  las  ideas  son  los  hábitos  del  entendimiento, 
es  decir,  una  segunda  naturaleza  moral;  viniendo  á  formar  parte  de 
nuestro  sér^  á  fuerza  de  hallarse  sumamente  arraigadas. 

De  lo  expuesto  se  desprende  que  hay  que  respetar  el  trabajo  en 
el  autor  que  produce  una  obra  intelectual  lo  mismo  que  en  el  labra- 
dor que  cultiva  su  campo.  En  el  trabajo  es  donde  se  manifiesta  la  ori- 
ginalidad del  autor  y  del  artista  y  donde  se  encuentra  el  fundamen- 
to de  su  derecho. 

Un  escritor  digno  de  este  nombre,  y  celoso  de  adquirir  honor  y 
reputación,  se  absorbe  en  prolongados  y  fatigosos  estudios,  en  el  cul- 
tivo de  todas  las  facultades  de  su  entendimiento,  en  el  comercio  de 
los  maestros  que  ha  escogido  por  guías,  en  serias  meditaciones  so^ 
bre  sí  mismo^  sobre  los  hombres  y  las  cosas.  Prepara  lentamen- 
te sus  fuerzas  en  ese  trabajo  incesante,  siempre  alerta  y  anima- 
do con  el  fuego  sagrado  del  genio.  Llega  el  momento  de  con- 
quistar el  precio  de  impacientes  esfuerzos  y  de  asegurarse  por 
medio  de  una  obra  duradera,  gloria  y  fortuna.  ¿Cuál  será  su  libro? 
A  cualquiera  parte  que  dirija  sus  miradas,  existen  mundos  de  ideas, 
de  hechos  y  de  sentimientos  semejantes,  ó  sombras  que  sólo  desean 
formar  un  cuerpo.  Pero  ¡cuántos  esludios  é  investigaciones!  ¡cuán- 
tos esfuerzos  para  apoderarse  de  ellos  por  medio  de  la  expresión! 
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Encontrado  su  asunto  y  preparados  los  materiales,  el  autor 
prosigue  su  obra.  Basta  haber  tomado  una  pluma  para  ver  con  cuan 
diversos  y  mudables  matices  se  revisten  las  ideas  cuando  se  pre-- 
sentan  al  entendimiento.  Verdaderos  Proteos  que  como  et  dios  de 
la  fábula,  sólo  loman  mil  Formas  para  evadirse  y  sólo  se  dejan  poseer 
vencidas  por  un  glorioso  esfuerzo.  ¡Cuánto  trabajo  y  arte  se  necesi- 
ta para  combinar  estos  mil  elementos  con  un  efecto  armonioso! 

Así  pues,  para  formar  una  obra  intelectual  son  necesarias  dos 
cosas,  además  de  la  investigación  y  de  la  concepción  de  la  ideas: 
disponerlas  conforme  á  un  plan,  y  revestirlas  de  una  forma  perso- 
nal al  autor;  en  su  consecuencia,  la  combinación  de  las  ideas  y  el 
estilo  reunidos  son  los  que  constituyen  la  creación  del  trabajo  del 
escritor,  el  texto  de  su  obra.  Aquí  se  encuentra  el  secreto  de  su  in- 
genio. Si  las  ideas  son  de  todo  el  mundo,  su  investigación  y  el  mo- 
do de  exponerlas  son  propias  del  autor.  El  les  dá  una  forma  y  una 
vida  nuevas;  son  una  verdadera  creación  de  su  cerebro^  y  por  una 
consecuencia  lógica,  el  objeto  inviolable  de  su  derecho. 

X. 

Los  más  atrevidos  adversarios  de  la  propiedad  literaria  llegan 
hasta  negar  absolutamente  la  existencia  de  este  derecho:  los  más 
tímidos  se  conten tjín  con  declararlo  impracticable. 

La  primera  objeción  que  se  presenta  consiste  en  alegar  que  un 
libro  no  es  más  que  la  serie  más  ó  liiénos  numerosa  de  ideas  ó  de 
sentimientos  que  pertenecen  á  todo  el  mundo.  El  autor  las  adquie- 
re en  el  patrimonio  común  de  la  humanidad,  y  al  publicar  sus  es- 
critos DO  hace  más  que  volyer  á  los  hombres  lo  que  les  tomó,  por- 
que há  largo  tiempo  quf  nada  hay  nuevo  debajo  del  sol.  Admitien- 
do que  esta  objeción  se  apoye  en  una  observación  absolutamente 
demostrada,  tendría  el  inponveniente  de  equivocarse  sobre  el  fondo 
mismo  de  la  cuestión.  Jamás  escritor  alguno  ha  pensado  en  acapa- 
rar las  ideas  que  se  presentan  en  su  mcdte.  Todo  el  mundo  puede 
como  Racine  tomar  en  Tácito  las  noticias  históricas  que  constituyen 
el  argumento  de  su  tragedia  titulada  Bntánico;  y  aun  puede  tam- 
bién tomarlas  en  la  misma  tragedia  de  Racine  y  componer  otra  tra- 
gedia de  Británico;  pero  sin  tomar  á  aquel  ni  su  tragedja,  ni  sus 
actos,  ni  sus  escenas,  ni  sus  versos.  Bástele  al  nuevo  rival  encon- 
trar trazado  su  camino.  Que  iuteqte,  pues,  una  lucha  leal.  Acaba- 
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da  su  obra^  á  despecho  de  todo  el  talento  que  haya  empleado,  y 
aun  cuando  haya  plagiado  todas  las  ideas  de  sus  antecesores,  no 
hay  que  temer  que  se  confundan  ambas  obras.  Porque  jamás,  á  pe- 
sar de  todas  las  semejanzas  que  la  casualidad  haya  sembrado  en 
ellas,  no  compondrá  ni  escribirá,  sin  incurrir  en  plagio,  como  Ra-^ 
cine  y  como  Tácito.  No  se  diga,  pues,  que  estos  autores  no  han 
escrito  ni  creado  nada,  y  que  no  existe  su  obra.  Esto  sería  negar  el 
trabajo  y  la  oríginalidad  de  genios  que  honran  á  su  siglo  y  á  toda 
la  humanidad^  enriqueciéndola,  lejos  de  tomar  nada  de  ella. 

Pero  se  nos  dirá:  admitimos  esta  distinción  entre  las  ¡deas  y  la 
forma  que  les  dá  el  escritor:  vemos  en  su  obra  la  afirmación  de  su 
oríginalidad  y  el  resultado  de  su  trabajo;  pero  ¿cómo  fundar  en  él 
un  derecho  de  propiedad?  Desde  el  día  en  que  el  autor  publica  su 
libro,  pertenece  á  quien  lo  compra,  puede  disfrutar  de  él  como  le 
parezca,  copiarlo  de  su  mano  ó  hacerlo  copiar  para  su  uso  perlcne- 
ciéndole  esta  copia:  puede,  pues^  también  hacerlo  reimprímir,  pues- 
to que  una  edición  no  es  más  que  un  gran  numero  de  copias  que  se 
obtienen  por  medio  de  un  procedimiento  mecánico.  Y  pudiendo  ca- 
da cual  vender  lo  que  es  suyo,  podrá  también  vender  los  ejempla- 
res que  ha  impreso  de  la  obra  que  compró.  Por  tanto,  la  propiedad 
literaria  es  impracticable  y  no  puede  existir;  porque  el  autor  desde 
que  explota  el  libro,  lo  enajena. 

Hé  aquí  una  opinión  que  ha  gozado  de  gran  crédito,  y  tal  es 
el  tema  favorito  sobre  que  se  ejercitaba  en  el  siglo  XYIII  la  facun- 
dia de  los  que  no  reconocian  otro  fundamento  al  derecho  de  los  au- 
tores que  los  privilegios  del  rey. 

Hoy  que  nn  análisis  exacto  y  sin  la  menor  sutileza  ha  separado 
la  obra  del  libro  que  la  contiene,  apenas  puede  imaginarse  que  se**^ 
mejante  raciocinio  haya  podido  parecer  espepioso  por  tanto  tiempo. 

El  autor  y  el  propietario  de  cada  ejemplar,  dice  Kant,  tienen 
ambos  el  derecho  de  decir:  mi  libro,  Pero  esta  expresión  tiene  un 
sentido  diferente  en  cada  uno  de  ellos.  El  autor  mira  su  libro  co- 
mo un  escrito,  como  palabras:  el  propietario  considera  su  ejemplar 
como  el  instrumento  mudo  que  le  comunica  las  palabras  dirigidas 
por  el  autor  al  público. 

Un  ejemplar  es  un  cuerpo  cierto  y  material  que  se  compone  de 
algunos  pliegos  de  papel,  que  hacen  visible  las  letras  grabadas  en 
ellos  la  concepción  del  escritor.  Estos  pliegos  impresos  pertenecen 
al  comprador,  permaneciendo  propiedad  del  escriiorla  obra  abstrae- 
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ta.  Una  obra  de  iDgenio,  pura  abstracción,  pu^de  reproducirse  ma^ 
lerialmoDte  ea  uu  oúniero  infinito  de  ediciones^  á  la  maaera  que  un 
campo  no  cesa  cada  aSo  de  producir  una  nueva  cosecha.  Un  ejem- 
plar mueble,  corporal,  no  puede  reproducirse,  siendo  inanioiado,  ni 
inuliipücarse.  Perfectamente  distinto  de  los  demás  ejemplares  sus 
iguales^  DO  tiene  otra  conexión  con  ellos  «que  el  contener  una  copia 
de  la  misma  obra.  Las  ediciones  de  El  Viejo  y  la  Niña  se  agotan  j 
desaparecen  con  el  uso;  pero  la  comedia  subsiste  independiente  dQl 
tiempo  y  de  la  materia,  manantial  inagotable  de  nuevos  ejemplares. 
£s  la  creación  del  cerebro  del  poeta  y  ei  fruto  de  su  trabajo,  el  cual 
tiene  en  ella  un  derecho  exclusivo,  como  todo  creador  de  un  valor 
es  propietario  suyo.  El  6s,  pues,  el  único  que  puede  hacer  uso  de  él 
é  imprimirlo,  puesto  que  este  es  el  medio  más  común  de  explotar 
esta  propiedad:  y  no  obstante  vender  sus  ejemplares,  conserva  su 
obra,  á  la  manera  que  el  labrador  conserva  su  campo  cuando  vende 
sus  cosechas. 

El  que  imprimiera  pues,  la  obra,  sin  el  consentimiento  del  au- 
tor, se  aprovecharía  de  lo  que  es  de  éste,  contra  su  voluntad,  pues* 
toque  baria  la  explotación  improductiva  y  hasta  ruinosa.  Un  libro 
corresponde  á  cierto  número  limitado  de  personas,  por  lo  que  im- 
porta á  su  autor^  ser  el  único  que  les  provea  de  él.  No  puede  admi- 
tirse pues,  aqui  la  concurrencia,  porque  seria  combatir  al  escritor 
con  sus  propias  armas;  lucha  verdaderamente  injusta,  en  que  ven- 
cido el  autor,  no  habria  conseguido,  en  recompensa  de  sus  esfuer- 
zos y  de  sugéoio,  más  que  enriquecer  á  los  que  le  arruinaran. 

Y  DO  se  diga  que  en  esto  hay  monopolio.  Habria  monopolio  sin 
duda^  si  perteneciera  á  uno  sólo  el  derecho  de  escribir  sobre  una 
materia  determinada,  sobre  una  ciencia  ó  un  arte;  por  ejemplo,  si 
se  le  reservara  á  un  escritor  la  literatura  del  siglo  XVII,  ó  su  histo- 
ria. Seria  injusta,  verdaderamente,  la  ley  que  desviara  sus  miradas 
de  los  demás  escritores,  para  fijarlas  en  uno  sólo^  y  semejante  sis- 
tema seria  tan  deplorable  para  el  progreso  de  las  ciencias  y  de  las 
letras,  como  opuesto  á  los  intereses  de  los  demás  literatos.  Pero  la 
propiedad  literaria,  no  es  nada  semejante  á  ésto;  su  objeto  es  una 
obra  perfectamente  determinada,  un  libro  ya  hecho  y  propio  de  su 
autor.  El  asunto  tratado,  las  ideas,  y  hasta  los  sentimientos  expre- 
sados en  él,  permanecen  siendo  comunes  de  los  demás  hombres,  no 
pretendiendo  el  escritor  impedir  á  nadie  que  le  siga  en  la  carrera 
que  ha  elegido.  Lo  único  que  pide  es,  que  el  que  venga  posterior- 
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mente^  en  vez  de  cojerel  bien  ajeno,  haga  una  obra  nueva  y  perso- 
nal. Semejante  pretensión,  lejos  de  servir  de  obstáculo  para  la  pro 
dnecion  de  una  obra  maestra^  sólo  sirve  para  estimular  á  ella. 

La  concepción  del  autor  encerrada  en  el  texto  material  que 
constituye  la  obra,  es  sin  duda  alguna  una  cosa  incorporal,  una 
abstracción.  Comunmente  la  dá  cuerpo  y  la  consigna  el  manuscrito 
del  escritor;  pero  este  manuscrito  es  una  primera  copia  trazada  por 
la  mano  paternal  y  que  sirve  de  tipo  á  todas  las  que  han  de  seguir 
en  breve,  gracias  á  la  actividad  de  las  prensas.  No  constituye  la 
propiedad  y  no  es  de  ningún  modo  necesaria  á  su  existencia.  Un 
orador  improvisa  un  discurso;  un  profesor  pronuncia  de  viva  voz 
sus  lecciones:  estas  dos  obras  intelectuales  han  sido  creadas  sin  nin- 
gún manuscrito,  sin  que  por  eso  deje  de  existir  menos  su  derecho 
exclusivo,  y  el  impresor  que  hiciera  de  ellas  ediciones  sin  conoci- 
miento de  sus  autores,  se  apoderaría  de  lo  que  no  era  suyo. 

XI. 

La  obra  es,  pues,  independiente  del  manuscrito.  Conrnndirlas 
es  un  error  muy  grave.  M.  Laboulaye,  excelente  guia  no  obstante 
en  materia  de  propiedad  literaria,  y  uno  de  sus  más  sólidos  y  más 
ingeniosos  defensores,  se  ha'equivocado  sobre  este  punto.  «Es  justo, 
dice,  que  un  profesor  tenga  derecho  de  impedir  que  se  reproduzcan 
sus  palabras  y  sus  pensamientos;  pero  no  es  como  propietario  como 
procede  en  tal  caso,  ni  se  queja  tampoco  de  un  perjuicio  material, 
aun  cuando  subsidiariamente  énlre  en  su  idea  este  perjuicio,  si  quiere 
un  dia  hacer  un  libro  con  sus  lecciones.  Y  en  efecto,  aun  cuando 
no  piense  hacer  imprimir  su  curso  ,  ni  aun  redactarlo,  aun  cuando 
la  ley  no  reconociera  la  propiedad  literaria,  su  derecho  es  el  mismo, 
y  en  el  fondo  es  el  de  todos  los  ciudadanos.  No  puede  permitirse, 
pues,  que  se  nos  tomen  nuestras  palabras  y  nuestros  pensamientos 
para  hacer  con  ellos  un  objeto  de  comercio :  la  ley  protege  nuestro 
honor  y  nuestra  reputación;  es  esto  una  propiedad,  y  la  más  res- 
petable de  todas;  pero  no  constituye  una  propiedad  literaria.» 

Que  la  ley  defienda  á  un  escritor  contra  los  que  le  atribuyen  la 
paternidad  de  obras  que  no  son  suyas,  nada  más  justo,  y  e^lo  será 
frecuentemente  proteger  su  honor  y  su  reputación.  Pero  si  verda- 
deramente el  profesor  ha  dado  sus  lecciones  que  se  han  publicado  á 
pesar  suyo,  en  esta  empresa  de  un  librero  hay  que  ver  una  usur- 
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pación  de  una  obra  agena.  Para  que  el  honor  y  la  reputación  del 
profesor  pudieran  experimentar  alguna  lesión  seria  necesario,  ó  que 
sus  lecciones  fueran  inmorales  ó  indignas  de  él,  y  entonces  él  mismo 
sería  su  propio  difamador;  de  lo  contrarío,  solo  puede  quejarse^  y 
con  muy  justo  título,  del  perjuicio  material,  porque  el  dia  en  que 
quisiera^  como  dice  Laboülaye,  hacer  un  libro  con  sus  lecciones, 
hallaria  las  librerías  llenas  de  ejemplares  de  su  obra^  y  provisto  el 
mayor  número  de  sus  lectores  con  los  productos  de  un  bien  que  se 
le  había  usurpado. 

XII. 

Mas^  sea  manuscrita,  oral  ó  impresa  una  obra,  desde  el  mo- 
mento en  que  se  halla  terminada,  se  ha  creado  un  valor;  es  fruto  de 
un  trabajo  legítimo;  debe  reconocerse  cosa  de  su  autor,  y  como  tal 
ser  respetada  de  todos.  Es  un  objeto  perfectamente  determioado;  el 
escritor  tiene  en  él  un  derecho  directo,  inmediato,  reclamando  por 
parte  de  los  demás  un  respeto  puramente  pasivo.  Tales  son  exacta- 
mente los  caracteres  de  un  derecho  real^  de  la  propiedad  mejor  de- 
finida. En  lógica  y  en  derecho ,  no  puede  menos  de  aplicársele  las 
reglas  del  derecho  común  sobre  la  propiedad.  No  hay  duda  que  su 
carácter  inmateríal  impide  asimilarla  completamente  á  la  propie- 
dad territorial  ó  á  la  moviliaría,  mereciendo  una  teoría  aparte  sobre 
ciertos  puntosqué  examinaremos.  ¿T  es  de  estrañar  esto?  ¿No  hay 
reglas  que  son  particulares  á  los  muebles  y  otras  á  los  inmuebles? 
¿No  puede  admitir  todo  el  mundo  que  la  propiedad  mueble  ha  pre- 
cedido en  el  orden  cronológico  á  la  propiedad  terrítorial?  ^un  cuan- 
do vivian  los  hombres  tan  sólo  de  la  caza  y  de  las  bellotas  de  las 
encinas,  como  en  la  época  druídica,  ¿no  fabricaban  armas  y  vesti- 
dos que  indudablemente  les  pertenecían  como  suyos?  Los  legisla- 
dores que  hubieran  organizado  en  tales  tiempos  un  sistema  de  leyes 
fijas  para  la  propiedad,  ¿no  las  hubieran  concebido  en  un  orden  de 
ideas  sobrado  estrecho,  y  que  habría  sido  necesario  ensanchar  para 
hacer  entrar  en  ellas  los  inmuebles ,  cuando  con  la  invención  de  la 
agricultura  apareció  la  propiedad  terrítorial?  Manifiéstase  otra  ter- 
cera especie  de  propiedad ,  cuyo  príncipio  es  el  mismo,  pero  cuya 
naturaleza  se  diferencia  de  las  anteriores;  ¿es,  pues,  de  estrañar  que 
no  se  acomode  á  todas  las  reglas  existentes  que  no  la  previeron ,  y 
que  necesite  algunas  que  sean  especiales?  ¿Es  menos  justa  y  nié- 
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DOS  fundada  en  equidad  por  haber  sido  ignorada  por  largo  tiempo, 
siendo  todavía  impracticable? 

Homero  iba  de  palacio  en  palacio  cantando  sus  versos;  iba  re* 
corriendo  las  riberas  de  la  mar  Egea,  de  una  en  otra  isla,  pobre 
como  un  ciego  que  vá  mendigando ,  á  veces  despreciado  y  ^'echaza- 
do^  no  pidiendo  otro  salario  que  el  pan.de  cada  dia  y  un  techo 
para  la  noche.  Si  algún  rapsoda,  dotado  de  feliz  memoria,  hubiera 
acudido  á  la  misma  puerta  á  recitar  con  voz  más  juvenil  y  más  ar- 
moniosa los  cánticos  del  anciano  poeta,  arrebatándole  su  escaso  sa- 
lario, ¿hubiera  cometido  nunca  robo  más  odioso  y  más  caracteriza- 
do? ¿Cuál  no  hubiera  sido  el  dolor  y  lá  indignación  del  sublime  au- 
tor de  La  Odiseal 

¿Acaso  no  tenian  valor  alguno  aquellas  diversas  armonías,  ó  las 
melodías  sublimes  que  expresaban  la  gloria  de  los  dioses,  las  ha- 
zanas  de  los  héroes,  las  cosas  del  cielo  y  de  la  tierra?  ¿Merece  esto 
el  desprecio  de  las  leyes?  Y  lodo  hombre,  amante  de  la  equidad,  ¿de- 
be tener  á  la  vista  de  tal  creación  del  genio,  abandonada  á  los  aten- 
tados de  los  piratas,  otro  sentimiento  que  el  profundo  pesar  de  la 
impotencia  de  los  legisladores  antiguos  para  protegerla?  Una  inven- 
ción admirable  más  divina  que  humana  aparece  para  ilustrar  los  es- 
píritus y  á  revelarles  la  existencia  de  un  derecho  que  permite  al 
genio  vivir  honrosamente  con  su  trabajo,  ¿deberán  deplorarlo,  y 
vacilarán  nuestras  legislaciones  en  reconocer  este  derecho  sagrado 
eotre  todos  y  cuya  práctica  es  tan  fácil?  No  se  diga,  pues,  que  no  se 
comete  robo,  sino  respecto  de  las  cosas  corporales,  visibles  y  tangi- 
bles^ y  que  tal  es  la  legislación  romana.  Creer  que  es  de  esencia  de 
la  propiedad,  no  tener  por  objeto  sino  cosas  muebles  é  inmuebles, 
que  pueden  ver  los  ojos  y  tocar  las  manos,  es  uno  de  los  errores  ju- 
rídicos más  funestos  y  que  han  retardado  más  en  los  tiempos  mo- 
dernos la  marcha  de  la  justicia. 

Cuando  apareció  la  propiedad  literaria,  reclamando  al  igual  de 
las  demás  su  sitio,  los  espíritus  se  hablan  lanzadora  un  movimiento 
legislativo  que  habia  comenzado  hacia  largo  tiempo.  Su  naturaleza, 
desgraciadamente,  la  impedia  asociarse  á  él;  y  en  vez  de  ser  arras- 
trada por  el  mismo,  fué  rechazada  primeramente;  abandonada  en 
su  caida^  necesitó  largo  tiempo  para  levantarse,  y  jamás  ha  podido 
caminar  con  paso  asegurado.  Durante  toda  la  Edad  media,  y  desde 
la  restan Mcion  del  estudio  del  derecho  romano,  los  jurisconsultos, 
lijos  los  ojos  en  la  gloriosa  legislación  del  Digesto,  tuvieron  un  sólo 
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objeto;  el  de  mÍDar  el  feudalismo  destruyendo  las  mil  trabas  que 
hacia  pesar  sobre  la  propiedad.  Los  juriscoQsultos  posteriores  cuan- 
do se  encontrabaa  con  una  dificultad  recurrían  al  Corpus  Juris,  ea 
busca  de  una  solución.  En  él  no  habia  nada  que  pudiera  ilustrarles 
sobre  los  derecbos  de  los  autores^  puesto  que  habiendo  considerado 
la  propiedad  como  resultado  del  trabajo  materíal,  sólo  versaban  sus 
disposiciones  sobre  objetos  materiales  muebles  ó  inmuebles.  De  aquí 
dedujeron  estos  jurisconsnitos,  indebidamente  y  con  suma  estrechez 
de  miras, que  no  podía  aplicarse  la  idea  de  la  propiedad,  sino  á  co- 
sas visibles  y  tangibles,  siendo  propio  de  su  esencia  repudiar  todas 
las  demás.  En  una  palabra,  se  hallaba  cerrada  la  puerta  cuando 
llegó  á  llamar  á  ella  la  propiedad  literaría.  Con  su  carácter  diferen* 
te  y  desarrollada  hacia  poco  tiempo,  fué  mirada  como  sospechosa  y 
mal  acogida.  Fué  este  un  deplorable  error  proveniente  de  falta  de 
observación  y  que  un  análisis  menos  superficial  hubiera  podido 
impedir. 

Mas  hoy  que  los  entendimientos  han  sabido  elevarse  de  lo  con- 
creto á  lo  abstracto,  y  que  son  capaces  de  concebir  una  verdad  ge- 
neral independientemente  de  toda  aplicación  particular,  la  idea  de 
la  propiedad  se  halla  desembarazada  de  todos  los  elementos  extra- 
nos  y  maleríales^  sin  los  cuales  no  podían  comprenderlas  los  prime- 
ros hombres.  El  derecho  y  su  objeto  cualesquiera  que  sean^  confun- 
didos en  otro  tiempo,  aparecen  distintos  y  en  plena  luz.  La  propie- 
dad literaría  inmaterial,  como  la  idea  misma  de  la  propiedad,  es  ya 
su  expresión  más  depurada  y  su  aplicación  más  perfecta. 

La  propiedad  literaría  es  la  más  pura,  la  mejor  caracterizada,  y 
también  la  más  incontestable  de  todas.  Si  alguno  debe  tener  un  de- 
recho sobre  lo  que  es  suyo  ¿no  debe  ser  el  escritor  que  lo  ha  creado 
por  medio  de  la  potencia  de  su  genio,  trabajo  el  más  elevado  que 
existe^  y  que  más  aproxima  al  hombre  á  la  creac*ion  absoluta  de 
las  cosas  que  está  reservada  á  Dios?  Así,  pues,  la  propiedad  litera- 
ria que  se  halla  tan  controvertida,  debe  ser  reconocida  como  el  tipo 
más  completo  de  la  propiedad  por  todo  entendimiento  que  sabe  re- 
montarse á  la  codtepcion  de  una  verdad  filosófica  y  abstracta. 

xm. 

Una  de  las  primeras  objeciones  que  se  oponen  á  la  perpetuidad 
de  los  derechos  de  los  autores,  es  el  temor  de  que  ios  libros  lleguen 
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á  hacerse  raros,  lo  cual  seria  un  obstáculo  para  la  difusión  de  las 
luces.  Mas  á  esto  se  opone,  que  pocas  veces  se  encontrarán  propie- 
tarios de  un  valor  ú  objeto  fecundo  que  le  dejen  improductivo.  Asi, 
pues,  este  temores  quimérico  en  sí  mismo. 

Pero  se  opone  también  que  se  venderían  los  libros  &  subido  pre- 
cio, puesto  que  podriael  autor  fijar  el  del  libro  á  su  capricho,  y 
aun  cuando  sus  exigencias  fueran  moderadas,  el  público  tendría 
que  pagar^  además  de  los  gastos  de  la  edición^  lo  que  en  el  pre- 
cio del  ejemplar  constituye  el  beneficio  del  escritor.  Mas  ¿nó  se  v6 
que  si  se  reconoce  el  derecho  del  autor  es  sacrificar  la  justicia  á  la 
utilidad?  No  hay  duda  que  si  se  suprimieran  las  rentas^  si  los  arren- 
datarios no  tuvieran  nada  que  pagar  á  ningún  propietario,  podria 
bajar  el  precio  de  los  granos  en  beneficio  de  los  consumidores.  El 
trigo  y  todos  los  cereales  no  son  de  menor  importancia  que  las  be- 
llas letras,  y  la  literatura  se  príva  de  un  poema  con  más  facilidad 
que  soporta  la  población  la  pérdida  de  una  cosecha.  Para  ser  lógico 
seria  necesario -comenzar  por  suprimir  los  arriendos,  y  los  autores 
no  tendrían  motivo  para  quejarse  de  que  se  les  trataba  peor  que  á 
los  demás.  £sto  seria  la  más  violenta  confiscación;  pero  ¿por  que  se 
tiene  esta  vista  tan  clara  respecto  de  los  propietarios  territoriales,  y 
se  cierra  los  ojos  cuando  se  trata  de  la  propiedad  de  los  escritores? 

.     XIV. 

Preséntase  otra  objeción  que  no  es  más  sólida:  el  heredero  ó  el 
cesionario  de  un  hombre  de  genio  podria  hacer  que  desaparecieran 
sus  obras,  ó  por  lo  menos  negarse  á  conservarlas  en  estado  de  pu- 
blicación. Mas  este  argumento,  si  valiera,  seria  sobre  todo  peren- 
torio contra  la  propiedad  territorial.  Figurémonos  una  provincia 
entera  en  poder  de  un  sólo  propietario  á  quien  se  le  antoje,  así 
comoá  sus  herederos,  dejarla  inculta,  desapareceria  en  tal  caso  un 
valor  enorme^  y  se  vería  reducido  todo  un  pueblo  á  la  miseria,  con- 
denado por  decirío  asi,  á  morirse  de  hambre.  Afortunadamente  la 
experiencia  prueba  que  no  son  de  temer  tales  extremos:  tampoco 
existe  tal  peligro  respecto  de  la  propiedad  literaria.  «Este  caso  tan 
improbable  en  el  porvenir,  decía  Mr.  de  Lamartine,  en  su  informe 
de  13  de  Mayo  de  i84i,  no  se  ha  presentado  una  sola  vez  en  lo 
pasado...  y  la  legislación  no  debe  versar  sobre  una  hipótesis.  La 
hipótesis  de  una  obra  necesaria  para  el  mundo,  útil,  moral,  publi- 


LITIS  Y  TRATADOS  SOBIIE  PROPIEDAD  LITERARIA.  61 

cada  durante  largos  anos  y  que  se  extingue  para  siempre,  ha  pa- 
recido tan  quimérica  á  la  Comisión  que  no  ha  crcido  deber  men- 
cionarla en  la  ley.  Mientras  se  conserva  la  herencia  sin  temer  que 
los  hijos  dejen  inculto  el  campo  que  su  padre  les  ha  trasmitido^  6 
que  destruyan  la  casa  que  edificó,  será  siempre  una  gran  inconse- 
cuencia despojar  á  los  hijos  del  escritor  por  el  temor  de  que  destru- 
yan la  obra  que  su  padre  dio  á  luz  en  gloria  de  su  nombre  y  para 
el  bien  estar  de  su  vida. 

Pero  en  fin,  si  no  cesa  de  temerse  este  peligro^  fácil  es  encontrar 
un  remedio  que  suprima  hasta  su  menor  apariencia;  tal  es  la  ex- 
propiación por  causa  de  utilidad  pública  establecida  por  el  derecho 
común.  T  aun  puede  llegarse  más  allá  en  este  camino,  y  como  hace 
la  ley  inglesa,  autorizar  á  todo  el  mundo  para  que  reclame  la  pu- 
blicación de  un  libro  útil  cuando  el  editor  se  niega  á  efectuarla.  El 
reclamante  podría  publicar  una  edición  en  la  forma  y  con  las  con- 
diciones que  juzgara  convenientes,  ó  bien  podria  adjudicarse  la  obra 
en  pública  subasta  al  mejor  postor.  Hace  dos  siglos,  dice  Mr.  La- 
boulaye,  que  no  se  ha  presentado  este  caso  en  Inglaterra.»  En  el 
Código  civil  portugués  que  principió  á  regir  desde  i.'  de  Julio 
de  18*70,  se  autoriza  también  en  su  artículo  586,  la  expropiación 
por  causa  de  utilidad  pública  de  cualquiera  obra  dada  á  luz)  cuya 
edición  esté  agotada/ negándose  su  autor  y  sus  herederos  á  reim- 
primirla. 

XV. 

Pero  hay  otra  dificultad,  que  llamó  la  atención  de  Napoleón  I  y 
que  muchos  consideran  insoluble;  la  de  que  si  bien  es  fácil  saber  á 
quién  pertenecen  las  obras  de  los  autores  contemporáneos,  no  lo  es 
reconocer  los  verdaderos  propietarios  de  obras  compuestas  hace 
siglos,  y  asimismo  el  gran  cúmulo  de  herederos  que  puede  resul- 
tar en  tales  casos,  y  las  dificultades  que  se  ofrecerían  para  armoni- 
zar sus  voluntades,  para  reconocer  y  justificar  sus  cualidades,  etcé- 
tera; y  aun  cuando  la  obra  se  vendiera  á  pública  subasta,  las  dificul- 
tades para  valuar  dentro  de  doscientos  años  una  propiedad  literaria. 

Mas  á  esto  se  contesta  con  las  dificultades  que  pueden  ofrecerse 
también  para  apreciar  el  valor  de  una  casa  ó  de  un  campo  dentro 
de  trescientos  anos.  Hay  paises  en  que  la  propiedad  territorial  sube 
de  precio,  y  otros  en  que  disminuye  por  falta  de  compradores.  Los 
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cuadros  de  tal  pintor  del  siglo  XYIII  eran  despreciados  hace  apenas 
treinta  anos,  y  son  disputados  actualmente  en  las  más  altas  pujas. 
Tal  es  el  curso  ordinario  de  las  cosas,  y  las  variaciones  que  sufren 
jamás  han  parecido  un  obstáculo  para  la  perpetuidad  de  la  propiedad. 
De  que  la  fortuna  haya  favorecido  á  uno  de  los  copartícipes  dupli- 
cando el  valor  de  su  lote  ó  partija,  y  perjudicado  la  desgracia  la 
de  otro  que  se  hallaba  arruinado,  no  se  ha  inferido  la  imposibilidad 
práctica  de  las  particiones.  En  tales  casos,  se  estiman  los  objetos  de 
la^ucesion  por  el  valor  que  tienen  en  el  momento  de  la  formación 
de  las  partijas.  T  aun  por  lo  común  se  distribuyen  entre  los  cohere- 
deros por  suerte.  ¿T  por  qué  temer  esa  Babel  y  multitud  de  copro*- 
pietaríos  disidentes?  Desde  el  dia  en  que  se  declare  la  perpetuidad 
de  la  propiedad  literaria,  serán  comprendidos  los  libros  en  las  par- 
ticiones^ y  trasmitidos  de  esta  suerte  de  generación  en  generación, 
no  habia  lugar  á  la  menor  complicación  del  mundo. 

XVI. 

Alégase  también  eomo  inconveniente  para  conceder  la  perpe- 
tuidad de  la  propiedad  literaria,  que  dificultaría  las  anotaciones  é 
ilustraciones  de  las  obras  hechas  por  otro  escritor.  Maá  á  esto  se  con- 
testa fácilmente: 

Es  claro  que  con  la  perpetuidad  de  la  propiedad  lileraría  seria 
necesario  que  el  escritor  que  quisiera  anotar  ó  comentar  una  obra, 
entrara  en  tratos  con  su  propietario;  pues  de  lo  contrario,  debería 
resignarse  á  publicar  sus  notas  por  separado.  Pero  ¿qué  mal  hay  en 
ello?  Si  el  comentario  es  bueno^  el  editor  accederá  gustoso  á  enri- 
quecer con  él  su  obra,  y  si  se  niega  á  todo  arreglo,  se  venderán  las 
notas  aisladas,  si  son  de  mérito:  basta  publicarías  en  el  mismo  ta- 
maño que  el  texto,  y  el  comprador  se  dará  por  contento  con  uairlas 
á  la  obra^  si  juzga  que  le  sirven  de  útil  complemento. 

XVII. 

Háse  dicho  también  que  la  perpetuidad  del  derecho  de  los  auto- 
res seria,  por  decirío  así,  inútil  en  cuanto  sólo  aprovecharía  á  un 
número  muy  reducido  de  escritores  y  de  artistas  cuyas  obras  de 
gran  mérito  y  originalidad  resistan  á  la  acción  del  tiempo  y  á  los 
caprichos  de  la  moda.  Pero  esto  es  una  razón  más  y  muy  poderosa 
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para  consagrar  él  principio  de  la  perpetuidad,  porque  esta  misma 
consideración  hace  desaparecer  las  dificultades  de  su  ejecución  al 
propio  tiempo  que  rinde  á  las  obras  del  genio  la  justicia  que  me- 
recen. 

XVIII. 

Háse  dicho  asi  mismo  que  no  continuando  el  heredero  del  escritor 
la  obra  de  este  ultimo,  el  derecho  de  propiedad  no  representaría  el 
trabajo  de  aque)^  lo  cual  no  acontece  con  respecto  á  una  casa^ 
ó  á  UQ  campo  que  requieren  por  parte  del  heredero  trabajos  consi- 
derables para  poder  aprovecharse  de  sus  frutos.  Pero  esta  conside- 
ración carece  de  solidez,  puesto  que  el  heredero  del  autor  para  ha- 
cer Tater  su  propiedad^  tiene  que  administrar  ó  que  cuidar  de  que 
otro  la  administre  lo  mismo  que  el  heredero  de  un  campo  ó  de  una 
casa.  Por  otra  parte,  ¿qué  trabajo  se  toma  el  heredero  de  un  capital, 
de  una  renta  sobre  el  Estado? 

Por  lo  demás,  la  ley  no  se  ha  ocupado  nunca  de  saber  si  los  he- 
rederos contrnúan  ó  no  por  medio  de  su  trabajo  ó  de  su  mérito  per- 
sonal la  obra  de  su  antecesor. 

XIX. 

¿Eü  qué  consiste,  pregunta  el  escritor  Commctant^  que  los  legis- 
ladores que  reasan  á  los  ingenios  el  derecho  de  legar  á  sus  here- 
deros sus  bienes  más  preciosos,  miren  todavía  como  justa  la  herencia 
de  los  títulos  de  nobleza?  ¿T  que  aun  consideren  que  estos  títulos  son 
tanto  más  respetables,  cuanto  más  tiempo  haya  trascurrido  desde 
el  fallecimiento  de  quien  los  ha  merecido  y  legado? 

T  sin  embargo,  un  título  nobiliario  no  constituye  una  propiedad 
mueble  ni  inmueble.  Además^  tampoco  se  puede  sostener  que  la 
propiedad  de  estos  títulos  represente  el  trabajo  del  heredero,  pues 
los  que  los  heredan  en  1876  no  hicieron  verdaderamente  nada,  por 
ejemplo,  para  conquistar  la  Tierra  Santa  en  el  ano  i095. 

No  hay  duda,  pues,  en  que  haciendo  hereditarios  los  títulos  de 
nobleza^  se  ha  tratado  de  estimular  las  pasiones  generosas  concedien- 
do al  padre  de  familia  que  se  distinguiera  y  obtuviese  uno  de  estos 
íUqIos  el  noble  orgullo  de  dejar  á  su  descendencia,  al  mismo  tiem- 
po que  ñaa  sucesión  material,  una  herencia  moral  que  recordase  á 
los  hijos  y  nieto  al  ^r  recompensados  en  su  nacimiento,  los  méritos 
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personales  del  jefe  de  su  familia.  Y  siendo  esto  así,  ¿podrá  deseo* 
noccrse  que  el  escritor  y  el  artista  que  con  esas  sublimes  obras  en 
que  domina  una  idea  moral  ó  de  amor  á  la  patria  ó  de  heroísmo, 
inspirándolas  k  la  sociedad,  presten  á  su  país  menores  servicios  que 
aquellos  campeones? 

XX. 

• 

Háse  propuesto,  como  medio  de  impedir  que  los  herederos  de 
un  autor  poco  inteligentes  ó  mal  intencionados  destruyeran  obras 
útiles  á  la  sociedad,  el  disponer  que  las  literarias  recaigan  después 
de  fallecer  su  autor,  no  ya  en  el  dominio  público,  tal  como  lo  en- 
tendemos, sino  en  la  explotación  pública  ó  dominio  público  contri- 
buyente, lo  cual  es  muy  distinto,  obligando  á  cada  editor  de  una 
obraá  pagar  un  tanto  por  ciento,  por  ejemplo,  al  propietario  del 
libro. 

De  esta  suerte  vendría  á  efectuarse,  respecto  de  la  reproducción 
de  las  obras  literarias,  lo  que  se  verifica  respecto  délas  represen*- 
taciones  de  las  obras  dramáticas. 

Si  el  heredero  de  un  autor  no  quisiera  por  cualquiera  causa 
aprovecharse  de  este  tanto  por  ciento,  podría  entregarse  esta  suma 
á  los  establecimientos  de  beneGcencia.  En  lodo  caso,  la  ley  privaría 
al  sucesor  de  la  posibilidad  de  destruir  las  obras  de  su  antecesor, 
que  desde  su  aparición  hasta  nuestros  dias  han  constituido  los  pla- 
ceres de  la  humanidad. 

Este  medio  tendría  la  ventaja  de  impedir  la  competencia  que 
pudieran  hacer  á  los  autores  vivos  las  obras  antiguas  si  se  publica- 
ran sin  pagar  los  derechos  de  autor. 

XXI. 

Si  hay  una  propiedad  incontestable  á  los  ojos  del  buen  sentido 
y  de  la  equidad,  es  indudablemente  la  que  se  funda  en  los  trabajos 
que  debemos  á  los  esfuerzos  y  á  los  recursos  de  nuestro  entendi- 
miento. 

En  efecto,  la  idea  que  existe  en  nuestro  entendimiento,  y  que 
arrancamos  de  nosotros  mismos  á  impulso  de  una  voluntad  enérgica 
y  persisteníe,  nos  pertenece  por  el  mismo  titulo  que  nuestra  propia 
individualidad;  siendo,  en  su  consecuencia,  esta  idea,  hasta  cierto 
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punto,  uoa  porción,  la  porción  más  preciosa  de  nuestro  individuo. 

La  razón  se  revela  á  la  idea  de  que  tengamos  propiedad  más 
plena  respecto  de  la  tierra  que  no  hemos  creado  ni  descubierto, 
que  no  hemos  cultivado  ni  hecho  cultivar  por  otro,  que  sea  más 
nuestra  á  los  ojos  de  la  ley  que  los  descubrimientos  y  los  trabajos  de 
nuestra  imaginación  que  proviene  de  nosotros  y  por  nosotros. 

Si  el  hombre  puede  apropiarse  las  cosas  que  están  fuera  de  él  y 
que  ie  son  completamente  extrañas,  ¿cómo  no  ha  de  poder,  no  di* 
remos  adquirir,  sino  conservar  la  propiedad  de  sus  pensamientos, 
de  la  manifestación  exterior,  de  las  operaciones  de  su  inteligencia, 
de  las  invenciones  de  su  ingenio,  de  las  combinaciones  que  su  imagi- 
nación ha  dado  á  luz? 

No  hay  duda  que  es  más  fácil  llevar  dignamente  un  título  de 
nobleza,  que  sostener  con  su  mérito  personal,  la  reputación  de  un 
nombre  ilustrado  por  las  artes  ó  las  letras;  así  es,  que  nunca  se  ha 
reclamado  paraMos  descendientes  de  un  escritor  de  ingenio,  ó  de  un 
artista,  el  título  perpetuo  de  hombre  de  talento,  ó  de  artista  como 
títulos  nobiliarios,  adquiridos  por  el  jefe  glorioso  de  su  familia;  y 
aun  seria  ridiculo,  por  ejemplo,  que  se  tratase  á  los  nietos  de  C¡- 
marosa,  de  Calderón  y  de  Guttenberg,  que  podrían  haberse  dedi- 
cado á  oficios  humildes  y  mecánicos,  los  títulos  de  ilustres  maestros 
de  grandes  poetas  ó  inventores.  Bajo  este  concepto,  es  preciso  limi- 
,tarse  á  reclamar  para  el  hombre  de  genio,  el  príncipio  de  la  ley 
común  en  favor  de  su  propiedad,  cuando  se  haya  querido  recono- 
ner  que  la  propiedad  intelectual,  es  una  propiedad. 

Si  ésta  se  produjera  á  costado  una  propiedad  existente^ se  com- 
prendería, hasta  cierto  punto,  tal  ostracismo;  ¿pero,  en  qué  puede 
considerarse  la  creación  de  una  obra  intelectual,  como  un  obstáculo 
al  impulso  de  la  fortuna  pública?  ¿Impide  acaso,  semejante  crea- 
ción, que  la  tierra  produzca  cuánto  puede  producir,  que  las  casas 
rindan  los  alquileres  que  pueden  rendir,  y  los  capitales  lodo  el  in- 
terés que  pueden  redituar?  ¿Se  disminuyen  directa  ó  indirectamen- 
te, las  rentas  públicas?  Todo  lo  contrarío:  la  propiedad  intelectual 
crea  nuevos  recursos,  y  acrecienta  considerablemente  el  comercio. 
¡Cuántos  artesanos,  cuántos  empleados  viven  con  el  producto  de  la> 
eonfeccion  de  salo  los  libros!  ¡Cuántos  libreros  y  corredores,  se  for- 
man honradamente  un  capital  vendiéndolos,  ó  propagando  su  ven- 
ta! ¡Cuántos  fabricantes  se  enríquecen  confeccionando  el  papel,  los 
caracteres  de  imprenta  y  todas  las  primeras  materias  destinadas  á 
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le  las  obras  de  mérito  salen  perjudicadas.  Porque  es  venlajoso  con 
semejante  sistema,  no  componer  más  que  esas  obras  ligeras,  pu- 
blicaciones efímeras,  frivolas,  escritas  para  recrear  por  un  roomeii- 
to  más  bien  que  para  instruir,  y  que  apenas  han  costado  traba- 
jo alguno,  por  no  exigir  investigaciones  laboriosas  ni  meditaciones 
profundas,  ni  aun  esmero  en  la  forma:  destinadas  á  halagar  el  gusto 
del  público^  desaparecen  con  él.  ¿Para  qué  necesitan  un  derecho 
perpetuo?  Cincuenta  años  son  puro  lujo  para  obras  á  las  cuales  so- 
breviven sus  autores. 

Resulta,  pues,  de  todo  lo  expuesto,  que  no  existen  los  graves 
motivos  con  que  se  quiere  legitimar  la  limitación  del  derecho  3e  los 
autores.  La  propiedad  absoluta,  exclusiva,  perpetua,  es  obra  de  una 
profunda  sabiduría  que  ha  consagrado  la  experiencia  de  todos  ios 
tiempos;  aplicada  á  las  obras  intelectuales  no  ofrece  ninguno  de  los 
inconvenientes  que  se  han  temido,  y  antes  presenta  ventajas  con- 
siderables. Aun  cuando  la  perpetuidad  de  este  derecho  pudie- 
ra tener  algunos  inconvenientes,  son  muy  ligeros  y  se  hallan  amplia- 
mente compensados  por  ventajas  positivas.  No  es,  pues,  en  nada 
aventurado  el  reclamarla,  no  solamente  en  nombre  délos  autores, 
sino  igualmente  por  el  mayor  beneficio  del  público,  quien  ganaría 
respetando  un  derecho  incontestable  y  sagrado  entre  todos,  y  ofre- 
ciendo á  las  letras  los  estímulos  más  poderosos. 

XXIII. 

La  propiedad  literaría,  dice  M.  Dalloz,  puede  como  cualquie- 
ra otra  atribuirse  á  los  autores  y  á  sus  herederos  ó  cesionarios 
de  una  manera  perpetua  y  latamente,  imponiéndole  las  mismas 
condiciones  que  á  toda  otra,  y  estando  obligados  á  pagar  un  im- 
puesto al  Estado  los  poseedores  de  dicha  propiedad,  como  cualquier 
otro  propietario.  Pero  sabido  es  que,  la  educación  de  la  socie- 
dad no  ha  llegado  aun  al  grado  necesario  para  que  pueda  decla- 
rarse desde  luego  la  perpetuidad  mencionada.  De  todos  modos 
ya  es  un  progreso  ver  reconocida  la  propiedad  literaria  después  de 
la  muerte  de  los  autores  por  un  largo  plazo,  que  es  de  esperar  as-* 
cienda  en  breve  al  de  cien  anos. 

Lamartine  atribuye  también  el  no  haberse  sancionado  todavía  por 
las  legislaciones  la  perpetuidad  de  la  propiedad  literaria,  á  que  no  se 
hallan  bastante  ilustradas  las  ideas  sobre  la  misma,  ni  formado  sufi- 
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cíeatemeate  los  hábilos  v  cosluiubres  refereates  á  ella.  Y  termioa 
diciendo,  que  el  día  en  qae  el  legislador  iluminado  por  la  experien- 
cia, juzgue  que  la  propiedad  literaria  puede  entrar  en  un  ejercicio 
más  extenso  de  sus  derechos  naturales^  deberá  apresurarse  á  supri- 
mir los  límites  que  hoy  se  le  han  impuesto^  y  no  tendrá  más  que  sus- 
tituir á  iaspalabras  «por  término  de  cincuenta  anos»  la  palabra  «per- 
petuamente.» 

Sin  embargo,  las  objeciones  expuestas  han  influido  sin  duda 
también  en  el  ánimo  de  nuestros  legisladores  para  no  sancionar 
desde  Inego  la  perpetuidad  de  la  propiedad  literaria  en  la  ley  de  10 
de  Junio  de  1847,  á  pesar  de  reconocer  en  el  primer  párrafo  de 
s:i  preámbulo  lo  sagrado  y  respetable  de  este  derecho.  «Si  hay 
una  propiedad  sagrada  y  respetable,  se  lee  en  el  mismo,  ningu« 
na  lo  es  más  que  la  que  tienen  los  autores  en  sus  obras;  en  ellas  han 
empleado  su  tiempo,  sus  afanes,  un  capital  incalculable,  invertido  en 
largos  anos  de  educación,  ea  libros  y  otros  instrumentos  del  huma- 
no saber,  y  basta  puede  decirse  que  los  frutos  de  un  entendimiento 
son  como  una  emanación  de  ellos  mismos,  como  una  parte  de  su  pro- 
pio ser.  Nada  por  tanto  más  justo  que  las  leyes  amparen  esta  propie- 
dad igualmente  que  cualquiera  otra,  si  cabe  con  mayor  esmero,  por 
su  condición  íntima  y  privilegiada,  impidiendo  que  se  usurpe  mala- 
mente á  impulsos  del  ardid  ó  del  interés,  el  fruto  del  ajeno  trabajo.» 
No  obstante  este  notable  párrafo,  háse  sancionado  en  dicha  ley  la  li- 
mitación del  derecho  de  propiedad  literaria  en  los  términos  que  ex- 
pondremos en  otro  articulo. 

José  Yieente  y  Caravanles. 
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LA  MUJER  EN  LA  FAMILIA. 


Para  hablar  dignamente  de  la  mujer  es  preciso  contar  con  la 
sublimidad  poética  de  Sackespeare  ó  Víctor  Hugo,  el  honradísimo 
y  profundo  pensamiento  de  Salmerón,  la  tierna  y  dulce  alma  de 
Virgilio,  Taso  ó  Lamartine,  ó  la  elocuencia  fascinadora  de  Emilio 
Castelar.  £1  más  infinitamente  pequeño  de  los  pequeños  al  lado  de 
esos  ilustres  nombres,  como  es  el  autor  de  este  artículo,  no  tiene  el 
atrevimiento  de  presentar  un  estudio  acerca  de  la  mujer.  Debe  de- 
cir solamente  que  la  admira  en  la  familia  como  hija,  confiesa  que  es 
adorable  como  esposa,  y  en  su*carácter  de  madre nada  más  pue- 
de expresar,  sino  que  el  Hombre-Dios  tomó  carne  en  las  entrañas 
de  María,  y  al  hacerlo  así,  nos  ha  enseñado  que  la  madre  es  un  ser 
divino. 

Mas  para  tratar  del  tema  de  este  artículo,  es  foi^oso  hablar  de 
la  mujer,  de  la  consideración  que  ha  merecido  á  la  sociedad  y  al  le- 
gislador, de  las  consideraciones  que  merece  hoy  en  los  diversos 
pueblos,  y  de  su  estado  en  la  familia  española  antes  y  después  de 
la  novísima  ley  de  Matrimonio  civil. 

Las  sociedades  primitivas  negaron  á  la  mujer  hasta  su  propia 
dignidad.  Presa  del  último  solicitante,  que  se  apoderaba  de  ella  co- 
mo un  objeto  de  caza,  la  brutal  promiscuidad  reinaba,  y  el  varón 
elegia  su  compañera  ganándola  del  rival  por  medio  de  las  armas. 
Después  se  compra  la  infeliz  mujer,  y  el  salvagismo  del  dueño  de  la 
esclava  reemplaza  á  la  violencia  del  forzador.  Entonces  se  la  encar- 
cela, se  la  guarda  por  eunucos,  y,  por  refinamiento  de  crueldad,  se 
persuade  á  la  mujer  china  que  la  hermosura  principal  está  en  lo  di- 
minuto del  pié,  y  se  la  haré  torturárselos,  obteniendo  de  este  mo- 
do que  ella  misma  sea  el  verdugo  de  su  libertad  y  la  causa  impul- 
siva de  su  encierro.  Luego  se  la  imponen  los  trabajos  más.  penosos, 
se  la  unce  al  yugo,  rompe  la  tierra,  carga  con  sus  hijos  y  con  los 
instrumentos  del  trabajo  y  con  los  pobres  frutos  de  ese  indigno  es- 
téril laboreo.  No  es  aun  bastante:  se  consagra  al  sacrificio,  por  la 
ley  ó  la  costumbre;  muere,  al  morir  su  esposo,  abrasada  en  horri- 
ble hoguera,  y  el  marido  cuando  quiere  la  despide  ignominiosa- 
mente del  tálamo  y  la  casa.  «La  mujer,  decía  la  poetisa  china  Pan, ' 
ha  sido  criada  para  la  vergüenza  y  el  martirio»:    así  sucede^ 
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empezando  por  arrojar  á  la  nina  á  la  corriente  si  no  hay  escasez  de 
hembras^  y  concluyendo  por  herir,  golpear  y  escarnecer  á  la  que 
se  cria  para  tal  martirio  y  tal  vergüenza.  Hé  aqui  la  consideración 
de  ia  mujer  hoy  mismo  en  la  mayor  parte  de  la  tierra. 

Veamos  lo  que  era  esa  preciosa  mitad  del  humano  linaje  en  los 
pueblos  de  Grecia  y  Roma.  No  preguntemos  á  Esparta.  Aquí  no  se 
bnsca  más  que  á  la  madre  de  guerreros  sin  alma,  como  molde  don- 
de vaciarlos.  Mujeres  sin  entrañas,  de  carne  de  bronce  y  músculos 
de  hierra,  era  lo  que  se  queria  fueran  las  espartanas.  Con  este  fia 
tenidas,  su  condición  debia  ser  la  que  fué:  hombre,  mujer,  y  aun 
más,  porque  ni  siquiera  tenía  el  derecho  de  unirse  al  varón  de  su 
preferencia,  si  es  que  para  ella  las  había.  Elegida  á  ciegas  por  la 
mano  que  tocaba  primeramente  su  cabeza,  la  unión  de  los  espo- 
sos era  la  del  macho  y  la  hembra,  como  ella  fortuita  y  best  al.  La 
mujer  griega  se  encuentra  sólo  en  Atenas. 

£1  pueblo  que  divinizó  hasta  las  pasiones  más  abyectas,  que 
hizo  una  Diosa  del  placer,  no  podía  menos  de  elevar  en  considera- 
ción á  la  mujer.  Pero  ¿cómo?  Se  compra  por  el  marido,  se  la  en- 
cierra en  el  Gineceo,  no  vé  ni  conoce  á  su  futuro  esposo,  y  el  padre 
cuidará  de  elegírselo  por  el  mejor  precio;  continuará  en  custodia, 
será  seguida  de  dueña  ó  guardián,  cuando  el  esposo  la  permita  sa- 
lir á  la  ciudad  ó  ai  campo,  no  llevará  más  que  una  muda  de  ropa^ 
para  que  no  prolongue  su  ausencia,  y  será  tenida,  como  decía  De- 
móstenes,  para  la  prole,  mientras  para  el  placer  estaba  la  concubi- 
na, en  un  piso  de  la  propia  casa,  festejada  á  la  vista  de  los  amigos, 
y  allí  mismo  acariciada  por  el  indigno  carcelero  de  su  esposa. 

La  mujer  romana  es  ya  más  distinguida,  pero  siempre  es  inferior 
al  hombre,  sujeta  á  él,  hija  de  familia  después  de  ser  mirada  como 
cosa;  soltera,  pertenece  como  sus  hermanos  ásu  padre.  Hasta  el  Im- 
perio, por  más  que  de  hecho  no  subsistiese,  permaneció  en  el  dere- 
cho el  interdicto  «delibcfis  exhibendis,T»  por  el  cual,,  el  padre  res- 
cindía el  matrimonio  de  su  hija,  y  la  reivindicaba  de  su  yerno. 
íExhorbitante  derecho  paternal  que  fué,  en  el  Teatro  romano,  ob- 
jeto de  las  censuras  de  Planto!  Antonino  concedió  la  excepción 
•dolí  malh  contra  el  antedicho  interdicto,  y  Diocleciano  lo  supri- 
mió. Mas  cuando  el  matrimonio  se  hacia  según  las  solemnidades  y 
ritos  de  la  ley  y  la  religión,  cuando  la  emancipación  le  precedía, 
entonces  la  mujer  pasaba  al  poder  del  marido.  Ño  tenia  éste,  como 
el  padre,  el  derecho  de  vida  y  muerte  sobre  su  mujer;  pero  podía 


72  REVISTA  DB  LEGISLAClOSf. 

acusarla  ante  nn  Tribuoal  compuesto  de  parientes,  y  hacerla  con- 
denar á  pena  capital,  por  faltas  leves. 

La  familia  romana  estaba  en  todo  sometida  á  su  Jefe,  bajo  el 
poder  más  despótico:  personas  y  bienes  caian  bajo  su  dominio  mis 
absoluto,  cuando  intervenía  el  farreum,  la  coemplio  ó  el  usus.  No 
habrá  matrimonio,  sino  entre  ingenuos  de  la  misma  casta:  la  ley 
Papia  Popea  abolirá  la  prohibición  de  mezclar  la  sangre  ingenua 
y  la  emancipada;  y  Jnstiniano  permitirá  la  unión  de  la  senatorial 
con  la  emancipada  ó  abyecta  por  las  Novelas  89,  cap.  45  y  ÜT, 
capitulo  6/  y  antes  el  Código  5,  4,  23.  El  marido  plebeyo  adquiri- 
rá poder  sobre  su  esposa,  nper  ees  et  libram,»  y  en  defecto  de  esto, 
por  la  posesión  de  un  ano  como  cosa  mueble. 

La  condición  de  la  mujer  romana,  sólo  llega  á  ser  de  igualdad  y 
compañerismo  con  su  esposo,  éoando  la  religión  cristiana  hubo  in- 
filtrado su  espíritu  en  el  derecho.  Justiniano,  y  antes  Constantino  y 
otros  Emperadores  suavizaron,  y  en  varios  puntos  abolieron,  la 
dureza  y  crueldad  del  poder  paterno  y  marital;  pero  jamás  llegaron 
á  tener  á  la  esposa,  como  digna  de  suceder  al  marido,'en  la  totali- 
dad de  sus  derechos  sobre  los  hijos.  No  era  concebible  esto,  con  las 
ideas  injustísimas,  que  los  mismos  P.  P.  de  la  Iglesia  tenian  respecto 
á  la  mujer. 

Jesús  había  dicho  de  esta:  «mucho  le  será  perdonado,  porque 
mucho  ha  amado.»  Tsin  embargo,  ora  sea  que  influyera  sobre  el 
concepto  relativo  á  la  mujer  la  idea  del  legislador  de  los  hebreos 
(que  si  bien  la  hizo  companera  del  hombre^  la  sometió  á  éste,  que 
la  despedía  ú  su  arbitrio),  ora  que  del  mosaismo  pasase  á  la  doctri- 
na cristiana  el  germen  de  desigualdad,  que  la  creación  respectiva 
del  hombre  y  la  mujer  y  el  pecado  original  se  creia  entrañaban 
entre  los  dos  sexos,  es  un  hecho  que  todavía  en  885  un  Concilio 
francés  decidió  que  la  mujer  no  pertenecía  á  la  humanidad,  según 
afirma  Gregorio  Turonense.  ¥  es  también  otro  hecho  ciertísimo  que 
Tertuliano  la  llama  «la  puerta  del  demonio.»  T  San  Jerónimo  la 
«¡fuente  de  todos  los  males!»  Con  tOvIo;  al  Cristianismo  debe  prin- 
cipalmente la  mujer  que  su  condición  se  haya  elevado  en  extremo. 
Ennoblecido  el  matrimonio,  alzado  á  la  categoría  de  sacramento, 
reputada  compañera  del  hombre,  su  esposa,  ya  los  deberes  y  ^  por 
correlación,  los  derechos  de  ambos  se  igualaron.  San  Agustín  en  la 
Ciudad  de  Dios  reconoce  que  no  es  menos  perfecta  la  mujer  en  su 
género  que  el  hombre;  y  esta  igualdad  de  deberes,  y  esta  igualdad 
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'  de  derechos,  al  paso  que  destrayó  la  innoble  libertad  del  varón 

para  ser  el  profanador  del  santo  nudo,  realzó  á  la  esposa,  hizo  al 
legislador  que  regularizara  su  dote  y  sos  privilegios,  y  preparó  á 
la  raga  genninica  un  terreno  tan  fecundo  como  ya  cultivado,  para 
sembrar  en  él  las  hermosas  ideas  de  afecto  á  la  esposa,  á  la  compa- 
ñera, á  la  participe  de  las  glorias  y  penalidades  del  móvil  é  intran- 
quilo soldado  de  las  márgenes  del  Rhin. 

Invade  nuestra  Península  la  raza  goda  y  consagra  el  Fuero  Juz- 
go sus  principios  sobre  la  familia.  Su  tít.  6.*,  lib.  3.*,  se  ocupa  del 
divorcio,  y  en  términos  enérgicos  le  condena,  salvo  el  caso  de  or- 
den ó  adulterio.  Este  Código  establece  las  arras  y  gananciales,  dá 
participación  á  la  mujer  en  los  provechos  de  la  sociedad  conyugal, 
y  la  liga  al  hogar  con  los  lazos  del  amor  y  del  trabajo  propio  de  su 
sexo.  Restablece  la  Ley  de  Partida,  las  dotes,  encarnando  el  prece- 
dente romano  en  la  sociedad  .española,  T  las  Cortes  de  Toro  dan  sus 
célebres  Leyes^  estatuyendo  que  las  mujeres  puedan  aceptar  lo  que 
les  aproveche,  pero  no  repudiar  herencias  sin  licencia  del  marido, 
ni  tampoco  contratar  ni  presentarse  en  juicio  sin  dicha  licencia,  ó 
la  del  Juez  en  defecto. 

Traenios,  pues,  á  la  mujer  realzsida  por  Jesucristo  al  hacer  in- 
disoluble el  matrimonio,  y  re'conocer  que  es  digna  de  mucho  per- 
don  porque  ama  mucho.  Tenemos  la  esclava  romana,  la  prisionera 
griega,  la  rebajada  hembra  de  Asia,  elevada  por  la  idea  cristiana  á 
la  coosideracion  de  companera  de  su  esposo^  y  con  derechos  en  el 
natrtraonio  sobre  ciertos  bienes  suyos  y  sobre  sus  hijos,  como  tu- 
lora  y  curadora,  cuando  sobrevive  al  marido  y  éste  no  ha  desig- 
nado tutor  ó  carador  en  testamento.  Tenemos  autorizadas  y  garan- 
tizadas la  donación  esponsalicia,  regalo  de  amor  del  esposo,  y  las 
airas,  obsequio  remuneratorio  á  la  fortuna  que  trajo  9I  hogar  la  es- 
posa, ó  á  las  nobles  prendas  que  en  ella  observa  su  marido.  Tene- 
mos, por  tín,  custodiada  por  la  Ley  la  dote  y  bienes  extradotales, 
y  prohibida  la  indiscreta  renuncia  por  si  sola  de  lo  que  otros  quie- 
res darla.  ¡Cuánto  falta  todavía  para  la.rcdencion  de  la  mujer  en  la 
familia! 

Ved  á  la  desgraciada  de  otros  tiempos,  impedida  aun  de  regir  y 
gobernar  su  casa  en  los  detalles  más  precisos  y  sencillos.  Esa  mu- 
jer no  contrata  válidamente  sin  licencia  de  su  marido,  y  ni  siquiera 
m  pedazo  de  pan  para  el  sustento  ó  tela  para  su  abrigo  podrá  ad- 
quirir por  sí  al  Gado,  ni  comprar  al  contado  un  mueble^  una  joya  de 
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escaso  valor,  la  más  humilde  prenda.  Ved  todavía  á  la  mujer  espa- 
ñola sometida  en  los  últimos  tiempos,  en  los  actos  más  precisos  y 
perentorios  á  la  tutela  de  su  esposo.  Ella  no  tendrá  potestad  sobre 
sus  hijos  á  la  muerte  del  marido  que  podrá  ofenderla  arrancándola 
su  tutela;  ella  no  tendrá  facultad  sino  asociada  á  los  parientes  pater* 
nos,  según  los  Fueros  de  León,  Sepúlveda  y  Cáceres  disponian,  de 
autorizar  el  matrimonio  de  sus  hijos ,  y  pasada  cierta  edad,  ya  se 
considerarán  libres  para  casarse  sin  licencia  ni  consejo,  con  arre- 
glo á  la  Pragmática  de  1796,  si  bien  la  ley  de  20  de  Junio  de  1862 
reformó  con  justicia  su  precepto.  Ella,  en  fiu,  estará  siempre  á  larga 
distancia  de  su  esposo  en  derechos  y  facultades  sobre  la  familia. 

Ahora  bien;  ¿era  esto  razonable,  justo,  digno  de  una  sociedad 
culta  y  cristiana,  y  del  legislador,  que  en  tal  rebajamiento  tenia  á 
la  esposa  y  á  la  madre?  No.  La  creación  lleva  el  sello  de  la  unidad 
para  los  dos  sexos:  la  formación  de  Eva  de  la  costilla  de*A.dan,  no 
significa  dependencia  de  la  mujer,  sino  en  cierto  sentido,  pero  jamás 
menos  valer,  desigualdad.  Eso  quiere  decir  que  son  dos  seres  for- 
mados de  una  misma  carne,  que  la  esposa  está  intimamente  unida 
á  su  esposo,  que  éste  debe  amarla  como  así  propio,  que  un  mismo 
espíritu  debe  animarles.  El  pecado  original  tampoco  amengua  el 
valor  de  la  mujer.  La  seducción  de  Eva  no  significa  otra  cosa  más 
que  el  corazón  femenino  es  ardiente,  ávido  de  saber,  entusiasta,  y 
que  Dios  formó  á  la  mujer  para  que  se  completase  con  el  hombre, 
dando  á  éste  más  frialdad  de  razón  en  cambio  del  fuego  de  senti- 
miento propio  de  aquella,  á  la  que  corresponden  los  dominios  del 
arte,  de  la  poesía,  de  la  belleza  y  del  amor,  en  compensación  del 
patrimonio  del  hombre,  que  es  la  serenidad,  la  reflexión,  la  cien- 
cia;  el  valor  y  el  poder. 

Ni  Tertuliado,  ni  S.  Jerónimo,  ni  los  demás  P.  P.  de  la  Iglesia, 
ni  los  conciliares  de  Macón,  han  dicho  la  verdad  al  culpar  á  la  mu* 
jcr  de  maldad  é  ineptitud.  No  la  conocían,  ni  reflexionaron  que  el 
varón  y  la  mujer  son  obra  del  mismo  Creador,  como  lo  son  igual- 
mente todas  las  cosas  creadas;  así  el  reino  inorgánico,  como  el  or- 
gánico; así  los  cuerpos  que  crecen  por  capas  ó  yuxta-posicion,  co- 
mo las  existencias  que  se  desarrollan  de  dentro  á  fuera;  asi  el  mi- 
croscópitio  infusorio  como  el  rey  de  nuestro  sistema  planetario.  La 
mujer  es  el  más  noble,  el  más  hermoso,  el  más  esplendente  astro 
de  la  tierra.  Grande  para  amar  y  sufrir,  resignada  y  paciente,  con 
UD  tesoro  inagotable  de  amor  en  su  corazón  para  sus  padres,  su 
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amante,  su  esposo;  con  inacabable  caudal  de  ardientísimo  carino 
para  su  hijo;  dispuesta  al  sacrificio  por  el  bien  de  aquel  á  quien 
ama;  alma  artística  y  apasionada,  mente  perspicua,  y  fácilmente 
inclinada  á  la  observación  de  los  hechos  exteriores,  la  mujeres 
con  el  hombre,  un  ser  completo,  la  humanidad.  Sin  sus  cualida- 
des, ésta  carecería  de  sus  principales  caracteres.  Inculta  y  grosera, 
ruda  y  depótica^  impaciente  y  cruel^  violenta  y  salvaje,  la  huma- 
nidad formada4)or  los  peculiares  dones  otorgados  al  hombre,  sería 
otra  humanidad  muy  diversa  de  la  que  conocemos  y  apreciamos. 
La  mujer  tiene  en  esta  la  mejor  parle;  y  harto  visible  es  que  allí 
donde  ocupa  el  lugar  del  exclavo  ó  de  la  bestia,  allí  donde  se  halla 
degradada  y  envilecida,  allí  la  humanidad  forma  una  rama  aparte, 
y  se  presenta  sin  civilización,  grosera  y  bárbara.  Testimonio  elo- 
cuente de  esto  encontramos  en  Afríca,  en  gran  parte  del  Asia  y  en 
la  novísima  Oceanía. 

Ahora  bien;  ¿qué  consideración  merece  en  los  pueblos  cultos  la 
mujer  como  madre  y  como  esposa?  ¿Cuáles  y  cuántos  se  han  antici- 
pado á  nuestra  Patria  en  consagrar  la  igualdad  de  los  dos  sexos  en 
la  familia? 

Veámoslo. 

La  Legislación  portuguesa  no  reconoce  la  potestad  de  la  madre 
sobre  sus  hijos,  aunque  les  confiere  su  tutela  si  renuncia  á  las  se- 
gundas nupcias.  La  francesa  la  consagra  hasta  los  48  años,  tanto 
para  el  padre  como  para  la  madre  viuda.  La  Sarda  establece  que, 
muerto  el  padre,  la  madre  que  sobrevive  ejercerá  en  los  bienes  del 
hijo,  durante  su  menor  edad,  los  derechos  de  usufructo  legal,  ex- 
cepto en  los  bienes  procedentes  de  la  sucesión  paterna.  La  ley  de 
Ñapóles  declara  al  cónyuge  sobreviviente  tutor  de  derecho  de  los 
hijos  menores,  y  concede  á  la  madre  la  mitad  del  usufructo  de  los 
bienes  del  hijo  hasta  su  mayoría  ó  emancipación.  Lo  mismo  en 
Vaud,  Berna,  Triburgoy  Argousa;  y  si  bien  en  Triburgo  no  es  ver- 
dadera potestad  la  de  la  madre,  porque  depende  de  que  el  padre  dé 
al  hijo  ó  no  tutor  en  testamento,  al  cabo  el  usufructo  siempre  cor- 
responde á  la  viuda  si  no  vuelve  á  casarse,  si  no  tiene  un  hijo  ilegí- 
timo, ó  si  no  vive  licenciosamente.  En  Holanda,  no  sólo  rige  la  Ley 
francesa,  sino  que  en  vida  del  padre  ejerce  su  cónyuge  la  potestad 
patria  cuando  aquel  se  halla  imposibilitado:  el  padre  ó  la  madre 
usufructúan  hasta  los  18  anos  los  bienes  del  hijo. 

La  Ley  bávara  no  reconoce  á  la  madre  la  potestad  patria:  la  aus- 
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triaca  la  concede  á  los  dos  cónyuges,  hasta  sobre  el  hijo  casado  si  no 
tiene  un  establecimiento  particular:  la  inglesa  la  niega  á  la  madre, 
pero  puede  solicitarla  y  la  obtiene  sobre  los  infantes  ó  nnenores  de 
siete  años,  hasta  llegar  á  esta  edad.  La  legislación  rusa,  establece 
una  potestad  casi  igual  para  el  padre  y  la  madre:  es  limitada,  pues- 
to que  pasa  á  los  Directores  de  Institutos  oficiales  cuando  en  ellos 
entran  los  hijos.  En  China,  en  India,  en  Arabia  y  Turquía  y  demás 
países  del  A.sia,  fácil  es  comprender  que  no  existe  sino  la  potestad 
paterna,  pero  despótica^  absoluta,  terrible. 

Queda  visto  que  en  la  mayor  parle  de  las  leyes  civiles  de  los 
respectivos  pueblos,  está  encarnada  la  idea  de  la  igualdad  de  con- 
dicibnes  del  esposo  y  de  la  esposa  respecto  de  sus  hijos.  Es  natural 
que,  viviendo  ambos,  Qo  haya  dualismo  de  voluntades,  y  uno  de 
ellos,  el  hombre,  sea  el  jefe.  La  misión  de  éste  es  externa,  de  ad- 
quisición fuera  de  la  casa  con  el  trabajo  preciso  para  cubrir  las 
atenciones  domésticas.  Dios  hizo  al  hombre  rudo,  potente,  fuerte, 
para  que  soportara  duras  y  afanosas  fatigas  con  el  fin  de  ocurrir  al 
sostenimiento  de  la  familia:  esta  permanecerá  al  lado  del  alma  tier- 
na, de  la  celosa  y  laboriosísima  matrona^  que  vigila  á  sus  hijos  y 
sirvientes,  les  encarga  la  respectiva  tarea,  les  dá  el  ejemplo  y  pre- 
para el  necesario  sustento  al  jefe  de  la  casa  cuando  aparece  en  el 
hogar  jadeante  y  cubierto  de  sudor,  ó  cansado  de  un  trabajo  men- 
tal, para  reparar  sus  fuerzas,  recrearse  en  el  amor  de  su  compañe^ 
ra  é  hijos,  y  tras  adorables  caricias,  disponerse  á  continuar  el  for- 
zado (pero  querido  por  el  bien  que  proporciona),  é  ímprobo  trabajo, 
que  es  la  ley  impuesta  á  la  criatura. 

Mas  cuando  la  familia  tiene  la  desdicha  de  perder  á  su  protector 
y  amparo,  queda  en  ella  el  Ángel  de  la  Guarda:  la  madre.  A  esta, 
pues,  la  legislación  española  no  ha  concedido  la  potestad  paterna 
hasta  que  se  publicó  la  ley  de  Matrimonio  civil.  Dice  así  su  art.  64: 
«El  padre  y  en  su  defecto  la  madre,  tienen  potestad  sobre  sus  hijos 
legítimos  no  emancipados.  Se  reputará  emancipado  de  derecho  el 
hijo  legítimo  desde  que  hubiere  entrado  en  la  mayor  edad.»  El  68 
establece  el  alcance  de  los  derechos  á  que  se  estiende  dicha  patria 
potestad:  los  66  á  70  las  limitaciones  de  esos  derechos.  El  81  pre- 
ceptúa que  «serán  válidos  sin  licencia  del  marido  los  contratos  de 
compra  al  contado  que  la  mujer  hiciere  de  cosas  muebles,  y  las  com- 
pras al  liado  de  cosas  que  por  su  naturaleza  estén  destinadas  al  con- 
sumo ordinario  de  la  familia  y  no  consistieren  en  joyas,  vestidos  y 
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muebles  preciosos,  y  aun  la  de  estos  objetos  se  consolidará  desde  el 
momeólo  eu  q^e  hubieren  sido  empleados  en  el  uso  de  la  mujer  ó  de 
la  familia  con  conocimiento  y  sin  reclamación  del  marido^  aunque 
éste  no  hubiese  ratificado  ó  aprobado  expresamente  la  adquisición 
por  parle  de  su  mujer '>. 

Desde  i870,  la  madre  reúne  en  España  á  la  dulce  obligación  de 
alimentar  y  educar  ásus  hijos,  el  deber  de  mandarles,  la  facultad 
de  hacerse  obedecer ,  el  imperio  de  la  potestad  pateroa.  ¿Y  en  qué 
manos  podía  recaer  mejor  ese  importantísimo  cuanto  difícil  cometi-* 
do?  Seguramente  en  ninguno.  El  amor,  unido  á  la  coacción^  hace 
que  desaparezca  en  ésta  su  natural  carácter ,  y  la  trasforma  en  es- 
pontaneidad ;  y  el  poder,  con  el  corazón  de  madre  unido,  es  dulce 
y  manso,  y  sus  irradaciones,  en  vez  de  mandatos,  son  efluvios  de 
gracia  y  de  armonía. 

Es  cierto  que  hemos  necesitado  tantos  siglos  para  reparar  la  in- 
justicia que  los  romanos^  más  por  cálculo  que  por  sentimiento  ,  hi- 
cieron á  la  mujer  en  sus  célebres  códigos  ;  pero  esto  es  debido  á 
que  el  progreso  se  realiza  siempre  á  paso  lento  en  la  historia,  como 
producto  de  Ids  esfuerzos  de  los  sacrificios  con  que  todas  las  gene- 
raciones contribuyen  á  la  grande  obra  del  adelanto  de  la  humani- 
dad en  el  espacio  y  en  el  tiempo. 

En  cinco  siglos  se  adelantó  el  cristianismo  á  los  bárbaros,  y  pro- 
clamó desde  luego  sus  altos  principios  y  elevadas  máximas,  que  res- 
tituyeron á  la  mujer  en  puesto  y  condición  de  companera  del  hom- 
bre; sin  embargo,  hay  que  esperar  en  la  historia  al  espíritu  gene- 
roso y  caballeresco  de  los  germanos,  más  favorable  á  las  nuevas  ideas 
que  el  carácter  degradado  é  inmoral  de  los  romanos,  para  ver  reali- 
zado en  la  vida  el  ideal  del  cristianismo;  han  transcurrido  otras  ca- 
torce centurias  ^  y  sólo  después  de  la  revolución  francesa,  é  impul- 
sados por  las  ideas  individualistas  de  nuestro  siglo  ^  hemos  entrado 
de  lleno  y  con  verdera  fé  en  el  camino  que  conduce  á  la  emancipa- 
ción de  la  mujer  en  el  seno  de  la  sociedad  y  de  la  familia. 

Antonio  Goyanes  Heneses. 
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mi  HIJOS  se  REPOTM  NMALES?  ¿GOALES  SON  SOS  DERECHOS ? 


Entre  los  hijos  ilegítimos,  que  es  sabido  soq  de  varias  clases, 
hay  una^  la  de  los  Daturales^  que  siempre  formó  uq  grupo  por  si 
sola,  alcanzó  más  consideración  que  las  restantes,  y  se  separó  me- 
nos de  los  nacidos  de  justas  nupcias,  constituyendo,  por  decirlo  así, 
un  término  medio  entre  estos  y  ios  de  las  otras  uniones  más  repro- 
badas por  la  moral  y  por  la  ley.  Su  carácter  distintivo  ha  sido  siem- 
pre ser  procreados  por  personas  libres  y  que  si  no  están  casadas, 
se  conducen  como  si  lo  estuvieran. 

Nuestra  legislación  sobre  tales  hijos  en  lo  que  s«  relaciona  con 
su  condición  y  con  sus  derechos  fué  importada  de  la  antigua  Bo- 
ma. No  todos  tenian  allí  el  jus  connubium,  acto  solemne  del  dere- 
cho civil,  sólo  propio  de  determinadas  clases  sociales.  ¿Qué  extraño, 
pues,  que  al  lado  del  matrimonio  patricia  existiera  con  cierta  san- 
ción legal  ei  matrimonio  de  derecho  natural,  desprovisto  de  fórmu- 
las civiles  y  religiosas,  único  á  que  era  dado  aspirar  á  las  personas 
impedidas  de  realizar  aquel  hecho  civilísimo?  De  tales  consorcios 
entre  un  hombre  y  una  mujer  libres,  que,  por  su  voluntad,  vivian 
juntos^  siendo  exclusivos  el  uno  para  el  otro,  sin  que  hubiese  ver- 
güenza para  ninguno,  nacian  los  hijos  naturales.  "Y  á  la  manera  que 
para  la  declaración  de  legitimidad  habia  el  principio  de  pater  est 
quem  nuptim  demoslrant,  para  conocer  al  hijo  natural  buscó  aquel 
derecho  la  presunción  de  que  el  padre  natural  es  el  señalado  por  la 
cohabitación.  Tan  familiarizado  llegó  á  estar  el  concubinato  con  las 
costumbres  romanas  que  la  concubina  no  se  diferenciaba  de  la  mu- 
jer legitima  más  que  en  el  nombre  y  en  la  dignidad. 

£1  Cristianismo,  elevando  el  matrimonio  á  la  categoría  de  sacra- 
mento, santificó  su  celebración  y  condenó  el  concubinato  con  una 
severidad  que  no  hablan  podido  tener  las  leyes  romanas.  Pero  ni  el 
Cristianismo^  ni  los  legisladores  de  ningún  pueblo  moderno,  han 
podido  desconoce^  que  la  unión  de  dos  personas  libres  y  sin  impe- 
dimentos para  contraer  legítimo  matrimonio  no  es  tan  grave,  como 
otras  uniones  mucho  más  criminales.  Por  eso  las  leyes  de  Partida, 
en  que  se  combina  constantemente  la  teoría  romana  con  la  doctrina 
canónica,  vuelven  á  decir  que  «es  hijo  natural  el  habido  de  alguna 
»mujer  de  que  non  fuesse  que  la  él  tenia  por  suya  é  que  fuesse  el 
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•hijo  eogendrado  en  tiempo  que  él  dod  honbiesse  mujer  legítima, 
»DÍn  ella  otrossl  marido.»  (l)De  modo^  que  qo  era  iadispensable 
que  los  padres  viviesea  juatos  para  quje  el  hijo  fuese  tenido  por  na- 
tural: ai  contrario,  la  ley  i.\  tít.  d5,  Partida  4/,  establece  implíci- 
tamente «que  lo  son  los  habidos  de  mujer,  que  se  tenia  fuera  de  la 
•casa  y  que  no  era  prostituta.» 

Has  adelante,  fué  la  1.%  tít.  11  de  la  Partida  7.\  que  declaró 
que  «es  hidalgo  el  nacido  de  esta  manera,  si  lo  era  su  padre.»  Y 
acertado  estuvo  el  legislador  al  deshechar  como  innecesaria,  para  ser 
considerado  un  hijo  natural,  la  circunstancia  de  vivir  el  padre  y  la 
madre  bajo  un  mismo  techo,  porque  la  barraganía  no  era  en  el  si- 
glo XIII  una  unión  vaga,  ni  un  enlace  indeterminado,  sino  un  verda- 
dero contrato  en  que  hombre  y  mujer  se  prometían  fidelidad  y  per- 
manencia de  por  vida,  lo  cual  daba  certidumbre  á  la  prole,  y  jus- 
tifica que  el  Rey  Sabio  la  permitiera  á  pesar  de  la  prohibición  de  la 
Iglesia.  Cuando  el  celo  y  los  afanes  de  los  prelados  fueron  redobla- 
dos y  la  vigilancia  de  los  Magistrados  civiles,  para  conseguir  dester- 
rar la  barraganía  fué  mayor,  quedó  en  situación  menos  definida  la 
prole  natural,  y  la  ley  hubo  de  venir  en  auxilio  de  los  hijos  habi- 
dos de  uniones  no  santificadas  por  ceremonias  religiosas;  pero  á  cu- 
ya celebración  no  ponian  obstáculo,  impedimentos  de  ninguna  es- 
pecie. La  definición  de  Partida  subsistió,  sin  embargo^  hasta  el  siglo 
XYI  en  que  fueron  publicadas  las  leyes  de  Toro. 

Partiendo  estas  también  de  la  idea  capital,  de  que  los  padres 
sean  libres  de  modo  que  no  eslén  por  concepto  alguno  impedidos 
de  contraer  matrimonio,  dispusieron  que  «porque  no  se  pueda  du- 
»dar  quáles  son  hijos  naturales,  se  diga  que  lo  son  quando  al 
>tiempo  que  nascieren  ó  fueron  concebidos,  sus  padres  podían 
»casar  con  sus  madres  justamente  sin  dispensación,  con  tanto  que  el 
•padre  le  reconozca  por  su  bijo^  puesto  que  no  haya  tenido  la  mu- 
»jer  de  quien  lo  ovo  en  su  casa  ni  sea  una  sola.»  (2)  Mas  el  anti- 
guo derecho  fué  modificado  en  el  sentido  de  favorecer  á  algunos 
que  basta  entonces  no  tuvieron  los  derechos  que  los  hijos  naturales^ 
bien  que  se  exigió  una  condición  que  ¿ntes  no  habia  sido  necesaria: 
la  del  reconocimiento,  que  ha  extendido  á  dos  los  requisitos  para 
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(i)  -  Ley  M  de  Toro.  } 
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considerar  natural  al  hijo:  ser  reconocido  por  el  padre;  que  éste  y 
la  madre  sean  libres  para  contraer  matrimonio. 

La  libertad  en  los  procreantes  fué  considerada  siempre  condi* 
cion  indispensable.  Pero  la  elección  que  permite  ia  ley  entre  los 
dos  tiempos,  el  de  la  concepción  ó  el  del  parto,  foé  una  innovación 
peligrosa,  pues  permite  que  se  tengan  por  naturales  hijos  de  unió* 
nes  más  pecaminosas.  Y  ¿qué  juicio  no  se  ha  de  formar  de  una  ley 
hecha  sin  más  objeto  que  distinguir  entre  todos  á  los  hijos  de  esta 
calidad,  y  que  constituye  en  peor  situación  al  nacido  de  parientes, 
aunque  sea  en  grado  remoto,  que  al  tenido  en  una  mujer  casada,  si 
por  casualidad  nace  siendo  ya  viuda?  Cuando  únicamente  eran  na- 
turales los  que  se  habian  en  determinadas  concubinas  si  una  mujer 
no  podia  ser  por  su  ciase  barragana,  tampoco  los  hijos  habidos  de 
ella  tenían  los  privilegios  que  los  de  ésta.  Ni  los  nacidos  de  estu- 
pro, ni  los  de  mujeres  ilustres,  ni  los  de  doncellas  ó  viudas  que  vi- 
viesen honestamente,  fueron  jamás  denominados  de  otro  modo  que 
espúreos.  A  contar  de  la  publicación  délas  leyes  de  Toro,  seria  in- 
justo continuar  llamando  espúreos  á  los  que  tienen  derecho  á  la  con- 
sideración de  naturales.  Y  en  este  punto  todos  los  autores  profesan 
igual  doctrina.  No  ocurre  lo  propio  en  la  interpretación  de  las  pa- 
labras cd  tiempo  que  jiascieren  ó  fueron  coticebidos. 

No  á  juicio  de  todos  es  bastante  para  que  el  hijo  se  tenga  por 
natural,  que  el  pa-dre  haya  podido  casar  con  la  madre  justamente 
sin  dispensación  en  cualquiera  de  aquellas  dos  épocas,  aunque  no 
lo  hubiera  podido  hacer  en  la  otra.  Gramaticalmente  considerada 
la  ley,  eso  es,  sin  embargo,  lo  que  dice,  eso  es  lo  que  debe  enten- 
derse que  ha  querido  decir.  Y  no  vale  que  se  alegue  que  no  puede 
ser  tomada  al  pié  de  la  letra  porque  es  absurda^  y  la  ley  no  puede 
mandar  lo  absurdo.  El  comentador  no  puede  subvertir  sus  térmi- 
nos, mucho  menos  adulterarlos,  como  algunos  hacen,  sustituyendo 
la  partícula  disyuntiva  ó  con  la  conjuntiva  y.  Palacios  Rubios^  que 
había  concurrido  como  autor  á  la  formación  de  las  leyes  de  Toro, 
no  deja  motivo  de  duda  respecto  á  que  el  pensamiento  fué  salvar  á 
todo  trance  la  naturalidad,  atendiendo  unas  veces  á  la  concepción, 
y  otras  al  parto,  á  semejanza  de  lo  que  ocurría  en  Roma,  donde 
bastaba  un  momento  de  libertad  durante  el  embarazo  para  que  fue- 
se libre  el  hijo  de  la  esclava.  ¿Que  mucho,  que  suponiendo  nuestro 
derecho'lo  mejor,  haya  propendido  de  igual  modo,  á  declarar  lo 
que  es  más  favorable  al  nacido?  No  hay,  pues,  qué  divagar.  El  hijo 
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concebido  en  adnlC^rio  será  Datura!,  siempre  que  el  padre  y  la  ma- 
dre estavieten  eo  libertad  para  casarse  por  muerte  del  otro  cónyu- 
ge al  tiempo  del  nadmieoto;  y  ticcversa:  tamUen  lo  es  el  concebi- 
do en  concubinato,  aunque  haya  nacido  después  de  haber  contraído 
matrimonio  uno  de  los  padres.  £1  principio  es  siempre  el  mismo:  los 
concubtnaries  eran  libres  en  el  acto  de  la  concepción,  y  hubieran 
podido  unirse  legitimamente  (1). 

El  proyecto  de  Código  civil»  decidiéndose  por  una  solución  inter- 
media entre  ésta  y  la  de  los  que  sostienen  que  deben  los  procreantes 
ser  libres  en  ambos  momentos,  para  que  sns«híjos  se  reputen  nato- 
rales,  comprende  bajo  este  nombre  á  Ion  nacidos  fuei^a  de  matrimO'' 
nio  de  padres  que  al  tiempo  de  la  coneepcion  de  aquellos  pudieron 
casarse,  aunque  fuera  con  dispensa. 

En  cuanto  al  segundo  requisito^  el  del  reconocimiento  por  el  pa- 
dre^ el  Sr.  Pacheco  opina  que  á  pes&r  de  reclamarlo  la  ley  11  de 
Toro,  son  bijos  naturales^  sin  necfesidad  de  él,  los  nacidos- de  con- 
cubinato ó  sea  de  hombre  y  mujer  que  habitan  juntos,  porque  los 
bijos  que  antes  tenian  tal  cualidad  no  la  perdieron  en  la  reforma 
que  se  hizo  del  derecho  de  Partidas;  y^  en  cambio,  pndieron  adqui- 
rirla mochos  á  quienes  no  se  concedía  en  este  Código.  Empero  el 
eminente  jurisconsulto  no  está  en  lo  cierto.  Los  tiempos,  según  él 
mismo  afirma,  habian  variado,  y  atendidas  las  nuevas  costumbres, 
no  era  posible  que  permaneciesen  en  vigor  por  completo  los  pre- 
ceptos de  D.  Alfonso  X.  Lo  que  en  la  época  de  éste  era  muy  común 
era  poco  frecuente  en  la  de  los  Reyes  Católicos,  y  lo  es  mucho  me- 
nos en  la  actualidad;  las  concubinas  viven  ordinariamente  en  sus 
propias  casas,  y  es  bastante  general  que  no  sea  una  sola  la  que  es- 
té ligada  á  un  solo  hombre.  Hé  aquí  por  qué  las  leyes  de  Toro  qui- 
sieron que  tuviera  lugar  el  reconocimiento  en  todo  caso,  y  hé  aquí 
por  qué  continúa  siendo  hoy  condición  precisa  para  la  naturalidad 
de  los  hijos  (2). 


(4 )  Esta  doctrina  está  confirmada  por  varios  fallos  del  Tribunal  Su- 
premo y  señaladamente  por  dos  de  i  de  Abril  y  30  de  Junio  de  f  865 
que  dicen  que  «son  naturales  los  hijos  de  padres  que  al  tiempo  de  la 
»eoneepeion  ó  al  del  nacimiento  podian  contraer  lÍDreroente  niatrimo- 
»nio;  pues  las  leyes  5.*,  tít.  49,  Part.  4.*,  y  8.*,  tít.  13,  Part.  6.*,  en  lo 
>qne  pueden  ser  referentes  á  las  cuestiones  de  filiación  natural,  se  ha- 
»llan  modilicadas  por  la  ley  41  de  Toro.» 

(2)  «Tan  imprescindible  es  el  reconocimiento  por  el  padre,  como 
>que  éste  y  la  madre  sean  libres  al  tiempo  de  la  concepción  y  del  par- 
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Ahora  bien:  ¿Bastará  que  se  desprenda  de  los  hechos  que  el  pa- 
dre ejecula  ó  esiudispensable  que  sea  explícito  y  soiemoef  Estova 
es  diferente.  La  jurisprudeocia  no  requiere,  para  que  los  hijos  se 
tengan  por  reconocidos,  que  el  padre  haga  esta  manifestación  so* 
lemnemente  y  en  escritura  pública;  antes  admite  toda  clase  de 
pruebas  directas  ó  indirectas,  con  tal  que  sean  persuasorias,  pa- 
ra acreditar  este  genero  de  filiación,  podiendo  asegurarse  que  en 
la  actualidad  pasan  por  hijos  naturales  todos  los  habidos  por  perso- 
nas solteras,  que  podian  contraer  matrimonio  entre  sí  (i).  Muchos 
son,  sin  embargo,  los  jurisconsultos  que  se  revuelven  airados  con  - 
tra  semejante  laxitud  en  la  interpretación  de  la  ley^  sosteniendo  que 
es  una  corruptela  que  los  legisladores  deben  corregir,  porque  el  re- 
conocimiento debe  ser  explícito  y  terminante,  yá  que  no  pueda 
demandarse  que  sea  solemne,  como  exige  el  Proyecto  de  Código  en 
su  art.  i24,  que  determina  qué  sólo  podrá  hacerse  en  la  partida  de 
nacimiento^  en  escritura  pública  ó  en  testamento,  porque  sus  pre- 
ceptos no  tienen  autoridad  legal. 

Pacheco,  que  es  sin  duda  el  que  más  enérgicamente  apoya  esta 
doctrina,  se  propone  en  su  muy  bien  escrito  Comentario  una  duda, 
<|ne,  no  porqoe  no  se  ofrezca  muchas  veces  en  la  práctica,  deja  de 
tener  gran  importancia.  «Supóngase,  dice,  que  se  reconoce  á  una 
persona  como  hijo  natural  por  otra  que  se  confiesa  padre  suyo;  y 
supóngase  también,  que  se  presenta  una  tercera^  el  padre  del  re- 
conociente, por  ejemplo,  contradiciendo  la  filiación,  acusando  el  re- 
conocimiento de  acto  falaz  y  mentiroso.»  £1  hecho  es  posible,  por- 
que quien  tiene  un  hijo  natural  puede  instituirlo  heredero,  con  ex- 
clusión de  sus  legítimos  ascendientes.  «¿Habrá,  pregunta,  acción 
válida,  eficaz,  para  oponerse  al  reconocimiento  de  que  se  trata?  ¿Po- 


sto.» (Sentencias  de  5  de  Enero  y  20  de  Abril  de  1871;  23  de  Marzo  de 
<872;  14  de  Enero  de  1873  y  12  de  Noviembre  de  1874.) 

(1)  Por  sentencia  de  26  de  Enero  de  1865  se  declara  que  ala  ley  1 1 
»de  Toro  sólo  exige  que  el  padre  reconozca  por  suyo  al  hijo,  sin  distin- 
Dguir  el  reconocimiento  tácito  del  expreso,  ni  prescribir  ninguna  ma- 
»nera  especial  de  probarlo,»  y  la  de  30  de  Junio  del  mismo  año,  ya  ci- 
tada, añade  que  «basta  el  reconocimiento  tácito,  juzgando  por  el  re- 
»8ultado  y  apreciación  de  las  pruebas,  para  que  se  declare  al  hijo  na- 
»tural.»  Otra  de  14  de  Octubre  de  1875,  dispone  aue  «es  irrevocable  la 
napreciacion  pur  la  Sala  sentenciadora  de  la  calidad  de  hijo  natural  á 
»favor  de  aquel  que  ha  probado  por  medios  legales  que  su  padre  le  ha 
«reconocido  tácitamente  como  tal,  mientras  no  se  demuestre  que  se  ha 
«infringido  alguna  ley  ó  doctrina  legal.» 
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drá  declararse  ouio,  si  se  justifica  que  do  ha  sido  veraz:  que  ei 
llamado  hijo,  no  lo  era  realmeole  de  quien  lo  declaraba  suyo?»  A  su 
juicio  es  admisible  desde  luego  dicha  oposición,  pues  el  reconoci- 
miento paterno  no  es  un  acto  tan  poderoso  que  por  si  sólo  constitu- 
ya hijos  á  los  que  no  lo  eran.  La  ley  no  funda  la  cualidad  de  la  des- 
cendencia en  sólo  el  reconocimiento:  éste  perfecciona  y  acaba,  pero 
no  es  la  base  fundamental  de  la  filiación.  Ante  todo  es  preciso  que 
sea  verdad,  y  un  hombre  de  bien  puede  haber  sido  engañado  en 
sus  creencias  ó  sido  víctima  de  una  vergonzosa  intriga:  un  hombre 
sin  piedad  filial  puede  echar  mano  de  este  medio  para  arrebatar 
la  sucesión  de  sus  bienes  á  su  propio  padre.  Mas  téngase  en  cuen- 
ta que  para  impugnar,  para  contrarestar  un  reconocimiento,  se 
necesitan  pruebas  verdaderas^  sin  que  sea  nunca  bastante  la  me- 
ra denegación.  Quien  tiene  aquel  en  favor  suyo,  tiene  una  pre- 
sunción de  su  parte,  que  es  de  gran  fuerza  ante  la  ley.  Afortuna- 
damente no  es  creíble,  por  regla  general,  que  se  reconozca  á  nadie 
por  hijo  sin  grandes  motivos  para  estimarlo  de  este  modo.  Por  eso 
la  conciencia  y  los  Tribunales  creen  instintivamente  á  quien  lo  dice, 
porque  siendo  él  el  primer  interesado,  deben  descansar  en  su  juicio, 
mientras  no  haya  pruebas  que  lo  acrediten  de  inexacto  ó  mali- 
cioso. 

Para  declarar  natural  al  hijo  no  es  preciso  que  la  concubina  en 
quien  se  hubo  viva  con  el  padre,  ni  que  sea  una  sola.  La  ley  es 
clara  en  su  letra  y  en  su.  espíritu  en  esta  última  parte  en  que  se 
propone  corregir  la  de  Partidas,  para  la  cual  era  innecesario  reco- 
nocer al  hijo,  porque  la  barragana  entraba  en  la  familia  con  el  asen- 
timiento de  los  parientes,  y  con  ciertas  formalidades;  hoy,  en  cam- 
bio, es  indispensable  el  reconocimiento,  porque  todo  concubinato 
es  unión  furtiva.  E  insensatez  hubiera  sido,  que  cuando  las  cos- 
tumbres lo  repruebau'se  hubiese  pretendido  que  reuniese  condi- 
ciones que  sólo  contribuirían  á  aumentar  el  escándalo,  ()ue  las  le- 
yes deben  evitar  á  toda  costa. 

Expuesto  con  la  amplitud  necesaria  qué  hijos  deben  reputarse 
naturales,  corresponde  ahora  fijar  sus  derechos. 

Los  hijos  naturales  no  han  estado  nunca  sujetos  á  patria  potes- 
tad. Esta  solóse  otorga  á  aquellos  padres,  cuyos  hijos  fueron  habi- 
dos según  derecho,  ó  legitimados  por  un  acto  posterior.  Aun  el 
poder  que  tiene  el  padre  sobre  él  habido  en  la  concubina  que  vive 
con  él  es  un  hecho,  no  un  derecho.  Y  en  este  particular  ha  sido 
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siemjMre  idéntico  el  punto  de  vista  de  todas  las  legisiaciones.  La 
ley  natural,  la  razón,  han  iropueslo  no  obstante,  ciertos  deberes,  lo 
mismo  al  padre  que  á  la  madre,  respecto  de  sus  hijos  ilegítimos, 
deberes,  que  muchos  no  están  escritos  en  las  leyes  positivas;  pero 
que  no  por  eso  dejarán  de  encontrar  sanción  continua  en  todos  los 
tribunales,  en  todos  los  poderes  públicos,  que  no  permitirán  jamás 
que  los  padres  legítimos  ó  ilegítimos  conocidos  como  tales>  arrojen  de 
sus  casas  á  sus  hijos  que  no  están  en  edad  de  trabajar,  privándoles 
del  necesario  sustento^  vestido  y  educación.  La  naturaleza  habla 
en  este  punto  más  alto  que  la  ley;  y  contra  su  mandato  no  es,  no 
puede  ser  defensa,  ni  disculpa,  el  propio  delito.  El  hecho  de  ha- 
ber dado  vida  á  un  ser  humano,  impone  las  obligaciones  que  se  re- 
iteren á  la  conservación  de  su  existencia.  Siempre,  pues,  han  tenido 
los  padres  el  deber  de  dar  los  alimentos  que  pudieran  llamarse  nece- 
sarísimos. La  madre  que  no  alimentase  á  su  hijo  en  el  periodo  de 
la  lactancia,  y  lo  dejase  perecer  de  hambre,  seria  tan  homicida  como 
si  le  diese  cualquiera  otra  clase  de  muerte. 

No  se  concibe  como  el  gran  Justiniano  pudo  prohibir  terminan- 
temente en  el  capítulo  15  de  su  Novela  89,  que  los  padres  den  ali- 
mentos á  sus  hijos  ilegítimos,  siquiera  Sancho  Llamas  explique  esta 
disposición  del  Derecho  romano,  distinguiendo  entre  los  que  llama 
alimentos  necesarios  y  los  que  denomina  convenientes,  para  mani- 
festar que  ella  no  se  refiere  á  los  primeros,  sino  sólo  á  los  segundos. 

Nuestra  legislación  primitiva  y  foral  no  habia  impuesto  en  este 
particular  obligación  alguna^  descansando,  como  descansan  siem- 
pre las  edades  de  inocencia  ó  ignorancia,  en  los  sentimientos  de  la 
naturaleza.  Las  Partidas  fueron  el  primer  monumento  legal  que  or- 
denó esta  parte  de  nuestro  derecho.  Y  con  tal  acierto,  que  muy  poco 
es  lo  que  desde  entonces  aquí  se  han  modificado  sus  principios. 

La  ley  5.%  tít.  i9.  Partida  4.*,  determina  que  «los  parientes  que 
»suben  por  línea  derecha  del  padre,  como  de  la  madre  son  tenudos 
"de  criar  los  fijos  que  nascen  de  las  mujeres  que  los  homes  tienen 
»por  amigas  manifiestamente,  como  en  lugar  de  mujeres;  non  ha- 
» hiendo  entre  ellos  embargo  de  parentesco,  ó  de  orden,  ó  de  reli- 
»gion,  ó  de  casamiento.»  Atendidas  las  costumbres  del  tiempo  en 
que  legislaba  el  Rey  Sabio,  no  habia  razón  para  postergar  en  mate- 
ria de  alimentos  los  hijos  naturales  á  los  legítimos.  Justo  fué^  pues, 
que  lo  mismo  que  cuando  de  estos  se  trataba,  también  los  prestasen 
a  aquellos  los  abuelos  paterno  y  materno;  con  tanto  más  motivo, 
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cnanto  que  esta  dísposicioa  forma  parte  de  aa  Código  que  hacía 
perpetúala  patria  potestad  (1). 

Empero  las  leyes  de  Partida  no  habían  señalado  ]a  cuota,  ni  Bja- 
do  el  línite  en  qne  habiau  de  consistir  ó  de  que  no  hablan  de  pasar 
estas  prestaciones  alimenticias.  Sólo  establecieron  «qoe  estuviera 
«obligado  á  ellas  cada  padre,  según  la  riqueza  é  el  poder  qne  ovie- 
»ra  é  catando  todavía  la  persona  de  aquel  que  las  debe  rescibir. » De 
modo  que  se  dejó  su  determinación  á  la  prudencia  de  los  interesa- 
dos, y  en  último  término  al  buen  sentido  de  los  jaeces.  Las  leyes  de 
Toro  son  las  que  expresaron  el  máximum  de  lo  que  por  alimentos  se 
podría  ó  debería  señalar  á  los  hijos  i  legítimos  en  general  y  ¿  los  na- 
turales en  particular,  ora  por  su  padre,  ora  por  su  madre.  Ni  ésta, 
ni  aquel  (mandó  la  ley  10)  puedan  dar  mis  del  quinto  de  sus  bie- 
nes en  los  casos  en  que  hayan  de  prestarlos:  sí  pueden  dar  meaos, 
cuando  con  menos  baste  para  el  justo  propósito:  nunca  más  en  daño 
de  las  personas  á  quienes  debían  reservar  su  herencia. 

Pero  ¿en  qué  casos  tienen  los  padres  la  necesidad  de  fijar  ali- 
mentosa sus  hijos  naturales?  Como  la  ley  no  los  expresa  determina- 
damente, los  intérpretes  se  hallan  divididos.  £n  opinión  de  Sancho 
Llamas,  no  pueden  ser  otros  que  cuando  el  hijo  se  halla  en  tal  esta- 
do que  no  pueda  adquirir  por  sí  lo  correspondiente  á  su  regular  ma- 
nutención, siempre  que  el  padre  tenga  bienes  para  suministrarlos, 
y  el  hijo  no  haya  cometido  algún  yerro  por  el  que  merezca  ser  pri- 
vado de  ellos  al  tenor  de  lo  que  previene  la  ley  6.%  tít.  19,  Parti- 
da 4.*  De  forma  que  cuando  el  hijo  tiene  por  sí  bienes  bastantes 
para  alimentarse  ó  disposición  para  adquirirlos  por  medio  de  su  in- 
dustria, cesa  en  el  padre  dicha  obligación,  según  expresa  y  literal- 
mente se  declara  en  la  referida  ley.  En  el  mismo  sentido  resuelve 
Escriche  la  cuestión  examinando  en  su  Diccionario  la  frase  hijos 
e$púreos. 

Pacheco  piensa  que  el  padre  viene  obligado  á  prestar  alimentos 
siempre  que  haya  la  necesidad  que  los  motiva.  «Los  alimentos,  di- 
ce^  de  que  la  ley  se  ocupa,  ni  se  prestan  sino  por  quien  puede,  y  en 
los  límites  de  lo  que  puede,  ni  se  deben,  sino  á  los  que  de  ellos  tie- 
nen necesidad  y  en  el  círculo  de  esta  necesidad,  ni  se  dan,  sino  en 

(!)  Por  sentenciada  27  de  Junio  de  1864  se  declama  que  la  obliga- 
cion  que  la  ley  de  Partidas  impone  ai  abuelo  en  taparte  que  continúa  vi- 
gente, se  entiende  subsidiaria  y  sólo  para  el  caso  de  pobreza  de  los 
padres. 
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la  suposición  de  ser  de  una  parte  posibles  y  de  olra  indispensa- 
bles.» A  un  hijo  que  es  rico,  ni  el  padre  ni  la  madre  están  en  de- 
ber de  darle  alimentos  de  la  clase  de  los  que  habla  la  ley;  lo  cual 
es  tan  absoluto  que,  aunque  estos  sean  opulentos,  no  varía  qi  se  al* 
lera  de  niogun  modo.  Los  deberes  del  padre  legítimo  ó  natural  po- 
drán ser  unos  ú  otros;  pero  mal  podían  imponerse  á  éste  obligacio- 
nes que  no  tiene  el  primero:  alimentar  á  los  hijos  con  esplendidez  y 
opulencia.  On  hijo  ilegítimo  no  puede  pretender  disfrutar  del  fausto 
y  de  las  comodidades  que  por  derecho  no  corresponden  al  mismo 
hijo  legitimo. 

De  la  cantidad  que  los  padres  otorguen  á  los  hijos  naturales 
para  alimentos,  pueden  éstos  dispooer  de  la  madera  que  quisieren; 
y  si  bien  por  causa  de  ellos  no  se  entiende  nunca  que  sean  más  ca- 
paces los  que  los  reciben,  entregado  que  les  sea  aquello  en  que  se 
hayan  hecho  consistir,  nadie  puede  pedirles  cuentas,  oponerles  di- 
ficultades, ni  moverles  litigio  alguno  por  su  inversión.  La  ley  que 
impide  se  les  dé  otra  cosa,  les  garantiza  y  asegura  la  propiedad  de 
lo  que  se  les  haya  dado.  Si  los  alimentos  son  por  condición  y  por 
naturaleza  personales,  es  consiguiente  que  acaben  y  se  extingan  con 
la  muerte  de  la  persona  que  los  ha  de  recibir;  y  como,  faltando  esta, 
no  hay  razón  para  que  subsistan,  por  ser  inútiles,  es  lógico  que  el 
que  es  dueño  absoluto,  pueda  hacer  de  ellos  lo  que  estime  oportuno 
en  vida  ó  al  tiempo  de  la  muerte. 

Suscítase  la  cuestión  de  si  el  padre  puede  imponer  al  alimentis- 
ta el  gravamen  de  restitución  para  después  de  la  muerte,  y  Sancho 
Llamas  juzga  que  sí,  pues  ni  está  prohibido  que  los  alimentos  se 
dejen  en  usufructo^  ni  tampoco  mandado  que  se  den  en  propiedad. 
«La  ley  sólo  manda  que  no  excedan  del  valor  del  quinto,  y  con  tal 
que  esto  se  cumpla,  el  padre  es  dueño  de  imponer  la  cláusula  de 
restitución  ó  cualquiera  otra.»  De  donde  se  infiere  que  la  facultad 
que  el  hijo  tiene  para  hacer  lo  que  quiera  de  los  bienes  que  le  fue- 
ron entregados,  está  limitada,  según  Sancho  Llamas,  á  los  casos  en 
que  el  testador  no  haya  dispuesto  otra  cosa.       % 

La  regla  fijada  por  la  ley  10  de  Toro  no  admite  gravamen  co- 
mo disminución  de  un  derecho  pcrsonalísimo;  pero  como  no  es 
esencial  que  los  alimentos  se  fijen  en  bienes  raíces  con  su  plena 
propiedad,  sino  que^  como  dice  Llamas,  pueden  versar  sobre  el 
usufructo  de  una  finca,  y  aun  en  una  prestación  anual,  es  un  hecho 
inconcuso  que  cuando  pase  esto  último,  aunque  el  padre  no  haya 


DE  LOS  HIJOS  NATURALES.  87 

impuesto  la  obligacioD  de  restituir,  la  muerte  del  hijo  lleva  consigo 
la  necesidad  de  este  acto,  dado  que  los  alimentos  son  esencialmen*- 
te  personales»  como  antes  se  ha  dicho. 

Por  muerte  del  padre,  la  obligación  que  éste  tiene  de  alimentar 
á  sus  hijos  naturales,  pasa  á  los  herederos,  de  quienes  hay  el  dere- 
cho de  hacerla  efectiva.  Tal  dispone  la  ley  8.*,  tít.  iZ,  Partida  6.% 
en  que  se  determina  «que  si  el  padre  al  morir  non  se  acordase  de  tal 
fijo  como  este,  non  dejándole  ninguna  cosa  de  lo  suyo,  entonce  ios 
herederos  del  son  tenudos  de  le  dar  lo  que  le  fuere  menester  para 
su  gobierno  é  para  su  vestir  é  calzar,  según  alvedrio  de  omes  bue- 
nos, de  manera  que  lo  puedan  sofrir  sin  gran  su  daño.»  Los  here- 
deros debeo^  pues,  ajimentos  á  los  hijos  naturales  en  proporción  de 
la  fortuna  quedada  á  la  muerte  de  su  padre  (1),  bien  que  su  obli- 
gación se  extienda  únicamente  á  mientras  éstos  tengan  necesidad, 
por  lo  que,  tratándose  de  una  hija,  concluye  tan  pronto  como  con- 
traiga matrimonio,  pues  desde  este  momento  corre  su  alimentación 
á  cargo  del  marido  (^),  siendo  jurisprudencia  que  una  vez  declarado 
que  una  persona  es  hijo  natural  de  otra,  y  que  por  cuenta  de  su  he- 
rencia tincable  se  le  deben  dar  los  alimentos  correspondientes,  no 
ciihe  entablar  recurso  de  casación,  si  no  se  alega  que  se  ha  infringi- 
do alguna  ley  6  doctrina  legal. 

Resta  ahora  examinar  los  derechos  de  los  hijos  naturales  en 
materia  de  sucesiones,  va  sean  estas  testamentarias  ó  intestadas. 

£n  Roma,  las  Doce  Tablas  excluian  de  heredar  á  sus  padres  y 
á  sus  madres,  á  los  hijos  ilegítimos  de  cualquier  clase  y  condición 
que  fuesen.  Pero  el  Senado-consulto  Orficiano,  admitió  ya  á  la  su- 
cesión de  la  madre  y  *á  ejercitar  el  derecho  de  imf fiemo  testamen^ 
to,  á  todos  los  hijos  espúreos,  con  la  sola  excepción  de  los  que  lo 
eran  de  madre  ilustre;  y  la  Novela  89  de  Justiniano,  que  no  daba  á 
ningún  hijo  ilegítimo  derecho  á  pedir  alimentos,  permitia  que  los 
naturales  pudiesen  ser  instituidos,  herederos  sí  sus  padres  no  Reñían 
ascendientes  ni  descendientes  legítimos. 

En  el  Fuero  Juzgo,  primer  código  de  nuestra  legislación  pátrial 
ninguna  concesión  se  hace  á  los  hijos  naturales  en  materia  de  he- 
rencia; pero  tampoco  se  dicta  contra  ellos  ninguna  prohibición.  De 


(I)    Sentencias  de  fO  de  Febrero  de  f86^  y  18  de  Setiembre  de  i860. 
(3)    Sentencia  de  19  de  Octubre  de  1870. 
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modo  que  do  soa  herederos  forzosos^  pero  tampoco  están  exclai- 
dos  de  una  institución  voluntaria. 

£1  Fuero  Viejo  de  Castilla,  dice  que,  «si  un  tijo-dalgo  ha  fijos 
i>de  barragana,  puédelos  facer  fijos-dalgo,  é  darles  quinientos  suel- 
»dos^  é  por  todo  esto  non  deben  eredar  en  lo  suo...  E  si  Caballero  ó 
»escudero  eredase  tijo  de  barragana,  é  dijer:  fagote  fíjo-dalgo,  é 
verédote^  debe  eredar  en  aquella  eredat  en  quel  eredó  el  padre,  é 
«non  más;  é  sí  dice:  erédote  en  lodo  quanto  que  é  debe  eredar  en 
tftodo  quanto  que  á,  fueras  en  moneslerio  6  en  castillo  de  peñas;  é 
»s\  muriesse  algún  pariente  mañero  {sin  hijos)  non  debe  heredar  en 
«todo  lo  suo.» 

El  Fuero  de  Sepúiveda  parece  disponer  que  «los  hijos  habidos 
«en  barraganas  ó  mancebas  qué  se  consliluian  tales  con  placer  de 
»sus  padres  ó  parientes  más  cercanos  fuesen  equiparados  á  los  le- 
ogítimos.»  Igual  ó  semejante  favor  se  hallaría  tal  vez  en  otros 
fueros. 

El  Real  establece  en  la  ley  1/,  tít.  6.%  lib.  3.%  «que  todohom* 
»bre  que  tiene  descendientes  legítimos  no  puede  dejar  sino  el  quin- 
»to  de  sus  bienes  ó  lo  que  le  pluguiese  de  ese  quinto  á  los  hijos  que 
»haya  de  barragana.»  Y  si  bien  estos  preceptos  eran  más  claros  que 
los  del  Fuero  Yiejo^  aunque  no  tan  favorables  al  hijo  natural  como 
los  del  de  Sepúiveda,  fuera  todavía  bastante  defectuosa  la  legisla- 
ción^ si  no  tuviésemos  otros  más  precisos. 

Las  Partidas  eran  el  código  llamado  á  completar  el  derecho  en 
este  punto.  Y  con  efecto,  ya  en  ellas  se  distinguen  casos  fundamen- 
tales, á  todos  los  cuales  lleva  su  inmortal  autor  la  luz  de  la  ciencia 
y  de  su  claro  juicio.  Una  cosa  fué,  á  contar  de  este  tiempo,  la  he- 
rencia del  padre,  y  otra  la  herencia  de  la  madre.  En  la  del  primero 
hay  que  distinguir,  según  que  se  trata  de  un  ab-iotestato  ó  de  una 
sucesión  testamentaria.  En  el  un  caso,  los  hijos  naturales^  cuando 
son  Siglos,  tienen  dos  dozavas  partes  ó  sea  un  sexto  de  la  heiencía  que 
han  de  dividir  con  su  madre:  si  existe  algún  legítimo,  espira  su 
derecho  hereditarioy.no  les  queda  más  que  el  de  alimentos.  En  el 
otro  caso^  ó  sea  en  el  de  sucesión  testamentaria,  el  padre  que  no 
tiene  ascendientes  ni  hijos  legítimos,  puede  dejar  á  ios  naturales 
todo  lo  que  quiera  de  lo  suyo;  si  los  tuviese^  sólo  podrá  dejarles  una 
duodécima  parle  de  su  caudal.  Pero  tenga  ó  no  el  padre  ascenden- 
cia ó  descendencia  legítima  puede  preterir  á  los  mencionados  hijos 
que  quedan  entonces  reducidos  á  ejercer  la  acción  alimenticia  que 
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les  asiste.  Por  lo  qae  respecta  á  la  herencia  de  la  madre,  aoa  te- 
DÍendo  hijos  legítimos,  coacurrcQ  con  ellos  los  naturales  á  heredar 
ea  parte,  asi  ex-testamento,  como  ab-intestato. 

El  paso  dado  por  D.  Alfonso  al  traer  á  nuestro  país  estas  dispo- 
siciones que  copió  en  su  parte  principal  del  Derecho  romano  no  pa- 
do  ser  de  mayor  importancia.  Elias  constituyen  un  conjunto  razona* 
do  y  sistemático,  de  que  hasta  su  publicación  se  carecía. 

Las  leyes  de  Toro  (1)  insistiendo  en  la  propia  distinción  entre 
las  herencias  paterna  y  materna  declararon  por  lo  que  á  la  segunda 
se  refiere  el  derecho  que  era  posible  aplicar  á  las  diversas  circuns* 
lancias  en  que  podian  encontrarse  los  hijos  naturales?.  O  sus  madres 
no  tienen  hijos  de  otra  clase  que  éstos,  ó  los  tienen  legítimos  tam- 
bién. Cuando  ocurre  esto  último,  esto  es,  cuando  existen  á  la  par 
hijos  de  culpa  é  hijos  de  matrimonio,  los  segundos  excluyen  á  los 
primeros,  y  no  pueden  ser  herederos,  ni  por  institución,  ni  por  lla- 
mamiento legal.  Lo  único  que  debe  la  madre  á  tales  hijos  son  los 
alimentos  de  que  antes  hablábamos ;  y  todo  lo  que  en  tal  concepto 
é  en  el  de  manda  les  puede  dejar  es  el  quinto  de  lo  que  posea; 
aquello  de  que  estaba  autorizada  para  disponer  libremente.  Cuan- 
do ios  hijos  naturales  se  encuentran  solos,  son  herederos  forzosos 
de  su  madre  ex-testamento  y  ab-intestato,  y  excluyen  hasta  á  los 
ascendientes  de  ésta.  En  lo  que  hace  relación  á  la  herencia  pater- 
na se  autoriza  á  los  padres  para  que,  no  teniendo  hijos  legítimos^ 
puedan  (aunque  tengan  ascendientes)  dejar  á  los  hijos  naturales  lo 
que  quieran  de  lo  suyo;  y  para  que^  teniéndolos,  puedan  dejarles 
el  quinto:  quedando  limitado  el  derec'io  de  éstos  en  el  caso  de  ab- 
imtestato  al  que  les  asiste  para  reclamar  alimentos,  ó  á  pedir  jun- 
tamente con  su  madre  el  sexto  de  la  herencia,  pues  las  leyes  de 
Partida  continúan  vigentes  en  todo  lo  que  no  han  sido  deroga- 
das (S). 

Fijado  por  las  de  Toro,  el  quinto  de  las  herencias  paterna  y  ma- 
terna^ como  máximun  que  se  puede  dejar  á  los  hijos  naturales  por 
alimentos  é  por  legado,  promueven  los  autores  la  cuestión,  de  si  no 


(1)  Leyes  9  y  40. 

(2)  Asi  se  declara  en  sentencia  de  <0  de  Marzo  de  1874  según  la 
cual,  «el  hijo  debe  partir  con  su  madre  por  partes  iguales  los  dus  do- 
zavos que  se  le  conceden  en  los  bienes  del  padre  por  la  ley  8.*^,  tit.  13, 
Parüda  6.*» 

TOMO  XLIX.  i  2 


90  REVISTA  DI  LI6ISLACI0N.    , 

siendo  su  importe  suficiente  para  la  manuteDcion  de  aquellos,  podrá 
dejárseles  más. 

Gómez  distingue^  según  que  el  padre  tiene  ó  nó  hijos  legítimos: 
si  los  tieoe,  se  inclina  por  la  negativa:  si  no  los  tiene,  dice  que  pue- 
de dárseles  mayor  cantidad.  Cobarruvias  sostiene  que,  aunque  ha* 
ya  hijos  legítimos,  puede  el  padre  dejar  por  alimentos  al  ilegítimo, 
más  del  quinto,  si  éste  no  es  suficiente  para  atender  á  sus  necesi- 
dades. Fernandez  Tello  sienta,  en  cambio,  que  en  ningún  caso  es 
dado  al  padre  dejar  de  cumplir  la  ley.  T  no  sólo  ésto,  sino  que 
presenta  la  cuestión  de  si  en  el^  de  que  el  padre  tenga  más  de  cinco 
hijos  legítimos,  podrá  dar  el  quinto  al  natural  á  título  de  alimentos, 
y  afirma  que  nunca  puede  darse  al  último  más  que  á  los  primeros, 
pues  equivaldría  á  declararlo  de  mejor  condición.  Üe  igual  opinión 
es  Molina. 

Sancho  Llamas  afirma^  que  la  porción  que  se  dé  al  hijo  natu- 
ral por  alimentos,  no  puede  nunca  exceder  de  la  que  se  dé  á  los  le- 
gítimos, cuando  éstos  tengan  igual  necesidad  que  aquel;  pero  no  te- 
niéndola, no  encuentra  inconveniente  en  que  se  señale  al  primero 
el  quinto,  aunque  los  legítimos  sean  cinco. 

Más  decisiva  que  la  de  ninguno  de  éstos,  es  por  su  mayor  auto- 
ridad^ la  opinión  de  Palacios  Rubios^  según  el  cual,  el  haber  tenido 
presente  que  la  ley  9.%  tít.  8,\  lib.  3.*  del  Fuero  Real^  concedía  al 
padre  la  facultad  de  disponer  del  quinto  de  sus  bienes,  en  favor  de 
los  extraños,  fué  el  motivo  de  declararse  que  con  más  razón  podia 
gozar  de  igual  derecho  respecto  de  los  hijos  ilegítimos.  Pero  puede 
ocurrir  que  el  que  otorga  su  última  disposición  tenga  siete,  ocho  ó 
más  hijos,  y  uno  sólo  natural.  Y  ¿es  justo  que  la  parte  de  éste  sea 
mayor  que  la  de  los  hijos  de  matrimonio?  La  verdad  es,  que  no  es 
muy  equitativo;  pero  el  mal  es  un  resultado  forzoso  del  libre  dere- 
cho de  testar  que  al  menos  en  una  parte  de  sus  bienes,  ha  sido  ne- 
cesario conceder  á  los  hombres.  Lo  que  éstos  pueden  dejar  á  su 
hijo  natural  es^  según  dice  Palacios  Rubios,  lo  que  pueden  dar  á  un 
extraño,  y  si  la  ley,  pesando  inconvenientes,  ha  creído  que  algo  no 
debía  ser  legítima  de  los  herederos  forzosos,  este  algo,  por  mínimo 
que  fuese,  seria  siempre  más  que  la  porción  de  uno  de  aquellos,  si 
era  mayor  su  número^  por  ejemplo,  doce.  No  hay,  pues,  posibilidad 
de  evitar  con  reglas  este  hecho,  á  no  ser  que  se  redujera  á  la  nada 
la  libre  disposición  de  los  bienes,  ó  que  se  establecieran  legítimas 
variables  que  todavía  producirían  peores  resultados. 
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De  todo  se  deduce  que  el  derecho  de  heredar  es  muy  distiuto 
del  de  ser  alimentado.  Aquel,  cuaado  procede,  sea  cual  fuese  lu 
causa  por  que  procede,  es  completo  y  perfecto,  y  no  se  disminuye 
ni  escatima  porque  el  heredero  tenga  á  su  vez  más  ó  menos  bienes, 
ó  no  tenga  ningunos;  en  cambio^  el  de  ser  alimentado  no  nace,  no 
se  realiza  sino  por  la  falta  de  medios  del  hijo  para  sostenerse  á  sí 
propio,  desapareciendo  ó  quedando  en  suspenso,  cuando  existen 
esos  medios.  De  suerte  que  lo  fundamental  en  jas  relaciones  de  as- 
cendientes y  descendientes  es  que  se  hereden  unos  á  otros  :  lo  res- 
pectivo á  alimentos^  cuando  no  se  trata  de  los  necesarísimos^  es  ya 
más  accidental,  más  variable;  es  un  mero  recurso  á  que  no  siempre 
se  acude,  porque  no  siempre  tampoco  puede  verificarse. 

El  proyecto  de  Código  civil,  procediendo  con  una  moralidad  y 
delicadeza  que  no  se  advierte  en  ningún  otro  de  los  que  autorizan 
como  él  el  reconocimiento  aislado  ó  parcial  del  hijo  natural,  confiere 
á  éste  mayores  derechos  cuando  ha  sido  reconocido  por  ambos  pa- 
dres que  cuando  lo  ha  reconocido  el  padre  ó  la  madre  únicamente. 
La  razón  es  justa:  éste  puede  provenir  de  una  unión  tal  vez  crimi- 
nal y  ser  adulterino,  incestuoso  ó  sacrilego;  en  aquel,  que  reúne 
además  la  ventaja  del  doble  vínculo,  no  caben  jamás  estas  sos- 
pechas. 

El  Código  francés  sienta  como  máxima  absoluta  «que  los  hi- 
jos naturales  no  son  herederos;»  pero  en  el  artículo  siguiente  al 
en  que  esto  dice,  les  atribuye  sobre  los  bienes  de  su  padre  ó  madre 
difuntos,  habiendo  hijos  legítimos,  derecho  á  una  tercera  parte  de  la 
porción  que  les  correspondería  si  fuesen  de  esta  clase;  á  una  mitad 
cuando  quedan  ascendientes  ó  hermanos,  y  á  tres  cuartas  partes  en 
todo  otro  cas:o.  En  materia  de  alimentos,  elart.  757  de  este  Código, 
puede  ser  ó  demasiado  favorable  ó  muy  perjudicial  á  los  hijos  na- 
turales, porque  les  señala  una  cantidad  que  es  tan  excesiva  en  el 
caso  de  quedar  uno  solo^  como  diminuta  en  el  de  quedar  muchos. 
El  Código  holandés  copia  en  sus  artículos  i09  y  ilO  las  decisiones 
del  francés  en  materia  de  sucesiones. 

Los  Códigos  austríaco  y  prusiano  admiten  á  los  hijos  naturales 
á  la  sucesión  de  la  madre,  en  concurrencia  con  los  legítimos,  esta- 
bleciendo entre  unos  y  otros  la  misma  absurda  igualdad  que  pro- 
clamó el  derecho  romano  en  los  últimos  tiempos.  En  punto  á  ali- 
mentos, el  Código  prusiano  determina  que  tienen  los  primeros  de- 
recho á  reclamarlos  del  padre  hasta  les  14  anos;  pero  no  habiendo 
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hijos  de  matrimonio,  heredan  al  padre  en  la  sexta  parte  si  han  sido 
reconocidos  voluntaria  ó  judicialmente.  Cuando  no  son  llamados  á 
la  herencia  los  hijos  naturales,  todos  los  Códigos  están  acordes  en 
concederles  alimentos. 

Pero  volviendo  á  nuestra  patria,  debemos  pre^funtar  antes  de 
concluir:  ¿el  derecho,  sancionado  por  las  leyes  de  Toro,  es  en  el  dia 
nuestro  derecho?  Una  sola  variación  y  una  sola  mejora  diremos  que 
se  ha  hecho  en  él :  el  preferente  lugar  que  á  los  hijos  de  que  nos 
hemos  ocupado  les  ha  sido  señalado  en  las  herencias  paternas  por 
la  ley  de  16  de  Mayo  de  1835.  Según  la  ley  10  de  Toro,  podían  ser 
herederos  voluntarios  de  los  padres;  pero  nunca  lo  eran  legítimos, 
y  si  bien  tenian  esta  cualidad  ante  el  derecho  de  Partida,  era  tan 
sólo  en  una  pequeñísima  parte  de  la  herencia.  Pues  bien:  la  ley  ci- 
tada amplió  sus  derechos  al  todo  de  la  sucesión  cuando  no  hay  pa- 
rientes en  el  cuarto  grado,  aunque  los  haya  de  Ips  grados  posterio- 
res; modificación  acreedora  á  los  mayores  plácemes,  porque  ella  se 
funda  en  razones  tan  atendibles  como  justas. 

Joan  Poveda  García* 


TESTAMENTO  POR  COMISARIO. 


Para  el  Derecho  romano,  que  no  admitía  en  caso  alguno  la  po- 
sibilidad de  que  nadie  que  no  fuera  el  dueño,  pudiera  disponer  en 
última  voluntad  de  lo  que  no  le  pertenecía,  fué  siempre  descono- 
cida la  institución  de  los  comisarios.  No  habia  medio  allí  de  que  el 
pater  familias  primero,  ni  persona  alguna  de  las  que,  por  privilegio 
alcanzaron  después  la  testamenti facción  activa,  pudiera  autorizar 
á  un  tercero,  para  que  realízase  en  su  representación,  el  que  siem- 
pre fué  considerado  lin  derecho  personalísimo  de  los  llamados  á 
ejercerlo.  Esto  explica,  por  qué  las  leyes  de  Partida,  ni  otra  alguna 
de  las  que  se  derivan  de  aquella  legislación,  no  regulan  el  testa- 
mento por  poder,  exclusivo  hoy  dé  nuestro  país,  por  haber  sido  abo- 
lido en  todos  los  Códigos  modernos. 

No  nos  proponemos  desenvolver  la  cuestión  de  si  también  en 
España  debe  sufrir  igual  suerte,  ni  ocuparnos  de  la  justicia  ó  in- 
justicia que  él  envuelve:  llcvaríanos  esto  bastante  lejos.  Pero  sí 
habremos  de  decir  que  los  tiempos  actuales  no  son  muy  favorables 
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¿  SU  conservación,  aun  cuando  creamos  que  lardará  el  dia  en  que 
defioílivanienle  haya  de  desaparecer. 

La  ley  l.\  título  5.*,  libro  3.*  del  Fuero  Real,  es  reputada  co- 
mnamente  como  la  que  dio  origen  entre  nosotros  á  este  modo  de 
testar.  Pero  en  la  imperfeccioi^  porque  generalmente  se  caracteri- 
zan los  preceptos  todos  de  tal  Código,  ni  se  fijaban  en  él  las  causas, 
porque  era  dado  nombrar  comisario,  ni  se  decía  quién  pedia 
serlo,  ni  si  podia  haber  varios  ó  uno  sólo.  Tampoco  se  determina- 
ban las  solemnidades  que  habian  de  concurrir  en  el  otorgamiento 
del  poder^  ni  se  hacia  distinción  entre  sus  diversas  clases.  Final- 
mente; ni  se  trazaba  la  esfera  en  que  estaban  encerrados  los  dere- 
chos y  los  deberes  que  el  poder  atribuía.  Todos  estos  puntos  cons- 
tituyeron el  objeto  de  las  leyes  de  Toro,  que  forman  el  derecho  vi- 
gente respecto  de  la  materia,  y  todos,  por  su  órden^  serán  también 
tratados  en  el  presente  articulo. 

Comienza  expresando  la  31  'que  muchas  veces  acaesce,  que  aUgu- 
noSj  porque  no  pueden,  ó  porque  no  quieren  facer  sus  testamentos, 
dan  poder  para  que  los  fagan  por  ellos,  y  si  desde  luego  se  descubre 
que  su  precepto  comprende  á  todo  el  que  no  quiere  disponer  por  si 
de  su^  cosas  en  última  voluntad,  menester  es  averiguar  qué  clase 
de  impotencia  es  la  que  dá  lugar  á  que  una  persona  que  está  impe- 
dida de  testar  por  sí^  designe  á  otra  que  lo  haga  en  su  nombre.  Por- 
que si  la  ley  se  dio  para  evitar  fraudes  y  engaños,  absurdo  seria 
que  el  que  no  puede  ejecutar  acto  de  tanta  entidad ,  tenga  capa- 
cidad para  dar  el  poder  á  que  ella  se  refiere;  y  á  esto  habríamos  de 
suscribir  si  las  palabras  de  la  ley  pudiesen  ser  tomadas  en  toda  la 
extensión  que  tendrían  si  se  las  considerase  en  su  significación  gra- 
matical; lo  cual  valdría  tanto  como  declarar  dcsembozads^mente  que 
el  loco,  que  no  puede  hacer  testamento,  tiene  aptitud  para  encar- 
gar á  otro  lo  otorgue,  y  lo  mismo  el  menor  de  edad  y  las  personas 
todas  que  lo  tienen  prohibido  por  la  ley  13,  título,  1.%  Partida  6.* 
y  posteriores  que  la  han  modificado.  De  modo  que  la  impotencia,  á 
que  se  hace  relación,  no  es,  no  puede  ser,  la  impotencia  física  del 
desmemoriado,  del  sordo,  del  furioso  ó  del  mentecato,  á  quienes  se 
prohibe  manifestar  su  última  voluntad,  por  falta  del  necesario  dis- 
cernimiento: tampoco  la  legal  del  menor  de  14  años,  del  pródi- 
go etc.:  es  la  impotencia  moral  en  que  se  encuentra  el  enfermo,  que, 
postrado  en  su  lecho  de  muerte,  tiene  imposibilidad  de  dictar  su 
testamento,  por  lo  agudo  de  sus  dolores  ó  Jo  peligroso  de  su  estado, 
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y  auloriza  á  persona  de  su  confíaoza  para  que  haga  lo  que  sólo  coa 
graa  penalidad  podría  hacer  por  sí  mismo  en  esos  apurados  mo- 
mentos en  que  el  hombre  piensa  más  generalmente  en  la  vida  eter- 
na, que  en  el  destino  que  debe  dar  á  sus  bienes  materiales.  Enten- 
der ia  ley  de  otra  manera,  seria  val#rse  de  un  amanado  rodeo  para 
permitir  lo  que,  sólo  barrenando  la  legislación  toda  en  sus  cimien- 
tos, podría  permitirse  á  los  que  constantemente  vienen  teniendo 
sobre  si  una  prohibición ,  que  no  es  posible  buenamente  levan- 
tarles. 

Por  lo  que  afecta  á  las  personas  que  pueden  ser  comisarios,  es 
evidente  que  deben  reunir  todas  las  condiciones  que  se  exigen  para 
testar,  con  más  la  de  ser  mayor  de  edad.  Sancho  Llamas  no  en- 
cuentra obstáculo  para  que  puedan  desempeaar  este  cargo  las  mu- 
jeres, pues  la  ley  no  lo  impide;  pero  hoy  su  capacidad  es,  por  lo 
menos,  discutible^  desde  que  el  Tribunal  Supremo  ha  resuelto  que 
no  siendo  un  poder  para  testar  la  facultad  concedida  á  la  mujer  por 
el  mando  para  que  disponga  á  su  muerte  en  favor  de  alguno  de  sus 
hijos  de  la  propiedad  plena,  no  está  subordinada  á  las  leyes  que  re- 
glan las  facultades  de  los  comisarios  (1). 

Destruido  el  principio  de  que  la  testamentifaccion  es  un  dere- 
cho personalísimo,  era  preciso  llevar  su  derogación  á  las  últimas 
consecuencias;  y  pues  que  en  el  hecho  dá  lo  mismo  que  uno  ó  más 
de  uno,  puedan  disponer  de  cosas  ajenas  en  última  voluntad,  una 
novedad,  no  conocida  en  el  derecho  de  ningún  pueblo,  ni  en  el  nues- 
tro hasta  su  publicación,  debian  introducir  las  leyes  de  Toro:  la 
de  que  varias  personas  puedan  testar  por  una  sola.  Bajo  este  pun- 
to de  vista  ha  sido  lógica,  pues^  la  ley  58  que  manda  que  «en  el 
>)caso  de  haber  sido  nombrados  varios  Comisarios  y  de  que,  reque- 
»ridos,  no  quiera  ó  no  pueda  alguno  ó  algunos  de  ellos  aceptar  el 
«cargo,  pase  el  poder  de  los  que  renuncian  al  otro  ú  otros  que  lo 
«acepten;  y  que  si  todavía  fueran  dos  ó  más  los  que  hubiesen  de 
«testar  y  discordasen  respecto  de  lo  que  debía  hacerse,  se  ejecute 
»lo  que  mande  la  mayor  parte;  y  si  resultara  empate  en  sus  deci- 
«siones  tomen  por  tercero  al  Corregidor,  Gobernador  ó  Alcalde  ma- 
»yor  del  lugar  donde  vivía  el  testador,  para  que  resuelva  con  su 
«voto.»  Sólo  que  si  está  todavía  vigente  en  su  parle  sustancial,  no 
asi  en  lo  que  hace  al  medio  escogilado  para  obtener  la  unidad  en 

(1 )    Sentencia  do  6  de  Marzo  de  1 86 1 . 
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las  resolucioaes  de  los  comisarios,  cuando  éstos  soq  dos  ó  más. 
Si  en  los  tiempos  en  que  la  ley  fué  dictada,  el  Corregidor,  el  Go- 
bernador y  el  Alcalde  tenían  potestad  judicial,  no  así  en  la  actua- 
lidad. Seiflejante  autoridad  reside  exclusivamente  en  los  Tribu- 
nales, y  á  ellos  hay  que  acudir  en  los  casos  para  que  la  ley  for- 
mula derecho.  Al  Juez  de  primera  instancia  del  partido  es  á  quien 
corresponde  hacer  las  veces  de  tercero  en  discordia  en  los  casos  á 
que  la  ley  hace  referencia. 

En  lo  que  respecta  á  las  solemnidades  que  deben  concurrir  en 
el  otorgamiento  del  poder,  declara  la  39  que  «deben  ser  las  mis- 
»mas  de  Escribano  y  tlestigos  que  han  de  intervenir  en  ios  testa- 
amentos  y  de  otra  manera  no  vala  ni  haga  fé.»  Y  justas  son  las  ra- 
zones que  el  legislador  ha  tenido  para  disponerlo  así.  Si  el  poder 
no  es  el  testamento  mismo,  es  sí  un  antecedente  necesario  de  él  v 
es  consiguiente  que  las  mismas  formalidades  que  deben  observarse 
en  el  efecto  se  guarden  en  la  causa,  sea  uno^  sean  varios  los  Comi- 
sarios que  se  nombren. 

Gomo  son  dos  las  especies  de  testamento,  se  disputa  si  éste  ha 
de  tener  precisamente  la  misma  forma  que  ios  poderes,  esto  es,  si 
debe  ser  nuncupativo  ó  escrito,  según  que  ios  poderes  se  otorguen 
abiertos  ó  cerrados.  T,  lo  que  pocas  veces  sucede,  estaba  en  su 
lugar  esta  duda  cuando  fué  promovida,  aunque  no  ya  al  présenle 
por  lo  que  hay  que  hacer  caso  omiso  de  los  argumentos  de  ios 
intérpretes  en  pro  y  en  contra  de  sus  respectivas  opiniones,  pues 
es  costumbre  corriente  que  el  poder  revista  las  mismas  forma- 
lidades que  cualquiera  otra  escritura  pública.  Librada  por  el  No- 
tario la  oportuna  copia^  encabeza  el  Comisario  con  ella  su  dispo- 
sición testamentaria,  protestando  no  haberle  sido  revocado,  suspen- 
dido ni  limitado  su  mandato,  y  á  seguida  pasa  á  declarar  cuanto 
fué  antorizado  para  hacer  al  efecto  de  que  quedaran  las  cosas  ar- 
regladas de  la  manera  como  era  la  voluntad  de  la  persona  que  le 
dispensó  su  confianza;  teniendo  en  cuenta  que  el  nombramiento  de 
comisario,  hecho  en  testamento  solemne,  equivale  rI  poder  de  que 
habla  la  ley  8.',  tít.  49,  lib.  10  de  la  Nov.  ttecdp.  (39  de  Toro)  y 
reúne  las  solemnidades  exigidas  por  esta;  y  que  el  comisario  que  se 
circunscribe  á  las  prescripciones  del  testador  no  necesita  de  otro 
poder  especial  (2). 

(2)    Sentencia  de  6  de  Diciembre  de  1 860. 
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Todavía,  sin  embargo,  puede  ocurrir  una  dificultad:  si^  cuaudo 
€s  ciego  el  otorgante,  hay  precisión  de  que  se  hayan  observado  en 
el  poder  las  mismas  solemnidades  que  deberían  concurrir  en  su  ul- 
tima voluntad  á  tenor  de  la  3/  de  Toro,  que  manda  que  la  pre- 
sencien cinco  testigos,  sin  manifestar  que  la  de  dos  de  éstos  súplala 
del  Escribano,  como  sucede  si  no  lo  hay  en  el  pueblo,  donde  la  ordena 
uno  que  no  esté  ciego.. Puesto  que  la  ley  n^da  dice,  los  autores  soa 
generalmente  de  opinión  de  que  igual  número  debe  intervenir  ea 
este  caso  especial,  no  sólo  en  el  poder,  sino  también  en  el  testa- 
mento; sin  que  quepa  alegar  que  en  éste  Taha  ya  la  razón  porque 
se  requiere  que  dichos  testigos  respondan  de  la  expresión  de  la  vo- 
luntad de  im  ciego^  porque  siquiera  esto  sea  en  parte  exacto,  no  lo 
es  menos  que  el  comisario  no  obra  en  su  propio  nombre,  ni  ea  su 
particular  beneiicio,  sino  en  el  de  quien  dio  el  poder,  y  para  su 
utilidad.  En  cambio,  si  el  comisario  perdiese  la  vista,  parece  que 
no  hay  lugar  á  pedir  la  misma  Tormalidad  de  los  cinco  testigos,  y 
se  explica,  por  qué,  aunque  el  testamento  lo  hace  un  ciego,,  en  rea* 
lidad  no  es  testamento  de  ciego. 

El  poder  es  de  una  de  tres  clases:  especialísimo,  especial  y  ge- 
neral; división  que  está  fundada  en  las  leyes  31  y  32  de  Toro,  que 
respectivamente  hablan  de  los  dos  primeros  la  una,  y  del  último  la 
otra.  De  los  tres,  parece  ser  el  más  extenso  el  especialisimo^  que 
permite  instituir  heredero;  pero  como  es  condición  precisa  que  el 
testador  lo  haya  indicado  de  antemano,  según  á  seguida  veremos, 
es,  después  de  todo,  bastante  reducido  el  derecho  del  mandatario  in- 
vestido con  tal  facultad. 

«Para  evitar  los  muchos  fraudes  y  engaños  que  los  tales  comi- 
»sarios  facen  con  sus  poderes,  esteodiéndose  á  más  de  la  voluntad 
»dc  aquellos  que  se  los  dan,  determina  la  ley  31  que  en  adelante 
»so  puedan  facer  heredero  en  los  bienes  del  testador,  ni  mejoría 
»del  tercio  ni  del  quinto,  ni  desheredar,  ni  substituir  vulgar,  ni 
«pupiiar,  ni  exem  piar  mente,  ni  de  ningún  otro  modo,  ni  dar  tutor 
»á  sus  hijos  ó  descendientes,  salvo  si  el  que  dio  tal  poder  para  facer 
» testamento,  lo  dio  especialmente  para  facer  alguna  cosa  de  las  su- 
.»sodichas^  de  esta  manera:  el  poder  para  facer  heredero,  nombran- 
»do  á  quien  manda  que  el  comisario  faga  heredero,  y  en  cuanto  i 
»las  otras,  señalando  para  qué  le  dá  el  poder;  y  en  tal  caso  el  co- 
nmisario pueda  facer  lo  que  especialmente  el  que  le  dio  el  poder  se- 
»ñaló  y  mandó,  y  no  más.» 
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Fijar  el  límite  de  los  derechos  que  ccu^ere  el  poder  especiatisí- 
mo  6  especial,  es  cosa  qo  exeaUi  de  dificultades.  La  primera  protit^r 
bicioD,  la  de  nombrar  heredero;  vino  &  derogar  ea  parte  la  disposi- 
ción del  Fuero  Real,  que  permitia  instítuirlo  libremecHe ;  abuso 
grande  que  era  tal  vez  ü  fuente  priueipal  de  los  fraudes  y  cáganos 
que  se  quisieron  remediar.  Pero  ^¡  la  ley  es  terminante  ea  su  pri- 
mera parte,  no  lo  es  tanto  en  la  segunda  ó  en  lo  que  se  refiere  á 
las  facultades  para  desheredar,  mejorar ,(  sustituir  ó  nombrar  tutor 
á  los  hijos  ó  descendientes  del  testador.  De  aquí  la  necesidad  de 
preguntar:  si  el  comisario  recibe  uno  de  estos  encargos  ¿podrá  cum* 
plirló  á  su  arbitrio,  si  no  se  le  indicó  el  nombre  de  la  persona? 

La  relación  de  esta  cuestión  con  la  que  se  ba  dkho  que  la  ley 
resuelve  de  un  modo  categórico,  es  tan  íntima  que  no  cabe  que  haya 
dado  solución  á  una  de  ellas  sin  que  ip99  fáolo  baya  también  que* 
dado  resuella  la  otra,  pues  en  rigor  son  una  misnm.  Si  los  intérpre- 
tes pretenden  que  son  distintas,  estableciendo  distinciones  que  no 
vienen  á  cuento,  incurren  en  la  oootra^ccion  de  declarar  de  una 
parte  que  no  es  permitido  al  oomisario  nombrar  heredero,  y  de  decir 
de  otra  que  basta,  para  que  pueda  hacer  cus^lquiera  de  las  otras  cosas, 
que  señaladamente  se  le  hays^  mandado  ejecutarlas.  Empero  no  lle- 
van razón  los  que  así  piensan.  Si  ja  ley  ha  de  ser  restringida  á  lo 
que  evidentemente  se  deduce  que  quiso  decir,  es  preciso  deferir  á 
que  de  la  misma  manera  cuando  se  trata  de  uno  que  de  los  otros 
extremos  se  necesita  que  el  testador  haya  expresado  claramente  para 
qué  dio  el  poder;  y  en  consecuencia,  que  sólo  será  dado  mejorar 
cuando  haya  sido  señalada  la  persona  que  debe  ser  mejorada  y  los 
bienes  en  que  la  mejora  ha  de  conaistir,  y  desheredar,  sustituir  et-^ 
cétera,  cuando  se  haya  indicado  á  quien  ae  debe  desheredar  ó  nom- 
brar sustituto  ó  tutor.  Error  grande  seria  qúo  luego  de  prohibirse 
que  el  comisario  instituya  heredero,  se  dejara  á  su  arbitrio  lo  que  es 
mucho  más  grave:  desheredar  al  que,  no  mediando  justa  causa  que 
lo  impida,  había  de  suceder  en  los  bienes  de  su  causante.  T  como 
entre  el  poder  para  una  ó  para  las  otras  cosas  no  hay  diferencia  al- 
guna, tampoco  cabe  sostener  que  la  ha  establecido  el  legislador.  Su 
precepto  hay,  pues,  que  considerarlo  siempre  igualmente  positivo: 
las  facultades  que  declara  no  pueden  ser  ampliads^s  á  lo  que  la  ley 
DO  consiente  (1). 

(\)    Varias  sentencias  del  Tribunal  Supremo  afirman  este  principio. 

TOMO  XLIX.  15 
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Del  comisario  por  poder  general  se  ocupa  la  ley  32  que  le  auto- 
riza «para  satisfacer  los  cargos  de  concieocia  del  testador,  pagando 
»sus  deudas  y  cargos  de  servicio  y  le  manda  distribuir  por  su  áni- 
»ma  la  quinta  parte  de  lo  que  sus  bienes  montasen,  pagadas  las 
»deudas,  partiendo  el  remanente  entre  los  parientes  que  vinieran  á 
»heredar  ab-intestato:  si  el  testador  ofo  tuviere  parientes,  el  comisa- 
»rio,  dejándole  á  la  mujer  del  que  le  dio  el  poder  lo  que  según  le- 
»yes  del  reino  le  pertenezca,  queda  obligado  á  disponer  de  todos  los 
«bienes  por  causas  pías  i  provechosas  al  ánima  del  que  le  dio  el 
»poder.M 

Consignado  en  la  ley  6/,  tít.  13,  Part.  6/  que  la  mujer  tiene 
derecho  á  suceder  ab-inlestato  en  los  bienes  del  marido  después  de 
los  colaterales  de  décimo  grado,  huelga  en  las  de  Toro  la  distinción 
entre  morir  dejando  parientes  y  no  dejar  más  pariente  que  la  mu- 
jer, porque  tan  perfecto  es  el  derecho  de  ésta  á  los  bienes  de  su 
marido  como  el  de  aquellos  en  los  respectivos  casos^  derecho  que  no 
sólo  conserva,  sino  que  ha  sido  mejorado  por  la  ley  de  46  de  Mayo 
de  1835  que  la  ha  colocado  después  de  los  parientes  de  cuarto  gra- 
do y  de  los  hijos  naturales. 

De  igual  manera  está  también  de  más  la  declaración  que  los  au- 
tores hacen  respecto  á  que  deben  en  todo  caso  ser  entregados  á  la 
mujer  los  bienes  dótales,  los  parafernales,  las  arras,  la  donación 
esponsalicia  y  la  mitad  de  los  gananciales;  porque^  siendo  un  he- 
cho que  todo  esto  la  pertenece  en  pleno  dominio^  haya  ó  no  quien 
tenga  derecho  preferente  sobre  ella  en  la  sucesión  del  marido^  es  un 
a!)surdo  suponer  que  puede  nunca  ser  privada  de  lo  que  es  comple- 
tamente suyo.  ¥  como  la  mujer  tiene  además  expedito  el  camino 
para  reclamar  de  cualquiera  que  quisiera  perjudicarla,  con  inde- 
pendencia de  si  el  heredero  es  pariente  del  marido  ó  es  una  persona 

una  de  15  de  Marzo  de  1864,  dispone  que  ünicaroente  cuando  el  comi- 
sario se  ajusta  por  completo  á  la  voluntad  del  poderdante  no  se  infringe 
la  ley  ^^  tít.  19,  iib.  10  de  la  Nov.  Recop.  (31  de  Toro)  que  prohibe 
hacer  otras  cosas  que  las  que  determinadamente  señala  el  poder.  Otra 
de  96  de  Enero  de  1866,  dice  que  sólo  obrando  conforme  á  las  instruc- 
ciones y  facultades  que  el  testador  confió  se  encuentra  el  comisario 
dentro  de  las  condiciones  impuestas  por  la  ley  y  son  válidos  y  firmes 
todos  sus  actos.  Y  otra,  en  fin,  de  U  de  Abril  del  mismo  año,  expresa 
que  el  comisario  no  puede  hacer  más  que  lo  que  especialmente  le  señaló 
y  mandó  el  que  le  dio  el  poder,  siendo  nulo  cuanto  disponga  extralimi- 
tándose de  las  facultades  que  sobre  cualquier  particular  le  hubiesen 
sido  conferidas. 
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extraoa,  ocioso  ^  tratar  uq  punto  de  que  la  ley  52  de  Toro  no  se 
ocupa,  porque  lo  dá  por  enteramente  resuelto. 

Dos  cuestiones  capitales  resta  examinar.  Es  un  hecho  que  el 
que  fallece  habiendo  encomendado  á  otro  la  facultad  de  testar, 
muere  en  rigor  con  testamento.  Pero  si  se  atiende  á  lo  exiguo  de 
los  derechos  del  comisario,  por  poder  general,  más  bien  parece  que 
el  que  lo  nombró  quedó  intestado,  porque  de  otra  suerte  sus  atri- 
buciones no  tendrian  por  límite  las  legítimas  de  los  herederos  for- 
zosos, cuando  no  se  tratase  de  ascendientes  ó  descendientes.  ¿Se 
entenderá,  pues,  que  muere  el  poderdante  testado  en  cuanto  á  la 
institución  de  heredero,  aunque  el  comisario  no  otorgue  testamen- 
to? ¿Puede  éste,  aun  concurriendo  ascendientes  ó  descendientes,  dis- 
poner del  quinto  de  los  bienes  en  beneficio  del  alma  del  finado? 

En  lo  que  con  la  primera  cuestión  se  relaciona,  piensan  algu- 
nos que,  el  que  dio  el  poder  muere  testado  siempre  en  cuanto  á  la 
institución  de  heredero,  porque  con  el  mero  hecho  de  designar 
persona  que  haga  testamento  por  él,  cabe  deducir  que  se  conforma 
con  que  lo  sea  aquel  que  le  había  de  suceder  si  hubiese  muerto  sin 
testamento;  pero  esta  manera  de  interpretar  la  ley,  es  contraria  á  la 
ciencia  y  á  la  jurisprudencia  constante  de  los  Tribunales.  El  dere- 
cho no  reconoce  término  medio  entre  herederos  por  testamento  y 
ab-intestato;  y  la  ley,  al  mandar  que  los  bienes  vayan  á  los  que  los 
habian  de  adquirir  por  este  último  medio  no  ha  podido  dar  á  cono- 
cer, sino  que  á  pesar  de  la  voluntad  manifestada  por  el  difunto  de 
que  otro  testase  en  su  nombre,  habia  quedado  intestado.  Para  que 
ocurriese  lo  contrario,  seria  preciso  haber  expresado  de  un  modo 
terminante  quién  era  el  heredero. 

En  cnanto  á  la  otra  cueátion,  declara  Llamas,  que  el  derecho 
atribuido  al  comisario,  no  es  para  que  disponga^  sino  para  que  pue- 
da disponer  de  la  quinta  parte  de  los  bienes;  de  lo  que  deduce 
que  no  se  le  obliga  á  invertir  lodo  el  quinto,  y  de  consiguiente  que 
se  cumplirá  su  voluntad^  aunque  aplique  á  este  fin  menor  cantidad . 
Pero  la  ley  no  deja  motivo  de  duda:  si  puede  haberla  con  vista  de 
su  primera  parte,  desaparece  ante  lo  expreso  del  mandato  de  la  se- 
gunda, que  dice:  «é  si  parientes  tales  no  tuviere  el  testador,  el  di- 
cho comisario  sea  obligado  á  disponer  de  todos  los  bienes  por  causas 
pías  é  provechosas  al  ánima  del  que  le  dio  el  poder,  después  de  dar 
á  la  viuda  lo  que  pertenezca.»  De  manera  que  por  lo  menos  cuando 
on  haya  otros  parientes  que  la  mujer,  hay  precisión  de  invertir  la 
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cantidad  indicada  en  causas  piadosas,  si  se  hade  atender  á  lo  que  la 
ley  determina.  Mas  si  en  el  tiempo  en  que  ella  se  dictó  era  tolera^ 
do  un  sólo  culto,  hoy  los  españoles  tienen  reconocido  el  derecho  de 
profesar  cualquiera  religión^  y  aun  el  de  no  profesar  ninguna;  é  ia* 
justo  habia  de  ser,  que  ¿  la  muerte  del  dueño  se  diese  á  sus  bíenea 
un  destino  que  no  fué  su  propósito  tuvieran.  Hay,  pues,  que  resolver 
si  la  ley,  clara  y  todo  como  es,  está  ó  no  vigente  en  este  punto^ 

Si  el  testador  expresó  que  el  comisario  dispusiera  de  todos  loe 
bienes  ó  parte  de  ellos  en  beneficio  de  su  alma,  desde  luego  que  de*^ 
be  cumplirse  su  voluntad.  Pero  mientras  no  haya  este  mandato  de 
su  parte  debe  considerarse  la  52  de  Toro,  abrogada  por  las  leye$ 
que  han  venido  á  tolerar  entre  nosotros  el  ejercicio  de  diversas  reli- 
giones que  la  católica  de  cuya  existencia  única  partían  indudable*, 
mente  sus  autores,  al  convertir  en  derecho  positivo  la  decretal  de 
Inocencio  III,  que  es  reputada  por  todos  como  su  faudamento. 

Del  propio  modo  hay  que  entender  las  leyes  36  y  37  de  Toro. 

La  36  establece  que  «cuando  el  comisario  muriera  á  poco  de  ha* 
»berle  sido  conferido  su  encargo  ó  dejase  pasar  el  tiempo  que  tieoe 
^señalado  para  otorgar  testamento  los  bienes  del  que  dio  el  poder 
«vayan  á  los  parientes  que  los  hubiesen  de  haber  heredado  si  hubie-^ 
»ra  muerto  intestado,  y  que  si  no  son  éstos  descendientes  ni  aseen- 
xdientes  legítimos,  estén  obligados  á  invertir  la  quinta  parte  de  ellos 
»en  bien  del  alma  del  testador  dentro  'del  año  de  su  muerte.  Si  fue^ 
)>ren  ascendientes  ó  descendientes  legítimos,  percibirán  íotegramen- 
»te  el  capital  hereditario.» 

Como  se  vé^  habla  esta  ley  de  un  mismo  caso  que  la  32:  del  en 
que  el  testador  dio  poder  general  al  comisario;  pero  con  una  dife- 
rencia: la  de  que  la  32  es  aplicable  cuando  este  haya  hecho  testa- 
mento, y  la  36  cuando  no  lo  ha  otorgado.  De  aquí,  sus  diversas  so- 
luciones: en  el  caso  de  esta  última  ni  el  que  dio  el  poder,  ni  el  que 
lo  recibió  han  podido  disponer  de  la  quinta  parte  de  los  bienes,  des- 
de el  momento  que  ninguno  de  los  dos  ha  manifestado  su  última 
voluntad. 

La  37  fija  derecho  para  cuando  una  persona  ha  sido  llamada  á 
continuar  en  representación  de  otra  su  testamento  después  de  haber . 
sido  instituido  heredero.  Es  cosa  que  muy  raramente  ocurrirá;  que 
muy  poca»  veces,  tal  vez  ninguna,  se  habrá  verificado:  pero  tam- 
bién para  cuando  se  realice  se  declara  que  «el  comisario  no  pueda 
^'disponer  de  más  de  la  quinta  parte  de  los  bienes  del  testador,  des* 


TISTAMEICTO  tK)R  COMISARIO.  40t 

•paes  de  satisfechas  sus  deudaa  y  obligaciones,  y  que  si  dispone  d  e 
«más  cantidad  no  vaiga^  á  no  ser  que  expresa  y  especialmente  es- 
»ittt¡ese  autorizado  para  ello. » 

Sosüenen  algunos^  que  tiene  por  objeto  o^clusivo  limitar  la  fa- 
cultad del  comisario  siempre  que  el  heredero  sea  un  pariente  colate- 
ral, porque  si  fuera  de  otra  clase,  ni  el  mismo  testador  dispondría  ii- 
breoiente  de  mayor  cantidad;  pero  esto  no  es  cierto,  pues  aun  tra- 
tándose de  ascendientes  cabe  invertir  en  legados  el  tercio  de  su  for- 
tuna. El  precepto  debe^  pues,  entenderse  general  á  todos,  siendo  in- 
dispensable para  sostener  que  un  comisario  se  ha  excedido  del  lí- 
mite marcado,  que  se  acredite  de  antemano  el  valor  de  los  bienes 
del  difunto  (1). 

Empero  no  estriba  en  lo  que  á  este  extremo  se  refiere  la  impor- 
tancia de  la  ley;  su  importancia  nace  de  haber  derogado  la  que  ve* 
nía  siendo  máxima  siempre  observada  en  el  derecho  de  que  el  tes- 
tamento debía  hacerse  en  un  sólo  acto  continuado  y  sin  interrupción; 
priiftipio  que  habia  sido  guardado  constantemente  desde  el  derecho 
romano,  y  con  el  cual  vinieron  á  romper  los  legisladores  de  Toro  al 
resolver  q^e  luego  de  instituir  heredero,  es  posible  conferir  á  otro 
poder  para  que  concluya  de  otorgarlo. 

Dna  dificultad  puede  surgir  aun:  dispuesto  por  el  finado  que  una 
<)ninta  parte,  ú  oira  cantidad  de  bienes,  se  aplique  á  cosas  prove- 
chosas á  su  alma,  y  de  no  tener  herederos  ab-intestato,  ó  de  que 
Usniéndolos,  no  lleguen  á  serio  por  muerte  ó  renuncia,  después  de 
haber  sido  sustituidos  ¿habrá  que  invertir  el  resto  de  la  herencia  en 
obras  pías,  ó  pasará  á  ios  extraños,  que  son  llamados  á  la  sucesión 
en  defecto  de  aquellos?  Parece  que  es  lo  más  lógico  lo  segundo,  es- 
to es^  que  deben  ser  preferidos  los  herederos  extraños,  ó  sea  el  fis- 
co^ que  es  quien  á  falta  de  colaterales  del  décimo  grado,  adquiere 
por  la  ley  de  4835,  antes  citada,  los  bienes  de  los  que  mueren  in- 
testados. 

El  comisario  no  puede  otorgar  codicilos,  ni  revocar  el  testamen- 
to que  hubiese  hecho,  ni  reservarse  facultad  alguna  para  modificar 
sus  cláusulas  ó  hacer  declaraciones  respecto  de  éstas.  T  es  tan  pre- 
cisa la  ley  que  esto  ordena  (la  35),  que  no  dan  ocasión  á  duda  de 
ningún  género  sus  palabras,  siendo  el  motivo  de  ella  que  el  encargo 
del  comisario  se  tiene  por  terminado  inmediatamente  que  ba  sido 
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(I)    Sentencia  de  6  de  Diciembre  de  \ 860. 
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cumplido  (1).  Otra  cosa  seria  que  éste  pretendiera  otorgar  segundo 
testamento,  por  ser  reconocidamente  nulo  el  primero  que  hizo;  pero 
entonces  el  caso  varia  por  completo,  pues  ni  una  comisión  queda 
desempeñada,  ejecutando  un  acto  duIo  en  sí  mismo,  ni  en  rigor  cabe 
decir  que  lo  que  es  nulo  es  susceptible  de  revocación. 

La  ley  34  prohibe  al  que  recibió  el  poder,  introducir  modifica- 
ción de  ninguna  especie  en  la  última  voluntad  de  su  confirente,  si 
éste  no  le  facultó  para  hacerlo,  dando  pié  á  algunos  para  afirmar 
que  es  perfectamente  inútil  su  disposición,  porque,  ó  habia  testa- 
mento, y  entonces  era  escusado  que  se  diese  un  poder,  que  sólo  pro- 
cede, según  la  ley  3i,  cuando  no  se  puede  ó  no  se  quiere  testar,  ó 
no  lo  habia,  y  estaba  también  de  más  que  se  prohibiese  revocar  un 
acto  que  no  habia  sido  realizado.  Pero  nó:  la  ley  era  necesaria,  por- 
que de  este  modo  nadie  pretenderá  que  un  testamento  puede,  en 
general,  ser  revocado  por  el  posterior  del  comisario;  y  sobre  nece- 
saria, justa,  porque^  así^  como  después  de  dar  el  poder,  conserva  el 
que  lo  confirió,  facultad  para  anularlo  y  ordenar  por  si  sus  cosas, 
así  también  el  que  ya  las  tenia  arregladas  debe  poder  autorizar  para 
que  se  altere  su  última  voluntad  en  alguna  de  sus  partes,  dado  que 
es  posible  que  otro  teste  en  su  representación.  T  por  lo  demás,  seria 
incomprensible  que  no  pidiese  la  autorización  expresa  que  exige,  lue- 
go de  haber  demandado,  como  indispensable,  análogo  requisito  para 
instituir  heredero,  desheredar,  mejorar,  sustituir  y  nombrar  tutor, 
entre  otras  razones,  porque  habiéndose  manifestado  de  una  manera 
categórica  la  voluntad  de  testar,  conveniente  es  que  categórica- 
mente se  haga  saber  que  se  ha  variado,  para  que  se  considere  á  una 
persona  con  derecho  suficiente  para  invalidar  el  acto  solemne  de  su 
poderdante. 

El  tiempo  para  hacer  testamento'  el  comisario,  está  fijado  en  la 
ley  33,  que  le  concede  el  «plazo  de  cuatro  meses,  sí  vive  en  el  pue- 
»blo  del  que  le  dio  el  poder;  seis  meses  si  está  ausenta  de  él,  pero 
»dentro  del  reino,  y  un  año  si  se  encontrase  en  el  extranjero.  Pasa- 
»dos  estos  términos^  aunque  diga  y  alegue  el  nombrado  que  no  ha- 
»bia  tenido  noticia  de  que  tal  poder  le  habia  sido  dado^  no  puede 
«hacer  uso  de  él.» 


(!)  Por  sentencia  de  6  de  Marzo  de  1861,  se  autoriza  al  comisario 
para  disponer  de  las  cosas  que  le  fueron  señaladas,  y  no  más,  y  se  dice 
que  una  vez  otorgado  el  testamento,  no  puede  hacer  declaración  a^- 
na,  ni  sostener  corao  legado,  lo  que  ordenare  con  diferente  carácter. 
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Uaa  duda,  y  dos  cuestiones,  tratan  los  intérpretes.  La  duda  se 
refiere  á  distinguir  entre  el  término  marcado  por  esta  ley,  y  el  se- 
ñalado ¿  l<is  albaceas  y  comisarios  para  fundar  mayorazgos.  Y  se 
necesita,  á  la  verdad,  tener  la  resolución  de  inventar  obstáculos 
que  dificulten  la  apreciación  de  lo  que  por  sí  mismo  es  claro,  y  no 
origina  conrusion,  para  aseverar  que  la  hay  entre  personas,  que 
cumplen  á  todas  luces  fines  distintos:  los  comisarios  para  fundar 
mayorazgos  y  los  albaceas,  tienen  por  objeto  ejecutar  el  testamento: 
los  comisarios  de  qae  aquí  se  habla^  hacerlo.  Únicamente  á  ellos 
son,  pues,  aplicables  las  reglas  de  la  33  de  Toro  (1). 

Las  cuestiones  son:  ¿Cómo  se  cuenta  el  tiempo?  ¿si  puede  el  tes- 
tador extenderlo  más  allá  de  lo  que  la  ley  determina?  Que  era  de 
todo  punto  innecesaria  la  primera,  es  patente:  mandado  que  los  tér- 
minos para  hacer  testamento  corran  al  nombrado,  aunque  diga  y 
alegue  que  no  tuvo  noticia  de  que  le  habia  sido  conferido  tal  poder  > 
no  hay  que  esperar  adición  de  herencia,  ni  noticia  ninguna  para  em- 
pezar á  contar  el  plazo.  Más  difícil  de  resolver  es  lá  seguida,  por- 
que si  bien  parece  no  ser  permitido  que  este  se  extienda,  la  juris- 
prudencia y  los  autores  vienen  estando  acordes  respecto  de  que, 
aun  después  de  los  cuatro  meses^  podrá  el  comisario  otorgar  testa- 
mento si  el  poderdante  lo  autorizó,  pues  lejos  de  tener  prohibición» 
goza  de  libertad  para  alargar  ó  acortar  dicho  tiempo  (2). 

'  £1  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  que  suscribe  á  esta  inteligencia  de  la 
ley,  entiende,  sin  embargo,  altamente  prudente  que  el  comisario  de 
por  terminada  su  tarea  antes  de  trascurrir  los  cuatro  mescs^  porque 
así  cerrará  la  puerta  á  toda  clase  de  litigios^  pagando  tributo  al 
principio  de  que  es  más  ventajoso  para  todos  evitar  las  cuestiones 
en  su  origen,  que  defenderse  después^  por  seguro  que  se  consi* 
dere  el  triunfo. 

Nosotros^  á  pesar  de  la  respetabilidad  que  nos  merece  la  opi- 


(1)  Así  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  en  varias  senten- 
cias y  especialmente  en  la  de  7  de  Octubre  de  1847  que  expresa  que  el 
término  y  facultades  que  las  leyes  fijan  á  los  comisario  para  testar,  son 
tánicamente  aplicables  á  éstos. 

(2)  En  sentencia  de  49  de  Setiembre  de  4863,  se  ha  declarado  que 
los  términos  de  la  ley  33  de  Toro,  fueron  establecidos  en  beneOcio  ex- 
gIqsívo  del  testador,  con  el  fin  de  que  no  se  dilatase  arbitraria  é  inde- 
finidamente el  cumplimiento  de  su  última  voluntad,  por  lo  que  él  pue- 
de renunciarlos  siempre  que  lo  juzgue  conveniente,  para  el  objeto  que 
se  propone. 
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nion  de  este  insígae  jurisconsulto^  y  de  los  que  como  él  opiQan, 
todavía  abogaríamos  por  la  nulidad  del  acto  de  la  renuncia,  á  no 
mediar  repetidor  fallos  del  Tribunal  Supremo  que  confirman  esta 
doctrina,  estableciendo  como  principio  de  derecho  que  cualquiera 
puede  renunciar  á^su  propia  utilidad.  Pero  ni  podemos  resolvemos  á 
examinar  esta  materia  en  el  terreno  del  derecho  constituyente,  ni 
es  nuestro  propósito  rebelarnos  contra  la  po<»  solidez  que  en  esie 
punto  concreto  demuestran  tener  las  decisiones  de  la  jurisprudencia. 
Sí  habremos  de  hacer  notar  que  en  nuestro  juicio  no  tanto  se  "pro^ 
puso  la  ley  53  de  Toro  señalar  en  beneficio  del  testador,  como  en 
el  de  los  herederos  á  quienes  deben  ir  ¿  parar  sus  bienes^  los  térmi- 
nos que  en  ella  se  fijan. 

Con  todo  lo  dicho  creemos  haber  expuesto  con  la  posible  clari- 
dad el  derecho  vigente  respecto  de  los  testamentos  por  comisario, 
en  lo  que  guarda  relación  con  las  facultades  de  estos,  las  solemni- 
dades que  deben  observarse  en  el  otorgamiento  del  poder  y  el  tiem- 
po en  que  los  comisarios  deben  testar.  Si  nos  hemos  detenido  en  la 
e^osicion  más  de  lo  que  pensábamos  en  un  principio,  cúlpese  no 
á  nosotros,  sino  á  lo  complexo  de  la  materia  y  á  la  desordenada 
manera  como  la  regularon  las  Cortes  de  Toro. 

Jim  Poveda  Ciarcía* 
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fin  lo6  motivos  de  ta  ley  Hipotecaría  de  6  de  Junio  de  i860  con- 
ignó  la  GomisioBy  que  el  fin  de  dicha  legislación  era  asentar  el  eré- 
díte  territorríal  en  la  base  de  la  seguridad  de  la  hipoteca  y  del  pago 
4e  io  ofrecido.  El  que  presta  con  hipoteca,  añade  la  Comisión,  más 
Ixen  qtfe  á  ta  persona,  puede  decirse  que  presta  á  la  cosa:  el  valor 
de  la  finca  hipotecada  es  la  causa  por  que  entra  eü  la  obligación:  el 
deudor  es  sólo  el  representante  de  la  propiedad;  al  prestamista  na- 
da le  interesa  el  crédito^  el  estado  de  fortuna,  las  cualidades  mora- 
les de  ta  persona  á  qxiwa  dá  su  dinero,  porque  para  nada  las  tie- 
ne en  cuenta:  lo  'que  le  importa  es  que  la  finca  baste  á  reintegrarle 
ela  su  iKa  de  lo  que  dié.  Su  crédito  no  es  un  crédito  personal,  es  un 
crédito  real;  no  depende  de  la  persona  del  deudor,  no  está  sujeto  á 
sus  vicisitudes;  lo  que  importa  al  acreedor  es  que  la  hipoteca  no 
desaparezca:  adherido,  por  el  contrario,  su  crédito  á  la  finca,  no  se 
altera  por  la  pérdida  del  crédito  personal  de  su  dueño.  El  acreedor 
se  encuentra  en  el  mismo  caso  que  si  se  hubiese  señalado  una  parte 
del  precio  de  la  finca  para  el  dia  en  que  se  hiciera  el  pago. 

En  vista  de  estas  claras  y  "precisas  consideraciones  que  la  mis^ 
ma  Comisión  consigna  en  la  exposición  de  los  motivos  y  fuodamen* 
tos  de  su  proyecto  de  ley  Hipotecaria,  el  acreedor  espera  y  confia 
que  en  esa  nueva  ley  ha  de  encontrar  medios  bastantes,  sencillos  é 
ineludibles  que  le  den  la  más  completa  seguridad  de  que  al  venci- 
miento del  plato,  sean  cuales  fueren  las  circunstancias  del  deudor ' 
y  cbn  tal  que  la  finca  subsista,  su  crédito  hipotecario  será  una  ver- 
dad y  que  ¡podrá  hacerlo  efectivo  sin  dilaciones  ni  entorpecimientos 
de  ningún  género;  pues  de  otro  modo  la  ley  no  corresponderia  á 
sus  altos  fines,  no  estaría  en  armonía  con  el  pensamiento  de  sus  au- 
M^,  ni  deseahsaria  en  las  bases  claras  y  terminantes  que  estos 
asentaron  como  fundamento  de  sus  disposiciones. 

^os  debieron  ser  verdaderamente  los  buenos  deseos  de  la  Co- 
misión; inas,  sin  duda,  ó  no  previo  todos  los  inconvenientes  que 
pu¿Keran  sobrevenir,  ó  temió  estenderse  en  demasiados  detalles  pa- 
ra tro  hacer  casuística  la  ley;  pero  lo  cierto  es,  que  en  la  práctica  se 
tocaron  tales  inconvenientes, dificultades  y  desengaños  que  la  nece- 
sidad oMigó  á  añadir  nuevas  garantías  y  precauciones  en  favor  de 
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período  que  podrá  ser  hiista  de  40  dias  y  algo  más,  pata  jusliíicar 
el  piarenlesco  los  que  han  comparecido;  teniendo  además  en  cuenta 
las  dilaciones  consiguientes  para  las  proYÍdencias,  notificación^, 
fijaicion  y  pablicacion  de  edictos  y  remesa  de  ^lortos  según  h  na* 
luraleza  del  finado,  pueblo  de  su  fallecimiento  y  donde  radiquen  Ib^ 
bienes. 

Lo  más  frecuente  es  que  haya  conformidad  entne  los  herederos 
presentados;  pero  si  desgraciadamente  no  ia  hubiere,  ó  el  Promotor 
fiscal  se  opusiere  á  la  declaración,  según  los  arts.  374  y  375,  la 
ctiestíon  habría  de  resolverse  en  juicio  ordinario;  y  entonces,  eotí 
ios  incidentes,  apelaciones  y  recursos  qne  la  ley  permite  y  con  el 
tiempo  que  necesariamente  trascurre  sin  sentir  y  que  se  pierde,  ya 
no  hay  cálculo  posible;  pues  aun  cuando  los  trámites  estén  marca* 
dos  hay  siempre  dilaciones  inevitables;  y  en  el  entretanto  el  acreedor 
se  desespera,  se  aburre  y  se  cansa,  porque  dolorosamente  vé  cre- 
cer los  intereses,  y  teme  que  trascurra  el  límite  fijado  en  el  art.  114 
de  la  ley,  siendo  la  garantía  la  misma  y  que  más  bien  disminuye 
que  aumenta  como  administrada  por  manos  extrañas,  y  así  vé  com^- 
prometido  su  capital  y  le  asalta  el  temor  de  un  reintegro  incompleto- 

Si  los  presuntos  herederos  calculan  que  aun  habrá  sobrantes  en 
la  herencia  después  de  satisfechos  los  créditos,  no  descuidarán 'la 
Iformacion  del  expediente  de  ab-rntestato;  mas  si  laposicion  del  deu- 
dofr  era  apurada  y  se  té  que  el  producto  de  los  bienes  no  bastará  á 
dejar  cubiertos  tes  gastos  y  obligaciones,  como  ocurre  muchas  ve- 
ces, fattando  él  estimulo  del  interés^  es  también  casi  seguro  qiYe  aun 
diaudo  el  finado  haya  dejado  descendientes  6  parientes  dentro  del 
cUatte  grado,  no  han  -de  moverse  y  gcslii&naT  inútrlmenle;  y  *comb 
eotí  su  'silencio  y  actitud  pasiva  crean  un  nuevo  entorpecimiento,  el 
fecreedor  enloúces,  si  quiere  llegar  á  su  objeto,  se  vé  precisadts 
ntf^redltaüdo  su  personalidad,  á  promover  á  sus  tostad  el  expediente 
de  ab^iolestttto;  y  en  Bste  caso,  ya  se  declatig  la  'herencia  vacante 
según  el  art.  377,  ó  ya  se  haga  de  oficio  la  declaración  de  "herede- 
tos  píor  los  justificantes  que  el  acreedor  liaya  pre^títado  4iabrá  de 
s^goir  la  dilatoria  tramitación  qoe  hemos  indicado  antes;  pero  tet- 
tninadt)  este  incidetite,  si  'bien  tendrá  ya  persona  á  tfuien  pueda  ha* 
cer  el  rtrqoerímiento  y  continuar  la  ejecución,  todavía  'crecen  las 
dilaciones  y  ga>tos  si  los  herederos  declarados  están  domicfliados  en 
diversos  puntos  y  para  todas  las  uolfficaciones  y  trámites  hasta  lle- 
gfett  á  la  Venta  tle  bienes  ha  de  Valerse  de  exhortos. 
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¥  no  se  cre^L  que  pretendemos  extremar  el  caso;  pero  la  inscríp-' 
cioo  previa  de  los  bienes  á  nombre  de  los  herederos  para  que  pueda 
resAiv^s^  la  de  la  venta  á  favor  del  rematante,  ó  la  adjudioa(UK>9>.  y 
ia  cancelación  de  las  segundas  y  terceras  hipotecas^  cuando  e|  pra^ 
ducto  de  los  bienes  nn  sea  bastante  para  dejar  satisfechos  á  todos 
los  acreedoras  y  cubrir  ios  gastos,  porque  el  comprador  no  ba  de 
aceptar  la  escrijtura  sino  en  concepto  de  libre,  son  nuevos  obstácu* 
los  y  entorpecimientos  que  han  de  apreciar  la  paciencia  del  acree-^ 
dor,  que  tan  seguro  se  creía  con  sn  primera  hipoteca,  y  que  han  (le 
comprometer  sus  intereses  que  tan  á  salvo  juzgaba  amparados  por 
la  ley;  y  todavía  más,  hasta  se  ba  dado  el  caso  de  exigirse  por  a|n 
gun  Juzgado,  que  el  acreedor  prestase  la  fianza  de  que  trata  el  ar« 
ticttio  nos  para  poder  pedir  que  se  ejecute  la  sentencia  de  remate 
dictada  en  rebeldía  áotes  de  cumplirse  los  términos  señalados  en  los 
juicios  seguidos  en  esa  forma  para  la  comparecencia  de  los  deman- 
dados declarados  rebeldes. 

Penosa  es  la  situación  del  acreedor  hipotecario  en  el  caso  que 
hemos  presentado;  y  no  se  crea  que  la  hemos  exagerado  para  jus- 
tificar la  necesidad  de  la  reforma,  porque,  á  más  de  haber  citado  las 
disposiciones  legales  que  obligan  á  seguir  los  incidentes  y  trámites 
que  hemos  indicado^  con  los  muy  crecidos  gastas  á  ellos  consiguien- 
tes, la  experiencia  nos  ha  hecho  ver  la  triste  realidad  de  cuantos 
coníratiempos  acabamos  de  enumerar.  De  aquí  el  que,  con  seme- 
jantes ejemplos,  unos  capitalistas  se  retraigan  por  temor  á  litigios  y 
eventualidades  desconocidas;  que  otros  exijan  condiciones  onero^ 
sas,  y  muy  crecidas  garantías  qne  pongan  á  cubierto  de  todo  riest 
go  su  capital,  los  intereses  y  los  gastos  que  puedan  hacerse;  y  como 
todos  los  gravámenes  los  hacen  pesar  sobre  el  deudor,  y  como  el  cre- 
cido impuesto  sobre  traslaciones  de  dominio  y  derechos  reates  s^  li- 
quida segiui  el  importe  de  la  hipoteca  y  no  el  de  la  cuantía  del  prés* 
tamo,  cada  operación  de  esta  naturaleza  es  una  verdadera  calami-^ 
dad  y  una  segura  ruina  para  el  que  se  vé  en  la  necesidad  de  tomar 
dinero  á  préstamo;  y  otros  en  fin^  no  creyéndose  seguros  con  nin- 
guna clas^  de  precauciones,  aunque  de  hecho  celebren  un  contrato 
d«  préstamo  con  interés,  sólo  consienten  otorgándose  la  escritura  de 
venta  á  carta  de  gracia,  dejando  expuesto  al  deudor  á  una  pérdida 
lamenMdt>le« 

Ahora  bien;  si  el  fin  de  la  ley  Hipotecaria  ha  sido,  como  se  pro^- 
pusieron  sus  autores,  asentar  el  crédito  territorial  en  la  base  de  la 
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seguridad  de  la  hipoteca  y  del  puntual  pago  de  lo  ofrecido,  vistos 
los  inconvenientes  y  entorpecimientos  que  en  la  práctica  se  presen- 
tan y  que  antes  no  pudieron  preveerse,  justo  es  que  se  llenen  los  va- 
cíos que  se  notan  y  se  subsanen  los  defectos  que  la  experiencia  nos 
descubre,  introduciendo  en  la  ley  nuevas  reformas  para  que  la  hi- 
poteca sea  una  verdad  realizable  al  vencimiento  de  la  obligación 
contraida  y  por  un  procedimiento  breve  y  sencillo  que  evite  toda 
eventualidad  y  dilaciones,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  que  des- 
pués puedan  hacer  uso  el  deudor  ó  sus  herederos;  única  manera  de 
afianzar  el  crédito  territorial,  y  con  la  confianza  que  entonces  ins- 
pire pueda  el  propietario  encontrar  recursos  con  condiciones  lleva- 
deras que  le  permitan  el  mejoramiento  y  explotación  de  sus  bienes. 

Fraocised  Foroer. 
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En  una  quiebra  en  que  hubo  convenio  de  espera  eti  la  primera 
Junta,  y  por  falta  de  cumplimiento  de  éste  por  parte  del  deudor  ha 
comenzado  de  nuevo  después  de  cinco  años,  sietido  paralizada  al 
cabo  de  otros  dos  años,  y  muy  recientemente  por  wia  cuestiojí  de 
competencia  con  otro  Juzgado  ¿puede  iniciarse  y  seguirse  la  pieza 
de  edificación  á  pesar  de  esa  suspensión! 

Es  de  absoluta  necesidad  que  dicha  pieza  comience  por  el  infor- 
me del  Comisario  y  la  exposición  de  los  Síndicos  á  que  se  refieren 
los  arts.  1139  y  1140  de/  Código  de  comercio,  ó  deberá  empezarla 
el  Ministerio  fiscal  de  oficio  cuando  el  primero  no  ha  sido  nombrado 
y  los  segundos  dejan  pasar  más  de  un  año  sin  cumplir  con  sú  deberl 

En  el  caso  de  haber  distraido  el  deudor  común,  mientras  estu- 
vo  vigente  el  convenio  de  espera,  pertenencias  de  la  quiebra  ó  dá^ 
dotas  una  inversión  que  no  era  la  estiptUada  y  denunciádose  por  tal 
concepto  como  verdaderas  estafas  esos  hechos  al  Juez  del  lugar  en 
que  se  cometieron,  i  sea  del  que  conocia  de  la  quiebra  ¿podrá  estor- 
bar d  la  formación  de  esta  causa  la  competencia  anteriormente  in- 
dicada? 
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¿Babrá  de  depender  la  causa  de  estafa  del  expediente  de  calilla 
caeion  para  seguirse  aquella  dentro  de  la  quiebra,  ó  será  un  delito 
independiente  de  que  sea  dable  conocer  por  separado? 

DICTAMEN  SOBRE  LA  PREGUNTA  PRIMERA. 

Terminada  la  quiebra  por  coQvenio  de  espera  en  la  primera 
Junta  consideran  algunos  que  no  habiendo  quita  debe  sobreseerse 
tíñ  otra  diligencia  en  el  expediente  de  coligación,  fundados  en  el 
art.  1145  del  Código  de  Comercio  en  atención  á  que,  como  dicen 
Vos  Sres.  La  Serna  y  Reus  en  su  nota  á  dicho  artículo ,  se  aleja  la 
presunción  de  que  pueda  haber  delito  en  cuyo  castigo  tenga  la  So- 
ciedad interés.  Pero  esta  presunción  y  la  opinión  que  en  ella  se  fun- 
da, si  pudo  tener  antes  alguna  fuerza,  que  nunca  ha  podido  tener- 
la contra  la  realidad,  la  ha  perdido  por  completo  desde  el  decreto 
de  unificación  de  fueros  de  6  de  Diciembre  de  1868  que  dispone  en 
sn  art.  iO  sea  parte  en  la  calificación  de  las  quiebras  y  rehabilita- 
ción de  los  quebrados  el  Ministerio  fiscal.  Este  habrá  de  examinar 
todas  las  quiebras  después  de  declaradas,  si  se  han  de  evilár  los 
escandalosos  abusos  á  la  sombra  de  ellas  cometidos,  y  si  ha  de 
cnmplir  el  objeto  de  su  institución,  promover  la  formación  de 
cansas  criminales  por  los  delitos  y  faltas  de  cuya  perpetración  ten- 
ga conocimiento.  Asi  lo  ha  comprendido  desde  luego  ese  mismo  Mi- 
nisterio, y  para  evitar  aquella  mala  inteligencia  y  que  el  poco  celo 
ylaindoleticia  de  algunos  Promotores  fiscales  sirvan  de  salvo-con- 
ducto á  comerciantes  y  no  comerciantes  de  mala  fé  concursados 
ó  quebrados,  expidió  el  Sr.  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
da  una  Circular  en  23  de  Noviembre  de  Í871  encareciendo  la  con- 
veniencia y  necesidad  de  que  «los  Promotores  fiscales  se  muestren 
«parte  en  todas  las  quiebras  y  concursos  de  acreedores  en  que  an- 
otes no  hayan  intervenido»  y  previniendo  que  cualquiera  que  sea 
el  convenio  entre  el  quebrado  ó  concursado  y  sus  acreedores,  y  aun- 
que sea  de  quita  absoluta  ó  de  espera  indefinida  continúe  el  Ministe- 
rio  fiscal  en  la  prosecución  de  la  causa  en  todas  las  instancias  hasta 
la  sentencia  firme  que  declare  que  hubo  ó  no  alzamiento;  que  la 
qttííbra  fué  fraudulenta  ó  culpable;  ó  consecuencia  necesaria  de  su- 
cesos no  imputables  al  concursado  ó  quebrado. 

Con  arreglo  á  esta  doctrina,  que  para  el  Ministerio  fiscal  es  un 
precepto  por  emanar  en  forma  dispositiva  de  su  superior  {jerárqui- 
co, debió  iniciarse  la  pieza  de  calificación  en  el  caso  consultado  y 
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continuarse  y  resolverse  á  pesar  del  convenio  de  espera.  Per#  ya 
que  entonces  no  se  hiciera,  es  indispensable  que  no  se  haya  efec* 
tuado  en  los  dos  anos  que  comprende  la  que  puede  llamarse  segun-r 
da  época  de  la  quiebra,  pues  que  ni  aun  la  mala  inteligencia  del 
artículo  citado  del  Código  de  Comercio  podría  en  este  caso  servir 
de  excusa. 

,  La  cuestión  de  competencia  impide,  á  ou  juicio,  hasta  que  se 
resuelva,  la  formación  de  la  pieza  ó  sección  quinta  de  la  quiebrí^, 
porque  no  pudiéndose  saber  mientras  tanto  qué  Juez  será  el  com^ 
pétente  para  conocer  de  ésta  en  su  totalidad  sería  anómalo  que  hu- 
biese desde  luego  un  Juez  competente  para  lo  que  no  es  más  que 
una  parle  de  ese  todo,  y  que  en  un  partido  judicial  se  sustanciarse 
la  pieza  de  calificación  y  en  otro  distinto  las  demás  de  que  la  quie^^^ 
bra  consta,  como  podria  suceder  en  el  supuesto  de  que  la  compe-- 
tencia  se  decidiera  á  favor  del  otro  Juzgado. 

La  duda  objeto  de  esta  pregunta  sólo  puede  ocurrir  teniendo  en 
cuenta  que  la  sección  ó  pieza  de  calificación  reviste  siempre  cierto 
carácter  penal^  como  que  su  único  objeto  es  averiguar  si  es  ó  no. 
punible  la  quiebra,  y  ha  podido  considerarse  bajo  tal  concepto  ia* 
dependiente  de  ésta  y  no  afecta  á  la  competencia  á  que  toda  ell^ 
está  sometida.  Pero  si  se  considera  que  la  quiebra  es  un  todjo  indi*^ 
visible  y  que  por  consiguiente  un  Juez  debe  conocer  de  todas  las 
secciones  de  que  se  componga  para  no  dividir  la  continencia  de  la 
causa,  se  desvanecerá  luego  aquella  duda  y  aparecerá  como  la  úni- 
ca legal  la  solución  que  la  he  dado. 

Verdad  es  qUe  así  se  dilata  algo  más  la  formación  de  la  caqs^ 
criminal  á  que  la  quiebra  pueda  dar  lugar,  pero  sobre  ser  esto  un, 
mal  irremediable,  como  lo  es  siempre  una  cuestión  de  competenoiss 
tratándose  de  cualquier  delito,  no  produce  un  daño  irreparable  si  el 
Ministerio  fiscal,  cumpliendo  su  deber,  se  muestra  parte  en  la  quíe-n 
bra  y  después  hace  que  se  resuelva  prontamente  en  uno  ú  otro  sen* 
tido  la  cuestión  de  competencia,  y  hasta  seria  en  mi  sentir  obliga-r 
cion  del  Juzgado  remover  de  oficio  cualquier  obstáculo  ó  entorpcr- 
cimiento,  que  de  mala  fé  se  opusiera  para  tener  indefinidamente  en. 
suspenso  la  calificación  de  la  quiebra  con  ocasión  del  conflicto  ju^ 
risdiccional. 

SOBRE  LA  PREGUNTA  3/ 

No  se  comprende  que  pueda  tramitarse  una  quiebra  sin  el  nom- 


DEL  CONVENIO  DE  ESPERA  EN  LAS  QUIEBRAS.  113 

brainiento  de  Comisario  cuya  maltilud  de  atiibuciones  do  sé  qué 
otra  persooa  pueda  desempeñar  válidamente,  ni  cómo  ha  de  dejar 
de  hacerse  lo  que  él  tiene  obligación  de  hacer,  pero  aceptando  su 
falta  como  un  hecho,  contesto  á  la  segunda  pregunta  que  los  Síndi- 
cos no  cumplieron  con  el  deber  que  les  impone  el  art.  1139  del  Có- 
digo de  Comercio,  incurriendo  por  ello  en  responsabilidad  que  no 
excusará  latsircunstancia  de  no  haber  Comisario,  pu^  ellos  han  de- 
bido hacer  se  subsanara  oportunamente  esa  falta.  Sin  embargo,  en 
mi  sentir,  no  son  de  absoluta  necesidad  para  la  calificación  de  una 
quiebra  los  dictámenes  ó  informes  sobre  ella  que  emitan  el  Comisa- 
rio y  Síndicos,  y  puede  prescindirse  de  ellos  toda  vez  que  la  caüñ- 
don  no  es  de  su  incumbencia  sino  de  la  exclusiva  del  Juzgado,  se- 
gún el  art.  1143  del  mismo  Código,  v 

El  Comisario  y  los  Síndicos  deben  preparar  con  sus  informes  el 
juicio  de  calificación  para  ilustrar-  así  al  Juzgado  y  en  auxilio  de 
^ste,  mas  no  para  imponerle  su  opinión,  ni  porque  esté  obligado  á 
seguirla.  Si  aquellos  no  cumplen  ese  deber,  para  el  cual  tienen 
fijado  un  término,  ó  emiten  un  juicio  contrario  á  la  calificación  que 
la  quiebra  merezca,  entra  de  lleno  el  Juzgado  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  y  en  estricto  cumplimiento  de  uno  de  sus- deberes  más 
sagrados,  de  oficio  en  un  caso  y  prescindiendo  en  otro  de  dictáme- 
nes equivocados^  procede  á  hacer  la  caliticacion. 

De  mucha  más  importancia  es  un  dictamen  ó  acusación  fiscal,  y 
si  el  Ministerio  público  se  abandonara  demasiado  en  el  cumplimien- 
to de  su  cargo,  si  trascurriese  un  término  excesivo  sin  llenar  ese 
requisito,  mandaría  de  seguro  el  Tribunal  dar  traslado  del  resulta- 
do de  autos  al  procesado,  como  por  desgracia  se  ha  visto  hacer  en  la 
práctica  más  de  una  vez. 

T  es  evidente  la  razón:  por  útiles  que  sean  esos  informes  ó  dictá- 
menes para  ilustrar  y  esclarecer  la  cuestión»  nunca  su  importancia 
es  tal  que  no  pueda  resolverse  sin  ellos,  y  cuando  lejos  de  facilitar 
la  resolución  de  un  asunto  son  un  obstádiilo  á  ella,  no  sé  por  qué  no 
se  hayan  de  omitir.  En  esto  no  está  interesada  la  pronta  y  recta 
administración  de  justicia:  de  no  ser  así  se  privaría  á  la  pena  cuan- 
do hubiera  de  imponerse  en  casos  como  el  consultado  de  uno  de  sus 
principales  caracteres,  la  ejemplaridad:  de  no  ser  asi  se  erigiría  en 
principio  la  impunidad  del  quebrado  obedeciendo  hipócritamente  k 
una  falsa  inteligencia  del  Código  dé  Comercio,  siempre  que  el  Co- 
misario ó  los  Síndicos  para  favorecerle  se  resistieran  ó  negaran 

TOMOXLIX.  15 
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clones  cometidas  en  la  gestión  mercantil,  era  necesario  que  recaye- 
se previamente  la  calificación  de  la  quiebra  culpable*  é  interpuesto 
recurso  de  casación  por  Zanné,  declaró  el  Tribunal  Supremo  por 
sentencia  de  13  de  Mayo  de  1873,  haber  lugar  á  él,  destruyendo  en 
el  segundo  considerando,  el  error  de  derecho  cometido  por  la  Sala 
sentenciadora,  porque  si  el  quebrado  por  insolvencia  fraudulenta  ó 
culpable  es  castigado,  lo  puede  ser  también  el  comerciante  que  ha^ 
ya  cometido  cualquier  otra  defraudación ,  aunqtne  no  se  produjera 
la  quiebra,  ni  sea  preciso  declararla  antes  de  proceder,  como  equi-^ 
vocadamente  ha  entendido  la  Sala. 

Aunque  el  caso  allí  resuello,  no  es  el  mismo  exactamente  que  el 
que  aquí  se  propone,  porque  la  Compañía  de  Navegación  é  Indus- 
tria, no  aparece  hubiese  quel)rado,  y  el  comerciante  á  que  la  con- 
sulta se  refiere,  está  declarado  en  quiebra,  la  doctrina  es  igualmen- 
te aplicable  á  ambos,  pues  siempre  resultará  consignada  la  inde- 
pendencia con  que  deben  ser  miradas  la  quiebra  y  la  estafa,  en  las 
palabras  que  quedan  subrayadas,  cuya  genuina  Inteligencia  es  que 
el  comerciante  defraudador  aunque  no  se  produzca  la  quiebra,  ni 
sea  precisó  declararla  antes  de  proceder,  es  castigado  como  culpable 
de  esa  defraudación;  pero  si  al  mismo  tiempo  es  reo  de  insolvencia 
fraudulenta  ó  culpable,  será  también  castigado  además  por  este 
nuevo  delito,  sin  necesidad  de  que  recaiga  previamente  ¡a  califica^ 
cion  de  la  quiebra  culpable  para  penar  aquel,  pues  otra  cosa  se- 
ria incurrir  en  el  error  de  derecho  comelido  por  la  Sala  senten- 
ciadora. 

No  teniendo,  como  queda  demostrado,  la  estafa  una  dependen- 
cia inmediata  y  directa  de  la  quiebra,  claro  es^  á  mi  juicio,  que  pue- 
de y  debe  procederse  desde  luego^  á  la  formación  de  causa  por 
aquel  delito,  sin  que  la  competencia  entablada  para  el  conocimien- 
to de  la  quiebra  pueda  estorbar  su  prosecución,  puesto  que  á  ésta 
sola,  ha  de  limitar  sus  efectos  sin  que  sea  dable  ampliarlos  á  aque- 
lla^ siendo,  como  son,  dos  hechos  separados  é  independientes. 

A  pesar  de  mis  convicciones  respecto  á  los  puntos  sujetos  á  este 
dictamen,  nunca  tengo  la  se.í2;uridad  del  acierto,  y  como  por  una 
parte  es  de  alguna  gravedad  ia  cuestión,  y  el  estar  algo  interesado 
en  ella  pudiera  quitar  á  mi  opinión  la  necesaria  imparcialidad,  de^ 
sea  oir  sobre  los  varips  particulares  que  abraza  esta  consulta^el 
ilustrado  parecer  de  la  Dirección  de  esa  acreditada  Revista. — ^üit 

i^USCRlTOR. 
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No  conforme  coa  alguna  de  las  ideas  expuestas  por  el  suscrítor, 
ea  su  razonado  dictamen,  y  principaloienle»  con  la  solución  dada  á 
las  dos  primeras. preguntas^  nos  proponemos  contestarlas  á  todas» 
aunque  sin  el  orden  en  que  se  han  indicado,  atendiendo  preferen^ 
temente,  á  la  necesidad  de  aclarar  la  verdadera  intervención  que 
corresponde,  según  la  ley,  en  el  procedimiento  de  quiebra  al  Minis- 
terio fiscal,  y  afirmando  el  distinto  carácter  del  juicio  civil  y  uni* 
versal  de  quiebra,  incoado  siempre  á  instancia  de  parte,  compara- 
do, con  el  del  procedimiento  de  oficio  á  que  puede  dar  lugar  un  de* 
lito  ó  falta,  siquiera  lleguen  á  tener  los  dos,  como  consecuencia,  una 
pena  determinada. 

Sección  importantísima  es^  bajo  el  punto  de  vista  del  interés 
social,  la  pieza  llamada  calificación  de  la  quiebra  en  el  procedi- 
miento mercantil,  porque  en  ella  se  examinan  minuciosamente  to- 
dos los  hecbos  que  han  originado  la  situación  en  que  se  colocó  el 
comerciante  al  sobreser  el  pago  corrienle  de  sus  obligaciones,  y  en 
vista  de  lo  que  en  ella  resulta;  y  justificadas  las  causas  que  han 
producido  la  quiebra,  se  juzga  al  quebrado  aplicándole  la  pena  en 
que  haya  podido  incurrir  según  las  leyes. 

Nuestra  legislación  tenia  ciertamente  un  vacio,  cuando  la  pieza 
de  calificación  se  formaba  ante  el  Tribunal  de  Comercio,  con  la  so- 
la intervención  de  los  Síndicos  y  del  Juez  Comisario,  faltaba  en 
aquel  procedimiento  una  parte  principalísima,  cual  es,  la  represen- 
tación de  la  sociedad  que  tiene  interés  en  conocer  las  causas  de  esos 
acontecimientos,  trascendentales  siempre  en  la  vida  del  crédito» 
elemento  poderoso  de  la  riqueza  de  los  individuos  y  de  las  naciones; 
pues  los  acreedores  del  quebrado  no  aspiran  nunca  con  sus  gestio- 
nes á  más  que  al  cobro  de  sus  créditos,  y  una  vez  realizado  ésto, 
para  ellos  la  quiebra  no  tiene  consecuencia  alguna,  su  interés  no  pa- 
sa más  allá;  mientras  que  la  sociedad  siempre  queda  perjudicada  por 
tales  sucesos,  que  hacen  sentir  sus  consecuencias  en  distintas  esferas 
de  la  vida,  y  son  debidos  lal  vez,  á  hechos  que  caen  perfectamente 
bajo  fa  jnrisdiccion  de  la  ley  penal.  Por  esta  razón  el  decreto  de  6 
de  Diciembre  de  1868,  dio  intervención  en  este  procedimiento  al 
Ministerio  fiseal,  reaUzando  además  otra,  adelanto  nada  insignifi- 
cante para  ios  efectos  indicados,  cual  es  la  supresión  de  los  Tribu- 
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nales  de  Comercio,  vÍQÍendo  á  ser  todas  las  contiendas  mercantiles 
objeto  de  la  jurisdicción  ordinaria.  Hoy  el  mismo  Juez  que  califica 
la  quiebra  aplica  la  pena,  sí  hay  lugar  á  ello  por  haberse  calificado 
aquella  de  3/,  4/  ó  l{/  eltse>  previa  formación  del*49orrespon- 
diente  causa  criminal,  y  la  miMia  represeMieton  fiscal  qn«  h¿  ki- 
tervenUo  en  ia  calífieafcioii  de  la  prueba,  m  parte  en  la  canea,  y 
pide  el  cumplimientode  bte  leyes^  porque  se  Mta  de  casHi^r  «a  he- 
cho coosídeFario  como  delito  ó  falta  en  auejptro  G6digo. 

Son,  pQO»,  muy  importantes  tas  funciones  que  el  represéntame 
ik  la  ley  cumple  en  los  expedieaCes  de  la  quiebra;  sin  ^úAmireo  de* 
be  advertirse  que  do  tiene  tniciatiya  ea  ios  expedientes  de  catífica- 
ek»,  qae  estos  se  fórvian  según  el  artíoalo  H3&  del  Código  de  Ce* 
nercio  con  el  informe  del  Comisario ,  y  ia  osposioioa  cirounstaa- 
ciada  que  los  Síndicos  están  obligados  á  presentar  en  el  término  de 
id  días  siguientes  á  su  nombramiento  sobre  Ins- caracteres  que  pre- 
sentó la  quiebra,  debiendo  fijar  determinadamente  la  clase  en  que 
crean  que  deba  ser  calificada,  y  que  sólo  pasan  el  informe  y  la  ex* 
posición  al  Promotor  fiscal  del  Juzgado,  para  sí  eaoontrare  delito  d 
\  fialta  promover  su  castigo  con  arreglo  á  las  leyes.  De  suerte  qae 
mientras  el  Comisario  y  los  SiodiCos  de  la  quiebra  no  cumplen 
sus  respectivas  obligaciones,  presentando  el  informe  y  la  expoeiciaQ 
mencionados,  el  Ministerio  ñeteA  nada  hace  porque  no  ba  empezado 
aun  el  juicio  de  calificación,  ni  ha  podido  llegar  la  época  del  tras- 
lado para  que  lo  examine  y  dé  ^u  dictamen,  porque  ese  juicio  le 
prepara  el  Comisario  y  se  forma  coa  tos  datos  que  éste  y  los  Sindi- 
eos  presentan  al  Juzgado,  en  vista  de  lo  que  aparezca  de  los  libroa 
y  papeles  del  quebrado  y  de  la  relación  qae  el  comerciante  habia 
presentado  al  Juzgado  al  declararse  en  estado  de  quiebra;  en  laato 
pues,  que  esos  datos  no  se  hayan  reunido^  mientras  oo  exista  la 
pieza  de  calificación,  el  Miaisierio  fiscal  no  tiene  intervendan  en  el 
expediente  de  la  quiebra.  Esto  se  deduce  de  las  disposíciofles  M 
Código  de  Comercio  y  déla  ley  procesal  vigente  en  materia  mercan- 
til; y  so  raiM  se  com^prende  fóciimeate  una  vez  estudiado  el  espí- 
ritu que  dominaen estas  disposiciones,  aun  después  de  ia  reforma 
efectuada  por  el  decrete  de  unificación  de  fueros. 

Se  ha  hecho  disli»cion>  como  era  natural,  entre  los  intereses 
de  los  acreedores  del  quebcado  y  el  interés  de  la  sociedad  en  estos 
juicios;  todos  tienen  allí  su  representación  legitima,  los  primeros  ya 
por  los  mismos  acreedores  en  la  junta  general  ó  en  los  Síndicos  que 


DEL  COXVEf^O   OC  ESPERA  EN  LAS  QUIEBRAS.  119 

lleTao  la  admioisti^cíoD  4^  i^  quiebra,  y  el  segundo,  repv69eiitado 
por  eH  MiiH$|^rio  i|^cal«  pero  es  ¡^  ^to  qi^e  1^  l^y  h^  dfuio  pe efe- 
reocii^  á  Iqs  acreedores,  4  pe^ar  4^  que  ^o  aspH^n  á  loás  que  al  co- 
bro de  sus  créditos,  y  conQaodo  t||l  vez  más  de  Ip  qqe  himbiera  sido 
)U8to  ea  la  posición  de  estos  ea  {r^ute  deil  quitado,  le^btie^osti* 
tttido  ea  aoa  especie  de  jwr^o  qi}e  pueda  decidji  KKbiie  la  ooaduc- 
ta  de  esle  ajo  re^eurs^  9^(K^Po  >  s^lv^iodoW  PPiT  sm  sólq  convei^p  en 
primera  ja^^,  baait^  4b  i»  pen^  que  kybie^a  podido  ^piican»e,  si 
eiaminaiia  la  «miebraf  hijibiera  i^erecido  cierta  calificaciftn. 

£1  ÍDterés  de  la  sociedad,  que  09  b^  de  recibir  liada  del  qiiebra- 
de  aapicaado  sólo  al  eumpliiniento  di&  la  ley^  est^  d<ispiues  de  lo»  in- 
tereses de  Ips  i^creedoües,  y  d^  a<|ui  el  q^e  el  Ministerio  fiscal  no 
rea  una  pají^  principal  m  el  pfocedijoiiento  genejral  de  la  quiebra, 
ÍBter viniendo  solamente  en  el  ei^pediente  de  qalvficacion,  y  esto  sin 
qoe  ea  él  tenga  la  üivieiati va,  si«e  que  la  prepa^ a^oa  y  foj^piacion  de 
eale  e^edíenlo  ^^respp^  á  ios  acreedores  que  puíeden  absolver 
ó  cendrar  por  sí  misinos  cqii  su  vo(o  y  sin  ulterior  recurso  al 
quebr^Q,. porque  segup  las  prescripciones  del  Código  de  Coinercio 
y  de  la  ley  procesal^  es  indispensable  la  práctica  de  las  diligencias  á 
que  se  refieren  en  sus  ar^ict^los  1139,  párrafo  1/  y  2.*  y  243  y  344 
respectivamente.  La  posición  de  los  acreedores  del  quebrado  qo  lle- 
va á  éstos  directamente  al  castigo  de  aquel  i  así  es  que  los  Sín- 
icos no  tieaea  por  sí  verdadero  interés  en  la  pieza  da  caUficacion, 
la  instruyen  porque  así  lo  e^tige  la  ley  y  |a  preceptúa  clari.  1137, 
pero  si  se  olvida  este  precepto,  si  jú  el  Comisario  ni  los  Síndicos 
Gumpkaeso  que  para  ellas  es  uea  verdadera  y  formal  obligación, 
el  Ministerio  fiscal  no  puede  compelerlos  á  ella,  sólo  el  Juzgado, 
porque  b^y  eseompetenie  la  jarisdiocion  ordinaria»  podrá  oideaarla 
la  preseatadon  del  informe  y  e^posieion  4  que  í^ptes  nos  hemos  re- 
ferido, más  siempre  resultará  que  mientras  esto  no  se  cumple,  al 
MÍAjslerio  iiseal  no  se  le  ba  «concedido  una  iisUervencíon  deter- 


Pera  se  dice  e«  la  consulta  que  el  quebrado  tenia  lui  convenio 
hecho  ya  de  eyieo  anos,  el  cual  no  babia  cumplido,  y  para  la  cues* 
tion  que  nos  ocupa  es  la  misma  la  soinojon  en  este  caso;  se  trata, 
cieitameale»  de  eumplir  lo  coavenid<>»  si  esto  no  es  posible>  si  ha 
llegado  á  ser  verdadere  q^uebrado  el  eomerciante,  ^ao  nazon  á  que 
no  paga,  podrán,  es  cierto,  seguirse  todqs  los  trámites  del  estado 
de  quiebra;  mas  e4)tre  tanto  que  uo  se  bayan  presentado  por  el 
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Comisario  y  los  Síndicos,  bien  por  su  iniciativa  ó  por  orden  del 
Juzgado,  el  informe  y  exposición  qae  prescriben  los  arlienios  íiZ9 
del  Código  y  243  y  244  de  la  ley,  no  ha  empezado  el  expediente 
de  caliGcacion  de  la  qnrebra,  y  su  iniciación  por  ningon  precepto 
legal  corresponde  al  Ministerio  público. 

La  complicación  del  asunto  es  más  grave,  si  como  se  expone  en 
la  primera  pregunta  consultada  hay  pendiente  una  cuestión  de 
competencia,  y  nada  de  extraño  tiene  entonces  el  estado  en  que  se 
encuentra  la  pieza  de  calificación  de  la  quiebra,  como  igualmente 
todo  el  procedimiento  en  general. 

Si  toda  actuación  judicial,  toda  demanda  ha  de  entablarse  y  se- 
guirse ante  Juez  competente,  promovida  cuestión  sóbrela  competen-» 
cia  del  Juzgado,  hasta  que  esta  se  decida  necesariamente  habrá  de 
quedar  en  suspenso  el  procedimiento  de  la  quiebra;  y  no  se  rcOere 
este  principio  sólo  á  la  pieza  de  calificación,  por  lo  que  pudiera  re- 
Terirse  á  la  consecuencia  penal  de  la  misma,  no,  porque  en  suspen- 
so quedan  todas  las  piezas  formadas  en  las  diligencias  de  la  quie- 
bra, y  de  aquí  el  que  no  pueda  seguirse  tampoco  la  de  calificación. 

Hemos  contestado  con  lo  expuesto  á  las  dos  primeras  preguntas 
que  se  hacen  en  la  consulta  y  pasamos  á  ocuparnos  de  las  dos  res* 
tantes. 

Los  hechos  que  se  examinan  por  el  Comisario  y  los  Síndicos 
como  causa  y  origen  de  la  quiebra,  pueden  ser  de  diverso  género; 
para  conocer  ésto  basta  examinar  los  artículos  1005  y  siguientes 
del  Código  apreciados  en  conjunto  y  decidiendo  sobre  la  califica- 
ción de  la  quiebra,  y  dan  motivo  á  un  procedimiento  criminal,  si 
esta  es  calificada  de  tercera,  cuarta  ó  quinta  clase.  Más  aun,  se-^ 
gun  el  texto  del  art.  1140,  si  el  Ministerio  fiscal  observa  en  la 
conducta  del  quebrado  que  éste  ha  cometido  delito,  debe  promover 
su  castigo  con  arreglo  á  las  leyes.  Siendo  esos  hechos  conocidos  aun 
antes  de  empezar  el  expediente  de  calificación  puede  suceder  que 
alguno  de  ellos  de  mayor  signi6cacion,  independiente  en  sí  de  los 
resultados  de  la  quiebra  ó  habiendo  contribuido  también  á  esta,  dé 
lugar  por  su  naturaleza  al  procedimiento  criminal  establecido  para 
castigar  á  los  culpables  infractores  del  derecho  y  violadores  de  la 
justicia^  en  este  caso,  denunciado  ese  hecho  en  forma  á  los  Tribu- 
nales, no  pueden  en  manera  alguna  detener  su  persecución  por  los 
medios  legales  sin  esperar  al  resultado  de  la  quiebra. 

El  comerciante  quebrado  que  antes  de  declararse  en  quiebra 
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cometió  el  delito  de  estafa,  qoe  eslo  es  en^último  término  lo  que  se 
menciona  en  la  consulta^  puede  y  debe  ser  perseguido  por  este  de- 
lito independientemente  del  estado  de  la  quiebra»  y  cualesquiera 
qne  sea  la  marcha  que  ésta  siga,  porque  el  hecho  sólo  de  distraer 
pertenencias  de  la  quiebra  constituye  un  fraude  de  los  intereses  de 
Ips  acreedores,  es  un  engaño  efectuado  en  perjuicio  de  éstos,  y  como 
este  hecho  punible  puede  ser  perfectamente  independiente  de  los 
resuItMos  de  la  qaiebra,  una  rez  denunciado  como  delito,  debe 
sustanciarse  independientemente  de  la  quiebra  y  sin  atender  al  es- 
tado en  que  ésta  se  encuentra. 

Ni  siquiera  puede  presentarse  como  obstáculo  para  esta  solución 
la  competencia  entablada  y  cuya  tramitación  tiene  en  suspenso  el 
procedimiento  de  quiebra,  porque  siendo  la  competencia  distinta  en 
materia  criminal,  si  para  el  conocimiento  de  la  causa  qne  se  ha  de 
formar  no  surgiera  otro  incidente  del  mismo  género,  porque  empe- 
zara las  diligencias  el  Juez  del  lugar  en  que  se  cometió  el  delito,  que 
es  el  competente  en  primer  término,  continuaría  la  causa  sin  entor- 
pecimiento alguno  por  el  expediente  de  calificación  que  ha  de  in- 
coarse en  el  juicio  universal. 

Se  trata  de  do»  hechos  distintos  que  tienen  procedimiento  espe- 
cial distinto  también  y  pertenecen  á  diferente  materia  dentro  del 
derecho;  deben  tramitarse  independieniemenle  cada  cuál  según  los 
preceptos  jurídicos  aplicables,  porque  así  como  no  hay  incompatibi- 
lidad en  los  hechos  no  la  puede  haber  tampoco  en  las  acciones  á 
que  dan  origen,  mucho  más  siendo  aquellos  de  distinta  apreciación 
jurídica. 

A*  Gbarrin. 
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Discurion  en  la  Academia  Matritensk  de  Jorisfrodencia  y  Leoi^- 
LACioN,  de  la  Memoria  del  Sr.  Chátrin  (1). 

Abierta  discasíon  sobre  U  Memoria,  el  Sr.  Bí^ntaln  OasUJm  Q9ó 
el  primero  de  la  palabra  en  contra. 

Comenzó  drciendo,  que  maceándose  como  objeto  y  base  fundamen- 
tal de  la  Iglesia  católica  el  derecho  á  la  predioaeion  de  la  verdad*  6  iOn 
das  las  religiones  son  verdad,  lo  que  es  qq  absurdo,  ó  sólo  ella  ppede 
abrogarse  ese  derecho,  el  cual  debe  tener  todas  li^s  condiciones  propias 
de  la  libertad  para  que  pueda  exigirse.  Que  la  Iglesia  no  hiso,  como  se 
sopoDe,  concesiones  para  alean tar  el  triunfo  en  los  ti«mi)ps  4^  Goue" 
tantino.  no  perdiendo  en  su  consecuencia  su  libertad;  porque  el  cambio 
que  puao  vertñcar  fué  un  cambio  natural,  conquistado  con  su  sangre 
en  el  martirio;  y  que  si  bien  In  Iglesia  se  quejó  al  poco  tiempo  delae 
intrusiones  del  poder  civil,  fué  por  un  resabio  de  gentilisioo  de  los  Emr 
peradores  cristianos,  con  los  que  se  mostró  tan  fuerte  como  lo  había  sido 
con  los  gentiles.  Que  la  Iglesia  no  podía  hacer  concesiones,  por(|Ue  ño- 
po lia  ni  puede  abdicar  de  las  facultades  eoncedidas  p9r  iesueriMoi;  f 
que  si  ha  becho  alguna  concesión,  esas  concesiooes  no  entran^^n  eq  |^ 
parte  espiritual,  sino  que  están  dentro  del  terreno  canónico,  como  por 
ejemplo,  los  paironalos,  lo  cual  puede  hacer  la  Igleeia  cono  le  llaee  el 
particular. 

Dijo  que  nada  tenia  de  extraño  que  la  Iglesia  alcanzara  gran  influjo 
des|)ues  de  la  caída  del  Imperio  romano;  porque  presentándose  ya  en 
la  historia  con  un  nuevo  carácter,  su  importancia  habla  de  ser  neoesm- 
riamente  mayor,  sin  que  fuese  su  ánimo  ambicioso,  lu  Ja  ambición  U 
llevase  á^srcar  la  unidad  católica,  sino  que  representando  un  gran  pa- 
pel en  la  sociedad,  lo  cual  se  explica  dada  su  mayor  cultura  y  su  me- 
jor organización  en  medio  de  generaciones  nuevas  que  se  acogían- á  su 
institución  protectora,  ella  había  de  aplicar  sus  doctriitas  para  formar 
la  vida  de  aquellos  pueblos. 

Aseguró  que  el  cambio  de  ciertas  facultados,  ya  radicando  en  los 
Concilios,  ya  en  el  Romano  Pontífice,  era  un  hecho  explicable  por  la 
historia  y  por  el  Derecho  canónico. 

Explicó  las  Reservas  por  el  Derecho  de  devolución;  porque  necesi- 
tando la  Iglesia  que  sus  nnes  se  cumplieran,  y  no  pudiondo  ó  no  que- 
riendo, por  varias  causas,  ios  Prelados  cumplirlos,  por  el  Derecho  do 
devolución,  el  Pontífíce  había  llamado  á  sí  esas  facultades  para  ejercer- 
las y  cumnlir  los  deberes  de  la  Iglesia,  no  siendo  los  Pontífices  respon- 
sables de  los  abusos  quf^  hayan  podido  cometerse;  porque  si  se  les  ha 
concedido  la  infalibilidad,  no  se  les  ha  concedido  la  impecabilidad. 

Extrañó  que  no  se  encontrara  en  la  Reforma  más  razón  que  la  am- 
bición del  Pontificado,  cuando  precisamente  la  Reforma,  uniendo  sa 
fin  al  fin  del  Estado  civil  se  hizo  vasalla  y  servidora  de  éste. 


(1)    Véase  la  Memoria  eo  el  tomo  anterior  de  noestra  Revista. 
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A&Atlió  que  U  Iglesist  y  el  "Estado  siempre  han  tenido  deslindados 
sas  campos,  como  lo  prueba  la  gi^rra  de  las  iavestidiiras,  en  la  que  k 
Iglesia  defendía  al  poder  espiritual  altamente  avasallado  por  el  peder 
temporal,  quizás  porqae  la  oondióon  feudal  que  tenian  los  Obispos  lo 
hacia  indispensable. 

Aseguró  que  la  libertad  ¿  indepeftdeucia  es  neoesaria  i  la  iglesia,  si 
ha  de  cumplir  el  fin  para  que  fué  creada,  como  lo  demuestra  el  caali- 
verio  de  Avignon,  durante  el  oual,  el  poder  espiritual  fué  vasallo  de  la 
Francia. 

Dijo  que  él  no  trataba  de  defender  los  $«tos  del  Poutífioe  Boniía^ 
rio  VI U,  especiaioieute  en  su  célebre  bula  Un^m  Sanctam;  pero  que  »o 
debe  condenarse' una  doctrina  por  las  apüfiaciones  erróneas  que  de  ella 
rehagan. 

Añadió  que  no  es  esta  época  de  luebar  ultramontanos  j  ragalistas, 
jinode  unirse  y  sacará  salvo  los  altos  principios  y  los  altos  funda* 
mentes  de  la  Iglesia  que  radiquen  eu  uno  ó  eu  otro  campo. 

Dijo  que  si  la  Iglesia  po  fuera  una  sociedad  encargada  da  una  m\^ 
sion  especial,  de  un  fin  religioso  que  interesa  á  todos  los  hombres,  y  sí 
sólo  una  sociedad  destinada  á  cumplir  £ines  secundarias,  su  separación 
del  Estado  podría  y  aun  debía  ser  completa;  perú  que  como  tiene  un  fin 
más  alto  y  elevado^  cual  es  el  cumplimiento  de  un  fin  total,  no  puede 
aislársela  de  cierta  influencia;  por  ejemplo  en  Ifi  enseñanza ;  porque, 
teniendo  la  misión  de  ense5ar  la  verdad  absoluta,  tiene  el  deber  deexa* 
minar  si  lo  que  se  enseña  es  conforme  ó  contrario  á  ella;  y  qua  aun 
snpoaiendo  que  pudieran  separarse  ambas  potestades,  no  habiendo  ya 
esiera  de  relajones  de  compenetrabiJidad,  podia  suceder  que  ambas 
potestades  chocasen,  lo  cual  es  una  dificultad  insuperable,  que  sólo 
puede  resolverse  por  instituciones  mixtas,  por  lo  que  se  explican  y 
tienen  su  razón  de  ser  los  Concordatos,  en  los  que  intervienen  dos 
autoridades  legitimas  y  soberanas. 

Manifestó  que  si  en  los  £st|idos*Unidos  se  cumple  la  teoría  de  la 
eeparacion  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  es  debido  tal  vez  á  que  aquella  na- 
ción tiene  una  fisonomía  propia;  porque  no  tione  tradición  ni  allí  do* 
mina  el  espíritu  de  las  demás  naciones;  porque  aquella  es  una  nación 
en  donde  ao  hay  masque  comercio;  pero  que  es  una  situación  tirante, 
que  tendrá  que  desaparecer  mauaua,  porque  la  Iglesia  católica  vá  dee- 
arrollándose,  y  bien  ésta  ú  otra  ban  de  triunfar  y  hacer  con  aquel  pue* 
hlo  lo  que  la  religión  católica  hizo  con  el  pueblo  romano. 

Diio  que  si  la  libertad  de  cultos  ba  sido  algunas  veces  una  verdad 
en  la  historia,  lo  ha  sido  en  momentos  de  lucha  religiosa  y  por  motivos 
políticos;  y  que  si  la  libertad  de  conciencia  debe  admitirse,  debe  admi- 
tirse también  la  libertad  de  religión,  dejando  libres  á  todas  d^ro  de 
un  Estado,  incluso  la  religión  oíahometaua  ó  la  roormónica,  puJKo  que 
la  moral  no  es  superior  á  la  religión. 

As^nró  que  la  Inglesia  tiene  que  ser  intolerante,  porque  defendien-' 
do  4a  verdad,  uo  puede  admitir  el  error,  y  tiene  que  ser  intolerante 
coa  él. 

Añadió  que  el  Estado  tiene  perfecto  derecho  para  mantener  la  uni* 
dad  de  religión;  porque  si  la  mayoría  de  un  pueblo  tiene  esas  idas,  pue-  . 
de  llevarlas  á  las  leyes  como  lleva  las  cuestiones  políticas. 

Defendió  calurosamente  los  Concordatos,  que  son  en  su  concepto 
una  fuente  legítima  de  derecho,  en  la  que  cida  potestad  sin  abdicar  de 
nada,  tiene  marcado  su  papel  en  la  proporción  justa  y  conveniente,  y 
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concluyó  manifestando  que  desde  el  mómeato  en  que  la  potestad  civil 
y  la  eclesiástica  se  convengan  y  hagan  nacer  condiciones  jurídicas,  y 
esas  condiciones  se  cumplan  siempre,  no  por  temor,  ni  por  razón  de  po- 
der, se  habrá  dado  un  gran  paso  en  el  camino  de  ia  separación  de  la 
Iglesia  y  el  Estado. 

£1  Sr.  Bchegaray  (D.  Miguel)  consumió  el  primer  turno  en  pro  de  la 
Memoria. 

Empezó,  manifestando  que  no  pensaba  tomar  parte  en  las  tareas  de 
la  Academia;  pero  que  desde  el  momento  en  que  había  oído  la  palabra 
Estado  y  la  palabra  Iglesia,  corría  presuroso  como  si  creyera  en  inmi- 
nente peligro  á  su  mejor  amigo,  y  corria  para  defender^  aconsejar  una 
separación  dolorosa,  pero  necesaria. 

Manifestó  que  si  las  ideas  cambian  con  el  tiempo  en  los  hombres,  y 
el  que  principia  por  ser  liberal  vá  siéndolo  cada  vez  menos,  hasta  que 
llega  á  ser  absolutista;  en  él  también  so  operaba  este  cambio,  aunque 
en  sentido  contrario;  porque  habiendo  empezado  por  ser  liberal,  lo  era 
cada  vez  más,  hasta  el  punto  de  tener  por  símbolo  esa  Trinidad  que  tie- 
ne por  nombre  libertad,  libertad  y  libertad. 

Dijo,  que  la  Iglesia  y  el  Estado  no  podrán  nunca  vivir  en  armonía, 
porque  el  Estado  con  su  Jefe,  sus  Cámaras  y  sus  Ejércitos,  la  Iglesia  con 
su  Pontífice,  sus  Concilios  y  sus  Obispos  son  dos  poderes  independien- 
tes y  dos  poderes  no  pueden  existir,  porque  uno  tratará  de  avasallar  al 
otro,  teniendo,  si  la  Iglesia  domina,  un  Pontífice  Rey,  y  si  el  Estado 
triunfa,  cm  (ley  Pontífice. 

Manifestó  que  el  poder  temporal  de  los  Pontífices  es  hoy  un  absurdo, 
y  que  lo  que  ha  dejado  de  ser  no  será  ya,  así  se  levantara  de  su  tumba 
el  mismo  Carlo-Magno.  Que  el  poder  temporal  ha  cumplido  su  misión 
en  la  Historia,  y  que  la  Iglesia  no  puede  ser  ya  más  que  lo  que  debe 
ser,  aquello  para  que  fué  instituida.  Aíiadió  que  no  comprendía  cómo 
el  que  tiene  el  cetro  del  dominio  universal,  en  su  calidad  de  represen- 
tante de  Jesucristo,  quiera  tener  el  cetro  de  Hey,  que  es  un  fantasma 
del  feudalismo  y  como  el  que  tiene  un  ejército  de  hombres,  mujeres  y 
niños,  quiera  tener  unas  cuantas  compañías  de  soldados. 

Aseguró  que  el  Estado  no  es  la  lleligion,  sino  la  ley,  el  derecho  y 
la  justicia;  y  que  si  para  realizar  estos  fines  el  Estado  pide  su  coopera- 
ción á  los  individuos,  éstos  deben  concederle  todo;  pero  que  sí  quiere 
ser  creyente  é  imponer  una  religión,  esto  no  puede  concedérseles,  por- 
que el  Estado  no  se  puede  bautizar,  ni  se  puede  casar,  ni  se  puede  mo- 
rir, porque  no  tiene  las  condiciones  -  morales  que  tienen  los  hombres, 
pudiendo  ser  ateo  impunemente,  toda  vez  que  es  el  ser  más  imper- 
turbable que  enliste. 

Dizque  el  hombre  tenia  varios  fines  que  realizar  en  la  vida:  que 
tenieim  el  fin  de  realizar  la  belleza,  unas  veces  le  aplicaba  al  mármol 
V  salia  la  Venus  de  Milo;  otras  ver.es  le  expresaba  por  medio  de  pala* 
bras  y  resultaba  La  divina  Comedia  del  Dante,  ó  el  Quijote  de  Cer- 
vantes; otras  por  medio  de  la  paleta  y  los  colores,  y  resultaba  el  Pdt- 
mo  de  Sicilia  de  Rafael:  otras  por  medio  de  sonidos,  y  era  la  Sinfonia 
Pastoral  de  Betowen:  que  otro  fin  del  hombre  es  la  religión,  el  cual 
debe  cumplir  independientemente  del  Estado,  porque  el  Estado  no  es 
el  arte,  ni  la  ciencia,  ni  la  enseñanza.  Añadió  que  la  Iglesia,  represen- 
tante de  la  ciencia  en  la  Edad  Media,  no  podría  hoy  enseñar  nada,  da- 
das las  modernas  escuelas,  que  no  conoce  ni  puede  conocer,  porque 
las  rechaza  todas,  y  que  lo  único  que  podría  enseñar  eran  cursos  de 
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Deeretales  y  conferencias  dominicales  sobre  el  Syllahm^  siendo  U  sa- 
prema  inteligencia  en  la  suprema  ignorancia. 

Condenó  la  tolerancia  de  cultos,  diciendo  que  no  la  podía  admitir 
porque,  ó  el  Estado  tenia  que  defender  una  religión,  y  era  on  Estado 
religiosoí  ó  tenia  que  condenar  á  todas,  y  era  un  ateo. 

liefendid  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado  como  la  única  teoría 
aceptable:  el  Estado  viviendo  para  el  derecho,  y  la  Iglesia  viviendo 
para  la  religión.  Dijo  que  el  Estado  con  la  separación  no  puede  per- 
turbar á  la  Iglesia:  que  el  Estado  no  puede  sostener  el  culto  de  ésta, 
porque  es  ó  puede  ser  el  representante  de  algunos  que  no  pertenecen  á 
ella;  que  el  Estado  no  puede  entretenerse  en  arreglar  Diócesis  y  nom- 
brar Obispos,  porque  esto  es  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Iglesia, 
así  como  la  Iglesia  no  puede  penetrar  en  el  Derecho  civil  ni  penal, 
creando  instituciones,  delitos  ni  penas,  porque  esto  es  de  la  exclusiva 
competencia  del  Estado. 

Dijo  que  porque  hasta  ahora  no  haya  sido  un  hecho  la  separación  de 
la  Iglesia  y  el  Estado,  no  quiere  decir  que  no  lo  pueda  ser  en  adelante, 
pues  muchas  cosas  son  hoy  que  no  lo  habían  sido  nunca,  tales  como  la 
tolerancia  religiosa  y  la  libertad  de  cultos,  que  es  por  donde  ha  empe- 
zado á  realizarse  el  ideal  de  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado. 

Añadió  que  no  tenia  grandes  simpatías  por  los  Estados-Unidos; 
pero  que  no  era  cierto  que  en  aquella  nación  existieran  sólo  lazos  roer- 
cantiles,  pues  esto  no  puede  constituir  un  pueblo,  sino  que  lo  consti- 
yen  la  unidad  de  costumbres,  la  unidad  de  idioma,  el  vivir  bajo  el 
mismo  cielo  y  respirar  el  mismo  aire.  Que  aquel  pueblo  ha  llegado  á 
un  gran  estado  de  civilización  y  no  puede  ser  un  libro  de  cuentas  cor- 
rientes, sino  un  pueblo  separado  de  la  Iglesia  y  entregado  á  la  li- 
bertad. 

Aseguró  que  las  religiones  no  han  sido  más^uoila  traducción  de  la 
ley  moral  universal,  y  la  mejor  la  religión  católica. 

Hablando  del  poder  Pontificio,  hizo  la  historia  de  algunos  Pontífi- 
ces, deteniéndose  en  Gregorio  Vil,  que  representa,  según  el  Sr.  Bche- 
garay,  la  dominación  universal,  Inocencio  III  la  intolerancia  religiosa 
y  Bonifacio  VIH  la  parodia  de  Gregorio  Vil.  « 

Dijo  que  Gregorio  Vil  aspiraba  al  dominio  absoluto,  como  lo  probó 
én  aquel  simil  del  sol  y  la  luna,  añadiendo  que  en  aquel  Pontífice  hubo 
'  grandeza;  que  soñó  delirios,  pero  delirios  grandes,  que  cometió  erro- 
res y  excesos,  pero  excesos  y  errores  de  Titán. 

Aseguró  que  el  enemigo  más  encarnizado  de  la  religión,  ha  sido 
siempre  Roma.  Que  al  Pontificado  se  debe  la  intolerancia  religiosa,  lo 
cual  es  propio  de  todas  las  religiones  positivas,  que  amenazan  y  humi- 
llan, V  que  la  Iglesia  que  fué  perseguida  por  que  aspiraba  á  un  másalla, 
cuando  dejó  de  ser  perseguida,  empezó  á  perseguir;  citando  con  este 
motivo  los  nombres  de  Prisciliano,  Arnalao  de  Brescia,  Savonarola, 
Raimundo  de  Tolosa  y  Joan  Hus. 

Dijo,  que  boy  no  puede  ningún  pueblo  civilizado  presentarse  en  el 
concursó  de  las  demás  naciones  sin  llevar  la  libertad  de  caitos,  así 
como  los  individuos  no  pueden  presentarse  en  ciertas  reuniones,  sin 
llevar  el  frac.  Añadió,  que  un  pueblo  se  parece  al  Océano;  que  pene- 
trando en  él  las  ideas,  ya  no  pueden  salir,  como  no  pueden  salir  las 
aguas  del  mar. 

Manifestó,  que  todas  las  religiones  le  parecen  igualmente  respeta- 
bles; y  que  si  alguna  tiene  una  moral  más  ó  menos  verdadera,  como 
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nes  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  desconociendo  ó  tratando  de  deseono* 
cer  los  relevantes  servicios  oue  aquella  ha  prestado  y  puede  prestar  á 
este,  ayudándole  á  llevar  ajelante  la  civilización  y  el  progreso;  y  que 
sólo  con  el  auxilio  mutuo  de  ambas  institucíoaea  es  como  podrá  alcan- 
zarse tan  alto  y  levantado  pensamiento. 

£1  Sr.  Águila  Burgos  consumió  el  tercer  turno  en  pro  de *la  Me- 
moria. 

Comenzó  manifestando  la  dificultad  que  encontraba  al  terciar  en  un 
debate  tan  importante,  para  el  cual  se  necesitaban  dotes  de  qne  él  ca- 
recía, y  en  la  cual  habia  que  hablar  algo  de  religión,  siendo  él  tan  tole- 
rante en  este  punto,  y  teniendo  tanto  respeto  á  la  conciencia,  qne  el 
violentarla  le  parecería  el  mayor  atentado  que  puede  cometerse. 

Entrando  en  el  fondo  de  la  cuestión  dijo  que  entre  la  Iglesia  y  el  Es- 
tado, en  la  época  presente,  no  debe  existir  ninguna  relación,  debiendo 
existir  toda^.  Que  no  debe  existir  ninguna  relación  de  compenetrabili- 
dad,  ni  de  fusión,  ni  de  protección  por  parte  de  una  ú  otra  institución, 
debiendo  existir  todas  aquellas  relaciones  que  deben  existir  entre  dos 
instituciones  que  tienen  altos  fines  que  cumplir;  qne  tiene  la  una  la  mi- 
sión de  proteger  la  persona  y  los  derechos  del  nombre  desde  la  cuna 
hasta  el  sepulcro,  y  la  otra  la  misión  de  guiar  su  alma  por  la  senda  de 
la  virtud,  y  llevarla  cuando  se  separa  del  cuerpo  á  otra  vida  más  feliz  y 
duradera. 

Añadió  que  no  es  pK>r  odio  ni  por  desconfianza  por  lo  qne  se  pide  la 
separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  sino  por  el  bien  de  ambas  institu- 
ciones; por  la  imposibilidad  de  que  puedan  vivir  juntas  sin  grave  ries- 
go para  una  ó  para  la  otra. 

Dijo,  que  la  misión  y  el  objeto  de  la  Iglesia  está  determinado  por 
las  palabras  f>erdad^  gracia^  virtud,  ideas  que  se  refieren  al  alma;  que 
por  tanto  la  Iglesia  no  tiene  otro  objeto  que  la  santificación  del  alma, 

E residir  el  cumplimiento  del  fin  religioso  y  ser  la  intermediaría  entre  el 
ombre  y  Dios.  Que  el  Estado  es  la  ley,  el  derecho  y  la  justicia;  gue 
no  tiene  otra  misión  que  la  de  asegurar  y  garantizar  al  hombre  el  ejer- 
cicio de  sus  facultades,  y  que  el  Estado  desde  el.  establecimiento  de  la 
Iglesia  ha  perdido  la  dirección  de  las  conciencias.  Aftadió  que  la  iglesia 
necesita  condiciones  para  cumplir  su  misión,  como  las  necesita  para  la 
suya  el  Estado.  Que  la  Iglesia  necesita  un  sacerdote  que  predique  la 
verdad,  que  llame  la  gracia  y  enseñe  la  virtud;  que  necesita  nna  ge- 
rarquía  y  para  establecerla  necesita  libertad:  que  el  Estado  por  su  par- 
te necesita  un  poder,  una  organización  completa  en  consonancia  con 
su  misión  y  necesita  igualmente  libertad  para  ejercer  su  alto  ministerio 
de  proteger  la  realización  del  derecho.  En  nna  palabra,  decía,  la  Igle- 
sia y  el  Estado  son  dos  Poderes  independientes,  ^on  naturaleza  distinta, 
con  distinto  fin,  y  estos  dos  poderes  no  pueden  estar  confundidos  ni 
amalgamados. 

Para  que  dos  instituciones,  anadia,  puedan  unirse,  es  necesario 
que  esti^n  en  iguales  ó  idénticas  condiciones.  ¿Lo  están  hoy  la  igle- 
sia y  el  Estado?  preguntaba  el  Sr.  Águila  Burgos.  La  iglesia,  de- 
cia,  es  una  institución  esencialmente  autoritaria,  que  no  puede  ni 
debe  transigir  en  la  esfera  de  la  revelación  con  la  libertad  individual: 
el  Estado  es  nna  institución  protectora,  gue  tiene  que  dejar  al  indivi- 
duo su  entera  libertad  y  su  indapendencia  personal:  la  Iglesia  es  una 
institución  altamente  estacionaria,  es  hoy  lo  mismo  que  ayer,  mañana 
será  lo  mismo  que  hoy,  porque  su  misión  es  inalterable:  el  Estado  es  una 
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institacioQ  altamenle  progresiva,  es  hoy  distinta  de  ayer,  mañana  será 
distinta  de  hoy,  porque  su  objeto  varía  como  varía  el  tiempo  :  la  Igle* 
sia  conserva  hoy  el  criterio  de  Gregorio  Vil  é  Inocencio  111;  el  Estado 
de  boy  no  es  el  Estado  de  la  Edad  Media. 

Ahora  bien,  anadia,  si  se  unen  estos  dos  poderes  independientes, 
soberanos,  con  distintos  fines  y  tendencias  tan  opuestas,  sucederá  que, 
como  la  armonía  es  imposible  y  la  bistoria.claramente  nos  lo  demues- 
tra, un  poder  tratará  de  avasallar  al  otro  poder  para  hacerse  el  sobera- 
no. Si  vence  la  Iglesia,  (ay  de  la  libertad  individual  y  de  los  principios 
civilizadores!  Porque  la  Iglesia,  como  no  mirará  más  que  la  santifioa- 
cion  del  alma,  negará  al  hombre  su  libertad  y  sus  derechos  personales 
y  proscribirá  todo  lo  que  no  esté  dentro  de  sus  doctrinas  reveladas.  Si 
vence  el  Estado,  (ay  de  la  fé,  ay  de  la  religión!  Porque  el  Estado  sólo 
mirará  a!  bienestar  material  del  hombre  en  la  tierra,  sólo  atenderá  á  su 
persona  y  derechos  y  no  se  cuidará  para  nada  de  la  religión. 

Si  el  Estado',  anadia ,  tiene  el  deber  de  proteger  á  la  Iglesia,  de 
eonvertirse  en  salvaguardia  de  la  religión,  habrá  que  declarar  deli- 
tos todos  los  pecados  que  en  el  fondo  de  la  conciencia  pueda  cometer  el 
individuo.  Si  el  hombre  tiene  el  deber  de  buscarlo  bueno  y  abstener- 
se de  lo  malo,  y  el  Estado  tiene  que  prestar  condiciones  para  ello  habrá 
que  convertir  al  Estado  en  pedagogo  constante  del  individuo;  y  así  de 
consecuencia  en  consecuencia,  si  el  Estado  tiene  que  hacerlo  todo, 
habrá  que  reconocerle  su  omnipotencia,  y  al  reconocérsela  se  le  erige 
en  un  verdadero  Dios,  se  forma  una  teoría  de  panteísmo  universal, 
que  es  la  negación  del  dogma  fundamental  de  la  Iglesia.  Por  otra  parte, 
anadia,  como  los  derechos  y  los  deberes  son  recíprocos,  si  el  Estado 
tiene  el  deber  de  preteger  á  la  Iglesia,  tendrá  el  derecho  de  mandar 
on  ella,  porque  el  protector  está  siempre  sobre  el  protegido:  si  la  Iglesia 
tiene  el  derecho  de  que  el  Estado  la  proteja,  tendrá  el  deber  de  hacer 
algo  en  beneficio  del  Estado.  Y  por  último,  si  la  Iglesia  se  asocia  con 
el  Estado  estará  expuesta  á  las  influencias  del  Estado  y  á  las  conse- 
cuencias de  la  política  transitoria  y  variable,  y  la  doctrina  católica  es 
esencialmente  moral  y  no  política,  pues  Jesucristo  no  fué  un  reforma- 
dor político  sino  un  reformador  religioso. 

Han  pasado  los  tiempos,  continuaba,  en  que  pueda  defenderse  y  re- 
clamarse una  libertad  privilegiada  á  costa  de  la  libertad  de  los  demás. 
La  libertad  del  individuo,  como  toda  libertad,  para  que  tensa  condicio- 
nes de  existencia,  ha  de  moverse  dentro  de  un  círculo  de  libertad  co^ 
fflun.  Si  la  Iglesia  aspira  á  esa  libertad,  para  que  esa  libertad  se  re- 
conozca, es  necesario  que  empiece  por  reconocer  la  libertad  general. 

Añadió  que,  lo  que  se  quiere  con  la  protección  del  Estado,  es  esta- 
blecer la  unidad  religiosa,  como  si  fuera  posible  ahogar  la  voz  de  la 
conciencia;  como  si  estuviera  en  la  mano  del  hombre ,  borrar  lo  que 
respecto  de  su  Dios  lleva  cada  uno  escrito  en  su  corazón.  Añadió  que 
tienen  poca  fé  los  partidarios  de  la  unidad  religiosa  en  la  doctrina  de  la 
Iglesia  católica,  cuando  no  se  atreven  á  luchar  con  sus  adversarios.  Que 
si  tienen  fé  en  las  palabras  de  Jesucristo,  las  puertas  del  infierno  no 
prevalecerán  contra  la  Iglesia;  que  si  tienen  fé  en  las  profecías  y  creen 
que  pasará  el  cielo  y  pasará  la  tierra,  y  pasará  todo  antes  que  las  pro- 
fecías dejen  de  cumplirse,  no  se  «comprende  que  quieran  emplear  la 
coacción  y  la  violencia. 

Rechazó  el  cargo  que  se  hace  á  los  defensores  de  la  separación  de 
«er  ingratos  con  la  Iglesia,  que  tantos  servicios  ha  prestado  y  tan  alta 
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miftioii  ha  eumplido  en  la  historia  y  especialmente  en  la  Edad  Me- 
dia, diciendo  que  en  esta  época,  la  Iglesia  no  hizo  nada  que  merez- 
ca un  premia  extraordinario,  nada  que  no  estuviera  obligada  á  ha- 
cer en  cumplimiento  de  sus  doctrinas.  Que  si  en  aquella  época  en 
que  el  palacio,  la  casa  y  la  cabana  estaban  expuestas  á  los  azares  de  la 
guerra  v  sólo  se  respetaba  la  casa  del  Señor;  que  si  en  aquella  época 
en  que  el  noble  y  el  plebeyo  se  veían  obligados  á  vestir  constante- 
mente la  cota  y  á  dormir  arma  al  brazo,  y  sólo  los  respresentantes  de  la 
Iglesia  se  encontraban  tranquilos  bajo  las  bóvedas  de  los  conventos; 
que  si  en  aquella  época  en  que  cada  ciudad  y  cada  pueblo  eran  un 
campamento  y  un  campo  de  batalla,  y  por  todas  partes  reinaba  el  des- 
orden y  la  confusión  y  sólo  la  Iglesia  se  encontraba  en  condiciones  nor- 
males, sólo  ella  se  encontraba  en  condiciones  de  ser  el  Arca  Santa  don- 
de se  salvaran  de  aquel  naufrago  la  sociedad  y  la  civilización;  que  si  en 
aquella  época  la  Iglesia  no  hubiera  hecho  lo  que  hizo,  no  se  comprende 
cual  seria  su  misión  en  este  mundo,  ni  para  que  la  instituyera  su  divi- 
no fundador,  si  no  habia  de  cumplir  deberes  tan  sagrados  y  tan  en  ar- 
monía con  sus  doctrinas. 

Manifestó  que  el  Pontiñcado,  á  pesar  de  lo  que  en  contrario  se  ha- 
bía dicho  en  la  discusión,  ha  tenido  muchísima  importancia  como  po- 
der político.  Que  no  podía  decirse  que  no  ha  tenido  importancia  políti- 
ca una  institacion  que  ha  repartido  los  tronos  y  las  coronas  á  su  antojo; 
que  DO  puede  decirse  que  no  ha  tenido  importancia  política  el  Pontifi- 
cado, cuando  entre  el  catálogo  de  los  Papas  se  encuentra  un  Grego- 
rio Vil,  político  eminente,  que  imprimió  á  la  Iglesia  el  carácter  de  un 
verdadero  estado  político  y  que  aspiró  á  la  monarquía  universal:  un 
Inocencio  III,  que  se  mezcló  en  todas  las  guerras  de  su  tiempo  y  á 
fuerza  de  excomuniones,  entredichos  y  dispensas,  se  mezcló  en  todos 
los  Estados  que  le  miraban  como  un  oráculo:  un  Bonifacio  VIII,  que  se 
llamó  él  mismo  Emperador  y  César,  y  se  presentó  en  algunas  ocasionea 
con  los  ornamentos  imperiales;  aue  sostuvo  aquella  lucha  con  Felipe  el 
Hermoso,  en  la  cual  se  dio  por  la  Iglesia  el  paso  más  arriesgado  é  im- 
prudente, pues  en  aquella  lucha  y  por  medio  de  aquellas  celebres  bu- 
las Unam  Sanctam,  Cléricis  laicos  y  Ausculta  Jtli  se  desconocía  j  se 
negaba  el  poder  civil  y  se  excitaba  á  la  insurrección  y  á  la  desobedien* 
cía,  V  que  á  no  haber  sido  los  franceses  más  prudentes  y  más  políti- 
cos, la  Francia  hubiera  llorado  una  guerra  civil,  buscada  y  alimentada 
precisamente  por  quien  más  obligación  tenia  de  predicar  la  paz  entre 
los  hombres.  Añadió,  que  no  sabia  si  en  aquella  ocasión  tenia  razón  la 
Iglesia  ó  la  tenia  el  Estado;  pero  que  aun  suponiendo  que  la  tuviera 
aquella  v  no  éste;  que  aun  suponiendo  que  el  Estado  civil  por  boca  de 
Felipe  el  Hermoso  injuriara  á  la  Iglesia  en  la  persona  de  Boniflcio  VIII, 
éste,  el  representante  de  iésucristo,  en  vez  de  haber  empleado  las  ar- 
mas de  la  violencia  y  de  la  ira  debió  acordarse  de  aquellas  palabras  del 
Salvador,  pronunciadas  sobre  e<  Calvario  y  por  las  cuales  pedia  á  su 
Padre  el  perdón  para  sus  enemigos. 

Dijo  que  el  poder  temporal  de  los  Pontífices  habia  seguido  por  algún 
tiempo  con  importancia,  gracias  al  talento  de  algunos  de  sus  miembros, 
y  que  habia  caído  en  la  época  presente,  porque  ya  no  tenia  razón  de 
ser,  y  no  por  un  acto  de  fuerza  como  se  dice,  pues  la  fuerza  habrá  con- 
tribuido, cuando  más,  á  acelerar  el  suceso,  que  de  todos  modos  hu- 
biera sobrevenido. 

Aseguró  que  no  era  cierto  que  el  liberalismo  baya  sido  causa  de  di- 
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tensiones  en  la  Iglesia;  y  pregnntaba  con  tal  motivo  si  era  liberal  el 
Gobierno  que  dominaba  en  Alemania  en  tiempos  de  Enrique  IV,  qne 
tan  fiera  contienda  sostuvo  con  la  Iglesia;  si  era  liberal  el  Gobierno  que 
imperaba  en  Francia  en  la  época  de  Felipe  el  Hermoso,  otro  de  los  ba- 
talladores contra  la  Iglesia;  si  era  liberal  el  Gobierno  que  regia  los  des- 
tinos de  Inglaterra  en  los  tiempos  de  Enrique  VIH,  defensor  primero 
á»  la  Iglesia  y  después  su  mayor  enemigo;  si  era  un  Gobierno  liberal 
y  reformista  el  que  dominaba  en  España  y  Alemania  en  los  tiempos  del 
Emperador  Chirlos  Y,  que  llamándose  católico  no  tenia  inconveniente 
en  mandar  á  Roma  sus  legiones  para  recordar  y  aun  hacer  olvidar  los 
tiempos  de  Alarieo;  que  llamándose  defensor  del  Pontífice  no  tenia  in- 
conveniente en  encerrar  á  este  en  una  prisión,  si  bien  mandaba  á  sus  sOb- 
altos  hacer  rogativas  por  su  libertad.  Y  si  era,  por  último,  un  Gobier- 
no liberal  el  que  regia  á  la  señora  de  ambos  mundos  en  tiempos  de  Fe- 
lipe II,  que  trató  á  la  Iglesia  como  al  último  de  sus  subditos.  No,  decia, 
estos  Gooiernos  fueron  la  espresion  del  absolutismo  y  del  absolutismo 
mas  feroz.  Si  el  liberalismo  ajustara  cuentas  con  la  Iglesia,  tal  vez  ten- 
dría un  saldo  á  su  favor. 

{Qué  mayor  gloria  para  la  Iglesia,  concluía  diciendo  el  Sr.  Águila 
Burgos,  que  alcanzar  un  día  en  que  pueda  decir:  «nací  pobre  y  humil- 
de en  an  rincón  de  la  Palestina;  mis  doctrinas  derribaron  los  ídolos  del 
antiguo  paganismo;  fui  perseguida,  y  la  sangre  de  mis  mártires  ahogó 
la  tiranía  imperial  y  lavó  los  vicios  de  aquella  sociedad  corrompida, 
asentando  sobre  nuevas  bases  á  la  señora  del  mundo ;  llegó  una  época 
en  qne  vi  por  el  suelo  los  altos  poderes  del  Estado,  y  yo  los  recogí,  sal- 
vando de  nuevo  á  la  sociedad  ;  y  al  llegar  los  tiempos  en  que  el  Estado 
civil  se  encontraba  ya  en  condiciones  de  poder  cumplir  su  misión  ,  yo 
le  devolví  aquel  depósito  sagrado ,  quedándome  sólo  con  las  armas  es- 
pirituales ,  eon  la  palabra  y  con  el  ejemplo ,  y  con  esas  armas  jie  ven- 
cido: coa  esas  armas  no  he  conquistado  territorios ,  pero  he' conquista*^ 
do  corazones;  con  esas  armas  no  he  librado  batallas  sangrientas)  pero 
he  hecho  batallar  á  las  conciencias  que  se  me  han  rendido  á  discreción; 
eon  esas  armas,  en  fin  ,  no  domino  en  tal  ó  cual  parte  de  la  tierra ;  mi 
poder  se  extiende  por  todo  el  Universo ;  soy  ,  pues ,  la  primera  insti-- 
tocion  del  mundo»! 

El  Sr.  Gurda  Goüi  impugnó  á  su  vez  la  Memoria,  diciendo  que  era 
imposible  separar  el  Estado  de  la  Iglesia,  so  pena  de  destruir  ambas 
instituciones  y  hacer  imposible  el  fin  para  que  han  sido  creadas. 

Defendió  la  unidad  religiosa  como  necesaria  para  llegar  al  fin  que 
el  hombre  tiene  que  cumplir,  dicieodo  que  en  España  esa  unidad  está 
además  reclamada  por  la  historia,  por  la  fé  y  por  las  costumbres  del 
pueblo  español. 

Defendió  las  órdenes  monásticas,  por  los  grandes  servicios  que  á  la 
cansa  de  la  civilización  han  prestado,  y  especialmente  á  la  orden  de  los 
Jesuítas,  extrañando  que  los  hombres  que  se  precian  de  liberales  con- 
denen y  acriminen  á  la  Compañía  de  Jesús,  siendo  así  que  los  Jesuitas 
fueron  ios  primeros  demócratas  que  con  sus  teorías  y  con  sus  doctrinas 
liberales  se  opusieron  constantemente  á  las  invasiones  y  á  los  excesos 
délos  Monarcas.  Dijo  que  á  esta  orden  se  la  habla  condenado  con  pa- 
sión y  sin  pararse  á  examinar  sus  doctrinas,  *  habiendo  sus  enemigos 
conseguido  su  ruina  ayudados  por  Monarcas  egoístas  y  ambiciosos  que 
arranearon  de  un  Pontífice  débil  el  decreto  de  extinción. 

Concluyó  vindicando  á  la  escuela  llamada  ultramontana  y  defen- 
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diendo  el  Syllábut^  que  para  los  católicos,  dijo,  era  de  estricta  y  fiel 
observancia,  añadiendo  que  ese  documento  y  las  doctrinas  que  en  él  se 
sientan  no  están  dirigidos  á  los  que  no  se  encuentran  dentro  de  la  Igle- 
sia católica,  y  por  tanto  es  claro  que  para  ellos  nada  puede  representar 
y  nada  significa  la  palabra  del  Jefe  supremo  del  Catolicismo. 

£1  Sr.  Garda  Diaz  contestó  al  Sr.  García  Goñi,  defendiendo  las 
doctrinas  expuestas  en  la  Memoria  objeto  del  debate. 

Dijo  que  el  Estado  no  puede  ocuparse  de  los  asuntos  religiosos,  A 
menos  que  no  descuide  otros  intereses  y  otros  fines  de  cuyo  cumpli- 
miento está  encargado. 

Defendió  la  libertad  de  cultos  como  necesaria  para  la  nueva  vida  de 
las  sociedades  modernas,  contra  la  cual  atenta  la  intolerancia  disfraza- 
da con  el  nombre  de  unidad  religiosa. 

Condenó  en  la  época  presente  las  órdenes  monásticas,  como  opues- 
tas á  la  civilización,  al  progreso  y  al  trabaio,  y  dijo  que  no  era  cierto 
que  los  Jesuítas  pudieran  ostentar  el  título  de  demócratas,  al  menos  en 
el  sentido  que  se  dá  á  esta  palabra  en  los  tiempos  modernos. 

Negó  que  los  Jesuistas  hubieran  prestado  grandes  servicios  á  la 
causa  de  la  libertad;  pues  si  disputaron  á  los  Reyes  su  autoridad,  no 
fué  en  beneficio  de  la  libertad,  sino  en  beneficio  propio,  porque  aspi- 
raban á  ser  ellos  la  Autoridad  potente  sobre  la  tierra,  á  protesto  de  su 
amor  á  la  religión,  que  sin  duda  les  hizo  aplaudir  y  glorificar  el  acto 
llevado  á  cabo  -por  el  fanático  Jacobo  Clemente. 

Dijo,  que  no  se  espiicaba  cómo  si  los  Jesuítas  prestaron  tantos  ser- 
vicios á  los  pueblos  y  á  la  religión,  se  había  condenado  su  orden  por 
Monarcas  y  Pontífices,  y  concluyó  asegurando  que  el  Syllabus  ha  ve- 
nido á  poner  de  manifiesto  la  oposición  entre  las  doctrinas  de  la  Iglesia  y 
del  Estado,  oposición  que  hace  do  todo  punto  imposible  la  amalgama 
de  ambas  instituciones  en  la  época  moderna  que  es  la  época  de  la  filo- 
sofía y  de  la  razón. 

[Se  cofUinuará.) 


i^i9QsDQ)i  eosyoi^eKftf  HQA. 


lia  ley  penal. — Estudios  prácticos  sobre  la  interpretación  y  inteli- 
gencia y  aplicación  del  Código  de  f  87Ó,  por  D.  Manuel  Azcutia.— (1876. 
— Madrid. — Librería  de  San  Martin.) 

CoD  este  título  ba  dado  á  la  estampa  el  Sr.  Azcutia^  que  tan  dís- 
tingaido  puesto  ocupa  en  el  Ministerio  público  de  España,  un  libra 
por  extremo  útil  para  cuantos  se  dedican  al  estudio  de  nuestro  de- 
recbo  penal,  y  sobremanera  digno  de  llamar  la  atención  de  cuantos 
nos  interesamos  por  el  adelantamiento  y  mejora  de  la  administra- 
•  cion  de  justicia  y  militamos  en  la  comunidad  vastísima  de  los  servi- 
dores de  la  ciencia  del  derecbo. 

No  es  esta  ciertamente  la  primera  obra  jurídica  del  docto  Abo- 
gado fiscal  primero  del  Tribunal  Supremo^  con  cuya  amistad  nos 
honramos,  ya  ventajosamente  conocido  como  literato  cuando  las  obras 
tituladas  Derecho  criminal  publicado  en  1862  y  La  jurisdicción  real 
dada  á  luz  en  1865^  le  dier9n  nombre  y  reputación  de  jurisconsulto 
que  han  corroborado  sus  notables  dictámenes  é  informes  fiscales.  A 
pesar  de  las  graves  y  perentorias  ocupaciones  que  su  cargo  le  im- 
pone, y  de  las  dificultades  con  que  en  nuestro  desventurado  país  lu- 
cha todo  aquel  que  intenta  escribir  sobre  asuntos  de  justicia  y  re- 
formas legales,  ha  emprendido  un  trabajo,  si  bien  penoso^  digno  de 
general  aplauso  para  todos  los  que  anhelamos  ver  que  progresa  la 
cultura  jurídica  en  España,  y  que  se  aumenta  el  número  de  las  pro- 
ducciones  y  de  las  obras  sobre  el  ramo,  siempre  importante,  del  de- 
derecho penal  en  sus  diferentes  manifestaciones. 

Más  de  una  vez  nos  hemos  lamentado  al  ocuparnos  en  el  examen 
de  otras  publicaciones  de  esta  índole,  del  estado  de  la  bibliografía 
jurídica  en  nuestro  país.  Las  malas  condiciones  en  que  se  encuen- 
tran los  estudios  jurídicos  en  España;  la  instabilidad  de  nuestra  le- 
gislación que  muda  con  facilidad  pasmosa  á  impulso  de  la  política; 
las  estériles  y  funestas  luchas  de  ésta,  que  todo  lo  absorbe  y  todo  lo 
envenena,'  robando  á  la  ciencia  muchas  de  las  mejores  inteligencias, 
y  en  ftn,  las  continuas  agitaciones  y  la  febril  inquietud  en  que  vivi- 
mos, contribuyen  á  que  sean  pocos  los  libros  que  sobre  esta  materia 
vean  la  luz  entre  nosotros  porque  son  también  muy  pocos  los  hom- 
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bres  que  tienen  el  valor  de  coQsagrar  sq  tiempo  y  sa  inteligencia  al 
examen  y  estudio  de  las  leyes  de  hoy  que  positivamente  han  de  ca- 
ducar mañana. 

Con  razón  estampa  el  autor  del  libro  que  examinamos  en  el  pró- 
logo que  le  precede,  por  cierto,  brillantemente  escrito^  las  siguientes 
frases  que  no  podemos  menos  de  trascribir,  porque  conducen  á  nues- 
tro propósito  al  apuntar  estas  consideraciones  y  están  completamen- 
te de  acuerdo  con  nuestras  ideas:  « ¡Desdichado  el  pueblo  donde  la 
«justicia  vive  constantemente  combatida  por  los  partidos  y  ¿  mer- 
eced de  la  politica:  donde  la  voz  del  interés  particular,  traspasando 
»el  umbral  de  los  Tribunales,  ahoga  la  voz,  y  se  sobrepone  al  inte- 
»rés sagrado  de  la  ley:  donde  la  inamovilidad  del  Magistrado  es  un 
«sarcasmo  jurídico,  donde  la  responsabilidad  judicial  es  quimera!... 

«Cerca  de  medio  siglo  hace  que  bajo  el  aparente ,  siempre  laa-. 
.  «dable  propósito  de  estirpar  la  arbitrariedad  se  viene  legislando  en- 
»tre  nosotros  sobre  nombramientos  y  separación  de  Jueces  y  Hagis- 
«trados,  y  ello  es  que  hasta  ahora  la  arbitrariedad  subsiste  en  todo 
»su  horrible  poderío  y  prevalece  y  se  sobrepone  á  las  leyes  escritas 
«que  desaparecen  y  dejan  hueco  á  distintos  principios  de  otra  indo- 
«le,  donde  siempre  vá  envuelto  y  se  revela  el  interés  particular  ó 
«de  partido. « 

Tiene  razón  sobrada  el  autor;  esta  es  una  de  las  causas  de  que 
no  podamos  competir  en  publicaciones  y  estudios  jurídicos  con  otros 
pueblos. 

No  puede,  sin  embargo,  desconocerse  que  España  cuenta  con 
gran  número,  tal  vez  escesivo ,  de  Abogados  notables,  y  que  pocos 
pueblos  pueden  competir  con  el  nuestro  en  cuanto  á  las  cualidades 
que  á  los  Abogados  caracterizan ;  pero  es  lo  ciertp  que  casi  todos 
esos  eminentes  letrados  ocúpanse  más  en  trabajar  para  llegar  á  ser 
Ministros  de  Gracia  y  Justicia  y  dispensar  favores  á  los  amigos,  ó 
para  obtener  pingües  cesantías  y  reunir  en  breve  tiempo  un  capital 
importante ,  que  en  cultivar  la  ciencia  de  que  podían  ser  lumbreras 
y  maestros,  y  en  escribir  otra  cosa  que  no  sea  pedimentos,  alegatos 
ó  dictámenes. 

Así  es  que  el  Abogado  ó  el  funcionario  del  Ministerio  fiscal  que 
como  el  Sr.  Azcutia,  robando  el  tiempo  al  descanso,  se  hace  supe- 
rior á  las  circunstancias  que  le  rodean,  á  las  injusticias  de  que  ha 
podido  ser  víctima  y  á  los  aciagos  tiempos  que  atravesamos,  y  se 
dedica  á  escribir  y  publicar  libros  en  que  trata  materias  tan  inte- 
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restóles  para  todos,  contrae  sólo  por  tal  esfuerzo  mérito  señaladi- 
simo  é  indisputable. 

Tiene  por  objeto  esta  obra,  verdaderamente  útil,  por  lo  mismo 
que  es  eminentemente  práctica,  la  interpretación  basada  en  la  expe- 
riencia por  medio  de  ejemplos  históricos,  y  la  aplicación  comparada 
y  expuesta  magislralmente  de  cuantas  disposiciones  contiene  la  ley 
penal.  T  no  solamente  el  Código  vigente  de  1870,  siquiera  sea  éste 
el  fin  principal  de  su  estudio,  sino  de  los  preceptos  de  aquel  con  re- 
lación á  ios  anteriores  y  á  todas  nuestras  antiguas  leyes  patrias  y  ¿ 
las  más  conocidas  y  sabias  legislaciones  extranjeras,  en  lo  cual  ha 
estado  atinado  y  oportuno  el  autor  porque  nada  tan  conveniente  á 
nneslro  parecer,  y  acaso  tan  preciso  para  su  mejor  inteligencia  y 
más  clara  enseñanza,  como  la  comparación  metódica  y  razonada, 
artículo  por  artículo,  materia  por  materia  de  cuantos  preceptos  por 
su  similitud  ó  analogía,  constituyen  el  científico  organismo  de  esos 
antiguos  y  sagrados  libros,  amparo  siempre  y  garantía  de  toda  so- 
ciedad civilizada. 

Animado  de  este  propósito,  ha  adoptado  el  sistema  y  método 
exegético  generalmente  seguido  por  los  demás  tratadistas  contem- 
poráneos de  derecho  penal,  escribiendo,  por  más  que  modesta- 
mente lo  niegue  por  no  creerse  con  autoridad  bastante  para  ello, 
unos  comentarios  notabiiísimos  sobre  el  Código  penal  vigente.  T  en 
verdad  que  tanto  en  este  libro  como  en  alguno  que  le  ha  precedido 
en  el  estudio  de  aquel  cuerpo  legal,  se  observa  con  provecho  para 
la  ciencia  un  señalado  progreso  en  el  comentario  en  relación  con  el 
de  los  antiguos  expositores  de  nuestro  derecho.  Ta  el  ilustre  señor 
Pacheco,  por  más  que  se  dejó  llevar  con  exceso  de  su  afición  al  co- 
mentario á  que  era  inclinado  con  exageración,  ya  por  la  especiali- 
dad de  su  carácter  eminentemente  práctico,  ya  porque  desease  evi- 
tar los  escollos  de  los  sistemas  preconcebidos,  introdujo  una  notable 
reforma  en  el  método  y  forma  de  comentar  las  leyes.  Gl  comentario 
de  Pacheco  dista  un  abismo  del  de  nuestros  antiguos  comentaristas 
que  hadan  estéril  su  ingenio  á  fuerza  de  sutilizar,  creando  dificul- 
tades á  la  ley  y  á  los  Tribunales  en  vez  de  presentarles  sistemas, 
ideas  generadoras  que  le  sirviesen  de  faro  y  de  modelo.  El  comen- 
tario del  ilustre  estadista  constituye  un  verdadero  progreso,  y  há- 
llanse  en  él  razón  por  una  parte  y  erudición  conveniente  por  otra. 

El  Sr.  Azcutia,  como  el  Sr.  Groizard  á  quien  antes  nos  hemos 
referido,  han  seguido  todavía  con  más  amplitud  las  huellas  de  aquel 
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cooperar  ó  su  ejecucioa  personas  de  diferentes  clases  que  no  po- 
drían sin  injusticia  ser  cali6cadas  de  otro  modo.  Vemos  con  gusto 
que  uno  de  los  funcionarios  que  componen  el  «Ministerio  íiscaí  del 
TribunalSupremo,  invocando  esa  autoridad,  combale  aquella  doc- 
trina cuya  razón  legal  no  hemos  podido  encontrar  tampoco  ni  hallar 
la  virtud  derogatoria  del  párrafo  2/  del  art.  449  del  Código  que 
citaba  en  su  apoyo  la  expresada  sentencia,  considerando  los  ténui* 
nos  tan  explícitos  y  tan  fuera  de  duda  del  art.  i5  del  mismo  que 
define  la  complicidad. 

De  otras  doctrinas  consignadas  en  sentencias  del  mismo  elevado 
Tribunal  se  ocupa  el  Sr.  Azcutia  con  ejemplos  prácticos  y  con  de- 
mostraciones que  evidencian  la  razón  con  que  las  impugna,  siendo 
muy  de  notar  lo  que  expone  acerca  de  la  sentencia  de  i6  de  Di- 
ciembre de  iSl^  con  ocasión  de  tratar  del  art.  90  del  Código.  El 
autor  plantea  la  cuestión  en  los  términos  siguientes:  «Cuando  la  ley 
identifica  de  tal  manera  los  dos  delitos,  medio  necesario  el  uno  para 
cometer  el  otro,  que  los  considera  uno  sólo^  y  los  castiga  con  una 
sola  pena;  ¿puede  un  Tribunal  por  sí,  siquiera  sea  el  Supremo,  di- 
vidirlos y  separarlos,  y  bajo  el  concepto  de  haberse  extinguido  la 
acción  penal  en  aquel  que  fué  el  delito  fin,  por  ser  de  carácter  pri- 
vado, una  vez  dado  el  perdón,  dirigir  su  fallo  aisladamente  .4U)nlra 
aquel  otro,  que  fué  el  delito,  medio  nec>esario,  y  castigarlo? 

¿Dónde  está  el  precepto  legal  que  así  lo  autorice,  consienta  y  de- 
termine? En  ninguna  parte,  dice  atinadamente  el  ilustrado  Abogado 
Fiscal  de  aquel  Tribunal.  No  hay  hecho  criminal  cualquiera  en  que 
la  intención  no  lo  sea  todo,  sin  que  los  medios  de  realizarla  puedan 
ir  más  allá  de  ese  mismo  todo,  que  en  su  reunión  de  circunstancia^ 
más  ó  menos  independientes,  pero  enlazadas  entre  sí,  constituyen 
el  delito.  Era  éste  el  de  violación,  y  para  cometerla  tuvo  el  agre- 
sor, que  casó  después  con  la  ofendida,  que  entrar  en  la  casa  de  és- 
ta, allanando  su  morada:  ahora  bien,  dioe  el  autor,  «coando  la 
vTÍolacion  no  pudo  haberse  ejecutado  en  otro  paraje  ni  por  otro 
»medio  que  el  del  allanamiento,  no  es  posible  legal,  racional  ni 
^filosóficamente  que  ambos  actos  marchen  separados*  ni  que  por 
»más  accidentes  adversos  ó  favorables  que  luego  hayan  sobrevenid 
»do,  una  parte  del  hecho  común  desaparezca  y  otra  parte  quede 
»subsistente.  Dna  vez  muerto  el  corazón,  muere  necesariameníe  todo 
»el  cuerpo.» 

Sobre  los  efectos  de  las  penas,  y  cspecinlmente  sobre  la  forma 
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de  ejecución  y  ejemplaridad  de  la  de  muerte,  contiene  el  libro  datos 
y  observaciones  muy  atinadas,  en  cuyo  ex^en  sentimos  no  poder 
entrar  por  1;^  dimensiones  que  tiene  ya  esie  articulo,  al  cual  damos 
punto,  enviando  al  Sr.  Azcutia  nuestros  más  sinceros  plácemes,  y 
deseando  que  dé  pronto  á  la^estampa  el  tomo  á.*,  que  según  nues- 
tras Botieias  contendrá  un  curioso  estudio  sobre  las  reformas  pena« 
les  hechas  hace  tiempo  en  España  con  la  resena  biográfica  de  los 
Ministros  autores  de  las  mismas. 

Enrique  UccJay. 


Programa  de  las  lecciones  correspondientes  á  la  asianatura  de 
Historia  y  Elementos  del  derecho  civil  español  común  y  joral^  por  el 
Df.  D.  Domingo  Alcaide  Prieto,  Catedrático  numerario  de  esta  signa- 
tura en  la  Universidad  de  Zaragosa. 

Hemos  tenido  el  gusto  de  examinar  el  notable  Programa  que  ha 
publicado  nuestro  querido  amigo  el  Profesor  de  Derecho  civil  de  la  Uni- 
versidad de  Zaragoza,  el  cual  comprende  en  155  lecciones  todo  lo  que 
es  posible  estudiar  y  exigen  los  reglamentos  vigentes  para  el  curso 
elemental  de  dicha  asignatura. 

Froto  de  los  años  que  el  Sr.  Alcalde  lleva  explicándola  y  de  los 
profundos  conocimientos  que  en  ella  posee,  hay  una  regular  y  perfecta 
distribucio(i  de  las  materias  en  lecciones  que  abarcan  en  ordenado  sis- 
tema todos  los  pantos  fundamentales  ó  importantes  cuestiones  de  las 
instituciones  jurídicas. 

Está  dividida  la  asignatura  en  el  Programa  en  cuatro  partes.  La 
primera,  se  ocupa  en  3S  lecciones  de  la  Historia  de  nuestro  Derecho 
civil  común  y  foral,  presentando  una  noción  completa  del  origen,  vici- 
situdes y  desarrollo  del  derecho,  admitiendo  la  división  en  cinco  épo- 
cas que  comprenden,  desde  la  dominación  romana  hasta  nuestros  días, 
á  la  cual  denomina  «Época  de  codificación  ó  contemporánea.» 

La  parte  segunda  estudia  las  Nociones  preliminares  del  derecho  y 
el  tratado  de  las  personas  (la  familia),  repartiendo  en  38  lecciones  cues- 
tiones interesantes  como  las  que  se  refieren  á  la  naturaleza  y  esencia 
del  derecho,  sos  divisiones,  la  jurisprudencia,  la  ley  etc.,  como  igual- 
mente todo  lo  referente  al  tratado  de  las  personas;  su  definición,  divisio- 
nes, estado,  matrimonio,  sus  efectos  hasta  terminar  por  el  registro  pú- 
blico de  las  personas  con  arreglo  á  las  ultimas  disposiciones.  Correspon- 
de la  tercera  parte  al  tratado  de  las  cosas  (la  propiedad),  y  principiando 
por  la  idea  general  de  las  cosas,  relaciones  de  estas  con  las  personas, 
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derechos  reales,  tratando  el  primero  el  de  propiedad,  su  naturaleza,  es- 
tensión  y  modificaciones  en  las  que  se  incluyen  la  accesión ,  vincula- 
ciones, Patronatos  y  Capellanías,  modos  de  adquirirlo  y  perderlo,  exa- 
mina los  demás  derechos  reales,  posesión,  servidumbre,  censo,  hipoteca, 
estudiando  respecto  de  esta  última  los  sistemas  hipotecarios  y  nuestra 
legislación  actual  sobre  la  materia,  y  todo  lo  correspondiente  al  registro 
de  la  propiedad.  Continúan  las  herencias  testamentaria  é  intestada, 
según  la  legislación  general  ó  de  Castilla  y  según  los  fueros  especiales, 
todo  lo  cual  ocupa  hasta  la  lección  185.  £1  tratado  de  las  obligaciones, 
ó  derecho  personal,  es  la  materia  de  estudio  de  la  i.^  parte  del  progra- 
ma, ocupándose  con  bastante  extensión  de  esta  materia,  examinando 
el  origen  de  la  obligación  en  la  esfera  del  derecho  privado,  su  natura- 
leza y  objeto,  definición,  fundamento  de  los  contratos,  sus  clases,  y  de- 
teniéndose en  los  principales  de  estos,  termina  con  los  que  tienen  por 
fuente  los  delitos  y  cuasi-delitos. 

Aparte  de  la  obligación  que  imponen  los  reglamentos  vigentes  de 
Instrucción  pública,  es  verdaderamente  de  alto  interés  la  formación 
del  programa  para  el  estudio  de  cualquiera  asignatura,  porque  si  ha 
de  estudiarse  una  ciencia  con  verdadero  método,  necesita  la  juventud 
ser  guiada  por  la  mano  experta  del  Profesor  que  es  el  encargado  de  di- 
rigir su  inteligencia  por  el  camino  que  puede  conducir  más  fácil  y  bre- 
vemente al  conocimiento  de  las  distintas  ramas  del  derecho. 

En  este  concepto,  el  Sr.  Alcalde  ha  prestado  un  verdadero  servicio  á 
la  enseñanza,  porque  su  programa  reúne  las  condiciones  del  buen  mé- 
todo, claridad  y  sencillez,  tan  indispensables  para  el  estudio  elemental 
de  una  ciencia,  y  si  á  esto  y  á  la  buena  distribución  de  las  materias  de 
la  asignatura  en  las  diversas  lecciones,  se  añade  las  interesantes  notas 
bibliográfíco-cronológicas  que  inserta  como  apéndices,  presentando  una 
lista  de  las  obras  históricas  del  siglo  pasado  hasta  el  último  año,  y 
otra  noticia  de  las  obras  elementales  y  doctrinales  del  Derecho  civil, 
común  y  foral,  que  alcanza  al  siglo  XVI,  se  comprenderá  lo  útil  que 
este  trabajo  ha  de  ser  para  sus  discípulos,  al  mismo  tiempo  que  demues- 
tra los  profundos  conocimientos  de  distinguido  Profesor  de  la  Univer- 
sidad de  Zaragoza. 

A. 
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Estudios  eeooómleos  y  soelales  por  D.  Gumersindo  de  Az- 
cÁRATB,  ex-profesor  de  Legislación  comparada  de  la  Universidad  de 
Madrid.— I  vol.  en  8A— Libr.  de  Vid.  Suarez,  1876.— Precios  iO  ys, 
Madrid,  it  en  provincias. 

Diversos  artículos  publicados  há  tiempo  eo  periódicos  y  revistas 
es  lo  que  contiene  este  volumen,  y  si  no  es,  por  tanto^  una  novedad 
cientíiica,  no  deja  el  último  libro  del  Sr.  Azcárate  de  ser  digno  de 
especialísima  mención  y  detenido  eetudio,  porque  al  presentar  reu- 
nidos y  con  cierta  relación  esos  trabajos,  puede  decirse  es  el  pri- 
mero que  trata  detenidamente  entre  nosotros  de  examinar  y  resol- 
ver los  problemas  económicos  y  de  sociología,  cuya  solución  anhe- 
lan todos  los  pensadores  del  mundo  moderno  y  exigen  cada  vez  más 
imperiosamente  las  necesidades  de  los  tiempos. 

Cualquiera  que  conozca  alguno  de  estos  Esludios,  no  podrá 
menos  de  apreciar  los  nobles  deseos  y  los  altísimos  puntos  de  vista 
que  para  determinar  el  carácter  de  la  Economía  política  y  su  situa- 
ción actual  entre  las  ciencias,  trae  el  antiguo  profesor  ^de  Legisla- 
ción comparada  de  la  Universidad  central.  Bastante  conocido  es 
su  nombre  para  que  sea  preciso  alabar  este  libro;  el  índice  de  su 
contenido  basta  para  enaltecerlo,  aquí  donde  si  sobra  quien  se  de- 
dique á  comentar  códigos  y  leyes^  falta  y  falla  casi  por  completo 
quien  estudie  desde  más  alto  lugar  las  cuestiones  y  trate  de 
analizar  y  resolver  lo  que  hoy  preocupa  á  todos  los  economistas, 
jurisconsultos  y  políticos  extranjeros. 

Comienzan  los  Esludm  económicos  y  sociales  por  uno,  en  que 
se  trata  de  determinar  el  objeto  de  la  economía  como  ciencia,  el 
cual  debe  ser  familiar  á  los  lectores  de  esta  Revista,  pues  en  ella 
apareció  por  vez  primera  hace  algunos  años  (t).  Después  de  consi- 
deraciones no  muy  extensas  sobre  la  naturaleza  del  individuo  y  de 
la  sociedad,  entra  á  examinar  las  definiciones  de  Say,  Dupont  de 
Nemours,  Sismondi,  Bastiat  y  otros,  que  dan  como  objeto  de  la  cien- 
cia económica  la  sociedad,  el  trabajo  ó  el  cambio  y  rechazando  unas 
por  demasiado  amplias,  otras  por  iosu6cientes,  trata  de  determinar 
lo  que  constituye  el  orden  económico,  siguiendo  las  enseñanzas  de 
Ahrens  y  afirmando  para  concluir  este  estudio  la  posibilidad  de  si$- 
te^natizar  la  ciencia  económica  bajo  el  principio  del  Cambio,  limita- 
do á  esta  esfera.  Como  prueba  de  ello  y  en  forma  de  Apéndice, 

(1)    Entregas  de  Abril  y  Mayo  de  1871 . 
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ofrece  el  autor  un  programa  de  £coaomía  en  que  después  de  iodi- 
car  como  preliminares  necesarios  el  estudio  del  hombre  y  de  la  so- 
ciedad, de  las  leyes  de  ésta  y  de  los  elementos  del  orden  económico, 
divide  la  ciencia  en  dos  partes  generales,  primera  el  Cambio  en  su 
unidad  (en  que  comprende  sus  relaciones  con  el  trabajo^  la  Natura- 
leza y  el  producto,  su  desarrollo  y  leyes  y  su  forma,  que  debe  ser  la 
libertad)  y  segunda  el  Cambio  en  sus  determinaciones  (que  es- 
tudia el  trabajo  y  el  salario,  y  como  incidentes  el  pauperismo^  h  po- 
blación y  la  asociación,  el  capital  y  el  interés,  la  tierra  y  la  renta) 
terminando  con  una  historia  de  la  economía  que  llega  hasta  la  ac- 
tualidad. 

Intimamente  relacionado  con  este  Estudio  y  más  bien  como  su 
continuación,  trata  el  segundo  del  Carácter  y  Naturaleza  de  la  cien* 
cia  cuyo  objeto  se  determinó  anteriormente,  y  del  lugar  que  debe 
concedérsele  en  su  clasificación,  así  como  el  método  que  en  su  es- 
tudio ha  de  seguirse,  examinando  para  ello  lo  que  han  sido  la  escue- 
la filosófica  y  la  escuela  histórica  para  la  nueva  ciencia  económica. 
Colocada  la  economía  como  consecuencia  de  esta  indagación  entre 
las  ciencias  sociales,  examina  el  Sr.  Azcárate  sus  relaciones  con  la 
moral,  tratando  al  paso  de  rebatir  las  objeciones  dirigidas  por  el 
ascetismo  á  los  principios  económicos,  poniendo  de  manifiesto  su  ne- 
cesidad en  la  organización  actual  de  las  sociedades,  con  lo  que  al 
par  rechaza  las  objeciones  escéptícas,  pasando  en  seguida  en  el  Es^ 
ludio  que  sigue  á  tratar  de  la  relación  de  la  economía  con  la  cien- 
cia del  derecho,  dando  la  noción  de  este  y  su  distinción  de  la  moral 
para  hacer  ver  en  seguida  cuan  íntimo  es  el  enlace  entre  dos  cien- 
cias sociales,  que  tantos  puntos  de  contacto  tienen,  y  que  se  protegen 
y  defienden  mutuamente. 

Nueva  enteramente,  al  menos  entre  nosotros,  la  idea  de  siste- 
matizar la  Economía  bajo  la  idea  del  cambio,  tiene  en  el  sentido  que 
el  autor  la  entiende  más  razón  de  ser  que  las  divisiones  y  métodos 
en  España  seguidos;  y  aunque  el  método  consiguiente  traiga  á  veces, 
como  incidentes,  capitalísimas  cuestiones,  es  muy  preferible  á  la; 
costumbre  científica  de  considerar  como  objeto  de  esta  ciencia  Im 
riqueza  y  como  único  sistema  estudiar  sucesivamente  la  producción, 
circulación,  distribución  v  consumóle  la  misma. 

No  ya  sólo  de  Economía  política,  sino  relacionado  cx>n  todas  las 
ciencias  sociales,  es  el  objeto  del  estudio  que  sigue  á  los  que  he 
indicado.  Trátase  en  él,  de  esa  cuestión  que  á  todos  preocupa,  que 
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bajo  tftotas  fases  se  ofrece;  y  á  que  se  dan  tantas  soluciones,  eo  uoa 
palabra,  del  problema  social.  Es  á  mi  entender,  la  mejor  parte 
de  este  libro ,  con  ser,  sin  embargo,  muy  dignas  de  estudio  las 
restantes.  £1  autor,  que  si  es  notable  como  jurisconsulto,  lo  es 
quizá  mis  cómo  filósofo,  ha  podido  en*  este  terreno  recurriendo  á 
ciencias  distintas  y  examinando  la  cuestión  de  varios  modos,  mani- 
festar^ mejor  que  en  las  páginas  anteriores  en  que  debía  sujetarle 
el  rigorismo  científico,  sus  armonizadores  deseos  y  sus  levantadas 
esperanzas  de  que  no  sea  resuelto  este  problema  sino  con  el  auxilio 
de  todas  las  ciencias^  y  no  cómo  algunos  pretenden  con  sólo  las 
máximas  económicas.  Al  mismo  tiempo,  demuestra  sus  profundos 
conocimientos  históricos  en  el  detenido  examen  que,  de  las  diver- 
sas soluciones  propuestas  por  las  escuelas,  ha  hecho. 

Sigue  á  éste,  otro  estudio  sobre  las  nuevas  tendencias  de  la 
Economía  política,  estudiadas  en  las  obras  del  economista  inglés 
Mr.  Cairnes,  hiendo  por  consiguiente,  un  trabajo  crítico,  en  que  se 
limita  el  autor  á  hacer  observaciones  sobre  los  puntos  capitales  de 
la  doctrina,  manifestando  unas  veces  su  asentimiento,  y  otras  la 
divergencia  desús  pareceres,  y  viniendo  á  afirmar  en  último  resuN 
tado,  lo  que  ya  defendía  en  el  estudio  sobre  el  problema  social,  de 
que  es  preciso  armonizar  el  sentido  del  individualismo  que  trae  á 
la  ciencia  la  libertad,  con  el  del  socialismo  que  trae  la  de  organi- 
zación tan  necesaria  como  aquella  para  la  práctica. 

Notas  i  un  articulo  de  Mr,  Laveleye  sobre  las  nuevas  tenden- 
das  de  la  Economía  política  y  del  socialismo,  se  titula  el  estudio 
siguiente,  verdadero  complemento  del  anterior,  pues  tiene  por  ob- 
jeto hacer  ver  la  semejanza  de  los  principios  capitales  de  este  ilus- 
tre escritor,  con  los  sostenidos  por  el  Sr.  Azcárate  en  su  libro,  so- 
bre todo,  en  la  parte  que  trata  del  problema  social  y  del  examen  de 
las  doctrinas  de  Mr.  Cairnes. 

La  traducción  está  correctamente  hecha  (1),  y  las  notas  del 
autor  aclaran  (y  á  veces  objetan),  lo  que  Mr.  Laveleye  sienta  así 
como  de  paso  y  dándolo  por  supuesto  y  conocido. 

Con  un  artículo  sobre  el  Crédito  territorial  en  España  en  1868, 
y  otro  sobre  el  posilivismo  y  la  ciencia  económica,  termina  el 
libro. 


(I]    Apareció  por  vez  primera  en  la  Revista  Europea^  y  no  sé  si  se 
debe  también  al  Sr.  Azcárate. 
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El  primero  no  hay  necesidad  de  esplicar  lo  que  contiene,  ni 
decir  que  ha  perdido  gran  parle  de  su  interés  por  ser  aquella, 
cuestión  de  actualidad,  y  del  segundo,  conocidas  las  doctrinas  del 
Sr.  Azcárate  y  las  aspiraciones  del  positivismo^  tampoco  puede  du- 
darse en  qué  sentido  resuelve  esa  influencia^  y  cómo  cree  que  pue- 
de servir  al  progreso  de  las  ciencias  sociales,  el  dia  que  abandonan- 
do su  actual  exclusivismo,  entre  por  esa  conciliación  de  métodos  y 
principios  t|ue  con  tanto  afán  busca  el  siglo  XIX. 

Decir  después  de  haber  indicado  su  contenido  que  es  notable 
este  libro,  seria  superfino,  mucho  más  cuando  todas  las  cuestiones 
están  tratadas  con  esa  tolerancia  y  profundidad,  que  caracterizan  al 
autor.  En  cuanto  á  su  forma  literaria,  la  tiene  como  obras  de  este 
género  exigen,  clara  y  sencilla,  y  sirva  ésto  para  los  que  en  su 
afán  de  combatir  lo  que  uoas  veces  temen,  y  otras  ni  siquiera  co- 
nocen, alegan  contra  escuelas  determinadas  los  delitos  literarios  de 
algunos  de  sus  adeptos. 


«Se^dQli  Q)Q)eTfSI«ftl.% 


ESTADO  DE  LA  LEGISLACIÓN  .EN  ESPAÑA 

T  SUS  REFORMAS  MAS  UROBNTES. 

Discurso  leido  por  el  Excmo.  Sr.  D.  Cristóbal  Martin  de  Her- 
rera, Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  en  la  apertura  de  los 
Tribunales,  solemnizada  con  la  presencia  de  8.  M.  el  Rey 
D.  Alfonso  xa,  el  dia  15  de  Setiembre  de  1876.  (1). 


«Señor:  Hace  meaos  de  un  ano  Y.  M.  se  dignaba  presidir  la 
inauguración  de  los  esludios  en  la  Universidad  Central,  dirigiendo 
ásu  ilustre  claustro  elocuentes  palabras  inspiradas  en  el  más  acen- 
drado amor  á  esta  noble  patria,  cuyos  destinos  han  sido  confiados 
al  cetro  de  Y.  M.  por  la  Divina  Providencia.  Pocos  meses  después, 
abria  Y.  M.  en  persona  las  primeras  Corles  de  su  reinado,  cimen- 
tando el  nuevo  edificio  constitucional,  y  sellando  el  dichoso  y  fe- 
cundo consorcio  de  la  Monarquía  tradicional  y  de  la  representación 
del  pueblo.  De  esperar  era  que  también  los  Tribunales  tuviesen  la 
alta  honra  de  ver  á  Y.  M.  realzando  con  su  augusla  presencia  el  bri- 
llo de  este  grave  é  imponente  acto,  por  medio  del  cual  ha  querido 
la  ley  marcar  el  tránsito  al  nuevo  ano  judicial,  para  que  todos' los 
encargados  de  administrar  la  justicia,  de  promoverla  y  auxiliarla,  se 

(f )  Acompaña  á  este  discurso  un  resumen  de  los  trabajos  termina- 
dos en  los  Tribunales  y  Juzgados  ordinarios  de  la  Penínsala  é  islas  ad- 
yacentes desde  f5  de  Julio  acf  1875,  á  igual  fecha  del  presente  año,  del 
caal  resulta  que  se  han  despachado  450,452  negocios,  que  se  clasifican 
de  la  manera  siguiente: 

ÍEn  los  Juzgados  municipales..  .  .  128,353 
S  fa^^'uXtr 'r r '•: : : '.  i:S 
En  el  Tribunal  Supremo 802 

ÍEn  ios  Juzgados  municipales.  .  .  .  41,205 
En  el  Tribunal  Supremo 1,825 

L^-»^'^'^'---  ESlalAuSiS'"".""" : : : :  ¡1%* 

"^^' \  En  el  Tribunal  Supremo 443 

TOMO  XLIX.  19 


/ 
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aperciban  á  contiauar,  y  si  es  posible,  á  redoblar  la  laboriosidad,  el 
celo  y  la  entereza  coa  que  vienen  cumpliendo  sus  importantísimas 
obligaciones. 

Porque  era  lógico,  después  de  haber  solemnizado  la  apertura  de 
los  templos  de  la  ciencia  y^  de  la  ley,  solemnizar  de  igual  modo  la 
del  templo  de  la  justicia,  que  por  prerogativa  esencial  de  la  Coro- 
na, consignada  en  la  ley  fundamental,  se  administra  á  nombre 
de  V.  M.  en  todo  el  Reino;  de  la  justicia  que  dando  á  cada  uno  lo 
suyo,  y  reprimiendo  los  ataques  al  derecho  de  los  individuos  y  de 
la  sociedad,  mantiene  el  orden  en  éstas  y  en  las  familias,  y  lo  res- 
tablece cuando  ha  sido  perturbado;  de  la  justicia,  que  en  su  más  ele- 
vado concepto  rige  todas  las  relaciones  de  derecho  del  ciudadano,  de 
las  colectividades  y  del  Estado,  y  debe  ser  la  primera  y  más  alta 
inspiración  del  legislador  y  del  gobernante;  déla  justicia,  en  6n, 
que  según  el  sabio  autor  de  las  Partidas  «es  una  de  las  cosas  por 
que  mejor  é  más  enderezadamente  se  mantiene  el  mundo.» 

Esta  allísima  institución  de  la  justicia,  Señor,  ha  obtenido  siem- 
pre en  España  gran  respeto  y  prestigio  por  la  ilustración,  la  severa 
imparcialidad  y  el  valor  de  nuestros  Magistrados  y  Jueces.  En  épocas 
azarosas  y  revueltas  ha  sabido  conservarse  fírme  y  serena  en  medio 
de  las  agitaciones  de  los  partidos,  tendiendo  el  manto  de  su  protec- 
ción á  los  perseguidos  y  maltratados  por  ios  excesos  revolucionarios; 
y  en  épocas  aciagas  de  reacción  jamás  se  ht  prestado  á  ser  cómpli- 
ce de  la  arbitrariedad:  en  todo  tiempo  ha  llenado  su  santa  misión, 
aplicando  rectamente  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales,  y 
siendo  escudo  de  todos  los  derechos. 

La  administración  de  justicia,  sin  embargo,  no  puede  llegar  al 
grado  de  perfección  asequible  en  las  instituciones  humanas,  si  no 
están  bien  organizados  los  Tribunales  y  arreglados  los  procedimien- 
tos, y  si  la  legislación  civil  y  penal  no  responde  á  los  adelantos  de 
la  ciencia,  á  las  necesidades  de  la  sociedad  y  á  las  circunstancias  de 
los  tiempos.  T  en  España  hoy  estos  cuatro  importantes  órdenes  de 
leyes  se  encuentran  en  lamentable  estado;  en  un  período  de  transi- 
ción, al  cual  urge. poner  término;  ¡obra  patriótica  que  formará  par- 
te muy  considerable  de  aquella  regeneración  moral,  intelectual  y 
material,  que  Y.  M.,  al  dirigir  su  voz  augusta  al  claustro  déla  Uni- 
versidad .de  Madrid,  señalaba  sabiamente  como  la  gran  empresa,  la 
civilizadora  campana  que  debia  acometerse  después  de  la  pacifica- 
ción del  país;  de  aquella  tarea  inmensa  de  reconstitución,  para  la 
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coal  demandaba  Y.  H.  el  concurso  de  las  Cortes  en  el  discurso  de  su 
apertura. 

La  educación  moral  y  religiosa  del  pueblo,  la  propagación  de 
las  luces  en  todas  las  esferas  y  grados  de  la  ciencia^  el  estímulo  del 
trabajo  nacional,  el  fomento  de  todas  las  fuentes  de  riqueza,  la  re- 
organización política  y  administrativa  del  país,  el  arreglo  de  la 
Hacienda^  medios  necesarios  son  para  llegar  al  fin  apetecido;  pero 
insuficientes  si  no  van  acompañados  de  las  reformas  definitivas  de 
la  organización  judicial,  de  los  procedimientos  civiles  y  criminales 
y  del  Código  penal,  y  si  no  se  emprende  con  tesón,  á  la  vez  que 
con  prudencia,  la  unificación  del  derecho  civil  en  toda  la  Monar- 
quía, taoto  tiempo  há  intentada,  tan  adelantada  en  su  preparación 
y  por  tan  largos  anos  abandonada  después.  Porque  de  nada  servi- 
ría proporcionar  á  la  Nación  los  beneficios  de  la  paz,  de  la  libertad 
y  de  la  prosperidad,  si  no  se  le  garantizara  su  tranquila  posesión  y 
seguro  disfrute,  y  esta  es  la  misión  del  derecho  civil  y  penal  y  de 
los  Tribunales  encargados  de  aplicarlo. 

Permítame  Y.  M.,  ya  que  el  asunto  es  de  interés  tan  palpitante 
y  tan  propio  del  objeto  que  sin  duda  ha  tenido  la  ley  al  disponer 
que  en  este  acto  solemne  deje  oír  su  voz  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia^  que  á  muy  grandes  rasgos,  como  lo  exigen  la  índole  y  las 
proporciones  naturales  de  este  discurso,  trace  el  cuadro,  en  verdad 
poco  lisonjero,  del  estado  de  nuestra  legislación  sobre  las  materias 
expresadas^  indicando,  bajo  puntos  de  vista  generales,  las  reformas 
que  demanda  con  más  urgencia. 

A  buenos  principios  generalmente  admitidos  por  la  ciencia  y 
seguidos  en  las  naciones  más  cultas  obedeció  la  formación  de  la  (en 
más  ó  en  menos)  vigente  Ley  orgánica  del  poder  judicial,  que  tra- 
tó de  realizar  aspiraciones  en  vano  hasta  entonces  consignadas  en 
todas  nuestras  constituciones  políticas.  En  la  planta  y  organización 
de  los  Tribunales  prefirió  acertadamente  la  decisión  reflexiva  y  au- 
torizada del  Tribunal  colegiado,  á  la  más  falible  del  Juez  único,  y 
adoptó  en  lo  posible  la  separación  de  la  justicia  civil  de  la  crimi- 
nal, que  favorece  la  competencia  y  la  expedición  de  los  juzgadores 
y  consiguientemente  el  acierto  y  la  prontitud  en  los  fallos.  En 
las  reglas  de  ingreso  y  ascenso  para  las  carreras  judicial  y  fiscal 
estableció  la  oposición,  tamiz  usual  para  depurar  el  mérito  científi- 
co, y  las  escalas  sólo  interrumpidas  por  la  admisión  de  reconocidas 
ilustraciones  del  Foro  y  de  las  Universidades,  combinando  discre- 
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lamente  la  garantía  contra  el  ravorilismo  y  el  estímulo  conveniente 
á  todo  servidor  del  Estado,  con  la  utilidad  de  recoger  en  aquellas 
importantes  carreras  el  mérito  reconocido.  Garantizó  por  medio  de 
la inamovilidad  la  independencia  de  la, Magistratura,  que  sin  tai 
condición  sólo  puede  exigirse  de  la  virtud  en  grado  heroico,  y  trató 
de  combinarla  con  la  responsabilidad  judicial,  contrapeso  indispen- 
sable si  la  inamovilidad  no  ha  de  convertir  el  orden  judicial  en  un 
poder  absorbente  y  absoluto.  Y  por  fín,  en  un  amor,  que  bien  pue- 
de calificarse  de  exagerado  á  este  poder,  sancionó  la  atribución  ai 
mismo  de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa. 

Mas  por  no  haber  tenido  cuenta  con  la  escasez  de  recursos  del 
Tesoro,  que  visiblemente  imposibilitaba  tan  costosa  organización 
de  Tribunales^  nació  muerta  en  esta  parle  y  muerta  sigue  al  cabo 
de  seis  anos;  espectáculo  poco  edificante,  porque  perjudica  al  pres- 
tigio del  derecho  é  introduce  la  coo^sion.  Desconoció  además  que 
la  oposición  por  sí  sola,  no  descubre  la  existencia  de  todas  las  con- 
diciones que  exige  el  difícil  cargo  del  Juez;  que  los  turnos  rigoro- 
sos eú  los  ascensos  no  permiten  estimar  debidamente  interesantes 
motivos  de  preferencia;  que  la  inamovilidad  pugna  con  el  carácter 
propio  del  Ministerio  fiscal;  que  la  responsabilidad  no  puede  com- 
pensar suficientemente  la  inamovilidad,  si  no  está  muy  asegurada  y 
no  va  acompañada  de  un  sistema  rígido  y  eficaz  de  correcciones 
disciplinarias;  y  que  el  sometimiento  de  los  negocios  contenciosos 
de  la  administración  á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales,  ai  paso  que 
distrae  la  atención  de  estos  á  materias  poco  propias  de  su  compe- 
tencia, perjudica  á  la  independencia  mutua  de  las  diferentes  fun- 
ciones del  Poder  público,  en  cuya  división  y  armonía  descansa  muy 
principalmente  el  Gobierno  representativo. 

Reducir  la  reforma  en  cuanto  á  la  planta  y  organización  de  los 
Tribunales  á  lo  absolutamente  preciso  para  establecer  el  juicio  oral 
y  única  instancia  ante  Tribunal  colegiado  en  los  asuntos  criminales, 
separando  en  lo  posible  estas  materias  de  las  civiles  para  la  más 
rápida  represión  de  los  delitos,  tan  necesaria  en  este  país  pertur- 
bado por  antiguas  y  recientes  desgracias;  mantener,  sí,  como  prin- 
cipio general  el  ingreso  en  la  carrera  judicial  por  oposición,  mas 
regulando  este  procedimiento  de  manera  que  vaya  acompañado  de 
un  período  de  prueba  en  funciones  análogas  á  las  estrictamente  ju^ 
diciales,  para  que  se  demuestre,  no  sólo  la  ciencia^  sino  también  el 
juicio,  el  carácter,  la  probidad. y  todas  las  demás  difíciles  cnalida- 
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des  que  en  el  Juez  deben  concurrir;  establecer,  respecto  á  losas- 
censos,  la  marcha  lenta  y  ordenada  de  los  Tuncionarios  por  los  di- 
versos grados  de  la  escala;  admitir  en  algunos  de  éstos  la  concur- 
rencia de  notorias  y  distinguidas  capacidades  de  fuera,  y  dar  un 
lugar  muy  ¿mplio  á  la  colocación  de  los  cesantes;  pero  sin  reducir 
la  adjudicación  de  los  ascensos  á  una  especie  de  operación  aigebrái- 
ca,  en  cuyo  resultado,  que  muchas  Teces  sorprende  al  mismo  favo* 
recido,  tiene  escasa  parte  la  apreciación  del  Ministro  encargado  de 
velar  por  la  recta  administración  de  justicia,  colocar  lli  ioamovilidad 
en  un  terreno  propio,  racional,  en  que  no  choque  con  las  más  evi- 
dentes exigencias  de  la  realidad,  amparando  ese  alto  principio  con 
un  buen  sistema  de  responsabilidad  penal  y  disciplinaria;  y  devol- 
ver definitivamente  al  alto  Cuerpo  consultivo  de  la  Administración 
del  Estado  la  jurisdicción  retenida;  la  aplicación  de  las  leyes  y  dis- 
posiciones administrativas,  dejando  sólo  á  los  Tribunales  la  de  las 
civiles  y  penales,  que  es  su  verdadero  instituto:  tales  son,  Señor, 
las  modificaciones  que  el  Gobierno  de  Y.  M.  procurará  ir  introdu- 
ciendo, á  medida  que  las  circunstancias  lo  consientan,  en  la  orga- 
nización de  los  Tribunales  de  justicia;  hallándose  ya  sometidas  al 
examen  de  la  respetable  Comisión  de  Códigos  las  más  urgentes  y 
hacederas.  Todas  corresponden  al  lema:  «conservar  progresando,  ó 
mejorar  conservando,»  que  es  el  propio  de  la  política  que  cree  pre- 
ferible en  la  dirección  de  los  negocios  del  Estado. 

En  caso  análogo  se  encuentra  la  Novísima  ley  de  Enjuiciamien- 
to criminal,  en  natural  consonancia  de  la  de  organización  judicial. 
Calcada  principalmente  sobre  dos  grandes  innovaciones,  el  Jurado 
y  el  juicio  oral  y  público  en  única  instancia,  ha  quedado  derogada 
en  todo  lo  que  á  estas  instituciones  se  refiere  y  quebrantada  por 
tanto  en  aquellas  otras  disposiciones  que  con  ellas  más  ó  menos  me- 
diatamente se  enlazaban,  por  la  inexcusable  necesidad  que  una 
triste  experiencia  impuso  de  prescindir  en  la  administración  de  la 
justicia  criminal  de  medios  y  procedimientos  que  el  estado  de  nues- 
tra civilización,  el  de  la  Hacienda  pública,  la  planta  actual  de  los 
Tribunales,  y  tal  vez  en  parte  el  carácter  y  los  hábitos  del  país  ha- 
cian  hoy  imposibles,  si  no  había  de  consentirse  la  reproducción 
constante  y  en  mayor  escala  de  los  males  de  lentitud  y  complicación 
que  precisamente  se  trató  de  remediar,  y  el  mayor  de  la  impunidad 
á  que  tan  propensos  por  lo  general  se  notó  á  los  Jurados  en  esta  Na- 
ción, donde  (dolor  cuesta  decirlo)  no  hay  el  debido  afán  de  ayudar 
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á  la  represión  de  los  delitos,  ni  denunciándolos  ni  siquiera  atesti- 
guándolos. 

No  se  ha  de  negar,  sin  embargo,  que  la  citada  ley  ha  introdu- 
cido notables  mejoras  en  todos  aquellos  puntos  que  no  se  relacionan 
directa  ó  indirectamente  con  las  dos  grandes  reformas  anteriormen- 
te indicadas.  Evidentemente  constituye  un  progreso  digno  de  res- 
peto, en  cuanto  ha  reunido  en  un  cuerpo  uniforme  todas  las  reglas 
concernientes  á  los  procedimientos  en  lo  criminal;  en  cuanto  ha 
completado  estas  mismas  reglas  sobre  todas  las  partes  del  juicio  y 
sus  incidentes;  en  cuanto  comprende  atinadas  disposiciones  para  la 
mejor  y  más  rápida  instrucción  del  sumario;  en  cuanto  ha  hecho 
más  breve  la  sustanciacion  de  los  artículos;  en  cuanto  por  primera 
vez  se  ha  ocupado  de  los  juicios  especiales  de  injuria  y  calumnia, 
de  los  dirigidos  contra  Diputados  y  Senadores,  de  los  de  responsa- 
bilidad judicial,  y  de  las  cuestiones  de  extradición  y  de  ejecución 
de  sentencias;  y  en  cuanto,  por  último,  ha  perfeccionado  la  enume- 
ración y  distinción  de  los  motivos  y  las  reglas  de  preparación  y  sus- 
tanciacion del  recurso  de  casación  criminal.  Lamentable  es,  después 
de  esto,  que  en  un  punto  tan  interesante  como  la  prisión  preventi- 
va, sin  la  cual,  en  la  mayoría  de  los  casos,  es  imposible  asegurar  la 
ejecución  de  las  sentencias,  baya  establecido  reglas  tan  laxas,  que 
hacen  de  este  particular  uno  de  los  que  más  urgente  reforma  ne- 
cesitan. 

El  Gobierno  de  Y.  M.  se  propone,  pues,  la  abrogación  de  todo 
lo  que  concierne  al  Jurado  y  al  juicio  oral,  mientras  el  estableci- 
miento de  ésle  se  hace  posible  por  la  reforma  de  la  organización  y 
planta  de  los  Tribunales^  y  mientras  aquel  llega,  si  llegar  puede^ 
á  ser  un  instrumento  útil  y  no  nocivo  y  peligroso  en  la  administra- 
ción de  la  justicia  penal;  la  rebaja  del  límite  señalado  para  la  pro- 
cedencia de  la  prisión  preventiva  y  la  variación  de  las  reglas  refe- 
rentes á  este  importante  estremo,  en  favor  de  la  garantía  de  cum- 
plimiento de  los  fallos  y  consiguiente  castigo  de  los  criminales;  sin 
renunciar  á  la  revisión  de  las  demás  partes  de  la  Ley  para  introdu- 
cir en  ella  las  modificaciones  que  aconsejen  la  ciencia  y  la  práctica. 

Muy  importantes  adelantos  introdujo  en  el  enjuiciamiento  civil 
la  ley  de  Í8S8.  La  colección  ordenada  de  todos  los  preceptos  con- 
cernientes á  tan  interesante  materia,  la  corrección  de  gravísimos 
abusos  acumulados  en  la  sustanciacion  por  la  ignorancia  ó  la  mali- 
cia, la  reglamentación  de  los  incidentes  de  ciertos  juicios  especiales 
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y  de  los  aclos  de  jurisdicción  voluDtaria,  el  principio  de  la  aprecia- 
ción racional  de  las  pruebas,  la  obligación  de  fundar  las  sentencias, 
la  supresión  de  la  tercera  instancia  y  el  establecimiento  del  recurso 
de  casación  hacen  de  dicha  ley  una  de  las  más  beneficiosas  obras 
legislativas  de  la  época  moderna. 

Mas  al  cabo  de  veinte  anos  de  experiencia,  hánse  notado  defec- 
tos de  alguna  consideración;  ¿qué  obra  humana  puede  eximirse  de 
ellos?  Sabido  es  que  uno  de  los  más  afamados  legisladores  de  la 
antigüedad  quería  que  las  leyes  no  se  reformaran  por  lo  menos  en 
diez  anos,  precisamente  para  que  la. práctica  y  las  opiniones  se 
concertasen  en  el  señalamiento  de  sus  defectos.  Recaen  los  de  la  ley 
citada  principalmente  sobre  la  tramitación  de  los  recursos  de  ca- 
sación (corregidos  con  exceso  en  esta  parte  por  la  reforma  de  1870), 
en  los  cuales  es  preciso  conciliar  la  necesaria  instrucción  del  Tri- 
bunal y  de  las  partes  con  la  brevedad  y  sencillez  propias  de  reso- 
luciones de  puro  derecho;  sobre  la  de  los  juicios  universales,  seña- 
ladamente los  de  concurso  de  acreedores,  en  los  que  con  frecuencia 
queda  sumergida  la  masa  de  bienes  que  debiera  fesponder  al  pago 
de  las  deudas,  en  el  piélago  insondable  de  una  prolija,  complicada 
é  interminable  tramitación;  sobre  varios  juicios  sumarios  y  sumarí- 
simos,  en  especial  el  de  desahucio  y  el  interdicto  de  recobrar,  que 
demandan,  el  primero  una  abreviación  de  trámites  que  defienda  el 
derecho  del  propietario,  y  el  segundo  garantías  que  resguarden  el 
estado  posesorio,  tan  respetable  y  respetado  por  todas  las  legisla- 
ciones, contra  las  arterias  de  supuestos  expoliados.  Acaso  debiera 
también  descargarse  el  juicio  civil  ordinario,  tipo  de  todos  los  de- 
mas,  de  algunos  escritos  y  diligencias  que,  sin  ser  del  todo  precisas 
para  el  esclarecimiento  de  las  cuestiones  litigiosas  inducen  dilacio- 
nes y  gastos  que  convendria  evitar  á  fin  de  que  jamás  se  dé  el  es- 
pectáculo de  quedar  el  importe  de  lo  litigado  entre  los  acreedores 
por  costas  y  gastos  del  juicio.  A  esto  conlribuiria  también  no  poco 
la  elevación  del  límite  pecuniario  en  que  la  Ley  orgánica  fija  la  se- 
paración entre  los  juicios  de  menor  y  mayor  cuantía. 

El  Gobierno  de  Y.  M.  tiene  la  satisfacción  de  anunciar  en  este 
solemne  acto,  el  encargo  hecho  á  la  muy  ilustrada  Comisión  de  Có- 
digos, de  proponer  las  más  principales  reformas  de  entre  lasque  li- 
jeramente  acabo  de  apuntar. 

Reconocido  eslá  dentro  y  fuera  de  España  que  nuestro  Código 
penal  de  1848,  no  muy  acertadamente  reformado  en  1850,  fué  uua 


15S  AKYISTA  DX  LKGISLACION. 

de  las  obras  más  perfectas  7  acabadas  en  su  género.  £1  sacó,  des- 
pués de  inútiles  conatos  anteriores,  nuestra  legislación  criminal  de 
un  estado  profundamente  lamentable,  en  el  cual  la  imposibilidad  de 
aplicar  antiguas  deüniciones  y  penas,  hijas  de  épocas  de  atraso  y 
de  barbarie,  hacia  necesario  el  mal  nvenor  del  arbitrio  judicial;  mal 
gravísimo,  sin  embargo,  en  una  materia  en  que  la  razón  y  la  cien- 
cia exigen  que  no  se  castiguen  sino  las  acciones  préviamante  cali- 
ficadas por  la  ley  como  punibles,  y  no  se  impongan  sino  penas  por 
la  ley  preestablecidas;  y  al  sacar  de  tal  situación  nuestro  Dereeho> 
sus  autores  formaron,  asi  en  cuanto  á  las  disposiciones  generales 
sobre  los  delitos  y  penas^  como  á  las  definiciones  de  los  actos  puni- 
bles, y  especialmente  en  lo  primero,  un  cuerpo  legal  digno  de  la 
cultura  de  estos  tiempos. 

Como  es  íntimo  el  enlace  que  existe  entre  las  instituciones  y  le* 
yes  políticas  de  un  país  y  su  legislación  penal^  lo  que  hace  más  va- 
riable que  el  civil  esta  rama  del  derecho^  las  profundas  reformas  de 
aquellas  instilueiones  y  leyes  en  1869  hicieron  precisa  la  del  Códi- 
go penal  en  1870. 

Sus  autores  aprovecharon  la  ocasión,  que  tal  circunstancia  les 
deparaba^  para  extenderlas  á  otros  puntos  interesantes,  en  ios  caá- 
les  las  discusiones  científicas  y  las  enseñanzas  de  la  práctica  de  los 
Tribunales  venian  señalando  defectos  de  importancia,  al  cabo  de 
tantos  anos  observados,  y  en  relación  con  las  circunstancias  de  ac- 
tualidad. No  es  esta  la  ocasión  de  descender  al  análisis^  que  seria 
por  demás  prolijo  y  extenso,  de  tales  reformas,  relativas  á  la  defi- 
nición general  de  los  delitos  y  de  los  grados  de  criminalidad,  al 
sistema  general  de  las  penas,  á  las  reglas  de  aplicación  y  de  ejecu- 
ción de  las  mismas,  á  la  determinación  de  la  responsabilidad  civil, 
y  también  á  muchas  definiciones  y  aplicaciones  particulares  corres- 
pendientes  al  libro  2.%  habiendo  clasificado  y  ordenado  de  un  mo- 
do plausible  el  libro  S.""  referente  á  las  fallas. 

Pero  si  debe  proclamarse  en  esta  solemne  ocasión,  que  á  más 
de  las  reformas  que  en  el  Código  penal  exigen  los  principios  san* 
clonados  en  la  Ley  fundamental  vigente,  acerca  de  los  delitos  con- 
tra las  instituciones,  y  la  forma  de  Gobierno^  de  los  cometidos  con 
ocasión  del  ejercicio  de  ¡os  derechos  individuales  y  de  los  de  rebe- 
lion  y  sedición,  y  después  de  eliminar  los  de  imprenta,  que,  como 
opinó  la  antigua  Comisión  de  Códigos,  no  pueden  razonablemente 
sujeíarse  á  las  doctrinas  generales  de  la  ley  penal  común,  el  60- 
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bierDO  propondrá  la  agravacioQ  de  la  penalidad  para  los  delitos 
cMlni  la  propiedad,  entre  ios  que  se  encuentran  las  detenciones  de 
personas  bajo  rescate^  qae  con  el  nombre  de  secuestros,  tienen  hon- 
damente perturbadas  las  provincias  de  Andalucía  y  horrorizada  á 
toda  España.  Las  Cortes  han  significado  ya  esta  necesidad  social, 
adelantando  una  reforma  importante,  aunque  parcial,  sobre  el  deli- 
to de  hurto,  que  Y.  M.  ha  tenido  á  bien  sancionar. 

Mayor,  más  diilcil  y  más  trascendental  empresa  es  la  unifica^ 
cioB  de  la  legislación  civil. 

Señor,  el  estado  de  esta  legislación  en  España  es  deplorable 
bajo  el  punto  de  vista  de  la  unirormidad  en  el  Reino,  como  lo  es 
bajo  el  de  la  unidad  intrínseca,  encontrándose  como  se  encuentran 
vigentes  parcialmente  y  en  un  orden  arbitrario  multitud  de  Códi- 
gos, á  contar  desde  el  visogodo.  La  legislación  general,  que  es  la  de 
Castilla^  no  rige  sino  como  supletoria  y  más  ó  menos  postergada  en 
territorios  tan  vastos  como  Cataluña,  Aragón,  Navarra  y  Vizcaya^ 
dándose  además  la  anomalía  de  que  en  las  Baleares  se  observe  el 
Derecho  romano^  especialmente  en  materia  de  sucesiones  testamen- 
tarias, y  en  determinados  pueblos  el  Fuero  de  Baylío  sobre  el  pun- 
ta especial  de  comunicación  de  bienes  aportados  y  ganados  por  los 
cónyuges. 

Que  esto  es  m  mal  de  mucha  monta,  no  hay  para  qué  ponde- 
rarlo. La  unidad  nacional,  que  es  la  fuerza  del  Estado,  padece  con 
semejantes  divergencias  de  legislación  sobre  las  materias  más  tras- 
cendentales, como  la  constitución  de  las  familias,  las  sucesiones,  la 
prescripción  y  otra  multitud  de  puntos  igualmente  graves,  constitu- 
yendo otras  tantas  barreras  para  los  malrímouios  y  contratos  entre 
personas  naturales  de  distintas  provincias;  y  la  confusión  y  variedad 
llagan  á  tai  punto,  que  mientras  en  Cataluña  rigen  sucesivamente 
las  leyes  posteriores  al  decreto  de  nueva  planta,  el  Derecho  munici- 
pal, el  canónico,  el  romano,  y  por  fin  las  Partidas,  en  Ar;)gon  se  apli- 
can por  8Q  orden  los  Fueros  y  Observancias,  las  Partidas  y  la  No- 
vísima Recopilación;  eñ  Navarra  él  Fuero  y  Recopilación  especial 
de  aquella  provincia,  el  Derecho  romano  y  las  Partidas;  y  en  Viz- 
caya su  Fuero  y  las  leyes  del  Reino  por  el  orden  de  preferencia  que 
se  sigue  en  Castilla. 

En  vano  ha  sido  que  todas  nuestras  Constituciones  hayan  pre- 
ceptuado que  WÍ08  mismos  Códigos  regirán  en  toda  la  Monarquía; 
en  vano  que  desde  fines  del  siglo  pasado  haya  habido  el  propósito 
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de  establecer  un  Código  civil  general,  y  que  desde  1846  esté  for- 
mado y  desde  1851  impreso,  divulgado,  comentado  é  informado 
por  autorizadas  Corporaciones  oGciales  un  proyecto  notable  por  su 
redacción,  y  además  por  la  escrupulosidad  con  que  en  lo  posible 
respetó  ia  legislación  general  vigente.  La  apatía,  la  inconstancia,  la 
impresionabilidad,  que  propende  4  acometer  febrilmente  las  empre- 
sas para  abandonarlas  luego  poír  tiempo  indefinido,  ba  producido  el 
raro  fenómeno  deque  asunto  de  tal  cuantía  esté  olvidado  hace  más 
de  veinte  anos,  careciendo  España  de  un  beneficio  que  disfrutan 
todas  las  naciones  del  continente  europeo. 

Porque  no  se  trata  de  privilegios  económicos  ni  políticos  á  que 
interesadamente  se  apeguen  determinadas  provincias,  sino  de  dife- 
rencias manifiestamente  perniciosas  para  todas,  de  oscuridades  y 
confusiones,  de  un  estado  de  cosas  sólo  eficaz  para  impedir  el  pro- 
greso general.  Y  la  verdad  es  que  el  comercio  diario  entre  las  pro- 
vincias forales  y  las  restantes,  los  enlaces,  aunque  dificultados,  de 
las  familias^  la  facilidad  de  las  comunicaciones,  la  creciente  cultura 
que  modifica  las  ideas,  los  sentimientos  y  las  costumbres,  la  influen* 
cia  de  las  leyes  de  observancia  universal  en  España;  y  ¿por  qué  no 
decirlo?  la  sabia  jurisprudencia  del  Tribunal  de  casación,  resolvien- 
do, como  es  justo^  los  puntos  dudosos  por  la  legislación  general 
castellana,  han  preparado  quizá  más  de  lo  que  comunmente  se  cree 
la  importantísima  obra  de  la  unificación. 

Yo  me  lisonjeo  en  creerlo  así,  Señor;  y  esta  convicción  me  hace 
esperar  que  nó  han  de  pasar  muchos  años  sin.  que  desaparezcan  los 
dolorosos  obstáculos  que  detienen  para  todas  las  provincias  de  la 
Monarquía,  forales  y  no  forales^  la  codificación  del  derecho  civil, 
aspiración  noble  y  grande  que  ardientemente  deseo  se  realice  en  el 
reinado  de  Y.  M.,  para  que  á  semejanza  de  sus  dos  augustos  pre- 
decesores del  mismo  nombre,  D.  Alfonso  X  y  D.  Alfonso  XI,  ad- 
quiera V.  M.  la  gloria  imperecedera  de  haber  mejorado  la  legisla- 
ción del  país,  que  es  el  mayor  beneficio  que  á  un  pueblo  puede  dis- 
pensársele,  y  conquiste  sobre  el  hermoso  dictado  de  Paáficador  de 
España  el  muy  ilustre  de  Rey  legislador,  prefiriéndolo  al  de  Rey 
guerrero,  porque  la  gloria  de  éste  suele  pasar  como  el  humo  y  es- 
truendo de  las  batallas,  y  la  de  aquel  gana  en  veneración  y  brillo 
con  el  trascurso  de  los  siglos. 

Tal  es,  Señor,  el  estado  que  sólo  me  propuse  bosquejear  de  la 
organización  judicial  y  del  derecho  civil,  penal  y  de  procedimien- 
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tos,  vigentes  boy  en  España,  y  tales  las  principales  rerormas  que  á 
mi  juicio  reclama  para  que  la  institución  veneranda  de  la  justicia 
llegue  á  la  altura  que  Y.  M.  y  la  Nación  desean.  Este  feliz  momen- 
to no  pne^e  ya  demorarse  mucho,  dadas  la  decisión  del  Gobierno, 
el  celo  de  la  Comisión  de  Códigos  y  la  fecunda  solicitud  demostra- 
da por  las  Cortes  en  el  primer  periodo  de  legislatura. 

Entretanto  me  complazco  en  asegurar  á  Y.  M.  que  los  Magis- 
trados y  Jueces  con  sabiduría  y  recto  criterio,  los  Fiscales  con  una 
acción  ilustrada,  vigilante  y  severa,  los  Secretarios  y  demás  auxi- 
liares de  los  Tribunales  con  su  celo  y  laboriosidad,  loe  Abogados 
con  la  ciencia,  habilidad  y  elocuencia  que  tanto  enaltecen  esta  no- 
ble profesión,  los  Notarios  con  su  ilustrada  fidelidad  en  el  delicado 
ejercicio  de  la  fé  pública,  y  los  Procuradores  con  su  solícita  exacti- 
tud en  la  gestión  de  los  negocios  que  se  les  confian,  todos  cootribu- 
yen  eficazmente  á  que  en  medio  de  las  dificultades  que  producen  el 
desorden  y  la  incertidumbre  de  la  legislación,  los  asuntos  judiciales 
se  resuelvan  con  notable  acierto  y  con  la  posible  prontitud,  como  lo 
d^nuestra  el  cuadro  sinóptico  de  los  trabajos  del  último  ano. 

De  boy  más  estas  dignas  y  respetables  clases,  que  tienen  aquí 
distinguida  representación,  sentirán  un  nuevo  poderoso  estímulo  pa- 
ra extremar  su  celo  y  todas  sus  honrosas  cualidades:  la  dignación 
de  Y.  H.  en  venir  á  presidir  esta  augusta  solemnidad,  demostran- 
do el  profundo  interés  que  le  merece  la  recta  y  cumplida  adminis- 
tración de  la  justicia.  Al  seguir  tan  alto  y  noble  ejemplo,  rendirán 
el  mejor  de  los  homenajes  de  respeto  y  reconocimiento  por  la  honra 
que  hoy  les  dispensa  Y.  M.,  á  quien  desean  un  largo,  próspero  y 
glorioso  reinado.» 

Acto  continuo  S.  H.  el  Rey  pronunció  el  siguiente  discurso: 
«Señores:  Habéis  oido  al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  recordar 
al  principio  de  so  discurso  algunas  palabras  mias  pronunciadas  en 
la  última  inauguración  de  los  estudios  de  la  Universidad  central. 
En  aquella  ocasión  y  en  otras  he  procurado  rosmifcstar  mi  ardiente 
deseo  y  mi  esperanza  de  queá  la  paz,  conseguida  después  de  tanta 
sangre  y  de  tanto  desastre,  suceda  la  época  fecunda  del  trabaja, 
que,  al  aumentar  la  riqueza  y  bienestar  de  nuestro  pueblo^  resuel- 
va poco  á  poco  los  arduos  problemas  que  se  relacionan  con  nuestra 
regeneración. 

Las  frases  del  Sr.  Herrera  y  la  solemnidad  del  acto  que  se  cele- 
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bra  en  este  augusto  recinto  de  la  ley,  me  obligan  á  decir  algunas 
palabras,  siquiera  no  tengan  más  objeto  que  el  confirmar  ante  vos- 
otros mi  profunda  convicción  de  que  las  bases  sobre  que  ha  de  des* 
cansar  nuestra  reorganización  son  ante  todo  el  respeto  y  cumpli- 
miento de  la  ley  y  la  recta  administración  de  justicia. 

.Porque^  como  acabáis  de  oir,  señores  Magistrados,  si  consultáis 
la  historia  patria,  sus  páginas  os  dirán  que  en  épocas  más  revueltas 
y  desastrosas  que  la  présenle,  bastó  ei  firme  brazo  de  la  ley  para 
hacer  realidad  la  aspiración  unánime  de  lodo  un  pueblo,  y  que  la 
recta  administración  de  justicia  enfrenó  ambiciones,  desautorizó 
utopias  irrealizables,  cortó  abusos,  reformó  costumbres  y  limpUi  los 
campos  y  ciudades  de  foragidos  y  de  holgazanes,  que  tantas  veces 
se  completan  ó  se  suceden  en  el  crimen. 

¡Qué  diferencia  entre  el  cuadro  aterrador  de  la  sociedad  espa- 
ñola en  tiempo  de  Enrique  IV  y  el  que  presentó  esta  misma  socie- 
dad cuando  el  levantado  espíritu  de  Isabel  la  Católica  y  la  pruden- 
te energía  de  Fernando  Y  supieron  remediar  los  males  pasados! 

Esperamos,  pues,  que  asi  sucederá  ahora,  y  que  la  magistratu- 
ra española,  que  tan  gloriosas  tradiciones  y  ejemplos  ofrece  en  Es- 
pana  en  lodos  tiempos,  sabrá  hacer  respetar  la  verdadera  libertad, 
que  tanto  consiste  en  el  ejercicio  de  los  derechos  propios  como  en 
la  práctica  de  los  deberes  y  en  el  respeto  de  los  derechos  ágenos. 

De  nada>provecharian  á  nuestra  España,  ni  las  altas  cualidades 
de  sus  hijos,  ni  su  proverbial  heroísmo^  ni  su  natural  talento,  si  to- 
das estas  condiciones  no  tienen  por  base  en  unos  el  respeto  á  la  vi- 
da, á  la  honra  y  á  la  hacienda;  en  otros  la  austera  virtud  é  ioflexi- 
bilidad  del  Magistrado,  y  en  todos  la  íntima  convicción  de  que  la 
ley  á  todos  alcanza,  desde  el  Rey,  en  cuyo  nombre  se  administra  la 
justicia^  hasla  á  el  insensato  que  intenta  rebefarse  contra  aquella 
con  el  funesto  propósito  de  hollarla  bajo  sus  pies  para  satisfacer  su 
egoismo. 

Confiemos  en  la  Divina  Providencia:  y  con  un  ejército  aguerri- 
do y  disciplinado  que  nos  garantirá  la  tranquilidad  pública  y  el  fin 
de  nuestras  discordias  civiles;  con  una  magistratura  respetable  y 
respetada,  que  sepa  aplicar  imparcialmente  la  ley,  y  con  un  pueblo 
inteligente  y  ávido  de  paz  y  de  actividad.  Dios  premiará  nuestros 
esfuerzos  y  nueslra  constancia,  y  la  historia  resumirá  este  periodo 
con  las  tres  grandes  ideas  de  paz^  de  justicia  y  de  trabajo.» 
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SXRISICION  T  EXta  1  TOTRAS  LEYES  Y  TRATADOS 

SOBRE  LA.  PROPIEDAD  LITERARIA  (1). 


(Articulo  «.') 

I. 

Naestra  ley  de  propiedad  literaria  de  10  de  Janio  .de  1847,  al 
limitar  la  doracíoD  del  goce  de  esta  propiedad,  según  indicamos  al 
final  del  artículo  anlerior  (siguiendo  en  esto  á  las  demás  legisla- 
ciones extranjeras,  que  tampoco  se  han  determinado  á  sancionar  la 
perpetuidad  de  la  propiedad  literaria)  ha  concedido  en  general  el 
espacio  de  tiempo  más  prolongado  que  se  marca  en  las  legislaciones 
más  favorables  á  los  intereses  de  ios  autores  y  de  sus  herederos. 

Scgan  ella,  el  derecho  de  propiedad  literaria  corresponde  á  los 
autores  durante  su  vida  y  se  trasmite  á  sus  herederos  legítimos  ó 
testamentarios  por  el  término  de  50  anos:  art.  2/  de  dicha  ley. 
Igual  término  se  asignó  en  Rusia  por  la  ley  de  20  de  Enero  de  1830 
y  el  Código  de  1857;  en  Francia  por  la  ley  de  1866,  y  en  Portugal 
por  el  articulo  576  del  Código  civil  de  1868.  La  ley  prusiana  de  11 
de  Junio  de  1870,  que  ha  principiado  á  ser  obligatoria  desde  1.*  de 
Enero  de  1871 ,  sólo  concede  á  los  herederos  del  autor  el  tér- 
mino de  30  anos  contados  desde  la  mueite  de  éste.  £o  Italia 
sólo  liega  á  40  anos  por  la  ley  de  25  de  Julio  de  1865.  Dina- 
marca habia  inscrito  en  sn  legislación  una  disposición  sumáhien- 
te  liberal:  antes  del  ano  1858  los  autores  de  obras  literarias  y 
sus  cansa-halúentes  gozaban  del  derecho  de  propiedad  de  sus 
obras  por  un  espacio  de  tiempo  indeterminado,  con  la  única  con- 
dición de  reimprimir  las  ediciones  que  se  hubieran  agotado  en  el 
espacio  de  tiempo  de  un  ano,  de  seis  ó  de  tres  meses,  según  la  im- 
portaneia  de  la  obra;  pero  la  ley  de  29  de  Diciembre  de  1859  re- 
dujo á  30  anos  el  término  de  este  goce,  aunque  con  la  reserva  de 
permitir  )a  reproducción  cuando  pasados  cinco  años  no  posejera 
el  editor  ningún  ejemplar  de  la  última  edición.  En  Austria,  sólo  se 

(1)    Véase  la  pág.  32  de  este  tomo. 
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conceden  50  anos;  pero  ia  ley  de  19  de  Octubre  de  i846  dispone 
que,  en  casos  particulares  dignos  de  ser  tomados  en  consideración, 
podrá  el  Gobierno  extender  la  duración  legal  de  la  protección  por 
más  de  los  30  anos,  en  favor  de  los  autores  ó  editores  de  obras 
científicas  y  artísticas  tie  consideración.  Eñ  Inglaterra  se  concede 
en  general  el  término  de  siete  anos  después  de  la  muerte  del  autor, 
ó  4:2  anos,  en  el  caso  de  que  los  siete  concedidos  á  los  herederos 
reunidos  para  el  goce  de  la  obra^  no  formasen  los  42  anos.  Respec- 
to de  los  grabados,  litografías  y  demás  producciones  obtenidas  por 
procedimientos  análogos^  sólo  se  concede  el  término  de  S8  anos.  En 
Grecia  y  eq  Cerdeña,  el  dereclio  de  reproducción  sólo  dura  15 
años.  En  los  Estados  Romanos  tan  solo  12  después  de  la  muerte 
del  autor.  En  Baviera,  SO  años;  en  Bélgica,  25;  en  Suiza,  30.  Las 
legislaciones  más  avaras  son  las  de  la  República  de  Venezuela 
que  lo  limita  Á  14  años,  después  de  muerto  el  autor;  la  de  Méjico 
que  sólo  concede  10  años,  y  la  de  Chile  que  lo  reduce  á  cinco» 
Cuando  las  obras  pertenecen  al  Estado  ó  corporaciones  científicas, 
conceden  las  distintas  legislaciones  generalmente  un  término  más 
prolongado,  según  expondremos  más  adelante. 

España,  pues,  ha  sido  una  de  las  naciones  de  Europa  más  libe- 
rales en  la  extensión  del  derecho  de  propiedad  literaria,  habiendo 
tenido  el  honor  de  que  la  siguiera  la  Francia,  la  Prusia  y  el  Portu- 
gal que  anteriormente  señalaban  un  término  más  limitado. 

El  objeto  de  nuestra  ley,  ha  sido  comprender  do^  generacio* 
nes  que  abrazan  por  lo  común  la  descendencia  en  que  recae  el  ma- 
yor afecto  del  autor,  «no  pudiéndose  concebir  como  justo  y  equita- 
tivo, según  se  lee  en  el  preámbulo  de  la  misma,  que  los  hijos  y 
nietos  de  un  autor  y  sus  herederos  y  derecho-habientes,  se  vean 
privados  del  fruto  de  su  trabajo,  y  tal  vez  en  la  indigencia,  mien- 
tras otros  se  están  enriqueciendo  con  lo  que  tantos  afanes  y  dispen- 
dios costó  á  quien  dio  á  luz  la  obra.» 

Sin  embargo,  este  sistema  deextension  tiene  los  graves  incon- 
venientes de  no  ser  proporcionado  al  beneficio  que  procura  á  un 
autor  que  se  halla  en  su  juventud,  y  al  que  toca  al  término  de  su 
vida;  de  ofrecer  mayor  protección  á  los  ensayos  juveniles,  esto  es^ 
á  las  obras  más  imperfectas  de  un  escritor  que  4  las  obras  de  la 
edad  madura,  de  suerte  que  cuanto  más  meditación  se  ha  empleado 
en  la  obra  se  alcanza  menor  recompensa;  y  por  ültifno ,  tiene  el  in- 
conveniente de  no  presentar  base  fija  á  los  contratos  y»conven¡os 
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para  marcar  el  precio  de  la  cesión  de  este  derecho,  puesto  que  de- 
pende aquella  duración  del  término  de  la  vida  del  autor,  que  es 
incierto.  Por  eso  en  algtinos  países,  para  fijar  el  principio  y  el  fin 
de  este  derecho,  se  ha  atendido  á  la  fecha  de  la  publicación  de  la 
obra,  durando  la  propiedad  un  número  determinado  de  anos,  con- 
tados desde  que  aquella  salió  á  luz.  Así^  en  los  Estados-Unidos  de 
América  se  marca  el  término  de  28  anos,  contados  desde  que  sé 
hace  el  depósito  de  cada  obra,  elevándolo  á  40  anos,  cuando  des- 
pués de  este  primer  periodo ,  viven  todavía  la  viuda  ó  hijos  del 
autor. 

Cuando  la  obra  ha  sido  compuesta  por  varios  autores  en  colabo- 
ración y  no  puede  distinguirse  ó  separarse  de  un  modo  que  forme 
un  todo  aislado  la  parte  de  trabajo  de  cada  uno  en  la  composición, 
tiene  cadaícual  derecho  á  la  totalidad  de  esta,  aunque  repartiendo 
sn  beneficio  con  los  demás  proporciona Imentc  á  su  trabajo;  porque 
siendo  este  derecho  una  consecuencia  y  remuneración  de  aquella, 
no  puede  ser  objeto  de  muchos  plazos.  En  tal  caso,  dispone  la  ley 
prusiana  de  11  de  Junio  de  1870,  que  el  término  concedido  por  la 
ley  principie  á  contarse  desde  la  muerte  del  último  de  los  colabo- 
radores. Esto  se  endiende  cuando  los  diversos  autores  publicaron  la 
obra  como  propietarios  de  ella;  pues  si  la  mandó  componer  alguno 
de  estos  ó  un  extraño  y  tomó  la  obra  á  su  cuenta,  comprando  el 
trabajo  de  los  demás  y  publicándola  á  su  nombre,  éste  solo  será 
considerado  como  autor  de  la  totalidad  ó  conjunto  d^  dicha  obra 
para  los  efectos  del  tiempo  de  su  disfrute.  En  su  consecuencia,  aun 
coando  falleciere  alguno  de  sus  autores  conservará  el  colector  ó 
propietario  de  dicha  obra  la  propiedad  exclusiva  del  conjunto.  Sola- 
mente si  fueren  separables  las  diversas  partes  de  la  obra  compues- 
ta por  cada  autor^  podrán  éstos,  si  no  la  enajenaron  de  un  modo  ab- 
soluto, publicar  su  parte  por  separado,  como  obra  suya.  Una  dispo- 
sición análoga  se  establece  en  el  art.  581  del  Código  civil  portu- 
gués de  1868,  comprendido  en  el  tít.  5.%  caps.  1.*  y  3.*  que  tratan 
de  la  propiedad  literaria  y  artística. 

II. 

Durante  el  tiempo  mencionado,  tienen  los  autores  el  derecho 
exclusivo  de  reproducir  sus  obras  originales  ó  de  autorizar  su  repro- 
ducción por  medio  de  copias  manuscritas,  impresas,  litografiadas  ó 
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por  cualquiera  otro  SHinejaDte,  según  se  declara  eo  el  art.  i.*  de  la 
ley  de  10  de  Junio;  y  aunque  dicho  articulo  sólo  hace  mención  de 
los  autores  de  escritos  originales,  debe  entenderse  como  refiriéndose 
también  á  los  traductores  y  á  todas  las  personas  ó  corporaciones  que 
tienen  derecho  para  publicar  obras  propias  ó  compuestas  por  su  or- 
den ó  inéditas^  y  tanto  á  ios  que  dan  á  luz  obras  literai-ias  como  á 
los  compositores  de  música,  de  cartas  geográficas,  y  ¿  los  calígrafos; 
y  también  á  los  pintores  y  escultores  con  respecto  á  la  reproducción 
de  sus  obras  por  el  grabado  ó  por  otro  cualquier  medio,  según  se 
consigna  en  el  art.  3/  de  dicha  ley  que  expondremos  detenidamente 
más  adelante:  y  según  se  declaró  en  la  discusión  del  proyecto  de  la 
ley  referida  en  el  Senado,  sesión  de  11  de  Marzo  de  1847.  Citamos 
aquí  esta  disposición  para  llamar  la  atención  principalmente  sobre 
la  facultad  que  en  ella  se  declara  pertenecer  á  los  autores  para  au- 
torizar la  reproducción  de  dichas  obras,  esto  es,  para  enajenarlasé  fa- 
vor de  otra  persona;  como  quiera  que  háse  debatido  largamente  y 
aun  se  controvierte  en  el  dia  entre  acreditados  escritores,  sobre  si  tie- 
ne realmente  un  autor  esta  facultad  de  enajenar  sus  obras,  atendien- 
do á  la  naturaleza  especial  de  la  propiedad  literaria;  discusión  en  que 
ha  sostenido  la  opinión  negativa  con  gran  copia  y  profundidad  de  ra- 
zones el  célebre  filósofo  Kant.  Vamos  á  exponer  las  principales  de 
(;stas  razones  y  de  las  contestaciones  con  que  últimamente  se  han 
rebatido.  Mas  antes  conviene  exponer  algunas  ideas  preliminares 
sobre  esta  materia  para  facilitar  la  inteligencia  de  unas  y  otras. 

IIL 

Aunque  no  hay  duda  que  la  paternidad  de  nna  obra  intelectual 
constituye  el  hecho  de  haber  dado  tal  ó  cual  individuo  nacimiento 
á  un  libro,  y  es  indestructible  respecto  de  la  persona  de  su  autor, 
|vuesto  que  este  libro  es  obra  suya,  y  á  cualquier  mano  que  pase, 
sea  por  donación,  sucesión  ó  venta,  pertenece  al  autor  el  mérito  de 
esta  creación  á  que  dio  su  nombre,  siendo  siempre  sus  pensamien- 
tos lo  que  constituyen  su  lectura,  no  seria  exacto  ver  en  esto  un  ca- 
rácter propio  y  exclusivo  de  la  propiedad  literaria,  deduciendo,  co- 
mo ha  hecho  Kant,  la  imposibilidad  de  enajenar  una  obra  intelec- 
tual. 

Por  doquiera  que  aparece  un  objeto  nuevo  como  resultado 
de  un  trabajo  personal,  se  produce  el  mismo  hecho  con  un  relie- 
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Te  más  ó  méoos  acentuado.  Porque  en  todas  las  obras  que  salen  de 
mano  del  hombre  se  encuentra  el  uso  de  sus  facultades,  el  sello  de 
su  personalidad;  y  si  existe  algún  mérito  en  aquel  objeto  nuero,  sí 
de  cualquiera  manera  que  sea,  habla  á  la  inteligencia,  á  la  sensibi- 
lidad ó  ¿  la  imaginación  de  quien  lo  vé,  el  mérito  de  esto  continúa 
siendo  de  su  creador.  Si  éste  lo  vende,  el  comprador  se  hace  su 
propietario,  pudiendo  usar,  gozar  y  disponer  de  él  según  su  vo- 
luntad, pero  no  puede  hacer  contrato  alguno  por  el  que  llegue  á  ser 
autor  suyo. 

Nadie  negará  que  un  pintor  habla  al  espectador  por  medio  de 
sus  cuadros  con  tanta  vehemencia  como  un  escritor,  y  aun  puede 
decirse  que  casi  siempre  le  impone  más  vigorosamente  sus  ¡deas. 
Dirigirse  á  los  ojos  es  uno  de  los  medios  más  enérgicos  y  más  infa- 
libles de  afectar  más  vivamente  el  espíritu.  Los  muchos  cuadros  é 
imágenes  que  hay  siempre  en  las  iglesias  no  reconoce  otra  causa,  y 
es  la  práctica  de  esta  observación  profundamente  exacta  respecto  de 
la  naturaleza  humana.  Las  Vírgenes  de  Rafael,  llegan  á  ser  para 
sus  adoradores  los  admirables  retratos  de  María;  y  no  hay  sermón 
sobre  la  Pasión  que  haga  comprender  mejor  la  grandeza  del  sacri- 
ficio de  Dios,  el  horror  de  sus  padecimientos,  y  cuan  consolador  y 
terrible  es  á  un  tiempo  mismo  el  misterio  de  la  Uedencion  como  el 
Descendimiento  de  la  Cruz,  de  Rúbeos;  tan  cierto  es  que,  por  medio 
de  la  línea,  del  color  y  de  la  expresión  de  los  semblantes  difundida  en 
los  menores  detalles  del  cuadroja  pintura  habla,  refiere,  describe  y 
conmueve;  ¡sublime  y  divino  lenguage  de  los  grandes  maestros  que 
el  espectador  oye  con  admiración!  £1  artista  no  ha  pensado,  como 
tampoco  el  escritor,  al  componer  el  cuadro,  en  dirigirse  á  tai  ó  cual 
individuo  en  particular;  lo  ha  compuesto  pensando  en  que  fuera 
digno  del  aplauso  del  público  y  comprendido  de  todos  los  hom- 
bres. 

Así^  para  negar  al  autor  el  derecho  de  enajenar  su  obra  bajo 
pretexto  de  que  no  deja  de  ser  su  autor,  seria  necesario  igualmente, 
ámenos  de  incurrir  en  flagrante  contradicción,  negar  al  pintor  el 
derecho  de  vender  su  cuadro.     « 

Pero  la  obra  del  autor  una  vez  creada,  tiene  una  vida  propia  é 
independiente  de  la  persona  de  su  autor,  pudiendo  éste  cederla  du- 
rante su  vida  y  sobreviviéndole  aquella  después  de  su  muerte;  por- 
que liajo  el  punto  de  vista  venal  constituye  una  propiedad,  cuya 
existencia  no  termina  sino  cuando  es  destruida,  y  cuyo  valor  dura 
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tanto  como  el  gasto  del  público  por  ella.  Su  autor  es,  pues,  su  due- 
io  legitimo  y  puede  disponer  de  ella  según  su  voIhbíimI.    - 

Tal  es  el  derecho  común,  y  para  derogarlo,  tratándose  del  de* 
recho  más  sagrado  y  más  innegable,  serian  necesarios  motíyos  muy 
graves.  Pero,  por  el  contrario,  existen  los  más  poderosos  para  apli- 
car á  él  puramente  sus  reglas.  La  equidad  y  la  utilidad  social  se 
reúnen  de  consuno  para  reclamar  que  se  trate  á  la  propiedad  más  no- 
ble por  lo  menos  como  á.  la  más  miserable.  No  hay  duda  que  una  obra 
intelectual  no  es  para  su  autor  únicamente  un  objeto  de  comercio, 
una  mercancía,  como  no  lo  es  tampoco  un  cuadro  para  el  pintor. 
Aunque  han  podido,  como  verdaderos  artistas,  proponerse  en  sus 
gloriosos  trabajas  honor  %  reputación,  y  aunque  han  tenido  la  noble 
ambición  de^ser  útiles  á  los  hombres,  elevando  sus  corazones  y  en- 
sanchando el  dominio  del  pensamiento,  son  libres  si  quieren,  dis<- 
poniendo  de  sus  obras,  de  buscar  una  justa  remuneración  á  su 
vida  laboriosa,  y  nadie  puede  arrogarse  el  derecho  de  impedír- 
selo. 

Seria  eeto,  no  solamente  una  injusticia,  sino  un  grave  error  en 
economía  social.  Si  se  juzga  que  hacen  de  su  talento  un  uso  de  ele- 
vada utilidad  para  los  demás  hombres,  ¿sería  prudente  trasformar  á 
los  historiadores,  á  los  filósofos  y  á  los  poetas  en  comerciantes,  que 
exploten  por  si  mismos  sus  obras?  ¿No  es  más  acertado  permitirles 
trasladar  su  propiedad  á  quien  les  plazca?  De  esta  manera,  reser* 
vindose  para  sí  el  honor  que  procuran  sus  obras,  reportan  de  una 
veis  todo  el  beneficio  que  pueden  esperar  de  ellas,  y  vuelven  á  en* 
coutrarse  en  estado  de  continuar  sus  nobles  estudios,  dejando  á 
otros  el  cuidado  de  vender  sus  producciones.  Las  letras  y  las  artes 
alimentan  la  industria,  lo  cual  es  una  razón  que  esta  tiene  para  no 
ahogarlas,  acaparando  á  sus  adeptos. 

El  autor  tiene,  pues,  el  derecho  de  enajenar  sus  obras  sin  que 
nada  pueda  impedirle  hacer  uso  de  él.  Pero  cuando  se  trata  del  va- 
lor venal  y  de  la  venta  de  una  obra  intelectual,  debe  hacerse  abs- 
tracción de  la  idea  de  paternidad  y  considerar  la  obra  tan  sólo  como 
una  propiedad  que  hay  que  explotar,  lo  mismo  que  no  se  tiene  en 
cuenta,  al  tratar  de  vender  un  antiguo  terreno  montañoso,  que 
haya  sido  el  vendedor  quien  lo  ha  hecho  accesible  al  arado. 

Esto  es  tan  exacto  que  no  suírirá  disminución  alguna  bajo  este 
punto  de  vista  el  derecho  de  un  autor,  porque  conáerve  el  auónimo, 
puesto  que  puede  tener  motivos  respetables  que  le  obliguen  á  ello. 
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¿Quién  preteaderá  que  las  tres  estreUas  qae  se  acostumbra  poner  en 
lugar  del  nombre  propio  le  hagan  perder  su  propiedad?  Su  pater- 
nidad, respecto  de  la  misma,  permanece,  no  obstante,  aunque  res- 
tringidos sus  efectos,  como  es  fácil  comprender,  sin  salir  de  las  re- 
glas del  derecho  común. 

A.SÍ,  el  editor  que  ha  Uegado  á  ser  proptelarío  de  un  libro  por 
medio  de  su  compra,  debe  inscribir  el  nombre  de  su  autor  al  frente 
de  los  ejemplares  de  todas  las  ediciones  que  dé  á  luz.  Esta  obliga- 
ción existe  aunque  no  se  hubiera  expresado  en  el  contrato^  pues  se 
funda  en  el  uso  constante  de  los  siglos.  £1  anónimo  es  una  excep- 
ción que  no  puede  sobreentenderse.  Melpomene,  ba  dicho  un  autor^ 
DO  es  en  tal  caso  ya  una  musa  hija  de  Apolo,  sino  una  vulgar  merca- 
dera,  si  no  se  propone  más  objeto  que  el  interés  material.  Seria 
vergonzoso  verdaderamente  para  un  autor  el  no  cuidarse  de  la  fa- 
ma, 7  seria  rebajar  el  arte  si  no  tuviera  por  principal  móvil  el  anhelo 
de  la  gloría.  Así,  pues,  mientras  no^se  pruebe  lo  contrario,  se  pre- 
sume que  el  autor  no  hubiera  consentido  en  ceder  su  obra,  si  hubiera 
exigido  el  comprador  que  suprimiera  de  ella  su  nombre. 

Por  una  interpretación  tan  prudente  como  equitativa  de  la  in- 
tención presunta  de  las  partes,  es  preciso  sobreentender  en  el  con- 
Iralo  la  cláusula  por  la  cual  se  obliga  el  editor  á  respetar  *el  texto 
de  la  obra,  debieodo  declararse  responsable,  con  respecto  al  autor, 
de  toda  alteración  suficiente  para  motivar  una  reclamación  en  jui- 
cio; pues  esto  no  es  más  que  la  mera  aplicación  del  sentido  coman 
7  de  las  reglas  generales  del  derecho. 

Lo  mismo  debe  decirse,  bajo  el  punto  de  vista  de  la  responsabili- 
dad en  que  incurre  todo  escritor  que  produce  un  libro.  Si  la  obra 
ts  inmoral,  por  ejemplo,  es  un  hecho  culpable  haberla  dado  naci- 
miento, que  no  desaparece  por  haberla  enajenado.  El  aqtor  queda, 
pues,  sujeto  á  la  responsabilidad  consiguiente  á  la  producción  de 
semejante  obra.  También  es  responsable  el  editor,  pero  tan  sólo 
como  cómplice,  por  haber  difundido  al  público  los  productos  perju- 
didales  de  la  misma. 

Expuestas  estas  nociones,  pasemos  á  hacernos  cargo  de  la  opi- 
nión de  Kant  sobre  la  enajenación  de  las  obras  intelectuales.  En 
nuestro  juicio,  este  gran  escritor  se  ha  equivocado  sobre  este  puato. 
Con  toda  su  lógica,  apenas  consigne  más  que  edificar  un  sistema 
falso,  porque  falla  por  su  base.  Pero  aun  de  su  mismo  error  puede 
reportarse  alguna  utilidad  para  la  ciencia,  lo  cual  prueba  que  nun- 
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ca  se  ha  aplicado  al  estudio  de  una  cuestión  una  elevada  inteligen- 
cia iaútilmente. 

IV. 

nUn  libro,  dice  Kant,  no  es  para  el  autor  una  mercancía,  un 
objeto  de  comercio;  esrun  uso  de  su&  fuerzas,  opera,  que  puede  con- 
ceder á  otro,  pero  que  no  puede  enajenar.  Todo  libro  es  un  escrito 
del  autor,  por  medio  del  cual  habla  éste  al  lector.  El  que  imprime 
este  escrito  habla  verdaderamente  también  al  público  por  medio  de 
los  ejemplares  del  mismo;  pero  no  habla  por  sí;  habla  en  nombre 
del  autor;  presenta  á  éste  públicamente  como  hablando;  es  la  per- 
sona intermedia  entre  el  autor  y  el  t)úblico  para  trasmitir  á  éste  las 
palabras  de  aquel.  Todo  ejemplar  de  estas  palabras  es  un  objeto  sus* 
ceptible  de  propiedad  privada;  el  propietario  puede  servirse  de  él 
para  su  propio  uso,  puede  comerciar  con  él  en  su  nombre.  Pero  ha- 
cer hablar  á  alguno  públicamente,  y  llevar  sus  palabras  como  tales  á 
conocimiento  del  público,  es  hablar  en  nombre  del  autor;  es  decir 
al  público:  «sirviéndose  el  autor  de  mí,  como  de  persona  intermedia , 
»te  dá  parte  literalmente  de  tal  ó  cual  cosa;  pero  yo  no-  respondo  de 
«nada,  ni  aun  de  la  libertad  que  se  toma  el  autor  de  hablar  públi- 
»camente  por  medio  de  mi  órgano;  yo  no  soy  sino  la  persona  inter- 
»media  entre  él  y  entre  tí,  encargada  de  trasmitirte  sus  palabras.» 
No  hay  duda  alguna  que  el  editor,  obrando  de  tal  suerte,  sólo  prac- 
tica la  gestión  de  un  negocio  ajeno ^  pues  no  puede  considerarse 
este  negocio  como  siendo  el  suyo  propio.  Es  verdad  que  el  editor 
ofrece  en  su  propio  nombre  el  instrumento,  por  cuyo  medio  se  tras- 
miten al  público  las  palabras  del  autor,  instrumento  que  no  es  una 
cosa,  sino  un  uso  de  las  facultades  del  autor,  opera,  es  decir,  pa- 
labras literales^  pero  es  evidente  que  el  editor  lleva  en  nombre  del 
autor  á  conocimiento  del  público  estas  palabras-  por  medio  de  la 
impresión;  y  que  se  presenta,  en  nombre  del  autor  como  siendo  la 
persona  por  medio  de  la  cual  habla  éste  al  público.» 

No  hay  duda  que  un  libro  no  debe  ser  para  un  autor  únicamente 
una  mercancía,  pues  como  ya  hemos  indicado,  si  quiere  merecer 
bien  de  la  ciencia,  debe  tener  miras  más  elevadas.  Pero  tomar  pre- 
texto de  esta  idea  para  rehusarle  el  derecho  de  enajenar  su  obra,  es 
indudablemente  la  pretensión  menos  fundada  y  más  abusiva.  El 
autor  tenia  la  libertad  de  componer  ó  no  este  libro;  por  tanto,  al 
autor  sólo  debe  la  obra  su  existencia.  Podia  también  éste  destruii  la 
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después  de  compuesta;  ¿por  qué,  pues,  no  habia  de  poder  cederla  ó 
traspasarla  á  un  tercero? 

No  hay  nadie  que  se  atreviera  con  justo  título  á  interponer  su 
veto  entre  el  escritor  que  vende  su  obra  y  el  editor  que  la  compra. 
¿Diría  acaso,  como  Kant,  al  autor,  que  su  libro  es  un  uso  de  sus 
fuerzas,  y  que  un  uso  de  sus  fuerzas  no  es  objeto  enajenable?  Esta 
definición  es  inadmisible;  porque  un  libro,  no  tanto  es  un  uso  de 
las  fuerzas  del  escritor,  como  una  producción  suya.  El  uso  de  las 
fuerzas  de  un  hombre,  sea  bajo  el  aspecto  físico,  sea  bajo  el  moral, 
á  menos  de  ser  inútil,  ó  de  que  estas  fuerzas  se  muevan  en  el  vacío, 
producirá  necesaríamente  una  obra,  cualquiera  que  sea.  El  labrador 
que  hace  uso  de  sus  brazos^  rotura  un  terreno  montañoso  y  lo  tras- 
forma  en  un  campo;  el  albañil  edifica  una  casa;  el  autor  que  gasta 
su  cerebro,  crea  una  obra  intelectual,  que  no  es  un  uso  de  sus  fuer- 
zas, expresión  vaga  que  sólo  puede  designar  el  trabajo,  sino  que  es 
su  producción,  cosa  perfectamente  determinada  y  objeto  de  si}  pro- 
piedad. £1  que  en  ninguna  otra  obra  se  acuse  con  más  energía  la 
creación  de  objetos  por  medio  del  trabajo,  no  es,  seguramente, 
una  razón  para  rehusar  ó  restringir  un  derecho  de  propiedad  que 
por  lo  mismo  es  tanto  más  legítimo  y  sagrado.  ¿En  qué  puede  apa- 
recer exorbitante  que  el  autor  sea  propietario  de  su  obra  y  dueño 
de  explotarla  y  de  enajenarla,  si  así  lo  cree  conveniente? 

La  definición  de  Kant  y  la  consecuencia  que  de  ella  deduce,  son, 
pues,  inexactas:  es  este  un  error  ciertamente  grave  y  de  trascenden- 
tales consecuencias.  No  hubiera  incurrido  en  él  tan  sabio  escritor, 
si  no  hubiera  confundido  la  propiedad  con  la  paternidad,  respecto 
del  autor,  y  sí  hubiera  distinguido  claramente  estas  dos  cosas,  que 
aunque  conexas,  son  tan  diferentes.  Porque  el  objeto  de  Kant  no  es 
negar  al  autor  su  derecho  sobre  sus  obras;  pero  eñ  realidad  alte- 
ra toda  la  naturaleza  de  este  derecho.  Preocupado  con  la  observa- 
ción de  que  el  escritor,  aun  cuando  haya  vendido  la  obra,  perma- 
nece siendo  su  autor  con  respecto  al  lector  ó  al  público,  liega  á 
imaginar  que  no  puede  haber  en  esto^  entre  el  autor  y  el  editor,  más 
que  una  gestión  de  negocios.  Para  probarlo,  hace  hablar  al  autor  al 
público,  y  lo  que  dice  es  exacto,  pero  sin  consecuencia  en  cuanto 
al  fondo  mismo  del  derecho.  Hace  también  hablar  al  editor,  y  lo  que 
dice  es  menos  exacto,  puesto  que  este  no  es,  para  valemos  de  las 
mismas  expresiones  de  Kant,  sino  una  persona  intermedia  que  per- 
manece muda,  y  que  suministra  el  instrumento  material,  por  medio 
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del  cual  se  verifica  la  tra$mision  de  la$  palabras  del  autor  al  públi^ 
co;  y  esto  quiere  decir,  más  sencillamente^  que  atinqae  propietario 
de  la  obra,  la  explota,  sin  pretender  el  título  de  autor. 

Esta  idea  de  gestión  de  negocios  no  deja  de  ser  una  concepción 
extraSa,  y  que  examinada  atentamente,  ofrece  una  gran  complica- 
cian.  Kant  no  es  un  adversario  del  derecho  de  los  autores^  aun  bajo 
el  punto  de  vista  más  extenso;  por  el  contrarío,  resolta  de  un  exi- 
men detenido  y  compresivo  de  toda  su  teoría,  que  quiere  dar  á 
esta  gestión  de  negocios  del  antor  por  el  editor,  todos  los  efectos, 
ya  que  no  todos  los  caracteres,  de  un  verdadero  derecho  de  propie- 
dad. Entiende  que  esta  sea  perpetua,  absoluta  en  beneficio  del  edi- 
tor en  contra  de  terceras  personas  y  del  mismo  autor.  Pero  tktes 
efectos,  fundados  en  justicia  y  en  razón,  cuando  se  trata  de  la  pro- 
piedad, son  exagerados  é  inadmisibles  cuando  se  consideran  bajo  ei 
aspecto  de  una'simple  gestión  de  negocios.  Por  más  que  se  atormen- 
ta Kant  creándole  una  naturaleza  fantástica,  formando  de  ella  como 
un  contrato  desconocido  hasta  ahora^  á  pesar  de  todos  sus  esfuerzos^ 
no  por  eso  es  menos  contraría  á  todos  los  principios  del  derecho. 
Examinémosla  primeramente  en  sí  misma  y  como  contrato. 

¡Qué  laberínto  no  forma  esta  gestión  de  negocios  y  con  cuántas 
personas  é  intereses  diversos  no  se  halla  complicada!  No  se  olvide 
que  en  cada  uno  de  los  numerosos  aspectos  que  presenta,  es  siem- 
pre la  gestión  de  un  negocio,  cuyo  objeto,  poco  circunstanciado, 
por  otra  parte,  viene  á  ser  un  uso  de  las  fuenas  del  autor.  A  pri^ 
mera  vista  parece  que,  considerada  en  su  esencia,  debe  llamársele 
un  cuasi  contrato,  porque  aun  el  que  impríme  fraudulentamente 
puede  considerarse  como  un  gestor  de  negocios,  á  la  manera  que 
el  editor  facultado  por  el  autor  para  imprimir  su  obra.  Es  verdad 
que  el  que  imprime  fraudulentamente  hace  una  gestión  indebida, 
pero  verifica  una  gestión.  Mas  para  que  esla  gestión  sea  legítima, 
necesita  la  voluntad  del  dueño  de  la  obra,  lo  cual  supone  un  con- 
cierto de  las  voluntades  del  autor  y  del  editor;  y  por  lo  tanto 
llega  á  convertirse  en  un  contrato. 

Tal  vez  podría  asemejarse  al  mandato,  pero  esto  no  es  posible, 
porque  no  es  gratuita  y  es  claro  que  el  editor  entiende  efectuar  prín- 
cipalmente  su  propio  negocio,  haciendo  la  gestión  del  del  autor. 
Continuase,  no  obstante  la  muerte  del  autor  ó  del  editor,  y  sin  in- 
tuitus  personas,  pudiendo  cederla  el  editor  á  una  tercera  persona 
cualquiera,  que  emplee  en  ella  la  diligencia  necesaria,  aun  cuando 
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fiiesé  desconocida  del  autor:  tercera  persona  que  trasmitirá  á  su  tez 
sus  poderes  á  otra  y  así  tfidefioidamente;  porque  segno  ya  hemos 
dicho,  Eaut  no  se  opone  en  manera  alguna  á  la  perpetaidad  del  de-- 
recho  del  editor.  Si  no  es,  pues,  un  mandato  el  acto  referido,  ¿seré 
una  loeaíw  apeml  Tampoco,  porqae  suponemos  que  el  autor  no 
entrega  el  uso  de  $u8  fucr%a$  sin  exigir  un  precio,  y  que  el  editor 
que  lo  pagó  ya  para  proceder  á  la  publicación  de  la  obra,  no  puede 
recurrir  contra  el  autor  después  de  haber  asi  gestionado,  y  h^ce  su- 
yos los  productos  que  procura  el  negocio.  Podría  verse  en  todo 
esto  la  renta  de  un  libro  y  la  explotación  de  este  libro  por  el  editor, 
pero  Kant  no  admite  la  enajenación,  y  además  hace  intervenir  al 
público  y  quiere  que  el  editor  gestione  el  negocio  del  público  al 
mismo  tiempo  que  el  del  autor,  y  es  de  presumir  que  sin  descaidai* 
el  suyo  propio. 

«El  editor,  dice  Kant,  no  ha  obtenido  la  posesión  del  manus^ 
críto  sino  con  la  condición  de  hacer  uso  de  él,  respecto  de  un  nego^ 
cío  que  se  trata  entre  el  autor  y  el  público.  Su  compromiso  para 
con  el  público  continúa  existiendo,  aun  cuando  el  que  existió  con 
respecto  al  autor  se  haya  extinguido  con  la  muerte  de  este  último. 
Vése,  pues,  que  uo  invoco  un  pretendido  derecho  del  público  sobre 
el  manuscrílo.  Mi  argumento  se  apoya  en  la  existencia  de  un  nego- 
cio entre  el  autor  y  el  público.» 

No  hay  duda  que  un  autor  que  vende  su  libro  á  un  librero  no 
piensa  que  este  acto  tan  sencillo  contenga  una  de  las  Operaciones 
más  complicadas  que  se  conocen  y  á  la  cual  seria  dificil  dar  un 
nombre  determinado.  ¡T  nótese  cuan  distantes  nos  hallamos  de  la 
idea  de  la  propiedad  tan  sencilla  en  sí  misma  y  en  sus  aplicacio- 
nes! Por  otra  parle,  no  puede  aceptarse  la  definición  mencionada  de 
la  propiedad  literaria.  Porque  en  lugar  de  ver  en  ella  una  usurpa* 
GÍOB  de  la  creación  de  otro  y  el  robo  de  sus  productos,  Kant  trata 
de  demostrar  que  el  reiropresor  fraudulento,  propietario  de  un 
ejemplar  del  escrito,  además  de  gestionar  indebidamente  el  negocio 
del  autor,  pretende  todavía  un  derecho  afirmaliw  sobre  su  persona, 
lo  caal  seria  intolerable  evidentemente. 

Veamos  ahora  cómo  procura  esta  gestión  de  negocios  un  dere-* 
cbo  exclusivo  en  beneficio  del  editor,  aun  con  respecto  al  autor: 
«Debe  considerarse  como  imposible,  dice  Kant,  admitir  al  autor  á 
agregar  al  convenio  con  el  editor  una  cláusula  por  medio  de  lá  cual 
se  reservase  la  facultad  de  conceder  todavía  á  otros  el  permiso  de 
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ser  editores  del  mismo  escrito.»  Según  esta  teoría,  supongamofi, 
pues,  ua  autor  de  crédito  que  acaba  de  componer  una  obra  que  cree 
destinada  á  ser  leída  por  todas  las  clases  de  la  sociedad^  y  toma  la 
resolución  de  publicar  dos  ediciones  al  mismo  tiempo,  la  una, 
de  lujo,  dirigida  á  los  lectores  ricos  y  que  gustan  de  libros  biea 
impresos,  la  otra,  de  mediano  precio  accesible  á  las  fortunas  me- 
.dianas.  La  primera  edición  la  reserva  á  un  editor  que  tiene  la. 
especialidad  de  publicar  tan  sólo  libros  de  lujo  y  de  precio  elevado, 
pero  que  no  obstante,  gracias  á  su  clientela,  los  despacha  pronto. 
La  otra  edición  la  confía  á  un  editor  conocido  por  los  precios  eco- 
nómicos de  las  obras  que  publica.  ¿Hay  en  esto  nada  contrario  á 
las  reglas  más  exactas  de  la  gestión  de  un  negocio  y  de  la  explota- 
ción de  una  cosa,  aunque  sea  una  obra  intelectual?  ¿Hay  nada  con- 
tra la  equidad  ó  las  leyes  y  seria  oportuno  poner  aquí  una  traba  á 
la  libertad  de  las  convenciones?  Por  nuestra  parte,  no  vemos  apa- 
riencia alguna  de  ello,  pues  si  el  interés  privado  encuentra  venta- 
jas en  eslo^  el  público  no  puede  menos  de  salir  también  ganancioso 
puesto  que  tiene  la  facultad  de  elegir  según  su  fortuna  y  su  gusto. 
Si  fuera  admisible  y  lógico  lo  contrario,  seria  un  funesto  efecto  de 
esa  teoría  de  la  gestión  de  negocios,  y  muy  de  extrañar  el  verá 
Kant,  tan  partidario  del  derecho  de  los  autores,  imponerle  una  res- 
tricción tan  abusiva. 

El  mismo  Kant  es  la  primera  víctima  de  su  sistema:  habiendo 
partido  de  un  principio  falso,  llega  hasta  lo  arbitrario,  cuando  sólo 
pretende  ser  equitativo.  Su  objeto  es  establecer  en  beneficio  del  edi- 
tor, que  trató  con  el  autor,  un  derecho  absoluto  y  exclusivo  sobre 
el  libro.  Si  admitiera  la  propiedad  literaria  pura  y  simple;  si  viese 
una  venta  en  el  contrato  que  interviene  entre  el  escritor  y  el  edi- 
tor, este  derecho  exclusivo  seria  al  mismo  tiempo  el  más  natural, 
el  más  justo  y  el  más  conforme  á  los  principios  generales;  el  vende- 
dor trasmite  al  comprador  su  derecho  tal  como  entró  en  su  poder; 
si  él  es  propietario,  el  comprador  llega  á  serlo  también  y  adquiere 
todas  las  ventajas  consiguientes  á  ,1a  propiedad.  Pero  si  se  rehusa 
ver  en  esto  una  venta,  y  sólo  se  admite  una  gestión  de  negocios, 
¿cómo  ha  de  establecerse  un  derecho  exclusivo,  y  por  decirlo  así, 
real,  en  beneficio  de  un  simple  gestor  de  negocios  en  oposición 
del  dueño  y  de  los  terceros?  Esto  es  inadmisible,  y  jamás  se  proba- 
rá que  el  dueño  no  pueda  gestionar  su  negocio  como  mejor  le  pa- 
rezca y  por  medio  de  la  persona  que  crea  conveniente.  Si  lo  aban- 
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dona  á  un  editor  definitiva  y  absolutamente,  cesa  de  ser  suyo ,  y 
¿qué  es  esto  sino  una  enajenación  verdadera?  En  una  palabra:  esto 
es  querer  dar  á  una  gestión  de  negocios,  los  erectos  de  un  traspaso 
de  propiedad;  es  exigirle  más  de  lo  que  puede  dar  su  propia  na- 
turaleza. 

Esta  gestión  de  negocios  no  se  presta  mejor  á  conferir  un  dere- 
cho perpetuo  al  autor  ó  editor,  ó  más  bien,  se  presta  demasiado,  y 
traspasa  su  objeto.  «Eacer  hablar  á  alguno  públicamente,  dice 
Kant,  dirigir  sus  palabras,  como  tales,  parael  conocimiento  del  pú- 
blico, es  hablar  en  nombre  del  autor No  hay  duda  que  el  editor, 

procediendo  así,  no  hace  sino  gestionar  el  negocio  de  otro ,  pues  no 
podría  considerarse  este  negocio  como  suyo  propio.»  Según  esto» 
bien  haya  muerto  el  autor,  ó  esté  vivo,  bien  sea  antiguo  ó  moderno* 
basta  imprimir  sus  escritos  para  efectuar,  respecto  de  él,  una  gestión 
de  negocios.  Kant  no  hace  distinción  alguna,  ni  podria  hacerla  sin 
contradecirse  en  su  idea.  Un  libro  no  es  ya  respecto  de  su  autor  una 
propiedad  independiente  de  su  persona,  y  que  tiene  una  existencia 
propia,  que  no  reconoce  otro  fin  ni  otro  limite  á  su  explotación  que 
leí  gusto  del  público;  llega  á  ser  para  el  autor  un  negocio,  que  se 
continúa  en  la  posteridad,  más  allá  de  la  tumba,  y  de  que  no  podrá 
desprenderse  por  toda  la  eternidad  mientras  haya  un  editor  que  lo 
gestione  y  un  lector  que  lea  su  libro.  Homero  habla  al  público:  el 
editor  que  actualmente  hace  una  ediciop  de  sus  obras  gestiona  los 
negocios  de  Homero.  Tal  es  la  consecuencia  forzosa  de  la  teoría  de 
Kant,  la  cual  podria  admitirse  en  rigor,  si  se  tratara  únicamente  de 
la  paternidad  del  autor  y  del  valor  espiritual  y  moral  de  la  obra, 
pero  que  es  •incomprensible  cuando  se  trata  sólo  del  comercio  de 
libros.  Es  verdad  que  Kant  dice  más  adelante,  que  la  obligación  del 
editor  de  tener  la  obra  en  continuo  y  suficiente  estado  de  publica- 
ción, se  extingue,  con  retspecloal  autor,  á  la  muerte  de  éste;  pero 
esto  es  para  trasmitirla  al  público  en  virtud  del  derecho  presunto 
concedido  por  el  autor.  Esta  obligación  es  solamente  accesoria  y  en 
nada  afecta  á  la  definición  expuesta;  porque  para  existir  esta  ges- 
tión de  negocios  no  exige  en  manera  alguna  que  el  autor  haya  in- 
tervenido por  medio  de  su  consentimiento  prestado  en  un  principio, 
paeslo  que  el  que  imprime  su  obra  clandestinamente  es  también  un 
gestor  de  negocios  de  aquel.  La  facultad  concedida  para  la  impre- 
sión por  el  autor  no  tiene  otro  efecto  que  hacer  esta  gestión  legal  y 

exclusiva,  y  los  editores  se  la  trasmiten  sucesivamente  de  edad  en 
TOMO  XLix.  2:2 
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edad^  sin  término  ni  límite,  coe  lal  que  CMia  uno  p(mga  m  illálm 
exactitud  y  diligencia  necesaria.  Así,  paes,  eonsiderada  en  sí  misma 
y  fundada  en  el  solo  hecho  de  publicar  los  escritos  «te  qe  autor» 
esta  gestión  de  negocios  continia  existieiido,  eo  obstante  la  acunu-» 
lacion  de  diversos  países  y  siglos.  Puede  parecer  extraño,  en  verdad, 
<^ue  el  antiguo  Homero  tenga  todavía  en  nuestro  siglo  XIX  nego- 
cios en  cuya  gestión  se  piense,  porque  veréaderamenle  prodaceB 
honra  y  provecho.  Pero  así  es  necesario  admitirlo  según  la  teoría  de 
Kant,  lamentándonos  al  mismo  tien^io  de  que  ao  pueda  ya  apro- 
vecharse de  esta  gestión  en  su  tumba  ignorada  ei  poeta  mis  rico 
de  gloria^  aunque  también  el  más  pobre  de  fortima* 

Yése^  pues,  á  dónde  conduce  esta  idea  de  gestión  de  negocios 
llevada  hasta  sos  últimos,  aunque  exactos,  h'mites.  Hiae  superado, 
pues,  la  idea  de  la  perpetuidad  de  la  propiedad.  Ya  no  tiene  el  do- 
minio pjiblico  nada  que  pretender  ni  que  esperar;  es  cierto  que  pue» 
de  llegar,  respecto  de  un  autor,  un  dia  en  que  pieda  todo  el  mun- 
do, sin  ser  impresor  fraudulento,  gestionar  un  negocio  suyo,  lo  cual 
sucederá  cuando  no  baya  editor  legítimo,  ni  ninguno  de  sus  causa* 
liabienles  ó  sucesores,  pero  aun  entonces,  hablando  siempre  el  au-' 
tor  ai  público,  no  se  hará  más  que  la  gestión  de  un  negocio  suyo; 
siendo  éste  inalienable,  nadie  puede  adquirirlo  y  las  regias  de  la 
prescripción,  patrona  gaitris  humaniy  no  ejercen  ya  en  esto  inter-* 
vención  alguna;  semejante  gestión  no  podria  adaptarse  á  ella^  por 
rechazarla  su  mismo  principio. 

Es  necesario  reconocer  también  que  su  sistema  conduce  á  Kant 
á  ser  muy  indulgente  en  materia  de  impresión  firaodulcmta  y  que  su 
tolerancia  es  verdaderameate  excesiva:  «La  tmduccioa  del  escrito 
en  otra  lengua,  dice,  no  es  una  reproduccioa  fraudulenta,  porque  la 
traducción  no  contiene  literalmente  las  palabras  del  autor,  aunque 
puedan  ser  las  ideas  las  mismas.»  Así,  pues,  escribe  Montesquieu 
su  Espirita  de  las  leyes:  su  elevada  inteligencia  ha  recorrido  todas 
las  legislaciones  conocidas;  ha  procurado,  por  medio  de  un  estudio 
tan  paciente  como  profundo,  penetrar  su  sentido  y  hasta  au  es- 
píritu. 

Gon  una  vastedad  de  miras  y  una  seguridad  de  juicio  admirables, 
las  ha  comparado,  elogiándolas  ó  oensuráadoias.  Bajo  su  potente 
pluma,  los  pueblos  que  hablan  desaparecido  reviven  con  sos  insti- 
tuciones, sus  costumbres  y<^sus  leyes.  ¿T  ha  de  bastar  al  primer  ad- 
venedizo traducir  en  un  idioma  cualquiera  el  admirable  lenguaje 
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dei  gran  escritor,  para  llegar  á  ser  legítimo  propietario  de  aquella 
obra  maestra? 

Hacer  ocmsistír  el  objeto  de  la  propiedad  literaria  solamente  en 
las  palabras  literales  del  autor,  parece  una  concepción  muy  bajado 
ese  hermoso  derecho,  y  muy  limitada  de  lo  qae  constituye  en  una 
obra  intelectual  el  trabajo  y  la  originalidad  del  escritor.  Aun  parece 
que  Ja  teoría  de  Kant  no  le  obligaba  á  aceptar  semejante  consecuen- 
cia. Porque  si  Montesquieu  habla  al  lector,  sea  en  francés  6  en 
alemán,  no  les  dirige  el  mismo  discurso.  ¿No  se  encuentra  en  su 
mayor  parte^  aun  en  sn  obra  traducida,  el  uso  de  sn$  fuerzoil  De 
lo  contrario,  seria  preciso  admitir  que  la  aplicación  de  las  fuerzas 
del  escritor  no  se  halla  en  la  investigación  de  las  ideas,  ni  en  su 
combinación,  ni  en  su  estilo,  sino  únicamente  en  las  palabras  con- 
sideradas bajo  el  punto  de  Vista  de  las  letras  que  las  componen  y  de 
los  sonidos  que  representan.  Una  traducción  no  merece  este  nombre 
sino  cuando  constituye  en  otra  lengua  la  reproducción  más  fíel  po- 
sible, no  solamente  de  las  ideas  que  se  contienen  en  el  libro,  sino 
de  todo  lo  que  constituye  la  obra  original  y  propia  del  autor.  Una 
obra  bien  traducida  no  ha  hecho  más  que  cambiar,  por  decirlo  así, 
el  color  de  su  vestido,  habiendo  quedado  la  tela  que  la  formaba.  Es 
cierto  que  casi  siempre  perderá  la  obra  en  este  cambio;  pero  esto  es 
una  razón  más  para  noexajerar  el  mérito  y  el  derecho  del  traductor. 
No  se  niegue,  sin  embaído,  todo  efecto  á  su  trabajo;  pero  no  se  con- 
funda este  con  el  del  autor.  No  se  le  usurpe  su  traducdoo,  si  es  le- 
gítima, es  decir,  si  di6  para  ella  su  consentimiento  el  propietario 
del  escrito  original;  pero  que  respete  también  el  traductor  el  dere- 
cho del  escritor.  Afortunadamente  no  ha  prevalecido  esta  idea  de 
Kant,  y  los  tratados  internacionales  sobre  los  derechos  de  los  auto^ 
res  protegen  á  los  escritores  contra  los  traductores  sobrado»  solícitos 
y  poco  escrupulosos,  los  cuales  son  asimilados  á  los  usurpadores  li« 
terarios. 

Resulta,  pues,  claramente  de  este  estudio  de  la  opinión  de  Kant 
sobre  el  derecho  de  los  autores  y  de  los  editores,  que  esta  gestión 
de  negocios,  imaginada  por  él  para  suplir  al  sistema  de  la  propio* 
dad,  está  lejos  de  ser  una  concepción  feliz,  pues  que  no  tiene  su 
profunda  lógica.  La  propiedad  común  ha  atravesado  los  siglos  y  ha 
experimentado,  sin  que  se  altefe  su  principio,  esta  prolongada  prue- 
ba. Actualmente  es,  exclusiva  y  perpetua,  encontrándosela  en  las 
épocas  pasadas  con  estos  caracteres  que  son  sus  consecuencias  ne- 
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lista;  sus  lienzos  no  hablarán  ni  YÍTÍrán,  porque  las  lineas  y  los  co- 
lores no  tienen  fuerza  ni  valor  si  no  expresan  ma  idea  ai  na  sen  *- 
timiento. 

£1  objeto,  pues,  de  la  propiedad  artísiica,  come  el  4e  la  literaria^ 
es  la  obra  intelectual  del  pintor  ó  del  escritor.  £s  el  libro  ó  el  cua- 
dro, considerados  en  su  naturaleza  abstracta,  que  los  distiaguea 
claramente  del  manuscrito  ó  del  lienzo;  las  dos  son  verdaderamen- 
le  obras  intelectuales,  puesto  que  las  concibe  el  entendimiento  y 
que  se  dirigen  al  de  ios  lectores  ó  espectadores. 

Como  respecto  de  la  propiedad  literaria,  ea  la  artística  las  ideas 
son  de  todo  el  mundo.  Mas  para  expresarlas,  tanto  ei  autor  como  el 
artista,  las  revisten  de  una  forma  que  les  es  personal.  I  á  la  manera 
qae  no  se  concibe  un  libro,  obra  puramente  abstracta,  sin  el  ropaje) 
de  las  letras  que  forman  las  palabras  y  que  traza  la  pluma  en  carao- 
teres  sobre  el  papel,  y  traducen  los  labios  en  sonidos  para  ei  oíáo, 
así  la  obra  intelectual  del  pintor  no  puede  concebirse  sin  líneas  y 
colores;  pero  es  precise  considerar  estas  también  en  su  naturaleza 
abstracta,  pues  ellas  son  las  que  hace  sensibles  á  los  ojos  el  pincel, 
el  lápiz  ó  el  buril,  que  son  otros  tantos  medios  diferente  para  que  la 
obra  intelectual  pase  del  dominio  del  pensamiento  al  dominio  de  los 
sentidos.  Bien  sea,  pues,  bajo  la  forma  de  pintura  ó  de  grabado, 
siempre  se  reproduce  la  misma  obra,  y  se  traza  y  hace  yisible  por 
medio  de  ejemplares  diferentes  la  misma  creación  del  cerebro  del 
pintor;  siendo  independiente  de  aqujella,  como  lo  es  un  libro  respec- 
to del^  manuscrito  y  de  las  ediciones,  é  incurrtéiidose  ea  error  al 
confundirlos. 

El  cuadro  ori^ial  no  constituye,  pues,  toda  la  propiedad  del 
píator;  pues  aunque  puede  tener  aquel  en  sí  mismo  un  gran  valor, 
porque  representa  un  trabajo  material  notable  y  de  mano  de  maes- 
tro, es  la  copia  más  perfecta  de  la  obra  intelectual  del  artista  hecha 
por  el  mismo  artista,  pero  no  es  más  que  una  copia  á  la  que  podrán 
seguir  otras  menos  buenas  tal  vez,  y  á  que  servirá  de  modelo.  Es 
cierto  que  el  cuadro  original  tiene  más  importancia  que  el  manus> 
crito  de  una  obra  literaria,  puesto  que  el  autor  de  éste  podrá  no  ne- 
cesitar de  él.  £1  artista  para  producir  su  obra  exteriormeote,  no 
tiene  otro  recurso  que  pintarla,  al  paso  que  un  escritor  puede  reci- 
tarla en  público,  como  hacia  Homero  y  como  hacen  actualmente 
muchos  oradores.  Esto  solo  prueba  una  cosa;  que  la  pintura  es  un 
procedimiento  tal  vez  más  enérgico,  aunque  menos  perfecto,  de  ma- 
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nifestar  su  j^nsMÚento.  La  obra  del  piator  solo  se  comuaica  al  al- 
na homatiapor  los  ofos,  no  pudiendo  representarse  sia  dibujo  y  sin 
eeler,  míeatras  qne  la  obra  literaria  puede  dirigirse  á  les  espíritasf 
á  la  vez  en  forma  de  ejemplares  que  percibe  la  vista,  ó  por  medio 
de  ka  paiabta  que  oye  el  eido.  Hay,  pues,  dos  maneras  de  explotar- 
ía, ail  poM)  qne  sólo  hay  una  raspéete  de  la  pintura;  pero  las  dos  son 
ignalmente  tegítinas,  fiíodándose  en  el  mismo  principio  que  es  el 
derecho  de  cada  hombre  sobre  la  cosa  creada  por  su  trabajo.  Este 
derecho  es  real  y  oxdusriro;  el  autor  y  el  artista  son  pues  los  únicos 
que  pueden  reportar  beneficio  de  sus  obras,  bien  sea  que  las  ex- 
ploten» ó  que  las  ena^em»,  en  cuyo  caso  pasarían  sus  derechos  al 
comprador,  la  explotación  de  las  obras  artísticas  consiste  en  su  re« 
proáacion  par  medio  de  copias  materiales  que  las  hacen  visiUes,  ex- 
piolaeion  qoe  está  reservada  al  artista.  Si  se  trata  de  un  cuadro,  el 
piilor  es  el  únieo  qne  tiene  el  dereelio  de  hacerlo  copiar  ó  grabar; 
si  de  noa  estátna»  perie&ece  al  escultor  el  derecho  de  modelarlo. 

El  grabador  qoe  se  apoderase  de  la  obra  del  piator  y  la  reprodu- 
jere sin  so  consentimiento  no  le  usurparla  la  forma  que  ha  dado  ¿ 
sus  ¡deas,  á  sus  seolÁmientios,  la  armonía  de  sus  lineas  que  los  ex- 
presan y  hasta  sus  coloree  que  les  dan  vida;  porque  un  grabador  há- 
bil sabe  conaervar  hasta  las  lineas  y  los  matices  más  delicados  de 
nn cuadro.  Su  arte  es  un  afte  aparte,  y  un  grabado  es  una  obra 
distinta  de  la  obra  original.  El  trabajo  del  grabador  puede  asimilar- 
se  al  del  traductor  de  na  libro.  La  obra  grabada  ó  traducida  ha 
permanecido  siendo  la  misma:  sólo  ha  cambiado  su  traje  por  decir  • 
lo  así.  Este  nuevo  traje  que  se  ha  sustituido  al  que  había  creado  el 
pintor,  pertenece  al  grabador^  es  el  fruto  de  sn  trabajo^  su  crea- 
ción propia,  que  debe  ser  respetada,  si  es  legítima;  es  decir,  si  ha 
sido  aalorizadapai  el  dnéio,  y  desconocida,  si  solo  existe  por  una 
usurpación  de  la  propiedad  del  pintor. 

El  ejemplo  de  b  colección  de  marcas  de  piedras  antiguas  de 
Mr.  Lippert,  que  cita  Kant  en  apoyo  de  su  teoría,  no  prueba  abso- 
lutamente nada.  Es  admisible  también  que  cada  poseedor  de  nn 
qemplar  de  esta  colección  puede  imitarlo  y  poner  en  venta  sus  co- 
pias; pero  esteno  es  porque  constituya  esta  colección  una  obra, 
apu$^  en  vez  de  ser  ófnsra  alterius;  y  la  razón  es  muy  sencilla,  pues 
es  claro  que  nadie  en  el  dia  puede  pretenderse  con  derecho  propie- 
tario de  las  obras  ni  de  un  autor  ni  de  un  grabador  de  la  antigüe- 
dad. M.  Lippert  no  tiene»  pues,  un  derecho  exclusivo  en  las  piedras 
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antiguas,  como  no  io  tiene  un  editor  en  las  obras  de  Pindaro  y  Ho- 
racio. Si  Kant  se  limitase  á  rehusar  la  propiedad  artística  en  ias 
obras  de  los  artistas  de  Atenas  ó  de  Roma,  seríamos  completamente 
de  su  parecer. 

La  importancia  del  cuadro  origiual  es  tanta  en  ias  obras  de 
pintura^  que  se  suscita  la  cuestión  sobre  si  tiene  el  pintor  ó  el  com- 
prador el  derecho  de  hacer  grabar  un  cuadro  cuando  nada  se  esti- 
puló respecto  á  esto.  Según  el  sistema  que  defendemos,  no  es  po* 
sibie  vacilación  alguna,  pues  se  encuentra  la  solución  q^ue  ofrece 
como  la  más  lógica  y  la  más  equitativa. 

Desde  que  no  se  confunde  la  obra  intelectual  con  las  copias  mate- 
riales que  la  hacen  visible,  el  mismo  cuadro  original  no  es  más  que 
el  primer  ejemplar,  el  más  precioso  sin  duda  y  de  un  mérito  pura* 
mente  especial^  lo  mismo  que  el  manuscrito  de  un  grande  escritor 
que  permanece  siendo  un  ejemplar  de  incomparable  valor^  aun  des- 
pués de  las  ediciones  que  de  él  se  han  hecho  posteriormente.  Ven- 
der una  copia  de  una  obra  no  es  enajenar  la  obra  misma;  pues  se- 
mejante enajenación  no  puede  resultar  sino  de  los  términos  expre- 
sos de  un  contrato,  y  no  debe  presumirse,  como  no  se  preoume,  la 
enajenación  deun  campo  cuya  cosecha  vende  su  propietario;  porque 
lo  contrario  seria  dar  más  importancia  á  io  accesorio  que  á  lo  prin- 
cipal, y  confundir  la  obra  intelectual  del  pintor  con  su  copia.  Esta 
teoría  es  además  la  más  conforme  á  la  equidad,  encontrando  en  ella 
el  pintor  dos  ventajas  que  son  para  él  las  más  legítimas;  pues  le 
asegura  la  remuneración  más  importante  de  su  trabajo,  reserván- 
dole la  reproducción  por  medio  del  grabado  de  la  obra  que  creó  su 
talento,  al  paso  que  protege  su  gloria,  que  se  halla  sumamente  in- 
teresada en  que  no  le  desacredite  un  grabador  inhábil.  La  ley  de 
propiedad  literaria  de  10  de  Junio,  consigna  terminantemente  en  el 
párrafo  quinto  de  su  articulo  3.*,  que  corresponde  el  derecho  de 
propiedad  literaria,  por  el  tiempo  que  ya  hemos  dicho,  á  los  pin- 
tores y  escultores  con  respecto  á  la  reproducción  de  sus  obras  por 
el  grabado  ü  otro  cualquier  medio. 

Por  lo  expuesto  se  vé,  que  toda  nuestra  teoría  se  funda  en  un 
principio  único  y  de  una  aplicación  general:  tal  es  la  idea  de  la  pro- 
piedad sobre  todas  las  creaciones  del  trabajo,  ya  sea  material  con 
sus  producciones  muebles  ó  inmuebles,  ya  sea  intelectual  con  sus 
obras  literarias  ó  arlisticas.Kant,  con  el  genio  de  su  nación,  ha  pre- 
ferido ir  á  buscar  la  verdad  por  remotos  horizontes^  y  se  ha  perdi- 
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do  en  complicaciones  iaestricables  para  ir  aparar^  en  suma,  ala 
violacioB  del  derecho  más  le^timo,  c!  del  attista  sobre  la  obra  que 
ha  salido  de  su  cerebro  y  que  ha  creado  eoo  su  trabajo. 

Pero  después  de  haber  expuesto  la  parte  de  critica  de  la  teoríil 
de  Kant^  no  sería  justo  omitir  la  del  elogio.  Quédale  á  Kant  el  honor, 
raro  en  su  época,  de  haber  sabido  reconocer  ai  autor  y  al  editor,  su 
causa-habiente,  un  derecho  exclusivo,  absoluto  y  perpetuo  sobre  sus 
libros  y  enteramente  independiente  de  los  privilegios  del  Estado. 
Ba  distinguido  claramente  la  obra  abstracta  de  ios  ejemplares  que 
la  contienen^  rechazando  de  esta  suerte  una  objeción  que  tuvo  so- 
brado crédito.  Resulta,  pues,  del  conjunto  de  su  sistema,  que  si  se 
ha  equivocado  sobre  la  naturaleza  del  derecho  de  los  autores,  no  ha 
querido,  ni  de^onocerlo,  ni  restringir  sus  efectos,  viniendo  su  nom- 
bre á  agregarse  á  la  lista  ya  larga  de  las  grandes  inteligencias  que 
se  han  pronunciado  en  favor  de  la  propiedad  literaria. 

José  Yieeste  y  GaravaBtes. 


DEL  PECULIO  ADVENTICIO. 


Sobre  la  validez  de  la  venta  de  bienes  raíces  del  peculio  adventicio 
del  hijo  hecha  por  el  padre  sin  autorización  judicial  ni  pública 
subasta  en  d  estado  actual  de  nuestro  derecho  constituido. 

Hasta  ahora  se  habia  ensenado  en  las  cátedras  de  Derecho  civil 
español,  que  el  padre  no  habia  de  someterse  al  requisito  del  decreto 
judicial,  previo  el  oportuno  expedienta  ni  á  la  pública  subasta^  pa- 
ra la  enajenación  de  los  bienes  que  constituyen  el  peculio  adventi- 
cio de  los  hijos  que  están  bajo  su  potestad,  y  que  el  hijo  que  resul- 
tase perjudicado  á  consecuencia  de  esa  enajenación,  sólo  podia  di- 
rigirse contra  los  adquirentes  cuando,  muerto  él  padre,  resultara 
iosaficieote  la  legítima  paterna  para  reparar  ó  compensar  el  perjui- 
cio, y  eso  renunciando  expresamente  la  herencia  paterna;  y .  en  tal 
sentido  se  expresan  obras  de  tanta  autoridad  como  la  de  los  señores 
La  Serna  y  Montalban.  Pero  la  Dirección  de  los  Registros,  en  va- 
rias órdenes,  de  las  cuales  sólo  la  de  2S  de  Setiembre  de  4873,  á  lo 
que  parece,  ha  sido  publicada,  considera  derogada  semejante  doc- 
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trina,  y  la  Revista  de  Legislación,  dando  ana  prneba  más  de  la 
imparcialidad  con  que  pone  sus  columnas  á  disposición  de  todas  las 
opiniones,  aunque  sean  diversas  de  las  de  su  ilustrada  Redacción,  ha 
publicado  un  bien  escrito  artículo,  debido  á  la  pluma  de  un  distin- 
guido jurisconsulto  (1),  en  que  se  sostiene  calorosamente  y  con  copia 
de  razones,  que  no  puede  invocarse  hoy  lo  que  parecia  sólida  y  bien 
asentada  jurisprudencia  sobre  enajenación  del  peculio  adventicio. 

No  me  cuento  entre  los  prosélitos  de  esta  nueva  doctrina,  pues 
á  pesar  de  haber  estudiado  cuidadosamente  el  mencionado  articulo, 
abrigo  la  convicción  de  que  no  han  sobrevenido  las  alteraciones  que 
se  suponen^  y  creo  que  es  posible  probarlo  hasta  la  evidencia  en  el 
terreno  del  derecho  positivo^  que  es  el  propio  del  asunto.  A  este  fin 
se  dirigen  las  siguientes  consideraciones,  que  nunca  hubieran  visto 
la  luz  pública  sin  la  amistosa  escitacion  de  un  distinguido  colabora- 
dor de  la  Revista  que  me  mira  con  marcada  benevolencia,  pues 
mis  aspiraciones  al  escribirlas  eran  más  proporcionadas  á  la  escasez 
de  mis  fuerzas.  Sin  embargo,  si  contribuyeran  á  que  las  personas 
competentes  se  fijasen  en  una  cuestión  importante  por  si  misma,  y 
más  aun,  en  mi  concepto^  porque  la  manera  como  ha  sido  tratada 
demuestra  que  de.dia  en  dia  vá  disminuyendo  entre  nosotros  el  res- 
peto que  merece  el  derecho  constituido,  creo  que  pudieran  darse  por 
bien  empleadas  las  páginas  de  esta  interesante  publicación  que  tan 
inmerecidamente  vá  á  ocupar  mi  trabajo. 

I. 

Sabido  es  que  la  ley  S4,  tít.  XIII,  Partida  o.',  que  dice:  «Bie- 
«nes  han  apartado  los  hijos  que  son  suyos  propiamente,  que  los  han 
»de  parte  de  su  madre.  £  cojuo  quier  que  lales  bienes  deben  ser  del 
»padre  é  puede  esquilmar  los  frutos  dellos,  con  todo  eso  non  los  de- 
«be  enajenar  en  ninguna  manera.  E  si  por  aventura  los  enajenasse 
«fincarían  por  ende  obligados  é  empeSados  al  fijo  los  bienes  del 
«padre,  después  de  su  muerte^  fasta  que  rescebiesse  entrega  dellos^ 
»de  aquello  que  el  padre  le  oviese  enajenado  ó  mal  metido.  E  si  por 
«aventura,  eu  los  bienes  del  padre  non  se  pudiesse  entregar  porque 
»fucssen  tan  pocos  que  non  cumpliessen,  ó  que  los  oviesse  el  padre 
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«embargados  ó  mal  parados  eo  alguna  manera;  entonce  pueden  de* 
«mandar  sus  bienes  á  quien  quier  que  los  fallen  é  deben  los  cobrar. 
'Esto  se  entiende,  quando  non  quisieren  heredar  nin  baber  parte 
«délos  bienes  del  padre.  Ca  si  quisiessen  heredar  en  ellos,  entonce 
«non  podrían  demandar  los  sus  bienes  propios  ¿  aquellos  á  quien  los 
«oviesse  el  padre  enajenado:  según  que  es  dicho,  porque  tQdos  los 
«pleitos  derechos  que  el  padre  oviesse  fechos,  serían  tenudos  de 
«guardar»  é  de  non  venir  contra  ellos,  después  que  fuessen  herede- 
aros»  es  la'fundamental  en  la  materia,  y  que  las  sentencias  del  Tri- 
bunal Supremo  de  16  de  Junio  del  6S,  13  de  Febrero  y  30  de  Di- 
ciembre del  64,  2o  de  Octubre  del  66  v  1/  de  Febrero  del  67,  ha- 
bian  venido  á  fijar  la  verdadera  inteligencia  de  esa  ley,  siendo  las 
sentencias  de  13  de  Febrero  del  64  y  25  de  Octubre  del  66  las  que 
más  directamente  se  refieren  al  punto  concreto  de  que  me  propon- 
go tratar. 

En  los  considerandos  de  la  primera  de  estas  dos  sentencias  se 
establece:  «Que  el  requisito  indispensable  del  decreto  judicial,  pré- 
«vio  el  oportuno  expediente,  y  venta  en  pública  subasta,  para  la 
«validez  de  las  enajenaciones  de  los  bienes  raíces  de  los  huérfanos, 
«hechas  por  sus  tutores  ó  guardadores,  no  comprende  al  padre,  ad- 
«ministrador  legitimo  de  los  del  hijo  constituido  bajo  su  patria  po- 
«testad,  al  cual  la  ley  atribuye  diversa  consideración:  Que  aunque 
«el  padre  pueda  enajenar  los  bienes  de  sus  hijos  sin  dicho  requi- 
«sito,  no  por  ello  queda  relevado  de  la  obligación  de  conservar  y 
«restituir  á  su  tiempo  el  peculio  del  hijo  menor,  y  de  resarcirie  de 
«los  perjuicios  que  éste  justifique  haber  sufrido  por  menoscabo  ó 
«enajenación  de  aquel  sin  justa  causa:  Que  al  efecto  tiene  el  hijo  á 
«su  favor  hipoteca  legal  en  los  bienes  del  padre,  extendiéndose  la 
«responsabilidad,  en  su  caso,  á  los  enajenados,  cuando  no  coocurre 
»la  circunstancia  de  ser  aquel  heredero  de  éste;  Que  cuando  el  hijo 
«nada  ha  justificado  contra  la  certeza  de  las  causas  que  determina- 
«ron  la  enajenación  de  una  finca  de  su  propiedad  hecha  por  su  pa- 
«dre,  ni  que  por  ella  sufriese  perjuicio,  ni  tampoco  haberse  abste- 
tnido  de  la  herencia  paterna,  no  tiene  derecho  á  obtener  la  nulidad 
«de  dicha  enajenación. « 

En  uno  de  los  considerandos  de  la  segunda  se  sienta  la  doctrina 
de  «que  cuando  se  trata  de  la  venta  de  cosas  de  los  hijos  hecha  por 
«su  padre,  no  son  aplicables  la  ley  60,  tít.  XYIII,  Partida  3/,  ni  el 
«artículo  1401  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  tratan  de  las 
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» formalidades  qué  son  necesarias  para  la  venta  de  las  cosas  raíces 
»de  los  huérfanos.» 

Es,  pues,  indudable,  ¿  mi  entender,  que  según  la  legislación  de 
Partidas,  interpretada  por  el  Tribunal  Supremo,  es  decir,  següB 
nuestro  derecho  constituido,  puede  el  padre  enajenar  los  bienes 
raíces  que  constituyen  el  peculio  adventicio  de  los  hijos  que  están 
bajo  su  potestad  sin  que  haya  de  someterse  al  decreto  judicial,  pre- 
vio el  oportuno  expediente,  y  venta  en  pública  subasta;  y  que  tam- 
poco puede  aplicaf-se  al  padre,  en  el  caso  mencionado,  la  ley  60,  tí- 
tulo XVIII  de  la  Partida  3.',  ni  el  art.  1401  de  la  ley  de  Enjuieia- 
tniento  civil. 

Sin  embargo,  laüireccion  de  los  Registros,  al  declarar  impro- 
cedente, en  orden  de  25  dé  Setiembre  de  1875,  la  inscripción  de 
dos  escrituras  de  venta  de  ciertos  bienes,  confirmando  en  esta  parte 
]a  providencia  dictada  por  el  Presidente  de  la  Audiencia  de  Valla- 
doPtd,  en  que  fbé  confirmada  la  negativa  del  Registrador  de  la  pro- 
piedad de  Nava  del  Rey  á  inscribir  las  referidas  escrituras,  fundada 
,  en  que  no  estaban  inscritos  los  bienes  á  nombre  de  las  personas 
que,  en  concepto  de  testamentarios,  los  habían  vendido,  y  porque 
si  bien  concurría  uúo  de  los  herederos  de  la  persona  á  cuyo  nombre 
apatédai  inscritos  los  bienes,  y  el  padre  de  otro,  éste  no  podía 
enajenar  ll»s  bieues  del  peculio  de  sus  hijos  sin  la  aprobación  judi- 
cial, ha  considerado:  qué  no  habiéndose  iuscrito  á  nombre  de  los  hi- 
jos los  bienes  que  constituyen  sü  peculio  adventicio,  en  cuya  ins- 
crípcion  Sé  hubiera  hecho  constar  si  estaban  ó  no  bajo  la  patria  po- 
testad del  cjónyoge  viudo  y  la  época  en  que  ésta  había  de  terminar, 
no  existía  siquiera  posibilidad  de  admitir  en  el  padre  la  representa- 
<;ión  del  hijo,  ni  por  consiguiente  la  capacidad  legal  necesaria  para 
«otorgar  te  escrituras  dé  venta  bajo  dicho  concepto:  que  la  inscrip- 
fcibn  de  los  biebés  rttfées  que  constituyen  ei  peculio  del  hijo  de  fa- 
milia á  nombre  de  éstt;,  y  con  la  expresión  indicada,  tiene  (tor  ob- 
jeto, de  un  lado,  ofrecer  al  hijo  una  g^arantia  en  sustitución  de  las 
que  disfrutaba,  segán  la  antigua  legislación,  en  virtud  de  la  hipote- 
ca tácita  sobre  los  bienes  def  padre  y  del  beneficio  de  reslitucton 
para  reivindicar^  en  su  caso,  los  de  su  peculio^  vendidos  por  éste, 
cuyas  garantías  ha  derogado  la  ley  flipotecaría  como  incompati- 
bles con  los  efectos  de  la  inscripción,  y  de  otro' lado  asegurar  al  pa- 
dre ios  derechos  de  administración  y  usufructo  que  en  dichos  bie- 
nes le  corresponden:  que  una  vez'inscritos  los  bienes  del  peculio  á 
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Qombre  del  hijo,  el  padre  no  puede  trasiQíiir  el  donúnío  de  ellos^ 
porque  no  tiene  este  derecho  &egun  los  libros  del  Registxo:  que  tam- 
poco lo  tiene  con  arreglo  á  las  leyes  sobre  peculios,  porque  la  de 
Matrimonio,  que  es  la  vigente.  ej|  sus  artículos  65  y  69  sólo  conce- 
de al  padre  la  propiedad  de  los  q^e  éste  puso  á  disposición  del  hi« 
jo  y  no  la  de  los  bienes  qu^  el  último  adquiriera  por  título  lucrati- 
vo, en  los  cuales  dicha  ley  le  otorga  taxativamente  la  administra- 
ción y  el  usufructo,  formando  inventario  con  intervención  de)  mi- 
nisterio público:  y  que  el  artículo  6S  de  la  ciitada  ley  de  Matrimo- 
nio atribuye  al  padre  la  represeiDitacion  del  hijo  en  juicio  y  para  los 
actos  jurídicos  qufi  k  seat}  provechosos^  y  conforn^  ^  las  reglas  de 
derecho,  no  pueden  considerarse  como  tales  las  ventas  verificadas 
para  el  pago  de  deudas^  cuya  existencia,  además,  no  resulta  debi- 
damente acreditada. 

£1  distinguido  articulista  de  la  Revista  oe  Legislación  á  quien 
he  aludido  arriba,  aceptando  la  doctrina  de  los  considerandos  de  la 
orden  de  ^  de  Setiembre  del  73,  y  aun  deduciendo  de  elU  conse- 
cuencias lógicas-*pero  que  no  han  sido  formuladas  por  la  Direc- 
ción de  los  Registros— adcp  i  te  que  la  ley  24,  tí^.  XIII,  Partidiji  o/, 
y  la  iurisprudenoia  que  le  ha  servido  d^  interpretación,  autorizaban 
la  venta  de  lo^  bienes  adventicios,  ^in  qu^  el  p^dre  obtuviese  el  de-* 
crelo  judicial,  previo  el  oportuno  expediente^  y  sigla  formaUdad  de 
la  pública  subasta,  por  más  que  ¿  pesar  de  admitir  esAo,  consigue 
que  )a  inlerpretacion  dada  á  la  ley  de  Partjdas  es  un  tanto  violenta 
por  cuanto  en  ella,  aunque  no  se  declara  A^la  la  veina,  se  expresa 
que  el  padre  non  debe  enajenar  esos  bienes;  considera,  fundándose 
no  fiólo  en  la  urden  de  que  ya  me  he  hecho  cargo,  sino  en  o^rii  de 
Si  de  Julio  del  71  q^e  no  me  ha  sido  posible  tener  á  la  vist^,  que 
la  ley  hipotecaria  y  la  de  Matrimonio  han  derogado  el  derecho  de 
Partidas  y  la  jjurisprqdencia  que  lo  completaba;  entiende  que  los 
artícelos  ^  y  38  de  la  ley  Qipotecaria,  segum  los  cuales  np  se  da- 
rán acciones  rescisorias  ni  resolutorias  qontra  tercero  quic  U^ya 
inscrito  su  derecho^  ni  s^  anularán  ni  rescitudiráii  los  contratos  en 
perjuicio  de  esps  mismos  terceros,  por  las  oaiusas  que  el  segUtudo  de 
dichos  artículos  determina,  en  los  que  considera  comprendido  el 
hijo  e9  el  caso  de  haber  sido  enajenados  los  bienes  del  peculio,  han 
hecho  ilusorias  las  garantías  que  la  ley  de  Partida?  daba  al  hijo 
para  dirigirse  en  so  cai^o  cqotra  quien  quvBr  que  los  tepga,  y  dicho 
se  está,  en  su  concepto,  que  al  desaparecer  la  garantía  debe  haber 
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desaparecido  en  el  padre  la  facultad  de  enajenar»  facaltad  que  tam« 
bien  está  en  oposición  con  el  sistema  de  la  ley  Hipotecaria  desde  el 
momento  que  segup  el  artículo  202  de  la  misma^  que  en  unión  de 
los  siguientes,  viene  á  sustituir  la  hipoteca  tácita  que  antes  tenian 
los  hijos  para  seguridad  de  su  peculio  sobre  los  bienes  del  padre, 
dispone  que  los  bienes  raices  de  este  peculio  se  inscriban  á  nombre 
del  hijo^  por  lo  que  no  encuentra  posibilidad  de  inscribir  los  títulos 
en  cuya  virtud  los  enajene  el  padre,  porque  lo  impide  el  principio 
fundamental  de  que  sólo  pueden  ser  inscritos  los  actos  ó  contratos 
otorgados  por  persona  que,  según  el  Registro,  tenga  derecho  para 
ello;  agrega  á  todo  esto  un  argumento  á  su  parecer  indestructible, 
consistente  en  que  la  ley  de  Matrimonio,  que  es  hoy,  dice,  la  úni- 
ca que  define  y  regula  el  orden  legal  de  la  familia  y  los  derechos 
que  á  sus  individuos  corresponden,  enumera  taxativamente  en  su 
artículo  65  los  derechos  paternos  y  maternos  en  su  caso,  en  que 
consiste  la  potestad^  y  entre  ellos  no  está  el  importante  de  vender 
los  bienes  adventicios  de  los  hijos,  por  lo  que  no  acierta  á  compren- 
der la  razón  que  pueda  existir  para  decir  lo  contrario  y  para  am- 
pliar la  potestad  del  padre  y  de  la  madre  con  un  nuevo  derecho  que 
la  ley  reguladora  de  la  familia  no  concede;  y  por  último,  hace  no- 
tar que  la  posibilidad  legal  de  enajenar  los  bienes  de  que  nos  ocu- 
pamos, está  en  contradicción  con  el  artículo  69  de  la  ley  de  Matri- 
monio^ que  impone  al  padre,  respecto  de  estos  bienes,  la  obligación 
de  todo  usufructuario,  excepto  la  de  afianzar  mientras  no  contraje- 
re segundas  nupcias,  toda  vez  que  una  de  esas  obligaciones,  dice,  es 
la  de  conservar  las  mismas  cosas  en  que  consiste  el  usufructo. 

Reasumiendo  los  razonamientos  que  anteceden,  se  observa  que 
se  reducen  á  sostener  que  la  legislación  que  permitia  al  padre  ena- 
jenar los  bienes  del  peculio  adventicio  de  los  hijos  que  están  bajo 
su  potestad  sin  el  requisito  del  decreto  judicial,  previo  el  oportuno 
expediente,  y  sin  la  formalidad  de  la  pública  subasta^  ha  sido  dero- 
gada^ primero  por  la  ley  Hipotecaria  y  luego,  y  más  directamente, 
por  la  ley  de  Matrimonio  civil;  y  sí  se  reflexiona  atentamente  sobre 
los  referidos  razonamientos,  se  infiere,  sin  género  alguno  de  duda, 
que  de  considerarse  como  irrebatibles  los  argumentos  que  envuel- 
ven, habria  de  admitirse  forzosamente  que  el  padre,  y  en  su  caso 
la  madre,  no  pueden  enajenar  los  bienes  adventicios,  sino  que  por 
el  contrario,  tienen  obligación  de  conservar  las  mismas  cosas  en  que 
consiste  el  peculio. 
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II. 


Antes  de  manifestar  los  fundamentos  en  que  me  apoyo  para  sos- 
tener que  ni  la  ley  Hipotecaria  ni  la  de  Matrimonio  civil,  vigente 
hoy  en  cuanto  á  la  cuestión  presente  se  refiere,  han  introducido  la 
menor  innovación  en  la  facultad  que  la  jurisprudencia  habia  reco- 
nocido al  padre  para  enajenar  los  bienes  adventicios  del  hijo  que  es- 
taba bajo  su  potestad,  salvo  haber  dado  á  la  madre  el  mismo  dere- 
cho al  reconocerle,  en  defecto  del  padre,  la  misma  potestad,  voy  á 
hacerme  cargo  de  uno  de  los  considerandos  consignados  en  la  orden 
de  la  Dirección  de  los  Registros  de  25  de  Setiembre  de  4873,  que 
ya  dejo  transcrito,  en  el  que  se  dice  que  el  artículo  63  de  la  ley  de 
Matrimonio,  atribuye  al  padre  la  representación  del  hijo  en  juicio 
y  para  los  acto$  jurídicos  que  le  sean  provechosos,  entre  los  que 
conforme  á  las  reglas  de  derecho,  no  pueden  contarse  las  ventas  ve- 
rificadas para  el  pago  de  deudas* 

£1  artículo  65  de  la  ley  de  Matrimonio  civil  en  su  número  pri- 
mero dice  que  el  padre,  y  en  su  defecto  la  madre,  tendrán  derecho 
¿  que  sus  hijos  legítimos  no  emancipados  vivan  en  su  compañía,  y 
á  representarlos  en  juicio  en  todos  los  actos  jurídicos  que  les  sean 
provechosos. 

Ni  en  el  texto  publicado  en  la  Gaceta  ni  en  ninguna  de  las  edi- 
ciones que  he  podido  examinar,  existe  la  conjunción  j/,  que  se  lee 
en  el  considerando  que  comento  inmediatamente  antes  de  lo  que  vá 
con  letra  bastardilla.  Cierto  que  en  éste  no  se  copia  literalmente  el 
texto^  pero  es  el  caso  que  la  conjunción  altera  por  completo  el  sen- 
tido, pues  tal  como  está  la  orden,  parece  que  el  padre  tiene  derecho 
á  representar  al  hijo  en  juicio  sin  limitación  alguna,  y  fuera  de  jui- 
cio, que  era  precisamente  el  caso  que  motivó  la  orden  de  la  Direc- 
ción^ sólo  en  los  actos  jurídicos  que  le  sean  provechosos;  cuando  lo 
que  la  ley  de  Matrimonio  civil  dice  en  ese  artículo  es  que  el  padre^ 
y  en  su  defecto  la  madre,  tendrán  derecho  para  representar  al  hijo 
en  juicio  en  los  actos  jurídicos  que  le  sean  provechosos,  lo  cual  es 
natural,  porque  seria  absurdo  que  el  padre  pudiese  representar  al 
hijo  en  juicio  para  confesarse  autor  de  un  delito  ó  para  cosa  seme- 
jante; y  dicho  artículo  no  dice  nada,  absolutamente  nada,  sobre  la 
representación  del  hijo  fuera  de  juicio.  Y  para  convencerse  de  esto, 
que  no  se  puede  desconocer,  sin  torturar  el  sentido  literal  del  texto 
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de  la  ley,  basta  fijarse  en  que  si  fuera  exacto,  como  ha  entendido 
la  Dirección,  que  el  padre,  con  arreglo  al  articulo  en  cuestión  no 
puede  representar  extrajudicialmente  al  hijo  en  asuntos  que  confor- 
me á  las  reglas  de  derecho,  como  dice  el  considerando,  no  le  sean 
provechosos,  esto  es,  que  no  hagan  mejor  su  condición^  que  es  el  sen- 
tido de  esas  reglas,  vendríamos  á  parar  á  que  el  padre  quedaría  re- 
ducido á  la  condición  de  un  simple  guardador.  Se  dirá  qne  enton- 
ces resulta  que  la  ley  de  Matrimonio  ha  guardado  silencio  sobre  la 
representación  del  hijo  fuera  de  juicio:  así  es  la  verdad;  sobre  este 
punto,  como  sobre  otros,  nada  ha  dicho,  por  lo  cual  subsiste  el  dere- 
cho anterior,  en  virtud  del  eual,  no  sólo  el  padre  representaba  al 
hijo  en  juicio  en  cuanto  le  era  beneficioso,  sixio  que  tenia  y  tiene  su 
representación  jurídica  en  todos  los  actos  extrajudiciales. 

Viniendo  de  Heno  á  la  cuestión,  empezaré  por  hacerme  cargo  de 
una  circunstancia  que  hace  notar  el  autor  del  articulo  de  la  Revista. 
Cierto  que  ninguno  de  los  casos  que  han  motivado  las  sentencias  del 
Tribunal  Supremo  que  han  venido  á  fijar  la  verdadera  interpretación 
de  la  ley  24,  tit.  XIII,  ParU  tL^,  ha  ocurrido  con  posterioridad  á  la 
promulgación  de  la  ley  Hipotecaria  de  1861;  pero  seria  muy  extra- 
ño que  ese  alto  Tribunal  hubiese  dejado  de  llamar  la  atención,  en 
alguno  de  ios  considerandos  que  se  leen  en  esas  sentencias,  sobre  la 
interesantísima  circunstancia  de  que  la  ley  que  aplicaba  había  sido 
modificada  ó  derogada.  A  pesar  de  la  parsimonia,  no  imitada  cier- 
tamente por  la  Dirección  de  los  Registros  en  la  orden  tantas  veces 
citada,  con  que  el  Tribunal  Supremo  redacta  los  considerandos  de 
sus  sentencias,  procurando  ceñirse  lo  más  posible  ai  caso  concreto  á 
que  se  refiere,  no  hubiera  dejado  de  expresar  ó  de  indicar  al  menos 
la  posibilidad  de  que  la  ley  vigente  al  tiempo  de  verificarse  los  he- 
chos probados  en  aquellos  pleitos,  hubiese  dejado  de  ser  eficaz.  Sin 
(luda  así  han  debido  opinar  personas  de  tanta  autoridad  oon  ios  se- 
ñores La  Serna  y  Montalhan,  que  en  la  edición  de  sus  E^eme^ttos  de 
Derecho  dvU  y  penal  publicada  en  1870,  consignan  como  vigente  la 
jurisprudencia  que  hoy  se  impugna.  De  todos  modos  es  indudable 
que  la  observación  á  que  me  he  referido,  no  praeba  ni  indirecta- 
mente siquiera  la  tesis  que  sostiene  su  autor. 

En  mi  concepto,  es  fácil  ver  que  ni  el  art.  20  de  la  ley  Hipote- 
caria, que  preceptúa,  si  bien  de  un  modo  indirecto,  que  sólo  jxKirá 
inscribirse  la  enajenación  del  dominio  de  los  bienes  inmuebles  ó  de 
lo3  derechos  reales  cuando  la  haya  hecho  la  persona  que  aparezca 
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ser  SQ  duelo  según  el  Registro  (1),  ni  los  arlícnlos  202  y  siguientes 
de  la  misma  ley,  que  se  refieren  á  la  iascripcioa  de  los  bienes  in- 
muebles del  peculio  adventicio^  y  á  la  constitución  de  la  hipoteca 
especial  que  debe  sustiluir  á  la  legal  tícita  que  nuestra  legislación 
antigua  estableció  en  favor  de  los  hijos  por  razón  de  los  bienes  mue- 
bles del  mismo  peculio,  ni  los  arts.  36  y  38  del  mismo  moderno  Có- 
digo que  niegan  contra  tercero  determinadas  acciones  rescisorias  y 
resolutorias»  se  oponen  en  lo  más  mínimo  á  nuestra  tradicional  ju* 
rispradeneia. 

Nadie  niega  que  I09  bienes  raíces  de  los  menores  que  están  en 
guarda»  aunque  inscritos  á  su  nombre  pueden  ser  enajenados,  é  ins- 
cribirse esi8  enajenaciones  á  pesar  del  art.  20  siempre  que  preceda 
decreto  judicial  y  los  demás  requisitos  que  establecen  las  Partidas  y 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil»  sin  embargo  de  que  ni  el  art.  20,  ni 
ningim  otro  de  la  ley  Hipotecaria,  establece  esta  facultad.  T  no  se 
diga  que  es  el  decreto  judicial  lo  que  obliga  al  Registrador  á  inscri- 
bir la  venta  hecha  por  el  guardador  con  los  requisitos  legales,  aun- 
que los  bienes  estén  á  nombre  del  menor  en  el  Registro.  Con  fre- 
cuencia, y  coa  sobrada  razón  en  muchos  casos,  se  deniegan  ins- 
cripciones ó  anotaciones  á  pesar  del  mandato  judicial,  porque  el  ar- 
tíenlo  18  de  la  tey  Hipotecaria  previene  que  los  Registradores  cali- 
fiquen bajo  su  responsabilidad  la  legalidad  de  las  formas  extrínse- 
cas de  las  escrituras  y  la  capacidad  de  los  otorgantes,  y  otro  tanto 
sucede,  sc^re  todo,  después  de  promulgado  el  Real  decreto  de  3  de 
Enero  del  corriente  año,  con  los  documentos  expedidos  por  autori- 
dad judicial;  de  suerte  que  lo  que  hace  que  el  Registrador  inscriba 
ó  no  un  documento  es  el  juicio  que  bajo  su  responsabilidad  formo 
de  la  capacidad  de  los  otorgantes  y  de  la  validez  del  hecho  jurídico 
á  qae  se  refiere.  Por  tanto,  si  el  Registrador,  que  sabe  que  los  tu- 
tores y  curadores  pueden  enajenar,  previos  ciertos  requisitos,  los 
bienes  raíces  de  los  menores  que  tienen  en  guarda^  inscribe  el  tí- 
tulo en  que  consta  la  enajenación  siempre  que  estima  que  se  han 
eomplido  esos  requisitos;  no  hay  razón  alguna  para  que  sabiendo» 
porque  asi  lo  tiene  estahiecido  la  jurisprudencia,  que  los  padres 
pueden  enajenar  los  bienes  del  peculio  adventicio  de  los  hijos  que 
están  bajo  su  potestad  sin  someterse  á  la  ley  60,  tit.  XVIII,  Parti- 
da 3.*,  ni  al  articuk  <40i  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil^que 

(I )    No  es  de  este  logar  la  aMepeíon  consignada  en  el  artículo. 
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nes  adventicios  enajenados,  si  bien,  consecuente  con  su  sistema^  ha 
establecido  en  el  art.  202  que  los  bienes  del  peculio  se  inscriban  á 
nombre  del  hijo,  ¿  ün  de  que  el  adqoírente  no  pueda  ignorar  el  he-* 
cho  de  que  adquiere  bienes  de  peculio^  lo  cnal  unido  al  conocimien- 
to del  derecho  en  e§te  punto,  que  no  le  es  licito  ignorar,  servirá  para 
que  sepa  á  qué  atenerse,  ó  para  que  exija  al  padre  que  hipoteque  en 
favor  del  hijo  ó  del  comprador  bienes  en  cantidad  suficiente  para  que 
no  haya  temor  de  que  llegue  el  caso  de  salir  perjudicado  en  su  ad- 
quisición. No  se  hable,  pues,  de  que  la  hipoteca  especial  por  rason 
de  peculio  ha  venido  á  alterar  una  facultad  que  era  distinta  é  inde- 
pendiente de  la  hipoteca  legal  á  que  ha  sustituido,  y  ya  que  me  ocu- 
po  de  esa  hipoteca  especial  diré  que  por  ahora,  así  en  este  punto 
como  en  otros,  está  vigente  y  lo  estará  por  algún  tiempo  la  legisla^ 
cion  anterior  á  1.*  de  Enero  de  1863,  y  podremos  encontrarnos  fre- 
cueatemente  coa  que  las  ventajas  de  la  ley  Hipotecaria,  que  ye  soy 
el  primero  en  reconocer  y  en  desear  que  sean  cuanto  antes  comple-* 
ta  realidad,  se  hacen  ilusorias  por  efecto  del  art.  554.  Y  gracias  que 
la  Real  órdeA  de  3i  de  Marzo  del  75  ha  puesto  término  á  ese  inde- 
finido aplazamiento  que  venia  sufriendo  la  eficacia  del  art.  358  de 
la  ley,  que  bien  puede  decirse  que  era  tanto  como  tener  insegura  to- 
da la  propiedad  registrada,  haciendo  imposible  el  crédito  territorial. 
No  puede,  pues,  decirse  que  la  ley  Hipotecaria  haya  hecho  Ioh 
cambios  que  se  suponen,  cambios  que  seguramente  no  hubieran  de-^ 
ado  de  expresarse  en  la  exposición  de  motivos,  ni  hubiesen  podido 
pasar  completamente  desapercibidos  para  el  Tribunal  Supremo  al 
dictar  las  sentencias  que  dejo  citadas,  y  que  expresamente  mencio* 
nan  esa  acción  contra  el  comprador.  Finalmente,  bueno  es  hacer 
n^tar  aqui  que  todos  esos  cambios  serian,  en  tal  caso,  respecto  á  los 
terceros,  no  respecto  á  los  primeros  compradoras  de  les  bienes,  pues 
estos,  aunque  inscribieran  su  derecho,  seguirian  siempre  rigiéndose 
por  la  legislación  anterior,  y  en  todo  caso  podría  ejercüarse  contra 
ellos  U  acción  personal,  tanto  porque  este  es  el  sistema  general  de 
la  ley  Hipotecaria,.eomo  porque  así  lo  dice  terminantemenieel  úiti^ 
mo  párrafo  del  artículo  38  de  la  misma.  De  suerte  que  aun  admi- 
tiendo que  la  ley  Hipotecaría  haya  quitado  al  hijo  la  facultad  que 
antes  tenia  de  dirigirse,  en  ciertas  circunstancias,  contra  terceros 
poseedores  de  los  bienes  de  su  peculio,  que  es  lo  más  que  puede 
pretenderse,  aunque  en  mi  concepto  no  hay  semejante  alteración, 
siempre  resoltaría  que  no  han  desaparecido  las  garantías  estable'- 
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cidas  en  favor  del  peculio  adventicio,  sino  que  han  sufrido  alguna 
trasformacion^ 

Mas  sin  duda  ha  comprendido  el  ilustrado  Sr.  Ucelay  qne  lodo 
lo  mis  que  podría  deducirse  de  la  ley  Hipotecaria,  tal  como  él  la 
entiende,  era  que  había  desaparecido  la  garantía  de  que  intes  dis*' 
frutaban  los  hijos  por  razón  de  la  administración  de  los  padres  en  los 
bienes  del  peculio  adventicio;  y  como  no  podía  ocultarse  á  su  pri- 
vilegiada inteligencia  que,  aun  dando  por  admitido  esto,  no  debía 
inferirse  necesariamente  que  hubieran  desaparecido  las  fi^.ultades 
que  antes  se  reconocían  al  padre,  ha  buscado  apoyo  á  su  opinión 
en  la  ley  de  Matrimonio  civil^  qne  es  hoy,  en  su  concepto,  la  única 
qne  define  y  regula  ¿I  orden  legal  de  la  familia  y  los  derechos  que 
á  sus  individuos  corresponden  ^  y  que  la  Dirección  de  los  Re^ 
gisCfos  con^dera  como  la  ley  vigente  sobre  peculios.  Observa  que 
en  su  artículo  SU  enumera  taxativamente  los  derechos  paternos  r 
maternos  en  su  caso,  y  como  supone  que  el  padre  y  la  madre  no  tie^ 
nen,  por  serlo,  más  derechos  que  los  qne  este  artículo  menciona,  y 
entre  ellos  no  está  el  importante  de  vender  los  bienes  adventicios;  co^ 
mo  además,  el  artículo  69  impone  al  padre,  ó  á  la  madre  en  su  caso, 
cuando  goearen  del  usufructo  de  los  bienes  del  hijo,  las  obligaoiO'^ 
nes  de  todo  usufruclnario,  excepto  la  de  afianzar,  y  una  de  e«tas 
•bligaciones  es  la  de  conservar  las  fñismas  cosas  en  que  consiste  el 
nsofrnct»;  infiere,  sin  |s?6nero  alguno  de  dnda,  que  la  ley  de  Matri- 
monio ha  derogado  la  legistaeion  antigua. 

0e)BUdo  á  un  lado  la  circunstancia  de  que  el  no  estar  incluido 
el  derecho  de  vender  los  bienes  del  peculio  adventicio  entre  los  qne 
como  derivados  de  la  pátri^a  potestad  enumera  el  artículo  65,  es  un 
argumento  negativo  que  tiene,  por  lo  mismo,  poquísima  fuerza,  so- 
bre todo  para  suponer  derogada  una  ley  de  Partidas  y  la  constante 
jurisprudencia  qne  acerca  de  ella  se  ha  establecido;  hay^  en  mi 
concepto,  una  noiaMe  inexactitud  en  el  modo  de  presentar  ese  ar- 
gumento. Es  completamente  inexacto  que  la  ley  de  Matrimonio  sea 
la  tey  vigente  sobre  pecnlios,  como  ha  .dicho  la  Dirección  de  los  Re- 
gistros^ y  más  inexacto  todavía  que  sea,  como  supone  el  autor  del 
artículo  de  la  RfevisTA  na  Lkgislacion,  la  única  ley  que  define  y 
regula  el  orden  legal  de  la  familia  y  los  derechos  que  á  sus  indiví* 
dnos  corresponden. 

Si  la  ley  de  Matrimonio  es  la  vigente  sobre  peculios  ¿qué  es  de 
los  peculios  oastrense  y  cuasi- castrense  que  para  nada  suenan  en 
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ella?  ¿Qué  es  el  peculio  adventicio?  ¿Habrá  cesado  de  formar  parte 
del  mismo  lo  que  el  hijo  adquiere  por  suerte  ó  ventura?  ¿Qué  ha- 
brá de  hacerse  del  peculio  cuando  el  padre  emancipe  al  hijo?  Nada 
dice  sobre  puntos  tan  importantes  la  ley  de  Matrimonio,  de  modo 
que  no  puede  ser  considerada  como  la  ley  vigente  sobre  peculios^ 
ni  siquiera  como  la  ley  vigente  sobre  el  peculio  adventicio,  sino  co- 
mo una  parte  de  las  leyes  vigentes  en  esa  materia,  lo  cual  es  tan- 
to como  decir  que  para  cualquier  cuestión  que  se  roce  con  los  pe- 
culios no  podemos  prescindir  ni  de  una  sola  de  nuestras  antiguas 
leyes. 

T  si  la  ley  de  Matrimonio  es  la  única  que  define  y  regula  el  or- 
den legal  de  la  familia  y  los  derechos  que  á  sus  individuos  corres- 
ponden, ¿cómo  es  tan  incompleta  en  iñateria  de  peculios?  ¿Cómo  ha 
callado  sobre  gananciales?  ¿Cómo  ha  dejado  de  mencionar  hasta  la 
obligación  que  tiene  el  marido  de  alimentar  á  su  mujer?  ¿Cómo  ha 
dejado  á  un  lado  la  materia  dotal?  ¿Cómo  ha  guardado  tan  completo 
silencio  sobre  la  obligación  de  dotar  á  las  hijas?  ¿Querrá  sostenerse 
que  todos  esos  derechos  que  corresponden  á  los  individuos  de  la  fa- 
milia, y  que  tan  directamente  están  ligados  con  los  efectos  del  ma- 
trimonio, han  quedado  derogados?  ¿Se  dirá  acaso,  olvidando  la  ex- 
cepción que  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1870,  promulgada  en  i  8  de 
Junio  del  mismo  ano,  estableció  acerca  de  la  legislación  foral,  que 
la  ley  de  Matrimonio  se  ha  abstenido  de  entrar  en  lo  que  no  era 
común  á  todos  los  territorios  que  constituyen  la  nación?  T  cuenta 
que  al  indicar  algunas  de  las  omisiones  de  la  ley  de  Matrimonio  he 
cuidado  de  no  tocar  nada  que  sea  relativo  al  derecho  sucesorio,  y 
hasta  he  prescindido  de  la  facultad  que  indudablemente  tienen  el 
padre  y  la  madre  viudos  de  nombrar  guardador  á  su  hijo  menor  de 
edad. 

Si  quedara  alguna  duda  de  que  la  ley  dé  Matrimonio  civil,  á 
pesar  de  haber  fijado  el  derecho  en  ciertos  puntos,  con  lo  cual  ha 
prestado  un  servicio  importantísimo,  lejos  de  ser  una  ley  que  haya 
venido  á  derogar,  ha  venido  solamente  á  completar  el  derecho  exis- 
tente; si  se  dijera  que  en  materia  de  peculio  adventicio  ha  tenido 
otro  carácter,  bastarla  leer  algunos  párrafos  de  la  exposición  de  mo- 
tivos que  le  precede  para  que  fuera  imposible  toda  incertidumbre: 
«Las  disposiciones  del  proyecto  relativas  á  la  patria  potestad,  dice 
»la  exposición,  sancionan  el  derecho  de  nuestros  Códigos  sobre 
'peculios  y  fijan  la  jurisprudencia  sobre  la  misma  materia.  Pero 
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icontíenen  además  dos  iDnovaciones  de  la  mayor  imporlaocia.  Coa- 
asiste  la  primera  ea  declarar  extinguida  la  patria  potestad  por  la 

«mayor  edad  del  hijo Consiste  la  segunda  en  otorgar  á  la  madre 

>en  defecto  del  padre,  potestad  sobre  sus  hijos »  Si  la  ley  no  se 

propuso  innovar,  si  sólo  tuvo  por  objeto  fijar  la  jurisprudencia,  y  si 
la  jurisprudencia  estaba  fijada  en  cuanto  á  que  el  padre  puede  ena- 
jenar los  bienes  del  peculio  adventicio,  no  se  pretenda  que  de  un 
modo  simplemente  negativo  y  contra  la  expresa  declaración  del  le- 
gislador, haya  venido  la  ley  de  Matrimonio  á  alterar  un  punto  per- 
fectamente establecido  en  nuestro  derecho^  ni  se  suponga  tampoco 
que  al  decir  la  ley  que  el  padre  ó  la  madre  tendrán  todas  las  obliga- 
ciones del  usufructuario,  excepto  la  de  afianzar,  se  haya  pensado 
en  prohibirles  la  enajenación  de  los  bienes  adventicios. 

Creo,  pues,  que  salvo  el  haber  sustituido  la  hipoteca  especial  á 
la  general  tácita  que  antes  tenia  el  hijo  sobre  los  bienes  del  padre, 
administrador  legítimo  de  su  peculio  adventicio,  en  nada  ha  afectado 
la  ley  Hipotecaría  á  las  facultades  que  antes  de  ella  tenia  el  padre 
en  dicho  peculio^  y  menos  aún  la  de  Matrimonio,  que  se  ha  limita- 
do á  fijar  la  jurisprudencia  sobre  el  usufructo  y  administración  de 
los  bienes  del  peculio  adventicio  adquirido  por  el  hijo  que  no  vive 
en  compañía  de  sus  padres  y  otros  puntos  análogos. 

III. 

Aquí  debiera  dar  por  terminado  este  trabajo  si  no  fuera  porque 
el  articulista,  después  de  alegar  las  razones  que  dejo  examinadas, 
y  que,  como  he  hecho  observar  al  final  del  párrafo  I,  tienden  á  de- 
mostrar que  el  padre  no  puede  enajenar  los  bienes  del  peculio  ad- 
venticio, sino  que  por  el  contrario,  tiene  obligación  de  conservarlos, 
retrocediendo  ante  su  propia  obra,  ha  escrito  en  el  mismo  estudio  lo 
siguiente: 

«Pero  si  bien  es  insostenible  á  nuestro  juicio,  conforme  con  el  de 
»la  Dirección  de  los. Registros  la  opinión  de  los  que  creen  facultado 
•todavía  al  padre  para  disponer  libremente  de  loá  bienes  adventi- 
»cios  de  sus  hijos,  no  puede  negársele  de  un  modo  absoluto  la  fa- 
«cultad  de  enajenarlos,  porque  lo  contrarío  equivaldría  á  decla- 
•rarlos  inenajenables,  y  seria  no  reconocer  en  el  padre  derechos 
»que  se  otorgan  á  los  guardadores.  Los  bienes  de  menores  pueden 
»ser  enajenados  justificando  la  necesidad  ó  utilidad  de  hacerlo,  ob- 
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«teoicodo  autorizacioQ  de  Juez  competente  y  realizando  la  enajena- 
»cion  en  subasta  pública,  y  si  los  guardadores  pueden  hacerlo  con 
«estos  requisitos  que  ponen  á  cubierto  á  los  menores  de  todo  daSo, 
»no  seria  posible  que  el  padre^  á  quien  es  preciso  reconocer  títulos 
«superiores,  estuviese  privado  de  un  modo  absoluto  de  enajenar  los 
«bienes  de  sus  hijos.  Sostener  que  no  tenga  derecho  de  disponer  de 
«ellos  á  su  arbitrio  no  es  afirmar  que  no  pueda  enajenarlos,  sí  ob- 
«tiene  previa  autorización  judicial;  con  esta  autorización  creemos 
»racultado  al  padre  para  hacer  lo  que  antes  de  la  ley  Hipotecaria 
«podía  realizar  libremente  en  virtud  de  la  24,  t(t.  i3  de  la  Parti- 
«da  8/,  que  ha  quedado  modificada  por  aquella,  y  la  de  Matrimonio 
•civil.» 

Difícil  es  concebir  que' este  párrafo  se  haya  escrito  en  el  mismo 
artículo  en  que  se  han  emitido  los  razonamientos  que  dejo  impugna- 
dos. Si  la  ley  Hipotecaria  hace  imposible  que  el  padre  enajene  unos 
bienes  que  no  están  inscritos  á  su  nombre;  si  la  ley  de  Matrimonio 
civil,  única  que  define  y  regula  el  orden  legal  de  la  ian^ilia  y  los  de- 
rechos que  á  sus  individuos  corresponden,  ha  derogado  la  ley  24, 
tít.  Xni  de  la  Part.  8.',  y  la  jurisprudencia  que  de  ella  se  había 
deducido,  en  el  mero  hecho  de  no  enumerar  entre  los  derechos  del 
padre  y  de  la  madre  en  su  caso,  el  de  enajenar  los  bienes  del  pecu- 
lio adventicio;  sobre  todo,  sí  esa  ley  ha  impuesto  á  los  padres  res- 
pecto á  esos  bienes  los  deberes  de  todo  usufructuario  excepto  el  de 
afianzar,  obligándolos  asi  á  conservar  las  mismas  cosas  en  que  con- 
siste el  usufructo;  téngase  valor  para  deducir  las  consecuencias  que 
de  tales  premisas  se  desprenden,  y  dígase  resueltamente  que  no  se 
pueden  enajenar  tos  bienes  adventicios  del  hijo,  único  modo  de  que 
el  padre  pueda  restituirlos.  O  las  leyes  que  autorizan  al  padre  para 
enajenarlos  han  sido  derogadas,  ó  nó.  Si  lo  han  sido  y  se  demues- 
tra asi  en  virtud  de  los  argumentas  que  he  combatido,  fuerza  es 
convenir  en  que  no  han  quedado  simplemente  abrogadas,  sino  de- 
rogadas, esto  es,  anuladas  totalmente  para  los  casos  futuros,  so  pe- 
na de  que  esos  argumentos  sean  completamente  insostenibles;  lue- 
go si  no  ha  de  haber  inconsecuencia,  preciso  es  inclinar  la  cabeza  y 
declarar  que  el  padre  no  puede  hoy  enajenar  en  ningún  caso  los 
bienes  del  peculio  adventicio  del  hijo  que  está  en  su  potestad.  ¿Có- 
mo, si  nó,  podría  restituir  las  mismas  cosas  en  que  consiste  el  usu- 
fructo? El  articulista  dice,  sin  embargo,  que  seria  absurdo  negar  á 
los  padres  lo  que  se  permite  á  los  guardadores.  Pues  no  hay  medio; 
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el  derecho  positivo  asi  lo  dispone^  f  lo  más  que  puede  hacerse  es 
procurar  que  se  rerorme;  pero  en  lodo  caso,  puesto  que  las  leyes 
que  prohiben  al  padre  enajenar  esos  bienes  son  novisimas,  más  ló- 
gico seria  inferir  que  también  han  sido  derogadas  las  leyes  que 
permitian  enajenar  á  los  guardadores,  que  no  suponer  que  estas 
leyes,  que  tm  antiguas  son,  modifican  á  las  que  se  han  dado  ayer 
de  mañana. 

¿Y  qué  se  supone  necesario  en  el  párrafo  de  que  me  ocupo,  pa- 
ra que  el  padre  pueda  enajenar  los  bienes  adventicios?  A  lo  que 
parece  el  decreto  judicial,  mas  no  la  pública  subasta,  y  aquí  se  falta 
nuevamente  á  la  lógica,  pues  no  se  comprende  la  razón  legal  de 
exigirse  el  decreto  judicial  y  no  la  pública  subasta.  Hay,  ó  habia, 
com'o  quiere  el  articulista,  dos  órdenes  de  disposiciones  legales  so- 
bre enajenación  de  bienes  de  menores,  si  bien  uno  de  esos  órdenes 
sólo  se  referia  á  los  bienes  adventicios:  los  padres  podian  enajenar 
dichos  bienes  sin  decreto  judicial  ni  pública  subasta,  y  así  lo  reco- 
noce el  autor  del  artículo  que  analizo;  los  guardadores  necesitaban 
el  decreto  judicial,  previo  el  oportuno  expediente,  y  la  pública  su- 
basta; este  nuevo  sistema  que  obliga  al  padre  á  obtener  el  decreto 
judicial,  pero  que  lo  exime  de  la  subasta,  confieso  ingenuamente 
que  no  acierto  á  comprender  dónde  ha  nacido,  á  no  ser  que  se  haya 
establecido  de  soslayo  en  alguna  de  nuestras  leyes  novísimas;  de 
todos  modos  ofrece  la  singularidad  de  obligar  á  recurrir  al  Juez  pa- 
ra obtener  autorización,  á  fin  de  vender  la  más  insignificante  finca 
de  su  bijo,  precisamente  á  la  misma  persona  que  autoritate  propna 
puede  relevar  de  fianzas,  tal  vez  cuantiosas,  al  guardador  que  ha- 
ya de  velar  por  la  fortuna,  por  la  legítima  misma,  de  ese  mismo 
hijo. 

Es,  pues,  visto  en  mi  concepto,  no  sólo  que  los  argumentos  que 
se  aducen  para  suponer  derogada  la  ley  24,  tit.  XIII,  Partida  8/, 
y  la  jurisprudencia  que  ha  fijado  su  sentido  son  todos  contestables, 
con  la  particularidad  de  no  contarse  entre  ellos  ni  uno  que  no  sea 
indirecto,  sino  que  se  pretende  sustituir  lo  que  hasta  ahora  se  ha 
considerado  como  derecho  vigente,  por  un  sistema  que  aparte  de 
desvirtuar  la  fuerza  que  pudieran  tener  esos  argumentos,  responde 
tan  solamente  á  un  criterio  particular,  muy  respetable  sin  duda, 
sobre  todo  para  mf,  pero  particular  al  fin  y  por  tanto  inadmisible 
en  cuanto  se  opone  al  derecho  constituido. 

TOMO   XLIX.  25 
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IV. 

Ya  Gregario  Lupes»  al  gioaar  la  ley  d4,  tít.  XIII>  Partidas/ (1), 
habÍA  entendido  que  el  padre  podía  eaaienar  los  bieiies  adveolicios 
en  caso  dé  nede^ad  ó  utilidad  sía  decreto  judicial,  y  nada  vendos 
en  la  jurisprudencia  posterior  que  se  oponga  á  la  glosa  del  sabio 
comentador.  Si  el  iluitrddo  áutór  del  articulo,  tantas  Teces  citado, 
ha  dicho  que  el  yodre  ha  pcKlído  eia^nar  esos  bienes  libremente, 
á  su  arbitrio,  no  se  ha  expreísado  con  exactitud:  lo  que  bay  es  que 
por  efecto  de  la  elevada  misión  que  tiene  el  padte  en  la  &niiHa,  se 
ha  Tenido  suponiendo  que  siempre  que  eaajeAaba  los  bienes  del 
menor  habla  causa  que  aconsejaba  hacerlo  aéi  por  utilidad  ó  nece- 
sidad del  mismo,  por  más  que  esta  cauáa  no  se  probase,  en  térmi  • 
nos  que  cuando  el  hijo  ha  impugnado  la  véala,  se  le  ha  obligando  á 
probar  los  perjuicios  sufridos^  como  lo  demuestra  la  sentencia  del 
Supremo  de  13  de  Febrero  del  64.  Teniendo  eü  cuenta  esa  presun*- 
cíou  juris  iantum,  un  distinguido  letrado  de  quien  he  aprendido 
mucho  de  lo  poco  que  sé,  aconseja  al  padre  que  pretende  enajenar 
bienes  adventicios  de  su  hijo,  que  acuda  al  Juez  y  practique  una 
información  de  necesidad  6  utilidad,  y  con  esta  información,  pero 
ñn  decreto  judicial,  veritique  la  venta.  Hasta  ahora,  que  yo  sepa, 
no  se  han  negado  los  Registradores  á  inscribir  los  títulos  en  que 
concurría  esta  circunstancia. 

Hay  una  inmensa  diferencia  entre  esta  práctica,  que  no  es  más 
que  una  voluntaria  precaución  que  toma  el  padre  haciendo  interve- 
nir al  Juez,  no  para  que  lo  autorice  ^  vender,  sino  para  que  dé  au- 
tenticidad al  hecho  de  la  necesidad  ó  utilidad  á  fín  de  dificultar  ó 
impedir  futuros  pleitos,  y  la  doctrina  que  se  pretende  introducir, 
r|oe  además  de  no  fundarse,  según  dejo  demostrado,  ni  en  la  juris-- 
prudencia  ni  en  precepto  alguno  legal,  rebaja  sobrettabera  la  auto- 
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( I )  Co^  tod»  €io  n^  las  debe  enajenar  en  ninguna  manera.  «rLími- 
»tíi,  nisi  alienet  propter  solutionem,  lerís  alieni,  val  pro  sointione  ie-^ 
»gatorum,^vel  quando  res  sunt  dannosse,  et  onerosas  hseredilati.  Et 
»in  casibus  sic  petmissis,  poterit  pater  venderé  res  fttii  sine  decreto 
Djudteis,  seu  aliAS  alienare;  licet  iñ  tutore  requiratur  decretum  judicis: 
oneque  enim  absurdum  est,  si  patria  potestas,  qoa  naturalis  est,  et 
«primitiva,  plus  possit,  qoam  tutoris  potestas.» 

Al  transcribir  la  glosa  qae  precede  se  han  omitido  las  citas  en  que 
se  apoya  el  comentador. 
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ridad  paterna,  pues  presupone  que  el  celo  é  interés  del  Juez  en  fa- 
tor  liel  biJD  ban  de  ser  majores  que  los  del  padre^  y  soMcte  i  éste 
á  Iguales  trámites  que  á  los  guardadores,  salvo  la  subasta,  que  se 
suprime  sin  que  se  sepa  por*qué. 

Creo,  pues,  que  entre  nosotros  es  de  derecho  que  el  padre  pue- 
de eoijenar  tos  bienes  del  peculio  adven^ío  del  hijo^que  está  bajo 
«B  potestad  siempre  que  asi  convenga  á  los  intereses  de  éste;  que 
de  esa  conveniencia  es  único  juez  el  padre,  y  por  tanto  que  debe 
siponerse  su  existencia  ea  toda  eoajeiacioa  4e  bienes  adventicios 
hecha  por  éste,  sin  que  esto  impida  que  d  hijo,  ea  su  día,  proban- 
do que  DO  ha  existido  tal  coaveaiencia  f  -Benando  los  demás  requi- 
sitos que  exigen  las  leyes,  pieda  ejercitar  ios  recarsos  que  las  mis- 
mas le  conceden;  pero  qae  es  precaucioa  nuy  fitii  y  X9ay  conforme 
con  el  cuidado  que  h,  geaecalidad  de  los  pudres  ponen  en  la  gestión 
de  los  intereses  de  sus  fai jos,  la  de  practicar,  antes  de  vender^  u-na 
información  que  sirva  paia  jostiticar  ea  todo  caso  la  necesidad  é 
utüiidad  de  b  venta. 

No  se  lae  oculta  que  la  resolución  de  la  Dirección  de  los  Regis^ 
tros  qae  dejo  citada,  y  las  demás  que  puedan  existir  en  el  mismo 
sentido  y  qfue  yo  no  conozco,  baa  de  ejercer  grande  influencia  con- 
tra la  opinión  que  sostengo,  no  sólo  por  emanar  de  un  centro  oficial 
que  disfruta  de  lúerecido  prestigio  por  la  tradicional  ilustración  de 
los  distinguidos  jurisconsultos  que  desde  su  fundación  lo  vienen  re- 
presentando, sino  porque  para  conseguir  la  inscripción  de  las  ven- 
tas do  que  me  he  ocupado  habrá  que  someterse  á  lo  que  la  Dirección 
quiera  exigir— que  no  sabemos  ú  será  el  decreto  judicial,  ó  el  de- 
creta y  la  púb&ca  subasta — so  pena  de  pasar  por  los  gastos  y  dis- 
gustos que  ocasiona  un  recurso  judicial,  recurso  que  sin  duda  al- 
guna puede  entablarse  en  virtud  de  lo  que  disponen  el  arL  66  de  la 
ley  Hipotecaria  reformada  y  el  57  del  Reglamento,  citas  que  hago 
aqui  con  deliberado  propósito  para  demostrar  que  la  Dirección  de 
los  Registros  no  participa  de  la  facultad  que  tiene  el  Tribunal  Su- 
premo de  fijar  la  jurisprudencia.  Pero  sea  la  que  quiera  la  práctica 
que  prevalezca,  me  quedará  la  satisfacción  de  liaber  intentado,  se- 
guramente con  mejor  deseo  que  buen  aoierto,  volver  por  los  fueros 
de  nuestro  derecho  constituido. 

Madrid,  Mayo  de  1876. 

GayetaDo  LobaUn  y  AraBda. 
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SUMARIO. 

Preámbulo.— Inamovilidad  judicial. — Responsabilidad. — Traslaciones. 
— Tribunales.— Ingreso  y  ascensos.— Escalafones.— Recompensas. 
—Sueldos. — Reflexiones  generales. 

Nada  más  oportuno  que  cuando  la  dignísima  Comisión  de  Códí- 
digos  se  está  ocupando  de  la  organización  de  las  carreras  judicial 
y  fiscal,  y  cuando  un  Senador  competentísimo  ha  presentado  las 
bases  á  la  alta  Cámara^  sobre  las  que  en  su  concepto  debe  fundarse 
la  nueva  ley,  emitamos  nuestra  humildísima  opinión,  sobre  un 
punto  que  tan  vital  interés  entraña,  y  no  se  crea  que  tenemos  la  ri- 
dicula pretensión  de  querer  ilustrar  á  las  respetables  personas  que 
entienden  en  el  asunto,  ni  que  abrigamos  la  duda  de  que  han  de 
faltar  á  su  cometido;  pero  hay  detalles,  que  por  desconocerse  qui* 
zas  en  las  altas  regiones,  no  se  traducen  jamasen  leyes.  De  estos 
detalles  vamos  ¿  ocupaiuios  de  la  manera  más  breve  que  nos  sea 
posible,  y  si  conseguimos  que  los  ecos  de  nuestra  débil  voz  lleguen  á 
aquellas  esferas,  tendremos  la  salisfoccion  de  haber  hecho  lo  posible 
en  pro  de iu na  respetable  clase  y  de  los  intereses  sociales  á  ella  en- 
comendados. 

Inamovilidad.  No  necesitamos  de  grandes  esfuerzos  para  demos- 
trar que  sin  inamovilidad  judicial  no  es  posible,  la  recta  administra- 
ción de  justicia.  Como  principio  incontrovertible  y  aceptado  ya  en 
la  ley  fundamental  del  Estado,  nada  nos  resta  que  añadir.  Permita- 
senos  sólo  tributar  un  voto  de  gratitud  al  Gobierno  que  lo  ha  deja- 
do subsistente  y  á  los  dignos  Diputados  que,  con  tanto  calor  como 
acierto,  la  han  defendido. 

Respomabilidad .  Pero  la  inamovilidad  judicial  no  constituye, 
por  si  sola,  la  verdadera  garantía  de  rectitud  é  imparcialidad  en  los 
Tribunales,  que  todos  apetecemos.  Al  lado  de  la  inamovilidad  es 
necesario  colocar  una  enérgica  responsabilidad  para  los  funcionarios 
de  la  administración  de  justicia,  responsabilidad  que  no  sea  iluso- 
ria, responsabilidad  que  no  se  exima  por  el  favoritismo  ó  se  olvide 
por  cambios  políticos,  responsabilidad  que  participe  algo  del  carác- 
ter severo  de  la  clase  á  que  ha  de  exigirse,  y  de  la  rigidez  de  la 
disciplina  militar.  De  esta  manera  tendremos  una  justicia  verdad. 
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no  una  juslicia  acomodaticia,  oscilatoria  á  los  vaivenes  políticos  y 
sujeta  á  recomendaciones  bastardas  ó  al  capricho  de  un  cacique.  Lo^ 
casos  en  que  en  ella  se  incurre  y  la  forma  con  que  debe  exigirse, 
necesitan  un  detenido  estudio»  y  creemos  lo  estará  haciendo  la  Co- 
misión que  conoce  en  la  materia.  Nosotros  sólo  apuntaremos  aquí 
por  lo  que  pueda  valer,  que  para  la  corrección  de  los  Jueces  y  Tri- 
bunales debía  crearse  una  sección  especial  en  el  Supremo  de  Justi- 
cia que  entendiera  en  esta  clase  de  negocios,  con  esclusion  de  otros, 
y  con  facultades  para  enviará  provincias iodividuos  de  su  seno  que 
residenciasen  á  los  Jueces  y  Tribunales  inferiores,  y  pudieran  apre- 
ciar por  sí  mismos  la  conducta  del  funcionario  que  hubiera  fallado, 
pues  unas  veces  la  calumnia  mancha  con  su  hálito  ponzoñoso,  la 
más  respetable  reputación,  otras  las  exageradas  y  nunca  justas  pa- 
siones políticas  de  las  localidades,  invaden  el  santuario  de  la  justi- 
cia, y  otras^  por  fin,  los  mismos  funcionarios  que  afortunadamente 
serán  coutadísimos,  prevalidos  por  influencias  especiales  ó  por  pro- 
tecciones funeslas,  suelen  mirar  las  faltas  de  sus  companeros  de  igual 
ó  parecida  categoría,  por  el  prisma  de  la  parcialidad,  todo  lo  que  dá 
lugar  á  que  los  expedientes  que  se  forman  nunca  son  el  trasunto 
íiel  de  la  verdad,  y  lo  seria  indudablemente  si  un  Magistrado  probo 
y  severo,  siempre  de  superior  jerarquía  que  el  sujeto  á  corrección, 
se  encargase  de  la  instrucción  de  aquellos,  y  los  sometiera  después 
á  la  sección  de  que  antes  hemos  hecho  mérito. 

Traslaciones.    La  inamovilídad  no  debe  entenderse  solamente  de 
cargo,  sino  también  de  lugar. 

No  podemos  negar  que,  en  absoluto,  se  respeta  bastante  al  fun- 
cionario en  su  cargo;  pero  ¿no  vemos  continuamente  que  á  título  de 
combinaciones,  se  cambia  á  los  Magistrados,  Jueces  y  Fiscales  de  un 
punto  á  otro  contra  su  voluntad?  Este  abuso,  pues,  debe  corregirse, 
y  medios  sumamente  prácticos  hay  para  conseguirlo.  Ningún  Juez 
podia  ^r  removido  sino  por  justa  causa,  ni  trasladado,  sino  á  vir- 
tud de  expediente  debidamente  instruido,  en  el  que  se  oiga  al  inte- 
resado, estableciendo  á  favor  de  éste,  un  recurso  ante  la  sección  del 
Supremo  de  que  ya  nos  hemos  ocupado.  Se  nos  podia  objetar  que, 
muchas  veces  los  arreglos  y  combinaciones  vienen  de  peticiones  de 
ios  mismos  funcionarios  del  Orden  (1)  judicial  ó  Ministerio  fiscal  6 


(\)    Orden  judicial  le  llama  el  último  Decreto  del  Sr.  Cárdenas.  El 
titulo  de  Poder  le  dá  la  Ciencia  y  la  ley  orgánica. 
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de  permutas,  eotre  les  de  igaal  categoría.  Iurparcíeles  ett  nmstru 
apreciackmes,  creemcB  que  debía  fijarse  en  h  ley  et  precepto  de 
qae  ungiin  Magistrado,  Juez  ni  Fiscal,  pudiera  pedir  traslacioiies 
y  permutas  sia  que^  es  uno  y  otro  caso  Diedíasen,  por  lo  roénos, 
dos  anos  desde  la  últioHi  trasÜaeion  6  permuta  que  tuTO  á  su  m»- 
tanda,  y  de  esta  manera  se  eTÍtaria  que  los  cargos  estuviesen  fre- 
caentemente  regentados,  y  no  necesitamos  apuntar  lo  perniciosas 
que  son  las  regencias^  tanto  por  quedar  la  administracioA  de  jtstt- 
cia  encargada  á  personas  que,  por  regla  general,  son  poco  peritas, 
como  porque  no  pudiéndose  evitar  que  estos  sean  hijos  del  pafe 
donde  ejercen  h  sustitacíon,  han  de  adolecer  de  la  pasión  y  de  la 
parcialidad  tan  comunes  en  las  pequeñas  localidades  donde  tienen 
su  asiento  la  mayor  parte  de  los  Juzgados  de  primera  instancia. 

Tríbunale$.  La  prensa,  adivinando,  ó  quizás  conociendo  los  pro* 
yectos  que  se  elaboran,  ha  dado  á  entender  que,  por  ahora,  no  se 
plantearán  los  Tribunales  en  la  forma  que  establece  la  Ley  orgánica 
del  Poder  judicial.  De  lamentar  es,  que  el  digno  é  ilustrado  Sr.  Mi- 
nistro del  ramo^  ya  que  de  legislar  trata  sobre  el  asunto,  sea  tan 
parco  que  se  limite  á  un  simple  decreto  sobre  ingreso  y  ascenso  en 
la  carrera,  y  no  emprenda  con  verdadero  vigor  y  sin  vacihcidnes 
una  reforma,  que,  de  consuno^  reclaman  la  ciencia  y  la  necesidad 
de  que  la  Administración  de  Justicia  se  eleve  al  puesto  que  la  hacen 
acreedora  los  adelantos  modernos,  y  la  elevadfsima  misión  que  está 
llamada  á  cumplir  en  la  sociedad. 

Es  trivial  y  rudimentario  que  los  tribunales  colegiados  son  de 
más  provechosos  resultados  que  los  unipersonales.  En  aquellos  en- 
cuentran los  Jueces  más  latitud  de  acción;  pueden  evadirse,  bajo  la 
salvaguardia  de  la  comunidad,  de  todo  género  de  compromiso,  por 
fuerte  que  éste  sea,  y  la  sociedad  halla  á  su  vez  más  garantidos  sus 
derechos  por  la  mayor  dificultad  que  hay  de  influir  sobre  tres  6  ctn- 
00  hombres  que  sobre  uno  sólo,  y  principalmente,  porque  de  la  dis- 
cusión y  controversia  de  muchos  sale  más  depurada  la  verdad,  que 
es  la  justicia,  que  del  criterio  aislado  de  un  solo  individuo  por  más 
buena  fé  é  ilustración  que  en  él  concurran.  Pero  ya  que,  sin  duda  por 
razones  que  respetamos  y  que  no  nos  permitiremos  consignar  en  es* 
te  momento  por  no  consentirlo  la  índole  de  nuestro  trabajo,  la  re-> 
forma  que  se  proyecta  se  limita  solamente  á  las  condiciones  de  los 
funcionarios,  sin  duda  como  base  de  más  amplias  y  trascendentales 
innovaciones,  permítasenos  que  nos  ocupemos  de  la  posición  en  que. 
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CB  ntiestoo  aeotir,  debía  de  quedar  kt  MagistraUín  y  el  MiiMslerio 
fiscal  para  fiue,  tam  día,  fu^an  Terdaderameote  feoaadM  I09  re- 
sultados queafi  propoBeel  Sr.  Martí  11  Heirefa. 

Mas  anles  de  anlrar  an  este  poolo  loléraaos  dicho  seSor  que 
échenos  «na  imifada  retrospectiva  á  nuestra,  historia  moderna;  U^n^ 
damoa  deapnea  nuestra  vista  á  las  demás  acciones  y  saludemos,  coa 
profaudo  respeten  A  la  iosiitacioa  del  Jurado  y  del  juicio  oral  y  pú* 
biico,  sistemas  que  marcan  el  grado  de  cultura  y  eiviüzacion  de  los 
pueblos  y  sin  loa  qte  h  AüiministraciQBdt  justicia  no  se  emancipa- 
rá jamás  de  cierto  tinte  de  arbitrariedad  y  rulinarísmo  que  ios  It^ 
^aroA  antiguas  prácticas  y  decrépitas  formas,  que  tiempo  es  ya 
desaparezcan  de  nueatros  procedimientos  judiciales. 

Pispéoseseaos  eala  digresioa  en  graeia  al  elevado  fin  que  en- 
traSa,  y  no  olvide  el  Sr.  üioistro  del  ramo  en  particular  y  el  Oo^ 
bieraa  en  general»  que  sin  jurado  y  sin  juido  oral  y  público,  debi^- 
damente  reglamentados,  para  evitar  abusos^  no  es  posible  una  bue- 
na administraQioa  de  justicia.  Si  hoy  se  bailan  dichas  ibrmas  de 
eaj«ÍQÍar  ea  suspenso,  respetemos  los  móviles  á  que  obedece  esta 
resoliicioii,  pero  no  se  olvide  que  su  restablecimiento  nos  eleva  á  la 
aUftfa  de  las  naciones  más  culuis  y  marca  un  paso  gigantesco  en  el 
camiao  del  progreaa. 

big^ew  y  a^o^nws.  Volviendo  á  nuestro  propásito,  djrémos  que 
la  base  pafa  el  ingreso  e»  las  carreras  fiscal  y  judicial,  debe  ser  la 
oposíeioo.  Falsear  este  principio  es  destruir  la  más  preciosa  garan»- 
tia  de  instrucción  y  moralidad.  Exigir  otras  condiciones  para  la  en- 
tra/da en  ei  persiMal  de  ia  Administracioa  de  justicia,  es  volver  á 
los  abusos  que  se  han  cometido  en  otros  tiettipos^  dar  cabida  al  fá- 
yoritiano  y  destruir  una  de  las  medidas  que  mayor  acogida  han  te- 
nido en  la  opinión  pública. 

Un  Cuadonaiio  que  ha  obtenido  su  cargo  por  oposición,  com- 
prende m^jor  sua  deberes,  es  más  incorrupüble  por  lo  mismo  que 
se  cree  más  seguro  en  su  puesto  y  reviste  todos  sus  actos  de  un 
tinte  de  severidad  é  independencia  que  por  lo  general  no  se  encuen- 
tra en  los  que  debeo  su  coloeaeion  á  determinada  influencia,  coa 
la  que  han  de  tener,  cuando  menas,  una  gralkud  que  puede  ser 
perniciosa. 

El  asceofo  debe  conferirse  siempre  por  riguroso  escalafón,  sin 
falsear  este  por  9ada^  por  nadie  y  bajo  ningún  concepto. 

Lo  primero  que  debía  hacerse  es  formar  unos  escalafones  pro- 
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visionales  que  llevasen  el  sello  de  una  estricta  y  escrupulosa  josli* 
cia,  publicarlos  en  la  Gaceta  y  conceder  un  plazo  para  que  los  que 
se  creyesen  perjudicados  hiciesen  fas  respetuosas  reclamacioDes  que 
creyeran  oportunas»  fundadas  riempre  en  antecedentes  debidamen- 
te justiGcados,  á  fin  de  que,  hechas  las  variaciones  que  la  justicia  y 
la  equidad  aconsejaran,  quedasen  ultimados  de  una  msmera  defini- 
tiva é  irrevocable  para  que,  en  lo  sucesivo,  se  atemperaran  á  ellos 
todos  los  ascensos. 

La  manera  de  conceder  estos,  no  debía  ser  otra  que  la  de  riguro- 
so escalafón;  nada  de  elegirse  libremente  entre  los  que  ocupasen 
números  determinados  en  la  escala,  nada  de  dejar  al  arbitrio  del 
Ministro  el  nombramiento  de  algunos  funcionarios  en  quienes  con- 
curran condiciones  especiales;  nada  de  falsear  este  sistema;  más 
claro,  éste  debía  ser  el  mismo  adoptado  por  los  Cuerpos  facultativos 
del  ejército  toda  vez  que  la  Magistratura  es  un  verdadero  cuerpo  fa- 
cultativo en  el  orden  civil. 

Se  nos  objetará,  y  con  cierta  apariencia  de  razón,  que  á  los  Je- 
fes y  Oficiales  de  los  citados  Cuerpos  facultativos  se  les  recompen- 
sa en  determinados  casos  con  grados  y  empleos  de  otros  institutos 
del  ejército,  en  premio  de  su  valor,  de  su  pericia  ó  de  sus  nrachos 
años  de  servicio,  puesto  que,  siendo  el  escalafón  cerrado,  sería  in- 
justo que,  por  no  ocurrir  vacantes  dentro  del  Cuerpo,  cosa  suma- 
mente factible,*  sobre  todo  en  tiempo  de  paz,  quedaran  postergados 
militares  de  dilatada  y  honrosa  carrera,  y  que  á  los  funcionarios  ju- 
diciales no  podría  otorgarse  iguales  beneficios,  por  la  extructura  es* 
pecial  de  las  carreras  civiles,  cayendo,  entonces,  en  otro  mal  funes- 
tisimo,  cual  es  el  de  matar  la  noble  emulación  que  fomenta  el  estí- 
mulo al  trabajo,  crea  la  afición  al  estudio,  y  establece  la  ambición 
bien  entendida  formando  Magistrados  probos  é  inteligentes.  No  po^ 
demos  negar  la  fuerza  de  este  argumento,  pero  para  obviar  los  in- 
convenientes expuestos,  vamos  á  exponer  un  medio  que,  en  nues- 
tro sentir,  lo  concilia  todo. 

Recompensas.  Establézcase  el  escalafón  cerrado  y  no  se  pres- 
cinda de  él  por  ningún  motivo;  dése  una  honrosa  condecoración 
destinada  sola  y  exclusivamente  á  premiar  importantes  servidos 
prestados  por  los  individuos  de  la  carrera.  Divídase  esta  insignia  en 
dos  clases:  simplemente  honorífica  y  pensionada;  subdivídanse  una 
y  otra  en  tres  categorías  á  la  manera  de  las  cruces  de  Carlos  III  é 
Isabel  la  Católica,  que  son,  sencillas,  encomiendas  y  grandes  cruces; 
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concédase  la  no  peDsionada  á  los  fuacioDarios  que  se  distiogan  por 
algaa  aclo  notable»  ora  de  valor^  ora  de  aplicacioo,  ora  de  actividad, 
otorgándose  seaeilla»  de  segunda  clase  ó  encomienda^  ó  de  primera 
clase  6  gran  crnz,  según  la  categoría  del  agraciado  ó  el  mérito  que 
contrajo;  confiérase  la  pensionada^  que  podrá  ser  de  tres  distintas 
clases  adaptadas  á  la  sencilla,  á  la  segunda  ó  á  la  de  primera^  á  los 
que  prestasen  un  servicio  tai,  que  haciéndoles  acreedores  á  un  as* 
censo,  no  se  les  pueda  conceder  por  no  saltar  la  escala,  y  á  los  que, 
por  sus  dilatados  anos  de  carrera^  se  les  considere  igualmente  con 
méritos  para  ascender,  pero  que  no  puedan  hacerlo  por  el  mismo 
motivo,  fijándose  como  precepto  general,  que  las  condecoraciones 
pensionadas  no  puedan  darse  más  que  á  aquellos  funcionarios  que 
ocupen  un  niimer^  en  el  primer  tercio  de  su  respectivo  escalafón,  y 
que  tanto  estas  como  las  honorificas,  se  concedan  siempre  á  pro- 
puesta de  la  Sección  de  que  nos  hemos  ocupado  arriba^  á  cuyo  car- 
go estarán  los  expedientes  de  ios  Jueces,  Magistrados  y  Fiscales,  y 
se  evitará  el  indicado  obstáculo. 

Con  tan  honrosa  insignia  se  alentaría  la  noble  emulación,  el 
amor  al  trabajo,  la  idea  del  deber  y  la  noción  de  la  dignidad  por 
nna  parte,  y  por  otra,  se  mejoraría  la  situación  del  funcionario  re- 
compensando su  laboriosidad  y  aumentando  su  sueldo  en  ios  casos 
quq,  por  la  rigidez  del  escalafón,  no  pudiera  ascender. 

Entremos  ya  en  otro  orden  de  consideraciones.  Cualquiera  quo 
haya  estudiado,  leido  siquiera  la  importancia  que  tiene  la  Magistra- 
tura en  otros  países,  cualquiera  que  compare  nuestro  presupuesto 
'de  Gracia  y  Justicia  con  el  de  otras  naciones,  ó  sin  salir  de  España, 
cualquiera  que  se  tome  la  molestia  de  computar  los  guarismos  que 
arrojan  los  gastos  del  personal  de  otros  Ministerios  con  la  cantidad 
que  el  de  Gracia  y  Justicia  tiene  asignados  para  la  administración  de 
esta^  adquirirá  la  desconsoladora  idea  de  lo  pobremente  que  están 
retribuidos  los  funcionaríos  á  cfuienes  se  halla  encomendada. 

Dotación.*  Ocupándonos  ligeramente  del  personal  de  las  Au- 
diencias diremos  que,  dada  su  elevación,  su  dignidad  y  su  impor- 
tancia, está  retribuido  de  una  manera  raquítica  y  miserable,  puesto 
que  hombres  que  después  de  haber  consumido  un  fuerte  capital  y 
ios  mejores  años  de  su  vida  en  un  establecimiento  literario  hacien- 
do los  estudios  jurídicos  y  encanecido,  más  tarde,  desempeñando 
cargos  subalternos  de  la  carrera,  por  todo  premio,  se  ven  infinita- 
mente peor  recompensados  que  un  Gobernador  de  provincia^  que 
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UD  Jefe  de  Hacienda  ó  que  un  Oficial  4e  cualquier  Minialerio,  y 
sabido  es  que  uo  Jefe  de  Haeisoda,  mi  Oiciai  ó  un  Gobernador  se 
hacen  mochas  veces  (bo  todas  aforbinadftnMate)  die  uint'  plttttads; 
que  para  el  ejercicio  de  estos  cairgos  ao  se  les  pide  earnera  literaria 
ni  siquiera  administrativa,  y  qj$ñ  la  responsf^bilidad  que,  en  sus  oa'* 
sos,  se  les  exige,  cono  tales  empleados,  ni  es  tan  grave,  ni  tan 
fuerte,  ni  de  tan  fatales  resultados  como  ht  que  oonttmuMiettO 
amenaza  la  honra,  la  repuiaeton,  la  fortnna,  el  porvenir  4el  Ma- 
gistrado. ¿Es  esto  justo?  ¿Es  equitativo?  Gontestn  por  nosotros  el  ae^ 
iior  Ministro  del  ramo.  Se  pos  dirá  que  el  estado  aolnal  i^  la  fla* 
cienda  no  permito  aumento  de  sueldos;  qne,  por  el  eontrano,  redar 
ma  su  disminucioa;  y  nosotros  contestaremos:  ¿Por  qwé  ottes  aarvii* 
oíos  se  hallan  más  retribuidos?  T  ¿por  qué  la  Magistratura,  4e  la 
que  pende  la  fortuna,  el  honor,  la  vida  del  homhre,  se  encnentra 
tan  escasamente  recompensada? 

Descendiendo  á  los  Ju2;gados  de  primera  instancia,  haHar^nos 
que  un  Promotor  de  entrada  cuenta  jcon  42,000  rs.  de  eneldo  annal» 
que  son  1,000  mensuales,  de  ios  que,  deducidos  deeeoenlos,  gastos 
de  habilitación,  etc.,  sólo  percibe  unos  800  rs.  ai  mes,  es  decir 
mucho  menos  que  gana  un  Oficial  de  un  Gobierno  de  proviaekt,  de 
una  Administración  económica  ó  de  una  Seeretai'ía  de  AywMa"» 
miento  de  cierta  importancia;  y  ¿es  justo  y  razonable  siquiera? 

Un  Promotor  de  ascenso  y  un  Juez  de  entrada  apenas  perciben, 
como  haber  líquido,  1,000  rs.  mensuales,  sueldo  de  un  Oficial  de 
una  Diputación  ó  de  un  portero  de  cualquier  Ministerio. 

Un  Juez  de  ascenso  y  un  Prmnotor  de  término  están  retribaidoi 
con  unos  1,200  rs.  al  mes,  es  dedr,  mucho  mdnas  qae  c«ak|túer 
empleado  de  contribuciones  ó  de  puertas. 

¥  un  Juez  do  término  viene  á  cobrar  por  su  sueldo  mensual 
unos  1,500  rs.,  esto  es,  menos  que  él  Secretaria  del  Gobierno  civil, 
que  el  Jefe  de  Hacienda,  que  el  Interventor  y  qnttí  Contador. 

¿Pueden  los  funcionarios  del  Poder  judicial  vivir  (^on  la  decen- 
cia que  reclama  la  alta  misión  que  están  llamados  á  cumplir? 

¿Pueden  representar  decorosamente  la  dignidad  de  qne  están  ia^ 
vestidos? 

Se  les  exige  probidad  y  honradez  y  sin  embargo  se  los  ide}a,  ai* 
no  en  la  miseria,  en  una  posición  asaz  precaria. 

Sabido  es  que  un  Magistrado,  un  Juez  de  término  y  un  Abogado 
fiscal,  eto.^  tienen  su  residencia,  por  ló  general,  en  importantes  eapi* 
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lales  de  pfOf?iiMiit;  que  por  rason  de  sus  cargos  han  de  alternar,  en 
su  ¥ida  saeiai^  coft  pefsonasde  elevada  posieion  y  akos  fancionaríos, 
por  00  verse  pofllergados  y  no  rebajar^  ana  en  estos  detalles  de 
sa  vida  privada,  la  noble  dase  á  que  pertenecen,  no  pueden  eludir 
derloa  gaeloa  qae'aoa  indispensaUes  dado  el  estado  actual  de 
naealra  (ávilisaeioa  y  que  es  imposible  sufraguen  con  taa  laedestisi** 
mas  rttribuctoiies» 

fio  eaaoio  á  los  Jueces  y  Promotores  de  entrada  y  ascenso,  se 
DOS  podrá  oponer  que  sus  atenciones  son  insignificantes,  dada  la  ín- 
dole de  las  poblaciones  eo  que  residen,  y  á  esto  responderemos  que 
la  vida,  ea  estos  pueblos,  ee  baratísima  para  el  propietario  ó  el  io« 
dostiial,  no  para  el  empleado  que  tiene  iguales  ¿  mayores  gastos 
que  en  una  capital;  qae  por  ser  las  personas  visibles  de  la  población 
bao  de  vivir  coa  fsierta  decencia,  inexcusable,  so  pena  de  caer  en 
el  ridículo.  Si  tienen  hyos  han  de  atender  á  su  educación,  separán- 
dolos de  so  lado,  lo  que  les  origina  desembolsos  que  la  alta  magis- 
tratara  y  los  Jueces  de  lérmiao  oo  tienen  por  encontrarse  eo  puntos 
donde  hay  centros  de  instrucción  en  los  que,  sin  separarse  de  aque- 
llos^ ^eden  proporcionarles  uoa  brillante  carrera. 

Mayores  y  mi»  laminosos  antecedentes  pudiéramos  aducir  para 
justificar  la  imperiosa  necesidad  de  mejorar  el  sueldo  de  los  funcio-^ 
narios  del  poder  ú  orden  judicial  y  del  Ministerio  fiscal;  mas  los 
omitimos  en  gracia  á  la  brevedad;  pero  el  Sr.  Ministro  de  tan  im- 
portante departamento  comprenderá,  sin  que  nosotros  se  lo  recor- 
demos, que  para  asegurar  la  moralidad  (pocas  veces  desmentida)  de 
los  funcionarios  de  dichas  carreras,  se  necesita  dotarles  mejor;  que 
para  la  elevación  de  tan  augusto  ministerio,  son  exiguos  los  emolu- 
mentos de  que  hoy  goza,  y  que  para  colocarlos  al  nivel  de  las  de- 
más carreras  del  Estado,  es  preciso  aumentar  la  parle  de  presupues- 
to destinada  á  la  Administración  de  justicia. 

Fíjese  el  Gobierno  en' las  pruebas  de  virtud,  de  honradez  y  de 
abnegación  que,  durante  los  últimos  cinco  ó  seis  años,  ha  dado  la 
respetable  clase  de  que  nos  ocupamos.  En  época  tan  turbulenta  y 
en  que  tanto  y  en  tan  diversos  móviles  se  han  agitado  las  pasiones 
políticas,  la  toga  ha  permanecido  incólume,  salvo  pocas,  contadísi- 
mas  escepciones.  Exactos  cumplidores  de  sus  deberes,  los  Jueces  y 
Magistrados  han  sabido  conservarse  en  las  apacibles  y  serenas  re- 
giones del  derecho  y  de  la  justicia  sin  torcer  jamás  el  bastón  en  pro 
ni  en  contra  de  los  intereses  que  á  su  alrededor  se  levantaron.  Las 
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transicioaes  bruscas  y  violentas  en  las  formas  de  gobieTno,  no  hnn 
penetrado  jamás  en  el  santuario  de  los  Tribanaies,  y  obedientes 
y  sumisos  siempre  ai  gobierno  constituido,  ban  sido^  en  toda  oca* 
sion,  la  salvaguardia,  la  egida,  el  amparo  de  la  sociedad*. 

Ha  visto  la  magistratura  que^  con  cuantiosos* descuentos,  se  ami- 
noraba su  sueldo  y  lo  ha  sufrido  con  resignación,  y  las  columnas 
de  las  Gacetas  están  llenas  de  otros  donativos  voluntarios  que  el 
personal  de  las  Audiencias  y  Juzgados  ha  hecho  para  remediar  un 
mal  ó  enjugar  una  lágrima. 

Dígannos  ahora  los  hombres  pensadores  y  aquellos  de  cuyos 
acuerdos  depende  la  felicidad  ó  desgracia  de  la  patria:  ¿Serán  dig- 
nos los  funcionarios  de  que  venimos  ocupándonos  de  que  se  les  re- 
glamente y  coloquoj  moral  y  materialmente,  á  la  altura  que  recia* 
man  los  adelantos  modernos,  su  acrisolada  virtud  y  la  misión  que 
están  llamados  á  cumplir  en  la  esfera  del  derectio  y  en  la  aplica- 
ción de  éste  á  la  sociedad  de  cuyos  intereses  son  depositarios? 

A  conseguir  tan  provechoso  objeto  tiende  este  modestísimo  y 
desaliñado  trabajo,  y  si  logramos  dejarnos  oir,  por  medio  de  la  pren- 
sa^ en  las  elevadas  regiones  que  entienden  en  el  asunto,  y  que  en 
ellas  se  comprenda  la  sinceridad  de  nuestros  propósitos  y  la  facili- 
dad de  realizarlos,  tendremos  la  satisfacción  de  haber  hecho  algo 
por  una  clase  digna,  en  verdad^  de  mejor  suerte. 

E«    6*    Pr 
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Discusión  en  la  Academia  Matritense  de  Jurisprudencia  y  Legis- 
lación, de  la  Memoria  del  Sr.  Charrin  (i). 

« 

El  Sr.  Fernandez  y  Garda  (D.  Ramón)  impugnó  á  sa  vez  la  Me- 
moria. 

Examinó  lo  qae  eran  las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Estado  en  los 
pueblos  orientales,  diciendo  que  en  ellos  ha  reinado  y  reina  siempre 
una  gran  confasion  en  estas  relaciones  y  de  aquí  que  tengan  nn  carác- 
ter de  gran  movilidad,  lo  prof^ioque  sucedió  en  la  antigua  Grecia  y  en 
Roma  antes  de  Jesucristo,  en  que  el  Gobierno  estaba  encargado  déla 
religión,  por  lo  que  los  Reyes  y  los  Emperadores  eran  á  la  par  que  So- 
beranos temporales  Pontífices  Máximos,  teniendo  la  religión  entonces 
un  gran  carácter  de  inmovilidad,  y  de  aquí  la  dificultad  que  encontra- 
ron los  legisladores  de  las  Doce  Tablas  parala  reforma  de  la  sociedad  y 
de  la  religión,  porque  la  religión  era  el  Estado  y  el  Estado  la  reli- 
gión. 

Dijo,  que  el  cristianismo  varió  todo  esto,  no  queriendo  entrar  en  la 
gobernación  de  los  Estados,  sino  sólo  en  la  religión,  distinción  que  era 
un  gran  paso  y  un  gran  progreso  en  aquellos  tiempos.  Que  la  tenden- 
cia de  los  Emperadores  á  seguir  en  la  confusión  trajo  las  heregías,  cor- 
riendo por  mano  del  Emperador  la  sangre  en  Tréveris  en  defensa  de  la 
fé:  que  poco  á  poco  los  Pontífices  fueron  extendiendo  su  autoridad  en 
materia  de  religión,  y  de  una  manera  directa  interviniendo  en  el  Estado, 
lo  cual  se  explica  porque  la  Iglesia  era  en  aauella  época  la  que  se  en- 
contraba á  mayor  altura  en  civilización,  siendo  los  Pontífices  Pontífices 
y  Emperadores,  llegando  á  su  mayor  poderío  la  Iglesia  en  los  tiempos 
de  Gregorio  VII  é  Inocencio  III,  empezando  después  á  decaer  el  poder 
Papal  por  varias  causas,  siendo  entre  ellas  la  principal  el  cautiverio  de 
Avignon  en  que  se  relajó  por  completo  la  disciplina  y  se  alteró  hasta 
el  principio  lundamental  ae  la  Iglesia,  viviendo' ésta  en  la  rr.ayor  cor- 
rupción y  dando  ocasión  á  las  protestas  de  hombres  ilustres  como  Wi- 
clef,  Pedro  de  Osma,  Gonzalo  de  Cuenca  y  otros,  que  sin  embargo  exa- 
geraron sus  teorías  y  se  salieron  fuera  de  la  Iglesia,  cuando  la  reforma 
estaba  dentro  de  la  Iglesia  misma. 

Dijo  que  después  del  cisma  de  Lutero,  después  de  la  aparición  de 
las  escuelas  cismontana  y  ultramontana  y  los  Concilios  de  Letrán  y 
Trento,  los  derechos  de  la  Iglesia  auedaron  mermados,  convirténdose 
otra  vez  los  Reyes  en  Pontífices,  dando  origen  á  los  Concordatos  y  á 
las  Regalías  en  la  época  moderna,  originándose  una  verdadera  lucha, 
entre  el  poder  religioso  y  el  poder  civil,  que  es  causa  de  la  falta  de 
tranauilidad  en  los  ánimos,  y  un  problema  de  difícil  solución. 

Manifestó  que  no  estaba  conforme  con  las  doctrinas  del  Sr.  Charrin 
ni  con  las  del  Sr.  García  Goñi,  puesto  que  él  queria  la  independencia 
de  la  Iglesia  y  el  Estado,  pero  no  la  separación,  por  que  no  es  posible; 

(1)   Véatela  pi;.  i'H  de  este  tomo. 
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que  qoería  qne  árobas  institacienes  viviesen  en  armonía,  uniendo  e? 
derecho  con*  la  reTeltoion  j  fijaado  rae  relaeioneB  por  medio  de  los 
Concordatos,  que  th)  son  como  ee  dice  transaeeioneft.  ni  el  predominio 
de  los  Reyes  sobre  los  Papas,  sino  verdaderas  concordias  para  arreglar 
ambos  poderes  sus  funciones.  Añadió  que  era  necesario  admitir  un  Es- 
tado religioso:  que  la  legislación  debe  tener  principios  religiosos,  sin 
exclusivismo,  porque  el  exclusivismo  seria  poner  las  armas  del  poder 
civil  á  disposición  de  la  Iglesia,  y  las  armas  de  la  Iglosia  á  disposieion 
del  Estado,  y  concluyó  diciendo  que  hoy  es  necesaria  la  fé  para  dester- 
rar eso  inaiferentismo  religioso,  causa  die  mochos  da  los  males  que  per- 
turban á  la  sociedad. 

£1  Sr.  Fernandez  Vatqnez  (D.  Lorenzo)  contestó  al  Sr.  Fernandez 
y  García,  manifestando  que  el  problema  que  se  presentaba  habia  sido 
siempre,  lo  era  hoy  y  continuará  siendo,  acaso  el  más  arduo  y  difícil  da 
cuantos  se  han  planteado  en  la  ciencia.  Dijo,  qtie  al  hablar  de  relacio- 
nes entre  la  Iglesia  y  el  Estado  parece  cómo  que  se  alude  sólo  á  la  Igle- 
sia católica,  pero  que  e)  problema  no  puede  eeludiarse  sólo  en  España, 
sino  en  todo  el  mundo,  y  ha  de  estudiarse  en  el  terreno  de  la  historia» 
de  la  razón  y  de  la  filosofía. 

Dijo,  que  examinada  la  cueslion  en  el  terreno  de  la  historia,  ésta 
nos  demuestra  esa  lucha  eterna  de  ambas  instituciones,  unas  veces  la 
Iglesia  sobre  el  Estado,  otras  el  Estado  sobre  la  Iglesia,  pero  nunca  esa. 
armonía  de  qbe  hablan  los  partidarios  de  las  relaciones  íntimas  entre  la 
Iglesia  y  el  Estado;  y  en  el  terreno  de  la  razón  y  la  filosofía  se  vé  siem- 
pre á  la  Iglesia  ahogando  los  principios  filosóficos  de  todos  los  tiempos. 

Examinó  la  religión  católica  en  España,  diciendo  que  la  Iglesia  des- 
de los  tiempos  de  Recaredo  ha  estado  siempre  protegida  y  siempre  ba 
sido  intolerante.  Dijo,  que  si  bien  era  verdad  que  con  esa  protección  y 
esa  intolerancia  habia  vencido  á  los  árabes,  esa  misma  intolerancia,  con 
la  mano  de  la  inquisición,  habia  abogado  todo  principio  de  civilización 
y  de  progreso  científico  y  religioso. 

Manifestó  que  después  de  las  azarosas  épocas  ^or  lasque  España  ha 
atravesado  y  los  grandes  esfuerzos  hechos  para  implantar  en  ella  las 
Constituciones  que  son  la  fórmula  de  las  sociedades  modernas;  que  des- 
pués de  haber  andado  tanto,  ya  no  es  posible  retroceder  á  los  tiempos 
antiguos  y  proteger  á  la  Iglesia,  porque  la  fórmula  del  Grobierno  pro- 
tegiendo á  la  religión  ha  pasado  ya  para  no  volver. 

Aseguró  que  el  régimen  y  el  Gobierno  teocrático  no  ee  pasible  en 
los  tiempos  presentes,  porque  la  Iglesia,  á  todos  los  principios  moder- 
nos y  á  todos  los  adelantos,  contesta  con  el  Génesis  y  con  el  Antiguo 
y  Nuevo  Testamento. 

Y  concluyó  diciendo  que  el  Gobierno  teocrático  es  la  unidad  de  cul- 
tos; que  el  catolicismo  protegido  por  el  Estado  es  un  ideal  con  el  que 
se  encubre  oí  deseo  de  gobernar  y  llevar  la  muerte  á  todos  los  derechos 
de  la  humanidad. 

El  Sr.  Rubio  é  Ihañez  usó  á  su  vez  de  la  palabra  en  contralle  la  Me- 
moria. 

Dijo,  que  la  Iglesia  no  es  sólo  una  institución  espiritual,  sino  que 
también  lo  es  temporal,  sancionada  por  el  testimonio  de  la  historia, 
de  la  razón  y  de  la  autoridad,  así  como  el  Estado  es  á  su  vez  una  insti- 
tución temporal  y  espiritual.  Qne  el  Estado,  si  bien  no  tiene  la  misión 
de  dogmatizar,  tiene  el  derecho  de  creer  y  tiene  capacidad  para  dis- 
tinguir lo  bueno  de  lo  malo;  y  que  si  se  dice  que  el  Estado  no  pn^de  le- 
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gitlsr  éB  matará  de  retígion,  tampoco  podrá  lagislM  aa  materia  de 
polítieaóde  derecho. 

Manifestó  que  no  está  claro  que  el  legislador  tenga  completa  auto- 
ridad vara  cteer  en  una  trejigion;  porqae  aiéndo  ésta  una  relación  en- 
tre il  hombre  j  Dies,  y  siendo  Dios  soperier  al  hombre,  al  hemim  de^ 
be  estar  saieto  á  esa  religión. 

Tratando  de  la  libertad  de  cultos  dijo,  que  siendo  ésU  un  mai  y  un 
error,  ne  bay  derecho  aigaoo  para  reclamarla  del  Estado;  porqne  to- 
aíemlo  éste  la  misión  de  procurarla  mayor  suma  de  bienes,  tiene  que 
negar  ese  derecho;  y  concluyó  diciendo  qve  el  principio  de  la  libertad 
del  bien  ea  incompatible  con  el  principio  de  la  lioertaa  del  mai,  eaire  la 

289  se  halla  ia  libertad  da  coitos,  contraría  á  la  rasen  y  haata  al  sentí- 
o  coman. 

El  Sr.  Moret  y  Prenderj^así  tomó  á  su  vea  parte  en  la  discvsion  de 
U  Meinoría  que  tanto  interés  ha  prestado  á  la  Academia  en  el  preaente 
corso. 

Conenaó  el  Sr  Moret  felicitándoee  de  hallarse  nuevamente  en  me- 
dio de  la  jfiventud  qne  compone  la  parte  más  activa  de  la  Academia, 
inventad^  decia,  llamada  á  resolver  quizás  las  más  árdaae  cuestiones  de 
la  ciencia  y  de  la  política. 

Dijo,  que  la  caestion  que  se  discutía  tiene  varios  aspectos,  según 
qne  la  oxamineel  teólogo,  el  jurisconsulto,  el  político,  ó  el  histo- 
riador. 

Esplicó  su  posición  eñ  el  debate,  diciendo  que  hablaba  en  pro  de  la 
memoria,  aunque  no  estaba  en  completo  acuerdo  con  sus  doctrinas. 

Dijo  qne  la  cuestión  tenia  tres  afirmaciones:  la  existencia  de  la  igle- 
sia, la  existencia  del  Estado  y  la  existencia  de  relaciones  entre  una  y 
otra  inetitncion. 

Qne  haven  toda  alma,  decia  el  Sr.  Moret,  an  sentimiento  religioso 
qne  se  traduce  en  una  serie  de  manifestaciones,  que  se  llama  religión  ó 
culto,  es  nna  verdad  trivial  en  el  terreno  cien  tilico;  que  hay  necesidad 
de  que  esa  institución  exista  y  haya  relaciones  en  otras  esferas,  es  otra 
verdad  no  menos  trivial;  qué  claae  de  relaciones  han  de  ser  esas,  esto 
ya  es  difícil  de  precisar,  porqne  bay  que  examinarlas  en  su  naturaleza 
y  la  natoralesa  de  las  instituciones  que  las  dan  vida. 

Esplicó  ia  misión  del  Estado  por  medio  del  siguiente  símil:  «Supo- 
ned— decia— que  visitáis  una  de  las  grandes  ciudades  de  los  tiempos 
modernos  y  qtie  la  visitáis  en  las  últimas  horas  de  la  noche,  en  que  se 
encuentra  tranquila  y  silenciosa:  recorred  sus  calles  en  las  primeras 
horas  da  la  mañana  y  ya  encontraréis  multitud  de  personas  que  van  y 
vienen  e«  distinias  direcciones,  y  que  representa  la  agricultura  y  el 
trabajo:  seguid  adelante  y  hallaréis  establecimientos  y  mercados,  que 
representan  la  industria  y  el  comercio;  después  lonjas  ó  bolsas  qne  re- 
presentan la  vida  económica  moderna:  más  allá  suntuosos  y  severos 
templos,  donde  con  diferente  nombre  rinden  los  hombres  culto  á  Dios 
y-  cumplen  esa  tiecesidad  del  alma  que  se  llama  religión:  pasad  adelan- 
te, y  encontraréis  magníficos  edifícros  con  bellísimas  estatuas  qne  re- 
presentan el  arte:  más  allá  Academias  y  teatros  que  representan  la  11- 
teratnra;  seguid  y  encontraréis  hospitales  y  casas  de  beneficencia,  que 
simbolixan  la  caridad,  y  más  allá  otros  edificios  de  angostas  ventanas, 
que  se  llaman  cuarteles,  que  representan  la  fueraa  y  en  donde  descan- 
sa la  di  tima  ra/to  reí^m.Y  cuando  veáis  relaoionarse  todo  esto,  no 
podréis  menos  de  preguntaros  cómo  viven,  cómo  coexisten  institución 
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cuestión;  porqne  ai  fin  y  ai  eabo,  si  la  iacha  se  enupeña,  el  Estado  ba 
de  ser  el  vencedor;  si  en  el  campo  con  el  canon,  la  pólvora  y  las  balas, 
y  si  en  ht  dudad  con  el  Código  -penal  y  otros  remedios  extraordinarios 
á  que  puede  apelar,  especialmente  en  el  campo  de  la  ensenanca,  qoe 
tiene  que  ser  complétaseme  franca,  sincera  é  independiente  de  la 
-iglesia.  Queeobre  todo,  el  gran  remedio  al  mal  es  una  regeneración  de 
los  pueblos  divididos  en  diferentes  escuelas  y  cultos;  volver  á  reunir  á 
todos  los  que  creyeren  en  Cristo  y  volver  á  esperar  «na  nueva  Pente- 
costés, una  Bueva  maa|[;a  de  fuego  del  Eapíritu-Santo,  que  venga  á 
avivar  las  eenicas  que  envuedven  el  deoaido  espíritu  religioso  de  los 
pueblos  modernos. 

Dijo,  que  él  ba  observado  ese  decantado  sentimiento  religioso  del 
pueblo  espafiol,  yeólo  ha  encontrado  el  indiferentismo:  que  ba  habido 
pueblo  que  por  no  pagar  una  pensión  se  ha  quedado  sin  sacerdote:  que 
este  país  que  en  las  edades  pasadas  expresó  su  fé  en  las  Catedrales  por 
la  mano  de  los  Herreras,  en  el  lienzo  por  el  pincel  de  Murilfo  y  en  los 
libros  por  la  inspiración  de  Fray  Luis  uc  León  y  Santa  Teresa  de  lesús, 
no  ha  reunido  en  la  época  moderna  siquiera  un  poco  de  dinero  para 
reoojer  las  piedras  que  se  escapan  de  las  viejas  Catedrales;  que  no  ba 
habido  asociaciones  religiosas  que  reúnan  fondos  y  ara  emplearlos  en 
la  caridad  y  en  la  religión,  y  en  cambiólos  ha  re<íaudado  para  llevar- 
los al  Norte  de  nuestro  pobre  país,  para  sostener  una.  guerra  que  nos  ha 
dejado  los  campos  empapados  en  sangre  y  nos  ha  des£u>nrado  á  los  ojos 
de  los  pueblos  civilizados. 

Reasumió  el  Sr.  Moret  su  discurso  diciendo  que  la  solución  al  pro- 
blema tiene  que  venir  del  conocimiento  4e  lo  que  es  la  Iglesia,  de  lo 
que  es  el  Estado  y  de  lo  que  son  las  relaciones  entre  ambos:  que  la  fór- 
mula será  siempre  la  misma,  la  de  reintegrar  la  personalidad  huma- 
na; que  )a  solución  será  en  lültimo  término,  admitir  ó  negar,  ofrecien- 
do á  las  creencias  religiosas  la  lucha  ó  el  martirio. 

Concluyó  el  Sr.  Jíloret  su  discurso  diciendo:  {Qué  grande  seria  el 
espectáculo  que  ofrecería  en  la  época  presente  la  unión  de  todos  los 
que  creyeron  en  la  palabra  de  Jesucristo,  llevada  á  cabo  por  una  reac- 
ción religiosa,  que  concluyera  con  una  lucha  que  no  puede  dejar  tras 
st  más  que  rastros  de  sangre  y  montones  de  ruinas  y  cadáveres! 

El  Sr.  Moreno  Nieto  usó  de  la  palabra  en  contra  de  la  Memoria.  Di- 
jo, que  la  mayoría  de  los  que  piden  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Es- 
tado, lo  hacen  por  un  espíritu  de  odio  á  la  religión  católica,  y  porque 
quieren  que  la  Iglesia  no  exista,  los  cuales  se  engañan,  porque  la  Igle- 
sia no  desaparecerá,  porque  tiene  doctrinas  y  promesas  inmortales  que 
se  cumplirán  á  despecho  de  la  ciencia,  de  la  filosofía  y  de  los  partidos; 
porque  tiene  lo  que  no  tiene  ninguna  otra  institución,  la  fé,  que  hace 
que  el  dia  de  su  persecución  sea  el  día  de  su  más  esplendoroso  triunfo; 
que  como  es  un  poder  moral  de  conservación,  ha  de  llegar  un  día  en 
que  se  eche  de  menos  esa  protección  de  la  Iglesia,  porque  la  revolu- 
ción no  está  vencida  y  la  sociedad  se  halla  toclavía  amenazada  por  las 
masas  y  perecerá  si  no  se  arroja  en  brazos  de  la  religión  que  las  con- 
ten^. 

iMAnifestó  que  la  cuestión  que  ee  discutía  encierra  tres  problemas: 
I  .^,  si  deben  consider-arse  canfondidas  la  esfera  de  la  Iglesia  y  la  esfe- 
ra del  Estado,  ó  deben  separarse;  !S.^,  si  dado  que  deban  separarse  pue- 
den vivir  enteramente  independientes;  3.^,  si  el  Eatado,  dada  la  sepa- 
ración, puede  y  debe  intervenir  en  las  cosas  religiosas,  si  debe  prohi- 
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búr  Ó  no  que  se  profese  oirá  religioo,  y  si  ha  de  proteger  ó  no  ¿  )a 
Iglesia. 

Respecto  á  la  primera  cuestión,  dijo  que  estaba  conforme  con  las 
escuelas  liberales,  esto  es,  en  Ja  separación  complejta  de  ambos  poderes, 
me  es  también  [adoctrina  de  la  Iglesia,  consignada  en  las  ¡palabras  de 
Jesucristo:  J)ad  á  Dios  lo  que  99  de  Dios,  y  üi  Cé^ar  lo  que  es  del 
César. 

Entrando  en  la  ^g«nda  cuestión,  que  la. llamaba  cuestión  princi- 
pal, caai  es  la  clase  da  relaciones  entre  ambas  potestades,  dijo  que 
estas  relaciones  tiene  que  haberlas  necesariamente;  porque  si  Ja  Iglesia 
representa  lo  interior,  no  es  posible  que  no  se  traduaca.en  lo  exterior, 
y  al  traducirse  no  se  encuentre  con  el  Estado,  que  represienta  lo  exte- 
rior; y  porque  si  Ja  sociedad  es  un  organismo  en  el  que  todas  Jas  cosas 
están  enlazadas  entre  si,  no  se  pueda  pedir  la  separación  de  una  de  sus 
partes. 

£i;aminó  la  escuela  de  (irauase,  diciendo  que  éáta  desconocía  la 
cttestk>n  al  tratarla  enJa  esfera  religiosa,  en  Ja  aue  no  puede  aplicarse 
la  relación  de  los  demüs  organismos,  sino  que  nay  que  distinguir  las 
esferas  de  la  vida  social  y  no  confundirlas:  que  la  esfera  religiosa  tiene 
que  organizarse  ei^teriormente,  no  pudiendo  por  tanto  vivir  sin  que 
afecte  á  la  nave  que  está  encargada  ae  regir  el  Estado. 

Viniendo  á  la  tercera  cuestión,  esto  es,  á  la  intervención  que  el  Es- 
tado  debe  tener  en  Ja  Iglesia,  dijo  que  esta  ara  la  cuestión  capital,  por 
la  dificultad  de  marcar  los  linderos  de  ambas  potestades;  anrmando, 
sin  embargo,  que  el  Estado  no  puede  prescindir  de  la.asfera  religiQsa. 

Examinó  lo  que  es  el  Atado,  diciendo  -que  no  es  como  se  cree  una 
institución  puramente  exterior,  sin  más  misión  que  la  de  prestar  las 
condiciones  del  derecho,  sino  que  tiene  relaciones  con  la  moral,  que  re- 
pr^enta  la  Iglesia,  teniendo  en^su  consecuencia  une  relacionarse  con 
ésta,  que  ha  creado  Ja  moral  y  Ja  religión  universal  absoluta. 

Añadió  que  si  el  Estado  es  una  institución  quf  abraza  Ja  vida  toda, 
el  punto  donde  se  enlazan  todos  las  líneas  del  derecho,  donde  se  enla- 
zan todos  los  intereses  y  todos  los  hechos  sociales,  tiene  una  interven- 
ción en  todos  ios  fines  para  ayudar  á  elaborar  la  vida  social.  Y  siendo 
la  religión  el  primer  fin  de  Los  pueblos,  el  Estado  no  puede  ser  indife- 
rente á  la  religión,  sino  que  por  el  contrario,  debe  tener  con  ella,  y  por 
tanto  con  la  Iglesia,  intimas  relacionas;  primero,  para  reconocer  Ja  li- 
bertad de  ésta;  segundo,  para  darla  protección  y  condiciones  de  vida;  y 
tercero,  para  aprovecharse  de  sus  doctrinas  y  llevarlas  á  las  leyes,  co- 
mo ha  llevado  el  matrimonio  civil  y  otras  instituciones  de  la  Iglesia. 

Jiseguró  que  todo  lo  científico  y  todo  lo  moral  tienen  íntima  rela- 
ción con  la  Iglesia,  y  al  Estado  le  toca  un  alto  derecho  de  policía  y 
de  iniciativa;  y  que  si  para  esto  es  incompetente,  debe  inspirarse  en  la 
Iglesia  nacional  y  en  la  Iglesia  cristiana,  que  es  la  verdadera,  afirman-, 
dose  así  la  alianza  entre  las  dos  poteatades. 

Jtfanifestó  que  si  se  atiende  al  principio  de  distinción  y  separación 
dados  por  el  cristianismo,  parece  como  que  el  Estado  no  debe  mezclar- 
se en  las  cosas  religiosas,  y  por  tanto,  no  puede  prohibir  á  sus  subditos 
que  vivan  bajo  la  religión  que  quieran. 

Que  en  la  Edad  Media,  en  la  que  no  se  cumplió  el  principiode  sepa- 
ración por  altas  necesidades  sociales,  pudo  tener  razón  de  ser  la  intole- 
rancia religiosa,  que  fué  la  obra  de  Ja  civilización;  pero  que  en  los  nue- 
vos tiempos,  én  los  que  existen  los  derechos  individuales  que  se  cum- 
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píen  en  la  esfera  personal,  la  sociedad  no  puede  vivir  dentro  de  aque- 
llos moldes;  qae  la  libertad  qae  fué  necesaria  para  que  la  humanidad 
cumpliera  sus  nuevos  fines  produciendo  revoluciones,  mediante  á  las 
que  hemos  alcanzado  grandes  principios,  que  no  hubieran  venido  sin 
ellas,  esa  libertad  es  hoy  tan  necesaria,  aue  el  Estado  seria  impotente 
para  estorbar  su  movimiento,  por  Jo  que  la  prudencia  aconseja  que  no 
se  combata,  sino  que  con  la  concordia  y  la  transacion  y  la  armonía  se 
lleve  adelante  la  gran  obra  á  que  la  sociedad  está  llamada. 

Añadió  que  queria  que  exista  la  Iglesia  católica  con  toda  su  gran- 
deza, con  todo  su  explendor  y  que  el  Estado,  penetrándose  de  su  mi- 
sión y  de  la  bondad  de  la  Iglesia,  se  alie  con  ella  llevando  sus  doctri- 
nas á  los  conflictos  que  se  presentan,  pero  dejando  á  la  sociedad  vivir 
libremente,  que  cada  uno  pueda  vivir  en  la  religión  que  quiera,  para 
que  de  esa  manera  pueda  llegarse  algún  dia  á  la  unidad. 

Manifestó  que  no  sabia  si  se  le  motejará  de  poco  católico,  pero  aña- 
dió que  para  él  la  libertad  era  antes  que  todo.  Aseguró  que  la  humani- 
dad protegida  por  el  cristianismo  llegará  á  una  unidad  más  grande 
para  la  cual  es  necesaria  la  libertad,  porque  sin  libertad  no  hay  más 
que  ruinas. 

Terminó  su  discurso  con  las  siguientes  palabras  de  un  ilustre  Obis- 
po católico,  escritas  en  un  libro  publicado  en  Inglaterra,  «ttan  pasado 
ya  los  tiempos  en  que  la  iglesia  tenia  la  misión  de  reprimir;  ahora  tiene 
la  misión  de  empujar  y  dirigir:  por  ese  camino  hallará  la  unidad,  no 
por  la  intolerancia,  sino  por  la  libertad  del  espíritu  para  la  satisfacción 
de  la  conciencia.»  ^ 

El  Sr.  Atcárate  (D.  Gumersindo)  contestó  al  Sr.  Moreno  Nieto. 

Dijo,  que  siempre  que  se  trata  de  esta  cuestión,  y  so  trata  en  el 
sentido  que  lo  habla  hecho  el  Sr.  Moreno  Nieto  sentía  un  gran  pesar  en 
el  alma,  porque  según  los  partidarios  de  la  escuela  de  éste,  sólo  ellos 
son  los  que  defíenden  la  verdad,  y  los  demás  el  error,  precisamente — 
decia — cuando  los  (]^e  defendemos  la  libertad  de  conciencia,  creemos 
que  defendemos  una  cosa  santa,  justa  y  necesaria. 

Dijo,  que  á  pesar  de  la  forma  que  h'a  tomado  la  Iglesia  católica;  que 
á  pesar  de  sus  doctrinas  peligrosas,  expuestas  desolé  el  Vaticano,  con 
las  cuales  puede  huir  la  fé  del  corazón  de  los  católicos,  que  á  pesar  de 
esas  doctrinas  no  tenía  miedo  á  la  libertad  de  la  Iglesia,  y  á  pesar  de 
las  amenazas  de  ésta  mantenía  la  separación  de  la  misma  del  Estado. 

Añadió  que  el  catolicismo  es  una  cadena  cuyos  anillos  principian  en 
el  pecado  original  y  concluyen  en  el  Syllabus. 

Dijo,  que  siendo  una  cuestión  jurídica  la  que  se  trata  hay  que  con- 
siderarla ya  sea  con  la  Iglesia  católica  ó  con  la  protestante,  como  una 
cuestión  de  hecho. 

Defendió  el  protestantismo,  diciendo  que  la  escuela  protestante  es 
la  que  ha  llevado  inhiesta  la  bandeja  de  la  civilización. 

Dijo,  que  siendo  la  cuestión  jurídica  y  no  religiosa,  al  afirmar  la  in- 
dependencia de  la  Iglesia  y  el  Estado  se  desconoce  y  se  niega  el  prin- 
cipio ético  del  derecno. 

Manifestó  que  cuando  se  pide  la  libertad  de  conciencia  no  se  pide  la 
libertad  del  mal  ni  del  error,  porque  nadie  tiene  derecho  para  esto.  Que 
lo  que  hace  el  Estado  es  sancionar  la  libertad,  y  luego  queda  á  la  res- 
ponsabilidad del  hombre  y  á  su  conciencia  la  manera  de  seguirla. 

Añadió,  que  cuando  se  trata  de  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Es- 
lado,  no  se  trata  de  desligar  el  fin  jurídico,  ni  separar  al  Estado  de 
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Dios,  sino  cambiar  las  relaciones  históricas  por  otras  más  racionales; 
paes  en  todo  país  donde  existe  libertad  religiosa  hay  religión,  quizá 
más  que  donde  domina  el  catolicismo  exclusivo.  . 

Hizo  notar  la  contradicción  del  Sr.  Moreno  Nieto  acerca  de  la  liber- 
tad, puesto  que  la  pide  para  todas  las  Iglesias  y  sólo  pide  protección 
para  una  sola. 

Habló  del  Estado  ateo,  diciendo  que  desearía  que  los  que  atacan  lo 
que  se  llama  el  Estado  ateo,  dijeran  si  ese  Estado  perjudica  ó  favore- 
ce en  los  Estados- Unidos;  asegurando  que  es  má^  religioso,  el  Estado 
que  autoriza,  consiente,  favorece  y  proteje  á  cada  uno  la  dirección  de 
los  medios  de  dirigirse  á  Dios,  que  el  Estado  que  los  niega  á  ciertos  in- 
dividuos y  los  concede  á  los  demás. 

Afirmó,  que  el  ideal  del  Sr.  Moreno  Nieto  de  aliar  la  Iglesia  con  el 
Estado,  es  un  imposible ,  dadas  las  declaraciones  de  aquella,  porque 
el  Syllabus  y  todas  las  teorías  de  la  Iglesia,  se  oponen  á  la  libertad. 

Añadió,  que  si  el  Sr.  Moreno  Nieto  acepta  y  respeta  las  disposicio- 
nes de  la  Iglesia,  tiene  que  renunciar  á  esas  libertades  que  proclama, 
porque  todas  ellas  están  condenadas  por  la  Iglesia;  y  si  se  separa  du 
esas  doctrinas,  ya  no  tiene  autoridad  para  pedir  nada  en  nombre  de  la 
Iglesia,  porque  la  Iglesia  con  sus  doctrinas  ha  venido  á  dividir  á  los 
fieles,  en  católicos  con  el  Papa  y  católicos  contra  el  Papa. 

Dijo,  que  el  Estado  se  dá  en  la  sociedad,  pero  que  no  es  la  sociedad 
misma:  Que  el  Estado  no  realiza  el  fin  de  la  vida,  sino  que  dá  condicio- 
nes para  que  se  cumpla,  que  son  las  condiciones  de  seguridad  y  ga- 
rantía, adquiriendo  los  organismos  de  la  sociedad  una  vida  que  no  se 
la  dá  el  Estado:  que  la  Iglesia  es  una  sociedad  religiosa  que  está  dentro 
del  Estado  como  un  organismo  cualquiera,  v  el  cumplimieuto  de  sos 
fines  está  en  sus  individuos,  aparte  del  Estado  y  fuera  del  Estado. 

Rechazó  la  idea  de  pedir  un  derecho  especial  para  aplicarlo  á  una 
Iglesia  determinada,  ya  sea  en  contra,  ya  en  su  beneficio. 

Habló  del  presupuesto  del  clero  y  dijo,  que  si  es  una  indemnización 
del  Estado,  debe  convertirse  en  una  verdadera  carga  de  justicia:  que 
si  es  una  subvención,  también  debe  desaparecer,  porque  la  Iglesia  no 
la  necesita,  y  que  si  es  que  el  Estado  recauda  para  la  Iglesia,  á  más  de 
ser  una  recaudación  torpe,  dá  lugar  á  pensar  que  los  fíeles  no  están 
prontos  á  pagar  á  la  Iglesia,  y  el  Estado  tiene  que  interponer  su  in- 
fluencia directa  y  su  fuerza. 

Defendió  el  matrimonio  civil,  estrañándose  de  que  estando  estable- 
cido en  otros  países  católicos,  sin  que  allí  se  combata,  sólo  en  España 
se  le  cree  una  piedra  de  escándalo  y  una  afrenta  á  la  religión. 

Dijo,  que  el  matrimonio  civil  no  babia  rebajado,  como  se  supone,  el 
carácter  del  matrimonio,  puesto  que  no  lleva  la  negación  de  la  fami- 
lia, que  es  la  principal  causa  del  matñmonio,  en  el  que  entra  la  reli- 
gión como  un  elemento  y  nada  más. 

Defendió  la  libertad  de  conciencia  como  necesaria  en  los  tiempos 
modernos,  diciendo  que  la  lucha  que  hoy  existe  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado,  es  el  preludio  de  otra  más  grave  entre  la  Iglesia  y  la  civiliza- 
ción, teniendo  la  seguridad  que  en  esa  lucha  la  Iglesia  será  vencida, 
si  no  emplea  las  armas  de  la  tolerancia  y  de  la  libertad,  y  se  opone  á  las 
ideas  de  la  civilización,  que  son  más  fuertes  que  todas  las  tradiciones 
de  la  Iglesia. 

Rectificando  el  Sr.  Moreno  NUto^  dijo  que  al  hablar  y  condenar  el 
protestantismo  se  referia  al  moderno, que  se  ha  pasado  al  racionalismo. 
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qne  qaeda  reducido  á  la  condición  del  nn  panteísmo,  aue  niega  lo  so- 
brenatural; que  á  pesar  de  los  esfuerzos  generosos  del  protestantismo 
liberal,  ba  sosteniao,  sin  embargo,  que  deoe  quitarse  de  la  enseñanza 
todo  lo  que  sdh  de  la  Iglesia,  no  teniendo  por  tanto  derecho  á  repre- 
sentar la  tradición  cristiana  del  catolicismo. 

Añadió  que  la  corriente  ultramontana  que  empezó  en  Gregorio  YII, 
no  expresa  el  ideal  cristiano,  sino  que  es  la  expresión  de  una  teoría: 
que  el  ideal  de  la  Iglesia  no  es  un  ideal  teocrático,  sino  que  se  expresa 
en  la  independencia  de  ambas  instituciones,  j  que  los  Estados  cristia- 
nos no  ban  sido  nunca  siervos  de  Roma,  puesto  que  han  protestado 
siempre  contra  las  innovaciones  de  la  Iglesia. 

Y  concluyó  manifestando  que  su  deseo  y  su  ideal  es  que  el  Estado 
no  sea  ateo;  que  tenga  un  Dios  á  quien  pedir  auxilio,  á  quien  deman- 
dar protección  y  á  quien  encomendar  su  alma  en  las  grandes  calami- 
dades. 

El  Sr.  Rodriguet  (D.  Gabriel]  comenzó  diciendo  que  el  sentimiento 
religioso  es  natural  en  el  bombre,  pero  qne  se  puede  tener  un  senti- 
miento religioso  profundo,  y  sin  embargo  no  pertenecer  á  una  religión 
determinada.  Dijo  que  el  problema  religioso  se  presenta  para  el  hom- 
bre de  dos  maneras:  unas  veces  se  impone  por  la  educación  y  se  apren- 
de de  memoria  y  sin  sentimiento,  y  otras  nace  de  la  lucha  en  que,  ó 
nos  satisfache  la  solución  religiosa  y  nos  hace  vivir  tranquilos,  ó  por 
el  contrario,  nos  parece  insuficiente,  porque  no  llena  nuestro  deseo  y 
nos  obliga  buscar  otro' ideal.  Que  para  esto  se  necesita  cierto  valor  mo- 
ral de  la  razón  y  de  la  conciencia,  para  abordar  el  abismo  del  problema 
y  resolverle,  y  sobre  todo  se  necesita  libertad;  porque  cuando  la  reli- 
gión se  convierte  en  un  cuerpo  cerrado,  del  que  no  puede  el  hombre 
salir,  sucede  lo  que  en  todos  ios  órdenes  de  la  vida,  qne  cuando  hay 
exclusivismo,  la  idea  se  vá  agotando,  la  religión  desaparece  y  qoeda 
sólo  la  parte  formal,  sin  fondo,  sin  idea  religiosa,  naciendo  el  excepti- 
€Ísmo  y  la  duda. 

Aseguró  aue  la  fé  religiosa  está  tan  perdida  dentro  de  la  Iglesia  ca- 
tólica como  fuera  de  ella,  por  lo  que  es  necesario  que  nazcan  ideas 
nuevas. 

Dijo  que  para  resolver  el  problema  de  la  separación  de  la  Iglesia  y 
el  Estado  es  condición  necesaria  ponerse  fuera  de  las  autoridades  de  to- 
das las  Iglesias,  pues  dentro  de  alguna  de  ellas  es  imposible  resolverla; 
porque  si  el  que  se  propone  resolverla  es  católico,  la  Iglesia  católica  se 
la  dá  ya  resuelta  y  tiene  que  aceptarla  ó  dejar  de  ser  católico;  y  si  es 
un  mahometano,  por  ejemplo,  tiene  que  aceptar  la  solución  del  Coran 
ó  dejar  de  ser  mahometano. 

Añadió  que  la  religión  puede  tener  tres  Estados:  f  .^,  la  Iglesia  sien- 
do el  Estado;  2.^,  la  religión  siendo  una  función  del  Estado,  y  3.^,  el 
Estado  existiendo  con  el  concepto  jurídico  y  las  iglesias  como  una  de 
tantas  sociedades  por  las  ciiales  el  hombre  cumple  su  fin. 

Dijo  que  el  primer  Estado,  que  es  el  de  las  religiones  antiguas,  no 
ie  acepta  ya  natlie,  porque  es  la  solución  del  inamovilismo  y  la  muerte. 

Aseguró  qne  el  segundo  Estado  tampoco  puede  aceptarse,  y  mucho 
ménós  por  la  Iglesia,  poique  seria  convertir  á  los  sacerdotes  en  mero9 
funcionarios  públicos. 

Demostró  su  entusiasmo  por  el  tercer  sistema  ó  Estado,  el  mejor, 
en  su  concepto,  en  el  que  el  Estado  idealiza  una  función  jurídica,  dando 
á  todas  las  instituciones  condiciones  de  derecho,  y  las  Iglesias  en  la  so- 
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eiedad  realíEando  tu.  fin  refágioaa,  si»  tra<ar  d«  ¡mpoBar  &I  Estado  »i  & 
las  otras  religiones  reglas  de  conduela*. 

Dijo  qoe  por  eso  no  lé  satisfacía  )a^  solución  de  la  Iglesia  libve  en  el 
Estado  Ubre,  porque  la  Iglesia  está  libre  dentro  de  la  sociedad  y  no 
dentro  del  Estado. 

Afirma  qoe  las  Iglenas^  unas  enfrente  de»  las  otras,  conserTan  más 
so  fd,  so  toleraneía,  el  amor  á  todos  lo»  hombres,  la  caridad,  y  todas 
lu  Tírindes,  qmm  desaparecen  co»  el  exotausiyisme  de  una  sola,  qae  ba** 
ce  que  se  concluya  con  la  fé  y  con  los  pricipios,  á  manera  de  ios  fabri-» 
cantes  con  monopolio,  que  cada  ves  falNrican  peor,  porque  saben  que 
nadie  les  faa  de  hacer  la  competeneia^ 

Aseguró  que  la  soiucioR  quo  proponía  había  empezado  á  realizarse 
en  los  pueblos  que  se  ha/n  separado  de  la  Iglesia  eatólka,  t  que  en  los 
pueblos  que  han  vivido  largo  tiempo  en  la  intotorancia  se  nace  más  di** 
íícil  la  solución,  porque  en  ellos  se  presenta  el  dilema  de  ó  ostóUcos  ó 
liberales;  ó  con  el  Papa  ó  contra  el  Papa;  con  la  Iglesia  ó  contra  la 
Iglesia,  convirtiéndose  la  cuestión  en  una  verdadera  lucha,  para  cuyos 
males  lio  hay  otro  medie  que  plantear  la  libertad  religiosa,  si  no  se 
quiere  que  ios  pueblos  modernos  tengan  la  misma  suerte  que  los  an« 
tíguos,  qu«  al  fundir  su  vida  con  la  vida  de  la  Iglesia  desaparecieron 
el  dia  4ue  las  ii^sias  dejaron  de  existir. 

Concluyó  diciendo  que  por  eso  los  que  trabajan  en  favor  de  U 
libertad  de  cultos  hacen  una  obra  santa,  porque  quieren  levantar  el 
sentimiento  religioso,  que  está  muerto;  porque  quieren  que  nuestra 
patria  se  relacione  con  los  pueblos  modernos,  y  porque  quieren  que  no 
se  hable  con  desprecio  de  este  país  y  se  le  quiera  borrar  del  mapa  por 
no  teaer  condiciones  de  vida  para  seguir  avanaando  en  la  senda  de  la 
civilización 

£1  Sr.  Iñifo  (D.  CárkM)  habló  en  contra  de  la  memoria,  comenzan- 
do por  decir  que  la  Iglesia  es  un  poder  que  se  le  rebaja  cuando  se  le 
compara  con  el  peder  civil. 

Enumeró  las  diferentes  fases,  ó  formas  que  han  enistido  en  las  re- 
laciones de  la  Iglesia  con  el  Estado,  negsndo  que  hubiera  existido  el 
poder  teocrático,  porque  las  intenciones  de  la  Iglesia  no  han  sido  nun^ 
ca  invadir  el  poder  civil. 

Dijo  que  no  es  posible  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  pK>r- 
(|ue  no  es  posible  separar  dos  cosas  que  tienen  necesidad  de  vivir 
JQOtas. 

Afirmó  que  las  relaciones  entre  una  v  otra  instituoion  deben  partir 
del  principio  de  que  la  Iglesia  conozca  de  todo  lo  que  se  refiera,  no  sólo 
á  los  misterios  de  la  religión,  sino  á  los  sacramentos;  de  la  infalibilidad 
y  unión  de  la  Iglesia,  de  la  autoridad  temporal  y  espiritual  del  Ponti*  ^ 
fice  y  del  respeto  y  homenaje  por  parle  del  Estado  á  la  Iglesia  en  lo  ' 
moral. 

Atacó  el  matrimonio  civil,  dioiendoqne  sote  era  una  estadística  del 
Estado,  y  por  lo  tanto  inútil  dentro  de  las  preserindones  de  la  Iglesia. 

Dijo  que  la  causa  principal  que  ha  ocasionado  la  división  de  las  re- 
laciones del  Estado  con  la  Iglesia,  ha  sido  la  supresien  del  poder  tem- 
poral del  Pontificado,  puesto  que  á  ól  se  debia  el  deslinde  del  poder  ci- 
vil y  del  poder  eclesiástico. 

Habló  de  la  libertad  de  cultos  y  dijo  que  no  debía  plantearse,  sino 
habla  necesidades  grandes  que  trajeran  más  perturbaciones  que  las  que 
puede  producir  la  unidad.  Que  habiendo  diiepentes  cultos  se  llévala 
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dada  á  las  inteligencias  claras  y  el  indiferentismo  á  las  de  los  ignoran* 
tes,  y  quo  desde  los  tiempos  de  Lntero  no  ha  cansado  la  libertad  de 
cultos  más  gne  desgracias  y  trastornos,  pues  todo  lo  que  se  cree  cues- 
tiones políticas,  no  son  mAs  que  la  consecuencia  de  la  pérdida  de  las 
creencias,  que  conduce  á  la  pérdida  del  patriotismo. 

Habló  de  los  Estados-Unidos,  á  propósito  de  la  libertad  de  cultos, 
y  dijo  que  este  pueblo  que  se  hace  pasar  por  el  pueblo  virtuoso  ofrece 
hoy  el  triste  ejemplo  de  un  pueblo  que  ha  perdido  la  moral  dentro  de 
la  esfera  pública  y  de  la  privada. 

Negó  que  la  unidad  religiosa  sea  un  signo  de  barbarte,  porque  es 
imposible  decir  esto  de  una  institución  que  ha  dado  las  más  altas  prue- 
bas de  civilisacion,  desterrando  la  esclavitud  y  haciendo  mártires,  hé- 
roes y  genios.  Negó  asimismo  que  la  libertad  de  cultos  fuera  necesaria 
Í>ara  entrar  en  el  concierto  europeo,  pues  en  tiempos  de  Garlos  V  y  Fe- 
ipe  II,  existía  esa  unidad  y  España  entraba  como  parte  principal  en 
ese  concierto. 

Afirmó  que  la  libertad  de  cultos  no  es  un  signo  de  progreso,  y  q^ne 
esa  libertad  ha  causado  grandes  perjuicios,  especialmente  en  España, 
en  los  tiempos  modernos,  pues  en  ios  antiguos  no  ha  existido  tal  liber- 
tad; porque  si  bien  es  cierto  que  durante  la  reconquista  había  otros 
cultos,  esto  era  una  necesidad  de  los  tiempos,  no  consentida  por  el 
Estado. 

Negó  las  persecuciones  que  se  dicen  hechas  por  la  Iglesia  en  nombre 
de  la  unidad  católica,  diciendo  que  en  cambio  la  libertad  de  cultos  ha 
sido  la  persecución  de  las  monjas  y  la  supresión  de  las  órdenes  monás- 
ticas, especialmente  do  la  orden  de  los  Jesuítas,  donde  existió  siempre 
la  ilustración  y  los  principios  de  verdaderas  creencias  políticas  y  reli- 
giosas. 

Aludió  á  la  Inquisición,  mal  comprendida  en  su  concepto,  y  dijo  que 
tal  vez  habia  salvado  la  civilización  con  sus  actos.  * 

Concluyó  diciendo  que  la  libertad  y  la  religión  son  dos  rayos  del 
cielo  que  Dios  envía  para  levantar  al  hombre  y  hacerle  digno  de  su  gra- 
cia, previendo  un  triunfo  glorioso  el  día  en  que  la  fraternidad  y  la 
igualdad  se  sienten  en  el  trono  de  la  virtud,  bajo  la  mano  de  Dios,  y  ea 
el  cual  vendrá  la  democracia,  que  es  hija  de  la  virtud  y  de  la  humil* 
dad,  y  no  de  la  fuerza. 

El  Sr.  Figuerola  (D.  Laureano)  contestó  al  Sr.  Iñigo,  comenzando 
por  decir  que  la  Iglesia  y  el  Estado  confundidos  han  sido  siempre  la 
inamovilidad  y  la  ruina  de  los  pueblos,  y  que  en  el  de  Israel,  que  no  ha 
cambiado  de  religión,  se  han  sucedido  todos  los  gobiernos  y  todas  las 
perturbaciones  posibles. 

Manifestó,  que  la  tolerancia  de  los  cultos  no  es  tan  moderna  como 
se  cree,  pues  existió  en  Roma,  que  admitiendo  los  Dioses  de  los  pueblos 
conquistados  por  ella  admitía  la  tolerancia  de  religiones,  aunque  en 
una  forma  antigua,  y  que  cuando  admitió  después  de  algún  tiempo  de 
persecución  el  cristianismo,  primero  por  el  decreto  de  ualerio  que  se 
refunde  en  el  Edicto  de  Milau  dado  por  Constantino,  no  prohibió  el  cul- 
•to  pagano,  lo  cual  demuestra  ojtra  forma  de  la  libertad  de  cultos. 

Dijo,  que  las  palabras  de  poder  temporal  y  poder  espiritual,  aplica- 
das al  Estado  y  á  la  Iglesia,  han  traido  grandes  males,  que  no  hubieran 
venido  si  se  hubiera  dicho  poder  religioso  y  poder  jurídico  ó  político, 
porque  el  derecho  es  tan  espiritual  como  la  idea  religiosa. 

Calificó  de  errónea  la  frase  de  Montalembert  «la  Iglesia  libre  en  el 
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Estado  libre,)»  porque  parece  una  forma  socialista,  creyendo  que  pn« 
diera  decirse  con  más  acierto  para  expresar  Ja  idea  que  se  la  quiere  dar, 
la  Iglesia  libre  en  Ja  sociedad  namana  Afirmó  que  no  es  necesario  que 
la  Iglesia  esté  dentro  del  poder  del  Estado,  porque  hay  varios  poderes 
que  estAn  fuera  del  poder  del  Estado,  como  son  además  del  religioso, 
el  poder  científico,  el  económico  ó  el  industrial. 

Añadió,  que  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado  no  envuelve  Ja 
idea  de  antagonismo,  de  locha  ó  de  odio,  sino  la  de  independencia,  en 
la  cual  puede  y  debe  haber  relaciones  de  estrecha  amistad,  porque  si 
bien  son  entidades  separadas  é  independientes,  tienen  que  estar  nece- 
sariamente en  relación,  porque  es  imposible  que  en  su  marcha  no  se 
encuentre  una  con  otra  y  sientan  la  necesidad  de  auxiliarse  mutua- 
mente. 

Defendió  el  matrimonio  civil,  diciendo  que  en  nada  se  oponía  á  la 
institución  de  la  Iglesia,  la  cual  puede  celeorar  como  ceremonia  de  su 
culto  la  aparición  de  una  nueva  familia,  con  independencia  del  Estado, 
para  el  cual  el  matrimonio  civil  es  algo  más  ^ue  una  estadística,  por- 
que es  la  forma  como  se  determinan  las  relaciones  interesadas  de  la  fa- 
milia con  lo  cual  nada  tiene  que  ver  la  Iglesia.  Que  si  esta  por  algún 
tiempo  ha  llevado  el  registro  civil  ha  sido  f)or  la  ignorancia  de  ios  pue- 
blos, en  los  que  sólo  los  sacerdotes  tenian  ilustración;  pero  que  es  un 
derecho  que  el  Estado  ha  reivindicado,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de 
la  Iglesia,  puesto  que  queda  dentro  de  sus  facultades  el  matrimonio  re- 
ligioso como  institución  eclesiástica. 

Jtfanifestó  que  era  triste  que  en  el  último  tercio  del  siglo  XIX  se 
hablase  aun  de  la  libertad  de  cultos  en  este  país,  mientras  que  en  los 
demás  es  ya  una  cuestión  que  á  nadie  se  le  ocurre  ponerla  en  tela  de 

Inicio.  Deploró  el  fanatismo  de  nuestro  país  en  materias  religiosas,  que 
la  llegado  basta  el  punto  de  ver  sacerdotes  y  dignidades  de  la  Iglesia 
empuñar  las  armas  homicidas  en  nombre  de  la  religión  católica,  mien- 
tras en  otros  países  hay  tal  tolerancia  y  respeto  que  hasta  se  doblan  las 
campanas  de  los  templos  católicos  por  la  muerte  del  gran  Rabino  de  los 
judíos,  lo  cual  hace  dudar  si  habrá  dos  religiones  católicas,  una  que  se 
practica  en  los  pueblos  católicos  más  civilizados,  y  otra  que  se  practica 
en  uno  tan  atrasado  como  el  nuestro. 

Concluyó  el  Sr.  Figuerola  defendiendo  á  los  Estados- Unidos,  di- 
ciendo que  no  es  exacto  que  alli  exista  la  desmoralización  en  la  fami- 
lia; pues  si  bien  se  cuentan  algunos  hechos  raros  de  aquel  país,  esto 
consiste  en  que  en  un  pueblo  de  i3  millones  de  habitantes,  proceden- 
tes de  diversos  puntos  del  globo,  no  se  puede  pedir  una  moralidad 
perfecta,  y  además  en  que  sus  instituciones  liberales  permiten  cono- 
cer y  publicar  todos  los  oechos,  conociéndose  por  esto  mismo  los  que 
puede  haber  inmorales,  que  son  los  que  más  llaman  la  atención.  \ky 
de  nuestra  moralidad— decía  el  Sr.  Figuerola —  si  pudieran  hacerse 
públicos  ciertos  hechos  que  aquí  no  traspasan  los  límites  de  la  esfera 
prívadal 

Concluyó  diciendo,  que  en  los  Estados- Unidos  es  donde  más  pro- 
gresos está'  haciendo  la  religión  católica,  precisamente  porque  nació 
allí  libre  y  en  medio  de  otras  diferentes  religiones. 

£1  St.  BalbiM  de  Cinquera  consumió  el  último  torno  en  contra  de  la 
Memoria. 

Se  ocupó  principalmente  del  discurso  del  Sr.  Rodríguez  (D.  Ga- 
briel), diciendo  que  la  religión  no  podia  ser  formada  por  el  hombre, 
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cedimien tos  por  qae  pretendió  y  logró  dominar' la  sociedad  europea- 
Aquí  se  nos  decía  por  esa  escuela,  sin  embargo:  «Nosotros  reclama- 
mos para  la  Iglesia  la  libertad»  qae  no  negáis  al  último  de  los  ciudada- 
nos: queremos  para  la  Iglesia  la  vida  de  la  libertad;  pero  la  queremos 
para  nosotros  solos,  porque  representamos  la  verdad,  y  la  negamos  á 
los  demás  porque  representan  el  error.  En  una  palabra,  no  reconoce- 
mos derecho  ai  error. » 

'  Ahora  bien:  ¿cómo  no  hemos  de  asombrarnos  al  oír  á  los  que  pre- 
tenden ser  los  más  puros  intérpretes  de  las  sagradas  máximas  del  Evan- 
gelio profesar  una  doctrina  que  viene  á  coniondirlos  con  los  que  nie- 
gan todo  principio  religioso?  Esas  mismas  frases  se  oyeron  en  el  Con- 
freso  internacionalista  de  Berna.  También  allí  se  deeia  que  no  habia 
erecho  para  vivir  en  el  error;  que  la  libertad  de  conciencia  no  signifí- 
caba  ni  era  más  que  un  medio  para  conseguir  el  fin,  y  que  uua  vez  al- 
canzado éste  ya  no  tenia  objeto.  / 
¿Qué  hay  de  verdad  en  esta  argumentación?  ¿Es  eierto  que  los  que 

Í profesamos  la  libertad,  que  los  que  consideramos  como  el  mejor  ideal 
a  libertad  humana,  la  libertad  exterior  del  hombre,  reconocemos  el  de- 
recho al  error?  No,  ciertamente.  Nosotros  reconocemos  en  el  hombre  el 
deber  de  buscar  la  verdad,  y  por  eso  creemos  que  tiene  la  facultad  de 
buscarla  entre  todas  las  demás  doctrinas.  Nosotros  no  podríamos  con- 
cebir en  el  hombre  la  facultad  de  buscar  la  verdad  si  no  estuviera  en 
esta  investigación  expuesto  á  incurrir  en  el  error.  Precisamente  por- 
que el  hombro  tiene  el  deber  de  buscar  la  verdad,  por  eso  mismo  el  Es- 
tado no  tiene  la  obligación  de  impedir  por  medio  de  la  fuerza  la  profe- 
sión del  error.  También  el  hombre  tiene  el  deber  de  buscar  el  bien,  y 
de  aquí  no  resulta  que  el  Estado  deba  prohibir  todo^maL  El  Estado  no 
erige  en  delitos  todas  las  infracciones  oe  la  moral  cristiana.  ¿Por  qué, 
l^nes,  ha  de  erigir  en  delitos  toda  negación  de  los  dogmas  de  Jesu- 
cristo?. 

La  argumentación  ultramontana,  si  alguna  fuerza  tuviera,  seria 
contra  la  nobilísima  causa  que  con  ella  se  pretende  defender.  ¡Desgra- 
ciados  de  los  católicos  si  teoría  semejante  se  les  hubiera  de  aplicar  por 
los  Estados  heterodoxos  en  que  tantos  correligionarios  suyos  viven! 
iDesgraciados  de  los  catjólicos  ingleses  si  el  Estado  creyera  allí  que  na 
tienen  los  ciudadanos  el'derecho  de  profesar  lo  que  para  él  es  un  error, 
es'decir,  la  doctrina  católica!    « 

Habéis  oído  también  sostener  aquí  la  necesidad  de  unir  las  dos  ins- 
tituciones; pero  no  con  el  fin  de  combinarlas,  sino  de  poner  la  institu- 
ción rehgiosa  al  servicio  de  la  institución  temporal  del  Estado. 

Si  me  fuera  lícito  emplear  una  imagen,  á  pesar  de  no  parecer  pro- 
pia de  este  sitio,  os  diria  que  esta  suspirada  concordia  entre  la  Iglesia 
.  y  el  Estado  es  como  el  matrimonio  de  conveniencia  en  que  el  esposo 
elige  á  su  compañera  como  medio  de  conseguir  y  dlsírutar  los  benefí* 
cios  de  una  cuantiosa  dote.  Cuando  el  Estado  protege  á  una  religión  de- 
terminada, no  lo  hace  porque  sea  la  verdadera,  sino  porque  es  la  mejor 
y  más  conveniente  para  sus  fines.  Por  esto  se  aprovecha  siempre  desús 
servicios,  rebajándola  hasta  convertirla  én  una  institución  de  policía. 

¿No  es  verdad,  por  desgracia,  que  abundan  en  la  Iglesia  las  conse- 
cuencias terribles  que  para  ella  han  tenido  siempre  situaciones  seme- 
jantes? Por  esta,  causa  ¿no  aparece  en  los  fastos  de  la  humanidad  cóm- 
plice, á  la  vez  que  víctima,  de  tantos  atentados  y  de  tantas  iniquidades 
de  Estado  como  han  caido  sobre  las  sociedades  humanas  durante  los 
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Ultimes  qoínientos  aftos?  ¿No  atrajo  sobre  la  Iglesia  esa  fanesta  alianza 
inmensas  responsabilidades  que  al  fin  los  pueblos  conelnyeron  por  exi- 
girla? 

Coando  ana  institución  religiosa  se  une  á  un  gobierno  temporal, 
no  participa  de  todas  las  ventajas  de  ese  Gobierno,  pero  en  cambio  par- 
ticipa de  todo  su  descrédito.  Podrá  obtener  el  sacrificio  de  la  libertad 
de  los  deroáSj  pero  será  á  costa  de  la  suya  propia. 

Téngase  en  cuenta  que  desde  el  momento  que  se  otorgue  á  una  Igle- 
sia el  derecho  ,de  protección,  se  la  otorga  el  de  persecución,  que  es  su 
primera  é  indeclinable  consecuencia.  Cuando  la  Iglesia  -reclama  y  ob- 
tiene la  protección  del  Estado,  si  esta. Iglesia  profesa  la  verdadera  doc- 
trina de  que  fuera  de  ella  no  hay  salvación,  la  protección  significa  el  es- 
terminio  de  todas  las  comuniones  disidentes  y  la  persecución  de  cuan- 
tos en  el  orden  religioso  no  crean  cuanto  cree  la  Iglesia  protegida.  Al 
dispensar  á  una  Iglesia  la  protección  que  demanda  en  nomore  de  la 
verdad  religiosa,  necesaria  para  la  salvación  eterna,  la  lógica  exige  que 
se  ponga  á  su  servicio  todas  las  fuerzas  del  Estado  para  aniquilar  á  to- 
das las  religiones  que  aspiren  á  levantarse  enfrente  de  ella.  Si  hoy,  á 
pesar  de  esto,  no  se  conocen  las  horribles  y  sangrientas  persecuciones 
de  otros  tiempos,  no  es  debido  ciertamente  al  sistema,  sino  que  la  civi- 
lización de  la  época,  superior  á  la  lógica,  ahoga  en  su  propio  nacimien- 
to sus  insensatas  aspiraciones.  Suprimid  los  progresos  de  nuestro  siglo, 
y  si  conserva  alguna  fuerza  el  sentimiento  religioso,  veréis  al  Estado 
convertirse  en  el  verdugo  asalariado  de  la  Iglesia.  ¿Para  qué,  de  otra 
manera  serviría  á  la  Iglesia  una  protección  que  no  defendiera  la  inte- 
gridad de  sus  dogmas  y  el  imperio  exclusivo  de  su  culto?  Desde  el  mo- 
mento que  se  otorgue  esa  protección,  la  ciencia,  la  política,  el  arte,  to- 
dos los  medios  de  la  vida  social  tienen  que  ser  marcados  con  el  sello 
de  la  religión  oficial,  hasta  el  punto  de  negarse  legitimidad  á  todo  lo 
que  no  ostente  ese  sello.  * 

Cuando  una  Iglesia,  ó  mejor  dicho,  cuando  el  cuerpo  jerárquico  de 
una  Iglesia  Quiere  y  obtiene  la  protección  del  Estado,  es  tan  profunda 
la  perturbación  que  s»  apodera  de  los  sentimientos  de  sus  ministros, 
que  los  más  eminentes  varones  por  su  mansedumbre  y  caridad  evangé- 
lica, no  vacilan  en  contribuir  á  la  sombra  de  las  leyes  del  Estado  al 
derramamiento  de  la  sanare  de  sus  semejantes,  sólo  porque  no  piensan 
ni  creen  lo  que  ellos  entienden  ser  U  verdad  divina. 

Yo  conozco  que  estoy  sosteniendo  «na  tesis,  que  desgraciadamente, 
por  la  obcecación  de  quienes  tienen  como  el  primero  de  sus  deberes 
subordinar  lodos  los  intereses  terrenales  á  la  causa  sagrada  de  Dios  y  de 
su  fé,  ha  perdido  una  buena  parte  de  las  simpatías  de  que  gozaba  en 
el  continente  europeo.  Yo  reconozco  con  profunda  amargura  que  el 
ultramontanismo  y  el  racionalismo  aspiran,  y  no  sin  éxito,  á  apoderarse 
de  la  ciencia  y  de  la  política,  concertando  sus  esfuerzos  como  si  fuera 
un  común  sttemigo  contra  la  escuela  católica  liberal.  Esta  actitud  de 
ios  espíritus  es  la  gran  desgracia  de  los  tiempos  modernos,  para  los  cua- 
les no  habrá  salvación  si  los  pueblos  no  vuelven  á  templar  sus  senti- 
mientos en  el  espíritu  cristiano,  sacudiendo  la  egoísta  indiferencia  que 
á  todos  nos  hace  presenciar  con  fria  mirada  las  desgracias  de  la  patria. 
Pero  si  la  tesis  que  sostengo  no  está  en  mayoría  en  las  escuelas  políti- 
cas, lo  está  en  la  conciencia  de  los  pueblos  civilizados.  Las  escuelas  ul- 
tramontana y  racionalista  están  de  acuerdo  en  sostener  la  completa  im- 
posibilidad de  concertar  los  deberes  del  fiel  con  los  derechos  del  ciuda- 
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daño,  y  8Ía«mbargo,  lasiastitneioaes  políticas  de  la  sociedad  oaoderna 
marchan  á  la  par  de  las  inatitueiones  eternaade  lá  religión -catélica,  y  loa 
pueblos  Qoe  la  profesan  han  sabido  armonizar  en  sn  conciencia  los  dog- 
mas con  la  manera  de  ser  qoe  es  propia  én  pnablos  librea. 

Fijad  si  nó  vuestra  atención  en  nuestra  £spaña. 

Habéis  oído  clamar  contra  los  airopelloa  y  vJolenoias  qoe  ae  aufio- 
nen  cometidos  en  Espaüa  durante  los  últimos  seia  años,  -sin  embargo 
de  que  la  historia  habrá  de  hacer  justicia  á  ese  período,  hAcienáo  notar 
la  diferencia  capital  que  por  lo  que  hace  al  asunto  de  que  me  estoy 
ocupando,  hubo  entre  la  revoluciou  de  I86S  y  iodsiS  las  convolsiooes 
políticas  por  que  el  país  ha  pasado  en  este  siglo. 

Las  disposiciones  do  la  revolución  de  1868  en  el  orden  eclesiásti- 
co se  diatingiuen  por  su  lemplanaa,  comparadas  con  las  de  1819,  f8S0 
y  lí833.  % 

Dejad  á  un  lado  ciertas  fuedidas  tomadas  en  los  primeros  roomeutos 
de  la  revolución,  medidas  que  yo  no  pretendo  justificar  aquí;  pero  que 
no  fueron  tan  graves  como  las  que  se  habían  tomado  eoa  anterioridad 
en  períodos  .de  mayor  calaiay  mayor  libertad  gubernamental.  Esas 
medidas  se  explican,  por  más  qoeno  se  jostificjuen,  por  las^circuosaan^ 
cías  y  el  momento  en  que  el  Gobierno  Provisional  tuvo  necesidad  de 
adoptarlas.  Pero  no  por  ellas,  sino  por  el  criterio,  que  restableoida  la 
calma  en  los  espíritus  presidió  los  actos  gubemafnentales  de  la  revolu- 
ción, es  por  el  que  esta  ha  de  ser  juzgada  por  los  hombres  de  espíritu 
y  de  recto  é  imparoiai  juicio. 

En  ese  periodo  no  fué  colocado  fuera  de  la  ley  ningún  individno  por 
motivos  religiosos;  las  órdenes  monásticas  continuaron  gozando  de  li- 
bertad, y  la  propiedad  inmueble  de  la  Iglesia,  aduuirida  á  la  sombra  de 
una  legalidad,  que  la  revolución  pudo  discutir,  rué  respetada  de  una 
manera  inviolable.  ¿Quién  no  recuerda  las  grandes  limitaciones  que  en 
tos  tiempos  anteriores  se  habían  puesto  al  ejercicio  de  la  potestad  «ele* 
siástica?  ¿Quién  no  recuerda  el  largo  período  durante  el  cual  no  pudie- 
ron los  Obispos  consagrar  nuevos*  ministros  para  el  culto?  ¿Quién  no 
recuerda  épocas  azarosas  anteriores  á  4868,  en  las  cuales  fueron  unos 
Obispos  desterrados  y  otros  estrañados  del  territorio  nacional  y  todos 
ellos  gubernativamente  y  sin  formación  de  juicio?  Pues  bien;  citad  un 
sólo  caso  igual  durante  el  período  revolucionario. 

Permitidme  asimismo,  une  si  bien  muy  someramente  marque  y  os 
ponga  de  manifiesto  el  veroadero  carácter  del  proyecto  de  ley  lijando 
las  relaciones  económicas  que  habían  do  existir  entre  la  Iglesia  catóKca 
y  la  nación,  para  que  comprendáis  cuan  injustamentely  con  cuánta  pa- 
sión y  sana  fué  aquel  proyecto  censurado  y  combatido. 

Yo  entiendo  que  el  gravísimo  mal  y  el  temible  peligro  de  qde  la 
Iglesia  está  amenazada  en  el  seno  de  las  sociedades  de  nuestro  tiempo 
procede  de  las  relaciones  íntimas  qoe  su  jerarquía  se  empeña  en  sos- 
tener con  el  Estado,  en  vez  de  renovarlas,  estrecharlas  y^afírmarlas  con 
el  pueblo  fiel,  para  quo  de  esta  manera  brille  poderosa  en  espíritu  y  en 
verdad  la  UHÍon  íntima  y  la  solidaridad  perfecta  en  que  deben  vivir 
unidos  el  pueblo  cristiano  y  el  sacerdocio,  los  elérigos  y  los  legos. 

Si  se  medita  profundamente  en  la  historiada  las  vicisitudes  por  que 
la  Iglesia  pasó  durante  los  últimos  quince  siglos,  quizás  será  necesario 
buscar  la  causa  en  una  relajación  de  la  disciplina  primitiva,  que  ani- 
maba y  sostenía  aquel -espiritual  consorcio,  con  el  cual  todos  los  cristia- 
nos, desde  el  sumo  sacerdote  hasta  el  último  de  los  fieles,  inspirándose 
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-emma.iDiBma  fé  y^ivieodocfi  Intima  coro «oidad  4e  sentimientos  y  de 
aJeetos  otrAbBn  -todos  como  ísi  fueran  herro«nos.en  Jesoeríato. 

fifttónees  acuella  tsanta  y  fecunda  ^uoidad  de  4a  ilf^lesia  no  se  oue* 
teaalófior  el  espáriiu. de  .hostilidad  qne  surgió  «n  tos  tiempos  mlMios, 
y-qae  subsiste  todavía  boy  entve  los  dos  agrandes  «lemeotos  de  que  se 
e«D|nnía.  Koteraiárrl  siqaieEa  q^e  asía  hostilidad  se  pvesenlaira  en  el 
>iaa»tde  sqvellasiférvorosas  y  adgDsiTBblomefUe'orgsniEaaas  oomonidades 
sristiaaas.  firan  talas  los  «v^inaulosaue  ligaban  entre* si  á  los  elórigos  y 
á  los  te^os,  qoe  más  que  do»  entidaden  diversas,  en  sn  manera  de  serin- 
deptndieoles,  vivmn  como  debieron  vivir  siempre  y  es  necesario  que 
▼aelvan  á  vivir, <eomo  dos  ramas  de  un  mismo  tronco.  £1  clero  se  ouj- 
daba  de  la  salad  asptfiiaalde  los  fíeles;  mas  en  cambio  estos  propor- 
eioftahan  á  sus  maestros  en  la  fé -la»  cosas  necesariaspara  las  atenciones 
de  la  vida.  El  clero -ejeneia,  es  verdad,  sobre  la  conciencia  de  loS'fieles 
oaa  paleslad  que^habia  recibido  de  lo  alio;  pero  «en  >cambio  estes  «le- 
aig^ban  eoa  ana  votos  los  qnehabian  de  .ejeroer  esa  .potestad  y  desem- 
paaar  aua  sagradaa  foneiones.  v 

Esta  admirable  é  íntima  economía  de  la  sociedad  eristiana  comenzó 
á  qnebrantarae^  y  aun  pudiera  decir  que  á  adnllevarseven  los  tiempos 
del  ba^oimferio  y  totáa  especialmente  en  Europa  despees  de  la  destrnc- 
eioa  de  la  domiaaaion  rumana/Esta  aduliei\aoion  foé  resoltado  princi- 
palméate  de  des  caneas.  Por  la  adquisición  de  la  inmensa  propiedad  in- 
moeble  que  entró  ea  aqnel  tiempo  en  la  dominación  de  la  Iglesia  cesa* 
ron  las  continuas  y  diarias  relaciones  económicas  que  el  clero  habla  te- 
nido hasta  entonces  con  el  pueblo  de  quien  directamente  recibía  lo  ne- 
eesario  para  susnslento.  Y  por  laienta  desaparición  de  las  Asambleas 
episcopales,  y  señaladamente  de  los  Concilios  de  provincias,  y  por  la  in- 
troducción de  las  Reservas  comenaó  á  transformarse  el  sistema  de  pro- 
visión de  los  cargos  eclesiásticos,  reemplazando  á  la  elección  del  supe- 
rior por  el  inferior,  que  hasta  entonces  había  prevalecido  en  la  Iglesia,' 
la  del  inferior  por  el  superior. 

Este  cambio  fué,  en  mi  opinión,  de  funestas  consecuencias,  así  en 
la  vida  intima  de  la  Iglesia,  como  en  sus  relaciones  con  la  sociedad  ci- 
vil. Yo  entiendo  que  el  restablecimiento  de  la  paz  y  concordia  entre 
una  y  otra  sociedad,  que  en  los  pueblos  católicos  equivale  á  restable- 
cerla entre  el  clero  y  el  pueblo  fiel,  será  difícil,  ya  que  no  imposible, 
mientras  que  la  disciplina  interior  de  la  Iglesia  no  vuelva  á  ser  influida 
por  aqnel  santo  y  cristiano  espíritu  queen  ellas  predominó  durante  los 
tres  primeros  siglos. 

Pero  esta  obra  de  reforma,  no  es  de  la  competencia  del  Estado  más 
que  en  la  parte  que  afecta  al  órd^j  económico.  Y  dentro  de  esta  com- 
petencia, é  inspirándose  en  aquellos  rectos  y  puros  y  cristianos  pen- 
samientos, se  hizo  ese  proyecto  de  ley  qae  quiso  presentarse  por  la  pa- 
sión política,  como  el  desarrollo  de  un  diabólico  plan  qne  tenia  por 
tnieo  y  exclusivo  objeto  condenar  á  la  miseria  y  al  hambre  á  todo  el 
cuerpo  jerárquico  de  la  Iglesia.  En  ese  proyecto  de  ley,  la  revolución 
se  proponía  restablecer  la  íntima  comunicación  entre  el  clero  y  el  pue- 
blo, reemplazando  con  ella  las  antiguas  relaciones  que  «hasta  entonces 
habian  mediado  entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Hé  aquí  su  único  pensa- 
miento; bé  aqoísn  único  propósito,  cuyo  fracaso  ojalá  que  no  llegue 
un  día  en  qne  tenga  que  lamentarlo  amargamente  el  clero  español. 

£1  clero  español  tiene  que  agradecer  al  período  revolucionario  el 
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mayor  beneficio  que  podía  recibir;  el  beneficio  de  so  libertad.  La  revo- 
lucion  ha  sacado  á  la  Iglesia  de  la  servidumbre  en  que  el  Estado  la  te- 
nia. En  tiempos  anteriores,  era  considerado  como  criminal  el  ministro 
de  la' Iglesia  qne  se  permitía  cumplimentar  las  disposiciones  de  snssa- 
periores  sin  la  autorización  del  Estadb;  y  esa  revolución  tan  calumnia- 
da, á  la  que  hay  empeño  en  presentar  como  el  verdugo  de  la  Iglesia, 
hizo  desaparecer  el  eíeeguatur,  borrando  de  la  categoría  de  los  aelitos 
la  infracción  de  esta  regalía  que  hasta  entonces  habia  figurado  en  la 
ley  penal.  Esa  revolución,  en  fin,  ha  abierto  un  nuevo  período  para  la 
Iglesia  católica  en  España;  á  ella  se  deberá  el  gue  en  el  porvenir  vuel- 
va á  levantarse  el  espíritu  cristiano,  despertado  del  sueño  letárgico  en 
que  se  bailaba  sumido.  Los  resultados  han  comenzado  ya  á  notarse. 
Fijad  vuestra  atención  en  el  nuevo  aspecto  que  presentan  las  cuestio- 
nes religiosas  en  nuestra  patria.  Hoy  concurren  los  partidarios  de  todas 
las  escuelas  á  la  ardiente  arena  de  ía  discusión  para  pelear  con  entu- 
siasmo y  con  fé  por  el  triunfo  de  la  causa  que  consideran  más  digna  y 
más  legítima.  Todo  es  vida  y  calor  y  movimiento  en  el  orden  religioso, 
que  antes  parecía  moribundo  y  frío  con  el  hielo  de  la  muerte. 

Para  concluir,  sólo  me  resta  hacer  presente  á  los  que  á  pesar  de  la 
evidencia  de  los  hechos  pretendan  resucitar  un  pasado  imposible,  ane 
el  estado  de  postración  religiosa  en  que  yace  la  conciencia  del  pueblo 
español  se  produjo  y  subsistió  durante  ese  pasado  qne  se  intenta  reno- 
var; y  que  si  el  principio  de  la  libertad  con  que  se  quiere  reemplazarlo 
Í)riva  á  la  Iglesia  de  algunos  falsos  y  aparentes  creyentes,  en  cambio 
a  purifica  de  esa  mala  levadura  que  en  los  tiempos  anteriores  la  infi- 
cionaba hasta  tal  punto,  que  parece  imposible  que  católicos  sinceros 
pretendan  resucitar  situaciones  que  tan  funestas  fueron  para  la  fé  y  la 
moral  del  pueblo  cristiano.  He  dicho. 
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'  INFLUENCIA  DEL  PRINCIPIO  DEMOCRÁTICO 

SOBRE  Eli  DERECHO  PRIVADO  (1). 


ExcMO.  Sr.: 

Pocos  dias  hace  que  la  justicia»  coa  la  severidad  propia  de  sus 
funciooes ,  anunciaba  á  la  Nación  la  apertura  de  los  Tribunales.  La 
ciencia  responde  hoy  á  su  voz ,  y  en  otra  solemnidad  no  menos  au- 
gusta abre  sus  escuelas  á  la  juventud  estudiosa.  Una  vez  en  el  aSo 
tiene  lugar  esta  ceremonia,  y  cada  dia  es  nueva  y  siempre  es  impo- 
nente. En  estos  momentos,  cuando  tras  amargos  dias  de  luto  apare- 
cen  casi  cerradas  las  puertas  del  templo  de  Jano ,  presenta  en  su 
esplendor  las  pacíficas  conquistas  de  la  inteligencia.  Los  padres  al- 
borozados conducen  aquí  por  la  mano  á  sus  hijos;  las  madres,  sin 
inquietud  y  sin  alarma ,  se  desprenden  de  esos  pedazos  de  su  cora- 
zón ,  y  nosotros  recibimos  con  cariñosa  sonrisa  los  jóvenes  neófitos, 
joyas  ofrecida»  en  el  altar  de  la  ciencia ,  como  precioso  tesoro  que 
hemos  de  devolver  puro  é  intacto  á  la  sociedad  y  á  la  familia.  La 
ciencia  es  una  vocación:  el  Profesorado  que  la  cultiva  es  un  sacer- 
docio. 

Terminado  este  acto,  único  de  la  existencia  escolar  en  que  la 
Universidad  vive  vida  exterior ,  se  pone  en  contacto  con  la  sociedad 
y  participa  de  sus  emociones ,  vuelve  á  recogerse  en  el  silencio  de 
sus  claustros ,  donde  sólo  deja  oir  la  voz  del  Catedrático  que  razona 
y  que  discute,  silencio  á  intervalos  interrumpido  por  el  bullicio  de 
los  alumnos  que  pasan  de  una  á  otra  cátedra  para  sumirse  de  nue- 
vo, guiados  por  la  palabra  de  su  maestro ,  en  las  soledades  del  pen- 
samiento. Así  cumple  el  Profesorado  su  misión:  tal  es  nuestro  des- 
tino. 

Pero  las  Universidades  son  foco  de  luz  y  pueden  ser  también 


(1)  Discurso  leído  en  la  Universidad  central  en  el  acto  de  la  apertu- 
ra del  curso  académico  de  1876  á  4877,  por  D.  Benito  Gutiérrez  y 
Fernandez,  Catedrático  de  la  Facultad  de  Derecho. 
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hornos  encendidos  ea  que  se  (bi^e  el  rayo.  Nuftca  con  más  verdad 
ha  podido  decirse  que  Dios  ha  entregado  el  mundo  á  las  disputas  de 
los  hoifabres.  Esta  necesidad,  de  la  época  constituye  su  mayor  peli- 
gro. El  espíritu  de  discusión  lo  arrolla  todo:  no  hay  doctrina  que 
no  se  controvierta:  la  razón,  erigida  en  Jue2  supremo,  somete  á  re- 
sidencia los  siglos,  las  creencias,  las  instituciones;  y  en  ese  debate 
en  que  las  pasiones  estallan  y  los  sistemas  chocan,  el  error  oscurece 
los  caminos  de  la  verdad,  el  entendimiento  se  lanza  impávido  en  la 
región  de  las  quimeras,  las  hipótesis  ocupan  el  lugar  de  los  princi- 
pios, la  realidad  se  desconoce  y  hasta  el  ideal  se  confunde  con  la 
utopia. 

Todas  las  Facultades  que  comparten  los  dominios  de  la  ciencia 
caminan  hacia  k>  desconocido,  llevando  por  divisa  la  tradicional 
Ic^yenda  plm  ultra,  fil  entendimiento  humano  se  agita  hoy  en  nn 
mar  de  dudias  y  esperanzas^  como  si  creyese  llegado  el  momento  de 
ver  realizada  la  falaz  promesa  que  indujo  á  los  primeros  padres  á 
comer  del  árbol  de  la  vida.  El  conocimiento  exterior  del  hombre  no 
te  satisface,  y  pretende  sorprender  el  secreto  de  la  vida  oculto  á  la 
acción  del  escalpelo,  descifrar  el  enigma  de  un  ser  que,  formado  á 
imagen  y  semejanza  de  su  Hacedor,  no  tiene  en  la  creación  tipo  co- 
nocido. EÍ  orbe  le  parece  estrecho,  y  sin  detenerle  la  majestad  de 
los  cielos  se  lanza  en  el  espacio  buscando  nuevos  mundos  en  que 
fijar  su  planta.  No  llena  su  curiosidad  el  limitado  cuadro  de  la  his- 
toria, y  quiere  salvar  la  medida  del  tiempo  en  alas  de  la  razón;  an- 
torcha que  encendió  el  Creador,  pero  cuyos  resplandores  dan  esca- 
sa luz  para  sondear  las  tenebrosidades  del  caos.  Siglos  de  existencia 
en  los  que  han  resistido  las  sociedades  á  terribles  cataclismos  no  jus- 
tifican la  bondad  de  su  organización ;  y  la  filosofía,  creyendo  mez- 
quinos los  antiguos  moldes,  abre  otros  nuevos  para  fundar  sobre 
bases  no  ensayadas  ni  conocidas  la  familia  y  la  sociedad,  el  indivi- 
duo y  el  Estado. 

Graves,  trascendentales  son  los  sistemas  que  conmueven  el  mun- 
do de  las  inteligencias,  mas  no  todos  importan  la  misma  gravedad: 
mientras  unos  apenas  traspasan  la  esfera  de  las  ideas,  otros  deter* 
minan  crisis  capaóes  de  eonmover  los  pueblos.  Los  problemas  socia- 
les tienen  sobre  todos  este  privilegio.  Los  que  bajo  cualquiera  de  sus 
formas  cultivamos  estas  ciencias,  que  tan  gran  desarrollo  alcanzan 
en  los  tiempos  modernos,  no  podemos  rehusarles  nuestra  atención, 
estamos  singularmente  obligados  á  hacer  su  estudio.  Tal  esmi  objeto. 
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En  los  diversos  Órdenes  del  derecho  que  experimenta  la  acción 
de  encontrados  sistenias»  domina  con  imperio  casi  j&xdauvo  el  prin- 
cipio democrático:  la  democracia  es  la  palabra  que  condensa  como 
en  una  grande  síntesis  las  relaciones  jurídicas.  Pues  bien;  me  pro-* 
pongo  bosquejar  con  imparcialidad  estricta  y  con  el  posible  acierto 
la  influencia  del  princiino  democrático  $obre  el  derecho  prmdo. 

Ardua  empresa  es  desenvolver  tan  delicado  tema  ante  concur- 
rencia tan  distinguida.  Pero  la  pequenez  del  individuo  desaparece 
aquí  ante  la  exigencia  reglamentaria  que  me  demanda  este  servicio. 
Si  fuera  honor,  yo  no  ocuparía  este  lugar,  porque  no  le  habría  me- 
recido: es  simplemente  un  deber,  y  aunque  los  deberes  no  se  re- 
nuncian, por  más  que  sea  honroso,  habría  eludido  el  que  hoy  ten- 
go de  dirigiros  la  palabra  si  hubiera  podido  excusarlo.  Me  recM)- 
miendo  á  la  vez  á  vuestra  atención  y  á  vuestra  benevolencia. 

Los  grandes  principios  siguen  un  largo  periodo  de  elaboración 
antes  de  su  aparición  en  la  historia.  Siendo  la  democracia  conse- 
cuencia de  las  irasformaciones  que  en  las  diversas  épocas  ha  surrí- 
do  la  vida  del  derecho,  convendrá  dar  á  conocer  las  causas  que  la 
preparan  para  Juzgar  de  su  necesidad  y  apreciar  su  tendencia.  En 
un  siglo  que  no  se  satisface  con  las  instituciones^  si  no  sorprende  su 
origen  en  la  noche  de  los  tiempos,  debiera  considerarme  obligado  á 
trazar  el  bosquejo  de  las  antiguas  democracias,  pero  me  distrae- 
ría esto  demasiado  sin  utilidad  para  mi  objeto:  examino  el  derecho 
privado,  y  creo  que  puedo  principiar  este  examen  por  el  pue- 
blo rey. 

I. 

El  estado  de  las  personas  debe  ser  estudiado  en  sus  relaciones 
con  la  familia  y  con  la  sociedad.  Estas  dos  entidades  jurídicas  que 
haa  marchado  paralelas»  deñnen  al  individuo  y  dan  la  clave  para 
explicar  su  condición  civil.  Roma  cumple  esta  ley  qué  fui  común  4 
todos  los  pueblos  de  la  antigüedad. 

Según  se  infiere  de  ciertos  monumentos  depurados  de  las  ficcio- 
nes de  la  fábula,  con  el  auxilio  de  la  crítica  por  el  esmero  de  pa- 
cientes investigadores  (1),  la  familia  fué  en  tiempos  remotos,  tiempos 
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casi  primitivos^  una  asociación  religiosa  más  que  natural:  el  lazo 
que  unia  á  sus  individuos,  más  poderoso  que  el  sentimiento  y  que 
la  fuerza  física,  era  la  religión  del  hogar  y  de  los  antepasados.  La 
primera  institución  doméstica  fué  probablemente  el  matrimonio, 
cuyo  principal  efecto,  dercual  surf^ian  otras  consecuencias ,  consis- 
tia  en  romper  los  antiguos  lazos  religiosos  que  unian  á  la  mujer  con 
su  familia  y  hacerla  participe  del  culto  de  su  esposo. 

La  familia  compuesta  de  cuatro  elementos,  el  padre,  la  madre, 
los  hijos  y  los  esclavos,  formaba  un  cuerpo  organizado  con  su  régi- 
men y  gobierno.  La  religión,  estableciendo  la  disciplina  del  hogar, 
señalaba  su  puesto  á  cada  uno  de  los  individuos. 

El  principio  superior,  al  que  todos  debían  acatamiento,  era  el 
lar  familiaris.  El  padre  era  el  sacerdote,  el  encargado  de  perpetuar 
su  culto;  la  mujer,  iniciada  en  él  por  el  matrimonio  religioso,  y  los 
hijos  como  auxiliares,  tomaban  parle  en  las  ceremonias. 

No  sirviendo  de  base  á  la  familia  la  generación  ni  el  afecto  na- 
tural, los  historiadores  le  dan  por  fundamento  el  poder  paterno  ó 
marital,  poder  que  representa  la  superioridad  del  padre  y  del  espo* 
so;  pero  la  constitución  doméstica  demuestra  que  esa  autoridad  era 
efecto  de  la  religión  y  no  una  primera  causa. 

La  palabra  manus  que  los  jurisconsultos  romanos  han  conser- 
vado como  expresión  del  poder  del  marido  sobre  la  mujer  no  denota 
fuerza  material:  deriva  como  todo  el  derecho  privado  de  las  creen- 
cias que  asignaron  al  hombre  un  rango  superior;  prueba  de  ello  que 
la  mujer  que  se  casaba  sin  ajustarse  á  los  ritos  religiosos,  no  estaba 
asociada  al  culto,  vivia  fuera  de  la  autoridad  marital.  El  matrimo- 
nio  producía  la  subordinacioi^  y  al  mismo  tiempo  la  dignidad  de  la 
mujer. 

El  poder  paterno  obedece  al  mismo  principio.  La  palabra  padre 
no  expresaba  la  idea  de  paternidad,  idea  que  tenia  nombre  especial 
(genitor).  Padre,  en  lenguaje  religioso,  se  aplicaba  á  los  Dioses,  y  en 
el  jurídico  al  hombre  que  tenia  su  culto  y  su  dominio.  Padre  no  es 
solamente  la  persona  que  protege  y  tiene  el  derecho  de  hacerse  obe- 
decer, es  el  sacerdote,  el  heredero  del  hogar,  continuador  de  los  an- 
tepasados, depositario  de  los  ritos  misteriosos  del  culto  y  de  las  fór- 
mulas secretas  de  la  oración. 

Sus  derechos,  realmente  considerables,  se  referían  á  sus  tres 
categorías  de  sacerdote,  propietario  y  juez.  Como  jefe  religioso  or- 
denaba las  ceremonias  del  culto  y  respondía  de  su  conservación:  de 
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aqoi  su  derecho  de  reconocer  ó  rechazar  al  hijo,  de  repudiar  á  su 
mujer  en  caso  de  esterilidad,  de  casar  una  hija,  emancipar  un  hijo 
6  adoptar  el  ajeno  y  de  nombrar  tutor.  Como  dueño  de  toda  propie- 
dad (consagrada  también  por  la  religión  al  modo  que  la  familia)  ni 
el  hijo  ni  la  mujer  podian  poseer  bienes:  la  propiedad  era  indivisi- 
ble, familiar^  y  el  padre  usufructuario  absoluto.  Todo  cuanto  aque- 
llos adquirían,  pasaba  á  sus  manos:  la  dote  de  la  mujer,  la  donación 
hecha  ¿  ella  ó  á  sus  hijos,  los  productos  de  su  trabajo  y  los  benefi- 
cios del  comercio:  formando  el  hijo  parte  de  su  dominio,  le  estaba 
permitido  venderle.  Como  Juez  juzgaba  á  la  mujer  y  á  sus  hijos  para 
los  cuales  la  ciudad  no  había  establecido  justicia  pública.  £1  padre 
tenia  derecho  de  vida  y  muerte  en  el  sentido  de  que  podía  juzgar- 
los y  llevar  basta  aquel  limite  su  justicia  si  merecían  esta  pena; 
pero  su  autoridad  no  era  arbitraria,  porque  la  moderaba  el  respeto 
debido  á  las  creencias  y  á  la  moral. 

La  unión  conyugal  era  casi  indisoluble.  Aunque  tuviese  lugar 
el  divorcio,  principalmente  por  causa  de  esterilidad,  se  empleaba 
rara  vez,  y  era  una  ceremonia  religiosa  como  el  matrimonio. 

La  perpetuidad  de  la  familia  se  reflejaba  en  el  principio  seguido 
para  la  trasmisión  de  bienes.  En  las  leyes  como  en  las  costumbres, 
dos  ideas  se  corresponden:  el  culto  de  la  familia  y  su  propiedad.  El 
hijo  era  heredero  suyo:  la  sucesión  intestada,  y  se  deferia,  no  á  las 
hembras,  sino  á  los  agnados,  á  los  gentiles  y  á  los  parientes  capaces 
de  continuar  el  culto. 

£1  derecho  de  familia,  intimamente  unido  al  de  la  ciudad,  par- 
ticipó de  sus  vicisitudes.  Con  las  Doce  Tablas,  primer  Código  escrito, 
eran  incompatibles  muchos  de  los  antiguos  principios.  Las  bases  fun- 
damentales permanecieron  inalterables:  la  autoridad  del  padre  con- 
tinuó siendo  perpetua:  podía  juzgarle,  condenarle,  venderle:  el  hi- 
jo nunca  era  mayor.  En  las  sucesiones  prevaleció  el  principio  ag- 
naticio,  y  la  emancipación  y  la  adopción  fueron  reconocidas.  Pero 
aquel  Código  fué  una  transacción,  preludio  de  más  graves  reformas 
que  debía  experimentar  el  derecho  privado. 

Causas  diversas,  entre  las  cuales  ocupan  señalado  lugar  el  cam- 
bio en  las  costumbres,  nacido  del  contacto  con  otros  pueblos  y  de 
las  facciones  que  en  el  interior  devoraban  la  república^  alejaron  ca* 
da  día  más  á  la  familia  de  sus  primitivos  orígenes  y  prepararon  su- 
cesivas transformaciones  y  mudanzas.  Las  justas  nuptias  perdieron 
su  carácter  religioso  quedando  abandonadas  al  derecho  privado.  Al 
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lado  de  la  conrarreacioD,  matrimoDio  de  los  patricios,  aeereó  el 
trinooio  por  coencioü  y  por  el  uso,  á  so  manera  solemnes,  para  los 
plebeyos.  £1  divorcio^  antes  imposible  ó  mny  raro,  los  destniia  por 
ÜTinnas  causas.  La  mujer  fandó  sobre  la  dote  un  principio  de  inde- 
pendencia y  obtttTO  leyes  que  la  asegurasen  su  restílueion:  el  padre 
conservó  sobre  el  hijo  sólo  una  fiícultad  correeti\ra  y  escasos  derr- 
etios sobre  sus  bienes  que  quedaron  sustraídos  á  su  poder  por  la  in- 
troducción de  los  peculios.  El  patrimonio  dejó  de  ser  indivisible; 
introdiijose  el  lestamento,  y  se  facilitó  su  ejecución  para  haoerle  aae- 
quible  á  todos.  La  cognación,  parentesco  natural,  disfniió  sus  títu* 
los  á  la  agnación,  parentesco  establecido  por  la  religión  doméstica: 
la  madre  adquirió  derechos  hereditarios  y  cambió  de  base  la  suce- 
sión, pues  aunque  Justiniano  consigna  en  la  Instituía  el  principio 
agnaticio,  no  es  como  derecho  vigente,  sino  como  institución  rde- 
gada  á  la  historia.  De  la  antigua  familia  que  tan  grandes  caudillos 
habla  producido  y  que  tantos  dias  de  gloria  había  dado  ¿  su  patria, 
únicamente  respetó  la  perpetaldad  del  hogar,  haciendo  trasmisible 
el  poder  paterno  á  toda  la  descendencia,  excluyendo  de  él  á  la  ma- 
dre^ y  declarándole  subsistente  mientras  el  hijo  no  obtuviera  la 
emancipación. 

El  aspecto  doméstico  y  el  civil  se  relacionan:  son  ideas  di** 
ficiics  de  separar  el  hombre  y  el  ciudadano:  este  doble  aspecto 
debe  darnos  como  resultado  natural  la  condición  privada  del  indi- 
viduo. 

Omitiendo  cuanto  concierne  al  origen  de  la  ciudad,  me  limitaré 
á  exponer  ligeras  noticias  sobre  su  organización.  Como  toda  socie- 
dad humana,  la  ciudad  ofrece  rasgos,  distinciones  y  desigualdades: 
faabia  diferencia  entre  los  hijos,  porque  las  hembras  no  podían  com- 
pararse á  los  varones:  entre  los  hermanos,  siquiera  no  se  guardase  el 
orden  de  primogenitura,  porque  los  primeros,  como  continuadores 
del  culto,  tenian  preferencia  sobre  los  segundos;  la  había  entre  los 
individuos  de  una  familia  y  sus  servidores,  porque  los  clientes  se 
distinguian  de  los  patronos  y  aquellos  no  podian  comparene  con  ios 
esclavos.  Pero  la  distinción  característica  de  la  ciudad  era  la  que 
existia  entre  los  patricios  y  la  plebe,  dos  clases  opuestas,  cuya  ri- 
validad forma  como  la  urdimbre  de  la  historia  de  ese  pueblo,  cons- 
tituye su  grande,  su  magnifica  epopeya. 

El  patríciado  formó  la  aristocracia  de  la  sangre  fundada  á  la  vez 
sobre  el  nacimiento  y  la  religión.  A  esta  aristocracia  nacida  del  sa- 
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i^eráocio  htfftdüario  (i)  sucedió  la  del  dinero  (9),  aristocraieia  origi- 
nada en  las  reformas  de  Servio  Toiio,  q«e  usurpó  á  la  autigiia  sus 
dereehas  y  cosservó  su  poder,  si  bo  cod  igual  prestigio,  por  mayor 
tiempo.  En  el  período  que  siguió  ¿  la  eipulsioa  de  los  Reyes,  el  po- 
der de  la  ariatoceacia  fué  absoluto:  sólo  su  ciase  podia  ejeocer  foja- 
ciones  jodiciates»  desemfieiar  las  magistraturas»  administrar  jastí- 
cia;  sola  ella  oeaoeia  bs  fórmftiaa  de  la  ley. 

Los  hombrea  de  iaferior  coadieioD,  no  ooropirendidos  entre  las 
gefttes^  formaban  la  ciase  plebeya,  cnye  distiolivo  y  especial  caréc- 
tet  consistía  en  permanecer  eitrana  á  fea  orgaaizaiHoiiL  religiosa  de  la 
Mdad  y  aun  de  la  Eamilia.  Era  de  peor  condición  que  la  clientela' 
el  cliente  participaba  al  menos  del  culto  de  su  patrono  y  hacia  par- 
te de  una  familia»  de  ua*  geiis:  el  plebeyo  de  todo  estaba  privado. 
Para  él  no  eziatian  religioo»  ni  derechos  civiles  ni  políticoe.  No  te- 
nia bogar,  porque  no  habiendo  tenido  ascendientes  carecia  de  culto; 
ni  matrímaiiio  religioso,  porque  desconocía  s«s  ritos;  ni  propiedad, 
porque  na  era  ciudadano,  y  sólo  el  que  lo  fuera  podia  ejercer,  este 
derecho:  el  agtr  remanu»  se  distribuyó  ¿  las  tribus,  las  curias  y  las 
gentes;  y  como  ni  aun  formaba  parte  del  pueblo,  no  entró  en  el  re- 
parto. Para  él  no  había  ley  ni  justicia,  porque  la  ley  era  un  decreto 
de  la  religión,  y  el  procedimiento  un  conjunto  de  ritos:  no  habia  de* 
recboa  políticos,  porque  estaban  reservados  al  ciudadano;  ni  religión 
de  la  ciudad,  porque  ninguno  podia  ser  investido  del  sacerdocio. 
Entre  el  patricio  y  el  plebeyo,  dice  Fustel  de  Coulanges,  media  la 
distancia  que  la  religión  puede  establecer  entre  dos  hombres.  La 
plebe  era  una  población  despreciada,  abyecta,  fuera  de  la  religión, 

de  la  ley,  de  la  sociedad  y  de  la  familia Pero  ninguna  forma  so* 

cial  de  las  que  el  hombre  imagina  es  inmutable,  y  ésta  no  podia 
existir,  porque  llevaba  en  su  misma  desigualdad  un  germen  de  en^ 
fermedad  y  de  muerte  (5). 

El  desarrollo  de  la  industria  y  de  la  agricultura  y  la  organiza-» 
cien  dada  al  ejército  obraron  una  trasformacion  social  y  decidieron 
del  porvenir  de  esta  clase.  Obligados  por  su  engrandecimiento,  los 
patricios  hubieran  deseado  darle  entrada  en  la  ciudad  haciéndola 
pasar  por  la  olieatela;  pero  los  plebeyas  que  miraban  con  horror  es-r 


(«)    Ztf  C7t7¿?,  pág.  296. 

(9)    Ideníy  pág.  389. 

(3)    ZaCtl^,  págs.  280y984. 
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ta  clase  rechazaron  el  proyecto;  naciendo  de  su  actitorf  indepen- 
diente y  altiva  la  perdurable  lucha  que  caracteriza  esta  civilización, 
lucha  en  la  cual,  caminando  de  conquista  en  conquista,  la  plebe  ar- 
rebata su  poder  al  patriciado  y  adquiere  todos  los  derechos  de  la 
ciudad.  Consigue  la  inviolabilidad  por  el  tribunado;  legisla  en  los 
plebiscitos;  por  la  ley  Hortensia,  que  los  declara  obligatorios,  coofir- 
ma  su  autoridad  legislativa;  hace  adoptar  la  ley  caouleya  que,  an- 
torizando  el  matrimonio  entre  personas  de  ambas  clases,  borra  la  se- 
paración de  las  familias,  y  émulo  de  las  glorías  del  patriciado,  aun- 
que no  superior,  casi  ni  igual  en  merecimientos,  le  disputa  las  ma- 
gistraturas, el  sacerdocio,  el  mando  de  los  ejércitos  y  el  Gobierno 
de  la  república. 

Otro  elemento  había  en  la  familia  que  por  el  lazo  común  que  las 
unia  al  entrar  en  la  ciudad  desempeñó  importante  aunque  triste  pa- 
pel en  Roisa:  la  esclavitud.  La  necesidad  que  el  hombre  tiene  de  los 
servicios  ajenos  por  no  bastarse  á  si  mismo,  y  menos  en  el  aisla- 
miento en  que  vivian  las  familias,  trajo  á  la  sociedad  este  estado, 
produjo  entre  los  individuos  esta  desigualdad  injustificable,  pero 
autorizada  por  las  leyes  y  por  las  costumbres. 

Roma  acogió  en  su  seno  ese  grupo  de  hombres  llamados  escla- 
vos, privados  de  libertad  y  de  cuantos  derechos  constituyen  la  per- 
sonalidad humana,  reducidos  á  la  miserable  condición  de  cosas.-El 
señor  podía  devolverles  la  libertad;  y  al  acto  en  que  lo  verificaba, 
que  debía  ser  público  y  solemne,  llamó  el  derecho  manumisión. 
Los  manumitidos,  salvo  su  origen^  estigma  que  llevaban  siempre  en 
la  frente,  eran  igualados  á  los  ciudadanos.  Leyes  posteriores  esta- 
blecieron entre  ellos  diferencias;  pero  Justiniano,  en  esto  como  en 
otras  cosas,  acreditó  su  política,  declarándoles,  puesto  que  eran  li- 
bres, los  derechos  inherentes  á  la  libertad. 

La  población  de  la  ciudad  ha  hecho  olvidar  como  de  menos  in- 
terés la  de  los  campos:  el  ciudadano'  ha  oscurecido  al  colono.  Sin 
embargo,  las  trasformacioncs  causadas  en  la  propiedad  y  que  se  re- 
flejan en  el  estado  de  las  personas  por  la  relación  que  existia  enton- 
ces entre  las  dos  ideas,  produjo  el  colonato  romano  de  grande  por- 
venir en  la  historia.  Los  colonos  han  sido  conocidos  en  el  derecho 
por  los  nombres  de  coloni,  rustici,  originaria  adscriptitii,  inquUini, 
tnbuíarii,  cenüli.  Entrábase  en  esta  clase  por  nacimiento,  por  pres- 
cripción y  por  contrato.  Entre  los  colonos  y  los  esclavos  había  esen- 
ciales diferencias  que  hacían  del  colonato  un  estado  aparte  en  la  so- 
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ciedad.  Pero  la  libertad  de  que  disfrataban,  reducida  á  estrechos 
limites  y  sometida  á  condiciones  onerosísimas,  los  hacia  de  ínüma 
condición.  Vivian  apegados  ai  terreno:  servi  terree  glebce  inherentes: 
sujetos  á  castigos  corporales,  si  no  tantos  como  ios  esclavos,  mayo- 
res que  los  de  los  hombres  libres;  como  aquellos^  estaban  privados 
de  todo  deredio  de  queja,  de  toda  acción  contra  su  patrono  y  con- 
tra el  dueño  del  terreno;  y  aunque  capaces  de  adquirir^  su  propie- 
dad no  era  completa  ni  verdaderamente  independiente  (i). 

La  familia  no  recibe  sus  leyes  de  la  ciudad:  el  derecho  privado 
no  se  confunde  con  el  público;  sin  embargo,  ambos  derechos  se 
hermanan  para  constituir  al  individuo,  para  modelar  su  personali- 
dad absorbida,  confundida  entonces  en  la  personalidad  del  ciudada- 
no. Esta  palabra  lo  dice  todo:  la  ciudadanía  romana  se  descompone 
en  dos  términos  ¿  cual  más  importantes:  el  derecho  de  los  quirites  y 
el  derecho  de  ciudad:  al  primero  correspondian  el  censo,  la  milicia, 
los  tributos  y  demás  impuestos,  la  votación,  los  honores,  el  culto 
sagrado;  componían  el  segundo  la  libertad,  la  jerarquía,  el  matri- 
monio, la  patria  potestad,  el  dominio  legitimo,  la  herencia  y  la 
osucapcion  (2). 

La  relación  del  hombre  con  la  patria  fué  en  Roma  tan  poderosa 
que  el  individuo  desaparece  para  hacer  plaza  al  ciudadano.  Nadie 
ha  puesto  más  alta  su  personalidad  que  el  romano,  identificando  sus 
destinos  con  los  de  la  patria;  si  eso  fuera  el  individualismo,  ninguno 
había  sido  más  individualista  que  este  pueblo.  La  religión  le  hace 
sagrado,,  la  ley  le  declara  inviolable,  el  triunfo  le  diviniza,  y  donde 
quiera  que  se  presenta  honrado  con  el  laurel  de  la  victctria,  el  mun- 
do rendido  á  su  grandeza  saluda  al  hombre  rey. 

Roma  contrajo  por  la  corrupción  de  costumbres  un  cáncer  que 
minaba  sordamente  su  existencia;  pero  tenia  dos  grandes  cualidades 
que  afirmaron  el  cetro  en  sus  manos  y  retardaron  su  ruina:  el  amor 
á  la  tradición  y  una  poderosa  fuerza  asimiladora.  Fiel  á  su  destino 
no  desmintió,  no  rompió  su  historia;  en  los  campos  de  batalla,  pe- 
leando bajo  diversa  ensena,  inflamó  siempre  su  ardor  guerrero  el 
santo  fuego  de  la  patria.  La  sociedad  en  tanto  iba  sufriendo  una 
trasformacion  por  el  doble  influjo  de  la  filosofía  y  el  cristianismo,  y 


(I)    Gnizot. — Histoire  de  la  emluaiion,  tome  troisiéme,  lee.  7. 
Heineeio. — Antigüedades. 
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los  jurisconsultos  perfeccionaban  el  derecho,  alejados  dei  ruido  de 
las  armas  que  ios  Emperadores,  algunos  realmente  iidignos^  pasea- 
ban triunfantes  por  todo  el  orbe.  El  poder  del  imperio  condoyó» 
pero  no  sus  instituciones,  no  su  infisencia.  Al  desplanarse  este  co^ 
leso,  rendido  al  peso  de  su  gloria,  dejó  Códigos  inmortales  como 
testimonio  de  su  cultura^  y  una  organización  social  isdestrúetible^ 
símbolo  acabado  del  principio  de  unidad* 

Roma,  como  el  fénix  de  la  fábula,  renace  de  sos  propias  ceni- 
zas: testigos  de  su  Tirilidad  que  loa  desastres  habiaa  enerrado^ 
pero  no  balnan  podido  destruir,  son  las  corrientes  «fue  sigue  la  ci- 
vilización desde  la  época  del  Renacimiento:  las  repéblicas  le  piden 
sus  formas  políticas,  el  orden  de  sus  magÍBlrataras:  la  meoarqito 
recibe  de  él  sus  funciones  y  los  atributos  del  poder  real:  la  historia 
re^stra  sus  anales:  el  arte  estudia  sub  monumentoc  la  ciencia  ha* 
bla  su  lengua,  y  los  pueblos  obedecen  sus  leyes. 

11. 

La  humanidad  marcha,  pero  Dios  la  mueve.  Empujados  por  la 
mano  de  la  Providencia  para  cumplir  sus  inescrutables  designios, 
pueblos  aguerridos,  de  incierta  procedencia,  abandoaao  las  selvas 
y  toman  posesión  de  Europa.  Misteriosa  es  la  historia  de  los  §er-^ 
manos  ó  de  los  bárbaros.  Se  ignora  su  origen,  las  dreinstancias 
que  precedieron  á  su  irrupción,  y  fueron  tantos  ios  invasores  sin 
verdaderos  lazos  de  parentesco,  aunque  aproximados  por  cierto  gé-* 
ñero  de  afinidad,  que  cuesta  trabajo  definirlos  y  dasificarlos.  En 
medio  de  esta  oscuridad  que  hace  la  desesperación  de  la  historia  y 
de  la  crítica,  hay  un  dato,  un  hecho  conocido:  sus  costoiihres.  Es* 
te  debe  ser  nuestro  punto  de  partida.  Las  costuibres  de  dichas 
tribus,  tales  como  los  historiadores  las  describen  y  la  tradidon  las 
conserva,  dan  idea  de  su  condidon  individual  y  soda!,  privada  y 
pública,  y  permiten  determinar  el  demento  que  debían  tcaer  al  da-* 
recho. 

Los  germanos  hideron  la  distinción  que  constituía  el  fondo  de 
las  antiguas  civilizaciones.  Los  hombres  eran  libres  y  esclavos,  es* 
tado  quimérico,  absurdo,  pero  de  resultados  desgraciadamente  prác- 
ticos. Bosquejemos  este  cuadro. 

El  hombrelibre  era  rey  de  su  familia  y  de  los  que  le  estaban  uni- 
dos de  grado  ó  por  fuerza,  sacerdote  del  hogar  y  únioo  Juez  de  su 
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eaaa  (1).  La  forma  del  matrimmiio,  su  rito  especial  eran  los  esponsa- 
les, el  convenio  con  los  padres  de  la  fatnra,  no  limitado  á  las  perso- 
nas sino  extensivo  á  los  intereses:  la  bendición  del  sacerdote  ante 
ksakaresera  la  consagración  del  acto,  pero  ceremonia  accesoria, 
B0  priaeipid. 

La  mujer  constituida  en  el  domioio  de  su  padre  pasaba  por  ven* 
ta  al  de  sn  esposo  y  ésta  era  la  mujer  emptitia:  si  bien  el  acto  se 
redujo  luego  á  uoa  simple  compra  del  mundiMm  y  acabó  por  ser  nn 
rito  ámtaólieo.  No  estsba  igualada  al  marido.  Para  tenerla  en  de- 
pendenoia  vtria  en  el  interior  del  domicilio,  y  era  casi  inaccesible 
al  extranjeso:  rara  vez  salía  de  casa,  y  si  saliendo  le  ocorría  cual- 
quier contratiempo  no  tenia  derecho  para  quejarse. 

La  dote  era  el  precio  de  la  fermosa  doncella.  Las  mujeres  reci- 
bían de  los  esposes  dotes  cuantiosas,  entes  que  la  ley  fijase  su  can- 
tidad, y  el  morgengabe  ó  don  de  la  mañana;  y  de  los  parientes,  co- 
mo donación  graciosa,  algunos  regalos.  Consócias  de  los  maridos, 
cuyo  valor  inflamaban  y  cuya  sangre  restañaban  en  los  combates, 
sacaban  su  parte  en  el  botin,  tenían  gananciales  ó  conquistas.  Fun- 
dado sobre  la  convención  que  es  por  si  sola  frágil  lazo^el  matrimo- 
nio no  era  estable,  el  divorcio  le  disolvía:  merced  al  cristianismo 
que,  dánil0le  per  base  la  religión,  consagró  su  perpetuidad,  el  di- 
vorcio vino  A  ser  raro  y  por  causas  limitadas,  la  principal  el  adul- 
terio. La  autoridad  paterna  era  como  la  marital,  resultado  del  do- 
minio, y  revestía  sus  caracteres.  Justiniano  estnvo  inexacto  al  afir* 
mar  en  la  Instituta  que  los  romanos  usaban  de  tal  potestad  sobre 
los  hijos,  como  no  la  habían  conocido  otros  hombres.  Basada  sobre 
fat  idea  dd  poder,  esta  institución  presenta  rasgos  análogos,  casi 
identidad  en  los  antiguos  pueblos;  aunque  como  los  septentrionales, 
por  situación  y  por  cultura,  tan  apartados  estén  de  los  romanos:  las 
áiferendas  son  más  bien  de  forma  qne  esenciales.  No  se  la  debe 
juzgar  por  el  criterio  de  los  Códigos^  los  cuales  se  habían  trasfor- 
mado  con  la  idea  cristiana  y  menos  por  el  Fuero  Juzgo,  producto 
de  dos  civilizaciones,  malamente  llamado  ley  primitiva  de  los  visi* 
0m1os.  La  patria  potestad  no  tenia  límites;  el  padre  era  en  su  casa 
dueño  absoluto;  rey,  sacerdote  y  Juez,  no  solamente  de  sus  cscla*> 
TOS,  sino  de  todos  los  individuos  de  la  familia. 


( f )    DsYoud  Ogtlon.  ffUtoire  de  la  legUlation  des  aneiens  germains. 
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una  familia  y  desde  entonces  se  hace  nriembro  del  Estado.  El  alto 
nacimiento  ó  seialados  servicios  de  los  antepasados  dan  el  rango  de 
Jefes  aun  ¿  los  adolescentes.  Los  demás  se  someten  al  servido  de 
antiguos  guerreros  que  tienen  hechas  ya  sus  pruebas  y  no  causa 
rubor  contarse  entre  sus  companeros......  (i) 

Tai  era,  descrito  á  grandes  rasgos^  el  pueblo  que  tenia  i  reem- 
plazar aJ  romano,  y  á  hundir  en  el  polvo  su  civilización.  No  cabe 
negar  el  valor  de  los  germanos  ni  poner  en  duda  su  independencia: 
su  amor  i  la  libertad  era  tan  grande  que  conrocados  á  la  asamblea, 
no  acudiao  todos  á  la  vez  [nee  ut  jussi)  para  alejar  toda  idea  de 
mandato.  Pero  no  tenían  otro  vínculo  de  unión  que  la  adhesión  áñ 
sus  Jefes  y  el  compañerismo.  «En  el  combate,  continúa  aqnel  hisUH 
riador,  es  vergonzoso  para  el  JeJTe  ser  superado  en  valor,  vergonzo* 
so  para  tos  compañeros  no  igualar  á  su  Jefe.  Es  ana  acción  infame^ 
y  por  siempre  deshonrosa,  haber  sobrevivido  al  Jefe  abandonando 
el  campo  de  batalla.  Defenderle,  cubrirle  con  su  cuerpo,  convertir 
en  su  honor  las  propias  hazañas  es  el  juramento  más  sagrado.  Los 

Jefes  combaten  por  la  victoria,. los  companeros  por  su  Jefe »  (2) 

Un  pueblo  tan  amante  de  su  libertad,  y  que  tanto  estimaba  su  ho- 
nor, llevaba  en  estas  virtudes  el  germen  de  su  futura  grandeza.  Pero 
la  institución  de  una  sociedad  pasajera,  formada  voluntariamente  y 
descansando  sobre  el  juramento  de  fidelidad  mutua,  tenia  frágil  ba- 
se, y  era  la  cana  en  que  se  mecía  el  feudalismo. 

m. 

El  feudalismo  no  constituye  un  accidente  pasajero  en  la  vida  de 
la  humanidad;  es  un  acontecimiento  que  forma  época  en  la  historia. 
La  acumulación  en  pocas  manos  de  inmensos  territorios  á  títnio  ó 
como  resultado  del  derecho  de  conquista,  la  fusión  de  la  soberanía 
y  de  la  riqueza  que  hizo  prevalecer  las  relaciones  de  la  propiedad 
sobre  las  relaciones  personales,  y  la  asociación  general  de  los  po* 
seedores  de  feudos  entre  si,  explican  su  origen  y  pueden  descubrir 
su  carácter.  Sucesivas  invasiones  que  producen  la  inseguridad  per- 
sonal en  otros  pueblos,  y  la  irrupción  agarena  que  rompe  en  el 
nuestro  la  unidad  nacional  y  fracciona  en  mil  pedazos  el  poder  pá« 


(I)    Germania  Xin. 
(9)    Germania  XIV. 
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MíeOf  detenmiMi  su  momento  hislóñco.  Acontecimiento  tan  im- 
portante debia  causar  honda  huella  ea  el  derecho  i^ivado^  y,  con 
efecto,  el  feudalismo  ha  dejado  sentir  su  influjo  en  el  estado  de  la 
hmtlia  y  en  la  eondtcion  de  las  persona». 

En  el  periodo  á  que  este  examen  se  contrae,  existían  en  España 
tres  clases  de  matrimonios  iolerados  por  costumbre:  el  solemne,  ce^ 
lebrado  ooa  todos  los  requisitos  de  derecho  y  santificado  por  la  re-- 
ligion;  el  a  jfuras,  matrimonio  legítimo^  pero  oculto,  especie  de  ma*- 
trimottio  de  conciencia;  y  la  barraganía,  enlace  vago^  indetermina- 
do, cuyas  principales  condiciones  eran  la  permanencia  y  la  fideli* 
dad.  No  seria  justo  atribuir  al  feudalismo  una  novedad  general  en 
Castilla  y  de  la  que  usaban  sin  distinción  todas  las  clases;  sin  em- 
bargo, los  bastardos -que  por  desgracia  abundaron  en  oCras  familias, 
reprcsentafon  papel  muy  principal  en  las  aristocráticas. 

Hijos  de  los  godos,  con  la  vista^fíja  en  sus  gloriosos  ascendientes 
y  regidos  por  lasHradiciones  del  famoso  Fuero  Juzgo  que,  si  no  era 
stt  ley,  ordenaba  su  disciplina,  los  señores  feudales  fueron  igual- 
mente respetuosos  bácia  sos  esposas,  si  ya  no  les  superaron  en  ga- 
lanleria.  Señalábanles  por  arras,  no  como  precio»  sino  como  remu* 
neracion  de  sus  prendas  personales,  la  tercera  parte  de  sus  bienes» 
haciéndoles  además  otros  obsequios:  mulos  ensilladas^  paños  é  cin-^ 
Uros  y  una  piel  de  abortones^  la  cual  (páere  la  ley  que  sea  muy 
grande  é muy  larga  é  debe  tener  tres  sanefas  de  oro  ¿que  pueda  im 
etboUero  armado  entrar  por  la  wia  manga  é  salir  por  la  otra....  (1) 

La  mujer  recibida  ooa  tanta  ostentación  en  la  familia  ocupaba 
en  ella  el  rango  proporcionado  á  su  clase.  Reina  y  Señora  del  caá- 
tiUo  en  las  forzadas  y  ifrecoentes  ausencias  dei  marido,  recibia  sus 
honores»  se  hada  obedecer  de  ms  hyos  y  fc^saltoa,  y  regentaba  el 
hogar.  Encantan,  por  su  temara^  las  descripciones  que  hacen  los 
historiadores  de  la  madre  castellana.  En  estado  de  viudez,  desgra^ 
eia  á  que  de  continuo  la  exponían  los  azares  de  la  guerra,  resnmia 
toda  la  autoridad,  ejerciéndola  por  derecho  propio. 

Los  Códigos,  sobrios  en  cuaalo  concierne  á  la  autoridad  mari- 
tal, no  son  inás  completos  cuando  trataa  del  poder  paterno.  Infírié- 
rese  qne  no  seria  grande  y  menos  despélico  el  poder  de  los  padres 
sobre  sus  hijos  que  desde  los  veinie  años  en  que  el  servicio  de  las 


(t )    Fu0ro  Vieja.  Ub.  Y,  tít.  I,  ley  %. 
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armas  era  obligatorio^  compartian,  como  auxiliares  y  compañeros, 
el  riesgo  y  el  honor  de  los  combates. 

Ed  un  sistema  de  organización  basado  sobre  la  propiedad  y  ^a^ 
convertia  en  instrumento  de  poder  el  suelo^  era  término  obligado 
el  deseo  de  su  conservación,  y  esto  explica  el  cambio  en  el  derecho 
de  sucesiones.  £n  la  aspiración  pretenciosa,  pero  noble,  de  perpe- 
tuar á  través  de  las  edades  el  lustre  de  un  apellido,  debia  tener  ori- 
gen el  principio  de  primogenitura.  Hijos  son  del  feudalismo,  modos 
de  ser  de  la  propiedad,  nutrida  con  su  savia,  el  mayorazgo,  la  tron* 
calidad  y  el  retracto,  instituciones  nacidas  al  calor  de  la  familia  y  á 
propósito  para  estimulaivia  reconquista. 

El  feudalismo  no  limitó  su  acción  á  la  esfera  del  hogar.  Gomo 
todas  las  grandes  instituciones,  debia  modificar  el  estado  social.  La 
condición  de  las  personas  arranca  de  la  diferencia,  en  mal  hora  es- 
tablecida, entre  la  servidumbre  y  la  libertad.  La  servidumbre  era 
personal  y  real.  La  personal  tenia  algo  de  lujo,  y  era  más  propia  de 
los  pueblos  entregados  á  la  comodidad  y  al  fausto  como  el  romano. 
La  segunda  adhiere  el  esclavo  al  fundo;  fué  la  que  usaron  los  ger- 
manos y  á  su  imitación  los  señores  feudales.  Las  palabras  servia, 
homo,  criatio,  familia,  pleb$,  usadas  en  antiguos  documentos, 
comprenden  á  las  familias  del  mismo  origen,  á  los  adscriptos  á  la 
gleba  y  aun  á  los  hombres  libres  sujetos  á  algún  género  de  vasa- 
llaje. 

De  la  servidumbre  podía  hacerse  tránsito  á  la  libertad  por  medio 
de  la  manumisión  que,  afortunadamente  en  esta  época,  tenia  lugar 
por  varias  causas. 

La  libertad  una,  y  esencialmente  invariable,  admitía  también 
grados.  Los  hombres  libres  formaban  cuatro  categorías:  los  nobles, 
que  se  distinguían  por  su  riqueza  y  jurisdicción;  los  de  condición 
simplemente  ingenuos,  ya  fuesen  ó  no  propietarios;  los  que  se  en- 
comendaban á  la  benefactoría  de  varones  poderosos  é  iglesias;  los 
colonos,  cuya  adscripción  al  terreno  era  voluntaria. 

Era  el  primer  grado  en  la  escala  de  la  jerarquía  social  el  de  los 
hombres  del  privilegio.  Los  proceres,  magnates  y  ricos  hómes  parti- 
cipaban del  gobierno  en  lo  antiguo  por  su  asistencia  á  ios  concilios^ 
y  después  á  las  asambleas  nacionales.  Sus  hijos  eran  los  llamados 
infanzones  ya  en  el  siglo  xi,  y  unos  y  otros  gozaban  de  exenciones  é 
inmunidades.  Después  venían  los  ingenuos.  Pero  la  inseguridad  de 
los  tiempos  era  tan  grande  que,  no  creyéndose  los  pueblos  bastante 
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fuertes  para  defenderse  contra  kt  invasión  extranjera  y  la  absorción 
feudal,  se  sometían  á  la  encomienda  ó  benefactoría  de  las  personas 
poderosas  mediante  condíeiones,  la  principal  el  servieio  de  las  ar« 
mas.  En  colonato  vokintario  vivían  las  personas  ingenuas  que  reci- 
hian  terrenos  para  sn  cultivo  á  virUid  de  estipulaciones  expresadas 
en  las  cartas  de  aforamiento  y  las  que  por  emancipación  pasaban  de 
to  adscripción  forzosa  á  la  voluntaria.  Los  individuos  de  esta  clase 
son  los  conocidos  en  la  historia  por  los  nombres  de  solantes,  co  • 
Hazos^  forelos,  tribntarios  y  vasallos;  algo  diferenles  entre  sí,  pero 
que  en  general  gozaban  de  Ínfima  condición. 

Tal  es,  en  resumen,  ei  aspecto  jurídico  del  feudalismo.  Apenas 
se  concibe  una  institución  más  singular  y  que  mejor  se  preste  ¿  las 
parcialidades  de  la  crítica.  Cuando  se  recuerda  que  los  señores  feu- 
dales son  los  béroes  legendarios  de  esa  magnifica  epopeya  conocida 
entre  nosotros  por  la  reconquista;  cuando  se  considera  que  en  sus 
costumbres  y  en  sus  hecbos  tuvo  origen  el  antiguo  caballero  que  no 
por  haberse  exagerado  dejó  de  ser  en  su  tiempo  el  tipo  del  honor, 
de  la  lealtad  y  de  la  galantería;  cuando  se  contemplan  esas  familias 
seculares,  árbol  frondoso  á  coya  sombra  se  desenvolvian  los  pueblos 
educados  en  las  máximas  de  la  religión,  amor  al  trabajo,  respeto  á 
la  autoridad^  sumisión  y  obediencia  á  la  ley,  el  ánimo  se  eleva,  y 
está  propenso  á  enaltecer  las  glorius  del  castillo.  Pero  hablo  de  un 
hecho  pasado,  y  no  debo  repetir  el  fallo  que  ba  pronunciado  la  his- 
toria. £1  feudalismo^  blamco  de  nuestras  iras,  ba  existido  como  for- 
ma política,  é  institución  de  derecho:  su  base  fué  la  propiedad,  su 
fórmula  el  poder,  su  ley  el  privilegio. 

lY. 

En  la  deshecha  borrasca  que  destruyó  un  vasto  imperio,  y  su- 
mió en  el  abismo  toda  una  civilización,  noche  de  tinieblas  que  los 
historiadores  llaman  período  de^Mrbarie,  una  luz  no  se  apagó,  una 
instiUicion  sabó  incólume,  un  poder  nada  más  conservó  su  vigor: 
}a  Iglesia.  T  esto  se  comprende :  la  protege  el  brazo  de  Aquel  que 
detiene  el  ímpetu  de  los  mares  con  un  grano  de  arena,  suspende  so- 
bre nuestras  cabezas  infinidad  de  mundos,  manda  que  la  luz  se  ha- 
ga y  la  luz  se  hace.  Toda  doctrina,  para  ser  fecunda,  ha  de  con  - 
vertirse  en  una  iostiíucion.  Jesncristo  hizo  á  la  Iglesia  dcposilaria 
de  las  divinas  enseñanzas  que  recomendó  por  su  ejemplo  y  selló  con 
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gu  sangre.  Su  fundación  fué  tan  prodigiosa  coioo  es  admirable  sQ 
destino.  Doce  Apóstoles  elegidos  de  ia  más  ínfima  clase  fernan 
su  Senado  y  su  Corte:  por  trofeo  de  victoria  ó  como  señal  de  com- 
bate les  dá  la  cruz:  perseguida  y  pobre  vá  á  presentar  la  balaila  á 
los  poderes  más  despóticos  del  mundo,  y  lleva  un  ejército  de  már- 
tires. 

La  Iglesia  ha  sido  y  es  una  institución  universal  y  no  una  aso- 
ciación política.  No  puedo  oír  sin  pena  que  se  pretenda  desconocer 
su  virtud,  hablando  en  términos  injuriosos  de  sociedad  teocrática  y 
de  poder  teocrático.  Los  que  tal  frase  profieren,  ó  no  conocen  su 
sentido,  ó  padecen  una  alucinación,  ó  la  emplean  de  propósito  para 
extraviar  al  pueblo. 

La  Iglesia  do  se  cubrió  con  el  manto  de  los  Césares,  ni  recogió 
el  cetro  y  la  corona  flotantes  en  aquel  nuevo  diluvio  en  que  se  había 
sumergido  su  calculado  y  frío  despotismo.  Hubiera  podido  disputar 
su  conqui>ta  á  los  pueblos  septentrionales^  hordas  salvajes  que  si 
algún  principio  tenían,  si  algo  en  el  mundo  respetaban,  era  el  sen- 
timiento religioso;  pero  sin  temor  y  con  dignidad  retrocede,  y  les 
permite  tomar  posesión  de  la  Europa.  Por  algo,  si  ño,  expresó  su  di- 
vino fundador  que  su  reino  no  era  de  este  mundo,  y  estableció  la 
línea  divisoria  que  la  Iglesia  no  ha  traspasado  jamás  entre  el  Sa- 
cerdocio y  el  Imperio. 

No  discute  la  forma  de  gobierno  de  los  pueblos,  y  acata  su  aris- 
tocracia, como  antes  había  respetado  el  imperio,  como  hubiera  vi- 
vido en  paz  con  ia  república.  Arca  Santa  que  encierra  en  su  seno 
los  destinos  de  la  humanidad,  sobrenada  en  todas  las  crisis  y  revolu- 
ciones, sin  que  altere  su  marcha  la  trasformacion  de  los  poderes  pú- 
blicos, porque  no  viene  á  turbar  la  paz,  sino  á  consolidarla,  ense- 
nando á  pueblos  é  individuos  los  caminos  del  cielo. 

No  hallaría  término  de  comparación  si  quisiera  apreciar  su  fuer- 
za civilizadora,  medida  por  las  circunstancias  de  lugar  y  tiempo. 
Fiel  al  mandato  de  su  fundador,  le  cumple  en  todos  los  siglos  y  con 
todos  ios  pueblos^  sea  cualquiera  su  procedencia  y  el  grado  de  su 
civilización.  Con  reyes  y  con  subditos  usa  el  mismol  enguaje,  inspi- 
rado siempre  por  el  espíritu  de  igualdad  y  justicia.  Para  legitimar 
la  obediencia,  ella  que  formada  por  el  modelo  de  su  divino  Maestro 
pone  por  base  de  todas  esta  virtud,  procura  santificar  el  poder,  ñ« 
jar  el  justo  limite  que  la  religión  establece  entre  el  señor  y  su  vasa- 
llo. Y  á  este  deber^  que  cumple  en  interés  de  la  paz  y  del  gobierno, 
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DO  ba  faltado  nunca.  Por  la  voz  de  un  Obispo  detiene  ¿  las  puertas 
del  templo  an  orgulloso  conquistador  que  oculta  entre  los  laureles 
de  la  victoria  una  mancha  de  sangre.  No  la  arredran  las  hachas  ni 
las  teas  incendiarias,  y  fuerte  con  la  idea  de  su  derecho,  que  es  el 
de  la  humanidad,  detiene  al  guerrero  en  su  camino  de  devastación 
y  hace  humillar  la  frente  al  fiero  Sicambro.  Sin  su  prestigio,  real- 
mente prodigioso;  sin  su  virtud  divina  que  tantas  veces  ha  salvado 
la  causa  de  los  pueblos,  triste  y  dolorosa  habría  sido,  en  la  época 
feudal,  la  situación  de  Europa,  falta  de  un  poder  fuerte,  conmovi- 
da por  sucesivas  invasiones,  entregada  al  férreo  brazo  de  los  seno- 
res  que  tenían  por  norte  el  capricho  y  llevaban  escritos  sus  dere- 
chos en  la  punta  de  la  espada.  La  Iglesia  fué  en  aquella  terrible  cri- 
sis al  amparo  del  pueblo;  el  mediador  que,  interponiéndose  entre 
poderes  rivales,  terminó  pacificamente  sus  querellas;  el  escudo  de 
bronce  que  protegió  las  libertades  públicas. 

Acaso  no  he  sido  exacto  al  señalar  el  lugar  que  le  corresponde 
en  la  serie  de  las  grandes  trasformaciones;  pero  no  parece  mal  es- 
cogido este. momento  en  que  la  total  ignorancia  exigía  más  sus  ser- 
vicios, y  su  intervención  debía  ser  más  fecunda.  Sacando  toda  la 
fuerza  de  su  doctrina  eminentemente  social,  fáltame  examinar,  exa- 
men que  puede  ser  breve,  el  influjo  que  ha  ejercido  sobre  el  dere- 
cho privado. 

Ño  he  dicho  bien  influjo:  el  cristianismo  operó  una  completa, 
felicísima  revolución.  Triste  por  demás  era  el  estado  del  mundo  al 
advenimiento  de  Jesucristo,  que. tuvo  lugar,  llegada  la  plenitud  de 
los  tiempos,  en  la  época  anunciada  por  los  Prpfetas.  El  paganismo, 
sofocando  en  el  corazón  los  gérmenes  de  la  virtud  y  divinizando  los 
vicios,  había  disuelto  la  familia  y  corrompido  las  costumbres.  Babit) 
en  general:  en  los  períodos  de  mayor  corrupción  hay  individuos  que 
se  salvan  del  común  naufragio.  El  matrimonio  inspirado  por  la  reli- 
gión del  hogar,  al  cabo,  religioso,  ya  no  existia;  la  voluntad,  soli- 
citada por  la  impaciencia  del  deleite,  desdeñaba  las  ritualidades  del 
culto,  procurando  la  satisfacción  de  una  necesidad  material  en  la 
facilidad  del  contrato,  siendo  motivo  de  controversia,  agitada  hasta 
nuestros  días  por  los  jurisconsultos,  si  era  contrato  consensual  ó  de- 
bía perfeccionarse  por  la  entrega  de  la  mujer  trasmitida  como  un 
objeto  de  lujo.  En  un  acto  que  tenía  por  base  la  voluntad,  y  por 
úoico  resorte  el  placer,  la  perpetuidad  no«era  posible,  y  el  divorcia 
vino  á  ser,  resultado  natural,  una  consecuencia.         ^ 
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Los  espesos,  disputándose  el  honor  de  su  disolución,  rivalizaban 
en  veleidad  y  amor  «I  desurden:  si  las  mujeres  repudiaban  por  vi- 
cio á  los  maridos»  por  vicio  y  por  lujo  los  maridos  abandonaban  á 
las  mujeres.  La  familia  langa idecia  por  incertidumbre  y  la  suerte  de 
ios  hijos  era  desgraciada:  (os  infanticidios  faeron  repetidos  y  las  ex- 
-postcioues  frecuentes.  Ai  desorden  acompañaba  la  miseria,  y  ésta 
;se  daba  la  mano  con  la  esclavitud.  ¡La  esclavitud!  Condición  ab- 
yecta, infamante:  los  esclavos  no  eran  precisamente  aquella  pobla- 
<;ion  dedicada  al  trabajo  y  á  la  industria  para  aliviar  de  esta  carga 
al  ciudadano  que  desdeñaba  las  profesiones  mecánicas  como  indig«- 
Ms  de  su  alto  rango:  el  lujo  y  la  corrupción  los  habia  empujado 
hasta  el  dhimo  grado  del  envilecimiento,  y  si  no  servían  de  pasto  á 
'las  murenas^  porque  una  aberración  no  hace  regla,  ingresaban  en 
las  Blas  de  los  gladiadores  condenados  á  alimentar  los  sangrientos 
espectáculos  del  circo. 

El  pueblo  germano  estaba  en  condiciones  bastante  parecidas: 
4as  costumbres  ofrecían  la  misma  deformidad,  menos  el  refinamienf 
(o  del  lujo.  £1  matrimonio  era  casto,  lo  cual  no  impedia  que  los  cau- 
dillos, y  en  esas  tribus  abundaban,  tuviesen,  siquiera  fuese  por  or- 
gullo, muchas  mujeres:  no  eran  éstas  objetode  placer;  pero  en  cam- 
bio servían  á  los  maridos  como  instrumentos  de  labor  y  de  fatiga.  La 
legitimidad  de  los  hijos  realmente  no  existia,  porque  los  ilegítimos 
compartían  sus  privilegios,  y  la  suerte  de  todos  debia  ser  desgra- 
ciada teniendo  por  base  un  derecho  de  propiedad.  Cuanto  á  las  cos- 
tumbres, Tácito  que  las  pondera,  contraponiéndolas  á  las  del  impe- 
rio, afirma,  no  obstante,  que  si  no  estaban  ocupados  en  la  guerra 
pasaban  el  tiempo  en  la  caza  ó  en  la  ociosidad  entregados  al  sueno 
y  á  la  intemperancia.  «Entonces,  dice,  se  ve  á  los  hombres  más 
bravos  y  beiicosos  permanecer  en  inacción  completa,  entregar  el 
cuidado  de  la  familia,  de  la  casa,  de  las  tierras,  á  las  mujeres,  á  los . 
ancianos,  ó  á  las  personas  más  débiles.»  Esto  demuestra  que  á  la 
barbarie  se  llega  lo  mismo  por  el  camino  de  la  civilización  que  por 
«1  de  la  ignorancia,  si  una  luz  de  más  brillo'  que  la  razón,  si  una 
fuerza  superior  á  nuestras  fuerzas,  no  enfrena  las  malas  pasiones  y 
dirige  nuestros  pasos. 

Lo  que  hizo  el  eristianismo  para  remediar  tamaños  males  no  es 
menester  explicarlo»  ^atestíguanlo  diez  y  nueve  siglos  que  hace  que 
el  mundo  gira  sobre  las  máximas  del  Evangelio,  ejes  de  diamante 
que  no  han  desgastado  los  sucesos,  ni  las  más  grandes  crisis,  ni  las 
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preéicacioDes  más  ioseosatM.  Hestiluj'ó  al  mairimonio  su  pureza , 
elevándole  á  la  gracia  del  saorantenia;  proolañé  al  pié  de  los  alta- 
res, y  á  la  faz  de  uoa  sociedad  que  en  \uk  peca  tenia  á  la  mujer, 
qne  ao  era  sierva  del  marido^  que  era  su  iguala  una  companera; 
fundó  para  siempre  su  santidad  rodeanda  á  la  esposa  de  ana.  aureo- 
la de  pureza  que  se  empana  oon  aua  mirada,  y^  á  qaiea  se  ofende 
hasta  de  pensamiento;  le  asignó  oomo  fin  el  métoo-  auxilio  y  la  ge- 
neración y  conservación  de  la  prole,  bijos  da  Dios  y  herederos  del 
eido,  y  anatematizó  el  divorcio,  ano  ser  por  causa  de  adulterio, 
dable  sanción  de  los  deberes  conyigales.  La  perpetuidad,  sí,  es 
eoBsecueacia  de  ese  lazo  que  Dúos  ata  en  el  ciela  paca  que  los  bom* 
brea  no  le  desaten  eo  la  tierra;  lazo  que  tieae  una  misteriosa  repro- 
dncciofi  eu  la  persona  del  hijo,  y  tan  duradero  que  al  quebrarse  en 
el  borde  del  sepulcro  deja  á  los  buenos  esposos  la  esperanza  de  que 
volverán  á  encontrarse  en  la&  insondables  regiones  de  la  eternidad. 

En  otro  orden  de  ideas  hizo  iguales  prodigios,  realizó  los  mis- 
mos milagros.  £1  individuo  en  Roma  valia  poco;  absorbido  por  la 
patria,  de  la  que  más  que  persona  independiente  era  ana  parte,  un 
elemento,  si  le  prestaba  su  gloria  le  exigía  en  cambio  sacrificios  á 
veces  costosos  á  su  personalidad.  Los  germanos  gozaban  de  mayor 
independencia,  pero  independencia  bija  de  la  rudeza  comprada  á 
precio^  de  su  sangre,  que  prodigaban  en  una  vida  de  guerra  y  de 
aventuras. 

El  individuo,  tal  como  el  cribtianismo  le  concibe,  saca  de  sq 
misma  condición  el  principio  de  su  grandeza  y  de  su  dignidad  per- 
sonal; la  tiene  como  hombre  sin  pedirla  prestada  á  la  ciudad  de  que 
es  una  entidad  jurídica  y  no  un  instrumento;  y  lo  mismo  que  sea 
taerte  ó  débil,  sin  pedirla  á  su  brazo  ni  conquistarla  por  la  fuerza. 
Para  detener  la  vara  del  lictor  un  romano  exclamaba,  soy  ciudada- 
no; un  germano  habría  dicho,  soy  guerrero;  á  un  cristiano  le  basta 
decir,  soy  hombre.  «Para  llegar  á  la  inviolabilidad  de  la  persona 
bamana  se  necesita  saber  que  entre  los'séres  terrestres  sólo  el  hom- 
bre ha  sido  hecho  á  imagen  y  semejanza  de  Dios,  ó  como  ensenaron 
Jesucristo  y  sus  apóstoles,  desenvolviendo  esta  idea  del  Antiguo 
Testamento,  que  es  inmortal  por  su  espinitu;  que  resucitará  su  carne, 
y  que  estácame,  convertida  en  sustancia  incorruptible  y  gloriosa,, 
continúa  vi  viendo  idéntica  y  eternamente  en  un  mundo  superior  (1).» 

(f )    Carpeptier,  Z#  Droitpayen,  III,  pág.  95. 
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No  autorizó  la  esclavitud:  con  la  doclrioa  evangélica  que  pro- 
clama á  los  hombres  hijos  de  Dios  y  redimidos  por  su  sangre,  no 
cabe  esta  distinción^  es  incompatible  ese*  estado.  Si  dentro  de  la  ley 
de  gracia  y  á  pesar  de  sus  saludables  máximas  la  esclavitud  conti* 
nuó  duraate  algunos  siglos,  fué  porque  ofrecia  dificultades  trasfor- 
mar  súbitamente  el  modo  de  ser  de  la  sociedad;  y  aun  siendo  fácil» 
la  Iglesia  no  lo  habría  hallado  conveniente;  pues  á  su  prudencia,  de 
todos  reconocida,  no  podía  ocultarse  el  peligro  de  semejante  tras- 
formación:  triunfó  de  ese  vicio  heredado  de  cien  generaciones  como 
logró  dominar  otros,  por  la  persuasión,  por  el  ejemplo,  por  la  pa- 
ciencia. Obra  fué  de  sus  máximas  humanitarias,  producto  de  sus 
incesantes  predicaciones,  la  emancipación  de  los  esclavos;  y  des- 
pués de  obtenida,  á  ellas,  deben  los  libertos  la  posesión  pacífica  de 
su  nuevo  estado,  los  derechos  inherentes  á  la  libertad. 

Tampoco  abatió  el  feudalismo;  pero  templando  por  la  manse** 
dumbre  el  ardor  guerrero  de  los  señores  feudales,  dulcificó  sus 
costumbres,  amparó  á  los  vasallos  y  creó  esa  atmósfera  de  paz  y 
tranquilidad  que  se  resfriraba  en  sus  alcázares  poblados  de  deudos 
y  servidores. 

En  presencia  del  cristianismo  que  santifica  la  pobreza  y  erige 
altares  ai  sacrificio,  los  hombres  se  distinguen  sólo  por  sus  virtudes^ 
y  esta  es  la  única  desigualdad.  No  hay  en  la  Iglesia,  como  «n  las 
sociedades  paganas,. patricios  y  plebeyos.  Inmensa  vocación  de  las 
gentes,  en  ella  caben  todos,  grandes  y  pequeños,  sin  distinción  de 
sexos  ni  edad,  de  colores  ni  razas;  ha  sido  y  es  el  único  £stado  en 
que  se  entra  y  se  asciende  sin  hacer  pruebas  de  nobleza;  el  hijo 
del  artesano  y  del  labrador,  clases  en  el  orden  civil  antes  tan  de- 
primidas, sale  del  taller  para  ceñir  á  sus  sienes  la  tiara  de  San 
Pedro. 

Esto  ha  hecho  el  cristianismo;  después  de  este  bosquejo,  trazado 
con  imparcialidad,  si  no  con  acierto,  seria  pueril  preguntar  qué 
elemento  ha  traido  al  derecho;  lo  ha  traido  todo;  yo  no  encuentro 
virtud;  no  encuentro  principio  digno  de  tal  nombre;  no  encuentro 
fuerza  alguna  social;  no  encuentro  religión  ni  moral  pública  ó  pri- 
vada que  no  esté  contenida ^n  el  principio  cristiano. 

V. 

El  elemento  germano,  la  vitalidad  de  ese  principio  que  unido  al 
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cristianismo  ha  sido  la  base  de  la  civilizacioD  moderna^  encarnó 
en  una  idea»  en  una  institución:  la  autoridad  real.  De  las  costum- 
bres de  aquel  pueblo,  más  ^aguerrido  que  culto,  deriva  esta  crea- 
ción jurídica  que,  informe  y  todo  como  delúó  ser  al  principio,  sim- 
boliza la  reunión  de  los  esfuerzos  individuales,  la  concentración  del 
poder.  Tácito  escribe:  «Los  germanos  escogen  sus  reyes  por  la  no- 
bleza^ sus  jefes  por  el  valor.  El  poder  de  los  reyes  no  es  indefinido 
ni  absoluto.  Los  jefes  manean  más  por  el  ejemplo  que  por  las  órde* 
nes:  á  la  cabeza  del  ejército  se  distinguen  por  su  autoridad  y  por 
su  previsión;  se  imponen  haciéndose  admirar»»  (1).  Los  caudillos  re- 
ciben gustosos  las  órdenes  del  más  bravo  de  todos,  el  primero  entre 
iguales,  alzándole  sobre  el  pavés  en  señal  de  vasallaje.  £sta  sumi- 
sión e^ontánea  produjo  la  institución  real,  pasajera  al  principio, 
pero  que  vino  á  ser  estable  cuando  la  conquista  les  sometió  una  po* 
blacioo  vencida,  para  cuyo  gobierno  necesitaron  conservar  la  orga- 
nización del  ejército.  (S).  La  monarquía  fué  la  estrella  que  guió  la 
marcha  de  los  pueblos  invasores;  el  curso  de  las  expediciones  mili- 
tares revela  siempre  el  nombre  de  un  guerrero  que  con  el  título  de 
rey  conduce  su  nación  á  la  conquista.  No  era,  no  podia  ser  un  po- 
der fuerte,  pues  contenia  en  su  mismo  origen  el  germen  de  la  debi- 
lidad. Recibida  de  la  elección  y  apoyada  únicamente  en  el  valor 
personal,  la  corona  que  daba  sombra  á  un  pueblo  no  protegia  la 
persona  de  los  monarcas:  era,  como  dice  un  escritor,  un  cerco  de 
hierro  que  valia  más  ó  menos,  según  la  cabeza  del  que  lo  llevaba. 
Posesionada  de  Europa,  fió  su  salvación  á  los  consejos  de  una  poli- 
tica  firme  y  previsora.  Monarcas  que  han  trasmitido  á  la  posteridad 
un  nombre  glorioso,  después  de  afianzar  sus  dominios  con  victorio- 
sa espada,  sustituyeron  al  principio  electivo,  causa  de  todas  las  re- 
vueltas, el  principio  hereditario;  doblaron  la  rodilla  al  cristianismo^ 
hicieron  paz  con  la  Iglesia;  y  bajo  sus  ins'^iraciones,  siempre  admi- 
rables por  su  espíritu  de  moderación  y  prudencia,  redujeron  á  es- 
crito las  costumbres  y  promulgaron  Códigos. 

Al  lado  de  la  monarquía  levantaba  sn  frente  el  compañerismo 
germano  con  pretensiones  de  un  poder  rival.  El  brillo  del  solio  enal- 
tecido por  las  funciones  palatinas,  comprometia  la  institución  y  ame» 
nazaba  su  existencia.  No  hubo  nación  que  interiormente  no  fuese 


(1)    Germanía,  VIL 

(t)    Davond  Oghioo.  Introd.,  cap.  XVL 


248  REVISTA  DI  LBOISLAClOir. 

conunoTida,  ni  cetro  qne  bo  foese  dispiiiadO)  ni  sobemite  qoe  iace- 
santemeole  combatida  no  abandonaGe  parte  de  bus  atribuios  á  la 
ambicioo  de  los  señores  feadales.  En  EspaSa  tuvo  el  trágico  fin  qoe 
eoD  mengua  recuerda  (a  historia;  pero  no  era  menester  que  la  iio* 
aeslidad  ofendida  de  otra  hermosa  Cava  hundiese  traidoramente  el 
puñal  en  el  corazón  de  la  monarqvia;  la  institución  monárquica  de- 
bía hallar  un  segundo  Guadalete  en  el  feudalismo. 

En  el  seno  del  régimen  feudal  la  monarquía  no  era  más  que  utt 
título  de  Sücerania,  El  rey,  dueño  en  sus  dominios^  no  ejercía  po-* 
der  alguno  de  administración  sobre  ios  de  los  grandes  yasallós  de- 
pendientes de  su  autoridad:  tenia  únicamente  en  espectatíva  la 
Yuelta  de  sus  feudos  á  la  corona,  ora  por  confiscación  en  caso  de  fe» 
lonía  juzgada  por  la  oérte  de  los  pares  ó  barones,  ora  por  be)*encia, 
ora  por  matrimonio  con  una  heredera  en  títulos^  ducados  ó  grandes 
posesiones;  ora  por  desheredación,  á  falta  de  heredero  Taron,  si  se 
trataba  de  una  proTineia  dada  en  heredamiento  (1). 

Contra  tan  tervible  enemigo  no  faltaron  á  la  monarquía  podero- 
sos auxiliares.  El  desarrollo  del  comercio  y  de  la  industria,  y  en 
España,  juntamente  con  esta  causa^  la  reconquista,  habian  produ- 
cido una  clase  numerosa,  inteligente,  activa,  cuya  genuina  expre- 
sión fueron  los  municipios,  los  concejos.  En  ese  elemenio,  desdeña- 
do por  el  feudalismo,  hallaron  los  monarcas  el  secreto  de  su  foerza: 
concediendo  á  los  ptreUos  exenciones  y  privilegios  que  asegurasen 
sn  libertad,  crearon  su  autonomía;  los  predispusieron  para  la  viéa 
del  Estado;  y  cuando  á  favor  de  esta  política  emprendida  con  pre- 
visión y  sostenida  con  perseyeraneia  lograron  crear  un  poder  r<^us- 
tOi  le  arrojaron  como  poderoso  ariete  contra  los  baluartes  de  la  aris- 
tocracia. 

La  Iglesia  vio  con  agrado  y  coniriboyó  con  su  legítima  inflaen- 
cia  á  una  evolución  capaz  de  asegurar  el  orden,  y  que  emancipando 
algunas  clases  volvía  por  los  fueros  de  la  dignidad  humana. 

£1  movimiento  jurídico  perfeccionó  la  obra.  Hasta  allí  oonslsiía 
la  legislación  en  fueros  y  cartas  pueblas,  verdaderos  prifUegioS' fal- 
tos de  sistema  que  presentaban  reducido  á  girones  el  principio  de 
unidad.  En  aqoel  nomentocritíco  el  derecho  f omano»  sepultado  etttrv 
et  polvo  que  los  pueblos  invasores  habian  levanUido  en  su  triunfal 

\{)    Laferriére.  Essai  sur  l'hUioire  du  Droitf raneáis  y  lome  premier, 
livre  cinquiéme. 
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csrrert,  aktndonó  su  sudario,  y  en  fotiM  gigMtesca  avanzó  para 
casqnialar  el  SNisdo  de  las  ÍDleligeneias,  como  las  armas  del  impe* 
fío  babiaii  en  oiro  tiem^  sojuigado  el  mundo  de  la  fuerza.  Su  voz, 
repetida  por  lo»  dauslros  y  las  UniTorsidades,  bailó  eco  en  escritos 
tieatíiioos  y  en  inmottales  Códigos,  como  lo  será  siempre  el  insigne 
Código  de  las  Pai tidas.  Algunos  le  censaran  suponiéndole  propicio 
al  despotismo;  pero  me  seria  imposible  participar  de  esta  opinión, 
ilespues  de  iteoorrer  bus  ley^ts  llenas  de  sabiduría  que  describen  las 
eh%iciooe8  del  monarea  y  explican  la  diferencia  que  existe  entre 
UD  rey  y  un  déspota. 

Este  derecho,  modificado  en  su  último  período  por  los  principios 
Sloióficos,  y  algo  tambiea  por  las  difinas  máximas  del  Evangelio, 
fandó  la  ínslituoioB  real,  porque  siendo  emínenlemenle  centraliza* 
áor^  coptenia  gérmenes  de  uatdad  favorables  á  la  monarquía. 

En  sumac  la  iustüocion  real  á  los  primeros  resplandores  de  la 
eiviKsacioii  sialió  la  necesidad  y  el  derecho  de  hacerse  reconocer 
como  poder  central  de  la  sociedad.  En  su  penosa  marcha  experi-* 
mentó  dificultades  que  detuvieron  su  progreso,  que  la  hicieron  pa- 
decer eclifise;  mas  en  el  siglo  XVI  babia  por  fin  arribado  al  apogeo 
de  M  poder. 

£1  príoeípio  dominante  rn  el  orden  político,  naturalmente  se 
imponía  á  las  institueiaeos  civiles,  por  lo  que  es  llegado  el  momento 
de  apreciar  sa  ittflojo' sobre  el  dwecbo  privado.  Al  tocar  este  puftto 
Bo  puedo  pasar  en  silencio  un  acontecimiento  que  ha  ejercido  en 
todos  los  óráenes  de  la  vida  decisiva  influencia,  por  más  que  desde  el 
fondo  ée  mi  corazón  la  deplore  con  la  conciencia  de  hombre  honra* 
do  y  de  escritor  católico.  Me  refiero  á  la  reforma.  £1  protestantismo 
trajo  una  kgislacioD  especial  para  los  protestantes  entre  tí  y  en  sus 
rdacíooes  con  los  católicos,  legislación  que  principiando  por  la  fa- 
milia y  acabando  por  el  Estado^  llevó  la  anarquía  á  las  esferas  to- 
das del  Bereeho.  For  dicha  para  nuestro  país,  aquel  elemento  sofo- 
cado-en  sos  gérmenes  no  penetró  en  las  costumbres,  ni  tuvo  en- 
trada en  la  legislación.  Debo,  pues,  examinarla  á  la  luz  de  la  uní* 
dad  religiosa  que  se  desarrolla  en  el  curso  de  su  historia,  principio 
ventnroso  que  hasta  el  día  ha  presidido  en  sus  determinaciones. 

La  imiilta  continuó  sin  alteración  cual  la  habían  definido  los 
Códigos  y  consagrado  los  siglos:  su  base  fué  el  matrimonio  eanóni* 
co.  Elevado  á  la  categoría  de  sacramento^  la  potestad  civil,  que  veía 
fielmente  reproducidas  por  la  Iglesia  sus  leyes,  no  pensó,  no  debia 
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pensar  en  disputarle  la  facultad  que,  por  instítucioD  divina^  lecom- 
pelia  para  legislar  sobre  él:  aceptó  su  ritualidad  y  dejó  á  su  encar- 
go señalar  y  dispensar  los  impedimentos  que  obstan  á  sn  celebra* 
cion.  Fulminó  severas  penas  contra  los  que  celebrasen  matrimonios 
clandestinos,  sin  señalar  sus  notas,  reservando  á  la  Iglesia  el  definir 
la  clandestinidad.  Puso  fuera  de  controversia  la  perpetuidad  det 
matrimonio,  estatuyendo^  de  acuerdo  con  ella,  las  causas  de  su  nu- 
lidad y  del  divorcio,  y  le  reservó  el  conocimiento  de  tan  delicadas 
cuestiones.  Si  exigió  el  consentimiento  paterno,  no  declaró,  como 
alguna  vez  ha  sucedido,  que  la  falta  de  este  requisito  produjese 
nulidad. 

La  igualdad  personal  de  la  mujer,  su  dignidad  moral,  quedó 
asegurada  por  la  ley  evangélica  que  la  equipara  al  marido.  Falta* 
ba  definir  su  capacidad  juridica,  pues  ni  la  ley  gótica  ni  la  de  Par* 
tida  contienen  reglas  precisas,  y  las  Cortes  de  Toro  suplieron  su  si- 
lencio, fijando^  por  varias  leyes  que  han  merecido  elogio  de  los  sá* 
bios,  el  lugar  que  ocupa  en  la  familia. 

No  omitió  la  legislación  visigoda  la  parte  relativa  á  los  hijos; 
pero  las  leyes  del  Fuero  Juzgo,  con  ser  tan  acabadas,  pecaban  de 
insuficiencia:  concedían  á  la  madre  derechos  sin  declarar  su  natu- 
raleza,  sin  decidir  de  un  modo  categórico,  si  se  los  conferia  como 
madre  ó  como  tutor  a.  Habló  de  las  adquisiciones  de  los  hijos  con 
igual  oscuridad^  aludiendo  de  una  manera  incompleta  á  su  proce*- 
dcncia  y  destino.  Acaso  por  esto  mismo,  por  la  superioridad  que 
sobre  tan  deformes  precedentes  tenia  el  Código  de  Partida,  su  siste- 
ma prevaleció,  verdaderamente  en  algunas  cosas  sin  bastante  mo- 
tivo: cambió  la  patria  potestad  en  un  patriarcado,  extendiéndola  á 
toda  una  descendencia:  privó  de  ella  á  la  madre,  prefiriendo  á  lob 
fueros  de  paternidad  los  oficios  de  la  tutela,  y  restableció  la  imeja  y 
prhviiegiada  división  de  los  peculios. 

Copió  con  servil  espíritu  las  causas  por  las  que  se  extingue  6 
suspende  la  patria  potestad;  causas  á  las  que  la  ley  de  Toro  au- 
mentó la  emancipación  por  el  matrimonio,  honor  dispensado  i  esta 
institución  y  á  la  inauguración  de  una  nueva  familia. 

Si  en  otras  naciones  hubo  diferencias  entre  las  provincias  de 
derecho  escrito  y  el  consuetudinario^  aquí  hubo  contienda  entre 
precedentes:  la  lucha  se  empeñó  entre  dos  legislaciones:  lucha  res- 
pecto al  estado  de  las  personas  y  el  patrimonio  do  las  familias.  La 
legislación  goda  introdujo  las  arras  y  los  gananciales:  la  de  Partidas 
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la  dote  romana:  dos  inslituciones  aparentemeote  incompatibles, 
pero  armonizadas  por  la  ley,  que  han  continuado  hasta  nuestros 
días,  sin  confundirse  ni  rozarse,  cumpliendo  su  respectivo  fin  en  la 
familia. 

Ningano  de  los  dos  precedentes  admite  la  libre  testaraentif&c* 
cion,  pues  aunque  el  gótico  la  tuvo  en  sus  principios,  como  antigua- 
mente la  había  profesado  el  romano,  los  dos  la  abandonaron  por 
un  sistema  obligatorio  de  herencia.  En  punto  á  legítimas^  la  legis- 
lación romana,  que  dio  la  pauta,  no  constituye  regla:  la  legitima  es- 
pañola es  la  del  Fuero  Juzgo,  legilima  forzosa,  allí  modificada,  en 
interés  de  los  padres,  con  el  sistema  de  mejoras.  A  completar  la  ma- 
teria vinieron  las. leyes  de  Toro  dictando  nuevas  disposiciones  so- 
bre sucesiones  hereditarias  á  favor  de  los  ascendientes  y  de  los  hi- 
jos  ilegítimos. 

La  troncalidad  desapareció  como  principio  de  derecho,'  si  bien 
se  respeta  en  las  provincias,  donde  rige  por  fuero  y  costumbre,  co- 
mo un  homenaje  á  la  tradición  y  al  sentimiento  de  familia.  El  ma- 
yorazgo, regido  antes  por  costumbre,  recibió  forma  legislativa  y  con 
ejia  on  desarrollo  acaso  inconveniente. 

A  la  agnación  reemplazó  otro  principio  más  conforme  con  las 
máximas  de  la  razón  y  la  sana  filosofía.  Imitando  á  Justiniano,  que 
procuró  amoldar  las  instituciones  al  cambio  verificado  en  las  cos- 
tumbres, la  sucesión  consulta  las  inspiraciones  del  corazón  y  defie- 
re la  here-ncia  por  el  orden  que  presume  que  habria  guardado  el 
testador,  si  hubiese  podido  expresar  su  voluntad. 

No  renunció  á  las  teorias  romanas  en  su  parte  más  técnica,  la 
materia  de  obligaciones,  últimas  voluntades  y  procedimientos;  pero 
el  derecho,  esencialmente  progresivo,  usó  de  cierta  lihertad  pruden-* 
te,  y  merced  á  una  reforma  que  en  la  historia  de  nuestros  ordena- 
mientos ha  llegado  á  ser  célebre,  simplificó  su  ritualidad,  dictó  re- 
gias más  sencillas  sobre  contratos,  testamentos  y  juicios. 

La  condición  de  las  personas  gradualmente  mejorada,  presenta- 
ba, no  obstante,  algunos  lunares.  Los  Códigos  consagran  el' princi- 
pio de  la  desigualdad  civil.  Los  nobiliarios,  el  Fuero  Viejo,  por 
ejemplo,  en  que  más  campea  el  privilegio,  establece  entre  los  hom- 
bres libres  desigualdades  irritantes.  En  vano  la  autoridad  real  rei- 
vindicando sus  derechos  declara  que  al  Bey  pertenecen  cuatro  co- 
sas: justicia^  fonsadera,  moneda  6  los  $uo$  yantaren  uno  tras  otro 
deja  arrebatarse  estos  florones  de  su  corona,  y  como  si  perderlos 
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caso  DO  traspasó  sus  justos  limites;  habia  sido  auxiliada  en  su  cam- 
pana contra  el  feudalismo  por  el  pueblo  y  por  el  clero,  y  se  puede 
demostrar  que  pagó  coo  ingratitud  á  tan  generosos  auxiliares.  Pero 
el  tercer  Estado,  creyendo  ser  nada,  pretendió  serlo  todo,  y  pre- 
sentó su  memorial  de  agravios  en  una  época  por  extremo  peligrosa. 
La  sociedad  estaba  en  crisis:  la  reforma  protestante,  atrayéndole 
con  voz  de  sirena,  le  infundió  su  espíritu  anticristiano;  la  impiedad 
pervirtió  su  inteligencia;  el  paroxismo  ofuscó  su  razón  y  la  deses- 
peración armó  su  brazo;  enlóoces  la  democracia  dejó  d«  ser  una 
idea^  fué  una  furia:  en  nombre  de  una  filosofía  materialista  y  atea, 
aspiró  á  regenerar  la  humanidad;  como  torrente  desbordado,  rom- 
pió los  diques  de  la  tradición  y  de  la  historia,  y  con  las  lanzas  y  las 
picas  de  que  se  habia  servido  para  rasgar  los  viejos  pergaminos  se 
puso  á  escribir  los  derechos  del  hombre,  y  fijó  en  las  fronteras  de' 
tiempo  una  fecha  para  siempre  memorable,  el  ano  de  1789.  Des- 
pués  no  debo  recordar  lo  que  pasó;  nueva  Medea,  huyó  á  refu- 
giarse bajo  la  victoriosa  espada  del  Capitán  del  siglo;  y  amparada 
por  el  prestigio  de  su  nombre,  la  democracia  que  habia  trasformado 
la  sociedad  infiltró  su  espíritu  revolucionario  en  la  legislación.  Pu- 
blicados los  Códigos  de  Napoleón,  con  los  cuales,  aun  más  que  por 
las  armas,  ha  logrado  imponerse  al  mundo,  los  sabios  alborozados 
saludaron  el  advenimiento  pacifico  de  la  idea  democrática.  No  les 
disputaré  este  mérito:  sin  embargo,  me  permito  preguntar:  ¿esos 
Códigos  fueron  una  imposición  ó  la  inspiración  natural  y  espontánea 
de  la  democraciaf  Sabemos  que  son  la  realidad,  ¿pero  son  su  ver- 
dadero ideal?  Me  conviene  fijar  este  supuesto,  porque  no  intento 
analizar  tales  Códigos,  sino  describir,  si  acierto,  lo  que  es,  lo  que 
representa  el  principio  democrático.  Para  esto,  según  mi  método, 
voy  á  examinar  su  espíritu' de  familia,  su  tendencia  social. 

VIL 

La  familia  es  una  institución  civil,  pero  tan  trascendental,  que 
la  religión  la  ha  bendecido,  la  ha  santificado  siempre.  El  matrimo- 
nio, del  cual  trae  origen,  ha  sido  en  todos  los  pueblos,  con  excep- 
ción de  alguno  semisalvaje,  un  acto  religioso.  En  los  idólatras  los 
presidia  el  Dios  del  hogar.  Entre  ios  hebreos  fué  una  solemnidad 
del  culto,  recuerdo  de  la  sublime  ceremonia  que  tuvo  á  Dios  por 
autor  en  los  felices  días  del  paraíso.  En  la  ley  de  gracia,  de  la  cual 
era  la  antigua  imagen  y  figura,  Jesucristo  le  elevó  á  sacramento. 


INFLUINCIA  DKL  PRINCIPIO  DEMOCRÁTICO.  288 

No  parecía  probable  que  pueblos  alambrados  por  la  luz  del 
Evangelio  desconocieran  su  carácter,  abandonaran  su  santidad  que 
Un  conforme  es  con  los  fines  de  la  institución;  pero  el  poder  tem- 
poral, divorciándose  de  la  Iglesia,  y  con  el  propósito,  según  se  dice, 
de  secularizar  las  instituciones,  ha  inventado  el  consorcio,  el  ma- 
trimonio civil.  ¡Qué  desgracia!  £1  prestigio  de  esta  institución  no 
proviene  de  la  ley  ni  reconoce  por  base  la  voluntad.  Antes  que  esta 
consienta,  y  en  el  acto  que  consiente,  hace  la  religión  lo  que  la  vo- 
luntad por  sí  sola  no  puede:  obra  una  maravilla  y  diviniza  lo  que 
sin  ella  seria  un  pecado,  seria  un  crimen.  No  temo  en  afirmar  que 
sin  la  intervención  de  su  poder  sublime  la  unión  de  los  sexos  no  es 
«bjeto  de  obligación,  no  es  materia  licita  de  contrato.  Se  necesita 
nna  virtud  más  poderosa  que  el  pudor  para  que  el  mundo  vea,  sin 
escandalizarse,  rasgar  ácada hora  el  velo  del  pudor.  Los  hombres 
que  por  el  empeño  de  secularizar  la  legislación  solo  atienden  á  los 
efectos  civiles,  rebajan  el  matrimonio  y  divinizan  el  concubinato. 
Guárdenos  el  cielo  de  caer  en  semejante  aberración,  de  contribuir 
indirectamente  á  tan  grave  calamidad.  Dado  el  primer  paso  fuera 
del  camino  de  la  verdad  que  conduce  á  la  vida,  se  siguen  sendas  de 
perdición  que  llevan  al  abismo.  En  las  páginas  de  la  democracia, 
tan  temible  por  sus  abusos,  escribe  ya  alguna  escuela  una  frase  que 
no  puedo  pronunciar  sin  rubor:  el  amor  libre. 

La  familia  fia  sus  altos  destinos  á  la  perpetuidad  del  matrimonio: 
la  indisolubilidad  del  vínculo  conyugal  es  su  condición,  su  garantía. 
Ninguno  cumple  esta  condición,  ninguno  es  indisoloble  más  que  el 
religioso.  El  divorcio,  entre  los  pueblos  paganos  rara  vez  permitido, 
tenia  logar  entre  misterios  y  ritos  espantosos.  La  religión  cristiana, 
exenta  de  las  supersticiones  del  paganismo,  emplea ,  sin  embargo, 
el  mismo  rigor,  la  misma inflexibilidad.  Ni  la  ley  natural  ni  la  evan- 
gélica han  transigido  jamás  con  el  divorcio.  Moisés,  que  no  pudo 
negar  á  su  pueblo  algunas  cosas  por  la  dureza  de  su  corazón,  le 
permitió  el  repudio  con  dificultad  y  en  caso  especialisimo,  sólo 
cuando  la  mujer  dejase  de  ser  agradable  al  marido  en  razón  de  al- 
guna torpeza. 

Jesucristo,  preguntado  por  los  fariseos  si  era  licito  á  un  hombre 
repudiar  á  su  mujer  por  cualquiera  causa,  contestó:  «¿No  habéis 
leido  que  el  que  hizo  al  hombre  desde  el  principio  varón  y  hembra, 
los  hizo  y  dijo:  por  esto  dejará  el  hombre  padre  y  madre,  y  seayun-  á 

tara  á  su  mujer  y  serán  dos  en  una  carne.  Asi  que  ya  no  son  dos. 
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sino  U0a  carne.  Por  tasto,  lo  que  Dios  junio  el  hombre  no  lo  se- 
pare?.... (<)» 

Ahora  bien:  si  la  Hnion  conyugal  no  es  más  que  un  contrato,  el 
consentimieAlo  que  le  forma  puede  disolyeile.  £1  iegisiador  que  ha- 
bía asentado  el  principio,  no  retrocedió,  no  debía  retroceder  ante  sa 
consecuencia.  La  ley  de  20  de  Setiembre  de  i79B  iotrodnjoel  divor* 
cío  por  consentimiento  métuo  en  nombre  de  la  libertad  indimdualqafí 
resultaría  menoscatMida  por  un  compromiso  indisoluble.  El  Código 
napoleóBÍco  declara  que  el  consentimiento  mütiio  y  perseverante  de 
los  esposos  expresado  de  la  manera  que  detemina,  bajo  las  condi- 
ciones y  según  las  pruebas  que  establece,  acreditará  snfieientenen- 
qne  la  vida  cooran  les  es  insoportable,  y  que  existe  para  ellos  cansí 
perentoria  de  divorcio  (2).  Cierto  es  que  la  ley  de  8  de  Mayo  de 
Í816  rechazó  el  divorcio  por  el  consentimiento,  y  que  loa  Códigos 
modernos,  legislando  sobre  el  matrimonio,  estatuyen  que  es  por  su 
naturaleza  perpetuo  é  indisoluble;  pero  la  democracia,  que  biso 
prevalecer  ese  principio  en  la  legislación,  pide  su  restaUeciiDiento 
en  nombre  de  la  lógica  y  de  la  libertad  individual.  Si  hasta  el  dia 
ba  sucumbido,  posible  es,  casi  seguro,  qve  triunfe  por  fin  en  su  de- 
manda; y  ¡ay  de  la  sociedad!  ¡A.y  de  las  familias  el  dia  que  el  di- 
vorcio definitivamente  se  establezca! 

Mientras  en  Roma,  aunque  pagana,  existió  el  matrimonio  reli- 
gioso, las  costumbres  fueron  puras  y  raros  los  casos  de  sn  disolu- 
ción: coando  relegadas  por  inútiles  las  antiguas  solemnidades  d 
matrimonio  descendió  á  la  categoría  de  simple  contrato,  el  divorcio 
fué  un  cáncer  para  las  familias,  el  lujo  de  los  poderosos,  el  abuso 
que  con  desdoro  de  su  sexo  ha  dado  triste  celebridad  á  las  matro»- 
nas  y  á  las  libertinas.  La  inmoralidad  triunfa  empezando  por  cor- 
romper los  matrimonios:  cuando  la  corrupción  llega  á  sn  coitto,  de- 
cia  el  tribuno  Carien  Nisas,  el  divorcio  se  muestra  al  descubierto  es- 
coltado de  todos  los  males,  dc*iodos  los  desastres,  del  asesinato;  y^ 
aún  no  es  todo:  ¿cuál  fué  el  cimiento  de  los  triunviratos  y  de  las 
dictaduras  que  ensangrentaron  á  Roma  y  al  mundo?  El  divorcio. 
La  historia  registra  el  de  Pompeyo  por  orden  de  Sila,  el  de  Antonio 
y  etros.  Las  tablas  de  proscripción  y  los  libelos  de  divorcio  se  firman 
en  el  mismo  lugar  y  en  la  misma  h«ra:  la  familia  es  destrozada;  el 


(\)    Evangelio  de  SL  Mateo ^  cap.  XIX,  vers.  4  y  stg. 
(í)    Arl.SI33. 
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mundo  desolado;  las  lágriíaas  de  las  esposas  y  la  sangre  de  los  pue- 
blos corren  al  mismo  tiempo  (1). 

La  autoridad  del  marido  es  un  hecho  Constante  en  la  familia, 
necesario  para  su  conservación.  El  Supremo  Hacedor  dio  la  regia 
señalando  á  la  madre  del  humano  linaje,  después  de  la  primera 
culpa,  el  lugar  qu^habia  de  ocupar  en  ella etíarás  baja  la  po- 
testad del  marido  y  él  tendía  domimo  sobre  tí  (S).  A  los  pueblos 
idólatras  llegó  edle  precepto  cojno  vago  rumor  de  una  toz  perdida. 
Cierta  cultura  informe  en  que  el  principio  natural  pugnaba  con  el 
sentimiento  religioso,  desfiguró  la  tradición  y  engendró  la  servi- 
dumbre. En  las  primitivas  familias,  la  autoridad  marital  reconoció 
por  fundamento  la  necesidad  del  caito,  y  se  explica  por  la  religión: 
en  el  pueblo  romano  toma  forma  política,  y  la  explica  el  poder:  en- 
tre los  septentrionales  es  producto  de  la  superioridad  del  sexo,  y  la 
explica  la  fuerza. 

La  mujer,  como  si  procediera  de  diversa,  de  inferior  especie^ 
tuvo  escasa  consideración,  á  lo  cual  contríbuian  no  poco  sus  desór- 
denes, antes  que  el  Evangelio  viniera  á  constituir  su  tabla  de  dere» 
chos.  San  Pablo,  el  apóstol  de  las  genC&',  operó*decididamente  su 
emancipación,  explicando  el  sentido  místico  del  matrimonio,  la  cla- 
se de  dependencia  en  que  le  coloca  respecto  de  su  marido,  sus  de- 
rechos y  deberes  recíprocos.  «Las  mujeres  estén  sujetas  á  sos  ma- 
ridos como  al  Señor.  Porque  el  marido  es  cabeza  de  la  mujer,  como 
Cristo  es  cabeza  de  la  Iglesia,  de  la  que  el  mismo  es  Salvador,  como 
de  su  cuerpo.  T  así  como  la  Iglesia  está  sometida  á  Cristo^  así  lo 
estén  las  mujeres  á  sus  maridos  en  todo.  Vosotros,  maridos,  amad 
á  vuestras  mujeres  como  Cristo  amó  también  á  la  Iglesia  y  se  en- 
tregó á  sí  mismo  por  ella  (o).» 

La  Iglesia  ha  fijado  por  estas  máximas  de  una  manera  irrevoca- 
ble la  suerte  y  el  destino  de  la  mujer  casada.  El  antiguo  derecho 
de  vida  y  muerte  se  ha  traducido  por  un  deber  de  protección.  Los 
fueros  que  representan  el  elemento  germano,  los  aristocráticos^  fue- 
ros ios  más  favorables  al  principio  autoritario,  el  Código  de  las  Par- 
tidas que  llama  al  marido  señor  y  cabeza  de  la  mujer,  ninguno  le 
otorga  una  autoridad  despótica.  Los  Códigos  publicados  en  nuestros 


(1)    Dise,  n, 

(S)    Génesis,  cap.  III,  vers.  16. 

(3)    Carla  á  los  BphesioSj  cap.  Y,  vers.  SI  y  sig. 
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días  toman  por  modelo  el  francés,  cuyo  art.  213  declara  que  el  ma- 
rido debe  protección  á  su  mujer  y  la  mujer  obediencia  al  marido. 

Y  ¡quién  lo  creyera!  Ese  artículo  que,  de  una  manera  tan  sua- 
ve, funda  las  relaciones  de  familia;  ese  artículo,  sólo  por  hablar  de 
obediencia,  ha  sido  denunciado  con  verdaderos  clamores  de  indig- 
nación. Esta  palabra  malsonante  parece  una  brutalidad  legislativa 
indigna  de  las  naciones  civilizadas.  No  hay  unp  solo  de  los  escritos 
ó  discursos  en  que  se  reivindiquen  los  derechos  de  la  mujcr^  que  no 
le  saque  á  la  vergüenza.  En  una  conferencia  acerca  de  la  mujer  ea 
el  siglo  XIX,  Pelletan  la  emprende  con  Napoleón  I,  á  quien  acusa 
de  ser  su  autor.  Hablar  de  la  obediencia  de  la  mujer  es  organizar 
el  matrimonio  como  un  regimiento:  hablar  de  la  protección  debida  á 
la  mujer  por  el  marido,  es  hacer  una  injuria  gratuita  á  los  hombres. 
M.  Mili  dice  que  el  matrimonio  es  la  única  servidumbre  real  reco- 
nocida por  las  leyes:  no  hay  otra  esclava  reconocida  por  la  ley,  sino 
la  dueña,  el  ama  de  cada  casa  (1). 

¡Qué  delirio!  Para  vivir  de  ciertas  ilusiones,  se  necesita  desco- 
nocer la  humanidad  y  rasgar  la  historia.  Cuando  la  tiranía  reinaba 
en  el  hogar  doméstico,  tiempos  odiosos  que  no  pretendo  resucitar, 
las  mujeres  no  eran  libres;  pero  esas  mujeres  se  llamaban  Lucrecia 
ó  Virginia,  cuya  sangre  inocente  dio  al  pueblo  la  libertad;  ó  eran 
la  madre  de  Coriolano  que  salva  la  patria;  ó  la  madre  de  los  Gra- 
cos,  Cornelia,  la  ilustre  hija  de  los  Escipiones.  Más  larde  se  des- 
preció el  matrimonio,  porque  para  gustar  sus  encantos  el  corazón 
no  era  bastante  puro,  y  las  mujeres  sacudieron  su  yugo;  pero  en 
aquel  tiempo,  el  de  su  independencia  y  que  debia  ser  el  de  su  gran* 
deza,  el  de  su  esplendor,  juzgúese  de  su  condición  por  las  siguien* 
tes  palabras  de  Mételo  Nuroídico,  en  su  censura  dirigida  al  pueblo: 
uSi  fuese  posible  no  tener  mujer,  nos  libraríamos  de  este  mal.  Pero 
como  la  naturaleza  ha  establecido  que  apenas  se  puede  vivir  feliz 
con  ellas,  ni  subsistir  sin  ellas,  es  preciso  atender  más  á  nuestra 
conservaciou  que  á  una  satisfacción  pasajera.» 

Téngase  esto  presente:  la  historia  se  copia:  la  lógica  de  los  he- 
chos es^  si  cabe,  más  inflexible  que  la  de  los  principios.  La  situa- 
ción de  la  mujer  en  la  familia  ¿será  realmente  un  problema  social? 
¿Puede  producir  conflictos  una  doctrina  que  tiene  por  legislador  al 
mismo  Dios? 

(I)    Baudritlart,  La  f amule  et  Veducation^  pág.  134. 
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El  matrimoDÍo  extiende  sus  efectos,  no  solo  á  las  personas,  sino 
á  los  bienes  de  los  cónyuges:  juntas  caminan  las  relaciones  perso- 
nales y  las  económicas.  Diversos  sistemas  se  han  producido  relati* 
vamenle  al  patrimonio  de  las  familias:  los  principales,  la  dote  y  la 
sociedad  conyugal.  La  dote  de  origen  romano,  y  que  alli  desempe- 
ñó altísimos  fines,  supone  la  separación  de  intereses:  la  sociedad 
conyugal,  producto  de  las  costumbres  germanas,  representa  la  uni- 
dad. Los  dos  sistemas  pueden  amalgamarse  éomo  acontece  en  Es- 
paña, ó  desenvolverse  en  línea  paralela  como  ha  sucedido  en  Fran- 
cia, donde  las  provincias  de  derecho  consuetudinario  observaban  la 
comunidad  y  las  de  derecho  escrito  el  régimen  dolal.  Larga  y  em- 
peñadamente contendieron  los  oradores  que  tomaron  parte  en  la 
discusión  del  Código  sobre  la  preferencia  entre  ambos  sistemas; 
pero  el  pleito  terminó  por  transacción,  como  en  general  todos  aque- 
llos en  que  se  debaten  las  delicadas  cuestiones  de  la  vida  civil.  La 
ley  ordena  que  los  cónyuges  manifiesten  si  desean  vivir  sometidos 
al  régimen  dotal  ó  al  de  la  comunidad:  en  el  último  caso,  les  per- 
mite modificarle  porotos  pactos  que  indica^  ó  los  que  tengan  por 
conveniente,  y  aun  por  cláusulas  que  aumentan  á  los  anteriores  un 
tercer  régimen:  la  exclusión  de  la  comunidad  y  la  separación  de 
bienes. 

Esta  reforma  ha  sido  aplaudida  por  algunos  jurisconsultos  que» 
en  la  libertad  de  acción  dejada  á  los  contrayentes»  pretenden  des- 
cubrir el  in&ujo  del  principio  cristiano.  To  no  tengo  tanta  fortuna. 
En  este  sistema  late  á  mi  entender  el  espíritu  emancipador  que  ca- 
racteriza la  época  presente.  Conozco  que  precave  los  conflictos  que 
entre  los  cónyuges  pueden  surgir  por  cuestión  de  intereses.  No  le 
censuro  ni  le  discuto:  propongo  únicamente  que  al  constituir  una 
nueva  familia^  no  se  la  dé  por  base  un  principio  de  desconfianza; 
que  no  se  amplíe  la  capacidad  jurídica  de  la  mujer  á  expensas  de 
los  derechos  del  marido  como  cabeza  y  jeFe  de  la  casa. 

La  familia  es  una  institución  natural,  y  la  patria  potestad  obra 
predilecta  de  la  naturaleza.  No  hay  lazos  más  fuertes  que  los  de  la 
sangre,  ni  autoridad  más  legítima  que  la  de  la  paternidad.  A  enal- 
tecer esta  institución,  que  se  presentaba  á  la  vista  de  las  primeras 
edades,  rodeada  de  encantos  y  prestigios,  debieron  concurrir  y  con- 
currieron la  religión  y  el  poder  civil.  La  religión  prest<yal  padre  su  . 
carácter  religioso  y  le  hizo  sacerdote :  el  poder,  los  atributos  de  la  '  j 
majestad  y  le  hizo  rey.  En  todos  los  pueblos  tuvo  igual  fisonomía 
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y  podría  estudiarse  su  desarrollo,  pero  debe  ser  preferido  el  roroaoo 
que  ios  eclipsa  á  todos.  La  patria  potestad  llena  toda  la  historia  de 
este  pueblo. 

Mientras  las  costumbres  se  mantuvieron  puras,  los  hijos  Tueron 
sumisos  y  los  padres  do  abusaron  de  su  poder.  Si  Manlio  sacrificó  á 
su  propio  hijo^  y  Aulo  Fulvio  al  suyo  comprometido  en  la  conjura- 
ción de  Catilina;  en  el  primer  caso  damandaba  este  rigor,  aunque 
costoso  á  la  sensibilidad,  la  disciplina  militar;  en  el  olro^  la  salud 
de  la  patria.  Pero  hijos  de  familia,  educados  en  la  severa  discípHna 
doméstica^  fueron  los  Fabios  y  los  Escipiones,  y  aun  los  Marios  y 
Silas;  aquellos  capitanes  y  jurisconsultos  insignes  que  no  solo  su-* 
pieron  conquistar  el  mundo^  sino,  lo  que  es  más  difícil,  darle  go- 
bierno y  leyes. 

En  el  período  de  la  decadencia,  la  corrupción  que  degradó  to- 
das las  instituciones,  manchó  también  la  patria  potestad:  el  poder 
del  padre  se  convirtió  en  tiranía,  y  la  obediencia  del  hijo  en  abycc- 
cion  y  bajeza.  Jesucristo,  que  enalteció  á  la  mujer  y  predicó  la 
dignidad  del  hombre;  Jesucristo,  que  santificó  los  poderes  legíti- 
mos^ rehabilitó  el  poder  paterno,  restituyéndole  sus  condiciones  na- 
turales. ¿De  quién,  sino  del  cristianismo,  provienen  las  sabias  má- 
ximas que  abundan  en  los  trabajos  legislativos?  ¿Dónde,  sino  en  las 
fuentes  purísimas  de  la  Iglesia,  bebieron  los  autores  de  nuestros  in- 
mortales Fueros  sus  magníficas  enseñanzas  sobre  la  familia  y  los 
derechos  de  los  padres?  Ta  no  dicen,  como  en  otro  tiempo,  que  el 
padre  tiene  derecho  de  vida  y  muerte  sobre  sus  hijos.  Él  Código 
Alfonsino  que,  con  colorido  perfectamente  romano,  define  la  patria 
potestad  poder  é  miorio  que  han  los  padrea  sobre  los  hijos  según 
natura  é  segnn  fuero,  declara  que  este  poder  no  es  el  que  tiene  el 
señor  sobre  el  esclavo,  ni  la  jurisdicción  que  ejercen  los  Magistra- 
dos^ sino  que  se  toma  por  ligamento  de  reverencia  é  de  snbieccion  í 
de  eastigamiento  que  debe  haber  d  padre  sobre  el  hijo;  y  añade  que 
el  castigamienío  debe  ser  con  mesura  éeon  piedad  (1). 

La  patria  potestad,  simbolizada  por  un  precepto  enérgico  y  has- 
ta despótico^  saca  hoy  su  fórmula  de  un  principio  moral;  la  conse*- 
cuencia  debe  ser  una  completa  irasformacion  en  este  estado.  El  Có* 
digo  francés,  en  otros  países  reproducido,  otorga  al  padre  derecho 
absoluto  de  dífeccion  basta- los  veintiún  años;  de  corrección  judicial 

(I)    Part.  4,  tít.  XVn. 
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hasta  los  diez  y  seis;  de  oposición  al  matrimonio  hasta  los  veiiiticio- 
€0,  No  puede  afirmarse,  eo  absoluto,  que  esté  desarmado  eo  la  fa- 
milia» si  se  atiende  á  las  {acuitades  de  que  le  reviste  la  ley;  pero  la 
debilidad  de  ese  poder^  su  desprestigio  consiste  en  el  espíritu  eman- 
cipador que  informa  todas  las  instituciones,  y  que  en  la  familia» 
más  que  en  ninguna,  hace  notar  su  pernicioso  influjo.  ¿Qué  necesi- 
dad hay  de  desarmar  al  padi^e?  Medio  más  eficaz  para  enervar  su 
poder  es  emancipar  al  hijo. 

£1  principio  democrático  profesa,  respecto  á  la  familia,  teorías 
disolventes:  no  atreviéndose  á  negarla,  absurdo  á  que,  sin  embargo, 
llega  en  sus  arranques  de  paroxismo,  pretende  deshacerla  estable- 
ciendo incompatibilidades  entre  el  hogar  y  el  foro,  entre  el  hijo  y  c  i 
ciudadano.  Yacherot  dice:  «la  familia  moderna  tiene  demasiada  in- 
fluencia sobre  la  ciudad:  pero  una  influencia  que  la  abate  y  la  de- 
bilita en  lugar  de  levantarla  y  fortificarla.  Para  ella  es  una  causa  de 
servidumbre  más  que  de  libertad.  En  lo  antiguo  la  ciudad  oprimia 
á  la  familia.  Hoy  la  familia  tiene  omnipotencia  sobre  el  hijo  y  sobre 
el  hombre,  pero  de  la  cual  usa  frecuentemente  para  enervar  al  uno 
y  gastar  al  otro»  (1).  El  régimen  doméstico  dirigido  por  la  prudeu- 
cia  del  padre  y  las  piadosas  inspiraciones  de  la  madre,  verdadero 
ángel  del  hogar;  ese  régimen  es  incompatible  con  las  exigencias  de 
esta  escuela  que  desea  emancipar  al  hijo  para  ejercer  sobre  él  un 
imperio  absoluto  y  exclusivo.  Si  no  le  reivindica  en  nombre  del  Es- 
tado,  como  con  ruda  fraiiqaeza  en  las  crisis  supremas  ha  tenido  el 
valor  de  declararlo,  proclama  con  voz  alta  que  el  tiempo  de  los  pa*- 
dres  absolutos  ha  pasado;  siembra  en  el  corazón  de  los  hijos  injus- 
tas desconfianzas  que  les  hacen  considerar  la  autoridad  de  los  pa* 
•dres  como  atentatoria  á  los  derechos  de  su  personalidad:  lisonjea  su 
orgullo  con  el  espíritu  de  una  insolente  fiscalización^  y  produce  y 
mantiene  en  la  familia  lo  que  gráficamente  se  llama  la  decadencia 
del  resfetú.  Esfa  frase  describe  la  época.  Aunque  solo  hubiera  este 
síntoma,  me  bailarla  para  desconfiar  de  la  generación  aaual  y  ler 
mer  por  su  porvenir,  si  la  sociedad  no  se  corrige.  ¿Qué  será  lo  que 
se  respete  hoy  en  el  mando?  No  hay  institución  divina  y  humana; 
no  hay  mérito  individual,  por  superior  que  sesC,  capaz  de  inspirar 
respeto.  Nuestra  sociedad  democrática  recuerda  al  vivo  la  pintura 
que  ha  hecho  Platón  del  interior  de  las  casas  en  ua  estado  social 

(I)    la  democraiie^  chapitre  V. 
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-Nioguna  razón  justifica  la  especie  de  incompatibilidad  que  pre* 
tende  establecerse  entre  los  deberes  filiales  y  los  derechos  cívicos, 
entre  el  hijo  y  el  ciudadano.  Sujetos  estaban  los  romanos  á  la  patria 
potestad,  y  sin  embargo»  Roma,  en  una  ceremonia  pública,  vcstiaá 
los  jóvenes  de  quince  años  la  loga  viril;  de  diez  y  ocho  y  veinte  pro- 
nunció César  sus  magníficas  arengas,  y  ¿ntes  de  cumplir  los  veinti- 
cinco Escipion  tenia  el  mando  de  los  ejércitos  y  era  arbitro  de  los 
destinos  de  la  república. 

Finalmente^  es  la  propiedad  teatro  en  que  se  desarróllala  Ta*. 
milia;  signe  sus  huellas  y  participa  de  sus  vicisitudes:  por  eso  tiene 
tanta  importancia  la  ley  de  sucesiones.  Los  bienes  del  que  ha  deja- 
do  de  existir  se  trasfieren  por  ministerio  de  la  ley,  sucesión  intesta- 
da; ó  según  sus  disposiciones^  sucesión  testada;  la  primera  represen- 
ta el  principio  de  Tamilia;  la  segunda  el  derecho  de  propiedad;  la  ley 
romana  llamó  á  la  herencia  ¿  los  agnados,  y  Itiego  sin  distinción  ¿ 
los  parientes;  mas  en  ambos  casos  la  sucesión  era  familiar. 

La  testamentifaccíon  nació  libre,  porque  libre  es  el  derecho  de 
propiedad;  la  equidad  y  la  interpretación  introdujeron  las  legítimas^ 
pero  el  dominio  no  consintió  en  esta  limitación  y  pugna  desde  en- 
tonces por  recobrar  su  libertad. 

La  trasmisión  martis  causa,  como  la  que  se  verifica  por  actos 
eotre  vivos,  puede  cumplir  diversos  fines:  de  aquí  la  variedad  de 
sistemas.  Cuando  la  propiedad  vino  á  ser  causa  y  expresión  del  po- 
der, la  herencia,  prosiguiendo  un  fio  político,  tomó  por  divisa  la  má- 
xima de  que  los  bienes  se  conserven  perpetuamente  en  la  familia. 
La  institución  general  de  los  siglos  medios  Tué  al  derecho  de  primo- 
geni  tara. 

El  feudo  hizo  de  la  propiedad  el  pedestal  de  su  gloría,  y  suje- 
tándola á  una  sucesión  regular  y  constante  en  favor  de  determinada 
descendencia^  creó  el  mayorazgo  y  sus  variadas  especies.  La  liire 
testamentifaccion  frecuentemente  usada,  porque  en  aquella  confu- 
sión de  principios  cada  familia,  cada  localidad  conservaba  el  suyo» 
sirvió  de  medio  para  establecer  la  desigual  de  los  hijos;  los  grandes 
labradores  y  los  que  se  dedicaban  al  fomento  de  la  ganadería  em- 
plearon con  provecho  de  sus  industrias  esla  forma  de  sucesión  que 
mantenía  la  opulencia  de  las  clases  privilegiadas;  la  ley  y  las  cos- 
tumbres autorizaron  la  disposición  integral  de  la  herencia:  entón. 
ees  tuvo  lugar  el  régimen  que  M.  Le  Play  llama  la  conservación  for- 
zosa. 
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Los  filósofos  del  siglo  XVIII,  qa%  tanto  so  prooeuparoo  por  re- 
formar la  sociedad,  se  mostraron  méoos  alarmados  de  lo  que  se 
cree  por  el  derecho  de  primogenitura.  El  citado  autor  observa  que 
Bo  ha  hallado  ea  los  escritos  de  Yoltaire  &  de  Rousseau  la  menor 
critica  á  este  propósito,  y  Mootesquieu  condena  formalmenle  toda 
inaiistiDik  del  legislador  en  esta  clase  de  intereses  privados  (i).  Pe- 
ro la  revoiuGÍoD  no  podia  tolerar  un  régimen  fundado  sobre  el  pri- 
vilegio y  qve  habia  producido  la  desigualdad  dé  fortunas:  si  habia 
de  tener  alguno  debía  ser  el  de  la  división  igual,  el  de  la  partición 
forzada^  y  esa  es  su  historia.  El  decreto  de  1791  adoptó  para  las 
aucesJones.  ittlesiadas  el  principio  de  igualdad  absoluta  de  los  here- 
deros colocados  en  el  mismo  grado  por  orden  de  nacimiento:  el  de 
93  prohibió  definiti'vaiaente  las  sustituciones  que  la  i)rdenanKa  de 
1747  haUa  reducido  al  segundo  grado.  Esto  era  poco:  habia  decla- 
rado á  la  libertad  testamentaria  una  guerra  á  la  vez  de  principios  y 
de  ctrcanstanoias;  y  el  decreto  de  7  de  Marzo  de  1793  abolió  la  fa- 
cultad! de  testar  en  Una  recta,  disponiendo  que  los  descendientes  del 
nísmo  grado  tuviesen  derecho  á  la  partición  igual  de  bienes  de  sus 
ascendientes. 

Traspasado  eb  limite  ne  habia  más  remedio  que  parar  en  el  co- 
■MiDisgio  6  r^rogadar,  y  así  lo  hizo  el  legislador:  por  una  serie  de 
medidas  avanzó  reaocioiiondo  contra  estos  diversos  excesos,  hasta 
parar  en  el  decreto  de  germinal  ano  II  (19  Agosto  1803)  que  esta- 
blece las  bases  esenciales  del  derecho  vigente.  El  art.  913  del  Códi- 
go permite  las  donaciones  entre  vivos  ó  por  testamento  á  favor  de 
hijos  ó  extraños,  pudiéndose  elevar  á  la  mitad  de  ios  bienes  si  no 
hay  más  de  un  hijo,  ó  una  t^ccra  parte  si  hay  dos,  y  á  la  cuarta 
91  80»  tres  ó  mia. 

Esta  ley  ha  suscitado  vivas  criticas.  Durante  la  restauración  se 
iaipognó'á  nombre  del  privilegio;  fué  la  guerñi  hecha  ¿  la  pequeña 
propiedad  á  nombre  de  la  grande.  Hoy  la  oposición  adopta  diverso 
oríMio;*  menos  las  escuelas  tradieionalislas  que  se  conservan  fieles 
ai^denchode  primogenitUFa,  las  demás  la  comluiteo  á  nombre  de 
la  Kbarlad  considerada  como  corolario  del  derecho  de  propiedad. 

Bl  principio  de  las  sucesiones  no  se  relaciona  de  tal  modo  con 
el  estado  de  femilia  que  sea  responsable  del'  decaimiento»  de  los.  vi- 
cios que  la  degradan  y  la  desfiguran.  Los  males  de  la  sociedad,  y 

(1)    La  Reforme  social^  tome  premier,  cap.  2,  §.  20. 
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queencarnaii  en  la  familia,  tifnen  más  hondas  raíces.  Sin  embar- 
go, á  la  critica  de  la  ley  se  une  un  conjunto  de  ideas  morales  7  eco*- 
nómicas»  cuyo  alcance,  cuya  lras<9endencia  fuera  impolítico  descí^» 
nocer.  El  bogar  doméstico,  símbolo  de  estabilidad,  no  debe  ser 
trastornado  á  cada  generación,  como  desgraciadamente  sucede  coa 
la  división  forzada,  verdadera  dispersión  de  las  familias.  ¿GuintOB 
hijos  suceden  hoy  á  sus  padres?  ¿T  se  cree  que  esto  puede  hacerse 
sin  perjuicio  para  fa  moral?  La  herencia^  este  hecho  que  permite  al 
hijo  continuar  la  persona  del  padre^  según  la  enérgica  expresión  del 
derecho  romano,  es  algo  menos  material  qne  los  bienea,  supone  to- 
da suerte  de  lazos  morales;  romperlos  ó  debilitarlos  es  inntílizar  la 
familia  como  influencia  de  educación  (i). 

Bajo,  el  aspecto  económico  ofrece  otros  inconvenientes.  El  régi- 
men de  la  propiedad,  indefinidamente  divisible,  hace  experimentar 
sus  odiosas  consecuencias  desde  que  la  división  excede  la  medida 
que  conviene  ¿  un  buen  cultivo.  Los  gastos  aumentan,  los  benefi- 
cios disminuyen,  los  préstamos  gravan  de  más  en  más  la  propíe« 
dad  (S).  ¿Habrá  modo  de  reconstituir  este  elemento  que  la  legra- 
ción destruye?  El  Código  no  le  da^  la  ciencia  le  busca;  y  como  no 
renuncia  á  la  igualdad,  qite  es  una  de  sus  más  preciadas  conquis- 
tas^ se  echa  en  brazos  del  comunismo  y  del  socialismo,  ó  propone 
por  todo  remedio  la  forma  vaga,  indeterminada,  impracticable  de  la 
asociación. 

VIIL 

Suspendo  aquí  este  examen:  lo  dicho  basta  para  apreciar  la  tea^ 
dencia  del  principio  democrático.  Sjjs  males,  sus  peligros  tienen 
causas  conocidas;  senálanse  de  ordinario  como  principales  elemen- 
tos de  la  civilización  moderna  el  individualismo  y  el  cristianismo; 
pues  bien,  la  democracia  renuncia  á  su  acción  civilizadora,  porque 
falsea  el  primero  y  se  ha  divorciado  por  completo  del  segundo. 

Poco  envidiable  ha  sido  en  la  serie  de  los  siglos  la  condición  del 
individuo  que  no  tenia  en  unos  pueblos  más  Valor  que  la  que  recí- 
bia  de  la  patria,  ni  en  otros  mayor  consideración  que  la  que  sacaba 
de  su  fuerza,  y  que  á  pesar  de  todos  los  sacrificios  no  logró  sustraer- 
se á  la  diversidad  de  clases  y  de  castas.  El  cristianismo,  ennoble- 


[1)    La  familU  et  Veducation,  pág.  5f . 
[%)    La  democratie^  cap.  YIII. 
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deodo  80  estirpe,  proclamó  al  ser  huiüaoo  como  el  único  capaz  de 
derechos  y  deberes^  y  sacó  de  su  naturaleza  moral,  ioteligepte  y 
libre  el  priocipio  de  su  dignidad  personal,  el  mérito  y  el  valor  de 
sus  obras.  No  ha;  esclavitud  posible  contra  el  precepto  cristiano 
qee  declara  al  hombre  libre,  ni  desigualdad  que  resista  al  dogma 
de  la  igualdad  de  los  hombres  ante  Dios.  Los  Códigos  ajustan  á  esta 
regla  su  condición  de  derecho,  sin  distinción  de  estados  ni  catego- 
rías, sin  reparar  que  sean  hombres  ó  mujeres,  nacionales  ó  ex- 
tranjeros. 

¿Pero  es  este  el  iodividuo  de  la  democracia?  ¿Qué  es  el  hombre 
para  los  sectarios  de  esta  escuela?  El  hombre  no  es  una  capacidad 
joridica;  más  que  un  ser  humano  constituye  una  especie  de  divini- 
dad: el  individualismo  no  significa  la  limitación  del  Estado  apropia- 
da á  las  condiciones  morales  y  sociales  de  cada  pueblo;  un  senti- 
miento honrado  y  justo  que  prohibe  sacrificarle  los  sagrados  fueros 
déla  personalidad;  es  la  consagración,  el  culto  del  individuo,  el 
pretexto  para  sacrificar  en  aras  de  este  implacable  Moloch  los  más 
inconcusos  principios,  las  más  altas  instituciones,  las  tradiciones  más 
gloriosas,  los  derechos  más  respetables. 

El  individuo  ostenta  por  lema  sus  derechos,  y  por  exclusiva  ñor* 
ma  de  conducta  su  libertad.  Predica  la  fraternidad,  pero  só!o.mien- 
trasel  amor  del  prójimo  no  lastime  sus  intereses,  porque  el  egoísmo 
es  su  moral.  Admite  el  Estado,  pero  reducido  casi  á  la  nulidad,  úni- 
camente como  institución  encargada  de  realizar  su  derecho.  Des- 
confia  del  padre  por  su  autoridad  y  de  la  madre  por  la  seducción  de 
sos  encantos.  Aborrece  el  colonato^  porque  le  sujeta;  la  domestici- 
dad,  porque  le  humilla;  el  patronato,  porque  le  asalaria;  y  desde- 
ña, aunque  más  dignas,  las  funciones  pdblicas,  porque  le  obligan  á 
reconocer  un  jefe.  Se  cree  rey  y  no  obedece^  sacerdote  y  no  sacri-  • 
fica,  señor  y  no  sirve. 

¡Ab!  ¡Si  fuera  este  cuadro  apasionado!  Pero  pregunta  al  hombre 
que  ha  aprendido  sus  derechos  en  la  cartilla  de  la  democracia,  y 
veréis  si  estima  en  menos  su  personalidad.  Cierto  es  que  la  demo- 
cracia le  señala  por  límite  el  derecho  de  los  demás;  ¿pero  dónde  es- 
tá la  regla  que  le  trace  la  línea  divisoria?  ¿conoce  sus  derechos? 
¿quién  le  ensena  á  distinguir  los  ajenos  y  menos  á  respetarlos?  La 
religión  no,  porque  la  menosprecia :  tampoco  la  moral,  porque  la 
suya  es  la  moral  independiente:  solo  la  ley la  ley  sí  no  la  elude. 

La  democracia,  con  falta  de  sinceridad^  contempla  al  hombre 
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como  un  ángel:  ella  que  le  ¿sime  de  toda  sujeción,  de  todo  yugo, 
no  ha  conseguida  ni  conseguirá  nunca  hacerle  libre  de  sus  pasio- 
nes. En  medio  de  una  sociedad  como  la  nuestra»  materialisla  y  alea, 
turbulenta  y  descreída^  temo  ¿por  qué  lo  be  de  negar?  temo  ver  al 
individuo  bogar  sin  brújula  por  lais  corrientes  de  sa  albedrio,  ar- 
mado con  sus  derechos  inviolables^  imprescriptibles,  anteriores  y 
superiores  á  toda  ley.  Al  scArevenir  las  grandes  crisis  que  trastornan 
los  pueblos  y  de  las  que  suele  ser  principal  responsable,  el  orden 
fluctuará  con  peligrosa  allernaliva  entre  la  anarquía  individual  y  la 
omnipotencia  del  Estado.  Cousin,  á  propósito»de  la  plebe  romana  y 
de  su  dictador  César,  ha  dicho  que  toda  democracia  quiere  un  amo. 

£1  cristianismo  no  solamente  ha  perfeccionado  al  hombre  enal- 
teciendo su  dignidad  moral,  haciéndole  comprender  sus  inmortales 
destinos,  sino  que  al  proclamar  con  sublime  voz  que  resuena  por 
los  ámbitos  del  espacio:*  «gloria  á  Diosen  las  alturas:  paz  en  la  tier- 
ra, amor  y  fraternidad  entre  los  hombres  de  buena  voluntad,»  ha 
puesto  los  fundamentos  en  que  descansa  el  orden  sociaL 

La  religión  cristiana,  divina  y  üuica  verdadera,  satisface  á  to- 
das las  necesidades  de  la  vida  individual  y  social :  su  doctrina  es 
universal^  su  cuHo  sublime;  su  moral,  de  incomparable  pureza,  es 
perfectamente  al  ejercicio  recto  de  la  libertad:  el  tri<uBfo  completo 
de  la  religión  sería  el  principio  de  la  paz  y  el  reinada  de  la  justicia. 
Estos  títulos  de  merecimiento  presentes  en  la  conciencia  de  los  hom- 
bres imparciales  que  conocen  la  historia  y  no  han  olvidado  el  estado 
de  abyección  á  que  babia  descendido  el  humano  linajo  )>ajo  la  fé- 
rula del  paganismo ;  esta  doctrina,  esta  moral,  este  culto  debían 
conquistar  para  la  Iglesia,  que  fundó  el  divino  Redentor^  el  aprecio 
de  la  democracia  y,  en  efecto,  se  llama  cristiana,  y  aán  tiene  la 
pretensión  arrogante  de  colocar  al  frente  de  sus  maestros  y  após- 
toles á  Jesucristo.  ¿Se  creerá  por  esto  que  la  denrocraeia  sea  una 
escuela  religiosa,  una  idea  cristiana?  En  manera  alguna.  Sus  doc- 
tores nos  curarían  de  esta  ilusión,  si  fuéramos  capaces  de  abrigarla. 
Yacherot  dice:  «toda  peligion,  estando  fundada  sobre  la  revelación, 
se  impone  á  los  creyentes;  y  como  es  la  palabra  de  Dios^  no  con- 

sieote  examen,  rectificación^  ni  iFasformacion La  autoridad  es 

el  princif  io  de  toda  veligioD,  como  la  libertad  es  el  principio  de 
toda  filosofía.  De  este  origen  derivan  como  corolario  sus  caracteres: 
ha  de  ser  infalible,  exclusiva,  inmutable:  autoridad^  intolerancia, 
inmovilidad;  tales  son  las  condiciones  esenciales  de  toda  religión. 
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Se  necesita  desconoeer  absoiutamente  la  naturaleía  y  tas  convicio- 
neá  de  una  socMad  democrática  para  suponer  ó  admitir  que  puede 
la  democracia  transigir  con  semejantes  priDcipios  (i).)* 

De  todas  las  religiones,  la  que  principalmente  reúne  esos  carac- 
teres es  la  religión  caMica:  por  eso  la  democracia  la  hace  objeta 
predilecto  de  sus  censuras  y  recriminaciones.  Habiendo  dado  al 
mondo  la  libertad,  oo  puede  hacer  cansa  común  con  la  tiranía,  pero 
forma  empeño  en  presentar  á  la  Iglesia  como  compañera  ¡nsepara* 
ble  del  despotismo:  amante  del  orden  ^  que  es  la  armonfa  délas 
fuerzas  sociales,  no  le  impone,  le  practico,  le  ensena  con  el  ejemplo; 
pero  á  despecho  de  la  historia,  atribuye  &  aquella  institución  una 
tendencia  invasora^  absorbente,  que  no  soporta  su  fin  ni  consienten 
sus  medios.  «£l  principio  del  catolicismo,  según  el  autor  antes  meo* 
donado,  no  es  solamente  la  autoridad,  pues  en  esto  conviene  con 
todas  las  religiones:  es  la  autoridad  en  todo  y  por  todo  y  bajo  todas 
formas,  interviniendo  en  los  menores  detalles  del  dogma  y  de  la 
disciplina;  es  la  dirección  invocada  á  todo  propósito:  la  desconfianza 
de  la  libertad  humana  llevada  hasta  la  abdicación  de  la  digninad 
personal Consecuencia:  el  catelicismoy  la  democracia  se  exclu- 
yen absolutamente:  es  abusar  de  la  palabra  hablar  de  democracia 
católica  (2).» 

El  protestantismo,  rama  desprendida  del  árbol  de  la  Iglesia,  que 
haciendo  la  religión  individual,  engendra  la  indiferencia  y  prepara 
el  retroceso  á  la  gentilidad;  el  protestantismo,  la  escuela  del  libre 
examen^  podría  convenir  mejor  á  los  fines  de  la  democracia^  y  efec- 
tivamente, no  se  niega  que  hasta  realizar  su  ideal,  es  su  religión 
predilecta,  como  el  catolicismo  se  dice  que  es  la  religión  de  la  mo- 
narquía; pero  al  caho  es  una  religión,  y  el  principio  de  autoridad 
que  contiene,  por  débil  que  parezca,  es  incompatible  con  el  ideal  de 
la  democracia.  ¿Cuál  será,  pues,  este  ideal?  ¿Con  qué  se  propone 
reemplazar  el  vacío  qoe  deja  la  religión  proscrita,  desterrada  de  las 
sociedades?  Vacherot  va  á  darnos  la  respuesta:  «Jamás^  dice,  he 
leido  el  sermón  de  la  Montana  sin  costarme  trabajo  defenderme  de 
la  ilusión  de  ios  demócratas  que  ven  en  el  cristianismo  la  religión  da 
la  democracia.  To  no  participo  de  esta  opinión,  porque  pienso  que 
la  ciencia  y  la  filosofía  deben  bastar  un  dia  á  la  humanidad*  (3). 

(f )    Za  democratie^  cap.  III. 

(t)    ídem, 

(3)    La  demoeráH€i  Pn/aee,  pág.  27. 
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¡Qué  delirios!  Reyuélvase  la  hisloria  dé  los  tiempos  antiguos:  ha- 
llaráDse  al  freute  de  algunos  pueblos  hombres  eminentes  que  ejer- 
ciendo un  mágico  influjo  sobre  el  corazón  de  sus  semejantes  dictan 
leyes»  reprimen  abusos,  rectifican  las  ideas^  enderezan  las  costum- 
bres y  asientan  sobre  sabias  instituciones  un  gobierno,  labrando  más 
ó  menos  cumplidamente  la  dicha  y  prosperidad  de  los  pueblos  que 
se  entregan  á  su  dirección  y  cuidado.  Pero  muy  errado  anduviera 
quien  se.íigurase  que  esos  hombres  procedieron  á  consecuencia  de 
lo  que  nosotros  llamamos  combinaciones  científicas:  sencillos  por  lo 
común  y  hasta  rudos  y  groseros  obraban  á  impulsos  de  su  buen  co- 
razón, y  guiados  por  aquel  buen  sentido,  por  aquella  sesuda  cordu- 
ra que  dirigen  al  padre  de  Tamilia  en  el  manejo  de  los  negocios 
domésticos,  mas  nunca  tuvieron  por  norma  esas  miserables  civiliza- 
ciones que  nosotros  apellidamos  teorías,  ese  fárrago  indigesto  de 
¡deas  que  nosotros,  disfrazamos  con  el  pomposo  nombre  de  ciencia. 
¿T  qué?  ¿fueron  acaso  los  mejores  tiempos  de  la  Grecia  aquellos  en 
que  florecieron  los  Platones  y  los  Aristóteles?  Aquellos  fieros  roma- 
nos que  sojuzgaron  al  mundo  no  poseían  por  cierto  la  extensión  y 
variedad  de  conocimientos  que  admiramos  en  el  siglo  de  Augusto^ 
y  ¿quién  trocará,  sin  embar^,  unos  tiempos  con  otros  tiempos' 
unos  hombres  con  otros  hombres?  (1) 

jLa  ciencia!  La  única  de  que  el  pueblo  es  capaz:  la  cienciay 
puesta  al  alcance  de  lodos,  es  el  catecismo  católico» 

¿T  á  qué  filosofía  se  refiere?  La  de  mayor  autoridad  para  ciertos 
pensadores  es  la  alemana.  ¿Será,  por  ventura,  esa  filosofía?  Escu- 
chad: un  publicista  de  recta  intención,  citado,  alguna  vez,  en  las 
páginas  de  este  discurso,  después  de  presentar  un  bosqiiejo  de  las 
teorías,  de  las  doctrinas,  de  la  especial  metafísica  que  alumbraron 
con  siniestro  resplandor  las  terribles  escenas  de  la  Comune,  hace 
la  reflexión  siguiente:  «Ninguna  de  las  formas  del  socialismo  nos. 
lo  habia  dicho  de  esta  suerte:  ni  el  fourrierismo  con  su  cosmogonía 
caprichosa,  ni  el  san-simonismo  con  su  panteísmo  vago^  todo  liber- 
tad instintiva,  todo  amor  sentimental  ó  queriendo  serlo;  ni  el  co- 
munismo de  Cabet,  sencillamente  necio,  ni  todas  las  variedades  de 
socialismo  impregnadas  en  1848  de  un  falso  perfume  de  cristianis- 
mo evangélico.  ¿De  dónde  precede  esto?  Será  que  nos  haya  venido 
de  la  joven  Alemania  y  de  su  hegelianhmo  descendido  de  caida  en 

(fl)    Balmes,  Blproíestantismo,  etc.,  tomo  I,  cap.  XIV. 
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caida  iU  vulgar  materialismo »  (i)  M.  Baudrillart  enuncia  esta 

duda  y  su  enunciado  es  grave.  Si  la  sospecha  del  escritor  francés 
luviera  fundamentOy  seria  permitido  creer  que  la  irrupción  había 
cambiado  de  forma. 

He  hecho  una  excursión  tan  rápida  por  terreno  tan  extenso  que 
tíento  fatiga  y  deseo  aliviar  la  vuestra. 

Desde  esta  elevada  cátedra^  que  ocupo  la  primera  y  probable- 
mente la  última  vez,  colocada  en  los  umbrales  del  santuario  de  la 
ciencia,  linea  divisoria  que  separa  los  anos  que  fueron  de  los  que 
están  por  venir,  permitidme  dirigir  un  recuerdo  á  ilustres  Catedrá- 
ticos que  se  sentaron  en  esos  escaños,  entre  ellos,  algunos  que  os 
dirigieron  su  pahibra  más  dignamente  que  yo,  con  mayores  mere- 
cimientos. 

Las  grandes  colectividades  viven  de  la,  tradición,  y  es  dicha  para 
esta  Universidad,  remontándose  á  los  siglos,  hallará  su  frente  la 
figura  veneranda  del  gran  Cisneros.  Su  sombra  nos  protege:  con  el 
esplendor  de  su  genio,  que  no  apagó  la  muerte,  alumbra  los  sende- 
ros que  debemos  recorrer  para  cumplir  su  testamento  y  llenar 
nuestra  misión.  Imitémosle  hasta  en  el  valor  con  qué  acometió  in- 
mortales empresas:  nunca  es  más  precisa  su  fé  que  en  estos  mo- 
mentos críticos  en  que  la  ciencia  debe  reñir  incesantes  batallas  con 
la  ignorancia,  con  el  orgullo,  con  la  impiedad.  Por  compensación 
á  nuestros  sactificios — sacrificios  y  desvelos  que  la  sociedad  acaso  no 
agradece,  ni  ei  £stado  sabe  remunerar— tengamos  la  satisfacción  de 
haber  educado  á  la  juventud  en  las  máximas  del  honor  y  del  deber 
que  son  ei  distintivo  de  las  Universidades,  y  esclarecido  timbre  de 
esta  escuela. 

Jóvenes  estudiosos,  discípulos  nmy  amados:  en  nombre  de  la 
ciencia,  aunque  el  último  de  los  maestros,  os  saludo  y  os  doy  la 
bienvenida.  Vuestra  presencia,  queá  todos  nos  sonrie,  contemplada 
desde  este  sitio,  despierta  recuerdos  difíciles  de  dominar.  Parece 
que  era  ayer  cuando  me  sentaba  en  esos'bancos;  los  anos  han  cor- 
rido, y  hoy  veo  discípulos  donde  antes  solia  hallar  companeros;  pe- 
ro el  tiempo,  que  ha  cambiado  nuestras  relaciones,  no  ha  podido 
disminuir  nuestro  carino  y  nuestra  confianza.  Los  Catedráticos,  te- 
nedlo  presente,  son  vuestros  primeros  amigos.  Escuchad  atentos  su 
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VOZ,  que  es  la  voz  de  la  verdad  y  del  bien,  correspoodieiido  á  vues- 
tro deber  y  á  la  alteza  de  vuestros  destiaos.  La  juvratud  desarrolla 
aute  vuestros  ojos  una  cortina  inoiéiisa  que  eaeubre  el  porvenir»  jpe- 
ro  el  porveoir  os  pertenece:  trabajad  de  dia  y  de  noche^  como  cimi- 
pie  hacerlo  á  escolares  que  son  la  ilusión  de  tas  familias  y  la  eb|ie- 
ranza  de  la  patria. 

A.rdua  empresa  es,  casi  superior  á  las  fuerzas  de  un  instituto» 
aunque  éste  sea  tan  poderoso  como  el  de  la  iastruecion  púbbca, 
educar  una  generación.  Las  familias  no  pueden,  no  deben  conside- 
rarse dispensadas  de  este  honor,  haciéndole  pesar  exclusivamente 
sobre  las  Universidades:  en  nombre  del  interés  social  me  atrevo  á 
reclamar  su  concurso.  Lo  que  no  alcance  nuestra  autoridad,  debe 
suplirlo  su  vigilancia;  vigilancia  nunca  más  provechosa  que  cuan^* 
do  los  hijos,  alejados  del  hogar,  no  pueden  guiarse  ya  por  su  ejem- 
plo: padres  y  maestros  se  completan. 

La  vida  no  presenta  ciertas  dificultades,  sino  para  hacer  más  de- 
licado y  más  meritorio  el  arte  de  vencerlas;  dominemos,  por  un  co- 
mún esfuerzo^  las  muchas  que  hoy  ofrece  la  enseSanza;  y  al  llegar 
la  hora  suprema,  término  obligado  de  nuestros  afanes,  habremos 
merecido  las  bendiciones  de  Dio?  y  de  la  posteridad. — He  diqho. 


DERECHO  CIVIL. 

SXFOSIGIOH  !  Uím  DE  HDISTR&S  LITES  T  TRATADOS 

SOBRE  I.A.  PROPIBSAD  UTERARIA.  (1). 


(Articulo  3.") 

La  última  cláusula  del  artículo  primero  de  la  ley  de  propiedad 
literaria,  que  hemos  expuesto  en  nuestro  artículo  anterior ,  protege 
los  diversos  modos  de  explotación  de  los  derechos  de  los  autores, 
prohibiendo  en  general  toda  reproducción  de  una  obra  por  cualquier 
medio  que  sea,  aunque  fuera  diferente  del  empleado  por  su  autor^ 
porque  el  derecho  de  éste  consiste  en  reproducir  exclusivamente  su 
obra ,  no  ya  por  el  mismo  procedimiento  ó  en  la  misma  clase  de 
edición  ó  forma  en  que  la  publicó  primero ,  sino  en  cualquiera  otra. 
Nadie  puede  reproducir  una  obra,  dice  la  ley,  por  medio  de  copias 
manuscritas,  impresas,  litografiadas  6  por  cualquiera  otro  seme- 
jante. 

I. 

Respecto  de  las  copias  manuscritas  se  suscitó  un  ligero  debate  en 
la  discusión  de  esta  ley  en  el  Congreso  de  Diputados,  acerca  de  la 
clase  de  obras  sobre  que  versaba  esta  prohibición ,  si  sobre  las  que 
aun  no  se  habian  dado  ¿  luz  por  los  autores,  ó  si  sobre  las  ya  impre- 
sas y  difundidas,  ó.sobre  ambas  á  dos. 

£1  Sr.  Gómez  de  la  Serna  censuró  la  prohibición  de  sacar  co- 
pias manuscritas ,  fundándose  en  que  no  era  de  temer  que  por  este 
medio  se  tratara  de  establecer  una  industria  contra  la  de  imprenta, 
porque  esto  seria  un  absurdo  que  á  ninguno  le  debería  ocurrir,  y  en 
que  por  otra  parte  ya  no  podria  producir  ningún  resultado.  Las  co« 
pías  manuscritas,  decia,  no  pueden  tener  lugar  más  que  en  el  caso 
deque  haya  uno  á  quien  no  sea  fácil  adquirir  la  obra  por  ser  de~ 
masiado  costosa  para  él ,  y  no  comprendo  el  por  qué  se  se  le  ha  de 
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privar  de  sacar  una  copia  de  ella  en  todo  ó  en  parle ,  si  la  necesita 
para  su  uso.  El  Sr.  Acraxola  contestó  á  esta  objeción,  diciendo  que 
en  el  caso  de  que  hubiera  alguno  que  quisiera  sacar  una  copia  de 
una  obra ,  debería  pedir  permiso  á  su  autor,  por  ser  esto  de  rigu- 
rosa justicia.  Replicó  el  Sr.  la  Serna  que  no  hablaba  del  caso  de  un 
autor  que  tuviera  escrita  una  obra  que  aun  no  había  dado  á  luz, 
pues  entonces  el  autor  era  dueño  de  hac^r  con  tila  lo  que  quisiera, 
sino  del  caso  en  que  estuviese  impresa  la  obra,  que  es  en  el  que 
hay  una  verdadera  propiedad  literaria,  porque  entonces  veia  que 
cualquiera  tenia  derecho  para  sacar  una  copia  manuscrita,  si  la  ne- 
cesitara. El  Sr.  Pastor  Díaz  insistió  en  que  la  ley,  al  usar  de  aquella 
frase,  hablaba  no  solamente  de  los  impresos,  sino  de  las  obras  antes 
de  imprimirse^  porque  la  propiedad  existe  antes  de  llevarse  la^ 
obras  á  la  imprenta,  y  que  eáte  era  el  caso  de  que  se  hablaba  cuan- 
do se  hacia  mención  de  los  manuscritos. « Tales  «bras,  dijo  este  ora- 
dor, pueden  estar  en  poder  de  sus  autores,  de  sus  herederos,  de  sus 
testamentarios,  ó  en  poder  de  sus  administradores:  y  ¿dónde  debe 
estar  la  prenda  de  seguridad,  la  garantía  de  que  al  autor  ó  á  sus  he- 
rederos no  se  les  causará  daño,  y  de  que  los  libreros  ó  impresores  no 
puedan  manuscribir  un  libro  para  imprimirlo  después?  Yo  creo  que 
el  lugar  de  ese  derecho  y  de  esa  prescripción  es  la  ley  de  pro- 
piedad literaria.  Este  principio  debe  consignarse  en  la  ley,  pues  no 
sólo  hay  propiedad  desde  el  momento  en  que  se  imprime  una  obra^ 
sino  también  antes  de  que  se  imprima  y  de  que  se  pueda  impri- 
mir; y  si  no  se  consignara  este  principio,  ningún  autor  quedaria  su* 
ficientemente  garantido  y  con  la  compleja  seguridad  que  necesita 
para  poder  disponer  con  entera  libertad  del  frute  de  sus  vigilias.» 
No  obstante  estas  consideraciones,  en  nuestro  juicio,  la  ley  al 
prohibir  que  se  reproduzca  una  obra  por  medio  de  copias  manus- 
critas ó  litografiadas,  ó  por  cualquiera  olro,  se  ha  referido  á  las 
obras  impresas,  la  copia  de  una  obra  inédita  que  guarda  su  autor^ 
quien  tal  vez  no  pensaria  en  publicarla,  no  constituiria  una  mera 
usurpación  que  debiera  castigarse  con  arreglo  á  la  ley  sobre  pro- 
piedad literaria,  sino  más  bien  un  delito,  un  burlo^  para  cuyo  cas* 
tigo  deberían  tenerse  en  cuenta  los  perjuicios  que  se  causaron  al 
autor  y  que  pueden  ser  de  suma  gravedad,  según  la  materia  sobre 
que  versare  la  obra  y  la  publicidad  ó  el  destino  que  se  diere  á  la 
copia  que  de  ella  se  sacó.  La  copia  sacada  de  esta  clase  de  obras 
siempre  deberá  ser  penada  más  gravemente  que  la  que,  habiéndose 
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sacado  de  nn  impreso^  do  üeoe  o¡  puede  tener  más  objeto  que  ex- 
plotar de  algún  modo  la  reproducción  de  una  obra  ajeoa.  No  debe 
olvidarse  que  las  reglas  sobre  la  propiedad  de  una  obra  inédita,  de 
un  manoscirilo  que  guarda  su  autor,  soo  muy  diferentes  de  las  que 
rigea  la  propiedad  literaria,  por  estar  aquellas  basadas  en  los  prÍBCi« 
píos  generales  de  la  propiedad.  Pero  aun  siendo  la  copia  que  se  sa* 
que  la  rcproducdon  de  uoa  obra  impresa»  creemos  que  habrá  casos 
en  que  no  deba  aplicársele  las  penas  de  la  ley  sobre  propiedad  ti* 
teraria;  tales  serian  el  en  que  se  hiciese  esta  copia,  no  como  una 
explotación  de  productos  Tenates,  sino  como  destiaada  á  procurar 
un  goce  puramente  iotelechial  á  la  persona  que  la  hizo  y  el  en  que 
un  estudiante  copiase  una  obra  para  su  use.  Seria,  pues,  injusto 
decidir  en  términos  ai>$olotos  que  toda  copia  manuscrita  de  un  es- 
crito, de  un  libro,  de  un  dibujo,  debe  considerarse  como  punible, 
pues  si  bien  no  hay  duda  en  que  un  solo  ejemplar  que  se  forme 
priva  ai  autor  del  precio  que  hubiera  reportado  de  éste  sí  se  hubie- 
se vendido,  la  razón  persuade  que  no  se  debe  considerar  como  in- 
fractor de  ef^ta  ley  al  que  para  su  instrucción  y  uso  copia  todo  ó  par- 
te de  un  libro,  ó  hace  estudios  en  un  dibujo.  Mas  sí  las  copias  se 
hicieran  para  alguna  especulación  mercantil,  no  hoy  duda  que  se 
comctcria  defraudación  de  la  propiedad  literaria  ó  artística. 

En  su  consecuencia,  nadie  puede  reproducir  la  obra  de  un  au- 
tor, ni  aun  en  un  sólo  ejemplar,  con  el  objeto  de  hacer  una  especu- 
lación, sin  consentimiento  de  aquel. 

IL 

Cuestiónase  sobre  si  el  asunto  ó  materia  de  una  obra  puede 
constituir  una  propiedad  protegida  por  la  ley.  Para  contestar  á  es- 
ta pregunta,  es  preciso  saber  lo  que  se  entiende  por  asunto  de  una 
obra.  En  sentido  gramatical,  se  entiende  por  tai,  la  materia  sobre 
que  esta  versa.  Resulta  de  aquí,  que  el  asunto  de  un  libro  no  es  el 
Kbro  mismo.  Bajo  el  punto  de  vista  literario,  ofrece  dificultad  deter- 
minar qué  sea  el  asunto  de  un  libro.  ¿Es  el  pensamiento  primero  que 
io  ba  inspirado?  ¿Era  Montesquieu  el  único  qae  tenia  el  derecho  de 
criticar  las  costumbres  de  su  tiempo,  por  medio  de  correspondencias 
<^ntre  extranjeros,  cuyas  costumbres  son  distintas  de  las  nuestras? 
Seguramente  que  nó:  dos,  diez,  veinte  personas,  pueden  tratar,  ex- 
j)oner  el  mismo  asunto,  las  mismas  materias;  el  asunto  de  un  libro 
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puede  ser  el  peasamíe&to  de  inticbos  á  un  tiempo  mismo,  no  cons- 
titoyeodo,  en  su  consecuencia,  la  individualidad  de  una  obra.  Eslo 
es  lo  que  los  periódicos,  los  historiadores,  los  autores  dramáticos  ó 
de  escritos  religiosos  y  de  catecismos,  hacen  cada  dia.  Lo  esencial  es 
que  nadie  reproduzca  d  todo  ó  parte  de  las  palabras,  del  orden  de 
los  pensamientos,  de  las  espresiones  de  los  demás  autores.  Lahisto- 
ria  literaria  nos  demuestra,  en  efecto,  que  los  «lás  nobles  esfuerzos 
del  ingenio,  se  han  fijado  en  asuntos  semejantes.  ¿No  se  propuso  Ha- 
cine tratar  despnes  de  Eurípides  y  de  Séneca  el  conocido  asunto  de 
Fedra,  y  no  lo  han  tratado  otros  escritores  posteriormente? 

De  esta  cuestión  ha  nacido  la  de  saber  si  se  podia  tomar  el  argu- 
mento de  un  drama,  de  un  poema  ó  de  una  novela,  lo  que  viene  á 
ser  lo  mismo  que  preguntar,  si  después  dé  Sakcspeare  pudieron  es- 
cribir otros  escritores,  sin  permiso  de  aquel,  Romeo  y  Julieta  y 
Hámlei. 

Es  evidente  que  no  puede  considerarse  como  plagiario  el  que, 
inspirándose  en  una  novela  ó  un  poema,  crea  otra  obra,  bien  sea  con 
lenguaje  y  con  pensamientos  diferentes,  bien,  con  más  razón,  en  otro 
ramo  de  la  literatura.  Porque  aquí  sólo  hay  trasformacion,  mas  ño 
plagio.  Pero  no  se  podría  tomar  servilmente  la  parte  dialogada  de 
una  novela,  para  aplicarla  aun  drama. 

III. 

Sin  embargo ,  no  debe  confundirse  el  plagio  con  la  imita- 
ción. Hé  aquí  como  se  esprésa  sobre  este  punto  el  profundo  juris- 
consulto M.  Daniels:  «Cuando  en  vez  de  consistir  la  defraudación 
en  una  copia  paladinamente  confesada,  se  disimula  y  se  disfraza,  es 
difícil  conocer  si  existe  aquella,  y  es  necesario  prestar  mncba  aten- 
ción para  reconocer  los  caracteres  que  la  distinguen  del  plagiado. 
Guando  se  han  difundido  las  palabras  y  los  pensamientos  de  un  au- 
tor, se  dirigen  á  quien  los  ba  comprendido,  yendo  á  fijarse  y  re- 
unirse en  cadtf  una  de  las  inteligencias  que  los  reciben  y  los  retie- 
nen, unas  veces  sabiéndolo,  otras  ignorándolo,  se  estienden  y  se 
modifican  los  pensamientos  propios  por  medio  de  la  accesión  de 
los  pensamientos  ajenos,  que  viniendo  á  interponerse  entre  los 
nuestros,  se  asimilan  á  ellos,  sin  que  la  mayor  parte  de  las  veces 
sea  posible,  no  ya  desprenderse  de  ellos,  sino  ni  aun  reconocer  su 
origen,  llegando  así  á  fundirse  con  los  demás  pensamientos  que  se 
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han  recibido.  Este  comercio  perpetuo  de  ideas,  este  cambio  ine- 
vitable que  se  verifica  ¿  cada  instante  con  la  conversación  y  la  lec- 
tura, -es  un  atributo  csendai  de  nuestra  naturaleza;  por  eso  existe 
una  vida  de  perfección  y  de  progreso  para  la  especie  humana,  asi 
como  para  el  individuo,  y  según  van  ocupando  las  generaciones  la 
escena  del  mundo^  se  hallan  dotadas  de  cuanto  útil  han  producido 
los  trabajos  de  las  generaciones  precedentes.  ^Afortupado  el  escritor 
que  se  halla  dotado  de  una  imaginación  bastante  fecunda  para  re- 
vestir con  un  colorido  propio  los  pensamientos  que  ha  recibido  de 
todas  partes^  y  para  reproducirlos  con  una  espresion  que  lleve  mar- 
cado el  sello  de  su  propio  genio!  Pero  aun  así  ha  ido  á  beber,  co- 
mo los  talentos  más  vulgares,  en  esa  fuente  común  de  donde  vuelve 
¿  derramar  nuevas  riquezas,  y  jamás  hubiera  conquislado  la  in- 
fluencia que  ejerce  en  sus  semejantes,  si  se  hubiera  aislado  de  las 
ideas  que  circulaban  á  su  alrededor.  Prohibir  á  los  ingenios  apro« 
piarse  la  sustancia  de  una  obra,  vedar  toda  imitación,  seria  deseo-* 
nocer  la  naturaleza  misma  del  pensamiento  é  intentar  una  quime- 
ra. No  hay  más  que  un  Juez  que  pueda  sentenciar  acerca  de  las 
imitaciones  de  las  obras  de  otro,  y  es  el  Juez  que  constituye  el  buen 

gasto A  los  ojos  de  la  moral,  sólo  es  reprensible  la  imitacilDn, 

cuando,  adornándose  con  los  despojos  ajenos,  cuenta  por  suyo  lo 
que  era  de  otro.  Cuando  la  imitación  toma  este  carácter  de  usurpa- 
ción, debe  reprobársela  con  el  nombre  de  plagiado.  «Mas  el  plagia- 
do, por  censurable  que  sea,  no  cae  bajo  la  represión  de  la  ley;  sólo 
motiva  legatmente  una  acción  judicial,  cuando  es  bastante  grave 
para  cambiar  de  nombre  y  merecer  el  de  defraudación  ó  usurpa- 
ción. Consistiendo  la  esencia  del  plagiado,  en  dar  por  propio  el  tra- 
bajo ajeno,  si  el  usurpador  pretende  pasar  por  el  autor^  es  defrau- 
dador y  plagiario.  Difícil  es  trazar  la  línea  entre  el  plagio  que  llega 
ó  no  llega  á  la  defraudación,  según  su  mayor  ó  menor  gravedad. 

Los  casos  en  qtie  se  realice  esto  último,  serán  aquellos  que  pue- 
den conducir  á  la  violación  del  derecho  que  concede  la  ley  al  autor^ 
esto  es,  la  explotación  exclusiva  de  los  productos  provenientes  de  su 
obra.  Asi,  para  dar  al  perjuicio  que  el  copiante  ha  causado  ó  podido 
causar  al  copiado  su  calificación  jurídica,  >debe  presciudirse  de  las 
cuestiones  que  sólo  pueden  ipteresar  el  amor  propio  del  autor,  á  su 
gloría  literaria^  al  mayor  ó  menor  éxito  feliz  reservado  á  sus  ideas, 
ó  á  la  rapidez  de  su  propagación,  atendiéndose  únicamente  al  éxito 
material  de  la  obra  copiada  ó  á  sus  resultados  mercantiles.  Si  el  co- 


278  REVISTA  DI  hteisLACion. 

piante  ha  Icnido  por  objeto  causar  al  aator  tro  perjuicio  pecuoiario, 
podrá  declararse  que  hay  defraudaciou;  si  éste  no  ha  sofrido  perjui- 
cio alguno  en  el  valor  m^cantíl  y  en  los  productos  materiales  de  la 
explotación  de* la  obra  del  autor  copiado,  se  resolverá  que  no  ha  ha- 
bido defraudación.  Bu  tal  caso,  el  público  hará  justkia  al  mérito  del 
autor,  pero  ios  Tribunales  no  son  los  llamados  á  mezclarse  en  estas 
controversias.  Incumbe  á  la  ley  mantener  la  propiedad  del  autor, 
mas  su  reputación  en  la  república  de  las  letras^  su  fama  como  autor, 
queda  reservada  á  su  propia  defensa  ante  el  público  en  los  periódi- 
eos  literarios  que  son  el  campo  de  batalla  para  ello. 

IV. 

¿La  reproducción  de  un  diccionario  constituye  una  usurpación? 
Existen,  ciertamente,  entre  todos  los  diccionarios,  puntos  de  serne^ 
janza  inevitables;  pues  casi  todos  los  lexicógrafos  adoptan  el  orden 
alfabético  'y  reproducen  necesariamente  las  mismas  palabras  y  las 
etimologías  tomadas  de  las  mismas  fuentes,  pero  no  obstante,  no  es 
difícil  á  un  crítico  ejercitado  comprobar  en  lexicografía  la  imitación 
perezosa  y  servil  qoe  constituye  el  plagiado  y  la  usurpación.  La 
división  de  los  artículos,  bien  se  dé  su  sentido  en  el  orden  cronolé* 
gico  y  se  apoye  en  ejemplos  tomados  de  los  autores,  bien  se  siga  el 
érdcn  lógico,  ofrece  uno  de  los  primeros  caracteres  de  originalidad 
en  la  composición  de  un  léxico ,  y  su  imitación  es  una  prueba  de  pía- 
giado.  Además,  la  indicación  de  las  raíces^  la  de  sus  derivados,  la 
designación  de  las  palabras  que  han  caído  en  desuso,  la  sobriedad  ó 
la  abundancia  de  las  citas,  las  fuentes  á  donde  se  ha  acudid*,  todo 
esto  contribuye  a  constituir  la  originalidad  de  un  diccionario.  Si 
existe  reproducción  exacta  en  el  diccionario  posterior  de  todos  estos 
rasgos,  de  donde  resulta  la  fisonomía  del  anterior,  hay  defrauda* 
cion.  Puede  resultar  también  ésta  de  haberse  tomado  el  mismo  tí- 
tulo, aunque  se  hay  a  ligeramente  modificado,  unido  esto  á  la  imita- 
ción de  las  abreviaturas  y  del  tamaño  del  mismo  libro.  Pero  existe 
en  lexicografía  una  piratería  que  no  perciben  á  veces  los  Jueces^ 
y  es  la  siguiente.  Cuando  se  publica  un  diccionario,  fruto  de  largos 
trabajos  y  obra  original,  apresúranse  algunos  á  publicar  otro  seme* 
jante,  al  menos  en  el  titulo,  pero  que  constituye  una  obra  sin  tras- 
cendencia, compuesta  en  algunas  semanas,  valiéndose  de  otros  dic- 
cionarios ya  antiguos.  Esta  obra  se  vende  á  bajo  precio,  y  de  esta 
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suerte  se  perjudica  al  pñmeramenie  pobücado»  defraudándose  al 
autor  eo  el  producto  legitimo  de  on  Irabajo  iomenso,  al  roismo  tieni- 
poque  al  púMico.  La  acción  de  los  Tribunales  no  alcanza  ¿  impedir 
^te  abuso,  no  quedando  más  medio  de  evitarlo  que  la  censura  rígi- 
da de  una  eritioa  justa  y  severa. 

V. 

Respecto  de  las  adiciones  y  notas  puestas  á  una  obra  de  otro, 
nuestra  ley  en  su  art.  10  previene,  que  nadie  podrá  reproducir  una 
obra  ajena  con  pretexto  de  anotarla,  comentarla,  adicionarla  ó  me- 
jorar la  edicioD,  sin  petmiso  de  su  autor.  El  de  adiciones  ó  anotacio- 
nes i  ma  obra  ajena,  podrá;  no  obstante,  darlas  á  luz  por  separa- 
do>  en  cuyo  caso  será  considerado  como  so  propietario.  La  justicia 
de  esta  disposición  es  sumamente  perceptible.  La  propiedad  literaria 
sería  en  efecto  ilusoria,  si  fuera  permilido  apropiarse  las  obras  pu- 
blicadas, anotándolas,  comentándolas  ó  corrigiéndolas,  y  los  auto- 
res tendrían  que  sostener  una  continua  competencia  para  conservar 
su  derecho  de  propiedad.  Sin  embargo,  la  ley,  al  prohibi|r  que  pue- 
blan servir  las  aídiriones  ó  comentarios  para  apropiarse  el  que  los  es- 
cribió las  obras  originales  de  otro,  no  niega  á  aquel  la  propiedad 
que  concedió  á  las  demás  obras.  El  que  adiciona,  es  decir,  comple- 
ta, anota  ó  comenta  la  obra  de  otro,  produce  una  obra  original,  y 
esta  obra  debe  ser  protegida  por  la  ley.  No  hay  duda  que  la  falta 
del  texto  sobre  que  versan  los  comentarios  presentará  estos  incom- 
pletos al  mismo  tiempo  que  la  obra  comentada;  pero  el  respeto  á  la 
propiedad  asi  lo  exige.  Estos  inconvenientes  sólo  podrían  salvarse 
con  la  asociación  de  los  dos  autores,  y  esta  asociación  no  es  la  ley 
quien  debe  crearla^  sino  la  voluntad  dt  los  mismos.  Entretanto,  el 
legislador  protoje  la  propiedad  de  esta  obra  para  es^timular  al  autor 
qoe  por  medio  de  un  útil  ó  luminoso  apéndice  ó  comentario  ilustra 
nn  texto  oscuro  ó  completa  una  obra  imperfecta,,  dotando  á  las  letras 
y  á  las  ciencias  de  una  concepción  niteva^  aunque  modestamente 
apoyada  en  la  obra  príncipal.  Asi,  pues,  la  ley  protege  la  propiedad 
de  esta  obra  si  se  publica  separadamente.  Esto  es  inevitable,  por- 
que entonces  la  obra  forma  un  todo  independiente,  el  cual  se  halla 
sometido  á  las  reglas  ordinarias  de  la  propiedad  literaria. 

Sólo  cuando  las  notas  ó  comentarios  versen  sobre  obras  que  ha- 
yan caído  en  el  dominio  público,  podrá  el  autor  de  aquellos  publi- 
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venderla  ni  de  sacar  partido  alguno  de  ella.  M.  Blanc  hace  notar  per- 
fectamente lo  que  constituye  el  carácter  esencial  7  la  propiedad  del 
titulo.  «El  título,  dice,  es  la  muestra  de  la  obra;  por  medie  de  él 
se  designa  al  público;  por  él  se  la  distingue  de  otras  prodaedones 
del  mismo  género  y  de  otras  obras  del  mismo  antor.  El  titulo  es  el 
nombre  de  la  obra.»  Sin  embargo,  debe  distinguirse,  ün'titulo  que 
se  emplea  generalmente  para  indicar  una  clase  particiilar.de  obras 
ó  una  especialidad  de  conocimientos,  no  puede  ooostHuir  la  propie- 
dad exciusÍYa  de  un  autor  ó  de  un  editor,  y  todos  los  demás  antea- 
res ó  editores  tienen  el  derecho  de  hacer  uso  de  él,  con  tai  que,  por 
otra  parle,  no  falten  á  la»  reglas  de  nna  competencia  leal  y  no  ha* 
gan  uso  de  este  derecho  de  modo  que  ocasiane  confusión  entre 
dos  obras  de  un  mismo  título,  coa  perjuicio  da  la  propiedad  litera- 
ria y  del  público.  Asi,  pues,  puede  hacerse  uso  por  todos  de  un  ti* 
tulo  general  de  Diccionario,  de  Enciclopedia,  de  Biografía  y  otros 
por  este  estilo.  Mas^  por  lo  contrario,  el  titulo  de  una  obra  es  de 
dominio  privado  del  que  lo-  puso  primeramente  en  su  libro,  cuando 
en  lu^ar  de  consistir  en  una  eipresion  general  que  puede  servir 
para  designar  muchas  obras  de  asuntos  diferentes^  contiene  una  de- 
signación especial  y  caracteristica  del  objeto  de  que  se  ocupa  la  obra 
que  lo  lleva.. 

El  título  de  un  periódico  es  una  propiedad  á  qne  no  se  puede 
atacar  directa  ni  indirectamente.  Dar,  pues,  á  un  periódico  nuevo 
un  título  ya  existente,  es  cometer  una  usurpación  de  la  propiedad, 
aun  cuando  se  haya  añadido  á  esle  título  la  indicación  de  nna  crea^ 
cion  reciente.  Así,  el  título  La  Moda  dado  á  un  periódico,  no  es  una 
expresión  general  que  pueda  darse  á  oíros  varios,  aunque  traten  de 
asuntos  diferentes;  porque  es  una  designación  especial  y  caracterís- 
tica que  pertenece  exclusivamente  al  primero  que  aplicó  este  título  á 
un  periódico.  En  su  consecuencia,  el  propietario  de  un  periódico  ti- 
tulado La  Moda,  podria  reclamar  contra  otro  que  se  titulase  JLaJIfo- 
da  de  Madrid,  aun  cuando  éste  fuera  extraño  á  la  política  de  qne  se 
ocupase  el  primero  y  el  tamaño  y  el  precio  fueran  distintos.  Sin  em- 
bargo, el  título  de  El  Pirata  poUlico  y  literario,  no  s^  entendería 
que  causaba  perjuicio  alguno  al  propietario  de  otro  periódico  titu* 
lado  Él  Pirata,  Gaceta  de  periódicos,  porque  en  cada  uno  de  estos 
títulos  hay  una  calificación  característica  de  un  orden  de  nateriaa 
direrente. 

El  título  de  un  periódico  que  ha  dejado  de  existir  pnede  adop*- 
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tarse  por  en  naeTo  periódico,  con  tal  cpie  se  tomen  todas  las  pre- 
cauciooes  necesarias  para  que  la  responsabilidad  de  los  propietarios 
del  periódico  que  cesa  de  aparecer,  no  quede  afectada  por  la  nuera 
publicación* 

Pero  el  uso  de  un  título  empleado  por  otro,  ¿«tribuye  la  aeeion 
de  usurpación  literaria?  BUti*  Gaxtasibide,  Blanc  y  Calméis  opinan 
por  la  negativa,  sentando  que  este  hecbo  solo  puede  dar  lugar  ¿  la 
indemniEacion  de  daSos  y  perjuicios,  y  se  fundan  en  que  un  Ütiilo 
no  constituye  una  propiedad  literaria,  porque  no  es  más  que  la  de- 
idgnacion  de  la  obra.  Pero  esto  qo  es  exacto;  porque  el  titulo  de  una 
obra  es,  no  solamente  su  muestra»  sino  como  ha  dicbo  e3aicta  y  pro- 
fundamente M.  Portalis,  es  análisis.  Es  un  verdaro  trabajo  del 
entendimiento  maniiesUir,  indicar  una  obra  por  medio  de  un  tfiulo 
claro,  inteligible  y  que  dé  á  conocer  la  idea  primitiva  de  esta. 
No  hay  duda  que  un  título  común,  que  se  aplica  necesariamente 
á  uo  asunto  que  es  permitido  á  todos  tratar,  puede  tomarse  impu* 
neroente  por  otro,  puesto  que  no  constituye  una  creación  del  enten- 
dimiento; pero  debe  comprenderse  bien  que  en  el  título  hay  crea* 
cion,  no  tan  solo  cuando  se  aplica  á  un  asunto  nuevo,  sino  también 
cuando  aplicándose  á  un  asunto  que  no  es  original,  hay  algo  de  es* 
pecial  en  él  que  impida  confundir  la  obra  con  otra.  En  este  caso  la 
creación  consiste,  no  ya  en  que  el  título  indique  un  asunto  original, 
sino  en  que  se  halle  combinado  de  manera  que  conslituya  una  obra 
especial. 

VIH. 

Hay  también  usurpación  cuando  se  reproduce  una  obra  de 
poca  extensión  en  otra  más  extensa,  aun  cuantío  aquella  sea  muy 
reducida  y  ésta  muy  lata*  y  aun  cuando  se  hiciera  con  el  objeto  de 
criticarla  ó  exanúnarla. 

IX. 

Respecto  de  las  citas  de  pasajes  de  una  obra  de  un  autor  en  otra 
publicada  posteriormente  por  otro,  no  hay  duda  que  la  ley  en  su 
espíritu  no  ha  tratado  de  prohibirá  los  autores  el  derecho  de  dar  á 
conocer  los  pensamientos  de  sus  antecesores  sobre  los  asuntos  que 
tratan,  y  citar  textualmente  pasajes  de  ellos«para  discutirlos  ó  apo- 
yar su  opinión  en  los  misma<.  El  perfeccionamiento  de  las  cieneias 
propende  á  esta  facultad.  No  podria,  con  justicia,  prohibirse  á  los 
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escritores  el  citar  á  svs  antepasados,  así  como  en  permilirles  prodi- 
gar las  citas  textuales  con  exceso.  Los  Jaeces  son  los  que  deben 
apreciar  si  ha  habido  ó  no  abuso  sobre  esto,  es  decir,  sí  son  las  ci- 
tas por  su  extensión  de  tal  naturaleza  que  perjudiquen  la  venta 
de  la  obra  citada,  ó  si,  por  el  contrario,  estas  citas  por  razón  del 
objeto  particular  de  la  publicación  en  que  se  encuentran,  le  son  más 
bien  favorables.  Háse  juzgado,  pues^  que  la  inserción  textual  en  un 
|»eri<kiico  diario  ó  semanal  de  machos  capítulos  de  una  obra  6  no- 
vela nueva,  de  modo  que  se  presente  toda  la  parte  novelesca  ó  dra- 
mática, en  un  conjunto  bastante  completo  para  satisfacer  la  xuriosi- 
dad  de  la  mayor  parte  de  los  lectores,  de  suerte  que  no  necesiten 
comprar  la  oiira,  es  cometer  el  delito  de  reimpresión  fraudulenta, 
aun  cuando,  por  otra  parte,  la  crítica  presentada  en  el  periódico  fue- 
ra general  y  no  se  refiera  á  los  capítulos  copiados. 

Seria  peligroso  dar  regla  fija  sobre  esta  materia;  la  extensión  de 
las  citas^  la  naturaleza  de  las  obras,  la  intención  de  causar  mavor  ó 
menor  daño,  la  posibilidad  de  concurrencia  y  de  perjuicios;  tales 
son  los  elementos  de  apreciación  según  los  cuales  se  debe  decidir. 

También  habría  defraudación  en  tomar  de  una  obra  que  tratase 
de  varias  materias  divididas  en  varias  partes,  una  de  estas  partes 
para  publicarla  por  separado,  y  en  reproducir  casi  enteramente  en 
una  parodia  la  obra  parodiada. 

La  jurisprudencia  inglesa  sólo  se  atiene  á  los  trozos  que  se  to- 
man, á  la  manera  como  se  tomaron,  y  á  la  intención  de  privar  al 
autor  de  su  justa  recompensa:  (Godson^  Tratado  del  derecho  deco^ 
pia,  cap.  1.*,  al  fin.)  La  ley  austríaca  de  1846  exige  que  se  cite  la 
obra  de  donde  se  copia,  que  el  pasaje  copiado  no  exceda  de  un  plie- 
go, que  no  se  dé  como  opúsculo  especial,  y  que  los  periódicos  no 
puedan  copiaren  el  curso  de  un  año  un  trozo  mayor  de  dos  pliegos. 

La  ley  prusiana  de  1870  no  considera  defraudación  la  repro- 
ducción de  pasajes  ó  pequeñas  partes  de  obras  ya  publicadas,  ni 
aun  la  inserción  íntegra  de  vanos  escritos  ya  publicados  en  el  cuer- 
po de  una  obra  mayor,  con  tal  que  esta  tenga  un  carácter  científi- 
co y  que  le  sea  propio,  ó  que  constituya  una  colección  de  escritos  de 
diversos  autores  compuesta  para*  uso  del  culto  ó  de  las  escuelas,  ó 
con  un  fin  literario  especial.  Además,  no  puede!  reproducirse  el  es- 
crito  sino  con  la  indicación  de  su  autor  ó  de  la  fuente  de  donde  se 
tomó  (art.  70.) 

Por  el  art.  676  del  Código  portugués  de  1868^  los  autores  de 
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caalesquier  escritos  tienen  el  derecho  de  citarse  reciprocamente,  y 
de  copiar  los  arUcnlos  ó  pasajes  que  luTieren  á  bien,  con  tal  que 
indiquen  el  autor,  libro  6  periódieo  i  que  pertenecen  las  citits  ó  ios 
artículos. 

I. 

El  índice  ó  tabla  de  nna  obra  forma  parte  de  la  misma,  y  repro- 
ducirlo se  ha  considerado  que  es  contrahacer  parcialmente  la  obra. 
Pero  cuando  no  tiene  índice  una  obra^  ó  aquel  no  es  bastante  extenso 
para  satisfacer  al  lector,  ¿es  permitido  publicar  uno  nuevo  sin  el  con- 
sentimiento del  autor?  Opinamos  por  la  negativa,  porque  es  eviden- 
te que  una  tabla,  si  es  analítica,  reemplaza  basta  cierto  punto  la  obra 
cuvas  materias  dá  á  tonocer. 

Seria  más  delicada  la  cuestión  sobre  si  hay  en  esto  defraudación, 
puesto  que  puede  ser  dudoso  por  no  reproducirse  la  obra  total  ni 
parcialmente.  Pero  no  hay  duda  que  habrá  lugar  á  la  indemnisacion 
de  danos  y  perjuicios.  Creemos  asimismo,  que  aunque  no  se  hubie- 
ra causado  perjuicio  alguno,  podría  el  autor  prohibir  que  se  publi- 
caran índices  de  su  obra,  puesto  que  es  una  consecuencia  de  su  de- 
rerho  exclusivo  el  publicar  el  índice  de  la  obra  que  él  ha  compuesto. 
Pero  si  el  índice  se  composo  con  el  consentimiento  del  autor,  cobs^ 
tituirá  una  propiedad  literaria  á  fiívor  del  que  lo  hizo.  Sabido  es 
que  hay  diversos  modos  de  hacer  un  índice  y  que  se  necesita  por  lo 
común  un  entendimiento  muy  metódico  para  efectuar  este  trabajo. 

XI. 

El  autor  goza  del  derecho  de  propiedad  literaria;  aun  cuando 
hubiera  publicado  su  obra  en  idioma  distinto  del  patrio,  porque  no 
es  de  esencia  para  adquirir  aquel  derecho  respecto  de  obras  origina- 
les que  estas  se  escriban  en  el  idioma  nacional,  siempre  que  sean 
producción  de  sus  autores.  Lo  que  constituye  la  obra  no  es  el  idio- 
ma, sino  las  ideas  en  elfa  contenidas. 

XII. 

Es  cuestión  sumamente  controvertida,  si  la  traducción  de  una 
obra  original  publicada  en  España  sin  consentimiento  del  autor, 
debe  considerarse  como  defraudación  de  aquella.  Alégase  por  la  ne- 
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gativa,  que  el  ioierés  público,  que  siempre  debe  tener  en  cnenU 
una  ley  6obre  propiedad  literaria,  no  p«ede  permitir  h  tradnecien 
exoluaira  de  sus  obras  á  sos  autores.  Siendo  necesario  su  consentí* 
miento,  puede  ser  rehusado  y  verse  privada  la  sociedad  de  nn  übro 
útil.  Por  otra  parte,  la  falta  de  concurrencia  puede  ser  causa  de 
que  se  ofrezcan  á  ios  lectores  traducciones  inexactas  y  troncadas. 
Además,  el  tradactor  no  tiene  el  derecho  exchisivo  de  tradaccion 
en  general,  sino  sólo  respecto  de  la  traducción  que  él  hizo,  haüán* 
doRse  «iempre  abierta  la  concurrencia,  y  et  autor  tiene  la  ventaja  de 
poder  elegir  un  traductor  de  su  confianza  á  quien  comunique  su 
obra  antes  de  publicarla  para  que  la  traduzca.  Alégase  también  que 
la  traducción  no  caima  perjuicio  material  al  autor,  porque  se  dirige 
á  otra  ciase  de  lectores,  á  otro  público;  ni  tampoco  le  cansa  perjui* 
cío  moral,  antes  por  el  contrario,  acrecienta  so  gkvia,  puesto  que 
siempre  se  han  considerado  las  tradnrciones  como  un  homenaje 
que  se  tributa  al  talento.  Además,  estas  favorecen  la  propagación 
de  las  ideas,  la  popularidad  de  las  producciones  del  autor  y  las 
probabilidades  del  mejor  éxito,  respecto  del  original;  y  por  último, 
se  dice,  qne  esta  interpretación  se  baila  protegida  por  el  silencio  de 
k  ley  sobre  esta  clase  de  traducciones,  y  el  poder  considerarse  eomo 
eoBoedíendo  facultad  general,  ai^n  con  respecto  á  ellas,  las  disposi* 
cienes  primera  y  segunda  del  arl.  5.*  de  la  ley. 

En  sentido  afirmativo  se  expone,  que  la  tradaccion  de  una  obra 
en  otra  lengua  reproduce  necesariamente  la  obra  original,  puesto 
que  el  traductor  toma  el  título,  el  asiento,  las  ideas^  las  frases^  todo 
en  una  palabra,  excepto  el  idioma,  y  que  es  evidente  que  lo  que 
constiluye  la  obra  son  Jas  ideas,  el  orden  en  que  se  presentan  y  su 
desarrollo,  y  no  el  idioma  en  que  se  ha  escrito;  que  si  bien  es  cier- 
to que  la  traducción  no  está  destinada  á  la  misma  parte  del  público 
que  la  obra  original^  no  lo  es  menos  que  quita  al  autor,  sin  cuyo 
consentimiento  tiene  lugar,  una  clase  de  lectores  con  quienes  podia 
contar  legítimamente,  ya  traduciendo  él  mismo  la  obra,  ya  cedien- 
do, mediante  una  retrib(7cion,  el  derecho  de  traducirla. 

Es  cierto  que  la  ley  no  contiene  disposición  alguna  especial  re- 
lativa á  la  traducción  á  otra  lengua  en  España,  de  las  obras  origi- 
nales publicadas  en  el  propio  país;  pero  este  silencio  del  legislador 
no  puede  considerarse  como  una  disminución  del  derecho  absoluto 
qne  dá  la  ley  al  autor  sobre  sus  obras  y  concepciones  sin  distinción 
de  los  idiomas  en  que  están  escritas.  No  debe  considerarse  como 
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.Efficable  á^ste  imso  la  disposiciim  del  art  3.*»  pies  esta  se  refiere  á 
otas  iraduocioBes  hechas  al  caalellaoo  de  una  obra  esiranjera,  pabli- 
cada  en  el  efitraojero.  Por  lo  contrario^  en  el  oúm.  5.*  de  dicho  ar- 
licalo  8.%  se  deoteva  correspooder  el  derecho  4e  propiedad  por  el 
líenipo  mairciidocDel.arL  2.*  á  los  pialores  y  escultores,  con  res- 
pecto á  la  reproducción  de  sus  obras  por  el  prabado  ú  otro  cual- 
quier media,  reproducción  que  en  la  discusión  de  este  artículo  en 
el  Senado  ae declaró  q«e  venia  á  ser  una  traducción  del  cuadro  ori< 
-gÍQal,  como  lo  es  Ja  traduceíon  de  una  obra,  bajo  cuyo  concepto  ta 
babia  considerado  ia  Comisión  para  proponerla,  Tundándose  en  la 
^«alogia  entre  la  propiedad  artfelica  y  la  literaria.  Apoya  además 
la  opinión  expuesta,  la  disposición  de  la  Real  orden  de  34  de  Marzo 
tde  4806,  sobre  i|ue  el  autor  ó  propietario  de  una  obra  musical  con 
texto  en  idiona  extranjero^  publicada  por  primera  vez  en  tes  Esta- 
dos con  quienes  ha  eelehrado  España  coB'venio  internacional  sobre 
propiedad  literario,  adquiere  el  derecho  de  propiedad  en  los  domi- 
nios españoles,  pudieido  además'reserTarse  el  derecho  exclusivo  de 
trádoooion  por  término  de  cinco  años. 

Alégase  también  en  apoyo  del  derecho  absoluto  del  autor  para 
publicar  eiclusÍTameote  la  tradiyrcion  de  sus  obras,  que  desde  el 
Bomenlo  en  que  se  admitió  e^  principio  de  la  propiedad  literaria  de 
dichas  obras  originales^  debía  serlo  con  todas  sus  consecuencias 
naliORiles,  de  modo  qirei  nácKe  fuera  permitido  tocar  á la  obra  del 
autor,  ni  esplicar  su  peneamiento  sin  autorización  suya.  Añádese 
•que  la  traducción  no  es  otra  cosa  que  la  reproducción  de  la  obra;  que 
cnai^o  mejor  se  halle  hecha,  mejor  refleja  ésta  y  se  la  asimila,  y  más 
perjudica  ai  derecho  del  autor;  y  que  cuando,  por  el  contrario,  es 
inexacta,  tiene  el  grave  inconveniente  de  comprometer  este  dere- 
cho, disminuyendo  el  valor  literario,  cientiiico  y  artístico  de  la  obra. 

En  la  circular  del  Comité  de  organización  del  Congreso  de  la 
propiedad  literaria  y  artistiea,  celebrado  eñ  Bruselas  en  el  año 
^AJíB,  se  deda  sobre  este  punto  lo  siguiente:  «El  derecho  de  pro- 
piedad del  autor  no  permite  alteración  algunu.  El  escritor  debe 
permanecer  siendo  libre  de  emitir  sus  pensamientos,  en  uno  ó  mu- 
chos idiomas,  segun  le  convenga.  La  conservación  del  derecho  de 
traducir  su  obra  no  puede  sor  condicional,  coreo  no  lo  es  el  soste- 
nlmieato  del  derecho  de  propiedad  en  el  texto  original.  £1  escritor 
no  debe  dar  cuenta  á  nadie  para  el  ejercicio  del  uno  ni  del  otro;  si- 
no que  debe  atenerse  á  si  mismo  respecto  del  cuidado  de  hacer  ó 


288  REVISTA  DE  LBGISLÁGIOlf* 

de  autorizar  á  otro  para  qae  verifique  traduociooea  de  su  obra, 
cuando  estas  traducciones  responden  á  la  neoeádad  ó  al  deseo  real 
del  público.» 

Sin  embargo,  al  lado  de  estos  derechos  del  antor,  están  loa  de 
la  sociedad,  y  base  alegado  que  no  podia  darse  á  aquel  la  facultad 
de  impedir  la  expansión  de  las  ideas,  por  medio  de  la  traducción 
en  la  lengua  materna  de  cada  pueblo,  pues  de  otra  suerte,  depen- 
dería de  su  negligencia  ó  mala  voluntad,  detener  el  desarrollo  déla 
ciencia  y  del  pensamiento  humano  sin  utilidad,  respecto  del  ejer- 
cicio de  su  derecho,  puesto  que  es  evidente  que  quien  pueda  leer 
la  obra  original^  no  recurrirá  á  una  traducción.  Al  lado  de  los  prin- 
cipios exclusivos^  abstractos,  y  á  más  altura  que  ellos,  están  otros 
principios  más  generosos,  más  civilizados,  más  en  armonía  con  el 
fin  mismo  de  la  sociedad  humana,  y  que  imperan  sobre  aquellos, 
bajo  pena  de  hacer  abortar  las  mejores  concepciones  teóricas. 

Ed  consecuencia  de  estas  consideraciones  hubiera  sido  úiil  y 
conveoiente  adoptar  un  término  medio  entre  los  dos  extremos  in- 
dicados, que  al  paso  que  asegurase  á  los  autores  el  derecho  de 
propiedad,  no  privara  á  la  sociedad  ni  á  la  literatura  del  beneficio 
y  de  la  gloria,  que  resulta  de  la  mayor  circulación  de  los  conoci- 
mientos humanos.  Hubiera  podido  establecerse  la  libertad  de  las 
traducciones  de  obras  de  dominio  privado,  siempre  que  el  autor  no 
se  hubiese  reservado  el  derecho  de  publicar  una  ó  más  traduccio- 
nes de  su.originaI*en  diversas  lenguas,  ó  que  aun  reservado  este 
derecho,  no  las  publicase  dentro  de  un  plazo  proporcionado  á  la 
extensión  y  coste  de  la  obra,  y  á  la  dificultad  del  idioma  en 
que  debía  traducirse,  según  se  halla  dispuesto  en  la  ley  austríaca 
de  i846. 

Análogas  disposiciones  se  contienen  te  la  legislación  de  otros 
notables  Estados  de  Europa. 

As/,  la  ley  bávara  de  28  de  Junio  de  186S  confiere  durante  cin- 
co anos  al  autor  de  una  obra  original  el  derecho  de  traducirla  cuan- 
do ésle  se  le  reserva  y  publica  parte  de  la  traducción  en  el  término 
de  un  ano ,  y  toda  la  obra  traducida  en  el  término  de  tres  años. 

La  ley  belga  reserva  el  derecho  exclusivo  de  traducción  al  autor 
durante  su  primera  edición;  la  del  ducado  de  Brunswick  de  10  de 
Febrero  de  4842  durante  dos  años;  la  de  Italia  de  23  de  Junio  lie 
1865  durante  diez;  la  de  los  Paises-Bajos  de  4  de  Agosto  de  4829 
reconoce  al  autor  el  derecho  exclusivo  de  traducción. 
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La  ley' rusa  permite  publkar  tradüccíanes  en  cualquiera  lengua 
de  tiita  obra  dada  á  luz  en  Rusia,  pero  »in  acompañar  á  ella  el  texto. 
Los  autores  de  obras  para  las  que  ha  sido  preciso  hacer  iiiTestiga* 
clones  científicas  especiales  gozan  del  derecho  exclusivo  de  hacer- 
las publicar  en  Rasia  en -otras  lenguas;  pero  están  obligados  á  anun- 
ciarlo al  dar  á  luz  la  obra  original,  y  é  publicar  (a  traducción  en  el 
espacio  de  dos  anos  contados  desde  el  dia  en  que  la  censura  haya 
dado  el  permiso  de  vepla;  no  cumpliendo  estas  condiciones,  cual- 
quiera puede  publicar  lá  traducción  de  la  obra. 

La  ley  prusiana  de  4870  no  considera  como  defraudación  en  ge- 
neral la  pubitcacron  de  traducciones  de  obras  ya  impresas.  Por  ex- 
cepción las  califica  de  tales  en  los  tres  casos  siguientes:  1.*,  cuando 
se  traduce  en  lengua  viva  una  obra  publicada  en  lengua  muerta: 
^.%  cuando  ona  obra  publicada  simultáneamente  en  muchas  len- 
guas, se  traduce  en  una  de  éstas:  S.*,  cuando  el  autor  se  reserva  el 
derecho  de  traducción  en  la  portada  ó  cabera  de  la  obra,  ccn  tal 
que  ésta  se  haya  publicado  en  el  curso  de  un  ano,  que  principiará  á 
correr  af  espirar  el  en  que  apareció  el  original  fart.  6.*).  Las  tra- 
ducciones de  las  obras  no  impresas  que  la  ley  protege  contra  la  de- 
fraudación, constituyen  esta. 

£1  Código  civil  portugués  de  ^1868,  declara  en  su  art.  877^  que 
en  los  derechos  de  autor  se  comprende  también  el  derecho  de  tra- 
ducción; pero  si  el  autor  fuere  extranjero,  no  gozará  en  Portugal  de 
este  derecho  por  más  tiempo  que  el  de  diez  anos  contados  desde  Ja 
publicación  de  su  obra,  y  una  vez  que  el  uso  de  ella  comience  an- 
tes de  terminar  el  tercer  año  de  dicha  publicación.  El  traductor, 
sea  portugués  ó  extranjero,  de  obra  que  baya  caido  en  el  dominio 
público,  goza  durante  treinta  años  del  derecho  exclusivo  de  repro- 
ducir su  tradnocion,  quedando  salvo  á  cualquier  otro  individuo  la 
facultad  de  traducir  nuevamente  la  misma  obra. 

A.SÍ,  pues,  mientra?  no  se  sanciona  por  la  ley  el  temperamento 
indicado,  según  la  opinión  afirmativa  que  hemos  adoptado  sobre 
esta  materia,  en  £spaia  deberá  considerarse  defraudación  la  tra- 
ducción de  obras  originales  hecha  sin  consentimiento  de  su  autor, 
puesto  que  opinamos  por  que  el  autor  tiene  el  derecho  exclusivo  de 
publicar  dicha  traducción.  Tendrá  también  este  derecho,  aun  res- 
pecto de  la  obra  que  diera  á  luz  por  primera  vez  en  latin  ó  en  otra 
lengua  extranjera.  Esta  facultad  no  se  considera  como  la  de  la  ira. 

duccion  de  una  obra  de  autor  extranjero,  porque  representa,  no  so- 
tomo  xux.  37 
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lamente  el  trabajo  de  una  versión,  sino  el  de  un  original,*  puesto  que 
la  esencia  de  la  obra,  su  fondo,  sus  pensamientos,  son  propios  del 
traductor,  que  al  mismo  tiempo  es  autor,  pudiendo  considerar- 
se la  nueva  versión  como  una  nueva  edición  de  su  obra  original^ 
dado  que  en  aquella  existe  el  original  en  su  totalidad,  y  que  lo  úni- 
co que  se  ha  variado  es  la  forma,  que  es  una  parte  accidental,  co- 
mo pudiera  serlo  la  parte  material-  tipográfica.  En  este  sentido,  la 
ley  del  gran  ducado  de  Besse  Darmstad  reserva  el  derecho  exclusjr 
vo  de  traducción  ¿  los  autores  de  obras  escritas  en  lenguas  sabias» 
si  bien  con  la  condición  de  publicarlas  en  el  término  de  dos  años. 
Respecto  del  derecho  de  traducir  los  españoles  y  de  publicar  en 
España  traducciones  de  obras  de  autores  extranjeros  dadas  á  luz  en 
otro  país,  ó  en  el  nuestro,  nos  haremos  cargo  al  ocuparnos  de  las 
disposiciones  1/  y  3/  del  art.  3/  de  nuestra  ley  de  propiedad  lite- 
raria. En  cuanto  al  derecho  de  los  autores  españoles  para  publicar 
|a  traducción  de  sus  obras  en  otros  países,  y  de  los  extranjeros  para 
publicarlas  en  el  nuestro,  nos  haremos  cargo  al  exponer  las  disposi- 
ciones sobre  esta  materia  de  los  tratados  internacionales  celebrados 
entre  España  y  otras  naciones  de  Europa. 

XIII. 

¿Puede  ponerse  en  verso  una  obra  publicada  en  prosa,  sin  con- 
sentimiento del  autor?  No  debe  confundirse  esta  cuestión  con  la  de  si 
traducir  es  defraudar,  puesto  que  aquí  no  hay  cambio  de  idioma.  No 
hay  duda  que  este  trabajo  puede  ser  una  obra  muy  distinguida  de  la 
inteligencia,  pero  al  cabo  es  una  apropiación  de  la  obra  que  si  bien 
se  ofrece  bajo  otra  forma,  es  cierto,  al  fin  se  ofrece  á  los  mismos 
lectores.  Hay  en  esto  perjuicio  material:  hay  más;  puede  sufrir  no- 
tablemente la  reputación  del  autor,  con  que  se  ponga  en  verso  su 
obra.  Cuando  se  la  traduce,  no  se  hace  más  que  difundir  su  libro; 
pero  cuando  se  pone  este  en  verso,  puede  privársele  de  su  gloria 
eclipsándola  con  el  encanto  de  la  versificación,  ó  menoscabarla  con 
malos  versos  que  una  vez  leidos  pueden  injustamente  disgustar  de 
la  obra  en  prosa. 

XIV. 

Debe  tenerse  presente,  respecto  de  todo  lo  dicho^  que  aun  cuan- 
do, como  quieren  algunos,  se  reconociera  la  propiedad  de  una  obra 
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que  contenga  ofensas  á  la  moral  pública  y  religiosa,  fundados  en 
que  la  creación  de  un  pensamiento  inmoral  y  corruptor  pertenece 
tan  perfectamente  á  quien  es  su  autor^  como  la  creación  de  un  pen* 
Sarniento  moral,  noble  y  generoso,  no  concede  la  ley  la  acción  sobre 
defraudación  de  la  propiedad  literaria  en  tal  caso,  porque  el  autor  no 
puede  alegar  en  su  favor  su  propia  torpeza.  No  resulta  de  esto  que 
sea  de  temer  la  reproducción  ó  multiplicación  de  las  obras  inmora- 
les^ puesto  que  el  Ministerio  público  podrá  perseguir  por  otro  título 
al  reproductor  de  la  obra  condenable.  Pero  si  el  autor  de  un  libro 
inmoral,  después  de  haberlo  publicado,  se  arrepiente  de  esta  pu- 
blicación y  pide  á  la  justicia  la  supresión  de  su  obra,  ¿puede  tener 
acción  contra  el  que  la  reproduce  ó  reimprime?  Creen  algunos  que 
se  le  debe  conceder;  pero  no  seria  ya  la  accioq  de  defraudación  la 
que  podría  intentar,  puesto  que  esta  supone  un  derecho  de  propiedad 
que  aquel  abdicó:  solamente  le  pertenecería^  pues,  acción  para  que 
se  recogiera  su  escrito  ó  su  obra,  y  á  lo  más  para  la  indemnización  de 
danos  y  perjuicios.  En  Inglaterra  háse  juzgado  que  la  inmoralidad 
de  un  libro  príva  á  su  autor  de  su  propiedad.  La  ley  no  protege  los 
libros  inmorales  ni  los  libelos.  Existe  sobre  este  particular  una  deci- 
sión célebre  de  lord  Edon,  que  ha  traducido  Mr.  Laboulaye  en  su 
Ensayo  sobre  la  propiedad  lUeraria  en  Inglaterra.  En  el  proceso  Sou- 
they  C.  Sherwood,  el  lord  Canciller,  al  negarse  á  conceder  una  de- 
fensa para  impedir  la  venta  de  una  reimpresión  fraudulenta^  se  ex- 
presó de  esta  suerte:  «He  examinado  todos  los  precedentes  que  he  po- 
dido reunir,  y  encuentro  que  todas  las  defensas  que  se  han  conce- 
dido tienen  por  fundamento  el  derecho  de  propiedad  del  querellante 
ó  recurrente.  Pero  sobre  este  punto  existe  una  distinción  á  la  que  va 
unida  una  autoridad  de  gran  peso,  la  de  el  lord  de  justicia  Eyre, 
que  ha  sentado  como  principio  expreso  que  no  se  puede  obtener  in* 
demnizacion  de  danos  y  perjuicios  por  un  libro  que  por  su  natura- 
leza es  una  ofensa  pública.  Y  tal  es  nuestra  opinión.  Lord  Edon 
anadia,  que  si  el  autor  manifestase  la  voluntad  de  suprimir  su  obra, 
concederia  una  defensa  para  impedir  su  reimpresión;  «porque  es  im« 
posible  admitir  que  un  cspritor  reporte  utilidad  alguna  material  de 
su  delito^  y  es  muy  juslo  que  no  se  pueda  agravar  su  criminalidad.» 

José  Vicente  y  Gtravantes. 


1 


292  AE^IStA  DE  LEGISLACIÓN. 


DERECHO  PENAL. 


¿La  sfistraeñati  que  se  reali^  asaltatido  lugares  cercados  6  cer- 
rados sólo  latérülmef^ie  sin  ser  edificios,  constituye  el  deüto  de  ro- 
bo, ó  d  de  hvtío  ton  la  circuMílancia  agravante  SI  designada  en  el 
articulo  iO  del  Código  pe^ial? 

Leyendo  lá  iKilí^ima  obra  del  Código  penal  reformado,  concor- 
dado y  comentado  por  el  Sr.  Viada  y  Vitaseca,  al  ocuparse  de  los 
delitos  de  robo,  pág.  796,  be  Tisto  presentada  la  anterior  caestion; 
para  resolverla  se  inserta  y  eopia  un  dictamen  fiscal  de  uno  de  núes  < 
iros  más  ilustres  Magistrados,  que  hoy  lo  es  dignísimo  de  la  Sala 
de  lo  criminal  del  Tribunal  Supremo,  en  el  qué  sobre  nn  caso  ana- 
iogo  puesto  á  su  resolución,  sostiene  y  se  decide  por  que  la  sustrae- 
cion  de  que  e)  epígrafe  de  este  artículo  trata,  no  constituye  más  que 
d  delito  de  hurto»  con  la  expresada  circunstancia. 

De  igual  opinión  parece  ser  el  Sr-  Viada,  puesto  que  en  sus 
l^rácticos  y  útiles  comentarios,  nada  dice  en  contra  al  presentar  esta 
cuestión;  y  el  heebo  de  que  para  resolverla  copie  este  dictamen  sin 
«dicion  ni  observación  alguna,  indica  su  completa  conformidad  con 
el  parecer  en  él  emitido. 

Grande,  sin  embargo,  ha  de  ser  el  convencimiento  del  que  sus- 
cribe este  pobre  y  ligero  apunle,  para  separarse  del  criterio  de  Au- 
ioridades  tan  competentes,  aun  después  de  haber  visto  el  razonado 
dictamen  que  en  pro  de  su  opinión  suscribió  tan  distinguido  jnrís- 
con^lto.  Como  este  dictamen  á  <|ne  aludimos,  fué  escrito  antes  de  la 
reforma  del  Código  penal  hecha  en  1870,  y  con  ella  se  ha  dado  di- 
versa redacción  á  los  articUlos  que  se  refieren  á  los  delitos  de  robo, 
aigntia  ventaja  á  nuestro  favor  y  no  poca  por  cierto,  tenemos  con 
esta  variante  del  Código  hoy  vigente.  Mas  no  es  solamente  en  esta 
iisodifícacion  «en  lo  qne  fiondamos  nuestra  distinta  creencia,  pues  en- 
tonces no  hubiéramos  salido  de  nuestro  natural  silencio;  se  aducen 
también  otras  razones  que  subsisten  hoy  con  igual  fuerza  que  cuan- 
do fueron  escritas,  las  que,  por  sensible  que  nos  sea,  tenemos  tam- 
bién que  impugnar  en  apoyo  de  nuestro  humilde  juicio. 

Los  robos  con  fuerza  en  las  cosas,  se  dice,  hacen  referencia  ex- 
presamente á  lugares  habitados  y  no  habitados,  revelando  esta 
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eanhaposkion^  qme  la  diversidad  de  1^  higar^  está  mqne  sirvan 
ó  no  ie  morada;  coavioiéQd4)6e  en  que  upos  y  otros  lugares  soq  de 
aquellos  que  no  sóIq  estáti  cerrados  taíe¡ralmtnte,  sím  toímbitn  por 
eficiraa. 

Antes,  coa  arreglo  al  texto  literal  del  Ci4igo  de  1880,  pudiera 
acaso  sostenerse  esta  opiaioo:  este  Código,  eo  sus  artículos  431^ 
43^  y  433,  empleaba  las  palabras  lugar,  taato  al  tratar  de  los  deli- 
tos de  rabo  cometidos  eu  los  sitios  habitados,  00910  ai  ocuparse  de 
los  ejecutados  ea  los  parajes  no  habitadoe;  pera  ca  el  Código  ac- 
tual, eo  su  art.  {¡>!2i ,  que  es  el  correspoadieate  á  I09  dos  primeros 
citados  del  anterior^  uo  se  etnpleu  la  palabra  /ujHir cuando  habla  de 
l^e  robos  ea  sitios  habitados,  sino  que  dice»  tos.  que  eon  armas  r^* 
baren  en  cas4  habitada  á  edificio  púlUiea  etc.,  y  úaicai^Qte  eu  su 
artículo  525,  al  referirse  á  los  robos  que  se  verifican  eu  los  sitios 
deshabitados^  es  cuaado  hace  uso  de  ella  y  dice  d  robo  earntido  en 
U2«AR  iw  habitado. 

Esta  diferencia  tan  esencial  entre  \»»  palabras  casa  y  lugar^ 
puestas  en  uno  y  otro  caso,  y  que  tan  notablenaente  varían  el  texto 
y  el  sentido  de  lo  que  el  antiguo  C(idigo  decía,  ao  iadica  sólo^  de 
seguro,  un  inuiotivado  alan  de  innovacioo  en  los  autores  de  la  re* 
forma.  Gsto  demuestra  que  para  ellos  U  difereaeia  de  los  lugareí^ 
ea  habitados  y  no  habitados,  que  determinan  la  diversa  penalidad 
de  los  delitos  de  robo,  no  consistia  única  y  exclutivameate  en  que 
sirvieran  ó  no  de  morada;  sino  que  ereian  que  asi  cama  en  los  pri<" 
meros  estaban  comprendidos  solamente  las  casas  y  demás  edifioio9> 
que  pueden  servir  de  habitación,  en  los  segundos,  en  contraposi* 
cion  i  los  primeros,  ae  incluían,  y  por  eso  se  pone  la  palabra  lugar 
y  no  casa,  todos  los  sitios  d  parajes  que,  aunque  na  sirvan  ó  no 
puedan  servir  de  morada  á  las  personas,  estén  cerrados  ó  cercados 
ya  lateralmente,  ya  por  encinia»  siempre  que  la  sustracción  6  apo- 
deramiento  de  las  cosas  muebles  agenas  que  en  ellos  se  cometiera^ 
pudiera  veriticarse,  ó  se  efectuara,  concurriendo  algunas  de  las  cir- 
cunstancias que  el  art.  525  enumera,  que  son  las  d$  escalamientOf 
rompimienlo  de  paredes,  techas  ó  suelos,  fractura  de  puertas  ó  ven-^ 
tanas  exteriores  etc. 

Cuando  la  sustracción  se  realiza  por  algunos  de  los  medioa 
taxativamente  señalados  en  el  citado  art.  525,  que  son  las  diversas 
clases  de  fuerza  en  las  cosas,  por  las  que  tiene  lugar  el  robo  en  pa- 
raje no  habitado,  entonces  creemos  que  esa  sustracción,  ya  le  haya 
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llevado  á  cabo  en  lugar  cerrado  nada  más  por  los  lados,  ya  tam- 
bién cerrado  por  encima,  ha  de  constituir  por  necesidad  el  delito 
de  robo  y  nó  el  de  hurto,  con  tal  ó  cual  circunstancia. 

Asi  se  deduce  de  la  exposición  del  Código  penal  al  tratar  de  es- 
tos delitos,  y  su  prescripción  parece  no  deja  lugar  á  duda,  la  redac- 
ción del  art.  525  que  comienza  el  robo  cometido  en  lugar  no  habita^' 
do,  ó  en  un  edificio  que  no  sea  de  los  comprendidos  etc. ,  no  puede 
ser  más  terminante;  de  ella  se  desprende  que  admite  y  dá  por  su- 
puesto que  se  puede  cometer  el  robo  en  lugar  deshabitado  que  no 
sea  edificio:  y  por  cierto  que  no  deja  de  llamarnos  la  atención,  que  en 
el  tan  notable  dictamen  de  que  nos  ocupamos,  se  diga  que  tas  fuer- 
zas enumeradas  en  este  articulo,  qoe  es  el  correspondiente  al  433 
del  Código  de  1850,  denotan  bien  que  se  refieren  á  lugares  cerrados 
lateralmente  y  por  encima,  ó  sea  á  edificios  inhabitados  por  más  ó 
menos  tiempo,  ó  á  otros  destinados  á  guardar  ganado,  aperos  de  la- 
branza ó  frutos;  pues  qué  ¿el  escalamiento  que  es  el  primer  medio 
de  fuerza  de  que  se  hace  mención^  y  que  según  lo  define  la  circuns- 
tancia 21  del  art.  iO,  consiste  en  entrar  por  una  v\a  que  no  sea  la 
destinada  al  efecto,  no  puede  tener  lugar  en  los  sitios  meramente 
cercados  ó  cerrados  por  los  lados,  ya  sea  con  tapias  ó  con  verjas? 
Lo  mismo  sucede  con  la  fractura  de  puertas  ó  ventanas  esteríores 
que  es  otro  de  los  medios  enumerados  en  aquel  artículo,  y  que  tan- 
to puede  ejecutarse  al  querer  entraren  un  corralón  ó  cerca  sólo  cer- 
rado lateralmente,  cuyas  puertas  pueden  ser  fracturadas  de  igual 
modo  que  las  de  cualquiera  clase  de  edificio  de  los  cerrados  también 
por' encima. 

Por  otra  parte,  suponer  que  en  el  delito  de  hurto  puede  con- 
currir la  circunstancia  agravante  de  ejecutarlo  por  escalamiento,  ó 
con  fractura  de  puertas  y  ventanas  exteriores,  que  lo  mismo  dá  pa- 
ra el  caso,  y  que  por  el  mero  hecho  de  concurrir  esas  circunstan- 
cias, no  se  convierte  la  sustracción  así  llevada  á  cabo  y  que  sin  ella 
era  hurto,  en  robo,  es  admitir  también,  que  en  el  delito  de  homici- 
dio, por  ejemplo,  pueden  concurrir  de  igual  manera  la  circunstan- 
cia agravante  de  ser  el  agredido  cónyuge,  ascendiente  ó  descen- 
diente del  ofensor^  ó  que  se  haya  efectuado  con  alevosía,  cuyas  cir- 
cunstancias, lo  mismo  que  las  anteriores,  las  señala  el  Código  como 
agravantes  genéricas  de  todos  los  delitos,  y  que  á  pesar  de  su  con- 
currencia y  exclusivamente  por  ellas,  no  se  convierte  en  el  primer 
caso  el  homicidio  en  parricidio  y  en  el  segundo  en  asesinato. 
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Otras  consideraciones  de  índole  diversa  se  exponen  también  en 
apoyo  de  la  tesis  que  combatimos.  El  mayor  respeto,  se  dice,  con 
qae  se  deben  considerar  los  lugares  que  constituyen  edificio  que 
los  solamente  cercados,  y  la  desigualdad  de  espíritu  criminal  que 
revela  y  se  requiere  para  asaltar  los  unos  y  los  otros^  son,  asimis- 
mo, motivos  bastantes  para  determinar  la  naturaleza  distinta  del 
delito,  erigiéndolo  y  agravándolo  en  un  caso  hasta  llegar  á  califí* 
iicarse  de  robo,  y  quedando  en  el  otro  en  los  limites  Sel  hurto. 

No  diremos  nosotros  que  en  la  generalidad  de  los  casos  no  pue- 
da así  suceder,  y  que  las  más  de  las  veces  para  asaltar  cierta  clase 
de  edificios,  no  haya  que  vencer  más  dificultades  que  para  escalar 
un  lugar  ünicamente  cercado,  y  suponer^  por  lo  mismo,  más  intento 
y  resolución  criminal  en  el  delincuente.  Pero,. aunque  la  diversa 
gravedad  de  varios  hechos  punibles  dentro  de  un  mismo  delito,  es 
una  objeción  que  igualmente  pudiera  también  hacerse  en  otros  mu- 
chos delitos  de  los  comprendidos  en  el  Código,  en  que  la  gradación 
de  ellos  es  tan  grande,  ya  por  lo  que  es  su  objeto,  como  portas  dis- 
tintas  maneras  ó  direrentes  medios  de  perpetrarlos,  y  que  no  obs- 
tante en  todos  esos  casos,  esa  diversidad  de  hechos  con  tan  varia 
gravedad^  sólo  constituyen  una  misma  especie  de  delitos,  así  puede 
también  afirmarse  que  muchos  de  los  sitios  incluidos  en  los  lugares 
inhabitados  á  que  se  refiere  el  art.  828,  no  por  el  mero  hecho  de  ser 
edificios  han  de  infundir  más  respeto  ó  temor  á  los  criminales,  ni 
hay  que  suponerlos  tampoco  más  garantidos  por  el  Código.  Prueba 
de  ello  un  pajar  ii  otro  edificio  destinado  á  guardar  aperos  de  la- 
branza, de  los  que  no  se  ha  de  decir  que  deben  inspirar  más  consi- 
deración para  detener  el  intento  del  criminal^  que  un  cercado  con 
paredes  altas  dedicado  á  recoger  de  noche  el  ganado^  y  ni  aun  que 
un  jardin  ó  huerta  cerrado  por  una  verja,  y  que  contenga  flores  ó 
frutos  de  gran  estimación:  y  tampoco  se  ha  de  suponer  que  el  que 
asalta  el  pajar  revela  más  perversión  y  ánimo  decidido  de  delin- 
quir, que  el  que  escala  el  cercado  para  robar  el  ganado  que  es  obje- 
to de  más  valor,  y  donde  es  más  fácil  que  encuentre  mayores  peli- 
gros, por  la  vigilancia  que  de  continuo  sobre  ellos  se  ejerce. 

Mas  con  todo,  no  es  de  modo  alguno  la  clase  de  los  lugares  en 
que  se  ejecuta  el  delito,  ni  la  mayor  ó  menor  importancia  de  lo  que 
es  objeto  de  él,  lo  que  constituye  la  esencia  y  determina  el  carácter 
y  diferencia  de  los  delitos  de  robo  y  hurto.  La  manera  como  se  rea- 
lizan y  los  medios  de  que  se  valen  para  su  ejecución,  prescindiendo 
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de  todos  los  demás  accidentes,  es  lo  que  üDieameate  se  apreda 
y  tiene  eo  cuenta^  para  erigir  é  calificaf  de  robo  6  hor  to,  una  sus- 
tracción. 

Tiene  ésta  lugar  apoderándose  de  las  cosas  mueble»  ajefias»  em« 
pleando  violencia  eu  las  personas,  ó  haciendo  uso  de  cualquiera  da 
los  medios  de  fueraa  que  se  designan,  pues  eotóoees  ese  delito  es 
robo  y  no  hurto;  y  así  como  el  valerse  de  la  astucia  y  )a  sagacidad 
es  el  signo  característica  del  hurto,  tí  uso  de  la  fueraa  y  el  (empleo 
de  la  violencia  es  el  distiotivo  del  robo;  importaado  poco  para  de- 
terminar el  carácter  genérico  de  este  delito  que  se  baya  verificado 
en  un  edificio  habitado  ó  deshabitado,  destinado  al  culto  ó  á  otro 
objeto;  que  el  lugar  sea  solamente  cerrado  por  los  lados  ó  también 
por  encima,  ni  que  lo  sustraído  sea  de  más  ó  menos  entidad;  lodo 
ello  podrá  influir  para  señalar  dentro  del  mismo  delito  de  robo  su 
más  ó  menos  gravedad,  y  la  mayor  ó  menor  peaalidad  que  se  le  ha 
de  impaoer;  pero  no  dejará  por  ninguno  de  estos  accidenies  de  cons* 
tituir  siempre  el  delito  de  robo. 

En  cuanto  á  la  diferencia  de  condenas,  con  que  de  seguir  una  ú 
otra  apreciación^  se  ha  de  castigar  la  sustracción  de  que  tratamos  y 
que  tan  desproporcionada  al  delito  se  supone,  caso  de  estimársela 
como  robo,  diremos  que  con  el  Código  penal  vigente  no  es  tanto 
más  grave  una  que  otra  la  pena  que^  de  ser  hurto  é  robo,  había  de 
imponerse;  y  menos  es  todavía  la  diferencia  con  la  reforma  hecha 
últimamente  por  la  Ley  de  i7  de  Juiie  anterior.  Así  es  que  un  robo 
en  lugar  no  habitado  y  en  cantidad  inferior  á  800  pesetas  y  no  me- 
nor de  25,  está  penado  con  el  arresto  mayor  en  su  grado  máximo  á 
presidio  correccional  en  su  grado  mínimo;  y  un  hurto  de  iOOá 
800  pesetas  con  arresto  mayor  en  su  grado  medio  á  presidio  corree* 
cional  en  su  grado  mínimo:  pudíendo  suceder  si  concurre  alguna 
circunstancia  agravante  en  los  dos  delitos,  que  uno  y  otro  sea  cas- 
tigado con  la  misma  pena  y  en  el  mismo  grado  mínimo  del  presidio 
correccional. 

T  aunque  así  no  fuera  y  llegase  á  ser  mayor  la  diversidad  de 
penas  en  estos  delitos,  más  justo  y  análogo  quizá  seria,  el  que  no  se 
castigue  de  igual  modo  al  que  para  apoderarse  de  una  cosa  ajena 
iftvo  que  destrnir  6  salva?  los  medios  de  seguridad  ó  resguardo 
que  racionalmente  se  creyeron  bástanles  para  suponerla  á  cuJmrte» 
de  la  codicia  criminal,  que  al  que  nada  más  por  haber  encentra^ 
do  un  objeto  á  su  alcance^  se  apodera  de  él  sirviéndose  sólo  de 
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la  astucia»  ó  aprovechando  únicaBietiite  el  descHulo  de  su  dueño. 
Aquí  termioamos  estas  breves  consideraciones  qae  s6lo  nuestra 
afieiott  k  esle  orden  de  estudios  nos  ha  hecho  escribir,  sin  que  abri- 
gáramos la  vana  prciteosion  de  peder  combatir  la  opinión  contraria, 
con  tanta  brilianlez  sostenida  por  tan  reputados  jurisconftuUos,  á  no 
haber  creído  kir  nueatra  más  ajustada  al  texto  y  al  espíritu  delXló- 
dtgo  penal;  no  sabiendo  de  ninguna  decisión  del  Tribunal  Supremo 
qot  fije  hasta  abora>  la  mas  recta  interpretación  de  los  artículos  del 
Código»  á  esta  cuestión  referentes,  y  siendo  por  otra  parte  tan  varias 
y  diversas  las  resoluciones  de  las  Aiidienoias  que  sobre  este  punto 
hemos  tenido  ocasión  de  conocer. 

^  Liborío  Hierro, 


DE  LA  UBERTAD  EN  EL  DELINCUENTE. 


El  creciente  interés  que  desde  hace  alguo  tieqipo  se  ha  desper- 
tado en  noostra  patria  por  el  estudio  de  los  más  fundamentales  pro- 
Uemas  ülosófiQOjpenaies,  demuestra  de  un  modo  bastante  elocuen-* 
te  la  atención  que  estos  reclaman,  haciéndonos  concebir  la  esperan* 
za  deqjae  pronto  han  de  adquirir  un  carácter  verdaderamente  cien- 
tífico y  llegarán  á  la  altura  á  que  en  la  actualidad  se  encuentran 
airas  famas  del  derecho.  Pero  entretanto  llega  este  dia,  para  todos 
tan  deseado^  licito  nos  ha.  de  sef  examinar»  aunque  no  con  la  deten- 
ción qoeel  asunto  requiere,  una  cuestión  de  tan  notoria  gravedad, 
como  equivocada  en  nioestro  concepto,  la  solución  dada  por  una  es- 
esouela  qne  en  el  día  parece  aspira  al  predominio  de  las  ioteligen- 
eias  y  á  la  supremacía  de  las  verdades. 

T  como  quiera  que  el  respeto  á  ningún  sistena  ni  escuela,  aun 
cuando  en  ella  üguren  los  más  profundos  filósofos,  nos  debe  lie- 
vnr  hasta  el  estrerao  de  teaer  qne  ahogar  en  el  fundo  de  nues4ra 
ooBciencia  las  raaones  que  tal  vez  pudieran  contribuir  á  tijar  algua 
tnnio  las  ideas»  no  tenemos  desde  luego  inconveniente  ea  confesar, 
con  la  fvanqiieta  del  que  solo  aspira  á  encontrar  la  verdad,  qua  no 
podemos  asentiff  á  ninguna  proposición  en  que  directa  ó  indirecta- 
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mente,  venga  á  desconocerse  ó  ponerse  en  duda  la  libertad  en  el  de- 
lincuente al  violar  las  leyes  que  regulan  sus  actos. 

Difícilmente  podrá  concebirse  el  que  la  voluntad  sea  determina- 
da á  obrar,  como  se  quiere  suponer,  sin  que  al  mismo  tiempo  preste 
su  asentimiento;  por  más  que  el  vicio  ó  el  crimen  se  nos  presenten 
con  «I  ropaje  engañador^  cautivando  tal  vez  nuestra  voluntad,  nun- 
ca llegamos  hasta  ellos  sino  cuando  esta  se  decide,  esto  es,  cuando 
fila  se  determina.  ¿Acaso  la  fuerza  de  atracción  del  crimen  (si  asi 
puede  llamarse)  sobre  nuestra  voluntad,  puede  en  ningún  caso  ser 
más  poderosa  que  la  fuerza  determinativa  de  la  misma  voluntad  ha- 
cia aquel? 

Admitiendo  lo  que  creemos  inadmisible:  silal  ejecutar  el  mal  el 
delincuente,  en  vez  de  determinarse  es  simplemente  determinado, 
¿por  qué  al  practicar  el  bien,  no  se  ha  de  decir  que  ha  sido  también 
determinado,  y  que  por  lo  tanto  su  voluntad  no  tuvo  intervención 
alguna?  Si  con  frecuencia  en  la  vida  real  somos  soliciiados  con  igual 
insistencia  por  el  bien  como  por  el  mal,  ¿por  qué  cuando  optamos 
por  el  segundo  se  nos  ha  de  decir  que  somos  determinados,  pero  que 
no  lo  hemos  sido  cuando  optamos  por  lo  primero?  Seamos  lógicos,  que 
la  verdad  no  necesitará  de  grandes  esfuerzos  para  mostrarse  con 
todo  su  esplendor. 

T  no  se  diga  que,  como  la  ley  de  la  voluntad  es  el  bieq^  cuando 
ésta  no  le  rinde  culto  no  procede  conforme  á  su  naturaleza^  y  es  en- 
tonces determinada  por  algo  que  le  es  extraño.  Nosotros  no  pode* 
mos  menos  de  reconocer  que  el  bien  es  la  ley  de  la  voluntad;  á  ella 
debe,  en  efecto,  ajustar  todos  sus  actos  y  hasta  los  pensamientos; 
pero  es  preciso  fijarse  en  que  la  ley  moral  que  sujeta  al  hombre  no 
le  encadena  de  tal  manera  que  no  pueda  romperla :  no  es  la  ley  del 
planeta  que  en  rápida  carrera  traza  su  órbita  con  exactitud  mate- 
mática, es  el  ser  pensador  y  libre  que  puede  moverse  según  sus 
propias  é  íntimas  inspiraciones.  Así  como  en  los  demás  seres,  ora 
orgánicos^  ora  inorgánicos,  se  cumplen  las  leyes  necesariamente,  en 
el  hombre  deben  cumplirse  y  se  cumplen  voluntariamente.  Y  con- 
tinuando en  esta  observación:  asi  como  en  todos  aquellos  se  realiza 
constante  y  simultáneamente  las  leyes  antitéticas  como  la  atracción 
y  repulsión,  constituyendo  un  orden  perfecto,  y  realizando  de  este 
modo  su  fin  conforme  á  su  propia  naturaleza,  en  el  hombre^  por  el 
contrario,  no  pueden  realizarse  al  mismo  tiempo  el  bien  y  el  mal, 
sino  que  en  sus  actos  puede,  mejor  dicho,  debe  optar  por  lo  uno  6 
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por  lo  otro;  que  esto,  y  no  otra  cosa  es  lo  que  viene  á  constituir  la 
teoría  de  la  responsabilidad,  la  cual  carecería  de  eitplícacion  alguna 
si  sie  negara  ai  hombre  aquella  facultad. 

Por  esta  razón  no  estamos  conformes  con  la  afirmación  de  «que 
se  equivocan  aquellos  que  aseguran  que  el  delito  es  un  acto  libre 
del  agente.»  Nosotros,  y  con  nosotros  la  mayor  parte,  opinamos  lo 
contrario;  con  tanta  mayor  razón,  cuanto  que,  no  pocas  veces,  con- 
cebido el  plan  y  resuelto  el  criminal  á  realizarlo,  lo  está  perfeccio- 
nando hasta  en  sus  últimos  detalles;  podríamos  decir  que  lo  estudia 
con  detención,  y  hasta  no  sabemos  si  decir  también^  que  en  su  si- 
niestro empeño  lo  está  acariciando,  sin  que  piense  siquiera  por  un 
momento  en  desistir. 

Empero  no  adelantemos  ideas:  al  negar  la  escuela  qne  comba- 
timos la  libertad  en  el  agente  al  cometer  el  delito  y  como  por  otra 
parte  do  puede  admitir  que  legislación  alguna,  aun  la  más  tiránica 
y  opresora,  castigue  cuando  falta  aquella  cualidad,  explica  la  li- 
bertad en  el  acto  del  delito^  y  la  hace  consistir  tan  sólo  «eo  la  pro- 
piedad de  que  goza  el  autor  de  poder  ó  no  afirmar  su  libertad  co- 
metiendo ó  DO  el  delito.» 

Si,  pnes,  la  libertad  en  el  delincuente  consiste  en  esta  facultad 
de  afirmar  ó  no  su  libertad  al  cometer  el  delito,  ¿por  qué  al  come- 
terle sin  que  le  haya  faltado  un  sólo  momento  aquella  facultad  hade 
afirmarse  que  no  es  acto  libre?  Porque  la  verdades  que  se  le  reco- 
noce al  criminal  la  facultad  de  afirmar  ó  no  su  libertad;  esto  es,  co- 
meter el  mal  ó  desistir  de  él;  y  sin  embargo,  si  cede,  si  llega  á  rea- 
lizar su  siniestro  propósito  se  dice  «qne  el  delito  no  es  acto  libre  del 
agente.»  Lo  confesamos  francamente:  todos  nuestros  esfuerzos  son 
iniitiles  para  explicarnos  lo  que  en  nuestro  humilde  concepto  es  una 
inconsecuencia. 

Y  como  si  el  pensamiento  de  la  escuela  á  que  aludimos  no  hu- 
biera sido  expuesto  con  bastante  claridad,  aun  se  insiste  llegando 
hasta  afirmar  que  «el  que  dice,  cuando  cometi  el  homicidio  no  obré 
libremente,  porque  lo  hice  impulsado  por  el  resentimiento  y  el  deseo 
de  venganza,  dice  una  gran  verdad.»  Nosotros  por  el  contrario,  es- 
tamos muy  distantes  de  asentir  á  esta  afirmación:  si  apelamos  al 
testimonio  de  los  demás,  les  oiremos  unánimes  sostener  que^  el  cri- 
minal si  comete  el  acto  reprobado,  si  no  se  aparta  del  camino  que 
conduce  al  cadalso,  si  no  se  levanta  de  la  abyección  en  que  se  en- 
cuentra sumido,  es  porque  su  voluntad  no  lo  pretende;  que  si  esta 
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truendo  el  ideal  de  esas  grandes  acciones  que  admiramos  ea  la  his- 
toria de  la  humanidad;  desconoced  esa  capacidad  de  inclinarse  al 
bien  ó  al  mal,  y  no  le  habléis  ya  de  generosos  y  nobles  propósitos^ 
de  acciones  levantadas;  sino  que  debéis  arrojar  y  confundir  entre 
el  polvo  de  vuestras  teorías  el  laurel  con  que  la  sociedad  recompen- 
sa siempre  al  que  logra  obtener  el  triunfo  en  la  lucha  que  se  agita 
en  el  revuelto  campo  de  sus  pasiones. 

José  Orlíz  Llorca. 


ENJblCIAMIENTO  GRIMIIVAL 


DE  LA  APRECIACIÓN  CRÍTICA  DE  LAS  PRUEBAS. 


¿Está  vigente  el  art.  ii  de  la  Ley  sobre  reformas  en  el  procedió 
mientol-^ Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  de  Juelicia. 

La  apreciación  critica  de  ios  motivos  racionalmente  bastantes  á 
condenar  ó  á  absolver  al  tratado  como  reo  en  los  juicios  criminales^ 
es  una  de  las  más  graves  dificultades  que  se  presentan  á  los  Jueces 
en  el  ejercicio  de  su  importante  ministerio. 

Cuando  los  autos  han  llegado  al  período  de  sentencia,  cuaiído  el 
Magistrado  á  solas  en  el  retiro  de  su  gabinete  analiza  el  proceso, 
estudia  su  resullancia  y  pide  á  su  conciencia  el  acierto  necesario, 
la  duda,  la  vacilación,  el  caos  se  apoderan  del  ániny)  del  juzgador, 
si  la  crílica  racional  guiada  por  la  luz  purísima  de  la  evidencia, 
no  conduce  la  inteligencia  á  la  posesión  de  la  verdad,  haciéndola 
dueña  de  la  certeza,  que  es  aquel  estado  del  alma,  resultado  de 
toda  negación  posible. 

Es  preciso  en  esos  supremos  momentos  estar  en  posesión  de  una 
conciencia  no  agitada  por  las  pasiones,  ni  perturbada  por  el  senti- 
miento, causa  esta  última  la  más  poderosa  é  influyente  en  la  falibi- 
lidad de  los  juicios  de  la  conciencia;  es  necesario  que  la  serie  de 
deducciones  por  las  cuales  ha  pasado  la  razón  para  formular  su  jui- 
cio hayan  sido  exactas;  es,  por  último,  indispensable  que  la  lógica 
dé  sus  reglas^  la  filosofía  moral  sus  preceptos  y  el  derecho  escrito 
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SUS  principios,  si,  como  dice  un  elegante  escritor,  el  hombre  ha  de 
dejar  por  un  momento  de  serlo  para  elevarse  sobre  sus  semejantes» 
arrancarles  de  la  sociedad  ó  privarles  de  la  vida  si  son  culpables,  ó 
devolverles,  si  son  inocentes,  su  honra,  sn  fortuna  y  su  existencia. 

Asi  es^  que  al  tratar  las  leyes  procesales  de  este  asunto,  se  han 
limitado  las  antiguas  á  dictar  reglas  imperfectas  y  que  reOejabao  la 
falta  de  ta  importantísima  ciencia  de  la  filosofía  del  derecho^  las  mo- 
dernas á  encomendar  á  la  conciencia  de  los  Jueces  la  rectitud  v 
acierto  en  sus  fallos.  Empero  antes  de  reconocer  que  sólo  la  con- 
ciencia ilustrada  debidamente  puede  dar  la  verdad  jurídica,  ha  sido 
preciso  caminar  durante  muchos  anos  por  un  camino  equivocado, 
cuyo  punto  de  partida  se  halla  en  las  pruebas  esencialmente  mate- 
riales y  cuyo  limite  se  encuentra  en  la  tasación  de  la  prueba  indi- 
ciaría, error  quizá  de  los  más  graves,  por  cuanto  esa  tasación  ma- 
temática es  lo  que  más  se  aleja  de  la  posesión  de  la  certeza,  á  la 
cual  no  se  Hegapor  medio  de  progresiones  aritméticas,  sino  por  me- 
dio de  las  elucubraciones  de  la  inteligencia  y  del  empleo  de  las  más 
nobles  facultades  del  alma  humana. 

Dirijamos  ahora  una  mirada  retrospectiva  á  nuestras  leyes  pro- 
cesales y  hallaremos  en  ellas  la  práctica  demostración  del  lamenta- 
ble atraso  que  reflejan  en  el  asunto. 

La  antigua  teoría  jurídica,  conforme  con  las  leyes  de  Partida, 
exigía  como  regla  general  que  para  la  condenación  del  tratado  como 
reo  hubiese  lo  que  pudiéramos  llamar  evidencia  legal.  «Criminal 
pleito,  decía  una  de  las  leyes,  que  sea  movido  contra  alguno  en 
manera  de  acusación  ó  de  ríepto,  debe  ser  probado  abiertamente 
por  testigos,  ó  por  cartas  ó  por  conosciencia  del  acusado,  é  non  por 

sospechas  tan  solamente probado  é  aueriguado  por  pruebas 

claras  como  la  luz  en  que  no  venga  ninguna  duda »  De  manera, 

que  la  prueba  indiciaría  aparece  inadmisible  en  materia  criminal, 
excepto  en  ciertos  casos  que  las  mismas  disposiciones  del  Rey  Sabio 
cuidan  de  explicar.  En  efecto,  la  ley  12,  tít.  44,  Partida  3.\  es- 
críbe  en  su  segunda  parte  que,  «cosas  señaladas  bi  ha  en  que  el 
pleito  criminal  se  prueba  por  sospechas,  magUer  non  se  auerígue 
por  otras  pruebas;  et  esto  serie  cuando  alguno  boviese  sospecha  de 
otro  quel  face  ó  quiere  facer  tuerto  con  su  mujer » 

A  esa  evidencia  legal  de  las  leyes  de  Partida  que  sólo  estaba 
excluida  en  el  delito  de  adulterio,  violación  y  otros especialí^imos  que 
rechazan  la  prueba  testifical  siguió  una  disposición  de  las  leyes  reco- 
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piladas  qae  es  la  o^gac^OD  absoluta  de  todo  principio  racional  y  cimí*- 
Kfico  en  materia  probatoria.  No  ya  indicios,  smo  meras  sospecbas 
bastaban  para  la  condenación  de  aplicarse  el  precepto  de  la  ley  i6, 
titulo  2i,  libro  {9  de  la  Novísima  Recopilación,  según  d  cnal,  todo 
hombre  que  se  hallare  muerto  ó  herido  en  alguna  casa  yiH>  se  su- 
piere quién  le  mató,  el  morador  de  la  casa  es  lenido  de  i^sponder 
de  la  muerte,  salvo  el  derecho  para  defenderse  si  pudiese;  disposi- 
ción contraria  no  sólo  á  la  evidencia  que  exigieron  las  lejpes  aifon- 
sinas,  sino  á  las  más  triviales  regias  de  crítica  racional.  T  aun  iban 
más  allá  en  tan  desacertado  camino  nuestros  Códigos,  pues  el  deseo 
de  no  dejar  impunes  crímenes  lao  graves  como  los  llaimados  prí- 
irilegiütlos,  que  eran  entre  otros,  los  'de  lesa  majestad,  heregía  y 
pecado  nefando,  hizo  admitir  como  prueba  bastante  de  delincuen* 
cia  la  de  testigos  aun  cuanndo  fuese  incongruente,  ó  estos  tuvie-» 
sen  tacha  legal,  de  la  misma  manera  que  si  fuera  probado  por  tes«» 
tigos  contestes  y  que  depusieran  de  un  mismo  hecho.  Este  horri-* 
ble  retroceso  explicado  gráficamente  en  aquella  mátima  in  atroci^ 
simis  leviores  conjecturce  suffidmit,  et  Hcet  judici  jwa  imtisgreái^ 
era  como  decía  Becaria  el  axioma  de  hierro  dictado  por  ht  imbeci- 
lidad y  á  que  sin  saberlo  habla  vivido  sometida  la  Europa  entera  du- 
rante algunos  siglos. 

Fuerza  es  hacer  justicia  á  la  práctica  de  los  Tribunales  que  en 
su  ilustración  se  apartaron  casi  siempre  de  las  leyes  escritas  proce- 
diendo á  la  imposición  de  penas  en  el  caso  en  que  combinadas  enfre 
si  las  pruebas  demostrasen  con  el  posible  grado  de  certeza  la  delin- 
cuencia del  reo,  imponiendo  la  pena  capitai  ú  otra  muy  graiFO  si 
concurria  la  evidencia  legal,  tal  como  la  entendían  las  leyes  de  Par* 
tida,  condenando  discrecionalmente  si  la  prueba  no  era  completa  y 
absolviendo  cuando  sólo  existían  sospechas  ó  la  inocencia  se  hallaba 
demostrada. 

En  tal  estado  encontró  las  cosas  la  famosa  regla  46  de  la  ley  pro- 
visional para  inaplicación  del  Código  de  1880;  regla  que  sancionan- 
do en  parle  la  práctica  de  los  Tribunales,  permitió  á  estos  formar  su 
convencimiento,  no  por  pruebas  taxativas  y  materiales,  sino  por  las 
r^las  de  la  critica  racional  debidamente  entendidas  y  aplicadas.  Si, 
pues,  el  delito  se  hallaba  demostrado,  los  Tribunales  aplicarían  al 
presunto  responsable  la  pena  correspondiente  en  su  grado  mínimo 
cuando  examinadas  las  pruebas  de  delincuencia  y  graduado  su  takir 
adquiriesen  el  convencimiento  de  la  criminalidad  del  acusado  según 
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las  reglas  ordinarias  de  la  crítica  racional,  pero  no  encontraren  la 
evidencia  moral  que  requiere  la  Ley  ii,  ilL  14  déla  Part.  3.\  si 
hubiera  de  imponerse  toda  la  pena  señalada  al  delito.  Tan  impor- 
tante modificación  en  las  leyes  procesales,  no  puede  menos  de  seña- 
larse como  un  progreso  marcadísimo»  y  como  el  primer  paso  en  el 
camino  de  la  abolición  de  las  pruebas  taxativas,  siquiera  la  aprecia- 
ción racional  de  los  medios  probatorios  que  la  regla  43  indica  y 
sanciona,  se  considerase  como  de  menor  fuerza  que  la  llamada  im- 
propiamente de  evidencia  moral,  escrita  en  las  leyes  de  Partida. 

Pero  la  regla  43  no  podia  sostenerse  en  nuestro  derecho,  sino 
como  una  transacción  algo  meticulosa  por  cierto  del  antiguo  sistema 
probatorio  al  seguido  hoy  entre  los  pueblos  cultos^  los  cuales  se  han 
limitado  en  sus  Códigos  á  indicar  tan  sólo  los  medios  de  prueba  que 
el  derecho  criminal  reconoce  dejando  su  apreciación  al  recto  criterio 
de  los  Tribunales  ilustrado  por  los  preceptos  de  la  sana  crítica.  Por 
otra  parte^  la  distinción  entre  la  prueba  plena  ó  de  evidencia  y  la 
indiciarla  ó  semiplena,  no  podia  ser  más  desgraciada  y  errónea,  da- 
do el  supuesto  que  todos  los  medios  por  los  cuales  el  hombre  llega 
á  formar  su  convencimiento,  son  falibles  y  expuestos  al  error,  de  cu- 
ya falibilidad  no  se  libran  los  juicios  formados  por  el  testimonio  de 
nuestra  conciencia,  ni  por  las  concepciones  de  la  razón.  Infinitos 
ejemplos  ofrecen  los  anales  jurídicos  de  la  falsedad  de  la  prueba  tal 
y  como  la  enteadian  las  leyes  del  Rey  Sabio;  de  confesiones  volun- 
tarías de  los  reos,  no  por  eso  menos  insuficientes  á  condenar,  de  tes- 
tigos que  de  buena  fé,  pero  inducidos  al  error  por  el  testimonio  pro- 
pio de  sus  sentidos,  han.  servido  para  condenar  á  un  inocente;  lo 
cual  indica  que  tal  prueba  no  es  más  admisible  que  ia  indiciaría, 
cuando  falte  en  el  que  ha  de  aplicarla  un  criterio  sano  é  ilustrado  y 
una  conciencia  exenta  de  errores  y  purificada  por  un  buen  sentido 
moral  y  práctico. 

Asi  en  la  laboriosa  germinación  de  nuestro  moderno  derecho  su- 
cedió que  la  regla  43,  apenas  conocida,  estaba  llamada  á  desapare- 
cer por  estar  muy  lejos  de  llenar  las  exigencias  de  una  buena  nor- 
ma de  apreciación  crítica  de  toda  clase  de  pruebas.  La  Comisión 
codificadora  en  el  proyecto  de  Real  decreto  introduciendo  algunas 
reformas  urgentes  en  el  procedimiento  críminal  y  en  cumplimiento 
de  la  ley  de  11  de  Abríl  de  1868,  consignaba  en  el  art.  11  los  si- 
guientes medios  de  prueba,  todos  ellos  apreciables  por  las  reglas 
del  críterio  racional:  1.*,  confesión  de  los  acusados:  2.*,  testigos  fi- 
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dedígnosr  3.%  doeumeotos  fehacientes;  y  4.%  indicios  graves  y  con- 
cluyeotes;  con  tal  que  haya  más  de  uno^  que  el  hecho  de  qtie  se  de- 
rive esté  probado»  y  que  cambinados  entre  si  loa  indicios,  no  d^jeo 
!ugar  á  duda  racional  de  la  criminalidad  del  acusado,  según  el  ^r- 
den  natural  v  ordinario  de  las  cosas. 

La  Comisión,  como  ella  expone  en  la  alegación  de  motivos, 
adoptó  el  sistema,  hoy  generalmente  preferido  en  los  pueblos  más 
ilustrados,  que  consiste  en  enumerar  las  pruebas  por  vía  de  demos- 
tración y  exponer  las  circunstancias  que  suelen  darles  fuerza,  pero 
dejando  luego  su  apreciación  al  criterio  racional  de  los  Jueces;  ex- 
cepción hecha  de  la  prueba  indiciaría,  á  la  cual  se  exigió  tuviera 
ciertos  requisitos,  fundándose  para  ello  en  que  quedando  subsisten* 
te  el  Juez  único  y  el  juicio  escrito,  faltaban  las  garantías  y  la  racio* 
nal  compensación  del  Tribunal  colegiado  que  permitiría  apreciar  los 
indicios  libremente  y  según  ía  conciencia  de  los  Tribunales. 

Dicho  proyecto  de  decreto,  es  sustancial  y  casi  literalmente  la. 
ley  provisional  sobre  reformas  en  el  procedimiento,  publicada  en  la 
Gaceta  de  24  de  Junio  de  1870,  debiendo  advertir  que  á  los  medios 
de  prueba  señalados  por  la  Comisión  se  añadieron  otros  dos  más  á 
saber:  el  juicio  pericial  y  la  inspección  ocular,  permitiéndonos  ex- 
poner por  nuestra  parte,  que  ambos  medios  probatorios  más  bien 
han  de  servir  para  demostrar  la  existencia  del  delito,  que  la  res- 
ponsabilidad de  los  delincuentes  y  que  en  la  práctica  los  hemos  vis* 
lo  constantemente  aplicados  como  un  indicio  de  mucha  fuerza,  pero 
nada  más  que  como  un  indicio  insuficiente  por  si  sólo  á  condenar 
al  acusado,  todo  lo  cual  nos  induce  á  creer  que  la  inspección  ocular 
y  el  juicio  pericial  no  podrían  pOr  si,  solos  y  aislados,  bastar  á  con- 
denar á  un  procesado. 

No  necesitamos  analizar  el  articulo  12  de  la  ley  de  reformas  con 
mucha  detención;  nos  basta  definir  los  seis  medios  de  prueba  que 
admite  que  no  son  otros  sino  los  que  la  práctica  constante  ha  veni- 
do indicando  como  suficientes  á  probar  la  existencia  del  deliio  y  la 
responsabilidad  del  delincuente. 

La  inspección  ocular,  que  es  el  primero  de  los  medios  probato- 
rios, no  es  otra  cosa  que  el  reconocimiento  que  el  mismo  Juez  hace 
del  lugar  ó  cuerpo  del  delito,  estudiando  por  sí  y  por  medio  del  tes- 
timonio de  sus  sentidos  cuanto  cree  necesario  á  la  averiguación  de  la 
verdad.  Es  un  medio  eficacísimo  de  comprobar  uno  de  los  dos  tér- 
minos necesarios  para  condenar  al  presunto  reo,  cual  es  la  demos- 
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tracton  de  la  existencia  de  un  hecho  punible  y  puede  ser  un  indicio 
de  la  culpabilidad  del  procesado.  Asi  en  una  causa  por  disparo  de 
arma  de  fueígó,  la  inspección  ocular,  además  de  demostrar  al  Juez 
por  las  huellas  del  proyectil  el  hecho  ilícito  del  disparo^  podría  ha- 
cerle distinguir  atendido  el  sitjo  desde  donde  aquel  se  hizo  y  el  que 
ocupaba  el  agredido,  si  el  agresor  cometió  tan  sólo  una  falta  contra 
el  orden  interior  de  las  poblaciones,  ó  el  delito  de  disparo  de  arma 
de  fuego  contra. persona  determinada. 

El  reconocimiento  pericial  no  se  distingue  de  la  anterior  prueba 
en  otro  particular  que  en  el  de  buscar  el  Juez  el  testimonio  científi- 
co ó  artístico  de  personas  competentes  con  el  cual  ilustra  su  criterio. 
Demuestra  el  juicio  pericial  comunmente  el  delito,  pero  puede  ser 
un  indicio  vehemente  de  la  culpabilidad  del  reo.  Tal  puede  aconte* 
cer  en  un  cotejo  de  letras,  en  causa  por  falsedad,  calumnia,  injurias 
6  amenazas,  si  ejecutado  el  hecho  por  escrito  el  reo  estuviere  ne- 
gativo. 

Los  testigos  fidedignos,  es  una  de  las  pruebas  que  más  fuerza 
han  merecido  en  nuestras  antiguas  leyes;  pero  no  por  eso  es  la  más 
infalible,  porque  no  pudiéndose  admitir  sino  como  un  testimonio 
ajeno  con  el  cual  forma  el  Juez  su  convencimiento,  y  siendo  posible 
además  el  error,  la  mala  fé  y  otras  mil  circunstancias  que  invalidan 
la  fuerza  del  propio  convencimiento^  la  prueba  testifical  es  tan  ex- 
puesta á  equivocaciones  como  las  demás  reconocidas  por  la  ley.  Hay 
que  tener  en  cuenta  que  en  ella  ei  convencimiento  no  sé  adquiere 
por  el  testimonio  propio  del  que  juzga,  sino  por  el  ajeno,  y  es  difí- 
cil conocer  las  desviaciones  que  ese  testimonio  haya  podido  sufrir, 
la  jigereza  con  que  haya  podido  formarse  el  juicio,  las  pasiones  que 
hayan  perturbado  el  sentido  íntimo  del  testigo  que  depone  ^  y  como 
resultado  de  todos  los  grados  de  certeza  de  su  declaración.  Ocurre 
además,  que  en  la  prueba  testifical  es  muy  común  la  singularidad, 
esto  es,  que  no  todos  los  testigos  estén  absolutamente  conformes  en 
sus  testimonios  y  este  es  otro  nuevo  trabajo  critico  en  el  cual  el 
Juez  ha  de  proceder  con  esquísito  tino,  con  tanto  por  lo  menos,  co- 
mo en  la  prueba  llamada  de  indicios. 

La  confesión  de  los  acusados,  que  la«ignorancia  considera  como 
el  máximnn  de  las  pruebas,  no  es  menos  falible  que  todas  ellas,  y 
casi  aseguramos  que  es  de  las  más  delicadas.  Ante  todo  carece  de 
fuerza  si  el  hecho  no  está  evidenciado  y  si  otros  datos  del  proceso 
AO  confirman  las  aserciones  del  delincuente.  Pocas  veces  los  que  con- 
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tiesan  dicen  toda  la  verdad;  si  el  Crimea  es  horrible^  el  temor  les  ha- 
ce atenuarlo^  y  el  Juez  celoso  y  recto  se  convence  al  momento  con 
una  exploración  detenida  del  reo  que  cuanto  más  adquiere  éste  la 
posesión  de  sí  mismo,  más  y  más  trata  de  buscar  disculpas  al  cri- 
men; por  lo  cual  el  error  más  grave  es  el  desgraciadamente  algo  co* 
mun  de  creer  al  reo  confeso  en  todo  lo  que  manifiesta.  También  ha 
ocurrido  qoe  probado  el  delito  se  ha  denunciado  por  autor  del  mis- 
mo una  persooa  inocente-  con  el  tiu  de  salvar  ai  verdadero  culpable 
por  medio  de  una  conresion  amañada. 

Los  documentos  fehacientes  son  asimismo  medios  de  prueba  de  no 
escaso  valor,  y  en  ciertos  delitos  hacen  una  prueba  concluida  y  per- 
fecta, como  en  los  de  injuria,  calumnia  y  otros  semejantes.  Las  Leye» 
de  Partida  conocieron  este  medio  probatorio  con  el  nombre  de  car- 
tas, dándole  tanta  fuerza  como  á  la  conosreneia  y  á  la  prueba  testi- 
fical. Sin  embargo,  es  de  tenerse  en  cuenta  que  este  medio  de  prueba 
puede  ser  contrariado  por  la  ignorancia,  que  eximirá  de  responsabi- 
lidad si  es  invencible  y  atenuará  la  pena  si  fuere  vencible,  como, 
por  ejemplo,  si  un  funcionario  autoriza  un  documento  injusto  por 
ígQoraocia  iuexcusable  á  consecuencia  de  no  haberse  enterado  de  su 
contenido. 

Llegamos  por  fin  á  la  prueba  indiciaría  tan  combatida  en  la  an- 
tigua práctica,  pero  no  por  eso  menos  importantísima. 

Tres  cosas  requiere  el  art.  12  de  la  ley  sobre  reformas  para  que 
los  indicios  hagan  prueba  en  el  juicio  criminal,  á  saber:  que  estén 
probados  los  hechos  de  que  el  indicio  se  deriva;  que  éstos  sean  gra- 
ves y  concluyentes  y  más  de  uno;  y  por  último,  que  la  combinación 
de  ellos  entre  si  no  deje  lugar  á  duda  alguna  según  el  orden  natural 
y  ordinario  de  las  cosas  y  las  reglas  de  la  crítica  racional.  Esta 
prueba  tiene  algo  de  taxativa,  pues  que  por  ella  se  fija  el  número 
mínimo  de  los  indicios,  pero  en  cambio  concede  una  latitud  notable 
á  los  Jueces  para  su  apreciación.  En  efecto,  si  en  tanto  hay  indicio 
en  cuanto  el  hecho  que  le  sirve  de  base  se  halle  probado,  y  si  el  de- 
clarar ó  no  probados  los  hechos  es  atribución  discreccional  de  los 
Tribunales,  claramente  se  vé  la  extensión  de  las  facultades  de  éstos 
en  la  materia;  y  asimismo,  si  sólo  las  reglas  de  critica  racional  de- 
terminan la  gravedad  de  los  indicios  y  la  convicción  moral  que  pro- 
duzcan, cabe  dcchr  que  la  prueba  de  indicios  no  tiene  otra  limita- 
ción que  el  número  de  los  que  deberán  concurrir  para  que  sirvan 
de  fundamento  á  una  condenación,  limitación  que  responde  á^  la 
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idea  de  un  Juez  teico  y  del  juicio  escrito^  que  no  permitea  la  libre 
apreciación  de  esta  clase  de  pruebas. 

No  nos  detendrénnos  á  recomendar  I4  ilustración  y  rectitud  de 
criterio  que  exige  la  llamada  prueba  indiciaría^  de  cuya  recta  apre- 
ciación depende  en  muchos  casos  el  honor,  la  fortuna  y  hasta  la 
Yida  de  las  familias.  La  precipitación  en  la  formación  de  nuestros 
jaicios;  el  error  de  nuestros  propios  sentidos  6  del  testimonio  ajeno; 
en  una  palabra,  cuanto  al  juzgar  puede  conducirnos  al  error,  ha  de 
evitarsecuidadosamente:  teniendo  presente  que  sólo  cuandoposeamos 
la  certeza  demostrada  por  la  evidencia  de  la  criminalidad  del  acusa- 
do será  licito  y  legal  condenarle.  La  inteligencia  al  pronunciar  un 
juicio  recorre  una  extensa  línea  desde  la  duda  hasta  la  certeza,  ha 
ciendo escala  en  la  probabilidad,  y  no  es  difícil  asegurar  que  la  ma- 
yor parte  de  las  veces  el  hombre  que  no  ha  pasado  en  sus  creencias 
de  la  probabilidad  se  recrea  satisfecho  haciéndose  la  ilusión  de  que 
posee  la  cei'ieza.  En  una  palabra,  la  verosimilitud,  que  es  el  grado 
máximo  de  la  probabilidad^  se  confunde  casi  siempre  con  la  certeza, 
que  es  el  término  de  la  escala,  el  punto  de  reposo  de  la  función  ana- 
lítica en  busca  de  la  verdad. 

Recordaremos  igualmente  que  la  ley  sobre  reformas  exige  que 
los  indicios  sean  graves  y  concluyentes,  es  decir,  de  aquellos  que 
no  dejan  lugar  á  duda  racional  en  el  criterio  del  que  juzga.  La  in- 
teligencia del  hombre  cuando  se  vé  invitada  á  juzgar,  puede  encon- 
trarse solicitada  por  motivos  contradictoriod  en  pro  y  en  contra  de  la  ^ 
veracidad  de  ciertos  hechos;  las  sospechas  son  triviales  unas  veces 
y  contrapesadas  por  presunciones  de  inocencia  que  las  destruyen; 
otras  más  que  sospechas,  asaltan  al  que  analiza  los  hechos  conjetu- 
ras más  ó  menos  probables,  y  finalmente^  en  ocasiones  Ja  razón  en 
vista  de  la  prueba  de  .los  hechos  y  con  aplicación  de  las  reglas  de 
*  crítica  racional,  no  alimenta  duda  alguna;  la  conciencia  pronuncia 
con  firmeza  el  fallo  que  la  razón  le  dicta  y  el  juicio  formado  es 
derto. 

Así  es  que  no  cabe  en  este  punto  aplicaciones  prácticas  de  nin- 
gún género,  ni  recordar  otra  cosa  al  aplicar  la  prueba  indiciaría, 
sino  la  necesidad  de  un  criterio  sano,  exento  de  error,  convenien- 
temente ilustrado  y  libre  del  sentimiento  que  perturba  á  veces  la 
fria  serenidad  de  la  razón.  Como  por  vía  de  respeto  al  célebre  Mar- 
qués de  Beccaría  pudiéramos  recordar  el  teorema  que  dicho  crími- 
salista  concibió  ser  aplicable  á  las  indicios.  «Hay,  decia  Beccaría, 
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UD  teorema  general  muy  útil  para  calcular  Ja  fuv^  <l6  los  iodicios 
de  un  crimen.  Cuando  las  pruebas  del  hecho  son  dependientes  la 
una  de  la  otra,  esto  es,  cuando  los  indicios  no  se  prueban  sino  los 
unos  por  los  otros,  la  probabilidad  del  hecho  es  menor  en  la  misma 
proporción  con  que  |as  circunstancias  que  debilitan  las  pruebas  aa^ 
tecedentes,  quitan  también  la  fuerza  á  las  subsiguientes.  Cuando  las 
pruebas  son  independientes  la  una  de  la  otra,  es  decir,  cuando  loa 
indicios  no  se  apoyan  los  unos  en  los  otros,  cuanto  mayores  prue- 
bas se  adricen,  tanto  más  crece  la  probabilidad  del  hecho,  porque  la 
falacia  de  una  no  influye  sobre  la  otra.  Cuando  las  pruebas  del  he* 
cho  dependen  todas  igualmente  de  una  sola,  el  número  de  eJIas  no 
aumenta  ni  disminuye  la  probabilidad  del  hecho,  porque  todo  su 
valerse  resuelve  en  el  valor  de  aquella  sola  de  quien  dependen.  La 
certeza  que  se  requiere,  coocluye,  para  asegurar  que  uno  es  reo, 
es  aquella  que  determina  ¿  los  hombres  en  las  operaciones  más  im- 
portantes de  la  vida.»  Otro  distinguido  práctico,  el  Sr.  Gutíerrezj 
después  de  sentar  que  los  indicios  pueden  depender  unos  de  otros 
y. probarse  s6lo  entre  si  mismos,«de  modo  que  todos  ellos  no  prue- 
ben más  que  un  hecho,  y  que  es  necesario  para  existir  prueba  que 
los  indicios  dependan  de  hechos  distintos,  sostiene  el  error  de  que 
estos  hechos  de  que  el  indicio  se  deriva  han  de  probarse  con  prue* 
ha  de  testigos  y  no  con  otros  indicios.  Basta  definir  el  indicio  para 
comprender  que  en  él  hay  dos  términos  esencialmente  distintos,  es- 
to es,  un  hecho  probado  y  una  probabilidad  que  nace  de  ese  hecho 
y  se  aproxima  más  ó  menos  á  la  certeza.  Ahora  bieo^  ni  el  indicio 
podrá  probarse  por  el  indicio,  ni  sólo  ]a  prueba  testifical  es  la  ad* 
roitida  como  bastante  á  probar  loa  hechos  del  proceso.  Por  último, 
según  Gutiérrez,  un  sólo  indicio  nunca  podrá  tenerse  por  prueba 
perfecta,  á  no  ser  un  indicio  necesario,  ó  sea  el  que  por  considerar- 
se una  consecuencia  forzosa  del  hecho,  no  pueda  separarse  de  él, 
sin  un  imposible  metafísico,  físico  y  moral.  Ta  hemos  dicho,  que  se- 
gún el  artículo  12  de  la  ley  sobre  reformas,  un  sólo  indicio  jamás 
es  admitido  como  bastante  para  fundar  la  condenación  del  reo. 

Entramos  ahora  en  el  punto  más  importante  de  este  trabajo. 
¿Está  vigente  según  la  doctrina  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia  el 
art.  ii  de  la  Ley  sobre  reformas  en  el  procedimiento? 

Al  publicarse  la  Ley  provisional  de  Enjuiciamiento  criminal  se 
determinaba  entre  otras  cosas:  1.*,  que  los  delitos  cuyas  penas  no 
excediesen  de  las  correccionales,  eran  de  la  competencia  del  Juea 
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Único,  hasta  qoe  se  creasen  les  Tribunales  de  partido,  y  en  esos  de- 
litos según  la  kvglaS.*  del  decreto  de  33  de  ITielenlbre  db  1872,  lá 
tramitación  debiera  aconredarse  á  la  ley  de  i 8  de  Junio  de  1870« 
obselrvándose  sólo  en  cuanto  Tuese  posible  lopreTenidb  en  la  ley  de 
Bojuiciamiento  criminal  por  su  título  preliminar,  eicepto  sü  capitub^ 
lo  7/  y  las  disposiciones  del  libró  i.*,  excepto  su  tít.  14  (1);  de  mo- 
do que  en  ellos  estaba  en  vigor  el  art.  12  de  la  ley  de  1870:  2.^que 
los  delitos  de  pena  superior  á  la  correocional,  éfan  de  la  coinpe^ 
tencia  de  los  Tribunales  tbiegiados,  con  iDterxencion  ó  do  del  Jn^ 
rado,  ségun  los  casos.  En  ellos  eran  aplicables  además  del  tíltílo  pre- 
liminar de  la  ley  rílnaria,  todo  el  libro  2.%  y  el  art.  12  de  la  ley  de 
1870  quedaba  derogado  por  el  653  de  la  de  Eojuieiaraiento  orimi-^ 
nal,  que  deja  la  apreciación  de  las  prnebas  á  la  conciencia  dci  los 
Tribunales. 

Asi  las  cosas,  él  juicio  oral  y  el  juicio  por  jurados,  quedaron  en 
suspenso  al  publicarse  el  decreto  de  3  de  Ehero  de  1875,  que  dis- 
poso la  no  obsertancia  de  la  ley  de.  Enjuiciamiento  en  la  parte  rela- 
tiva al  Jurado  y  al  juicio  oral,  y  quitos  Juzgados  de  primera  Instan- 
cia procediesen  á  la  sustanciacion  de  tales  causas  can  arreglo  á  las 
disposiciones  vigentes  al  publicarse  aquella,  ó  sea  que  su  tramita- 
ción fuese  la  prevenida  por  la  ley  de  1^70. 

Posteriormente  se  ha  declarado  por  Real  6rden  de  16  de  Pebre-' 
ro  de  1876,  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  está  vigente,  excepto  en 
cuanto  al  juicio  oral  y  al  juicio  por  jurados,  y  en  una  palabra,  en- 
tendemos que  las  reglas  3.*  y  4*  del  decreto  dé  22  de  Dicienri)re 
de  1872^  en  vez  de  ser  extensivas  á  los  deKtos  de  pena  correccio- 
nal lo  son  boy  á  todos,  y  que  los  Tribunales  deben  áfplioar  el  título 
preliminar  fuera  del  cap.  7.%  el  libro  1.*  menos  el  tít.  14,  los  títu- 
los 6.'  y  7.*  del  libro  2.*  y  todo  el  libro  3.**  de  la  ley  de  Enjoicia- 
miíento  criminal,  armonizándolo  con  la  ley  de  18  de  Agosto  de  1870, 
cuyo  art.  12  está  vigente  en  todos  los  delitos,  pues  que  el  653  como 
relativo  al  juicio  oral  se  baila  indefinidamente  en  snspeoso. 

Empero  la  doctrina  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justí- 
cia^  no  parece  concordar  con  esta  opinión  que  acabamos  die  ex- 
poner. 
■ '  I  I  ■ '■  I  ■  ■  I  .lili». — . .  I III 

(I)  El  cap.  7.^  del  título  preliminar  de  la  ley  de  Enjuiciaipiento  cri- 
minal trata:  ade  los  recursos  contra  las  resoluciones  de  los  Tribunales 
y  Jueces  dé  instrucción;^  y  el  \it,  \  4  del  libro  i  .^:  «¿^  la  conclusión  del 
sumario  y  del  sob/eieimiento.»  (Nota  del  autor,) 
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La  sentencia  más  moderna  de  que  tenemos  conocimiento^  es  'la 
de  7  de  Marzo  de  i876,  dictada  en  el  recurso  por  infracción  de  ley 
en  causa  sobre  disparo  de  arma  de  fuego.  El  proceso  principió  en 
Agosto  de  1878;  la  pena  que  se  impuso  fué  correccional,  y  las  leyes 
infringidas  que  para  .prosperar  el  recurso  citó  el  procesado,  fueron, 
entre  otras,  la  ley  de  reformas  en  el  procedimiento  en  su  articulo  12, 
sobre  la  prueba  de  indicios.  El  Supremo,  en  su  resolución,  consig- 
nó lo  siguiente:  «Considerando,  que  además  se  funda  este  recurso 
en  el  artículo  12  de  la  ley  provisional  sobre  reformas  en  el  proce- 
dimiento que  no  está  vigente  y  que  vá  contra  la  prueba  admitida  por 
la  Sala  sentenciadora;  considerando  que  por  ninguno  de  estos  mo- 
tivos (la  infracción  del  articulo  12  y  el  suponer  infringido  el  587 
del  Código  penal)  podía  prosperar  el  recurso,  que  por  lo  tanto  es 
inadmisible...  etc. 

Otra  sentencia,  es  la  de  18  de  Diciembre  de  1875,  sobre  dispa- 
ro de  arma  de  fuego  y  lesiones;  también  se  impuso  pena  correccio- 
nal y  se  citó  infringido  el  articulo  12,  sin  que  la  cita  se  admitiese 
bastante  para  prosperar  el  recula;  bailándose  asimismo  consignada 
la  derogación  del  artículo  12  en  otros  fallos  que  fuera  ocioso  citar 
á  la  vista  del  importantísimo,  pronunciado  en  7  de  Marzo  último. 

Sea  de  ello  lo  que  quiera,  si  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
ha  de  reforiqarse,  seria  un  gran  paso  para  la  abolición  de  la  prueba 
taxativa,  consignar  por  vía  de  ejemplo  los  medios  de  prueba  escri- 
tos en  el  artículo  12,  abolir  la  tasación  de  los  indicios  en  número 
mayor  de  uno^  pudiéndose  condenar  al  procesado  si  el  indicio,  aun- 
que aislado,  era  necesario  y  proclamar  como  medio  supremo  de 
apreciación  crítica  de  las  pruebas  el  criterio  judicial;  que  el  criterio 
es  en  ^1  hombre  la  regla  de  lo  verdadero  y  de  lo  falso,  regula  veri 
et  [aki,  judiáum  veri,  como  decia  Cicerón.  El  hombre  puede  po- 
seer la  verdad^  si  bien  como  suprema  aspiración  de  la  inteligencia 
le  es  difícil  alcanzarla,  pero  esa  dificultad  no  puede  traducirse  en 
el  frió  escepticismo  de  aquella  máxima  de  Demócrito,  según  la  cual, 
la  verdad,  si  existe,  se  halla  enterrada  en  un  pozo,  sin  que  haya 
medio  de  llegar  á  dar  con  ella.  Los  Jueces  ilustrados  poseerán  la 
verdad  jurídica,  si  para  ello  ponen  en  contribución  un  criterio  recto 
y  una  conciencia  debidamente  ilustrada  y  exenta  de  toda  pasión 
que  pueda  perturbar  sus  juicios  ó  contrariar  sus  afirmaciones. 

PrÍBiiUYo  González  del  Alba. 
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Ihitámen  de  la  Comitíon  del  Senado  relativo  al  proyecto  de  ley  re- 
íprmando  el  título  12  de  la  de  Enjtdríamiento  civil  sobre  el  des- 
Aficio. 

AL  SENADO. 

^ajuicio  de  desahucio,  que  forma  nn  litólo  importante  do  la  \ey  de 
Enjmiamiento  eivil,  viene  siendo  desde  la  publicación  de  ésta  objeto 
de  eslidio  de  jnrisconsaltos  y  legisladores,  unánimes  en  considerar 
cpie  la  condiciones  en  qne  so  desarrolló  en  su  origen  no  responden  por 
compito  al  pensamiento  generador  de  estos  juicios,  cual  es  asegurar 
la  profedad  sometida  al  contrato  de  arriendo,  de  las  infracciones  del . 
convenD,  de  los  abusos  en  la  ejecución  de  éste  y  del  desconocimiento 
de  los  drechos  que  nacen  del  dominio,  por  medio  de  un  procedimiento 
snmaríoy  por  sus  condiciones  susceptible  de  hacer  respetar  rápida- 
mente yá  poca  costa  los  referidos  derechos  sin  dificultar  el  ejercicio 
de  los  nt  menos  legítimos  del  arrendatario. 

Para  emediar  estos  inconvenientes  se  dictó  la  ley  de  85  de  Junio 
de  1867,  loy  parte  integrante  de  la  de  enjuiciamiento,  y  ella  introdujo 
reformas  m  portan  tes  en  el  juicio  expresado,  estableciendo  en  sus  dis- 
posieione:mayor  método  y  claridad,  fijando  reglas  dirigidas  á  obtener 
más  rapidz  en  su  sustanciacion,  lo  cual  ha  creado  para  la  generalidad 
de  loa  case  que  lo  motivan  un  estado  de  cosas  aceptable  y  que  per- 
mite aguadar  á  que  las  lecciones  de  la  experiencia  demuestren  si  pue- 
de eontinur  respecto  de  ellos  dicho  juicio  en  sus  condiciones  actuales, 
ó  requiere  reformas  más  ó  menos  esenciales.  Pero  hay  un  caso,  fre- 
cuente moivo  de  desahucio,  y  sin  duda  el  que  dá  logar  á  mayor  nú- 
mero de  joeios,  que  os  el  de  falta  de  pago  del  precio  estipulado,  al  que 
DO  han  alcnzado  hasta  el  punto  que  u^era  de  desear  los  saludables 
efectos  de  .quella  reforma,  no  porque  á  él  no  sean  extensivas  sus  dis- 
posiciones que  á  todos  comprenden,  sino  porque  en  ellas  suele  encon- 
trar la  mat  fé,  siempre  artera,  ó  la  insolvencia,  generalmente  astuta, 
medios  pa%  burlar  los  derechos  del  dominio,  envolviendo  al  propieta- 
rio en  un  f  ocedimiento  largo  y  costoso,  hasta  tal  punto,  que  es^comnn 
el  resígnale  a(|uelÍos  á  no  acudir  á  juicio  y  solicitar  de  los  arrenda- 
tarios por  ledios  extrajudiciales  el  abandono  de  la  finca,  perdiendo 
Tolontariarento  el  importe  de  los  plazos  vencidos  por  tal  de  no  expo- 
nerse á  cooinuar  perdiendo  el  de  los  venideros  y  el  de  las  costas  del 
juicio. 

La  eompteneia  que  en  ellos  corresponde  al  juez  de  primera  instan- 
cia, cuyo  acoicilio  dista  á  veces  muchas  leguas  del  sitio  de  la  finca;  la 
elasticidad  d  los  plazos  que  están  fijados  para  la  citación  del  deman- 
dado cuandoreside  fuera  del  lo^ar  en  que  aquella  radica,  ó  no  se  en- 
cuentra en  e paraje  de  so  domicilio;  la  amplitud  relativa  de  los  tér- 
mious  que  schallao  establecidos  para  los  diversos  actos  del  juicio  en 
sos  dos  instadas;  la  indeterminación  de  algunos  de  éstos;  la  apelación 
llevada  ante  .s  Audiencias,  y  la  intervención  consiguiente,  dada  aque- 
lla ritualidad  de  letrado  y  procurador,  son  otras  tantas  causas  cuyo 
conjunto  dá  pr  resultado  los  inconvenientes  que  quedan  indicados. 
TOD  XLIX.  .  40 


314  REVISTA  BE  LEGISLACIÓN. 

A  remediarlos  fte  dirigía  lá  t>rdpos(¡efon  ^f^^ntsda  por  el  3r.  Don 
Mariano  Lino  de  Reinoso,  naciendo  uso  de  su  iniciativa  de  Senador. 

Dicha  proposición,  que  establece  el  procedimiento  de  ios  juicio^ 
verbales  para  la  sustanciacion  de  las  demandas  de  desahucio,  no  cop- 
creta,  es  verdad,  esta  reforma  al  hecho  exclusivo  de  la  falta  de  pafi^t 
al  paso  que  fija  el  límite  de  250  pesetas  al  importe  annsl  del  arrenda- 
miento para  que  dichas  demandas  gocen  de  aquel  beneficio;  pero  cd^o 
el.espíritn  que  le  animaba  era  llevar  facilidades  á  la  defensa  de  losie- 
fechos  de  la  propiedad  en  el  caso  más  común  y  ocurrente,  qufos, 
•omo  queda  dicho,  el  de  falta  de  pago,  y  mejorar  la  condición  e  ia 
mayor  parte  de  los  propietarios  españoles,  á  la  vez  más  necesita'!  de 
la  protección  del  legislador,  que  es  la  que  forman  los  daeftos  de  incas 
de  corto  rendimiento,  fácilmente  ha  convenido  con  los  indiv(d«>8  dé 
esta  Comisión  á  que  también  pertenece,  en  los  términos  de  la  r^orma 
que  después  de  maduro  examen  ha  resuelto  aquella  someter  á  I  deli- 
beración del  Senado,  y  que  consiste  en  sujetar  á  un  prooedimiejlo  sn- 
marísimo  y  muy  semejante  al  que  se  halla  establecido  para  lo^uicios 
yerbales,  las  demandas  de  que  se  trata  cuando  se  fnndan  en  la  alta  de' 
pago  del  precio  estipulado  para  el  arriendo,  cualquier»  que  seisn  im* 
porte  anual. 

Y  ciertamente  que  si  se  analiza  la  naturaleza  de  este  fnnamenlo 
de)  desahucio  en  su  aplicación  á  tales  juicios  y  en  relación  conos  prin- 
cipios y  exigencias  generales  del  procedí  oriento,  fácil  es  conBneerse, 
por  una  parte  de  la  especialidad  qne  motiva  una  excepción  ersu  favor 
de  las  reglas  por  que  aquellos  se  rigen,  y  por  otra  de  la  posillidad  de 
abreviar,  cuando  dicho  fundamento  exista^  la  sustaneiaoion  sin  me-^ 
noscabo  de  las  garantías  del  demandado  y  sin  |)Cirjiticio  del  aíertO)  fin 
primordial  de  la  justicia.  Con  efecto,  la  posesión  y  disfrutepor  parte 
del  arrendatario  de  una  habitación  ó  de  una^Snca  euyo  alqder  ó  ar- 
riendo no  paga,  constituye  nn  hecho  tan  perturbador  de  los  Inés  prin- 
cipales de  la  propiedad  tal  como  nuestra  organización  social  i  ha  cons- 
tituido, á  saber,  el  logro  de  una  renta  en  la  qne_  el  propietao  libre  se 
subsistencia,  con  la  que  soporte  las  cargas  del  'dominio,  y  ompla  con 
los  deberes  qne  el  Estado  le  impone,  que  no  se  concibe  niifnno  más 
grave  en  el  orden  de  las  relaciones  entre  propietario  y  arrndatarío; 
colocándose  éste  por  hecho  tal  en  una  condición  tan  desfavoible  en  el 
orden  moral  y  legal,  que  en  realidad  participa  de  la  condicon  de  on 
mero  detentador  ae  la  propiedad  ajena.  Además,  el  heeho  e  la  falta 
de  pago  es  de  tal  naturaleza  material  y  tangible,  que  su  exmen  y  sn 
demostración  es  sencillísima;  no  descansa  en  la  apreciación  e  doctrina 
le^al  alguna  ni  requiere  el  análisis  de  determinada  jarísprdencia,  ni 
exige  la  interpretación  de  ninguna  ley  sustantiva,  ni^  reckna,  como 
en  otros  negocios,  que  el  litigante  sea  hábil  y  acertadamese  dirigido 
al  través  de  una  ritualidad  complicada,  sino  oue  es  de  irestigacion 
sencilla,  de  justificación  clara,  de  gestión  facilísima.  Y  coit»  estas  ctr-' 
cunstancias  son  esenciales  en  el  juicio  en  cuestión,  en  el  apuesto  de 
que  se  trata,  de  ahí  que  siempre  concurran,  cualquiera  qn  sea  la  im- 
portancia de  la  cantidad  cuyo  pago  retieno  indebidamente!  arrenda- 
tario, y  que  por  lo  tanto  en  nada  deba  influir  su  cifra  ena  ritualidad 
del  juicio  ni  en  la  determinación  del  Juez  que  lo  ha  de  seienciar. 

Tal  es  la  base  en  que  se  fundan  las  disposiciones  deidjunto  pro^*- 
yecto  de  ley.  Con  arreglo  á  eilas,  el  Juez  municipal  será  i  competen- 
te para  conocer  en  la  clase  de  juicio  arriba  expresada, '  con  apela*- 
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cion  a]  JuM  d6  primera  invIaBeia,  de  todas  las  demandas  de  desahu- 
cio fondadas  en  ei  motÍTo  js,  expuesto.  Los  términos  de  ambas  instan* 
cias  serán  breves  y  perentorios,  y  las  reglas  para  las  citaciones  tales 
que  impidan  ¿  la  mala  fé  multiplicar  las  diligencias  prolongando  el  jui-^ 
cío.  La  Interveneion  del  letrado  y  pror urador  no  será  necesaria.  En  lo 
demás  eonsérvanse  y  decláranse  aplicables  las  restantes  disposiciones 
propias  de  estos  juicios  que  la  experiencia  recomienda  como  exentas  de 
difícttltades  y  aon  como  buenas,  y  las  demás  que  con  ellas  se  relaeionan^ 
con  la  modificación  sin  embargo  de  sujetar  también  á  la  competencia  y 
reglas  propias  del  juicio  verbal  las  reclamaciones  por  rason  del  abono 
que  expresan  los  artículos  656,  657  y  658  de  la  ley  de  finjuiciamienCo, 
por  racon  de  labores  en  la  finca  arrendada,  con  tal  que  no  excedan  de 
250  peoetas,  mies  aaí  lo  exige  la  unidad  de  la  materia,  tan  respetada 
por  la  misma  ley,  que  sólo  por  conservarla  llevó  el  conocimiento  de  di- 
chas reclamacioaes  sin  limitación  de  cantidad  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia, á  quien  encomendó  el  juicio  principal,  sustrayéndolas  en  todo  • 
caao  al  del  J«ex  miuúcipal,  á  quien  boy  no  habrá  inconveniente  en  so« 
meter,  cuando  el  desahucio  se  siga  por  falta  de  pago,  las  que  caben  den* 
tro  del  liaaitede  la  suma  aue  determina  su  competencia,  pues  que  se  le 
atribuye  el  conocimiento  del  asunto  con  que  se  relacionan.  También  la 
Comisión  ha  creido  deber  respetar  la  dispoúcion  que  establece  en  los 
juicios  de  que  se  trata  el  recurso  de  casación,  pues  no  pudiendo  serle 
admitido  ai  arrendatario  si  no  acredita  tener  satisfechos  sus  débitos,  y 
considerando  desierto  (si  durante  su  sustanciacion  dejare  aquel  de  cu- 
brirlos, ningún  peligro  ofrece  para  el  cumplimiento  de  los  fines  que  es^ 
ta  reforma  se  propone. 

La  conveniencia  indudable  que  presenta  el  llevar  el  debido  método 
y  claridad  al  título  42  de  la  lev  de  Enjuiciamiento,  una  vez  convertida 
en  ley  dicha  modificación, .si  llegase  á  serlo,  obliga  á  la  comisión  á  pro- 
poner al  Senado  el  precepto  que  contiene  el  art.  2.®,  mediante  el  que 
el  Grobiemo  deberá  introducir  en  el  expresado  tünlo  42  la  reforma  de 
que  se  trata.,  poniendo  en  consonancia  con  ella  su  actual  articulado.  La 
Comisión  no  concluirá  sin  manifestar  que  habiendo  conferenciado  sobve 
esta  reforma  con  el  Gobierno  de  S  M.,  ha  tenido  la  satisfacción  de  que 
éste  se  halle  de  acuerdo  eoa  los  términos  en  que  se  presenta. 

Fundada  la  comiaiou  en  todo  lo  expuesto,  tiene  la  honra  de  propo- 
ner á  la  aprobacion.del  Senado  el  adjunto 

PROYECTO  DE  LEY. 

■ 

Articulo  4.^  £1  título  42  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  refor- 
mará con  sujeción  á  las  reglas  siguientes: 

4  .^  El  conocimiento  del  juicio  de  desahucio,  cuando  se  funde  en  la^ 
falta  de  pago  del  arriendo  estipulado,  corresponde  al  Juez  municipal 
del  distrito  en  que  estuviese  sita  la  finca,  cualquiera  que  sea  el  importe 
anual  del  mismo  arriendo. 

2.^'  £1  actor  expondrá  su  reclamación  en  un  seneiHo  escrito,  fechan 
do  y  firmado  por  él  ó  por  un  testigo  á  su  ruego,  si  no  pudiese  firmar, 
estando  dispenaado  de  la  representación  de  procurador  y  de  la  diree^ 
ei<Mn  de  letrado. 

3.*  Recibido  el  escrito  «a  secretaría,  el  Juez  mandará  convocar  al 
actor  y  al  demandado  ajuicio  verbal,  advirtiéndose  en  la  citación  al  se- 
gundo que  concurra  provisto  de  los  documentos  justificativos  de  loa 
pagos  que  tuviera  realizados. 
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1.^  El  juicio  se  celebrará  dentro  de  los  seis  dias  siguientes  al  de  la 
presentación  del  escrito,  que  se  admitirá  sin  qne  preceda  acto  de  conci* 
liacion,  pero  mediando  siempre  tres  dias  entre  dicho  jaieio  y  la  cita* 
cion  del  demandado. 

5.*^  La  citación  se  hará  con  snjecion  á  lo  qne  previene  el  art.  640  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Si  el  demandado  no  se  hallase  en  el  distrito,  se  procederá  en  la  for« 
maqne  establece  el  art.  641,  pero  sin  qne  el  total  del  término  para  la 
comparecencia  pueda  exceder  de  veinte  dias. 

Guando  el  demandado  no  tenga  domicilio  fijo  ó  se  ignorase  su  para» 
dero,  se  procederá  con  arreglo  á  lo  qne  dispone  el  art.  644. 

6.*^  Si  el  demandado  que  estuviere  en  el  logar  del  juicio  no  compa- 
reciese á  la  hora  señalada,  se  observará  lo  que  determinan  los  artículos 
645  y  646. 

7.*^  En  el  acto  de  la  comparecencia,  el  actor  reproducirá  so  recla- 
mación y  el  demandado  justincará  la  exactitud  en  el  pago  con  la  pre* 
sentacion  de  documentos,  ó  reconocerá  la  certeza  del  hecho  origen  dei 
juicio. 

%.^  El  Juex  dictará  sentencia  dentro  de  tercero  dia,  decretando  ha- 
ber lugar  ó  no  al  desahucio,  y  apercibiendo  en  el  primer  caso  al  de* 
mandado  de  lanzamiento  si  no  desaloja  la  finca  dentro  de  los  términos  á 
que  se  refiere  la  regla  siguiente. 

Dicha  sentencia  se  hará  saber  al  demandado,  si  no  hubiese  concur- 
rido ai  juicio,  en  la  forma  que  determina  el  art.  649,  y  se  notificará  en 
estrados  en  el  caso  que  el  mismo  supone. 

9.^  Los  términos  de  que  ha^la  la  regla  anterior  son  los  que  expre- 
sa el  art.  647  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  con  la  prevención  en  su  caso 
que  establece  el  art.  648. 

10.^  Pasados  dichos  términos  sin  que  el  arrendatario  haya  desaloja- 
do la  finca,  se  procederá  á  lanzarle  de  ella  en  la  forma  que  previene  el 
artículo  651.  En  el  supuesto  á  que  se  refiere  el  art.  652,  se  observará  lo 
que  éste  establece;  pero  sin  que  se  detenga  por  eso  llevar  á  efecto  el 
lanzamiento. 

41.*^  La  sentencia  será  apelable  en  ambos  efectos.  La  apelación  se 
interpondrá  por  medio  de  escrito  sin  necesidad  de  letrado  ni  de  procu- 
rador; pero  si  el  apelante  lo  fuese  el  demandado,*  no  admitirá  el  Juez  el 
recurso  si  no  consignare  el  importe  de  los  plazos  del  arriendo  vencido  y 
los  que  debiera  pa^ar  adelantados. 

42.^  Admitida  la  apelación,  se  remitirá  el  expediente  dentro  dentro 
de  las  veinticuatro  horas  al  Juez  de  primera  instancia,  el  cual,  tan  lúe- 

So  como  reciba  los  autos,  convocará  las  partes  á  nueva  comparecencia 
entro  de  tercero  dia,  haciéndose  la  citación  conforme  á  lo  que  previene 
la  regla  5.^;  pero  aplicando  al  ausente  la  disposición  que  establece  el 
tkltimo  párrafo  de  la  misma  para  aquel  cuyo  paradero  se  ignore. 

El  acto  tendrá  Iqgar  en  la  forma  que  fija  la  regla  7.%  y  el  Juez  dic- 
tará sentencia  en 'Cl  término  que  dice  la  8.*^ 

43.*  Dictada  que  sea  la  sentencia,  se  devolverán  los  autos  con  certi- 
ficado de  la  misma  para  su  cumplimiento  al  Juzgado  municipal,  el  que 
si  el  ñillo  fuese  favorable  al  propietario,  procederá  al  lanzamiento  del 
ji^rendatarío  dentro  de  los  términos  á  que  se  refiere  la  regla  9.* 

En  la  misma  forma  procederá,  si  la  sentencia  de  primera  instancia 
hubiese  quedado  firme  por  no  haber  consignado  el  arrendatario  el  im- 
porte de  los  plazos  que  dice  la  regla  1  \  .* 
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U.^  Si  el  aiendatarío  interpotiere  recurso  de  casación  contra  la 
sentencia  de  apelación,  se  aplicará  el  articulo  667  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, correspondiendo  el  cumplimiento  de  la  ejecutoria,  si  se  decla- 
rase haber  lugar  al  desahucio,  al  Juez  municipal. 

45.^  Las  costas  de  ambas  instancias,  así  como  las  que  ocasione  el 
lanzamiento,  serán  de  cuenta  del  arrrendatario,  si  se  acordase  el  desahu- 
cio, y  para  hacer  efectivo  su  pago  se  procederá  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos 653,  654  y  655  de  la  expresada  ley. 

16.'^    Los  términos  designados  en  las  reglas  anteriores  sonimproro- 

fables  en  absoluto,  siendo  aplicable^  á  ellos  cuanto  en  esta  parte  esta- 
lece  el  art.  672. 

il»^  Guando  el  juicio  de  desahucio  se  siga  en  virtud  del  fundamento 
á  que  se  refiere  esta  ley,  el  abono  que  expresan  los  artículos  656,  657  y 
658  de  la  de  enjuiciamiento,  se  reclamará  ante  el  Juez  municipal,  si  el 
importe  de  dicho  abono  no  excediese  de  250  pesetas;  y  tanto  esta  de- 
manda como  la  secunda  instancia  que  establece  el  art.  660  se  sustan- 
ciarán en  los  términos  prevenidos  por  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento 
para  los  juicios  verbales. 

Si  el  importe  del  abono  excediese  de  250  pesetas,  la  reclamación  se 
entablará  ante  el  Juez  de  primera  instancia  en  los  términos  que  previe- 
ne el  art.  658,  observándose  en  la  apelación  loque  disponen  los  artícu- 
los 659  y  660. 

Art.  2.^  El  Gobierno  pondrá  en  consonancia  con  las  reformas  que 
esta  ley  introduce  en  el  juicio  de  desahucio,  el  título  12  de  la  ley  de  en- 
juiciamiento civil. 

Palacio  del^Senado  19  de  Julio  de  1876.— Florencio  Rodríguez  Vaa- 
monde,  Presidente. — Mariano  Lino  de  Reinóse. — Domingo  B.  y  Guillen. 
— José  Juan  Navarro. — £1  Conde  de  Iranzo. — El  Conde  de  Tejada  de 
Yaldosera,  Secretario. 
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I^a  vida  del  4ereeha>«  por  D.  Jo44KTiif  Gostí». — f  tono  «n  ««^^-«- 
Madrid;  Aribaa  y  GompEñia.«<->-t816. 

Con  el  titulo  que  antecede,  acaba  de  publicarse  la  primera  par- 
te de  la  Memoria  premiada  en  el' concurso  Maranges  hará  cerdea  ^ 
dos  afios  y  medioi.  Comi«Kza  por  una  inlroduccion  en  qoe  se  expli- 
ca la  importancia  que  hoy  alcanzan  ios  problemas  jurídicos  y  des- 
pués de  determinar  el  que  es  objeto  de  este  trabajo,  indica  el  plaa 
ceftsrgniente  para  tratarlo  bajo  sus  dos  aspectos  filosótico  é  histórico, 
indagando  al  mismo  tiempo  las  fuentes  de  su  conocimiento  y  el  mé* 
tode  ecm  qae  deben  seguirse. 

Entrando  después  en  el  asunto  verdadero  del  libro,  intenta  el 
autor  determinar  el  concepto  del  derecho  y  de  la  vida,  haciendo 
ta  distinción,  que  no  resulta  todo  lo  clara  qvte  de  desear  seria,  en- 
tre aquel  y  la  moral,  y  examinando  después  las  leyes  de  la  vida 
formula  una  serie  de  consideraciones^  que,  sí  exactas  y  profunda- 
mente pensadas^  á  veces  parecen  demasiado  extensas  en  un  traba-» 
jo  sobre  el  derecho  consuetudinario  que  debe  darlas  por  ya  conoció 
das  y  sabidas,  sin  necesidad  de  definirlas  ni  detallarlas.  Senta- 
dos ya  sobre  segura  base  esos  conceptos  sigue  la  determinación 
de  la  vida  del  derecho  ^  de  los  factores  que  la  constituyen  y  de 
las  formas  bajo  que  se  manifiesta  (derecho  natural  y  derecho  posi- 
tivo), cuyas  relaciones  se  fijan  en  seguida  desde  un  punto  de  vis- 
ta filosófico,  yodando  más  bien  como  problemas  que  como  dog- 
máticas afirmaciones  los  resultados  que  el  autor  deduce.  Bien  de- 
terminado el  concepto  del  derecho  natural  y  sus  diferencias  con  to- 
das las  legislaciones  positivas  é  históricas,  asi  como  la  influencia 
que  en  ellas  necesariamente  ejerce,  vindica  el  Sr.  Costa  los  fueros 
de  la  especulación  y  de  las  circunstancias,  encareciendo  la  necesidad 
de  buscar  esa  armonía  del  ideal  y  la  vida,  qne  han  presentido  los 
grandes  pensadores  como  Cicerón  y  S.  Agustin,  Platón  y  Santo  To- 
más, Savigny  y  Hegel.  Es  esta  parte  sin  duda  una  de  las  más  <lig- 
nas  de  eslima  del  libro  que  estamos  examinando  y  'que  merecería 
más  extenso  y  detallado  examen. 

Siguiendo  el  método  anteriormente  indicado,  trata  después  el 
autor  las  leyes  de  la  vida  del  derecho  bajo  el  punto  de  vista  obje- 
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ÜYQ  Y  subjetivo  coüno  4ivisioQ  de  la  ley  ron^aoienU},  y  bajo  la  de- 
nom^nacioii  de  leyes  reales,  formales,  y  reales-formales^  como  sub- 
divisíoa  de  las  cfue  se  UamaD  leyes  pariiculares. 

Yieoe  á  coasütuir  todo  lo  indicado,  como  uoa  demasiado  larga 
intüoduccjon  al  asunto  del  libro  ó  como  una  moaografia»  que  es  lo 
q^e  parece  que  el  autor  se  ba  propuesto  hacer  de  lo  hasta  ahora 
publicado,  sobre  la  vida  del  derecho. 

Se  trata  en  lo  que  sigue  de  este  libro:  primero  de  las  for- 
miis  del  derecho  posilivp,  y  si  el  Sr.  Costa  está  sumamente  acerta- 
do al  contender  con  escuelas  exclusivistas  que  uo  ven  sino  una 
sola  forma  de  derecho^  ya  sea  la  ley^  ya  la  costumbre,  y  conceder  á 
las  dos  esie  canicier,  no  creo  acierte  tan  por  completo  al  sostener 
existe  otra  forma  que  si  es  la  jurisprudencia,  no  es  más  que  una 
forma  de  la  costumbre  (costumbre  de  los  Tribunales),  y  si  es 
otra  distinta»  será  una  entidad  vaga  que  podrá  cernerse  por  el 
espacio  de  la  imaginación,  pero  que  no  se  presenta  eti  la  vida,  ai 
puede  aceptarse  como  base  de  división  fundamental  en  la  ciencia. 
No  cabe  fuera  de  la  ley  ó  del  mandato  otra  cosa  que  la  actividad 
espontánea  que  es  la  costumbre,  puesto  que  un  término  medio  es- 
ponláoco-reflexivo  seria  vnposible ,  toda  ve?  que  hasta  el  enuu- 
ciamicAto  de  estas  palabras  unidas  se  repele.  Y  digo  que  no  c^be, 
pues,  como  la  ley  .se  toma  aquí  íy  el  autor  asi  lo  hace)  en'sa 
seutido  poaitivo,  no  pi^ede  decirse  que  era  esa  ley  la  ley  ideal  y 
absoluta,  y  que  como  intermedio  entre* ella  y  la  libre  actividad  del 
pueblo  se  presentaba  la  legislación  ó  conjunto  de  leyes,  cuyo  objeto 
es  siempre  implantar  todo  lo  absoluto  posible  según  las  circunstan- 
cias y  necesidades  de  los  tiempos  (i). 

Concluye  el  libro  explicando  los  diferentes  y  accidentales  modos 
como  las  formas  del  derecho  positivo  se  manifiestan  según  las  cir- 


(I)  El  antor  define  esta  tercera  forma  diciendo:  inley  que  nace  de 
una  re-ereacion  ó  re-produceion  cumplNa  por  algún  órgano  del  Estado 
que  vuelve  reflexivamente  sobre  sus  propíos  usos  ó  prácticas,  los  sin- 
tetiza, aclara,  corrige,  expurga,  completa  y  unifica  y  les  dá  solemni- 
dad de  ley.»  Esta  definición  parece  que  indica  la  jurisprudencia  que 
sólo  puede  ser  ó  conformidad  con  la  ley,  en  cuyo  caso  no  es  forma 
nueva,  ó  contradicción  con  la  ley,  en  cuyo  caso  es  costumbre  ó  prin- 
cipio de  costumbre,  ó  aclaración  de  la  ley,  en  cuya  última  hinótesis  es 
interpretación;  es  decir,  uno  de  los  elementos  y  condiciones  ue  la  lev; 
pero  no  una  forma  distinta  del  Derecho.  De  todas  maneras  el  resultado 
queda  el  mismo. 
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La  Institución  libre  de  Enseñanza  tiene  el  feliz  propósito  de 
concentrar  el  estudio  de  la  ciencia  en  sus  diversos  aspectos  según 
un  orden  y  serie  ascensional,  desde  los  rudimentos  que  inicien  al 
adolescente,  hasta  las  especulaciones  trascendentales  que  busca  coa 
afán  el  hombre  versado  en  investigaciones  profundas.  Vana  preten- 
sión seria  el  suponer  novedad  completa  en  talempresa.  Realizada  está, 
y  con  gran  provecho  y  formas  adecuadas,  en  otras  naciones  que  han 
tenido  la  dicha  de  gozar  antes  que  nosotros  condiciones  de  existen* 
cia  de  que  todavía  carecemos;  empero  para  lograr  semejantes  con- 
diciones han  pasado  también  tiempos  de  desventura  y  sufrimiento, 
para  ellos  históricos  ya,  cuanto  para  nosotros  contemporáneos.  Ni  es 
tanta  nuestra  desdicha  que  mirando  á  lo  pasado  deba  desalentarnos 
lo  presente,  cuando  hay  motivo  para  fortalecernos  en  la  empresa 
acometida.  Al  alborear  el  sigo  xix  contaba  la  Península  española 
10.000,000  de  habitantes  y  como  cálculo  incierto;  aunque  probable» 
presumen  los  estadistas  que  solo  había  300,000  personas  que  supie- 
sen leer  y  escribir,  es  decir:  que  tres  personas  de  cada  10^000  po- 
seían ünicamente  ese  instrumento  de  iniciación  científica.  Trascur- 
ren los  anos  con  azarosa  suerte  hasta  1860,  y  el  censo  entonces 
formado  nos  demuestra  la  existencia  de  15.650^000  de  habitantes, 
entre  los  que  saben  leer  y  escribir  solo  3.000,000  ó  sea  20  de  cada 
100.  En  verdad  que  el  despertar  de  nuestra  patria  muestra  la  vita-"" 
lidad  robusta  de  su  naturaleza,  y  quizás  á  la  hora  presente,  si  nue- 
vos datos  se  allegasen,  la  escala  ascendente  en  las  nuevas  genera- 
ciones elevara  la  cifra  proporcional  á  30  por  100.  Pero  este  hecho 
satisfatorio  en  sí,  limitando  la  relación  á  nuestro  pasado  deplorable, 
¡cuan  triste,  cuan  vergonzoso  es  si  extendemos  nuestra  mirada  por 
el  ámbito  del  mundo  civilizado!  En  todas  partes  la  mancha  negra  de 
la  ignorancia  enciérrase  y  circunscríbese  en  límites  más  estrechos^ 
y  la  frente  sonrojada.se  abate  cuando  solo  vemos  cerca  de  nosotros 
á  la  Rusia  y  la  Turquía,  mientras  envidiamos  la  distancia  recorrida 
por  todos  los  Estados  Alemanes,  la  Bélgica^  la  Holanda  y  Suiza,  y 
ni  aun  nos  es  dado  salvar  el  espacio  que  nos  separa  de  la  Francia. 

Importa  mucho  fijar  la  atención  en  esta  llaga  social,  y  si  ver- 
güenza causa  confesarla,  la  resolución  de  combatirla  crece  al  com- 
pás del  conocimiento  de  su  daño.  Ignorancia  hay  inmensa,  profun- 
da en  todas  las  esferas  de  la  vida,  en  todas  las  clases  de  la  sociedad, 
en  todos  los  resortes  administrativos,  en  todas  las  manifestaciones 
del  pensamiento  como  colectividad,  como  masa  total,  rindiendo  tri- 
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buto  de  admiración  y  respeto  á  los  muy  contados  varones  cuyo  in « 
genio  é  instrucción  son  la  excepción  afortunada  de  tan  desdichada 
regla;  que  no  en  balde  durante  los  ültimos  treinta  años,  por  reme- 
dio á  tanta  desventura,  utilizando  los  escasos  y  dispersos  elementos 
del  saber,  algunos  ilustres  patricios  merecedores  de  elerna  alabanza 
fundaron  establecimientos  para  formar  maestros  en  las  Escuelas 
Normales,  dieron  vida  ^  los  Institutos  y  reorganizaron  las  Univer- 
sidades^ donde,  emulando  noblemente  insignes  Profesores,  han  tras* 
milído  y  propagado  abundante  raudal  de  conocimientos  sobré  inte- 
ligencias jóvenes,  afanosas  de  gozar  la  vida  del  espíritu. 

Ese  movimiento  científico^  patente,  innegable,  importantísimo^ 
notadlo  bien^  señores,  se  desenvolvia  en  un  país  donde  en  1860  sólo 
habia  veinte  personas  de  cada  ciento  que  supiesen  leer  y  escribir, 
y  de  esos  veinte  bien  puede  asegurarse  que  más  de  la  mitad  no  al- 
canzaban á  trasponer  los  rudimentos  de  la  lectura  y  escritura.  ¿Qué 
debió  acontecer?  Un  hecho  constante  queja  sabiduría  antigua  trazó 
con  buril  indeleble:  Quidquid  ignorant,  scandalum  dicunt.  Ochen- 
ta inteligencias  rudas  de  cada  ciento,  empujadas  por  las  escasamen- 
te instruidas  en  la  lectura  y  escritura,  se  escandalizaron  de  lo  que 
ignoraban  y  que  divulgaban  los  iniciados  por  el  movimiento  cien- 
tífico de  1845.  La  verdad  fué  declarada  sospechosa,  y  el  Estado, 
que  habia  impulsado  con  sano  criterio  el  estudio,  entró  en  alarma, 
y  cierta  prensa,  convírliendo  en  especulación  industrial  el  grito  de 
la  ignorancia^  atacó  á  algunos  Profesores  como  textos  vivos,  y  co- 
municóse á  la  Iglesia  el  alarma  del  Estado. 

Y  la  Iglesia  y  el  Estado,  que  son  una  comunión  de  fieles  y  una 
comunión  de  ciudadanos,  sufrieron  necesaria,  irremisiblemente  la 
influencia  perniciosa  y  avasalladora  de  aquel  ochenta  por  ciento  de 
ignorancia,  fascinado  por  el  saber  incompleto  de  los  que  se  alucina- 
ban con  su  pretendida  suficiencia.  Fué  aquel  un  movimiento  oscila- 
torio natural,  y  al  considerarlo  hoy  objetivamente  en  lontananza, 
debemos  apreciarlo  como  evolución  indispensable  para  ulteriores  fe- 
nómenos que  sin  aquel  estímulo  no  tendríamos  ocasión  de  felicitar- 
nos por  su  advenimiento.  Las  nuevas  ideas  con  ardor  propagadas^ 
pero  sin  coordinado  conjunto;  con  calor  acogidas  por  la  Juventud, 
pero  mal  comprendidas  y  quizás  exajeradas,  debieron  producir  y 
produjeron  una  reacción  en  los  encargados  de  la  gestión  social,  y 
diéronse  á  cercenar  doctrinas^  limitar  textos,  suprimir  enseñanzas^ 
acallar  voces  elocuentes  de  maestros  del  saber^  y  como  éste  tuviese 
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por  entonces  sólo  un  carácter  oficial,  ensayóse  la  impotente  tarea 
de  poner  límites  y  valías  al  océano  de  ia  ciencia.  Vant)  intenlo  que 
€ólo  pudiera  llevartie  á  término  resucitando  todos  los  procedimien* 
tos,  todo  el  sistema  aplicado  desde  Isabel  la  Católica  y  que  las  Core- 
tes de  Cádiz,  6on  inmarcenble  gloria  derrumbaron;  titánico  esfuer- 
zo intentado  para  asaltar  el  oKmpo  de  la  ciencia»  y  victoria  fácil 
para  los  que  ocupaban  su  cumbre,  puesto  que  el  sol  de  la  verdad 
deslumhra  y  acorrala  á  las  salvajes  falanjes  que  acometen  tan  loca 
aventura! 

La  libertad  de  la  enseñanza,  qué  se  habia  practicado  y  produ^ 
cido  escándalo,  era  sólo  un  hecho.  La  revolución  la  convirtió  en  ua 
derecho  consignado  en  la  Constitocton  de  i  869  y  ratificado  en  ia 
de  1876.  Aun  cuando  la  revolución  no  hubiese  producido  otro  cam<- 
bio  en  nuestra  manera  de  ser,  aun  cuando  no  fuésemos  á  ella  deu^ 
dores  de  otro  beneficio^  de  otro  resultado,  debíamos  darnos  por  con* 
tentos  de  su  espíritu  innovador  y  progresivo,  puesto  que  en  un  pe- 
ríodo conservador,  fase  natural  en  la  evolución  de  tan  grande  acon- 
tecimiento, los  hombres  que  hoy  lo  representan,  cuerdamente  ios* 
pirados,  han  sido  conservadores  en  el  recto  sentido  de  la  palabra  y 
sólo  en  este  punto  importantísimo;  que  si  en  otros  de  no  menor  va* 
lía  han  desfallecido,  basta  éste,  discretamente  aprovechado  (si  de- 
cretos ó  reglamentos  no  lo  desfiguran  y  mutilan),  para  mejorar 
nuestro  porvenir  por  la  acción  constante,  eficaz  é  irresistible  de  la 
verdad  que  se  impone  á  los  mismos  que  ia  combaten.  I  de  elio.es 
evidente  muestra  el  cambio  operado  en  elevados  centros  y  regiones, 
donde  el  ambiente  europeo  respirado  en  estos  últimos  años,  ha  pro- 
ducido el  saludable  efecto  de  mirar  como  propias  y  adecuadas, 
prácticas  y  maneras  antes  rechazadas  por  la  solemnidad  y  etique- 
ta importadas  á  esta  tierra  por  el  feudalismo  de  la  casa  de  Austria. 

Poseemos  por  tanto  como  un  derecho  la  libertad  de  enseñanza. 
¿Hay  que  dejarlo  estérilmente  consignado  en  la  Constitución?  ¿Con- 
sentiremos que  el  desuso  se  convierta  en  argumento  de  su  inutili* 
dad,  para  que  la  ignorancia  atrevida  lo  borre  y  pregone  la  inefica- 
cia de  su  semilla  arrojada  en  la  tierra  de  España?  Gravísima  falta, 
culpa  irreparable  de  nuestra  parte  fuera  si,  en  posesión  del  dere- 
cho, no  evitábamos  la  prescripción  que  contra  él  se  invocaría. 
Pongamos  en  obra  cuanto  al  uso  del  derecho  conviene.  Usemos  de 
él,  no  abusemos,  aunque  el  dominio  sea  la  facultad  de  usar  y  de 
abusar.  Entremos  resueltamente  por  el  campo  de  la  ciencia,  gano- 
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so$  de  alcaBzar  la  verdad  es  toda»  &U6  múklpies  manifestaciones, 
cea  animo  tranquilo  y  sereno  ikut  amor  á  la  belleza^  á  la  justicia  y 
á  la  lK)Qdad  que  la  verdad  ea  $í  misma  coatieae,  sin  propóaitos  de 
locha,  de  invasión»  de  menosprecio  para  otras  esferas  de  la  activi*. 
dad  homaiia;  ánles  coa  el  nohie  intento  de  cooperar  á  sa  desarrolla 
conréelo  criterio  é  iafluenda  vivificadora»  auxiliada  por  la  acción 
tranquila  y  suave  de  los  tiempos  y  de  las  generaciones»  que  8e  sa^ 
ceden  desconocedoras  de*a&tiguos  hábitos  y  aleccionadas  con  nue*^ 
vo  caudal  de  experiencias  y  desengaños. 

A  este  Bn  obedece  la  base  capital  de  naestros  Estalatos.  Afirma-r 
moa  ea  ella  que  la  IfutUuciou  es  completamente  ajena  á  todo  espit- 
litn  ó  interés  de  comanion  religioia»  escuela  filosófica  ó  partido  po-^ 
Utico»  proclamando  tan  solo  el  principio  de  la  libertad  é  inviolabili- 
dad de  la  ciencia  y  la  independencia  de  su  indagación  y  exposición» 
respecto  de  cualquiera  olra  autoridad  que  la  de  la  propia  conciencia 
del  Profesor.  Este  es  nuestro  derecho»  nuestra  ley  interna  social. 
Puesto  este  principio  en  relación  externa  con  las  demis  institu-* 
dones  humanas»  no  hay  que  disimularlo»  puede  encontrarse  cu 
cojDpleta  armonía  ó  en  deplorable  conflicto»  y  durante  grandes  pe^ 
nodos  históricos  ha  prevalecido  la  lucha  y  el  antagonismo  en  vez  de 
la  paz  y  eí  concierto  de  voluntades.  La  ciencia  no  ha  tenido  esfera 
iodepeodiente  en  la  antigüedad.  £1  Estado  y  la  Iglesia  hallábanse 
confundidos  en  las  instituciones  fan^liares  elevadas  á  la  categoría  de 
ciudades  ó  nacionalidades!  La  ciencia  entonces  era  parle  integrante 
de  la  religión  y  el  Estado.  Si  éste  llegó  á  desalar  sus  ligaduras»  su* 
baltemizó  á  la  Iglesia,  y  ésta  no  existió  sino  en  cuanto  los  dioses 
fuesen  bmiliares  ó  nacionales.  Los  de  diverso  pueblo  debian  obte- 
aerearla  de  ciudadanía.  Era  escandalosa  la  idea  del  Dios  único»  y 
Sócrates  precedía  en  Grecia  el  suplicio  del  Gróigota.  Reivindicó  la 
religión  su  derecho»  su  independencia,  y  las  tremendas  embestidas 
del  sacerdocio  y  del  imperio  llenan  de  sangr^  y  luto  la  humanidad 
por  siglos  enteros»  para  concertarse  y  poner  tregua  sin  haber  deter- 
minado  todavía  certeros  é  invariables  limites.  ¿Cómo  exigir  que  sin 
locha,  sin  sangre»  sin  excesos»  conquistase  la  ciencia  el  dominio  que 
le  pertenece»  sin  que  la  Iglesia  y  el  Estado  le  dispolasen  su  dere- 
cho? Habiesen  faltado  las  leyes  de  la  historia»  si  tan  feliz  suceso  se 
alcanzara»  sin  temerosos  y  espantables  sacudimientos»  porque  por  más 
que  la  lógica  nos  dice  que  así  debió  acontecer»  la  psicología  nos  de- 
ffiaeslra  el  ser  humano  dotado  de  sentimientos  y  pasiones  que  oscu- 
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recen  la  razón  y  la  pervierten.  Sí;  la  ciencia,  reivindicando  su  de- 
recho, entrando  en  lucha  con  el  Estado  y  con  la  Iglesia,  institucio- 
nes de  organismo  más  desarrollado  y  perfecto  por  la  inmensa  elabo- 
ración de  toda  la  humanidad,  encontróse  en  posición  desventajosa 
para  el  combale  y  usó  de  todas  armas,  como  por  desgracia  usaban 
de  toda  su  pujanza  para  emplearla  contra  ella  la  Iglesia  y  el  Estado. 
Sieqopre  la  ciencia  quedó  vencida  de  presente  ante  valiosos  conten- 
dientes; siempre  la  ciencia  apareció  vencedora  dentro  de  su  esfera 
por  la  obra  del  tiempo  y  la  experiencia.  Los  ejemplos  agólpanse  pre- 
surosos á  la  invocación  de  la  memoria,  pero  solo  someteré  á  vuestra 
observación  algunos  muy  notorios  y  calificados  por  la  importancia 
de  los  personajes.  San  Agustin,  el  gran  doctor  cristiano,  aquel  cuya 
conversión  celebra  la  Iglesia  al  igual  de  la  del  grande  Apóstol  de  los 
gentiles,  San  Agustin  afirmó  que  no  babia  antípodas,  y  por  el  legi- 
timo respeto  que  su  autoridad  infundia,  era  considerado  como  impío 
quien  opinase  lo  contrario,  durante  una  larga  serie  de  generaciones. 
Galileo  sostiene  que  la  tierra  no  está  fija  en  ios  espacios,  y  con  tex- 
tos bíblicos  se  le  obliga  á  confesar  lo  que  su  razón  repugna.  Colon 
pretende  marchar  hacia  Occidente  y  llegar  por  nueva  senda  á  las 
Indias,  afirmando  que  la  tierra  es  un  esferoide  que  él  creyó  prolon- 
gado hacia  los  polos;  algunos  doctores  de  Salamanca  le  combaten  y 
descorazonan,  arguyéndole  también  con  textos  bíblicos  que,  al  su 
decir,  prueban  ser  la  tierra  una  ipmensa  planicie.  Rodaron  los  tiem- 
pos y  las  edades  y  está  demostrado  que  existen  antípodas^  que  la 
tierra  es  un  esferoide,  y  qué  no  solo  está  dotada  de  movimiento  dia- 
rio y  anual,  sino  de  otros  varios  que  la  mecánica  celeste  explica 
cumplida  y  satisfactoriamente.  Preguntad,  señores,  á  los  teólogos 
de  nuestros  dias,  ¿qué  menoscabo  han  sufrido  en  su  integridad 
los  dogmas  religiosos  por  razón  de  los  antípodas,  por  la  redon- 
dez de  nuestro  planeta,  ó  porque  haciendo  cortejo  al  sol,  se  pre- 
cipite en  los  abismos  áfil  inmenso  espacio  con  maravillosa  carrera? 
Confesarán  buienamente  que  San  Agustin  se  equivocó  y  pudo  equi- 
vocarse en  una  materia  que  no  era  dogmática,  sino  de  hecho  desco- 
nocido entonces  é  incompletamente  observado.  Confesarán  que  los 
textos  bíblicos,  arrojados  al  rostro  de  Colon  y  Galileo,  como  argu- 
mentos de  autoridad  indiscutible,  fueron  mal  apreciados  y  traidos  á 
cuento.  Todavía  más:  acumulando  gran  caudal  de  ciencia,  erudi- 
ción y  piedad,  demostrarán  que  la  ciencia  y  la  religión  son  herma- 
nas, y  que  se  explican  perfectamente  sin  contradicción  alguna  aqüe- 
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líos  mismos  textos  opuestos  al  genio  inmortal  de  Colon  y  Galiieo. 
Por  dicha  nuestra  vivimos  una  edad  que  nos  permite  gozar  el  fruto 
del  saber  de  tan  preciaros  varones;  pero  los  tormentos  morales  con 
que  se  les  mortificó,  los  suplicios  físicos  á  que  en  nombre  de  la  reli- 
gión se  vieron  sujetos,  no  pueden  borrarse  de  la  memoria  de  los 
hombres  que  los  considera  como  mártires  de  la  ciencia,  sin  que  la 
Iglesia  pueda  atenuarla  gravedad  de  su  culpa,  invadiendo  la  esfera 
de  la  ciencia  y  pretendiendo  dominar  por  lo  incognoscible  y  dog- 
mático lo  que  es  por  naturaleza  sometido  á  comprobación  y  expe- 
riencia. 

Con  mejores  armas  de  su  parte^  luchan  la  Iglesia  y  el  Estado 
contra  toda  especulación  filosófica  que  no  se  presta  fácilmente  á 
observación  exlerna,  como  acontece  en  todos  los  fenómenos  de  la 
conciencia.  Cambiad  el  nombre,  ó  el  siglo,  el  ataque  se  reproduce 
siempre  de  la  misma  manera.  El  teólogo,  descendiendo  desde  Dios 
basta  el  hombre,  olvida  que  el  filósofo  es  hombre  que  se  eleva  su- 
cesivamente al  conocimiento  de  la  Divinidad;  éste  razona  dentro  de 
lo  fenomeqal  y  contingente,  no  aspira  á  imponer,  ni  i  revelar,  sino 
á  conocer^  errando  muchas  vecé^  y  cayendo  falto  de  fuerzas  desde 
esa  escala  de  Jacob,  cuya  cumbre  apenas  se  divisa:  el  teólogo,  par- 
tiendo de  dogmas  y  misterios  imposibles  de  comprender  por  la  ra- 
zón, utiliza  sin  embargo  la  razón  para  deducir  lógicamente  todas  sus 
consecuencias,  una  vez  admitido  como  base  lo  misterioso,  lo  inex- 
plicable. Deduce  el  teólogo,  induce  el  filósofo;  sus  puntos  de  parti- 
da, sus  métodos,  sus  procedimientos,  son  distintos  por  más  que  de- 
ban coincidir  en  un  fin  humano.  Si  pues  la  órbita  en  que  giran  son 
distintas,  por  más  que  unas  ejerzan  recíproca  acción  sobre  otras, 
¿por  qué  pretender  invadir,  dominar^  someter  ó  absorl)er  la  teología 
á  la  filosofía  ó  esta  á  la  primera?  El  denuesto,  el  escándelo,  la  invec- 
tiva, el  ataque  sangriento,  ni  fortalecen  el  dogma  arrojados  contra 
la  filosofía,  ni  lo  debilitan  arrojados  contra  la  teología.  A  la  hoguera 
destinada  contra  los  herejes,  á  la  persecución  del  clero,  expiación 
terrible  que  ha  sufrido  por  las  hogueras  que  antes  encendiera,  su- 
eede  en  nuestra  época  un  período  de  apaciguamiento,  aunque  albo- 
rotado todavía  el  pecho  de  rencores  y  no  olvid¡\das  aún  formas  de 
discusión  que  tienen  mucho  de  contienda.  Conocer  el  mal  es  gran 
fortuna;  no  disimularlo,  buen  propósito,  y  cuando  el  remedio  es  co- 
nocido y  está  en  nuestra  mano  debemos  prometernos  que  la  Institii' 
eion  Hbre  de  emeñanza  no  sucumbirá  por  propio  exceso,  sino  por 
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ajena  embestida.  No  vamos  á  loeliar^  sioo  á  invosligar  en  h  región 
serena,  apacible  y  soregada  del  estudio.  Pero  que  nadie  mueva 
nvestras  armas,  porque  arrestados  al  eombate  las  esgrimiremos 
siempre  que  se  nos  provoque,  aunque  aparezca  designat  h  lueha^ 
pues  e)  ejemplo  de  lo  pasado  alentará  iiueslro  ánimo,  sabiendo  que 
se  nos  disputaba  la  libertad  de  hedía  y  cuando  cantaban  nuestra 
derrota,  nos  levantamos  tendiendo  al  viento  la  enseña  victoriosa  de 
la  libertad  de  enseñanza,  con^o  un  nuevo  derecho  conquistado. 

Combates  no  menos  rudos  y  temerosos  ha  librado  el  Estado  con 
la  ciencia,  cuando  el  cesarismo  receloso  ha  visto  quebrantado  su  po- 
derío por  la  divulgación  de  doctrinas  y  principios  que  lo  socavaban 
y  conmovían.  El  instinto  de  conservación,  el  egoísmo,  la  lisonja  de 
áulicos  y  cortesanos^  la  falla  de  tacto  que  rechaza  la  reforma  gra- 
dual para  hacer  innecesaria  la  revuelta,  el  capricho,  ocupando  el 
lugar  del  mando  justiciero,  explican  claramente  y  sin  esfuerzo  la 
reproducción  histórica  de  muchos  sucesos,  vestidos  de  diversa  ma* 
ñera  á  la  usanza  de  cada  siglo,  pero  sin  escarmiento  y  sin  provecho 
de  gobernantes  y  gobernados,  cuando  la  trasformacion  del  derecho 
no  obedece  á  la  noción  de  justicia,  sino  al  predominio  de  la  fuerza. 
Esta  repulsa  la  ciencia,  el  dei;echo  la  busca  y  la  enaltece.  El  Es* 
tado,  que  la  desconoce  y  la  persigue,  reniega  de  si  mismo  porque 
olvida  su  origen  y  6n  propios^  y  la  historia  de  la  humanidad  de* 
muestra  que  las  instituciones  políticas  sobre  la  fuerza  fundadas^  cui'- 
dan  de  legitimar  su  existencia  con  et  aparato  cientiflco  del  derecho 
bajo  casuísticos  conceptos  que  al  contacto  de  la  verdad  se  desvane- 
cen, apenas  la  fuerza  pierde  su  acción  y  movimiento.  No  hay  que 
citar  ejemplos  de  tan  lamentable  historia.  Todas  las  naciones  tienen 
en '  sus  anales  la  triste  repetición  de  un  fenómeno  que  dio  carácter 
de  adagio  vulgar  á  la  frase:  quid  éelirant  nges,  pleetuntur  achivi. 
Si  la  verdad  se  abre  paso  y  seflorea  y  sojuzga  á  los  grandes  de  la 
tierra^  sí  no  hay  error  jigante  que  no  sucumba  ante  su  inefable 
belleza,  cuidemos  de  rendir  tributo  á  su  excelso  dominio,  que  ella 
dará  paz  á  los  bombines  y  blando  reposo  al  ánimo  para  emprender 
nuestra  tarea. 

A  ella  consagran  su  actividad  é  inteligencia  Profesores  de  com- 
petencia notoria,  probada  experiencia  y  merecido  renombre;  repübli" 
eos  eminentes  que,  sin  olvidar  cuidadosos  afanes,  toman  como  va- 
gar nuevo  trabajo,  et  derredor  acompasados  de  un  brillante  cuanto 
numeroso  cortejo  de  jóvenes,  cuya  aptitud  acreditada  en  público 
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palcjiqu^,  oottvirtió  eo  r«aJi<)a(les  las  esperaozaB  que  ea  eilos  se  («o- 
íaroíu  kcuieu  accionisia?  ea  mayor  número  del  que  h  críiica  se- 
ñalaba á  ia  indolencia  española,  y  el  jaúmero  de  alumi^e^  supera  al 
de  las  Universidades  recienlemenle  creadas  por  el  clero  católico  de 
Fiancia  é  Inglaterra  en  Pajrís  y  Kensin^lon.  Fá)U  uoicameata  que 
la  fortaleza  del  eaplritu  no  desmaye  por  los  tropiezos  que  hagan 
dificultoso  el  camino,  y  si  esia  virtud  nos  acompaña,  en  tiempos 
venideros  3erá  timbre  honroso  de  cada  uno  de  vosotros  haber  con- 
tfibuido  á  1^  fuBdacion  de  una  obra  sin  abolengo  ea  nuestra  patria, 
pero  cuya  prole  numerosa  bendecirá  á  los  que  iniciaron  y  llevaron 
á  feliz  término  la  bisUtudon  libre  de  tínjseiimisa.  H*  wcjio* 
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EXCMO.  Sn.  GOBERNADOB  GbnEBAL. 

JiMO.  Sn,  Aectoh  i  Iltbi.  Claüstbo. 

Seflores: 

Cuando  ^e  aie  comunicó  haber  sid<^  elegido  para  pronunciar  la 
pjraeio»  iMau£ural  ^JeJ  ano  académico  de  4876  á  77  fué  de  inmenso 
júbilo  la  sensación  que  Qi;perimentó  mi  alma,  tlevar  la  voz  en  nom- 
iKe  4^i  Claustro  de  una  de  las  primeras  Universidades  de  América^ 
enyff  adelanto  cíentitico  no  es  desconocido  en  la  culta  Europa;  diri*- 
gir  h  palabra  á  uno  de  los  concursos  más  ilustrados^  es  insigne  ho^* 
aor,  dtatíaieion  iaestimable  qnadebe  Uenar  de  regocijo  puro  á  quien 
la  recü^,  ba&tanie  ^  i atisbcer  la  ambición  mis  exigente. 

Pero  á  medida  que  el  m^aiento  de  cumplir  ia  obligación  se  acer^* 
eaba,  mi  (e«or  y  confusión  han  ido  aumentando  gradualmente. 
He  visto  mí  pequenez,  be  comprendido  mi  iniuficieacia  y  me  estre. 
trfimecela  saagnitad  de  la  empresa.  ¿Qué  podía  decir  el  último  de 
los  diaeipiilof  elevando  su  acento  audaz  ante  sns  maestros,  ante  esos 
maeitrofi  sábeos,  .v^aeraUea,  encanecidos  en  el  estudio  y  la  ense** 

J'W>H»»I    >li    lmi"H'>l*l'l    Piill       f«'i    r""|iiiin    pm     >.    tm     >nii  1    ■  ■      I    I    ti 

H)  Oraelon  inangural  pronunciada  en  la  apertura  del  iño  »cad^- 
micp  de  1876  á  4877,  en  Ja  Universidad  literaria  de  la  Habana,  por  el 
Dr.  D.  José  Mabía  CA^BONELL  t  Ruiz,  Cjrtedrático  de  Teoría  de  los  Pro- 
€idmi0n(09  JudieiaUs  de  Btpakña  y  de  Préctie^  forenee, 

TOMO  XLIX.  42 


332  REVISTA  UM   LB«ISLÁC10N. 

tada  inleligencia  del  hombre.  T  como  en  el  orden  moral,  del  miimo 
modo  que  en  el  físico,  se  sucede  siempre  la  reacción  ¿  la  acci«i  bas^ 
ta  encontrar  el  equilibrio  j  acertar,  hemos  visto  amontonar  primero 
los  estudios  y  exigirlos  á  la  juventud  abrumando  sn  eoteodimient»; 
aislar  luego  las  ciencias  y  aspirar  i  constituir  especialidades,  y  tra^ 
tar  de  acercarnos  por  fin  al  justo  medio  según  nos  persuadían  los 
mismos  conocimientos  adquiridos  de  aquel  enlace,  invisible  primero 
y  tangible  después,  entre  las  ciencias  todas^  cruzando  entre  tanto 
por  períodos  de  amargura  y  desazón,  de  júbilo  y  placer  á  medida 
que  nos  infundia  pavor  lo  que  se  debía  aprender,  tan  laego  como 
conquistábamos  alguna  verdad  en  el  campo  extensísimo  del  saber. 

La  humanidad  ba  venido  sellando  sus  conquistas  con  raudales 
de  lágrimas  y  viéndolas  florecer  vivificadas  por  oleadas  de  sangre. 
Cada  paso  en  elcamino  de  la  civilización  está  marcado  con  la  heca- 
tombe de  varias  generaciones;  de  la  propia  manera  que  cada  reno- 
vación en  la  naturaleza  física  ha  sido  engendrada  por  el  buracan«ó 
las  tremendas  sacudidas  de  sus  ignotos  cimientos.  Hervidero  de  pa<- 
siones  en  violento  choque  cruzado  por  oleadas  de  celestial  esperan- 
za, hé  ahí  el  tránsito  de  la  humanidad  en  su  derrotero  por  eJ  tiempo 
y  en  su  marcha  por  la  historia. 

La  primera  civilización  allá  en  Oriente  sé  estrella  contra  la  que 
había  de  seguirle  y  le  siguió,  pereciendo  abogada  entre  la  sangre 
de  las  generaciones  que  en  serie  dilatada  de  anos  quisieron  resistir- 
la. La  que  fué  arrogante  vencedora,  cae  á  su  vez  triste,  vencida  tras 
larga  lucha,  y  afi,  Señores,  usa  continuada  serie  de  sufrimientos 
diversos,  y  que  cada  edad  aspira  á  que  los  suyos  se  entiendan  los 
más  crueles,  va  sucediéndose  como  los  eslabones  de  no  interrumpi- 
da cadena,  levantando  epopeyas  gloriosas  cada  pueblo  que  el  triunfo 
conseguía,  hasta  cerrar  la  toma  de  Constantinopla  con  broche  en-* 
sangrentado  los  linderos  que  separan  de  la  edad  moderQa  las  otras 
que  pasaron. 

La  edad  moderna  abrió  anhelante,  recibiendo  como  don  de  la 
Omnipotencia  la  extensión  de  las  Américas  para  ensanche  de  su  es^ 
píritu  y  como  nuevo  campo  en  que  derramar  los  tesoros  adquiridos. 
Desabogo  para  el  mundo  antiguo,  fué  aquel  descubrimiento  provi'* 
dencial  en  esos  momentos  de  la  historia:  las  nuevas  luchas  allí,  oor« 
riendo  parejas  con  las  dificultades  que  aquí  producirían  sus  mismas 
condiciones  de  virginidad  y  novedad,  habían  de  permitir  el  simuU 
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tífico  arribo  á  grado  semejante  de  espleador.  Dislitttos  campos  se 
ofrecían  á  la  actividad  del  espirita  para  llegar  al  mismo  fia:  eootra- 
riedades  de  diverso  orden  equilibtabaa  la  marcka  para  qae  fuera 
coetánea  y  no  se  adelantase  más  en  «no  qae  en  otn»  continente. 

Blas  el  ardor  guerrero  de  la  vieía  Europa  no  po^ia  amortiguarse 
de  momento,  y  conquistada  ya  la  dvilizacioBi  si  ao  habia  enemigos 
qoe  extermiaar,  quedaban  rivales  que  vencer,  y  entrando  de  lleno 
ea  la  nueva  vía  siguió  la  sangre  manando  á  torrentes  para  dtspctar 
vna  superioridad  ó  una  primacía  á  que  todos  aspiraban.  La  barba- 
rie de  los  tiempos  medios  pasó;  pero  algo  quedaba  de  ella  todavía, 
y  eran  menester 'esas  lucbas  intestinas  en  una  misma  civiliza- 
eionpara  llegar  al  perfeccionamiento.  Siglos  de  investigación  y  de 
renacimiento,  de  estudios  y  de  afanes  han  sido  los  predecesores  del 
noestro:  entre  los  escombros  y  las  cenizas  amontonados  se  buscaba 
el  rastro  de  la  civilización  antigua  para  continuar  la  obra  comenza- 
da tomándola  en  sd  origen;  y  entre  el  estruendo  de  los  combates, 
los  ayes  de  los  heridos  y  el  estertor  de  los  moribundos  asomaba  un 
sabio,  ya  cerca»  ya  lejos,  en  uno  ií  otro  bando,  y  cual  nuevo  eureka 
bendecido  proclamaba  algún  descubrímieiíto,  que  empujaba  la  cien- 
cia hacia  adelante* 

Abierlofl  los  ojos  de  los  pueblos  á  la  luz  de  esa  civilización  que 
alboreaba,  comenzaron  á  aprender  sus  derechos  y  á  pedirlos,  y  re- 
pitióse el  viejo  batallar  de  allá  de  Roma  ea  los  tiempos  qae  prece- 
dieron al  imperio.  Vencidos  y  sojuzgados,  uncidos  bajo  tremendo 
yago,  guardóse  á  los  sabios  en  oscuros  calabozos,  ó  cayeron  rodan- 
do las  cabezas  de  los  nuevos  mártires;  pero  en  medio  del  crujir  de 
hs  cadenas  fué  preparándose  lentamente  la  obra  de  los  siglos,  y  es- 
talló por  fin  de  la  aunerá  más  violenta  que  recuerda  la  historia  al 
espirar  el  siglo  precedente.  Horrendo  volcan  comprimido  en  las  en- 
trañas de  la  tierra,  que  revienta  con  fragor  estrepitoso  y  sacude  en 
sos  cimientos  los  ejes  del  planeta  y  vomita  mares  de  lava  destruc- 
tora que  arrasa  cuanto  encuentra  i.*.,  así  la  humanidad,  abriendo 
cr&ter  pavoroso,  estalló  con  violencia  irresistible,  y  encendiendo  en 
pira  gigantesca  los  restos  del  pasado,  se  ihuninó  con  luz  vivificante, 
pobló  de  eternos  resplandores  lo  creado,  y  en  faro  de  consuelo  con- 
vertida brilló  límpida  la  misma  llama  devoradora  de  lo  qae  no  habrá 
de  tomar. 

Así  entramos  en  nuestro  siglo,  siglo  de  gloria  que  recogió  su  he- 
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reacia  empapada  en  saagre  todavía,  y  que  oecesiló  para  poseerla 
por  corapieto  derramarla  otra  vez  en  abundancia.  Al  estampido  del 
canon  vinieron  á  la  luz  nuestros  abuelos»  y  no  pasó  década  en  laac*- 
tual  centuria  que  no  mareara  terrible  colisión.  Pero  notad  cuan  dis. 
tintas  ban  sido  aquestas  guerras  de  las  otras  qae  la  historia  nos  re- 
fiere: no  son  ya  unas  á  otras  generaciones  sucediéndose  en  el  pues- 
to del  combate.  Si  al  comienzo  del  siglo  era  una  por  completo  ex- 
terminada ó  triunfante  en  la  pelea,  á  medida  que  el  tiempo  ha  ade- 
lantado de  la  misma  generación  batalladora  quedaban  quienes  can* 
taran  sus  triunfos  ó  lamentasen  sus  rotas.  Bé  aquí  un  progreso. 

£1  último  brioso  encuentro  de  dos  naciones  poderosas  y  grandes 
ha  durado  breve  instante,  y  advertid  en  él  un  hecho  singular:  un 
bando  ha  utilizado  monstruosa  artillería,  no  sonada  en  los  delirios 
de  ningún  guerrero  del  pasado:  allá  en  el  horizonte,  allá  bien  lejos, 
ni  canon  ni  artillero  se  veían,  apenas  si  se  escuchaba  un  débil  es- 
tampido, y  con  precisión  matemática  caían  allí  donde  les  era  orde» 
nado  colosales  proyectiles:  el  otro  bando  buscó  auxilio  en  la  paloma, 
sencillo  emblema  del. amor  y  de  la  inocencia^  He  aquí  que  los  ex- 
tremos se  tocan ;  y  qaando  este  hecho  se  registra  unido  á  aquel 
progreso,  bendigamos  á  la  Providencia  que  nos  permite  vislumbrar 
la  nueva  era  de  paz  que  se  aproxima  y  escuchar,  aunque  vagos  é 
indecisos,  los  preludios  del  himno  á  la  fraternidad  universal. 

No  ha  mucho  que  otros  dos  pueblos  de  un  mismo  origen,  los  dos 
grandes,  se  miraron  con  encono  y  se  aprestaron  al  combate;  mas 
vueltos  á  la  reflexión  dejaron  sus  armas  destructoras  y  pusieron  su 
contienda  en  manos  de  los  hombres  de  la  ley,  que  en  Tribunal  el 
más  solemne  y  más  grandioso  que  vieron  las  edades ,  reunidos  en 
tierra  neutral,  pronunciaron  su  fallo  y  su  fallo  se  cumplió.  Hé  aquí 
el  imperio  del  derecho-,  y  cuando  un  siglo  ha  escuchado  respetuoso 
los  preceptos  del  derecho  puro  y  ha  doblado  ante  él  su  indómita 
cerviz,  ese  siglo,  señores,  tiene  que  ser  grande,  ha  de  entrar  en  la 
eternidad  ceñida  la  frente  de  brillantes  y  augustos  resplandores. 

Arrancaron  á  pedazos  los  bárbaros  el  imperial  manto  y  la  impe- 
rial diadema  á  la  ciudad  Señora  del  mundo,  y  de  cada  uno  de  sus 
girones  brotaron  las  nuevas  nacionalidades:  en  ellas  imprimieron  su 
espíritu  aventurero  las  hordas  invasoras  y  aquellas  guerras  antes 
apuntadas  terminaron  por  conquistas  cuando  á  ello  no  se  dirigían 
exclusivamente.  Las  orillas  de  arroyuelo  desconocido,  que  cual  cin- 
ta de  plata  discurría  en  silencio  fertilizando  la  pradera:  las  márgenes 
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de  algún  río  que  daba  vida  á  la  comarca;  la  cresta  de  los  montes, 
siryieron  después  de  pretexto  para  la  pelea  en  busca  de  los  llamados 
límites  naturales  de  cada  agrupación,  como  si  á  la  humanidad  no 
se  hubiera  dado  la  tierra  sin  bandos  ni  parcialidades  para  que  cre- 
ciera en  paz  y  se  multiplicara  con  amor.  Pero  levántanse  en  nues- 
tro siglo  dos  diques  contra  esa  atalaneba  adversaria  de  los  desig* 
nios  providenciales  prescritos  en  la  creación  y  ratificados  en  el  Cal- 
varío.  El  uno  elemental,  insuficiente,  rudimentario  todavía,  mero 
precursor  y  nada  más ,  lo  que  se  llamó  el  equilibrio  europeo:  el 
otro,  señores,  grandioso,  sublime,  verdadero  prímer  paso  hacia  la 
anidad  del  géoero  humano.  Refíérome  al  principio  de  las  naciona- 
lidades, que  acaba  de  surgir  rutilante  y  espléndido,  brillante  y  re- 
posado como  la  luz  de  la  electríctdad,  que  con  la  sereoa  y  dulce 
intensidad  de  esta  ha  iluminado  de  un  golpe  los  cerebros  todos,  po- 
niéndolos en  movimiento  con  febril  actividad. 

No  más  guerras!  no  más  sangre!  un  pueblo  á  otro  pueblo  no  ha 
de  dirigirse  ya  preñado  de  ira  y  derramando  odio  en  son  de  con- 
quista y  á  pedirle  vasallaje :  buscando  su  origen ,  buscando  sus 
creencias,  estudiando  su  lenguaje,  al  encontrarlo  todo  común,, si- 
quiera parecido,  batiendo  palmas  con  júbilo  sincero  y  grítando  ¡her- 
manos! desde  el  fondo  de  su  alma,  entregaránse  los  corazones 
para  fundirse,  tenderánse  las  manos  para  acercarse  y  unirse. 
Ved,  pues,  el  amor  como  móvil  de  esos  pasos  en  aisladas  agru- 
paciones, y  de  aquí  á  la  reunión  de  las  otras  que  resulten  por 
idénticos  conceptos  queda  poco.  Señores,  queda  menos  en  la  esfera 
del  desenvolvimiento  de  la  humanidad  que  lo  que  en  el  orden  ma- 
terial separa  la  crisálida  de  la  dorada  y  multicolora  mariposa,  la  en- 
hiesta y  encendida  flor  del  sazonado  fruto.  Loor  á  ese  principio,  ar- 
pegios divinos  para  las  citaras  de  oro  con  que  han  de  acompañarse 
los  cantos  de  la  humanidad  ensalzando  la  mañana  de  su  fraternal  en- 
lace! Coro  de  ángeles,  música  del  cielo,  para  depositar  en  el  panteón 
de  la  historia  ai  siglo  que  lo  engendró  en  sus  entrañas  cual  signo  de 
progreso,  que  ha  comenzado  á  darle  cima  con  fé  en  su  misión,  con 
conciencia  de  su  fuerza! 

Las  ciencias  exactas  uniéndose  á  las  físicas,  las  físicas  con  las 
naturales  en  su  vastísima  extensión  formando  armónico  consorcio, 
han  contribuido  al  acrecentamiento  de  los  dominios  del  saber  de  una 
manera  portentosa.  Maravilla,  señores,  pasma  en  ocasiones  analizar 
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lo  que  ba  ftlcaneado  kr  htinnatia  interigencfá  tú  sus  múllíples  inf^^ 
tigaeiones.  Üncofttr&clo^,  como  ya  lo  dijimos,  los  trabajofi  primitivos 
CDAfundidos  eti  el  et'ml  de  «fia  observación  cem^tafife  v  activa,  bftfl 
¡do  después  separándose  gradualmente,  emaucipáttdo^  como  el  bíj<r 
de  familia,  y  aparecierot^  ciencias  nuevas  jamás  sospechadas,  mejar 
dicho,  hánse  descubierto  ramas  del  árbol  de  la  ciencia  ánted  eacon^ 
didas  y  de  una  mbusle^  y  savia  que  han  llenado  de  asombro^  i  sud 
mismos  inventores.  Abierto  ancho  campo  á  la  actividad  colectiva  é 
incesante,  aprovechado  el  tiempo,  se  han  utilizado  los  legados  de  lai 
edad  pasada,  y  fttievos  horizontes  ilimitados,  incom^nsurabtes,  sief 
extienden  ante  las  miradas  atAuHas  de  la  criaturti. 

Su  propia  organización,  sfu  manera  de  ser,  la  escata  ánima)  óe 
que  es  el  rey,  el  fondo  de  Jos  volcanes  y  el  centro  de  la  tierra,  lat 
atmósfera  que  nos  rodea  y  la  que  rodea  á  los  demás  astros,  los  bdtí-' 
dos  con  los  huracanes  y  los  otros  meteorofii,  las  plantas  que  viven  f 
las  piedras  siempre  muertas,  la  mecánica  de  los  cielos,  la  correla- 
ción de  las  fuerzas  físicas  en  cf  universo,  los  astros  que  vemos  y  losr 
que  nos  ponen  á  la  vista  poderosos  telescopios  ideados  a(  ptesenié; 
la  pluralidad  de  los  mundos  y  las  leyes  que  los  rigen,  lodo  ha  sido^ 
objeto  de  examen  y  de  comparación,  de(  estudio  y  de  mquisición^ 
después  que  enfrenando  el  vapor  recorremos  en  minutos  por  la  ii^-' 
ra  ó  por  el  agua  distancias  inauditas  y  haciendo  nuestro  esclavo  at 
rayo  aprovechamos  su  vertiginosa  velocidad  para  que  ponga  tn  re^ 
lacioD  nuestros  espíritus  y  lleve  á  do  le  manden  nu^tra  palabra  7 
nuestra  idea.  Enfrenar  el  vapor  y  <}ominar  el  rayo  ha  pai'eeido 
poco,  y  comienza  ya  á  fijarse  derrotero  preciso  á  los  vientofií  yak» 
huracanes  y  á  buscarse  los  sfgños  que  anuncien  las  grandes  calaifii'» 
dades  y  epidemias  para  atajarlas  á  su  paso. 

La  química,  recibida  en  estado  rudimentario,  ét  levaf^tft  mativ- 
na  soberana,  y  rompiendo  cada  dia  un  velo  á  la  naturaleza,  noa 
muestra  sus  arcanos  en  el  fondo  de  sus  crisoles  y  le  arranctt  sus  se- 
cretos en  nuestro  provecho:  la  meteorología^  efi  panales  reoojMá^ 
articula  sus  reglas  y  preceptos,  y  agregándose  á  las  demás  Cieueias 
proclama  que  nada  en  lo  creado  vive  en  aislamiento  y  sotoisíd. 
¿Visteis,  señores,  aquel  globo  con  que  ensayó  el  hombre  subir  á  las 
altui^as,  débil  é  imperfecto?  Pues  mirad  el  que  se  lanza  ahora,  fuer- 
te y  obediente,  y  corre  en  los  espacios  hasta  esconderse  en  la  in- 
mensidad: en  él  va  el  hombre  de  nuestro  siglo  á  emprender  nuevos 
estudios,  arrostrando  sereno  y  sin  contar  los  mil  peligros  por  amor  á 
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la  ciencia,  hasta  sodar,  como  diría  el  vulgo  del  pasado^  su  propia 
sangre;  sangre,  señores,  €»  esas  pacificas  empresas,  como  si  por  le; 
fatal  debiera  preceder  su  derrame  á  todo  adelaataaiiento. 

Uirad  allá  hacia  el  polo:  sudario  de  perpéltto  hido  guarda  los 
restos  Teoeraados  de  quien  allí  buscó  sepulcro  boaroso,  sacrificado 
en  aras  de  su  amor  por  la  iavestigacion  y  los  descuhrimieplos'.  Ea 
cálida  mortaja  nos  disputan  las  entrañas  del  África  abrasada  á  quien 
faé  á  ella  buscando  nuevos  campos  á  la  civilización,  á  interrogar  al 
Nilo  poor  sus  orígenes,  i  empujar  á  la  ciencia.  ¡Pa2  y  bendición  para 
sas  restos?  Mas  mirad  por  todas  partes  el  mismo  incesante  anhelo, 
ese  movimiento  continuo,  frucUfero  siempre,  generador  de  progre- 
so:  no  88  puede  inrocar  boy  el  nombre  de  uno  solo,  no  viene  ya 
qnien  lei^ante  una  maravilla  y  llene  un  siglo,  no  se  presenta  un  ade^ 
lanto  qoe  humille  á  los  demás  para  que  el  nombre  de  su  inventoir 
se  alce  sobre  ellos  cual  señor.  Siglo  de  Pericles,  siglo  de  Alejandro, 
siglo  de  César^....  para  esas  edades  siempre  un  nombre  por  cual- 
quier concepto  merecido:  para  nuestro  si^  no  le  hay  prestado  por 
ninguno  de  sus  hijos,  porque  él  es  el  siglo  de  la  ciencia  y  de  la  hu-» 
manidad,  del  decpcho  y  la  justicia. 

Y  á  medida  qoe  se  ha  ido  avanzando,  á  medida  que  más  se  ha 
hallado  d  enlace  entre  las  ciencias  todas,  su  unidad  en  medio  de 
su  variedad,  se  percibe  mej(Nr  él  armónico  concierto,  la  infinita  sa- 
Uduria  qoe  ha  presidido  á  la  creación,  y  abiertos  los  oídos  de  la  in^ 
tefigencia  se  ha  escachado  claro,  argentino,  el  himno  que  entona  el 
miiverso  unisono  y  soooio  cantando  ¡Diosl  con  épica  sencillez,  y  ca- 
yendo de  rodillas  la  humanidad  ha  clamado  también  desde  el  fondo 
de  BU  alma:  ¡Hossanna,  bendito  sea  el  Señor  en  las  alturas  y  paz  en 
la  tierra  á  los  hombres  de  buefna  voluntad! 

Pereció  el  panteísmo,  .caido  casi  está  apenas  comenzado  á  le- 
vantarse el  materialismo  moderno,  hijo  de  la  ofuscación  que  en  los 
primeros  momentos  prodtqeron  aquella  armonía  y  aquel  enlace  en 
el  Universo.  Pero  notad,  señores,  que  los  adelantos  primeros,  que 
ios  primeros  descubrimientos  han  veivido  á  evidenciar  gran  número 
de  las  Terdades  fundamentales  sentadas  por  los  sabios  primitivos;  y 
si  no,  preguntad  á  nuestro  Claustro  de  Medicina  cuántas  verdades 
ensena  á  sus  alumnos  lal  como  las  proclamó  el  sabio  de  Cos.  Uno  de 
les  progenitores  de  la  ciencia  moderna,  aproximándose  á  la  famosa 
sentencia  soio  té  que  no  sé  nada,  comenzó  la  reconstrucción  del  edi- 
ficio de  sus  conocimientos;  y  cuando  se  advierte  que  aquellos  sabios 
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venerandos  procedieron  sin  los  instrumentos  del  día,  sin  las  facili- 
dades actuales,  ¡qué genio,  señores,  hay  que  concederles!  ¡Cómo  de- 
bemos admirar  la  intuición  poderosísima  de  sus  ceret)ros  privilegia- 
dos, que  les  permitió  llegar  con  nosotros  casi  al  mismo  fin!  T  de 
aquí  sin  esfuerzo  alguno  se  desprende  que  la  observacian  y  la  ex* 
perimentacion  son  la  base  primordial  y  constante  del  estudio  de  la 
Ciencia;  mas  cuidad  de  no  separar  de  ellas  el  criterio  de  la  razón, 
que  ha  de  iluminar  la  esfera  tan  anchurosa  de  su  órbita.  La  célula 
y  el  microscopio,  por  ejemplo,  8on  mucho  para  las  ciencias  natura- 
les, pero  no  son  el  todo,  ni  pueden  vivir  ni  producir  adelanto  en  ex- 
clusiva soledad:  la  mensura  de  un  glóbulo,  el  desarrollo  de  una  cel- 
dilla, son  hechos  que  en  sí  poco  significan;  pero  que  sometidos  al 
criterio  de  la  razón  y  por  ella  aclarados  se  convierten  en  manantial 
inagotable  de  adelanto.  Observar  bien  el  todo  sin  perder  de  vista  su 
relación  con  las  partes  y  la  parte  sin  olvidamos  del  todo^  experi- 
mentar mejor,  guiados  por  la  razón,  hé  aquí  la  base  de  nuestro  pro- 
greso, lo  que  constituye  un  nuevo  adelantamiento  por  sí,  de  que  con 
justicia  hace  alarde  nuestro  siglo. 

La  Filosofía,  en  su  estricta  y  legítima  acepción,  no  ha  queda- 
do por  cierto  más  atrasada  en  esa  marcha  constante  hacia  la  per- 
fección. ¿Cómo  habia  de  suceder  asi\  si  ella  fué  la  madre  de  todas 
las  ciencias,  la  que  las  amamantó  en  su  seno,  la  que  les  dio  su  mé- 
todo y  DO  las  dejó  de  la  mano  hasta  constituirles  principios  especia- 
les con  que  ganaran  ser  y  vida  propia?  Escuelas  y  más  escuelas» 
discípulos  emancipados  de  sus  maestros  que  las  fundaban  ó  consti- 
tuían sectas^  raciocinios  seductores  por  su  fuerza  real  unas  veces  y 
otras  aparente,  teorías  las  más  atrevidas  ó  en  ocasiones  las  más 
menguadas,  estudio  siempre  y  observación  y  raciocinio,  hé  aquí, 
señores,  el  camino  andado,  camino  erizado  de  dificultades  para  la 
inteligencia;  pero  sin  lágrimas  ni  dolores  para  quienes  le  empren- 
dieron, de  lucha  y  de  controversia;  pero  lucha  como  las  del  enten- 
dimiento, engendradoras  de  gloria  para  los  que  las  empeñan,  de 
provechoso  jugo  para  quienes  las  siguen,  de  alivio  y  de  consuelo  en 
sus  fines  para  la  humanidad. 

La  ciencia  que  en  sus  investigaciones  va  del  hombre  á  Dios, 
que  derrama  bálsamo  consolador  sobre  todos  los  dolores  sociales, 
que  tiene  por  sólido  cimiento  la  moral  y  vela  por  su  conservación 
eterna,  no  merecia  quedar  estacionaria.  Siguen  en  pié  cuestiones 
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importautes^  dora  todavía  la  controversia;  porque*nó  hefmos  obteni- 
do aun  el  fin  ambicionado.  Nosce  te  ipsunij  dijo  el  sabio  en  la  anti- 
güedad, y  conocernos  á  nosotros  mismos  sigue  siendo  una  de  las 
bases  de  la  Filosofía^  la  clave  y  el  enigma  de  donde  ha  de  partir  en 
sus  investigaciones;  y  si  el  honibre  no  es  completo  ni  con  mucho, 
¿cómo  extrañar  que  sus  lucubraciones  no  se  resientan  de  aquellos 
defectos^  del  sello  que  cada  uno  haya  impreso  en  sus  propias  im- 
perfecciones, hijas  de  las  miles  de  variadas  circunstancias  que  con- 
curren á  constituirlas?  A.  medida  que  la  civilización  vaya  extendién- 
dose irán  desapareciendo  aquellas  divergencias  y  estrechándose  los 
círculos  en  la  Filosofía.  Pero  en  cuántos  puntos  están  conformes  los 
filósofos  de  nuestro  siglo,  y  cuánta  hermosura  en  esa  concordan- 
cia! Los  derechos  del  hombre  reconocidos  y  respetados^  la  concien- 
cia convertida  en  un  santuario^  el  pensamiento  libre  como  la  luz, 
he  ahí^  entre  otras,  las  conquistas  de  la  moderna  Filosofía:  cual- 
quiera de  ellas  es  bastante  por  sí  sola  para  inflamar  la  humanidad  en 
santa  gratitud  y  servirle  de  faro  rutilante  en  su  peregrinación  por  lo 
futuro. 

La  literatura  también  ha  ensanchado  su  esfera  de  una  manera 
portentosa.  No  basta  ya  conocer  las  obras  de  la  antigüedad  y  las 
producciones  de  sus  genios,  sino  que  cada  pueblo  estudia  las  de  los 
otros  pueblos  en  sus  distintos  períodos,  siguiendo  el  ansia  de  armo- 
nizarlo todo^  para  contribuir  así  á  la  unión  de  las  inteligencias  y  do 
tas  almas.  La  ciencia  que  se  consagra  á  estudiar  lo  bueno,  lo  bello 
7  lo  verdadero  en  todas  sus  manifestaciones,  no  ha  podido  menos  de 
tomar  un  desenvolvimiento  prodigioso,  halagado  el  espíritu  en  su 
marcha  con  la  misma  materia  ú  objeto  de  sus  investigaciones,  con- 
tribuyendo no  poco  esa  continuada  y  perpetua  contemplación  de  lo 
bello  al  aumento  de  la  cultura,  al  refinamiento  de  las  costumbres,  á 
la  marcha  del  progreso.  Rechazar  lo  deforme^  lo  contrario  á  las  le- 
yes de  la  humana  condición  y  absorberse  en  lo  que  á  esta  sólo  se 
ajusta,  es  encaminarse  á  la  Divinidad  directamente,  por  la  vía  más 
risueña  y  deliciosa,  por  senderos  de  luz  poblados  de  armonías. 

Por  boca  del  poeta  exhalan  los  pueblos  sus  cánticos  de  gloria, 
sus  tristes  elegías,  que  suben  á  los  cielos  con  dulcida  cadencia,  ora 
rebosando  de  plácido  contento,  ora  envueltas  en  lágrimas  amargas 
que  arrastran  los  corazone-s  en  demanda  de  consuelo.  No  se  solici- 
tan ya  los  beneficios  de  un  Mecenas  á  trueque  de  cantares,  no  cor- 
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re  el  trovador  el  arpa  á  cuestas  mendigando  sonrisas  ni  sustento:  se 
canta  á  la  humanidad,  que  paga  con  la  gloria  y  premia  con  laurel 
inmarcesible.  Gallegos  y  Quintana,  Luaces  y  Milanés,  Byron  y  La- 
martine, y  tantos  otros,  decid,  ¿por  qué  cantasteis?  La  humanidad 
fué  vuestro  norte  y  ella  no  os  olvida:  en  cada  corazón  erige  altares 
para  guardar  vuestros  cantos  y  cúbrelos  de  flores  mantenidas  al  ca- 
lor de  la  gratitud  y  al  riego  del  amor. 

T  ved,  señores:  el  poeta,  para  comprender  la  humanidad  en  sus 
fines  y  tendencias  y  poderla  cantar  y  dirigir,  necesita  volar,  ascen- 
der en  alas  de  su  genio  y  alejarse  de  la  esfera  de  su  propia  existen- 
cia: el  filósofo  ha  de  reconcentrarse  en  si  mismo  para  explicarse  la 
humana  condición,  y  encaminarla  á  su  vez:  expansión  en  el  uno, 
abstracción  en  otro.  ¡Qué  medios  tan  opuestos  para  llegar  al  mismo 
fin!  ¡Qué  enlace  y  qué  concierto  donde  la  contradicción  parece 
más  marcada!  Así  el  filósofo  y  el  poeta,  el  uno  desde  las  alturas  de 
la  gloria,  el  otro  desde  el  fondo  de  su  conciencia,  se  completan  y  se 
auxilian  y  corren  á  encontrarse  en  el  mismo  punto,  irradiando  por 
su  tránsito  torrentes  de  luz  vivificante,  vertiendo  á  raudales  insólita 
armonía. 

Morigeradas  las  costumbres,  dulcificada  la  vida,  nuevas  nece- 
sidades han  surgido  para  la  propia  comodidad^  para  llenar  las  exi- 
gencias delicadas  del  buen  gusto,  y  la  industria  ha  corrido  presu- 
rosa anticipándose  á  los  deseos,  adivinando  los  variados  caprichos 
de  la  fantasía.  Pero  la  industria,  señores^  descansa  en  la  ciencia  que» 
sirviéndole  de  palanca  poderosísima^  le  ha  dado  ese  impulso  que  á 
todos  nos  admira.  Las  Exposiciones  de  la  industria,  esos  magníficos 
certámenes  en  que  se  comprueba  su  adelanto,  demuestran  con  la 
frecuencia  de  su  celebración  la  rapidez  en  el  progreso.  El  afán  de 
las  naciones  por  convocarlas,  el  mayor  número  de  productos  que 
cada  vez  se  comprenden  en  sus  exhibiciones,  sirven  al  observador 
juicioso  para  marcar  la  senda  de  los  adelantamientos  humanos: 
cada  una  señala  un  progreso,  sirve  de  punto  de  comparación  y  de 
partida  para  estudios  é  investigaciones  consoladoras  y  fructíferas. 

Disponiendo  del  vapor  que  suprime  las  distancias  en  servicio  de 
la  industria,  dominados  ios  mares  y  rodeadas  de  atractivos  las  más 
largas  travesías,  á  lodos  es  permitido  concurrir  á  esas  citas  pacífi-» 
cas  de  la  humanidad;  pero,  ¿será  bastante  la  intensa  admiración 
que  tantas  maravillas  nos  produzcan  para  entregar  el  cetro  del  uní- 
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Yerso  á  la  materia  y  rendirle  adoración?  ¡  Ah,  nol  La  ioduetria  se 
mue?e  obediente  á  la  ciencia»  que  la  Liene  subyugada  por  comple* 
to:  sin  ésta,  aquella  viviera  estacionaria;  y,  señores,  la  Ciencia  de 
nuestro  siglo  no  debe,  no  puede  satisfacer  las  necesidades  de  sus 
hijos  al  igual  de  las  del  hoiñfare  de  la  edad  de  piedra,  de  las  del  ca^ 
zador  errante,  ó  del  batallador  envuelto  en  hierro.  Con  más  cien^ 
cía,  más  cultas  necesidades,  mayor  refinamiento  y  más  industria, 
desenvolviéndose  en  correlación  perfecta,  constante  y  simultánea, 
dentro  de  circuios  que  van  ampliando  sus  órbitas  en  busca  del  fiq 
universal. 

Llego,  señores^  á  la  ciencia  del  Derecho,  la  que  es  objeto  de  mis 
predilectos  estudios,  y  no  temáis  por  ello  que  os  fatigue  extendién*^ 
dome  más  en  su  encomio  y  alabanza.  ¿Quién  ha  de  negar  su  ade- 
lanto y  su  mejoramiento,  á  quién  se  esconde  que  él  os  la  vida, 
como  dijo  el  sabio?  No  hay  necesidad  de  esfuerzo  alguno  para  com* 
probarlo:  lo  sentís  vosotros  todos  que  me  ois,  aun  los  mismos  que 
no  le  cultiváis:  lo  experimentáis  en  el  fondo  de  vuestras  almas,  abi, 
en  donde  os  halláis  reposados  y  tranquilos,  felices  y  consagrados  á 
las  tareas  de  vuestra  inclinación;  al  dirigir  los  ojos  á  vuestro  alre- 
dedor para  ver  orden  y  paz,  al  respirar  en  la  atmósfera  ventura  y 
contento,  porque  el  Derecho  existe,  porque  el  Derecho  impera  y 
nada  más.  ¡Salve^  Imperator,  morüuri  te  salutani!  Se  decía  en  el 
Circo.  ¡Salve,  Derecho,  los  que  viven  por  tí  te  glorifican!  Clama- 
remos en  nuestras  aulas. 

Permitidme  sólo  tocar  un  ramo  de  esa  ciencia  en  que  su  progre- 
so es  más  grande:  el  derecho  penal.  Nacido  to  el  mundo  casi  con 
el  hombre,  es  el  primero  en  el  orden  de  los  derechos  y  ha  venido 
siguiendo  la  suerte  de  la  criatura  en  su  peregrinación  por  la  tierra. 
To  no  lo  calificaré,  no,  de  atrasado  hasta  el  presente,  sino  cuando 
bable  de  él  con  relación  á  noeslro  actual  estado:  yo  lo  veo  en  la 
historia  guardando  siempre  lógica  relación,  siguiendo  en  perfecto 
consordo  á  la  civilización  de  cada  edad,  más  lógico,  más  concerta- 
do con  ella  que  los  otros  ramos  del  saber,  qu£  aparecen  el  uno  ó  el 
otro,  ya  este,  ya  aquel,  mejor  cultivado,  adelantadísimo  para  tal 
época  determinada:  el  derecho  civil,  por  ejemplo. 

En  este  siglo  se  comenzó  á  comprender  la  verdadera  índole  y 
esencia  del  derecho  penal,  y  códigos,  han  brotado  unos  tras  otros 
que  la  humanidad  acogia  y  acoge  con  ajdauso  y  bendiciones:  nos**' 
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Otros  presentamos  el  de  i880,  reformado  en  1870,  y  con  legitima 
satisfacción  hemos  escuchado  proclamfar  á  propios  y  extraños  que 
su  libro  primero  es  un  modelo  de  codificación  ¿  la  vez  que  de  doc- 
trina. T  esa  obra  se  prorundiza  más  y  más,  se  estudia  y  se  perfec- 
ciona aun  con  creciente  rapidez.  La  noción  del  delito  se  presenta 
clara  y  definida,  la  teoría  de  la  pena  se  desenvuelve  á  los  destellos 
de  luz  intensa  y  bienhechora:  el  criminal  no  es  el  ilota  degradado, 
sino  conserva  su  condición  de  hombre  por  completo:  no  mis  odio, 
porque  el  odio  no  ha  sido  nunca  inspirador  de  justicia:  un  rey  joven 
é  ilustrado,  esperanza  de  la  nación  grande  y  civilizadora  cuyos 
destinos  rige,  Alfonso  XU,  el  Pacificador  sin  venganzas,  restaña 
con  generosidad  la  sangre  de  las  heridas  que  se  infirieron  herma- 
nos, baja  de  su  trono,  y  con  aplauso  universal  pone  la  primera  pie- 
dra del  edificio  destinado  á  encerrar  para  la  enmienda  á  la  juven- 
tud descarriada.  . 

Escuchad,  ¿no  lo  oís?  Esa  armonía  insólita  que  se  levanta  sono- 
ra y  á  nosotros  llega,  que  nos  seduce  y  embriaga  y  á  los  cielos  su- 
be^ es  coro  de  bendiciones,  eco  de  los  acordes  más  dulces  de  un  him- 
no de  gratitud.  La  humanidad  que  despierta,  bendice  agradecida  y 
canta  satisfecha,  porque  la  ciencia  del  derecho  penal,  al  dar  esos 
pasos  de  progreso,  derrama  sobre  ella  en  cascadas  de  luz  raudales 
de  redención. 

Y  vosotros,  discípulos  queridos,  regocijo  de  vuestros  hogares  y 
esperanza  de  la  Universidad,  seguid  como  hasta  el  presente  siendo 
modelos  de  aplicación  y  de  irreprensible  conducta.  Vuestro  claro  ta- 
lento os  permite  recogtr  el  fruto  de  las  lecciones  que  recibís,  y  mu- 
chos de  los  predecesores  que  habéis  tenido  en  esas  bancas  os  han 
dejado  nobles  ejemplos  que  imitar,  ya  subiendo  hasta  la  Cátedra, 
ora  brillando  en  el  Foro,  en  la  Magistratura,  en  el  augusto  ejercicio 
de  las  Ciencias  Médicas  y  del  Magisterio.  Buscad  en  lo  pasado:  un 
hijo  de  esta  Universidad,  el  Dr.  D.  Marcos  Sánchez  Rubio,  aplicó 
há  larga  fecha  el  termómetro  como  medio  de  diagnóstico  y  pronósti- 
co, poderoso  recurso  que  las  grandes  escuelas  Médicas  del  dia  acep- 
tan con  gran  boga  y  entusiasmo:  otro  hijo  y  maestro  de  esta  Uni- 
versidad, el  sabio  y  respetable  Decano  de  la  Facultad  de  Medicina 
y  Catedrático  de  Terapéutica,  Dr.  D.  Ángel  J.  Cowley,  funda  en- 
tre nosotros  la  enseñanza  toxicológica,  y  cuando  todavía  era  des- 
conocida en  este  suelo  la  importancia  de  la  experimentación  razo- 
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nada  como  uno  de  los  elementos  más  eficaces  para  el  adelantamien- 
to de  la  ciencia  de  las  indicaciones,  recurría  á  ella  ante  sus  discipu* 
los  y  esplicaba  con  el  auxilio  de  ese  método  sus  inolvidables  leccio- 
nes: Várela»  fiuiz,  Aenlle,  Escovedo,  Govántes,  Cintra  y  tantos 
otros  que  ensenaron  y  ejercieron,  nos  iluminan  todavía  con  los  vi- 
vos resplandores  de  su  gloria,  ganada  con  la  ciencia  y  la  virtud. 

Aspirad  como  eilos^  y  os  elevaréis  también  ¡Aspirad,  que  el 
progreso  de  nuestro  siglo  os  ofrece  ancha  base  en  que  apoyaros! 
Redoblad  vuestros  esruerzos  y  aplicación;  porque  es  muy  grande  la 
misión  que  os  está  encomendada. 

¡Juventud,  juventud!  yo  te  contemplo  risueña  y  feliz  en  esa 
edad  en  que  la  vida  es  bella,  en  que  corres  gozosa  de  un  ensueño  en 
otro  ensoeno,  matizados  todos  de  flores  y  esperanza,  y  no  puedo  re- 
primir un  sentimiento  de  pena  que  se  alza  allá  en  el  fondo  de  mi  al* 
ma.  La  que  vino  antes  que  tú  y  vá  pasando,  la  que  á  su  vez  antes 
pasó,  ocuparon  sus  puestos  con  iguales  ilusiones  y  contento  para 
sufrir  después,  si  se  quiere,  desencanto,  para  llorar  quizás;  pero 
obedeciendo  simplemente  á  la  ley  eterna  que  rige  á  la  humanidad 
en  su  desenvolvimiento. 

Mas  cuan  distinta  es  tu  hora,  y  qué  grave  responsabilidad  pesa 
sobre  tüTú  encierras  en  tu  seno  los  hombres  de  mañana,  ios  encar- 
gados de  trasmitir  al  siglo  xx  la  obra  de  tantas  generaciones,  el  ma- 
ravilloso progreso  de  este  en  que  has  nacido:  darás  tu  fruto  en  ese 
otro  siglo,  que  no  es  el  tuyo,  para  ser  responsable  del  juicio  que 
sobre  nuestros  adelantos  se  forme. 

Yo  sé  que  ta  talento  te  hace  digna  de  la  empresa;  pero  penétra- 
te de  lo  tremendo  de  tu  misión  para  que  puedas  llenarla  por  com- 
pleto: redobla  tus  esfuerzos,  aumenta  tu  apUcacion^  y  cuando  no 
exista  la  universidad  del  siglo  xix,  sé  tú  en  el  venidero  estela  re- 
fulgente de  su  nave.— Hk  bicho. 
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DERECHO  CIVIL. 

EXPOSICira  Y  EXÁMffl  DE  NOEmAS  LEYES  Y  TRATAM 

SOBaE  léA  PROPXBDAB  LITERARIA  (I)- 


{Arllculo  4/) 

I. 

Según  el  arüculo  5/  de  la  ley  de  propiedad  literaria,  oorrespon* 
de  el  derecho  de  dicha  propiedad  que  concede  el  articulo  2/  al  au-^ 
tor  durante  su  vida,  y  á  bus  herederos  por  término  de  cincuenta 
anos  después  del  fallecimienlo  tie  aquel,  á  los  traduiCtores  en  verso 
de  obras  escritas  en  lenguas  vivas,  y  á  los  traductores  en  verso  ó 
prosa  de  obras  escritas  en  leugnas  muertas. 

Fúndase  la  asimilación  del  derecho  de  estos  traductores,  con  el 
de  los  autores  de  obras  originales  en  que  dichas  traduccioues  re- 
quieren un  trabajo  especial  que  viene  á  igualar  al  de  la  composi* 
eion  de  aquellas  obras,  puesto  que  el  traductor  tiene  que  identifi* 
car  su  inteligenciü,  sus  pensamientos ,  su  estilo  con  loa  del  autor 
original,  gastando  el  fuego  de  su  imaginación  para  poder  expresar 
con  toda  propiedad  y  fuerza  las  ideas  y  los  pensamientos  de  la  obra 
que  traduce.  £1  trabajo  del  traductor  llega  á  ser  una  creación,  es- 
pecialmente cuando  traslada  á  nuestra  lengua  todas  las  bellezas 
poéticas  de  una  lengua  extranjera. 

En  la  discusión  de  este  artículo  en  el  Senado  (sesión  de  11  de 
Marzo  de  1847)^  echó  de  menos  el  Sr.  Barrio  Ayuso,  que  no  se 
concediese  igual  derecho  por  las  traducciones  de  obras  en  prosa  de 
algunas  lenguas  vivas  que  son  tan  difíciles  como  la  de  las  lenguas 
muertas'  «La  lengua  china,  decía  este  Senador,  nadie  me  negará 
que  es  muy  poco  conocida,  y  si  se  presentase  mañana  quien  hiciera 
una  traducción  de  una  obra  china,  que  fuera  muy  útil  conocer, 
se  consideraría  esta  como  una  traducción  de  una  lengua  ¥iva,  y 
sin  embargo,  podría  requerir  mayor  saber  y  más  privilegiadas  cua- 

(I)    Véanse  las  págs.  3S,  157  y  %1Z  de  este  tomo. 
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lídades  qae  la  traduocioa  de  uiui  lengua  muerta,  como  el  árabe  y  el 
laÜQ.  Geulestaudo  el  Sr.  Burgos  á  esía  obacrvaflioa,  opinó»  que 
cuando  se  trató  de  fijar  ka  duración  del  derecho  de  los  autores  de 
obras  literarias,  sólo  se  atendió  á  lo  que  es  frecuente;  que  reconocía 
qnt  podría  ser  importante  y  trabajosa  una  traduocion  del  idioma 
chino,  pero  que  seria  difidl  que  se  emprendiera;  que  además,  su 
traductor  tesdria  siempre  una  ventaja  sobre  los  que  tradujesen 
obras  de  lenguas  títss,  porque  los  que  tríiducea  del  francés  ó  del 
italiaiM^  podían  tener  uno  ó  varios  competidores  en  otros  tra** 
ductores  de  las  mismas  obras,  lo  cual  no  sólo  no  está  prehibído,  si^ 
Bo  que  se  halla  explícitamente  autorizado;  peí  o  el  traductor  de  una 
ebra  china  no  tendria  esta  rivalidad,  y  por  consiguiente,  gozaría 
del  fruto  de  este  trabajo  coino  si  fuera  obra  original.»  La  verdadera 
ra«m  de  no  haberse  concedido  igual  periodo  de  tiempo  del  derecho 
de  propiedad  por  la  traducción  de  lenguas  que,  aunque  pertenecen 
á  las  vivas,  ofrecen  tanta  dificultad  comq  la  traducción  de  las  len- 
guas muertas,  consiste,  en  nuestro  juicio,  on  que  el  estudio  de  aque- 
llas es  más  fácil  de  hacer  por  bailarse  en  uso  en  sus  respectivas  na- 
ciones y  haber  podido  aprenderse  tales  idiomas,  casi  insensiblemente 
ooQ  ocasión  de  haberse  hallado  el  traductor  en  aquellos  países  ó 
tratado  con  sus  naturales. 

Cuando  la  traducción  fuera  en  prosa  de  obras  escritas  en  len- 
guas vivas,  su  autor  sólo  trasmite  á  sus  herederos  el  derecho  de 
propiedad  durante  veinticinco  años,  en  logar  de  los  cincuenta  que 
se  le  coaceden  por  las  traducciones  en  verso  ó  de  lenguas  muertas, 
porque  aqueOas  ofrecen  menor  trabajo  y  son  de  menor  mérito  que 
calas,  pues  eomo  decía  Cervantes  «el  traducir  de  una  lengua  en 
otra,  temo  no  sea  de  las  reinas  de  las  lenguas,  la  griega  y  la  latina, 
es  como  quien  mira  tos  tapices  flamencos  vueltos  al  revés,  y  el  tra- 
ducir de  lenguas  iüciles  ni  arguye  ingenio  ni  elocución,  como  no  le 
arguye  el  que  traslada  ni  el  que  copia  un  ptapél  de  otro  papel.» 

El  hecho  de  haber  publicado  una  traducción  en  verso  ó  prosa 
de  uuA  lengua  viva  ó  muerta,  no  da  á  su  traductor  derecho  para 
impedir  que  se  publique  otra  ú  otras  traducdones  de  la  misma  obra, 
pues  no  debe  privarse  ai  público  del  beneficio  que  pudiera  reportar 
de  poseer  otras  traducciones  mejores*  Solamente  en  el  caso  de  que 
k  nueva  traducción  fuera  una  reproducción  de  la  anterior  con  li- 
jaras variaciones,  y  no  un  nuevo  trabajo  hecho  sobre  el  original, 
podrá  reclamar  el  primer  traductor  contra  el  segundo  ó  tercero;  en 
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tal  caso,  el  Juez  ante  quien  se  acuda,  admitirá  la  reclamación  y 
fallará  oido  el  informe  de  dos  peritos  nombrados  por  las  partes  y 
tercero  en  discordia,  según  la  disposición  del  articulo  4.*,  número 
segundo  de  la  ley. 

Para  los  efectos  de  la  ley  de  propiedad  literaria ,  es  considerada 
como  traducción  la  edición  que  hiciere  en  castellano  un  autor  ex- 
tranjero de  una  obra  original  que  hubiera  publicado  en  s«  país  en 
su  propio  idioma,  según  se  declara  en  el  párrafo  final  del  art.  4.*  de 
la  ley.  Esta  disposición  fué  consignada  para  evitar  que  se  reprodu- 
jeran las  dudas  que  se  hablan  suscitado  con  motivo  de  haberse  da- 
do á  luz  con  calidad  de  original  española  la  traducción  de  una  no- 
vela de  Sué,  cuando  se  estaba  publicando  el  original  francés  en 
París.  En  el  dia,  sólo  regirá  esta  disposición  con  aplicación  á  las 
naciones  que  no  la  han  rechazado  en  sos  tratados  internacionales 
con  España  sobre  propiedad  literaria. 

AI  discutirse  en  el  Congreso  esta  disposición,  se  declaré  que  se 
entendía  por  lengua  española  ó  castellana  relativamente  á  una  len- 
gua extranjera  todos  los  dialectos  españoles. 

Las  disposiciones  expuestas  sobre  traducciones  deben  entender* 
se  como  refiriéndose  también  á  las  que  se  hagan  de  un  idioma  ex- 
tranjero á  otro  extranjero,  ó  del  castellano  al  latin  ó  á  otro  idioma. 

U. 

Gozan  también  del  derecho  de  propiedad  exclusiva  durante  su 
vida  los  autores,  y  durante  cincuenta  amos  después  de  la  muerte  de 
éstos,  sus  herederos,  según  el  núm.  2.'  del  art.  5.*,  los  profesores 
en  sus  lecciones,  siempre  que  se  hayan  reunido  en  colección,  pues 
de  no  haberse  coleccionado,  el  término  de  la  propiedad  detestes 
productos  de  la  inteligencia,  es  menor  según  se  consigna  en  el  ar- 
ticulo 4/  de  la  ley  que  expondremos  más  adelante. 

Respecto  de  las  lecciones  de  los  profesores,  háse  opuesto  á  esta 
disposición,  que  el  profesor  debe  sus  lecciones  al  público;  que  no 
tiene  propiedad  en  ellas  porque  se  las  ha  pagado  el  Estado;  que 
publicarlas  por  su  cuenta,  es  recibir  dos  veces  su  remuneración;  que 
además,  no  habiendo  hecho  el  depósito  de  su  obra,  que  requiere  la 
ley  para  adquirir  propiedad  literaria  en  ella,  no  puede  tener  dicha 
propiedad  en  estas  lecciones;  que  el  hecho  de  la  impresión  procura 
al  profesor  el  auditorio  de  toda  la  Nación  y  de  la  Europa  entera, 
acrecentando  su  gloría.  Pero  los  que  esto  oponen  no  han  reflexio- 
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nado,  que  lo  que  debe  el  profesor  al  público  es  su  lección,  el  tribu- 
to de  sus  estudios  y  de  su  Irabajo  en  cuanto  basten  para  su  instruc- 
ción personal.  El  sueldo  que  recibe,  es  solo  por  su  enseñanza  y  por 
la  emisión  de  su  palabra;  pero  la  lección  continúa  siendo  propiedad 
suya.  El  profesor  cumple  su  obligación  con  que  cada  persona  que 
concurre  á  ¿irle  lleve  consigo  la  impresión  que  ha  experimentado^ 
el  ejemplo  que  se  le  ha  dado,  las  notas  que  ha  recogido.  Entregar 
sin  discreción  á  todo  oyente  la  palabra  del  profesor,  es  no  sólo  ex- 
poner su  reputación  á  la  responsabilidad  de  las  inexactitudes  de  un 
taquígrafo,  sino  impedirle  que  complete  y  revise  sus  trabajos,  que 
elabore  sus  primeros  pensamientos  y  que  corrija  sus  improvisacio- 
nes; es  entregar  á  ajenas  manos  el  fruto  de  sus  .vigilias.  El  depósi- 
to sólo  se  aplica  á  las  obras  impresas  ó  grabadas^  y  la  propiedad 
existe  independientemente  del  depósito,  según  expondremos  más 
adelante.  Sin  embargo,  podria  un  periodista  extractar  estas  leccio- 
nes, aun  cuando  copiara  extensos  trozos  de  ellas,  porque  esto  es 
una  consecuencia  natural  de  la  publicidad.  Finalmente,  el  celo  por 
la  gloria,  no  excluye  la  consideración  del  interés,  y  si  las  lecciones 
como  producción  de  la  inteligencia  producen  frutos  útiles,  no  de- 
ben ser  estos  recogidos  sino  por  la  mano  del  que  los  hizo  nacer.  En 
las  cuestiones  sobre  propiedad  literaria,  es  imposible  prescindir  del 
interés  público.  A  éste  le  importa  mucho  que  el  mismo  profesor  pu- 
blique sus  lecciones,  puesto  que  (o  verificará  con  todo  celo  y  com« 
pleta  exactitud;  además  de  que  los  buenos  profesores  saben  hacer 
de  sus  lecciones  obras  de  una  originalidad  especial  en  las  que,  sin 
perder  la  improvisación  su  animación  y  su  fuego,  desarrollan  más 
ampliamente  su  pensamiento.  Así^  pues,  el  único  efecto  que  pro- 
duce el  no  haberlas  publicado  en  colección,  es  el  de  acortar  el  tiem- 
po que  concede  la  ley  respecto  de  su  propiedad. 

£1  mismo  derecho  que  al  profesor,  se  concede  en  el  citado  ar- 
ticulo de  nuestra  ley  al  abogado  en  sus  alegatos,  al  predicador  en 
sus  sermones  y  á  los  oradores  en  sus  discursos  pronunciados  en  pú- 
blico, cuandb  los  hubieren  reunido  en  colección,  pues  si  bien  todos 
pueden  oirlos  y  sacar  fruto  de  sus  doctrinas^  nadie  puede  proceder 
á  su  impresión  sin  permiso  del  autor.  Esta  disposición  ha  resuelto 
las  dudas  que  se  ofrecian  sobre  estos  actotf,  especialmente  respecto 
.del  abogado  cuyos  informes  se  ha  creido  que  debian  ser  del  domi- 
nio público,  por  reclamarlo  así  el  interés  de  la  publicidad  judicia- 
ria,  y  de  los  discursos  pronunciados  en  la  Cámara  legislativa,  acor- 
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ca  de  lofi  cuales  se  ha  llegado  hasia  á  negar  ¿  sn  autor  lodo  derecho 
de  propiedad,  aun  para  impriiBirlos  por  separado.  Cada  cual  debe 
tener  libertad,  dice  Mr.  Renouard,  para  publicar,  aun  en  ^ida  del 
autor  y  contra  su  voluntad,  todos  y  cada  uno  de  sus  discursos  en  la 
tribuna.  El  orador  no  puede  repudiar  este  homenaje,  si  sus  pala-- 
bras  han  sido  dictadas  siempre  por  una  conciencia  pura,  «i  puede 
evitar  este  suplicio,  si  variando  de  lenguaje,  no  por  el  progreso  de 
una  inteligencia  que  se  mejora,  sino  por  motivos  vergonzosos,  ha 
desertado  de  su  profesión  de  fé  y  refutado  sus  propias  ideas.  La 
tribuna  nacional  y  todas  las  palabras  que  en  ella  se  pronuncian 
pertenecen  al  público;  esta  tribuna  es  el  árbol  político  de  la  ciencia 
del  bien  y  del  mal,  cuyos  frutos  quiere  nuestra  Constitución  que 
pueda  recoger  libremente  cada  uno.  La  impresión  de  estos  discur-» 
sos,  diremos  por  nuestra  parte,  parece  ser  una  consecuencia  de  la 
publicidad  de  las  discusiones  legislativas  puesto  que  preparan  y  eta>* 
boran  la  ley^  que  deben  ser  públicos  como  la  ley  misma,  y  que  por 
medio  de  su  publicidad  se  conoce  la  historia  y  el  sentido  de  aque^^ 
lia.  La  disposición  expuesta,  no  exceptúa,  sin  embargo,  estos  dis-» 
cursos  de  su  contexto,  pero  tampoco  los  menciona  expresamente. 
En  su  consecuencia,  creemos  que  podrán  publicarse  los  discursos 
pronunciados  en  los  Cuerpos  colegisladores  por  la  prensa  periódica 
diariamente^  pero  que  no  podrá  formarse  colección  de  ellos,  sino 
por  su  mismo  autor. 

Respecto  de  las  legislaciones  extranjeras,  la  ley  rusa  considerii 
defraudador  al  que  imprime  un  discurso  ú  otra  composición  pro-< 
nunciada  en  público:  la  ley  inglesa,  permite  publicar  las  lecciones 
pronunciadas  en  una  universidad,  escuela  ó  colegio  público:  la  ley 
austríaca,  prohibe  la  impresión  de  los  discursos  públicos:  el  Código 
civil  portugués  de  1868,  dispone  en  su  articulo  K73,  que  las  ieocio* 
nes  de  los  maestros  y  profesores  públicos  y  los  sermones,  no  pue- 
den ser  reproducidos  por  otro  que  no  sea  su  autor,  sino  en  forma 
de  extractos,  nuks  no  integramente,  salvo  su  permiso;  y  la  ley  prur^ 
siana  de  1870,  declara  que  se  comete  defraudación  en  la  propiedad 
literaria,  imprimiendo,  sin  consentimiento  de  su  autor,  los  discur- 
sos ó  informes  pronunciados  para  la  edificación  ó  instrucción  del 
público  con  tal  que  contengan  un  desarrollo  de  ideas  (art.  fi.*). 

m. 

Coacédese  también  por  el  art.  3/  de  nuestra  ley  de  propiedad 
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literaria,  ei  derecho  de  propiedad  durante  layida  del  autor  y  de  50 
aSos  despueg  de  su  muerte  respecto  de  sus  herederos^  eD  ios  ar- 
tículos y  poesías  originales  de  periódicos  siempre  que  se  hubieren 
reuaido  on  coIeecioD.  Esta  disposición  tíene  por  objete  estimular  á 
que  se  coleccionen  dichos  trabajos  que  pueden  dar  gloria  á  la  lite** 
ralura  patria.  Por  eso,  cuando  sus  autores  no  hubieran  reunido  en 
colección  estos  artículos,  sólo  gozan  sus  herederos  del  derecho  de 
propiedad  literaria  durante  25  anos,  conforme  al  §.  1/  del  art.  4/ 
que  expondremos  más  adelante. 

Habiendo  acudido  á  S.  M.  varios  editores  de  periódicos  de  Ha^ 
drid,  en  solicHud  de  que  se  declarase  de  propiedad  exclusiva  de  las 
empresas  periódicas  lodo  artículo  político  ó  literario  que  publicasen 
por  primera  vez,  sin  que  nadie  tuviese  el  derecho  de  reproducirlo, 
á  no  obtener  el  permiso  de  dichas  empresas,  se  resolvió  ser  la  vo* 
inntad  de  S.  M.  que  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  se  des- 
pachasen las  órdenes  correspondientes  á  fin  de  que'  los  Tribunales 
ordinarios  encaiigados  de  la  aplicación  de  la  ley  de  propiedad  litera- 
ria, impusieran  con  todo  rigor  las  penas  marcadas  contra  sos  infrac- 
tores, en  la  inteligencia  de  que  disfrutan  del  derecho  de  propiedad 
los  autores  de  los  artículos  y  poesías  originales  de  periódicos,  aun- 
que no  estén  reunidos  en  colección  ó  los  editores  cuando  los  escritos 
son  anónimos,  al  tenor  de  lo  prevenido  en  los  artículos  3."*,  4/  y  9.* 
de  dicha  ley  (Real  orden  de  il  de  Octubre  de  1853.). 

IV. 

Cuando  no  se  hubieren  reunido  en  colección  por  su  autor  los 
sermones,  alegatos,  lecciones,  notas,  discursos  pronunciados  en  pú- 
blico y  artículos  y  poesías  originales  de  periódicos  mencionados  en 
el  párrafo  3.*  del  art.  3/  de  la  ley  de  propiedad  literaria,  corres- 
ponderá esta  á  su  autor  durante  su  vida  y  á  sus  herederos  por 
término  de  %  anos. 

Esta  disposición  se  funda,  según  expresó  el  Sr.  Roca  de  Togo« 
res  en  la  discusión  de  la  ley  en  el  Senado^  en  que  seria  una  des- 
gracia .que  porque  un  hombre  público  no  hubiese  dado  á  luz  sus 
producciones  y  sus  discursos  pronunciados  en  el  foro,  en  el  pulpito 
ó  en  otras  partes,  porque  no  tuviera  tiempo  suficiente  para  hacer 
una  colección  de  ellos  durante  su  vida  ó  porque  estándola  hacien- 
do hubiera  sido  sorprendido  por  la  muerte,  no  tuvieran  sus  herede- 
ros ó  descendientes  la  facultad  de  publicar  esta  colección  perdiendo 
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SU  propiedad.  La  ley  dice:  «To  te  recoDOzco  heredero  de  esU  pro* 
piedad;  pero  como  esta  colección  no  estará  tan  bien  hecha,  tan  per- 
fecta» tan  limada  como  si  la  hubiera  hecho  su  autor,  por  eso  sola- 
mente te  concedo  2Saños  de  propiedad.»  También  se  disfrutará 
durante  este  tiempo  de  la  propiedad  de  aquellos  escritos  aun  cuan- 
do no  se  hubieren  reunido  en  colección  por  los  herederos  de  su 
autor,  puesto  que  aun  sueltos  constituyen  una  producción  original 
de  su  autor,  cuya  propiedad  debe  respetar  y  proteger  la  ley. 

V. 

Según  los  números  4.*  y  5.'  del  artículo  3.%  mencionado  de  la 
ley  de  propiedad  literaria^  se  extiende  el  derecho  de  propiedad  du- 
rante la  vida  de  su  autor  y  por  espacio  de  50  anos  después  del  fa- 
llecimiento de  éste»  á  favor  de  sos  herederos,  á  las  obras  artísticas 
de  imitación,  la  música  y  el  dibujo,  á  las  cartas  geográficas,  y  á  ios 
calígrafos  y  dibujantes,  salvo  los  dibujos  que  hubieren  de  emplear- 
se  en  tegidos,  muebles  y  otros  artículos  de  uso  común,  los  cuales 
estarán  sujetos  á  las  reglas  establecidas  ó  que  se  establecieren  para 
la  propiedad  industrial. 

Respecto  de  las  composiciones  musicales,  son  aplicables  á  eltas 
casi  todas  las  reglas  expuestas  sobre  propiedad  literaria^  ya  en  lo 
relativo  á  la  defraudación  total  ó  parcial,  real  ó  simulada,  ya  á  las 
diferencias  entre  la  defraudación  y  el  plagiado^  ya  á  las  reglas  so- 
bre la  reproducción^  á  las  copias  manuscritas,  etc.  En  cuanto  al  de- 
recho de  reproducción  de  dichas  obras  musicales^  cuestiónase  sobre 
si  podrá  trasladarse  por  otro  que  no  sea  su  autor  un  trozo  escrito  para 
canto  á  un  instrumento,  v.  g.,  al  piano.  Difícil  es  sentar  principios 
absolutos  sobre  este  punto.  Tal  traslación  puede  alejarse  bastante 
de  la  composición  primera  por  tener  un  carácter  original,  un  méri- 
to propio  y  no  ofrecer  peligro  alguno  de  equivocación  ó  concurren- 
cia; tal  otra,  por  lo  contrario,  será  perjudicial  para  su  autor.  Por 
regla  general,  se  previene  que  el  autor  sólo  puede  hacer  estas  tras- 
laciones, según  lo  que  se  ha  dicho  al  tratar  de  las  traducciones  de 
obras  literarias  á  las  que  se  asimila  este  trabajo.  Así,  pues,  los  que 
lo  efectúen,  atontan  á  su  derecho,  debiendo  reprimir  la  ley  este 
atentado  siempre  que  pueda  haber  equivocación  respecto  de  dichas 
obras  ó  que  haya  perjuicio  apreciable;  á  no  ser  que  este  trabajo 
constituya  una  obra  aparte  y  en  cierto  modo  original,  por  las  va- 
riaciones notables  que  contenga. 
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Las  cartas  geográficas  dan  derecho  de  propiedad  ¿  su  autor  y 
se  comete  defraudación  ea  reproducirlas  por  medios  mecánicos, 
aunque  ^oa.  en.  diaüntaa  dimensioneis. 

YI. 

En  el  núm.  8.*  del  art.  3.%  se  conche  igual  derecho  de  pro- 
piedad dorante  la  vida  del  autor,  y  50  años  contados  desde  su  fa- 
llecimiento ¿  sus  herederos,  á  los  pintores  y  escultores,  con  respec- 
to á  la  reproducción  de  sus  obras  por  el  grabado  ü  otro  cualquier 
medio. 

Acerca  de  las  pinturas,  dibujos^  grabados,  ele,  son  también 
aplicables  las  mismas  regias  de  la  propiedad  literaria  con  algunas 
modificaciones  provenientes  de  la  naturaleza  especialde  este  géne- 
ro de  obras.  En  estas  artes,  la  obra  original  que  representa  el  pen- 
samiento del  artista  tiene  en  si  mayor  importancia  que  el  manuscri- 
to de  una  obra  de  literatura  ó  de  música,  pero  considerando  la  na- 
turaleza jurídica  del  cuadro,  de  la  estatua,  del. dibujo,  es  la  misma 
que  la  del  manuscrito,  y  sigue  las  reglas  que  la  propiedad  de  un 
objeto-mueble. 

£1  derecho  exclusivo  del  pintor  ó  del  dibujante  no  se  limita  ai 
cuadro  ó  dibujo  primitivo,  sino  que  se  extiende  á  las  reproducciones 
de  la  obra  orig^ial  por  medio  del  grabado,  del  estaoipado  ú  otro 
procedimiento  análogo,  porque  estas  reproducciones  no  son  más 
que  la  expresión  del  pensamiento  que  ha  inspirado  el  dibujo  ó  el 
cuadro. 

Diversas  son  las  opiniones  sobre  el  modo  de  conciliar  el  derecho 
de  reproducción  que  pisrtenece  al  artista  creador,  y  los  derechos  de 
un  propietario  en  su  obra  original.  Existiendo  en  esta  clase  de  obras 
dos  beneficios,  el  precio  de  la  venia  de  la  obra  original  y  el  de  las 
reproducciones,  los  intérpretes  han  distinguido  el  caso  en  que  el 
pintor,  al  vender  el  cuadro,  se  reserve  ó  no  el  derecho  de  reprodu- 
cirlo. Si  se  lo  reserva,  no  hay  duda  en  que  el  que  compró  el  origi- 
nal no  podrá  sacar  ni  permitir  que  se  saquen  copias  de  él;  si  no  se 
lo  reserva,  hay  diversidad  de  opiniones  sobre  los  derechos  del  com- 
prador. Los  que  opinan  por  que  no  puede  este  sacar  ni  p*^rmitir  que 
se  saquen  copias  del  coadro,  dicen  que  el  comprador  en  tal  caso 
compró  únicamente  un  adoroo  para  su  casa,  una  obra  para  su  re- 
creo, y  que  el  pintor  ó  autor  del  cuadro  no  enajenó  los  derechos  in< 
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hereotes  i  sn  invendoD,  que  son  distintos  de  la  propiedad  material. 
Los  que  opinan  por  que  el  comprador  tiene  aqvel  derecho  de  repro- 
ducción, alegan  que  la  venta  de  un  cuadro  y  loscfeetog  que  pro«- 
duce,  no  deben  eximirse  de  la  aplicación  de  los  principios  de  dere- 
cho común»  mientras  no  disponga  lo  contrario  una  ley  especial, 
puesto  que  un  cuadro  7  las  Tentajas  que  de  él  puede  procurar  su 
posesión,  son  por  sa  naturaleza  susceptibles  de  la  apropiación  más 
completa.  El  derecho  de  reproducir  el  cuadro  por  medio  de  copias  ó 
del  grabado  debe  comprenderse  entre  los  derechos  y  facultades  que 
trasmite  ai  adquirente  una  yenta  hecha  sin  reserva.  La  ley  austria^ 
ca  de  1846  ha  sancionado  esta  última  opinión:  el.espíritu  de  núes- 
Ira  lev  es  también  conforme  á  ella.  Así  se  declaró  terminantemente 
en  el  Senado,  en  donde,  al  hacer  la  exposición  de  este  artículo  se 
dijo:  Que  el  autor  de  una  obra  artística  que  la  enajena,  queda  en  el 
mismo  caso  que  el  de  una  obra  literaria  qne  la  vende  á  un  librero, 
«sto  es,  pierde  todos  los  derechos  q«e  pudieran  perteaecerle,  puesto 
que  los  traslada  á  otro. 

Se  comete  pues,  defraudación,  al  copiar  un  cuadro  aun  cuando 
la  copia  se  verifique  por  otro  procedimiento  distinto  del  que  empleó 
el  autor  del  original,  y  aun  cuando  se  destine  la  copia  á  otro  uso, 
como  si  se  reprodujeran  litografías  en  cuadros  ejeci^ados  por  me- 
dio de  la  lilochromla,  esto  es,  por  medio  del  procedimiento  que  oon«> 
siste  en  trasportar  aquellas  al  lienzo  para  darlas  color  Podrán,  sin 
embargo,  sacarse  copias  de  cuadros  pertenecientes  á  museos  abier- 
tos á  los  artistas. 

Respecto  de  la  escultura,  las  reglas  del  derecho  de  propiedad  sob 
también  las  mismas  que  en  las  artes  de  que  hemos  tnAado  anterior- 
mente. El  autor  de  una  obra  de  escultura  es,  en  el  sentido  legal,  no 
sólo  el  que  esculpe  una  estatua,  si»o  el  que  hace  ejecutar  una  obra 
de  esta  naturaleza  sobre  un  asunto  dado  por  él  6  un  dibojo  de  su 
composición,  porque  entonces  se  limita  á  un  trabajo  manual*  Los  ele- 
mentos constitutivos  de  defraudación  son  los  mismos  respecto  de  la 
escultura  qne  de  ta  pintura  ó  del  dibujo,  que  de  tas  obras  dé  ioge<- 
nio  en  general:  tales  son  la  usurpación  total  ó  paroial  y  el  causar  uu 
perjuicio.  Sin  embargo,  opinase  ge&eralmeule  que  no  debe  enteB-- 
derse  haber  vendido  el  escultor,  al  enajenar  su  estatua,  ol  derecho 
de  reproducirla.  Sabido  es,  que  en  las  artes  plástícas  se  reproducen 
las  estatuas  por  medio  de  un  modelo  en  que  se  consigna  la  inspi* 
ración  del  autor.  \sí,  pues,  si  el  escultor  conserva  este  modelo,  es 
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decir,  el  medio  de  reproducción,  se  entiende  haberse  reservado  aquel 
derecho. 

VIL 

Según  el  art.  5/  de  nuestra  ley  corresponde  la  propiedad  du- 
rante cincuenta  años  contados  desde  el  dia  de  la  publicación  al  Es- 
tado respecto  de  las  obras  que  publique  el  Gobierno  á  costa  del  Era- 
rio. Fúndase  la  concesión  de  este  largo  término  en  que  no  siendo  de 
temer  que  el  Estado  deje  de  publicar  nuevas  ediciones  de  las  obras 
mencionadas»  puesto  que  es  un  ser  moral  que  no  muere,  ni  que  pri- 
ve de  ellas  á  la  sociedad,  debe  concedérsele  un  espacio  de  tiempo 
mayor  que  á  los  particulares. 

Según  el  art.  880  del  Código  civil  portugués  de  1868,  el  Estado 
ó  cualquiera  establecimiento  público  que  hiciera  publicar  por  su 
cuenta  alguna  obra  literaria,  gozan  del  derecho  de  propiedad  res- 
pecto de  ella  por  espacio  de  cincuenta  anos,  contados  desde  la  pu- 
blicación del  último  volumen  ó  entrega  que  completara  la  obra.  Si 
esta  consistiera  en  una  colección  de  escritos  ó  memorias  sobre  di- 
versos asuntos,  los  cincuenta  anos  se  contarán  desde  la  publicación 
de  cada  volumen. 

vin. 

El  mismo  término  de  cincuenta  años  se  concede  por  el  art.  8.* 
citado  á  toda  corporación  científica,  literaria  ó  artística,  reconocida 
por  las  leyes,  que  publique  obras  compuestas  de  su  orden  ó  antes, 
inéditas.  Esta  disposición  se  funda,  según  se  expuso  en  la  discusión 
de  esta  ley  en  el  Senado,  en  que  siendo  las  obras  que  se  publican 
por  dichas  corporaciones  trabajos  extensos,  producto'  de  mucho 
tiempo,  y  que  forman  obras  latas»  de  mucho  coste  para  su  impresión 
y  de  lento  despacho,  debe  concederse  un  tiempo  de  propiedad  más 
largo  que  á  los  herederos  de  los  autores,  y  eii  que  asi  se  deduce  del 
espíritu  de  las  leyes  precedentes,  según  el  cual,  cuando  se  conce- 
dían á  las  corporaciones  derechos  que  se  acaban  con  la  muerte  de 
los  que  los  obtienen,  debian  durar  por  espacio  de  cien  años.  En  In- 
glaterra se  concede  derecho  perpetuo  exclusivo  respecto  de  las 
obras  clásicas  ó  científicas  publicadas  por  universidades  y  colegios. 
La  ley  austríaca  de  1846  y  la  rusa  de  1830,  les  conceden  la  pro- 
piedad por  cincuenta  años,  contados  desde  la  primera  edición  de  la 
obra.  La  ley  prusiana  de  1870  dispone  en  su  art.  13  que  las  aca- 
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demias,  tiüiversídadés,  pers(mas  moróles,  est&bléCHDientos  püblicos 
de  instrucción,  sociedades  sabias  ú  otras,  gozan,  respecto  de  las 
obras  publicadas  por  ellas,  de  una 'protección  de  treinta  anos  con- 
tados desde  la  publicación. 

La  disposición  fliencionada  del  párrafo  2."  del  art.  S.\  no  es 
aplicable  á  los  almanaques,  libros  de  rezo  edesiásiico  ni  á  otras 
obras,  respecto  4e  las  cuales  "ie  hubiera  reservado  el  Gobierno  ta 
publicación  exchísiva  é  ínAefiúida,  6  adjudieádó^ia  por  razones  de 
conteniencia  publica  á  algún  instituto  público  6  ^corpoi'acion.  Ásí-se 
pi^viene  en  el  pfrrrafo  3."  del  citado  ¿rt.  5.*  Los  almanaques  á  qoe 
se  refiere  esta  disposición,  son  los  almanaque  oficíales,  no  de- 
biendo entenderse  prohibida  la  puUicacIon  de  otros  calenáari€ft> 
obrado  particulares  que  se ^ocuparaü  de estois estudios,  scgim  se 
declaró  en  la  disdusfon  de  este  ai^ículo  en  ^1  Congrego  de  Dipu^ 
tados.  Sabido  és  que  por  decreto  defS  de  Mayo  de  iStSS  ^  dispu^ 
qttc  h  confección  é  impresión  de  los  calendarios  fueran  libres  eñ 
toda  España  desde  el'aio  initarediiiíto  de  1856,  con  sujeción  á  las  le- 
yes de  imprenta.  Mas  para  evitar  sin  «duda  qtfe  f>udiera  inducirse  en 
error  respecfto  de  las  obseryacicfnes  astronátíiioas,  lo  cual  podría  ir^ 
rogar  perjuicios  considerables,  se  previno  en  el  ttti.  9.*  del  mi^mo 
decreto  que,  sin  embargo  de  lo  prescrito  en  el  anterior,  todos  los 
editores  de  calendarios  están  obligados  á  consignar  en  ellos  las  ob- 
serv^aciones  astronómicas  del  Observatorio  nacional,  el  cual  las^  pu- 
blicai<á'al  efecto  en  el -mes  de  Setiembre  del  ano  anterior  al  qoe 
aquellos  correspondan. 

A  consecuencia  de  esla  Real  orden  se  suscitaron  varias  dudas 
sobre  el  inodo  como  debería  dármele  cumplimiento  por  Marina,  re- 
solviéndose por  llbal  orden  de  9  de  Mayo  "de  Í8S6  no  ser  posible 
acceder  á  lo  que  proponía  el  director  tlcl  Observistorio  asCretaóttieo 
de  San  Femando,  relativo  á  seguir  redactándose  cotíio  hásia  enton- 
ces el  calendario  oBciai  por  aquel  estafbleci miento  para  suba^tafse 
después,  pudiendo  tan  sólo  expenderlo  cómo  particulares  ios  em- 
pleados de  didho  Observatorio,  del  mismo  modo  que  puede  verifi- 
carlo cualquiera  individuo  que  ló  desee,  pero  sin  faltar  á  ninguna 
de  las  prescripciones  de  la  ley.  Declaróse  asimismo  en  la  orden  ci- 
tada ser  la  Beal  voluntad  se  continuara  preparando  en  dicho  esta^ 
blecimiento  el  mismo  número  de  calendarios  que  se  verificaba  ante- 
riormente, pero  sin  insertar  en  ellos  él  Santoral,  ni  los  dias  de  gala, 
ni  las  ferias,  quedando  reducidos  por  consiguiente  á  la  parte  astro- 
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Bonica»  arreglándolos  respectíviJDeiile  á  los  distintos  meridianos  de 
las  capitales,  los  reiios,  provincias,  arzobispados  ú  obispados  en  qcre 
antes  se  hallaba  dividido  el  territorio  de  la  Península  é  islas  adyacen- 
tes, para  la  subasta  é  impresión  de  los  almanaques  civiles,  y  debien- 
do Tetoiítif  se  dichos  trabajos  anúalménfle  polf  el  ftirector  del  Obser- 
vatorio al  Almirantazgo  en  la  .primera  quincena  de  Agosto  y  pu- 
blicarse por  didia  corporación  en  ia  Gaceta  oficial  en  la  época  fijada 
per  la  ley  de  S  de  Diciembre,  para  conocimiento  del  púbKco. 

E  n  cuanto  á  la  publicación  de  los  libros  de  rexo  eelesiéstioo,  es 
QB  privilegio  concedido  por  la  Iglesia  romana,  qoe  tiene  el  derecho 
de  publicarlos,  á  la  Corona  de  España  en  Ikmpo  de  Felipe  II,  ba]» 
)a  censura  del  Comisario  general  de  Cruzada,  que  lo  era  á  la  sazón* 
Los  Reyes  de  España  concedieron  los  privilegios  de  impresión  y 
publicación  de  estos  libros  al  monasterio  del  Escorial ,  al  Co- 
misario general  de  Cruzada  yak  Compañía  de  impresores  y  li- 
breros sucesivamente,  verificándose  dicha  impresión  bajo  ia  kispec* 
eion  del  Gobierno  por  medio  de  laaut-oridad  eclesiástica  correspon- 
diente, para  evitar  los  grabes  perjuicios  que  de  lo  contrario  podrian 
orieinarse.  No  falta  en  el  dia  quien  sostiene  fimdadamenle  que  el 
privilegio  contedMo  por  Gregorio  XIII  d  instancias  de  Felipe  11^  al 
Comisario  general  de  Cruzada,  cesó  con  el  falIeciKiento  de  éste  ó 
caducó  há  tiempo,  correspondiendo  á  los  Obispos  la  revisión  f  li- 
cencia de  los  libros  de  rezo,  y  que  los  privilegies  de  impresión  con- 
ce^dols  al  moaesterio  dd  Escorial  y  Gcmtpaniá  de  libreros,  hun  sido 
derogados  por  el  espíritu  y  letra  de  la  actual  Ifigisladon. 

IX. 

Corresponde  la  propiedad  por  término  de  TeintkÍQCo  anos,  con- 
tados desde  el  dia  de  la  publicación,  á  los  que  den  á  luz  por  pri* 
mera  vezan  códice  manuscrito,  mapas,  dibujos,  nruestra  de  letra 
6  composieton  musical  de  que  sean  legítimos  poseedores,  6  que  ha- 
yan sacado  de  alguna  bibUoleoa  pública  con  la  debida  aulotizaciou 
(art.  6.*  de  la  ley).  Aunque  no  tienen  los  poseedores  legíUtnos  de 
estas  obras  participación  ninguna  intelectual  en  ellas,  el  irana^o 
qae  han  empleado,  tal  vez,  en  sus  investigaciones  para  encontrar- 
las, y  el  beneficio  quei hacen  al  público  con  su  publicación,  a  veces^ 
inapreciable  si  consiste  en  alguna  obra  de  nueslras  glorias  \ 
rías,  yasimisnoel  desembolso  que  han  tenido  que  efectuar  p     ^ 
ello,  han  movido  al  legislador  á  concederles,  como  estí<»^*^  'Ü  v 


386  REVISTA  DI  UGIftLAaON. 

mío  para  foiñeDlar  el  progreso  cieniifieo,  literario  y  arlfetico^  el  de- 
recho de  propiedad  en  dichas  obras  por  el  término  mencionado. 

X. 

Según  el  arlicalo  7/  de  la  ley,  los  qne  con  arreglo  i  las  dispo- 
siciones anteriores  tengan  derecho  exclusivo  de  reproducir  una  obra, 
podrán  enajenarlo  y  trasmitirlo  por  cuantos  medios  reconocen  las 
leyes,  por  todo  ó  parte  del  tiempo  que  respectivamente  les  corres- 
ponde á  cada  uno  de  los  autores.  La  facultad  de  enajenar  ó  trasmi- 
tir el  derecho  de  propiedad,  es  una  consecuencia  natural  de  este 
mismo  derecho.  Si  se  obligase  á  un  autor  á  explotar  por  si  esta  pro- 
piedad, podría  ser  ilusoria  para  él  por  carecer  de  los  medios  nece- 
sarios para  este  comercio,  ó  por  ser  contrario  á  sus  hábitos  ó  á  su  ca- 
pacidad especial.  Es  opinión  generalmente  seguida,  que  el  autor 
puede  enajenar  la  propiedad,  no  sólo  por  todo  el  tiempo  de  su  vi- 
da, sino  también  por  el  periodo  de  tiempo  por  que  se  trasmite  á 
sus  herederos,  porque  no  se  considera  como  un  simple  usufructua- 
rio encargado  de  conservar  aquel  derecho  á  éstos,  sino  con  todos 
les  derechos  de  la  plena  propiedad;  solamente  cuando  el  autor  no  la 
hubiera  cedido  por  este  tiempo,  podrán  disponer  del  que  restase 
sus  herederos. 

La  venta  que  hace  un  autor  de  su  manuscrito,  no  produce  en 
favor  del  coniprador  ó  del  editor  los  efectos  de  las  ventas  ordina- 
rias, pues  estos  son  menos  extensos.  En  su  consecuencia,  el  com- 
prador no  tiene  el  derecho  de  alterar  este  manuscrito,  de  refundir- 
lo ni  de  estenderlo  por  medio  de  intercalaciones,  ó  de  reducirlo  por 
medio  de  supresiones.  Tampoco  puede  destruirlo  ó  dejar  de  publi- 
carlo, porque  en  realidad,  sólo  es  un  usufructuario  que  debe  dis- 
frutar de  los  beneficios  de  la  obra,  salva  su  sustancia.  El  autor  al 
recibir  un  equivalente  del  beneficio  que  hubiera  podido  reportarle 
la  obra,  si  la  hubiese  publicado  por  su  cuenta,  no  ha  enajenado  la 
esperanza  de  reputación  que  puede  asegurarle  su  publicidad,  por- 
que aquella  es  inapreciable.  Después  de  muerto  el  autor,  el  editor 
tiene  derechos  más  latos.  El  espacio  de  tiempo  trascurrido,  los  pro- 
gresos de  la  ciencia  pueden  exigir  modificaciones  en  la  obra.  Asi 
pues,  podrá  publicar  la  obra  con  adiciones  ó.supresiones,  pero  no 
puede  publicarlas  á  nombre  del  autor,  teniendo  facultad  de  oponerse 
á  ello  sus  herederos,  aun  los  que  no  se  hallasen  con  derecho  á  la 
obra,  ó  aun  cuando  esta  hubiere  caido  en  el  dominio  público.  El 
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editor  no  puede  alterar  el  titulo  de  la  obra,  ni  suprimir  el  nombre 
del  autor»  ni  publicarlo  cuando  este  quiere  conservar  el  anónimo» 
ni  alterar  el  número  de  colocación  de  los  de  los  autores^  cuando 
son  varios. 

XI. 

Si  las  obras  ¿  que  nos  hemos  referido  anteriormente,  y  de  que 
tratan  los  siete  primeros  artículos  de  la  ley,  fuesen  postumas,  la  dura- 
ción délos  términos  fijados  principiará  á  contarse  desde  el  dia  en  que 
for  primera  vez  hayan  salido  á  luz,  según  se  dispone  en  el  articu- 
k)8.*;  debiendo  considerarse  como  postuma,  parales  efectos  del  mis- 
mo, una  obra  publicada  durante  la  vida  del  autor,  si  después  se  re- 
piodojesercon  adiciones  ó  correcciones  del  mismo.  Por  esta  disposi- 
doü,  se  declara  eipresamente  el  derecho  de  propiedad  de  las  obras 
postumas  con  la  misma  extensión,  que  el  de  las  obras  publicadas  en 
^a  del  autor.  Para  saber,  pues^  la  duración  de  esta  propiedad,  no 
hay  más  que  atender  á  la  clase  de  estas  obras,  es  decir,  á  si  son 
originales  ó  traducidas,  á  si  esta  traducción  es  en  verso  ó  en  prosa, 
de  lenguas  vivas  ó  de  lenguas  muertas  etc.,  y  atribuirles  la  misma 
propiedad  que  tienen  las  obras  contpuestas  en  vida  del  autor.  £1 
tiempo  en  que  empieza  á  contarse  este  término  es  favorable  para 
los  herederos,  porque  si  se  contara  desde  la  muerte  del  autor,  per- 
derian  todo  el  tiempo  que  hubieran  tardado  en  publicarla.  Lo  mis- 
no  debe  decirse  de  la  disposición  que  considera  postuma  la  obra  pu- 
blicada con  adiciones  del  autor,  lo  cual  se  funda  en  que,  siendo  ori- 
ginales estas  adiciones,  y  no  habiéndose  publicado  antes  por  aquel, 
constituyen  obra  postuma  y  atraen  ¿  si  la  obra  anteriormente  pu- 
blicada. 

En  Francia  no  se  pueden  imprimir  las  obras  postumas  junta- 
mente con  otras  ya  publicadas,  y  que  han  caido  en  el  dominio  pú- 
blico. Hé  aqui  las  consideraciones  que  eipone  Mr.  Dalloz,  en  su 
Bepertmio  ie  legUlarím;  sobre  esta  materia  y  sobre  las  cuestiones 
i  que  ha  dado  logar  en  Francia^  y  que  pueden  servir  de  ilustra- 
ción para  las  que  puedan  promoverse  entre  nosotros: 

•Los  propietarios,  por  sucesión  ü  otro  titulo^  de  una  obra  pos- 
tuma tienen  el  mismo  derecho  que  el  autor,  y  las  disposiciones 
de  las  leyes  sobre  la  propiedad  exclusiva  de  los  autores  y  sobre  la 
doracion  de  estos  derechos  les  son  aplicables,  con  la  obligación,  no 
obstante,  de  imprimir  por  separado  las  obras  postumas  y  sin  agre- 
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garlad  á  una  nuera  e<tícioQ  de  las  abras  fa  publicadas  y  que  bao 
caido  en  el  dominio  públieo.  Sin  estas  últimas  coadicioaes  ocurrí* 
ría  que,  en  perjuicio  del  interés  público,  ningunar  otra  edición  de 
las  obras  antiguas  del  mismo  autor  podría  hacer  competencia  á  la 
que  se  hubiera  agregado  la  obr^t  postuma;  y  que,  por  otra  parte^ 
las  personas  que  quisieran  procurarse  esa  obra,  tendrian  que  ad- 
quirir al  mismo  tiempo  las  ya  publicadas.  Cae,  pues,  en  el  domi- 
nio público  dicha  obra  postuma,  aun  cuando  la  edición  que  conlu- 
viera  reunidas  las  obras  publicadas  en  Tida  del  autor  se  hubiera 
reducido  á  muy  escaso  número  de  qemplares  y  aunque  no  se 
hubiese  puesto  en  circulación ,  pues  para  ello  bastaba  que  bu-* 
,biera  existido. 

»Por  obra  pistuna  debe  entenderse,  no  tan  sólo  las  publicadas 
después  de  la  muerte  del  autor,  sino  también  las  que,  habiendo 
adquirido  en  vida  de  éste  publicidad  oralmente ,  no  han  sido  im- 
presas hasta  después  de  su  muerte.  Asi  es  que  las  lecciones  que  no 
han  sido  impresas  en  vida  del  autor  deben  considerarse  como  obras 
postumas;  y  también  una  obra  dramática  y  musieal  que  no  se  hu- 
biera representado  ó  ejecutado  durante  la.  Ytda  del  autor. 

vPuédese,  sin  perder  la  propiedad,  imprimir  una  obra  postuma 
de  manera  que  forme  cuerpo  con  otras  obras  que  no  han  salido  del 
dominio  privado;  pero  cuando  estas  obras  vienen  á  caer  en  dicfao  do- 
minio, es  necesarío  publicar  por  separado  la  obra  postuma,  bajo  pe- 
na de  perder  el  privilegio  ó  derecho  por  falta  de  cumplimiento  de 
las  condiciones  presentas  por  la  ley.  Esta  doetrína  ha  sido  comba- 
tida. Hásepretendido  que  si  se  adoptara,  no  se  conseguiría  el  objeto 
de  la  ley.  Si  se  permitiera  al  propietario  de  una  obra  postuma,  se 
dice,  agregarla  á  las  obras  de  un  autor  que  hubiera  fallecido,  pero 
que  aun  no  hubiesea  caido  en  el  deminio  público,  cesaharia^  que 
euando  entraran  en  este  dominio,  la  ctMnpetencia  seria  ilusoria.  No 
podrían  reimprimirse  la^  obras  completas,  y  como  el  propietario  se 
guardaría  bien  de  publicarlas  por  separado,  no  se  podtian  vender 
de  un  modo  útil  laa  obras  publicadas  viviendo  el  autor,  pueslo  que 
el  comprador  no  podría  eompietarlas  por  medio  de  la  adquisircieu  de 
la  obra  póstutia.  Pero  se  puede  responder  coa  el  texio  mismo  del 
decreto  de  1  /  germinal  del  año  i3,  que  exige  solamente  para  que 
el  propietario  de  laa  obras  postumas  conserve  m  derecho  exclusivo 
que  las  haya  impieso  poi  separado  sin  agregarlas  á  las  obraa y a^ pu- 
blicadas y  que  han  llegad»  á  ser  propiedad  púUiea.  Es  de  advertir 
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que  interesa  á  los  herederos  qae  conservan  aun  el  (te^chp  exclusi- 
va de  imprimir  las  obras  publicadas  viviendo  el  a^^)J:v  el  poder 
coiurenirse  con  el  propietario  de  las  obras  postumas,  i  fiot  df)  publir 
car?  las  obras  completas  sin  que  éste  pierda  su  derecho  de  pcopi^dafl» 
La  Aecesídad  de  separar  las  obras  postumas  perjudica  á  la  buQr 
la.  distribución  de  la  colección  de  las  demás  obras ,  y  es  co^vje^. 
tiente  á  los  editores  dar  á  luz  una  colección  bien  coordinada  y 
completa.  Debe  también  considerarse  que  los  herederos  del  aH^r 
y  los  propietarios  de  las  obras  postumas  tendrán  siempre  ialer^  en 
convenirse,  puesto  que,  dando  en  una  época  próxima  á  la  extinciQ]^ 
del  derecho  exclusivo  de  los  herederos  una  edición  coopipl<^,  se 
aseguran  beneficios  perfectamente  lícitos.  T  en  efecto,  la  ley  no  si^ 
ocupa  de  proteger  la  concurrencia  sino  por  interés  del  púÜíco,  y 
siempre  que  este  interés  pueda  conciliarse  con  el  de  los  here^^ros 
del  autor>  debe  ser  protegido.  Debe  advertirse,  por  otra  parl^,  qiie 
el  dominio  público  no  necesita  ser  protegido  sino  cuando  ha  recaído 
en  él  la  propiedad  de  obras  publicadas  en  vida  del  autor.  Com<- 
piéndese  que  los  editores  que  han  impreso  las  obras  de  un  autor  ya 
difunto  y  han  hecho  los  gastos  de  una  edición  puedan  quejarse  al 
ver  que  ha  llegado  á  ser  inútil  esta  especulación  por  medio  de  ua^ 
publicación  más  completa  y  que  no  podian  prever;  pero  cqando 
ha  aparecido  una  edición  durante  el  privilegio  exclusivo  compren- 
ñva  de  las  obras  publicadas  en  vida  del  autor  y  de  sus  obras  pe- 
tunias los  libreros  sabrán  á  qué  atenerse.  Estos  pueden  examinar 
si  les  conviene  publicar  por  separado  las  obras  impresas  viviendo  el 
autor,  y  la  especulación  tiene  desde  entonces  bases  seguras^  SieiQ* 
pre  conservartn  la  ventaja  de  que  cuando  la  edición  de  las  obras 
campletas  publicadas  durante  el  derecho  exclusivo  se  hayan  ago- 
lada», el  propietario  de  las  obras  postumas  sólo  podrá  publicarlas 
por  separado. 

"Cuestiónase  sobre  si  la  disposición  que  impone  á  los  propieta* 
rks  de  obras  postumas  la  obligación  de  publicar  por  separado  y  sin 
agregarlas  á  una  nueva  edición  de  obras  ya  publicadas  y  que  han 
Ik^ado  á  ser  propiedad  pública,  es  aplicable  cuando  la  separacioa 
de  la  obra  postuma  y  da  la  obra,  ya  publicada  es  imposible. 

«Cuanda  se  trata,  por  ejemplo,  de  la  publicación  de  una  pieasa 
teatral  postuma»  es  ftcU  darla  á  luz  oon  separación  de  las  obras  dra- 
máticas del  aak»  ifu  han  visto  ya  la  luz  pública;  y  puede  s«po- 
neiae  un  gran  Búflíero  de  casos  en  que  es  fácil  la  separación.  Pero 
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se  puede  suponer  también  que  la  publicación  postuma  no  tengai 
valor  alguno  real ,  si  sd  halla  separada  de  la  obra  ya  publicada. 
En  Francia  ha  ocurrido  un  caso  de  esta  naturaleza  que  puede  ser* 
virnos  de  ilustración.  Las  Memorias  de  Saint-Simon  no  habian  sido 
conocidas  nunca  completamente  antes  de  la  edición  que  hizo  su  pro- 
pietario H.  de  Saint-Simon  del  manuscrito.  Sin  embargo,  habíanse 
publicado  numerosos  fragmentos  y  estas  publicaciones  más  ó  menos 
extensas  habian  caido  en  el  dominio  público.  En  1829,  cuando  pu- 
blicó el  Duque  de  Saint-Simon  las  Memorias  de  su  ilustre  abuelo, 
dio  á  luz  toda  la  obra.  ¿Ni  cómo  habia  de  haber  sido  de  otra  suerte? 
Si  sólo  hubiese  publicado  lo  que  todavía  no  lo  habia  sido^  hubiera 
ofrecido  al  público  una  obra  sin  enlace,  una  serie  de  fragmentos 
que  los  lectores  hubieran  tenido  que  agregar  á  los  fragmentos  ya 
publicados,  y  en  vez  de  un  conjunto  admirable,  no  hubieran  sumi- 
nistrado más  que  una  colección  de  pasajes  que  habrían  tenido  sola- 
mente un  interés  mediano.  Sin  embargo,  un  librero,  apoyándose  en 
el  texto  de  la  ley  de  1.*  germinal,  negó  á  M.  de  Saint-Simon  la  pro- 
piedad exclusiva  de  las  Memorias  y  las  imprimió  integras  sin  su  con- 
sentimiento,  y  perseguido  como  defraudador,  fué  absuelto  de  la  de- 
manda. No  podemos  admitir  esta  interpretación  judaica  de  la  ley; 
pues  esta  no  ha  podido  querer  sino  lo  que  era  posible.  Si  hubiera 
impuesto  á  los  propietarios  de  obras  postumas  condiciones  que  les 
privasen  en  ciertos  casos  de  ¡la  posibilidad  de  publicarlas,  hubiera 
ido  directamente  contra  su  objeto.  La  ley  ha  querido  estimular  la 
publicación  de  las  obras  postumas,  y  en  su  consecuencia,  no  ha  po- 
dido querer  .que  su  publicación  careciera  de  interés  respecto  de  sus 
poseedores.  Lo  que  la  ley  ha  tratado  de  proteger  es  el  derecho  que 
ha  adquirido  el  dominio  público  á  las  obras  de  un  autor  ya  publica- 
das, pero  no  ha  tratado  de  atribuir  absolutamente  á  aquel  dominio  la 
propiedad  de  las  obras  que  no  se  han  publicado  por  completo,  y  de 
que  solamente  han  aparecido  algunos  fragmentos.  El  propietario  de 
la  obra  entera  no  publicada,  no  puede  poner  obstáculo  al  derecho 
de  reproducir  los  trozos  de  la  obra  que  han  sido  impresos,  pero  no 
puede  perder  su  derecho  por  haber  publicado  algunos  fragmentos. 
Tal  es  la  interpretación  que  creemos  debe  darse  á  la  ley.  En  esta 
cuestión,  como  en  tantas  otras  que  se  refieren  á  la  propiedad  lite- 
raria ,  debe  tenerse  en  cuenta  el  interés  de  las  letras.  Este  modo  de 
entender  la  ley  hubiera  privado  al  público  de  uno  de  los  más  bellos 
monumentos  de  la  literatura  francesa.  Hubiérasele  dado  un  libro 
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mutilado  qae  el  autor  hubiese  tenido  que  completar  coa  eP auxilio 
de  las  ediciones  anteriores.  ¿No  debe  reconocerse  que  la  unidad  de 
la  obra  constituye  su  existencia,  y  considerarse  como  no  publicada 
la  obra  de  Saint  Simón  antes  de  darse  á  luz  la  obra  postuma?  En 
este  sentido  se  decidió  la  apelación  interpuesta  contra  la  sentencia 
del  inferior  ya  enunciada.» 

XII. 

En  las  obras  anónimas  ó  pseudónimas,  cuyo  autor  se  ignora^  goza 
del  derecho  de  propiedad  de  la  obra  ^1  editor,  á  quien  se  considera 
como  cesionario  del  autor.  En  su  consecuencia,  dispone  el  art.  9."" 
déla  ley,  que  los  editores  de  las  obras  anónimas  ó  pseudónimas,  go- 
zarán de  los  mismos  derechos  que  quedan  reconocidos  á  los  auto- 
Tes;  pero  si  en  cualquiera  tiempo  del  disfrute  probasen  estos  ó  sus 
derecho-habientes  que  les  pertenece  la  propiedad,  entrarán  en  su 
pleno  ó  entero  goce  por  el  tiempo  que  falte  hasta  completarse  el 
plazo  respectivamente  fijado  á  cada  clase  de  obra  por  los  anterio- 
res artículos  de  la  ley.  El  derecho  del  autor  puede  probarse  fá-' 
cilmente  por  el  contrato  que  haya  celebrado  con  el  editor;  asi  es 
que  no  podrá  considerarse  como  un  aba^idono  de  la  propiedad  la 
falta  del  nombre  del  autor,  porque  ha  podido  omitirse  por  motivos 
que  deben  respetarse.  El  autor  puede  guardar  el  anónimo,  y  no 
obstante  gozar  de  la  propiedad  de  su  obra,  pues  no  es  justo  dedu- 
cir de  su  silencio  respecto  de  su  nombre  que  ha  renunciado  á 
su  derecho  de  propiedad.  Tampoco  debe  caer  la  obra  anónima  en  el 
dominio  público  como  quieren  algunos  como  cosa  que  no  tiene  due- 
ño, puesto  que  puede  serlo  el  editor  á  quien  haya  vendido  el  autor 
su  obra,  aunque  con  la  condición  de  que  ha  de  ocultarse  su  nombre. 
En  las  obras  anónimas,  pues,  se  tiene  por  propietario  al  editor,  quien 
ejerce  como  cesionario  6  como  editor  estos  derechos  hasta  que  el 
autor  prueba  su  cualidad  de  tal. 

Respecto  de  las  obras  pseudónimas,  rige  la  misma  regla,  si  el 
nombre  con  que  se  firman  es  imaginario;  mas  si  fuere  real,  se  repu- 
tará la  obra  de  la  persona  que  la  firma,  y  el  autor  tendrá  que  pro- 
bar su  cualidad  y  sus  derechos.  En  este  caso,  la  ley  no  le  concede^ 
todo  el  tiempo  que  fija  á  la  propiedad  literaria,  porque  habiendo  si- 
do disfrutado  parte  de  él  por  otro,  no  debe  prorogarse  con  perjuicio 
del  público,  mucho  más  cuando  el  autor  deba  imputarse  á  si  mismo  la 
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pérdidaMe  aquel  goce,  pae^lo  que  dio  Ivgar  á  día  difii(izaiido:S« 
B/Offlbre. 

En  A.H9tría»  laa  oiMtis  postumas  y  aaónímas  6  pMidjteíaiaB^  dís** 
frutan  de)  derecho  de  propiedad  durante  tceinta  smoacontjuio&dts^i 
de  que  se  pubitcan.  por-  prícaefa  vez.  El  memo  tíempe  ift.  oottoedo 
en  Baviera,-  en  Inglaterra,  cuarenta  y  dos  anos;  en  Binamacea,  ci»f 
cuenta  anos;  en  Portugal^  según  los  artículos  58S  y  686  del  Códi* 
go  civil  de  1868,  el  editor  de  unaL  obra  postuma  de  autor  cierto, 
goza  de  ios  derechos  de  autor  por  el  tiempo  de  cincuenta  anos,  con* 
tados  desde  la  publicación  de  la  obra;  y  el  ediler  do  cualquiera 
obra  inédita  cuyo  propietario  no  es  conocido,  go^a  de  ios  derechos 
de  autor  por  espacio  de  treinta  años  cootados  desde  la  completa  fm^ 
blicacion  de  la  obra:  en  Prusia,  segun  la  ley  de  i870  (art.  16)  k» 
escritos  publicados  sin  el  nombre  del  autor  ó  con  otro  nombre  que 
el  verdadero  son  protegidos  durante  treinta  anos  contados  desde  ia 
primera  edición:  sí  en  este  plazo  se  consigna  en  el  Begístro  público 
el  nombre  del  autor,  la  obra  goza  de  la  protección  legal  mientras  vi'* 
ve  el  autor  y  durante  treinta  anos  después  de  su  muerte. 

XIII. 

Las  leyes,  decretos.  Reates  órdenes,  reglamentos  y  demás docur^ 
montos  que  publique  el  Gobierno  en  la  Gaceta  ú  otro  periódioo  oficial 
pueden  insertarse  en  los  demás  periódicos  y  ea  otras  obras  en  que 
por  su  naturaleza  ü  objeto  convenga  citarlos,  comentarlos,  criticarlos 
ó  copiarlos  á  la  letra;  pero  nadie  podrá  reimprimirlos  en  ooleceioii 
sin  autorización  expresa  del  mismo  Gobierno  (art.  i3  de  la  ley)<.  En 
todo  rigor,  las  leyes,  decretos,  reales  órdenes  y  re^amenlss  que 
publica  el  Gobierno  no  pueden  ser  propiedad  ni  de  éste,  li  de  toa 
particulares.  Su  propiedad  debe  pertenecer  á  la  unidad  naomiaL 
Obligatorias  para  todos,  las  leyes  y  reglamentos  pueden  y  deben  sei 
reproducidas  en  toda  clase  de  obras  y  en  todo  tiempo,  pues  nunca 
se  dirundirán  con  bastante  profusión  en  el.  seno  de  la  sodedad, 
para  la  cual  se  han  establecido.  Asi  es,  que  en  algosas  nfusiones, 
tales  como  Rusia,  Francia,  Portugal  y  Prusia  se  ha»  declarado  del 
dominio  público  esta  clase  de  publicaciones.  A  ^odos  es  pef  mitido, 
dice  el  articulo  S71  del  Código  civil  portugués  de  1868 ,  poMieaa 
las  leyes  y  reglamentos,  y  cualquier  otros  actos  públicos  oficíales, 
€onr(»rmándo6e  puntualmente  con  la  edición  auténtiea.,  si  dichos  ae^ 
los  hubiesen  sido  publicados  por  el  Golúerno.  No  se  cometo  deftau'- 
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dac}«9,  dice  el  artículo  7  de  la  ley  prusiana,  en  ki  reproducción  de 
leyes,  códigos,  documentos  piUslicos  y  oficiales  de  toda,  clase, 

lfa9  Doobstante,  á  las  consideraciones  eipuestas  se  opone  la  de 
la  coDveaieneia  de  conservar  el  texto  genuino  de  las  disposiciones 
legislativas;  y  si  se  permitiera  á  cada,  particular  publicar  dichas  dis- 
pesieioDeS' legales  en  colección,  padiendo  proponerse  por  único  ob- 
jeto una  mera  especulación  mercantil,  so  publioarian  impresiones 
incorrectas  ó  inexactas.  Por  esto,  pues,  nuestra  ley  de  propiedad  li- 
teraria permite  su  publicación,  únicamente  al  que  se  proponga  co* 
mentarhs  ó  ilustrarlas,  ó  bien  á  quien  el  Gobierno  juzgue  que  tiene 
la  capacidad  ó  que  inspira  la  confianza  necesaria  para^  esperar  que 
la. edición  saldrá  ccMrrecta  ^  exacta.  Por  Real  orden  de  tO  de  A.gos- 
tode  1856»  se  prohibió  la  circulación  de  todo  cuerpo  legal  colec- 
cionado que  se  publique  por  parlicularesó  por  empresas  periodís- 
ticas, á  menos  que  las  disposiciones  fueren  insertas  en  el  cuerpo  de 
un  periódico  coa  su  texto  y  foliación  distinta. 

XIV. 

Según  el  artículo  13  de  la  ley  de  propiedad  literaria,  ningún 
autor  gozará  de  los  beneficios  de  esta  ley,  si  no  probare  haber  de- 
positado un  ejemplar  de  la  obra  que  publique  en  la  Biblioteca  na- 
cional» y  otro  en  el  Ministerio  de  Instrucciou  púbjica  (hoy  de  Fo- 
mento), antes  de  anunciarse  la  venta.  Si  las  obras  fueren  publi- 
c-adas  fuera  de  Madrid,  cumplirán  sus  autores  ó  editores  con  la 
obijgacioa  que  les  impone  este  artículo,  probando  haber  entregado 
los  dos  ejemplar^  al  Gobernador  de  la  pfoviocia,  el  cual  los  remi- 
tirá á  dichos  Ministerio  y  Biblioteca. 

£1  depósito  no  constituye  la  propiedad  de  la  obra;  de  suerte, 
qua  si  una  persona  imprime  un  manuscrito  ajeno  que  le  entregó  su 
anlor  para  su  lectura,  y  deposita  un  ejemplar  de  esta  obra  en  la 
Bihüoteca  nacional,  aunque  adquirirá  por  este  hecho  la  presunción 
de  su  propiedad  y  del  derecho  de  perseguir  á  sus  defraudadores, 
p^Tí  fitt  desposeído  judicialmente  por  el  verdadero  autor  que 
prueba  su  derecho,  y  quedará  sujeto  á  las  penas  que  eataJUece  la 
iey^cootra.Ql  abuso  (te  confianaa,  y  demás  delitos  que  s&  hubieran 
cometiólo  con  esta  d^ff^audacion.  Pretender  que  el  depjósito  cons- 
tituye lai  propíiedad,  seria  ultrajar  la  razón  y  la  equidad  de  la  ley. 
B$ie  derecho  piovjene  direqta^  necesaria  y  exciurivameat^  del  he- 


364  ItXVISTA  DX  LEGISLACIÓN. 

cho  de  la  concepción  y  de  la  creación  de  la  obra,  de  suerte,  que  la 
cualidad  de  autor  es  anterior  y  posterior  al  depósito. 

£1  depósito  tiene  por  objeto  demostrar  que  el  autor  ha  querido 
conservar  el  derecho  exclusivo  de  la  propiedad  de  sus  obras,  porque 
pudiendo  hacer  uso  de  dicha  propiedad  ó  dejar  que  entren  aquellas 
en  el  dominio  público,  debe  existir  un  medio  por  el  cual  el  autor 
pruebe  y  el  público  conozca  su  propósito,  y  este  medio  es  la  con- 
signación del  depósito  ó  la  falta  de  él.  Consistiendo  el  delito  de  de* 
fraudacion,  que  ataca  la  propiedad  literaria,  en  reproducir  la  obra 
de  otro,  es  necesario,  para  que  haya  delito,  un  acto  previo  y  pú- 
blico que  manifieste  la  prohibición  de  que  se  reproduzca  la  obra; 
de  lo  contrario  sería  preciso  abstenerse  de  reproducir  toda  clase  de 
publicaciones  ó  exponerse  á  caer  en  un  verdadero  lazo.  Tiene  tam* 
bien  por  objeto  el  depósito  facilitar  la  prueba  del  delito  de  defrau- 
dación literaria  y  su  represión. 

Además,  según  expresó  en  la  sesión  del  17  de  Abril  de  1847  el 
Sr.  Ministro  de  Instrucción  pública  (Pastor  Diaz),  «el  depósito  es 
una  garantía  para  los  autores.  El  Gobierno  mal  pudiera  saber  cual 
era  la  obra  del  autor  no  teniendo  un  patrón  de  ella  en  los  estable- 
cimientos que  están  á  su  cargo;  y  el  dia  en  que  el  autor  viniera  i 
quejarse  de  que  se  había  cometido  un  fraude  contra  su  propiedad, 
¿á  dónde  habria  de  acudir  el  Gobierno  para  saberlo?  ¿A  la  obra  con- 
trahecha ó  á  la  obra  del  autor?  El  Gobierno  exige  una  garantía,  un 
patrón,  y  por  esto  manda  depositarla  en  la  Biblioteca  Nacional  ó  en 
poder  de  la  autoridad  política  de  la  provincia  donde  se  halla  el  au- 
tor.» Así,  pues,  la  disposición  del  art.  13  es  aplicable  parael  efecto 
del  ejercicio  de  la  acción  que  tiene  todo  autor  contra  los  defrauda- 
dores de  su  propiedad;  esto  es,  no  hay  acción  mientras  no  se  ha  ve- 
rificado el  depósito. 

Para  el  debido  cumplimiento  de  lo  prescrito  en  dicho  art.  13,  y 
para  asegurar  los  medios  de  que  en  todo  tiempo  conste  si  se  han  en- 
tregado ó  no  los  ejemplares  requeridos,  se  han  dictado  varias  reso- 
luciones, todas  las  cuales  se  hallan  resumidas  en  la  de  1.*  de  Mar- 
zo de  18S6.  En  ella  se  previene,  que  ios  autores  ó  editores  no  podrán 
poner  al  frente  de  una  obra  la  nota  de  que  está  bajo  la  salvaguardia 
de  la  ley  sin  que  conste  que  han  llenado  todos  los  requisitos  que 
en  la  misma  se  prescriben,  y  en  caso  de  contravención  se  les  im- 
pondrá la  multa  que  para  semejantes  casos  está  señalada  por  las 
disposiciones  vigentes  (art.  6).  (Esta  multa  es  la  de  600  á  2.000 
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reales  qne  señaló  el  art.  5/  del  Real  decreto  de  iO  de  Abril  de  1844 
y  que  corroboró  la  Real  órdea  de  6  de  Enero  de  1849.  Poede  con- 
sultarse también  la  Real  orden  de  22  de  Hayo  de  1850  sobre  el 
modo  como  debe  entenderse  el  depósito  prescrito  en  el  art.  13^  con 
respecto  á  las  obras  de  escultura,  grabados  y  estampas). 

XV. 

Según  el  art.  14  de  la  ley>  cuando  fenezca  el  término  concedido 
por  la  misma  á  los  autores  y  editores  y  á  sus  herederos  ó  derecho 
habientes,  ó  no  conste  el  dueño  ó  propietario  de  una  obra,  entrará 
esta  en  el  dominio  público.  Esta  disposición  es  una  consecuencia  de 
los  principios  y  reglas  especiales  sobre  la  propiedad  literaria,  adop- 
tados por  la  ley.  Terminado  el  tiempo  que  esta  ha  creido  deber  su- 
yo conceder  al  autor  para  que  disfrute  de  la  reproducción  exclusiva 
de  su  obra,  como  premio  de  su  trabajo  y  como  consecuencia  del  de- 
recho que  le  asiste  por  ser  su  autor  y  propietario,  para  percibir  las 
utilidades  que  produzca,  aunque  limitado  á  cierto  espacio  de  tiem- 
po por  causa  del  interés  social,  la  obra  cae  en  el  dominio  público 
pudiendo  cada  particular  darla  á  luz  y  venderla  por  su  propia  cuen- 
ta libremente.  No  habiendo  ya  derechos  de  particular  que  respetar 
el  interés  de  la  sociedad  consiste  en  que  se  difundan  las  ideas  por 
todos  loa  medios  posibles.  También  entrará  la  obra  en  el  dominio 
público,  cuando,  aunque  no  haya  trascurrido  el  término  de  la  ley, 
muriese  el  autor  y  no  hubiese  herederos  ni  derecho-habientes.  Lo 
mismo  sucederá  cuando  no  conste  el  dueño  ó  propietario  de  la  obra; 
pero  si  éste  apareciese  y  probase  su  derecho,  entrará  en  el  goce  de 
la  propiedad  de  su  obra  por  todo  el  tiempo  marcado  en  la  ley. 

XVI. 

Finalmente,  por  el  art.  15  de  nuestra  ley  de  propiedad  literaria 
se  previene,  que  para  los  efectos  de  dicha  ley,  no  pierde  su  derecho 
de  propiedad  el  autor  español  de  una  obra  por  haberse  publicado 
fuera  del  Reino  por  primera  vez;  que  sin  embargo,  las  obras  en  cas* 
*  tellano  impresas  en  país  extranjero,  no  podrán  introducirse  en  los 
dominios  españoles  sin  previo  permiso  del  Gobierno,  que  no  lo  dará 
sino  para  500  ejemplares  á  lo  más^  y  esto  con  sujeción  á  la  ley  de 
aduanas,  y  cuando  la  obra  sea  de  utilidad  é  importancia.  Esta  dis- 
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poral  es  lo  mental,  lo  coaocido  y^  no  sentido,  será  todo  aqaello  qae 
no  recaiga  en  cosa  yista,  ó  cuya  base  no  sea  inmediatamente  exte- 
rior, real,  tangible,  como  se  deduce  de  la  ley  1.%  tit.  30,  Part.  3/ 
que  copió  á  las  Instituciones  de  Jusliniano  en  su  tít.  De  rdnu  eor^ 
poralibus,  etc.,  y  en  otras  varias  disposiciones  legales  españolas.  La 
cuasi  posesión  misma  estará  dedicada,  pues,  al  usufructo,  al  aso,  i 
la  habitación  y  á  los  derechos  personales  de  toda  clase,  no  menos 
que  á  todos  los  que  desmembran  y  constituyen  el  dominio,  hecha 
abstracción  de  la  totalidad  de  éste. 

En  este  concepto  el  cuasi  poseedor  ejercerá  su  cuasi  posesión 
de  una  manera  incorporal;  de  un  modo,  por  decirlo  asi»  puramente 
intencional,  y  no  será  preciso  que  ejecuté  actos  exteriores,  ó  que 
exteriorice  la  intención,  bastando  que  no  haya  actos  en  contrarío  pa- 
ra que  se  conserve. 

Pero  como  todo  ejercicio  de  derecho  lleva  consigo  creación,  con- 
tinuación ó  continuidad  y  caducidad^  porque  no  hay  derecho  que 
pueda  llamarse  propiamente  perpetuo  y  menos  eterno,  porque  cesa 
todo  con  la  muerte  para  el  que  fallece^  si  la  creación  de  la  cuasi 
posesión  es  vista,  como  parte  del  dominio,  adquiriéndose  como  éste, 
no  asi  la  continuidad,  ya  es  difícil  entender  si  á  sabiendas,  ó  á  la 
vista,  ó  en  secreto,  ó  con  conocimiento  del  cuasi  posesor  ha  tenido 
lugar  algunas  veces  el  ejercicio  de  la  cuasi  posesión.  De  ahí  que  to- 
das las  legalidades  exijan  títulos,  reclamen  documentos,  é  impongan 
la  obligación  de  inscribir  ó  transcribir  los  derechos  reales  objeto  de 
la  cuasi  posesión,  para  que  conste  de  una  manera  evidente,  no  sólo 
su  creación,  sino  la  continuidad;  y  con  respecto  á  los  personales,  que 
sea  legalmente  indispensable  que  consten  en  documentos»  sean  pú- 
blicos, sean  privados,  como  se  vé  con  respecto  á  los  primeros,  ó  sea 
los  reales,  en  varios  artículos  de  la  ley  Hipotecaria,  y  en  punto  á  los 
personales,  como  son  los  intereses  de  los  préstamos,  en  la  ley  de  14 
de  Marzo  de  1884.  Asi  el  ejercicio  de  la  cuasi  posesión  se  hallará  cons- 
tituido como  consecuencia  de  dichos  títulos  y  escritura,  ó  documen- 
tos desde  su  creación. 

En  cuanto  á  la  caducidad  formal,  la  cuasi  posesión  ó  derechos 
referentes  indicados,  ó  bien  las  maneras  con  que  tiene  lugar,  ya  es 
otra  cosa.  Divididos  ó  clasificados  por  nosotros  los  derechos  incor- 
porales en  derechos  adquiridos  continuos,  y  en  derechos  adquiridos 
no  continuos,  no  puede  ser  igual  el  modo  de  perderse  ó  caducidad 
de  los  primeros  que  la  de  los  segundos,  por  las  diferencias  legales 
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que  les  separan,  porque  los  prianeros  ion  constantes,  permanentes, 
y  los  segundos  inconstantes,  en  cierta  manera  flotantes,  llamándose 
á  los  unos  perfectos  y  á  los  otros  modificados.  Así  la  caducidad  de 
aquellos  seguirá  la  marcha  ordinaria  legal,  la  indicada  por  la  piea- 
ciipcion  de  los  derechos^  por  la  de  las  acciones,  por  la  de  las  reolai- 
maciones,  etc.,  al  paso  que  la  de  éstos,  ó  no conünoos, serán  objeto 
de  disposiciones  especiales.  Yése  esta  diyersidad  en  nuestras  leyes 
de  Partida,  del  Digesto  y  otras,  al  hablar  de  la  servidumbre,  de  los 
derechos  de  aguas,  ete.^  rigiéndose  por  disposiciones  distintas,  en 
loque  toca  á  la  manera  de  verificarse.  La  caducidad  de  ios  dero- 
ehos  iacorporales  continuos,  considerándose  como  prescriptibles 
tales  derechos,  sea  adquiriendo,  sea  extinguiéndolos;  las  de  los  no 
continuos  no  puede  ser  objeto  de  adquisición  por  prescripción,  siiio 
por  liberación  ó  resolución;  liberación  uno  de  los  derechos  faculta*- 
tivos,  imprescriptibles. 

Esta  caducidad  es  conforme,  análoga,  á  los  derechos  referentes, 
como  debe  ser,  á  virtud  de  aquel  apotegma,  ley  fragmento  del  ja* 
risconsuJto  Ulpiaao,  38,  título  De  Verborum  signifieatione,  que  eala^ 
hiece  que  de  igual  manera  que  se  adquieren  ó  se  contraen  las  obli- 
gacioaes  se  disuelven,  por  su  carácter  de  reciprocidad^  á  causa  de 
su  perfecta  relatividad  los  derechos  todos,  expresión  del  estado  so* 
ciaí.  Paca  ser  análoga  parece  debe  extingoirae  por  el  ministerio  de 
k  ley  como  toda  posesión,  y  en  su  virtud,  que  si  por  una  ley  se 
constituyeron  los  derechos  incorporales  contíauos,  por  otra  debe 
caducar  ó  resolverse  su  cuasi  posesioa. 

Esla  ley  no  puede  ser  más  que  la  de  las  prescripciones,  sabido 
que  ellas  son  las  acciones  caduciarias  modernas  de  todo  derecho, 
posesión  y  acción.  La  prescripción  toca  y  pertenece  á  todo  lo  cuasi 
posesorio,  porque  no  hay  derecho  alguno  que  se  exima  del  poder 
preseriptíble  á  causa  de  la  geaeraiidad,  publicidad,  necesidad  y 
conveniencia  universal  de  fijar,  -determinar  y  conocer  toda  sitúa* 
cion  legal. 

Consiguientemente  se  prescribirán  los  derechos  de  uso,  usufructo, 
obligación,  el  derecho  de  redimir  á  sea  el  pacto  de  retro  ó  retracto 
convencional,  tanteó  y  demás  congéneres  ó  semejantes,  cuasi  pose* 
serios,  haya  ó  no  mediado  convenio  de  no  prescribir,  reservas  de  re- 
cobrar, suspensión  de  no  jecuperar^  {tor  ser  resolutiva  la  prescrip- 
ción. 

En  este  sentido  no  hallamos  óbice  alguno  para  no  aplicar  la  pres- 
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crípcion  del  tiempo  ordinario  de  30  anos  á  la  cesación  de  la*  cuasi 
posesión.  Nos  fundamos  en  el  carácter  de  la  resolacion  misma,  ge- 
neral^ necesaria,  más  perfecta,  á  fuer  de  liberatoria,  que  laqne  se 
verifica  por  medio  de  la  adquisición,  por  ser  rcscísoria,  por  ser  resli- 
tutoria;  rescisión  de  gravámenes  de  estrecha  interpretación;  restitu- 
ción de  libertad,  de  amplia  interpretación. 

La  cuasi  posesión  está  sujeta  á  esíta  caducidad,  tanto  más  cuan- 
to que  no  puede  ser  objeto  de  mancomunidad,  solidaridad,  sociedad 
y  otros  vínculos  semejantes  que  impiden  las  prescripciones,  como 
se  verifica  en  los  condominios  intestados,  etc.  Ella  no  se  aduna  eon 
la  posesión,  de  manera  que  dos  tengan  una  cuasi  posesión  de  una 
cosa  misma,  pues  solo  podrán  tenerla  de  distintos  derechos  en  ra- 
zón al  exclusivismo  que  acompaña  á  la  jjosesíon  de  las  cosas  incor- 
porales ó  cuasi  posesión. 

Por  efecto  del  mismo  exclusivismo  que  impera  en  ciertas  legali- 
dades, tales  como  la  foral  catalana,  en  punto  á  las  prescripciones, 
el  usatge  de  Cataluña  Omnes  causee,  que  señala  el  máximum  de 
30  años,  creemos  que  de  modo  alguno  se  halla  eliminado  ni  es  eli- 
minable  de  la  prescripción  la  cuasi  posesión  de  derecho  alguno.  Lo 
contrarío  nos  parecería  opuesto  á  la  naturaleza  legal  de  la  cuasi  po- 
sesión. Decimos  opuesto  á  la  naturaleza,  porque  seria  preciso  consi- 
derar como  un  derecho  singular,  especial  6  particular,  la  cuasi  po- 
sesión, siendo  esta,  abstracción  hecha  de  sus  especies,  tan  general 
como  la  posesión  misma. 

Por  otra  parte,  jamás,  nunca  pueden  confundirse  ios  derechos 
facultativos  y  los  cuasi  posesorios,  como  se  confundirían  si  fuesen 
imprescriptibles,  porque  los  primeros,  se  derivan  inmediatamente 
de  la  libertad  de  la  naturaleza  humana,  no  así  los  otros  que  proce- 
den de  acto  ó  contrato. 

En  resumen,  la  cuasi  posemn  y  la  posesión  se  distinguen  como 
las  cosas  corporales  é  incorporales,  como  las  resoluciones  y  libera- 
ciones y  las  adquisiciones,  sin  dejar  de  ser  semejantes  en  lo  demás, 
según  nuestro  dictamen. 

Joaqoia  Harniel  de  loier. 


ENJUICIAMIENTO  CIVIL. 


¿Existe  el  antiguo  juido  Uainado  de  jaetaneta  después  de  la  pu- 
blieacion  déla  ley d$  EnjuiríamUfito eiviít 

Como  saben  nuestros  compañeros,  asi  como  el  derecho  concede 
restituciones^  beneficios,  protestas»  requerimientos  para  evitar  las 
caducidades  legales  ó  pérdidas  de  derechos,  se  estableció  como  un 
remedio,  á  la  par  que  confirmación  ó  garantía  de  los  derechos  per- 
fectos, el  llamado  juicio  de  jactancia,  el  cual  daba  acción  á  todo  el 
que  veia  lesionado  su  derecho,  por  voces  ó  fama  ^e  otro  que  alega  te- 
nerlo,4)ara  obligar  á  este  lesionante  á  hacer  valer  el  que  cree  suyo 
enjuicio  ó  renunciarlo.  Como  se  reputaba  un  agravio  hecho  al  dere- 
cho de  otro,  ó  sea  un  detrimento  éjacíura  como  dice  la  legalidad  ro- 
mana, se  crcia  con  razón  que  debia  ser  vindicado  en  juicio,  ó  por 
medio  de  preparativos  especiales,  fundándose  en  el  respeto  que  se 
merece  el  derecho  de  otro,  y  como  aplicación  del  principio  universal 
nminem  ¡cederé.  Estaba  consignado  este  derecho,  que  alcanzaba  has- 
ta obligar  el  Juez  al  jactante  á  seguir  litigio  dentro  de  determinado 
tiempo,  imponiéndole  silencio  en  caso  contrario  ¿  la  parte  adversa, 
en  la  ley  8/ del  Código  romano,  tít.  Demgenuis  manum.,  y  en  la 
ley  46,  tít.  2.%  Part.  3/,  que  reprodujo  la  doctrina  de  otras  dispo- 
siciones del  Digosto*  romano.  Digesto  que  estuvo  vigente  por  espacio 
de  muchos  siglos  en  España,  nación^  como  es  sabido,  respetuosa  á 
aquellos  Códigos,  y  que  todavía  lo  está  en  Cataluña. 

Has  después  que  se  halla  en  vigor  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, y  de  la  derogación  que  contiene  su  artículo  final,  parece  que  no 
hay  en  nuestro  derecho  procesal  juicio  de  jactancia  especial,  por- 
qae  tiene  cada  sección  legal  de  derecho,  concedidos  los  medios  más 
i  proposito  para  su  defensa. 

Eq  efecto,  si  se  trata  del  derecho  de  posesión,  tenemos  el  inter- 
dicto de  retener,  en  cuyo  art.  71,  núm.  2.*,  hallamos  el  precepto  y 
la  iadicacion  del  juicio  de  jactancia,  por  ser  esta  el  hecho  de  in- 
quietar de  palabra  en  la  posesión  que  se  halla  el  que  desea  conser- 
varla. Sí  se  trata  de  riesgos  por  causa  de  obra  nueva  ó  vieja,  pro- 
ducidos por  la  jactancia  de  algún  vecino  y  de  heredades  próxi- 
i&as,  están  los  interdictos  de  obra  nueva  y  vieja  de  que  hablan  las 
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secciones  4.'  y  5/  del  llt.  14,  parte  1/  de  dicha  ley  de  Enjuicia- 
miento; si  se  trata  del  dominio,  derechos  reales  y  personales  en  lo- 
do caso  no  previsto,  está,  sustituyendo  al  juicio  antiguo  de  jactan- 
cia, el  juicio  civil  ordinario  y  sus  preparativos  ó  ante  juicio  de  que 
habla  el  art.  222  de  la  propia  ley. 

Lo  establecido  en  el  tit.  6.*,  parte  1/  de  esta,  bastaría  por  sí  - 
solo  á  evitar  el  juicio  de  jactancia,  en  el  caso  de  atacarse  de  pala- 
bra contra  el  derecho  de  alguien,  siempre  que  el  lesionante  se  ad- 
hiere á  declarar  ó  reconocer  el  derecho  del  lesionado,  pero  aan  ea 
caso  contrarío,  puede  servir  de  sustitución  de  parte  de  los  pre- 
parativos del  mismo  juicio  de  jactancia. 

Sirven  igualmente,  como  la  conciliación:  1.%  los  requerimientos 
verificados  en  acta  sin  Notario,  exigiendo  contestación  afirmativa  6 
negativa;  2.*,  cualesquiera  declaración  hecha  ante  Notario  ó  Auto- 
ridad, ó  en  actas  ante  dos  ó  tres  testigos  para  impedir  que  el  si- 
lencio se  repute  camo  adhesión  ó  aquiescencia,  ó  para  purgar  de 
la  presunción  que  el  callamiento  del  lesionado  pudiera  atribuir  de 
mala  fe,  ó  dolo,  ó  fraude  en  contra  de  la  prescripción  ú  otro  dere- 
cho; 3.*,  cualesquiera  información  ad  futurutn  de  que  habla  el  ti- 
tulo 8.*,  parte  2.\  de  la  repetida  ley  de  Enjuiciamiento. 

Aunque  esto  no  fuera  suficiente,  creemos  hoy  innecesario  y  de- 
rogado el  juicio  mismo  en  materia  de  jactancia,  sobre  extensión  de 
fincas,  teniendo  los  interesados  facultades  para  pedir  el  deslinde  y 
amojonamiento  prescritos  en  el  título  5.^  de  dicha  parte  2.',  de  la 
misma  ley  procesal,  y  en  lo  demás  en  muchos  artículos  nuestros  Có- 
digos, al  amparo  de  los  cuales  puede  lograrse  más  hn  los  indicados 
casos,  que  con  el  vetusto  juicio  de  que  hablamos. 

T  tanto  es  así,  que  lo  que  decimos  del  juicio  de  jactancia  civil 
puede  decirse  con  mayoría  de  razón  de  la  jactancia  administrativa 
y  penal,  las  cuales  son  innecesarias  atendida  la  facilidad  de  hacer 
valer  los  derechos  respectivos  por  las  legalidades  referentes,  y  á  la 
vista  de  que  para  ellas  existen  reclamaciones  ó  acciones  competen- 
tes. Este  es  nuestro  dictamen  por  más  que  unjiutor  respetable,  el 
Sr.  Zúniga,  opine  en  contrario. 

Joaqoín  lanael  de  loner. 


«t^iiQ»n  rftK&ftiBttTrftMi* 


Propeeto  de  ley^  prcBentado  al  Congreso  de  les  Diputados  por  el  se- 
ñor Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  reformando  el  Arancel  para 
el  cobro  de  honorarios  que  devetiguen  los  Registradores  de  la 
propiedad.* 

A  LAS  C(>RT£S. 

£i  Arancel  de  honorarios  qoe  devengan  ios  Registradores  de  la  pro^ 
piedad  ha  sido  objeto  de  atento  estudio  por  el  Gooierno  de  S.  M.,  que 
no  ha  podido  permanecer  indiferente  á  Ja  vista  de  los  datos  consigna- 
dos en  lasadas  de  visitas  de  inspección  giradas  por  la  Dirección  gene* 
ral  del  ramo,  los  cnaltís  han  venido  á  demostrar  qoe  el  vigente  Arancel» 
ni  satisface  á  las  exigencias  de  la  ciencia ,  ni  á  la  decorosa  subsistencia 
del  Registrador,  ni  á  los  jastoe  deseos  del  público. 

Fundado  en  un  sistema  misto  de  honorarios  fijos  para  determinadas 
operaciones,  como  los  asientos  de  presentación  y  cancelaciones,  y  pro- 
porcionales al  número  de  líneas  que  ocupan  las  inscripciones  y  anota- 
ciones, ni  guarda  relación  con  el  trabajo  que  se  emplea,  ni  con  la  res- 
ponsabilidad que  cabe  al  Registrador  en  las  múltiples  operaciones  que 
la  ley  le  ha  encomendado  para  garantir  el  disfrute  do  los  derechos  rea- 
les, ni  está  en  armonía  con  la  utilidad  que  reporta  al  que  acude  al  Re- 
gistro para  asegurar  su  derecho  ó  para  adquirir  las  noticias  que  han  de 
servir  ae  base  á  los  contratos  qoe  intente  celebrar. 

Evidente  es  ya  la  necesidad  de  que  se  proceda  i  su  reforma  bajo  la 
base  de  honorarios  fijos  para  toda  clase  de  operaciones  y  en  relación 
con  el  número  y  valor  de  las  fiocas  é  derechos  á  que  se  refieren  los  tí- 
tulos que  se  llevan  al  Registro,  á  fin  de  que  el  trabajo  esencialmente 
intelectual  del  Registrador  no  se  regule,  ni  por  la  verbosidad  que  em- 
plee en  las  inscripciones,  ni  por  el  número  de  líneas  y  sílabas  que  éstas 
ocupen ,  al  paso  que  el  particular  pueda  saber  de  antemano  y  deter- 
minar con  precisión  el  desemboieo  que  debe  hacer  para  afiansar  defini- 
tivamente sus  derechos.  Partiendo  de  este  principio,  el  Ministro  que 
suscribe  ha  formulado  el  adjunto  proyecto  de  ley,  cuyos  fundamentos 
ha  de  exponer,  siquiera  sea  someramente,  para  que  debidamente  apre- 
ciados por  las  Cortes,  puedan  con  su  ilustrado  criterio  darle  su  apro- 
bación, ó  introducir  las  modificaciones  que  juaguen  convenientes. 

La  operación  acaso  más  importante  del  Registro,  que  por  si  sola 
crea  derechos,  y  sirve  de  base  para  las  posteriores,  es  el  asiento  de 
presentación,  por  el  eual  sólo  devenga  el  Registrador,  según  el  Arancel 
vigente,  60  eéntimoe  de  peseta  sea  cual  fuere  el  número  de  fincas  que 
el  titulo  comprenda,  y  si  bien  seria  aceptable  este  tipo  cuando  se  tu- 
viera que  hacer  un  asiento  para  cada  finca,  no  puede  de  manera  alguna 
adoptarse,  dado  el  sistena  de  la  ley,  de  incluir  en  un  sólo  asiento  de 
presentación  todas  las  fincas  que  el  titulo  comprenda;  con  tanta  máa 
razón,  cnanto  que  el  estado  de  subdivisión  de  nuestra  propiedad  in- 
mueble trae  consigo  la  agrupación  en  un  sólo  titulo  de  m nonas  fincas» 
y  no  es  equitativo  que  el  Registrador  perciba  iguales  derechos  por  un 
asiento  comprensivo  de  una  sola,  que  por  otro  en  que  debe  reseQar%cien 


376  RJSVISTA  ME  LKfilSUAQlON* 

Para  eonseguirlo  es  indispeosable  establecer  ana  «soala  gradual;  y 
así  como  ea  interés  del  público  ha  adoptado  el  tipo  mínimo  qae  boy  se 
cobra  por  cada  inscripción,  atento  i  ese  mismo  interés  el  Ministro  qae 
somete  ala  aprobación  de  las  Cortes  su  pensamiento,  no  cree  que  debe 
llegarse  hasta  el  máximun  indicado,  porque  entiende  (|«e  con  menos 
de  la  mitad  está  suficientemente  recompensado  el  trabajo  del  Registra- 
dor, que  no  debe  ver  en  el  desempeñe  de  su  cargo  una  empresa  lucra- 
tiva, y  sí  sólo  el  medio  de  vivir  decorosamente^  en  cambio  de  sus  ser- 
vicios al  Estado.  Por  esto  se  fija  en  SO  pesetas  el  máximun  á  que  pue- 
den ascender  los  honorarios  que  el  Registrador  perciba  por  la  inscrip- 
cioB  6  anotación  de  cada  finca  ó  derecho  cuyo  valor  sea  de  So,000  pe- 
setas en  adelante. 

La  tristísima  situación  de  los  Registradores  que  desempeñan  su 
cargo  en  comarcas  donde  la  subdivisión  de  la  propiedad  ha  llegado  á 
un  extremo  tal  de  haber  fincas  valuadas  en  seis  pesetas,  y  que  disfru- 
tan pro-indiviso  dos  ó  más  personas,  y  donde  por  consiguiente  el  Regia* 
tro  Bo  produce  lo  extric^mehte  necesario  para  la  manutención,  no  ya 
de  una  familia,  sino  de  una  sola  per&ona,  obligó  al  que  suscribe  á  pedir 
á  las  Cortes  la  consignación  en  el  presupuesto  vigente  del  crédito  ne- 
cesario para  satisfacer  1 ,000  pesetas  anuales  á  aquellos  Registradores 
que  en  años  anteriores  no  habían  percibido.  3,000  pesetas  por  sus  ho- 
norarios; y  como  ni  aun  esa  cantidad  es  suficiente  para  que  unida  á  los 
honorarios  puedan  atender  á  las  más  apremiantes  necesidades  de  Ja  vi- 
da, puesto  que  hay  Registros  que  no  producen  por  término  medio  600 
pesetas  anuales,  y  pasan  de  400  los  que  no  llegan  á  producir  S,500«  de 
cuya  suma  aun  hay  que  deducir  lo  menos  una  cuarta  parte  para  gas- 
tos de  material,  y  como  el  estado  del  Tesoro  retrse  al  que  suscribe  de 
Íiedir  un  aumento  considersble  á  la  cantidad  presupuestada,  se  vé  ea 
a  necesidad  de  proponer  una  alteración  en  el  núm.  M  del  vigente 
Arancel. 

Según  éste,  el  Registrador  por  todas  las  operaciones  necesarias  pa- 
ra inscribir  una  finca  ó  derecho  cuyo  valor  no  exceda  de  125  peseiaa 

devenga  los  honorarios  con  arreglo  á  la  siguiente  escala; 

Pesetis.  Cénis. 

Si  la  finca  ó  derecho  vale  de  75  á  125 'pesetas i 

De  50  á  75 " »  '  75 

De  SI5  d  50 *  50 

De  menos  de  25 '  »  25 

A  la  ilustración  de  las  Cortes  no  puede  ocultarse  lo  mezquino  de  loa 
honorarios  de  esta  escala.  Título  hay  de  finca  de  25  pesetas  que  dá  im* 
gar  por  lo  menos  á  las  siguientes  operaciones: 

I  .*^    Examen  del  título. 

9.^    Asiento  de'presentacion. 

3.^    Inscripción. 

4.^    Nota  marginal  en  el  libro  Diario. 

5.^    Nota  al  pié  del  titulo. 

6.^    Asiento  en  los  índices. 

7.*    Asiento  en  el  libro  de  estadística;  y 

8.^    Asiento  en  el  de  bonorarios* 

Total,  ocho  operaciones,  on  las  que  lo  menos  ha  de  invertir  dos  ho- 
ras, y  por  las  que  sélo  devenga  un  real  de  vellón^  que  no  percibe  por 
completo,  porque  tiene  que  deducir  el  descuento  para  el  Tesoro;  y  ten* 
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gase  en  cventft  que,  eomo  eftto  es  lo  frecuente  en  Asturias,  Galieia,  León 
y  otras  provineias,  en  que  la  inmensa  mayoría  de  las  fincas  no  llegan  ¿ 
▼aloarsé  eo  IS6  pesetas,  no  piede  tener  el  Registradoi;  compensación 
•o  los  bonorarios  que  devengaría  si  tuviese  que  inscribir  fincas  de  mar* 
yor  valor. 

Es  por  tauto  indispensable  aumentar  algo  los  honorarios  por  las  fin- 
cas de  escaso  valor,  fijando  un  derecho  módico  que  compense  en  parte 
el  trabajo  del  Registrador,  sin  que  retraiga  al  propietario  de  inscribir, 
y  al  efecto  se  propone  que  cuando  la  finca  ó  aerecbo  que  se  inscriba 
sea  de  un  valor  menor  de  135  pesetas  devengue  una  al  Registrador;  2, 
ai  el  valor  es  de  ISd  ¿  menos  de  860,  y  3  si  vale  de  250  á  menos  de  500, 
quedjfcudo  al  arbitrio  del  propietario  de  pequeñas  fincas  hacer  menos 
gravosa  su  inscripción,  toda  ves  que  el  art.  321  del  reglamento  le  au- 
toriza para  agrupar  varias  fincas  en  una  sola,  atreviéndose  á  asegurar 
a  Jas  Cortes  que  si  el  proyecto  llega  á  ser  ley,  cesará  Ja  necesidad  de  la 
subvención  que  boy  disfrutan  49  Registradores, 

Insignificantes  son  las  variaciones  que  se  introducen  con  respecto  á 
los  honorarios  por  certificaciones,  y  sólo  merecen  especial  mención  las 
relativas  á  los  derechos  de  busca,  que  el  vigente  Arancel  fija  en  31  Vs 
eéniimos  de  peseta  por  cada  año,  cuyos  asientos  se  consulte,  tipo  que 
el  MiilisUt>  (jne  suscribe  entiende  debe  reducirse,  concediendo  en  cam« 
bio  bonorarios  por  la  busca  en  los  libros  modernos,  y  fijándolo  en  25  cén- 
timos por  cada  ailo  y  finca  ó  derecho  de  que  se  haya  de  expedir  certi- 
ficación, sin  que  en  ningún  caso,  y  sea  cualquiera  el  ntmero  de  ai^os 
Sue  debar  consultar,  pueda  exigir  más  de  1  %  pesetas  por  ,cada  finca, 
eñálanse,  por  illtimo,  en  el  proyecto  los  honorarios  que  han  de  per- 
cibir Km  Registradores  por  los  expedientes  de  liberación,  cuya  instruc- 
•ion  les  encomiendan  las  disposiciones  vigentes,  y  que  ocasionan  un 
Irabajo  que  la  justicia  y  la  equidad  exigen  sea  retribuido  en  propor- 
ción al  valor  de  la  finca  que  ba  de  quedar  limpia  de  grava nicnes. 

Para  completar  la  reforma,  se  propone  en  el  provecto  que  los  inte- 
resados en  las  operaoiones  de  registro  no  estén  obligados  á  satisfacer 
eaotidad  alguna  en  concento  de  honorarios,  sin  que  previamente  se 
aseguren  de  )a  conformidad  del  recibo  detallado  que  deberán  entregar- 
les los  Registradores,  con  el  correspondiente  talón  que  ha  de  servir  de 
comprobante  de  la  cuenta  que  rinda  el  Registrador  ai  efecto  de  ingre-** 
lar  en  el  Tesoro  la  parte  correspondiente. 

La  derogación  de  los  artículos  de  la  vigente  ley  Hipotecaria  y  su 
reglamento,  qne  se  propone  en  el  art.  S.^  del  proyecto,  es  una  conse- 
euencift  de  la  variacton  de  bases  partee!  cobro  de  honorarios  por  las 
Hiscripeiones  y  anotaciones,  puesto  que  el  art.  934  tuvo  por  objeto 
•vitar  gastos  á  los  interesados^  al  disponer  que  cuando  un  título  com- 
prendiese muchas  fincas,  se  hiciese  una  sola  inscripción  extensa  en  ca*- 
ia  término  municipio  y  todas  las  demás  concisas;  y  como  dada  la  base 
del  proyectado  Arancel  es  indiferente  la  extensión  que  se  dé  á  todas, 
potque  no  podrán  aumentar  ni  disminuir  los  honorarios  del  Registra-^ 
dor,  cesa  la  raaen  de  la  diferencia  entre  inscripciones  extensas  y  con- 
cisas; y  lodas,  si»  distinción,  deberán  contener  las  circunstancias  que 
deterannan  hs  artículos  9.^  y  siguientes  de  la  ley  y  concordantes  del 
reglamenta,  con  lo  cual  se  conseguirá  que  haya  ia  debida  claridad  en 
la  nistoria  de  cada  finca,  y  se  evitará  el  tener  que  acudir  á  otros  asien- 
tos para  conocer  detalles  de  importancia  relativos  á  las  inscritas  conci- 
samente. 

TOMO  XLIX.  48 
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£1  art.  3.^  del  proyecto  obedece  á  una  imperiosa  necesidad  qoe  es 
de  suma  urgencia  remediar. 

La  falla  de  locales  i  propósito  para  Aficinas  y  areliivo  del  Registro 
en  muchas  poblaciones  de  España  ha  llamado  sériameote  la  atención 
del  Gobierno:  pues  si  bien  hasta  el  día,  y  gracias  á  sacrificios  de  los 
Registradores,  no  ha  ocurrido  un  conflicto,  hay  que  tener  en  cuenta 
que  Ja  dificultad  de  encontrar  casas  de  alquiler  que  reúnan  las  condi- 
ciones indispensables  para  la  seguridad  y  conservación  de  libros  y  le- 
gajos crece  de  dia  en  dia,  porque  cada  año  aumentan  considerablemen- 
te los  que  han  de  archivarse. 

La  Dirección  del  ramo  ha  visto  con  justificada  alarma,  al  girar  visi» 
tas  de  inspección  á  Registros  rurales,  que  hay  alguno  de  tercera  clase  si- 
tuado en  población  de  escasa  importancia,  cuyo  archivo  se  compone  ya 
de  más  de  300 libros  y  un  numero  proporcionado  de  legajos,  y  que  el  dia 
en  que  por  cualquier  motivo  se  viese  el  Registrador  desalojado  de  la  ca* 
sa,  no  encontraria  otra  en  que  tener  los  libros.  Con  amargura  ha  visto 
también  otros  en  que  oficina  y  archivo  están  en  casa  de  hospedaje;  otros 
en  que  el  Ref^istrador  tiene  la  oficina  en  distinta  casa  de  la  que  vive,  y 
con  prohibición  de  entrar  en  aquella  fuera  de  ocho  horas  diarias,  según 
pacto  que  la  necesidad  le  obligó  á  firmar  con  el  dueño;  y  en  pobiacto- 
nes  como  Hadrid,  Barcelona,  Valencia,  etc.,  necesita  el  Registrador 
hacer  grandes  sacrificios  para  encontrar  quien  quiera  alquilar  locaíoa 
que  han  de  sostener  el  peso  del  archivo.  Y  no  es  este  solo  el  mal.  Las 
oficinas  del  Registro  no  pueden  cerrarse  al  publico  ni  un  solo  dia:  des- 
de el  momento  en  que  por  cualquier  causa  queda  vacante  un  Registro, 
el  Promotor  fiscal  debe  hacerse  car^o  provisionalmente  de  la  oficina;  y 
si  el  Registrador  que  cesa  ó  su  familia  no  puede  ó  no  ouiere  continuar 
con  ella  en  su  casa,  se  verá  el  Promotor  obligado  á  trasladarla  á  su  eos* 
ta,  y  con  el  riesgo  de  extravío  ó  deterioro  consiguientes,  cuando  aca- 
so á  los  pocos  dias  haya  de  hacerse  otra  traslación,  por  presentarse  el 
sucesor  nombrado  para  desempeñar  el  Registro.  Preciso  es,  pues,  y  ur- 
gen tifiimo  que  el  Gobierno  se  anticipe  á  conjurar  el  conflicto  que  am^- 
Daza,  y  que  ya  se  previo  al  planteamiento  de  la  ley  Hipotecaria,  reco- 
nociendo en  Real  orden  de  28  de  Junio  de  4861,  la  necesidad  de  que  el 
Estado  facilitase  locales  á  propósito;  y  dada  la  angustiosa  situación  del 
Tesoro  público  y  municipal,  el  Ministro  que  suscribe  no  vé  otro  medio 
oue  el  de  destinar  una  parte  de  los  honorarios  que  los  Registradores 
devenguen  á  la  adquisición  ó  construcción  de  casas-archivos  en  que 
puedan  establecerse  de  un  modo  permanente  las  oficinas. 

Asi  lo  propone  el  art.  3.^;  y  si  sus  cálculos  son  aproximados  á  la 
verdad,  espera  que  en  un  período  de  pocos  años  el  Estado  habrá  ad-* 

Suirido  sin  desembolso  alguno  474  casas- archivos  para  los  Registros 
e  la  propiedad. 
Para  conseguirlo  pide  en  el  art.  4.^  del  proyecto  que  se  autorice  al 
Gobierno  para  contratar  la  construcción  de  casas-archivos  por  medio 
de  subastas,  ó  para  adquirir  directamente,  ya  que  no  hava  posibilidad 
de  subasta,  edificios  á  propósito,  que  en  la  generalidad  de  los  casos 
será  lo  más  económico,  rápido  y  ventajoso,  dejando  para  un  Real  de*» 
creto  que  deberá  dictarse  previa  consulta  del  Consejo  de  Estado  en 
pleno,  fijar  los  trámites  del  expediente  que  ha  de  instruirse  en  cada 
caso,  así  como  las  disposiciones  conducentes  á  la  administración  y  apli- 
cación de  los  fondos  destinados  al  expresado  objeto. 

Expuestas  ya  las  principales  razones  en  que  se  funda  la  reforma 
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3 pe  el  llinistro  qoe  suseribe  entiende  necesaria,  somete  á  la  ilnstrada 
eliheracion  de  las  Cortes  el  adjunto  proyecto  de  ley. 
Madrid  6  de  Noviembre  de  4816. — £1  Ministro  de  Gracia  y  Justicia, 
Cristóbal  Martin  de  Herrera. 

Proyecto  de  ley  reformando  el  Arancel  para  el  cobro  de 
honorarios  que  deven^en  los  Registradores  de  la  pro- 
piedad. 

Artícnlo  \  .^    £1  Arancel  de  honorarios  de  los  Registradores  se  sosti- 
tnirá  por  el  siguiente 

Arancel  á  que  deben  sujetarse  los  registradores  de  la  promedad 

PARA  EL  cobro  DE  LOS  HONORARIOS  QUE  DEVENGUEN. 

Exátnen  de  títulos^  asientos  de  presentación  y  notas  respectivas. 

Numero  I.®    Por  el  examen,  asiento  de  presentación,  nota  marginal  y 
nota  al  pié  de  cnalquier  título,  comprensivo  dé  una  á  cinco  fincas  cu- 
ya inseripeion,  anotación  ó  nota  marginal  se  solici- 
te, exceptuando  las  cancelaciones  y  entendiéndose     r«MtM  Cratt. 
pcHT  un  título  el  documento  ó  documentos  que  deban    '■ 
dar  lugar  ¿  un  asiento  de  presentación 1      50 

Número  2.®    Si  contuviese  más  de  cinco  fincas,  se  observará  la  si- 
guiente escala: 

Pesetis  Cents. 

De  6  i  10 2      » 

De  HáíO 3      » 

De  «I  á  30 i      » 

De  34  en  adelante 5      » 

Número  3.®  Cuando  el  título  que  deba  examinar  el  Re- 
gistrador pasare  de  50  folios,  cobrará  además  por  cada 

lólio  que  excediere * >      5 

Número  4.®  Si  el  valor  de  la  finca  ó  fincas  comprendi- 
das en  el  título  no  Uegare  á  425  péselas^  cobrará,  cual- 
quiera que  sea  el  número  de  fincas  y  folios  que  contenga.        »      50 

Cancelaciones, 

Número  5.^  Por  todas  las  operaciones,  incluso  el  asiento 
de  presentación  y  notas  para  la  cancelación  ó  redención 
de.  hipotecas,  censos  ó  derechos  reales  cuyo  valor  no  lle- 
gue á  425  pesetas,  hecha  á  instancia  de  parte,  se  de- 
vengará por  cada  finca 4      » 

Si  la  finca  ó  derecho  vale  de  425  á  menos  de  500  pe- 
setas  •  •  •       2      ^ 

Pasando  de  esta  cantidad •  •  *.       ^      * 

Si  la  cancelación  se  deniega,  se  aplicarán  los  anteriores  números 

del  Arancel. 

Notas  especiales,  inscripciones  y  anotaciones.  Peteus.  Cents. 

Número  6.^  Cuando  por  oonsecuencia  de  la  preaestaeioA 
no  deba  verifioarse  inscripeion  ni  anotscion,  y  si  ex- 
tender notas  marginales  en  el  antiguo  ó  nuevo  Regis- 
tro, por  cada  uno  ée  ellas. 4      » 

Por  cada  nota  de  Ua  comprendidas  en  el  ait.  46  de  la  ley.       4      » 


SSO*  REVISTA  BK  LS6i5I«áCl<Mf. 

Número  7.^  Por  cada  inseripcion  ó  anoUcioo  y  eonsigiiiefites  notas 
marginales  que  no  estén  comprendidas  en  los  números  precedentes,  se 
cobrará  la  cantidad  fija  qne  se  establece  en  ia  siguÁente  escala: 

Pesetas.  Cents. 


"••< 


Por  cada  finca  ó  derecho  cojo  valor  no  llegue  á  12$  pe* 

setas*  ••••■•••••■••.         .•••••••      •  4'  s* 

De  Ifo'á  250'exciu8ive,  '.  .  '.  *.  '.  .'.'..,...  \  .  *.  '.  .  i  » 

De  t50  á  500  idem 3  » 

De  500  á  10,000  idem 5  » 

De  10,000  á  15,000  idem,  .  •  •  r 10  » 

De  15,000  á  20,000  idem. 15  » 

De  20,000  á  25,000  idem 20  » 

De  25,000  en  adelante 25  » 

Por  la  conversión  en  inscripción  de  la  anotación  lomada  por  defec- 
to subsanable  y  por  la  de  suspensión  de  anotación  en  anoUcion  pre- 
ventiva, se  devengará  la  mitad  de  los  honorarios  señalados  en  ia  pre- 
cedente escala.  Para  el  cobro  de  honorarios  por  los  contratos  de  arren- 
damiento, servirá  de  tipo  la  cantidad  que  se  baya  de  pagar  en  todo  el 
tiemj)o  del  contrato.  Si  no  se  fijase  el  tiempo  de  duración  del  contrato, 
servirá  de  tipo  el  importe  de  doce  anualidades.  Para  el  de  los  que  se 
devenguen  por  inscripción  ó  anotación  y  notas  marginales  de  servi- 
dumbres, el  5  por  100  del  valor  del  predio  dominante. 

Manifestación  de  los  asientos,  certificaciones  y  busca  de  antecedentes. 

Pesetas.  Céau. 


tmt 


Número  8.°  Por  ia  maniíeMacion  del  registroi  por  cada 
finca,  cualquiera  que  sea  su  valor 1      > 

Número  9.^  Por  la  extensión  de  toda  certificación  rela- 
tiva á  finca  ó  derecho  cuyo  valor  no  llegue  á  500  pe- 
setas  , 1     50 

Número  10.  Por  la  primera  pagina  de  certificación  lil^ 
ral  no  comprendida  en  el  número  anterior 2      » 

Número  1 1 .    Por  cada  i>ágina  más 1      » 

Número  12.  Por  cada  asiento  de  que  se  expida  certifica- 
ción en  relación  referente  á  finca  ó  derecho  cuyo  valor 
sea  de  500  ó  más  pesetas.  . ; %      » 

Número  13.  Por  la  certificación  de  no  existir  asiento  de 
ninguna  especie  ó  de  especie  determinada  sobre  bienes 
señalados,  ó  á  cargo  de  ciertas  personas,  se  cobrará  por 
cada  Snca • 2    50 

Si  la  certificación  ae  refiere  á  fincas  inscritas  en  la  antigua  Conta- 
duría, se  considerarán  para  este  efecto  como  una  sola  finca  todas  las 
que  estuvieren  comprendidas  en  un  asiento.  • 

Número  1 4.    Por  la  busca  en  el  antiguo  ó  nuevo  Registro  para  hacer  la 
manifestación  ciando  noee  determine  el  fólio  y  nbro  en  que  se  ha- 
lla la  finca,  ó  para  ex^^ir  las  aertificaoiones  á  que 
se  refieren  los  ntlmeros  aa  teríore»  por  cada  finca  y  año     Pentu.  r.énts. 

qae  deba  buscarse,  si  los  fija  el  que  pide  la  certifica-*    ■■■ 

Clon  ó  mani/estacion. »    25 
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El  total  de  hoDor&ríos  qaa  por  este  concepto  percibe  oí  registrador 
no  podrá  en  níngni  caso  exceder  de  49  pesetas  porcada  finca. 

Si  se  solicita  ü  ordena  dar  la  certificación  por  tiempo  indetermina- 
do y  respecto  de  loe  bienes  6  derechos  qne  resolten  en  favor  ó  á  cargo 
de  persona  determinada,  el  registrador  solo  doTengará  derechos  de 
busca  desde  la  creación  del  Registro,  como  si  se  tratara  de  ana  sola  fin- 
ca, si  la  diese  negatira  ó  solo  hallare  un  asiento  por  finca  que  deba 
comprender  en  la  cerüficacion.  Si  hallare  otro  ó  más  asientos,  percibi- 
rá entonces  loe  honorarioe  correspondientes  á  cada  finca,  desde  la  fe» 
cha  del  primer  asiento  en  adelante.  Pero  en  ningún  caso  podrán  exce- 
der los  honorarios  del  límite  marcado  en  el  párrafo  anterior. 

Pesetas  Cents. 

Si  el  gue  pide  la  manifestación  ó  certificación  no  deter- 
mina el  año  ó  años  á  aue  una  d  otra  debe  referirse...      it      » 
Cuando  el  valor  de  la  nnca  objeto  de  la  manifestación  ó  certificación 
no  llegue  á  250  pesetas,  solo  se  cobrará  la  mitad  de  los  honorarios  se- 
ñalados en  los  párrafos  precedentes. 

Fígpedieníes  de  Uberacion. 

Número  15.  '  Por  todas  las  operaciones  á  cargo  del  registrador  en  la 
instrucción  de  expedientes  de  liberación  hasta  la  remisión  al  Juagado, 
se  observará  la  siguiente  escala: 

Pesttis.  C¿nta. 

Cuando  el  expediente  se  refiera  á  una  sola  finca  cuyo  va- 
lor no  llegue  á  500  pesetas 5  d 

Si  la  finca  vale  de  500  á  menos  de  S,500  pesetas \%  » 

Desde  t,500  en  adelante 23  » 

Cuando  el  expediente  se  refiera  á  dos  ó  más  fincas  euyo 

valor  total  no  llegue  á  500 8  » 

Si  valen  de  500  á  menos  de  2,500. 18  » 

Desde  2,500  en  adelante 40  » 

Los  registradores  de  la  propiedad  no  deberán  percibir  cantidad  al« 
guna  en  concepto  de  honorarios  sin  que  la  persona  que  los  satisfaga 
recoja  recibo  detallado  y  firme  en  el  respectivo  talón,  que  habrá  ae 
conservarse  en  la  oficina,  la  conformidad  con  aquel.  Si  no  supiere  fir- 
mar, deberá  hacerlo  un  testigo  á  ruego. 

Art.  2.^  Quedan  derogados  los  artículos  234,  235,  236  y  343  de  la 
ley  Hipotecaria  de  21  de  Diciembre  de  1869;  el  26  del  Reglamento  para 
su  ejecución,  excepto  en  su  último  párrafo,  y  los  dos  primeros  del  98. 

Art.  3.^  Por  cada  inscripción  ó  anotación  que  practique  el  regis- 
trador de  fincas  ó  derechos  cuyo  valor  sea  de  15,000  ó  más  pesetas,  de- 
berá depositar  5,  que  se  destinarán  exclusivamente  al  pago  de  casas- 
archivos  para  todos  los  Registros  de  la  propiedad.  Asimismo  deposita- 
rán 50  céntimos  de  peseta  cada  vez  qne  devenguen  dos  pesetas  50  cén- 
timos, con  arreglo  al  número  13  del  Arancel. 

Las  expresadas  cantidades  ingresarán  periódicamente  en  una  caja 
especial  que  habrá  en  la  Dirección  general  del  ramo,  y  no  se  computa- 
rán al  registrador  para  los  efectos  del  descuento. 

Art.  4.^  Se  autoriza  al  Gobierno  para  aue  pueda  contratar  por  me- 
dio de  subasta  la  construcción  de  casas-arcnivos  para  los  'Registros  de 
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la  propiedad,  ó  adquirirlas  directamente,  previo  el  oportono  expodieii' 
te,  podiendo  satisfacerse  so  importe  al  contado  ó  á  plaaos,  dando  en  este 
caso  en  garantía  los  productos  que  se  destinan  á  este  efecto,  todo  con 
sujeción  á  las  prescripciones  que  se  eslablescan  en  un  Real  decreto  que 
al  efecto  deberá  expedirse  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  pre- 
via consulta  del  Consejo  de  Estado  en  pleno 

Art.  5.^  Desde  el  día  que  ios  registradores  de  la  propiedad  empie- 
cen á  disfrutar  de  la  casa-archivo,  deberán  satisfacer  el  4  por  l<M)  anual 
de  la  cantidad  estipulada  para  su  adquisición,  y  su  importe  ingresará 
en  la  caja  especial  á  los  efectos  del  art.  3.^ 

Art.  6.^  Una  vez  provistos  de  casas-archivos  todos  los  Registros  de 
la  propiedad,  y  satisfecho  su  importe,  cebará  la  obligación  que  se  im- 
pone á  los  registradores  por  los  artículos  3.^  y  5.^,  y  se  entenderá  sus- 
tituido el  número  7.^  del  Arancel  por  el  siguiente: 

Número  7.^  Por  cada  inscripción  ó  anotación  y  consiguientes  notas 
marginales  que  no  estén  comprendidas  en  los  números  precedentes,  se 
cobrará  la  cantidad  fija  en  la  siguiente  escala: 

Pesetas.  Ctati. 

Por  cada  finca  ó  derecho  cuyo  valor  no  llegue  á  125  pe- 
setas   I  » 

Pe  185  á  250  exclnslve 2  » 

De  250  á  500  idem 3  » 

De  500  á  40,000  idem 5  » 

De  10,000  á  20,000  idem 10  » 

De  20,000  á  25,000  idem 15  » 

De  25,000  en  adelante 20  » 


DISPOSICIÓN  TRANSITORIA. 


Por  la  Dirección  general  de  los  Registros  civil  y  de  la  propiedad  y 
del  Notariado  .se  dictarán  las  medidas  oportunas  para  proveer  de  libros 
oficiales  de  recibos  talonarios  á  los  registradores,  que  satisfarán  su 
importe. 

Madrid  6  de  Noviembre  de  1876.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicial 
Cristóbal  Martin  de  Herrera. 


ei^QAiQ)!  it(iey«)»iii^f(«ft. 


Cstaáias  4e  dereeho  roniAno^  comparado  én  algunos  puntos 
con  el  francés^  inglés  y  escocés  por  Lord  Mackenzib,  tradacido,  anota- 
do y  comparado  con  el  español  por  L.  Innebaritt  y  G.  de  Azgárate. — 
Madrid,  Libr.  de  Góngora,  1876. — I  tomo,  20  y  23  rs. 

Al  Sr.  Azcárate.  en  colaboración  con  el  Sr.  lonerarity,  se  debe 
la  Irudaccion  de  esté  libro  que  es  uno  de  los  mejores  compendios 
que  acerca  del  Derecho  romano  se  han  escrito  y  que  puede  servir 
con  algún  fruto  para  la  juventud  estudiosa. 

Un  extenso  índice  bibliográfico  precede  á  la  obra  y  en  él  se  en- 
cuentran casi  todos  los  trabajos  sobre  Roma  y  su  jurisprudencia, 
escritos  á  la  aparición  de  estos  estudios.  Sigue  una  breve  historia 
del  Derecho  romano  por  el  método  usado  generalmente  entre  nos- 
otros, inferior  ai  empleado  por  el  autor  belga  Van  Wetter,  y  conti- 
núa el  autor  con  la  exposición  de  las  instituciones  jurídicas  del  de- 
recho justinianeo,  cuya  historia  interna  está  un  tanto  descuidada. 

£1  paralelo  establecido  por  el  autor,  entre  el  derecho  romano  y 
el  francés^  inglés  y  escocés,  está  brevemente  hecho  y  á  causa  de 
esto  presentando  formadas  ya  las  instituciones  en  las  diversas  leyes, 
no  deja  comprender  tan  á  las  claras,  como  si  estudiase  su  desenvol- 
yimieoto,  las  estrechas  relaciones  que  muchas  veces  guardan. 

Las  anotaciones  de  los  traductores,  se  limitan  á  lo  más  indispen- 
sable y  no  desdicen  del  carácter  de  compendio  que  caracteriza  al 
libro.  La  traducción  está  correctamente  hecha,  y  sus  autores  han 
prestado  con  ella  un  servicio  de  bastante  importancia,  á  causa  de 
la  inutilidad  y  escaso  valor  de  los  mannalés  que  entre  nosotros  pa- 
saban como  cosa  corriente. 


*  •  * 


II  divorelo  considéralo  nella  teoria  i  nella  práliea^  por  Domeni- 
codi  Bernardo. — Yolnme  único. — Palermo.  —Tip.  de  Antonino  Natale, 
4875.— Preizo,  lire  6,00. 

Entre  todos  los  problemas  jurídicos  que  hoy  se  presentan  á  la 
atención  de  los  legisladores,  es  el  más  difícil  de  resolver,  ó  por  lo  me- 
nos, el  más  discutido,  la  constitución  de  la  familia  y  en  particular 
el  divorcio.  Admitido  por  unos  pueblos,  rechazado  por  otros,  defen- 
dido de  una  parte  como  útil  y  conveniente,  tachado  por  otra  de  in- 
moral y  anticristiano,  ha  dado  el  divorcio  margen  á  libros  y  folletos, 
artículos  y  discursos  sin  cuento,  y  apesar  de  ello  ni  la  materia  se 
agota  ni  llegan  á  un  común  acuerdo  los  tratadistas.  Lo  que  se  ha 
conseguido  únicamente^  es  que^  partiendo  de  la  base  de  que  la  fa- 


384  REVISTA  DK  LBGISLACIOEf. 

milia  es  indisoltible,  se  limiie  el  probtema  á  ^reginiUir  si  es  justo  el 
divorcio  CQ  el  caso  de  adulterio  y  re-hazar  como  absurda  la  separa- 
cioQ  de  los  cónyuges  por  mutuo  disenso ,  que ,  en  época  de  fiebre, 
defendieroa  aJgunos  optiiDístas  en  demasía,  sia  ocMnprettéer  lo  fu* 
nestoifueeo  la  realidad  hubiera  sido. 

La  pregunta,  pues,  que  hoy  puede  formularse  es  la  siguiente: 
¿dado  el  caso  de  adulterio,  debe  existir  el  divorcio?  T  existiendo  el 
divorcio  ¿puede  haber  un  segundo  matrimonio  para  los  cónyuges  ó 
sólo  para  el  no  culpable?  A  ella  trata  de  contestar  el  libro  del  señor 
Domenico  di  Bernardo,  dividido  en  tres  partes  en  que  se  presenta 
el  problema  con  los  argumentos  en  pro  y  en  contra,  se  estudian  las 
opiniones  de  los  diversos  autores,  y  se  examinan  por  ultimólas  le- 
gislaciones, sobreestá  materia,  vigentes. 

El  asunto  está  detenidamente  tratado,  y  revela  los  grandes  co- 
nocimientos de  su  autor  y  la  preferencia  con  que  ha  estudiado  esta 
materia.  Imposible  seria  en  un  breve  artículo  bibliográfico  dar 
cuenta  de  todos  los  datos  que  este  libro  contiene.  Baste  decir  que  la 
solución  que  al  problema  trae  el  Sr.  Domenico  di  Bernardo  es  la  que 
hoy  generalmente  se  recomienda,  admitir  la  posibilidad  del  divorcio 
en  caso  de  adulterio,  y  consentir  el  segundo  matrimonio  sólo  para 
el  cónyuge  inocente.  En  el  terreno  del  derecho  vienen  hoy  á  con- 
venir en  estas  conclusiones  casi  todos  los  jurisconsultos,  pues  el  adul- 
terio rompiendo  el  vínculo  matrimonial,  equivale  á  la  muerte  del  es- 
poso criminal,  y  deja  en  libertad  al  otro  para  contraer  segundas 
nupcias  y  conservar  consigo  los  hijos. 

Pero  si  á  esto  no  pueden  ya  oponerse  objeciones  serías,  y  si  los 
datos  aducidos  por  el  Se.  di  Bernardo  sonde  gran  valor,  podría 
discutirse  mucho  esa  recomendación  del  divorcio  que  el  autor  en- 
cuentra en  el  Cristianismo.  Tal  vez  algún  texto  de  los  evangelistas 
lo  defienda,  pero  siempre  tendrá  en  contra  esta  institución  el  perdón 
de  la  mujer  adúltera  y  el  cuidado  especial  de  la  Curía  romana  de 
no  dar  por  terminadas  sino  en  casos  extraordinarios  las  demandas 
de  divorcio  ante  ella  interpuestas.  Y  no  puede  por  esto  hacerse  un 
cargo  á  esta  religión  que  no  ha  pretendido  fundar  un  derecho  sino 
una  moral  que,  basada  en  la  idea  del  perdón,  como  toda  moral 
racional,  aconseja  siempre  tender  al  pecador  una  mano  protectora 
y  dejar  abierta  por  medio  de  una  reconciliación  posible  el  camino  pa- 
ra redmrir  al  culpable  arrepentido;  que  para  eso  se  eleró  el  matri- 
monio á  la  altura  de  Sacramento  colocándolo  soSre  la  humillación 
del  pecado. 


*  *f  é 
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DERECHO  CIVIL. 

EMIGl  Y  EXÁHEH  H  NOESTRAS  LEYES  Y  TRATADOS 

SOBRE  LA  PROPIEDAD  LITERARIA  (1). 

(Artículo  6/) 
I. 

Expuestas  en  los  artículos  anteriores  las  disposiciones  de  la  ley 
de  i  O  de  Junio  sobre  propiedad  literaria  acerca  de  las  obras  que  re- 
ciben su  existencia  por  medio  de  la  impresión,  ó  que  sólo  tienen 
por  objeto  servir  de  lecturdi,  vamos  á  examinar  en  el  presen- 
te las  prescripciones  que  se  refieren  á  las  obras  dramáticas  ó  musi- 
cales» cuando  tienen  uA  modo  propio  y  particular  de  darse  al  públi- 
co por  medio  de  laé  representaciones  en  el  teatro.  Cuando  se  publi- 
can por  medio  de  la  imprenta»  del  grabado  il  otro  semejante ,  en- 
tran en  la  clase  de  las  demás  obras  intelectuales ,  y  quedan  sujetas 
á  sus  disposiciones  generales  respecto  al  derecho  de  reproducirlas, 
siéndoles  en  su  consecuencia  aplicable  la  doctrina  que  acerca  de 
ellas  hemos  expueéto.  Sin  embargo^  conviene  indicar  aquí  la  mane- 
ra de  aplicarse  algunas  de  las  disposiciones  mencionadas  á  esta  cla- 
se de  obras^  teniendo  en  consideración  su  naturaleza  peculiar  de 
obras  representables. 

I!. 

Estando  prohibido  por  el  art.  10  de  la  ley  de  propiedad  titera- 
ria  la  Reproducción  de  toda  clase  dé  obras  por  medio  de  manuscri- 
tos, se  suscita  la  duda  sobre  si  podrán  las  empresas  teatrales  sacar 
copias  manuscritas  de  los  dramas  para  su  representación  dejando  de 
comprar  ejemplares  impresos.  Esta  cuestión  se  resuelve  distinguien- 
do si  se  sacan  estas  copias  para  la  distribución  de  papeles  á  los  ac- 
tores, ó  para  uso  de  los  apuntadores  ó  para  cualquiera  objeto  que 
requiera  copia  manuscrita,  j^a  por  causa  de  la  mejor  feproduccion 

(I]    Yóansd  las  págs.  32,  157,  273  y  34i  de  este  tomo. 
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de  la  obra  ó  por  ser  costumbre  introducida  en  los  teatros,  pues 
entonces  no  hay  defraudación  de  su  propiedad;  pero  si  las  copias  se 
sacan  con  el  objeto  de  eludir  la  compra  de  los  ejemplares  impresos 
hay  defraudación  ó  usurpación,  porque  se  perjudica  al  autor  y  con 
el  fio  de  especular. 

Cedido  á  un  editor  el  derecho  de  propiedad  de  un  drama  por  su 
autor,  no  se  entiende  que  se  cedió  el  de  representación  si  no  se  con- 
signa expresamente  en  el  contrato  de  cesión  porque  estos  derechos 
son  dislintos. 

El  depósito  que  prescribe  ei  art.  i3  de  la  ley  ya  expuesto,  no 
tiene  lugar  respecto  de  los  manuscritos  de  las  obras  dramáticas  re- 
presentadas y  no  impresas;  así  es  que  el  haberse  impreso  sin  pré- 
TÍo  depósito  no  priva  al  autor  del  derecho  exclusiyo  de  represen- 
tación. 

Acerca  de  la  tradnccion  hecha  en  España  de  ios  dramas  espa- 
ñoles impresos  rigen  las  mismas  doctrinas  expuestas  al  explicar  el 
artículo  S.*"  de  la  ley^  con  aplicación  ¿  las  traducciones  de  las  obras 
científicas  y  literarias.  La  verificada  en  el  extranjero  es  permitida 
libremente  respecto  de  los  países  donde  se  han  dictado  reglas  so- 
bre este  punto  en  tratados  internacionales  celebrados  con  nuestra 
patria^  según  expondremos  al  tratar  de  estos  más  adelante. 

IIL 

Respecto  de  las  obras  dramáticas  compuestas  de  verso  y  de  mú- 
sica, de  las  óperas  ó  zarzuelas,  base  suscitado  la  cuestión  sobre  si 
hay  en  ellas  dos  propiedades  distintas,  de  modo  que  una  de  las  pro* 
piedades,  la  del  autor  de  la  música,  pueda  cesar  de  existir  mientras 
subsiste  todavía  la  propiedad  del  autor  del  libro.  Fácil  es  de  cono- 
cer la  importancia  práctica  de  esta  cuestión.  Seria  muy  fácil,  des- 
pués que  se  hubiera  extinguido  el  derecho  de  propiedad  del  autor 
del  libro,  reproducir  la  música  en  el  teatro  aplicándola  á  un  nuevo 
drama,  y  viceversa.  Después  de  extinguido  el  derecho  del  autor  del  li- 
bro, ¿se  podria  adaptar  su  drama  á  una  música  nueva  haciéndose  im- 
productiva la  propiedad  del  autor  de  la  música?  Si  la  propiedad  lite- 
raria se  considerase  bajo  el  aspecto  de  su  importancia,  bajo  el  punto 
de  vista  de  1^  literatura  y  de  las  artes^  la  cuestión  podria  ofrecer 
serias  dificultades.  Hay,  en  efecto,  según  el  teatro  en  que  se  den 
las  representaciones  teatrales  gran  desproporción  en  cuanto  al  mé- 
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rito  de  la  obra,  entre  la  del  autor  del  libro  y  la  del  músico.  En 
efeclo»  ios  libretos  de  una  ópera  italiana  revelan  más  trabajo  que  los 
de  uaa  zarzuela  seria»  y  más  los  de  ésla  que  los  de  una  zarzuela 
para  los  Bufos.  Además,  es  imposible  entrar  en  esta  vía  de  apre- 
dacioa  literaria  sin  tropezar  con  dificultades  inextricables.  Es  pre- 
ciso» pues,  reconocer  que  hay  algo  íntimo  en  esta  colaboración  en- 
tre el  aator  del  libro  y  el  músico,  y  que  este  algo  intimo  crea  una 
propiedad  común.  No  puede  comprenderse  este  trabajo  separadamen* 
te,  puesto  que  para  tener  algún  valor  debe  hacerse  en  comuo.  Pa- 
ra él  es  necesario  que  ambos  autores  discutan  las  situaciones  de  la 
obra;  es  preciso  que  una  mutua  condescendencia^  que  una  inspira- 
ción común  presida  á  la  misma.  Así,  pues,  es  opinión  fundada  y  se 
ha  decidido  en  Francia,  que  no  debe  considerarse  una  ópera  como 
el  conjunto  de  dos  obras  distintas,  el  libreto  y  la  parte  musical,  ca- 
da una  de  las  cuales  constituya  una  propiedad  separada,  sino  como 
nna  obra  colectiva,  sobre  cuyo  conjunto  se  ejerce  el  derecho  de 
propiedad,  tanto  por  parte  del  autor  del  libro  como  por  la  del  au- 
tor de  la  música,  de  suerte  que  la  ejecución  de  la  parte  puramente 
siiisical  de  la  obra,  do  puede  efectuarse  sin  la  autorización,  no  so- 
lamente  del  autor  de  la  música,  sino  también  del  autor  del  libro. 

Pero  DO  se  deduce  del  principio  sobre  que  el  músico  y  el  autor 
del  libro  sean  propietarios  en  común  que  puedan  ceder  su  obra  sin 
el  consentimiento  reciproco;  así  es  que  el  editor  de  la  música  no  se 
halla  autorizado  por  consecuencia  de  la'  cesión  que  le  ha  hecho  el 
compositor,  para  imprimir  el  libro. 

Háse,  pues,  decidido  con  justicia  que  el  autor  de  las  palabras  y 
el  de  la  música  de  una  ópera,  son  copropietarios  de  esta  ópera.  Pero 
esto  debe  entenderse  en  el  sentido  de  que  se  haya  hecho  el  trabajo 
en  común.  Es,  pues^  evidente,  que  el  que  toma  la  música  de  una 
ópera  que  no  ha  compuesto,  para  adaptarla  á  las  palabras  de  una 
obra  dramática  de  su. composición,  no  adquiere  ningún  derecho  so- 
bre esta  música  así  aplicada.  Asimismo,  un  compositor  que  tomare 
las  palabras  de  una  ópera  cuya  música  no  hubiese  compuesto  para 
adaptarlas  á  una  ópera  nueva,  no  es  propietario  de  las  palabras  de 
esta  ópera. 

En  Prusia,  reconoce  la  legislación  que  en  la  composición  de  una 
ópera  el  trabajo  del  músico  es  superior  al  del  autor  de  las  palabras. 
En  efecto,  una  ordenanza  dada  en  1844  dispone,  que  el  derecho 
del  autor  (cuando  se  trata  de  la  representación)  pertenece  solamen* 
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te  al  poeta  coaodo  se  trata  de  una  obra  sin  música;  pero  si  se  trata 
da  una  obra  musical,  sólo  tiene  derecho  á  una  tercera  parte. 

IV. 

Respecto  de  la  representación  de  las  obras  draaiticas^  dispone  la 
ley  de  propiedad  literaoia  ea  el  párrafo  lu*  del  artículo  17,  que  nin- 
guna composición  dramática  puede  representarse  en  los  TeafCro» 
públicos,  sin  el  previo  eonsentimiento  del  autor. 

El  permiso  del  autor  es  necesario  para  ka  representación  de  to- 
da c(HBpo6Ício&  dramática  de  cualquier  gtoero  <|iie  sea^  desde  lo 
más  elevado  del  arte  basta  lo  más  trivial  7  de  poca  importancia, 
desde  la  tragedia  hasta  el  sainóte. 

El  autor  conserva  el.  derecho  de  hacer  representar  su  obra  lo 
mismo  antes  que  después  de  haberla  impreso.  Tal  es  el  espíritu  de 
la  ley  y  así  se  expresa  en  la  Real  orden  de  $  de  Mayo  de  4837,  que 
prohibe  la  representación  de  una  obra  dramática  aun  cuando  estu- 
viese impresa  ó  ae  hubiera  representado  en  otros  teatros.  También 
debe  aplicarse  á  las  improvisaciones  dramáticas  lo  que  hemos  dicho 
acerca  de  los  manuscritos  y  de  los  discursos,  porque  aquellas  cons- 
tituyen una  obra  y  nadie  puede  hacerlas  representar. 

La  disposición  del  artículo  18  sobre  que  qo  se  pierde  la  propie*- 
dad  de  su  obra,  el  español  que  la  imprim»  en:  el  extranjero  es  apli- 
cable á  la  propiedad  de  la  representación;  asi  es  que  el  autor  que* 
hubiese  dado  permiso  para  representar  su  obraenel  extranjero,  no 
perdería  su  derecho  exclusivo  de  representación  en  España,  porque 
este  derecho  se  deriva  del  de  propiedad,  y  no  se  puede  hacer  uso  de 
él  sino  por  voluntad  del  autor  ó  por  terminar  ^1  tiempo  fijado  por 
la  ley. 

Puede  ser  ilícita  una  representación  ó  por  el  logar  en  que  se  dá, 
ó  por  la  naturaleza  de  la  obra  representada. 

Refiriéndose  la  disposición  del  artículo  17,  párrafo  I.""  de  la  ley 
á  la  representación  en  los  teatros  públicos,  suscitóse  la  duda  de  si 
era  derogatoria  de  las  Reales  órdenes  de  8  de  Abril  de  1839  y  de  4 
de  Marzo  de  1844^  perlas  que  se  declaró  extensiva  la  prohibición 
de  representarse  ea  ningún  teatro  impuesta  por  la  Real  orden  de  5 
de  Mayo  de  1857  á  las  sociedades  dramáticas  formadas  por  accio- 
nes, suscriciones  ó  cualquiera  otra  cpntribucion  pecuniaria,  fuera 
cual  fuese  su  denominación;  mas  por  Real  orden  de  7  de  Mayo  de 
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18S9,  se  dispuso  se  considerase  subsistente  la  expresada  Real  orden 
de  4  de  Mayo  de  1844»  y  se  declaró  que  su  texto  no  sólo  no  fué  de- 
rogado por  la  ley  de  10  de  Junio  de  1847,  sino  que  debe  reputarse 
dentro  del  espíritu  de  elb  y  considerarse  como  aplicación  de  lo  que 
en  la  misma  se  prescribe.  La  ley  de  10  de  Junio  se  refiere  en  su  dis* 
posición  á  los  teatros  públicos,  pero  no  ha  querido  cohibir  la  libertad 
del  hogar  doméstico,  y  así  es,  que  no  ha  considerado  como  públicas 
las  representaciones  dadas  privada  y  faroiliarmeole. 

Las  representaciones  gratuitas  de  un  drama  dadas  con  ocasión 
de  solemnidades  ó  regocijos  públicos^  uo  pueden  efectuarse  sin  per- 
miso de  su  autor^  ó  sin  satisfacerle,  salto  pacto  en  contrario,  la  re- 
tribución convenida  respecto  de  las  representadones  ordinarias, 
debiendo  entenderse  esta  interpretación  aun  en  el  caso  de  que  el 
teatro  no  recibiera  de  la  anloridad  indemnización  alguna,  pues  la 
liberalidad  que  hace  el  teatro  al  público  no  debe  perjudicar  al  autor, 
á  no  ser  que  éste  se  asocie  á  ella. 

Lo  mismo  debe  entenderse  aun  cuando  la  representación  se  die« 
ra  por  causa  de  humanidad,  ó  de  beneficencia,  mientras  el  autor 
no  cediese  sus  derechos  para  este  efecto .  La  causa  que  es  objeto 
de  la  representacioD  en  nada  afecta  los  derechos  del  autor,  puesto 
que  él  es  el  único  que  puede  consagrar  á  un  aCto  de  generosidad 
el  fruto  de  su  obra. 

¿Puede  asimilarse  la  lectura  de  una  obra  dramática  á  una  repre- 
s^tadon  teatral  y  constituir  defraudación  respecto  de  esta,  cuan- 
do se  hiciere  públicamente  sin  permiso  del  autor?  La  disposición  del 
artículo  17  se  refiere  á  representaciones  teatrales,  por  lo  que  parece 
que  no  puede  prestarse  á  que  se  entienda  aplicable  á  las  lecturas 
públicas,  r^o  obstante,  Mr.  Dalloz  sienta,  que  podría  haber  usur* 
pación  del  derecho  de  representación  respecto  de  una  obra  en  que 
sólo  intervinieran  dos  interlocutores,  y  ^  hiciera  la  lectura  en  un 
teatro  y  en  presencia  de  un  público  que  hubiera  pagado  alguna 
cantidad  para  ser  admitido  á  oiría. 

El  autor  que  hubiese  dado  licencia  para  representar  su  drama 
en  el  extranjero  no  pierde  su  derecho  exclusivo  de  representación 
en  España,  según  lo  prescrito  en  el  artículo  15  de  la  ley:  (v.  el 
número  1  .*  del  arU  SO  de  la  misma). 

V. 

.  Según  el  párrafo  2.*  del  art.  17  citado,  el  derecho  exclusivo  de 
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ios  autores  dramáticos  por  permitir  la  representación  de  sas  obras 
durará  toda  su  vida  y  se  trasmitirá  por  veinticinco  años,  contados 
desde  el  dia  de  su  fallecimiento^  á  sus  herederos  legítimos  ó  testa- 
mentarios, ó  á  sus  derecho-habientes,  entrando  después  las  obras 
en  el  dominio  público,  respecto  del  derecho  de  representarlas.  Se- 
gún esta  disposición,  el  derecho  de  representación  dura  menos 
tiempo  ó  está  más  limitado  que  el  de  la  propiedad  por  medio  de  la 
impresión,  el  cual  dura  cincuenta  anos  después  déla  muerte  del 
autor.  Casi  todas  las  legislaciones  extranjeras  señalan  términos  más 
cortos,  limitándolo  á  diez  años  las  deBaviera,  Bélgica,  Baden^  Han- 
nover,  Suecía,  Wurtemberg,  Alemania  y  Austria.  Inglaterra  seña- 
la siete  años  y  Chile  cinco.  No  obstante,  en  Dinamarca  y  en  Prusia, 
según  la  ley  de  11  de  Junio  de  1870  (art.  52  y  81),  dura  treinta 
años;  y  en  Portugal  según  los  artículos  595  y  578  del  Código  civil 
de  1868,  cincuenta.  En  el  Reino  de  Italia  tiene  derecho  cualquier 
empresa  teatral  para  representar  las  obras  dramáticas  sin  el  previo 
permiso  del  autor  ó  de  sus  causa-habientes,  dándoles  un  tanto  pro- 
porcional de  la  entrada.  En  los  Estados-Unidos  se  concede  en  ab- 
soluto el  término  de  veintiocho  años  que  se  extienden  á  cuarenta 
cuando  trascurrido  aquel  primer  período,  viven  la  viuda  ó  los  hijos 
del  autor. 

VI. 

Acerca  de  las  obras  postumas^  principiará  á  contarse  el  derecho 
de  propiedad  desde  el  dia  en  que  por  primera  vez  hayan  sido  re- 
presentadas, conrorme  á  la  regla  del  art.  8.*  Sin  embargo,  aquí 
se  suscitan  dos  dudas  de  bastante  importancia.  ¿Deberá  conside- 
rarse como  postuma  una  obra  dramática  que  no  hubiese  sido  re- 
presentada, aunque  se  hubiera  publicado  en  vida  del  autor?  ¿Se  ten- 
drá por  obra  postuma  la  obra  dramática,  que  aunque  hubiera  sido 
representada  no  fué  impresa  en  vida  de  aquel?  Según  el  articulo  8.* 
de  la  ley,  se  considera  como  obra  postuma  la  que  tío  ha  salido  á 
luz,  la  que  no  ha  sido  publicada  en  vida  del  autor,  puesto  que  di- 
cho articulo  usa  de  la  primera  frase  para  fijar  el  dia  en  que  debe 
principiar  á  contarse  el  derecho  de  propiedad  en  estas  obras  y  de 
la  palabra  publicada,  para  indicar  cuando  se  entiende  que  una  obra 
no  es  postuma.  Por  obra  publicada  ó  dada  á  luz  se  entiende  obra 
impresa  y  puesta  á  venta  pública,  únicos  modos  de  publicación  que 
dan  á  la  obriei  el  cuerpo  y  la  vida  por  que  recibe  consistencia  y  du- 
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radon;  cualquiera  otro  género  de  publicación  deja  á  las  obras  su 
cualidad  de  postumas  en  el  sentido  legal;  tal  seria  la  publicación 
por  medio  de  la  palabra,  de  los  discursos  y  lecciones  de  un  profe* 
sor,  ó  por  la  representación  respecto  de  una  obra  musical  ó  dramá- 
tica; de  suerte  que  todas  estas  obras  serian  postumas  si  no  se  ha- 
bían publicado,  esto  es,  si  no  se  habían  impreso  en  vida  del  auton 
Así,  pues,  respecto  al  derecho  de  representación,  será  postuma  una 
obra  dramática  que  aunque  hubiese  sido  impresa  no  se  hubiera  re- 
presentado en  vida  del  autor,  y  el  término  del  derecho  de  propie- 
dad principiará  á  contarse  desde  el  día  primero  de  su  representa- 
ción. Por  la  misma  regla,  no  se  considerará  obra  postuma  el  drama 
que  se  hubiese  representado^  aunque  no  se  hubiera  impreso  en 
Tida  del  autor  ó  de  sus  herederos^  porque  si  así  no  fuera,  podria 
suceder  que  se  duplicaran  los  términos  designados  á  la  propiedad 
privada  de  estas  obras,  puesto  que  trascurrido  un  término,  podria 
imprimirse  la  obra  y  principiar  á  correr  nuevamente  la  propiedad. 
Es  necesario,  pues,  no  olvidar  que  las  obras  dramáticas  tienen  dos 
existencias  distintas,  una  por  la  impresión  y  otra  por  la  represen- 
tación, y  así  como  para  que  no  se  considere  postumo  un  drama  en 
cuanto  á  la  propiedad  de  impresión  basta  que  se  haya  impreso, 
aunque  no  se  haya  representado,  asi  para  que  no  se  tenga  por  pos- 
tumo en  cuanto  á  la  representación,  basta  que  no  se  haya  repre- 
sentado, aun  cuando  se  haya  impreso;  y  al  contrarío,  basta  para 
que  se  considere  postumo,  en  el  primer  caso,  que  no  se  haya  im- 
preso, aunque  se  haya  representado,  y  en  el  segundo,  que  no  se 
haya  representado,  aunque  se  haya  impreso. 

Disponiendo  el  segundo  párrafo  del  artículo  8.*,  que  se  consi- 
dere como  postuma  una  obra  publicada  durante  la  vida  del  autor, 
si  después  se  reprodujese  con  adiciones  ó  correcciones  del  mismo, 
es  claro  que  deberá  considerarse  como  postuma  una  obra  dramática 
en  que  se  hagan  correcciones  ó  adiciones  por  el  mismo  autor,  aun- 
que no  sean  de  tanta  importancia  que  constituyan  una  obra  nueva 
ó  una  refundición  que  pueda  dar  por  sí  misma  derecho  de  propie- 
dad, pues  en  tal  caso  sería  inútil  la  disposición  de  dicho  artículo. 

VIL 

Respecto  de  la  extensión  y  límites  del  derecho  del  autor,  con 
aplicación  á  las  empresas  teatrales,  determinóse  por  el  Real  decreto 
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de  7  de  Febrero  de  1849,  sobrelaorganiueioDdetosieatrosdel  Rei-r 
no,  pero  este  decreto  faé  derogado  por  Real  orden  «de  i9  de  Mayo 
de  18S1.  Posteriormente,  en  28  de  Julio  de  1882,  se  dispuso  qoQ 
todo  autor  ó  traductor  dramático  tiene  derecho  á  percibir  de  loe  tea- 
tros, durante  ei  tiempo  que  la  ley  de  propiedad  literaria  establece, 
un  tanto  por  ciento  de  la  entrada  total  de  cada  representación  de  la 
obra,  incluso  el  abono.  Este  tanto  por  ciento  se  determinará  por 
mutuo  con&entimiento  entre  el  autor  y  traductor  y  la  empresa  (ar- 
ticulo 35).  Tiene  además  derecho  á  un  palco  ó  en  su  lugar  á  seis 
asientos  de  primer  orden  en  la  noche  del  estreno  de  la  obra  y  á  ano 
de  los  indicados  asientos  en  todas  las  representaciones  sucesivas 
(art.  96).  Por  dicho  articulo  se  declaró  este  derecho  personal  y 
por  lo  tanto  Intrasmisible;  mas  por  Real  orden  de  39  de  Marzo 
de  1862,  se  hizo  trasmiaible  sin  restriooion,  pudiendo  utilizar  dicho 
beneficio  los  propietarios  de  las  obras,  sos  jrepreseotantes  ó  las  per^ 
senas  que  unos  y  otros  designaran.  No  ^e  reconoce  ninguno  de  loa 
derechos  establecidos  en  los  dos  artículos  anteriores  á  las  refondi* 
cienes  de  comedias  del  teatro  antiguo,  según  el  articulo  27;  dispo- 
sición que  á  no  estar  inspirada  por  la  idea  de  dificultar  estas  refun-» 
diciones^  que  generalmenie  no  corresponden  al  mérito  del  original, 
y  son  una  profanación  del  mismo,  como  digno  tributo  de  respeto  y 
admiración  hacia  aquellas  obras  monumentales  que  deben  presea-» 
tarse  al  público  en  teda  su  integridad  y  grandeza,  no  podríamos 
menos  de  cen.surar,  atendido  el  gran  mérito  que  encierra  y  el  grap 
trabajo  que  supone  una  refundición  acertada  de  semejantes  obras^ 
Afortunadamente,  las  disposiciones  expuestas  no  son  observadas  por 
todas  las  empresas  teatrales  desde  la  publicación  del  decreto  de  i6 
de  Enero  de  1869,  sobre  libertad  de  teatros,  á  pesar  de  limitarse 
esta  á  las  exenciones  y  privilegios  que  gozaban  algunas  empresas 
para  representar  cierta  clase  de  producciones  literarias  y  i^nisicales, 
y  desde  el  estabieeimiento  de  la  libertad  industrial. 

A  falla  de  disposiciones  legislativas  empecíales,  debe  estarse  ^ 
los  pactos  y  convenios  particulares  que  se  celehrfisen  entre  las  em« 
presas  y  el  autor;  á  falta  de  pactos,  á  les  usos  y  reglamentos  del 
teatro  á  que  pertenece  la  empresa  y  al  espíritu  del  derecho  común. 

El  autor  que  presenta  un  manuscrito  en  el  teatro  poede  recla- 
mar su  devolución  mientras  la  cesión  no  se  perfeccione  por  medio 
de  la  aceptación  de  la  obra.  Pero  no  puede  impedir  que  se  repre- 
sente su  obra  una  vez  peí fecciooado  el  contrato  de  cesión  con  ta 
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eo^ure^a;  doctrina  que  ^^8  «iqr  eoosocueneia  Mtural  de  los  prioci* 
fm  legales.  Sia  embargo,  el  rigor  del  derecho  en  esie  caso  podría 
ocasionar  graves  perjuicios,  segua  indicaa  las  siguientes  reflexio* 
nes  que  emite  Mr.  Esteban  Blanc  sobre  este  punto:  «La  obliga^ 
qm,  dic^i  contraída  por  el  autor  es  de  una  especie  particular;  la 
representación  de  su  obra  puede  ofrecerle  graves  inconvenientes 
goe  no  pudo  prever  cuando  la  presentó  ¿  la  escena.  Una  justa  des- 
confianza destt  talento  .puede  hacerle  temer  el  peligro  de  una  caida; 
fio^isideraciones  de  familia,  de  posición  social,  sobrevenidas  coQ 
posterioridad  á  la  admisión  do  la  obra,  pueden  inducirle  á  retirarla. 
Por  otra  parte,  la  producción  de  su  ingenio  está  unida  á  su  perso- 
na de  tal  suerte,  que  es  difícil  concebir  que  se  vea  depojado  ente- 
ramente de  ella  y  que  pueda  entregarla  otro  á  las  borrascas  de  una 
pringa  representación,  á  los  tiros  acerados  de  ia  crítica,  7  dispo- 
ne d^  esta  suerte  de  su  reputación,  de  su  porvenir,  y  en  ciertos 
casos  de  su  existencia  social.  ¿Hubiera  podido  obligarse  á  Hacine, 
al  renuncian  al  teatro  para  entregarse  á  las  piadosas  meditaciones 
de  Port  Boyal,  á  dejar  representar  una  obra  que  hubiese  compuesto 
bajo  la  influencia  de  las  vivas  pasiones  de  la  juveutud  y  que  la  se- 
veridad de  la  edad  madura  y  sentimientos  menos  profanos  le  bu** 
imw  inducido  á  reprobar?  ¿No  es  ipaiíenable  el  pensamiento  del 
bftoibfe?  ¿No  seria  dar  4  los  teatros  un  poder  contrario  á  todos  los 
principios  de  la  libertad  moral  atribuirles  el  derecho  de  representar 
un  drama  contra  la  voluntad  de  su  autor?  ¿¥  pueden  ponerse  en 
Mapsa  todos  los  intereses  que  asisten  á  éste  para  que  no  se  repre^- 
sanie  su  obra  000  el  único  interés  pecuniario  que  dirige  á  las  em- 
pí^m  teatralea?  Estas  consideraciones  hacen  que  muchos  autores 
opinen  por  que  un  autor  puede  retirar  de  un  teatro  sus  obras  cuando 
uo  quiera  que  se  repreaentop,  salvo  el  deber  de  indemnizar  al  tea- 
tro el  perjuicio  que  se  le  caAise  por  la  rescisión  del  contrato.  Pero 
np  podemos  admUír  tal  opinión.  Es  verdad  que  el  trabajo  del  lite- 
rato es  propiedad  exclusiva  suya;  que  no  es  permitido  disponer  de 
él  contra  sii  voluntad;  pero  esta  propiedad  eKluaiva  nes  parece 
susceptible  de  enajenacípn  eomo  las  demás.  Si  la  representación 
puede  ofrece  algunos  inoonvenientes»  el  autor  consintió  en  ellos 
preseo^ndo  su  obra  para  su  admisión,  y  se  obligó  además  dando 
OH  consentimiento.  Todo  contrato  «o  prohibido  por  la  ley  ó  las  bue- 
iHNs  oQstimbres  obliga  al  que  le  verifica,  y  ao  se  ha  eatablecido  ex** 
cepciiMí  alguna  seriare  este  principio  general  respecto  de  las  obras  de 
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cir^  tomaDdo,  por  ejemplo,  un  aire  de  una  composicioii  ]»ara  publi- 
carlo por  separado  sin  consentimiento  del  auior,  pero  no  consütui- 
ria  usurpación,  sino  un  mero  plagio,  el  tomar  un  simple  motivo. 
Igualmente  los  autores  de  composiciones  musicales  gozarán  del  de- 
recho exclusivo  de  hacerlas  representar  durante  su  vida,  y  sus  he- 
rederos por  espacio  de  veinticinco  años. 

La  duradoik  del  derecho  de  representación  notieoe  influencia 
en  el  derecho  de  imprimir  y  vender.  Asi  es,  que  cuando  cae  una 
obra  en  el  dominio  público  respecto  del  derecho  de  representación, 
cuya  duración  es  más  corta  como  hemos  visto  que  la  del  derecho  de 
imprimirla,  cada  cual  puede  representarla  6- hacerla  representar 
pero  no  proceder  á  imprimirla,  aunque  sea  con  motivo  de  sv  re- 
presentación, porque  nadie  puede  usurpar  el  derecho  de  imprimir 
que  sobrevive  al  de  representar,  antes  del  tiempo  fijado  por  la  ley. 

YIU. 

Respecto  de  la  penalidad  contra  los  que  cometen  usurpación  ó 
defraudación  en  la  propiedad  literaria,  se  expresa  en  la  ley  de  iO 
de  Junio  de  1847,  tit.  3.*  Guando  se  discutió  esta  ley  en  el  Senado, 
aun  no  se  habia  sancionado  el  Código  penal  de  1848,  en  cuyo  ar** 
ticulo  446  se  establecieron  penas  contra  los  defraudadores  de  dicha 
propiedad,  si  bien  se  hallaba  presentado  su  proyecto  á  los  Coerpos 
cole^sladores.  Asi  fué,  que  en  la  sesión  de  H  de  Marzo  de  1847,  el 
Sr.  Ondovilla,  haciendo  notar  esta  particularidad,  preguntó  cuál  de 
estas  penalidades  debería  observarse.  El  Sr.  Burgos  contestó  di* 
ciendo,  que  si  bien  cuando  se  publicase  el  Código  penal  debería 
tenerse  por  derogada  la  penalidad  de  la  ley  de  10  de  Junio  en  lo 
que  fuese  contraría  á  las  prescripciones  de  este  Código,  habia  en 
aquella  ley  casos  parlíeulares  para  los  que  se  necesitaba  una  pena- 
lidad especial  de  que  no  convenía  tratase  el  Código  penal  ordinario. 
Por  eso  ei  reglamento  del  Teatro  español  pubticado  en  7  de  Febre- 
ro de  1849,  esto  es,  un  ano  después  que  el  Código  penal^  previ- 
no en  su  art.  81 ,  que  el  empresario  que  pusiese  en  escena  una 
obra  nueva  no  antorízada  por  la  junta  de  censura,  y  que  además 
careciese  del  permiso  del  censor,  incurriera  en  la  pena  impuesta 
por  el  art.  23  de  la  ley  de  propiedad  literaria. 

£1  artkulo  19  citado  de  esta  ley,  prescribió  lo  siguiente:  «Todo 
el  que  reproduzca  una  obra  ajena  sin  el  coDsentimiento  dd  autor  6 
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del  que  le  baya  subrogado  ea  el  derecho  de  publicarla,  quedará 
sujeiO'  á  ha  penas'  sigoieates: 

»!.*  A  perder  todos^los  ejemplares  que  se  le  eucontrasen  de  la 
obra  iii»presa  frauduleuUiaiente,  los  cuales  deben  entregarse  al  au^ 
tor  de  la  obra  ó  á  sus  derecbo-babieutes^ 

»2/  Al  resarcimiento  de  los  daños  y  perjoitíes  qoe  bubíera  su« 
frido  el  autor  6  dueño  de  la  obra.  La  indeiDDÍzaeion  no  podrá  bajar 
del  valor  de  9^0d9  ejemplares.  Si  se  probase  que  la  eiNcion  frau- 
dalenta  ba  llegado  á  este  número^  el  resarcimiento  no  debe  bajar 
del  valor  de  3,000- ejemplares,  y  asi  sucesivamente,  entendiéndose 
siempre  por  valor  de  ejemplar  el  precio  á  que  el  autor  ó  su  derecbo^ 
habiente  vendiera  la  edición  legítima. 

»3.*    A  las  costas  del  proceso.» 

En  caso  de  reincidencia  se  añadirá  á  esta  pena  uaa  multa  que 
no  podrá  bajar  de  2,000  rs.  ni  exceder  de  4,000. 

El  Código  penal  de  1848  y  su  reforma  de  1850,  impusieron  en 
sus  artículos  448  y  487,  á  los  que  cometieren  alguna  defraudación! 
en  la  propiedad  literaria  6  industrial^  las  penas  marcadas  en  los  ar*' 
tículos  444  y  448  del  mismo,  esto  es,  una  multa  del  tanto  al  triplo 
del  importe  del  peijuicio  que  se  hubiera  irrogado.  Dispúsose  en  los 
párrafos  segundo  y  tercero  de  dichos  artículos  446  y  487,  que  los 
ejemplares,  máquinas  ú  objetos  oontrabecbos,  introducidos  ó  e^pen* 
didos  fraudnientanlefite,  se  aplicaran  al  perjudicado,  y  también  lad 
láminas  ó  utensilios  empleados  para  la  ejecución  del  fhiude,  cuando 
sólo  pudieran  usarse  para  cometerle;  y  que  si  no  pudiera  tener 
efecto  esta  disposición  se  impusiera  al  culpable  la  multa  del  duplo 
del  valor  de  la  defraudación  que  debía  aplicarse  al  perjudicado. 

Has  en  la  reforma  de  dicho  Código  de  1870  se*  ha  variado  esta 
penalidad,  imponiendo  en  su  artículo  682  las  penas  prescritas  en  el 
articulo  KO,  esto  es,  la  de  arresto  mayor  en  su  gradó  mínimo  y 
medio,  y  una  multa  del  tanto  al  triplo  del  importe  del  perjuicio  que 
se  hubiese  irrogado.  En  esta  reforma  hánse  omitido  las  disposiciones 
de  los  párrafos  3.*  y  3."  de  los  artículos  446  y  487  mencionados. 

Acerca  de  la  reincidencia,  se  considera,  respecto  de  los  delitos 
en  genera),  como  circunstancia  agravante,  según  el  artículo  10,  nu- 
mero 18,  produciendo  los  efectos  de  aplicarse  el  grado  máximo  de 
las  penas  impuestas  al  delito,  según  el  art.  82. 

A  las  mismas  penas  quedan  sujetos:  1.'  Los  que  reproduzcan  las 
obras  de  propiedad  particular  impresas  en  español  en  países  extran- 
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jeros.  3/  Los  traductores  de  estas  obras  que  las  introduzc^D  en  ios 
dominios  españoles  sin  permiso  del  Gobierno,  ó  en  mayor  número 
de  ejemplares  de  ios  que  hayan  sido  fijados  en  el  permiso  mismo. 
3/  £1  impresor  que  falsifique  el  titulo  ó  portada  de  una  obra  ó  que 
estampe  en  ella  haberse  hecho  la  edición  en  España,  habiéndose 
yerífícado  en  país  extranjero.  4/  El  propietario  de  un  periódico  que 
usurpe  el  título  de  otro  periódico  existentente  (art.  20  de  la  ley). 

La  primera  de  estas  disposiciones  se  explicó  al  discutirse  en  el 
Senado  por  el  Sr.  Duque  de  Gor,  diciendo  «ser  referente  al  art.  25 
de  dicha  ley»  que  declara  no  perder  el  derecho  de  su  obra  el  autor 
que  la  publica  en  el  extranjero.  Con  arreglo  á  esta  disposición  pue- 
de introducir  el  autor  su  obra  en  España»  y  conservar  su  derecho 
de  propiedad,  y  en  su  consecuencia  que  todo  el  que  la  ataque  debe- 
rá incurrir  en  las  penas  señaladas  contra  los  demás  defraudadores 
de  esla  clase  de  propiedad.» 

La  segunda  disposición^  cuyo  objeto  era  proteger  la  industria 
española,  no  tendrá  lugar  en  el  dia  puesto  que  por  el  decreto  de  4 
de  Setiembre  de  1869^  se  ha  permitido  la  introducción  en  España 
de  todas  las  obras  que  se  publiquen  en  el  extranjero,  satisfaciendo 
los  derechos  de  aduanas  que  les  correspondan  con  arreglo  á  la  le* 
gislacion  del  ramo. 

La  tercera  disposición^  pena  el  hecho  de  reimprimir  fraudulenta- 
mente una  obra,  lo  cual  hace  presumir  el  haberla  puesto  título  falsa 
ó  lo  demás  que  expresa. 

En  caso  de  que  no  aparezca  el  editor  fraudulento  de  una  obra^  ó 
de  que  por  muerte,  insolvencia  ú  otra  causa,  no  puedan  hacerse 
efectivas  estas  penas,  recaerán  sobre  el  impresor,  á  quien  además 
se  cerrarán  sus  establecimientos  si  por  tercera  vez  incurriere  en  la 
misma  falta  (art.  21). 

Este  artículo  no  trata  de  obras  nuevas  de  que  el  impresor  no 
tenga  ni  pueda  tener  conocimiento,  decia  el  Sr.  Burgos  en  la  sesión 
del  Senado  de  12  de  Marzo  de  1847,  sino  de  la  reproducción  de  una 
obra  ya  impresa  y  conocida;  por  consiguiente,  cuando  se  presente 
la  obra  al  impresor  debe  saber  ésle  si  se  halla  impresa,  quién  es  su 
autor  verdadero  y  si  lo  es  el  que  le  llevó  la  obra.  Siendo  imposible, 
pues,  que  el  impresor  sea  sorprendido,  y  pudiendo  tomar  fáciles 
precauciones  para  no  serlo,  no  hay  duda  que  si  reimprime  y  re* 
produce  una  obra  que  está  prohibido  reimprimir,  se  hace  cómplice 
el  delito  y  sobre  él  debe  recaer  la  pena  en  caso  de  que  el  autor 
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principal  no  pueda  salisfacerla.  Además,  eomo  decía  en  dicha  se- 
sión el  Sr.  Marqués  de  Yalgornera,  cuando  el  reo  principal,  que  es 
al  editort  no  puede  pagar  los  danos  que  ba  cansado^  se  vá  á  buscar 
el  impresor  para  el  resarcimiento  de  ellas,  sin  que  esto  sirva  de 
obstáculo  á  que  el  editor  sea  castigado  con  pena  corporal,  en  vez  de 
pecuniaria  con  arreglo  al  Código  que  al  cometerse  el  delito  esté  vi- 
gente. Y  en  efecto,  el  defraudador  insolvente  quedará  sujeto  á  lo 
prescrito  en  el  art.  80  del  Código  penal,  que  impone  una  responsa- 
íiilídad  personal  subsidiaria  á  razón  de  un  día  por  cada  cinco  pese- 
tas, con  sujeción  á  las  reglas  que  en  él  se  establecen. 

Para  la  aplicación  de  las  anteriores  disposiciones  penales  se  con« 
siderarin  como  autores  todas  la^  personas  ó  cuerpos  en  quienes  re- 
conoce la  ley  de  propiedad  literaria  el  derecho  exclusivo  de  publicar 
y  reproducir  obras  durante  más  corto  ó  más  largo  periodo  (art.  22). 
Tales  serán  los  traductores  y  las  personas  ó  corporaciones  que  im- 
primen una  obra  ó  códice  antiguo,  etc.,  no  obstante 'que  en  el  ver- 
dadero sentido  de  la  palabra  autor,  lo  es  únicamente  el  que  ha  com- 
puesto una  obra  original. 

£1  empresario  de  un  teatro  que  haga  representar  una  composi- 
ción dramática  ó  musical^  sin  previo  consentimiento  del  autor  ó  del 
dueño,  pagará  á  los  interesados  por  vía  de  indemnización  una  mul- 
ta que  DO  podrá  bajar  de  1,000  rs.  ni  exceder  de  5,000.  Si  hubiese 
además  cambiado  el  título  para  ocultar  el  fraude,  se  le  impondrá 
doble  multa  (art.  23).  Téngase  presente  lo  que  hemos  expuesto 
sobre  la  penalidad  de  esta  ley. 

IX. 

En  todos  estos  juicios  se  procederá  por  los  Juzgados  de  primera 
instancia  con  apelación  á  los  Tribunales  superiores  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria  y  derogación  de  cualquier  fuero  privilegiado  (art.  24). 
Esta  disposición  tiene  por  objeto  la  mayor  expedición  en  esta  clase 
de  asuntos. 

Guando  el  autor  ó  propietario  de  una  obra  sepa  que  se  está  im- 
primiendo ó  expendiendo  furtivamente,  podrá  pedir  ante  el  Juez  de 
primera  instancia  donde  se  cometa  el  fraude,  que  se  prohiba  desde 
luego  la  impresión  ó  expendicion  de  la  misma,  y  el  Juez  deberá 
acceder  á  ello  en  los  términos  y  por  los  trámites  de  derecho  (artícu-^ 
lo  25).  El  fundamento  de  esta  disposición  es  prevenir  los  perjuicios 
que  pueden  irrogarse,  impidiendo  que  se  saque  á  la  venta  pública  la 


400  ÜtnSTA  !>■  LlGTSLAClOlf. 

obra  que  se  imprime  furtírainíente.  Sin  embargo,  coAio  pudiera  el 
usurpador  arrepentirse  de  su  delito  antes  de  consumarlo,  se  conai* 
derará  y  penará  como  tentativa,  cuando  no  estuvieren  impresos  los 
pliegos  de  la  obra  y  no  revelasen  los  trabajos  y  preparativos  de  lá 
imprenta  qne  se  trataba  de  llevar  á  cumplido  efecto  la  nsui^ion. 

X, 

Según  el  articulo  97  de  la  ley  de  propiedad  literaria,  sns  efectos 
y  beneficios  comprenderán  á  todos  ios  propietarios  de  obras  <fne  hi^ 
yan  entrado  en  el  dominio  público.  Según  poes,  esta  disposición, 
disfrutarán  de  dichos  efectos  y  beneficios  los  propietarios  de  obrae  qoe 
las  publicaron  bajo  el  imperio  de  la  legislación  anterior,  que  conce-^ 
día  el  derecho  de  propiedad  por  un  término  más  breve  que  la  prén- 
sente. La  ley  ha  creido  justo  hacer  extensivos  sus  beneficios  á  aque- 
llos á  quienes  'lodavía  pueden  alcanzar,  mas  esto  se  entiende  siá 
perjuicio  del  interés  público.  Así  es  que  no  los  aplica  respecto  de  hs 
obras  que  entraron  en  el  dominio  común,  porque  esto  seria  defrau-^ 
dar  al  público  en  sus  esperanzas  é  irrogaría  perjuteios  materiales  á 
los  que  hubieran  hecho  cálculos  y  trabajos  ó  gastos  preparatorios 
para  publicarlas. 

XI. 

Conforme  al  art.  28  de  la  ley,  el  que  haya  comprado  al  autor  la 
propiedad  de  una  de  sus  obras,  gozará  de  ella  durante  el  término 
fijado  por  la  legislación  vigente  hasta  el  dia;  al  cumplirse  este  plazo 
volverá  la  propiedad  al  autor,  que  la  disfrutará  por  el  tiempo  que 
folte  para  completar  el  que  para  cada  clase  de  obras  fija  la  lef. 
Fúndase  esta  disposición  en  que  en  el  caso  de  que  el  autor  ó  su 
heredero  hubiese  enajenado  el  derecho  de  propiedad,  no  parece  jus^ 
to  que  deba  aprovechar  al  comprador  ó  cesionario  el  aumento  áe 
tiempo  concedido  por  la  ley,  sino  al  autor  ó  heredero  enajenante, 
porque  cuando  se  hizo  la  enajenación,  ni  el  uno  pensaba  dar  ni  el 
otro  recibir  el  derecho  de  propiedad  por  un  tiempo  más  largo  que 
el  que  entonces  se  hallaba  otorgado  por  la  ley,  de  suerte  qne  el  con^ 
trato  no  recala  según  la  intención  de  las  partes,  sino  sobre  un  uú^* 
mero  fijo  de  anos,  yr  el  precio  por  consiguiente  se  arreglaría  en 
proporción  á  ellos.  No  importa  que  el  contrato  estuviese  concebido 
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en  términos  generales,  pues  es  regla  de  derecho  que  en  lasconvea- 
ciooes  no  queda  coinprendido  aquello  en  que  tos  contrayentes  no 
pensaron. 

Réstanos  advertir,  que  cuando  al  bablar  la  ley  de  la  devolu- 
cion  de  la  propiedad^  se  refiere  al  autor,  debe  entenderse  como 
refiriéndose  también  á  los  sucesores  de  éste.  Asi,  por  ejemplo, 
el  editor  que  compró  «na  obra  original  á  un  autor  antes  del  10  de 
lanío  de  1847,  y  que  por  consiguiente  sólo  pudo  comprarla  por 
el  tiempo  de  la  vida  de  éste,  y  por  dkzmos  después  de  su  muére- 
te, que  era  el  tiempo  de  prop^ad  que  conoedia  el  decreto  de  4  de 
Enero  de  4834  por  que  se  regia  la  literatura  en  aquella  época,  si 
hubiera  faUecido  el  autor  que  cedió  su  derecho  en  ^el  año  i840, 
sólo  gozaría  el  editor  ó  cesionario  del  derecho  de  propiedad  hasta 
el  ano  i85Q,en  que  se  completaban  los  diez  anos  mencionados,  y 
^Weria de^de  el  aSo  18Si  el  goce  de  dicha  propiedad  á  los  herederos 
del  amor  hasta  completar  los  cincuenta  años  que  concede  la  nueva 
ley,  es  decir,  hasta  el  año  1890. 

SI  art.  36  de  la  ley  se  refiero  á  la  celebración  de  tratados  sobre 
propiedad  liteiraria  con  las  naciones  extranjeras.  En  otro  artículo 
DOS  haremos  cargo  de  esta  materia. 

Jasé  Ifíeeiite  y  GwaTaBtes, 


TOHO  XLIX.  SI 
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Wmi  DEL  DECRETO  DE  9  DE  FiRERO  DE  1875. 

SOBRE  EL  MATRIMONIO  CIVIL. 


Desde  que  se  publicó  el  decreto  de  9  de  Febrero  de  1875  mo* 
difícando  en  parte  la  ley  de  Matrimonio  civil,  se  previeron  ios  con- 
flictos que  habían  de  surgir  por  virtud  de  tal  reforma,  que  venia 
á  suscitar  de  nuevo  cuestiones  ya  resueltas.  Aquellos  conflictos  han 
surgido  ya,  y  no  sólo  en  lo  que  se  refiere  ¿  las  arduas  cuestiones 
del  derecho,  tales  como  la  anulación  de  los  matrimonios  contraídos 
por  los  ordenados  in  sacris^  decretando  su  ilegitimidad,  y  retro- 
trayéndola en  todos  sus  efectos  á  la  época  del  casamiento,  disol- 
viendo uniones  verificadas  al  amparo  de  una  ley^  buena  ó  mala,  pero 
ley  al  fin,  sino  que  aquellos  conflictos  han  surgido  en  las  cuestio- 
nes de  mero  procedimiento. 

Muévenos  á  estas  consideraciones  la  gravedad  de  una  doctrina 
sentada  por  el  primer  Tribunal  eclesiástico  de  España,  y  seguida 
por  la  Vicaría  eclesiástica  de  Madrid. 

El  Tribunal  de  la  Rota,  en  varios  eipedientes  sobre  divorcio^ 
que  en  cumplimiento  del  decreto  de  9  de  Febrero  de  1875  le  ha 
remitido  la  Audiencia,  expedientes  seguidos  con  arreglo  á  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  durante  el  período  revolucionario  y  en  virtud 
de  la  ley  de  Matrimonio  civil,  ha  sentado  como  doctrina,  de  acuer- 
do con  el  Auditor  fiscal,  que  los  Tribunales  ordinarios  fueron  in- 
competentes para  entender  en  las  causas  de  divorcio;  y  que  como 
la  Rota  no  puede  conocer  de  esas  causas  omiso  medio,  procede,  y 
así  lo  ha  acordado,  remitir  los  aulos  á  la  Vicaria  eclesiástica,  como 
Tribunal  de  primera  instancia,  para  que,  oyendo  á  las  partes,  rati- 
fique diligencias  y  escritos,  dicte  sentencia  y  admita  apelaciones. 

El  fiscal  eclesiástico  de  la  Vicaria  de  Madrid,  si  bien  cree  que  por 
equidad  y  teniendo  en  cuenta  los  gastos  que  de  lo  contrario  se  han 
de  originar  á  las  partes  deben  admitirse  las  diligencias  practicadas 
por  los  Tribunales  ordinarios,  opina,  sin  embargo,  que  estos  fueron 
incompetentes  para  conocer  de  ellas.  En  una  palabra;  se  niega  al 
Estado  la  facultad  de  legislar  en  materia  de  matrimonio,  y  como 
consecuencia  su  poder  judicial  correspondiente. 

Ahora  bien;  ¿es  aceptable  esta  doctrina  dentro  de  los  buenos 
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principios  del  derecho?  Creemos  que  no,  y  que  para  demostrarlo 
no  hay  necesidad  de  grandes  razonamientos. 

El  error,  porque  en  nuestro  concepto  es  un  error,  del  Tribunal 
eclesiástico,  consiste,  á  nuestro  entender,  en  haber  confundido  las- 
tímosamente  los  efectos  canónicos  y  los  efectos  civiles  del  matri- 
monio, que  son  dos  cosas  completamente  distintas. 

El  matrimonio  entre  católicos  es  un  contrato  y  un  sacramento. 
Tiene  el  doble  carácter  de  institución  civil  é  institución  religio- 
sa. No  esuo  acto  meramente  juridico,  ni  meramente  religioso;  es 
un  acto  que  realiza  el  hombre  en  cuanto  es  hombre,  que  abraza 
todos  los  elementos  de  su  naturaleza,  que  trasciende  á  todas  las  es- 
feras de  su  vida.  En  este  doble  carácter,  descansa  la  legitimidad  de 
la  legislación  de  la  Iglesia,  que  lo  consagra,  y  la  legitimidad  de  ta. 
legislación  del  Estado  que  lo  regula  y  protege.  El  Estado  le  comu- 
nica el  carácter  civil  y  la  Iglesia  el  carácter  religioso;  y  por  tanto, 
el  poder  civil  tiene  derecho  á  legislar,  y  ha  legislado  siempre,  acer- 
ca del  matrimonio. 

Respecto  de  las  leyes  civiles — dice  Cavallario— es  claro  que  los 
sumos  imperantes  gozan  del  derecho  de  legislar  sobre  el  matrimo- 
nio. La  potestad  civil,  en  virtud  de  sus  atribuciones,  dirige  todos 
los  contratos  que  tienden  al  bien  de  la  sociedad,  y  especialmente 
los  matrimonios,  que  son  el  fundamento  de  la  república. 

A  la  Iglesia  corresponde  y  ha  correspondido  siempre  el  derecho 
de  resolver  en  lo  espiritual  sobre  los  matrimonios:  la  fuerza  civil 
de  tales  decisiones  dependerá  de  la  autoridad  temporal  (i). 

La  ley  civil,  respetando  la  conciencia,  recula  solo  el  acto  civil, 
impone  su  fuerza  coercitiva  en  lo  que  puede,  legisla  sobre  un  con- 
trato, no  invade  el  terreno  religioso. 

T  que  el  Estado  ha  tenido  siempre  y  en  todo  tiempo  autoridad 
para  legislar  en  asuntos  matrimoniales,  nos  lo  atestigua  la  historia 
de  todos  los  pueblos. 

Entre  los  gentiles — dice  el  mismo  Cavallarío— los  sumos  impe- 
rantes cuidaron  del  matrimonio  y  ordenaron  la  manera  como  con- 
venia que  los  ciudadanos  lo  contrageran. 

Al  aparecer  el  cristianismo,  antorcha  que  iluminó  las  tinieblas 
que  envolvían  un  pueblo  ya  decrépito  y  una  sociedad  corrompida^ 


(I)    WúieT.-^lianital  de  Derecho  eclesiástico. 
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el  malrímonio»  en  Tirtnd  de  las  dablimes  máximas  de  Jesucristo, 
alcanzó  otra  consideración  más  elevada  c|e  ]a  que  hasta  entonces 
había  tenido;  pero  en  nada  rnflnyó  por  el  pnmlo  c&  Ii  legislación 
pagaifea. 

Desde  que  Jesucristo  erigió  en  sacramento  ^el  matrimonio,  its 
cristianos  necesitaron  obtener  las  bendiciones  de  ta  Iglesia  para  go- 
zar de  la  gracia  dirina;  pero  estas  bendiciones  no  afectan»  por  en- 
tonces á  la  esencia  del  contrato,  el  cual  siguió  perfeccionándose  con 
sujeción  á  las  prescripciones  de  la  legislación  civil,  con  absoluta  in- 
dependencia de  la  eclesiástica  (i)/ 

En  el  siglo  v  ya  tomó  extensión  el  espíritu  de  la  Iglesia  y  el  ma* 
trimonio  canónico.  Con  todo,  no  turo  todavía  influjoaiguiio  en  ta 
legislación  civil,  que  siguió  su  dirección  pagana,  aun  después  ée 
convertirse  al  cristianismo  los  Emperadores.  Entre  los  pueblos  ger- 
manos recien  couTertidos,  y  refiriéndonos  ya  á  nuestro  dereetío, 
alcanzó  preponderancia  el  matrimonio  eclesiá^ico,  haciéndose  en- 
tonces mista  la  legislación  matrimonial.  Aceptóse  por  estos  pueblos 
la  legislaciott  canónica,  si  bien  siguieron  celebrándose  uniones  mera- 
mente civiles^  tales  como  el  matrimonio  á  yuras,  pero  el  matrimo- 
nio estaba  sin  embargo  se(nilarízado.  La  Iglesia  concurría  para  ligar 
á  los  contrayentes  con  el  lazo  divino,  que  constituye  el  sacramento, 
pero  su  gracia  no  determinaba  los  efectos  civiles  (8).  A  la  Iglesia 
correspondía  el  derecho  de  resolver  en  lo  espiritual^  al  Estado  el 
derecho  de  resolver  en  lo  temporal. 

•Felipe  n ,  aceptando  por  Real  cédula  de  i9  de  Junio  de  1864, 
como  leyes  del  reino  los  decretos  del  Concilio  de  Trento,  extinguió 
los  últimos  vestigios  de  nuestra  legislación  foral  y  puso  el  sello  á  la 
unificación  del  matrimonio  civil  y  canónico,  no  reconociendo  más 
matrimonio  que  el  celebrado  in  facie  ededce.  Desde  entonces  la  Igle- 
sia conoció  exclusivamente  del  matrimmiio,  así  de  sus  efectos  canó- 
nicos como  civiles:  de  aquellos  por  derecho  propio,  de  estos  por  de- 
legación del  Estado. 

Reivindicado  por  éste  su  poder  legislativo  en  la  ley  de  matri- 
monio civil^  volvió  á  separarse  el  sacramento  del  contrato^  el  maí- 
trimonio  religioso  del  matrimonio  secular;  y  como  tal  reivindicación 
llevaba  consigo  el  poder  judicial  correspondiente,  así  como  de 


|l)    Rivera. — Estudios  histórico-legales, 
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aquel  matrimonio.  ;  sas  iAcidoacías  debía  conocer  exclü^ivamen-* 
tela  Iglesia»,  de  este  y  de  la&  ctteationesqoe  de  él  surgieían  de- 
bía conocer  e^dnaívamente  el.Estado. 

Ab^a  hien:  ¿cómopuede negarse  la autoridad'del poder  civil  en- 
todo  lo  referente: ¿los. efecto  civiles. del  matrimonie  desde  que  se 
pnblicó  la  le;;  de.  Matrimonio  civil  hasta,  el  decreto  de  9  de  Febrero 
de  1875?  Si  este  decreto  ha  devuelto  á  la  Iglesia  la  competencia  y 
facultades  que  le  concedió  la. Real  cédnla  de  Felipe  U,  delegando 
otro  vez  el  Estado  en  ella  su  poder  y  sn  faerz»  legislativa  en  to- 
do lo  que  se  refiere  al  matrimonio  civil  ó  á  k»  efectos  civiles  del 
matrimonio,  ¿podrá  este  decreto  borrar  de  la  historia  los  hechos  pa- 
sados? jPoirá. hacer  que  no  sea  lo  que  ha  sida  ya?  Las  autorida- 
des judiciales  civiles,  en  virtud  delpoder  legislativo  del  Bstado  en  la 
materia,  tuvieroajurisdiccion  y  competencia  para  conocer  en  nom- 
bre de  este  de  todos  los  asuntos  matrimoniales  desde  que  se  publi- 
có la  ley  de  Matrimonio  civil;  y  si  tuvieron  esa  competencia  y  esa 
jurisdicción^  todos  los  actos  que'en  virtud  de  ellas  llevaron  á  cabo, 
todos  son  actos  válidos  y  legítimos,  sin  que  haya  poder  bastante 
que  legalmente  puedii  sostener  lo  contrario. 

Si  la  Iglesia  ha  recobrado  todos  los  derechos  que  le  reconocían 
nuestras  antiguas  leyes,  restituyéndose  á  su  exclusiva  jurisdicción 
los  asuntos  matrimoniales,,  esa  jurisdicción  empezará  nuevamente 
desde  el  decrete  de  9  dé  Febrero,  pero  no  antes;  y  por  tanto^  todos 
los  actos  qjua  eala  matoia^  se  hayiin  verificado  con  postexioiidad  á 
la  ley  de  Matrimonio  civil  y  con  anterioridad  al  mencionado  decre- 
tó, son  para  la  jurisdicción  eclesiástica  actos  legítimos,  como  toma- 
dos por  autoridad  que  tenia  poder  para  ello. 

Él  >dlecreto  del  Sr.  Cárdenas,  en  nuestro  humilde  concepto  qui- 
zás poco  meditado^  es  en  este  punto  claro  y  terminante. 

Dice  este  decreto  en  sv  artículo  7.*  «Las  causas  pendientes  de 
divorcio  ó  nuMad  de  matrimonio  canónico  y  las  demás  que  según 
las  Sagrados  CáBMiee  y  las  leyes  antiguas  de  España  son  de  la, 
compeleneia  da  k»  l)rilMiBale&  eclesiásticos,  se  remitirán  i  estos 
dfesde  laego^  en  el  estado  y  en  la  instancia  en  qqe  se  encuentren^ 
pot  tes  J«eoes  y  Tribunales  civiles  que  se  hallen  conociendo  de 
ellas. » 

Si  por  este  decreto,  ptres,  se  manda  que  se  renútan  á  los  Tri- 
banales  eclesiástico»  las  causas  de  divorcio  y  nulidad  de  matrimo- 
nio en  el  ettado  y  en  tai  imtancia  en  que  $e  hallen^  no  comprende- 
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mos  por  qué  las  remitidas  por  las  Andiencias,  Tríbaiiales  de  ape* 
lacioQ  y  segaada  instancia^  han  de  pasar  á  la  Vicaria,  Tribanal 
ordinario  eclesiástico^  y  no  á  la  Rota,  que  lo  es  de  apelación  y  se* 
gunda  instancia.  Si  se  encontraban  en  estado  y  en  instancia  de 
apelación,  en  este  estado  y  en  esta  instancia  debe  recibirlas  la 
Rota,  sin  pasarlas  al  Tribunal  ordinario  eclesiástico;  pues  de  lo 
contrario  vendrá  á  resultar  que  una  misma  causa  vá  á  ser  falla- 
da dos  veces  en  primera  instancia  y  por  dos  Tribunales  distintos, 
alterando  asi  todos  los  principios  del  orden  jerárquico  y  todas  las 
leyes  del  procedimiento. 

Esta  es,  pues,  una  cuestión  más^  de  las  muchas  á  que  ha  de  dar 
lugar  la  reforma  llevada  á  cabo  en  la  legislación  matrimonial  por 
el  decreto  de  9  de  Febrero  de  1875. 

Francisco  del  AgDÜa  Burgos. 


ENJUICIAIHEIVTO  CIÍIL. 


CUESTIONES  RELATIVAS  Á  INTERDICTOS, 

SOBRE  IGLESIAS  T  COSAS  EGLESIÁSTIGAS. 


Primera  cjJESTion.— ¿Procede  el  itUerdieto  de  recobrar^  ó  de 
despojo,  ctuindo  la  cosa  sobre  que  versa  es  una  iglesia  ó  parte  im- 
portajite  de  día? 

Para  que  proceda  el  interdicto  de  recobrar,  es  necesario,  según 
el  art.  724  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  el  que  se  dice  des- 
pojado ó  su  causante  se  hallen  en  posesión  ó  tenencia  de  la  cosa 
que  expresen  habérseles  arrebatado,  y  qne  hayan  sido  realmente 
despojados  de  esa  posesión  ó  tenencia;  y  como  una  iglesia  ó  una 
parte  importante  de  ella  no  puede  estar  en  la  posission  ó  teaencia  de 
ninguna  persona,  claro  es  que  no  procede  el  interdicto  de  recobrar 
cuando  se  interpone  respecte  de  esos  objetos. 

La  razón  de  esta  solución  es  muy  obvia.  Las  iglesias,  y  todo 
cuanto  á  ellas  inmediata  y  necesariamente  pertenece,  son  cosas  de 
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f  aqaellas  que  están  faera  del  comercio  de  los  hombres,  qne  nadie 

puede  adquirir^  que  son  inenajenables.  Asi  lo  determina  expresa- 
mente el  derecho  canónico  en  los  tits.  i3  y  48,  libro  3.%  de  las  De* 
creíales,  y  en  la  parte  3/,  distinción  1/,  del  Decreto,  al  prohibir 
que  se  enajenen  ¡as  cosas  de  la  Iglesia  y  que  nadie  las  adquiera, 
singularmente  los  edificios  destinados  para  los  oficios  divinos  y  para 
dar  culto  ¿  Dios,  y  al  determinar  de  qué  modo  se  han  de  construir, 
reparar  y  derruir  las  iglesias.  Asi  lo  dicen  todos  los  tratadistas  del 
mismo  derecho  al  observar  que  las  iglesias  son  cosas  sagradas,  en 
cuya  opinión  convienen  Eugel,  Riegger,  Van  Bspen,  Berardi,  De- 
votti,  Cavallario,  Bouix,  Andrés  Philips  y  cuantos  han  escrito  sobre 
las  cosas  propias  de  la  Iglesia,  que  todos,  unánimemente,  han  de- 
clarado que  los  templos,  los  altares,  los  vasos  sagrados,  las  reliquias 
de  los  Santos,  son  cosas  sagradas  que  sólo  pueden  ser  propiedad  de 
la  Iglesia,  que  ningún  particular  puede  adquirir,  y  que  la  misma 
Iglesia  no  puede  enajenar  mientras  estén  destinadas  al  culto  y  ser* 
vicio  de  Dios. 

Impregnada  en  esta  doctrina  nuestra  legislación,  estableció  lo 
mismo  que  el  derecho  canónico  establecía»  y  registrando  nuestros 
códigos  nos  encontramos  con  la  ley  i2,  tit.  28,  Part.  3.',  que  dice: 
toda  cosa  sagrada  ó  religiosa  ó  santa  que  es  establecida  al  servicio 
de  Dios,  non  es  en  poder  de  ningutid  orne  el  señorío  de  día  ni  pue- 
de ser  contada  entre  sus  bienes;  con  la  ley  6/,  tit.  29  de  la  misma 
Partida,  que  expresa  que  sagrada,  ó  santa,  ó  rdigiosa,  cosa,  non 
se  puede  ganar  par  tiempo;  con  la  ley  14,  tit.  30  de  la  citada  Par- 
tida, que  consigna  que  de  ningún  lugar  religioso,  nin  santo,  nin  sa- 
grado, no  puede  ningún  orne  auer  posesión;  con  la  ley  22^  tit.  11 
de  la  Part  5/,  que  manifiesta  que  sagrada  cosa,  nin  santa,  rUn  re- 
ligiosap  non  puede  ningún  orne  prometer  de  dar  á  otro;  y  con  la 
ley  3.',  tit.  1.',  libro  1.*  de  la  Novísima  Recopilación,  que  reconoce 
que  las  iglesias  son  casas  de  Dios.  Estas  leyes  han  sido  comentadas 
por  escritores  tan  notables  como  Gregorio  López,  Salgado,  Febrero, 
García  Goyena:  y  todos  se  hallan  conformes  con  su  espíritu  y  su  le- 
tra, .llegando  alguno  á  sostener  que  no  deben  hablar  de  estas  cosas 
los  autores  de  derecho  civil  por  corresponder  su  tratado  al  derecho 
canónico. 

Si,  pues,  las  iglesias  son  cosas  divinas  de  aquellas  que  no  están 
en  el  comercio  de  los  hombres,  de  aquellas  que  estos  no  pueden 
adquirir^  de  aquellas  en  que  los  hombres  no  pueden  tener  posesión. 


• 
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la  sociedad  en  la  restitución,  y  sólo  lo  está  el  pariicuin'  despo- 
jado, único  que  puede  iaterponer  el  interdicto ,  siendo  ésta ,  por 
tales  razones,  materia  exclusivamente  propia  del  derecho  pri* 
vado. 

Las  leyes,  en  diferentes  épocas,  han  consignado,  con  mayor  ó 
menor  claridad,  que  la  jurisdicción  ordíoaria  es  la  única  competen- 
te para  conocer  de  los  interdictos  de  despojo;  pero  ninguna  de  ellas 
estableció  jamás,'  antes  del  siglo  presente,  que  de  los  juicios  de  po* 
sesión  de  las  cosas  divinas,  esto  es,  sagradas,  religiosas  y  santas, 
pudieran  conocer  los  Tribunales  seculares.  No  lo  estableció,  como 
algunos  sostienen,  la  ley  i/,  titulo  2/,  libro  2/  de  la  Novísima  Re* 

copilacion,  al  decir  que  las  Reyes  de  Castilla puedm  conocer  y 

proveer  de  las  injurias,  tnolendas  y  fuenuis  que  acaescen  entre  tos 
Prelados  y  clérigos,  y  eclesiásticas  personas  sobre  las  iglesias  y  be^ 
neficios;  porque  esta  ley,  en  sus  palabras,  por  el  lugar  que  ocupa 
en  el  cuerpo  de  la  Novísima,  y  por  aquel  en  que  se  halla  en  el  índi- 
ce alfabético  de  esta  compilación  legislativa,  se  refiere  ostensible* 
mente  á  los  recursos  de  fuenta,  y  no  trata  ni  se  ocupa  de  los  inter** 
dictos,  ni  tiene  relación  alguna  con  la  doctrina  relativa  á  estos.  No 
lo  estableció  ninguna  otra  ley  recopilada  ni  no  recopilada.  Por  esta 
razón  los  Jurisconsultos  más  notables  de  España,  y  entre  ellos  ilus- 
tradísimos Fiscales  del  Consqo,  opinaron  en  el  siglo  pasado  y  en  el 
presente,  que  no  existe  en  nuestras  leyes  prevención  alguna  que 
atribuya  el  conocimiento  de  los  juicios  posesorios  de  las  cosas  divi^ 
nos  y  de  las  cosas  eclesiátíicas  á  la  jurisdicción  secular. 

El  Reglamento  provisional  para  la  administración  de  justicia  es 
la  primera  disposición  legal  que  se  encuentra  por  la  que  se  concede 
á  la  jurisdicción  secular  el  derecho  de  cooocer  de  los  juicios  ó  ín-¡ 
terdictos  de  despojo  de  las  cosas  eclesiásticas,  pues  en  su  artícu» 
lo  44  expresa  que  toda  persona  que  en  cualquier  provincia  de  la 
Monarquía  fuere  despojada  ó  perturbada  en  la  posesión  de  alguna 
cosa  profana  ó  kspiriVual,  sea  lego,  edesiá^ico  ó  milüar  d  despo^ 
Jante  ó  perturbador,  podrá  acudir  al  Juez  letrado  de  primera  ífts- 
tancia  para  que  le  restituya  ó  ampare.  Esta  disposición  no  está  fnn- 
dada  en  razón  a^na  legal  ni  de  conveniencia  pública,  introduce 
sin  necesidad  una  medida  contraria  á  las  leyes  anteriores  y  al  uso  y 
á  la  práctica  de  los  Tribunales,  tiende  á  trastornar  las  buenas  re<- 
laciones  que  debe  haber  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  y  está  dada 
por  Autoridad  notoriamente  incompetente,  porque  lo  es  el  poder 
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temporal  para  legislar  sobre  materias  propias  de  la  Iglesia,  y  lo  qoe 
es  mas  grave  aúo,  sobre  cosas  espiri/tmto»  ó  que  se  refieren  al 
alma^  respecto  á  las  cuales  es  ua  absurdo  suponer  que  pueda  darse 
despojo,  porque,  según  los  cánones,  son  cosas  espirituales  las  que 
iíeiien  relación  con  la  administración  de  los  Sacramentos,  con  la 
celebraden  del  santo  sacrificio  de  la  Misa  y  de  los  dias  festivos,  coa 
las  preoes  sagradas,  con  los  votos,  con  los  ayunos,  y  con  cuanto 
atuie  al  fuero  interno  de  la  conciencia  y  al  uso  de  los  vasos  y  or- 
namentos sagrados,  todo  \o  cual  es  objeto  del  dominio  exclusivo  de 
la  Autoridad  eclesiástica,  sin  que  en  ello  pueda  mezclarse  jamás 
para  Bada  ni  en  ninguii  concepto  la  Autoridad  secular.  £ste  artícu- 
lo del  Beglamento  provisional  se  resiente  de  la  época  en  que  fué 
dado,  y  no  pudo  jamás  tener  verdadera  fuerza  legal. 

Por  fortuna  no  está  ya  vigente,  hallándose  derogada  la  disposi- 
ción del  artículo  44  del  Reglamento,  por  cuanto  no  está  consignada 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1855,  y  todo  aquello  que,  dis- 
puesto en  leyes  anteriores  de  procedimiento,  no  estuviere  escrito 
en  la  citada,  queda  derogado,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  articu- 
lo 1415,  que  dice  asi:  Quedan  derogadas  todasias  leyes.  Reales  de- 
eretoSy  reglamenios,  órdenes  y  fueros  en  que  se  hayan  dictada  re- 
glas para  el  Enjuiciamiento  civil.  Que  no  se  consigna  en  la  ley  de 
1855  la  prevención  ccmtenida  en  el  Reglamento  de  1835  respecto  al 
conocimiento  de  los  interdictos  de  despojo  que  versen  sobre  cosas 
divinas^  se  evidencia  con  la  sola  lectura  de  la  primera,  pues  en  ella 
únicamente  se  encuentra  acerca  del  particular  el  art.  69:2,  que  dice 
así:  El  conocimiento  de  los  interdictos  corresponde  exdusivamente 
á  la  jurisdicción  ordinaria^  cualquiera  que  sea  el  fuero  de  los  de-- 
mandados.  Esta  prevención  legal  es  muy  distinta  de  la  que  contenia 
el  Regimentó  provisional,  porque  en  la  ley  moderna  se  hace  sólo 
referencia  al  fuewo  de  los  demandados,  y  en  el  Reglamento  se  hacia 
referencia  al  fuero  de  los  demandados  (sea  lego,  eclesiástico  ó  mili- 
tar el  despojante  ó  perturbador)  y  al  fuero  de  la  cosa  (sea  profana 
ó  espiritual);  y  esta  importantísima  distinción  de  no  hablar  la  ley 
de  Enjuiciamiento  del  fuero  de  las  cosas  y  sí  del  fuero  de  las  perso- 
nas^ y  de  hablar  el  Reglamento  del  fuero  de  las  personas  y  del  fue- 
ro délas  cosas,  persuade  de  que  aquella  ley  quiso  alterar,  y  alteró 
de  hecho,  la  disposición  absurda  y  monstruosa  del  Reglamento.  De 
otro  modo  hubiera  conservado  la  ley  publicada  en  1855  las  pala- 
bras terminantes  y  precisas  de  la  anterior^  que  eran  por  demás  cía- 
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ras;  y,  no  haciéfidolo  asi,  evideotieí  es  que  se  propuso  modificariis 
5  establecer  una  disposioioii  diferente^  más  cooforiM  á  la  razón,  á 
los  buenos  principios,  á  las  leyes  anüguas,  á  la  pcáctíoa  eoosUaie 
de  los  Tribunales  y  á  los  cánones. 

Aunque  pueda  parecer  ocioso,  tMieiio  será  exponer,  para  latiM* 
jor  inteligencia,  que  cuanda  en  derecho  se  trata  del  fuem  áe  ¡D9. 
demandados  se  entiende  siempre,  según  los  más  aoreditados^  auto* 
res,  d  fuero persoiial, sin  que  obste á  esta  inteligenoiala  regla  c^ue 
dice  actor  sequüur  forum  rei^  porque  esta  regla  tan  sók>^  consigna 
el  principio  de  que  cuando  no  existe*  otra  fnero  más  privilegiado  ó 
más  digno  de  censidemcion,  el  actor  debe  seguir  el  fuero  de  la  cu* 
sa^  esto  es,  del  lugar  en  donde  la  cosa  esté  sita,  en  donde  la  cosa 
radique.  Por  lo  mismo,  al  hablar  la  ley  de  Enjuiciamiento  ciril  del 
fuero  de  los  demandados  para  fijar  la  competencia  de  la  jurisdicción 
ordinaria  en  el  conocimiento  de  los  interdictos,  no  les  ha  dado  esta 
competencia  prescindiendo  del  fuero  que  pnnienga  ó  nazca  de  la 
esencia  y  naturaleza  de  las  cosas;  y  por  este  motiyo,  nadie  está  ea 
la  persuasión  de  que  el  Juez  ordinario  pueda  conocer  de.  un  inter- 
.dicto  sobre  adquirir, 'retener  ó  recobrar  un  cuartel  ó  un  potTorin, 
un  buque  ó  un  dique,  un  almacén  de  pertrecboe  militaresv  eomo 
tampoco  una  iglesia,  una  capilla  ó.  un  altar. 

De  todo  lo  dicha  se  desprende  lógicaiBeniie  (|ne,  con  arreglo  á. 
las  disposiciones  de  los  cánomes,  de  las  leyes  antiigaas  y  de  la  mo* 
dema  de  Enjuiciamiento  cívii^  á  las  opiniones  de  Jurisceasttltos  en- 
tendidos, y  al  sentid»  comon,  no  son  conpetentesr  los  Tribunales: 
seculares  para  conocer  de  un  interdicto  que  se  dirija  á  la  reslitocioo 
de  una  iglesia  6  de  una  parte  importante  de  ella. 

TiBGBRA  GUKSTioN.^PriM;^  d  Mcráie^  de  r^eobratf  contra 
una  providencia  gubernatí»a  dada  por  la  Autoridad  ecUsiiásiíoa  cm 
asunto  propio  de  sus  atrihueionesl 

Los>  interdictos  de  recobrar  se  dan  para  restitair  en  la  posesión, 
ó' tenencia  de  «na  cosa  raiz  á  aqutiios  que  ban  sido  inqnieliadee  ea 
ella  por  medio  de  la  violencia^  ó  clandestinamente.  Las  leyes,  d  e»* 
tablecer  el  interdicto  de  recobrar  la  posesión,  6  de  despojo^  tan  salo 
ban  querido  suministrar  un  remedio  inmediato^  pronto  y  eficaz,  eo- 
mo ya  se  ha  dicho,  contra  los  que  se  toman  la  joetioia  por  su 
mano,  contra  los  que  se  arrojan  sobre  aquello  qoe  creen  suyo  y  es- 
tá en  poder  de  otro*  Estos  casos  no  pueden  ocnrrir  cuando  Ui  hu.^ 
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loridad  competente  dispone  ó  manda  una  cosa  en  uso  de  sus  atribu- 
ciones propias  y  naturales. 

A^aso  se  objete  que  si  bien  en  la  esfera  del  derecho  'constituyen- 
te la  opinión  consignada  es>exáotB,  en  la  del  derecbo  constituido  la 
doctrina  de  que  los  mandatos  de  la  Autoridad  pneden  inducir  des* 
pojos  y  ser  atacados  por  kt  vía  del  interdicto,  no  tiene  más  limita-^ 
cien  que  la  establecida  por  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1839  á 
faror  de  la  administración  actira,  cuya  prevenct<»n  se  insertó  en  las 
leyes  adminisIratiTas  vigentes.  Quizá  se  diga  también  que,  fuera  de 
este  caso,  todo  el  que  queda  privado  de  una  cosa,  aunque  sea  é  vir- 
tud de  precepto  judicial^  sin  ser  antes  oido  y  vencido  en  juicio,  su- 
fre despojo  y  debe  ser  inmediatamente  restituido,  pues  no  falta  en 
tales  circunstancias  ningún  requisito  para  el  interdicto,  porque  el 
empleo  de  la  autoridad  con  sos  medios  de  acción  constituye  fuerza, 
y  la  falta  de  citación  y  audiencia  del  interesado  es  una  especie  de 
clandestinidad.  Quizá,  en  fin,  quiera  sostenerse  esta  opinión  fun- 
dándola en  la  ley  2.*,  tit.  34,  libro  11  de  la  Novísima  Recopi- 
lación. 

Las  objeoioBes  precedentes,  que  pudieran  presentarse»  no  tienen 
importancia,  y  la  doctrina  que  en  ellas  se  emite  es  opuesta  al  dere- 
cbo constituyente^  contraria  al  derecho  constituido,  y  perturbadora 
del  buen  6rden  de  la  sociedad.  El  derecbo  constituyente,  la  eonve- 
nieneia  pública,  la  legalidad  bien  entendida,  aconsejan  que  de  las 
disposiciones,  ó  mandatos,  ó  provtdendas  gubernativas,  adoptados 
por  las  Autoridades  legítimas  en  el  ejercicio  de  sus  naturales  atri- 
buctones  sobre  asuntos  propíos  de  su  jurisdicción  no  se  den  infer^ 
fictos,  y  aconsejan  también  que  con  ellas  no  se  entienda  puedan 
causarse  despojos.  De  otro  modo  las  disposiciones  ée  las  Autorida- 
des competentes  no  tendrían  fuerza,  valor  ni  prestigio,  y  se  causa- 
rian  graves  perturbaciones  enia  sociedad  si  un  luez  de  primera 
instancia  pudiera  poner  en  posesión  de  nna  cosa  á  una  persona  á 
quien  hubiere  privado  de  ella  otra  Autoridad  por  medio  de  una  dis- 
posieion  gubernativa,  4oüual  daría  ocasión  á  qne  un  Juez  revocara 
acuerdos  de  una  Autoridad  superior^  sin  tener  quizá  noticia  de  las 
razones  que  motivaron  esos  acuerdos,  dándose  así  él  espectáculo 
tristísimo  y  altamente  perjudicial  de  que  se  desprestigiaran  los  ac- 
tos de  las  Autoridades  y  de  que  se  dejaran  sin  efecto  por  funciona- 
rios de  categoría  inferior  y  de  orden  jerárquico  distinto,  lo  cual  es 
tin  absardo,  no  se  aviene  eon  niognna  idea  fundamental  de  dere- 
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cho  ni  de  adiuinislracion,  y  no  pnede  consentirse  en  una  sociedtd 
ffiedianamente  organizada. 

Pero  tampoco  es  exacto  que  en  la  esfera  del  derecho  oonsülui- 
do  sólo  los  acuerdos  de  la  administración  activa  están  libres  de  ser 
atacados  por  la  vía  del  ioterdicto  de  recobrar,  y  que  contra  las  dis- 
posiciones de  las  demás  Autoridades  en  uso  de  sos  atribuciones  y 
sobre  cosas  propias  de  su  competencia  se  puede  interponer  aquel 
recurso  legal;  porque,  para  que  el  despojo  exista»  es  necesario,  se- 
gún se  expresó  en  el  articulo  anterior,  que  baya  empleo  de  violen- 
cia ó  clandestinidad  en  el  hecho  que  arrebata  la  posesión  de  la  cosa 
en  que  se  está,  y  la  Autoridad  no  emplea  esa  violencia  ni  esa  clan* 
destioidad  al  ordenar  una  cosa  que  está  en  sus  atribuciones  man- 
dar. El  empleo  de  la  Autoridad  con  sus  medios  de  acción  no  cons? 
tituye  fuerza,  en  la  verdadera  y  genuina  acepción  legal  de  esta  pa- 
labra^ y  la  falta  de  citación  y  audiencia  del  que  es  privado  de  una 
cosa  ó  de  un  derecho  por  medio  de  un  mandato  gubernativo  no  pue- 
de constituir  clandestinidad,  en  buena  lógica  judicial.  Los  medios 
de  acción  que  la  Autoridad  emplea  al  ejecutar  un  mandato,  que 
cree  justo  y  lícito,  no  hacen  fuerza,-  y  mucho  menos  fuerM  mate^ 
lial,  que  es  lo  que  significa  la  palabra  violencia;  y  la  fdta  de  cita- 
ción y  audiencia  del  que  es  privado  de  una  cosa  por  la  Autoridad  no 
es  una  ocultación  de  un  hecho,  que  es  lo  que  significa  la  palabra 
clandestinidad.  Los  mandatos  de  la  Autoridad  nunca  pueden  reunir 
las  condiciones  necesarias  para  que  se  dé  el  acto  denominado  des- 
pojo, que  es  el  desposeimiento^  por  medio  de  la  violencia  ó  de  la 
clandestinidad  de  una  cosa  raíz,  y  así  es  que,  para  la  existencia  del 
despojo,  es  necesario,  según  la  ley,  que  una  persona  desposea  á 
otra  de  una  cosa  inmueble,  valiéndose  de  la  fuerza  física^  ó  hacién* 
dolo  á  escondidas  y  de  un  modo  oculto.  La  ley  nunca  ha  supuesto 
en  el  mandato  de  la  Autoridad  fuerza  material  ni  medios  ocultos,  y 
por  lo  mismo  en  ningún  código  se  ha  concedido  el  remedio  del  in- 
terdicto de  despojo  contra  los  mandatos  de  aquella. 

La  ley  3.',  tit.  34»  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  al  de- 
cir que  ningún  Alcalde  ni  Juez,  ni  persona  privada^  no  sean  osados 
de  DESPOJAR  de  su  posesión  á  persona  alguna  sin  primerame^ite  ser 
llamado  y  oido  y  venado  por  derecho,  sólo  quiso  establecer  que  hi 
el  Alcalde  ó  el  Juez,  sin  forma  de  juicio,  arbitrariamente,  valiendo^ 
se  de  la  fuerza,  desposeyere  á  una  persona  de  sus  bienes,  comete- 
ría despojo.  Asi  debe  entenderse  la  ley  única  que  se  lee  en  las  re- 


CUESTIONES  RELATIVAS  Á  INTERDICTOS.  4i5 

copiladas  sobre  este  punto;  y  la  interpretación  que  se  le  acaba  de 
dar  no  es  caprichosa  sino  fundada,  porque,  estando  tomada  aquella 
disposición»  en  cuanto  á  sus  bases^  de  ia  ley  5.%  tít.  7.%  libro  5/  del 
Fuero  Juzgo  y  de  la  ley  4/^  tft.  4.%  libro  4.*  del  Fuero  Real,  estas 
se  refieren  siempre  al  hecho  provenieate  de  la  (uer%a  material,  pa- 
ra determinar  el  despojo.  Así,  pues,  no  es  posible  la  existencia  del 
despojo,  con  arreglo  á  las  leyes,  en  el  acto  de  determinar  y  mandar 
la  Autoridad  lo  que  está  en  sus  atribuciones  mandar  y  determinar. 
Estos  principios  incuestionables  están  reconocidos  explicitamente 
por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  La  Sala  segunda  antigua,  co- 
nociendo de  una  cuestión  de  competencia  entre  el  juzgado  de  la  co- 
mandancia de  marina  de  Bivadeo  y  el  Juez  de  primera  instancia  de 
la  misma  villa  con  motivo  de  haber  admitido  y  fallado  éste  un  in- 
terdicto restitutorio  contra  una  providencia  gubernativa  del  prime- 
ro, pronunció  sentencia  en  30  de  Noviembre  de  1861;  y  en  uno  de 
los  considerandos  de  ella  se  consigna  que  la  providencia  gubernati- 
va del  Comandante  de  marina  no  puede  quedar  sin  efecto  por  la 
sentencia  restitutoria  que  dictó  el  Juez  de  primera  instancia  en  el 
interdicto  propuesto,  porque  la  constante  jurisprudencia,  conforme 
con  el  espíritu  de  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1839,  establece 

QDE  NO  PROCEDEN  LOS  INTERDICTOS  CONTRA  LAS  PROVIDENCUS  GOBERNA- 
TIVAS. 

El  Tribunal  Supreino  de  Justicia  sanciona  con  su  inapelable  fa- 
llo la  opinión  sostenida  en  este  articulo  de  que  contra  los  mandatos 
de  la  Autoridad  legítima,  expedidos  en  el  ejercicio  de  sus  atribucio- 
nes sobre  asuntos  propios  de  su  competencia,  y  aun  dudosos,  no  se 
dan  interdictos.  Está  puesto  el  sello  á  esta  discusión  y  decidido  pa- 
ra siempre,  mientras  no  se  alteren  la  ley  y  la  jurisprudencia,  que 
no  procede  el  interdicto  de  recobrar  contra  una  providencia  guber- 
nativa dada  por  la  Autoridad  eclesiástica  en  asunto  propio  de  sus 
atribuciones. 

Cuarta  cuestión. — iPuede  considerarse  despojo  el  hecho  de  ser 
colocada  por  disposición  gubernativa  ó  judicial  de  la  Autoridad  ecle- 
siástica la  imagen  de  un  Santo  en  una  iglesia ^  en  una  capilla,  6  en 
Uiíaltarl.,..  ¿Puede  llamarse  despojo  el  hecho  de  mandarse,  por  pro- 
videncia gubernativa  ó  judicial  de  la  Autoridad  edeüástica,  que 
ciertos  Dignidades  ó  Canónigos  no  hagan  en  d  coro  determinadas 
señales  para  regirle  ó  dirigirle,  aun  cuatido  estuvieren  por  los  Es- 
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talutos  de  la  iglma  en  posesión  de  hacer  etas  señale^,.,.  ¿Puede 
eslimarse  despojo  el  heoho  de  fijarse  á  un  Beneficiado  por  ta  AuUh 
ridad  edesiástka  el  asiento  que  debe  tener  en  el  eoro  de  una  ee^ 
tedmtt 

m 

Ta  ge  ba  dicho,  al  discutir  la  oübstion  tbrgsra,  que  para  la 
cxístenoia  legal  del  despojo,  es  preciso  que  haya  violeDcia  ó  dan-» 
destiaidad  dirigidas  i  impedir  la  posesión  ó  tenencia  de  una  cosa 
raíz;  y  fadlísimo  es  demostrar  que  no  puede  haber  violencia  ó  clan- 
destinidad en  los  hechos  de  colocar  una  imagen  en  un  altar,  de  pro- 
liibir  ciertos  derechos  anejos  á  un  cargo,  y  de  designar  á  un  indrrf- 
dúo  de  una  oorporacinn  dentro  de  ella  misma  el  asiento  que  debe 
ocupar.  Calificar  estos  hechos  de  despojo  es  olvidarse  absolutaiaen-- 
te  de  la  definición  legal  y  aun  de  la  acepción  gramatical  de  la  pala* 
bra,  porque  no  puede  haber  fuerza  material  ni  ocultación  al  reaü* 
zar  ios  actos  indicados.  Podrá  haber  en  las  providencias  que  detw*- 
minen  esos  actos  abuso  d&  autoridad;  pero  este  abuso  jamás  cons- 
tituirá el  hecho  de  violencia  ó  de  clandestinidad  indispensable  para 
que  haya  despojo  y  para  qne  proceda  el  interdicto  restituiorío.  Ni 
al  dictar  esas  providencias^  ni  al  ejecutarlas,  se  ha  obrado  sobre  una 
cosa  raíz,  puesto  que  las  providencias  sólo  se  dirigen  á  privar  auna 
persona  de  un  derecho  honorífico  ó  de  un  derecho  qne  cree  tener 
para  hacer  una  cosa;  y  por  consiguiente,  no  existe  la  razón  de  ser 
del  interdicto^  no  se  dá  el  caso  del  uso  de  k»  medios  necesarios  para 
constituir  la  materia  del  intecdicto,  noae  puede  conseguir  el  objeto 
del  interdicto. 

Es  una  gran  aberración  llegar  á  creer  (y  sin  embargo  se  ha  crei- 
db,  porque  los  que  proponemos  y  discutimos  son  casos  prácticos,) 
que  la  colocación  de  una  imagen  de  un  Santo  en  el  altar  mayor  de 
una  iglesia  parroquial,  en  el  que  pretendía  tener  propiedad  unaper^- 
sona  particular,  colocación  hecha  en  virtnd  de  mandato  gubernati- 
vo de  un  Obispo,  á  la  luz  del  dia,  en  medio  de  un  numeroso  coo- 
curso, y  sin  oposición  de  nadie,  ni  aun  del  mismo  que  se  dijo  des- 
pués propietario,  pueda  constituir  despojo.  Es  mayor  aberración  Uh 
davía  creer  que  la  orden  comunicada  á  su  Cabildo  por  un  Prelado 
de  que  un  Dignidad  no  diera  en  ciertos  momentos  dd  rezo  divino 
en  una  iglesia  catedral  ciertas  palmadas  constituyera  despojo.  T  es 
aberración  inconcebible  creer  qne  la  designación  de  la  silla  coral 
correspondiente  á  un  Beneficiado  de  una  catedral,  hecha  por  el  Dio- 
cesano^ pndiera  calificarse  de  deq>ojo.  T  sin  embargo,  así  se  ha  in- 
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tentado,  y  en  alguno  de  los  casos  ocurridoe  asi  se  ha  detenoinado... 
mn  que  se  tavíeran  en  oneota  las  circanstaocias  que  las  leyes  exir 
^en  para  que  un- hecho  pueda  ser  calificado  de  despojo. 

No:  ninguno  de  esos  actos  citados  puede  constituir  despojo,  y 
p€Mr  consiguicAle,  en  ninguno  de  ellos  procede  el  interdicto  de  re- 
cobrar. Sería  o&nder  el  buen  sentido  de  nuestros  lectores  trotar  de 
hacer  más  patentes  las  razones  que  al>onan  nuestra  opinioa. 

QuisrrA  CDBSTiOBr.*-T-¿£s  válida  ¡a  setitentía  pronunciada  partm 
Tríbitaal  seeuiar  en  vsn  interdicto  dhigixlo  i  re^brar  la  posesien  de 
una  cosa  sagrada,  6  religma,  ó  sankú 

Si  se  conviene,  en  yisla  de  lo  que  se  ha  eicpuesto  al  disentir  las 
csestioaes  anleriores,  en  q«e  los.  Tribunales  seculares  no  son  coü-» 
peleates  para  conocer  de  los  interdictos  que  se  dirijan  á  la  restitu- 
ción de  esas  cosas,  preciso  será  convenir  también  en  que  do  es  váli- 
da la  sentencia  pronunciada  por  los  nismos  Tribunales. 

Para  opinar  de  este  modo  nos  fundamos  en  la  definición  legal 
de  la  palabra  sentencia.  Esta  es  la  detísion  legitima  del  Juez  sobre 
la  cama  eorUrovertida  en  «k  tribwtal;  y  no  es,  ni  puede  ser,  deci* 
sion  legitima  la  que  se  dá  respecto  de  una  cosa  qqe  no  está  sujeta 
al  juicio  del  que  la  dá,  y  no  es  Juez  el  que  no  tiene  jurisdicción 
para  conocer  de  una  cosa.  Según  ios  pareceres  de  los  Jurisconsul- 
tos más  distinguidos,  la  sentencia  pronunciada  por  un  Juez  incom* 
pétente  es  nula  y  de  ningún  valor;  6  mejor  dicho,  ladecision  de  un 
Juez  en  asoaio  que  notoriamente  no  es  de  su  competencia  no  es 
eeuteueiaf  porque  el  juicio  celebrado  ante  un  Juez  incompetente 
adolece  de  nulidad  en  todas  sus  conseouenciaB,  y  la  sentencia  dic- 
tada por  un  Juez  que  carece  de  jurisdiceiop  lleva  en  sí  el  vicio  más 
capital  cpie  puede  llevar,  siendo,  en  su  misma  esencia,  nula. 

Si  de  otro  modo  fuera,  se  daria  la  monstruosidad  de  que  un  Juez 
ó  Tribunal  de  marina  pudiera  conocer,  por  sorpresa,  por  ignoran- 
cia^ ó  por  mala  inteligencia,  de  la  administración  de  Sacramentos; 
un  Juez  6  Tribunal  eelesiástíoo  de  la  declaración  dé  una  presa  ma* 
ritima;  un  luez  ó  Tribunal  de  comercio  de  una  insubordinación  mi- 
litar^ y  nn  Juez  ó  Tribunal  de  guerra  de  la  contratación  de  efectos 
públi<¿s,  y  que  si  de  sus  decisiones  no  se  interpusieran  en  tiempo 
legal  hábil  apelaciones  6  recursos  de  nulidad,  bien  por  abandono, 
bien  por  desprecio,  bien  por  desconocimiento,  causarían  ejecutoria, 
absurdo  que  nadie  se  atrevería  á  sostener. 
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La  sentencia  en  tanto  io  es,  v  en  tanto  lleva  en  sí  la  fuerza  de 
obligar,  en  cuanto  está  dada  por  Juez  competente  y  en  el  ejercicio 
de  atribuciones  legítimas.  Las  decisiones  de  otro  género  son  nulas 
y  no  producen  efecto. 

Una  gran  parte  de  esta  doctrina  se  estableció  por  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  al  informar  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
en  el  año  1864  que,  si  después  de  juzgado  un  hecho  como  falta, 
apareciere  que  era  ó  constituía  un  verdadero  delito,  podría  ser  per- 
seguido como  tal  delito  ante  el  Juez  competente,  porque  no  e$  un 
verdadero  juicio  el  que  se  sustancia  ó  celebra  ante  Jue%  incompe-' 
tente.  Y  esta  misma  doctrina  se  sostiene  también  en  la  sentencia 
pronunciada  en  30  de  Noviembre  de  1861  por  la  Sala  segunda  del 
mismo  Supremo  Tribunal,  que  hemos  dado  á  conocer  al  contestar 
á  la  CUESTIÓN  TERCERA,  porquc  en  ella  se  dice  que  una  providencia 
gubernativa  de  una  AtUoridacl  no  puede  quedar  sin  efecto  por  una 
sentencia  restitutoría,  y  por  consiguiente,  se  reconoce  que  hay  de* 
cisiones  de  Tribunales  que  no  son  válidas. 

Por  todas  estas  razones  puede  afirmarse  que  no  es  válida  la  sen- 
tencia  pronunciada  por  un  Tribunal  secular  en  un  interdicto  dirigi* 
do  á  recobrar  la  posesión  de  una  cosa  sagrada,  religiosa  ó  santa. 

Sexta  cuestión.— JVo  siendo  válida  esta  sentencia^  ¿cómo  se  de- 
clarará  la  nulidad? 

La  ley  de  Enjuiciamiento»  que  es  la  única  boy  vigente  en  ma* 
teria  de  procedimientos  civiles,  no  suministra  recurso  alguno  que 
pueda  utilizarse  en  el  caso  indicado  en  la  pregunta,  pues  contra  las 
sentencias  definitivas  pronunciadas  por  los  Jueces  sólo  concede  el  de 
apelación,  y  contra  las  pronunciadas  por  los  Tribunales  superiores 
sólo  concede  el  de  casación.  En  el  primer  caso,  respecto  á  los  inter- 
dictos de  recobrar,  el  art.  7^9  dice,  que  de  la  providencia  en  que  se 
otorgara  la  restitución  podrá  apelar  el  despojante.  En  el  segundo 
caso,  el  art.  1014  únicamente  otorga,  en  los  juicios  posesorios,  el 
recurso  que  pueda  fundarse  e(n  alguna  de  las  causas  expresadas  en 
el  art.  1013.  Ninguna  disposición  consigna  esta  ley  de  qué  mo- 
do se  ha  de  declarar  la  nulidad  de  una  sentencia  que  sea  nula  por 
incompetencia  del  que  la  dictó.. Cierto  es  que  entre  las  causas  ex* 
presadas  en  el  art.  1013  se  halla  la  9.',  que  es  la  incompetencia  de 
jurisdicción,  en  los  casos  en  que  el  Tribunal  Supremo  no  hubiere  si- 
do quien  hubiera  resuelto  este  punto;  y  también  es  cierto  que  el  ar- 
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ticalo  1020  establece  que,  si  la  causa  que  motUe  el  recurso  ha  te- 
nido lugar  en  la  última  instancia,  y  cuando  no  haya  habido  posibi- 
lidad de  reclamar  contra  ella,  se  admitirá  aquel  kunque  no  haya 
precedido  la  reclamación  de  la  subsanacion  de  la  falta  en  los  dos  es- 
tados del  negocio  expuestos  en  el  art.  Í0t9.  Pero  el  art.  1023  indi- 
ca que  el  que  haya  de  utilizar  el  medio  legal  del  recurso  debe  ha- 
ber sido  parte  en  el  juicio. 

Ahora  bien:  cuando  el  demandante  en  el  juicio. sumario  ó  inter- 
dicto de  recobrar  la  posesión  se  dirige  contra  una  providencia  gu- 
bernativa de  una  A.utoridad,  no  puede  ni  debe  ser  ésta  parte  en  el 
juicio,  no  puede  tener  en  él  personalidad,  no  puede  ejercitar  dere- 
cho alguno,  no  puede  en  la  vía  judicial  acudir  á  sostener  la  legiti- 
midad de  su  hecho.  En  este  caso,  no  há  lugar  á  valerse  de  recurso 
alguno  de  los  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  concede  para^con- 
seguir  la  revocación  ó  la  casación  de  una  sentencia;  y  la  ley  no  de- 
signa medio  para  que  se  declare  la  invalidez  ó  la  nulidad  de  una 
sentencia,  que  de  hecho  es  inválida  ó  nula. 

El  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  el  informe  citado^  consigna 
el  pensamiento  de  que  no  es  verdadero  juicio  el  que  se  sustancia  6 
celebra  ante  Juez  incompetente,  y,  en  la  sentencia  también  cita- 
da, decide  que  una  providencia  gubernativa  de  una  Autoridad  no 
puede  quedar  sin  efecto  por  una  sentencia  restitutoria.  De  aquí  po- 
dría deducirse  que,  no  habiendo  existido  verdadero  juicio  y  no  pu- 
diendo  tener  valor  la  sentencia  de  restitución,  por  sí  misma  quedaba 
anulada  é  ineficaz.  Pero  esta  deducción  llevaría  consigo  la  inevita- 
ble consecuencia  de  que  el  fallo  de  un  Juez  ó  de  un  Tribunal  deja- 
ba de  tener  fuerza  sin  que  ningún  superior  lo  declarase^  y  esto  oca- 
sionaría en  muchas  circunstancias  conflictos  notables,  perjuicios 
inmensos  y  desprestigio  visible  de  la  administración  de  justicia.  Por 
estas  razones  no  podemos  aceptar  el  principio  de  que  queden  sin 
efecto  PER  SE  las  sentenoias  que  sean  notoriamente  nulas. 

Al  remedio  de  estos  danos,  y  á  la  subsanacion  del  silencio  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  debe  acudir  el  legislador  ordenando  que, 
bien  á  instancia  de  parte,  ó  bien  á  reclamación  del  Ministerio  fiscal, 
puede  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  conocer  de  la  declaración  de 
la  nulidad  de  una  sentencia  cuando  ésta  sea  nula  por  falta  de  juris- 
dicción en  el  Tribunal  que  la  dio. 

Sítivá  cussTiON.—Cuanrfo  ocurra  duda  sobre  si  la  materia 
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objeto  dd  interdicto  09  de  la  oompeteneia  de  la  Autoridad  eclesiásñ-- 
ca  ó  de  la  competencia  de  lo$  Tribunales  seculares,  muién  dmdirá 
etía  oompetencM! 

Eé  aquí  otra  grave  dificultad  so  prevista  en  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  D¡  en  otra  alguoa  moderna.  En  lo  antiguo,  cuando  un 
Juez  secular  oreia  iavadida  su  jurisdicción  por  hr  eciesiiglico,  acu- 
día al  remedio  legal  de  un  recurso  de  fuerza,  y  cuando  un  Juez 
eclesiástico  juagaba  usurpada  su  jurisdicción  por  vn  Juez  secular, 
interponía  el  recurso  de  protección  y  amparo.  La  ley  de  Enjuicia- 
miento de  1855  no  ha  variado  en  este  punto  de  una  manera  explí- 
cita la  antigua  práctica,  derivada  de  preceptos  legales  aunque  no 
muy  terminantes,  y  por  el  contrario,  en  una  parte  la  ha  confirmado 
expresamente  en  el  art.  ii9  al  establecer  que  las  cuestiones  de  com- 
petencia entre  Jueces  secutares  y  eclesiásticos  no  se  arreglarán  á  lo 
dispuesto  en  el  título  que  trata  de  aquellas,  sino  á  las  formas  esta- 
blecidas para  el  recurso  de  fuerza  en  conocer,  cuyas  disposiciones 
se  limitan  á  consignar  de  qué  modo  se  ha  de  proceder  cuando  el 
Juez  eclesiástico  invádala  jurisdicción  del  Juez  secular,  sin  que  esta 
ley  decida  ni  determine  nada  para  el  caso  de  que  el  Juez  secular 
invada  la  jurisdicción  del  Juez  eclesiástico.  La  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  se  resiente  notablemente^  en  todo  cuanto  se  roza  con  los 
asuntos  eclesiásticos,  de  la  época  en  que  fué  dada  (1855),  y  atien- 
de muy  poco  á  evitar  conflictos  entre  el  orden  judicial  secular  y  las 
autoridades  eclesiásticas.  Por  esta  causa,  en  unos  puntos  consigna 
disposiciones  que  pugnan  hoy  con  el  estado  actual  de  la  sociedad, 
y  en  otros  hace  omisiones  importantísimas. 

Respecto  al  caso  propuesto  en  la  cuestión  que  discutimos^  nos 
hallamos  con  el  silencio  de  la  ley,  y  sin  poder  dar  una  solución  se- 
gura. Las  cuestiones  de  compotencia  suponen  que,  para  la  decisión 
del  conflicto,  hay  un  superior  común  á  los  dos  Jueces  que  contien- 
den; y  sobre  el  Juez  eclesiástico  no  hay  un  wperior  que  sea  común 
con  el  que  lo  es  del  Juez  secular.  No  lo  es  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  por  la  razón  de  que  ambas  jurisdicciones  son  completamen- 
te independientes,  como  que  proceden  de  dos  sociedades  que  lo  son^ 
y  que  tienen  distinto  origen,  diferentes  medios  y  diverso  fin.  Los 
conflictos  de  jurisdicción  entre  los  Jueces  eclesiásticos  y  los  seculares 
no  se  pueden  decidir  de  la  misma  manera  que  se  deciden  las  cues- 
tiones decompetenciaenlrelosdemás  Jueces,  y  por  lo  mismo necesa« 
rio  es  buscar  un  medio  de  terminarlos  con  arregloá  razón  y  justicia* 
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Sí  la  ley  de  Enjuiciamieoto  civil  se  hubiera  redactado  en  distia- 
ta  época  de  aqtfiltaioii  qtffe  «e  redlMftft,  y  á  él  ella  «e  tíubiera  pres- 
cindido de  ciertas  preocupacÍoiie&.de^scuela4  se  hubiera  procurado 
establecer  un  Tribunal  Red  y  Apostólico,  que  se  ocupara  en  resolver 

Ídecrdir  las  cuestiones  de  competencia  que  sobrevinieran  entre  los 
aeces  eclesiásticos  y  seculares^  lo  cual  se  hubiera  podido  hacer  Tá- 
cilmente  tomando  por  modelo,  en  lo  que  puede  tomarse,  la  Real  Juif- 
tA  Apostólica,  creadk  por  el  Rey  D.  PelipcII  en  cédula  de  S  de 
Junio  de  1588  mediante  Breve  del  Papa  Gregorio  XIIl  de  S9  de  Oc* 
tubre  de  1S84,  lunta  que  se  regularizó  por  céduhs  de  los  Reyes  Don 
Felipe  y,  D.  Fernando  VI  y  D.  Carlos  III^  oonforne  al  Breve  del 
Papa  Clemente  XI  de  <7  de  Julio  de  iT18,  cuya  Junta  príncipaU 
mente  estaba  encargada  de  resolver  lós  pleitos  y  diferencias  que 
ocurrían  entre  les  Prelados  y  personas  edeftiásCíoaB  y  los  Jueces  y 
Dignidades  de  las  Ordenes  miKtares.  Iia^pitiándose  en  este  ejemplar, 
era  Tácil  haber  establecido,  previo  el  necesario  y  debido  acuerdo  en- 
tre la  Santa  Sede  y  la  Corona  <te  España,  um  superior,  que,  siendo 
eomun,  resolviera  todas  las  contiendas  de  jurisdicción  que  pudieran 
sobrevenir  entre  los  Tribunales  eclesiástícoa  y  los  seculares. 

No  habiéndose  hecho  esto  asi,  tenemos  un  gran  vacío  en  nuestra 
legislaciou,  y  este  vacío  produce  lamentables  consecuencias,  por* 
que»  ó  se  califiesn  de  recuríos  de  fiur%a  Ite  que  io  k)  son,  ó  se  deja 
indefensa  á  ta  autoridad  eclesiástica,  por  ser  la  más  débil  ó  no  tener 
expresamente  establecido  y  mucho  menos  reglamentado  el  reeurw 
de  protección  y  amparo,  ó  se  tolera  que  los  conflictos  entre  los  Tri-* 
bunaies  eclesiásticos  y  seculares,  y  especialmente  entre  las  Autori- 
dades edesiáaticas»  cuando  proceden  gubernativamente,  y  los  Tri- 
bunaies  seculares,  se  eternicen  v  no  se  decidan. 

Necesario  y  argente  es,  por  lo  mismo,  que  se  piense  seriamente 
en  una  concordia  entre  la  Santa  Sede  y  la  Cofona  de  España,  en  la 
que  se  establezca  la  creación  de  un  Tribunal  misto  encargado  de 
resolver  las  cuestiones  de  competencia  que  pudiei an  ocurrir  entre 
las  Aurtoridades  eckniísticas  y  los  Tribunales  seculares,  por  cuyo 
medróse  lograría  evitar  conflictos  indebidos  y  per]udiciales  á  la  Igle- 
sia y  al  Estado^ 

Pío  de  la  Stla  y  Laslra« 
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Mrrieroa  Mleí  é»  It |»iiblíc«on  en  Pwnto-MM)  del  Roidaereto  de  tS 
de  Octubre  de  Ui9f  j  me  en  ig«al  concepto  ha  eegskb  {ireeeéiendo 
el  estinguido  TribaBÚ  da  disee  fmsivas  «  haber  Tveito  á  tomar  en  la 
rvoíeQte  clafiifieacion  éñ\  racurrtlnte  «te  SS  de  Mario  de  44173,  motivo 
de  este  recurso,  el  saeldo  iatagro  de  la  Alcaldía  «af  or  de  Sao  Ottniaai 
por  regulador. 

8.°  Que  {ler  virtud  de  la  medida  general  de  la  levisíon  de  loe  es^ 
podientes  de  clasificación  do  los  indivíditos  perteneoientes  á  las  clioes 
pasivas  civiles^  acordada  per  el  Decreto-ley  de  2S  de  Octubre  de  486ft 
y  el  de  ti  de  Abril  de  t86i),  quedaron  insniMiatentes,  nulas  y  sin  ntit^ 
gwi  valor  ni  efecto  las  olaaificaoiones  anteñormente  pranticadts,  segas 
Jo  tiene  declarado  en  sus  sentencias  de '29  de  Setiembre  y  NovieniDre 
de  1871  el  Tribunal  Supremo,  v  qne  asi  no  pneden  isvocacse  .dichas 
anteriores  clasificaciones  cerno  fundamento  de  derechos  en  ellas  conce- 
didos ó  denegados. 

La  resolncion  minhferial  de  4  8  de  Dicieknbrede  4873,  oigeto  del 
presente  artículo,  no  cedo  seaoramente  en  importancia  á  la  sentencia 
del  Tribunal  Supremo  de  S6>de  Ionio  do  487i,  que,  haciéndola  prece* 
der  de  algunas  observaoioaes^  tuvimos  el  guato  de  pubUear  en  el  tomo 
18,  página  337  de  esta  Rsvista. 

Notables  ámboe  documeatos  por  el  loado  de  insticáaque  entrahan, 
por  el  levantado  criterio  con  que  en  ellos  le  ven  tratadas  y  Resueltas  las 
complejas  y  delicadas  cuestiones  jurídico- administrativas  y  militares 
(lue  en  nuestro  espediente  de  olasifleacion  babiaii  sido  sometidas  á  la 
deliberación  de  la  vía  gubernativa  y  la  contenciosa  por  la  interposi- 
ción de  nuestros  recoraoe  de  alsada,  no  pueden  dejar  de  ser  tanto  una 
como  otra  dísposicitm  importantes,  de  despertar  además  sumo  interée 
en  la  esfera  de  la  etenoia  por  oonoeerlas  jMstiidiarlas. 

Basta  para  comprendetto  así,  tener  en  cieata  qtte  si  la  seotenoía 
de  26  de  Junio  de  4871  nos  otorgó  4a  reparación  que  cnmpHa  á  nnes* 
tra  justicia,  mandando  que  se  noe  abon&seil  nuestros  servicios  mihtanBi 
que,  quisa  sólo  debido  á  fes  pettuffbacienes  poHtieas  en  aqnelia  épsoa, 
á  la  cruzada  entonces  levantada  contra  lu  clases  pasivas,  nos  habían 
sido  indebidamente  eliminados  en  la  via  gabemativa,  s^arándose  el 
Ministro  de  Hacienda  de  la^oplnionde  alio  cuerpo  consnltivos  y  á  pesarf 
de  estarnos  ya  resoDOsidoe  y  dHclarados  por  la  üoiea  y  privativa  auto**' 
rídad  competente  para  eélo  del  Consejo  Supseino  de  la  Guetta  con  Is 
ajprohaeiofi  del  GoDieino^  la  resolución  seinistériBl  de  fS'de  DitremlMro 
de  4873,  para  concedemos  el  svnrtdo  regulador  titi-aonarkio  que  nos  cor» 
respondía,  tavo  q«e  i^ipagnar  el  diotámea  del  Consejo  de  Bstado,  k 
cuya  penetración^  sin  duda  por  la  confusión  y  oscuridad  de  ftueslra 
complicada  legislación  de  Ultramar  en  la  flaaterib,  v  acaso  también  por 
la  mala  inteligencia  dada  á  la  cuestión  en  la  nota  del  oficial  del  nesp- 
cisdo,  había  pasado  dbsaqkercibids  lá  solwuoii  it«s  procedía,  psMictita- 
ridad  que,  aunqiw  oettrrida  ya  algmuts  veoeiBf  so  es  frecfueiite,  y  siem- 
pre hace  que  revista  un  «stores  pwpíilaaite  y  poso  CMum  la  resokiciea 
en  que  nos  ecsípamos. 

Ambas  disposieioness  pues,  es  preciso  teconeser  qne  no  pueden  mée- 
nse de  eaeítar  ivieMs  é  inpertáiteia. 

Una  y  otra  coronaron  lea  esluenee  de  nabstvos  recursos,  nosad^ 
■isistvaron  la  justicial. 

Bajo  esta  esosideraoion,  pues,  no  noe  os  permitido  prescindir,  somo 
as  nos  fué  respesls  de  laissat^nréa  de  Mde  Junio  de  487é,  dsdar  hojjr 
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á  06fiMér  á  naeilIrcM  6om|toften>ft  h  t^solockni  miilisferiAl  de  f  é  át  Di'» 
«iembM  da  t81S,  ya  qae,  por  oaum»  «operíeres  á  nuestros  buenos  de** 
Mos,  M  podimoB  eléeiiMirk)  en  su  oportaiiídad  no  ebetanlerser  sü  fe- 
eba  abteriof  * 

Para  tevifíaario,  bafettoi^  segvn  lo  rea^miaréral  publieat  la  seAtott'* 
ela,  mía  sueinta  reseña  históiiea  del  reeutst»,  eíert  i<nseteioAefi  su  parte 
cotisftitiva  ó  esposvBion  de  motivos  del  informe  dd  Consejo  de  Estado, 
dietáeméii  q«e  examinaremos  en  el  terreno  de  la  eieneia  con  el  respeto 
qno  se  mereee  tan  alta  é  Itastnida  corporación;  y  eon  ello  quedará  coffi' 
pieta  la  historia  de  nuestra  clasificación,  tendrá  ocasión  la  Rstista, 
aisettal  de  todo  lo  eienlifieo  en  la  parle  jurtdiea,  de  ofreeer  un  estadio 
ftlil  f  prorechoso  para  kw  casos  análogos  que  ocurran  en  que  tenga 
que  consaltarse  para  aplicarla  eea  tan  impórtame  resolución,  y  á 
nosotros  podrá  cabernos  el  placer  de  no  desperdiciar  estos  momentoe 

gara  enviar,  como  la  enviamos,  á  los  dignos  Magistrados  del  Supremo 
leepi^sioví  más  sincera  de  nuestra  gratitud  y  al  no  menos  digno  Mi* 
niswo  de  Ultramar,  que  también  supo  dispensamos  la  justicia: 

^  nuestro  trabajo  nos  proponemos  emplear  la  mayor  concisión. 

Lo  exige  lo  muy  estenso  del  texto  de  la  orden  de  «8  de  Diciembre 
de  1873,  á  que  venimos  aludiendo. 

Podremos  fácilmente  lograr  nuestro  propósito,  oor  cuanto  encon^ 
toándose  en  ella  aceptadas  nuestras  rasones,  y  además  sintetizadas 
en  los  puntes  de  resolucioii  sentados  al  principio,  cuando  tengamos 
iveoeaidaé  de  invocarlae  bastará  que  las  hagamos  referencia. 

Vamos,  pttee ,  á  hacer  la  historia  del  recurso. 

Nafremos^ 

Jubilados  á  nuestra  instancia  por  Real  decreto  de  91  de  NoViem- 
bre  de  4812,  baUándonoa  sirviendo  una  placa  de  Magistrado  en  la 
Avdionola  de  Hikrgos,  acudimos  al  entdnceá  TrüMinal  de  clases  pasi^ 
Vas  promoviendo  el  oportuno  espediente  de  clasificación,  á  fin  de  que^ 
reconociéndonos  los85aÍlos  y  4t  diasde  nuestros  servicios  efectivoa 
jMestados  al  Estado,  (los  mismos  que  en  cumplimiento  de  la  sentencia 
de)  tribunal  Supremo  de  te  de  Junio  de  4874  loegp  nos  reconoció  Iti 
Junta  de  pensiones  civiles  en  la  clasifioacioin  definitiva  que  nos  hiso  en 
Id  de  Afoeto  siguiente),  y  tomando  por  regulador,  conforme  á  la  dis- 
posición %,^  del  Real  decreto  de  3  de  Abril  de  482fi,  el  aneldo  de  los 
8,000  petM,  asif  nado  por  la  Real  cóiola  de  4  de  Junio  de  4847  á  la  Al^ 
eaMift  mayor  de  Mayitffies,  entonces  de  ascenso,  en  Puerio^Rico,  que 
eon  tftl  asignación  hablamos  servido  desde  40  de  idiiode  4849  á  4.^ 
de  Agoftio  de  4890,  (regulador  que  luego  ee  tomó  en  fa  referida  claáifi:^ 
cftcion  definitiva  en  eumplimiento  de  la  resolución  ministerial  de  48  de 
Diclembí^  de  4878  y  dio  motivo  á  que  en  su  consecuencia  y  por  virtud 
de  la  sentencia  del  Supremo  se  nos  declararan  los  t,000  pesos  ó  sean 
las  40,000  peeeuá  anuales  que  en  nnesfra  aetnaK  situación  de  jubilados 
venimoe  disf^uHMiáo),  «smos  eeftalaee,  «oaiamlo  el  eneldo d«  los  3,000  pe*- 
sos  do  la  Alottldfa  mayor  de  Mayaguas  por  regirtitdor,  el  espresado  ba^ 
ber  pasivo  de  las  10,000  pesetas. 

Pirttiábamos  nnestm  pretensioA  en  qne,  «I  Men  tfo  hablamos  llegn^ 
do  á  servir  dos  aftoá  aqnellii  pía»,  esto  no  podia  dbMar  ti  empecer  en 
el  oseo,  porque  el  roquiaito  de  haberse  desempetlaio  enando  menos  dos 
aftos  e)  dostino  párá  poder  tomarse  sn  MilMo  por  regülftéor  no  h>  éxl^ 
KHi  el  Real  decreto  de  3'de  Abril  de  4818,  que  ern  H  legfálaoion  vigen- 
te en  la  materia  en  Üllramar  cuando  sehrimoa  la  Alcaldía  mayor  de 
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Mayagfles,  toda  yex  oiie  el  Real  decreto  de  26  de  Oetobre  de  1849  aoe 
hizo  estensivo  á  aquellos  dominios  dicho  requisito,  poniendo  en  ellos 
en  observancia  el  art.  3.°  de  la  ley  de  presupuestos  de  S3  de  Mayo  de 
1845,  no  se  publicó  en  Puerto- Rico  hasta  el  5  de  Diciembre  del  propio 
año  4849,  y  tai  requisito  sólo  debia  principiar  á  exigirse  en  Ultramar, 
segan  los  artículos  3.^  de  la  ley  de  1845  y  9.°  del  Real  decreto  de  1849» 
desde  la  fecha  en  que  á  óste  se  le  diese  allí  cumplimiento  y  para  la  fija- 
ción del  sueldo  regulador  en  los  ascensos  ó  nuevos  empleos  que  se  ob*- 
tuviesen  en  aquellas  provincias  con  posterioridad  al  mencionado  cam- 
pliraiento. 

En  que  ia  no  retroactividad  en  este  sentido  de  aquellas  disposicio- 
nes se  encontraba  también  expresa  y  terminantemente  declarada  ea 
posteriores,  como  lo  patentizaba  el  Real  decreto-sentencia  de  49  de 
Abril  de  1864,  en  la  clasificación  de  D.  José  Luis  de  Baura,  en  que  so 
consignó  que  el  Real  decreto  de  26  de  Octubre  de  4849,  que  fué  dero-* 
gado  por  el  de  L3  de  Mayo  de  4859  y  puso  en  observancia  en  Ultramar 
el  art.  3.^  de  la  ley  de  Presupuestos  de  23  del  mismo  mes  de  1845,  no 
podia  tener  efecto  retroactivo,  no  podía  ser  aplicable  sino  desde  sa 
publicación  en  aquellos  dominios  y  sólo  á  los  servicios  prestados  allí 
en  empleos  obtenidos  después  de  haber  ella  tenido  efecto;  en  la  Real 
orden  de  12  de  Junio  de  4865,  en  la  clasificación  de  O.  Joaquín  Ma- 
riano Polo,  Alcalde  mavor  cesante  de  Humacao,  en  Puerto-Rico,  en  que 
se  sentó  el  principio  ¿e  que  á  ningún  empleado  puede  clasificártele 
con  arreglo  á  leyes  que  no  hubiesen  regido  durante  el  tiempo  que  ha- 
biese  desempeñado  su  destino;  y  la  Real  orden  de  24  de  Noviembre  de 
4866,  en  la  clasificación  de  D.  Joan  Quintana,  Alcalde  mayor  cesante 
de  Arecibo,  en  la  misma  isla,  señalándole  por  regulador  el  sueldo  de 
los  2,000  pesos  asignado  á  aquella  plaza,  sin  embargo  de  que  no  ha- 
bia  llegado  á  desempeñarla  con  esa  dotación  los  dos  años,  si  bien  an- 
tes de  haberse  dado  cumplimiento  en  Puerto- Rico,  en  5  de  Diciembre 
de  4849,  ai  Real  decreto  de  26  de  Octubre  del  mismo  año. 

Y  en  que  la  lev  de  23  de  Mayo  de  4870  respeta,  en  su  art.  6.^  los 
derechos  adquiridos  por  los  empleados  de  Ultramar  con  anterioridad  á 
los  Reales  decretos  de  4849  y  59. 

Y  para  <iue  el  Tribunal  de  clases  pasivas  no  pudiera  abrigar  la  más 
mínima  duda  acerca  de  la  procedencia  en  nuestro  caso  concreto  del  re- 
gulador de  los  3,000  pesos  de  la  Alcaldía  mayor  de  Mayagaes,  hasta 
le  añadimos,  llamando  mucho  sobre  esto  su  atención ,  que  aunque  ba- 
biamos  consentido  la  Real  orden  de  4  de  Marzo  de  4865,  recaidaen 
nuestra  primera  clasificación,  y  que  nos  señaló  bajo  el  carácter  de  ce* 
santes  de  la  Alcaldía  mayor  de  San  Germán,  de  entrada,  en  aquella  isla, 
que  servimos  más  de  seis  años,  desde  47  de  Setiembre  de  4842  á  28  de 
Junio  de  4849,  el  sueldo  de  los  2,000  pesos  también  asignado  á esa  plaia 
por  la  Real  cédula  de  4  de  Junio  de  4847,  señalamiento  que  luego  vol- 
vió á  hacérsenos  también  por  igual  concepto  de  cesantes  en  la  clasifica- 
ción de  4  de  Mayo  de  4866  sin  que  tampoco  la  reclamásemos,  esta  cir- 
cunstancia nunca  podia  influir  de  modo  alguno  para  deiar  de  hacer 

Srocedente  la  fijación  en  nuestra  situación  &  jubilados  del  regulador 
e  los  3,000  pesos  del  sueldo  de  la  Alcaldía  mayor  de  Mayagfles,  por- 
que era  preciso  tener  en  cuenta  que  por  virtud  de  la  medida  general  de 
la  revisión  de  los  espedientes  de  clasificaciones  pertenecientes  á  loa 
individuos  de  las  clases  pasivas  civiles,  acordada  por  el  decreto-ley  de 
22  de  Octubre  de  4868  y  el  de  24  de  Abril  de  4869,  quedaron  insubsis- 
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tentes,  ñolas  y  sin  ningnn  valor  ni  efecto  todas  las  clasifícacíones  an- 
teriores practicadas,  según  lo  tenia  declarado  el  Tribunal  Supremo  en 
sus  sentencias  de  29  de  Setiembre  j  Noviembre  de  1871,  y  que  asi  la 
Real  orden  de  i  de  Marzo  de  1865,  recaída  en  nuestra  primera  clasifi- 
cación, V  que  bajo  el  carácter  do  cesantes  nos  señaló  por  regulador  el 
sueldo  de  los  S,000  pesos  de  la  Alcaldía  mayor  de  San  Germán,  debia 
considerarse  como  si  jamás  hubiese  existido,  supuesto  que,  se^un  la 
jurisprudencia  establecida  por  el  Supremo  en  las  sentencias  citadas, 
Jas  clasificaciones  hechas  con  anterioridad  al  decreto-ley  de  22  de  Oc- 
tubre de  1 868  no  pueden  invocarse  como  fundamento  de  derechos  en 
ellas  concedidos  ó  oenegados. 

Tales  eran  las  razones  que  habíamos  espuesto  al  Tribunal  de  clases 
pasivas  para  hacerle  comprender,  sin  vuelta  de  hoja,  conspicua,  eviden* 
te,  la  justicia  que  nos  asistía  en  nuestra  pretensión. 

Pero  el  Triounal  de  clases  pasivas,  elaborando  en  el  grave  error  de 
que,  por  no  haber  reclamado  la  Real  orden  de  4  de  Marzo  de  1 865,  no 
podía  ya  servirnos  de  regulador  otro  sueldo  que  el  que  ella  nos  tenia  se« 
ñalado  de  los  2,000  pesos  de  la  Alcaldía  mayor  de  San  Germán,  y  por 
consiguiente  no  escuchando  nuestras  razones,  y  con  infracción  notoria 
de  lo  sancionado  en  las  sentencias  de  29  de  Setiembre  y  Noviembre  de 
1871  por  el  Supremo,  volvió  á  señalarnos,  en  su  acuerdo  de  22  de  Mar- 
zo de  1873,  el  regulador  de  los  2,000  pesos  del  sueldo  de  la  Alcaldía 
mayor  de  San  Germán,  y  no  el  de  los  3,000  de  la  de  Mavagfles,  que  era 
el  que  en  nuestra  situación  de  jubiladosnos  correspondía. 

Preciso,  pues,  nos  fué,  llamarnos  y  recorrernos  á  enmienda  de  ma« 
yor  Juez,  como  dice  la  ley  de  Partida,  alzarnos  de  resolución  tan  im- 
procedente. 

Y  habiéndolo  verificado  en  15  de  Abril  siguiente,  presentamos  el 
correspondiente  recurso  de  alzada  en  el  Ministerio  de  Ultramar,  rtpro* 
duciendo  las  poderosas  razones  alegadas  en  el  inferior,  sin  omitir  es- 
forzarlas, á  pesar  de  su  gran  fuerza  y  valia,  con  la  ley  de  28  de  Febre- 
ro de  1873,  que  ya  se  había  publicado  entonces,  y  venía  también  fa- 
voreciendo la  justicia  de  nuestro  recurso  al  establecer,  en  su  art.  10,  la 
no  retroactividad  de  las  leyes  sobre  derechos  adauiridos  por  las  clases 
pasivas  de  la  Península,  disposición  que  luego  hizo  ostensiva  á  las  de 
Ultramar,  en  su  art.  17,  el  aecreto  de  9  de  Mayo  del  propio  año,  y  me- 
dida importantísima  y  nunca  demasiado  laudable,  pues  rinde  el  justo 
tributo  que  se  merecen  los  principios  de  derecho  que  aconsejan  y  nos 
enseñan  que  la  retroactividad  no  puede  presumirse,  que  para  que  se 
entienda  es  preciso  leerla  en  la  ley  que  la  ordena.   . 

Maa  cuando  esperábamos,  pasado  que  fué  el  espediente  á  informe 
del  Consejo  de  Estado,  que  el  alto  cuerpo  consultivo,  con  la  ilustración 
que  tanto  le  distingue,  é  iuspirándose  en  lo  terminante  de  las. disposi- 
ciones citadas,  comprendería  la  cuestión  de  nuestro  regulador  tan  per- 
fectamente y  con  el  mismo  levantado  criterio  con  que  había  compren- 
dido la  del  abollo  de  nuestros  servicios  militares,  hé  aquí  que  esperi- 
men tamos  la  sensible  impresión  de  ver  defraudado  nuestro  presenti- 
miento, pues  que,  incurriendo  en  su  informe,  aunque  bajo  diferente 
aspecto  ó  punto  de  vista,  en  una  no  menor  equivocación  que  la  en  que 
había  incurrido  el  Tribunal  de  clases  pasivas,  vino  por  conclusión  el 
Consejo  á  echarnos  por  tierra  en  su  dictamen  la  base  de  nuestro  re- 
C^ulador ,  á  ofrecernos  el  mismo  fatal  resultado  del  acuerdo  recur- 
rido. 


4S8  vKvntA  n  uMAMaoii^  ^ 

Dijo  el  CotiMjo  de  EBtodo  eii  bq  informe,  en  I»  psrte  ceiwttlllvii  ó  ee^ 
posición  de  motivos  qne  yamoe  teetiutlmente  á  copiar  segan  lo  prom^ 
timos,  io  siguiente: 

«Coneiderando  que,  como  antes  de  la  pnbtiesicíoii  en  Pttert^Rioo 
del  Real  decreto  és  26  de  Octubre  de  4849,  D.  Pedro  fioiarredeiia  se 
hallaba  desempeñando  el  destino  de  Alcalde  mayor  de  Ma^agQes  eun 
la  dotación  de  3,000  pesos  (1 5,000  pesetas),  no  debe  aplicárselB  los  efee^ 
tos  del  mismo  Real  decreto  en  cnanto  á  exigirle  dos  aftos  de  serYíeio 
eu  este  empleo,  por  ser  su  derecho  fondado  en  el  de  3  d«  Abril  de  1 8tS, 

2ue  no  exigía  este  tiempo  en  el  disfrute  dei  eneldo  regulador:  Gonei^^ 
erando  que,  si  bien  los  arts.  2.^  y  6.°  de  la  ley  de  93  de  Mavo  de  1810 
establecen  concretamente  que  et  sueldo  regulador  de  haber  pasivo 
será  el  que  se  hubiese  disfrutado  durante  dos  años  con  las  eondifclones 
que  en  ella  se  determinan,  como  están  fundadas  espresamente  en  laA 
prescripciones  de  los  Reales  decretos  de  1849  y  48S9,  que  hloieron  es- 
tensivais  á  Ultramar  las  leyes  de  presupuestos  de  la  Penínserla  de  1845 
y  1855,  Y  estas  disposiciones  no  tenian  aplicación  sino  desde  que  fue^ 
ron  publicadas,  de  aquí  que  no  deben  tener  efeeto  retroactivo  nara  el 
easo  en  que  se  encuentra  Gotarredona,  el  cual  demanda  un  derecho 
preexislente,  fundado  en  la  ley  que  regia  cuando  prestó  los  servl*^ 
eios  del  empleo  que  solicita  como  regulsMlor ,  esto  ee^  la  de  3  de  Abril 
de  48S8:  Considerando  que  los  precedentes  de  Bautu  y  Quintana  tieneá 
relación  con  la  cuestión  promovida  por  el  reclamante:  Y  considerando 
que  la  Real  orden  de  4  de  Marao  de  4865,  en  uue  el  Tribunal  de  clases 
pasivas  se  ha  fundado  para  estimar  como  sueldo  regulador  de  su  haber 
pasivo  el  de  10,000  pesetas  como  Alcalde  mayor  de  San  Gennan,  y  nd 
el  de  45,000  como  de  Mayagües,  no  tiene  fundamento  bastante  ouandu 
en  el  actual  espediente  de  clasificación  como  jubilado  ha  reclamado  un 
derecho  que  cree  oorresponderle  no  obstante  haber  consentido  aquel 
regulador  cuando  en  4865  fué  clasificado  en  óoncepto  de  cesante.  Lá 
Sección  es  de  parecer  que  debe  reformarse  la  elasiflcaokm  hecha  á  Don 
Pedro  Gotarredona,  sirviéndote  de  sueldo  regulador  el  de  3)060  peaos^ 
ó  sea  45,000  pesetas,  asignado  al  destino  d<^  Alcalde  mayor  dé  Maya-*^ 
roes;  pero  sujetando  la  rectificación  á  lo  prescrito  en  el  art.  S.^  del 
Real  decreto  de  26  de  Octubre  de  4849.» 

Profunda  sensación  hizo  en  nosotros  esle  dictamen. 

£1,  decíamos,  y  con  raion,  nos  qnita  coki  una  mano  lo  éfué  nros  da 
con  la  otra. 

£r  él  hay  una  palmaria  oontradiccfon. 

¡Cómo,  SI  nos  concede  el  regulador  de  la  AYcaldia  mayor  de  Maj^a^ 

Í^Ues,  conforme  al  Real  decreto  de  3  de  Abril  de  1818,  por  eer  la  legis- 
ación  que  estaba  vigente  cuando  servimos  en  Puerto^  Rico,  y  no  débor 
darse  efecto  retroactivo  al  de  26  de  Octubre  de  1849,  ha  de  hacerse 
aplicación  al  mismo  tiempo  de  su  art.  3.°,  que  «sctuye  aquella  di^posi-* 
cien,  y,  con  la  reducción  qrue  establece  al  formar  oon  las  dos  tereerai 
panrtes  del  sueldo  el^regolador,  viene  á  convertir  nttesilro  haber  pasiVd 
en  el  que  ya  se  nos  tiene  declarado  y  disfrutamos  de  la  Alcaldía  mayot 
de  San  Germán  por  haberse  tomado  su  sueldo  integro  por  regulador 
en  nuestra  elasificaeioA  de  t%  de  Marfco! 

iGómo,  con  qué  rason,  iosistiamos,  si  se  tomó  por  enteM  el  sueldo 
de  la  Alcaldía  mayor  de  San  Germán  para  formar  su  ref^dlador,  no  ed 
ha  de  hacer  otro  tanto  tratándose  de  la  dé  MayagUeit 

¡Cómo  ha  de  poder  tener  aplicación  hoy  el  Real  decreto  de  26  úbÜ^ 
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labre  de  1819  8i  esU  muerto  desde  qw  fué  espresaiuente  derogado  poc 
el  de  f  3  de  Majo  de  4859! 

Asi  dMBorrutinos,  y  cnanto  máa  leíanos  el  dictamen,  más  inoonce- 
bible  DOS  parecía,  menos  podíamos  esplieáraoslo. 

Pero  tQdSYla  esperaiusados,  porqoe  la  raxon  siempre  triunfa  y  eon^ 
dvye  por  lenusr  rason,  en  que  estas  atinadas  como  lógicas  é  inoon testar» 
bles  y  justas  oWryaciones,  no  podrían  dejar  de  pesar,  de  hacer  efec*^ 
lo,  de  ser  atendidas,  eatimamos  conveniente  adicionarlas  á  nuestro  re- 
efursQ  para  que  al  tiempo  de  su  resolución  pudieran  tenerse  presentes, 
y  dighnos: 

«Esperamos  muy  fundadamente  que  se  decidirá  nuestra  alzada  so^ 
bre  el  sueldo  regalador  en  los  términos  que  tenemos  solicitado,  y  pro- 
pone en  su  informe  el  Consejo  de  Estado,  pero  omitiéndose  que,  como 
por  una  equiTocacion  seguramente  añade,  deba  aplicarse  al  caso  el  ar- 
tlealo  3.^  del  Real, decreto  de  S6  de  Octubre  de  48á9.» 

«Es4e  decreto  que,  en  dicho  art.  3.^  redujo  el  regalador  del  suelde 
pltranartfto  á  sus  dos  terceras  partes,  fué  espresamente  derogado  por 
el  de  43  de  Mayo  de  4899  q«e,  en  su  art.  S.'^,  eircunscribió  tal  reducción 
á  sólo  el  caso  en  qne,  ó  no  se  hubiesen  completado  seis  años  de  tqü^ 
dencía  oficial  ea  ÜHramsr,  ó  que  se  debiera,  por  no  haberse  aHí  dest- 
empeñade  dos  años  el  destino,  acumular  su  saeldo  para  la  fijación  del 
regulador  al  de  otros  empleos  de  reglamento  en  la  Península  en  que 
los  dos  aAos  se  completasen.» 

«Además,  prescindiendo  de  que  en  ninguno  de  estos  casos  nos  en-r 
contramos,  la  ley  de  S3  de  Mayo  de  4870  na  dejado  sin  efecto  hasta 
esa  reduodoA  limitativa  á  que  se  refería  el  art.  5.^  del  Real  decreto  de 
43  del  mismo  mes  de  4^59  y  establecido  en  su  lugar,  en  el  art.  7.^,  que 
lea  que  hayan  servido  menos  de  los  seis  años  en  Ultramar,  caso,  ispe^ 
timos,  que  no  nos  comprende,  sólo  tengan  derecho  á  sus  haberes  pasi-r 
voseen  relación  á  los  sueldos  equiralentes  en  la  Península.» 

«Y  aaí  desde  la  pultlleacion  del  Real  decreto  de  48  de  Mayo  de  4859; 
siempre  y  oonstantemeute,  cuando  el  empleado  ha.oontado  con  los  seis 
años  de  dicha  residencia  en  aquellas  provincias,  como  nosotros  eonU<r 
mos,  se  ha  tomado  por  regulador  el  sueldo  íntegro  uUramaríno,  según 
lo  confirman  loe  precedentes  sentados  por  este  Ministerio  en  la  Real 
órdes  de  á  de  Mano  de  4*865,  en  nuestra  primera  clasifieaeion  conu)  ce- 
santes ÚB  la  Alcaldía  mayor  de  San  Germán,  en  oue  se  nos  clasificó  por 
el  sueldo  regalador  por  entero  de  esta  plana;  en  ni  Heal  orden  de  Si  de 
Noviembre  de  4866,  en  la  clasificación  de  D.  iuan  Quintana,  Alcalde 
n»Tor  ceaaate  de  Arecibo,  en  que  se  verificó  otro  tanto  sin  enubargo 
de  nallarse  nuearo  compañero  en  las  mismas  coudieiones  que  nosotros 
para  Mayagfles;  y  por  el  acuerdo  de  M  de  Marzo  último,  que  motiva 
esto  reodrso,  y  en  que  el  Tribunal  de  clases  pasivas  ha  tomado  también 
porentoro  el  sueldo  de  San  Germán  para  constituir  su  regulador  y  se- 
ñalárnosla» 

«¿Gomo,  pues,  si,  según  Informa  el  Consejo,  tenemos  devesho  á  que 
se  nos  e^asíAque  con  el  regulador  de  las  45,060  pesetas  de  la  Alcaldía 
mayor  de  Mayagfles  eon  arreglo  á  la  disposición  8.*  del  Real  decreto  de 
3  de  Abril  de  48t8,  que  era  u  legislación  que  regía  en  Puerto-Rico 
cuando  servimos  esa  plasa  antes  de  publicarse  allí  el  de  26  de  Octubre 
de  4:849,  ha  de  clasificársenos  por  él  á  la  vez  que  por  el  de  4828,  cuan- 
do el  decreto  de  4849  no  rigió  en  nuestra  época,  le  escluye  la  legisla- 
eiott  entónees  vigpnto  de  4828,  y  además  fué  espresamente  derogado 
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por  el  de  13  de  Mayo  de  4859  y  después  por  la  ley  de  23  del  mismo  mes 
de  1870?» 

«¿De  qné  nos  serviría  el  derecho  que  nos  concede  el  Consejo  á  ser 
clasincados  por  el  regulador  de  MayagQes,  si,  con  la  reducción  ya  dero- 
gada del  art.  3.^  del  Real  decreto  de  S6  de  Octubre  de  4849,  habíamos 
de  quedar  lo  mismo  que  hoy  nos  encontramos  con  el  regulador  que  ya 
tenemos  señalado  del  sueldo  íntegro  de  San  Germán?» 

«Nuestra  solicitud,  pues,  es  justísima,  porque  hoy  no  cabe  masque 
ó  regulador  integro  ultramarino,  ó  regulador  integro  peninsular,  éste 
cuando  no  se  han  completado  los  seis  años  de  residencia  oficial  en  Ul- 
tramar, aquel  cuando  se  hayan  completado;  y  por  consiguiente,  si  nos 
corresponde  el  regulador  ultramarino  de  Mayagttes  es  indudable  que 
debe  ser  por  entero.» 

Y  nuestras  esperanzas  esta  vez  se  realizaron;  pues  hallándose  afor- 
tunadamente para  nosotros  entonces  al  frente  del  departamento  de 
Ultramar;  aunque  interinamente,  el  distinguido  jurisconsulto  señor 
D.  Joaquín  Gil  Verges,  dominó  al  instante,  con  su  esclarecido  talento, 
]a  cuestión,  y  convencido  de  la  justicia  de  nuestro  recorso,  nos  la  otor- 
gó completísima  y  como  cumplía,  aceptando  en  un  todo  nuestras  ra- 
zones en  la  procedente  y  justísima  resolución  de  48  de  Diciembre  de 
4873,  que,  ya  concluyendo  nuestro  laborioso  trabajo,  pasamos  á  copiar 
testualmente,  no  sin  reiterar  antes  al  entendido  jurisconsulto  y  recto 
Hinistro  de  Ultramar  que  la  dictó  el  más  respetuoso  y  cordial  homenaje 
de  nuestro  agradecimiento. 

Hela  aquí: 

«Ministerio  de  Ultramar. — Sección  de  J^dci^fufa.^ Examinado 
por  este  Ministerio  el  espediente  de  jubilación  y  recurso  de  alzada  in* 
terpuesto  por  D.  Pedro  Gotarredona  y  Barchino,  contra  el  acuerdo  re- 
caído en  el  mismo  del  estinguido  Tribunal  de  clases  pasivas,  respecto 
al  sueldo  que  se  ha  tomado  por  regulador  para  la  declaración  de  su 
haber  pasivo. — Resultando  que  hallándose  el  recurrente  desempeñando 
el  eargo  de  Magistrado  de  la  Audiencia  de  Burgos,  se  declaró  jubilado 
por  Real  decreto  de  %t  de  Noviembre  de  487S,  por  hallarse  inutilizado 
para  el  servicio. — Resultando  que  habiendo  solicitado  su  clasifieacion 
en  tal  concepto,  le  fué  esta  practicada  por  el  citado  Tribunal  de  clases 
pasivas  en  ti  de  Marzo  último,  señalándole  provisionalmente,  y  mien- 
tras se  resolvía  una  apelación  nscal  sobre  ciertos  servicios,  tres  quintas 
partes  de  40,000  pesetas  correspondientes  al  sueldo  regulador  asignado 
á  la  Alcaldía  mayor  de  San  Germán,  en  Puerto-Rico^  ^ue  con  residencia 
oficial  allí  de  6  años,  y  por  más  de  dos  con  dicha  asi^^nacion,  desem- 
peñó desde  47  de  Setiembre  de  4842,  hasta  S8  de  Jumo  de  4849:  cuyo 
sueldo  regulador  ya  le  había  declarado  este  Ministerio  por  Real  orden  de 
4  de  Marzo  de  4865,  al  clasificarle  entonces  como  cesante  de  la  espre- 
sada Alcaldía  de  San  German.-*Resnltando  que  no  conformándose  Go- 
tarredona con  el  señalamiento  indicado,  apeló  en  instancia  de-  45  de 
Abril  último,  solicitando  su  revocación  y  que  se  le  declarase  como  ba- 
se de  su  clasificación  el  sueldo  regulador  de  45,000  pesetas  que  tenia 
asignado  la  Alcaldía  mayor  de  MayagQes,  entonces  de  ascenso,  por  la 
Real  cédula  de  4  de  Junio  de  4847,  alegando  para  ello:  4.^que  ha- 
biendo servido  dicha  plaza  desde  40  de  Julio  de  4849,  hasta  4.^  do 
Agosto  de  4850,  en  que  regía  en  Ultramar  el  Real  decreto  de  3  de 
Abril  de  4828,  no  le  era  aplicable  la  legalidad  establecida  posterior- 
mente por  el  Real  decreto  de  26  de  Octubre  de  4  849,  publicado  en  la  Is- 
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laeo  5  de  Dieiembre  sigaiente,  qae  hizo  esteosiva  á  Ultramar  la  ley  de 
presupuestos  de  -4835,  y  el  art.  3.*^  de  la  de  1845,  exigiendo  los  dos 
años  de  servicio  para  el  re/^alador  y  aamento  en  el  haber  de  cesantía, 
á  no  darse  efecto  retroactivo  á  dichas  disposiciones  lo  ^oe  es  contra* 
rio  á  la  recta  interpretación,  A  la  jarisprodencia  establecida  y  á  las  ter- 
minantes prescripciones  de  las  mismas  leyes  y  decreto  citados;  así  co- 
mo tampoco  la  del  decreto  de  43  de  Mayo  de  1869,  porque  entonces  ya 
no  servia  la  Alcaldía  de  MayagOes:  2.^,  aue  en  corroboración  de  esta 
do#trina  de  no  retroactividad,  el  Consejo  de  Estado,  en  el  decreto-sen- 
tencia de  19  de  Abril  de  186i,  recaído  en  el  espediente  de  mejora  de 
clasificación  de  D.  José  Luis  de  Baura,  establece  como  doctrina  tque 
el  articulo  3.®  de  la  ley  de  83  de  Mayo  de  1845  no  principió  á  regir  en 
Ultramar  hasta  que  se  hizo  ostensiva  á  aquellos  dominios  por  el  Real 
decreto  de  26  de  Octubre  de  1849,  y  que  al  mandarse  en  el  decre- 
to de  43  de  Mayo  de  4859,  que  á  las  clasificaciones  anteriores  al 
«cúmplase»  del  primero  en  Ukramar,  no  sé  aplicase  el  artículo  3.®  de 
la  ley  de  1845,  y  sí  A  las  posteriores  á  dicha  fecha,  reconoció  que 
no  había  regido  hasta  la  misma  en  aquellos  dominios,  ni  debe  por 
cons¡g[uiente  tener  efecto  retroactivo  á  dicho  tiempo:  3.°,  que  la  de- 
elaracion  del  derecho  que  solicita  está  también  resuelta  por  la  real 
orden  de  24  de  Noviembre  de  1866  expedida  por  este  Ministerio 
declarando  A  D.  Juan  Quintana,  Alcalde  mayor  que  fué  de  Arecibo,  el 
regulador  del  sueldo  de  las  10,000  pesetas,  asignado  también  á  aquella 

Caza  por  la  Real  cédula  de  4847,  no  babiendollegado  á  desempeñarla 
I  dos  afios  con  tal  asignación,  si  bien  antes  de  darse  cumplimiento  en 
Puerto-Rico  al  citado  decreto  de  26  de  Octubre  de  4  849,  condiciones 
ambas  que  concurren  en  el  recurrente;  y  4.^  que  no  por  haber  con- 
sentido la  Real  orden  de  4  de  Marzo  de  4  845,  v  las  clasificaciones  que  en 
su  cumplimiento  le  fueron  hecbaa  en  7  de  Anril  del  mismo  año  y  4  de 
Mayo  de  4866,  señalándole  entonces  como  cesante  el  sueldo  regulador 
de  40,000  pesetas  de  la  Alcaldía  de  San  Germán,  puede  considerarse 

Srivado  de  acción  para  reclamar  contra  aquella,  como  lo  hizo  ya  en  30 
e  Julio  de  4870,  para  que,  al  revisar  su  clasificación  como  cesante  en 
virtud  del  decreto  de  24  de  Abril  de  4869,  se  estimase  como  sueldo  le- 
gitimo regulador  el  de  45,000  pesetas  de  la  Alcaldía  mayor  dé  Maya* 
gfles,  cuya  revisión  no  tuvo  efecto  porque  hallándose  en  servicio  acti- 
vo no  era  de  rever  su  espediente;  pero  qu^  tratándose  hoy  de  su  jubi- 
lación que,  á  diferencia  de  la  cesantía,  reviste  un  carácter  definitivo 
me  ésta  no  tiene,  y  causa  estado  con  arreglo  al  art.  44  de  la  ley  de  23 
de  Mayo  de  4870,  vuelve  contra  aquella  disposición,  ya  porque  á  ello 
le  autoriza  el  decreto-sentencia  de  49  de  Abril  de  4864  en  el  espediente 
de  Baura,  y  Real  orden  de  2 1  de  Noviembre  de  4866  en  el  Gubernativo 
de  Quintana  ya  citados,  así  como  la  ley  de  23  de  Mayo  de  4  870  en  sus 
artículos  6.°  y  42,  y  la  de  presupuestos  de  28  de  Febrero  último  en  el 
40,  que  tienden  no  sólo  á  no  dar  efecto  retroactivo  á  las  de  igual  clase 
de  4845  y  4855,  sino  á  aue  se  observen  desde  su  publicación,  ya  tam- 
bién porque  no  es  fundado  en  buenos  principios  administrativos,  ni 
conforme  con  U  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  en  sus 
jentenciasde  29  de  Setiembre  y  Noviembre  de  1871,  que  la  Real  orden 
de  4  de  Mano  de  4865  sea  perfectamente  aplicable  á  la  nueva  clasifica* 
ciott  para  determinar  el  sueldo  regulador  que  reclama. — Resultando  que 
la  Junta  de  Pensiones  civiles,  al  remitir  el  espediente  de  clasificación 
de  D.  Pedro  Gotarredona,  y  recurso  de  alzada  para  la  resolución  de  éste. 
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manifietU  en  8b  CDmmiícaeieii  feéba  t9  de  Agosto  Altimo,  qne  el  rega* 
Udor  lie  las  10,000  peaaUs  se  aplicó  en  la  espinsada  elasífioaeion  per* 
cjue  asi  se  dispuso  por  este  Ministerio  «b  Beai  arden  de  4  de  Biarso 
de  CftftS.i^ftesttltaBdo  que,  enviado  en  ohtemperaAcia  á  to  preTeoida 
en  el  art.  5.°  del  daoreto  espedido  por  este  Ministerio  en  6  de  Ena- 
FO  de  1869,  este  eqiedlente  y  recurso  de  altada  al  Consejo  de  fieftar- 
do  para  que  diese  dietámen,  la  Sección  de  Hacienda  y  Ultramar  lo 
evacuó  en  47  de  Noviembre  íltimo,  opinando  qne  debía  revooane  ei 
acuerdo  apelado  del  Tribunal  de  Clases  pasivas,  y  en  su  virtud  relér- 
marse  la  clasiñoadon  hecba  á  D.  Pedro  Gotarredoiia,  sirviéndole  de 
sueldo  regulador  el  de  3,000  pesos,  ó  sean  15,000  pesetas,  asigna- 
do á  la  Alcaldía  mayor  de  Mayagfles  en  Puerto -Rico,  pero  suje- 
tando la  rectiCeaeion  á  lo  prevenido  en  el  art.  3.^  del  Real. decrete  de 
%e  de  Octubre  de  fai9.-*^ Visita  la  Real  cédula  de  4  de  Jooio  de  4847» 
en  cuyo  art.  9.^  se  determina  que  las  Alcaldías  mayores  de  aséense 
de  PDerte*Rieo  tendrán  la  dotación  de*  3^000  pesoa  anuales,  (16^000 
pesetas),  entre  las  que  se  baila  comprendida  la  oe  Mayagfles  por  su  ar- 
tículo l.^-^Vistos  los  doeumeetos  eel  espedieete  en  que  se  comprue-r 
ba  que  D.  Pedro  Golarvedona  sirvió  la  Alcaldía  mayor  de  San  Geroiaa, 
(de  entrada),  desde  17  de  Setiembre  de*  1B4S  baata  28  de  Junio  de 
I84d,  y  desde  10  de  Julio  de  1849á  i.°  de  Agosto  de  1860,  (en  que  ee-^ 
só),  la  de  Mayagfles.-'** Visto  el  Real  decreto  de  3  de  Abril  de  18M,  en 
cuyo  art.  8.^  se  determina,  qne  la  dotación  que  haya  de  servir  de  beee 
para  designar  el  baber  de  las  jiü)ilacÍQaes,  será  k  señalada  por  r%f^Ur 
meato  al  empleo  de  mayor  sueldo  que  pe*  Real  nombramiento  imbieca 
servido  en  propiedsd  el  empleado  que  se  jiobiie.r-^Viato  eidecretode  ^ 
de  Octubre  de  1840,  por  cayo  art.  1*.^  se  hace  ostensiva  á  Ultramar  k 
ley  de  U  de  Mayo  de  1 835  y  el  art.  3.°  de  la  de  S3  del  propio  mes  de  i  8á£, 
prescribiendo  este  último  que  ningún  asoenso  de  los  entonces  emplear- 
dos  ó  cesantes  pudiera  dar  derecho  á  anmenio  en  el  haber  de  cesantía 
si  el  nuevo  emplee  sa  aer^a  menos  de  dos  aftos;  por  el  art.  4.^  se  ea'»< 
tiende  esa  disposieioA  al  haber  por  jubilaaion;  por  el  3.^  se  preceplika 
que  para  fijar  el  haber  por  jubuaoion  ó  cesantía  en  las  nuevas  clasiftca^ 
ciones  se  tome  por  base  el  íqi ponte  de  laa  dos  terceras  partes  del  ma-' 
yor  sueldo  q«ie  enau  fecha  oorrespondiera  á  loa  empleos  que  se  ha  - 
yan  servido;  y  por  el  9J*  le.  pt escribe  que  soa  dieposioiones  se  observa- 
rán en  Ultramar  desde  la  f^ba  en  ^ue  sea  recibido  y  publicado  por 
los  respectivos  Snpetintondentes.^^Visto  el  Real  decreto  de  13  de  Va-« 
yo  de  1859,  derogando  en  su  primer  artículo,  el  de  96  de  Octubre  4% 
1849,  y  disponiendo  en  el  S.°  que  en  las  clasiíicaoiooes  anteriores  aí 
«cúmplase»  de  este  decreto  se  aplicarán  las  disposiciones  del  de  3  de 
Abril  de  18S8;  en  el  5.^,  aue  los  que  hayan  servido  dos  años  en  el  emr 

Sleo  por  que  pretendan  clasificarse,  pero  sin  completar  los  seis  de  resá^ 
enoia  en  aquellos  dominios,  serán  clasificados  tomándose  por  regula* 
dor  el  sueldo  proporcional  de  4  á  10,  de  modo  que  5^000'  pesos  en  U^ 
tramar  sean  regulados  por  S^OOOen  la  Penkxsula,  corando  por  las  cat- 
jas  de  esta  sus  naberes;  y  en  el  8.^,  <|ue  loajubilados  y  cesantes  de  Ul- 
tramar  que  tengan  derecho  á  percibir  sus  haberes  ñor  aqnellaa  esjas* 
no  lo  perderán  aunque  continúen  sus  servicios  en  la  Península,  y  se* 
guirán  teniendo  como  base  para  regular  su  hahef  pasivo  el  mayor 
sueldo  de  reglamento  que  hayan  disfrutado  dos  anos  en  propiedad  y 
con  la  residencia  en  Ultramar  de  los  seis«en  su  easo.*- Visto  el  Real  de- 
creto-sentencia de  19.de  Abril  de  1864,  recaido  en  el  espedianle  con- 
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lenüoao  promovido  ante  el  Consejo  de  Bstado  por  D.  losé  Luis  de  Bao* 
ra,  en  el  qae  se  consigna  que,  al  ser  derogado  al  decreto  de  26  de  Oc^ 
tabre  de  4849,  se  recoeoeió  espresaroente  aoe  no  pudieran  tener  efecto 
retroactivo  con  respecto  á  servicios  prestadoseon  anterioridad  á  sa  pu- 
blicación en  Ultramar  las  disposiciones  de  aqn^l  decreto. ^YisU  la  Real 
orden  de  4  de  Marzo  de  i  86$,  espedida  por  esjle  Ministerio,  declarando 
á  D.  Pedro  Gotarredona»  como  Alcalde  mayor  que  fué  de  San  Germán,  el 
regalador  del  aneldo  de  las  10,000  pesetas  qne  per  la  cédula  ya  citada  de 
1847  tiene  asignado  esta  plaza.^  Vista  la  IVeal  orden  de  24  de  Noviembre 
de  4866,  en  el  espediente  de  D.  Juan  Quintana,  Alcaide  mayor  cesante 
deArecibo,  declarándole  de  regulador  el  sueldo  délas  40,000  pesetas 
de  este  destino,  que  babia  servido  con  tal  asignación  menos  de  dos 
aik>8;  pero  ¿ates  de  beberse  dado  cumplimiento  en  Puerto-Aico  al  de^^ 
creto  de  26  de  Octobre  de  4849. — Visto  el  decrelo*ley  de  22  de  Octu^ 
bre  de  4868  y  24  de  Abúril  de  1869,  acordando  la  revisión  general  de  to<- 
das  las  clasificaciones  de  los  individuos  pertenecientes  á  las  clases  pasi* 
vas  eivíles.-^Vista  la  ley  de  23  de  Mayo  de  1870,  para  la  clasificación  y 
percibo  de  haberes  de  las  clases  pasivas  de  Ultramar,  en  cuyo  art.  2.^  se 
establece  que  loecesantes  y  jubilados  no  tendrán  otro  sueldo  regulador 
para  dedoeir  su  baber  pasivo  qne  el  qne  hubiesen  disfrutado  durante 
dos  años  cuando  menos,  según  se  determinó  en  el  art.  i.^  del  Real  de- 
creto de  26  de  Octobre  de  4849,  qne  biso  ostensivas  á  Ultramar  las  dis^ 
poeÁeioaes  de  la  ley  de  presa  puestos  de  4835  jr  el  art.  3.^  de  la  de  4845 
sobre  clases  pasivas. — ^Visto  el  art.  6.^  de  la  citada  ley  de  4870,  respe- 
tando los  derechos  adquiridos  en  pdnto  al  sueldo  regulador  con  ante« 
rioridad  á  la  publicación  en  Ultramar  del  decreto  de  43  de  Mayo  de  4859. 
— ^Viftftoe  jos  arta.  4.®  y  7.®  de  la  misma  lev,  concediendo  el  sueldo  ul- 
tramaiiiio  á  los  cesantee  y  jubilados  que  hayan  desempeñado  durante 
seis  años  servicio  acttvo  en  cualquiera  de  las  provincias  ultramarinas, 
y  solo  derecho  á  haberes  pasivos  con  relación  á  los  sueldos  equivalen- 
tes eo  la  Península  á  los  que  no  cuentan  con  dicha  residencia  oficial.-*- 
Vistas  las  sentencias  del  tribunal  Supremo,  de  29  de  Setiembre  y  No- 
viembre de  4874,  en  que  se  establece  que  al  acordar  el  decreto-ley 
de  22  de  Octubre  de  4868  y  24  de  Abril  de  4869  la  revisión  de  todas 
las  clasificaciones  anteriormente  practicadas  quedaron  estas  insub- 
sislentes. — Visto  el  acuerdo  de  22  ae  Marzo  de  este  año  del  estinguido 
Tríboaal  de  clases  pasivas,  señalando  por  regulador  al  recurrente  el 
sueldo  íntegro  ultramarino  de  las  40|000  pesetas  de  la  Alcaldía  de 
San  Germán. — Considerando  que  al  darse  cumplimiento  en  Puerto-Rico 
en  5  de  IMciea^iNre  de  4849  al  Real  decreto  de  26  de  Octubre  del  pro- 

Siu  año,  que  exigía  loe  dos  años  de  servicio  en  el  empleo  que  hubiera 
e  servir  deieffulador»  ya  se  hallaba  Gotarredona  desempeñando  la 
plaza  de  Alc^adde  mayor  de  May  agües  en  dicha  Isla,  que  empezó  á 
servir  en  40  de  Julio  del  referido  año  con  la  dotación  de  3,000  pesos 
(45,000  pesetas)^  ^por  lo  ^ue  no  es  posible  aplicarle  los  efectos  del  es- 
presado Real  decreto,  y  ai  el  de  3  de  Abril  de  4828,  única  legislación 
vigente  en  aquella  época,  que  no  exigia  aquel  requisito. — Consideran- 
do que  si  bieu  los  ar líenlos  2.°  y  6.^  de  la  ley  de  23  de  Mayo  de  4870 
eatableeea  concretamente  que  el  sueldo  que  baya  de  servir  de  regula- 
dor para  las  elanificacíones  de  cesantes,  jubilados  y  pensionistas  ha 
de  haberse  disfrutado  dos  años  por  lo  menos  con  las  condiciones  que 
en  loe  mismos  se  determinan,  como. dichas  prescripciones  fijan  como 
pooio  de  partida  pai a  los  efectos  de  las  mismas  los  Reales  decretos 

TOMO  XLIX.  55 


434  REVISTA   DE   LEGISLACIÓN. 

de  26  de  Octabre  de  4849  j  13  de  Mayo  de  4859,  j  los  semeios 
que  se  trata  de  apreciar  se  contraen  á  ana  época  anterior  á  estas  dis- 
posiciones, es  evidente  que  no  pueden  ni  dei)en  tener  efecto  retroac- 
tivo para  el  caso  en  que  se  encuentra  Gotarredona,  el  cual  demanda  un 
derecho  preexistente  fundado  en  la  ley  que  regia  cuando  desempei^ó 
el  empleo  que  solicita  como  regulador,  esto  es,  la  de  3  de  Abril  de  4828. 
— Considerando  que  el  recurrente  no  obtuvo  después  de  haber  servido 
la  Alcaldía  mayor  de  Mayagües  ningún  ascenso  de  mayor  sueldo,  por 
el  que  le  fuera  aplicable  el  art:  3.^  de  la  ley  de  93  de  Hayo  de  4845, 
conforme  á  lo  dispuesto  por  el  3.^  ^v  i.^  del  decreto  de  43  del  pro- 
pio mes  de  4859.— Considerando  que  el  decreto  de  26  de  Octubre  4849 
fué  espresaménte  derogado  por  el  ya  citado  de  43  de  Mayo  de  4859, 
sin  que  obste  para  considerarlo  así  el  que  algunas  de  sus  prescripcio- 
nes hayan  sido  restablecidas  ó  tenidas  por  vigentes  desde  su  fecha  por 
otras  posteriores,  y  aun  por  el  mismo  decreto  derogatorio;  y  qué  éste, 
en  su  art.  5.^,  limitó  la  medida  generaf  del  art.  3.^  del  refcndo  decreto 
de  4849  sobre  reducción  de  sueldo  regulador  ultramarino  al  proporcio- 
nal de  4  á  40  á  solo  el  caso  de  que  no  se  hubieran  completado  los  seis 
años  de  residencia  oficial  en  Ultramar,  ó  que  se  debiera  por  falta  de  los 
dos  años  en  el  regulador  acumular  su  sueldo  al  de  otros  empleos  servi- 
dos en  la  Península  con  que  los  dos  años  se  completasen. — Consideran- 
do que  la  antedicha  reducción  determinada  por  el  art.  3.^  del  decteto 
de  26  de  Octubre  de  4849,  no  puede  considerarse  ni  espresa  ni  virtnal- 
mente  restablecida  por  la  ley  de  23  de  Mayo  de  4870,  que  en  su  artícu- 
lo 2.^  solo  se  ocupa  del  tiempo  denlos  dos  años  aue  ha  de  haberse  dis- 
frutado el  sueldo  que  haya  ae  servir  de  regulador,  según  lo  exigió  el 
artículo  4.^  de  aquel  decreto,  ampliando  á  Tas  jubilaciones  la  disposi- 
ción del  art.  3.^  de  la  ley  de  Presupuestos  de  4845  relativamente  á  las 
cesantías;  en  el  6.^  señala  como  sueldo  regulador  desde  la  publicación 
en  Ultramar  del  decreto  de  4859  el  del  empleo  de  planta  y  nombra- 
miento real  ó  de  las  Cortes  que  se  haya  servido  dos  años  en  propiedad; 
y  en  el  12  exige  que  el  empleo  se  haya  desempeñado  con  esas  circuns- 
tancias, y  además  después  de  la  edad  de  diez  y  sers  años,  para  que  sean 
abonables  los  servicios  prestados  con  posterioridad  al  «cúmplase^  del 
decreto  tantas  veces  citado  de  4849,  sin  aue  ninguna  de  las  demás  dis- 
posiciones contenidas  en  la  espresada  ley  de  23  de  Mayo  de  4870 
fuarde  relación  n^  analogía  alguna  con  el  particular  de  la  reducción; 
ominando,  por  el  contrario,  en  todas  sus  prescripciones,  el  principio 
de  que  sea  la  base  de  toda  clasificación  el  sueldo  íntegro  del  empleo  que 
se  sirvió  con  las  condiciones  que  respectivamente  exige  para  cada  caso. 
— Considerando  además  aue,  lejos  de  restablecer  la  mencionada  redac- 
ción, puede  decirse  corronora  su  insubsistencia.  dejando  sin  efecto  has- 
ta la  limitativa  del  art.  5.^  del  decreto  de  43  ae  Mayo  de  4859,  al  re- 
conocer únicamente  como  regulador  el  sueldo  ultramarino  para  los 
que  cuentan  los  seis  años  de  residencia  oficial,  ó  el  peninsular  para  los 
que  no  llegan  á  completarlos,  respetando  en  su  art.  6.^  los  derechos 
adquiridos  con  anterioridad  á  la  publicación  en  Ultramar  del  citado  de- 
creto de  43  de  Mayo  de  4859. — Considerando,  en  su  consecuencia,  que 
no  es  aplicable  al  caso  concreto  del  actual  recurso  la  restricción  del 
art.  3.°  del  decreto  de  26  de  Octubre  de  4849,  ya  por  las  razones  es- 
puestas, ya  también  porque  escluye  de  todo  punto  esa  aplicación  el 
decreto  de  3  de  Abril  de  4828,  de  donde  arranea  el  derecho  que  asiste 
á  D.  Pedro  Gotarredona  para  obtener  por  regulador  conforme  á  su  ar» 
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tícQlo  8.^  el  sueldo  íntegro  asignado  á  la  Alcaldía  mayor  de  Mayagües 
por  haber  prestado  á  la  sombra  de  esa  legislación  sus  servicios.^Con- 
siderando  que,  bajo  este  concepto,  todas  las  resoluciones  dictadas  en 
casos  análogos  desde  la  publicación  del  decreto  de  43  de  Mayo  de  4859^ 
ya  por  este  Ministerio  en  las  Reales  órdenes  de  i  de  Marzo  de  1865,  y 
34  de  Noviembre  de  48$6  en  las  clasificaciones  de  Gotarredona  y  Don 
Juan  Quintana,  ya  en  la  de  D.  José  Luis  de  Baura  en  el  Real  decreto- 
sentencia  de  49  de  Abril  dp  4864,  ya  en  el  acuerdo  de  St  de  Marzo  de 
este  año  por  el  estinguido  Tribunal  de  Clases  pasivas  en  la  presente 
clasificación,  lo  han  sido  en  este  sentido. — Y  considerando  que  no  de- 
be ser  obstáculo  al  derecho  del  recurrente  la  Real  orden  de  4  de  Marzo 
de  4865,  declarándole  como  cesante  de  la  Alcaldía  de  San  Germán,  el 
regulador  del  sueldo  de  esta  plaza,  por  cuanto  ni  se  trataba  como  aho- 
ra de  una  situación  definitiva,  como  lo  es  la  jubilación,  ni  puede  ser 
cuestionable  aue,  en  virtud  de  la  revisión  general  de  todas  las  clasifi- 
caciones acordada  por  el  decreto-ley  de  SS  de  Octubre  de  4868  y  24  de 
Abril  de  4869,  quedaron  insubsistentes  las  anteriores  practicadas; — El 
Gobierno  de  la  República  se  ha  servido  resolver  se  revoque  el  fa- 
llo apelado,  reformándose  la  clasificación  practicada  á  D.  Pedro  Go- 
tarredona y  Barchino  por  el  Tribunal  de  Clases  pasivas,  declarán- 
dole como  sueldo  regalador  para  la  nueva  clasificación  el  de  3,000 
pesos  (15,000  pesetas),  asignado  al  destino  de  Alcalde  mayor  de  Maya- 

gfles  de  Puerto-Rico  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  8.^  del  decreto 
e  3  de  Abril  de  4828  y  Real  cédula  de  la  de  Junio  de  4847,  y  que  esta 
resolución  se  tenga  presente  para  cuantos  casos  análogos  ocurran  en 
lo  sucesivo. 

Lo  que  de  orden  del  propio  Gobierno  trascribo  á  Y.  L  para  su 
conocimiento  y  efectos  consiguientes,  con  inclusión  del  espediente  de 
clasificación  del  interesado. 

Dios  guarde  á  Y.  L  muchos  años.  Madrid  48  de  Diciembre  de  4873. 
— Gil  Yerges. — Sr.  Presidente  de  la  Junta  de  Pensiones  civiles. 

Pedro  fiotarredoia^ 
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ELECCIÓN  DE  LA  UTA  DE  GOBIEaD 

EN  LOS  GOLEOIOS  DE  A.BOGADOS. 


En  el  nüm.  606  del  Bolstin  ^e  la  Hsvi^ta  he  leído  la  contestación 
á  cierta  consulta  respecto  del  derecho  de  los  Colegiales  que  no  es- 
tán en  ejercicio  á  nombrar  junta  de  gobierno;  y  come  se  me  oftez- 
cao  algnnas  dudas sobrs  fa  certeza  def'su  contenido  ^  acudo  á  la  su- 
perior ilustración  de  los  redactores  de  ese  periódico^  seguro  de  que 
con  la  escesiva  amabilidad  que  les  distingue^  habrán  de  proporcio- 
narme razones  poderosas ,  las  cuales ,  disipando  las  dichas  dudas, 
libertarán  roi  ánimo  del  error  que  tal  vez  le  aprisiona. 

No  siendo  la  presente  una  nueva  consulta ,  sino  aquella  mi^rtta, 
seguida  de  algunas  otras  diversas  reflexiones^  para  lograr  del  con* 
sullado  argumentos  que  lleven  á  mi  inteligencia  un  perfecto  con- 
vencimiento déla  verdad  que  contiene  :«n  opinión ,  distinta  y  opues- 
ta completamente  á  la  mia ,  bien  puedo  redactarla  en  ks  mismos 
términos  qued  anterior  consultante. 

¿Tienen  voto  para  nombrar  la  junta  de  gobierno  de  los  Colegios 
de  Abogados  los  qne  á  pesar  de  hallarse  inscritos  carecen  de  estu- 
dio  abierto,  y  no  levantan  cargas  ni  desempeñan  comisión  alguna? 

El  anterior  consultante  se  fundaba  al  negarles  el  voto: 
i/  En  que  sí  bien  el  art.  ii  de  los  estatutos  de  28  de  Mayo 
de  1838  dice  «concurrirán  el  dia  señalado  por  el  decano  todos  los 
individuos  que  compongan  el  Colegio,»  este  artículo^  como  contra- 
rio al  recto  juicio  ,  según-  las  razones  expuestas  en  la  consulta,  fué 
ya  explicado  por  las  Reales  órdenes  de  31  de  Julio  de  18S0  y  26 
de  Febrero  de  1853,  las' cuales,  fijando  su  interpretación,  sólo 
conceden  el  derecho  de  intervenir  como  electores  en  el  nombra- 
miento de  junta  de  gobierno  á  los  que  ejercen  nuestra  noble  profe- 
sión, ó  á  los  que  no  teniendo  constantemetite  estudio  abierto  cum- 
plen los  deberes  impuestos  en  junta  general ,  bien  pagando  las  cuo- 
tas distribuidas ,  bien  desempeñando  cualquiera  comisión  ó  encargo 
que  se  les  confíase. 
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2/  Ea  que  k»  Heales  decretos  de  5  de  Abril  y  i5  de  Diciem* 
bre  de  1868>  como  dados  taxativa  y  úmcameQte  para  poner  tú  ar- 
moDía  la  reaovaciOB  de  lasjQotas  de  los  Colegios  de  Abogados  cod 
el  establecimiento  del  ana  ecoaómkoy  no  d«rogami  las  Reales  ór- 
denes citadas  de*  4850  y  1853 ;  mucho  más,  cuando  en  aquellos 
nada  se  dice  de  estas  f  ni  sus  disposiciones  son  inconciliables  con 
dichas  Reales  órdenes ,  }  subsisten  los  motÍTOs  q>ue  dieron  lugar  á 
las  mismas. 

Todas  las  atendibies  razones  que  compendiada  y  bretisímamen- 
te  acabo  de  exponer,  no  han  debido,  sin  duda,  considerarse  por  la 
Redacción  de  la  Revista  rutiles  y  despreciables ,  cuando  en  el  pár- 
rafo 1  .*  de  la  contestación  deelara  de  un  modo  ostensible ,  confor- 
mándose con  el  coosultáñte,  que  se  encnentran  vigentes  las  Reales  ór- 
denes de  31  de^ Julio  de  1850  y  25  de  Febrero  de  1853;  pues  de  lo 
contrario  no  preteoderiajdeben  interpretarse  de  una  manera  «favo- 
rable en  lo  que  no  sea  contrariar  sn  espíritu  y  su  letra»:  y  por  tan- 
to conviene  en  queei  art.  11  de  los  Estatutos,  hoy  como  al  princi- 
pio redactado,  ha  de  entenderse  según  determinan  las  Reales  órde- 
nes citadas,  las  cuales  vinieron  no  á  transformar  sino  á  fijar  su  sig- 
niíicaciuñ, 

Mucho  se  gana  eon  qve  se  reconozca  que  no  fueron  derogadas 
las  Reales  órdenes  repetidas  por  los  decretos  de  1868,  pues  asi  la 
cuestión  se  reduce  á  si  puede  fundarse  en  una  presunción  latísima, 
según  mi  pobre  juicio,  contra  los  más  triviales  principios  de  la  cien- 
cia jurkUca,  la  concesión  de  un  derecho  que  nace  del  cumplimiento 
de  un  deber,  sólo  posible  después  de  impuesto  y  nunca  antes,  inter- 
prétese como  se  quiera  más  ó  menos  bvorablemente  á  los  Sres.  Co- 
legiales no  en  ejercicio  la  Real  orden  de  S6  de  Febrero  de  1853. 

Las  presunciones,  Jurídicamente  hablando,  creo  (no  son  otra  co- 
sa que  supuestos  necesarios  en  determinados  casos,  los  cuales  cons- 
/  tituyen  medios  supletorios  de  llenar  ciertos  vacíos  que  á  la  finita  in- 
teligencia humana  se  haee  imposible  salvar  de  otra  manera:  y  sien- 
do medios  supletorios,  dicho  se  está  son  sólo  aceptables  muy  raras 
veces,  y  cuando  es  absolutamente  preciso,  como  también  que  han 
de  hallarse  conformes  con  la  ley  ó  con  la  recta  razón,  pues  al  recha- 
zarlas aquella  implícita  ó  explícitamente,  ó  al  encontrarse  desacor- 
des con  lo  que  esta  aconseja^  son  inadmisibles  para  fundar  sobre 
ellas  un  derecho.  Tal  principio  es  inconcuso  á  mi  modo  de  ver,  y 
así  aun  cuando  fácilmente  pudiera  estenderme  en  demostrarlo,  co- 
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mo  también  citar  porción  de  ejemplos^  me  abstengo  de  todo  ello, 
temiendo  inferir  un  agravio  al  jurisconsulto  ó  jurisconsultos  que  ha- 
brán de  contestarme,  cuyos  conocimientos  profundos  reconozco. 

Ahora  bien:  ¿la  presunción  de  que  cumplirán  los  deberes  im- 
puestos por  el  Colegio  los  individuos  á  quienes  se  niega  el  voto,  es, 
sobre  necesaria,  conforme  á  la  ley  y  á  la  recta  razón?  ¿Se  hace  im- 
posible sin  ella,  resolver  el  punto  concreto  que  nos  ocupa?  No  lo 
creo  así. 

Es  innecesaria,  por  cuanto  no  hay  obstáculo  alguno  qué  evitar, 
ninguno  de  esos  verdaderos  abismos  que  muchas  veces  se  encuen* 
irán  en  el  terreno  del  derecho,  los  cuales  impiden  el  laborioso  y  di- 
fícil curso  de  la  inteligencia  humana  en  su  marcha  progresiva  hacia 
la  verdad  y  la  justicia:  abismos  solo  salvables  por  medio  de  esas 
hipótesis  más  á  menos  lógicas  llamadas  presunciones^.  Si  los  que  no 
ejercen  la  profesión  deben  obtener  el  derec|io  de  tomar  parte  en  las 
elecciones  de  junta  de  gobierno,  es  punto  concreto  que  para  resol- 
verse no  necesita  de  esa  conjetura,  cuyo  resultado  en  definitiva  es 
hacer  á  unos  individuos  dentro  de  la  misma  sociedad  de  peor  con- 
dición que  otros,  pues  con  menores  deberes  se  les  conceden  iguales 
derechos.  Además,  el  supuesto  de  que  cumplirían,  cual  yo  no  du- 
do, si  se  impusieran  las  cuotas  ó  se  les  confiase  el  desempeño  de 
una  comisión  ó  encargo,  podría  admitirse  tratándose  de  formar  ó 
hacer  la  máxima  legal,  y  hasta  si  se  quiere,  y  concedo  demasiado, 
faltando  esta  para  llenar  el  vacio  que  resultase;  pero  cuando  aque- 
lla existe  tan  clara,  la  presunción  viene  á  constituir  el  medio  ilícito 
de  eludir  su  cumplimiento. 

Es  contraría  á  la  ley,  porque  la  Real  orden  de  26  de  Febrero 
de  1853,  no  dá  lugar  á  ella.  «Que  debiendo,  (dice  la  parte  de  la 
»Real  orden  á  que  me  refiero)  comprenderse  en  el  número  de  las 
«cargos  del  Colegio  las  cuotas  que  los  colegiales  satisfacen  para  los 
«gastos  del  mismo,  todos  aquellos  Abogados  que,  tina  vez  inscritos^ 
ücumpliesen  los  deberes  que  la  Corporación  les  impusiese,  bien  pa- 
ngando las  cuotas  que  se  distribuyan,  bien  desempeñando  cualquie- 
«ra  comisión  ó  encargo  que  se  les  confíe,  tendrán  voto  para  elegir, 
«aunque  no  ejerzan  la  profesión  constantemente  con  estudio  abier- 
»to.»  Según  se  vé^  con  la  Real  orden  es  incompatible  toda  presun- 
ción, no  solo  porque  no  la  permiten  las  palabras  del  legislador  ó  del 
Jefe  de  Estado,  quien  al  expresarse  de  tal  modo  manifiesta  bien  pa- 
tentemente su  intención  de  conceder  el  derecho  por  el  cumplimien- 
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to  del  deber  y  no  por  el  mero  supuesto  de  que  habría  de  cumplirse, 
llegado  el  caso,  si  también  &  causa  de  tratarse  de  remunerar  un 
servicio»  y  dicho  se  está*  no  pueden  remunerarse  servicios  no  pres- 
tados; que  seria  peregrino  pagar  deudas  ó  premiar  méritos  antes  de 
contraerlos.  Para  convencerse  de  esto,  basta  tener  en  cuenta  que 
reconoce  por  antecedente  lógico,  por  eCcíente  necesario  la  Real  ór« 
den  de  ¿6  de  Febrero  de  1853,  la  de  31  de  Julio  de  4850,  que  nega- 
ba absolutamente  á  los  Abogados,  no  en  ejercicio,  el  derecho  cuyo 
reconocimiento  se  pretende,  viniendo  aquella  á  establecer  una  ex- 
cepción que  no  tendría  lugar  si  fuera  posible  discurrir  como  lo  hace 
el  consultado. 

Es  últimamente  opuesta  á  lo  que  aconseja  la  recta  razón,  ade« 
más  de  por  lo  dicho,  porque  no  existe  motivo  bastante  ¿  darle  vida; 
pues  sin  causa  jamás  ha  existido  el  efecto,  y  todo  consiguiente 
obedece  á  un  antecedente.  Juzgando  cual  se  hace  en  la  contesta-» 
cíon,  bien  puede  cualquiera  apto  para  ser  elegido  diputado  á  Cor- 
te», gozar  de  las  prerogativas  de  estos  señores,  pues  si  no  lo  han 
elegido,  culpa  no  es  suya,  y  exista  fundamento  para  creer  que  si  lo 
nombrasen  aceptaría.  ' 

Pudiera  poner  aquí  término  á  mis  razonamientos,  dejando  como 
dejo  en  obsequio  á  la  brevedad  de  esponer  otra  porción  de  diversas 
consideraciones,  si  no  me  fuera  preciso  rectificar  algunos  equivo- 
cados conceptos  de  la  contestación  que  motiva  estos  mal  trazados 
renglones.  £1  primero  es  que  las  Reales  órdenes  deben  aplicarse 
según  las  circunstancias  de  cada  Colegio.  Yo  tengo  el  atrevimiento 
de  negarlo,  fundado  en  el  carácter  de  generales  de  todas  las  dispo- 
siciones no  dadas  para  un  caso  particular  y  determinado,  y  en  el 
absurdo  de  que  se  acomadasen  las  disposiciones  legales  al  capricho 
de  cualquier  individuo  6  corporación,  cuando  estos  deben  ajustar 
su  modo  de  proceder  á  ellas.  La  Real  orden  de  S6  de  Febrero 
de  1853,  que  debe  aplicarse  en  su  relación  con  la  de  31  de  Julio 
de  1850^  (y  aquí  casi  reproduzco  parte  del  párrafo  primero  de  la 
contestación),  no  prohibe  ni  obliga  á  imponer  cuotas  ó  á  dar  comi- 
siones á  los  que  no  ejercen;  mas  les  niega  el  derecho  de  votar 
mientras  no  prestan  algunos  de  estos  servicios:  y  porque  á  ellos  no 
haya  lugar,  ¿vá  á  ser  licito  infringir  la  ley  inventando  una  argucia 
sólo  plausible  en  cuanto  acusa  el  ingenio  de  su  autor?  Si  por  ser  in- 
necesaria la  cuota  deja  de  imponerse,  tampoco  puede  ocurrir  ei 
cumplimiento  de  ese  deber  imprescindible  para  el  goce  del  derecho. 
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Debo  asimismo  i«cti6e«r  otro  err^r,  y  dispéofieseme  la  palabra» 
de  la  coütestacioñ.  «No  etístiendo  (dice  esta  en  sa  párrafo  3.*)  más 
cargas  que  el  pago  dé  la  aialrJkJula. »  Los  derechos  de  entrada  ao 
800,  ni  O) ocho  itféaos,  ma  carga;  soa  únicamente  como  ei  medio 
de  incorporarle  á  la  Sociedad.  ¿Se  puede  llamar  colegial  ¿  quien  no 
pertenece  al  Colegio?  Y  si  e^tos  derecha  de  satisfacen  áaies  de  ser 
colegial  y  para  serlo,  ¿cómo  kan  de  reputarse  carga  que  tos  colegia- 
les ievancan?  Además,  la  letra  de  la  Real  érden  de  96  de  Febre|j> 
de  4853,  es  terminante:  «que  debiendo,  <Kee,  eomprendense  en  el 
número  de  las  cargas  del  Colegio  las  cuotas  que  los  colegiales  sa* 
tisfacen  para  los  gastos  del  mismo^  todos  aquellos  Abogados  que 
una  Tez  inscritos  etc.»  Después  de  esto,  es  insostenible  lo  que  niego 
en  el  presente  párrafo. 

Hamo  la  atención  de  los  Redactores  de  kt  Rctista,  y  especial-, 
mente  la  del  que  ha  de  cootestarme,  sobre  las  palabras  del  decreto 
de  26  de  Febrero  de  48S3;  «aa^nque  no  ejemn  te  profesión  cofis*- 
tantemente,  con  estudio  abierta,»  en  las  cuales  no  hubo  sin  duda  de 
repararse  al  formular  la  respuesta.  El  adverbio  de  modo  eonstMite* 
meute\  es,  creo  decir  bien,  opuesto  al  de  la  misma  clase  periódüa^ 
mente,  que  significa,  no  siempre,  en  algunos^  periodos.  ¥  abora 
pregunto:  A  los  que  jamás  kan  tenido  estudw  ahiertOi  ó  hace  mti^ 
ckos  años  dejaron  de  dedimrse  al  ejercicio  dé  kt  profeéion,  ¿se  les 
debe  conceder  voli^  iPodtá  tener  aquí  fuerza  la  presunción  de  que 
pudieran  haberlo  abierto  ú  otra  por  el  ^ilol 

Después  de  lo  dicho,  y  cumplido  mi  propósito,  pongo  fin  á  esta 
consulta  deseoso  de  conocer  la  respetable  opinión  de  esa  Rbvista.  * 

-^ÜN  SUSGRITOR. 

Coñíestadon. 

No  pudimos  sospechar  que  tanta  importancia  había  de  darse  á 
la  cuestión  sobre  que  versan  las  anteriores  reflexiones^  como  las 
llama  el  suscrltor^  y  j^or  esta  razón  dimos  una  contestación  breve, 
lacónica  á  la  consnlta  én  ellas  ahidida,  sintiendo  hoy  que  por  can- 
sas ajenas  á  nuestra  voluntad  no  baya  podido  ver  antes  ta  luz  pú-» 
blica  esa  impugnación,  porque  asi  habría  tenido  más  oportunidad 
el  breve  y  siempre  insignificante  trabajú  que  en  debida  y  justa  cor*' 
tesía  hemos  de  hacer,  eonfirmando  lo  ya  expuesto  en  el  citado  Bole- 
tín; y  para  más  daro  conocimiento  del  asunto,  principiamos  copian-* 
do  integra  la  Contestación  impugnada;  dice  asi: 


>  I 
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«La  Re»l  orden  de  31  de  Julio  de  1850  es  ápitcable  ea  su  reiacioa 
«dm  la  de  26  de  Febrero  de  1853,  y  esta  ea  Baestro  concepto  debe 
•ialapretarse  de  una  manera  favorable  en  lodo  lo  que  no  sea  con*- 
»trasiar  se  espirita  é  su  letra* 

»Se  niega  el  voto  en  esas  disposiciones  i  los  Colegiales  que  no 
aejeraaa  la  profesión»  ni  letaaten  las  cargas  del  Colegio,  ya  pagan- 
«do  las  cuotas  que  para  gastos  de  este  se  exiJaD»  é  bien  desempe** 
aiñando  eomisiwies;  sola  pues  en  el  easo  que  eslo  oearríera  podría 
»ieBer  aplieacion  ka  Beat  arden  de  31  de  JuliOi  muts  debiendo  t^ 
•serse  eo  cuenta  laa  condiciones  de  cada  Colegio. 

»AiU  donde  se  imponen  cuotas  para  su  manteniniiento  y  con- 
«s^vadoBy  dará  es  qae  si  no  pagan  estas  algimos^  Colegiales,  ni 
^desempeñan  comisiones  ni  contribuyen  de  niogan  manera  á  las 
•oUigaeiones  que  por  ese  carácter  tienen  sobre  sí,  podría  negarse^ 
»les  el  Toto  en  las  elecciones;  pero  si  el  Colegio'  no  impone  cuota 
•alguna»  parque  no  es  necesaria  para  sos  gastos»  no  eiistiendo  más 
•carga  que  la  matrícula  y  las  eomisienes  que  deban  desempenari 
wentónoes  todo  Abogado  matriculado  debe  wt  elector  en  b  junta» 
•porque  poede  suceder  que  no  haya  desempeñado  comisión  alguna» 
•M  porque  baya  resistido  contribuir  á  esa  carga»  sino  porque  no 
•i»  sido  nombrado  para  eito  en  ninguna  ocasión* 

•De  sverCe  qae  enteodemos  las  dispoeicieaes  legales  vigentes  en 
•la  materia»  aplicables  sólo  en  el  caso  de  que  los'Colegiales  que  no 
•ejercen  no  hayan  querido  cumplir  alguna  de  las  caigas  que  el  Oy* 
•legío  les  baya  impuesto»  bien  sean  las  cuotas  6  ya  las  comisiones 
•que  para  diferestes  asuntos  se  les  ha  podido  confiar,  porque  mién« 
iktrks  no  hayan'  manifestado  su  intención  de  no  llevar  las  cargas  que 
•el  Colegio  les  haya  impuesto»  debe  presumirse  que  las  aceptan  y 
•están  dispuestos  á  cumplirlas  como  una  verdadera  obligación»  y 
«per  tmto  deten  geaar  también  de  todos  tes  derechos.» 

A  la  simple  lectura  de  esta  C0ut$9kkíUn  se  alcanza  desde  luego 
eaal  fué  e)  «spkiui  que  nos  ha  Nevado  á  inierprefar  en  ese  sentido 
Isa  disposleie^es  eitadae,  únicas  aplicables  al  caso  que  nos  ocupa,  y 
etertameace  creemos»  apesar  de  lo  que  el  sueeritor  expone  en  contra 
can  tanta  energía  como  ilustrado  razonamiento»  qfie  no  pueden  ni 
debe&  interpretarse  las  Reales  órdenes  de  91  de  Jalío  y  28  de  Fe-* 
litera  de  otro  medo. 

Nuestra  sohieíen  tiene  evidentemente  un  espfritn  más  espan*- 
sivo>  un  ponto  de  visut  más  elevado  dentro  <lei  precepto  legal  que 
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deberes  dejen  dé  ser  cumplidos  por  alguno  6  algunos 
por  tanto^  si  esos  deberes  no  se  cumpten  porque  no  se  esijeii,  si  un 
individuo  de  un  Colegio,  que  no  ejerce,  no  paga  cuota  alguna  por* 
que  no  se  disiribuyen,  ni  desempeña  ooniMieies  porque  no  se  la  han 
confiado,  ni  Ueva  cargo  de  ningún  género  porque  no  ka  sido  nom** 
brado^  no  hay  razón  ni  puede  haberla  en  ledo  eslo  para  privarle 
de  los  derechos  que  le  correspondan  como  Colegial,  y  esto  de  ein-^ 
guna  manera  lo  auiorisaria,  si  se  hiciera,  el  sentida  de  laBeal  érden 
copiada.  Pero  hay  mas  aun,  se  trata  de  iadíviduos  de  an  Colegio  de 
Abogados,  esto  es,  de  personas  ilustradas,  verdaderas  capacidades 
científicas,  qoe  forman  una  Corporación  respetable,  y  se  haUaa 
unidos  por  intereses  hasta  cierto  punto  veaerablcB  y  sapadca,  por- 
que algo  se  imponen  al  hombre  el  honor  de  su  dignidad  y  la  noble-* 
za  de  su  profesión:  ¿qué  aconsejará  la  recta  razón,  llegado  á  caso 
de  duda,  qoe  ni  aun  le  admitimos?  ¿el  escatimar  el  voto  á  aa  Afao« 
gado  que  tai  vez  se  ha  distinguido  notablemente  en  el  foro,  que 
puede  muy  bien  ser  una  gloria  de  ese  mismo  Colegio,  pero  que  ya 
no  ejerce  la  profesión  porqoe  la  salud  quebrantada  por  el  trabajo 
del  bufete  ó  el*peso  de  ios  años  no  se  lo  permiten,  6  reeonocer  ese 
derecho  de  una  manera  franca  y  siaeera,  en  todo  compañero  uaa 
vez  inscrito?  ¿k  qué  conduciría  el  privarse  un  Colegio  de  Abogados, 
por  un  nimio  escrúpulo  de  legalidad,  de  k»  servicios  de  nn  iadi-^ 
viduo  que  no  se  separa,  que  no  quiere  sepatarse  de  la  CorporacioD, 
pues  no  ha  dejado  de  oontribair  é  cuantas  cargas  se  han  impuesto  4 
los  Colegiales? 

Vea  el  suscritor  las  consecuencias  que  de  af>Kcar  su  criterio  á^ 
esta  cuestión  resultarían  necesariamente,  medite  mis  aan  sobra 
la  interpretación  que  damos  nosotros  á  ios  disposiciones  tegales  ei* 
tadas,  y  compare  esta  con  aquellas  y  con  lo  que  el  mismo  dice  en  sa 
dictamen  (puesto  que  de  paralelos  se  trata)  respecto  de  la  persona 
que  se  crea  apta  para  ser  Diputado  á  Cortes  etc.,  etc.,  y  su  misma 
razón  le  dirá  dónde  hay  verdadera  lógica ,  en  cuál  de  ellas  demina 
nn  espíritu  elevado  é  imparcial,  en  qué  argumentación  han  influido 
má^  directamente  las  leyes  del  pensamiento. 

Reflexiónese,  pues,  lo  que  se  quiera  sobre  esta  cvestion^  que  no 
tiene  en  nuestro  sentir  la  importancia  que  se  la  ha  dado,  nosotros 
creemos  que  tratándose  de  favorecer  el  derecho  de  todos,  mejor  aun 
de  UQ  privar  á  nadie  del  suyo,  porqae  en  último  termine  el  derecho 
de  elegir  se  adquiere  por  el  hecho  de  inscribirse  en  an  Colegio,  y  se 
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conserva  cumpUeodo  Its  cargas  que  la  Corporación  impone,  debe 
darse  á  la  ley  la  interpretación  más  lata  posible,  tendiendo  á  ensaa- 
«har  el  drotta  de  esos  dereebos  en  vez  de  limitarle  y  reducirle,  y 
ét  acruí  Mestf»{»recer  condeosado  en  el  último  párrafo  de  la  Con- 
^dtetondd  BoumN. 

Esto,  por  lo  que  ae  refiere  al  fondo  de  la  cuestión  suscitada ;  y 
coDolairíatiios  aqoi  este  pequeño  ensayo^de  articulo  sí  no  hubiesen 
Uamado  mieslra  atención  dos  indicaciones  del  suscritor  sobre  cier* 
tos  conoeptos  emitidos  al  resolver  la  consulta  que  ha  promovido  el 
debate,  fistos  ooaceptos  son ,  el  primero ,  según  el  suscritor  dice, 
«9 1^  k»  ñcMles  árd99ie$  deben  aplicane  según  las  circwistaneiai  d$ 
cada  Odegio,»  y  el  segundo,  en  que  decimos  «no  existiendo  mas 
cargas  que  el  pago  de  ia  nuitríeulay » los  cuales  son  rechaEados  abier^ 
tamente  como  inexactos  y  erróneos ,  llegando  á  suponer  respecto 
del  último  que  la  matrícula  no  es  verdadera  carga,  ¿  lo  cual  conles* 
taremos  en  pocas  palabras. 

Sin  duda  por  la  necesidad  de  ser  breves  en  las  Contestaciones  á 
las  consultas  del  Bolktiei,  no  explicamos  suficientemente  nuestras 
ideas,  ó  no  sabemos  concretarlas;  es  lo  cierto  que  el  suscritor  no 
ha  entendido  bien  lo  que  quisimos  decir  en  esas  frases. 

La  primera  debe  explicarla  por  la  distinción  que  hacíamos  de 
los  Colegios,  según  distribuyen  ó  no  cuotas  para  atender  á  los  gastos, 
porque  esta  carga,  ciertamente  la  más  pesada  que  puede  exigirse, 
comprende  á  todos  los  Colegiales^  y  ninguno  debe  ni  puede  escu- 
sarse  de  cumplirla;  y  decíamos  que  si  se  distribuyen  cuotas  al  que 
no  la  pague  ni  desempeñe  coaision ,  etc. ,  es  claro  que  podría  ne- 
gársele el  voto,  porque  no  cumple  los  deberes  que  le  impone  el  Co- 
legio; mas  anadiamos,  allí  donde  no  se  imponen  cuotas,  porque  no 
será  necesario^  y  esto  sucede  en  Madríd,  no  queda  más  carga  pe- 
cuniaria que  la  matrícula ,  ó  sean  los  derechos  de  entrada ,  que 
carga  es  para  el  Colegial  que  la  paga  y  para  los  efectos  de  las  aten- 
ciones ó  gastos  de  la  Corporación  que  con  aquella  son  atendidos,  no 
bastará  que  un  Colegial  no  desempeñe  comisión  alguna  ni  lleve 
cargo  ni  preste  servicio  determinado  para,  si  no  ejerce  la  profesión, 
privarle  de  un  derecho,  en  tanto  que  no  manifieste  su  intención  de 
no  cumplir  los  deberes  de  Colegial ,  lo  cual  no  es  dudoso  cuando 
existe  cuota,  porque  el  que  no  la  paga,  es  claro  que  no  cumple  sus 
deberes  de  aquí  la  aplicación  de  las  repetidas  Reales  órdenes  de 
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26  de  Febrero  y  31  de  Julio ,  según  las  circuDstaDCÍas,  que  á  eso  nos 
referíamos,  de  cada  Colegio. 

Hemos  contestado  con  más  extensión  de  lo  que  pensábamos;  pero 
como  no  hemos  de  volver  sobre  la  cuestión » ^nt  pan  nosotros  está 
perfectamente  resuelta  on  la  práctica  justa  y  dignísima  de  nnestio 
Colegio^  á  la  cual  arreglamos  la  Conteslaám  que  ha  sido  impug- 
nada, repetiremos  io  que  fiemos  dicho  al  principio  de  este  arüculo: 
no  creemos  pueda  ocasionar  conflicto  alguno  cosa  baiadi  en  una 
Corporación  científica  de  autoridad  y  de  respeto;  en  todo  caso  re- 
solvemos afirmativamente  hi  primera  de  las  preguntas  que  el  sus- 
critor  hace  al  final  de  su  dictamen  ;  y  por  lo  que  á  la  segund»  se 
refiere ,  tenga  en  cuenta  nuestro  digno  é  ilustrado  compañero  que 
no  son  razones  de  ese  género,  sino  muy  atendibles  y  fundadas  las 
que  apoyan  nuestra  solución. 

A. 


DERECHO  CIVIL. 


Los  coherederos,  estando  la  herencia  pro  indiPiso,  ¿son  dueños 
de  la  parte  proporeional  de  mda  una  de  las  eosas  que  la  comtitu- 
yen?  ¿Puedeti  enajetiar  la  parte  indeterminada  que  en  cada  una  de 
tBas  cosas  les  pueda  corresponder! 


1/  A.,  siendo  coheredero  pro  indiviso,  junto  con  otros  tres,  de 
un  pariente  fallecido  intestado,  debiendo  una  cantidad  á  Y.,  con 
escritura  pública  prometió  pagarla  dentro  de  dos  anos,  y  sin  per- 
juicio de  la  acción  personal  consignó  en  pago  el  precio  en  venta  de 
su  parte  sobre  la  indicada  herencia.  Este  contrato  no  se  registró  en 
hipotecas  porque  no  se  consideró  registrable  ó  inscribible. 

2.*  Finidos  los  dos  años,  Y.  promovió  juicio  ejecutivo  para  el 
pago  en  el  lugar  donde  éste  debia  efectuarse,  y  en  su  consecuencia 
se  trabó  embargo  sobre  la  par,te  correspondiente -al  deudor  de  dicha 
herencia,  que  sigue  en  el  mismo  estado  de  indivisión,  cuyos  bienes 
se  detallan  en  la  diligencia. 

o.*  Luego  después  se  ha  venido  en  conocimiento  de  que  el  deu- 
dor hipotecó  la  cuarta  parte  de  una  finca  de  la  herencia,  y  después 
vendió  la  misma  parte  de  finca  á  un  coheredero;  la  hipoteca  resulta 
otorgada  ¿ntes  de  la  promesa  y  consignación  citadas,  la  venta  des- 
pués del  vencimiento  del  plazo  para  el  pago,  poco  antes  de  enta- 
blarse el  ejecutivo.  Los  cuatro  coherederos  habían  inscrito  á  su  fa- 
vor varias  fincas  de  la  aludida  herencia  presentando  el  titulo  ó  de- 
claración judicial  de  herederos  y  un  simple  inventario  describiendo 
aquellas,  y  el  Registrador  en  méritos  de  tales  documentos  inscribió 
cada  una  de  aquellas,  como  pertenecientes  por  cuartas  partes  igua- 
les á  los  cuatro  coherederos,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  inscribió  el  con- 
dominio por  cuartas  partes  pro  indiviso  de  cada  una  de  las  fincas  á 
favor  de  cada  uno  de  los  coherederos,  y  así  fueron  oportunamente 
inscritas  la  hipoteca  y  venta  eicpresadas,  otorgadas  por  uno  sólo  á 
favor  del  otro  copartícipe  sin  la  menor  intervención  de  los  demás. 

4.*  Hecho  el  embargo  de  la  cuarta  parte  correspondiente  al 
deudor  sobre  la  indicada  herencia,  cuyos  bienes  se  detallaron, 
comprendiéndose  la  finca  objeto  de  dichos  contratos  de  venta  é  hipo- 
teca, se  hizo  saber  á  los  coherederos  todos,  previniéndoles  lo  res« 
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petaran  y  dándoles  copia  ét  la  díltgeDcit  de  embargo  y  de  la  provi- 
dencia en  que  así  se  mandó  se  hiciera. 

5/  El  Registrador  se  niega  á  anotar  el  embargo  en  cuanto  com- 
prende la  tinca  cuya  cuarta  parte  e«lá  vendida,  y  se  niega  i  bacer 
anotación  alguna  sobre  tal  tinca  en  virtud  del  art.  20  de  la  ley  Hi-* 
polecaria  y  20  del  Reglamento. 

6.°  El  comprador  coheredero,  á  pesar  del  tiempo  trascnrríd^ 
desde  el  embargo  y  prevención  que  se  le  hizo  para  que  lo  respetara, 
no  se  ha  presentado  entablando  terceria  ni  oponiéndose  al  embargo 
trabado,  y  según  todas  las  probabilidades  no  se  presentara. 

7/  La  cuarta  parte  embargada  de  la  expresada  herencia  eran 
los  únicos  bienes  que  se  conocen  del  deudor,  y  descartada  como  de* 
beria  quedar  por  los  hechos  expuestos  la  finca  dicha,  objeto  de  la 
hipoteca  y  venta,  no  habría  bastante  ni  de  mucho  para  cubrir  la  den* 
da  expresada;  y  no  pndiendo  echarse  mano  de  otros  bienes»  ha-^ 
bria  de  resultar  precisamente  con  mucho  ea  descubierto  cuando 
la  cuarta  parte  embargada,  sin  ninguna  eliminación  ni  detracción» 
apenas  bastaría  á  cubrirla, 

PUNTOS  QUB  SE  CONSUtTAIf. 

1/  Estando  indivisa  la  herencia,  por  el  mero  hecho  de  ser  los 
cuatro  coherederas  partícipes  en  una  cuarta  parte  cada  uro  de  1^ 
universalidad  de  bienes,  ¿deben  ser  considerados  condueños  en  igual 
cuanlía  de  todas  y  cada  una  de  las  cosas  singulares  comprendidas 
en  aquella? 

S.*  Cada  coheredero,  así  como  puede  enajenar  una  cuarta  par* 
te  de  la  universalidad,  ¿puede  y  ha  piDdido  enajenar  igual  parte  de 
todas  y  cada  una  de  las  cosas  singulares,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  pue- 
de y  debe  considerarse  válida  y  eficaz  la  enajenación  hecha  por  uno 
de  los  coherederos,  estando  indivisa  la  herencia,  de  una  parte  alí- 
cuota de  una  finca  ó  cosa  singular,  igual  á  la  parte  alícuota  que  le 
corresponde  sobre  la  universalidad? 

5/  ¿Tendrá  derecho  á  pedir  la  declaración  d^  nulidad  é  ineficaz 
cia  el  acreedor  á  cuyo  favor  existe  ht  consigna  del  precio  en  venia 
de  la  cuarta  parte  al  deudor  correspondiente  sobre  la  herencia? 

1 4/  ¿Se  deberá  acudir  para  ello  al  Juez  del  lugar  donde  había 
de  pagarse  y  hacerse  efectiva  la  consignación  á  tenor  de  lo  conve* 
nido?  Por  último,  ¿se  admitiría  la  reclamación  de  nulidad  hecha 
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como  ÍDcidencia  del  ejecuUvo  promovido  para  la  efectividad  del  cré- 
dito? 

El  coQ^iiitaQCe  opina  <fii6  et  derecho  de  coherencia  en  ana  parte 
alicuota  no  importa  el  condominio  y  derecho  de  disponer  de  igual 
parte  alicuota  de  todas  j  cada  una  de  las  cosas  singulares  en  aque» 
lia  comprendidas.  Bl  primer  derecho  tiene  por  objeto  y  resultado 
jurídico  indeclinable,  necesario^  el  que  el  coheredero  pueda  reti« 
rar  por  medio  del  oportuno  juicio  de  división  una  euarta  parte  de 
la  universalidad,  que  según  las  reglas  de  los  juicios  de  esta  clase, 
podrá,  según  los  casos,  hacérsele  efectiva  en  cuerpos  hereditarios 
ó  en  indemnizaciones  pecuniarias,  no  el  que  pueda  pretender  una 
parte  alícuota  de  cada  una  de  las  cosas  i^ingulares  que  abarca  la  he- 
rencia. Bsto  último  equivaldría  á  suponer  que  en  el  caso  de  cohe-* 
rencia  hay  tantas  comuniones,  deben  hacerse  tantas  divisiones 
cuantas  son  las  cosas  singulares,  lo  cual  es  absurdo  á  todas  luces* 
Opina  por  lo  mismo  que  son  nulas  la  hipoteca  y  venta  mencionada 
de  una  cuarta  de  una  de  las  varías  tincas  que  comprende  la  mencio- 
nada herencia. 

Opina  también,  que  puede  pedirse  esa  nulidad  ó  su  declaración 
por  el  acreedor,  que  tiene  á  su  favor  la  consigna  referida  porque  le 
interesa  se  resuelva:  que  puede  pedirla  ante  el  Jaez  de  lugar  fijado 
para  el  pago  del  crédito  citado  y  efectividad  de  la  consigna,  como 
nn  accesorio  de  estos  dos  objetos  y  como  medio  para  remover  los 
estorbos  que  á  ellos  se  oponen:  que  puede  pedirla  en  un  juicio  se- 
mejante en  su  fondo  á  una  tercería,  como  incidencia  del  juicio  eje- 
cutivo, con  objetó  de  qne  se  declare  firme  y  eficaz  el  embargo 
tal  como  se  halla  trabado,  comprendiéndose  en  la  universalidad, 
cuya  cuarta  parte  se  embargó,  la  finca  de  la  que  el  deudor  vendió 
nna  cuarta  parte,  y  declarándose  nulas  las  inscripciones  del  Regis- 
tro que  se  oponen  se  tome  anotación  del  embargo  sobre  la  propia 
finca,  porque  el  Juez  que  conoce  de  un  asunto  es  el  único  compe- 
tente para  conocer  de  sus  incidencias^  el  Juez  que  conoce  de  un 
juicio  ejecutivo  es  el  competente  para  determinar  sobre  la  inclusión 
ó  exclusión  de  cosas  del  embargo  trabado,  sobre  todos  los  inciden- 
tes que  se  susciten  relativamente  á  la  fuerza  y  eficacia  de  este 
mismo. 

El  consultante,  empero,  desea  conocer  la  ilustrada  opinión  de 
esa  Redacción.— Antonio  Laouaeda.  > 

TOMO  XLIX.  57 
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Contestación. 


Las  cuestiones  propuestas  en  la  consulta  guardan  entre  sí  per* 
fecta  relación  como  originadas  todas  por  un  mismo  hecho  concreto, 
pero  se  refieren  á  distintas  ramas  de*  la  legislación,  versando  unas 
sobre  los  derechos  que  competen  al  condueño  de  cosas  proindiviso, 
que  forman  una  universalidad,  cual  es  la  herencia,  la  facultad  de 
enajenarlas  junta  ó  separadamente  en  la  proporción  que  por  la  in- 
dividen  le  pueda  corresponder,  y  sobre  los  efectos  de  estas  enaje* 
naciones  respecto  de  un  tercero  que  ha  obtenido  embargo  en  cierta 
cosa  de  esa  universalidad  en  la  parte  correspondiente  á  ese  con- 
dueño, todo  lo  cual  está  dentro  de  la  materia  del  derecho  civil;  así 
como  pertenecen  al  orden  del  procedimiento  las  relativas  á  las  ac- 
ciones ó  medios  que  han  de  utilizarse  para  reclamar  en  juicio  sobre 
las  consecuencias  legales  de  los  actos  jurídicos  antes  mencionados. 

La  importancia  relativa  de  estas  cuestiones  puede  muy  bieo 
apreciarse  según  el  orden  en  que  el  suscrilor  las  ha  colocado^  per- 
fectamente numeradas  y  separadas,  siu  duda  para  que  la  exposi- 
ción fuera  más  clara,  lo  que  en  cierto  punto  hace  más  fácil  su  con- 
testación; por  nuestra  parte,  sin  embargo,  sólo  hemos  de  exponer 
nuestra  opinión  respecto  de  las  comprendidas  en  los  tres  primeros 
puntos  que  se  consultan,  porque  dependiendo  de  la  solución  que  se 
dé  á  estos^  el  que  haya  ó  no  lugar  en  este  caso  concreto  á  las  pre- 
jj:untas  comprendidas  en  el  nüm.  4/,  é  inclinándonos  por  la  validez 
y  eficacia  de  la  venta  de  la  parte  proindiviso  de  la  finca  á  que  se 
refiere  el  suscritor,  claro  es  que  no  tenemos  por  qué  ocuparnos  de  las 
cuestiones  que  sólo  pueden  tener  origen  y  fundamento  en  un  su- 
puesto contrario. 

Para  nosotros  no  cabe  la  menor  duda  de  qu^  el  coheredero  tie- 
ne en  cada  una  de  las  cosas  que  forman  la  universalidad  de  la  he- 
rencia, no  dividida  aun,  pues  si  hubiera  habido  división  habría  des- 
aparecido el  condominio,  al  menos  en  la  parte  en  que  se  hubiera 
efectuado,  el  carácter  de  condueño,  como  le  tiene  igualmente  res- 
pecto de  esa  universalidad,  y  que  por  tanto  Ic  corresponde  el  domi- 
nio en  la  parle  proporcional»  ó  sea  por  una  cuarta  parte  si  son  cua- 
tro, según  se  dice,  los  herederos  sobre  esas  mismas  cosas,  porque 
estas,  si  bien  forman  la  universalidad  que  se  llama  herencia,  tienen 
una  existencia  independiente  por  su  naturaleza,  son  cosas  singiila^ 
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res  que,  por  una  circanstancía  especial  de  momento,  por  ana  con* 
(iicioQ  jurídica  que  puede  desaparecer  cuando  ios  coherederos  quie* 
ran,  forman  un  todo  que  en  el  derecho  se  expresa  con  el  concepto 
de  coM  universal;  mas  sin  que  esta  condición  produzca  el  efecto  de 
confundirlas  en  una  sola  cosa  hasta  el  punto  de  que  no  sea  posible 
separarlas  de  ese  todo»  de  esa  uaiversalidad,  ni  ménosel  de  que  ha- 
yan de  mantenerse  en  ese  estado  y  sin  modificación  alguna  las  re* 
laciones  jurídicas  que  portal  concepto  existen  entre  loscandominios. 

Y  sin  necesidad  de  examinar  ahora  si  esas  cosas  singulares  ad- 
miten ó  no  fácil  división»  porque  el  resultado  es  idéntico  en  uno  ú 
otro  caso,  no  cabe  dudar  de  que  uno  de  los  condueños  puede  ena- 
jenar su  dominio  en  la  porción  que  en  la  cosa  le  corresponde»  bien 
á  otro  condueño  bien  á  un  extraño^  porque  el  condominio  efecto  det 
estado  de  indivisión  de  las  cosas  no  significa  ni  envuelve  por  sí  una 
limitación  en  la  facultad  legal  de  disponer  de  ese  derecho  en  la  co- 
sa, trasmitiéndole  á  otra  persona.  Textos  hay  terminantes  en  nues- 
tros Códigos  que  autorizan  de  una  manera  explícita  esa  facultad;  la 
ley  18,  tít.  5/,  Partida  5/  consigna  el  caso  de  que  un  condueño 
venda  al  otro  la  parte  que  al  primero  correspondía  en  la  cosa  co- 
mún, y  la  ley  55  del  título  y  Partida  citados^  Uen  claramente  dice 
que  cualquiera  de  los  partícipes  ó  comuneros  de  una  finca,  puede 
vender  su  parte,  maguer  la  cosa  non  $ea  partida  á  cuyo  precepto 
se  ha  ajustado  constantemente  la  jurisprudencia,  si  bien  dándole 
una  recta  interpretación  al  declarar  que  no  autoriza  la  venta  de  una 
parle  fija  y  determinada  de  la  cosa  que  el  vendedor  señale  á  su  ar- 
bitrio, tal  vez  en  perjuicio  de  los  condueños,  sino  la  de  aquella  que 
le  corresponda,  hecha  la  división  oportuna. 

Este  es  el  precepto  general  vigente  para  todos  los  casos  de  indi- 
visión, y  la  enajenación  á  que  nos  referimos,  se  admite  aun  tratán- 
dose de  cosas  que  no  son  cómodamente  divisibles,  porque  no  se 
preste  á  ello  su  naturaleza,  pues  cualquiera  que  venga  á  ser  el  nue- 
vo condueño,  esa  traslación  de  derechos  no  altera  la  situación  es- 
pecial del  condominio  para  el  cual  nada  importa  la  persona  en  que 
aquellos  derechos  recaigan.  ¿T  podrá  haber  alguna  dificultad  en  ad- 
mitir ese  prec>epto,  ofrecerá  algún  inconveniente  su  aplicación  al  ca- 
so en  que  la  cosa  común  pertenezca  á  una  universalidad  porque 
constituya  parte  de  una  herencia?  Para  nosotros  no,  y  sentimos  co- 
locarnos en  abierta  oposición  al  parecer  del  consultante;  mas  á  ello 
nos  obliga  el  rigor  lógico  y  las  consecuencias  de  lo  expuesto  al  prín- 
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cipio  de  esta  eontestaeion  sobre  el  carácter  y  Us  cosas  singulares  de 
que  se  compone  uaa  hereacía. 

Si  mefced  ¿  la  iadepemieDcia  que  por  su  naUíraleza  propia  tie- 
net  estas  cosas  entre  si,  pueden  los  coherederos  enajenar  una  de 
ellas  separándola  de  la  totalidad  de  la  herencia,  como  pueden  igual- 
mente vender  la  hereaeia  entera,  trasmitiéndola  con  los  derechos, 
acciones  y  obKgaciones  á  otra  cualquiera  persona,  del  mismo  modo  * 
1)00  de  los  coherederos  á  quien  no  se  limita  su  derecho  de  enajenar 
á  otro  coheredero,  ó  á  persona  extraña  á  la  bereneia,  la  parte  que 
en  e^ta  le  baya  de  corresponder,  le  debe  ser  permitido  la  trasmisioa 
ó  enajenación  de  una  parte  proporcional  en  cualquiera  de  las  cosas 
que  á  la  berenda  pertenecen.  No  hay  dificultad  legal  que  á  ello  se 
oponga^  y  en  cambio  altera,  modifica  esencialmente  las  condiciones 
del  dominio  pro  indiviso  la  limitación  que  el  consultante  quiere  es-^ 
tablecer  al  fundar  su  opinión.  Es  distinto  el  derecho  que  como  á  be- 
redero  le  corresponde  de  pedir  la  división  de  la  herencia  del  que 
tienedeveoder  su  partea  cualquiera  persona;  el  comunero  ó  par- 
tícipe en  cosa  comun^  puede  vender  la  parte  que  en  ella  le  toque, 
y  también  si  no  quiere  venderla,  ni  mantener  la  comunidad,  puede^ 
entablar  la  acción  commutni  dwidundQ  pidiendo  su  división* 

Las  razones  que  el  suscritor  expone  como  fundamento  de  la  o]h*- 
fiion  contraria  no  son,  á  nuestro  juicio,  de  tanta  importancia  que 
merezcan  inOuir  en  el  principio  general,  hasta  el  punto  de  limitar 
esa  facultad  libre  de  disponer  de  su  parte  reconocida  siempre  al  par* 
tícipe;  podrá  crear  alguna  dificultad  esa  enajenación  de  parte  de 
una  sola  finca  hecha  por  uno  de  los  condueños  para  el  momento  de 
la  división  general  de  la  herencia,  pero  ni  esa  dificultad  es  insupe* 
rabie,  porque  medios  sobrados  hay  para  evitar  conflictos  respecto  de 
la  adjudicación  de  las  fincasen  estos  casos,  porque  el  nuevo  adqui- 
rente  sabe  ya  el  lugar  que  viene  á  ocupar  respecto  de  los  demás 
condueños^  ni  menos  es  justo  que  por  la  sola  comodidad  ó  conve- 
niencia de  estos,  al  hacer  la  partición,  se  niegue  al  otro  la  facultad 
más  importante  de  todas  las  que  se  derivan  del  dominio,  y  la  cual 
constituye  su  principal  atributo. 

En  los  hechos  relatados  en  la  cocisulta  tiene  el  suscritor  la  con- 
firmación estricta  de  cuanto  llevamos  expuesto.  Asi  se  dice,  que 
ios  coherederos  inscribieron  á  su  favor  varias  fincas  de  la  herencia 
presentando  el  titulo  ó  declaración  de  herederos,  y  un  inventarío 
dcscriUendo  aquellas,  y  el  Registrador  no  tuvo  inconveniente  en 
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hacer  esa  ioacrípci^  á  nombre  de  tos  oaatro  berederos,  yiniendo  á 
quedar  el  dominio  de  esas  fiocas  ioscrito  por  cuartas  partes  á  cada 
uno  de  los  participes,  independiente  en  dominio  del  qaeUene  sobre 
las  demás  tosas  de  la  faereneia,  7  pudieron  por  tanto  haber  enaje- 
nado una  de  ellas  sin  obstáculo  alguno  para  la  nueva  inscrípeion  á 
iavor  del  ad.9uircnte^  como  igualmente  habiendo  enajenado  uno 
de  los  condueños  su  parte  pro  indiviso  á  otro  condtfeSo;  el  Regis- 
trador hizo  la  nueva  inscripción  á  favor  de  este^  apareciendo  el 
comprador  en  el  registro  como  dueño  de  dos  cnarias  partea  ó  sea  de 
la  mitad  de  la  finca. 

La  venta,  pues,  que  motiva  esta  ocosuita  por  lo  que  al  acto 
mismo  se  refiere,  considerada  bajo  el  punto  de  vista  de  la  facvltad 
que  pudo  tener  el  condueño  para  hacerla  por  su  carácter  tie  tal,  es 
válida  y  produce  los  efectos  de  la  trasmisioa  del  derecho  del  vende- 
dor y  de  la  tnscripcioa  á  favor  del  comprador,  según  de  la  imsomi 
consulta  aparece,  y  sobre  esto  no  creemos  sea  necesario  añadir  uaa 
sola  idea;  pera  si  hemos  de  ocaparoos  de  Ja  otra  cuestión  importan- 
te de  la  consulta,  que  para  abreviar  fornsularémos  del  modo  si* 
guíente:  T  atendidos  los  hechos  comprendidos  en  las  números  i.% 
2.*  7  4.*  de  la  consulta,  ¿jebera  sositeoerse  todavía  la  validez  de  esa 
enajenación?  Este  viene  á  ser  d  tercer  puntar  que  conanlta  el  suscri- 
tor,  el  cual,  como  los  anteriores,  resolvemos  afinaativamente,  por 
que,  partiendo  de  la  capacidad  legal  qoe  el  conducino  tenia  para 
vender  esa  parte  de  la  finca,  na  vemos  aosotnos  en  los  hechos  na* 
BKrados  cansa  bastante  qoe  pneda  inflnir  do  algan  inodo  en  los 
efectos  de  esa  venta,  «no  hay  título  ni  derecho  algnno,  eniaaade  de 
esos  hechos,  que  >paeda  invocarse  en  contra  de  la  validez  legal  de 
aquel  contrato,  no  los  produce  el  contrato  á  que  parece  abdirse  ce- 
lebrado entre  deador  y  acreedor. 

En  efecto,  este  contrato,  mediante  el  que  el  primero  se  oMigó  á 
pagar  al  segundo  la  cantidad  <fue  le  debía  dentro  deun  plano  deter- 
minado consignando,  sin  perjuicio  de  la  acción  personal,  en  pago  el 
precio  ea  venta  de  su  parte  sabré  la  herenda  referida,  co  es  para 
nosotros  más  que  ona  simple  promesa  de  pago  á  épooa  fija  sin  ga- 
rantía real  de  nittgun  género,  porque  en  él  no  se  eoastitoTÓ  hipote- 
ca ni  se  obligó  como  segarídad  de  ese  paga  la  parte  de  herencia^ 
caja  consignación  en  Tienta  se  indica,  y  por  esta  razón  na  se  con- 
sideró ese  contrato  ioscribiUe  en  el  registra,  como  lo  bnbiera  sido 
si  en  él  se  hfubiera  creado  un  derecho  real. 
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Tampoco  hubo  verdadera  venU  de  esa  parte  de  herencia,  pnes 
la  consígnacioQ  hecha  ¿  lo  más  podrá  significar  una  previsión  de  los 
contratantes  que  indicaban  un  medio  de  satisfacer  el  dendor  en  su 
dia  la  obligación,  pero  en  aquel  acto  la  venta  no  quedó  efectuada,  y 
en  este  sentido  lo  entendieron  también  las  partes  porque  no  se  ex- 
plica de  otro  modo  el  que  por  Eailta  de  pago  en  la  época  marcada, 
el  acreedor  acudiera  á  la  vía  ejecutiva  para  realizar  su  crédito, 
cuando  hubiera  debido  pedir  la  entrega  de  la  parte  de  herencia 
consignada  ó  el  reconocimiento  de  su  derecho  á  esa  misma  parte 
por  efecto  del  contrato  celebrado. 

Ahora  bien,  no  existiendo  en  favor  del  acreedor  derecho  real 
sobre  la  parte  de  herencia,  no  existe  tampoco  sobre  ninguna  de  las 
cosas  que  la  constituyen,  mientras  que  habiendo  hipotecado  el  deu- 
dor especialmente  su  parte  en  una  de  las  (incas  á  favor  de  otro 
condueño  antes  de  entablar  el  acreedor  la  ejecución,  roas  aun^  ven- 
dida esa  parte  de  finca  al  condueño  antes  de  acordarse  el  embargo 
de  la  misma,  no  sólo  adquirió  el  condueño  un  derecho  real  sobre 
ella,  teniendo  por  esta  razón  mejor  derecho  que  el  anterior  acree- 
dor, sino  que  por  la  venta  efectuada  quedó  dueño  en  absoluto  de 
esa  parte  de  finca,  é  inscrito  este  contrato  en  el  registro  á  su  nom- 
bre, no  hay  medio  posible  ya  por  razón  de  la  promesa  de  pago  de 
anularle  ó  rescindirle  para  favorecer  al  acreedor. 

No  hav  en  el  caso  en  cuestión  tercero,  en  el  verdadero  sentido 
que  la  ley  Hipotecaría  dá  á  esta  palabra,  á  quien  perjudique  esa 
venta,  porque  ante  todo  para  ser  tercero,  además  de  no  haber  in- 
tervenido en  el  acto  ó  contrato  inscrito  que  se  trata  de  rescicdír,  es 
preciso  invocar  un  derecho  real  contra  su  contrato,  pues  las  obliga- 
ciones personales  es  sabido  que  no  son  ni  han  podido  ser  objeto  de 
una  ley  que  viene  á  determinar  y  preceptuar  especialmente  sobre 
hipotecas. 

T  que  el  acreedor  en  cuestión  no  puede  invocar  á  su  favor  un 
derecho  real,  no  es  siquiera  discutible  en  el  caso  propuesto;  por  la 
consignación  en  venta  hemos  dicho  que  no  le  adquirió,  y  el  embar- 
go acordado  de  la  parte  de  fincas  no  le  produce  tampoco^  porque 
la  anotación  preventiva,  ünica  garantía  á  que  dá  derecho  el  em- 
bargo^ es  ya  vulgar  que  no  declara  ningún  derecho,  ni  menos  con- 
vierte en  real  el  que  no  tenia  antes  este  carácter;  y  añadiendo  por 
fin  á  todo  esto  que  ese  embargo,  según  se  hace  notar,  es  posterior  á 
la  hipoteca  y  venta  de  la  parte  de  finca,  que  ya  al  acordarse  aquel 


DK  LOS  GOHEREDKROS.  453 

estaba  inscrita  á  nombre  del  nuevo  adquirente,  resultará  su  con- 
clusión y  de  un  modo  incontestable  que  sería  inútil  pretender  la  res- 
cisión de  la  venta  celebrada,  al  mismo  tiempo  que  es  muy  Tundada 
la  negativa  del  registrador  á  anotar  un  embargo  de  una  finca  ins* 
crita  á  nombre  distinto  del  de  la  persona  ejecutada,  que  no  tiene 
sobre  ella  derecho  alguno,  cuando  tampoco  el  ejecutante  le  tenia 
sobre  la  referida  finca  al  entablar  la  ejecución. 

A.  Charrín. 


n 
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Proyecto  de  ley,  presentado  al  Senado  por  el  Sr.  Ministro  de  Gra^ 
cia  y  Justicia,  organizando  las  carreras  judicial  y  fiscal. 

A  (JIS  GÓRT£S. 

£a  muchas  ocasiones  ha  demostrado  ya  cen  sos  aetos  ei  Gobierno 
de  S.  M.  que  prefiere  á  innovaciones  atrevidas  reformas  meditadas;  qae 
sa  sistejua  consiste,  no  en  abrogar  las  leyes  que  estaban  en  vigor  cuan- 
do tomó  á  su  cargo  la  dirección  de  los  negocios  públicos,  sino  en  hacer 
en  ellas  las  modincaciones  indispensables  para  acomodarlas  á  las  cir* 
cunstancias  presentes;  que  entiende  consultar  mejor  los  intereses  del 

f»aís  inspirándose  en  las  necesidades  de  la  realidad,  que  dejándose  des- 
nmbrar  por  el  brillo  de  las  fórmulas  absolutas  del  ideal  científico. 

Esta  misma  conducta,  grandemente  provechosa  á  su  juicio,  sigue 
ahora  al  someter  á  la  deliberación  de  los  Cuerpos  Colegisladores  el  ad- 
junto provecto  de  organización  de  las  carreras  judicial  y  fiscal.  Con- 
vencido de  que  la  situación  del  Tesoro  es  hoy  y  ha  de  ser  por  algún 
tiempo  insuperable  obstáculo  para  plantear  las  reformas  que  la  opinión 
demanda  en  la  constitqeion  de  los  Tribunales,  limítase  á  lo  único  in- 
mediatamente practicable,  á  establecer  la  inamovilidad  judicial,  pre- 
ceptuada en  la  ley  fundamental  del  Estado,  en  términos  que  garanti- 
cen su  subsistencia,  esto  es,  de  manera  que  no  lleguen  á  alcanzarla 
funcionarios  que  no  hayan  acreditado  merecerla,  ni  sea  tan  absoluta 
que  degenere  en  irresponsabilidad  y  en  impunidad. 

Por  no  haberse  tenido  tan  presentes  como  conviniera  en  la  ley  pro- 
visional de  15  de  Setiembre  de  4870  las  condiciones  necesarias  para  que 
puedan  coexistir  con  el  buen  gobierno  del  Estado  funcionarios  inamo- 
vibles, no  adquirieron  sus  preceptos  bastante  consistencia  para  sobre- 
vivir á  la  mudanza  del  régimen  político.  Proveer  arbitrariamente  los 
cargos  judiciales  y  declarar  luego  inamovibles  á  los  favorecidos,  sin 
consentir  que  se  examinasen  sus  servicios  y  merecimientos,  y  dejando 
poco  menos  que  sin  esperanza  de  recobrar  sus  puestos  á  los  que  babian 
sido  desposeídos  á  consecuencia  del  sacudimiento  revolucionario,  no 
era  obrar  con  imparcialidad  y  sobreponiéndose  á  las  pasiones  del  mo- 
mento, sino  legislar  en  provecho  de  un  partido;  y  no  establecer  un  sis- 
tema de  correcciones  disciplinarias  tan  expedito  y  eficaz  como  el  que 
de  antiguo  rige  en  otras  carreras,  para  reprimir  los  abusos  de  los  fun- 
cionarios que  no  pueden  ser  libremente  separados,  era  dar  ocasión  á 
conflictos  entre  el  texto  de  la  ley  y  las  verdaderas  necesidades  del  Go- 
bierno, conflictos  cuya  resolución,  así  lo  enseña  la  experiencia,  es 
siempre  poco  favorable  á  la  observancia  del  precepto  legal. 

Así  fué  que  á  la  restauración  de  la  Monarquía  legítima  hubo  que  de- 
rogar las  declaraciones  de  inamovilidad  hecnas  de  plano  en  favor  de 
muchos  Magistrados  y  Jueces,  no  para  reemplazarles  según  el  libre  ar- 
bitrio del  Gobierno,  que  no  se  dejó  llevar  del  ciego  espíritu  de  partido, 
sino  conforme  á  reglas  on  cuya  virtud  las  elevaciones  improvisadas 
habian-de  ceder  el  paso  á  los  antiguos  merecimientos,  siendo  llamados  al 
desempeño  de  las  funciones  judiciales  los  más  beneméritos,  cualesquie- 
ra que  fueren  sus  opiniones  y  antecedentes,  é  impidiendo  que  la  toga 
se  diera,  como  otras  veces,  en  galardón  de  servicios  políticos.  La  hon- 
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rada  iatencioii  con  qne  el  Mlnisterío-Regencia  publicó  el  «lecreto  de  S3 
de  Enero  de  iñlü  ha  producido  saludables  fneitoa;  pues  aparte  de  ha- 
berse eonstitnido  por  su  fiel  cumplimiento  «na  magistratura  ajena  á 
las  pasiones  de  bandería,  se  ha  dado  colocación  en  los  Tribunales  á  tan- 
to «amero  de  cesantes,  <|ue  en  el  tiempo  trascurrido  desde  aquella  fe- 
cha á  la  presente  ha  disminuido  en  4S5  el  de  los  Jueces  y  Magistrados  y 
en  445  el  de  los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal. 

Pero  conviene  que  aquella  disposición,  transitoria  de  suyo,  como 
dictada  ánieamente  para  proveer  á  la  urgencia  del  momento,  sea  sus- 
tituida y  ampliada  por  una  ley  revestida  de  todos  los  requisitos  que  la 
Constitución  establece;  una  ley  que  contenga  reglas  fijas  para  el  ingre- 
so y  ascenso  en  la  nobilísima  clase  de  los  funcionarios  de  la  administra- 
ck>B  de  justicia,  y  seftale  taxativamente  loe  casos  en  que  han  de  ser 
corregidos,  separados  y  destituidos;  las  Autoridades  que  han  de  dictar 
eetas  severas  medidas,  y  el  procedimiento  que  han  de  seguir  para  de- 
cretarlas. 

Reconociendo  que  laa  fuiíetones  del  Ministerio  público  son  diferen- 
tes  de  las  de  los  juzgadores,  y  considetando  al  propio  tiempo  que  re- 
quieren los  mismos  conocimientos  científicos,  establécense  las  carreras 
judieial  y  fiscal  como  distintas,  pero  correspondiéndose  en  todos  sus 
grados,  para  que  en  cualquiera  de  ellos  sea  fácil  el  tránsito  de  la  una  á 
la  otra.  Él  medio  ordinario  de  ingreso  ha  de  ser  la  oposición;  más  tenien- 
do en  cuenta  que  en  estos  certámenes  sólo  se  descubre  la  aptitud  inte- 
lectual y  no  las  demás  prendas  de  que  deben  estar  adornados,  tanto  los 
Jueces  «omo  los  que  cerca  de  ellos  representan  el  interés  social,  no  se 
concederá  desde  luego  la  inamovilidaa  á  los  que  obtengan  más  favora- 
ble calificación  en  el  concurso,  sino  que  se  les  empleará  en  el  Ministe- 
rio fiscal,  en  cuyo  ejercicio  se  probará  si  son  íntegros,  celosos,  de  cos- 
tumbres puras,  de  porte  decoroso;  en  suma,  si  aon  dignos  por  todos 
conceptos  de  pertenecer  á  una  carrera  en  que  no  es  menos  necesaria  la 
virtud  que  la  ciencia. 

El  orden  que  se  eatablece  para  los  aacenses  dá  medio  de  recompen- 
sar el  mérito  reconocido  en  el  turno  de  elección,  y  el  de  premiar  los  ser- 
vicios en  el  que  se  reserva  para  los  comprendidos  en  el  tercio  superior. 
de  la  escala  de  antigfledad.  No  se  preceptúa  como  obligatorio  el  pro- 
mover al  más  anliguo,  porque  muchas  veces  un  funcionario  qoe  desem- 
peña bien  el  cargo  que  ejerce  carece  de  las  dotes  necesarias  para  otro 
superior;  bien  entendido  que  cuando  no  medie  esta  circunstancia,  es 
natural  que  el  Gobierno  prefiera  al  que  ocupe  el  primer  lugar  entre  los 
de  su  clase. 

Dése  también  entrada  en  las  categorías  superiores  á  los  que  en  el  fo- 
ro, en  el  profesorado,  en  el  desempeño  de  cargos  administrativos  que 
exige»  la  cualidad  de  letrado,  y  en  los  de  auxiliares  de  los  Tribunales, 
han  átké»  pruebas  inequívocas  de  idoneidad  para  el  ejeccicio  de  ia  ma- 
gistratura ó  del  ministerio  fiscal  en  sus  más  elevadas  funciones.  No  se 
llama  á  estas  clases  á  tpmar  parte  en  la  Administración  de  justicia  por 
favorecerlas,  sino  porque  es  conveniente  qoe  en  Tribunales  colegiados 
ae  reúnan  Juecea  de  diferentec  procedenciaia,  para  que  los  fallos  se  dic- 
ten mediante  amplia  deliberación  en  que  se  miren  bajo  todos  sus  aspec- 
tos las  cuestiones  que  hayan  de  decidirse.  No  obstante,  proscríbese,  pa- 
ra no  entorpecer  el  movimiento  de  la  escala,  que  sólo  en  corto  nú- 
mero puedan  ser  nombrados  para  la  magistratura  loa  que  no  pertene- 
cen á  esta  carrera,  y  únicamente  se  concede  al  Oofaiemo  más  libertad 
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para  proveer  los  cargos  de  Presidentes  de  los  Tribonales,  qoe  no  son 
meramente  judiciales,  sino  también  gubernativos,  y  ios  de  fiscales,  á 
quienes  incumbe  ia  representación  del  Estado  en  los  negocios  de  jus- 
ticia. 

Hasta  que  desaparezca  la  clase  de  cesantes,  ban  de  proveerse  en 
ellos  todas  las  vacantes  de  la  última  categoría  y  la  mitad  de  las  qoe 
ocurran  en  las  demás,  entendiéndose  que  solo  tendrán  derecho  á  volver 
al  servicio  activo  los  que  legítimamente  hayan  obtenido  cargos  judicia- 
les ó  fiscales;  rigurosa,  pero  necesaria  medida  que  también  alcansa  i  los 
funcionarios  activos,  puesto  que  se  prescribe  una  revisión  general  de  loa 
expedientes  personales,  en  que  se  depure  quiénes  son  merecedores  por 
sus  servicios  de  ser  incluidos  en  el  escalafón  general  que  ba  de  formarse 
y  servir  de  base  para  la  provisión  de  los  cargos.  Los  que  fueran  nombra- 
dos con  infracción  de  las  disposiciones  á  la  sazón  vigentes,  y  no  bayaa- 
legitimado  después  en  fuerza  de  años  de  buenos  servicios  su  abusivo 
nombramiento,  no  figurarán  en  el  escalafón-  seria  atentar  á  derechos 
por  todo  extremo  respetables  aceptar  en  toca  su  extensión  la  cómoda 
teoría  de  los  hechos  consumados. 

No  se  aumenta  la  necesidad  de  las  correcciones  disciplinarias  esta- 
blecidas en  la  ley  orgánica  de  1870;  pero  se  adopta  un  procedimien- 
to más  expedito  para  imponerlas,  y  se  hacen  en  él  dos  modificacio- 
nes cuy{^  importancia  no  hay  para  qué  disimular.  Consiste  la  prime- 
ra en  dar  al  Gobierno  facultad  para  promover  la  formación  de  ex- 
pediente disciplinario,  como  consecuencia  forzosa  de  la  alta  inspec- 
ción que  le  corresponde  sobre  la  administración  de  justicia;  y  la  segun- 
da, en  autorizar  la  suspensión  provisional  de  ios  funcionarios  cuyo 
buen  comportamiento  se  pone  en  tela  de  juicio;  para  evitar  que,  como 
ahora  ocurre,  sigan  ejerciendo  su  cargo  en  el  lugar  mismo  donde  se 
practican  diligencias  para  averiguar  si  son  ó  no  dignos  de  desempeñar- 
lo. £1  Gobierno  cree  que  estas  medidas  serán  bastante  eficaces  para  re- 
primir cualquier  abuso  que,  sin  constituir  delito,  empañe  el  esplendor 
de  la  toga  judicial.  Hácese  también  novedad  en  un  punto  que  tiene  al- 
guna conexión  con  lo  tocante  á  la  disciplina;  la  traslación  no  se  consi- 
deró como  castigo,  sino  como  un  medio  necesario  en  ciertos  casos,  de 
atender  al  buen  servicio  público;  estará,  pues»  en  las  facultades  del 
Gobierno  decretarla,  bien  que  con  restricciones  que  impiden  la  arbi- 
trariedad. 

Tales  son,  sumariamente  expuestas,  .y  á  reserva  de  ampliarlas  en 
los  debates  parlamentarios,  las  razones  en  que  se  funda  el  adjunto  pro- 
yecto de  ley,  que  formado  con  el  ilustrado  concurso  de  la  Comisión  ge- 
neral de  Codificación,  tiene  el  honor  de  presentar  á  ia  deliberación  de 
los  Cuerpos  Colecisladores  el  Ministro  que  suscribe,  autorizado  para 
ello  por  S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.),  y  de  acuerdo  con  el  Consejo  Ministros. 

Madrid  13  de  Noviembre  de  4876.— Cristóbal  Marlin  de  Herrera. 

PROYECTO  DE  LEY. 

Artículo  l.°    Para  el  ingreso  y  ascenso  en  las  carreras  judicial  y 
fiscal  se  guardarán  las  siguientes  categorías: 
Primera.    Presidente  del  Tribunal  Supremo. 
Segunda.    Presidentes  de  Sala  y  fiscal  del  Tribunal  Supremo. 
Tercera.    Magistrados  del  Tribunal  Supremo. 
Cuarta.    Presidente  de  la  Audiencia  de  Madrid. 
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Qinta.  Presidentes  de  Audiencia  de  fuera  de  Madrid ,  Presidentes  de 
Sala  y  Fiscal  de  ia  de  Madrid  y  teniente  fiscal  del  Tribunal  Supremo. 

Sexta.  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  de  las  Audiencias  de  fuera  de 
Madrid  y  Magistrados  de  la  de  Madrid. 

Sétima.  Magistrados  de  Audiencia  de  fuera  de  Madrid,  teniente  fis- 
cal de  la  de  Madrid  y  Abogados  fiscales  del  Tribunal  Supremo. 

Octava.  Jueces  de  primera  instancia  de  Madrid,  teniente  fiscal  de 
.Adiencia  de  fuera  de  Madrid  y  Abogados  fiscales  de  la  de  Madrid. 

Novena.  Jueces  de  término,  Abogados  fiscales  de  Audiencia  de  fuera 
de  Madrid,  y  Promotores  fiscales  de  Madrid. 

Décima.    Jueces  de  ascenso  v  Promotores  fiscales  de  término. 

Undécima.    Jueces  de  entrada  y  Promotores  fícales  de  ascenso. 

Duodécima.    Promotores  fiscales  de  entrada. 
No  obstante  la  asimilación  establecida  en  los  números  anteriores,  los 
funcionarios  de  la  carrera  judicial  y  de  la  fiscal  no  tendrán  otra  catego- 
ría que  la  correspondiente  al  cargo  que  desempeñen. 

Los  Jueces  y  Fiscales  municipales  no  están  comprendidos  en  las  dis- 
posiciones de  esta  ley. 

Art.  2.°  Para  ejercer  cargos  de  la  carrera  judicial  y  de  la  fiscal  se  re- 
quiere: 

\  .^    Ser  español,  del  estado  seglar. 

t.^    Ser  mayor  de  25  años. 

3.*  Ser  Abogado  ó  Licenciado  en  derecho  civil,  con  título  expedido 
por  autoridad  competente. 

4.^  No  estar  comprendido  en  ninguno  de  los  casos  de  incapacidad  ó 
incompatibilidad  establecidos  en  los  artículos  3.°,  i.^  y  8.°,  ni  tener  im- 
pedimento alguno  de  los  expresados  en  los  artículos  5.^,  6.^  y  7.^ 

Art.  3.^  No  podrán  ser  nombrados  para  ejercer  cargos  de  las  carre- 
ras judicial  y  fiscal: 

i  .^    Los  impedidos  física  ó  intelectualmente. 

2.^    Los  que  estuvieren  procesados  por  cualquier  delito. 

3.^  Los  condenados  por  sentencia  firme  á  pena  aflictiva  ó  correccio- 
nal, aunque  la  hubieren  cumplido  6  fueren  indultados,  á  no  obtener 
rehabilitación. 

i.°  Los  que  hubieren  sido  absueltos  de  la  instancia,  mientras  no 
prescriba  la  acción  criminal. 

5.°    Los  quebrados  no  rehabilitados. 

6.®    Los  concursados,  mientras  no  sean  declarados  inculpables. 

7.°  Los  deudores  á  fondos  públicos  en  calidad  de  segundos  contri- 
buyentes. 

8.^  Los  qae  hubieren  sido  destituidos  conforme  á  lo  prescrito  en  el 
artículo  46. 

9.^  Los  que  hubieren  sido  separados  por  alguna  de  las  causas  ex- 
presadas en  el  art.  47,  mientras  no  les  sea  alzada  esta  corrección  con 
arreglo  á  lo  que  se  prescribe  en  el  art.  49. 

10.  Los  que  hubieren  sido  suspensos  por  resolución  recaída  en  ex- 
pediente disciplinario,  por  el  tiempo  que  dure  la  suspensión. 

Art.  4.^  Los  cargos  de  la  carrera  judicial  y  del  Ministerio  fiscal  son 
incompatibles: 

1.^    Con  el  ejercicio  de  la  abogacía  ó  de  cualquiera  otra  profesión. 

2.^  Con  cualquiera  otro  empleo,  comisión  6  cargo  público  dotado 
con  sueldo  ó  retribuido  en  otra  forma  por  el  Estado,  las  Cortes,  la  Casa 
Real,  las  provincias  ó  los  pueblos. 
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3.^  Con  e)  «argo  de  Diputado  provineial  y  con  el  de  individuo  de 
Ayantanúento. 

Art.  5.^  Nadie  podrá  ejercer  el  cargo  de  Juez  ni  el  de  Promotor  fia* 
cal  de  un  partido  á  cuya  jurisdicción  pertenezca: 

i°  £1  pueblo  de  bu  naturaleza  ó  el  de  la  de  su  mujer,  si  tiene  en  él 
parientes  dentro  del  cuarto  grado  civil  decoBsanguinidad  ó  del  segundo 
de  afinidad. 

2.^  £1  pueblo  donde  él,  su  mujer  ó  sus  parientes  dentro  de  los  gra- 
dos expresados  en  el  número  anterior,  ejerzan  alguna  industria,  comer- 
cio ó  granjeria. 

3.°  El  pueblo  donde  hubiere  residido  los  dos  últimos  a&os  ant-eriores 
á  su  nombramiento,  á  no  ser  que  haya  motivado  la  residencia  el  de- 
sempeño de  algún  cargo  en  la  carrera  judicial  ó  en  la  fiscal,  que  no  pro- 
duzca impedimento  con  arreglo  ¿  lo  que  se  prescribe  en  el  articulo  si- 
guiente. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  no  son  aplicables  ú  los  Jueces  y 
Promotores  fiscales  que  ejerzan  su  cargo  en  Madrid. 

Art.  6.^  Tampoco  podrá  ser  Juez  de  un  partido  del  que  haya  siáo 
Promotor  fiscal  ó  auxiliar  del  mismo  Juzgado,  basta  dos  años  después 
de  haber  cesado  en  el  desempeño  de  dichos  caraos. 

Igual  impedimento  tendrá,  y  por  el  mismo  tiempo,  para  ser  Promo- 
tor iiscai  de  un  partido,  el  que  haya  sido  Juez  6  auxiliar  del  mismo 
Juzgado. 

Art.  7.°  No  podrán  ejercer  cargos  de  la  earrera  judicial  m  de  ia  fis- 
cal en  un  Tribunal  6  Juzgado,  los  que  tuvieren  parentesco  dentro  del 
cuarto  grado  civil  áe  consanguinidad  ó  segundo  de  afinidad  con  otro 
funcionario  que  preste  en  él  sus  servicios,  ya  pertenezca  á  las  expresa- 
das carreras,  ya  á  la  clase  de  auxiliares. 

Art.  8.^  Ningún  funcionario  de  la  carrera  judickl  ni  del  Mini^erio 
fiscal  podrá  ejercer  por  si,  por  su  mujer,  ni  á  nombre  d«  otro,  en  el  ter- 
ritorio sujeto  á  la  jurisdiecion  del  Tribunal  6  Juzgado  donde  preste  sus 
servicios,  industria,  comercio  6  granjeria,  ni  tomar  parte  en  las  Socie- 
dades de  crédito  ó  mercantiles  con  el  carácter  de  socio  colectivo,  ges- 
tor, director,  administrador,  consejero,  ni  otro  que  dé  participación  en 
el  manejo  de  ios  negocios  sociales. 

Art.  9.^    El  ingreso  ordinario  en  las  carreras  judicial  y  fiscal  será 
por  la  categoría  duodécima,  medíante  oposición. 
Para  ser  admitido  á  oposición  se  requiere: 

I  .^  Tener  las  circunstancias  expresadas  en  los  números  i .^,  2.^  y  3.^ 
del  art.  2.° 

S.^    Haber  ejercido  la  abogacia  por  espacio  de  dos  a&oa. 

3.°    Presentar  certificación  de  buena  conducta. 
Un  reglamento  determinará  los  ejercicios  que  han  de  baeer  los  as- 
pirantes, la  organización  del  Tribunal  que  ha  do  juzgarlos,  y  la  forma 
en  que  se  han  de  elevar  al  Gobierno  las  propuestas  para  la  previsión 
de  las  vacantes. 

Art.  10.  £n  las  carreras  judicial  y  fiscal  se  ascenderá  con  sujeción 
á  las  reglas  siguientes: 

4.^  Para  ejercer  cargos  de  las  categorías  undécima,  décima,  novena 
y  octava,  será  requisito  indispensable  naber  ejercido  en  propiedad  car- 
gos de  la  inmediatamente  inferior  por  más  de  dos  años,  y  de  tres  para 
ascender  de  la  sétima  á  la  sexta,  de  ésta  á  la  quinta,  de  la  tercera  á  la 
segunda  y  de  ésta  á  la  primera. 
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f.^  Para  obtener  cargoe  de  la  categoría  sétima  será  necesario  haber 
ejercido  en  propiedad  cargos  de  la  octava  durante  dos  años,  ó  de  la  no- 
vena durante  cuatro. 

3.^  Para  ser  Presidente  de  la  Audiencia  de  Madrid  s*rá  necesario 
haber  ejercido  en  propiedad  durante  un  año  cargos  de  la  categoría 
quinta. 

4.^  Para  ser  Magistrado  del  Tribunal  Supremo  se  necesita  haber  sido 
dos  añoe  en  propiedad  Presidente  de  la  Audiencia  de  Madrid,  ó  ejercido 
durante  tres,  cargos  de  la  categoría  quinta. 

5.*  Podrán  ser  promovidos  á  la  plaza  de  Teniente  Fiscal  del  Tribu- 
nal Supremo  los  Abogados  fiscales  del  mismo  Tribunal  y  el  Teniente 
ñscal  de  la  Audiencia  de  Madrid,  que  hayan  servido  en  propiedad  estos 
cargos  durante  seÍA  años. 

6.^  El  tiempo  de  ejercicio  en  cada  categoría' se  comenzará  á  contar 
desde  la  toma  de  posesión  del  primer  cargo  perteneciente  á  ella;  y  no 
se  computarán  las  prdrogas  de  término  posesorio,  las  licencias  que  pa- 
sen de  un  mes  dentro  de  cada  año,  ni  el  tiempo  de  suspensión,  á  no  ser 
que  hubiere  si(*o  provisional,  y  en  la  causa  ó  expediente  en  que  se  hu- 
biere acordado  se  decidiese  que  quede  sin  efecto. 

Art.  H.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores, 
los  cargos  de  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  de  Presidente  de  Sala  y 
Fiscal  del  mismo  Tribunal,  de  Presidente  y  Fiscal  de  Audiencia,  y  una 
de  cada  cuatro  vacantes  de  Magistrados,  podrán  proveerse  con  arreglo 
á  lo  que  se  prescribe  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  1S.  Podrá  ser  nombrado  Presidente  del  Tribunal  Supremo  el 
que  habiendo  sido  Magistrado  ó  Fiscal  del  mismo  Tribunal  ó  de  Audien- 
cia, ó  teniendo  las  condiciones  que  en  los  artículos  4  4,  45  y  16  se  exi- 
gen para  el  desempeño  de  estos  cargos,  se  halle  en  alguno  de  los  casos 
siguientes: 

4.^  Haber  sido  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia,  Presidente  del  Senado,  del  Congreso  de  los  Diputa- 
dos ó  del  Consejo  de  Estado. 

t.°  Haber  sido  por  dos  años  Presidente  del  Tribunal  de  Cuentas,  ó 
de  la  Sección  de  lo  Contencioso  6  de  la  de  Gracia  y  Justicia  del  Gonsjo 
de  Estado. 

Art.  43.  Podrán  ser  nombrados  Presidentes  de  Sala  del  Tribunal  Su- 
premo los  que  habiendo  sido  Magistrados  ó  fiscales  del  mismo  Tribunal 
ó  de  las  Audiencias,  ó  reun  iendo  las  circunstancias  que  en  los  artículos 
siguientes  se  exigen  para  obtener  estos  cargos,  hayan  desempeñado  en 
propiedad  el  de  Ministro  de  la  Corona,  ó  el  de  Presidente  de  la  Sección 
ae  lo  Contencioso  6  de  la  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  do 
Estado. 

Art.  44.  Podrán  ser  nombrados  Magistrados  del  Tribunal  Supremo 
ó  Presidentes  de  la  Audiencia  de  Madrid: 

4  .^  Los  Letrados  que  hayan  ejercido  la  abogacía  por  espacio  de  vein- 
te años,  satisfaciendo  en  los  ocho  Últimos,  en  capital  donde  baya  Au- 
diencia, la  primera  cuota  de  contribución  correspondiente  á  su  pro  - 
fesion. 

9.^  Los  Catedráticos  de  término  en  la  Facultad  de  Derecho  que  lle- 
ven ocho  años  ejerciendo  el  profesorado  en  dicha  categoría. 

3.^  Los  funcionarios  públicos  que  hayan  ejercido  en  propiedad  du- 
rante dos  años  emplees  que  exijan  la  cualidad  de  Letrado,  con  el  sueldo 
y  categoría  de  Jefe  superior  de  Administración,  y  hayan  servido  ade- 
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más  por  espacio  de  diez  y  ocho  años  cargos  de  la  carrera  judicial  ó  de 
la  fiscal  ú  otros  para  cayo  desempeño  se  reqaiera  ser  Abogado. 

Art.  45.  Podrán  ser  nombrados  Magistrados  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, ó  Presidentes  de  las  demás  Audiencias: 

1.^  Los  Letrados  que  hubieren  ejercido  la  abogacía  durante  (¡uince 
años,  pagando  en  los  cinco  últimos,  en  capital  donde  haya  Audiencia, 
la  primera  cuota  de  contribución  correspondiente  á  esta  profesión. 

2.^  Los  Catedráticos  de  término  de  la  Facultad  de  Derecho  que  lle- 
ven cinco  años  ejerciendo  el  profesorado  en  esta  categoría. 

3.^  Los  Relatores  y  Secretarios  de  Sala  y  de  gobierno  del  Tribunal 
Supremo,  que  hayan  ejercido  en  propiedad- su  cargo  por  espacio  de  do- 
ce años,  y  seis  más  la  abogacía  ó  cualquiera  otro  destino  publico  que 
exija  la  cualidad  de  Letrado. 

4.°  Los  fnncionaríol  públicos  que  hayan  ejercido  en  propiedad  du- 
rante dos  años  empleos  que  exijan  la  cualidad  de  Letrado,  con  el  sueldo 
y  categoría  de  Jefe  de  Administración  de  primera  clase,  y  lleven  ade- 
más doce  años  de  servicio  en  cargos  de  los  expresados  en  el  número  3.^ 
del  artículo  anterior. 

Art.  16.  Podrán  ser  nombrados  Magistrados  de  Audiencia  de  fuera 
de  Madrid: 

i  .^  Los  Letrados  que  hayan  ejercido  la  abogccia  por  espacio  de  do- 
ce años,  y  en  los  cuatro  últimos  á  lo  menos,  en  capital  donde  haya  Au- 
diencia, pagando  la  primera  cuota  de  contribución  correspondiente  á  la 
profesión. 

t.^  Los  catedráticos  de  ascenso  ó  término  de  la  Facultad  de  Derecho 
que  lleven  doce  años  ejerciendo  el  profesorado,  cuatro  de  ellos  en  algu- 
na de  dichas  categorías. 

3.°  Los  Relatores,  Secretarios  de  Sala  y  de  Gobierno  del  Tribunal 
Supremo  y  de  las  Audiencias,  que  hayan  ejercido  estos  cargos  en  pro- 
piedad por  espacio  de  doce  años. 

i.^  Los  funcionarios  públicos  que  hayan  desempeñado  en  propiedad 
destinos  con  el  sueldo  y  categoría  de  jefes  de  Administración  de  terce- 
ra clase,  (]ue  exijan  la  cualidad  de  letrados,  y  lleven  además  diez  años 
de  servicio  en  cargos  de  los  expresados  en  el  número  3.^  del  art.  H, 

Art.  17.  Las  fiscalías  del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Audiencias 
podrád  proveerse  en  personas  que  reúnan  las  circunstancias  necesarias 
para  ser  nombrado  Magistrado  de  Tribunal  donde  hayan  de  ejercer  su 
cargo,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  los  tres  artículos  anteriores. 

Art.  18.  Mientras  haya  cesantes (jue  tengan  derecho  á  gozar  de  ina- 
movilidad  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  esta  ley,  se  proveerán  en 
ellos  dos  de  cada  cuatro  vacantes  que  ocurran  en  su  categoría,  siendo 
preferidos  en  igualdad  de  circunstancias  los  que  disfruten  haber  pasi- 
vo. Las  otras  dos  se  proeeverán:  una  en  fnncicnario  de  la  categoría 
inferior  inmediata  que  esté  en  el  tercio  superior  de  la  escala  de  antigüe- 
dad de  su  clase,  y  la  otra  por  elección  entre  los  que  reúnan  los  requi- 
sitos necesarios  para  obtenerla. 

Mientras  haya  cesantes  de  la  última  categoría,  idóneos  para  volver 
al  servicio,  se  proveerán  en  ellos  todas  las  vacantes  que  ocurran  en 
ella;  extinguida  esta  clase,  se  pondrá  en  práctica  lo  establecido  en  el 
art.  9.<» 

Art.  19.  Todos  los  empleos  en  la  carrera  judicial  y  fiscal  serán  de 
Real  nombramiento;  haciéndose  por  Reales  decretos  los  de  las  siete  pri- 
meras categorías,  y  por  Reales  órdenes  los  de  las  demás. 
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Todos  los  nombramientos  se  publicarán  en  la  Gaceta  de  Madrid, 
con  un  extracto  de  los  méritos  y  servicios  de  los  agraciados. 

Art«  90.  Los  funcionarios  de  las  carreras  judicial  y  fiscal  tomarán 
posesión  de  sus  cargos  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  de  la  fe- 
cba  del  nombramiento  si  fuere  para  la  Península,  y  de  cuarenta  y  cinco 
días  si  fuere  para  las  islas  Canarias. 

£1  Gobierno  podrá  reducir  estos  plazos  cuando  lo  estime  convenien- 
te al  servicio:  también  podrá  prorogarlos  por  justos  motivos. 

Art.  21.  Los  funcionarios  de  las  carreras  judicial  y  fiscal,  á  su  in- 
greso en  las  mismas  y  siempre  que  varíen  de  funciones,  prestarán,  an- 
tes de  tomar  posesión,  juramento  de  fidelidad  al  Rey,  de  obediencia  á 
la  Constitución  y  á  las  leyes,  y  de  haberse  bien  y  fielmente  en  el  ejerci- 
cio de  su  cargo. 

Los  funcionarios  de  las  siete  primeras  categorías  jurarán  ante  el 
Tribunal  en  que  han  de  prestar  sus  servicios,  reunido  en  pleno;  los 
demás  ante  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  del  territorio  . 

Art.  22.  También  deberán  los  funcionarios  de  las  carreras  judicial 
y  fiscal  prestar,  antes  de  entrar  en  posesión  de  su  cargo,  declaración 
escrita  de  no  estar  comprendidos  en  ninguno  de  los  casos  de  incompa- 
tibilidad señalados  en  los  artículos  3.^,  i.^  y  8.^,  ni  tener  impedimento 
de  los  enumerados  en  los  artículos  5.°,  6.°  ^r  7.^ 

Art.  23.  Los  cargos  del  orden  judicial  son  inamovibles;  se  excep- 
túan los  de  Presidente  del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Audiencias;  pero 
los  que  sean  declarados  cesantes  de  ellos  serán  nombrados,  si  tuvieren 
derecho  á  gozar  de  inamovilidad  con  arreglo  á  esta  ley,  para  las  prime- 
ras vacantes  que  ocurran  de  la  categoría  inmediata  inferior,  sin  consu- 
mir turno,  colocándose  á  la  cabeza  de  los  funcionarios  de  ella  y  conser- 
vando los  bonorea  de  la  que  antes  disfrutaban. 

Art.  24.  Los  cargos  del  Ministerio  fiscal  son  amovibles;  pero  los  que 
sean  declarados  cesantes  de  olios  y  tuvieren  derecho  á  gozar  de  inamo- 
▼ilidad  según  esta  ley,  serán  colocados  sin  consumir  turno  en  las  pri- 
meras vacantes  de  la  misma  categoría  que  ocurran  en  el  orden  judi- 
cial. 

Exceptúanse  los  Promotores  fiscales  de  entrada,  que  removidos, 
sólo  conservarán  aptitud  para  ser  colocados  cuando  el  Gobierno  lo  es- 
time conveniente,  en  plaza  de  su  misma  categoría,  ó  de  la  inmediata 
superior  si  tuvieren  la  antigüedad  que  reauiere  el  art.  40. 

Art.  25.  Los  actuales  funcionarios  de  las  carreras  judicial  y  fiscal 
así  activos  como  cesantes,  no  gozarán  de  inamovilidad  aunque  ejerzan 
cargos  que  tengan  este  carácter,  mientras  no  sean  especial  y  nominal- 
mente  declarados  inatnovibles  en  virtud  de  la  revisión  que  ha  de  ha- 
cerse de  sus  expedientes  personales. 

No  se  sujetarán  á  revisión  los  expedientes  de  los  que  hayan  ingre- 
sado en  la  carrera  judicial  después  de  la  publicación  de  la  ley  provisio- 
nal sobre  organización  del  Poder  judicial  de  15  de  Setiembre  de  1870, 
con  entera  sujeción  á  sus  prescripciones,  y  hayan  obtenido  los  ascensos 
con  arreglo  á  ellas. 

Art.  26.  Serán  declarados  con  derecho  á  la  inamovilidad  los  funcio- 
narios que  á  la  publicación  de  esta  ley  hayan  servido  en  propiedtid. 
cargos  de  la  carrera  judicial  ó  fiscal,  ó  asimilados  á  ellos  en  la  época  en 
que  los  obtuvieron,  de  cuyos  expedientes  personales  resulte  que  ha- 
biendo ingresado  con  arreglo  á  las  disposiciones  generales  vigentes  en 
la  fecha  de  su  primer  nombramiento,  lleven  de  servicio  el  tiempo  nece- 
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sario  conforme  al  art.  10  para  llegar  á  la  categoría  del  empleo  qne  es- 
tén desempeñando  ó  en  que  hubieren  cesado. 

Ei  tiempo  necesario  para  ascender  á  ia  categoría  en  qae  actoalmen* 
te  se  encuentre  el  funcionario  se  completará  con  el  que  lleve  de  senri- 
cío  en  ella,  y  si  no  bastare,  será  incluido  en  la  categoría  inferior  qoe  le 
corresponda. 

Se  apreciará  y  computará  á  los  foneíonarios  para  dichos  efectos 
todo  el  tiempo  de  servicio  en  propiedad  en  ia  carrera  judicial,  en  la  fis^^ 
cal  y  en  cargos  asimilados  por  disposiciones  vigentes  en  la  época  en 
que  los  obtuvieron,  aunque  no  se  haya  seguido  el  orden  gradual  de 
categorías  qne  se  establece  en  esta  ley  para  lo  sucesivo. 

Se  computará  también,  pero  sólo  por  la  m'iUáy  el  tiempo  de  cesantía 
en  los  cargos  á  que  se  refíere  el  párrafo  anterior,  á  los  funcionarios 
qne  hubiesen  sido  declarados  en  esta  situación  pasiva  d«8paes  de  tres 
años  de  servicios  en  ellos. 

Art.  27.    En  los  expedientes  de  revisión  á  que  se  refiere  el  artículo 

anterior,  será  oída  una  Junta  de  clasificación  que  se  compondrá: 

Del  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  qoe  será  su  presidente  nato. 

De  dos  Senadores  y  dos  Diputados  á  Cortea,  unos  y  otros  letrados. 

De  un  Consejero  de  Estado  que  tenga  aaimismo  la  cualidad  de 

letrado. 

Del  fiscal  del  Tribunal  Sbpremo. 

De  un  Magistrado  del  mismo  Tribunal  y  otro  de  la  Andieaeia  de 
Madrid,  ya  se  hallen  en  activo  servicio,  ya  cesantes  ó  jubilados. 

De  un  catedrático  de  término  de  la  Faenltad  do  Derecho  de  la  üdí^ 
versidad  de  Madrid. 

De  dos  Abogados  del  Colegio  de  Madrid. 

Todos  los  vocales  serán  nombrados  por  el  Gobierno,  qvien  designa- 
rá también  el  oficial  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  que  haya  de 
ejercer  el  cargo  de  secretarlo. 

Art.  28.  La  Junta  de  clasificación,  en  vista  de  los  expedientes  per* 
sonaies  de  los  funcionarios,  emitirá  su  dictamen  acerca  de  si  coflcnrren 
en  ellos  las  circunstancias  necesarias  para  gozar  de  inamovilidad,  y 
acerca  de  la  categoría  qne  en  este  concepto  le  corresponda;  y  el  Go- 
bierno acordará  lo  que  proceda. 

Los  interesados  podrán  utilizar  contra  la  resolución  que  recayere  el 
recurso  en  la  vía  contenciosa  ante  el  Consejo  de  Estado. 

Art.  29.  Terminada  la  clasificación  de  los  fancitmaríos  de  lai  car- 
rera judicial  y  fiscal,  se  formará  y  publicará  el  escalafón  general  de  los 
que  tengan  derecho  á  la  inamovilidad,  comprendiendo  en  él,  así  á  los 
que  estén  en  activo  servicio  como  á  los  cesantes,  y  colocándolos  por  el 
orden  de  antigüedad  en  la  categoría  que  les  corresponda,  computados 
sus  servicios  en  la  forma  prescrita  en  el  art.  26. 

Entre  los  funcionarios  que  tuvieren  igual  antigüedad  en  su  cate- 
goría se  colocará  en  lugar  preferente  al  que  tenga  más  tiempo  de  ser-^ 
vicio  en  la  carrera,  apreciado  al  tenor  del  artículo  antes  citaoo;  y  si  en 
éste  fueren  también  iguales,  al  de  mayor  edad. 

Art.  30.  Publicado  el  escalafón  general,  no  podrán  obtener  ascenso 
los  funcionarios  que  no  estén  comprendidos  en  él  con  la  antigüedad 
requerida  según  el  artículo  10,  en  la  categoría  correspondiente  al  cargo 
que  desempeñe. 

Art.  31 .  El  Presidente  del  Tribunal  Supremo  podrá  éonceder  licen- 
cia  por  quince  dias  á  los  Magistrados  del  mismo  Tríbunal,  é  igual  atri- 
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bacion  tendrá  el  fiscal  respecto  de  los  fancionarios  del  ministerio  pú- 
blico que  ejerzan  alli  su  cargo. 

Por  igual  tiempo  podrán  concederla  tos  presidentes  y  fiscales  de  las 
Aodiencias  á  los  Magistrados,  Jueces  y  fnúcíonarioá  del  ministerio  pú- 
blico que  les  estén  suboi'diñados. 

La  concesión  de  licencia'  por  más  largn)  perríodo  es  atribución  del 
Gobierno. 

£1  Presidente  y  fiscal  del  Tribunal  Sii()remó  y  los  dé  las  Audiencias 
no  podrán  ausentarse  «in  licencia  del  Gobierno. 

Art.  3%,  Los  funcionarios  de  la  cairrera  judiéSal  y  de  ia  fiscal  qu^  no 
ée  presenten  á  tomar  posesión  de  su  cargo  dentro  del  término  pres- 
crito^ Jos  ^ne  sin  la  competente  licencia  se  ausentaren  del  lugar  donde 
éeben  residir,  y  los  que  nabiéndola  obtenido  ño  vuelvan  á  sus  pue^os 
dentro  del  término  por  que  se  les  concediera,  se  entenderá  que  renun- 
cian su  destino,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  eii  que  puedan  ha- 
ber incurrido. 

No  obstante,  los  qué  justificaVen  que  por  catisa  independiente  de  sti| 
voluntad  dejaron  de  presentarse  opoírtunamenté  6  se  vieron  obligados^ 
á  ausentarse,  podrán  ser  retiabí litados  eií  sus  cargos  ó  colocados  de 
nuevo  con  arreglo  á  su  categoría. 

Art.  33.  £1  Gobierno  podrá  ordenar  la  traslación  de  los  funcioííá- 
rios  de  las  carreras  judicial  y  fiscal  á  otro  cargó  de  la  misñia  eategoHa, 
siempre  qrie  lo  estime  cort veniente  al  servicio  público;  pero  cuandd  un 
Magistrado  ó  Juez  sea  trasladado  por  segunda  ve2  en  el  término  dé 
un  año,  deberá  expresarse  la  causa  en  el  decreto  ú  orden  en  que  se 
disponga. 

Será  trasladado  necesariamente  el  funcionario  que  hubiere  perma- 
necido en  una  población  desempeñando  cargos  d^  la  carrera  judicial  y 
fiscal  dnrante  ocho  años  consecutivos'  6  coú  intervalos  de  menos  de 
seis  meses:  exceptüanse  los  que  presten  súk  sérVicios  en  Madrid. 

Art.  34.  Los  funcionarios  de  la  Can'erá  judicial  y  fiscal  estarán  su- 
jetos á  correcciones  disciplinarias  nue  se  les  impondrán  previo  expe- 
diente instruido,  para  los  comprendidos  en  las  siété  primeras  catego- 
rías ante  la  Sala  de  Gobiernb  del  TribUna)  Supremo,  y  para  ios  demás 
ante  la  dé  la  Audiencia  del  territotió  donde  ejerzan  su  cargo. 

Esto  se  entenderá  síin  perjuicio  dé  las  facultades  que  competen  á  lab 
Sllas  de  justicia  para  imponer  correcciones  conforme  á  lo  establecido 
en  las  leyes  de  procedimientos  y  á  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

Art.  35.    Serán  muteiria  de  corrección  disciplinatia: 

i°  Las  faltas  cometidas  en  el  ejeréitio  de  las  funciones  judiciales 
ó  fiaeates,  qué  no  estén  castigadas  etí  el  Código  penal  ni  en  las  leyes 
de  procedimientos. 

S.^  £1  mezclarse  en  reuniones,  manifestaciones  ú  otros  actos  políti- 
cos, aunque  sean  permitidos  á  los  que  no  strv'en'  cargos  de  la  carrera 
judicial  ni  de  la  fiscal;  y  el  tomar  en  iaVéiébéiónés  populares  del  terri- 
torio en  que  ejerzan  sus  funciones,  más  parte  que  la  de  emitir  su  voto 
persona). 

3.^  Las  ittéfiíularídádetr  éh  sü  conducta*  que  siti  constituir  delito  les 
hagan  desmerecer  en  él  concepto  público  y  perjudiquen  á  la  autoridad 
moral  necesaria  para  ejercer  bien  los  caígod  de  la  administración  dé 
justicia. 

Art.  38.  Las  eorecciones  que  pueden  imponerse  disciplinariamen- 
te son: 
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1  .^    Reprensión  simóle. 

t.^    Reprensión  cftlincftda. 

3.^    Postergucion  para  el  ascenso. 

4.^    Suspensión  de  empleo. 

Art.  37.  La  reprensión  simpte  consistirá  en  )a  comunicación  del 
acuerdo  en  que  se  haya  impuesto,  que  el  Presidente  de  la  Sala  de 
donde  se  haya  instruido  el  expediente  dará  al  corregido  directamente 
si.fuere  presidente  de  Audiencia  ó  4uez  de  primera  instancia,  y  por  con- 
ducto de  éstos  si  la  corrección  recayere  en  otro  funcionario. 

La  reprensión  calificada  se  impondrá  en  la  misma  forma  que  la 
simple,  pero  llevará  consigo  la  pérdida  de  quince  dias  ó  un  mes  de 
sueldo. 

Art.  38.  La  postergación  consistirá  en  no  poder  ascender  durante 
un  periodo  que  no  bajará  de  seis  meses  ni  excederá  de  un  año. 

Guande  el  funcionario  á  quien  se  imponga  esta  corrección  no  tenga 
el  tiempo  de  servicio  en  su  categoría  requerido  en  el  artí  10  para  obte- 
ner ascenso,.el  plazo  de  la  postergación  comenzará  á  constarse  desde  la 
fecha  en  qué  adquiera  aptitud  para  obtenerla. 

Art.  39.  La  suspensión  de  empleo  consistirá  en  la  privación  del 
ejercicio  del  cargo  que  desempeñe  el  corregido,  y  su  duración  será  de 
tres  meses  á  un  año. 

La  suspensión  lleva  consigo  la  privación  de  sueldo. 
El  tiempo  de  suspensión  provisional  se  compotará  por  la  mitad 
para  el  cumplimiento  de  esta  corrección  disciplinaria. 

Art.  40.  £1  expediente  de  corrección  disciplinaria,  podrá  instruirse 
por  orden  del  Gobierno  ó  del  presidente  de  la  Sala  de  gobierno  que 
naya  de  conocer  de  él;  por  decisión  de  Sala  de  justicia,  y  á  excitación 
fiscal. 

Art.  ii .  Cuando  el  Gobierno  ordene  la  formación  de  expediente  de 
corrección  disciplinaria,  podrá  acordar  al  propio  tiempo  la  suspensión 
de  empleo  del  funcionario  sometido  á  él;  igual  medida  podrá  adoptar 
en  cualquier  estado  del  expediente  la  Sala  de  gobierno  á  quien  com- 
peta su  conocimiento  y  resolución. 

Esta  suspensión  lleva  consigo  la  privación  de  la  mitad  del  sueldo. 
Si  en  el  expediente  se  resolviese  que  no  há  lugar  á  la  corrección,  ó. 
la  que  se  impusiese  fuere  menor  que  la  suspensión,  quedará  esta  sin 
efecto  y  se  abonarán  al  funcionario  suspenso  los  haberes  que  hubiere 
dejado  de  percibir. 

Art.  it.  La  Sala  de  gobierno  acordará,  y  su  Presidente  publicará 
las  diligencias  conducentes  á  la  averiguación  de  los  hechos  que  hayan 
dado  motivo  á  la  formación  del  expediente^  y  no  impondrá  la  poster- 
gación, la  suspensión  ni  la  separación  sin  oir  instructivamente  al  inte- 
resado . 

Art.  43.  Las  Salas  de  gobierno  impondrán  según  su  prudente  arbi- 
trio las  correcciones  disciplinarias,  asi  en  la  calidad  como  en  la  dura- 
ción. 

Art.  44.  Guando  el  expediente  se  haya  instruido  por  orden  del  Pre- 
sidente de  la  Sala  de  gobierno,  por  decisión  de  Sala  de  justicia  ó  por 
excitación  fiscal,  se  llevará  á  efecto  desde  luego  el  acuerdo  que  en  él  se 
dicte,  si  fuese  absolutorio  ó  solo  se  impusiere  en  él  reprensión  simple 
calificada,  dando  cuenta  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que 
conste  en  el  expediente  personal  del  interesado;  y  si  se  impusiere  al- 
guna otra  de  las  correcciones  expresadas  en  el  art.  36,  6  se  hubiere  ins- 
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traído  el  expediente  de  Real  orden,  se  someterá  el  aeaerdo  á  la  Real 
aprobación. 

La  resolución  de  los  expedientes  disciplinarios,  cnando  no  sea  con- 
forme con  la  de  la  Sala  de  gobierno  qne  la  haya  dictado,  se  acordará 
en  Consejo  de  Ministros. 

Contra  este  acuerdo  no  se  dará  recurso  algano. 

Art.  45.  Las  correcciones  impuestas  en  expediente  disciplinario 
podrán  ser  atenuadas  6  aliadas  á  instancia  de  los  interesados,  previa 
audiencia  de  la  Sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  y  por  acuerdo 
del  Consejo  d^  Ministros. 

Art.  46.  Procede  de  derecho  la  destitución  de  los  funcionarios  de 
la  carrera  judicial  y  fiscal,  cuando  recaiga  sentencia  firme  que  produz- 
ca incapacidad  para  el  ejercicio  de  su  cargo  conforme  á  los  números  3.^ 
y  4.*>  del  art.  3.^ 

Los  Tribunales  que  pronuncien  esta  sentencia  remitirán  certifica- 
ciones fehacientes  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que  pueda 
proceder  á  la  provisión  de  las  vacantes. 

Art.  47.  Los  funcionarios  de  la  carrera  judicial  y  de  la  fiscal,  serán 
separados  de  sus  cargos: 

4  .^  Cuando  incurran  en  incapacidad  conforme  á  los  párrafos  segun- 
do, quinto,  sexto  y  sétimo  del  art.  3.^  . 

8.°  Guando  aceptaren  cargo  que  sea  incompatible  con  arreglo  á  los 
artículos  4.**  y  8.** 

3.^  Cuando  á  sabiendas  faltaren  á  la  verdad  en  la  declaración  que 
deban  prestar  conforme  al  art.  22,  6  habiendo  sobrevenido  después  la 
incompatibilidad  ó  impedimento  para  el  ejercicio  del  cargo  que  desem- 
peñen, no  lo  pusieren  en  conocimiento  de  su  inmediato  superior  dentro 
de  ocho  días. 

4.^  Cuando  hubieren  sido  corregidos  disciplinariamente  más  de  «tres 
veces  por  hechos  graves  que  sin  constituir  delito  comprometan  la  dig- 
nidad de  su  ministerio  ó  les  hagan  desmerecer  en  el  concepto  público. 

5.^'  Cuando  hayan  sido  una  ó  más  veces  declarados  civilmente  res- 
ponsables. 

6.^  Cuarilio  contravengan  por  actos  ostensibles  al  juramento  de  fide- 
lidad al  Rey  y  de  obediencia  á  la  Constitución  del  Estado. 

7."  Cuanao  por  su  conducta  viciosa,  por  su  comportamiento  poco 
honroso,  ó  por  su  habitual  negligencia,  no  seatf  digoos  de  continuar 
ejerciendo  sus  funciones. 

Art.  48.  En  ios  casos  primero  y  segundo  del  artículo  anterior,  pro- 
cede de  derecho  la  separación. 

En  los  demás  se  acordará  previo  expediente  en  que  se  dará  audien- 
cia al  interesado  y  se  consultará  al  Consejo  de  Estado. 

La  formación  de  expediente  de  separcion  lleva  consigo  la  suspen- 
sión provisional. 

Art.  49.  A  instancia  del  funcionario  separado,  podrá  alzársele  la  se- 
paración ó  conmutársela  por  una  corrección  disciplinaria,  oyendo  á  la. 
sala  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  y  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Ministros. 

Art.  50.  Los  funcionarios  de  las  carreras  judicial  y  fiscal  serán  ju- 
bilados: 

I  .^    Cuando  se  incapaciten  física  6  intelectualmente  para  el  servicio . 

2.^  -Cuando  cumplan  60  anos  de  edad,  si  lo  solicitaren. 

3.^    Cuando  cumplan  65  años  los  Jueces  de  primera  instancia  y  los 
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superior  de  Agricultura  de  aquel  país;  cuando  Francia,  no  obstante 
de  tener  su  Código  rural  de  i791,  se  ocbpa  en  el  estudio  del  más 
completo  formulado  por  Anastay,  aparece  entre  nosotros  el  del  se- 
ñor Danvila,  y  al  ver  éste  la  luz  pública,  se  imprime  la  obra  del  se- 
ñor Rodríguez.  El  plan  que  en  esta  observa,  los  riquísimos  mate- 
riales en  ella  atesorados,  el  esquisito  tino  con  que  ha  venido  á  ex- 
tractar lo  más  importante  del  derecho  rural  patrio,  el  método  segui- 
do en  la  exposición  de  éste,  y  las  eruditas  notas  que  acompañan  á 
los  textos,  encaminadas  ya  á  aclarar  conceptos  oscuros^  ya  á  con- 
signar los  puntos  resueltos  por  la  jurisprudencia,  ó  ya  á  indicar  las 
omisiones  más  importantes  que  se  advierten  en  nuestra  legislación, 
dan  al  conjunto  de  la  obra  un  carácter  especial  por  contener  á  la 
vez  el  derecho  constituido,  é  iniciar  el  camino  que  debe  seguirse 
para  completarlo,  al  realizar  la  codificación  del  mismo.  Solo  esto 
bastaría  para  dar  la  debida  importancia  á  la  indicada  obra.  Pero  á 
más  de  esto,  tiene  para  nosotros  aquella  el  méríto  de  venir  á  des- 
pertar los  estudios  jurídicos  relativos  á  esta  importantísima  mate- 
ria. El  Sr.  Rodríguez  inicia,  aunque  muy  á  la  ligera,  la  influencia 
que  la  legislación  tiene  en  el  bienestar  de  los  pueblos,  y  en  compro- 
bación de  su  aserto  cita  hechos  históricos  que  lo  hacen  evidente. 

Tan  sana  propaganda  no  ha  de  ser  infructupsa,  y  vendrá  á  pro- 
ducir una  benéfica  influencia  hacia  el  estudio  de  nuestras  institu- 
ciones, que  al  par  que  dé  por  resultado  la  mejora  de  éstas,  produz- 
ca los  incalculables  beneficios  de  facilitar  el  acrecentamiento  de 
nuestra  ríqueza,  avivando  las  fuentes  de  donde  brota. 

Sin  duda  el  no  haber  hecho  el  Sr.  Rodríguez  sobre  este  parti- 
cular más  que  someras  indicaciones,  será  debido  á  haberlo  iniciado 
en  el  Prólogo -dedicatoria  de  su  obra.  Pero,  no  obstante  esto^  es 
muy  de  estimar  que  sobre  tan  vital  idea  llame  la  atención  de  nues- 
tros legisladores.  La  prosperidad  de  Francia,  data  indudablamente 
desde  las  reformas  legislativas  que  se  efectuaron  durante  el  reinado 
de  Luis  XYI^  y  siempre  recordará  con  gratitud  esa  nación  los  nom- 
bres de  Málesherbes^  Turgot,  Necker  y  otros  que  contribuyeron  á 
efectuar  aquellas. 

Mucho  puede  esperarse  de  las  reformas  legislativas  que  se  efec- 
túen en  nuestra  patria  al  publicar  el  Código  rural,  para  cuya  con- 
fección suministra  tantos  antecedentes  la  obra  del  Sr.  Rodríguez 
Martin.  Pocos  países  cuentan  con  más  preciosos  materiales  para 
poder  formar  un  Código  de  esa  índole^  tan  acabado  y  completo 
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como  el  que  puede  hacerse  en  el  nuestro,  aprovechando  los  ricos 
tesoros  legislativos  que  poseemos.  La  obra  del  Sr.  Rodríguez  de- 
muestra las  copiosas  fuentes  á  que  podemos  acudir  para  tomar  cuan- 
to necesitemos  para  confeccionar  el  indicado  Código.  Para  que  este 
pueda  re^ohder  á  las  necesidades  de  la  época  actual,  no  es  preciso 
hacer  otra  cosa  que  reformar,  en  armonía  con  ellas,  la  legislación 
que  poseemos,  llenando,  al  verificarlo,  los  vacíos  que  se  advierten 
y  los  cuales  se  señalan  hábilmente  en  esta  obra.  Siendo  conocidas 
las  materias  de  que  en  ésta  se  ocupa  por  los  repetidos  anuncios  que 
se  han  hecho,  prescindimos  de  hacer  la  reseña  de  ellos,  y  concluire- 
mos estas  lineas  felicitando  á  aquel  por  el  acierto  con  que  ha  reco- 
pilado las  principales  disposiciones  de  nuestro  derecho  rural,  dando 
al  propio  tiempo  la  base  de  que  debe  partir  el  Código  que  ha  de 
contenerlo. 

I.  I.  N. 
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El  «^nra^o,  9ík  h,isioria,  imporíaneia  y  titmcu^  act¡ualy  por  Don 
Alvaro  Gil  Sanz,  ex- Diputado  y  Magistrado  cesan te.-^Wadríd;  esta- 
blecimiento tipográfif  o  del  (?Mo« — 1876.  ' 

Artículos  pub|¡cadQ$  ^ q  I^  RfivUitu  ie  í:$s^m,  y  coaocidos  ya 
dq!  públiqo,  forinaa  pl  j^(^re^p(e  folMQ»  di&bido  últioianfteDte  á  la 
pluma  del  Sr.  Gil  Saqz. 

De  agradecer  es  quie^  ciiando  se  h^c§  iexc(i$ÍYo  y  deciainatono 
alarde  contra  las  inpovaciqnes  y  necesaria^  reformas»  Uraidas  de 
poco  tiempo  acá  á  las  ipás  difer(spt€^$  rama^  de  aueslrp  derecho,  se 
levante  una  pluma  c^oct^  4  defeAder  a'gMVa^  iasUiuciones  caídas»  ó 
por  mejor  decir^  derrib^da^  ^n  iippr^mpditada  ocasíw.  Como  si  el 
Jurado  fuera  hijo  legítimo  fie  las  revolucioues  políticas^  hay  hoy  en 
ciertas  escuelas  deseo  y  afán  de  desautorizarlo  y  concluirlo.  Cium^ 
do  apenas  valían  y  representaban  algo  las  que  hoy  se  llaman  liber- 
tades inglesas,  ya  existia  en  aquella  nación  esta  clase  de  juicio. 
Indicada  venía  en  España  la  reforma  de  las  leyes  crimínales  desde 
las  Cortes  de  1812;  debilidades  de  los  unos  y  antipatías  de  los 
otros,  fueron  limitándolas  á  cosas  accidentales,  y  sólo  á  nuestra 
vista  y  en  nuestros  dias^  el  juicio  oral  y  el  juicio  por  jurados  ha  ve- 
nido á  ensayarse,  demostrando  que  ni  son  tantos  sus  defectos  ni 
tanta  la  imposibilidad  de  su  planteamiento. 

No  se  oculta  tampoco  al  ilustrado  autor  del  libro  de  que  damos 
cuenta,  que  el  Jurado  ha  ofrecido  y  presentado  inconvenientes  al 
venir  á  España:  será  esto  culpa  nuestra  más  que  de  la  institución, 
pero  no  podrá  alegarse  como  argumento  decisivo  para  declarar 
efitre  nosotros  imposible  la  existencia  de  un  juicio^  admitido  hoy 
y  consagrado  por  el  uso  en  las  naciones  que  van  al  frente  del  pro- 
greso. No  hay  derecho  ni  costumbre  que  no  suscite  en  sus  prí^ 
meros  tiempos  dificultades  sin  fin,  al  que  no  se  oponga  el  veto  de 
una  minoría  más  ó  menos  autorizada.  Lo  que  venía  en  España  de- 
seándose de  antiguo,  y  el  Sr.  Martinez  de  la  Rosa  había  defendido, 
(26  de  Setiembre  de  i820),  el  Jurado,  habíamos  empezado  á  plan- 
tearlo^ súbitamente,  sin  reforma,  sin  conciliación,  de  un  modo  áb 
trato;  el  juicio  oral  y  el  juicio  por  Jurados  ha  desaparecido  de 
nuestra  legislación. 

Los  motivos  por  que  se  suprimieron  estas  dos  novedades,  son 
discutibles  y  han  sido  discutidos;  algo  vale  sobre  alguno  de  ellos  la 
opinión  del  Sr.  Gil  Sanz,  que  ha  sido  Magistrado,  y  habrá  tenido 


ocasiones  sobradas  de  ver  fÜDcionar  ese  organismo,  que  como  de- 
fectuoso é  indtil  se  ha  preseoiado. 

Su  larga  historia,  para  nada  tenida  ^A  cneQta  por  los  que  ¿  ve- 
ces á  la  tradición  acuden  y  otras  de  la  tradición  reniegan,  ocupa 
ba^^D^e  parle  del  fpIUto^  y  $us  conclusioBes,  imposibles  de  recha- 
za, maiiifie&tiui  qoe,  si  bfi  encootrado  en  muchos  pueblos  ohstácur 
los»  ha  sabida  bacQflos  desaparecer  en  todos,  mostrando  sus  venta- 
jas sobre  los  anteriores  sistemas. 

Tral^odo  ya  el  autor  de  determinar  la  situación  actual  del  Ju- 
rjido  y  de  defenderlo,  alega  no  solo  razones  jurídicas  y  políticas^ 
sÍMO  ¿sUdísticas,  que  si  consecuencia  natural  de  aquellas,  son  en 
caffkbio  más  claras  y  evidentes  para  los  que  desean  ver  las  cosas 
probadas  en  la  práctica,  por  singular  disposición  de  espíritu  que  los 
lleva  á  desoenfiar  de  la  especulación  y  la  teoría. 

La  rei^ioB  entre  el  juicio  oral  y  el  Jurado,  es  el  dltimo  capítu- 
lo de  lo$  que  forman  este  opúsculo.  La-ftecesidad  del  primero  se  vé 
hoy  «uso^o  reconocida  por  los  que  han  sido  causa  de  su  supresión, 
y  JE^uscaa  ocasión  y  manera  de  restablecerlo.  El  juicio  oral,  tal  vez 
no  e$tó  mucho  tiempo  proscrito;  pero  mientras  no  esté  acompañado 
úí^  su  hermano  el  juicio  por  jurados^  podrá  ser  una  Uqsion  genero- 
(ja  j^iTft  algunos,  vna  forzada  transacción  política  para  los  más;  nun- 
ca una  innovación  que  pineda  salvar  las  dificultades  y  peligros  qw 
el  sistema  actu^  oQreco. 

Si  son  ó  no  palpitantes  estas  cuestiones,  está  en  la  conciencia  de 
tfHJI^.  fi)  libro  que  hoy  las  trate  será  de  actualidad  desde  luego,  y 
notable  adeo^,^  sabe  feunir  sin  capsada  difMsion  las  necesarias 
pruebas  ¿  f|LVor  de  la  ^causa  que  detíende.  £n  este  paso  está  el  que 
ahora  iff^^  oeupa^  t^nie^dp  adeom^  de  su  parte  las  simpatías  que 
sjemj^e  inspira  si^lir  á  )a  defi^Qsa,  de  lo  qg^  ^  fué  un  tiempo  respe^ 
labl^  y  respetado,  encuentra  abundantes  enemigos  y  detractores 
cifapdo  se  vé  ppr  tierra  y  sin  esperanza  d^  próxima  elevación. 
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De  tentativo  putMUeésue  relationi  colla  eompliciíánee  reati, 

?er  l*avv.  Giüsepe  Taranto,  socio  del  circolo  Giorídico  di  Paierroo. — 
alermo:  Montaina,  1876.— Precio  lir.  4. 

Nada  más  claro,  coando  de  el  derecho  de  castigar  se  traU^  qae 
la  aplicación  de  la  pena  á  un  delito  calificado  y  consumado;  nada 
más  oscuro  que  esta  aplicación  cuando  se  Ilega«¿  tentativas  de  de- 
lito ó  á  complicidades  un  poco  confusas. 

A  explicar  la  esencia  de  la  tentativa  punible  y  encontrar  la  re- 
lación entre  el  hecho  penal  y  la  complicidad,  está  dedicada  esta 
monograría  del  abogado  G.  Taranto,  dividida  en  dos  partes,  según 
son  dos  los  objetos  á  que  ha  de  referirse^  y  relacionadas  intima- 
mente, como  lo  están  también  estos  objetos. 

Después  de  un  minucioso  estudio  del  desenvolvimiento  histórico 
de  las  doctrinas  sostenidas  sobre  estas  materias,  desde  Ulpiano 
hasta  nuestros  días,  comienza  á  tratar  el  autor  de  los  actos  externos 
é  ¡otemos^  objetivos  y  subjetivos^  para  encontrar  el  momento  en 
que  la  acción  dolosa  comienza  á  ser  penable  por  las  intenciones  á 
que  sirve.  La  indecisión  en  que  sobre  este  punto  se  bailan  hoy  los 
criminalistas,  y  la  necesidad  de  fijar  este  momento,  evitando  así  las 
arbitrariedades  del  Juez,  obligan  al  Abogado  de  Palermo  á  citar  y 
comentar  varios  ejemplos  que  le  llevan  á  conclusiones  distintas  de 
las  que  vienen  {¡osteniendo  los  escritores  franceses,  ó  de  las  que  en 
sentido  opuesto  afirman  los  italianos;  mas  como  quiera  que  las  ne- 
cesidades de  la  práctica  las  ha  armonizado,  viene  este  capitulo  ¿ 
declarar  la  imposibilidad  de  fijar  exacta  y  matemáticamente  lo  que 
debe  y  hade  ser  en  todos  los  casos  juzgado  como  tentativa  de  de- 
lito^ si  bien  no  queriendo,  como  Pizzou,  suprimir  la  teoría  de  la 
tentativa,  dá  como  regla  para  estas  materias  que:  «£a  acción  dolosa 
se  hace  penable  como  tentativa,  cuando  indicando  de  por  si  elsuge- 
to  que  debiese  comenzar  ó  cumplir  el  acto  coftsumativo,  inicia  la 
trasgresion  dd  derecho,  que  constituye  la  objetividad  del  delito  (1). » 

Sobre  esta  base,  y  de  ejemplo  en  ejemplo  plantea  y  examina  el 
libro  la  cuestión  de  la  incapacidad  de  los  medios  intentados  para 
producir  el  delito,  por  ignorancia  del  agente,  por  circunstancias  ex- 
teriores etc.,  y  de  las  causas  que  deteniendo  su  comisión  hacen  ó 
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Dó  imputable  la  (entatíva,  según  su  naturaleza,  inclinándose  siem- 
pre para  pedir  el  castigo  á  la  doctrina  subjetiva  que  atiende  á  la  vo- 
luntad del  que  delinque,  y  dando  fin  á  esta  primera  parte  con  un 
minucioso  paralelo  entre  la  tentativa  y  el  delito  frustrado,  cuya  teo- 
ría trajo  al  derecho  penal  el  célebre  Romagnosi. 

La  segunda  pafte  tiene  su  principio  explicando  las  nociones  ge- 
nerales de  la  complicidad  y  las  reglas  ¿  que  obedece  para  estos  la 
aplicación  de  la  pena,  entrando  enseguida  en  la  exposición  de  cues- 
tiones prácticas  importantísimas.  La  primera  la  enuncia  diciendo  . 
que  «/a  acción  de  culpa  excluye  tentativa  punible  y  complicidad;» 
si  una  parle  es  evidente,  lo  segundo  depende  de  la  amplitud  que 
quiera  darse  al  concepto  de  complicidad  jurídica. 

Otra  cuestión  que  coloca  después,  se  formula:  «los  hechos  de  ím- 
petu, á  diferencia  4e  los  delitos  premeditados,  no  excluyen  tentati- 
.  va  ni  complicidad,»  y  aunque  el  autor  se  coloca  al  lado  de  Martín, 
Tittmam,  Baner,  Hetfter,  y  Hepp,  parece  más  acertada  la  opinión 
contraria  de  Romagnosi,  Naus,  Giuliani,  Rosi,  Egger,  Mittermaier, 
Hans  y  otros,  que  teniendo  en  cuenta  el  estado  psicológico  del  agen- 
te de  tales  hechos  y  la  determinación  del  fin  (la  venganza),  decla- 
ran imposible  la  tentativa  y  la  complicidad  en  ellos,  por  requerir 
y  suponer  estos  otras  condiciones. 

El  libro  termina  tratando  las  consecuencias  jurídicas  que  puede 
tener  el  arrepentimiento  de  uno  de  los  cómplices,  punto  importante 
aunque  no  de  las  consecuencias  de  los  anteriores. 

La  multitud  de  datos  y  casos  que  el  autor  se  complace  en  reu- 
nir, dan  derto  carácter  de  obra  inglesa  á  la  última,  muy  digna  de 
atención,  de  que  hablamos,  publicada  por  el  laborioso  autor  de  la 
Teórica  della  veritá  del  convicio  y  Dei  danni  ddla  mguiria  é  bari 
relaíive  di  ttima. 
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Koladios  historíeos ,  Jar ídleos  y  filosófico -Jaríát€««.*- 

EsUdo  de  la  legislación  en  España  y  sas  reformas  más 
urgentes. — Discurso  leido  por  el  Biemo.  Señor  Don 
Cnstóbal  Martin  de  Herrera,  Ministro  de  Gracia  y  Jos- 
tieia,  en  la  apertura  de  los  Tribunales,  solemnisaída 
con  la  presencia  de  3.  M.  el  Rey  D.  Alfonso  XII,  el  dáa 
i  5  de  Setiembre  de  i  876.  4  45 

Apantes  sobre  la  organización  de  las  earreras  jndieial  y 
fiscal.— Sumario. — Preámbulo. — ^laamovilidad  judicial. 
— Responsabilidad.  —  Traslaciones. — Tribunales.— In- 
gfwo  y  ascetisos^-^Escalafones.—Recom'pensas.— Suel- 
dos. «--«Reflexiones  genterales;  por  D.  £.  G.  P.  i  99 

IMuencia  á^\  principio  democrático  sobre  el  derecho  pri- 
vado.-^Bisear^o  leido  en  la  Universidad  central  en  el 
acto  dDía  apertura  del  curso  académico  de  1876  á  1877; 
por  D.  BÉirrr^  GtrrraHiEt£2  t  FfiRNAivoEz,  Catedrático  de 
la  Facultad  de  Derecho.  SÜ5 

De  la  libertad  ó  inviolabilidad  de  la  Ciencia. — Discurso 
leido  por  el  fixcmo.  Sr.  D.  Laureano  Figubrola  en  la 
sesión  inaugural  de  la  Institución  libre  de  Enseñanza 
eF  dia  S9  de'  Octubte  de  4  876 .  3S1 

Délos  progresos  de  la  humanidad.— Oración  inaugural 
pronunciada  en  la  apertnra  del  a&o  académico  de  1876 
á  «877,  en  la  Universidad  literaria  de  la  Habana,  por 
el  Dr.  D.  José  María  Carbonell  y  Rüiz,  Catedrático  de 
Teoría  de  los  Procedimientos  judiciales  de  España  y 
de  Práctica  forense.  3Í9 

Ooreoho  civil. — Exposición  y  examen  de  nuestras  leyos  y  tra- 
tados sobre  la  propiedad  literata.  {ArHeu¡o$  4.^  á  5^^); 
por  D.  José  Vicente  y  Caravantbs.    33,  «52,  873,  344  y  385 
La  mujer  en  la  familia;  por  D.  Antonio  Goyakbs  Miiíb«8.       70 
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PACIHAS. 


¿Qué  hijos  86  reputan  naturales?  ¿Gaálea  son  sns  dere- 
chos? Por  D.  Juan  Poveda  t  García.  78 
Testamento  por  comisario;  por  D.  Juan  Povsda  García.  9S 
Sobre  la  valjdes  de  la  venta  de  bienes  raices  del  peculio 
adventicio  del  hijo  hecha  por  el  padre  sin  autorixacion 
judicial  ni  pública  subasta  en  el  estado  actual  de  nues- 
tro derecho  constituido,  por  D.  Gatetako  Lobaton  t 
Aranda.                                                                             <77 
Cuasi  posesión;  por  D.  Joaquín  Manuel  de  Moneb.                367 
Efectos  del  decreto  de  9  de  Febrero  de  1875,  sobre  el  ma- 
trimonio civil;  por  D.  Francisco  del  Águila  Burgos.           lOt 
Los  coherederos,  estando  la  herencia  pro-indiviso,  ¿son 
dueños  de  la  parte  proporcional  de  cada  una  de  las  co- 
sas que  la  constituyen?  ¿Pueden  enajenar  la  parte  in- 
determinada que  en  cada  una  de  esas  cosas  les  pueda 
corresponder?— Consulta  de  D.  Antonio  Laguarda,  eva- 
cuada por  D.  Acacio  Charrin.                                            447 
lieglBlueloB  hipoteearlA.— Sobre  el  art.  33  de  la  ley  Hipo- 

potecaria;  porD.  Francisco  Forner.  <Ó5 

> 

Derecho  mercAntil.T-En  una  quiebra  en  que  hubo  convenio 
de  espera  en  la  primera  Junta,  y  por  falta  de  cumpli- 
miento de  éste  por  parte  del  deudor  ha  comenzado  de 
nuevo  después  de  cinco  años,  siendo  paralizada  al  cabo 
de  otros  dos  años,  y  muy  recientemente  por  una  cues* 
tion  de  competencia  con  otro  Juzgado  ¿puede  iniciarse 
y  seguirse  la  pieza  do  calificación  apesar  de  esa  suspen- 
sión? 

¿Es  de  absoluta  necesidad  que  dicha  pieza  comience  por  el 
informe  del  Comisario  y  la  exposición  de  los  Síndicos  á 
que  se  refieren  ios  arts.  1139  y  1U0  del  Código  de  co- 
mercio, ó  deberá  empezarla  el  Ministerio  fiscal  de  ofi- 
cio cuando  el  primero  no  ha  sido  nombrado  y  los  segun- 
dos dejan  pasar  más  do  un  año  sin  cumplir  con  su  deber? 

En  el  caso  de  haber  distraído  ol  deudor  común,  mientras 
estuvo  vigente  el  convenio  de  espera,  pertenencias  de 
la  quiebra  ó  dádolas  una  inversión  que  no  era  la  estipu- 
lada y  denunciádose  por  tal  concepto  como  verdade- 
ras estafas  esos  hechos  al  Juez  del  lugar  en  que  se  come- 
tieron, ó  sea  del  que  conocía  de  la  quiebra  ¿podrá  estor- 
bar á  la  formación  de  esta  causa  1%  competencia  ante- 
riormente indicada?    • 
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EL   DERECHO  DE  DEFENSA  (l) 


Skñorks  Académicos  : 

Una  obra  tres  anos  há  publicada  por  el  celoso  criminalista 
M.  Charles  Lucas,  con  ocasión  del  reoiente  Congreso  penitenciario 
de  Londres»  ostentaba  al  frente  de  sus  páginas  el  siguiente  impor- 
tantísimo principio :  Cest  le  mime  droü  qui  doU  regir  la  pénalite 
et  la  guirre,  cdui  de  legitime  défense,  «El  mismo  derecho  debe 
regir  en  la  penalidad  que  en  la  guerra,  el  derecho  de  legitima 
defensa.» 

Este  aforismo  del  ilustre  jurisconsulto  francés^  es,  á  mi  juicio, 
tívo  reflejo  de  las  doctrinas  jurídicas  reinantes,  ya  que  no  parece 
sino  que  el  misterioso  principio  de  la  defensa  amenaza  extender  su 
imperio  y  jurisdicción  4  las  instituciones  y  hechos  más  importan- 
tes de  la  yida  social.  Yo  por  mi  parte,  asi  lo  creo,  y  juzgo  por  lo 
mismo  de  capital  interés  para  la  ciencia  del  derecho  y  el  destino 
de  la  humanidad,  que  se  afirme  de  una  vez  su  recto  sentido  y  ab- 
soluta subordinación  á  lo  que  constituye  el  fondo  y  esencia  propia 
del  derecho :  no  sea  que  al  darlo  sin  criterio  como  hoy  general- 
mente se  hace,  nos  hallemos  envueltos  en  una  nube  de  egoismo  y 
de  fuerza  que  oculte  el  sol  de  la  verdad  y  la  justicia. 

No  há  mucho  tiempo  que  el  pueblo  pensador  por  excelencia  de 
Europa,  hizo  oír  á  los  demás  del  continente  el  grito  aterrador 
•la  fuerza  lleva  la  primada  al  derecho»,  cuya  frase  se  preselhó  al 


(4)  Memoria  leida  por  el  Académico  D.  A.  Ramón  Fernandez  Gar- 
ría en  la  sesión  del  día  i\  del  mes  de  Diciembre  de  1876  en  la  Acade- 
mia Matritense  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 
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momento  como  obligada  deduccíoa  de  las  doctriaas  científicas  de 
aquel  pueblo.  Por  forluna,  la  misma  ciencia  la  rechaza  y  la  conde- 
na en  nuestro  siglo.  El  libro  referido  del  digno  miembro  del  Insti- 
tuto de  Francia,  obedece exclusivamenle  &  este  pensamiento:  es 
una  noble  protesta  contra  la  deificación  de  la  fuerza. 

Pero  ello  es,  que  á  pesar  de  estas  condenaciones  y  protestas, 
parece  como  que  la  lógica  del  sistema  jurídico  dominante  arras- 
tra irremisiblemente  á  la  misma  consecuencia  rechazada.  Guando 
oímos  decir  todos  los  dias  que  el  mundo  moral  gime  bajo  el  peso  de 
una  dolorosa  crisis;  cuando  vemos  que  las  sociedades  se  agitan  con 
el  desasosiego  de  la  injusticia,  y  en  el  eterno  batallar  de  los  indivi- 
duos y  los  pueblos,  se  pretende  consignar  cual  único  destino  de  la 
humanidad  el  de  la  lucha,  y  único  derecho  el  de  la  defensa, — qae 
tanto  vale  en  el  común  sentir  como  el  de  la  fuerza;— cuando,  en  6ñ, 
la  nación  que  lleva  el  nombre  de  la  ciencia  en  nuestros  tiempos, 
ha  lanzado— ségun  la  expresión  de  un  eminente  estadista^  este 
reto  atrevido  á  la  moderna  civilización,  te  forcé  prime  le  irúü;  hay 
que  pensar  necesariamente,  si  han  de  destruirse  todos  estos  males, 
en  afirmar  la  verdadera  noción  del  derecho,  para  restablecer  la  f¿ 
que  acaso  falte  en  nuestras  almas,  y  dejarnos  llevar  á  merced  de 
la  esperanza,  á  ideales  más  felices  y  quizás  cercanos. 

No  es  tanta,  sin  embargo,  mi  pretensión  esta  noche  :  tan  s6lo 
me  propongo  que  mi  voz  sea  un  protesto,  una  ocasión,  para  que  la 
Academia  de  Jurisprudencia,  amante  de  la  ciencia  y  consagra  á 
ella,  discuta  y  resuelva  el  temerosa  problema  de  la  legítima  defoa- 
sa,  en  sus  relaciones  con  el  derecho  en  general  primero,  y  en  apU«^ 
cacion  después  á  algunas  de  las  más  interesantes  instituciones  del 
derecho  positivo. 

I 

Es  todavía^  señores ,  opinión  que  prevalece  en  nuestros  dias, 
la  de  considerar  al  derecho  como  ana  relación  de  carácter  sooial,  6 
ai  decir  de  ios  escolásticos,  como  una  relación  esUerUfr,  en  la  que, 
cuando  menos  se  exige  ia  intervención  de  dos  distintas  personas. 
Es,  en  este  sentido,  una  limitación  de  la  libertad  exterior  del  hom- 
bre, producida  necesariamente  por  el  hecho  de  la  vida  en  común 
con  sus  semejantes :  limitación  innecesaria  si  los  individuos  hubie- 
ran dé  vivir  aisladamente  y  fnera  de  toda  sociedad.  Por  donde  el 
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derecho  DO  aparece  como  regla  absoluta  deiíTida  de  la  natnralesa 
misma  del  hombre ;  pues  que  mucho  más  le  seria  licito  hacer  si 
stio  existiera  en  el  mundo. 

Pero  al  decir  que  es  una  limitación  de  la  libertad  individual 
exigida  por  y  para  la  sociedad»  se  dice  también  que  acompaSa  á 
esla  limitación  un  elemento  tan  exterior  como  ella,  y  es  el  de  la 
fuerza,  por  lo  cual  se  enfrena  y  aun  á  veces  se  anula  la  voluntad 
discola  que  tiende  naturalmente  ¿  la  libertad.  Asi,  óyese  con  fre- 
cuencia afirmar  que  la  sociedad  desaparecería  sin  la  coacción,  que 
el  derecho  en  tanto  es  derecho  y  se  diferencia  de  la  moral  en  cuanto 
es  exigible  por  la  fuerza,  y  últimamente,  que  es  la  justicia  como 
la  0aiMgua  Thémis ,  que  sostenía  la  balanza  en  una  mano  y  la  es* 
pada  en  otra.  De  suerte,  que  no  hay  relación  alguna  jurídica  que 
no  signifique:  1*  Limitación  de  la  voluntad.  2*  Poder  coercitivo 
para  hacerla  efectiva. 

T  DO  be  de  proseguir ,  señores ,  en  este  análisis  de  la  opinión 
reinante,  sin  llamar  previamente  vuestra  atención  en  las  naturales 
consecuencias  de  estas  ideas,  base  á  mi  juicio,  de  todas  las  concep- 
ciones jurídicas  que  han  llegado  á  influir  en  el  derecho  positivo  y 
principalmente  en  el  derecho  público. 

Desde  el  momento  en  que  se  entiende  la  libertad  como  fin,  y  el 
derecho  como  un  sacrificio  de  la  misma,  bastante  á  producirla 
posibilidad  de  asociación  entre  los  hombres,  se  reconoce  á  todas 
luces  que  el  derecho  no  es  más  que  un  medio  de  Ugtíifna  defensa 
de  la  vida  misma  de  la  sociedad,  que  por  lo  tanto  puede  hacerse 
efectivo  mediante  la  fuerza,  tan  pronto  como  aparezca  la  agresión 
é  infracción  de  parte  de  cualquiera  de  sus  miembros.  En  tal  su- 
puesto el  principio  de  defensa  reasume  todo  el  derecho,  pues  que 
¡  este  llega  hasta  donde  aquel  puede  alcanzar  y  nada  más.  £n  oíros 

I  términos:  la  coacción  —  llámese  defensa  —  es  nota  esencial,  carac* 

terística  del  derecho.  I  si  analizamos  la  sustancia  ó  contenido  de 
este  principio,  hallaremos  que  es  siempre  el  de  un  mal  necesario^ 
legitimado  en  atención  al  fin  que  por  su  mediación  se  obtiene. 

Claro  está,  señores,  que  semejante  conoepcion  no  se  determina 
ea  el  pensamiento  vulgar  de  las  gentes,  sino  porque  ella  constituye 
el  fondo  y  tendencia  general  de  la  filosofía  que  es  como  la  directo- 
ra de  la  vida  y  creadora  de  eso  que  se  ha  llamado  la  conciencia  so- 
cial de  los  pueblos :  buena  prueba  de  ello  es  que  el  rústico  é  igno- 
rante  no  poidrían  dar  esta  idea  del  derecho,  senüia ,  sin  embargo» 
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eoQ  tanta  ó  mayor  faerza  por  los  hombres  incultos  como  por  lo& 
muy  cultos  y  civilizados. 

T  en  efecto:  aun  prescindiendo  de  la  ciencia  filosófica  antigua^ 
y  fijándonos  exclusivamente  en  el  movimiento  filosóiico-juridico 
contemporáneo  que  desde  Grocio  conduce  á  Kant  y  desde  Kant  á 
Hegel,  no  se  encuentra  en  rigor  otro  sentido  y  definición  del  dere- 
cho ;  siquiera  el  hegelianismo ,  y  otras  ideas  aisladas  y  de  menor 
importancia,  se  diferencien  de  las  demás  por  su  carácter  marcada- 
mente socialista. 

En  este  movimiento  moderno  de  la  ciencia  del  derecho  natural, 
hay  cómodos  direcciones  distintas,  convergentes,  no  obstante,  en 
los  resultados:  especulativa  la  una  y  positivista  la  otra.  La  prime- 
ra, iniciada  por  Grocio,  es  continuada  por  Thomasio  y  vigorosa- 
mente desenvuelta  por  Kant,  Fichte,  Schelliog  y  Hegel.  La  se* 
gunda,  se  halla  representada  por  la  escuela  francesa,  si  asi  pueden 
llamarse  los  trabajos  critico-históricos  de  Rousseau^  Montesquieu, 
Proudhon,  etc. 

La  dirección  racionalista  tiene  dos  principales  jefes:  Kant,  re- 
presentante del  individualismo  ó  de  la  libertad  del  hombre,  y  He» 
gel^  representante  del  socialismo  ó  de  la  libertad  del  Estado.. 

Basta  leer  la  definición  del  derecho  de  Kant  para  comprender 
cuan  cierto  es  que  coinciden  sus  afirmaciones  con  las  que  hoy  cor* 
ren  más  autorizadas  entre  las  gentes  cultas.  El  -derecho  es  una  li- 
mitación de  la  libertad  exterior  de  los  hombres,  para  que  sea  po- 
sible la  coexistencia  de  la  voluntad  de  cada  uno  con  la  voluntad  de 
los  demás  según  una  ley  general.  Ó  en  otros- términos:  «es  justo 
todo  acto  cuya  máxima  no  es  un  obstáculo  á  la  subsistencia  de  la 
libertad  del  arbitrio  de  todos  con  la  libertad  de  cada  uno  según  le- 
yes universales»  (1). 

£1  Estado  no  tiene  otro  objeto  que  asegurar  la  libertad  exterior 
de  todos,  ó  sea  el  derecho ;  y  por  tanto  debe  hallarse  provisto  de 
todos  los  poderes  necesarios  para  exigir  su  cumplimiento.  £1  estado 
natural  está  caracterizado  por  la  ausencia  del  derecho,  y  en  él  ni 


( i )  Principes  métaphyiiques  dn  droit:  Introd.  á  la  ThéorU  du  droU^ 
p.  4í.  Trad.  de  J.  Tissot.  —  París,  <853. 
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los  individuos  ni  los  pueblos  se  hallan  garantidos  contra  la  violen* 
cia.  La  razón  exige  la  constitución  de  un  poder  supremo  tutelar^ 
con  todos  los  medios  posibles  de  defensa  para  mantener  á  cada  uno 
en  su  puesto,  ó  lo  que  es  lo  mismo »  para  procurar  el  orden  so- 
cial (i). 

Y  aun  cuando  al  hablar  de  la  pena  parece  asignarla  un  carácter 
distinto,  expiatoíio^  en  cumplimiento  de  un  imperativo  categórico 
de  nuestra  conciencia  que  exige  que  al  mal  del  delito  siga  el  mal 
de  la  pena,  en  realidad,  si  bien  se  observa,  no  existe  tal  discordan* 
cia  (2):  así  es  que  otros  autores  inspirados  en  igual  sentido  del  de- 
recho, como  Feuerbach,  Grolman,  Martin,  han  venido  ¿  deducir 
análogas  consecuencias  á  las  de  Kant,  respecto  de  la  pena,  á  pesar 
de  que  borraran  por  grados  aquella  nota  expiatoria  para  dar  á  la 
pena  tan  sólo  el  carácter  defensivo  que  hoy  muchísimos  crimina- 
listas explicitamente  la  reconocen. 

El  derecho  en  consecuencia,  según  la  teoría  kantiana,  es  un 
principio  negativo  de  defensa  de  todos  contra  todos,  contrario  al 
activo  de  la  libertad  natural  que  provoca  d  bdlum  omnium  contra 
omnes  á  que  Hobbes  hacia  referencia.  Por  eso  aparece  tan  intima- 
mente enlazado  con  la  coacción ,  que  en  esta  escuela  no  llega  el 


(4)    Ihid,  Droit  jmblic,  p.  173. 

(2)  A  mi  jaicio,  la  discordancia  está  únicamente  en  las  palabras: 
así  es  que  después  de  afirmar  Kant  que  seria  inferir  un  ultraje  á  la 
personalidad  del  delincuente  el  castigarle  por  otro  motivo  que  porque 
ka  delinquido,  manifestando  que  para  nada  debe  tenerse  en  cuenta  la 
utilidad  que  pueda  reportar  la  pena  para  el  mismo  culpable  ó  para  sus 
conciudadanos,  niega  al  Soberano  el  derecho  de  indultar  á  otros  reos 
que  á  los  de  lesa-majestad,  fondado  en  que  la  impunidad  de  los  demás 
crímenes  constituiría  una  grave  injusticia  respecto  de  los  perjudicados 
por  aquellos;  y  aun  en  los  delitos  de  lesa-magestad  no  habrá  derecho 
para  conceder  esta  gracia  cuando  la  impunidad  hubiere  de  ser  peligro- 
sa para  la  seguridad  publica  (t¿t(¿,  p.  206  y  216]  Pero  donde  todavía 
resalta  más  este  principio  utilitario  que  Kant,  sin  embargo,  no  admite 
en  el  derecho  penal,  es  al  tratar  del  jus  necessitatis.  No  puede  (dice) 
haber  ley  penal  que  condene  á  muerte  al  que  hallándose  con  otro  en 
un  naufragio,  le  quitara  á  viva  fuerza  la  tabla  mediante  la  cual  ha  lo- 
grado salvarse ;  pues  la  pena  que  la  ley  dictase  no  podía  ser  mayor  que 
la  pérdida  de  la  vida  que  de  todas  suertes  le  esperaoa  si  no  hubiese  ar- 
rebatado á  su  compañero  la  tabla  de  salvación :  semejante  ley  no  ten- 
dría fuerza  alguna  represiva,  pues  la  amenaza  de  un  mal  incierto  ( la 
pena  capital)  no  puede  sobrepujar  al  temor  de  un  mal  cierto  (el  de 
morir  abogado),  ibid^  p.  51.  * 
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derecho  á  más  que  adonde  llega  el  poder  coerciÜYo  (1).  |Taii  gran-* 
de  es  la  imporlaDcia  atribuida  al  principio  de  defensa! 

Y  por  e.eta  senda,  señores,  ¡á  cuántos  errores  ha  condacído  la 
lógica  del  sistema!  ¡Hasta  llegar  á  proclamar  la  lucha  por  la  exii* 
tencia  como  destino  de  la  humanidad ;  y  el  derecho  de  la  fuerza 
como  único  medio>  como  único  derecho  que  se  nos  dá  para  cum- 
plirlo! (3). 

Si  de  Kant  pasamos  á  Hegel,  aparte  del  grandioso  esfuerzo  de 
este  filósofo  por  dar  realidad  objetiva  al  mundo  ideal  y  físico,  pues- 
ta en  duda  por  el  primero,  en  su  CrUica  de  la  Raxon  pura — es-- 
fuerzo  que  le  agradecerá  eternamente  la  ciencia,  y  cuyo  indisputa- 
ble mérito  es  ya  hoy  reconocido  por  todos  los  hombres  imparcia- 
les—en  el  fondo  encontramos  el  mismo  concepto  del  derecho,  se- 
gún el  que  la  libertad  es  siempre  el  único  sentido  de  aquel;  pues 
que  al  decir  de  Hegel,  el  derecho  no  es  más  que  la  libertad,  como 
idea,  y  el  sistema  jurídico  el  reino  de  la  libertad  manifestada  (3). 
En  otros  términos:  el  derecho  es  aquello  mediante  lo  cual  el  Ser 
absoluto  se  desarrolla  como  voluntad  libre  en  el  mundo. 

Pero  la  idea  ó  noción  al  manifestarse  para  si,  ó  sea,  come  Ser 
conscieoteó  espíritu,  lo  hace  desenvolviendo  su  propia  esencia  en 
los  diversos  grados  de  la  realidad  objetiva  del  espíritu,  esto  es,  en 
la  persona  individual  primero,  y  sucesivamente  en  la  familia,  la  so- 
ciedad civil  y  el  Estado  (4). 

El  individuo  tiene,  pues,  su  derecho ;  y  lo  tienen  esos  diferen- 
tes órdenes  de  la  realidad,  constituyendo  siempre  la  libertad  el  fin 
propio  del  derecho  comeen  el  sistema  de  Kant  y  de  Fichte :  sólo  que 
estos  atribuyen  la  libertad  al  hombre,  y  el  derecho  y  las  institucio- 
nes y  el  Estado  no  tienen  otro  objeto  que  defenderla  y  ampararla, 
mientras  que  Hegel  la  atribuye  al  espíritu  absoluto  cuya  más  so- 
lemne manifestación  es  el  Estado,  á  quien  llama  «el  Dios  presente. 


(I )    Derecho  y  facultad  de  cohibir  por  lafuerza^  son  términos  idén- 
ticos, dice  Kant.  Ibid^  ImXrod.  á  la  Théorie  du  droit^  p.  i6. 

St)    El  positivismo  filosófico  contemporáneo  se  ha  encargado  de 
lucir  estas  últimas  y  desconsoladoras  consecuencias  del  sistema  da 
Kant. 

(3)  Filosofia  del  dirUto.  Introduzume,  %  i  y  S9;  p.  )t  y  46.  Tra^ 
dnccíon  de  T.  Novelli.  —  Ñapóles,  1863. 

(4)  Ibid,  §  33,  Partizione;  p.  50. 
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t\  CaÍTerso  espiritual  en  que  la  razón  dívioa  se  desenvuelve  (i).» 
De  aqui  que  lodo  esté  subordinado  al  Estado,  pues  que  individuo, 
familia  y  sociedad,  de  él  reciben  su  vida:  la  voluntad  de  cada  uno 
debe  estar  subordinada  á  la  voluntad  del  Estado  (2). 

Has  como  quiera  que  todo  en  el  mundo  es  determinación  de  la 
idea,  ¿  manera  de  espejo  movible  de  una  realidad  inmutable— se- 
gún espresion  de  Aristóteles  —  el  modo  como  esta  libertad,  fin  del 
derecho,  se  cumple  en  cada  época^  es  tal  y  como  debe  cumplirse, 
«ia  que  en  un  punto  discrepe  el  derecho  positivo  del  derecho  ideal 
é  natural.  Todo  lo  raeionat  es  real :  todo  lo  real  es  racional  (3). 

El  hecho  no  sólo  recobra  en  esta  teoría  su  importancia,  sino  que 
adquiere  la  misma  que  la  idea  tiene :  es  la  justificación  de  los  he- 
chns  consumados.  La  coacción  de  tal  modo,  es  nota  característica 
del  derecho,  qne  en  la  Historia  quien  tiene  más  fuerza  tiene  razón, 
pero  en  el  sentido  de  la  dirección  del  mundo  por  Dios  que  quiere 
9if  asegure  la  verdad  y  el  bien,  y  dá  la  fuerza  á  quien  tiene  más 
razón  y  cultura  (4). 

Los  resultados  de  esta  doctrina  no  pueden  ser  más  perniciosos; 


(\)    Ibid,  arparte,  sez.  3*,  §  158.  Entre  el  Estado  y  la  Naturaleza 
^  hay  la  diferencia  de  ane  siendo  ambos  determinación  del  espíritu  abso- 
luto, éste  se  dá  en  el  mundo  por  medio  del  Estado  y  se  realiza  en  él 
con  conciencia  de  sí  propio,  mientras  que  el  espíritu  de  la  naturaleza 
e$tá  como  dormido  en  ella  (ib.  p.  t55). 

(í)    Ibid,  3»  parte,  ser.  3*.  §  257,  «58,  p.  J50. 

(3)    Ibid,  Prefazioae,  p.  f  1. 

(i)  Ibid,  3*  parte,  sez.  3*^,  §  345,  347.  p.  345.  Hegel  dice  terminan- 
temente que  el  derecho  abstracto  es  el  aerecho  de  la  violencia,  mien- 
tras la  injusticia  es  una  fuerza  contra  el  ser  determinado  de  la  libertad 
en  una  cosa  externa.  Por  lo  demás,  escusado  parece  advertir  que  lo 
mismo  en  la  doctrina  jurídica  de  Kan t  como  en  la  de  Hegel,  la  coacción 
entraña  la  idea  de  un  mal  necesario  justificado  en  razón  al  fin  que  por 
su  mediación  se  obtiene.  En  la  parte  penal  sobre  todo,  es  donde  más  se 
echa  de  irer  este  carácter;  así  es  que  Kant  admite  como  buena  la  ley 
del  Talion,  la  cual  á  su  juicio,  responde  exactamente  á  la  voz  de  nues- 
tra conciencia  que  exige  que  al  mal  del  delito  siga  el  mal  de  la  pena. 
Es  verdad  que  Hegel  califica  el  Talion  de  absurdo,  pero  es  sólo  en  cuan- 
to resulta  basado  en  la  igualdad  específica,  ojo  por  o/o,  diente  por  dien- 
te, aun  enando  el  malhechor  sea  tuerto  ó  desdentado:  para  este  autoiP, 
la  igualdad  entre  el  delito  y  la  pena  debe  ser  esencial  ó  intrínseca,  de 
modo  que  por  ejemplo,  en  el  asesinato  no  cabe  aplicar  otra  pena  que 
la  de  muerte,  porque  es  el  único  precio  equivalente  por  el  cual  se  pro- 
duee  la  reposición  del  derecho,  ó  lo  que  él  llama  la  negación  de  la  ne- 
gación. La  segunda  violencia  es  destrucción,  negación  de  la  primera. 
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porque  al  error  capital  de  la  concepcíoD  kantiana,  añade  el  de  ne- 
gar la  misma  libertad  que  afirma,  ya  que  todos  los  seres  no  son  más 
que  instrumentos  del  espíritu  universal,  momentos  y  fases  distintas 
de  la  evolución  infinita  de  la  idea  (i).  Véase  como  ambas  tenden- 
cias, individualista  y  socialista,  con  ser  distintas,  tienen  en  el  fondo 
los  mismos  caracteres,  el  mismo  carácter  egoísta,  social  y  negativo 
del  derecho,  la  defensa  de  la  libertad,  que  en  la  doctrina  de  Hegel 
es  principalmente  la  defensa  de  la  libertad  del  Estado;  y  por  últi- 
mo, la  coacción,  signo  invariable  del  derecho.  ¿Qué  extraño  es  que 
la  conclusión  lógica  de  ambos  sistemas  haya  sido  igualmente  la  di- 
vinización de  la  fuerza?  Al  sistema  hegeliano  se  referia  M.  Be- 
nouard^  Fiscal  del  Tribunal  de  casación  en  Francia,  cuando  en  un 
célebre  discurso  pronunciado  en  el  seno  de  la  Magistratura  á  raíz 
del  desastre  de  Sedán,  decía  que  aquella  máxima  atribuida  á  Bis- 
mark  (con  fundamento  á  su  juicio),  la  forcé  prime  le  droit,  no  era 
una  frase  aislada,  una  paradoja  atrevida  y  sin  consecuencia,  sifto 
un  sistema  entero  de  una  filosofía  que  ha  perturbado  muchas  con- 
ciencias y  que  no  es  más  que  la  exaltación  del  egoísmo  y  la  deifi- 
cación del  éxito. 

Análogas  conclusiones  se  deducen  de  la  otra  dirección  positi- 
vista representada  por  los  publicistas  franceses  del  siglo  pasado  y 
del  actual ;  debiendo  advertir,  qne  éstos,  más  que  filósofos,  son  ^ 
hombres  prácticos  que  estudiando  las  necesidades  de  su  tiempo, 
trataron  de  buscar  soluciones  que  las  satisficieran,  de  donde  les 
Tiene  el  nombre  de  positivistas;  nombre  que  boy  también  se  dá  á 
otra  escuela  joven  que  cuenta  como  su  verdadero  fundador  á  A. 
Comte,  y*  que  partiendo  del  sistema  de  Kaní,  del  cual  admite  la 
parte  crítica,  niega  el  orden  ideal  y  absoluto,  y  excluye  para  el  co- 
nocer científico  todo  método  distinto  del  esperimental  (3).' 

Al  igual  de  lo  que  acontece  en  la  escuela  racionalista  ó  filosófi- 
ca pura,  se  o.bs€rvan  en  aquella  dirección  positivista  francesa  las 
mismas  dos  tendencias  al  individualismo  ó  al  socialismo,  con  la  par- 


«  (I)    Ibid,  §  344,  p.  345. 

[t]  Al  hablar  de  los  principios  metafísieos  del  derecho  de  Kant,  se 
hizo  ya  alusión  á  esta  escuela  que  es  la  que  ha  deducido  lógicamente 
las  consecuencias  de  la  doctrina  del  filósofo  alemán  j  sin  que  por  otra 

Earte  merezca  un  estudio  más  detenido  por  la  poca  importancia  que 
asta  el  día  tienen  en  ella  las  ciencias  morales. 
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ticularídad  de  qae  son  tan  semejantes  respectivamente,  qae,  por 
ejemplo,  la  doctrina  individualista  de  Rousseau,  realmente  se  dife* 
rencia  de  la  kantiana  en  el  aspecto  distinto  bajo  el  que  uno  y  otro 
formulan  el  problema,  pues  mientras  Rousseau  dá  un  carácter  prin* 
cipalmente  histórico  al  conlrato  social,  Eant  lo  funda  en  la  razón  y 
afirma  que  es  más  bien  un  deber  que  un  hecho  histórico. 

Reconoce  Rousseau,  como  el  filósofo  alemán,  que  el  fin  del  dere. 
cho  es  la  libertad,  nacido  aquel  del  hecho  de  la  sociedad  que  hace 
sea  preciso  limitar  la  voluntad  de  cada  uno  en  tanto  cuanto  baste  pa- 
ra que  en  la  mutua  convivencia  ni  se  ofendan  ni  estorben  los  indivi- 
duos entre  sí.  Hé  aquí  la  fórmula  del  derecho  social,  según  Rous* 
seau:  «Hallar  una  forma  tal  de  asociación  que  defienda  y  proteja 
de  la  fuerza  común  de  todos  á  la  persona  y  bienes  de  cada  asocia* 
do,  y  por  la  que  uniéndose  cada  uno  á  los  demás,  no  obedezca  no 
obstante  más  que  á  si  mismo,  y  quede  tan  libre  como  antes  (1).* 
Siempre  aparece  el  principio  de  defensa  autorizando  la  coacción,  y 
ambos  caracterizando  y  señalando  la  competencia  del  derecho,  cu* 
yo  fin  es  la  libertad. 

Lo  que  de  las  doctrinas  individualistas  decimos,  debe  asimismo 
entenderse  de  las  socialistas,  algunas  de  las  cuales  son  tan  pareci- 
das al  hegelianismo,  que  parece  como  que  la  diferencia  esencial 
estriba  únicamente — del  mismo  modo  que  en  las  doctrinas  de 
Kant  y  de  Rousseau — en  la  distinta  manera  de  presentarlas.  El  san- 
simooismo,  v.  gr.,  lees  tan  parecido  que  Ahrens  dice  que  el  Dios 
Progreso  admitido  por  ambos,  ha  tenido  su  escuela  en  el  hegelia- 
nismo y  en  el  san-siroonismo  su  templo  (2),  y  no  pocos  hacen  res- 
ponsable de  estas  aberraciones  á  aquel  sistema,  siendo  por  punto 
general  cierta  esta  afirmación,  si  no  del  san-simonismo  —  lo  cual 
es  dudoso  —  cuando  menos  de  muchas  de  las  escuelas  socialistas 
contemporáneas. 

Ahora  bien,  señores:  el  error  capital  de  todos  estos  sistemas, 
como  de  las  ideas  sueltas  reinantes,  que  forman  lo  que  se  llama  el 
buen  juicio  ó  el  sentido  práctico  de  las  gentes,  consiste  en  fundar 


(1)    CofUrat  social  0%  principes  du  droit  politique;  üvre  i  ch.  vi. 
{)]    Cours  de  droit  nalurel^  t.  i,  Introd.  hist.;  ch.  iir,  §  II,  y 
ch. IV, § lí. 
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el  derecho  en  la  voluntad^  ora  individual,  ora  sotíal,  que  en  deflm* 
tiva  es  lo  mismo,  ya  que  esta  no  es  más  que  resallado  de  las  volun- 
tades individuales;  en  cuyo  principio  exclusivamente  y  obedecien- 
do ¿  este  sentido  ha  descansado  toda  la  fuerza  de  nuestros  gobier* 
nos  representativos ,  que  ha  sido  á  la  verdad  bien  débil  y  contra- 
dictoria ;  en  vez  de  poderosa  y  orgánica  que  seria,  si  sobre  la  vo- 
luntad de  las  mayorías  se  hiciese  comprender  que  hay  un  ideal 
más  alto,  al  cual  deben  ellas  servir^  y  no  reputarse  subsanas  y 
creadoras  del  derecho. 

Consecuencia  forzosa  ha  sido  la  de  asignar  al  derecho  um  carác-» 
ter  restrictivo,  negativo,  de  defensa  de  todos  contra  todos,  en  ca- 
yo sentido  se  dice  que  no  hay  más  derecho  que  el  coercible ,  6  sea 
aquel  en  cuya  infracción  cabe  la  defensa  social  ó  del  Estado. 

No:  el  derecho  es  algo  más  que  un  principio  negativo  de  de- 
fensa en  la  lucha  de  la  sociedad :  eslá  sobre  los  hechos,  é  im- 
prime en  ellos  su  carácter,  y  los  califica  de  justos  ó  injustos,  se- 
gún su  conformidad  ó  no  con  la  idea.  El  derecho  afirma,  raanda^ 
obliga:  es  absoluto,  inmutable  y  necesario  en  el  reino  mismo  de  la 
libertad»  la  cual  no  es  fin,  sino  medio  ó  atmósfera  donde  aquel  vi- 
ve y  se  cumple.  Su  fin  en  cada  relación,  como  en  la  vida  es  úni- 
camente el  bien,  sin  'que  en  tal  concepto  aparezca  nunca  como 
principio  egoista,  según  pretende  Fichte;  porque  el  bien  no  es  lo- 
gro de  deleites  y  placeres  apetecidos  por  los  individuos,  sino  lo- 
gro de  aquello  que  es  esencial  y  permanente  y  conforme  con  la  na- 
turaleza propia  del  hombre.  Así  es,  que  sólo  aquellos  le  son  conce- 
didos — y  aun  impuestos — en  cuanto  por  ellos  se  cumple  una  exi- 
gencia general  de  su  íntima  naturaleza ,  como  ser  de  razón.  De 
donde  resulta  que  el  derecho  es  un  principio  de  abnegación ,  de 
sacrificio  del  individuo  al  hombre :  principio  contradictorio  al  del 
egoísmo!,  que  sacrifica  el  hombre  al  individuo.  En  el  egoismo  se 
funda  la  injusticia  y  ella  es  la  que  provoca  la  lucha ;  pero  lejos  de 
ser  éste  destino  y  fin  de  la  humanidad,  es  su  más  opuesto  princi- 
pio^ es  la  división  que  desuela  según  el  Evangelio,  es  el  germen  de 
disolución  que  es  necesario  arrancar  para  hacer  posible  la  vida. 

T  hé  aquí  ya  en  estas  últimas  palabras  reducido  el  principio  de 
defensa  á  sus  justos  límites,  y  autorizado  tan  sólo  como  medio  de 
conseguir  la  pax  de  la  justicia,  6  cuando  menos,  la  pa%  exterior  de 
que  hablara  Thomasio.  Mas  esta  defensa,  aun  cuando  es  de  dere- 
cho^ no  es  todo  el  derecho,  sino  una  parte,  ó  mejor,  una  de  sus  re- 
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bcíones,  uno  de  sus  medioft  para  conseguir  el  destino  supremo  del 
hombre ;  como  no  es  tampoco  la  paz  exterior  toda  la  paz  del  jas- 
te 9  D¡  aun  siquiera  la^más  bella  y  que  produce  las  más  intimas 
alegrías. 

Dicho  se  está,  por  consiguiente,  que  si  la  defensa  ha  de  reco- 
nocerse como  medio  jurídico,  debe  hallarse  la  fuerza  al  servicio 
del  derecho,  y  no  éste  «al  servicio  de  aquella ;  como  asimismo  ha 
de  entenderse  que  la  coacción  sólo  se  justifica  como  único  y  último 
medio  de  lograr  lo  que  se  llama  el  orden  jurídico  ó  sodal,  que 
principalmente  debe  descansar  en  la  educación  moral  de  loe 
pueblos. 

Estas  conclusiones ,  á  mi  juicio ,  muestran  el  error  capital  de 
aquellas  escuelas  que  al  atender  al  choque  y  lucha  continua  de  los 
individuos  y  laa  sociedades,  juzgaron  que  el  derecho  era  aquello 
que  hacia  poáhle  la  coexistencia  de  la  voluntad  de  cada  uno,  con 
la  voluntad  de  los  demás  (Kant),  ó  la  manifestación  sucesiva  de  la 
idea  absoluta  como  necesariamente  racional  (Hegel) ;  cuyas  afirma* 
eiones  dicen  algo  de  la  verdad,  aunque  no  toda,  ya  que  el  derecho 
es  lo  que  dice  Kant,  pero  es  mucho  más  también,  y  es  la  idea  ab- 
soluta de  Hegei,  pero  no  manifestándose  como  necesariamenU  ra- 
eiúnaly  sino  expuesta  eternamente  á  la  injusticia. 

Con  lo  dicho  queda  en  claro  que  la  debida  importancia  del  prin- 
cipio de  defensa  no  es  la  de  caracterizar  al  derecho,  de  suerte  n\i% 
éste  resalte  á  manera  de  un  conjunto  de  mútaas  limitaciones  para 
producir  un  equilibrio  de  fuerza  entre  las  voluntades  individuales^ 
ó  para  obtener  la  omnipotencia  del  Estado,  única  y  soberana  volua^ 
tad :  debe,  por  el  contrario,  afirmarse  en  primer  término  el  dere- 
cho, independientemente  de  la  coacción,  la  cual  habrá  de  aparecer 
después  como  una  condición  subordinada  al  mismo,  tan  sólo  ea 
aquellas  relaciones  sociales  ó  exteriores  que  exijan  su  media- 
eion  para  hacer  posible  la  coexistencia  de  los  individuos  en  la  so* 
ciedad. 

El  principio  de  defensa  aparece  en  tal  concepto  señalando  la 
competencia  del  llamado  derecho  coactivo^  que  es  cosa  bien  distin» 
ta  del  derecho  en  general.  Él  constituye  la  mimiipñncifal  del  E$« 
tado,  por  más  que,  como  persona  social  que  es,  deba  y  preste  de 
hecho  otras  condiciones  jurídicas  que  no  son  las  de  defensa.  T  él  ha 
sido  y  es  también  principio  integral  de  otras  instituciones  tan 
sagradas  como  la  institución  del  Estado;  v.  gr.,  la  patria  potestad. 
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la  tutela^  el  derecho  de  asilo,  el  patronato  en  la  Edad  Media  y  la 
clientela  en  Roma. 

La  defensa,  por  tanto,  es  una  condición  de  derecho  que  hace 
posible  la  vida  individual  y  social ;  condición  que  en  una  ú  otra 
forma  ha  existido  y  se  ha  dado  siempre  en  el  mundo. 

Ejercíase  directa  y  enérgicamente  por  los  individuos  ó  sus 
familias  en  las  primeras  edades,  cuando  Jas  sociedades  no  se  ha- 
llaban todavía  constituidas,  y  aun  en  épocas  sucesivas  se  advienen 
como  reminiscencias  de  estas  primitivas  prácticas.  Así  se  espli- 
ca  que  establecidos  los  bárbaros  en  las  provincias  ya  disgregadas 
del  antiguo  Imperio  de  Roma,  con  Tribunales  apenas  organizados, 
y  dominante  en  ellos  el  espíritu  individualista,  conservasen  por  tan- 
to tiempo  las  guerras  privadas  y  familiares,  símbolo  primitivo  de  la 
cx)accíon  penal.  Aun  á  pesar  de  los  siglos  trascurridos,  queda  en 
nuestra  sociedad  el  duelo,  como  defensa  individual  del  honor,  para 
mantener  la  honra  y  para  mengua  también  de  nuestra  civiliza- 
ción. 

Andando  los  tiempos,  este  sistema  de  las  edades  infantes,  don- 
de era  atropellada  la  justicia  con  el  fin  mismo  de  alcanzarla,  susti- 
tuyóse por  el  de  la  defensa  social,  esto  es,  por  la  tutela  de  la  socie- 
dad respecto  de  sus  individuos,  y  en  esta  relación  la  sociedad  se 
constituyó  bajo  la  forma  de  Estado,  no  sin  que  antes  la  Iglesia  se 
encargase  de  la  tutela  y  fuese  una  vez  más  la  defensora  y  salvado- 
ra de  los  intereses  sociales.  De  tal  suerte  parecía  deber  cesar  la  vio. 
lencia  según  la  cual  el  ofendido  y  los  de  su  familia,  no  sólo  se  de- 
fendían, sino  que  se  trocaban  en  agresores,  redoblando  la  injusti- 
cia al  pretender  evitarla. 

Mas  la  verdad  es,  que  si  bien  la  tutela  del  Estado  atenuó  en 
grandísima  escala  este  mal,  no  se  logró  el  remedio  en  absoluto; 
porque  el  Estado  seguía  siendo  vengador  y  agresor,  en  vez  de  con- 
tenerse en  los  justos  límites  de  la  defensa.  Sucedió  en  esto  algo  pa- 
recido de  lo  que  en  las  castas  y  la  esclavitud ;  pues  partiendo  res- 
pectivamente de  principios  verdaderos,  cuales  son,  la  protección 
que  los  superiores  deben  á  los  inferiores,  y  el  cambio  de  servicios 
necesario  para  la  vida,  el  desconocimiento  de  su  justa  extensión 
produjo  la  opresión  de  unas  castas  por  otras  consideradas  de  mejor 
derecho,  y  la  explotación  de  hombres  que  se  llamaron  esclavos  á 
merced  de  oíros  titulados  señores. 

El  hecho  es,  que  organizada  la  sociedad  y  provista  de  la  fuerza 
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necesaria  para  contraresUr  las  volaatades  injustas,  se  presentaban 
como  tres  grados  distintos  de  coacción,  según  qne  las  trasgresiones 
que  aquella  hubiera  de  enfrenar,  procedieran  de  particulares  con- 
tra particulares,  de  enemigos  interiores  del  orden  público,  ó  en  fin, 
de  enemigos  exteriores  del  Estado ;  grados  que  en  el  día  se  recono- 
cen y  que  Taparellí  designa  con  los  nombres  de  fuena  dvica,  poli-  " 
tica  y  guertera.  Excusado  seria  recordar  á  la  Academia  cnanto  en 
la  historia  de  los  paeblos  se  ha  abusado  de  ellas;  ¡cuántas  veces  se 
han  ejercitado  para  violar  sagrados  intereses  y  consumar  la  ini- 
quidad! 

De  ahí,  ese  constante  estado  de  fuerza  por  que  han  atrave» 
sado  todos  los  pueblos  en  las  épocas  pasadas,  y  por  el  que  desgra- 
ciadamente atraviesan  todavía  los  modernos,  donde  parece  que  ella 
es  el  único  derecho  y  la  última  razón  de  todas  las  cosas:  estado  de 
violencia  qne  trae  consigo  una  constante  injusticia,  que  ha  hecho 
en  todos  los  tiempos  escépticos  á  los  débiles,  misántropos  á  algu- 
nos desesperados,  ascetas  y  penitentes  y  aun  á  veces  mártires  á  los 
más  fuertes  y  de  acrisolada  fé. 

Es  necesario  de  una  vez  y  para  siempre  convencerse,  que  el 
Estado  es  ministro  del  Dios  de  la  justicia  y  no  del  de  las  venganzas, 
como  en  la  antigüedad  pagana  se  creyera;  que  en  tal  concepto,  ha 
de  cumplir  el  deber  de  la  defensa  contra  todas  las  trasgresiones  ju- 
rídicas que  afecten  al  derecho  social  ó  transitivo  en  los  justos  lí- 
mites que  el  derecho  exige,  para  evitar  de  tal  suerte  la  venganza 
privada  á  que  en  términos  generales  conduce  siempre  la  defensa  in- 
dividual. 

Sentados  estos  precedentes,  fácil  nos  será  comprender  el  siguien- 
te corolario  que  por  un  orden  lógico  se  deduce:  la  práctica  ó  el  uso 
de  la  defensa  individual  está  en  razón  inversa  del  alcance  y  activi- 
dad de  la  defensa  social  ó  del  Estado;  y  la  responsabilidad  legal 
ante  los  Tribunales  por  el  uso  de  la  defensa  individual,  en  razón 
directa  de  la  que  el  Estado  proporcione.  T  así^  tanto  más  tendrá 
aplicación  en  nn  país  el  principio  de  haceru  justicia  por  tu  mano, 
cuanto  menos  la  haga  cumplir  el  poder  á  cuya  custodia  se  hallan 
encomendados  los  intereses  particulares;  y  en  contra  de  este  prin- 
cipio, que  á  mi  juicio  es  axiomático,  nada  pueden  los  poderes  de  la 
tierra  condenándolo  en  las  leyes  y  castigándolo  en  los  Tribunales. 
Al  hablar  del  duelo  lo  veremos  plenamente  confirmado. 

Por  lo  demás,  es  obvio  que  la  responsabilidad  legal  no  puede 

TOMO  L.  3 
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llegar  sino  adonde  alcanza  la  defensa  social,  y  en  la  misma  medida 
con  qne  ésta  se  cumple ;  sin  que  esto  quiera  decir  que  no  haya 
más  responsabilidad  que  la  legal^  ni  que  sea  esta  siquiera  la  más 
importante. 

El  derecho,  como  la  religión  y  la  moral,  tiene  una  sanción  di* 
vina,  presentida  por  la  conciencia  humana  y  prometida  por  la  re- 
velación; única  sanción  infalible,  universal  y  absoluta.  ¿Cómo  pu- 
diera si  nó  explicarse  que  sólo  en  parte  el  derecho  fuese  coerciti- 
vo, y  no  todo  él  por  entero ,  ó  que  dejasen  de  afectar  tal  carácter 
las  leyes  morales  y  las  religiosas,  no  menos  importantes,  sin  embar- 
go, que  las  leyes  jurídicas  ? 

Expuesta  de  tal  suerte  en  esta  primera  parte,  que  pudiera  lla- 
mar general,  la  doctrina  que  debe  servir  de  base  á  cuanto  con  pos- 
terioridad haya  de  manifestar,  paso  desde  luego  á  ocuparme  espe- 
cialmente de  algunas  de  las  principales  instituciones  que  se  relacio- 
nan con  el  tema  propuesto,  empezando  por  examinar  el  derecho  de 
defensa  en  el  derecho  penal  — como  causa  eximente  de  responsa- 
bilidad primero,  y  como  fundamento  de  la  pena  después  —  y  ex- 
poniendo en  último  término  algunas  ligeras  consideraciones  sobre 
la  revolución  y  la  guerra  en  cuanto  aparecen  muchas  veces  como 
hechos  fundados  en  el  principio  de  legítima  defensa. 

II 

Por  muy  perfecta  que  sea  la  administración  de  un  Estado»  por 
muy  prudentes  y  acertadas  que  sus  leyes  sean,  siempre  conserva- 
rá el  individiu)  su  derecho  originario  de  defensa,  cuando  la  violen- 
cia misma  de  la  agresión  haga  imposible  recurrir  al  auxilio  de  la 
Autoridad  pública.  Tócanos  juzgar  ahora  de  cuáles  deban  ser  sus 
limites. 

• 

El  hombre  puede  verse  atacado  en  su  propia  vida,  y  es  eviden- 
te que  para  tal  eventualidad  ha  de  admitirse  el  derecho  de  preve- 
nir la  agresión  ó  de  reprimirla  en  su  caso.  No  ofrece  este  punto  di- 
ficultad, cuando  la  defensa  se  limita  á  detener  ó  evitar  el  golpe  del 
adversario,  á  privarle  de  los  medios  de  ataque ,  y  en  una  palabra» 
á  todo  aquello  que,  procurando  salvar  la  propia  existencia,  no  re- 
fluya en  daño  y  menoscabo  de  otro.  Pero  la  cuestión  grave,  graví- 
sima, se  presenta  al  formularla  en  los  siguientes  términos:  ¿es  lícita 
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dar  muerte  al  agresor,  caso  de  no  ser  posible  de  otro  modo  la  de- 
fensa? 

Hé  aquí  el  verdadero  caballo  de  batalla  de  teólogos  y  filósofos, 
moralistas  y  jurisconsultos:  selecta  cuestión  del  derecho  natural 
que  ha  provocado  serias  inquietudes  y  arduas  dificultades  á  cuan- 
tos en  la  mis  ma  han  intervenido. 

To  he  de  deciros,  sin  embargo,  mi  humildísima  opinión ;  siquie- 
ra valga  esta  tan  sólo  como  un  buen  deseo,  como  una  legítima  as- 
piración á  contribuir  de  algún  modo  á  la  solución  definitiva  de  tan 
temeroso  problema.  * 

En  mi  sentir^  no  puede  éste  resolverse  sino  en  virtud  de  los 
mismos  principios  absolutos  expuestos  en  la  primera  parte;  ó  deja 
de  ser  una  cuestión  jurídica,  sujeta,  por  tanto,  á  las  mismas  pro- 
piedades y  caracteres  del  derecho  en  general.  En  tal  concepto  de- 
cimos: el  derecho  de  defensa  sólo  se  justifica  en  cuanto  es  un  me- 
dio necesario  para  destruir  el  mal  que  impide  ó  dificulta  el  cum- 
plimiento del  fin  jurídico.  Mas  como  quiera  que  el  derecho  no  es 
sino  uno  de  los  elementos  orgánicos  del  bien  —  que  es  todo  él  in- 
maculado, sin  mezcla  alguna  de  mal — de  ahí  resulta  que  no  pueda 
nunca  en  su  aplicación  autorizar  lo  malo,  siquiera  el  móvil  más 
generoso  nos  impulse  á  ello.  T  así  suele  acertadamente  decirse  que 
el  fin  no  justifica  los  medios:  verdad  tan  cierta  que  toda  suposición 
en  contrario  habría  por  fuerza  de  conducir  al  absurdo  por  contra- 
dicción en  los  términos. 

Por  consiguiente,  al  preguntar  si  es  lícito  dar  muerte  al  agre- 
sor injusto  que  amenaza  gravemente  nuestra  existencia,  la  dificul- 
tad parece  quedar  reducida  á  determinar  si  el  medio  que  usamos 
para  la  defensa  es  bueno  ó  no;  ya  que  la  bondad  del  fin  salta  á  la 
vista  y  es  igu  almente  reconocida  por  todos. 

Planteado  el  problema  de  tal  suerte^  no  es  difícil,  á  mi  juicio, 
resolver;  porque  ¿quién  negará^  que  es  un  mal  privar  á  otro  de 
aquello  mismo  que  afirmamos  constituye  un  bien  para  nosotros?  De 
donde  resulta  la  consecuencia  ineludible  de  que  no  es  licita  la  de- 
fensa ilimitada,  en  términos  de  dar  muerte  al  agresor  injusto :  con- 
secuencia que  con  profundo  espíritu  religioso  y  de  alta  caridad 
cristiana  han  afirmado  esclarecidos  teólogos  y  moralistas  de  la  Igle- 
sia. El  Sermón  de  Jesús  en  la  Montana— dice  el  P.  Gratry  (1)— es 

(I)    La  loi  morale  ei  la  loi  de  Vhiitoire]  X,  ii,  ch.  yiiv, Le$violent$, 
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la  doctrioa  de  la  paz  absoluta:  « ofrecer  la  mejilla  al  qne  nos  hiere, 
dar  la  capa  al  que  nos  quita  la  túnica  y  derramar  la  luz  benéfica 
de  nuestro  corazón,  de  nuestras  oraciones  y  de  nuestras  buenas 
obras  sobre  los  mismos  que  nos  calumnian  y  que  nos  persiguen»; 
hé  ahí  la  obligación  del  justo.  ¡Bienaventurados  los  que  tal  bicie* 
ren,  los  pacíficos  y  los  que  padecen  persecución  por  la  justicia, 
porque  ellos  serán  llamados  hijos  de  Dia  y  de  ellos  es  el  reino  de 
los  cielos! 

Esta  doctrina,  es  verdad,  conduce  al  sacrificio ;  pero  también 
lo  es  que  el  justo  prefiere  mil  veces  sufrir  la  injusticia  á  cometerla. 
Testigos  sean  tantos  generosos  mártires  como  en  el  mundo  ha  ha- 
bido :  testigo  el  ilustre  mártir  Arzobispo  de  Cantorbery ,  que  pro-^ 
hibia  á  sus  Diáconos  le  defendieran  de  sus  mismos  asesinos ,  con 
aquella  inmortal  y  elocuentísima  frase :  non  est  tuenda  Ecdesia 
more  coitromm. « ¡No  se  ha  de  defender  la  Iglesia  á  la  maneta  que 
los  ejércitos  se  defienden!»  ¿Tcómo  pudieran  explicarse  estas  su- 
blimes palabras  de  Santo  Tomás ,  si  hubiera  de  admitirse  ese  prin- 
cipio interesado ,  egoísta,  que  se  pretende  asignar  al  derecho  y  que 
en  otro  lugar  hemos  procurado  rebatir?  No :  no  habrá  nunca  en  la 
moral  de  dichos  filósofos — por  más  que  con  esmero  la  separen  del 
derecho  y  la  den  cierta  primacía  inexplicable  sobre  este — una  vir- 
tud tan  sublime  como  la  de  la  paz  del  Evangelio,  valorada  por  el 
precio  del  martirio. 

Otra  cosa  es ,  señores ,  y  bien  distinta  por  cierto ,  la  de  exami- 
nar qué  responsabilidad  ha  de  exigirse  al  que  en  propia  defensa  dá 
la  muerte  á  su  contrario.  A  mi  juicio,  ninguna ;  por  aquel  princi- 
cipio  de  que  la  responsabilidad  legal  está  en  razón  directa  de  la  de- 
fensa que  el  Estado  proporciona*  T  pues  en  este  caso  no  hay  defen- 
sa social  ni  es  posible  que  la  haya,  ya  que  el  acto  por  la  violencia 
misma  de  la  agresión  ha  de  estar  perpetuamente  fuera  de  su  alcan- 
ce, resulta  también  de  una  manera  forzosa  la  absoluta  irresponsa- 
bilidad ante  la  ley,  reconocida  por  todos  los  Códigos  antiguos  y 
modernos.  Sólo  ante  Dios  y  su  conciencia  responderá  entonces  el 
hombre ;  mas  la  verdad  es  que  en  la  generalidad  de  los  casos ,  pa- 
rece ha  de  extinguirse  por  completo  esta  responsabilidad,  desde  el 
momento  en  que  obra  el  hombre  impulsado  por  el  instinto  de  con- 
servacíon,  que  no  es  malo  en  sí  como  constitutivo  de  su  natura- 
leza, pero  que  como  tal  instinto  arrastra  ciegamente  á  la  consecu- 
ción del  resultado  apetecido.  La  sublimidad  de  la  virtud,  la  forta* 
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kzBi,  ol  b^raismo»  coasisie,  aun  en  Ulescirciinstaaeias,  eo  dominar 
loB  ÍB8tiato9  por  medio  de  la  razón.  La  perfección  evangélica  es  la 
absoluta  iusticía. 

Mas  como  quiera  que  no  á  todos  es  dado  alcanzarla^  ó  cuando 
menos  po  puede  exigirse  de  todos  por  la  misma  limitación  humana 
y  quizá  por  inoscrulables  designios  d|&  la  Providencia ,  de  ahi  que 
no  debamos  exigir  de  los  gobernantes,  ni  de  los  pueblos  tampoco, 
el  ideal  absoluto  de  justicia,  Antes  hemos  de  contentarnos  coa  ese 
iáe^l  relativo  —  valga  la  frase  —  según  el  cual,  los  individuos  y 
las  sociedades  se  defienden  para  conservar  la  vida ,  cuando  de  otra 
suerte  no  pudiera  obtenerse :  por  eso,  la  fuerza  pública  de  los  Es* 
tados  llega  en  ocasiones  á  producir  la  violencia  en  nombre  del  de* 
recho :  por  eso  la  paz  perpetua,  concebida  por  espíritus  generosos, 
será  quizá  un  sueño  irrealizable  en  la  humanidad.  Porque  la  mo* 
ral  individual  es  la  base  de  la  moralidad  de  los  Estados  y  los  pue- 
blos; y  ¡cuan  cootados  son  los  individuos  que  en  los  momentos 
más  azarosos  del  espíritu  saben  conservarlo  tranquilo,  sereno  é 
iluminado  por  esa  luz  verdadera  que  ilumina  á  todo  hombre  al  ve- 
nir á  este  mundo! 

Pero  hay  otros  agravios  que  se  infieren,  nova  á  la  vida,  sino 
al  honor  de  las  personas,  «Jamás' — dice  un  escritor  distinguido — 
idea  alguna  ha  tenido  más  á  su  favor  la  fuerza  de  la  opinión  que 
acompaña  á  este  sentimiento.  La  religión  tiene  sus  impíos  y  la 
moral  sus  escépticos  que  no  hacen  de  ello  misterio ;  pero  el  ho- 
nor obliga  á  ser  hipócritas  á  los  malvados».  No  es  lo  mismo  que 
dignidad,  pues  que  esta  dice  el  valor  absoluto  del  hombre  por  su 
carácter  de  tal.  La  dignidad  es  independiente  de  la  conducta  del 
hombre  :  es  consecuencia  de  su  privilegiada  naturaleza ,  y  la  debe 
ünicamente  á  Dios.  El  honor,  por  el  contrario,  resulta  de  sns  ac- 
tos que  le  hacen  ó. no  merecedor  de  si  propio :  es  como  la  diferen- 
cia ó  residuo  entre  el  deber  y  la  conducta,  estimado  en  el  seno  de 
la  conciencia  individual ;  y  únicamente  se  lo  debe  el  hombre  á  sus 
actos.  Todavía  en  esta  valoración  personal  hay  un  término  más 
correspondiente  á  la  que  los  demás  atribuyen  al  hombre  como  coa- 
secuencia  de  su  conducta  exterior;  y  esta  es  la  honra.  Es,  por 
tanto,  la  honra,  la  eslima  del  ciudadano  en  el  juicio  público ;  y 
depende  en  consecuencia  á  la  vez  de  la  sociedad  en  que  vive  y  de 
sus  propios  actos. 


22  RRVISTA  DB  LEGISLACIÓN 

Pues  bien :  hemos  dicho  qae  hay  ofensas  contra  el  honor ,  las 
cuales  pretenden  inferir  nn  rebajamiento  ó  aminoración  del  valor 
moral  de  quien  las  rec¡l>e,  y  cuya  falta  de  reparación  produce  en 
d(!finitiva  la  deshonra  del  agraviado.  A  esta  pretensión  se  opone  el 
valor  mismo  del  hombre  que  se  alza  potente  contra  semejante 
agravio  y  reta  de  honor  á  su  contrario.  ¡  Tal  es  la  importancia  que 
solemos  dar  á  las  heridas  de  honor!  ¡  Como  que  este  significa  nues- 
tra misma  vida  moral,  y  la  honra  el  aprecio  de  la  sociedad ! 

Es  justo,  es  necesario  defender  el  honor. 

Pero  ¿será  el  duelo  el  medio  á  propósito  para  obtener  tal  resul«- 
tado?  Ciertamente  que  no;  pues  en  este  caso  ni  siquiera  puede 
invocarse,  como  en  el  de  agresión  contra  la  vida  >  la  urgente  nece- 
sidad de  la  defensa  para  su  conservación.  ¿No  está  la  Autoridad 
pública ,  no  están  los  Tribunales  para  velar  por  los  intereses  de 
todos  y  de  cada  uno  de  los  ciudadanos? 

¡Ah,  señores,  y  cuan  arraigada  está,  sin  embargo,  tan  vi* 
ciosa  costumbre  en  nuestra  sociedad !  ¡  Ni  los  anatemas  de  la  Igle- 
sia ,  ni  la  condenación  de  los  moralistas ,  ni  las  atroces  penas  im* 
puestas  por  las  leyes ,  asi  á  los  duelistas  como  á  los  padrinos  y  á 
cuantos  en  el  duelo  intervienen,  han  logrado  desterrar ,  ni  aun  si* 
quiera  aminorar,  esa  ansia  de  injusticia  que  provoca  el  deshonor! 
T  es  que,  como  llevamos  dicho,  los  Gobiernos  son  impotentes  para 
arrebatar  el  derecho  de  defensa  al  individuo,  cuando  los  Estados 
no  se  encargan  de  ella.  La  conciencia  de  la  sociedad  —  dice  Lava- 
llée  —  no  sancionaba  con  su  aprobadon  los  dictados  de  homicida  y 
asesino  que  arrojaba  la  ley  sobre  el  hombre  que  ponia  el  honor  á 
más  alto  precio  que  su  vida.  Hoy,  la  ciencia  parece  reconocer  que 
no  es  el  duelo  una  ridicula  preocupación  que  sin  razón  subsiste  en 
los  modernos  tiempos ,  y  aun  por  desgracia,  escritores  distinguidos 
señalan  una  tendencia  peligrosa  á  defender  esta  institución.  «El 
duelo — afirma  el  respetable  Dupont- White  (1)  —  es  el  más  hermo- 
so titulo  de  la  sociedad  moderna,  es  el  rasgo  caracteristico  é  in- 
mortal del  individualismo.  Podéis  cantar  himnos  al  duelo:  ¡jamás 
el  hombre  se  ha  elevado  tan  alto! »  La  razón  de  este  arran- 
que de  entusiasmo  el  mismo  autor  la  dá ,  y  ella  sola  basta  para 
refutar  las  anteriores  frases:  «Hacerla  ley,  aplicarla^  ejecutarla 


(I )    Pela eentralitatian;  ch.  ii,  p.  1 5,  3^ edición. 
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uno  mismo ,  acumular  los  cargos  de  legislador ,  de  Jaez  y  de  ver- 
dugo :  bé  ahí  el  duelo.  La  antigüedad  so  pudo  sospechar  tanta 
grandeza :  la  suya  estaba  por  completo  en  el  Estado ;  pero  boy  el 
individuo,  espada  en  mano^  puede  exclamar:  el  Estado  soy  yo.» 

Es  decir,  señores^  que  en  hablándose  de  honor,  estamos  en 
plena  Edad  Media :  el  Estado  no  existe ,  y  es  el  individuo  el  que  se 
encarga  de  administrarse  justicia ,  que  en  sus  manos  se  convierte 
en  la  venganza.  ¿Qué  signiCca  esto?  Significa  la  escasa  impor- 
tancia que  las  leyes  atribuyen  á  los  delitos  contra  el  honor:  el  due- 
lo es  la  consecuencia  funesta  del  injustificado  abandono  en  que  per- 
manecen todavía  en  este  punto  los  intereses  particulares.  Proponen» 
se  como  remedio  los  jurados  de  honor,  suponiendo  que  con  esta  es- 
pecie de  arbitraje,  la  rapidez  en  el  actuar,  y  la  mediación  de  per- 
sonas que  dieran  toda  la  importancia  debida  á  estas  cuestiones  é 
hicieran  públicos  sus  actos  si  los  iuteresados  lo  solicitaban,  habría 
de  cesar  esa  fatal  alternativa  en  que  los  hombres  más  honrados  bC 
ven  hoy,  <le  batirse  en  desafío  ó  de  recibir  el  desprecio  y  las  burlas 
de  la  sociedad.  Pero  es  lo  cierto  que  dichos  jurados,,  en  donde  se 
han  establecido,  no  han  dado  tan  satisfactorios  resultados  como  de 
ellos  se  esperaban:  por  eso  debemos  confiar,  más  que  en  ellos,  en 
la  justa  calificación  de  la  ofensa  por  la  ley  penal  y  su  pronta  repa- 
ración por  los  Tribunales,  y  sobre  todo,  en  la  educación  moral  que 
es  cien  veces  mas  poderosa  que  todo  género  de  coacciones  (1). 

Con  más  razón  todavía  que  al  tratarse  del  honor,  debemos  con- 
denar la  muerte  del  agresor  cuando  el  ataque  se  dirige  exclusiva- 
mente contra  la  propiedad.  Nuestro  Código  penal  exime,  sin  em- 
bargo, de  responsabilidad  criminal ,  no  sólo  al  que  obra  en  defensa 
de  su  persona,  sino  también  de  sus  derechos  (y  por  tanto  del  de 
propiedad) ,  siempre  que  haya  habido  necesidad  racional  del  me- 
dio empleado  para  impedir  ó  repeler  la  agresión. 

En  principio  es  preferible  el  precepto  del  Código  penal  Belga, 
según  el  cual  la  defensa  sólo  exime  de  responsabilidad  cuando  se 
produce  para  repeler  la  agresión  contra  nuestros  derechos  perso- 


(i)  En  este  sentido  no  es  posible  sino  censurar  la  obra  del  conde 
de  Chat au vil lard,  titulada  Euai  sur  le  duel^  generalmente  conocida 
bajo  el  nombre  de  Código  del  duelo,  cuya  obra,  sin  embargo,  obtuvo 
al  publicarse  los  aplausos  y  adhesiones  de  muchísimos  é  importantes 
personajes. 
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concebir  la  pcDa  sino  como  una  limitación  exigida  para  el  bten  de 
la  sociedad:  limitación  que  equivocadamente  se  ha  creido  pedia 
llegar  hasta  producir  el  mal. 

El  penado — dice  Schulze-— ha  de  sufrir  un  mal  igual  ó  ieme^ 
jante  al  que  él  ha  producido,  á  fin  de  lograr  la  seguridad  del  Esta- 
do; ó  según  Martin,  proporcionado  á  la  gravedad  del  peligro  en  que 
ha  puesto  á  la  sociedad  por  su  falta  de  respeto  á  la  ley.  De  aquí  el 
carácter  exclusivamente  destructivo ^  que — como  observa  Montes- 
quieu— han  tenido  siempre  las  leyes  penales. 

Verdad  es  que  algunos  ilustres  mantenedores  de  la  teoría  de  la 
defensa,  y  entre  ellos,  el  digno  miembro  del  Instituto  de  Francia, 
M.  Charles  Lúeas,  se  han  elevado  hasta  dar  carácter  correccional  i 
la  pena,  pidiendo  en  nombre  del  deber  de  la  defensa  la  reforma  de 
las  prisiones  y  la  abolición  de  la  pena  capital  y  de  las  penas  per- 
petuas. «Vuestro  deber — decia  en  i8i8  á  las  dos  Cámaras  el  ilus* 
tre  abolicionista  francés — es  dar  seguridad  y  protección  á  nuestras 
personas  y  á  nuestras  propiedades.  Pues  bien :  yo  pido  la  introduc- 
ción de  un  sistema  iieintenciario  en  nuestras  prisiones,  como  el  me- 
dio más  seguro  de  obtener  tal  resultado.» 

Séanos  permitido  sin  embargo,  creer  que  más  ha  sido  esta  una 
deducción  d  po»teriori  de  aquel  jurisconsulto,  que  una  consecuen- 
cia forzosa  del  principio  exclusivo  de  defensa;  por  el  cual  podrá 
llegarse  lógicamente  á  pedir  la  supresión  de  las  penas  corporales  y 
como  una  de  ellas  la  de  muerte ;  pero  no  asi  la  de  las  penas  per* 
pétuas.  La  defensa  dice  exclusivamente :  «impide  hacer »  y  en  tal 
concepto  exige  la  detención  del  culpable.  Una  vez  preso,  se  ha  con- 
seguido su  objeto  y  su  competencia  ha  terminado. 

Ved,  señores,  como  en  medio  de  los  palpables  adelantos  que  el 
derecho  vá  haciendo  en  nuestros  dias,  parece  como  que  queda  en 
el  fondo ,  cual  si  fuera  sustancia  del  derecho ,  aquel  principio  de 
Fichte  que  en  otro  lugar  rebatimos:  «Haz  el  bien  porque  te  con- 
viene.» «Corrija  el  Estado  al  delincuente— dice  también  esta  úl- 
tima evolución  de  la  teoría  de  la  defensa — porque  asi  conviene  á 
los  intereses  de  la  sociedad.»  No:  no  es  ese  el  principio  del  dere- 
cho, el  cual  si  manda,  es  verdad,  corregir  al  criminal ,  no  lo  hace 
principalmente  en  consideración  á  la  utilidad  ó  interés  de  la  socie- 
dad, sino  al  fin  propio  del  hombre  que  exige  para  que  se  cumpla 
condiciones  de  los  demás  y  entre  ellas  las  de  la  enmienda. 

Hé  aquí  por  qué  decíamos  que  el  Estado ,  como  persona  social» 
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se  halla  obligado  también  como  los  iDdividuos  á  otras  condiciones 
juridicas  distintas  de  las  de  la  defensa:  una  de  estas  obligaciones 
es  la  de  provocar  la  enmienda  del  criminal  para  que  éste  cumpla 
su  fin.  Cierto  que  de  esta  suerte  queda  firmemente  cons^uida  la 
defensa  de  la  sociedad ;  pero  esto  no  prueba  sino  la  armonía  del 
derecho  que  no  ofrece  contradicción  ¿n  sus  términos,  y  que  al  pro- 
ducir el  bien  lo  produce  enteramente  y  sin  menoscabo  de  nadie. 

De  lo  dicho  también  se  deduce  que  si  no  es  suficiente  el  prin- 
cipio de  defensa  para  que  sirva  de  base  á  un  buen  sistema  penal, 
no  lo  es  tampoco  el  de  la  enmienda  con  exclusión  del  de  defensa, 
según  pareee  \)retender  la  pura  escuela  correccional.  ¿Cómo  si  nó 
podría  explicarse  racionalmente  en  dicho  sistema  la  privación  de 
libertad?  Si  sólo  se  tratara  de  corregir  ai  penado,  de  educarle  é 
inspirarle  el  sentimiento  de  justicia ,  de  conegirle ,  en  una  pala- 
bra —  único  fin  que  Roder  admite  •—  ¿por  qué  su  tutela  no  ftabia 
de  ser  parecida  ¿  la  del  menor,  á  la  cual  sin  embargo  se  compara, 
sin  advertir  que  este  se  halla  constituido  en  libertad,  mientras  que 
aquel  se  halla  preso  7  No  hay  más  sino  reconocer  el  doble  carácter 
de  la  pena  defensivo  y  correccional  ^  en  atención  al  doble  fin  de  la 
misma,  respecto  de  la  sociedad  y  del  reo.  Ó  en  otros  términos :  la 
pena  ha  de  ser  formalmente  defenüva  y  esencuüínente  corree^ 
cional.  Esencialmente  correccional ;  porque  al  corregir  al  criminal, 
se  le  prestan  condiciones  jurídicas  para  que  cumpla  en  la  vida  su 
verdadero  destino,  queda  protegida  además  la  seguridad  del  Esta* 
do,  y  se  restablece,  en  fin,  la  armonía  ó  el  orden  perfecto  del  de- 
recho. 

De  tal  suerte  también ,  si  como  ensena  el  Sr.  Pacheco,  es  ley 
absoluta  divina  que  al  mal  de  la  culpa  siga  el  mal  de  la  pena, 
el  criminal  expia  su  delito  mediante  la  privación  de  libertad  y  el 
remordimiento  de  la  conciencia  fuertemente  excitado  por  una  pru* 
dente  disciplina  penal;  y  últimamente^  hasta  la  intimidación  y 
ejemplaridad  se  consiguen ,  si  no  como  fines  principales  —  lo  cual 
fuera  inicuo  —  como  efectos  necesarios ,  sí ,  de  la  aplicación  de  la 
pena. 

La  enmienda  no  es  un  principio  nuevo  en  el  mundo.  El  Cris- 
tianismo ha  consagrado  esta  altísima  idea :  el  arrepentimiento  del 
pecador  para  que  u  convierta  y  viva. 

El  derecho  de  asilo  que  tanta  influencia  ejerció  en  los  siglos 
medios ,  no  era  más  que  un  medio  de  que  se  valió  aquella  para 
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sustraer  «I  delincuente  de  la  pena  de  muerte  y  ea  general  de  las 
venganzas  de  sn  acusador  irritado.  M*  Gui:(ot^  en  sn  Historia  d$  la 
átnlizacion  europea,  hace  observar  qae  el  sistema  penitenciario  de 
la  Iglesia  está  casi  en  un  todo  de  acuerdo  con  las  exigencias  de  la 
filosofía  moderna.  T  si  se*  busca  de  dónde  partió  el  primer  movi- 
miento de  reforma  penitenciaria,  se  hallará  que  fué  de  Roma  cató- 
lica á  principios  del  siglo  iviii.  El  motu  proprio  de  i 4  de  Noviem- 
bre de  1703,  explica  el  pensamiento  y  programa  de  la  prisión  cor- 
reccional para  jóvenes  que  Clemente  XI  hizo  construir  como  depeu'^ 
deticia  del  Hospicio  de  San  Miguel  en  Roma.  El  plano  se  terminó 
en  1818;  pero  Clemente  XI  no  vivió  lo  suGcíente  para  organizar 
uno  de  los  pensamientos  más  bellos  y  fecundos  que  honran  al  Pon» 
tificadoCl).  A  lo  menos  se  dio  el  primer  impulso  y  el  ejemplo  al 
mundo  cristiano. 

Plr  el  contrario,  el  talion,  la  venganza,  la  vindicta  pública  que 
aun  hoy  desgraciadamente  se  invoca  para  la  penalidad ,  es  una 
fd^a  pagana,  es  una  virtud  gentílica.  Virgilio  al  terminar  la  Enei- 
da, no  halla  mejor  medio  de  realzar  á  su  héroe  que  pintarle  ven«- 
cedor  de  Turno ,  derribado  á  sus  pies  y  pidiéndole  misericordia, 
que  Eneas  furioso  y  encendido  en  ira  le  niega,  clavando  su  espada 
en  el  pecho  enemigo  como  holocausto  digno  de  los  dioses : 

a Tune  bine  spoliis  indote  meorum 

Eripiare  mihi  ?  Pallas  te  boc  vulnere ,  Pallas 
Inmoiat ,  etpcsnam  scelerato  em sangiUne  $wniL^ 

Sin  embargo,  señores,  creo  yo  que  antes  de  pedir  una  inme- 
diata reforma  en  nuestro  derecho  penal,  urge  reclamar  la  de  nues- 
tras cárceles  y  presidios,  sin  cuya  previa  reforma  es  cuando  mé<* 
nos  imprudente  — y  á  mi  juicio  imposible,  sin  producir  honda  alar^- 
ma  en  la  sociedad  —  el  desterrar  de  nuestros  Códigos  las  penas 
perpetuas  y  aun  la  abolición  de  la  pena  capital.  ¿Acaso  es  boy 
prenda  de  seguridad  la  licencia  de  un  criminal  que  ha  cumplido  su 
condena  en  nuestros  establecimientos  penales?  ¿No  se  repiten  tam- 
bién con  haría  frecuencia  los  casos  de  evasión  de  malhechores  por 
falta  de  buena  policía  y  condiciones  de  seguridad  indispensables  en 
toda  clase  de  penales? 


x^i^P^Pi^iW^ 


( I )    Ch.  I.ucas.  Le  droit  de  legitime  defenee  dant  la  penalité  et  dañe 
la  g%erre.  —  Parid ,  4873. 
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Triste  es  confesarlo;  y  más  triste  todavía,  si  se  liene  eo  cuenta 
que  muchas  veces  esta  libertad  se  concede  en  las  insensatas  ale- 
grías y  ebrios  entusiasmos  de  an  pueblo  amotinado  6  de  un  ejérci- 
to sedicioso,  dueños  de  la  autoridad  y  del  poder  en  ios  primeros 
momentos.  El  instinto  de  conservación  $e  impone  en  las  sociedades 
como  en  los  individuos,  y  ante  la  necesidad  de  defenderse  y  la  ma- 
yor 6  menor  probabilidad  de  estos  hechos,  sanciona  también  mis 
ó  menos  pródigamente  en  sus  leyes  la  muerte  del  criminal,  como 
único  medio  de  prevenir  ulteriores  atentados. 

¿Qué  remedio  queda?  No  demorar  el  cumplimiento  de  la  jusü* 
cia  y  dejarlo  para  en  su  dia  según  la  expresión  consagrada  en  nues- 
tra desgraciada  patria;  sino  ser  solícitos  por  que  se  cumpla  cuanto 
intes  y  en  la  medida  que  alcancen  nuestras  fuerzas.  Beformar 
nuestras  prisiones:  hé  ahí  el  remedio.  Cualquiera  sea  el  sistema 
que  se  adopte,  de  los  generalizados  en  América  6  Europa,  ha  de 
ser  mejor  que  el  absurdo  que  todavía  tenemos  en  España.  To  creo, 
sin  embargo,  que  deberia  adoptarse,  no  un  sistema  exclusivo  de 
total  aislamiento  en  la  celda  ó  de  aglomeración  ó  comunidad  de  pre* 
sos,  sino  más  bien  ano  mixto,  donde  por  grados  el  penado  fuera  re- 
cobrando sus  derechos  y  aprendiendo  sus  deberes.  Entonces  po- 
drían cumplirse  las  reformas  que  la  humanidad  y  la  justicia  de  con- 
suno exigen. 

IV 

Réstame  estudiar  en  esta  última  parte  de  mi  trabajo,  dos  im- 
portantísimos hechos  con  harta  prodigalidad  repetidos  en  la  histo- 
ria de  los  pueblos:  ¡cuántas  veces  con  menosprecio  y  escarnio  de 
los  foeros  de  la  razón  y  la  justicia !  Me  refiero  á  la  revolución  y  á 
ta guerra:  problemas  ambos  de  delicada  cootestura  y  difícil  solu- 
ción, en  cuya  trama  y  desenvolvimiento  toman  parte  elementos  de 
diversísima  índole,  y  en  cuya  antitética  composición  se  dan  como 
factores  invariables  la  virtud  y  el  vicio,  el  heroismo  y  el  crimen. 
Al  lado,  señores,  de  las  generosas  declaraciones  de  la  Asamblea 
Constituyente  del  89  en  Francia,  solemos  siempre  encontrar  los 
horrores  y  crímenes  de  la  Convención  y  los  Terroristas,  y  tras  la 
heroica  guerra  defensiva  de  la  República  contra  los  poderes  coali- 
gados  de  la  EaPOpi>  las  ambiciosas  conquistas  y  pérfidas  traiciones 
de  un  capitán  tan  valeroso  y  afortunado  como  Napoleón  Boaapar- 


30  REVISTA  DB  LEGISLACIÓN 

te.  ¡  Y  cuánto  no  ha  de  vacilar  el  ánimo  á  la  vista  de  este  constan- 
te espectáculo,  para  justificar  la  rebelión  y  la  guerra,  ó  para  re- 
probarlas y  condenarlas  como  contrarias  k  toda  ley  de  razón  y  jus- 
ticia !  Pero  ello  es,  sin  embargo,  que  los  hedios  sociales  sufren  el 
Juicio  de  la  historia,  y  los  pueblos  y  los  gobernantes  la  responsa- 
bilidad de  estos  actos,  según  el  mismo  principio  de  derecho  que 
es  regla  de  vida  en  el  mundo,  así  para  los  individuos  como  para 
las  sociedades.  Esta  íntima  convicción  que  abrigo,  señores,  me  ani- 
ma á  entrar  en  tan  oscuro  problema,  siquiera  para  anotar  breve- 
mente el  carácter  esencial  de  aquellos  hechos,  y  determinar  en  con- 
secuencia la  ley  que  debe  presidir  á  su  calificación  respecto  del  pa- 
sado, y  á  su  ejecución  respecto  del  porvenir. 

Y  ante  todo,  preciso  es  fijar  el  sentido  en  que  usamos  la  pala- 
bra revolución.  Prescindiendo  de  su  acepción  más  amplia  }y  gene- 
ral, según  la  que  se  entiende  todo  cambio  ó  alteración  fundamental 
que  se  verifica  en  cualquiera  de  los  órdenes  físico  ó  moral,  to- 
davía hay  otros  dos  sentidos  más  estrechos  que  parecen  llevar  prin- 
cipalmente este  nombre  en  los  libros  y  periódicos  y  en  la  conver- 
sación diaria  de  las  gentes.  Es  uno  de  ellos  el  que  se  quiere  expre- 
sar cuando,  por  ejemplo,  se  dice:  «la  revo/iicton  es  compatible  ó 
incompatible  con  el  catolicismo ; »  « las  escuelas,  los  partidos  rcvo* 
lucionarios  piden  tal  ó  cual  cosa, »  etc.,  en  cuja  acepción  significa 
el  conjunto  de  ideas,  tendencias  y  aspiraciones  nuevas  de  un  pue- 
blo en  una  época  determinada,  en  contraposición  á  las  antiguas, 
que  en  el  triunfo  de  aquellas  suelen  ser  denominadas  reaccciona- 
rías,  y  la  síntesis  de  todas  ellas  reacción.  El  otro  sentido  en  que  se 
emplea,  es  el  de  un  movimiento  de  fuerza  que  se  verifica  en  un 
país  para  lograr  un  cambio  social  ó  polilico,  ó  social  y  político  á  la 
vez;  y  en  tal  concepto  se  usa  cuando  se  habla  de  las  revoluciones 
de  Inglaterra  en  el  siglo  xvu  ó  de  las  francesas  á  fines  del  pasado  y 
mediados  del  actual. 

A  este  último  significado  únicamente  hemos  de  referirnos  al  ha- 
blar en  este  lugar  de  las  revoluciones,  ya  que  la  legitimidad  de  la 
evolución  ideal  del  pensamiento,  ni  puede  á  mi  juicio  ser  discuti- 
da, ni  es  tampoco  coercible  en  su  manifestación;  y  bnen  ejemplo  son 
de  ello  las  épocas  de  mayor  absolutismo  por  que  han  atravesado  las 
naciones,  donde  al  fin  la  idea  circulaba  clandestinamente  y  fermen- 
taba en  sorda  agitación  en  su  seno^  precipitando  quizás  los  hechos 
de  fuerza  con  la  compresión. 


EL  DERECHO  DE  DEFENSA  3i 

El  problema^  por  tanto,  se  reduce  á  preguntar:  ¿reconoce  el  de- 
recho como  justos  esos  actos  que  de  tienpo  en  tiempo  se  suceden 
en  la  historia  de  los  pueblos  para  derrocar  con  las  armas  los  pode- 
res constituidos  en  los  mismos? 

En  términos  absolutos^  la  solución  ha  de  ser  siempre  negativa. 
No  existe  tal  derecho  á  la  revolución^  ora  se  considere  esta  como 
medio  ó  procedimiento  para  introducir  la  cultura  y  las  nuevas  ideas 
en  la  vida  misma  de  los  pueblos,  ora  como  sanción  penal,  ó  defensa 
ejercitada  por  la  sociedad  contra  los  Gobiernos  tiránicos  para  corre- 
girlos. En  ambos  casos  aquella  pregunta  se  sustituye  por  esta  otra: 
¿es  licito  hacer  el  mal  para  conseguir  el  bien?  pues  claro  está  qne 
por  grande  que  sea  el  ideal  ú  objetivo  de  la  revolución^  significa 
una  conmoción  violenta  en  los  fundamentos  del  organismo  poli- 
tico  de  la  sociedad,  que  origina  el  desprecio  de  todas  las  leyes  y 
conculcación  de  los  más  sagrados  deberes:  significa  la  locura,  el 
vértigo,  el  imtinto  sobrepuesto  á  la  razón,  y  desde  este  momento 
necesariamente  ha  de  producir  violencia,  soberanía  del  fin,  ani- 
quilamiento de  las  minorías,  ruina  de  la  libertad,  odio  á  la  religión, 
perturbaciones  civiles  y  anarquía  sin  límites:  en  último  resultado, 
dictadura,  centralización  absoluta  y  degradación  universal  (1). 

¿T  cómo  podrá  el  derecho  —  que  es  sólo  bien  —  autorizar  tanto 
atropello  7 

Yo  creo,  señores,  que  si  este  es  el  procedimiento  político  adop- 
tado en  el  siglo  xix  para  llegar  las  naciones  á  la  libertad,  al  progre- 
so yá  la  civilización,  debemos  temer  que  sea  más  bien  un  obstácu- 
lo para  lograr  su  total  y  completo  desarrollo;  porque  se  pretende  se- 
parar á  la  civilización  de  su  íntima  y  aliada  companera  la  justicia. 
«Nada  hay  —  dice  un  publicista  —  más  incompatible  con  el  espíritu 
reformador  que  el  espíritu  revolucionario:  en  el  orden  político  no 
crea  nada,  ni  aun  la  libertad,  que  constante  y  fatalmente  entrega 
á  la  dictadura;  y  en  el  orden  moral  trastorna  la  marcha  de  la  civi- 
lización, la  cual  no  avanza  amontonando  ruinas  sobre  ruinas,  sino 
siguiendo  el  movimiento  progresivo  y  el  desarrollo  pacífico  de  la 
humanidad. »  Las  grandes  ideas  y  las  buenas  causas  no  han  menes- 
ter de  la  fuerza  armada  para  su  triunfo,  ni  de  concitar  los  ánimos 
para  hacerse  partidarios. 


<4 )    A.  Gratrt.  la  ¡ai  moraU  el  la  loi  de  VhUtoire^  t.  ii,  ch.  ix,  §  ii. 
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De  aqaf  el  yalor  iomenso  de  aquella  gran  revoluctoa  ideal  cum« 
plída  á  la  aparición  del  crisúanisoio.  Los  apobgtstas  y  defensores 
de  los  mártires  cristianos,  con  yarontl  entereza,  decían  i  los  Cen- 
sares de  Roma:  «pudiéramos  levantar  ejércitos  contra  los  ejércitos 
imperiales :  pudiéramos  luchar  por  conseguir  la  libertad  y  el  res- 
pelo  á  nuestras  creencias;  pero  no  lo  hacemos,  porque  es  nuestro 
deseo,  no  sólo  aparecer  obedientes  á  las  autoridades  y  fieles  sdb* 
ditos  del  Imperio,  sino  también  los  más  resueltos  y  disciplinados 
soldados  para  defender  vuestros  mismos  derechos  y  prerogativas.» 
T  el  cristianismo  triunfó  con  el  ejemplo,  y  la  Nueva  Idea,  pura  co- 
mo la  inocencia,  safía  de  las  catacumbas,  para  cubrir  con  sus  cen- 
dales blancos  á  millares  de  catecúmenos  que  más  tarde  habían  de 
propagar  la  Buena  NueTa  por  ios  cuatro  vientos  de  la  tierra,  y  fun- 
dar en  definitiva  la  sorprendente  y  portentosa  civilización  cris- 
tiana. 

Pero  se  dirá:  ¿no  ha  de  darse  siquiera  á  las  naciones  el  dere- 
cho de  legítima  defensa  contra  los  poderes  tiránicos  que  las  humi- 
llan y  vejan?  ¿No  ha  de  admitirse  en  la  sociedad  el  derecho  de  ín- 
sHrrcccion  para  rechazar  las  violentas  é  injustas  agresiones  que  de 
p;irte  de  sus  gobernantes  sufren  7 

Como  se  vé,  el  caso  es  completamente  análogo  al  de  la  defensa 
individual;  y  claro  está  que  si  al  hablar  de  esta,  decíamos  que  el 
Derecho  natural  señala  sus  límites  allí  donde  comienza  el  mal,  he- 
mos de  afirmar  igual  doctrina  tratando  de  las  Revoluciones  en  el 
sentido  que  á  esta  palabra  hemos  dado.  Por  eso  en  absoluto  hay 
que  negar  tal  derecho :  que  en  el  augusto  Tabernáculo  del  Bien  no 
es  lícito  ofrecer  cruentos  sacrificios  y  víctimas  expiatorias,  sino  un 
corazón  manso  y  humilde  dispuesto  mil  veces  á  sufrir  la  injusticia 
antes  que  á  cometerla.  Holocaustti  non  delectaherii,  cantaba  el 
Rey-Profeta.  Sacrilieium  Deo,  spiritm  €ontríbulatu9. 

Mas  decíamos  también  que  el  cnmplimiento  de  la  ley  jurídica 
en  los  graves  conflictos  que  origina  la  injusticia^  exige  el  heroísmo 
del  martirio,  al  cual  no  todos  están  dispuestos,  ni  mucho  menos  las 
sociedades.  De  ahí  que  la  mayor  parte  de  los  autores  que  ensalzan 
el  derecho  de  insurrección,  lo  hacen  apoyándolo  en  el  principio  de 
defensa  que  dicen  así  es  aplicable  á  los  pueblos  como  á  los  indivi- 
duos. 

Bueno  es,  sin  embargo,  recordar  que  no  es  ese  el  ideal  de  la 
justicia;  que  debe  por  lo  mismo  proscribirse  en  lo  posible  su  ejer- 
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€¡do ;  y  que  en  fin»  a6lo  se  le  llamt;  ial  dereeh»^  en  cuaiHo  por  lo 
general  excusa  de  responsabilidad  y  fmdt  Uegar  ¿.  convertirse  en 
simpático-  y  heiéico,  por  el  deskuter¿s  y  amor  p&4río  de  sos  ej^ur 
toros. 

Los  Umites»  por  tanto>  do  este  derecho  tnelaHtHi  ~  raiga  la  ex- 
presión —  se  dednoea  de  la  naturaleza  riíbom  déla  defensa»  é  me^ 
jor^  del  derecho  de  penar.  A.sí  es,  que  cabe  justificarlo  ünicaHien- 
te  — -  en  el  supuesto  de  haber  de  usar  de  la  fuerza  lo  necesario  para 
la  defensa,  y  nada  más  —  cuando  ae  niegue  el  derecho  por  los  po- 
deres públicos,  cuando  á  sabiendas  (k  íoteiicionalmente  se  cometan 
agresiones  contra  los  particulares»  cuando»  en  ujia  palabra,  leí  Go- 
biernos delincan  y  se  hagan  reos  de  lesa  sociedad  per  falta  decum- 
plimienta  de  sus  deberes  políticos,  religiosos  y  sociales-  Bntónces, 
el  instínto  de  conservación  conduce  á  las  pueblos  ¿.  la  rebelión,  y 
para  defenderse  de  los  injustos  ataques  de  los  poderes  constituidos, 
se  sobrepone  á  estos,  los  juzga,  los  condena,  y  corrige  las  injusti- 
cias cneadasu 

Na  es  otro  el  sentido  del  iateresantiUmo  cap,  vi  de  la  obra  del 
P.  Juaa  de  Mariana  titulada  Dd  Rey  y  dá  la  institución  Real^  en 
cuyo  capítulo,  si  es  verdad  que  partiendo  de  un  falao  concepto  de 
la  penalidad  —  único  existeate  en  aquel  tiempo  —  llega  á  recono- 
cer el  derecho  de  dar  muerte  á  los  tiranos,  también  lo  es  que  úni-» 
camente  admite  este  llamado  derecho  de  insurreceion  eomo  princi- 
pio penal  para  castigar  los  delitos  de  los  Oobiernee  y  los  Sobera- 
nos, I  aun  en  todo  caso  aconseja  que  se  evite  en  lo  posible  remedio 
tan  amargo  y  de  tan  radical  trascendencia. 

No  hay,  pues,  motivo  para  tan  fuertes  censuras  y  criticas  tan 
sangrientas  como  se  le  han  dirigido,  y  con  él  á  toda  la  compañía 
de  Jesús;,  críticas  que  resultan  más  inconsideradas  si  se  atiende  á 
que  se  le  juzga  bajo  el  punto  de  vista  de  las  ideas  actuales,  como 
si.  en  aquellos  tiempos  se  hubiera  pensado  en  abolir  la  pena  de 
muerte,  cuando  tanto  y  tanto  se  abusaba  iñ  ella  bajo  loa  reinados 
de  Felipe  II  en  España,  de  Isabel  en  Inglaterra  f  de  Bnrique  III 
en  Francia, 

Pero  si  la  defensa  puede  excusar  á  los  que  la  ejercitan  recur- 
rieoda  á  la  violencia  en  el  caso  de  delito  y  de  extrema  necesidad, 
no  así  cuando  se  acude  á  ella  como  procedimiento  político  para  pro- 
gresar, siquiera  se  suponga  que  se  comete  agresión  contra  la  vida 
de  un  pueblo  por  la  aplicación  bien  intencionada  que  las  esencias 

TOMO   L.  5 
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hacendé  sos  doctrinas  y  creencias;  mucho  más,  coando  estas  tie- 
nen el  apoyo  de  las  costumbres  y  de  las  tradiciones  y  pueden  re- 
putarse peligrosas  novedades  las  restantes.  Porque  ¿quién  habría 
de  ser  el  arbitro  de  la  mayor  ó  menor  justicia  entre  las  escuelas  y 
partidos  militantes?  ¿Puede  acaso  una  fracción^  ó  una  inmensa  ma- 
yoría si  se  quiere,  erigirse  por  sí  y  ante  sí  en  .tribunal  único^  juz- 
gador de  la  bondad  de  sus  propias  teorías,  para  pronunciar  senten- 
cia contra  los  gobiernos  históricos^  y  aplicar  la  pena  como  si  se  tra- 
tase de  poderes  criminales  ó  tiránicos  que  obran  el  mal  á  sabiendas 
ó  por  egoísmo  y  desamor  á  los  pueblos? 

Y  sin  embargo,  esta  ha  sido  y  es  todavía  la  conducta  de  los 
pueblos  en  la  edad  moderna ;  Inglaterra,  en  cambio^  áe  ha  sepa- 
rado de  tan  peligrosa  corriente;  porque  si  es  cierto  que  ha  tenido 
revoluciones,  únicamente  se  ha  valido  de  ellas  para  castigar  á  sus 
reyes  cuando  por  sistema  han  conculcado  las  leyes  del  reino,  fal- 
tando á  los  deberes  más  sagrados  de  la  monarquía.  Tal  sucedió,  en 
efecto,  con  la  desgraciada  familia  de  los  Estuardos,  continuadora  de 
la  fatal  política  de  los  Tudores,  cuyo  primer  y  severo  juicio  se  pro- 
nunció por  el  pueblo  con  la  muerte  de  Carlos  I;  y  restaurada  la  di- 
nastía y  reincidente  en  sus  vicios,  sufríó  el  segundo  y  definitivo, 
cuarenta  años  después,  con  la  gloriosa  revolución  (1)  que  separó  á 
Jacobo  II  del  trono  mediante  una  fingida  renuncia. 

Desde  esta  fecha  comienza  la  prosperidad  de  Inglaterra ;  por- 
que esta  nación  ha  sabido  hacer  el  uso  estrictamente  necesario  de 
la  pena,  y  no  ha  abusado  de  ella.  Un  eminente  hombre  de  Estado 
ha  dicho  con  razón,  que  sí  Inglaterra  es  el  país  más  libre  del  mun- 
do, lo  debe  á  que  hace  doscientos  anos  ha  consumado  muchas  re- 
formas y  ninguna  revolución.  Nosotros,  después  de  luchar  cons- 
tantemente, y  á  fuerza  de  revoluciones  y  reacciones,  hemos  conse- 
guido desprestigiar  lo  que  es  honra  y  gloria  de  la  nación  inglesa; 
porque  hacemos  muchas  revoluciones  y  ninguna  reforma,  ya  que» 
señores^  las  que  se  verifican  en  las  constituciones  no  son  tales  re- 
formas, si  no  prenden  y  se  arraigan  en  las  costumbres. 

Lo  que  hemos  dicho  de  la  revolución,  es  en  un  todo  aplicable  á 
la  guerra.  No  es  admisible  ni  se  justifica  la  guerra  como  procedi- 
miento para  el  progreso  de  ía  civilización.  Y  sin  embargo,  esim- 


(I)    Asi  la  llaman  los  historiadores  ingleses. 
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posible  desconocer  que  ha  sido  uno  de  los  más  poderosos  medios 
de  propaganda  que  ha  tenido  la  idea  en  la  edad  antigua,  ni  es  da- 
ble decir  todavía  en  nuestro  tiempo  que  haya  perdido  por  comple- 
to este  carácter. 

Las  conquistas  de  Alejandro  en  el  Oriente  introducian  las  cien- 
cias y  las  artes  griegas  en  la  Persia,  y  en  el  Egipto  sobre  todo,  con- 
sumando la  unión  déla  cultura  oriental  y  occidental  en  aquel  tiem- 
po; y  Julio  César  terminaba  la  unidad  del  mundo  antiguo  bajo  el 
imperio  de  Roma^  para  dar  á  los  pueblos  subyugados  el  monumen- 
tal derecho  de  sus  jurisconsultos.  Posteriormente^  los  valientes  cau- 
dillos de  los  bárbaros  dieron  por  tierra  con  el  cesarismo  romano ,  y 
es  que  traian  á  la  vida  un  principalísimo  elemento  hasta  entonces 
ignorado,  la  libertad,  sobre  la  cual  habiade  levantarse  la  soberbia 
máquina  del  feudalismo;  y  si  el  viejo  imperio  pareció  resucitar  bajo 
el  cetro  deCarlomagno  con  el  nombre  de  Sacro  Imperio  Romano- 
germánico,  hasta  el  titulo  ostentaba  la  altísima  misión  conciliado- 
ra, entre  las  ideas  cristiana,  germánica  y  romana,  cumplida  por  el 
ilustre  vencedor  de  sajones,  sarracenos  y  lombardos.  ¿Y  qué  signi- 
lican,  señores,  l^s  sangrientas  guerras  europeas  de  los  siglos  xvi 
y  XVII  iniciadas  por  Carlos  I  y  Francisco  I^  sino  la  constitución  de- 
finitiva de  las  nacionalidades,  y  el  absolutismo  político  que  repre- 
sentaba la  igualdad  y  consiguiente  destrucción  del  feudalismo?  En 
nuestro  siglo,  Napoleón  llevó  siempre  en  sus  armas  como  estándar- 
darte  la  idea  moderna,  la  alianza  entre  ia  libertad  feudal  y  la 
igualdad  de  las  monarquías  absolutas,  que  á  trueque  de  la  libertad 
se  habia  conseguido  en  el  orden  político  principalmente ;  y  como 
si  quisiera  recordar  la  memoria  de  Alejandro  en  el  Egipto,  entró 
él  también  triunfante  en  el  Cairo,  y  allí  organizó  un  nuevo  gobier- 
no al  estilo  europeo,  mientras  los  artistas  y  científicos  de  su  comi- 
tiva estudiaban  las  maravillas  y  el  arte  en  aquel  suelo  de  tantas 
tradiciones  y  recuerdos. 

Esta  rápida  reseña' nos  demuestra  la  importancia  que  ha  tenido 
la  guerra  como  instrumento  de  progreso  en  ia  historia  de  la  huma- 
nidad; pero  no  deduzcamos  de  aquí — al  igual  de  Hegel  (1)  —  que 

(I)  Por  medio  de  la  guerra,  dice  este  autor,  se  consigue  la  salud 
moral  de  los  pueblos,  á  la  manera  que  los  vientos  preservan  al  mar  de 
¡a  putrefacción  que  resnitaríade  una  eterna  calma,  y  á  la  cual  llega- 
rían de  igual  modo  los  pueblos  con  una  eterna  paz.  —  F.  Filosofía  del 
derecho^  §  Zt  4. 
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sea  uft  medio  justo,  una  faersa  moralizadora  sin  la  cual  se  preda* 
ce  el  estancamiento  moral  de'las  naciones.  Dios,  si,  reina  sobre  to- 
dos los  pueblos — según  expresión  de  Bossnet — y  no  hay  poder 
humano  que  no  sírva^  ¿un  contra  su  voluntad,  á  deslinos  más  altos 
y  más  excelsos  que  los  suyos;  pero  no  por  esto  se  entiende  mea* 
guada  la  libertad  de  los  hombres,  ni  justificada  la  conducta  4e  los 
que  ejercen  mando  sobre  la  tierra. 

Hemos  dicho  y  repetido  en  el  curso  de  esta  Memoria,  que  la 
justicia,  no  sólo  pide  que  se  cumpla  el  Bien,  sino  que  se  cumpla 
sin  menoscabo  de  los  derechos  de  nadie  (i).  Hoy  importa  recordar 
es(e  principio,  del  cual  con  frecuencia  se  prescinde  al  hablar  de  he- 
chos históricos  contemporáneos ;  v.  gr.^  la  unidad  italiana. 

Pero  si  la  guerra  es  insostenible  é  injusta  como  medio  de  pro- 
greso, en  nuestros  tiempos  sobre  todo,  puede  excusarse  y  justifi- 
carse*-limitada  por  cuantas  condiciones  sirren  para  hacerla  me- 
nos cruel— como  medio  de  legitima  defensa  qae^  ejercita  una  na- 
ción contra  las  injustas  agresiones  de  las  otras. 

Los  más  decididos  adyersarios  de  la  guerra  no  yacilan  en  legi- 
timarla cuando  se  viere  amenazado  ei  honor  ó  io^cpendencia  na- 
cional y  fuere  necesario  acudir  á  las  armas  para  su  defensa,  por- 
que las  relaciones  amistosas  representadas  por  la  diplomacia,  no 
bastasen  á  prcTenir  el  ultraje  ó  á  conseguir  las  satisflBÍcciones  de- 
bidas. 

Resulta,  por  tanto,  una  perfecta  congruencia  entre  los  princi- 
pios aplicables  á  la  guerra  y  ¿  la  revolución,  como  procedentes 
unos  y  otros  del  derecho  de  legítima  defensa.  Ambos  hechos  se  se- 
mejan á  su  vez  á  la  resistencia  que  oponen  los  particulares  contra 
las  agresiones  injustas  de  que  son  objeto  respecto  de  su  vida,  de 
su  honor  ó  de  su  propiedad,  que  en  el  derecho  internacional  se 
traduce  por  la  integridad  del  territorio  nacional. 


(4 )  En  el  cap.  iv,  lib.  iv,  De  CMíaU  Del,  despaes  de  afirmar  y  de- 
mostrar San  Agustín  qoe  los  reinos  sin  jasticia  no  son  miBqvtñ  aoeie- 
dadesde  ladrones,  remota  itaq%e J%stilxa^  quid  iunt  regna,  nisi  magna 
latraeinia^  refiere  en  corroboración  la  siguiente  anécdota:  habiendo 
en  cierta  ocasión  aprehendido  Alejandro  Magno  á  on  pirata,  le  pre- 
guntó qué  le  parecía  de  su  conducta  en  los  mares,  á  lo  quaÍ  con  gran 
osadía  y  verdad,  el  pirata  contestó:  Quodtibi  ut  orbemiterrarumi  eied 
quia  id  ego  exiguo  navigio  fado,  latro  vocor;  quia  tu  ma^^m  claate^ 
Imperator. 
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AboFá  ttes :  ¿No  podrían  prevenirse  tanto  las  revoluciones  como 
las  guerras  por  medio  de  tribunales  especiales,  é  la  máttetu  que 
las  agrasiones  entre  partícolares  se  previenen  y  reprimen  por  me- 
dio de  Jo6  tribunales  de  justicia?  La  ciencia  hoy  así  lo  reclama,  y 
ya  afortunadamente  el  ejemplo  viene  á  favorecer  este  ideal. 

Ett  el  derecho  potílíco,  las  Asambleas  nacionales  han  de  respon- 
dier  á  esta  neoesidad.  Deben  representar  todos  los  estados  y  clases 
del  reino,  la  opinión  pública  reflejada  en  los  diversos  partidos,  y  por 
últimov  la  ley  en  manos  de  la  nación  como  supremo  tribunal  juzga- 
dor de  los  gobiernos  y  los  reyes.  De  tal  suerte^  se  hallará  debida- 
mente representada  la  Soberanía  nacional :  para  fiscalizar  y  res^ 
tringir  la  acción  gubernamental  y  administrativa ;  para  ejercitar  la 
altísima  función  legisladora,  cuyo  noble  y  leal  ejercicio  ha  de  pro-^ 
dadr  como  en  Inglaterra  que  el  pensamiento  se  convierta  len  ley 
tan  prnnto  como  llega  á  ser  pensamiento  social,  neoesidad  pública 
y  exigencia  de  la  opinión ;  para  prevenir  la  oposición  de  los  go- 
,  hiéraos  al  sei^do  é  intereses  nacionales  mediante  votos  de  censu- 
ra ó  prívadoo  al  Ministerio  de  la  confianza  del  Parlameoto,  por«o 
considerar  su  cocducta  general  prudente  ni  beneficiosa  al  país;  y 
en  ultimo  término,  para  acusar  y  juzgar  á  los  ministros  y  aun  é 
los  reyes  cuando  despreciaren  las  leyes  del  reino  y  los  derechos  de 
la  nación,  cuyü  defensa  está  bajo  la  custodia  de  las  Cámaras. 

£q  el  derecho  público  exterior  la  misma  necesidad  podría  y 
debiera  satisfacerse  por  congresos  ¡nternaciona)es>  donde  tuvieran 
igual  representación  todas  las  naciones,  como  imperfectamente  se 
cumple  hoy  mediante  la  diplomacia  —  elemento  nuevo  y  principa- 
lísimo del  derecho  público  en  la  época  moderna;  —  donde  se  co- 
menzara la  codificación  del  derecho  de  gentes,  y  dejara  este  de  ha- 
llarse i  merced  de  las  interpretaciones  de  la  fuerza  y  las  usurpa- 
dones  de  la  conquista  (1) ;  y  en  fin,  donde  residiese  la  facultad  de 
decidir  las  cuestiones  y  conflictos  internacionales  y  el  poder  deha^- 
cer  cumplir  sus  arbitrajes  por  el  concurso  de  todos  ios  pueblos,  como 
órganos  de  la  humanidad,  armónicamente  unidos  por  el  vínculo  ó 
ley  del  derecho  y  la  justicia. 

Pero  hemos  dicho  que  esta  no  es  una  teoría  impracticable,  pues 


"-'      ■■-.    .  —  ...    .........     .--^ij-,  «^ 


(1 )    CA.  Lucas.  Obra  citada. 
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que  el  ejemplo  yeaia  ya  á  favorecer  este  deáderatum  de  la  ciencia 
p  olftica  é  ¡Dternacioaai  en  el  siglo  xix . 

La  política  invoca  el  ejemplo  de  Inglaterra.  Alli  el  Parlamento 
reúne  las  condiciones  indicadas,  y  es  de  este  modo  verdadero  tu- 
tor y  defensor  de  los  intereses  sociales  ;  y  la  revolución  se  hace 
mposible,  mientras  las  Cámaras  no  olviden  su  altísima  misión  y  se 
postren  á  los  pies  de  un  rey  disoluto  como  Enrique  YIII  ó  de  un 
dictador  como  Cromwell  (i). 

La  Ciencia  Internacional  invoca  el  Congreso  diplomático  de  San 
Petersbnrgo^  en  el  que  se  prohibió^  el  empleo  de  balas  explosivas^ 
y  principalmente  el  de  París  (1856) ,  que  terminó  la  guerra  de  Cri- 
mea^ sancionando  una  importante  reforma  en  el  derecho  marítimo^ 
y  recomendando  á  las  naciones^  en  nombre  de  la  civilización  cris- 
tiana y  de  la  humanidad^  que  recurriesen  al  arbitraje  para  decidir 
los  conflictos  internacionales.  Posteriormente ,  en  S7  de  Junio  de 
4871  ^  tuvo  lugar  la  Convención  de  Ginebra  ,  provocada  por  uno  de 
los  hombres  políticos  más  eminentes  del  mundo ,  Mr.  Gladstone^ 
como  jefe  del  gabinete  inglés^  para  dirimir  por  medio  del  arbitraje 
la  cuestión  del  Alabama^  que  hacia  inminente  la  guerra  entre  la 
Inglaterra  y  los  Estadcs-ünidos.  El  Congreso  penitenciario  de 
Londres^  reunido  en  el  Middie-Temple-Hall  el  3  de  Julio  de  1872^ 
por  iniciativa  de  las  dos'  Cámaras  de  los  Estados- Unidos^  aun 
cuando  no  tuvo  por  objeto  la  civilización  de  la  guerra  y  su  preven- 
ción por  el  arbitraje,  sino  únicamente  la  reforma  penitenciaria  y 
abolición  de  la  pena  de  muerte,  es  tenido  también  como  uno  de 
los  sucesos  más  felices  que  por  su  carácter  semi-ofic  ial  hacen  espe- 
rar la  gran  reforma  que  hoy  se  anhela:  la  abolición  de  la  guerra 
mediante  los  Congresos  internacionales. 

Así  lo  manifestaba  el  infatigable  instigador  de  esta  Asamblea, 
elDr.  Wines,  comisionado  al  efecto  por  el  Gabinete  de  Washing- 
ton: «Abrigamos — dice  —  la  grata  esperanza  de  que  esta  re- 
unión de  sabios  y  amigos  de  la  humanidad ,  que  han  venido  de  to- 
das partes  del  universo,  ha  de  contribuir  á  templar  los  celos,  á 


(I  ]  Este  peligro  es  inevitable,  y  existe  igualmenle  en  todas  las  ins- 
titueiones.  Entonces,  como  cuando  el  orden  jadicial  se  corrompe,  y  la 
iosticia  se  vende,  los  pueblos  como  los  individuos  saelen  tomarse  la 
lusticia  por  su  mano,  y  estallan  las  Revoluciones,  que  en  el  orden  po- 
lítico equivalen  á  la  defensa  individual . 
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justificar  las  alianzas  internacionales,  á  hacer  menos  fáciles  las 
guerras,  y  por  consiguiente  también  menos  frecuentes.»  Este  espí- 
ritu civilizador  que  reina  en  los  Estados-Unidos,  afortunadamente 
se  ha  propagado  á  la  Europa :  lo  ha  aceptado  Inglaterra,  y  ambas 
naciones  lo  han  puesto  por  obra  como  ya  llevamos  dicho,  y  en  sus 
Parlamentos  se  ha  enaltecido  esta  idea  y  aun  tratado  de  establecer 
un  sistema  general  y  permanente  de  arbitraje. 

Esperemos  pues,  señores,  en  el  triunfo  mayor  cada  diadela 
civilización  y  la  justicia :  tengamos  fé  en  la  Providencia  divina  que 
dirige  la  marcha  de  la  humanidad  según  la  ley  del  progreso;  y 
protestemos  con  el  entusiasmo  de  corazones  jóvenes  contra  el  ab- 
surdo principio  de  la  soberanía  de  la  fuerza^  trabajando  sin  des- 
canso para  afirmar  la  verdadera  noción  del  derecho:  que  no  sin 
grandes  deberes  llevamos  el  honroso  titulo  de  jurisconsultos.  —  He 

DICHO. 

A.  Ramón  FERNANDEZ  y  GARCÍA. 
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SOBRB  1. A  PROPIEDAD  UTERARIA(I). 

iArtlcvlo  6*) 

Expuestas  nuestras  disposiciones  legales  sobre  la  propiedad  li- 
teraria^ creemos  oportuno  y  conveniente  hacer  una  breve  reseña 
de  las  más  importantes  publicadas  en  los  principales  Estados  de 
Europa^  sin  omitir  las  que  han  regido  en  los  Reinos  y  Ducados  de 
Italia  y  Alemania  antes  de  unificarse  la  legislación  de  estos  países 
sobre  esta  materia^  en  virtud  de  la  constitución  del  Reino  de  Italia 
y  del  Imperio  alemán. 

ALEMANIA  (Antígua  confederación  germánica  de). — Dere- 
cho internaciotiíü  alemán.  —  Tratado  general  entre  los  diversos  Es- 
tados alemanes.—-  Obras  literarias  y  artísticas.— En  vida  del  au- 
tor^ goza  este  del  derecho  exclusivo  de  publicación  durante  su  vi- 
da, y  sus  herederos  por  treinta  anos  después  de  su  muerte. — En 
las  postumas  y  anónimas  ó  pseudónimas^  por  treinta  anos  princi- 
piados á  contar  desde  su  primera  publicación. — Corporaciones: 
treinta  años  principiados  á  contar  desde  su  primera  publicación. — 
Representaáones  dramáticas  y  músicas.— E\ec\iUd2iS  en  vida  del 
autor  ó  después  de  su  muerte ;  diez  años  principiados  á  contar  des- 
de la  primera  ejecución,  si  la  obra  representada  no  ha  sido  repro- 
ducida por  medio  déla  impresión. — En  las  obras  anónimas  no  hay 
derecho  alguno  de  representación.  —  Véase,  para  más  pormenores^ 
lo  que  se  dice  más  adelante  respecto  de  los  Estados  de  la  antigua 
Confederación  Germánica. 

(RfSolDcioBcs  federales  de  8  de  Janlo  de  1815,  6  de  SeUembre  de  1832.  9  de  No- 
viembre de  1837,  n  de  Abril  de  1841, 19  de  Janlo  de  1845  y  6  de  NoTlem- 
bre  de  1856.) 


(I)  Véanse  las  págs.  32,  157,  273,  344  y  385  del  tomo  anterior. 
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^fllLT'B£KNfiUR60  (Docabo  db).-- Obras  lüeraruu  jf  ar- 
Ifs/ÚMU. '^Publicadas  en  ¥kla  del  autor:  prohibkíon  durante  su 
vida  y  treinta  anos  despvea  de  su  muerle.  *- Pósltaas  y  abóninas 
é  pseudónimas :  treinta  añoa  cKNitadoB  desde  la  primera  publica- 
cioa»^ Derecho  por  parte  del  Gobterno  de  conceder  privilegios  es- 
peciales.—Obligación  de  me&eionar  ¿  la  cabeza  de  la  obra  ei  de^ 
recho  de  propiedad  ó  del  privitej^o  especial  obtenido.  -*/tepresen- 
tmioíliei  dramiiieiu  y  miMAu%<^ Ejecutadas  en  vida  del  autor  ó 
después  de  su  muerte:  diez  aSos  contados  desde  la  primera  ejecu- 
cioo  si  b  obra  representada  no  ha  sido  reproducida  por  medio  de 
la  impresión.  —Respecto  de  las  obras  anónimas  no  hay  derecho  al- 
guno 4le  representación*  ^-Derecho  intemacional  —  Tratados  con 
los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  1818  y  de  6  de  Setiembre 
de  1832)  y  con  Inglaterra  (i3  de  Mayo  de  1846  y  14  de  Junio 
de  188S). 

(Ordenanza  de  I  de  Uldembre  de  1817,  y  resolDolones  de  la  Confedertoioo  Ger- 
minlea.) 

AHALT-DESSAU  (Ducado  ni).  —  Otras  literarias  y  artísticas. 
^^Puhlicadas  en  vida  del  autor :  durante  su  vida  v  en  favor  de  sus 
hijos,  por  término  de  treinta  anos  después  de  su  muerte. — Postu- 
mas y  anónimas  ó  pseudónimas:  treinta  anos  contados  desde  su 
primera  publicación.  —  No  hay  derecho  alguno  exclusivo  respecto 
de  bi  traducción.  —  Representaciones  dramáticas  y  músicas.  <- Eje- 
cutadas durante  la  vida  del  autor  ó  después  de  su  muerte:  diez 
anos  contados  d^sde  la  primera  ejecución^  si  la  obra  representada 
no  ba  sido  reproducida  por  medio  de  fai  impresión.— No  se  recono- 
ce derecho  alguno  de  representación  respecto  de  las  obras  anóni-^ 
mas.  —  Derecho  internacional.^  kimmoTí  del  principio  de  reci- 
procidad.—Tratados  con  los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  1815 
y  4$  de  Seti  embre  de  1832),  con  la  Inglaterra  (13  de  Mayo  de  1846 
y  14  de  Junio  de  1835),  con  Bélgica  (27  de  Abril  de  1866)  y  con 
Francia  (14  de  Octubre  de  4865). 

(Ordfnaizu  de  24  Si*  Novi^flofere  de  iStíj  de S  de  Olelembre  de  182S;  reíolacio- 
Des  de  la  CoDfedenelon  Germánica.) 

AUSTRIA  (Imperio  ds).  —  Obras  artísticas  y  literarias. — Pu- 
blicadas en  vida  del  antor :  dorante  su  yida  y  treinta  anos  después 
de  lu  muerte. — Postumas  y  anónimas  ó  pseudónimas^  treinta  anos 
contados  desde  su  primera  publicacion.*^Derecho  por  parte  del 
Gobierno  de  prolongar  estos  plazos  por  privilegio  en  favor  de  gran- 

TOBfO  L.  6 
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des  é  impoFtaotes  obras  de  ciencias  y  artes.  —  Derecho  exclusivo 
de  traducción  reservado  al  aulor  con  la  condición  de  publicarla  al 
mismotiempo  qué  el  original ;  en  caso  contrarío,  permitido  el  de- 
recho libre  de  traducción^  pasado  el  término  de  un  ano.  — Derecha 
exclusivo  de  reproducción  artística,  reservado  al  artista,  con  la  con- 
dición de  reproducir  su  obra  en  el  término  de  dos  años,  y  en  caso 
contrario,  derecho  libre  de  reproducción.— /l^pr^seníadones  dra- 
máticasy  músicas. — Ejecutadas  en  vida  del  autor:  durante  su 
vida  y  diez  anos  después  de  su  muerte. — Obras  postumas,  anóni- 
mas, pseudónimas  ó  compuestas  en  colaboración :  diez  anos  conta- 
dos desde  la  primera  edición.  —  Derecho  internacional.  —  Admi- 
sión del  principio  de  reciprocidad. — Tratados  con  los  Estados  ale- 
manes (8  de  Junio  de  1815  y  6  de  Setiembre  de  i8Si),  con  Cer- 
deña,  ios  Estados  romanos,  los  Ducados  italianos  y  el  Cantón  de' 
Tessino(22  de  Mayo  de  1840)  y  con  Francia  (11  de  Diciembre 
de  186*:^). 

(Ley  de  19  de  Oc tabre  de  186G.) 

BADÉN  (Gran  Ducado  dk).  — Otros  üierarias  y  artísticas.— 
Publicadas  en  vida  del  autor :  durante  su  vida  y  treinta  anos  des- 
pués de  su  muerte. — Postumas  y  anónimas  ó  pseudónimas ;  treip- 
ta  anos  contados  desde  la  primera  publicación. —  Corporaciones; 
treinta  años  contados  desde  la  prímera  publicación. — Obligación 
de  depositar  un  ejemplar  de  las  obras  de  literatura  y  artes  en  el  Mi- 
nisterio del  interior.  —  JRepí-eseiiíadones  dramáticas  y  músicas. — 
Ejecutadas  en  vida  del  autor  ó  después  de  su  muerte  ;  diez  años 
contados  desde  la  primera  ejecución,  si  la  obra  representada.no  ha 
sido  reproducida  por  medio  de  la  impresión. — No  se  reconoce  de- 
recho alguno  de  representación  respecto  de  las  obras  anónimas. — 
Derecho  intentacionaL — Admisión  del  principio  de  reciprocidad. — 
Tratados  con  los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  1815  y  6  de  Se- 
tiembre de  1832),  con  Bélgica  (27  de  Abril  de  1866)  y  con  Fran- 
cia  (3  de  Abril  de  1854, 2  de  JuKo  de  1857  y  12  de  Mayo  de  1865). 

(Ordenanzas  de  S  de  Setiembre  de  1806  y  17  de  Seüembre  de  1847:  resoladonea  de 
la  Confederaeion  Germánica.) 

BAYIERA  (Reino  de).  —  Obras  liUrariasy  artísticas.  —  Publi  - 
cadas  en  y[^  del  autor;  durante  su  vida  y  treinta  años  después  de 
su  muerte. — Postumas,  pseudónimasy  anónimas ;  treinta  años  con- 
tados desde  su  primera  publicación.  —  Corporaciones  autorizadas ; 
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treinta  años  contados  desde  la  primera  publicación.  —  Derecho  ex- 
clusivo de  traducción  conservado  durante  cinco  anos  al  autor  de 
una  obra  original,  cuando  se  lo  reserva  y  si  publica  las  traducciones 
en  el  término  de  un  año  en  parl£,  y  el  de  tres  en  su  totalidad.  — 
Obligación  de  rcigistrar  el  derecho  de  propiedad  en  el  Ministerio  de 
Instrucción  pública.  —  Representaciones  dramáticas  y  músicas.  — 
Ejecutadas  en  vida  del  autor ;  durante  su  vida  y  diez  años  después 
de  su  muerte. — Postumas,  pseudónimas  y  anónimas ;  diez  años 
contados  desde  la  primera  representación  ó  ejecución.  —  Deí^echo 
iyiternacional. — Admisión  del  principio  de  reciprocidad.  —  Trata- 
dos con  los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  18i5  y  6  de  Setiem- 
bre de  1832),  y  con  Francia  (24  de  Marzo  de  1865). 

(Ley  de  28  de  ionio  de  1865;  resolaeiones  de  la  ConfederaelOD  Germánfet.) 

BÉLGICA  (Runo  de).  —  Obras  literarias.  —  Publicadas  en  vi- 
da del  autor;  durante  su  vida  y  veinte  años  después  de  su  muer- 
te. —  Postumas ;  durante  la  vida  de  la  viuda  y  de  los  herederos 
del  autor.  —  Derecho  exclusivo  de  traducción  reservado  durante 
la  primera  edición.  — Obligación  de  imprimir  la  obra  en  Bélgica  y 
de  depositar  tres  ejemplares  en  la  administración  del  Común.  — 
Obras  artislicas.  —  Publicadas  en  vida  del  autor ;  durante  su  vida 
y  diez  años  después  de  su  muerte.  —  Postumas :  diez  años  conta- 
dos desde  su  primera  publicación.  —  Represetitaciones  dramáticas 
y  músicas»  — -  Ejecutadas  en  vida  del  autor :  durante  su  vida  y  diez 
años  después  de  su  muerte.  — Derecho  intemadoual.  —  Tratados 
con  Inglaterra  (12  de  Agosto  de  1854}^  con  el  ducado  de  Anhalt- 
Dessau  (27  de  A bríl  de  1866) ;  con  España (30  de  Abril  de  1859) ; 
con  Francia  (22  de  Agosto  de  1852;  1*  y  27  de  Mayo  de  1861); 
con  Bíannover  (21  de  Marzo  de  1866) ;  con  el  ducado  de  Oldembur- 
go  (1*  de  Febrero  de  1864);  con  los  Países  Bajos  (30  de  Agqsto  de 
1858);  con  la  Prusia  (28  de  Marzo  de  1869) ;  con  Rusia  (18  de  Ju- 
lio de  1862) ;  con  Cerdeña  (24  de  Noviembre  de  1859);  con  Sajo- 
nia-Meningen  (11  de  Marzo  de  1866)  y  con  Sajonia  Real  (11  de 
Marzo  de  1866). 

(Decretos  de  19  de  Julio  de  1793  y  21  de  Oetabre  de  1S30;  resolución  de  23  de 
Setiembre  de  18U  j  ley  de  25  de  Eoero  de  18 1 7.) 

BREMA  (Ciudad  libre).  —  Ofrras  literarias  y  artísticas. — 
Publicadas  en  vida  del  aulor;  durante  su  vida  y  treinta  años  des- 
pués de  su  muerte.  —  Obras  postumas  y  anónimas  ó  pseudónimas; 
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treíaU  aSdi  toBta¿o6  áesde  la  pritoerit  poblícacio&.  •-  BeptmiUa' 
doms  dramáticAs  y  músicas.  -^  Ejecutadas  es  vida  del  aotor  ó  <dits« 
pue&de  6U  muerte :  diet  aSos  contada  desd^  la  primera  ejecutiOD» 
Á  k  obra  ^representada  b«  ha  sido  reproducida  por  medio  de  la  im- 
preaiot).  --  No  se  reconoce  derecho  alguno  de  represeniaoioii  t^* 
pecto  de  las  obras  anónimas.  «^  Derecho  vUeniadonal . — trtftudoa 
con  los  Estados  alemanes  <8  de  Junio  de  1818  y  de  6  de  Setiembre 
d  e  1859)  y  con  Francia  (4  de  Htfno  de  486B). 

i  Resolscloiies  de  U  CoiAlederacloii  Germiulea.) 

BRASIL  (Imperio  dbl)v— Oftfds  iUerariab  y  artísticas. ^fu-- 
blicadas  en  vida  del  antor;  durante  su  vida  y  diee  años  después  de 
su  muerte. ^-Publicadas  por  corporaciones; diez  imos  contados 
desde  la  primera  publicación. 

(Código  crimfDBl.) 

BRUNSWICK  (Ducado  m).  —  Obras  literanas  y  arttsñcm.-- 
Publicadas  en  vida  del  autor ;  durante  su  vida  y  treinta  años  des^ 
pues  de  su  muerte.  -^  Obras  postumas  y  anónimas  ó  pseudóUíitna^; 
treinta  anos  contados  desde  su  primera  publicación. — Derecho  &t* 
elusivo  dé  traducción  reservado  al  autor,  con  la  condición  de  pO'* 
blicarias  en  el  término  de  dos  años.  — Derecho  exclusivo  de  arre- 
glar los  aires  músicos  reservado  al  autor.  --^Representacioim  drá^ 
fnáiicas  y  músicas,  —Ejecutadas  en  vida  del  autor  ó  después  de  su 
muerte ;  diez  años  contados  desde  la  primera  ejecución^  si  la  obra 
representada  no  ha  sido  reproducida  por  medio  de  la  impresioii.-^ 
No  se  reconoce  derecho  alguno  de  representación  respecto  de  las 
obras  anónimas.  '^Derecho  iníeniacionaL — Admisión  del  prínci-' 
pió  de  reciprocidad.  —  Tratados  con  los  Estados  alemanes  (8  de 
Junio  de  i 81 S  y  6  de  Setiembre  de  1832),  con  Inglaterra  (13  de 
Mayo  de  1846  y  14  de  Junio  de  185S) ,  y  con  Francia  (8  de  Agosto 
de  1852  y  29  de  Marzo  de  1865). 

(Ley  de  10  de  Febrero  di  1S4);  resoluciones  de  U  Confederteton  Germifilca.') 

CONFEDERACIÓN  DEL  CANADi (Colonia  wGtfiSA).— Se- 
gún los  términos  del  parrare  xxix  del  acta  de  los  anos  quinto  y 
sexto  del  reinado  de  la  Reina  Victoria,  capitulo  xlv^  las  leyes  que 
rigen  la  propiedad  literaria  y  artística  en  el  Reino  unido  de  la  Gran 
Bretaña  y  de  Irlanda,  son  aplicables  á  todaa  las  partes  de  las  pose- 


LEYES  T  TRATADOS  SOBRE  PROPIEDAD  LITERARIA     45 

sioees  Mtáiiieas ;  Ir  legislación  de  Inglaterra  relativa  á  la  propie- 
dad literaria  y  artística,  es,  pues,  aplicable  á  los  Estados  do  la  Con- 
tederacion.  Yéase  Inglaterra. 

CHILE  (RvpéBttQA  w)  •  --  Obras  Itterarias  y  artísticas.. — Pu  - 
hüeedas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  ciaco  anos  después 
de  su  muerte.  —  Postumas ;  die2  años  contados  desde  la  primera 
publicación.  —  Publicadas  en  Gbite  por  un  extranjero;  diez  años 
contados  desde  su  primera  publicación^  —  Obligación  de  depositar 
tres  ejemplares  en  la  biblioteca  de  Santiago.  —  Derecho  por  parte 
del  Gobierno  de  prolongar  estos  plazos.  —  RepreseiitactQues  dra- 
máHeas  y  músUas,  —  Ejecutadas  en  yida  del  autor  ;  durante  so 
vida  y  cinco  años  después  de  su  muerte.  —  Postumas ;  diez  años 
contadies  desde  su  primera  publicaeion. — Derecho  por  parte  del 
Gobierno  de  prolongar  la  duración  de  estos  plazos . 

(Leyes  de  ti  de  Jelio  de  1834 y  Sde  Setiembre  de  1840.) 

DINAMARCA  (RsiNO  dx).  —  Obras  literarias.  —Publicadas 
en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  treinta  aSos  después  de  su 
muerte.  —  Póstomas  y  anónimas  ó  pseudónimas  ó  escritas  en  co- 
laboración; cincuenta  anos  contados  desde  la  primera  publica- 
ción.—^  Caduca  el  derecho  del  autor,  si  faltan  ejemplares  de  la 
obra  en  el  comercio  durante  cinco  anos.  —  Obras  artísticas.  —  Pu* 
bliicadas  en  vida  del  autor  ó  después  de  su  muerte ;  durante  su  vida 
y  treinta  anos  después  de  su  fallecimiento.  —  Representaciones  dra^ 
matieas  y  músicas. — Ejecutadas  en  vida  del  autor ;  durante  su  vi- 
da y  treinta  anos  después  de  su  muerte.  —  Caduca  el  derecho  de 
autor  si  no  ha  sido  representada  la  obra  durante  cinco  años.  — De- 
recho internacional.  —  Admisión  y  proclamación  del  principio  de 
reciprocidad  con  relación  á  Francia  por  Ordenanza  de  K  de  Mavo 
de  1866. 

(teyes  de  1S  de  Didenbre  de  1837,  ttde  Oiciembre  de  1857, 31  de  aurto  de  1864  y 
ÍZ  de  Febrero  de  1866;  Ordenanzas  de  i9  de  Diciembre  de  1838  y  de  5  de  Mayo 
4et8a6.) 

ESTADOS  PONTIFICIOS  (Ramo  njc  los).— Obras  literarias  y 
arHsikas.  -^  Publicadas  en  vida  del  autor ;  durante  su  vida  y  doce 
aios  después  de  su  muerte.  -^  Postumas :  durante  la  vida  del  edi- 
tor y  doce  anos  después  de  su  muerte.  — Obligación  de  un  permiso 
de  impresión  y  de  un  depósito  de  ejemplares.  —  Derecho  interna  - 
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eional.  —  Tratados  coa  el  Austria  (22  de  Mayo  de  1840)  y  coa 
Francia  (14  de  Julio  de  186T). 

(Resolaclon  do  23  de  Setiembre  de  1826.) 

ESTADOS-UNIDOS  DE  AMÉRICA  (República  bk  los).  — 
Obras  literarias,  composiciones  músicas  y  grabados.  —  Derecho  de 
veintiocho  años  coatados  desde  el  depósito  y  el  registro  de  cada 
obra,  obligatorios  al  publicarse;  este  derecho  se  eleva  ¿  cuarenta  anos 
cuando,  después  de  este  primer  período,  el  autor,  su  viuda  ó  sus 
hijos  viven  todavía ;  pero  con  la  condición  de  registrar  la  obra  nue- 
vamente. —  Obras  artísticas.  —  Derecho  de  siete  años  contados  des- 
de la  obtención  de  una  patente  especial.  —  Obligación  del  depósito 
de  H^ada  obra  al  publicarse.  —  Representaciones  dramáticas  y  mú- 
sicas. —  Derecho  de  veintiocho  años  contados  desde  la  primer  eje- 
cución, el  cual  se  eleva  hasta  cuarenta  y  dos  años^  cuando,  después 
de  este  primer  período,  viven  todavía  el  autor,  su  viuda  ó  sus  hijos. 

(Actas  de  3  de  Febrero,  30  de  Junio  de  1854,  ^  de  Agosto  de  1842. 10  de  Agosto 
de  1846  jf  18  de  Agosto  de  1856.) 

FRANCFORT  (Antigua  ciudad  libre  dk).  —  Obras  literarias  y 
artísticas.  —  Publicadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  trein- 
ta años  después  de  su  muerte.  —  Postumas  y  anónimas  ó  pseudóni- 
mas ;  treinta  años  contados  desde  lá  primer  publicación. — Repre- 
sentaciones dramáticas  y  músicas.  —  Ejecutadas  en  vida  del  autor 
ó  después  de  su  muerte ;  diez  añOs  contados  desde  su  primera  eje- 
cución, si  la  obra  representada  no  ha  sido  reproducida  por  medio 
de  la  impresión.  —  No  se  reconoce  derecho  alguno  de  representa- 
ción respecto  de  las  obras  anónimas.  —  Derecho  internacional — 
Tratados  con  los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  1816  y  6  de  Se^ 
tiembre  de  1832)  y  con  la  Francia  (18  de  Abril  de  4865). 

(Resolaeiones  de  la  Confcderaeion  Germánica.) 

FRANCIA  (Repúblíca  dr).  —  Obras  literarias  y  aríWtcas.— 
Publicadas  en  vida  del  autor ;  durante  su  vida  y  cincuenta  años 
después  de  su  muerte.  —  El  derecho  absoluto  de  propiedad  de  los 
anlores  no  permite  que  se  publiquen  traducciones  literales  en  otro 
idioma  que  el  de  la  edición  original,  sin  autorización  del  autor  ó 
de  sus  causa-habientes,  salvo  las  excepciones  admitidas  por  los 
tratados  internacionales.  — Obras  postumas;  los  propietarios  de  es- 
tas obras  tienen  los  mismos  derechos  que  los  autores,  siéndoles 
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aplicables  las  disposiciooes  de  las  leyes  sobre  la  propiedad  exclu- 
siva de  los  aiítores  y  sobre  su  duración,  con  ía  condición  de  impri- 
mir por  separado  dichas  obras  postumas.  —  Representaciones  dra^ 
máticas  y  músicas.  —  Ejecutadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vi- 
da y  cincuenta  anos  después  de  su  muerte.  —  Durante  este  plazo, 
no  pueden  representarse  total'ó  parcialmente  las  obras  dramáticas 
y  composiciones  músicas  sin  consentimiento  formal  y  por  escrito  de 
los  autores  y  de  sus  causa-habientes.  —  Los  autores  de  obras  dra- 
máticas y  de  composiciones  músicas  representadas  y  ejecutadas 
originariamente  en  países  extranjeros  no  pueden  pretender  en 
Francia  el  derecho  exclusivo  de  representación  y  de  ejecución  sino 
en  cuanto  §e  les  ha  reconocido  por  los  tratados  internacionales. 
Solamente  pueden  disfrutar  en  países  extranjeros  del  beneGcio  de 
los  tratados  internacionales  los  autores  de  obras  dramáticas  y  de 
composiciones  músicas  representadas  y  ejecutadas  originariamente 
en  Francia.  —  Derecho  internacional.  —  Francia  ha  celebrado  nu- 
merosos tratados  con  Inglaterra),  Badén, Bélgica,  Brunswick,  Es- 
paña (con  fecha  28  de  Enero  de  1854 j,  Ginebra,  Hamburgo,  Hano- 
ver,  Hesse,  Hesse»Cass.el,  Hesse-Hamburgo,  Italia,  Luxem burgo, 
Nassau,  Oldemburgo,  Países-Bajos,  Portugal,  Reuss,  Rusia,  Cer- 
dena^  Sajonia,  Sajonia-Weimar,  Sclmarburgo,  Suiza,  Waldeck. 

(Leyes  de  13  de  Enero  t  19  de  Jallo  de  1791;  de  19  de  Jallo  y  1*  de  Setiembre 
de  1795;  decretos-leyes  de  22  y  29  de  Marzo  de  18()5,  de  8  de  Janlo  de  1806. 
de  20  de  Febrero  de  18C9.  dé  5  de  Febrero  de  1810,  Ordenanza  de  9  de  Ene- 
ro de  1828 ;  ley  de  8 de  Agosto  de  1844 ;  decreto-ley  de  28  de  Marzo  de  1852; 
ley  de  8  de  Abril  de  1854.  y  de  14  de  Jolio  de  1866.) 

GRECIA  (Reino  i^z).^  Obras  lUei arias  y  artísticas.— D^Techo 
de  15  anos  contados  desde  la  primera  publicación. — Derecho  por 
parte  del  Gobierno  de  conceder  un  plazo  más  largo. — Derecho  in- 
ternacional.-' kámision  del  principio  de  reciprocidad. 

(CAdigo  penal  de  1833.) 

• 

HA.MBURGO  (CiuDAn  librb  di). — Obras  literarias  y  aHlsticas. 
— Publicadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  treinta  anos  des- 
pués de  su  muerte. — Postumas  y  anónimas  ó  pseudónimas;  treinta 
años  contados  desde  la  primera  publicación.  —  Obligación  del  de- 
pósito de  un  ejemplar  de  las  obras  de  literatura  y  artes  en  la  Bi- 
blioteca fúbVicsL.  —  Representaciones  dramáticas  y  mtísfeait.  —  Eje- 
cutadas en  vida  del  autor  ó  después  de  su  muerte;  diez  anos  conta- 
dos desde  la  primera  ejecución,  si  la  obra  representada  no  ha  sido 


48  REVISTA  DE  LBGlSUaOX 

reproducida  por  medio  de  ia  ÍRipreaioii.*^No  se  reconoce  derecho 
alguno  de  representación  con  respeclot  á  las  obras  anónimas*  — A«- 
recho  interiiacionaL ^Tr^lsidos  con  los  Estados  alemanes (8  déla- 
nio  de  1815  y  6  de  Setiembre  de  1832),  con  Inglaterra  (16  de  Agos- 
to de  1853),  y  con  la  Francia  (2  de  Maye  dle  1856  y  4  de  Mano 
de  1865). 

(OrdeMBza  de  95  de  Nof  leabN  de^lSil;  rwolaolODes  de  k  GonfedonciOB  G^raásica.) 

HANNOYER  (Antiguo  rbxno  di).— Oleras  literarias  y  artfsfi- 
ca$.  — Publicadas  en  vida  del  antoir;  duranie  su  vida  y  Ireinta  años 
después  de  su  muerte. — Postumas  y  anónimas  ó  pseudónimas; 
treinta  anos  contados  desde  la  prioiera  pablicaoion.  -- JRe/yres^filo- 
clones  dramáticas  y  múMos. — EjocttU(ks  en  vida  del  wtor  ó  des- 
pués de  su  muerte;  diez  anos  contados  desde  la  primera  ejecución, 
si  la  obra  representada  no  ha  sido  reproducida  por  medio  de  la  im- 
presión. — No  se  reconoce  derecho  de  representación  respecto  de  las 
obras  anónimas.  ^*  Derecho  int$macianal. — Tratados  coa  los  Esta- 
dos alemanes  (8  de  Junio  de  181!^  y  6  de  Setiembre  de  1832).  con 
Inglaterra  (4  de  Agosto  de  1847),  con  Bélgica  (21  de  Marzo  de 
1866),  y  con  Francia  (20  de  Octubre  de  1851  y  19  de  Julio  de  18SSL) 

(Ordenanu  de  90  de  Uano  de  1778  y  resoleeloiesde  It  CeQhderaolon  GerminieeO 

BU5SSE  CASSEL  (AtcTiGuo  hi^bctorabo  os). — Obras  literarias 
y  artísticas.  — Publicadas  en  vida  dt{l  autor;  durante  su  vida  y  trein- 
ta años  después  de  su  muerte. — Postumas  y  anónimas  y  pseudó- 
nimas; treinta  aSos  contados  desde  Ia  primera  publicación.  ^^Re- 
presentaciones dramittcas  y  musías.-— Ejecutadas  en  vida  del  au  - 
tor  ó  después  de  su  muerte;  dies  aSos  contados  desde  la  primera 
ejecución,  si  la  obra  representada  no  ba  sido  reproducida  por  medio 
de  la  impresión. — No  se  reconoce  derecho  de  representación  res- 
pecto de  las  obras  anónimas. — Derecho  internacional.  —  Tratados 
con  los  Estados  alemanes  (8  de  Juniq  de  1815  y  6  de  Setiembre  de 
1832),  y  con  Francia  (7  de  Marzo  dQ  1353  y  8  de  Febrero  de  1863.) 

(Leyetde  16  de  Mayo  de  lSI9y  IS  de  Afoita  de  ISil;  cesoleGlonetdo  la  Cfafedera- 
cian  GeraUnica.) 

HESSE-DARMSTADT  (Gran  ducado  de).-*  Obras  lüerarias  y 
artísticas. — Publicadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  trein*- 
ta  anos  después  de  su  muerte.— Postumas  y  anónimas  ó  pseudó- 
nimas; treinta  anos  cantados  desde  la  primera  publicación. — De* 
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techa  exclusivo  de  traducción  rest^rvado  á  los  autores  de  obras  es- 
critas en  lenguas  sabias»  con  la  condición  de  publicarlas  en  un  pla- 
zo dedos  años.  —  Derecho  á  cada  uno  de  reimprimir,  después  de  la 
muerte  del  autor,  las  obras  agotadas  y  no  reimpresas  en  el  término 
de  tres  anos* — Beprewitaciones  dramáticas  y  músicas. — Ejecu- 
tadas en  vida  del  autor  ó  después  de  su  muerte;  diez  años  contados 
desde  la  primera  ejecución,  si  la  obra  representada  no  ha  sido  re- 
producida por  medio  de  la  impresión.  —No  se  reconoce  derecho  de 
representación  respecto  de  las  obras  anónimas.  —  DerecAo  iutema" 
tíonoL — Tratados  con  los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  1815  y 
6  de  Setiembre  de  iSSi),  y  con  Francia  (18  de  Setiembre  de  1852 
y  14  de  Junio  de  1865). 

(Ley  de  23  de  Setiembre  de  1630,  i  resolneioneí  delaConfedeneion  Germíniea.) 

INGLATERRA  (Bbimo  dk  la  Gban  Brjetaña  i  Irlanda).  •— 
UbroSy  planos  y  mapas.  —  Actos  oGciales  y  libros  litúrgicos  publi- 
cados por  el  Gobierno;  derecho  perpetuo.  —  Obras  clásicas  ó  cien? 
tíGcas  publicadas  por  las  Universidades  y  Colegios;  derecho  perpe- 
tuo con  la  condición  de  conservar  su  propiedad,  de  imprimirlas  con 
sus  prensas  y  de  hacerlas  registrar  en  la  cecina  de  la  corporación 
de  libreros  de  Londres.  —  Obras  literarias  v  cíentiticas;  la  vida  del 
autor  y  siete  anos  después  de  su  muerte,  sin  que  esta  duración 
pueda  ser  menor  de  cuarenta  años.  —  Obras  postumas ;  cuarenta  y 
dos  años  contados  desde  la  primera  publicación.  — Obligación  de 
registrarlas  en  la  oficina  de  la  corporación  de  libreros  de  Londres, 
y  de  un  depósito  de  ejemplares  en  el  Museo  británico  y  en  las  Uni- 
versidades. —  Derecho  por  parte  del  Gobierno  de  autorizar  después 
de  la  muerte  del  autor  la  reimpresión  de  las  obras  agoladas  y  no 
reimpresas  por  sus  representantes.  —  Grabados,  estampas  y  foto^ 
grafios.  — Publicadas  en  vida  del  autor  ó  después  de  su  muerte; 
veintiocho  años  contados  desde  la  primera  publicación.  —  Obliga- 
ción de  poner  en  cada  prueba  la  fecha  de  la  publicación^  y  el  nom- 
bre del  propietario  de  la  obra.  — >  Prohibición  de  reproducir  obras 
de  arte  durante  la  vida  del  artista  y  siete  años  después.  —  Obliga- 
ción de  registrar  la  cesión  del  derecho  de  reproducción.  —  Escul- 
Itera  y  modelos.  —  Publicadas  en  vida  del  autor  ó  después  de  su 
muerte;  catorce  años  contados  desde  la  primera  publicación,  con 
término  adicional  de  otros  catorce  años,  cuando  vive  el  autor.  — 
Obligación  de  efectuar  un  registro  en  el  Ministerio  de  Comercio,  en 
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Lóadres,  y  de  ioscribir  en  los  libros  del  registro  la  fecha  de  la 
publicación  y  el  nombre  del  propietario.  —  Representaciones  drñ^ 
mdlicas.  —  Ejecutadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  siete 
anos  después  de  su  muerte,  sin  que  esta  duración  pueda  ser  menor 
de  cuarenta  y  dos  anos.  —  Postumas;  cuarenta  y  dos  anos  conta- 
dos desde  su  primera  ejecución.  —  Obligación  de  registrarlas  en  la 
oficina  dé  la  corporación  de  libreros  en  Londres.  —  Derecho  inter- 
nacional.  —  Admisión  del  principio  de  reciprocidad.—  Tratados 
con  la  Bélgica  (12  de  Agosto  de  4854),  con  España  (7  de  Julio 
de  1857),  con  Francia  (3  de  Noviembre  de  1851)^  con  la  ciudad  de 
Hamburgo  (16  de  Agosto  de  1853),  con  Hannover  (4  de  Agosta 
de  1847),  con  Cerdena  (30  de  Noviembre  de  1860)^  con  Prusia  y 
los  Estados  alemanes  siguientes :  Anhalt-Bernburgo,  Anhalt-De- 
sian,  Brunswick,  Reuss-Greitz,  Reuss-Gera,  Sajonia-Altenhurgo^ 
Sajonia-CoburgoGotha,  Sajonia-Meiningen,  Sajonia  Real,  Sajonia- 
Weimar-Eisenach ,  Schwartzburgo-Rudlstadt  y  Scbwartzburgo- 
Sonderhausen  (15  de  Mayo  de  1846  y  14  de  Junio  de  1855). 

(Actos  de  los  reinados  de  Jorge  II,  Jorge  III»  GaiUermo  IV  y  Vitoria.) 

ITALIA  (Reino  db).  —  Obras  literarias  y  artísticas.  —  Publi- 
cadas en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  después  de  su  muerte 
basta  la  concurrencia  de  cuarenta  años  contados  desde  la  primera 
publicación ;  después  de  estos  términos^  puede  cada  uno  publicar 
la  obra  durante  otros  cuarenta  y  ocho  anos,  mediante  el  pago  del 
5  por  100*.  —  Derecho  exclusivo  de  traducción  reservado  al  au- 
tor, y  derecho  exclusivo  de  reproducción  reservado  al  artista  du- 
rante diez  anos.  —  Obligación  de  un  depósito  de  ejemplares  en  po- 
der del  prefecto  de  la  provincia.  —Obras  publicadas  á  su  costa  por 
el  Estado,  las  provincias,  las  Academias  ó  las  sociedades  literarias; 
veinte  anos  contados  desde  la  publicación.  —  Representaciones  dra- 
máticas y  músicas.  -^  Por  la  ley  de  10  de  Agosto  de  1875  se  dis- 
puso que  el  autor  de  una  obra  propia  para  representarse  en  públi- 
co^ inédita  ó  publicada  por  medio  de  la  impresión  ó  por  cualquiera 
otro  tiene  en  ella  el  derecho  exclusivo  de  representación  con  la  con- 
dición de  haber  llenado  las  formalidades  del  capítulo  3*  de  la  ley 
de  6  de  Junio  de  1865,  sin  perjuicio  de  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos siguientes:  1*  Nadie  puede  representar  ninguna  de  dichas 
obras  sin'  el  consentimiento  del  autor  ó  de  sus  causa-habientes- 
2*  El  derecho  exclusivo  de  representación  y  de  ejecución  dura,  res- 
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pecto  del  autor  y  de  sus  causa- habientes  80  anos,  contados  desde 
el  día  de  la  primera  representación  ó  de  la  primera  publicación  de 
la  obra.  El  tiempo  útil  para  la  declaración  y  para  los  depósitos  re- 
queridos en  garantía  de  los  derechos  de  autores  es  el  de  tres  meses 
contados  desde  la  publicación  de  las  obras  en  todo  ó  en  parte  ó  des- 
de la  primera  representación. —  Derecho  intenmcional.  —  Admisión 
del  principio  de  reciprocidad.  —  Tratados  con  loglaterra  (30  de 
Noviembre  de  i 860),  con  el  Austria  (22  de  Mayo  de  4840),  con 
Bélgica  (24  de  Noviembre  de  i  859),  con  España  (9  de  Febrero  de 
1860),  con  los  Estados  Romanos  (22  de  Mayo  de  1H40),  con  Fran- 
cia (28  de  Agosto  de  1843,  22  de  Abril  de  1846  y  15  de  Noviembre 
de  1853)  y  con  el  Cantón  del  Tessino  (22  de  Mayo  de  1840). 

(Ley  de  23  de  Junio  de  1865 ,  decreto  de  25  de  Junio  de  1865,  y  ley  de  10  de  Agos- 
to de  1875.) 

LÜBECE  (Ciudad  libre  de).  —  Obras  literarias  y  artísticas.  — 
Publicadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  treinta  anos  des- 
pués de  su  muerte.  —  Postumas  y  anónimas  ó  pseudónimas;  trein- 
ta años  contados  desde  la  primera  publicación.  —  Obligación  de  un 
depósito  de  dos  ejemplares  de  las  obras  literarias.  —  Representado- 
ves  dramáticas  y  músicas,  —  Ejecutadas  en  vida  del  autor  ó  des- 
pués de  su  muerte  ;  diez  años  contados  desde  la  primera  ejecución, 
si  la  obra  representada  no  ha  sido  reproducida  por  medio  de  la  im- 
presión. —  No  se  reconoce  derecho  de  representación  respecto  de 
las  obras  anónimas.  —  Derecho  intetnaríoiml.  —  Tratados  con  los 
Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  181S  y  6  de  Setiembre  de  1832) 
y  con  Francia  (4  de  Marzo  de  186S). 

(Ordenanu  de  31  dé  Julio  de  1841 ;  resoluciones  de  la  Confederación  Germánica.) 

MECKLENBURGO-SCHWERIN  (Gran  Ducado  de).  —  Obras 
literarias  y  artísticas.  —  Publicadas  en  vida  del  autor ;  durante  su 
vida  y  treinta  años  después  de  su  muerte.  —  Postumas  y  anónimas 
ó  pseudónimas ;  treinta  años  contados  desde  la  primera  publica- 
ción. —  Representaciones  dramáticas  y  músicas.  —  Ejecutadas  en 
vida  del  autor  ó  después  de  su  muerte;  diez  años  contados  desde 
la  primera  ejecución,  si  la  obra  representada  no  ha  sido  reprodu- 
cida por  medio  de  la  impresión.  —  No  se  reconoce  derecho  de  re- 
presentación respecto  de  la  obras  anónimas.  —  Derecho  internacio- 
nal. —  Tratados  con  los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  1815  y 
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por  el  tiempo  de  cincueata  anos  contados  desde  la  publicación  de 
Ih  obr^. -— Representaáones  dramáticas  y  músicas, — Los  autores 
dramáticos  gozan  además  de  la  propiedad  literaria  de  sus  escritos 
segUQ  queda  eipuesto,  de  los  derechos  siguientes:  Ninguna  obra 
dramática  puede  representarse  en  teatro  público  en  que  se  pague 
entrada ,  sin  consentimiento  por  escrito  del  autor  ó  de  sus  herede- 
ros cesionarios  ó  representantes  en  la  forhia  siguiente:  1*  Si  la  obra 
está  impresa^  este  consentimiento  sólo  es  necesario  habiendo  fa- 
llecido el  autor  durante  el  tiempo  en  que  sus  herederos  cesionarios 
ó  representantes  tuvieren  la  propiedad  de  ella.  2*  Si  la  obra  es  pos- 
tuma, no  puede  ser  representada  sin  el  consentimiento  del  herede- 
ro ó  de  otra  persona  á  quien  pertenezca  la  propiedad  del  manuscri- 
to.—  Derecho  internacional. — Admisión  del  principio  de  recipro- 
cidad.—Tratados  son  Bélgica  (11  de  Octubre  de  1866),  con  Es- 
pana  (5  de  Agosto  de  1860)  y  con  Francia  (1¿  de  Abril  de  18S1  y 
H  de  Julio  de  1866). 

(Código  elTÍl  portagués  de  21  de  Meno  de  1S8S.) 

PRÜSIA  (Imperio  de).  —  Obras  lüeratias»  —  Publicadas  en  vi- 
da del  autor;  durante  su  vida  y  treinta  anos  después  de  su  muerte. 

—  Postumas;  treinta  anos  contados  desde  la  muerte  del  autor, — 
Anónimas  ó  pseudónimas;  treinta  años  contados  desde  la  primera 
publicación.  —  Academias,  universidades,  personas  morales,  y  cor- 
poraciones literarias;  treinta  años  contados  desde  la  primera  edi- 
ción.—  Representaciones  dramáticas  y  músicas.  —  Ejecutadas  en 
vida  del  autor;  durante  su  vida  y  treinta  años  después  de  su  muer- 
te. —  ^o  influye  en  este  derecho  que  la  obra  haya  sido  anterior- 
mente impresa  ó  publicada.  Al  contrario,  las  obras  exclusivamente 
músicas  impresas  y  publicadas^  pueden  representarse  en  público 
sin  el  consentimiento  del  autor,  si  éste  no  se  reservó  en  el  título  6 
cabeza  de  la  obra  el  derecho  de  representación  pública.  Respecto 
de  las  obras  anónimas  y  pseudónimas  que  no  estaban  aun  impresas 
cuando  se  representaron  pública  y  lícitamente,  dura  la  prohibición 
contra  toda  representación  ilícita  treinta  años  contados  desde  la 
primera  representación.  En  las  obras  postumas  corren  los  treinta 
años  desde  el  dia  de  la  muerte  del  autor.  —  Derecho  internacional. 

—  Admisión  del  derecho  de  reciprocidad.  —  Tratados  con  los  Es- 
tados alemanes  (8  de  Junio  de  1815  y  6  de  Setiembre  de  1882);  con 
Inglaterra  (13  de  Mayo  de  1846  y  14  de  Junio  de  18S5},  con  Bél- 
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gira  (28  de  Marzo  de  i863),  y  con  Fraocia  (2  de  Agosto  de  1862). 

(Ley  de  11  de  Jmiio  de  1870.) 

REÜSS  GROITZ  (Principado  be).  —  Obras  lunarias  y  artís- 
ticas. —  Publicadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  treinta 
anos  después  de  su  muerte.  —  Postumas  y  anónimas  ó  pseudóni- 
inas^treinta  anos  contados  .desde  la  primera  publicación.  — -JR^pre- 
seutaciones  dramáticas  y  músicas.  —  Ejecutadas  en  vida  del  autor 
ó  después  de  su  muerte;  diez  años  contados  desde  la  primera  eje- 
cución, si  la  obra  representada  no  ha  sido  reproducida  por  medio 
de  la  impresión.  — No  se  reconoce  derecho  de  representación  res- 
pecto de  las  obras  anónimas.  —  Derecho  internacional.  —  Tratados 
Con  los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  i  815  y  6  de  Setiembre  de 
1832),  con  Inglaterra  (43  de  Mayo  de  4846  y  14  de  Junio  de  18S5}, 
y  con  Francia  (^  de  Febrero  de  1853  y  6  de  Mayo  de  1865). 

(Resolaeiones  de  la  Confederaeion  Germániei.) 

REUSS-GERA  (Principado  bi).  — Rigen  las  mismas  disposi- 
ciones que  respecto  del  principado  anterior.  Acerca  del  Derecho  tn- 
ternadonal,  hállase  admitido  el  principio  de  reciprocidad,  habién- 
dose celebrado  tratados  con  los  Estados  alemanes  (en  8  de  Junio  de 
1815  y  6  de  Setiembre  de  183^),  con  Inglaterra  (en  13  de  Mayo  de 
1846  y  14  de  Junio  de  1855),  y  con  Francia  (el  30  de  Marzo  de 
1853  y  el  11  de  Marzo  de  1865). 

(Ordenanzas  de  U  de  Diciembre  de  18i7,  y  6  de  Jonlo  de  1815,  y  resolaeiones  de  la 
Coorederacion  Germ^ea.) 

RUSIA  (Imperio  de).  — Obras  literarias  y  artísticas.  —  Publi- 
cadas en  vida  del  aulor;  durante  su  vida  y  cincuenta  anos  después 
de  su  muerte.  —  Postumas ;  cincuenta  anos  contados  desde  la  pri- 
mera publicación.  —  Sociedades  ó  corporaciones  literarias;  cin- 
cuenta anos  contados  desde  la  primera  publicación.  —  Derecho  ex- 
clusivo de  traducciones  solamente  respecto  de  las  obras  sabias,  con 
la  condición  de  reservárselo  y  de  publicar  las  traducciones  en  el 
término  de  tres  años.  —  Libertad  de  reproducir  la  pintura  por  me- 
dio de  la  escultura  y  recíprocamente.  —  Obligación  de  hacer  con- 
signar en  un  registro  las  obras  artísticas.  —  Los  autores  rusos  gozan 
de  estos  derechos  de  propiedad  respecto  de  sus  obras  publicadas  pri- 
mitivamente en  países  extranjeros.  —  Representaciones  dramáticas 
y  músicas.  —  No  pueden  ejecutarse  sino  con  el  consentimiento  del 
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1846  y  i4  de  Junio  de  1855),  coa  la  Bélgica  (14  de  Noviembre  de 
1866)  y  con  Francia  (17  de  Marzo  de  1813  y  26  de  Abril  de  1865). 

(L6f  de  11  d«  Enero  de  1839:  reíolaelOBei  de  le  ConfedendeB  GenUmlee.) 

SGHWARTZBÜRGO-RÜDOLSTADT  (Principado  ni).— 
Obras  literarias  y  artísticas.  —  Publicadas  en  vida  del  autor ;  da* 
rante  su  vida  y  treinta  anos  después  de  su  muerte.  —  Postumas  y 
anónimas  ó  pseudónimas;  treinta  anos  contados  desde  la  primera 
publicación.  —  Representaciones  dramáticas  y  múácas.  —  Ejecuta- 
das en  vida  del  autor  ó  después  de  su  muerte ;  diez  años  contados 
desde  la  primera  ejecución,  si  la  obra  representada  no  ba  sido  re* 
producida  por  medio  de  la  impresión.  -*-No  se  reconoce  derecho  de 
representación  respecto  de  las  obras  anónimas.  —  Derecho  ínter- 
nadonal.  —  Tratados  con  los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  y  6 
de  Setiembre  de  1832),  con  Inglaterra  (13  de  Mayo  de  1846  y  14 
de  Junio  de  1855)  y  con  Francia  (16'de  Diciembre  de  1853  y  5  de 
Mayo  de  1865). 

(ReioIoeiones  de  la  Ceofedeneloo  GermlBiea.) 

SCHWARTZBURGO-SONDERSHAUSEN  (PamciPADO  ns).— 
En  este  priocipado  rigen  disposiciones  iguales  que  respecto  del  an- 
terior^ habiendo  celebrado  tratados  con  Estados  alemanes  y  con  In- 
glaterra en  las  mismas  fechas  que  aquel  principado,  y  con  Francia 
en  7  de  Diciembre  de  1853  y  28  de  Abril  de  1866. 

(Resolaeioaes  de  la  Coofedeneien  GemAntet.) 

SÜEC3A  Y  N0BCE6A  (Rbino  db).  — Obras  literarias.  —  De- 
recho asegurado  durante  la  vida  del  autor  y  veinte  anos  después 
de  su  muerte. — Todos  tienen  derecho  de  reproducir  las  obras  de 
que  no  publican  nuevas  ediciones  los  representantes  del  autor. — 
Obras  aWislicos.— Derecho  asegurado  durante  la  vida  del  autor  y 
diez  aüios  después  de  su  muerte.  —  Está  prohibida  la  reproducción 
ó  imitación  entera  ó  parcial  de  las  obras  de  arte. — Refresentaao^ 
nes  dramáticas. --for  el  art.  T  de  la  ley  de  22  de  Mayo  de  1875^ 
se  ha' dispuesto,  que  ninguna  obra  dramática  ó  composición  músi* 
ca  destinada  á  la  escena  puede  representarse  públicamente  sin  con- 
sentimiento de  su  autor.  No  se  considera  cono  representación  el 
recitado  de  todo  ó  parte  de  la  obra,  ni  so  ejecución  en  un  concier- 
to de  trozos  aislados  de  una  obra  música.  El  derecho  del  autor  pa-^ 
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sa^  después  de  sa  muerte  á  su  consorte,  ó  si  es  viudo  ó  célibe^  á 
sus  herederos  por  solo  un  periodo  de  30  anos  contados  desde  su 
muerte.  Si  el  autor  muere  sin  dejar  herederos^  la  representación  de 
su  obra  es  absolutamente  libre  á  no  ser  que  hubiera  trasmitido  su 
derecho  á  otro,  en  cuyo  caso  el  cesionario  ó  la  persona  á  quien  se 
defirió  este  derecho  por  sucesión  ó  por  contrato  lo  conservan  salvo 
estipulación  de  un  plazo  más  corto  durante  30  anos  contados  desde 
la  muerte  del  autor.  Pasado  este  tiempo,  la  representación  es  ente- 
ramente libre.  —  D^ecAo  internacional. — Admisión  del  principio 
de  reciprocidad. 

(ConstltDcfOB  de  1844;  leves  de  16  de  Jnllo  de  181),  13  de  Setiembre  de  1828,  li  da 
Octubre  de  1857. 3  de  Mayo  de  l867,  y  ley  de  22  de  Mayo  de  1875.) 

SUIZA  (RbpAblica  de).  —  Trece  cantones.  —  Apenzell,  Ar- 
govia^  Basilea^  Berna,  Ginebra,  Glaris,  Grísons,  Scharfhouse,  Tes- 
sino,  Turgovia,  Uoterwaid,  üri,  Vaud,  Zurich.  —  Obra$  litera- 
rias  y  artistieas.  —  Publicadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida, 
sin  que  la  duración  del  derecho  pueda  ser  menor  de  treinta  años. 
—  Obras  postumas ;  treinta  anos  icontados  desde  la  primera  publi- 
cación, con  la  condición  de  publicarlas  en  los  seis  años  siguientes 
¿  la  muerte  del  autor.  —  Los  autores  suizos  gozan  de  estos  dere- 
chos de  propiedad  respecto  de  las  obras  publicadas  originariamen- 
te en  países  extranjeros,  mediante  su  declaración  de  autor  y  el  de- 
pósito de  un  ejemplar.  —  Derecho  intemaeioniü.  —  Admisión  del 
principio  de  reciprocidad  por  convenios  especiales.  —  Tratados  de 
la  confederación  con  Francia  (30  de  Junio  de  1864)  y  la  Bélgica 
(2S  de  Abril  de  1867);  del  cantón  del  Tessino  con  eí  Austria  (22 
de  Mayo  de  1840) ;  del  cantón  de  Ginebra  con  Francia  (23  de  No- 
viembre de  1858). 

(Acta  federal  de  3  de  Dlefembre  de  1856  adoptada  aolameme  por  los  treee  eaotones 
y  medio  designados ;  eonfenio  franco-salzo  de  30  de  Jomo  de  i9M.) 

TURQUÍA  (Impbrio  de).  —  Obras  literarias*  —  Derecho  ase- 
gurado durante  la  vida  del  autor  y  catorce  años  después  de  su 
muerte.  —  Obligación  del  depósito  de  un  ejemplar,  de  una  declara- 
ción de  propiedad,  yMe  una  demanda  de  patente  de  privilegio. 

(Ley  de  19  de  Abril  de  1837.) 

WALDECKT  PYRMONT  (Pbwcipado  de).  —  Obras  literarias 
y  artísticas.  — Publicadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y 
treinta  anos  después  de  su  muerte.  — Postumas  y  anónimas  ó  psea- 
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dominas;  treinta  años  contados  desde  la  primera  pnblicadon.  ^Re- 
fresetitadone^  dramáticas  y  músicas.  -^  Ejecutadas  en  vida  del  au- 
tor ó  después  de  su  muerte ;  diez  anos  contados  desde  la  primera 
ejecución,  si  la  obra  representada  no  ha  sido  reproducida  por  DMdío 
de  la  impresión.  —  No  se  concede  derecho  de  representacioa  res- 
pecto de  las  obras  anónimas.  —  Derecho  itUemacUmal,  —  Trata- 
dos con  ios  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  1815  y  6  de  Setiem- 
bre de  i 832)  y  con  Francia  (4  de  Febrero  de  Í8tt4  y  26  de  Abril 
de  1865). 

(Resolac'ones  de<ia  Confederación  Germániea.) 

WÜRTEMBERG  (Reino  de).  —  Obras  literarias  y  artísticas. 
—  Publicadas  en  vida  del  autor;  durante  su  vida  y  treinta  años 
después  de  su  muerte.  —  Postumas  y  anónimas  ó  pseudónimas; 
treinta  años  contados  desde  la  primera  publicación.  —  Sociedades 
ó  corporaciones  literarias ;  treinta  años  contados  desde  la  primera 
publicación.  —  Derecho  por  parte  del  Gobierno  de  conceder  privi- 
legios temporales  á  los  autores  y  artistas  extranjeros.  —  Represen- 
taciones dramáticas  y  músicas.  —  Ejecutadas  en  vida  del  autor  ó 
después  de  su  muerte ;  diez  años  contados  desde  la  primera  ejecu- 
ción, si  la  obra  representada  no  ha  sido  reproducida  por  me(Ño  de 
la  impresión.  —  No  se  reconoce  derecho  de  representación  respec- 
to de  las  obras  anónimas.  —  Derecho  internacional.  —  Tratados 
con  los  Estados  alemanes  (8  de  Junio  de  18i5  y  6  de  Setiembre  de 
1832),  y  con  Francia  (24  de  Abril  de  1865). 

(Leyes  de  ÍÜ  de  Jallo  de  t836, 1*7  de  Octnbre  de  1838  7  U  de  Agostn  de  1815:  er- 
denania  de  i5  de  Febrero  de  1815;  resolocioDes  fíe  19  de  Ocuibre  de  1838,  de 
11  de  Setiembre  de  1845  7  de  la  Confedeneion  Germánica.) 

Tales  son  las  más  notables  disposiciones  que  rigen,  publicadas 
sobre  propiedad  literaria  y  artística  en  los  principales  Estados  de 
Europa. 

En  el  próximo  articulo,  nos  haremos  cargo  de  los  tratados  in* 
ternacionales  celebrados  hasta  el  día  entre  España  y  Francia,  In- 
glaterra, Bélgica,  Cerdeña,  Portugal  y  HolandS. 

José  VICENTE  t  CARAVANTES. 


DERECHO  MERCANTIL 


CUESTIONES  SOBRE  QUIEBRAS 


CONSULTA 

La  Sociedad  de  R.  H.  de  Birminghan  (loglaterra)  remitió  al 
comerciante  D.  L.  S.,  de  la  Habana,  una  factura  de  mercancías^  á 
pagar  su  importe  á  tres  meses  plazo,  desde  la  llegada  del  buque  que 
las  conduela,  mediante  pagaré  que  debía  otorgar  el  deudor  al  re- 
cibo de  las  mercancías. 

D.  L.  S.  recibió  las  mercancías  y  entretuvo  al  agente  de  los 
acreedores  algunos  dias  la  entrega  del  pagaré . 

Mas  antes  de  vencer  los  tres  meses,  rehusó  entregarlo  por  ba^ 
berse  constituido  en  insolvencia,  vendiendo  por  escritura  pública  y 
de  contado  el  único  establecimiento  que  constituia  todos  sus  bie- 
nes y  diciendo  que  el  precio  lo  habia  invertido  íntegramente  en  pa- 
gar depósitos  de  dinero  que  habia  recibido,  aunque  rehusando  en- 
senar los  libros  y  manifestar  quiénes  eran  los  supuestos  deposi- 
tanles. 

La  escritura  de*  venta  del  establecimiento  es  cierta;  pero  apa- 
rece que  el  precio  no  se  entregó  al  vendedor,  puesto  que  el  Nota  - 
rio  no  da  fé  de  la  entrega,  sino  que  aquel  manifestó  lo  habia  reci- 
bido de  antemano. 

El  abogado  de  los  Sres.  R.  H.  creyó  que  nopodia  establecer  en 
vía  civil  la  acdon  Pauliana  ó  revocatoria  de  esa  enajenación  del 
establecimiento  en  fraude  del  crédito,  porque  dicha  acción  exige 
(ley  T,  tít.  iS,  Partidas*)  una  sentencia  pronunciada^  cuyo  cum- 
plimiento se  trate  de  impedir^  y  aun  siguiendo  la  interpretación  fa- 
vorable de  Gregorio  López,  ia  prueba  plena  de  que  la  persona  á 
quien  se  enajena  la  cosa  en  fraude  del  acreedor  demandante,  sea 
sabedora  de  la  malicia  de  la  enajenación  por  parte  del  deudor . 
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Creyó  también  que  no  habiendo  cumplido  D.  L.  S.  con  ei  deber 
que  tiene  todo  comerciante  por  el  artículo  i017  dei  Código  de  co- 
mercio de  presentarse  en  quiebra  dentro  de  los  tres  dias  siguientes 
al  de  la  cesaciovde  sus  pagos,  era  imposible  pedir  la  declaración 
de  esa  quiebra  por  el  acreedor,  porque  no  teniendo  este  más  do- 
cumentos que  la  cuenta  corriente  deducida  de  sus  libros^  la  carta 
haciendo  el  pedido  y  la  factura,  no  se  podían  convertir  tales  do- 
cumentos en  titulo  ejecutivo,  sino  por  la  confesión  del  deodor,  y 
este  es  seguro  ó  que  negaría  dicha  cuenta  corriente  ó  que  rehusaría 
comparecer  ante  el  Juez,  impidiendo  la  ejecución  y  no  pudiendo 
convenir  su  título  en  ejecutivo  ni  de  consiguiente  solicitar  ejecu- 
ción, carecía  de  personalidad  para  pedir  la  declaración  de  la  quie- 
bra^ con  arreglo  al  art.  4*,  tit.  1*  adicional  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  en  relación  con  el  artículo  iOS5  del  Código  de  co- 
mercio. 

En  virtud  de  todo  esto  creyó  que  tales  hechos^  que  se  podían 
probar  con  los  referidos  documentos,  constituían  ó  un  alzamiento 
de  bienes  en  perjuicio  de  acreedor  ó  una  estafa,  según  ei  resultado 
que  ofreciese  la  investigación  sumaria,  y  presentó  querella  crimi- 
nal á  los  efectos  del  art.  443  del  Código  penal  de  i850,  único  que 
como  doctrina  se  puede  citar  en  la  Isla  y  de  las  leyes  vigentes  en 
la  misma,  3'  y  4'^  tit.  53,  libro  11,  Novísima  Recopilación. 

El  Promotor  fiscal  estimó  que  se  debia  admitir  la  querella,  y  el 
Juez  dictó  la  siguiente  providencia: 

«Considerando  que  de  las  referencias  del  hevho  que  se  hacen  no 
aparece  que  se  hayan  realizado  los  actos  indispensables,  según  la 
doctrina  del  Código  penal  y  el  precepto  de  la  ley  recopilada  que  se 
citan,  para  que  aparezca  el  delito  de  alzamiento,  el  cual  exige  la 
fuga  ó  deMparicum  del  deudor,  sin  dejar  persona  competentemen- 
te autorizada  que  responda  de  las  obligaciones  por  él  contraidas: 

«Considerando  que  aunque  dicha  circunstancia  concurriera, 
atendida  la  condición  de  comerciante  que  se  atribuye  al  deudor, 
todavía  no  podía  comenzarse  por  el  procedimiento  criminal,  sin 
que  antes  se  hiciese  la  declaración  correspondiente  en  juicio  civil 
de  quiebra ,  no  debiéndose  llegar  en  último  caso  á  otro  extremo  que 
á  lo  que  dispone  el  art.  1027  del  Código  de  comercio,  para  facili- 
tar que  los  acreedores  usasen  de  su  derecho  sobre  la  declaración 
de  quiebra: 

'Considerando  que  de  las  expresadas  manifestaciones  déla  de- 
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nuficia  DO  se  desprende  la  existencia  de  otro  hecho  crioiioai  de  ca- 
rácter pdblicoy  por  el  que  deba  precederse  de  oficio,  comprendiéu- 
dose  claramente  que  lo  que  se  pretende  es  desnaturalizar  el  juicio 
dvil  correspondiente; 

»No  bá  lugar  á  aceptar  la  denuncia  propuesta  á  nombre  de  los 
Sres.  B.  H.,  á  los  que  se  condena  en  las  cosU^.» 

Se  solicitó  reposición  de  semejante  proveido,  manifestándose  al 
Juez  que  el  delito  de  alzamiento  de  bienes  no  exigía,  como  él  su- 
ponía, la  fuga  o  deMparidon  del  deudor^  pues  ¡la  ley  3\  tít.  32, 
libro  1 1  de  la  Novísima  Recopilación,  citada  en  la  denuncia,  dice 
expresamente  que  las  penas  contra  los  alzados  se  ejecuten  en  sus 
personas,  aunque  no  se  ausenten,;probánd6se  que  alzaron  sus  bie- 
nes, como  los  alzó  D.  L.  S.  ocultando  el  precio  que  obtuvo  por  su 
establecimiento  á  titulo  de  supuestos  depósitos. 

Que  el  art.  1027  del  Código  de  Comercio  no  tiene  nada  que  ver 
con  el  delito  de  alzamiento,  pues  se  limita  á  la  fuga  de  los  comer- 
ciantes y  á  la  medida  precautoria  de  ocupación  de  oficio  de  los  es- 
tablecimientos que  en  tal  caso  dejan  abandonados,  mientras  ios 
acreedores  no  usan  de  su  derecho  sobre  la  declaración  de  la  quiebra. 

Que  en  virtud  del  engaño  de  D.  L.  S.,  los  querellantes  no  po- 
dían ejercitar  el  derecho  de  pedir  la  declaración  de  su  quiebra^ 
pues  justamente  se  les  habia  defraudado  el  pagaré,  único  titulo  con 
el  que  acaso  hubieran  podido  preparar  y  pedir  ejecución,  sin  cuyo 
mandamiento  no  tiene  personalidad  ningún  acreedor  para  pedir  la 
quiebra,  con  arreglo  al  art.  4',  tít.  T  adicional  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  en  relación  con  el  1025  del  Código  de  comercio. 

T  que  ni  por  éste  ni  por  el  Código  penal  se  establece  como 
juicio  previo  al  procedimiento  criminal  de  alzamiento  ó  de  estafa 
contra  un  comerciante  la  declaración  del  juicio  civil  de  quiebra, 
como  se  comprende  por  el  epígrafe  alzamiento,  quiebra  é  inmlveii- 
€ia  ¡mfiíble,  que  marca  el  capítulo  del  Código  al  tratar  de  esos  de- 
litos y  el  equivalente  del  tít.  32,  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, y  como  se  comprende  también^  porque  el  art.  445  del  referi- 
do Código  solo  considera  la  circunstancia  de  comerciante  como  cua- 
lificativa  del  alzamiento,  refiriendo  este  genéricamente  á  todo  el  que 
$e  alza  con  sus  bienes  en  perjuicio  de  sus  acreedores,  á  diferencia  de 
los  arts.  443  y  444,  destinados  á  penar  la  insolvencia  fraudulenta  y 
la  culpable,  que  solo  se  refieren  á  los  quebrados  declarados  tales  con 
4&rreglo  al  Código  de  comercio. 
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Ei  Juez  desestimó  á  pesar  de  esto  kt  reposición  y  admitió  la  ap^ 
lacioa  unt  inmediatamente  después  se  estableció»  y  la  Sala  correfr- 
pondieate  de  la  A,iidiencia,  por  los  mismos  fundamentos  de  la  pro- 
videncia apelada»  la  confirmó  con  costas. 

Se  pregnaia:  1*  ¿Seria  improcedente,  como  se  ha  decidido  eje- 
cutoriamente en  \\^  criminal,  la  qnerella  de  alzamiento  confia 
D.  L.  S.,  por  suponerse  que  ese  delito  exige  la  fuga  ó  desaparición 
del  deador,  y  el  requisito  previo  de  la  declaración  y  sustanciacioa 
de  la  quiebra? 

2*  ¿La  querella  criminal  de  alzamiento,  ana  vez  admitida,  inpi- 
de que  si  en  el  sumario  solo  se  prueban  las  circunstancias  de  una 
estafa,  se  acuse  por  este  delito? 

3*  Podrán  losSres.  B.  H.,  por  más  que  asi  se  haya  declarado 
ejecutoriamente,  solicitar  la  declaración  de  quiebra  de  su  deudor^ 
sin  titulo  ejecutivo  en  que  fundarse,  ni  posibilidad  de  obtener  que 
se  despache  á  su  favor  una  ejecución^  como  requisito  de  su  perso- 
nalidad á  los  efectos  de  los  artículos  citados  4*,  tit.  1*  adicional  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  402S  del  Código  de  Comercio? 

4*  Si  no  pueden  pedir  declaración  de  la  quiebra  con  arreglo  á 
la  ley,  por  más  que  en  la  providencia  ejecutoriada  se  les  exija  ese 
requisito  previo,  ¿equivaldrá  á  la  ejecución  despachada  á  su  favor, 
dado  el  rigorismo  con  que  está  redactado  el  referido  art.  4*  del  pro- 
cedimiento, una  ejecutoria  de  pago  obtenida  en  pleito  ordinario  por 
acción  personal? 

S*  Si  no  es  posible  este  recurso,  ni  otro  alguno  de  los  estableci- 
dos por  las  leyes,  para  enmendar  la  injusticia  de  la  providencia  eje- 
cutoriada, que  ha  puesto  fin  á  la  querella  criminal,  ¿procederá  ei 
recurso  de  responsabilidad  contra  la  Sala  qae  dictó  dicha  providen- 
cia, con  arreglo  al  cap.  IS  de  la  Real  cédula  de  30  de  Enero 
de18S3? 

6*  En  caso  afirmativo^  ¿qué  documentos,  instrucciones,  fianza  y 
espensas  se  necesitarían  para  interponer  y  llevar  á  buen  término  es 
expresado  recurso  de  responsabilidad ,  si  los  interesados,  á  quienes 
se  consulta  á  Inglaterra,  se  deciden  á  adoptar  ese  medio,  como  el 
de  esperar,  por  ser  para  ellos  la  cuestión  de  la  mayor  importancia? 

Habana  4  de  Noviembre  de  1876. 
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GONTtSTAClOlf 


1'  Dos  caestioaes  compréndela  primera  pregunta;  ambas  las 
consideramos  graves  y  de  trascendencia.  La  una  se  refiere  á  la  de- 
finición de  un  delito,  ó  sea,  á  la  interpretación  de  un  artículo  im- 
portante del  Código  penal ;  y  la  otra  es  de  procedimiento.  £1  orden 
natural  exige  que  nos  ocupemos  con  preferencia  de  la  primera,  y 
puesto  que  de  la  interpretación  de  una  ley  se  trata,  copiemos  lite- 
ralmente las  palabras  que  ocasionan  la  duda. 

Elqueie  alzare  eon^us  bienes  en  perjuicio  de  sus  acreedores 
será  castigado  etc.  Esto  decía  el  Código  penal  de  1848  en  el  artícu- 
lo 432,  esto  mismo  reprodujo  el  de  1850  en  el  art.  443,  y  esto  re- 
pitió también  el  de  1870,  que  es  el  vigente,  en  el  art  536.  De  la 
misma  manera  en  los  tres  Códigos  es  igual  el  epígrafe  de  la  sección 
en  que  están  los  artículos  citados.  Dice  asi :  Alzamiento,  quiebra  é 
insolvencia  punibles;  y  como  igualmente  en  todos  los  tres,  sólo  en 
el  primer  artículo  se  trata  de  la  parte  primera  del  epígrafe,  ó  sea, 
del  alzamiento^  la  cuesiion  parece  quedar  reducida  á  la  interpreta- 
ción ó  definición  jurídica  de  esa  palabra.  Y  esta  definición  no  ha 
debido  ofrecer  duda  á  ninguna  de  las  muchas  é  ilustradas  personas 
que  tomaron  parte  en  la  redacción  del  Código  penal  de  1848,  y  en 
las  reformas  posteriores^  cuando  siempre  se  han  empleado  las  mis- 
mas palabras  sin  aditamento  alguno  que  variase  ó  aclarase  su  senti- 
do ;  prueba  inequívoca  de  la  conformidad  que  habia- respecto  á  su 
verdadera  inteligencia. 

Por  lo  común,  la  palabra  alzado  se  ha  referido  casi  siempre  al 
deudor  mercantil  insolvente;  y  siendo  así,  natural  parecía  que  en 
el  Código  de  Comercio  encontráramos  su  definición,  y  quedara  acla- 
rada la  duda ;  mas^  cosa  extraña,  el  art.  1002  de  esa  ley  especial, 
distingue  cinco  clases  de  quiebras,  la  suspensión  de  pagos^  la  in- 
solvencia fortuita,  la  culpable^  la  fraudulenta  y  el  alTUtmiento.  En  los 
tres  arts.  1003  al  1009  inclusive  define  y  explica  las  cuatro  prime- 
ras clases  con  bastantes  detalles,  y  en  el  1010, 1011  y  1012,  se 
ocupa  de  los  cómplices  guardando  ya  un  absoluto  silencio  respecto 
al  alzamiento,  si  bien  en  alguno  que  otro  artículo  habla  de  los  al- 
zados como  incidentes  de  tramitación;  por  manera  que^  la  ley  mer- 
cautil,  que  era  la  principalmente  llamada  á  darnos  á  conocer  con 
claridad  al  quebrado  alzado,  nos  deja  todavía  en  mayores  dudas 

TOMO  L.  9 
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<iue  el  Código  penal.  Preciso  nos  es  recurrir  á  buscar  precedentes 
en  nuestra  antigua  legislaeion  para  saber  si  entonces  se  entendía 
por  alzado  al  deudor  que  se  fugaba  y  ocultaba  al  mismo  tiempo  los 
bienes  en  perjuicio  de  sas  ftcnreedores,  ó  bastaba  sólo  lA  ocnUacion 
para  incurrir  en  esa  nota,  sia  perjuicio  de  volver  después  á  los  G^ 
dígos  modernos. 

En  la  ley  4\  tít.  i&^  Partida  5*^  se  ordena  la  prisión  por  deu- 
das á  petición  del  acreedor»  /esto  que  d  deudor  pague  lo  que  áeve^ 
ó  desampare  sus  bienes.  E  >si  mtre  tmiío  que  yoguiesse  en  la  prisUm^ 
malmetiesse  los  bienes,  todos  ó  f  arte  deUos,  maguer  los  quistense  áes-^ 
amparar^  notí  deve  ser  oyio  etc.  Aquí  tenemos  un  deudor  alzado» 
raiado  con  rigor  y  calificado  asi»  aunque  la  ley  no  emplee  eea  pa- 
labra, por  sola  la  ocaltadon  IWiadulenta  de  sus  bienes,  en  el  todo  y 
también  en  parte. 

La  Jey  1%  tit.  Z%  libro  il  de  la  Novísima  Recopilación,  consíd^r» 
como  robadores  públicos  á  los  cambiadores  de  monedas  y  mercadea- 
res que  se  ausentan  con  eaudales  ajenos,  y  ordena  que  se  les  forme 
proceso  en  su  ausencia  coimo  contra  público  robador ;  prohibe  que 
ningún  Alcaide  ni  otro  que  tei\ga  fortaleza  reciba  al  cambiador  ó 
mercader  que  huyó  con  lo  ajeno^  so  pena  de  pagar  lo  que  estos  de^ 
biesen;  ¡ocurriendo  en  bi  misma  pena  el  que  requerido  con  esta  ley^ 
no  entregase  al  que  está  alftado  oon  lo  ajeno  desde  antes  que  la  ley 
se  hiciese.  También  por  la  ley  S*  del  mismo  titulo,  después  de  re- 
ferirse ala  anterior,  declara:  que  los  mercaderes,  cambiadores  y 
actores,  que  ansi  se  alzareiit  sean  tenidos  como  públicos  ladrones 
y  verdaderos  robadores,  prohibiéndoles  ejercer  la  profesión,  bacet 
convenios,  etc. 

Con  arreglo  á  la  letra  y  espíritu  de  estas  dos  leyes^parece  que 
la  calificación  de  deudor  alzado  se  refiere  y* limita  á  los  que  se  au- 
sentan ó  fugan  llevándose  ú  ocultando  sus  bienes  en  fraude  de  sus- 
acreedores ;  por  manera  que ,  según  ellas,  para  que  haya  alza- 
miento á  la  ocultación  de  bienes  ha  de  acompañar  ó  concurrir  la. 
ausencia  ó  fuga  del  deudor  ;  pero  viene  después  la  ley  3'  del  mis  • 
mo  título  y  manda :  que  las  leyes  que  hablan  contra  los  que  se  al- 
%an,  hayan  lugar  y  se  jejecuten  en  las  personas  de  aquellos  que  al- 
zaren sus  bienes,  aunqae  sus  personas  no  se  ausenten,  probmdo- 
sus  aci*eedores ,  que  las  tales  personas  alzaron  y  escondieron  h$^ 
bieties  que  tenían;  y  manda  y  que  asi  se  guarde  y  cumpla  en 
lante. 
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En  vista  de  un  maodato  tan  expreso  y  terminante  no  cabe  ya 
dlidar  que  por  esta  ley,  aclaratoria  de  las  anteriores»  basta  la  ocql- 
tafiioB  de  bienes  para  que  baya  alzamiento,  aunque  el  deudor  no 
se  fugue  ó  ausente ;  y  eslo  mismo  parece  confirmarse  por  las  le* 
yes  6*  y  7'  siguientes  al  resolver  otros  casos  de  quiebras. 

En  las  antiguas  Ordenanzas  de  Bilbao  sólo  se  distinguían  tres 
clases  de  quiebras,  á  saber  :  el  atraso  ó  suspensión  de  pagos,  la  in* 
solvencia  fortuita  y  la  quiebra  fraudulenta,  comprendiéndose  en 
esta  última  á  los  deudores  culpables^  fraudulentos  y  alzados ;  y 
según  la  última  parte  del  capítulo  i  7,  art.  4\  parece  inferirse  que 
alli  se  entendía  por  alzamiento  la  ocultación  de  la  persona  y  bienes. 

Hemos  exs^minado  también  los  tratados  para  la  extradición  de 
malhechores  con  Francia,  Prusia,  Italia,  Portugal  y  otras,  y  sólo 
hemos  visto  incluida  en  ellos  la  bancarrota  ó  quiebra  fraudulenta, 
sin  duda  porque  la  de  esta  clase  comprende  también  el  alzamiento, 
y  porque,  por  regla  general,  en  los  Códigos  extranjeros  el  alzado 
está  considerado  como  quebrado  fraudulento. 

En  vista  de  cuanto  dejamos  expuesto  creemos  poder  resumir 
diciendo,  que,  fuera  de  la  ley  3*,  tít.  32,  libro  11  de  la  Novísima 
Recopilación,  no  tenemos  una  ley  clara  y  terminante  que  defina 
con  precisión  y  exactitud  lo  que  debe  entenderse  por  deudor  alza- 
do; y  parece  algo  extraño  que,  en  medio  de  esta  vaguedad  é  in- 
certidumbre,  que  ha  dado  lugar  á  diversas  y  encontradas  opinio-' 
nes  entre  notables  jurisconsultos  y  comentaristas,  no  se  haya  pro- 
curado consignar  en  los  Códigos  «nodernos  una  definición  clara  que 
acabase  con  todas  las  divergencias  y  dudas. 

£1  Sr.  D.  Joaquín  Francisco  Pachecho,  al  comentar  el  art.  443 
del  Código  pgnal  de  1830,  conviene  en  que  el  alzamiento  no  está 
definido  en  nuestras  leyes  modernas;  pero  dice  que  es  una  expre- 
sión tan  clara  que  no  ha  menester,  ciertamente,  definición ;  y  supo- 
ne, que  alzarse  es  huir^  llevándose  lo  que  pertenece  á  los  acreedo- 
res ;  ó  por  lo  menos ,  ocultar  universalmenie  los  bienes ,  para  que 
aquellos  no  los  pu  edan  haber ;  y  por  vía  de  ejemplo  añade :  se  alza  el 
comercianie  que  abandona  su  escritorio,  y  se  fuga  al  extranjero  con 
su  cartera :  se  alza  el  particular  no  negociante  que  cometa  un  acto 
análogo,  sustrayéndose  de  este  modo  al  pago  de  sus  obligaciones  ó 
deudas. 

Ante  la  opinión  de  una  persona  tan  ilustrada  y  de  tan  distin- 
guido jurisconsulto  y  comentarista,  fijamos  nuestra  atención  é  in- 
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voluntariamente  volvemos  ia  vista  hacia  el  art.  443  que  comenta  y 
explica,  igual  en  un  todo  al  código  anterior  y  posterior;  y  en  ver- 
dad que,  al  reparar  bien  en  las  palabras  ó  forma  usada  en  la  re- 
dacción del  articulo,  parece  que  asintamos  también  á  opinar  así, 
porque  el  verbo  recíproco  alzarse^  seguido  de  la  locución  con  sm 
bienes  induce  á  creer,  que  el  alzamiento  ú  ocultación  no  se  refiere 
FÓlo  á  los  bienes,  sino  también  á  la  persona  que  con  ellos  se  alza, 
esto  es^  que  el  deudor  y  los  bienes  se  alzan,  se  ocultan^  se  escon- 
den á  la  vez,  á  un  mismo  tiempo ;  y  de  no  ser  así,  pudiera  con  más 
claridad  haberee  redactado  el  artículo  diciendo:  el  que  alzare  4 
ocultare  sus  bienes,  etc. 

Todavía  parece  aumentar  laiduda  el  art.  448  del  mismo  Código 
de  i8S0,  que  castiga  al  deudor  no  dedicado  al  comercio  que  se 
constituya  en  insolvencia  por  ocultación  ó  enajenación  maliciosa 
de  sus  bienes;  cuya  locución  es  la  misma  que  se  emplea  en  el  ar- 
tículo 443 ;  así  como  dando  á  entender,  que  en  este  se  castiga^  y 
con  más  rigor,  la  ocultación  de  bienes  con  la  fuga  ó  ausencia  del 
deudor^  y  en  el  448  la  simple  ocultación  de  aquellos.  Bien  que  el 
mismo  Sr.  Pacheco  y  los  no  menos  distinguidos  jurisconsultos  se- 
ñores La  Serna  y  Montalban  juzgan,  que  la  ocultación  de  que  ha- 
bla el  art.  448  ha  de  entenderse  la  parcial,  es  decir,  de  ciertos  bie- 
nes; y  absoluta  ó  de  todos  ellos,  la  que  constituye  el  alzamiento. 
De  todos  modos,  hoy  ya  no  puede  ser  ínotivo  de  duda  el  contenido 
de  dicho  artículo  448,  porque  en  la  reforma  del  ano  i870  se  ha 
reemplazado  con  oíros  que  fijan  mejor  el  pensamiento. 

Estudiadas^  sin  embargo,  con  detención  y  combinadas  las  dis- 
posiciones del  Código  de  comercio  y  del  penal,  nos  inclinamos  á 
creer,  que  legalmente  hay  alzamiento  cuando  el  deudlor  oculta  con 
malicia  ó  dolo  todos,  ó  la  generalidad  de  sus  bienes,  en  fraude  y 
perjuicio  de  sus  acreedores,  bien  se  ausente,  ó  bien  quede  presen- 
te; y  esta  creemos  también  que  es  la  opinión  más  generalmente  ad- 
mitida y  la  que  siguen  notables  autores  y  comentaristas,  como  Don 
Joaquín  Escriche  en  su  Diccionario  de  la  legislación  y  otros ;  y  si 
los  pareceres  se  hallan  divididos  sobre  este  punto  tan  esencial  cree- 
mos igualmente  poder  atribuirlo  á  que,  por  lo  común,  á  la  oculta- 
ción total  de  los  bienes  acompaña  casi  siempre  la  ausencia  del  deu- 
dor; pues  el  que  proyecta  cometer  este  delito  procura  realizar  todo 
cuanto  puede  de  sus  bienes  y  fugarse  con  los  caudales  recogidos 
salvándolos  con  su  persona  en  países  extraños  para  ocultarse  y  li- 
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brarse  del  rigor  de  la  ley ;  y  de  aquí  el  que  ordinariamente  se  en- 
tienda por  alzado  el  que  se  fuga  con  sus  bienes ;  mas  como  el  ver- 
dadero hecho  punible»  el  verdadero  delito  no  está  en  la  fuga  de  la 
persona,  sino  en  la  ocultación  general  de  sus  bienes,  porque  de- 
frauda por  completo  todas  las  esperanzas  y  derechos  de  los  acree- 
dores, repetimos  que  la  huida  en  este  caso  podrá  ser  una  circuns- 
tancia que  justiGque  y  ponga  más  en  evidencia  el  dolo  con  que 
procede,  y  que  dificulte  en  cierto  modo  las  gestiones  de  los  acree- 
dores, pero  que  en  nada  debe  influir  para  la  calificación  jurídica 
del  defito  de  alzamiento  penado  en  el  art.  536  del  ahora  vigente 
Código  penal,  bastando  sólo  la  ocultación  general  de  los  bienes;  y 
por  esto  vemos  que  los  Sres.  La.  Serna  y  Montalban  en  su  obra 
Elementos  de  derecho  dvil  y  penal,  comprenden  ambos  casos  al 
definir  el  alzamiento  diciendo  ser:  «la  ocultación  de  los  bienes 
del  deudor,  ó  la  fuga  de  este,  llevándolos  ü  ocultándolos  también 
en  perjuicio  de  sus  acreedores»  ;  y  esto  igualmente  es  lo  que  parece 
inferirse  de  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  en  recurso  de  ca- 
cion  de  27  de  Octubre  de  1874,  aunque  allí  no  se  resuelve  la  cues- 
tión de  una  manera  concreta;  y  á  falla  de  otras  razones,  el  Diccic- 
nario  de  la  Academia  de  la  lengua  española  viene  también  á  cor- 
roborar nuestra  opinión  que  define  al  alzado  diciendo:  «el  qui^^ 
quiebra  maliciosamente  ocultando  sus  bienes  para  defraudar  á  los 
acreedores ,  »  y  también,  entre  las  varias  acepciones  del  verbo  al- 
zar pone  la  siguiente :  « quebrar  maliciosamente  los  mercaderes  y 
hombres  de  negocios,  ocultando  ó  enajenando  sus  bienes^  para  no 
pagar  á  sus  acreedores.» 

Gomo  la  ley,  en  cierta  manera^  reglamenta  el  ejercicio  de  la 
profesión  mercantil  y  le  impone  deberes  ineludibles  al  comerciante, 
la  fuga  ó  ausencia  de  éste  al  suspender  los  pagos  y  ser  declarado 
en  quiebra^  constituye  por  sí  sola  una  falta  por  la  que  merece  la 
calificación  de  quebrado  culpable,  según  el  núm.  3**  del  art.  1006 
del  Código;  pero  en  ningún  otro  caso  vemos  que  esta  circunstancia 
influya  para  nada  en  la  calificación  de  la  quiebra.  El  mismo  Código 
en  el  art.  1007  declara  pertenecer  á  la  cuarta  clase,  ó  sea  quiebra 
fraudulenta,  los  que  cometieren  alguna  de  las  ocultaciones  parcia- 
les de  bienes  que  se  detallan  en  ios  artículos  i\  5*,  9*  y  11,  sin 
que  para  su  calificación  influya  la  presencia  ó  ausencia  del  que- 
brado, porque  de  lo  que  se  trata  y  lo  que  se  castiga  es  el  fraude 
en  perjuicio  de  los  acreedores ;  y  sí  para  el  alzamiento  se  exigiera 
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la  fuga  del  deudor,  como  cireuiisiaccia  indispensable,  resultaría 
que  un  comerciante  no  ausente,  pero  que  hiciera  ocultación  de  to- 
dos sus  bienes,  sería  calificado  y  castigado  únicamente  como  que- 
brado fraudulento  ó  de  cuarta  clase,  lo  mismo  que  otro  que  sólo 
hubiese  ocultado  una  pequeSa  parte  de  alguna  de  las  maneras  de- 
talladas en  los  números  citados ;  y  esta  igualdad  de  calificaciones  y 
penas  es  insostenible  por  lo  injusta,  cuando  el  dolo,  las  coüsecaen- 
cias  y  perjuicios  para  los  acreedores  son  mucho  mayores  en  un  easo 
que  en  el  otro. 

Estas  mismas  reflexiones  pueden  hacerse  también  respecto  á 
los  cómplices,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  ai't.  iOiO,  núm.  3*  y 
en  el  1012,  pues  á  pesar  de  serlo  en  delitos  de  distinta  gravedad 
resultarían  igualmente  penados  cuando  el  autor  estuviese  presen- 
te;  y  en  cierto  modo  corrobora  nuestra  opinión  el  art.  1013,  que 
declara  exentos  de  responsabilidad  á  los  que  facilitaren  medios  de 
evasión  al  alzado,  salvo  lo  que  dispusieren  las  leyes  comunes, 
cuando  coa  esa  participación  no  cometieren  fraude  alguno  en  per- 
juicio de  los  acreedores;  con ^  que  se  demuestra  igualmente  que 
fa  ley  mercantil,  en  estos  casos,  á  lo  que  principalmente  atiende  es 
á  los  intereses  de  los  acreedores ;  y  aun  también  asf  parece  infe- 
rirse del  art.  1068,  que  prohibe  la  citación  del  alzado  para  la  pri- 
mera junta  de  acreedores  y  demás  que  se  celebren  en  el  curso  del 
procedimiento ;  porque  aun  cuando  se  le  pudiera  citar  por  edictos, 
parece  que  la  ley  le  suponga  presente,  y  que  su  citación  y  compa- 
recencia evitaría  ya  la  calificación  de  alzado  en  el  sentido  también 
de  la  fuga. 

Tampoco  en  el  art.  10  del  Código  penal  vemos  comprendida  la 
fuga  del  reo  entre  ías  circunstancias  que  agravan  la  responsabili- 
dad criminal;  y  por  el  contrario,  en  los  artículos  839  y  8i4del 
de  1870,  observamos  que  la  ley  toma  mucho  en  consideración  para 
aumentar  ó  disminuir  la  pena  á  los  deudores  insolventes,  sean  ó  no 
comerciantes,  el  mayor  ó  menor  perjuicio  que  se  irrogue  á  los 
acreedores  y  nunca  la  presencia  ó  ausencia  de  aquellos. 

Por  todo  lo  expuesto,  somos  de  parecer,  que  no  fué  improce- 
dente la  querella  de  alzamiento  que  la  sociedad  R.  H.  presentó 
contra  L.  S.,  y  que  procedia  su  admisión  y  curso,  bastando  fundar- 
la en  la  ocultación  general  de  bienes  del  deudor  en  fraude  de  sus 
acreedores,  sin  perjuicio  del  resultado  que  después  ofreciera,  coa 
lo  que  dejamos  contestada  la  primera  parte  de  esta  pregunta. 
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En  cuanto  á  la  segunda  parte»  si  bien  consideramos  Qsta  cues- 
tión igualmente  grave  y  de  mucha  trascendencia,  su  resolución 
{)arece  presentar  menos  dificultades. 

Verdad  es  que  la  quiebra  por  alzamiento  e$tá  comprendida  en-* 
iré  las  cinco  que  distingue  el  art,  10Q2  del  Código  de  comercio,  é 
indudable  nos  parece  también  que,  según  el  mismo,  á  los  Tribuna- 
les especiales  de  comercio,  y  ahora  á  lo$  Juzgados  ordinarios  en 
.tal  concepto,  corresponde  exclusivamente  el  conocimiento  de  todas 
las  clases  de  quiebras  mercantiles  incluso  el  expediente  y  trámite 
esencial  de  la  calificación ;  pero  cesando  en  su  conocimienlo  y  re- 
mitiéndolo á  la  jurisdicción  ordinaria,  según  el  art.  1144,  cuando 
resolten  méritos  para  calificar  la  quiebra  de  fraudulenta  ó  de  alza- 
miento. Por  manera  que,  según  el  mismo  Código  mercantil,  los 
Tribunales  encargados  de  su  aplicación  no  son  llamados  á  calificar 
y  juzgar  la  quiebra  fraudulenta  y  el  alzamiento,  y  su  competencia 
está  limitada  en  estos  casos  á  la  formación  de  un  expediente  ins- 
tructivo y  preliminar  solamente;  asi  es  que,  desde  el  momento  que 
resulten  méritos  para  esas  dos  graves  calificaciones,  la  ley  le§  pri- 
va de  poder  continuar  conociendp  y  les  ordena  que  se  inhiban  y 
remitan  el  expediente  á  la  jurisdicción  ordinaria,  á  la  que  de  lleno 
compete  su  conocimiento.  Empero,  si  otra  ley  posterior  ha  hecho 
ukodificaciones«sobre  este  particular,  á  ella  necesariamente  debe- 
mos atenernos,  porque  sabido  es  que  la  ley  posterior  deroga  siem- 
pre la  anterior^  al  menos  en  las  reformas  que  introduce. 

Con  efecto,  el  Código  penal,  tanto  en  su  primera  publicación  en 
1848,  cuanto  en  las  reformas  posteriores;  ha  consignado  en  sus  res- 
pectivos artículos,  que  el  quebrado  que  fuere  declarado  en  insolveíi- 
cia  fraudidenta  con  arreglo  al  Código  de  comercio^  y  después,  el 
quebrado  que  fuere  declarado  en  insolvencia  culpable  por  alguna  de 
las  causas  comprendidas  en  el  art.  1005  del  Código  de  comercio, 
serán  castigados,  etc.  Gomo  se  vé,  la  l^y  última  penal,  al  tratar  de 
loa  quebrados  fraudulentos  y  culpables  en  la  forma  en  que  lo  hace, 
se  refiere  al  Código  anterior  mercantil  y  ei^ige  la  precisa  califica- 
ción de  quiebra  fraudulenta  ó  culpable ;  y  como  el  conocimiento 
de  ellas  y  su  expediente  de  calificación  compete  á  los  Tribunales 
especiales  del  ramo>  es  indudable  que  la  nueva  ley  no  les  ha  pri- 
vado del  conocimiento  que  ya  tenían»  limitándose  solamente  á  re- 
formar la  pena.  Veamos  ahora  si  al  tratar  del  alzamiento  se  ha  he- 
cho alguna  declaración  ó  referencia  análoga* 
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El  art.  S36  del  Código  penal  de  1870^  cuyo  contexto  ya  hemos 
dicho  que  es  igual  ai  de  los  dos  anteriores^  dice  sin^lementc:  El 
que  se  alzare  con  sus  bienes  en  perjuicio  de  sus  acreedores  será  eas^ 
ligado,  etc.  Aquí  no  se  encuentra  más  que  la  declaración  de  un  de« 
lito  común  y  la  pena  que  se  le  señala  sin  refereDcia  de  ninguna 
clase  al  Código  de  comercio.  Para  procesar  y  castigar  á  los  quebra- 
dos fraudulentos  y  culpables  la  ley  penal  exige,  como  requisito  in- 
dispensable^ la  previa  declaración^  y  no  por  las  causas  ó  circuns* 
tancias  que  ella  señala,  sino  por  las  que  el  Código  de  comercio  de- 
termina, y  á  éste  forzosamente  hay  que  recurrir  puesto  que  la  nue» 
Ta  ley  deja  en  vigor  la  antigua  en  esta  parte.  Ahora  bien,  cuando 
al  tratar  del  alzamiento  no  exige  ninguna  previa  declaración^  ni 
hace  la  menor  referencia  al  Código  de  comercio,  natural  y  lógico 
es  suponer,  que  este  ha  sido  en  esta  parte  reformado  por  el  penal; 
y  por  consiguiente,  que  álos  Tribunales  ordinarios  compete  exciu* 
sivamente  desde  un  principio  y  sin  limitación  alguna  el  conoci- 
miento de  los  delitos  comunes  de  alzamiento. 

Debemos,  sin  embargo ,  añadir,  que  no  vemos  tampoco  contra- 
dicción ni  conflicto  en  que  los  Tribunales  encargados  de  la  aplica- 
ción del  Código  de  Comercio  continúen  aplicándolo  en  todas  sos 
partes  apesar  de  la  reforma  en  la  ley  penal  de  que  hemos  hablado, 
porque  no  encontramos  en  aquel  ninguna  dísposicioh  que  contradi- 
ga ó  limite  los  efectos  de  ésta ,  pues  por  el  art.  1027  de  aquel ,  el 
procedimiento  de  oficio  se  concreta  á  simples  medidas  de  conserva- 
ción de  los  bienes  del  fugado  sin  declarar  ni  restringir  ningún  dere- 
cho ni  atribución ;  y  en  cuanto  al  expediente  instructivo  de  califi- 
cación^ prevenido  en  el  art.  H37,  como  resultando  méritos  para 
calificar  la  quiebra  de  alzamiento,  el  Tribunal  mercantil,  según  el 
1144,  ha  de  inhibirse  de  su  conocimiento  y  remitirlo  al  Juzgado 
ordinario,  tampoco  en  la  aplicación  de  dichas  disposiciones  podría 
ocurrir  conflicto  alguno ,  puesto  que  en  último  término  el  Juzgado 
ordinario  es  el  que  siempre  habia  de  juzgar  y  castigar  á  los  alza- 
dos; con  la  particularidad  que  hoy  es  menos  de  temer  semejante 
conflicto  por  cuanto  por  el  art.  1140  reformado  del  Código  de  Co- 
mercio ,  el  informe  del  Comisario  y  la  exposición  de  los  Síndicos, 
han  de  pasarse  al  Promotor  fiscal  del  Juzgado  para* que  si  encuen- 
tra algún  delito  ó  falta  promueva  su  castigo  con  arreglo  á  las  leyes ;  y 
siendo  el  mismo  funcionario  que  ya  intervenia  ó  habia  de  intervenir 
en  la  causa  de  alzamiento,  de  presumir  es  que  así  se  evitara  todo 
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conflieto.  La  facultad  que  Jos  arU.  1149  y  1147  conceden  á  los 
acreedores  para  celebrar  convenios  con  el  quebrado,  no  son  tam- 
poco obstáculo  alguno  para  que  el  Juzgado  ordinario  siguiera  de 
oficio  ó  á  instancia  de  parte  el  procedimiento  criminal  contra  el  al- 
zado^ porque  el  H48  priva  á  estos  de  la  facultad  de  celebrar  con«> 
venios;  y  aun  cuando  por  alguna  simulación  ó  combinación  con  al- 
gunos acreedores »  llegase  á  conseguir  la  mayoría  del  1183 »  sin 
que  en  aquellos  momentos  apareciese  aún  probado  el  alzamiento, 
6  se  declararía  después  su  nulidad ,  ó  la  jurisdicción  ordinaria  se- 
guiría adelante  en  el  procedimiento  criminal  prescindiendo  de  los 
conciertos  particulares  entre  el  deudor  y  sus  acreedores  respecto 
al  pago  de  sus  créditos. 

En  consideración  á  lo  expuesto ,  somos  igualmente  de  pare- 
cer que  tampoco  era  improcedente  la  querella  de  alzamiento  pre- 
sentada por  la  sociead  R.  H.  contra  L.  S.  por  faltarle  el  requisito 
de  la  previa  declaración  y  calificación  de  la  quiebra  en  este  sen- 
tido. 

2*  Esta  pregunta  la  consideramos  sencilla  y  creemos  que  pocas 
reflexiones  han  de  bastar  para  fundar  una  contestación  negativa. 
Entendemos  que  los  Tribunales  de  justicia,  una  vez  denunciada  la 
comisión  de  un  delito,  y  más  de  los  que  dan  lugar  al  procedimiento 
de  oficio ,  tienen  el  deber  de  admitir  la  querella  6  denuncia  siem- 
pre que  aparezcan  méritos  para  ello  más  ó  menos  fundados,  y  no 
pueden  prescindir  de  instruir  las  oportunas  diligencias  en  averi- 
guación del  hecho  y  sus  circunstancias  y  quiénes  sean  las  personas 
responsables;  y  si  en  la  instrucción  del  sumario  no  apareciese  pro- 
bado el  delito  denunciado  sino  otro  distinto  por  el  que  debiese  tam- 
bién precederse  de  oficio ,  no  sólo  no  vemos  inconveniente ,  sino 
que  todavía  creemos  que  el  Juzgado  tiene  el  deber  de  continuar  el 
procedimiento,  y  sin  perjuicio  de  que  el  denunciante  ó  acusador 
privado  califique  el  delito  en  el  mismo  sentido  de  la  querella ,  el 
Promotor  fiscal  debe  hacer  la  calificación  del  delito  que  resulte  y  el 
Juzgado  en  su  dia  dictar  sentencia  según  la  verdadera  resultancia 
de  la  causa.  En  algunas  de  homicidio  suele  el  acusador  privado 
querellarse  y  hacer  la  calificación  del  delito  de  asesinato ,  y  aun- 
que el  hecho  que  resulte  del  sumario  no  merezca  esta  calificación, 
sino  la  de  homicidio  simple ,  no  por  esto  dejará  de  continuar  la 
causa  calificando  el  Fiscal  lo  que  estime  procedente  y  dictando  el 
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Juzgado  la  sentencia  que<^iisídere  justji  según  el  deliu  que  rasmU 
te  haberse  cometido;  pues  sí  en  todos  caaos»  y  iun  cuando  se  trate 
de  un  expediente  civil »  desde  el  momento  que  aparezcan  méritos 
bastantes  para  sospechar  con  algún  fundamento  la  comisión  de  un 
delito  de  ios  que  dan  lugar  al  procedimiento  de  oficio,  tienen  los 
Tribunales  el  deber  de  instruir  el  sumario  ó  practicar  al  menos  las 
diligencias  necesarias  para  su  comprobación  y  averiguación ,  ooa 
mayoría  de  razón  deben  continuar  el  procedimiento  criminal  ea 
averiguación  del  verdadero  delito  que  resulte ,  aun  cuando  en  la 
querella  se  haya  acusado  otro  distinto. 

Por  consiguienle  entendemos,  que  admitida  la  querella  de  al- 
zamiento, si  en  vez  de  este  delito  aparecía  haberse  cometido  el  de 
estafa,  como  cabe  en  este  también  la  persecución  de  oficio,  debió 
continuar  el  procedimiento  y  en  la  sentencia  declararse  y  castigar- 
se el  hecho  que  resultare  probado;  y  mucho  más  en  este  caso  por 
cuanto  se  trataba  de  hechos  6  delitos  análogos,  como  que  ambos 
están  comprendidos  en  un  mismo  capítulo,  bajo  el  epígrafe  de  De- 
fraudacíones. 

3*  En  ningún  caso  es  permitido  el  juicio  ejecutivo  sin  que  el 
acreedor  presente  un  título  que  tenga  aparejada  ejecución,  porque 
el  ordinario  es  el  común  para  todos  y  para  toda  clase  de  reclama* 
cienes  y  en  el  que,  con  igualdad  para  ambas  partes,  pueden  discu* 
tirse  con  más  amplitud  y  mejores  medios  todas  las  cuestiones.  £1 
ejecutivo,  como  excepcional  y  más  breve,  sólo  lo  consiente  la  ley 
en  los  casos  determinados  que  detalla  el  art.  941  de  la  de  Enjuicia- 
miento civil;  y  aun  así,  atendida  su  especial  tramitación  y  limita- 
ción de  excepciones  que  en  él  admite»  como  por  precaución  y  ga- 
rantía, permite  que  después  de  terminado  este  pueda  promoverse 
el  ordinario.  Si  con  esas  precauciones  y  limitaciones  obra  la  ley  ea 
los  juicios  ejecutivos,  aunque  las  más  veces  la  reclamación  sólo 
afecte  á  una  pequeña  parte  de  la  fortuna  del  deudor,  y  no  imprima, 
por  regla  general,  ninguna  mala  nota,  con  mucha  mayor  cautela  y 
precisión  debe  obrar  cuando  se  trate  de  una  declaración  de  quie< 
bra;  porque  el  crédito  mercantil  sobre  costar  mucho  de  adquirir, 
es  tan  suceplible  y  delicado  que  basta  la  más  ligera  sospecha  ó  in* 
dício  para  que  á  seguida  nazca  la  alarma  entre  los  comerciantes 
que  tengan  relaciones  con  la  persona  aludida,  y  entre  y  cunda  la 
desconfianza*  El  acto  sólo  de  intentar  la  declaración  de  quiebra  po- 
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driá  ya  cansar  á  aaa  casa  de  comercio  perjuicios  irreparables;  y  si 
esta  llegara  á  hacerse,  ano  cuando  fuese  injusta,  el  quebranto  que 
el  comerciante  sufra  íes  de  .inmensa  trascendencia  porque  le  sus- 
pende y  trastorna  todas  sus  operaci  ones,  acaba  con  su  crédito  y  su 
estado  se  equipara  á  la  muerte  civil.  Baste  leer  el  art.  4044  del  Có- 
digo de  Comercio  y  fijar  la  atención  en  las  depresivas  y  humillantes 
disposiciones  que  los  Tribunales  han  de  tomar  en  el  acto  de  hacer- 
se la  declaración  de  una  quiebra  para  quedar  justificadas  todas  las 
precauciones  que  la  ley  exige  antes  de  llegar  á  una  resolución  tan 
grate;  pues  aun  cuando  al  quebrado,  por  el  art.  1028  sea  permitido 
pedir  la  reposición,  y  aun  el  1034^  caso  de  ser  revocada,  declare 
qué  se  tenga  por  no  hecha  ni  produzca  erecto  alguno  legal  y  le  con- 
ceda al  comerciante  repuesto  el  derecho  de  pedir  indemnización  de 
perjuicios,  si  se  hubiere  procedido  con  dolo,  falsedad  ó  injusticia 
notoria,  sin  embargo,  aunque  la  reparación  legal  tuviera  efecto,  la 
roalerial  y  moral  serian  muy  difíciles  y  con  dificultad  podría  volver 
á  levantar  su  crédito ,  á  no  trascurrir  con  buena  suerte  mucho 
tiempo. 

Conocidas  las  consecuencias  de  una  declaración  de  quiebra,  no 
es  de  extraSar  que  la  ley  mercantil  en  su  arl.  1035  exija  al  acree- 
dor que  la  solicite,  sin  que  preceda  la  manifestación  espontanea 
del  deudor,  el  cumplimiento  de  todos  los  requisitos  que  allí  deter- 
mina. Téngase,  además,  muy  en  cuenta,  que  no  á  todos  los  acree- 
dores les  es  permitido  pedir  la  declaración  de  quiebra,  sino  sólo  á 
los  legUimos,  y  quiénes  sean  estos  lo  determina  el  art.  4*  del  títu- 
lo i*  adicional  á  la  ley  de  Enjuiciamiento.  Según  esta  terminante 
disposición,  el  acreedor  que  la  intente  ha  de  acreditar  ante  todo  su 
personalidad  con  el  testimonio  de  la  ejecución  á  su  instancia  contra 
el  mismo  deudor,  sin  cuyo  requisito  no  le  será  admitida  la  prueba 
que  presente  sóbrelos  extremos  del  art.  1025;  por  manera  que^ 
aun  euando  sea  notoria  la  fuga  de  un  comerciante  acompañada  de 
cerramiento  de  su»  escritorios  y  almacenes,  sin  haber  dejado  perso- 
na que  dé  evasión  á  sus  obligaciones,  no  por  eso  cualquier  acree- 
dor sin  título  ejecutivo^  estaría  facultiido  para  pedir  la  declaración 
de  su  quiebra,  y  el  Tribunal  se  limitaría  á  tomaren  ese  caso ,  las 
precauciones  orden  idas  en  el  art.  1027. 

En  vista  de  disposiciones  tan  terminantes^  no  vacilamos  en  opi- 
nar, que  la  sociedad  R.  H.  no  está  üacultada  para  pedir  la  declara- 
ción de  quiebra  de  L.  S.^  sin  obtener  antes  un  título  ejecutivo,  del 
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que  ahora  carece,  con  el  cual  acredite  su  personalidad  como  acree- 
dor legílimo. 

« 

4'  La  contestación  afirmativa  ¿  esta  pregunta  nos  parece  muy 
sencilla  y  procedente.  Verdad  es,  que  eutre  los  títulos  ejecutivos 
que  enumera  el  art.  941  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  no  se  en- 
cuentra la  sentencia  que  haya  causado  ejecutoria;  y  no  ha  sido  por 
omisión,  sino  por.  la  razón  sencilla  de  que  la  ley  no  necesitaba  in- 
cluirla allí,  por  cuanto  el  acreedor  ó  litigante  que  la  obtenga  á  su 
favor  tampoco  tiene  necesidad,  para  su  cumplimiento  y  ejecución, 
de  intentar  un  nuevo  juicio,  siquiera  sea  muy  breve,  porque  tra- 
tándose de  un  documento  tan  solemne,  que,  según  la  ley  19,  tUu« 
lo  22,  de  la  Partida  S*",  ha  maravülo^menle  gran  fuerza,  al  acree- 
dor que  haya  obtenido  en  juicio  ordinario,  como  declarativo,  una 
ejecutoria  de  pago  contra  su  deudor,  puede  acudir  por  los  trámites 
más  breves  del  art<  891  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento, 
á  solicitar  la  ejecución  de  la  sentencia.  Por  lo  tanto,  si  la  socie- 
dad R.  H.,  consigue  la  ejecutoria  de  pago  en  juicio  ordinario  con- 
tra L.  S.,  con  ese  título  tan  solemne  tendrá  acreditada  la  personali- 
dad qué  para  pedir  la  declaración  de  quiebra,  exige  el  art.  4*  del 
titulo  adicional  antes  citado. 

5'  y  6'  Como  quiera  que  sí  que  es  posible,  y  en  nuestro  concep- 
to procedente  el  recurso  que  se  consulta  en  la  pregunta  4',  conáde- 
ramos  innecesario  ya  detenernos  en  los  particulares  de  estas  dos 
últimas.  Además  que  la  responsabilidad  contra  los  Jueces  y  Tribu- 
nales nunca  procede  sino  por  causas  muy  justificadas,  como  por 
infracciones  de  ley  clara  y  terminante,  ó  negligencia  ó  ignorancia 
inexcusables,  y  los  puntos  consultados  en  la  primera  pregunta,  sea 
cualesquiera  la  opinión  más  autorizada  que  prevalga,  6  lo  que  en 
último  término  resuelvan  los  Tribunales  y  forme  jurisprudencia,  no 
por  eso,  ahora  al  menos,  dejan  de  ofrecer  algunas  dudas  y  dar  lu- 
gar á  encontrados  pareceres.  En  su  virtud  creemos,  que  en  este  ca- 
so no  tiene  aplicación,  ni  prosperaría  el  recurso  que  permite  el  ca- 
pituló i  2  de  la  Real  cédula  de  30  de  Enero  de  188S. 

Francisco  FORNER. 


ESTUDIOS  SOBRE  LOS  CLASICOS  LATINOS 

APLICADOS  AL  DERECHO  CIVIL  ROMANO 


HORACIO 


I 

A  los  grandes  maestros  de  la  escuela  del  siglo  xvi ,  pertenece 
el  honor  de  haber  hecho  comprender  la  influencia  que  puede  ejer- 
cer en  el  estudio  del  Derecho  romano  la  investigación  de  las  obras 
de  los  escritores  clásicos  de  Roma.  Cuvas,  el  más  ilustre  de  estos 
maestros,  contribuyó  poderosamente  más  que  otro  alguno  á  dará 
los  espíritus  esta  dirección  importante;  y  fácilmente  se  reconoce, 
en  la  lectura  de  sus  obras ,  que  no  hay  un  sólo  fragmento  de  ios 
poetas,  historiadores  ú  oradores  romanos,  de  que  no  tenga  un  co- 
nocimiento perfecto ,  y  no  se  haga  bajo  su  mano  un  poderoso  auxi- 
liar para  la  interpretación  y  esplicacion  de  las  leyes. 

Los  jurisconsultos  de  la  escuela  de  Bartolo  habian  hecho  pro- 
gresar sin.  duda  la  ciencia,  y  dejado  muy  atrás  la  escuela  de  los 
glosadores  y  todas  las  tradiciones  de  la  Edad  Media;  pero  sus  tra- 
tados se  encerraban  generalmente  en  el  estudio  árido  de  los  tex- 
tos. Sus  trabajos  ■  languidedan ,  porque  estaban  privados  de  aquel 
principio  de  animación  y  de  vida,  que  sólo  la  historia  y  la  filosofía 
pueden  comunicar  al  estudio  del  Derecho. 

Estaba  reservado  á  Cuyas  y  sus  discípulos  realizar  un  inmenso 
progreso,  evocando  los  recuerdos  del  pasado,  interrogando  todos 
los  monumentos  depositarios  de  la  civilización  romana,  reconstitu- 
yendo ,  por  decirlo  asi ,  aquel  pueblo  todo  entero ,  por  un  llama- 
miento hecho  á  todos  los  que  habian  sido  los  órganos  más  fieles  de 
b*u  genio  y  de  sus  costumbres. 

Esta  rehabilitación,  concedida  por  el  siglo  xvi  á  las  obras  maes- 
tras de  la  historia ,  de  la  poesía  y  de  la  literatura ,  no  fué  una  obra 
especial  de  parte  de  los  Jurisconsultos ;  se  realizaba  en  medio  del 
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movimiento  geoeral  impreso  á  todos  los  ramos  de  los  conocimientos 
humanos,  por  consecuencia  de  la  reacción  qve  «e declaró  «oatra  la 
Edad  Media;  reacción  que  se  encuentra  á  la  vez  en  la  literatura, 
en  la  política ,  en  las  ideas  religiosas,  en  la  arqnitecstora. 

II 

La  historia^  la  critica  y  la  filología  del  Derecho,  debían  sa- 
car necesariamente  inmensos  resultados  de  esta  restitución  de  las 
fuentes  indirectas  del  Derecho  antiguo. 

En  efecto^  ninguna  de  las  obras  de  los  Jurisconsultos  anteriores 
al  hermoso  siglo  de  la  jurisprudencia,  ha  llegado  hasta  nosotros,  y 
los  fragmentos  que  pertenecen  á  los  Jurisconsultos  del  siglo  que 
acabamos  de  indicar ,  han  sido  con  frecuencia  mutilados  por  los 
compiladores  de  Justiniano. 

Los  grandes  escritores  de  Roma  han  precedido  por  otra  parte  á 
sus  grandes  Jurisconsultos:  Cicerón,  Horacio,  Virgilio,  son  ante- 
riores con  mucho  á  Gayo,  Papiniano,  Paulo,  Ulpiano^  Modestino. 

Es ,  pues ,  indispensable ,  más  de  una  vez ,  para  enlazar  de 
nuevo  las  tradiciones,  para  remontarnos  hasta  los  orígenes  de  las 
instituciones  y  seguirlas  en  sus  desenvolvimientos,  investigar  lo« 
monumentos  de  la  bella  edad  de  la  literatura. 

La  critica  y  la  fitología  deben,  por  los  mismos  motivos,  sacar 
grandes  ventajas  de  esta  investigación. 

En  Roma,  .todos  los  que  se  dedicaban  á  la  carrera  de  las  letras, 
debian  necesariamente  haber  hecho  estudios  sobre  el  Derecho  ci- 
vil ,  porque  la  alianza  íntima  de  la  literatura  y  del  Derecho  se  pro- 
dujo allí  de  la  manera  más  soí'prendente. 

El  culto  de  las  letras  comprendia  en  el  grado  más  eminente  la 
observación  y  la  pintura  .de  las  costumbres,  el  estudio  crítico  del 
espíritu  público,  los  diversos  sistemas  de  filosofía,  los  diversos  pro- 
blemas de  economía  política  y  social,  que  se  establecían  y  resolvian 
en  la  transformación  de  las  ideas  y  de  las  costumbres.  Por  cima  de 
todo  esto  estaba  la  comparación  incesante  entre  las  costumbres 
primitivas  y  las  modificaciones  que  habían  sufrido  bajo  la  influen- 
cia múltiple  de  la  conquista,  del  contacto  de  los  romanos  con  las 
naciones  extranjeras ,  de  la  invasión  de  la  civilización  griega  y  del 
principio  de  igualdad  política  que  había  acabado  por  confundir  los 
dos  órdenes  del  Estado. 
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'  Todo  esto  se  ligaba  al  Derecho  de  la  manera  más  estrecha.  Eq 
Roma,  mis  qae  en  otra  parte,  el  Derecho  y  las  instituciones  que 
Negaban  á  consolidarse,  obraban  de  una  manera  directa  é  inmediata 
sobre  las  costumbres.  Por  regla  general,  las  costumbres  influyen 
y  obran  mucho  más  sobre  el  Derecho,  que  el  Derecho  sobre  las  cos- 
tumbres; entre  los  Romanos,  al  menos  en  ciertas  épocas  de  su  his* 
loria,  ha  sido  todo  lo  contrario:  los  autores  del  Derecho  entraban  en 
lucha  abierta  con  las  costumbres  que  querían  reformar;  atacaban 
el  mal  en  sus  raices;  cortaban  por  lo  sano,  y  la  historia  nos  ensena 
cuál  ha  sido  el  resultado  de  sus  esfueraos. 

Esto  se  explica,  porque  el  Derecho  fué  mucho  tiempo,  en  Bo- 
ma, el  instrumento  de  la  política. 

No  debe,  pues,  estranarse  que  en  el  programa  de  educación  de 
la  juventud  romana  los  estudios  del  Derecho  ocupasen  siempre  el 
primer  lugar. 

Estas  consideraciones  generales  bastan  á  justificar  la  impor- 
tancia que  los  amigos  de  la  ciencia  del  Derecho  romano,  dan  al  es- 
tudio de  los  clásicos  latinos,  que  fomiiiares  con  el  Derecho,  vemos 
necesariamente  impregnar  sus  obras. 

III 

Nuestra  época,  que  ha  abandonado  los  pasos  de  la  maj^or 
parte  de  las  escuelas  de  los  siglos  xvii  y  xviii,  para  volver  al  mé- 
todo de  los  discípulos  de  Cuyas,  ha  puesto  otra  vez  este  estudio  en 
boga,  k  ia  otra  parte  del  Rhin,  el  ejemplo  ha  sido  dado  al  cabo  de 
un  buen  número  de  anos,  y  ia  Francia  no  ha  vacilado  en  asociarse 
á  este  •movimiento  importante.  Los  eruditos  han  dado  á  los  frag- 
mentos de  los  clásicos  la  calificación  de  fuentes  itidirecías  del  Dere- 
cho romano  (1). 

En  la  clase  de  prosistas,  Cicerón,  Tito-Livio,  Valerio-Máximo, 
Tácito,  Suetonio,  los  dos  Plinios,  son  los  que  ofrecen  nociones  más 
útiles;  Cicerón,  sobre  todo.  Hay  partes  del  Derecho  que  uno  nunca 
conocerá  bien  sin  haberle  consultado.  El  que  quiere  estudiar,  por 


0)  Véase  especialmente  por  lo  que  se  refiere  al  estudio  de  los  eU- 
8ÍC08,  Palk,  Cours  d*introd%ction  genérale  á  Vétude  du  Droitj  traduc- 
ción de  M.  Pellat,  nota  de  la  pág.  9Si.— Giraud,  Iníroduction  aux  alé- 
ments  dn  Droit  romaine^  pág.  26  y  27. 
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ejemplo,  las  acciones,  la  legislación  de  las  Doce  Tablas,  la  transi- 
ción del  Derecho  del  segundo  periodo  al  derecho  del  tercero,  esli 
á  cada  instante  obligado  á  recurrir  á  este  escritor.  Sus  Tófñcas,  sa 
Tratado  de  las  leyes^  de  los  Deberes,  su  correspondencia,  sus  obras 
sobre  la  elocuencia  y  la  filosofía,  sus  defensas,  abandan  en  precep- 
tos de  Derecho. 

Auio-Gelio  y  Macrobio,  ofrecen  también  estimables  documentos 
sobre  las  instituciones  civiles  de  los  Romanos. 

En  la  clase  de  poetas.  Planto,  Terencio,  Horacio,  Virgilio,  Ja- 
venal^  merecen  bajo  el  mismo  punto  de  vista,  una  mención  raoy 
particular. 

IV 

Hoy  he  escogido  por  objeto  de  mis  estudios  al  poeta  Horacio  • 
Al  hacer  sobre  todas  sus  obras  lo  que  varios  doctores  de  Alemania 
han  hecho  sobre  algunos  trabajos  de  Cicerón,  tratando  de  comple- 
tar lo  que  el  sabio  Hambcrger  (1)  no  habia  hecho  mis  que  bosque- 
jar, he  recogido  y  concentrado  en  algunas  páginas  todos  los  frag- 
mentos de  este  autor  que  se  refieren  .mis  ó  menos  i  la  ciencia  dei 
Derecho  Romano. 

Así,  mientras  otros  tratan  de  explicar  é  interpretar  con  la  aya- 
da  de  la  historia,  de  la  política,  de  la  literatura,  de  las  bellas  artes  ^ 
de  la  filosofía,  de  las  ideas  religiosas,  los  fragmentos  mas  difíciles,  del 
mismo  escritor,  yo  trataré  i  kni  vez,  de  interpretar  algunos  de  sus 
textos  con  la  ayuda  de  nociones  que  pediré  i  la  ciencia  dei  Derecho; 
y  si  el  Derecho  me  sirve  para  comprender  al  poeta^  el  poeta  me  ser- 
virá á  veces,  para  comprender  ciertas  instituciones  del  Derecho  ci- 
vil, é  iniciarme  más  íntimamente  en  su  espíritu.  • 


Para  poner  claridad  en  este  trabajo,  clasificaré  mis  extractos 
en  el  orden  siguiente.  Los  dividiré  en  tres  parles:  en  la  primera, 
despoes  de  exponer  algunas  ideas  críticas  sobre  las  teorías  de  Ho- 


(1)  LküñEíiTfAudreaffambergeriopusculaadelegant.Juris^prudefU^ 
pertinenL — No  conocía  este  libro  cuando  compuse  mi  primera  edición. 
Debo  su  conoeimiento  á  la  galanteria  de  M.  Gh.  Giraud,  que  lo  pidió 
prestado  para  mi  objeto  ala  biblioteca  de  la  FacitUad  de  Derecho  de 
Straeburgo, 


ESTUDIOS  JURÍDICOS  SOBRE  LOS  CLÁSICOS  LATINOS     81 

racio,  relativas  al  origen  del  Derecho,  y  á  la  proporción  que  debe 
existir  entre  los  delitos  y  las  penas^  coordinaré  los  extractos  que  se 
refieren  al  derecho  de  las  personas;  en  la  segunda^  los  que  se  refie- 
ren á  las  maneras  de  adquirir  la  propiedad,  y  á  las  obligaciones; 
finalmente,  en  la  tercera,  los  extractos  que  se  refieren  á  las  ac- 
ciones. 

VI 

Antes  de  abordar  la  primera  división,  me  ha  parecido  con- 
veniente exponer  rápidamente  algunas  nociones  sobre  el  estado  ge- 
neral del  Derecho^  durante  el  período  en  que  Horacio  vivió,  y  so- 
bre la  educación  que  el  poeta  había  recibido  con  relación  á  la  cien- 
cia de  las  leyes. 

Horacio,  nacido- en  Yenusa,  en  la  A.pulia  Daunia,  en  el  ano  689 
de  la  fundación  de  Roma,  murió  en  el  748,  cerca  de  seis  años  antes 
de  Jesucristo.  Vivid),  pues,  durante  los  primeros  años  del  tercer  pe- 
riodo de  la  historia  del  Derecho  romano,  que  principia  en  Cicerón, 
y  concluye  en  el  reinado  de  Alejandro- Severo. 

VII 

El  Derecho  romano  en  esta  época ,  pasaba  de  la  adolescencia  al 
estado  de  virilidad.  La  colisión  que  se  habia  levantado  desde  los 
primeros  tiempos  de  Boma  entre  patricios  y  plebeyos,  tocaba  á  su 
fin:  su  término,  que  fué  el  principio  de  igualdad  establecida  entre 
las  dos  clases ,  iba  á  ser  definitivamente  consagrado  por  los  empe- 
radores. 

El  sistema  de  resistencia  del  viejo  Catón  habia  concluido.  Con 
la  política^  el  Derecho  antiguo  se  acababa  de  una  manera  sensible. 

Su  carácter  religioso  se  oscurecía  visiblemente;  pero  las  fórmu- 
las, que  habían  sido  su  producto,  se  mantenían  en  vigor,  como  se 
mantienen  las  instituciones  que  jse  remontan  á  la  cuna  de  un  pue- 
blo y  se  arraigan  á  las  entrañas  mismas  de  su  constitución. 

£1  culto  de  las  bellas-artes  habia  sido  importado  de  Grecia,  tan- 
to» que  Horacio  podia  decir  con  razón: 

Grsecia  capta  ferum  victorem  cepit,  ot  artes 
Intulitagresti  Latió  (1) 


(I]    Epit.  I,  lih.  2. 

TOMO  L.  \\ 
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El  comercio  habia  tomado  también  grande  desarrollo ;  y  el  poeta 
había  podido  decir  con  la  misms^  exactitud ,  hablando  del  córner^ 
ciaote»  que  las  necesidades  de  su  negocio  convidaban  á  lejanos^ 
viajes: 

Impiger  extremos  cnrris,  mercator,  ad  lados, 
Per  mare  pauperiem  fagíens,  persaxa,  per  ignes  (1). 

Por  otro  lado^  la  filosofía  del  estoicismo  que  habia  sido  acogida 
con  gran  favor,  ejercía  sobre  el  Derecho  una  importante  influencia. 

Este  gran  desenvolvimiento  del  espíritu  humano,  había  he<d»o^ 
ai'omar  en  el  Derecho  civil  las  primeras  influencias  de  la  equidad» 
del  Derecho  natural  y  de  los  principios  del  Derecho  de  gentes. 

La  invasión  de  los  plebeyos  en  la  profesión  de  los  jurisconsultos 
y  la  enseñanza  pública  del  Derecho  desde  Tiberio  Coruncanio,  los 
edictos  de  los  Magistrados,  las  repuestas  de  los  prudentes,  la  juris- 
prudencia que  se  establece,  á  causa  de  las  conttfoversiaa  del  foro  y 
de  las  decisiones  judiciales,  la  autoridad  de  los  usos,  el  perfeccia* 
namiento  de  la  lengua  y  la  publicación  de  algunas  obras  sobre  et 
Derecho,  constituían  otras  tantas  causas  que  habían  contribuido  at 
progreso  de  la  ciencia,  ó  si  se  quiere,  á  dar  al  derecho  un  ranga 
entre  las  ciencias  (2). 

En  fin ,  los  sangrientos  dramas  de  que  fueron  testigos  los  últi- 
mos años  del  siglo  vii  y  los  primeros  del  viii,  las  guerras  extran- 
jeras, las  discordias  civiles,  las  agitaciones  violentas ,  enmedio  dt 
las  cuales  espiró  la  república  y  nació  el  imperio ;  todos  estos  acon- 
tecimientos memorables,  que  decidieron  de  los  destinos  del  mundo 
romano,  á  las  pasiones  y  necesidades  que  provocaron,  opusieron  los 
autores  del  Derecho  útiles  reformas. 

Por  otra  parte ,  sabemos  cuan  alteradas  estaban  las  primitivas 
costumbres  desde  la  ruina  de  Cartago :  el  amor  á  las  riquezas  se 


(1)  Epit.  I,  lib.  1. 

(2)  Naestro  poeta  nos  indica  algunas  de  las  fuentes  del  Derecha 
civil,  todavía  en  vigor  en  esta  época,  y  especialmente  de  las  Doce  Ta- 
blas, de  las  fuentes  del  derecho  público  y  del  derecho  religioso,  en  los 
versos  siguientes  tomados  de  la  epístola  P  del  libro  II: 

SIc  fautor  veteruxn,  ut  tabulas  peccare  vetantes, 
QuaB  bis  quioque  viri  ^anxerunt:  fcedera  regnm 
vel  GabUs,  vei  eum  rigidea  a>quata  Sabimls; 
Pontiflcum  libros,  ancosa  volumiDa  vatum; 
Dictitet  Albano  musas  in  monte  locutas. 
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había  apoderado  de  todos  los  espíritus,  el  lujo  y  la  corrupción  lo 
habían  desenfrenado  todo ;  y  la  bella  Oda  de  nuestro  poeta ,  Ddieta 
majarum  (f)»...  confirma  suficientemente  esta  trasformacion  y  los 
sentimientos  que  le  inspiraba. 

VIII 

La  profesión  de  Jariscoosulto  no  era ,  es  verdad ,  como  otras 
veces,  patrimonio  exclusivo  de  la  casta  patricia;  pero  no  de- 
jaban de  encontrarse  en  esta  carrera  los  hombres  más  notables  por 
su  nacimiento,  por  su  fortuna  y  por  su  posición  social. Lo  que  con- 
firma Cicerón,  cuando  hablando  del  estudio  del'Derecbo,  en  sus 
Diálogos  De  Oratore ,  pone  en  boca  de  Antonio  estas  palabras  no- 
tables: «Eienim  sine  controversia,  et  magna  est,  et  late  patet, 
»et  ad  multos  pertinet,  et  summoio  bonore  seroper  futi,  et  da- 
«rísstmí  cíves  ei  studio  etiam  heiié  prcesunt  (2). »— Y  la  severa  res- 
paesta  dada  por  Quinto  Mudo  á  un  patricio  de  su  tiempo :  «Turpe 
«esse  patricio  viro  et  nobili,  et  causas  oranti ,  jus,  in  quo  versare- 
»tQr  ignorare  (3),»  había  conservado  toda  su  exactitud  y  mérito. 

Horacio  menciona  algunos  de  sus  contemporáneos,  que  hablan 
adquirido  por  su  ciencia  en  las  leyes ,  el  mayor  crédito.  Asi  nos 
habla: 

•  1*  De  Cascelio  Aulo ,  del  cuaJ  Valerio  Máximo  ha  elogiado  más 
tarde  su  firmeza;  á  quien  ni  el  favor  ni  el  poder,  pudieron  arran- 
car fórmula  alguna  en  interés  de  los  trinmviros.  Horacio  lo  consi- 
dera como  uno  de  los  hombres  más  eruditos  de  su  época: 

ConsQltos  jaris,  et  actor 

Cansarnm  medlocris,  abest  virtote  diserti 
Messalffi,  nee  seit  quantum  Cascellius  Aulus  (i). 

¥  De  Trebacio,  e!  amigo  intimo  de  Cicerón ,  para  quien  éste 
compuso  sus  Tópi€os,  uno  de  los  Jurisconsultos  que  influyeron  más 
en  la  introducción  de  los  codicilos  (5).  Horacio  lo  ha  escogido  para 


(I)    Odaví,  lib.  3. 
Lib.  I,  §  45. 

Pomponio,  frag.  2,  De  origin,  etprog.  Juris, 
Arte  poética. 
Instituta,  lib.  S,  tít.  25,  De  (Jodie,  ad  prcemium.  ^^ 
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interlocutor  suyo,  ea  la  sátira  1*  del  libro  2*;  le  dá  el  epíteto  de 
docte : 

Nisi  quid  tu,  docto  Trebati, 

Dissentis 

3*  De  Alfeno  Yaro^  que  fué  uuo  de  los  discípulos  más  iluf^tres  de 
Servio  Sulpicio,  elevado  por  sólo  su  mérito,  á  las  más  altas  digni- 
dades de  la  república^  cuya  autoridad  es  algunas  veces  citada  en 
las  Pandectas :  lo  calificando  vafer^  á  causa  de  su  habilidad : 

Ut  Alfenus  vafer,  omni 

Abjecto  instrumento  (t) 


4*  Por  último,  de  Antistio  Labeon,  el  hijo,  discípulo  de  Trebacio, 
el  antagonista  de  Ateyo  Capitón,  el  que  debía  ser  jefe  de  la  secta 
de  los  proculeyanos,  cuando  su  ilustre  rival  tuviese  el  mismo  honor 
por  la  escuela  de  los  sabinianos;  hombre  del  movimiento  en  juris- 
prudencia, de  la  resistencia  en  política,  ligado  á  las  ideas  repa- 
blicanas^  y  por  lo  mismo,  enemigo  de  la  dominación  de  Augusto. 
Así,  no  considerándolo  más  que  bajo  este  punto  de  vista,  Horacio, 
que  era  uno  de  los  cortesanos  del  principe,  trató  á  Labeon  de  in- 
sensato. 

Labeone  insanior  ínter 

Sanos  dicatar  (2) 


IX 


Pero,  cualquiera  que  fuese  el  mérito  de  estos  jurisconsultos 
y  el  de  sus  contemporáneos,  cuyos  nombres  nos  ha  trasmitido 
Pomponio  (3),  de  Otilio,  que  fué  también  discípulo  de  Servio  Sul- 
picio  y  compuso  varias  obras  sobre  el  derecho,  de  Tuberon,  que 
unió  al  estudio  del  derecho  civil  el  del  derecho  público,  la  ciencia 
no  estaba  á  la  altura  de  las  nuevas  instituciones. 

La  eflorescencia  tan  rápida  de  estas  instituciones,  cuyo  origen 


(1)  Sátira  III  Jib.  2. 
(i)  Sátiraiii,  lib.  1. 
(3)    Fragm.  2,  De  orig,  et  proffressn  JnrU, 
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merece  también  ser  estudiado  con  cuidado,  habia  sorprendido,  por 
decirlo  así,  los  espíritus  que  auu  no  estaban  dispuestos  para  ellas. 
Todavía  eran  necesarias  largas  meditaciones  y  experiencia,  para 
que  los  jurisconsultos  llegasen  ¿  apreciarlas  y  fecundar  sus  diversos 
caracteres;  para  apreciar,  sobre  todo,  el  movimiento  de  transfor- 
mación que  se  había  operado  en  la  sociedad  romana.  La  revelación 
del  derecho,  que  no  es  otra  cosa  que  la  expresión  de  las  relaciones, 
está  todo  entero  en  la  observación. 

Por  otro  lado,  la  filosofía^  á  pesar  de  la  autoridad  que  habia  ya 
conquistado^  no  habia  penetrado  aun  profundamente  en  las  masas; 
por  lo  {nismo  no  habia  producido  más  que  una  parte  de  sus  frutos. 

Finalmente,  el  progreso  de  la  4engua  y  de  las.  ciencias  auxilia- 
res ó  accesorias  de  la  jurisprudencia,  no  eran  tan  antiguos,  para 
que  su  influencia  se  hiciese  sentir  suficientemente.  El  desenyoU 
vimiento  de  la  ciencia  debia  ser  muy  lento,  y  gracias  á  esta  pru- 
dente lentitud,  consiguió,  según  observa  juiciosamente  M.  de  Sa- 
vigni  (1),  aquella  profundidad  y  originalidad  que  fundaron  su  as- 
cendiente  sobre  los  pueblos  extranjeros;  ascendiente  reusado  ¿  los 
Romanos  en  los  demás  ramos  de  los  conocimientos  humanos. 

Estas  razones  explican  suficientemente,  por  qué  la  grande  épo- 
ca de  los  Jurisconsultos  debia  hacerse  esperar  todavía,  y  por  qué 
á  pesar  de  los  progresos  obtenidos,  la  práctica  absorbía  la  ciencia. 
No  sabríamos  explicarlo  por  las  grandes  agitaciones  políticas  del 
siglo  de  Horacio,  porque,  nosotros  hemos  visto,  en  Francia,  nues- 
tros más  célebres  jurisconsultos,  Cuyas,  Demouiin,  Doneau^  flore- 
cer en  el  siglo  xvi  y  producir  sus  obras  inmortales  en  medio  de 
las  borrascas  más  violentas  de  nuestras  disensiones  interiores,  en 
medio  de  esas  guerras  civiles  que  penetran  en  el  corazón  y  per- 
turban profundamente  el  espíritu,  las  guerras  de  religión.  Así,  es 
una  coincidencia  notable,  que  el  derecho  romano  realizase  una  gran 
parte  de  sus  progresos  en  el  momento  en  que  se  perdían  las  liber- 
tades públicas;  que  más  tarde,  la  bella  edad  de  la  jurisprudencia 
fuese  contemporánea  del  despotismo  imperial  establecido  sobre  las 
bases  más  duraderas,  tomando  el  movimiento  cienlíGco  el  puesto 
del  movimiento  político. 


(I)    Derecho  romano,4om.  i,  pág.  8S. 
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1 


De  cualquier  modo  qne  sea,  nuestro  poeta  nos  ha  dado  una 
¡dea  exacta  del  celo  con  que  eran  buscados  los  jurisconsultos  de  su 
tiempo,  cuando  en  su  primera  sátira  nos  los  muestra  asaltados  des- 
de las  primeras  horas  del  dia,  al  primer  canto  del  gallo,  para  tra- 
ducir sus  expresiones: 

Agricolam  laudat  juris  legumque  peritas, 
Sub  galli  cantum  consultor  ubi  ostia  pulsat  (1). 

Hace  consistir  todo  su  crédito  en  los  numerosos  fragmentos  que 
citaremos  más  tarde ,  sobre  los  derechos  y  deberes  de  los  patronos 
para  con  sus  clientes;  en  fin,  aprecia  de  una  manera  exacta  los 
servicios  que  prestan  á  la  sociedad ,  puesto  que  no  describe  al  hom- 
bre de  bien  sin  hablar  de  la  obligación  que  le  está  impuesta  cuan- 
do es  Jurisconsulto ,  de  transigir  y  terminar  por  su  ascendiente  los 
graves  y  numerosos  procesos  de  que  se  le  constituye  Juez. 

Yir  bonus  est  quis? 

Quí  consulta  patrum,  quí  legas  juraque  servat ; 
Quo  mullae  magnseque  secantur  judice  lites  (2). 

Horacio  no  ejerció  la  profesión  de  Jurisconsulto,  pero  tenia 
hechos  buenos  estudios  sobre  el  derecho ;  las  citas  que  haremos  de 
sus  inversas  obras  probarán  si  esta  parte  de  sus  estudios  habia  pro- 
ducido felices  resultados. 

XI 

Los  detalles  que  nos  dá  sobre  su  educación  demuestran  á 
nuestros  ojos ,  de  la  manera  más  evidente ,  que  la  ciencia  jurídica 
habia  entrado  por  mucho  en  el  plan  de  esta  educación.  En  efecto, 
todo  el  mundo  sabe  que  nuestro  poeta  era  hijo  de  un  manumitido, 


{\ )    Sátira  i ,  lib.  1 . 

(SJ  Epíst.  XVI,  lib.  1.  Notemos  que  Horacio  escribía  antes  que^ 
Augusto  hubiera  otorgado  á  ciertos  Jurisconsultos  el  privilegio  de* 
responder  públicamente  sobre  el  Derecho. 
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y  DO  se  ocultaba  de  ello ;  antes  al  contrarío ,  ponía  una  especie 
de  afectación  en  recordar  este  hecho  en  sus  obras: 

Nunc  ad  me  redeo  libertino  patre  natam  ; 
Quem  rodont  omnes  libertino  pairé  natom  (1). 

Este  manumitido ,  que  adivinó  sin  duda  el  genio  con  que  el 
<:ielo  había  dotado  á  su  hijo ,  le  hizo  dar  la  educación  más  liberal, 
la  que  los  caballeros  y  secadores  hacian  dar  á  sus  hijos.  Trájolo 
para  este  objeto ,  en  buen  hora ,  á  Boma ,  donde  debia  encontrar 
ios  más  hábiles  maestros.  Dejemos  hablar  al  mismo  Horacio, 

Pater 

.  •  .  Paeram  est  ausua  Romam  portare,  docendnm 
Arles ,  quas  doceat  quivis  eques  alque  senator  (2). 

Ha ,  pues ,  estudiado  y  aprendido  el  Derecho  (8) ,  porque  esta 
ciencia  era  la  que  los  hijos  de  los  senadores  y  caballeros  cultiva- 
ban con  el  mayor  cuidado. 

Añadamos  que,  cuando  después  de  la  batalla  de  Filipas,  renun- 
ció para  siempre  á  la  carrera  de  las  armas  ^  para  consagrarse  al 
culto  de  las  letras,  debió  naturalmente  fortificarse  en  un  estudio 
que  se  le  hacia  indispensable  para  comprender  bien  el  tipo  de  las 
costumbres  que  iba  á  tratar  de  describir  y  dirigir. 

Éntreme.^  ahora  en  el  examen  de  los  fragmentos  que  se  refieren 
i  la  primera  de  las  divisiones  que  he  traiado. 

PARTE  PRIMERA 

FRAGMENTOS  QUE  SB  REFIERRN  A  LAS  MATERIAS  DEL 
DERECHO  CONCERNIENTE  A  LAS  PERSONAS. 

xu 

Lo  primero  que  según  hemos  indicado^  debe  lijar  nuestra 
atención^  es  la  exposición  de  algunas  ¡deas  generales  del  poeta^  so- 
lí)   Sátira  VI  Jib.  f .  .1 
(9)    Sátira  VI,  lio.  I .  J 

(3)  A^ase  sobre  este  punto  la  disertación  de  Georg.  Kstor,  en  su  ^ 
prefacio  del  trabajo  de  Hamberger. 

(4)  Epíst.  II.  lib.S. 
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bre  el  origen  del  Derecho  y  la  proporción  que  debe  existir  entre  los 
delitos  y  las  penas. 

Ya  he  dicbo^  que  el  estoicismo  habia  sido  recibido  por  los  Ro- 
manos con  gran  favor.  Junto  á  él,  las  doctrinas  de  Epicúro  habían 
conquistado  también  un  gran  número  de  partidarios.  Las  profundas 
diferencias  que  separaban  estas  dos  doctrinas^  debian  producirse 
principalmente^  cuando  se  tratase  de  plantear  las  grandes  nociones 
de  la  justicia  y  de  la  equidad;  nociones  que  dividian  los  espiritas 
más  cultivados  y  adelantados  de  esta  época^  y  los  tenían  empeña- 
dos en  esas  luchas  pacificas,  de  las  que  debia  recoger  todos  sus  fru- 
tos el  siglo  de  los  Antoninos.  Los  Estoicos  hacian  derivar  de  la  na- 
turaleza misma,  es  decir,  de  la  razón,  la  distinción  de  lo  justo  y  de 
lo  injusto;  pero  de  esta  idea  exacta,  deducían  una  consecuencia  fal- 
sa, la  de  una  especie  de  indivisibilidad  de  la  justicia  y  de  la  injus- 
ticia; en  este  sentido  no  admitían  grados  en  el  crimen  ó  en  la  virtud, 
y  por  consiguiente,  querían  que  todas  las  penas  fuesen  casi  las  mis- 
mas para  todas  las  faltas  sin  distinción. 

Los  Epicúreos,  por  el  contrario,  ensenaban  que  las  penas  de- 
bian ser  proporcionales  á  las  faltas,  pero  hacian  derivar  la  justicia 
y  la  injusticia,  de  la  ley  positiva  y  del  interés  general. 

Horacio  adopta  en  absoluto  el  sistema  de  los  discipuios  de  Epi- 
cúro; además  sabemos,  que  á  pesar  de  la  independencia  que  reivin- 
dica en  aquellos  v«¿rsos  tan  conocidos, 

Nullius  addictQS  jurare  ¡n  verba  magistrí, 

Quo  me  cumque  rapit  tempestas,  deferor,  hospes  (I). 

fué  en  general  muy  simpático  al  programa  de  esta  escuela;  él  mis- 
mo lo  confiesa  en  un  verso  lleno  de  demasiado  cinismo  para  quesea 
conveniente  reproducirlo  aqui  (2)  • 

En  la  Sátira  iii  del  libro  i  se  pronuncia  sobre  los  dos  puntos 
que  acabamos  de  indicar. 

Hé  aqui  el  fragmento: 

ComminxíK  lectum  potus,  mensáve  catillum 
Evandri  manibus  tritum  dejecit;  ob  htnc  rem, 
Aut  positum  ante  mea  qoia  pullum  in  parte  catini 


(1)  Epist.  I,  lib.  I. 

(2)  Epist.  IV,  lib«  I. 
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SoBlalit  esarieoft,  miniis  h3o  juenodas  árnicas 

Sit  mibí  ?  Qaid  faciam,  si  furtam  fecerit,  aat  si 

Prodiderit  eommissá  fide,  spootiimve  oeg&rit? 

Qoeis  paria  esse  feré  placoit  peccata,  laboran t 

Cüm  veiitum  ad  veruiii  esl:  sensus  moresque  repagnant, 

Atque  jpsa  utilitas,  justi  propé  mater  et  asqui. 

Com  prorepseruot  primis  aoimalia  terris, 
Mutam  et  turpe  pecus,  glandem  atque  cubilia  propter, 
Unguibuset  pugnis,  dein  fastibns,  atqae^itá  porro 
Pugnaban t  armis  qu«  post  fabricaverat  usus: 
Doñee  verba,  qoibus  voees  sensusque  notaren t, 
Nominaque  invenére:  dehinc  absistere  bello, 
Oppida  coBperoDt  maniré,  et  poneré  leges, 
Ne  quis  for  esset,  neu  latro,  nea  qaís  adalter. 
Nam  fuit  ante  Helenam  malier  teterrioia  belli 
Caasa:  sed  ignotis  perierunt  mortibus  illi, 
Quos  Yenerem  incertam  rapiontes,  more  ferarum, 
Viribas  editior  caedebat  ut  in  grege  tauros. 
Jura  inventa  meta  injasti  fateare  necesse  est, 
Témpora  si  fastosqne  velis  envolvere  mandi. 
Nee  natura  potest  jasto  secernere  iniqaum, 
Dividit  at  bona  diversis ,  fagienda  petendis. 
Nec  vincet  ratio  hoc,  tamtttmdem  at  peccet  idemque 
Qtti  teneros  eaoles  alieni  fregerit  horti, 
Et  qai  nocturnas  divúm  sacra  legerit.  Adsit 
Regula ,  peccatis  qu»  poBuas  irroget  lequas ; 
Nec  scaticá  dignam  horribili  seetere  flagello. 
Nam ,  at  férula  cedas  meritum  majora  subiré 
Verbera ,  non  vereor ;  cúm  dicas  esse  pares  res 
Parta  latrocinüs,  et  magniis  parva  mineris 
Palee  recisurum  simili  te,  si  tibi  regnam 
Permittant  homines(f) 

Consecuente  con  el  mismo,  escribe  en  la  Epístola  xví  del  li- 
bro I,  tomando  un  partido  sobre  h  cuestión  tan  controvertida  (2), 
de  saber  si  el  que  roba  una  parte  de  un  haz  de  trigo,  es  tan  cul- 
pable como  si  hubiese  robado  el  todo. 

Nam  de  mille  fabsa  modiis  eom  sarripis  unam , 
Damnum  est ,  non  facinus ,  mihi  pacto  lenius  isto. 


(I)    Sátira  III ,  lib.  I. 

(t)    Véase  sobre  este  punto  el  fragmento  21  de  Fnrtis. 

TOMO  L.  \t 


90  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

£1  sisiema  de  los  Epicúreos »  adoptado  por  Horacio*  era  muy 
exacto  en  lo  que  ooncieroe  á  las  relacioaes  que  debeo  existir  en* 
tre  las  faltas  y  las  penas  ;  y  los  diversos  argumentos  con  que  el 
poeta  combate  la  doctrina  opuesla  de  los  Estoicos,  á  saber  el  sen- 
tido común  (sensns) ,  los  usos  de  todos  los  pueblos  {more$) ,  y  final- 
mente, la  utilidad  general  {utilUa$),  son  concluyentes.  Cicerón 
había  ya  protestado  antes  de  nuestro  poeta  contra  las  doctrinas  de 
los  discípulos  de  Zenoa ,  diciendo  :  « Sensus  enim  cujuscuam  et 
»natura  rerum,  atque  ipsa  veritas  ciamabal  quomod  non  posse 
«adduci  ut  Ínter  eas  resquas  Zeno  exa^quaret,  nibil  interesset»  (1). 

Horacio  no  bace,  pues,  más  qae  confirmar  este  juicio,  y  ha  po- 
dido sostener  con  toda  seguridad,  que  el  que  vá  á  corlar  coles  al 
jardm  del  vecino,  no  se  entrega  á  un  acto  tan  reprensible,  como  el 
que  por  la  noche  posa  una  mano  sacrilega  sobre  las  estatuas  de  los 
dioses ;  que  hay  una  gran  distancia  entre  el  robo  y  el  salteamiento. 
To  respeto  esta  doctrina,  es  enteramente  racional  ¿  irrefutable.    * 

Pero  ¿puede  decirse  de  esta  proposición,  que  la  utilidad  ó  el 
interés  general  es  casi  siempre  la  fuente  de  la  justicia  y  de  la  equi- 
dad ,  utüUas  jiuti  propé  mater  et  <Bqui  (2),  que  la  naturaleza  no 
puede  ensenarnos  i  discernir  lo  que  es  justo  de  lo  que  no  lo  es: 
Nec  natura  potestjuitüm  ueernire  iniquú  7 

Todas  estas  ideas,  por  la  manera  de  que  están  formuladas,  si 
no  constituyen  una  negación  pura  y  simple  del  Derecho  natural, 
contienen  al  menos  una  confusión  maniCesta  de  este  Derecho  con 
el  Derecho  civil. 

La  primera  proposición,  que  no  es  otra  cosa  que  la  doctrina  de 
los  Epicúreos ,  utilitas  jusli  propé  tnater  et  cequia  es  evidente- 
mente inexacta ;  porque  una  cosa  no.  es  justa  porque  es  útil,  más 
bien  al  contrario,  es  útil  porque  es  justa. 

Sin  duda,  como  lo  enseñaba  Cicerón,  todas  las  leyes  deben  ser 
hechas  ¿  interpretadas  en  interés  general  de  los  ciudadanos :  Om-^ 
nes  ¡eges  ad  c<mmodum  reipubñca  referre  opartet,  et  eas  ex  iiíUí- 
tate  communit  non  ex  ed  scriptioiu  qum  Ui  lütem  esl,  interpreta^ 
ri  (3). 


■«^-^**i*****«**M«« 


(1 )    De  finibus  honi  et  mali ,  lib.  I,  S  1 9. 

\t)  Esta  doctrina  dtí  los  Epicúreos  ha  sido  reproducida  por  Maquia- 
velo,  Hobbes,  Spinosa  y  Bayle.  La  han  combatido  muy  buenos  genios» 
especialmente  Vico,  Opúsculos^  edición  de  M.  Blichelet,  i,  180. 

(3)    De  Inventione  f  i. 
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Pero  este  interés  genertl  es  el  objeto  do  las  leyes  y  no  el  prin- 
cipio de  donde  dimanan ;  porque  ellas  estén  en  armonía  con  este 
interés  general ,  no  es  por  lo  que  se  las  llama  justas,  es  porque 
son  justas  á  ptiorí,  y  se  encuentran  en  armonía  con  él.  Lo  que  es 
justo  es  siempre  útil ,  qñoi  bonnm  et  justum  est  omnium  utUüati 
convenit  (I);  pero  la  proposición  inversa  no  es  siempre  exacta. 

La  naturaleza  no  puede  ensenarnos  á  distinguir  lo  justo  de  lo 
injusto;  pero  si  esto  es  verdad  ,  ¿cuál  será  entonces  el  origen  del 
Derecho  natural,  del  que  Cicerón ,  en  el  momeüto  en  que  Horacio 
escribia,  había  tan  elocuentemente  definido  los  caracteres?  ¿Quién 
ha  olvidado  aquellas  bellas  palabras  del  defensor  deMilon:  «Est 
»¡gitur  haBc^  Judices,  non  scripta  sed  nata  lex;  quam  non  didici'» 
»mas,  accepimus,  legimus,  verüm  ex  natura  ipsá  arripuimus^  hau- 
«simus,  expressimns ;  ad  quam  non  docti ,  sed  faoti ,  non  instituti, 
»sed  imbuti  sumus»  (2);  y  aquel  Tragmento  quizás  más  notable  to- 
davía de  su  tratado  de  República :  cEst  quidem  recta  lex,  vera  ra« 
»t¡o ,  natura  congruens ,  diiTusa  in  omnes ,  constans ,  sempiterna; 
»quae  velut  ad  officium  jubendo,  vetando,  k  fraude deterreat...  Hoic 
»legi  nec  obrogari  fas  est,  ñeque  derogari  ex  hác  aliqoid  licet ,  ne- 
«que  tota  abrogari  potest ;  non  est  alia  Rom»,  alia  Athenis...  Unus- 
»que  erit  communis  quasi  magister  et  imperator  omnium  Deus,  ille 
»legtshujus  inventor,  disceptator  lator?»  (3). 

Así  no  debe  extrañarnos  que  el  mismo  escritor ,  en  sus  diálogos 
de  Legíbui,  haya  combatido  vigorosamente  la  tesis  sostenida  más 
tarde  por  Horacio ,  y  demostrado  que  los  hombres  han  nacido  para 
la  justicia ,  y  que  el  Derecho  tiene  sus  fundamentos ,  no  en  la  opi* 
nion,s¡no  en  la  naturaleza:  No$ ad  justitiam  e$8e  ítalos,  ñeque 
opinione ,  sed  natura  comtitum  esse  Jus. 

Es  verdad  que  al  lado  de  la  justicia  natural,  es  decir,  al  lado 
de  la  equidad  que  reposa  sobre  la  ley  natural ,  existe  una  equidad 
que  reposa  sobre  las  leyes  civiles.  Cicerón  la  reconocía  también*  En 
sus  Tópicos  decía  (4):  «Cúm  autem  de  »quo  et  iniquo  disseritur, 
«sequitatis  loci  colliguntur;  hi  cemuntur  bipartito ,  natura  et  insti- 


(I)    Dositbei  Magistrí,  frag.  §1,  edición  Boecking.— Blondeau 
Inslit.  t .  3t5. 
(í)    Pro  Milone,  i. 

(3)  §  ti. 

(4)  Pro  Milone ,  %  t3. 
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«tuto. »  Pero  hav  mucho  do  esta  distincíoo  á  la  fórmula  tan  abaolula 
del  poeta: 

Nec  natura  potest  jastum  secernere  ¡iiíquo. 

La  equidad  civil ,  ¿es  por  ventura  otrai^osa  que  la  coosagracioo 
dada  por  el  legislador  á  la  equidad  natural ,  xquitas constituía,  co- 
mo lo  decia  también  Cicerón  en  la  misma  obra? ¿Es  posible  dar 
una  definición  más  exacta  de  la  ley  civil,  que  la  que  nos  suminis- 
tra el  mismo  autor:  «  Ergo  est  lex  justorum  injustorumque  distinc- 
»tio,  ad  iilam  antiquissimam  et  rerum  omnium  principem  expressa 
«oaturam,  ad  quam  leges  hominum  diriguntur ,  quae  supplicio  im- 
«probos  afficiunt,  defenduntac  tuentur  bonos?»  (1) 

Por  último,  cuando  después  de  haber  trazado  la  historia  rápida 
de  la  civilización ,  Quúm  prorepserunt  pt'mis  animalia  terris,  etc., 
Horacio  dice:  Zura  inventa  metuiíijiiüi,  manifiesta  que  por  esta 
palabra  jura  no  entiende  hablar  más  que  de  las  leyes  positivas ,  de 
las  leyes  civiles.  Lo  cual  prueban  los  versos  que  preceden: 

Oppida  coeperunt  muñiré  et  poneré  leges, 
Ne  quis  fur  esset,  nen  latro,  neu  quis  adnlter. 

No  se  trata,  pues,  aquí,  mas  que  de  leyes  represivas.  £1  Dere- 
cho natural  ensena  bien,  que  el  robo  no  es  licito,  que  el  adulterio 
DO  es  permitido ;  pero  la  sanción  de  las  leyes  naturales  ha  sido  con 
mucha  frecuencia  ineficaz,  en  presencia  de  las  pasiones  de  los  hom- 
bres. La  conservación  de  la  sociedad  exigia  imperiosamente  que  las 
penas  decretadas  por  el  legislador  viniesen  á  contener  á  los  que 
quisieran  entregarse  ¿  actos  ilícitos.  Horacio  ha  dicho: 

Tolle  periclom, 
Et  vaga  prcsiliet  frenis  natura  remotís  (t). 

Así  entendido  de  las  leyes  civiles  exclusivamente,  la  proposi- 
ción Jura  invenía  metu  injusli...  está  al  abrigo  de  la  crítica. 

En  resiímen,  Horacio  ha  tenido  razón  de  combatir  la  doctrina 
de  los  Estoicos,  relativa  á  la  igualdad  de  todas  las  faltas,  y  en  sos- 
tener la  tesis  de  los  Epicúreos  que  querían  una  justa  proporción 
entre  las  faltas  y  las  penas ;  pero  ha  tenido  el  doble  error  de  pre* 


(I)    De  Zegibui,  lib.  i,  §  5. 
(t)    Sátira  vii,  lib.  S"". 
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sentar  de  una  manera  muy  general  la  utilidad,  como  el  principio 
creador  de  lo  justo  ó  de  lo  injusto,  ó  como  la  medida  del  Derecho; 
de  negar  á  la  razón  el  privilegio  de  distinguir  lo  uno  de  lo  otro;  6 
á  lo  menos,  sino  ha  negado  la  existencia  del  Derecho  natoral  de 
parecer  confundirlo  con  el  Derecho  civil. 

Esta  confusión,  puede,  no  obstante,  explicarse  de  una  manera 
satisfactoria  por  el  estado  de  inferioridad  en  que  se  hallaba  todavía 
el  Derecho  natural. 

Indudablemente,  la  locha  se  encontraba  ya  empeñada  de  su 
parte  contra  el  Derecho  civil,  á  quien  pedia  de  una  manera  urgen- 
te, el  lugar  que  le  correspondia  en  las  legislaciones  de  todos  los 
pueblos  civilizados.  Habia  obtenido  ya,  como  hemos  notado,  algu- 
nas ventajas  del  favor  de  los  Pretores,  del  movimiento  político  que 
disminuia  cada  vez  más  la  aristocracia,  v  de  la  extensión  del  co- 
mercio  y  de  la  industria,  que  ponían  en  estado  de  comunión  los 
pueblos  vencedores  y  los  pueblos  vencidos;  pero  sus  conquistas 
eran  lentas  y  difíciles.  Tenia  que  remontarse  al  curso  de  las  tradi- 
ciones de  más  de  seis  siglos,  para  echar  por  tierra,  todos  los  fun* 
damentos  de  una  jurisprudencia  edificada  por  el  interés  de  una  po- 
lítica que  le  era  enteramente  contraria.  Para  triunfar  definitiva- 
mente de  todos  estos  obstáculos  y  obtener  las  cartas  de  ciudadanía 
que  le  son  tan  vivamente  disputadas,  para  tener  el  derecho  de  ha- 
cer marchar  delante  de  él  los  lictores  y  los  haces,  era  preciso  nada 
menos  que  la  alia  razón  de  los  jurisconsultos  del  siglo  de  los  Anto- 
ninos  (1),  más  bien  que  las  doctrinas  regeneradoras  del  cristianis- 
mo, cuya  influencia  no  debía  hacerse  sentir  sino  en  tiempo  de 
Constantino. 

En  tiempo  de  Horacio,  su  autoridad  era  todavía  muy  poca,  á 
pesar  de  los  porfiados  combates  que  Cicerón  habia  librado  en  su 
lavor;  y  en  este  estado  de  cosas,  no  es  estrano  que  el  poeta  se  ha- 
ya preocupado  poco  de  él. 

Cicerón  mismo,  en  aquellos  momentos  de  desaliento  que  tanto 
influían  en  su  espíritu,  esclamaba:  «Sed  nos  veri  juris  gcrmanae- 
»que  justiti»  solidam  eífigiem  nullam  tencmus;  umbrá  ct  imagini- 
»bus  utimur;  eas  utinam  sequeremur!  feruntur  enim  ex  optimis  na- 
«turse  ct  veritatis  exemplis  (2). » 

(I)    Véase  especialmente  Ulpiano,  frag.  i,  de  JusUtid  eí  J%re. 
(I)    DeOJtdis.Z.lM. 
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XIII 


Después  de  haber  expuesto  estas  observaciones  generales ,  en- 
tremos directamente  en  el  examen  de  los  fragmentos  relatÍTos  i 
ios  derechos  de  las  personas. 

El  esclavo  (i)  era  uno  de  los  principales  resortes  de  las  socie- 
dades antiguas,  y  más  especialmente  de  la  sociedad  romana.  Los 
esclavos  constituían  frecuentemente  el  elemento  más  importante 
del  comercio  y  de  la  fortuna  de  los  ciudadanos.  Bajo  la  influencia 
de  estas  ideas,  el  jurisconsulto  ülpiano,  procediendo  más  tarde  á 
la  enumeración  de  las  cosas  más  preciosas  de  los  Romanos,  de  las 
res  mancipif  clasificó  los  esclavos  inmediatamente  después  del  sue- 
lo Itálico,  y  las  servidumbres  rústicas  que  les  son  inherentes  (2). 

Los  progresos  que  Roma  habia  alcanzado  en  tiempo  de  Hora- 
cio, el  número  prodigioso  de  esclavos  que  la  conquista  habia  traído 
á  Italia,  la  habilidad  é  inteligencia  que  con  frecuencia  los  distin- 
guían, rindiendo  trabajos  más  útiles  qne  los  de  un  hombre  Ubre, 
daban  á  todo  lo  que  les  concernía  una  importancia  no  acostumfnra- 
da  (3). 

[Se  continuará.) 


(I)  Los  esclavos  eran  llamados  á  representar  el  papel  de  ana  per- 
sona en  interés  de  sn  señor;  he  sido  autorizado  á  clasificar  en  esta  di- 
visión los  fragmentos  gue  los  conciernen. 

(í)     Frag.,  tít.  19,  §1. 

(3)  En  los  Adelfos  de  Terencio,  el  argumento  as  un  esclavo  qae 
hace  vivir  sólo  á  una  familia  entera,  solus  omnem  familiam  sustentat 
(acto  3®). 


r 
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Górtes  Catalanas,  Estudio  jarídíco  y  comparativo  de  sa  or- 
ganízjieion,  y  reseña  analítica  de  todas  sus  legislaturas,  episodios  no- 
tables, oratoria  y  personajes  ilustres,  con  muehiaimos  docamentos 
inéditos  etc.,  por  D.  J.  Corolsu  i  Inglada  t  D.  J.  Pelía  t  Porgas. — 
Barcelona,  4876. 

Hace  tiempo  teniamos  en  nuestro  poder  la  notabilísima  obra  cuyo 
titulo  encabeza  estas  líneas  y  cuya  importancia  no  puede  ponerse  en 
duda.  Cuando  los  problemas  políticos  atraen  vivamente  la  atención  de 
todos,  es  meritorio  llevar  á  ellos  para  que  en  su  resolución  puedan 
aprovecharse  datos  tan  interesantes  y  desconocidos  como  los  que  en 
las  Córies  Catalanas  se  encierran.  No  pretenden  con  esto  dar  por  re- 
suelto 8118  autores  problema  alguno,  ni  sustentar  cuerpo  de  doctrina, 
ni  servir  á  escuela  alguna;  más  modestos  y  en  nuestro  entender  más 
^  acertados,  quieren  tan  sólo  poner  de  manifiesto  á  lod  presentes  algunas 
glorias  del  pasado,  renovar  y  ensalzar  patrias  y  olvidadas  tradiciones. 
Aunque  por  más  que  algunos  lo  aseguran,  hoy  no  puede  tomarse  como 
ideal  aquel  antiguo  sistema  del  Principado;  es  lo  cierto  que  su  recuer- 
do anima  y  engrandece  en  la  revuelta  lucha  de  escuelas  que  en  nues- 
tros tiempos  se  disputan  la  tranquila  posesión  de  Ja  fórmula  del  pro- 
greso. Por  eso  merece  cuidadosa  atención  la  obra  que  nos  ocupa. 

Encuéntrase  dividida  en  dos  partes.  Trata  la  primera  de  la  organi- 
zación, carácter  y  atribuciones  de  las  Cortes  Catalanas;  traza  la  segun- 
da la  historia  analítica  de  sus  diversas  legislaciones;  en  una  y  otra 
puede  observarse,  aun  á  través  de  legítimo  apasionamiento,  es- 
crupulosidad en  las  referencias  y  cuidado  sumo  en  los  hechos.  Verdad 
es  que  bien  merecen  estas  dos  condiciones  esos  pedazos  de  nuestra  his- 
toria que  son  seguramente  una  de  sus  más  bellas  páginas. 

T  es  sobre  todo  ütil  ahora,  dado  el  empeño  que  hay,  olvidando  lo 
propio,  de  ir  á  buscar  en  estrañas  naciones  la  cuna  y  el  origen  de  to- 
das nuestras  libertades;  la  mayor  parte  de  esos  principios  tan  ensalza- 
dos de  la  moderna  constitución  inglesa  se  encuentran  cumplidos  y 
realisados  en  nuestra  antigua  Cataluña  con  anterioridad  notable.  Cuá- 
les eran  los  derechos  del  Rey  y  los  de  las  Cortes,  cada  cnanto  tiempo 
babian  de  reunirse  estas,  qué  debian  discutir  y  en  qué  forma  hablan 
de  hacerlo,  y  cómo  poco  á  poco  se  van  ahogando  todos  esos  privilegios 
y  ventajas  hasta  su  total  desaparición ,  son  puntos  objeto  de  detenido 
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estadio  fundado  en  docamentos  de  los  qae  eran  la  mayor  parle  deseo- 
nocidos  para  nosotros. 

El  estudio  sobre  las  libertades  catalanas  y  el  derecho  político  mo* 
derno,  es  el  más  importante  y  mejor  pensado  de  cuantos  el  libro  con- 
tiene. Yése  en  él  cómo  la  garantía  de  todas  las  libertades  de  la  Carta 
Magna  está  en  los  Usatjes  con  mayor  claridad  y  sencillex  expresada, 
y  vése  también  en  su  historia  cómo  eran  mejor  cumplidas  las  constitu- 
ciones catalanas  que  las  inglesas,  puesto  que  nunca  el  Código  español 
se  vio  como  estas  35  veces  confirmado,  ó  lo  que  es  lo  mismo  victima  de 
34  violaciones.  Opiniones  muchas  Teces  nuevas  y  puntos  oscuros  de 
la  historiado  aquellos  reinos,  ilustrados  con  recientes  documentos,  dan 
al  libro  gran  valor  histórico,  y  siquiera  peque  un  tanto  de  excesivo 
amor  á  los  fueros  de  su  país  y  demasiado  duramente  juzgue  la  obra 
que  por  entonces  se  realizaba  en  nuestra  patria,  está  escrito  en  sentí* 
do  eminentemente  nacional,  y  bastarla  esto  solo  cuando  tan  en  de* 
suso  se  halla,  para  hacerle  digno  de  estima  y  meditada  lectura,  aun 
cuando  á  ella  no  reuniera  la  copiosísima  y  escogida  erudición  que 
abrillanta  el  mérito  de  todas  sus  partes. 


* « * 
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por  consecnencia  de  las  reformas  Terificadas  en  el  penal 
por  los  Códigos  de  1848.  1850  ;  el  vigenle. 


Aunque  en  la  redacción  de  nuestros  antiguos  Códigos^  que  si- 
guieron la  de  los  Romanos,  se  hallan  completamente  separados  los 
libros  ó  partes  que  tratan  del  derecho  penal  ó  sancionador  del  de- 
terminador,  hay  no  obstante  algunas  leyes  penales  en  libros  ó  títu- 
los meramente  civiles,  y  algunas  de  las  disposiciones  referentes  al 
derecho  civil  son  necesaria  consecuencia  de  los  principios  y  dis- 
posiciones de  orden  penal;  por  cuya  razón  las  reformas  verificadas 
en  este  no  pueden  menos  de  afectar  á  aquel,  debiendo  presentarse 
muchas  dudas  acerca  de  la  subsistencia  y  estado  de  las  disposicio- 
nes civiles  que  por  cualquier  titulo  ó  concepto  se  rozan  con  el  de- 
recho penal. 

Estas  cuestiones  pueden  muy  bien  ofrecerse  algunas  veces  por 
efecto  de  la  legislación  penal  recopilada,  y  la  que  siguió  hasta  la 
publicación  del  Código  de  19  de  Marzo  de  1848;  pero  muy  espe- 
cialmente desde  el  dia  T  de  Julio  de  dicho  ano  en  que  empezó  á 
«er  obligatorio  el  mismo,  y  suscitarse  iguales  dudas  respecto  al  re- 
formado por  Real  decreto  de  30  de  Junio  de  1850  y  el  vigente  de 
17  de  Junio  de  1870.  Nos  parece  que  es  una  materia  digna  de  fijar 
la  atención  de  los  jurisconsultos. 

Procederemos  primeramente  á  consignar  las  consideraciones 
generales  que  se  infieren  de  los  preceptos  de  dichos  Códigos  y  de 
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casos  distinguir  ambos;  no  obstante  pueden  servirnos  ai  efecto  las 
observaciones  siguientes:  primeramente'^^  si  las  disposiciones  se 
encuentran  comprendidas  en  libros  ó  partes  que  son  esencialmente 
penales  como  los  libros  6*  á  9*,  el  tít.  2*  del  H  y  el  12  del  Fuero 
Juzgo,  el  2*  del  Fuero  viejo,  el  4'  del  Real,  la  Part.  7'  ó  el  libro  12 
de  la  Novisima  Recopilación,  tendrán  indudablemente  el  carácter 
de  penales,  y  por  consiguiente  todas  ellas  derogadas  desde  la  pu- 
blicación del  Código  de  1848,  y  lo  mismo  las  que  hayan  pasado  á 
títulos  civiles,  como  una  consecuencia  de  esas  disposiciones. 

Por  el  contrario,  si  se  hallan  en  titulos  civiles,  y  tienen  por  ob- 
jeto principal  declarar  la  existencia  ó  caducidad  de  derechos  en  el 
orden  de  la  propiedad  ó  la  familia,  aunque  haya  alguna  aplicacioD 
penal,  esta  se  considerará  como  secundaria,  y  no  podremos  consi- 
derar que  aquella  ha  desaparecido. 

Las  penas  tienen  un  carácter  público,  se  encaminan  á  retraer 
de  la  comisión  de  los  hechos  criminales  y  se  imponen  por  los  Jue- 
ces; al  paso  que  la  caducidad  de  ciertos  derechos  se  hace  por  el 
ministerio  de  la  ley,  si  bien  para  declararla  se  necesita  juicio  si  hay 
contradicción  y  se  refieren  al  orden  privado,  al  de  las  relaciones  de 
la  familia  ó  de  la  propiedad^  y  su  objeto  principal  fué' el  regularlas, 
mirando  primeramente  por  el  derecho  individual  de  los  ciudadanos, 
en  lugar  de  que  las  penas  se  dirigen  al  derecho  público  de  la  So- 
ciedad y  á  la  represión  de  los  delitos. 

Debe  también  advertirse  que  para  la  ihterpretacion  de  las  leyes 
antiguas  no  se  ha  de  acudir  á  las  disposiciones  modernas;  si  bien 
para  derogarlas  hemos  de  atender  á  los  preceptos  de  estas. 

Para  examinar  detenidamente,  y  bajo  el  punto  de  vista  analíti- 
co, el  estado  de  esta  cuestión  recorreremos  sucesivamente  los  diver- 
sos tratados  del  Derecho  civil  planteando  y  resolviendo  según  nues- 
tro criterio  las  dudas  que  en  ellos  se  suscitan. 

DoTKS,  Arras,  Gananciales.  La  ley  9*,  tít.  11^  Part.  4',  imponía  á 
la  madre  hereje,  judía  ó  mora,  la  obligación  de  dotar  á  su  hija  ca- 
tólica. 

En  los  títulos  24^  25  y  26  de  la  Part.  7*  se  marca  la  situación 
legal  de  los  judíos,  moros  y  herejes  y  las  penas  que  corresponden 
á  los  cristianos  que  apostatan.  Esa  desigualdad  de  condición  de  la' 
madre  no  cristiana  respecto  á  la  hija  que  lo  fuera,  estaba  impreg- 
nada de  la  animadversión  con  que  se  miraba  á  los  que  profesaban 
otros  cultos  que  el  católico,  y  por  otra  parte  era  cierta  especie  de  pre- 
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mío  á  la  ortodoxia  y  de  protección  á  las  creencias  católicas:  pero  no 
siendo  ley  penal^  aunque  reflejo  de  otras  que  lo  eran  de  este  género , 
los  Códigos  no  han  podido  derogarla;  de  modo  que  la  considera- 
mos subsistente  aun  á  pesar  de  la  libertad  de  cultos  consignada  en 
la  Constitución  de  1869  y  en  el  art.  11  de  la  vigente;  puesto  que 
siendo  indubitadamente  la  Religión  Católica  la  del  Estado,  no  ha 
cesado  por  completo  la  razón  de  la  misma  ley,  que  era  estimular 
con  alicientes  estemos  las  buenas  creencias,  si  bien  nos  parece  que 
está  en  el  espíritu  de  dicha  constitución  el  que  sea  derogada;  y  aun 
ya  Temos  omitida  dicha  especialidad  en  el  artículo  1269  del  pro- 
yecto de  Código  civil. 

La  ley  82  de  Toro,  h\  título  28,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, previene  que  el  marido  que  matase  por  su  propia  auto- 
ridad al  adúltero  y  á  la  adúltera,  aunque  los  tome  infraganti  deli- 
to, y  sea  justamente  hecha  la  muerte,  no  gane  la  dote  ni  los  bienes 
del  que  matare.  Esta  ley  aunque  tiene  conexión  con  el  derecho  pe- 
nal es  civil,  y  no  está  de  ningún  modo  derogada  por  los  Códigos 
penales;  pues  solo  regula  las  relaciones  de  los  cónyuges  respecto  á 
la  dote,  que  según  la  ley  23,  tít.  il  de  la  Part.  4*,  gana  el  marido 
por  el  adulterio  de  su  consorte. 

Lo  mismo  decimos  de  la  pérdida  de  las  arras  por  la  mujer  en 
el  caso  de  que  cometa  adulterio,  ó  se  marchase  de  la  compañía  del 
marido  para  cometerlo,  aunque  no  la  sea  probado,  según  previene 
la  ley  6',  tít.  2*,  lib.  3*  del  Fuero  Real,  ó  si  después  de  su  muerte 
no  hiciese  buena  vida  como  dice  la  ley  9*,  tít.  12  del  mismo  libro:  es- 
tas leyes  están  en  títulos  civiles,  pues  el  2'  habla  de  las  arras,  y  el 
12  de  las  donaciones:  y  todo  el  libro  3*  es  civil,  no  tratándose  de  la 
materia  penal  hasta  el  4*.  Cesa  en  dichos  casos  la  razón  de  las  ar- 
ras, y  bastaría  para  ello  considerar  tan  sólo  la  ingratitud  de  la  do- 
nataria. 

La  ley  S*,  tít.  5*,  lib.  4'  del  mismo  Código  dice:  «que  si  alguna 
mujer  se  partiere  de  su  marido  é  se  fuera  afrontándola  que  no  se 
vaya  del,  además  de  la  pena  de  las  arras  pierda  todo  cuanto  gana- 
ron en  uno,  y  háyalo  el  marido.»  Aunque  esta  ley  se  halla  com- 
prendida en  el  título  de  las  penas  y  por  consiguiente  pareceria  de- 
rogada por  el  derecho  penal  vigente  que  no  contiene  esta  disposi- 
ción, parece  subsistente  todavía  porque  trata  de  un  punto  mera- 
mente civil,  cual  es  la  sociedad  de  gananciales,  cesa  la  razón  in- 
ductiva de  la  misma,  cual  fué  la  de  la  unidad  de  vida,  que  aparece 
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sÍD  duda  rota  antes  de  ese  hecho,  fraguado  probablemente  con  an- 
terioridad y  que  reirela  una  esposa  que  poco  miraría  por  la  prospe-- 
ridad  de  la  familia  y  el  adelanto  de  sus  bienes,  cuando  tan  abier* 
lamente  faltaba  á  sus  deberes. 

La  ley  2'  del  tít.  7*  del  mismo  libro,  tratando  de  los  adulterios, 
previene  «que  si  la  mujer  desposada  derechamente  casase  con  otro, 
6  ficiere  adulterio,  él  y  ella  con  sus  bienes,  sean  metidos  en  poder 
del  marido  para  que  sean  sus  siervos;  y  de  sus  bienes  haga  lo  que 
quisiere,  si  ninguno  de  ellos  hubiera  hijos  legitimas.» 

Esta  ley^  hacia  siglos  que  estaba  en  inobservancia  en  su  parte 
principal,  ya  por  no  existir  la  esclavitud,  ya  por  no  admitirse  esa 
vindicta  privada;  y  solo  con  dificultad  podría  sostenerle  que  el  ma- 
rido adquiriese  todos  los  bienes  de  la  adúltera  que  otras  leyes  li- 
mitan á  los  dótales,  y  no  siendo  sostenible  que  lucrara  los  del  adúU 
tero ;  y  creemos  que  es  ley  totalmente  penal,  y  por  consiguiente 
inaplicable  en  la  actualidad,  no  obstante  de  que  autores  modernos 
de  reconocida  nota  la  consignan  en  sus  obras  sin  contradicción  al- 
guna (<). 

Iguales  observaciones  pueden  aducirse  respecto  á  la  ley  6',  tí- 
tulo 2S,  Partida  7\  que  dá  la  misma  sanción  al  adulterio  de  cual* 
quiera  de  los  dos  consortes,  y  al  caso  en  que  se  vuelva  alguno  de 
ellos  moro,  judío  ó  hereje,  pues  pierden  las  dotes,  las  arras  y  todos 
cuantos  bienes  de  consuno  hubieran,  en  beneficio  del  otro;  cuya 
ley  en  la  parte  de  apostasía,  no  puede  ser  aplicable  según  los  prin* 
cipios  consignados  en  las  constituciones  modernas:  y  en  lo  demás 
solo  sirve  para  corroborar  lo  que  dicen  otras  leyes  civiles  respecto 
á  la  pérdida  de  la  dote  y  demás  bienes  por  adulterio,  entre  ellas 
Ia23,  tíLl1,Part4'. 

En  confirmación  de  que  están  subsistentes  estas  leyes  sobre 
pérdida  de  bienes  gananciales  por  la  mujer  en  caso  de  adulterio, 
tenemos  la  ley  del  Ordenamiento  de  Nieva  que  es  la  8*,  tít.  4*,  li- 
bro iO  de  la  Novisima  Recopilación,  la  cual  previene  que  si  la  viu- 
da viviere  lujuriosamente  pierda  los  gananciales  y  sean  devueltos 
á  los  herederos  del  marido.  Esta  ley  se  encuentra  en  un  título  de 


(I)    Entre  ellos  está  el  Sr.  Gutierres  en  su  notabilísima  obra  de 
Códigos,  lib.  1^,  cap*  3^,  sección  2^,  art.  V, 
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materia  cívil^  y  es  meramente  constitatira  de  derechos  de  esta  ota- 
se, y  las  leyes  penales  no  han  podido  derogarla  por  preterición:  y 
si  la  conducta  licenciosa  después  de  la  muerte  del  marido  es  cansa 
de  perder  los  gananciales^  mucho  más  debe  serlo  en  vida  de  este. 
Ádem&s  estos  son  lo.«  principios  que  prevalecen  en  toda  nuestra  le- 
gislación del  Fuero  Real  y  Partidas  respecto  á  bienes  gananciales 
y  dótales. 

La  ley  77  de  Toro,  10,  lít.  4\  libro  10  déla  Novísima  Recopi- 
lación, previene  que  por  delito  de  un  cónyuge  no  pierda  el  otro 
los  gananciales,  y  se  entendía  tener  este  carácter  hasta  que  fuese 
declarado  el  delito  por  sentencia  aunque  la  pena  se  impusiese  tpso 
Jure.  La  78, 11  del  mismo  título,  dice  que  la  mujer  puede  perder 
por  delito  en  parte  ó  en  todo  sus  bienes  dótales  y  de  ganancias  ó 
de  cualquier  otra  calidad. 

La  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  14  de  Marzo  de  1867, 
declaró  que  dichas  leyes  se  referían  al  caso  en  que  se  imponía  la 
pena  de  confiscación ;  y  por  consiguiente  que  el  marido  es  respon- 
sable con  los  bienes  gananciales  por  las  costas  que  se  le  impongan 
€0  una  causa  criminal :  pero  la  de  7  de  Febrero  de  1870  declaró,  y 
«Q  nuestro  concepto  con  mayor  acierto,  que  la  ley  10,  titulo  4*,  lí* 
bro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  establece  el  principio  de  que 
las  condenaciones  pecuniarias  que  por  causa  de  delito  se  impongan 
á  uno  de  los  cónyuges  son  de  cargo  exclusivo  del  mismo,  sin  que 
la  responsabilidad  de  ellas  pueda  extenderse  á  los  bienes  propios 
del  otro  ni  á  la  mitad  que  á  este  pertenece  en  los  gananciales  ó  sea 
en  los  adquiridos  por  la  sociedad  conyugal  hasta  el  momento  de 
dictar  la  sentencia  ejecutoria;  y  para  ello  debe  hacerse  la  liquida- 
ción de  la  sociedad. 

Estas  leyes  son  esencialmente  de  carácter  civil  y  tienen  por  ob- 
jeto declarar  los  derechos  qcfe  en  los  gananciales  corresponden  á 
cada  uno  de  los  consortes;  y  aunque  están  relacionadas  con  el  ór-» 
<ien  penal,  no  se  hallan  derogadas  por  ninguna  de  las  comprendi- 
das en  los  nuevos  Códigos. 

Debemos,  no  obstante,  añadir  que  el  Tribunal  Supremo  por 
sentencia  de  8  de  Mayo  de  1873,  ha  declarado  que  coma  la  liq«í«* 
dación  de  la  Sociedad  legal  no  puede  tener  efeeio  sino  por  muerte» 
divorcio  ó  la  pena  de  interdicción  civil^  reaprniden  los  bienes  ga-* 
nanciales  á  las  resultas  de  las  condenas  impuestas  al  marido  en 
causa  criminal^  y  do  há  lugar  á  la  tercería  interpuesta  por  la  mu-* 
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jer,  la  cual  tiene  derecho  á  reclamar  contra  el  marido  á  la  época 
en  que  se  disuelva  dicha  sociedad. 

Creemos  más  arreglada  á  derecho  la  sentencia  de  7  de  Febre- 
ro de  1870,  cuya  doctrina  podemos  invocar  en  ocasiones  como  la 
presente  en  que  no  parece  uniforme  la  jurisprudencia  admitida  por 
el  Tribunal  Supremo. 

HiJOSy  Patria  potestad.  En  los  matrimonios  clandestinos,  á  lo9 
que  las  leyes  de  Partida  designan  con  los  nombres  de  encubiertos, 
ascondidos  ó  celadamente  contraidos,  no  basta  para  que  por  la 
buena  fé  de  uno  de  los  consortes  se  concedan  á  los  hijos  derechos 
de  legitimidad  ni  los  otros  que  dimanan  de  los  matrimonios  putati- 
vos, porque  la  ley  en  la  presunción  de  que  ha  habido  mala  f¿  na  , 
se  los  concede  (ley  5',  tít.  3%  y  2',  tít.  15,  Partida  4') . 

La  ley  i*  de  dicho  título  3*  tiene  por  matrimonios  ascondi- 
dos á  los  que  se  celebran  ilegalmente  sin  proclamas;  sin  el  consen- 
timiento paterno,  ó  encubiertamente  y  sin  testigos;  en  cuyos  casos 
tendrá  por  consiguiente  lugar  lo  indicado. 

La  ley  S*  del  tít.  15  dá  la  razón  de  que  ó  sabian  el  impedimento 
ó  no  quisieron  saberio.  Estas  leyes  que  están  en  títulos  civiles,  son 
también  referentes  al  derecho  civil;  y  por  consiguiente  subsisten 
apesar  de  la  publicación  de  los  Códigos  penales. 

Nuestras  antiguas  leyes  al  establecer  la  diferencia  entre  los  hi- 
jos naturales  y  no  naturales  ó  fornecinos,  subdivididos  estos  ea 
adulterinos,  incestuosos  y  sacrilegos,  los  privó  de  derechos  á  la  su- 
cesión de  las  herencias  calificándolos  con  el  título  de  «nacidos  ex^ 
damnato  coUu»  ó  dañado  ayuntamiento  (ley  4',  tít.  3*,  Part.  6'),  y 
particularmente  á  los  que  nacen  de  religión  profesa  (ley  11,.  titu- 
lo 13,  Part.  6*),  y  á  los  adulterinos  por  parte  de  madre  con  el  de- 
danado  y  punible  ayuntamiento,  porque  en  estos  casos  incurriala 
madre  en  pena  de  muerte  según  dice  h  ley  9*  de  Toro  (5%  tít.  20, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación). 

Los  hijos  comprendidos  en  esas  ciases  tenian  prohibición  de  ser 
herederos.  La  ley  4%  tít.  3*,  Part.  6^  se  la  imponía  á  los  nacidos 
de  paríenta  ó  mujer  religiosa:  la  10,  tít.  20,  lib.  13  de  la  mis- 
ma, previno  que  los  nacidos  de  fornicación,  incesto  ó  adulterio  no 
pudiesen  heredar  cosa  alguna  de  su  padre:  la  4%  tít.  20,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  dispuso  que  los  hijos  de  clérigos  na 
pudiesen  heredar  los  bienes  de  estos  ni  de  otros  parientes  por  par-* 
te  de  padre:  y  la  5^  dei dicho  titulo  20,  9*  de  Toro^  privó  de  la  su-^ 
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cesicQ  de  la  madre  á  los  hijos  de  dañado  y  punible  ayuntamiento  y 
á  los  que  fueron  hijos  de  clérigos  ó  frailes  ó  de  monjas  pro- 
fesas. 

No  hay  duda  de  que  esas  leyes  tienen  cierto  carácter  penal,  no 
obstante  tuvieron  además  un  objeto  civil^  cual  fué  el  de  regularizar 
las  relaciones  familiares  y  el  proteger  los  derechos  de  los  hijos  y 
demás  parientes  legítimos.  Se  hallan  en  títulos  civiles,  y  no  pue- 
den invocarse  las  reformas  introducidas  en  el  derecho  penal  para 
reformar  el  derecho  privado. 

Es  en  efecto  diverso  el  sistema  penal  seguido  en  las  leyes  anti- 
guas respecto  á  los  delitos  centra  la  honestidad  que  el  que  siguen 
los  Códigos  modernos.  Respecto  al  adulterio^  la  ley  ^5,  tít.  17,  Par- 
tida 7%  impone  al  adúltero  la  pena  de  muerte/ y  á  la  adúltera  la 
de  azotes  y  encierro  en  un  monasterio,  y  además  perder  la  dote  y 
las  arras  y  deben  ser  del  marido.  La  i',  tít.  7%  libro  4*  del  Fuero 
Real  previno  «que  si  mujer  casada  hiciere  adulterio,  ella  y  el  adúl- 
tero ambos  sean  en  poder  del  marido  y  haga  de  ellos  lo  que  quiera, 
y  de  cuanto  tienen» ,  pero  no  podia  matar  al  uno  y  dejar  alotro.  La 
81  de  Toro,  4\  tít.  28,  libro  12  de  lá  Novísima  Recopilacioo,  pre- 
vino la  observancia  deesa  ley,  aunque  el  matrimonio  resultase  nu- 
lo. La  3\  tít.  18  de  la  misma  Partida  7*  impone  al  incesto  la  misma 
pena  que  al  adulterio.  La  2^,  tít.  19  de  la  misma  impone  penas  á 
los  que  cometan  pecado  de  lujuria  con  mujer  de  orden  ó  con  viuda 
que  vive  honestamente,  ó  con  mujer  virgen,'  según  los  casos,  pues 
si  fuera  borne  honrado  perdia  la  mitad  de  sus  bienes  y  debian  ser 
de  la  Cámara  del  Rey,  y  si  hombre  vil  debia  ser  azotado  pública- 
mente, y  desterrado  en  alguna  isla  por  cinco  anos:  y  si  fuera  sir- 
viente de  la  casa  debía  ser  quemado. 

El  Código  penal  de  1848  en  su  titulo  10  al  tratar  de  los  delitos 
contra  la  honestidad,  varió  notablemente  el  sistema  penal  antiguo, 
pues  en  vez  de  la  pena  de  muerte  á  los  adúlteros,  les  impuso  la  de 
prisión  menor,  en  su  arf.  349;  castigó  con  igual  pena  en  el  artícu- 
lo 3ÍS6  y  llamándolo  estupro  el  cometido  con  su  hermana  ó  descetr- 
diente;  pero  nada  dijo  en  especial  respecto  á  las  uniones  sacrilegas: 
de  consiguiente  todas  las  uniones  de  esta  clase^  y  las  demás  inces- 
tuosas, cuyo  nombre  no  se  emplea  en  este  Código^  sólo  quedaron 
cofhprendidas  en  las  demás  disposiciones  generales  del  mismo  rela- 
tivas á  la  violación,  estupro  y  corrupción  de  menores  y  rapto:  de 
jnodo  que  dejaron  de  ser  hijos  de  dañado  ayuntamiento  para  los 
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efectos  del  Código  los  sacrilegos,  y  los  ¡ncestsosos  ea  geaenl,  paes 
sólo  se  les  considera  como  estupro. 

Las  mismas  disposiciones  contiene  el  Código  de  1850  ea  sos 
artículos  358  y  366,  y  los  448  y  458  del  vigente. 

Apesar  de  que  hayan  desaparecido>  en  parte  las  penas»  ó  mo- 
dificad ose,  no  creemos  que  pueda  negarse  la  subsistencia  de  esas 
diferentes  clases  de  hijos,  pues  como  ya.  hemos  indicado,  esos  efec- 
tos son  meramente  civiles,  para  regalar  las  relaciones  ea  la  familia, 
conservar  incólumes  los  derechos  de  la  consagrada  por  la  teligioa 
y  la  ley* 

Hay  no  obstante  algunos  Jurisconsultos  que  se  sieaien  inclina- 
dos á  creer  que  esa  legislación  hostil  á  los  ilegítimos  ha  desapare- 
cido, y  entre  ellos  merece  citarse  al  Sr.  D.  José  DUoa  Yila  que 
sostiene  esta  abolieron  respecto  á  los  hijos  sacrilegos  (1)  fundán- 
dose en  razones  cuya  fuerza  ha  desaparecido  por  ser  aplicable  boy 
día  la  ley  de  Matrimonio  civil,  tan  sólo  á  los  matrimonios  no  ca* 
tólicos. 

Creemos  que  el  estado  de  la  ciencia  exige  que  las  penas  sean 
exclusivamente  personales  y  que  no  se  extiendan  á  las  inocentes 
víctimas  de  la  pasión  ó  del  crimen,  respetando  siempre  los  derechos 
de  los  descendientes  y  ascendientes  legítimos,  pero  esto  es  una  as- 
piración y  no  una  realidad ;  aunque  si  llegara  a  serlo  no  podría 
acusarse  á  los  legisladores  del  siglo  XIX  porque  repitieran  las  pa- 
labras de  los  del  siglo'  vu,  que  hablando  de  esta  clase  de  hijos  di- 
jeron «que  maguer  que  sean  nazidos  de  peccado  fueron  purgados 
por  el  baptismo  (2).» 

Conforme  á  la  ley  18»  tíL  18,  Part.  4*,  la  emancipación  forzosa 
tiene  lugar  entre  otros  casos  por  sevicia  del  padre,  ó  sea  cuando 
castiga  al  hijo  muy  cruelmente  ó  apremia  á  las  hijas  para  que  sean 
malas.  Aunque  en  el  Código  penal  nada  se  dice  de  estos  casos,  no 
puede  considerarse  derogada  dicha  disposición  por  esta  causa,  pues 
está  en  título  y  Partida  que  trata  de  materia  civil  y  tiene  por  ob* 
jeto  regular  derechos  de  esta  clase. 


( I )  Memoria  leída  en  la  Academia  Matritense  de  Legislación  y  J&- 
risprudencia  el  8  de  Noviembre  de  1872,  inserta  en  el  tomo  42  pá- 
gina 257  de  esta  Revista  de  Legislación. 

(i)    Ley  V,  tít.  «""^  lib.  d""  del  Fuero  Juzgo. 
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SegQo  la  ley  4%  tít.  20,  Pan.  4\  el  padre  pierde  la  patria  po- 
testad s  desampara  los  hijos  pequeños  echándolos  á  las  puertas  de 
las  iglesias^  hospitales  ú  otros  lugares,  coya  ley  debe  entenderse 
según  su  literal  contesto^  y  sin  darle  más  extensión  de  la  que  en  sf 
tienen  sus  palabras,  según  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de 
i8  de  Setiembre  de  1865.  La  ley  5^  tit.  37,  lib.  7*  de  la  Novísima 
Recopilación,  que  es  el  reglamento  de  expósitos  de  Carlos  lY,  re-* 
coerda  en  su  núm.  25  la  observancia  de  la  ley  de  Partida  precitada, 
en  cnanto  á  que  los  padres  pierdan  la  patria  potestad  por  la  expo* 
skioD,  y  que  no  tengan  acción  á  pedir  en  ningún  tiempo  que  se 
les  entreguen  sus  hijos  aunque  se  orrezcan  á  pagar  los  gastos,  si 
bien  quedan  sujetos  á  todas  sus  obligaciones  naturales  y  civiles; 
pero  ei  art.  68  de  la  ley  de  6  de  Febrero  de  1822,  restablecida  el 
8  de  Setiembre  de  1836,  les  autoriza  para  ello. 

Aunque  el  art.  401  del  Código  de  1848,  castiga  el  abandono 
de  un  niño  menor  de  siete  anos,  y  el  402  al  que  teniendo  &  su  car- 
go la  crianza  ó  educación  de  un  menor  lo  entregare  á  un  estable- 
cimiento público  ó  á  otra  persona  sin  la  anuencia  de  la  que  se  lo  hu- 
biere confiado,  ó  de  la  autoridad  eñ  su  defecto,  el  núm.  1*  del  470 
del  mismo,  castiga  como  incursos  en  falta  á  los  que  en  la  exposi- 
ción de  niños  quebrantaren  los  reglamentos,  y  todas  estas  pres- 
cripciones están  repetidas  por  los  arts.  411,  412  y  486,  núm.  11 
del  de  1850,  y  el  501,  502  y  602,  núm.  9*  y  10  del  vigente,  na 
parece  que  estén  derogadas  las  leyes  de  Partida  y  Recopiladas  ni 
las  posteriores  por  el  Código  penal,  pues  aquellas  son  puramente 
civiles  y  tienen  por  objeto  regular  las  relaciones  de  los  padres  con 
los  bijos,  y  esto  lo  confirma  la  precitada  sentencia  que  aplicó  como 
▼igenle  la  ley  de  Partida. 

La  ley  It,  tit.  18,  Part.  4*,  imponía  la  pena  de  muerte  civil  á 
los  condenados  para  siempre  a  trabajos  públicos,  á  los  siervos  de 
la  pena^  á  los  jdesterrados  para  siempre  á  una  isla  ó  á  otro  lugar 
determinado,  ó  sea  á  los  que  llaman  en  lalin  deportados ;  y  dice 
que  todos  ellos  pierden  la  patria  potestad ;  lo  cual  era  aplicable  en 
ciertos  caaos  á  los  llamados  encartados,  según  la  ley  4'.  Habiendo 
cesado  la  muerte  civil,  sustituida  por  la  interdicción  civil,  que  sólo 
priva  al  penado  mientras  la  está  sufriendo  de  la  patria  potestad 
según  el  art.  41  del  Código  primitivo  copiado  en  igual  número  del 
de  1850  y  el  43  del  de  1870,  no  puede  ser  aplicable  la  privación 
de  la  patria  potestad  en  otros  casos  que  en  los  de  interdicción. 
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La  ley  6*  de  dicbo  título  18,  Part.  4^  establece  también  qne  pier- 
da el  padre  el  poder  sobre  sus  hijos  cuando  después  de  muerta  su 
mujer  se  casa  cod  parienta  dentro  del  cuarto  grado  á  sabiendas,  6 
con  mujer  religiosa.  El  art.  385  del  Código  del  48  castiga  al  qne 
contraiga  matrimonio  estando  ordenado  in  sacris,  ó  ligado  con  voto 
solemne  de  castidad;  el  386  al  que  con  algún  otro  impedimento  di- 
rimente no  dispensable  por  la  Iglesia  contragera  matrímouio:  y  el 
387,  al  que  lo  verificase  teniendo  impedimento  dispensable  por  la 
Iglesia.  En  iguales  términos  se  espresan  los  arts.  395,  396  y  397 
del  de  1850:  y  sustancialmente  lo  repiten  los  arts.  486,  487  y  488 
del  de  1870,  si  bien  suprimiendo  la  pena  al  que  se  casara  estando 
ordenado  in  saeris  ó  ligado  con  voto  solemne  de  castidad :  y  supri* 
miendo  también  de  las  palabras  «dispensable  por  la  Iglesia»  esta 
última,  quedando  redactado  con  la  generalidad  que  exigia  la  ley 
sobre  matrimonio  civil. 

Creemos  que  la  ley  de  Partida  está  vigente,  á  pesar  de  no  estar 
comprendida  su  disposición  entre  las  penales,  pues  es  ley  civil,  ya 
por  el  título  en  donde  se  halla,  ya  por  su  objeto  que  es  regular  las 
relaciones  de  la  familia.  La  ley  ha  creido  que  no  parecía  digno  de 
ejercer  el  poder  de  padre  quien  así  profana  el  matrimonio. 

Tutela.  La  ley  21,  til.  16,  Part.  6',  previene  que  concluya  la  tu- 
tela ó  cúratela  por  destierro  del  guardador  ó  del  menor.  El  destier- 
ro, según  la  ley  6\  tít.  18,  Part.  4*,  era  la  relegación  de  los  Romanos,, 
temporal  ó  perpetua;  pero  al  que  la  sufría  no  se  le  quitaban  ios  bie- 
nes. Con  arreglo  al  Código  penal  de  1848,  á  la  pena  de  la  relegación 
y  al  •extrañamiento,  que  son  perpetuos  ó  temporales  según  la  escala 
general  del  art.  24,  vá  aneja  según  los  arts.  54  y  57  la  de  inhabili- 
tación para  cargos  públicos  y  derechos  políticos  perpetuamente;  y  el 
artículo  58  no  marca  á  la  de  destierro  más  qne  la  suspensión  de  to- 
do cargo  y  derecho  político  durante  el  tiempo  de  la  condena,  de 
modo  que  para  que  estas  leyes  penales  fuesen  aplicables,  era  preci- 
so que  la  tutela  ó  cúratela  se  considerase  técnicamente  hoy  dia  co- 
mo cargo  público,  y  no  puede  calificársela  de  tal,  no  obstante  que 
los  romanos  la  consideraban  como  un  oficio  «civil»  pero  era  por  es- 
tar unidos  los  derechos  de  esta  clase  con  los  políticos. 

No  obstante,  ya  porque  la  ley  es  civil,  ya  por  la  analogía  que 
existe  respecto  al  cautiverio  que  también  acaba  la  tutela  ó  cúratela, 
parece  que  debe  concluirse  ó  suspender&e  por  las  indicadas  penas 
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impjuestas  al  curador,  sobre  todo  caando  le  imposibilita  de  desempe- 
ñar el  cargo;  y  lo  mismo  coaado  se  impooga  cualquiera  otra  que 
produzca  igual  resultado.  Cuando  la  pena  se  impone  al  menor,  no 
creemos  que  cese  la  guarda,  escepto  cuando  sufre  la  de  interdie* 
cíon  civil;  y  la  razón  es  porque  no  existe  la  eapitU  diminución 
máxima  ó  media,  en  virtud  de  las  cuales  se  perdia  el  derecho  de  li- 
bertad ó  el  de  ciudad  que  era  el  motivo  de  extinguirse  este  poder. 

En  iguales  términos  que  el  Código  primitivo  se  expresa  el  re- 
formado de  4850  en  los  artículos  que  llevan  los  mismos  números: 
y  el  vigente  en  los  artículos  S6,  56  y  60. 

Respecto  á  la  pena  de  interdicción  civil,  no  hay  duda  que  con- 
cluye la  tutela  ó  cúratela  por  imponérsela  al  guardador,  pues  asi 
lo  previene  el  art.  43  del  Código  penal  vigente  y  la  disposición  9* 
del  art.  4*  de  la  ley  de  i8  de  Junio  de  1870. 

Aunque  el  Código  penal  nada  dice  respecto  á  la  privación  de 
derechos  civiles  sino  como  consecuencia  de  la  interdicción  civil, 
creemos  que  debe  concluir  todo  nombramiento  de  guardador  por 
la  imposición  de  cualquiera  de  las  penas  aflictivas  consignadas  en 
el  art.  26  del  Código  penal  vigente,  excepto  por  las  de  inhabilita- 
ción que  podrá  no  ser  causii  bastante  cuando  no  proceda  de  hecho 
que  haga  se  considere  al  guardador  como  indigno,  ó  que  sea  inca- 
pacidad marcada  en  las  leyes,  ó  que  dé  lugar  á  su  remoción  según 
las  mismas:  y  de  las  correccionales  también  parece  deben  serlo  las 
de^presidio,  excepto  en  algún  caso  especialísimo  que  no  haga  des- 
merecer al  guardador  en  el  concepto  público. 

Las  penas  leves  no  creemos  que  puedan  considerarse  como  mo- 
tivo de  la  cesación  del  cargo  de  guardador,  excepto  cuando  fueren 
consecuencia  de  hechos  que  le  infamaran  ó  hicieran  sospechoso. 

Dominio,  Servidumbres,  Contratos,  Daños.  Por  efeclo  de  la 
disposición  del  art.  43  del  Código  penal  vigente,  como  que  los  que 
sufren  la  penado  interdicción  civil  no  pueden  disponer  de  sus  bie- 
nes por  actos  entre  vivos,  se  infiere  que  no  podrán  tampoco  adqui- 
rir la  propiedad  en  virtud  de  títulos  conmutativos,  pues  tienen  que 
trasmitir  parte  de  la  suya,  lo  cual  les  está  prohibido. 

La  ley  24,  tít.  31,  Partida  3'  previene  que  el  usufructo  conclu- 
ye por  ser  el  usufructuario  desterrado  para  siempre  á  una  isla,  lo 
cual  era  la  deportación.  Como  que  los  Códigos  penales  no  recono- 
cen  la  muerte  civil,  y  la  pena  de  interdicción  no  lleva  en  sí  la  per- 
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nislracioD^  ó  por  otro  título  que  produzca  obligación  de  entregarla 
6  devolverla. 

El  art.  426  del  mismo  considera  como  reos  de  harto  á  los  que 
coa  ánimo  de  lucrar  negaren  haber  recibida  dinero  ú  otra  cosa 
mueble  que  se  les  hubiera  entregado  en  préstamo,  depósito  ó  pm* 
otro  título  que  obligue  á  devolución  ó  restitución.  La  disposición 
del  art.  426  está  repetida  en  el  437  del  de  1850,  y  la  del  441  en  el 
número  V  del  452  del  mismo.  El  Código  de  1870,  en  su  art.  548, 
número  5*,  considera  como  estafa,  tanto  el  apropiarse  las  cosas  re- 
cibidas con  título  que  obligue  á  devolverlas,  como  el  negar  haber- 
las recibido. 

La  ley  15,  til.  23,  libro  12  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
es  la  que  trata  de  los  juegos  prohibidos,  en  cuanto  á  la  parte  civil 
está  rigente ,  pero  en  ia  penal  ha  sido  modificada  por  el  Código 
de  1848,  en  donde  se  penan,  particularmente  ,  varios  hedios  qne 
pueden  tener  lugar  en  el  juego;  así  es  que  el  núm.  4*  del  art.  441 
castiga  á  los  que  en  juego  se  valieren  de  frande  para  asegurar  la 
suerte. 

£1  núm.  2*  del  47i,  considera  como  falta  el  establecer  en  cami- 
nos públicos,  calles,  plazas,  ferias  ó  sitios  semejantes  de  reunión, 
rifas  ó  juegos  de  envite  ó  azar ;  el  482,  núm.  1%  cohsidera  como 
falta  menos  grave  el  tomar  parte  en  juegos  de  envite  ó  azar  en  ca- 
sas destinadas  á  este  objeto.  El  núm.  4.*  del  452  de  1850,  reprodu- 
ce la  disposición  del  441  del  primitivo:  el  485,  núm.  T,  la  del  471» 
y  el  núm.  V  del  485,  la  del  482,  cuyas  disposiciones  repiten  el  nú- 
mero 8'.  del  art.  548  y  el  594  del  de  1870. 

Las  leyes  4'.  tít.  13,  y  5',  y  21  á  26,  tít.  15,  Partida  7*,  que 
tratan  de  la  reparación  de  danos,  han  sido  modificadas  por  las  dis- 
posiciones del  Código  penal;  y  en  rigor,  como  penales,  ya  no  pue- 
den invocarse  sruo  como  doctrina  que  aclare  ó  interprete  las  de 
carácter  civil;  de  modo  que  será  preciso  acudir  á  las  prescripciones 
del  Código  penal  cuando  se  trata  de  acciones  de  daños,  si  bien  pue- 
den utilizarse  independientemente  de  las  penales.  Las  disposiciones 
más  útiles  del  Código  vigente  de  1870,  respecto,  á  esta  materia,  se 
encuentran  en  los  artículos  18  á  21  que  tratan  de  las  personas  res- 
ponsables civilmente  de  los  delitos  y  faltas,  24,  48  y  49,  50,  52, 
63,  i21  á  128,  575  á  583,  que  tratan  de  cómo  cesa  la  responsa- 
bilidad civil,  preferencia  de  las  de  diversa  clase ,  extensión  de  la 
misma  y  personas  que  la  prestan  y  de  los  danos! 
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Herencias^  Testamentos,  Desheredaciones.  La  ley  16,  lít.  i% 
Parlida  6\  dice:  «que  aquel  contra  quien  fuere  dado  juicio  por 
razón  de  castigo  ó  por  razón  de  ditado,  que  obiese  fecho  contra 
i)ívo,  en  quel  digese  á  tal  cual,  porque  pudiese  ser  enfamado,  non 
podría  después  facer  testamento.  E  aun  decimos  que  los  hereges» 
después  que  son  condenados  por  sentencia  de  heregía  non  pueden 
facer  testamento,  nin  aquellos  que  son  juzgados  por  traidores». 

La  ley  4%  tft.  26,  Part.  T,  hablando  del  hereje  dice:  «que  non 
debe  valer  su  testamento  nin  donación  nin  vendida^  que  le  fuese 
fecha,  nin  lo  que  él  ficiese  á  otro  de  los  suyos  del  dia  que  fuese  juz* 
¿ado  por  hereje  en  adelante.»  El  Tribunal  Supremo  en  sentencia 
de  2  de  Marzo  de  1861,  en  pleito  de  Manila,  declaró  que  dicha 
ley  4'  estaba  en  uso  y  vigente,  pero  debía  entenderse  sólo  del  de- 
clarado hereje  por  sentencia  del  Juez  eclesiástico.  Opinamos  d", 
cididamente  que  dicha  ley  de  la  Part.  7*  es  penal,  y  que  la  de  la 
Partida  4'  marca  las  consecuencias  de  las  penas  impuestas  á  los  he* 
rejes;  y  por  consiguiente,  no  está  subsistente  esta  iocapacidad  ni 
las  que  proceden  de  los  demás  delitos  que  en  ella  se  designan,  pues 
ninguna  de  las  penas  que  se  señalan  en  el  Código  vigente  produce 
esa  privación^  ni  aun  la  interdicción  civil  priva  de  la  facultad  de 
disponer  de  los  bienes  por  causa  de  muerte.  En  Filipinas  no  regia 
el  Código  de  1848,  que  era  sólo  para  la  Península  é  Islas  adyacen- 
tes como  resulla  de  la  ley  de  19  de  Marzo  de  1848  que  le  precede. 

La  ley  4*,  tít.  3',  Part.  6*,  prohibe  que  sea  heredero  el  dester- 
rado para  siempre,  deportado  ,  ni  los  condenados  á  pena  de  ca- 
bar  las  mineras  del  Rey,  el  juzgado  por  hereje^  los  apóstatas,  ningu- 
na cofradía  ni  ayuntamiento  que  fuese  fecho  contra  derecho  ó  con- 
tra la  voluntad  del  Rey,  ni  los  nacidos  ex  damnato  coüu  así  como 
de  pariente  ó  mujer  religiosa. 

Como  que  las  penas  perpetuas  las  abolió  Carlos  III  por  la  prag- 
mática de  12  de  Marzo  de  1771,  ley  7',  tít.  4",  lib.  12  de  la  Novf- 
sima  Recopilación^  y  como  tenian  facultad  de  testar  según  las  le- 
yes de  Toro  aun  los  condenados  á  muerte,  se  infiere  que  ya  desde 
esa  época  quedaron  derogadas  esas  incapacidades  para  suceder, 
mucho  más  desde  que  en  el  Código  penal  desaparecieron  esas  pe- 
ñas  quedando  sólo  la  de  interdicción  civil  que  no  prohibe  disponer  f 

délos  bienes  por  testamento. 

Respecto  á  los  hijos  incestuosos  y  sacrilegos^  esa  prohibición 
aunque  afecta  algún  carácter  penal,  ya  hemos  dicho  anteriormente 
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qae  tiene  además  por  objeto  regalar  ios  derechos  de  la  familia,  y 
está  en  un  titulo  civil,  de  modo  que  la  creemos  vigente. 

Creemos,  no  obstante,  que  está  abolida  la  ley  S*  de  dicho  tila- 
lo  3*,  relativa  á  que  la  mujer  que  casase  antes  de  un  ano  después 
déla  muerte  Uel  marido^  no  la  puede  establecer  ningún  orne  ex- 
traño ni  otro  que  fuese  su  pariente' del  cuarto  grado  en  adelante; 
pues  es  ley  exclusivamente  penal,  y  el  art.  4^0  del  Código  impone 
otra  clase  de  penas. 

La  ley  10,  tít.  13,  Part.  6*,  previene  que  los  nacidos  de  fomi- 
cacióo^  incesto  ó  adulterio,  no  puedeti  heredar  cosa  alguna  de  Ids 
bienes  de  su  'padre;  y  ^i  este  'les  diese  algo  de  lo  suyo,  pueden  re- 
vocarlo los  hijos  legitimos,  y  si  no  los  tuviere  ó  no  reclamaren  has- 
ta dos  meses  debía  ser'del  Rey. 

La  4',  tít.  20  del  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ijne  c* 
del  Ordenamiento  de  Don  Juan*  I,  en  Soria,  en  1380,  previno  que 
no  pudiesen  los  hijos  de  clérigos  haber  ni  heredarlos  bienes  de  es- 
tos ni  de  otros  parientes  por  parte  de  padre,  ni  manda,  donación  6 
vendida  por  los  mismos.  Ta  hemos  dicho  anteriormente  que  estas 
leyes  por  nías  qiíe  tengan  irn  colorido  penal,  son  esencialmente  ci- 
viles, y  se  hallan  en  títulos  de  esta  cla^e,  y  por  lo  tanto  están  vi- 
gentes. Lo  mismo  parece  debe  dec¡rí?e  de  la  ley  5'  de  dicho  tít:  9* 
de  Toro,  que  priva  de  la  sucesión  de  la  madre  á  los  hijos  de  daña- 
do y  pnnible  ayuntamiento,  y  á  tos  que  fueren  hijos  de  clérigo  6 
(Vaile  ó  de  monjas  profesas. 

La  leyT,  tit.  1%  Part.  6*,  aunque  concretándose  al  testamento 
escrito,  consignó  entre  otras  la  prohibición  de  ser  testigo  «el  orne 
mal  enfamado».  Respecto  á  la  infamia  legal,  ya  no  existe,  pues  el 
artículo  23  del  Código  de  1848  dijo  que  la  ley  no  reconoce  pena 
alguna  infamante,  cuyo  artículo  fué  repetido  en  igual  número  del 
de  1880;  cOnfitnlados  por  la  omisión  que  hace  de  este  extremo  cl 
vigente! 

Como  que  la  mala  fama  é  infamia  puede  ser  tanbbien  de  hecho, 
no  hay  duda  de  que  subsistirá  la  prohibición  de  ser  testigos  los  que 
se  encuentren  éomprendidós  en  ella^  y  nos  servirán  para  valorarla 
las  leyes  antiguas  de  Partida,  que  en  el  tít.  6*  de  la  Partida  '7\  se 
ocupan  de  ella,  las  recopiladas  y  el  concepto  público  que  es  el  que 
juzga  de  la  fama  ó  de  la  infamia. 

La  ley  9'  de  dicho  título T,  Part.  6*,  dice  que  no  pueden  ser 
testigos  en  los  testamentos  «los  que  fueren  condenados  por  malas 
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castigas  6  ditados  qae  ficieren  contra  algunos  con  intendon  de  en- 
famarlos,  es  decir,  por  falso  :test¡0ioQio  ó  injurias  graves,  ó  por  mal 
ieoljip  como  furto,  homicidio  ú  otro  yerro  semejante  destos,  ó  más 
graves^  los  apóstatas  aun  conyersos»;  y  otros  que  no  son  del 
caso. 

Si  se  considerasen  estas  incapacidades  como  efectos  de  penas, 
no  tendríamos  inconveniente  en  decir  que  habían  desaparecido. 
A3i  puede  decirse  respecto  ¿  los  apóstatas,  no  en  virtud  de  las 
prescripciones  del  Código  peoal  de  1868,  $ído  porque  la  Constitu- 
ción vigente  admite  la  tolerancia  de  cultos^  sino  por  lo  que  se  re- 
fiere ¿  los  demás  delitos  que  cita  dicha  ley,  nos  parecen  subsisten- 
tes. ]as  prohibiciones^  pues  la  ley  considera  que  los  coocjenados 
porciertos  delitos. no  merecen  crédito  4en  sus  dichos  ó  por  lo  menos 
es  muy  sospechoso.  En  e§te  sentido  están  ^^oi^cebidas  las  sentencias 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  A3Í  es,  que  la  de  7  de  Diciem- 
bre de -1868,  declaró  que  el  testimonio  falso  de  un  facultativo, ^n 
causa  criminal  en  favor  tiel  reo,  y  sin  que  haya  logrado  su  n^al 
propósito,  no  puede  estimarse,  segpn  el  sistema  penal  de  la  legis- 
iadon,  de  Partidas,  como  delito  igual  ó  mayor  que  el  hurto  ó  el  ho- 
micidio, que  son losejeo^plos  fijadiQS  en  la  ley  9',  lít.  V,  Part.  6\ 
La  de  43  de  Mayo  de  1873,  reitera  la  aplicación  de  la  ley  9*^  títu- 
lo 1*,  Part.  6%  y  añade  que  la  ijoc^pacidad  Ja  establece  la  ley,  ha- 
bida consideración  á  la  delincuencia  y.  no  á  la  pena  que  hayan  sv- 
fridolos  testigos,  por  lo  cual  no  puede  aprovecharles  el  hecho  de 
que  en  los  novísimos  Códigos  haya  desaparecido  la  infamia  ;  y  qge 
para  sostener  la  capacidad  de  los  testigos  comprendidos  en  estas 
penas,  no  puede  aplicarse  por  analogía  la  excepción  que  hace  Ja 
misma  ley  9',  tít.  1*^  Part.  6%  sobre  el  siervo  que  haya  testificado 
cuando  en  el  concepto  público  se  le  estimaba  como  hombre  libre, 
porque  en  este  caso,  á  lo  que  ha  ocurrido  la  ley  es  á  precaver  las 
fatales  consecuencias  que  podia  producir  un  simple. error  acerca 
del  estado  civil  del  testigo. 

La  ley  8%  tít.  5*,  lib.  3*  del  Fuero  Real,  previene  que  no  pue- 
dan ser  testigos  el  herege,  moro,  judío,  ni  el  que  sea  dado  por  ale- 
voso ó  por  traidor,  ni  el  que  sea  juzgado  á  muerte,  ni  el  que  sea 
echado  de  li^  tierra. 

Estas  prohibiciones  parecen  subsistentes  no  obstante  que  en  el 
Código  penal  nada  se  dice  respecto  á  ellas  ni  pueden  ser  coosecuen  - 
cia  de  ninguna  de  las  penas  que  allí  se  desisgnan,  y  en  cuanto  á 
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las  que  se  refieren  á  causas  de  Religión,  han  debido  desaparecer  por 
efecto  de  la  libertad  de  cultos.  Las  otras  están  subsistentes  por  ta 
imposibilidad  en  que  se  encuentran  los  comprendidos  en  ellas  de 
desempeñar  ese  cargo  de  confianza. 

Las  causas  de  desheredación  de  los  descendientes,  y  lo  mismo 
debe  decirse  de  ias  de  los  ascendientes,  no  están  derogadas  por  no 
hallarse  comprendidas  ni  expresamente,  ni  como  efecto  de  otras  pe- 
nas en  los  arts.  del  Código  penal.  Pueden,  no  obstante,  suscitarse 
dudas  acerca  de  la  equivalencia  de  las  causas  marcadas  en  la  ley 
de  Partida  con  la  penalidad  establecida  en  el  Código.  Así  es  que 
la  segunda  causa  de  desheredación  de  los  descendientes  según  b 
ley  4\  tít.T*,  Part.  6'  és  «si  acusase  ¿  su  ascendiente  sobre  tal 
cosa,  de  que  él  podrá  deber  morir,  ó  ser  desterrado  si  gelo  proba- 
sen, ó  enfamandolo  de  tal  manera,  porque  valiese  menos.  Pero  si  el 
yerro  de  que  le  acusaba  fuese  tal  que  tocase  á  la  persona  del  Rey, 
ó  al  procomunal  de  la  tierra,  estonce  si  lo  probase  el  hijo,  no  lo 
pueda  el  padre  desheredar.»  El  contenido  de  esta  parte  de  la  ley 
da  lugar  á  varias  cuestiones.  Respecto  á  los  delitos  que  tienen  pena 
de  muerte  no  hay  duda  ninguna;  pero  nos  parece  que  el  criterio 
que  debe  adoptarse  es  el  ver  en  qué  casos  la  ley  de  Partida  impo- 
nía la  pena  de  muerte,  y  no  los  que  la  llevan  inherente  según  la 
legislación  actual,  cuyo  criterio  es  más  1)enigno.  La  pena  de  des- 
tierro debe  tomarse  en  la  acepción  en  que  la  toman  dichas  leyes» 
y  no  el  Código  penal  actual  ni  los  anteriores ;  y  en  cuanto  á  la  in- 
famia^ comprendemos  que  toda  acusación  de  delito  al  que  fuere 
inherente  esta  pena  por  la  legislación  antigua^  se  encontraría  en 
igual  caso,  y  lo  mismo  los  que  produjesen  infamia  de  hecho.  Aquí 
pueden,  bajo  este  punto  de  vista^  ocurrirse  muchísimas  dudas,  y  es 
en  efecto  una  materia  acerca  de  la  que  pueden  verificarse  trabajos 
exegéticos  de  importancia. 

Creemos  que  los  ascendientes  tendrán  fundado  motivo  para 
desheredar  á  sus  descendientes  siempre  que  estos  les  hayan  acu- 
sado de  algún  delito  de  los  que  marca  la  ley  de  Partida,  y  sobre 
todo  falsamente.  No  puede  negarse  que  está  vigente  la  excepción 
que  hace  la  ley  respecto  á  ios  delitos  contra  el  Rey  ó  el  procomu- 
nal de  la  tierra  ;  y  nos  parece  que  se  habrá  de  atender  á  los  que 
designaban  las  Partidas,  si  bien  traduciéndolos  en  los  que  castiga 
la  legislación  actual. 

Lo  mismo  debe  decirse  respecto  á  las  demás  causas  de  deshe- 
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redacion  por  hechos  culpables,  y  debe  admitirse  el  principio  de  que 
00  fi^a  penas,  sino  privaciones  de  derechos  civiles  que  nada  tienen 
que  ver  con  el  derecho  penal,  y  por  consiguiente  subsisten  &  pe- 
sar de  no  indicarse  en  ios  Códigos  de  esta  clase. 

Igual  doctrina  es  aplicable  á  las  causas  de  desheredación  de  los 
ascendientes  por  los  descendientes.  Por  supuesto,  la  causa  de  des- 
heredación por  herejía,  no  tiene  lugar  en  la  actualidad  por  haberse 
establecido  la  libertad  de  cultos. 

Es  también  una  cuestión  muy  dificil  la  de  si  está  subsistente 
como  causa  de  desheredación  el  contraer  matrimonio  sin  el  consen- 
timiento paterno,  y  se  hallan  divididos  en  la  solución  de. la  misma 
los  más  ilustres  jurisconsultos. 

La  ley  8*,  tit.  2*,  lib.  3*  del  Fuero  Juzgo,  previno  que  sí  la  hija 
casare  sin  la  voluntad  del  padre  ó  de  la  madre,  y  ellos  no  la  qui- 
siesen recibir  de  gracia,  ella  ni  sus  hijos  deben  heredar  en  los  bie- 
nes de  sus  padres;  el  tít.  6*,  lib.  5*  del  Fuero  viejo  de  Castilla  re- 
pite sustancialmente  esta  eiheredacion,  y  lo  mismo  la  ley  5*,  titu- 
lo 1*,  lib.  6*  del  Fuero  Real,  y  la  46  de  este  título  impone  penas  á 
ios  que  se  casaren  con  las  mancebas  en  cabello  sin  el  consenti- 
miento de  sus  padres,  hermanos  ó  parientes  que  la  tuvieren  en  su 
poder.  Lo  mismo  repitió  Ia1ey  4\  tit.  1*,  lib.  5*  de  las  Ordenan- 
zas Reales  de  Castilla. 

La  ley  10,  tít.  1*,  Partida  4',  concede  al  padre  la  facultad  de 
desheredar  á  la  hija  que  no  queriendo  casarse  con  persona  digna 
que  él  la  propone,  después  se  casase  contra  la  voluntad  de  aquel 
cuyas  disposiciones  son  también  aplicables  á  los  hijos  según  la 
ley  41. 

La  ley  49  de  Toro,  6*,  tit.  2*,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, que  la  extendió  á  los  hijos  impuso  á  los  que  celebraran  ma- 
trimonio que  la  Iglesia  tuviese  por  clandestino  la  pena  de  confisca- 
ción y  destierro^  y  que  fuese  causa  para  que  el  padre  ó  la  madre 
puedan  desheredar,  si  quisieren  á  sus  hijas  que  tal  matrimonio 
contrajeren. 

£stán  comprendidos  en  laclase  de  matrimonios  clandestinos  los 
celebrados  sin  el  consentimiento  paterno^  como  así  lo  dic^la  ley  1% 
título  Z.\  Partida  4',  y  lo  confirma  extensa  y  sólidamente  el  señor 
Llamas  (1). 

(1)    Comentario  á  la  ley  49  de  Toro  núm.  33  y  siguientes. 
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La  Pragmática-s^tacíoo  de  Garlos  lü,  de  23  de  Marzo  ié'  f776, 
ley  9%>  iit  T,  Kb.  iO  d^  la  Novísima  Recopila  cíod^  dispuso  que  así 
los'  que  Contrajesen  matrimonio  siri  él  consentimiento  del  padi*e  ó 
de  las  demás  personas  que  le  soplen^  como  los  hij<)sque  tuviesen, 
quédiasen  privados  de  todos  los  efectos  civiles»-  conib  son  el  de  pe- 
dir dote  ó  legítimas,  y  de  suceder  como  herederos  forzosos  y  nece* 
saribs  en  los  bienes  libfes  que  pudieran  córresponderles  por  heren- 
cia de  sus  padres  ó  abuelos,  á  cuyo  respééto  y  obediencia  Mtarón; 
declamando  por  justa  cauda  de  desheredación  la  expresadla  contra- 
vención ó  ingratitud',  para  que  no  puedan  pedir  en  juioio,  ni  ale- 
gar de  inoficioso'ó  ndo  el  testamento  de  sus  padres  6  ascendientes, 
quedando  estos  en  libertad  de  disponer  de  dkhos  Menea  ¿stt  voMn- 
tad;,  y  sin  más  obligación  que  la  dé  los  precisos  y  correspondientes 
alimentos:  cuya'  causa  de  desheredación  depende  de  lá  voluntad  de 
loa  padres  ó  abuelos  que  quiérati  utFBzarla,  seguid  deéiaró  h  Real 
resolución  díe  26  dé  Diciembre  de  4790^  que  es  lá  nota  2*  á  dicba 
ley  9,  tlt.  2*,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilacioti. 

Observándose  algunos  inconvenientes  al  aplicarse  esta  Pragmá- 
tica, se  dictó  otra  en  28  de  Abrií  de  1803,  reinando  Carlos  lY,  que 
es  la  ley  18  del  mismo  tlt. 2*,  lib.  10,  en  fe  qiie  se  dice  quelos-  Vi- 
carios eclesiásticos  qué  autorizasen  matrimonio,  para  el  que  no  es- 
tuvieren habilitados  los  contrayentes  según  los  requisitos  qué  exige 
dicha  Pragmática  serán  esjpatriados  y  oénpadás  todas  sus  tem- 
poralidades, y  en  )at  míisma  pena  de  éspalrisecion  y  én  la  de  conÉls- 
cacion  de  bienes  incurrirán  los  contrayentes:  y  concWye  djcienído 
que  lodos  los  matrimonios  que  á  la  publicación  de  esta  Real  deter- 
minación no  estuviesen  contraidos  se  arreglarán  á  ella  sin  glosas, 
interprétacioneí<  ni  comentarios,  y  no  á  otra  ley  ni  Prisigmétíca 
antéfri^T; 

Algunos  juris¿oñstilt6s  han  creído  qué  por  estas  cláusulas  dé  la 
Pragmática  de  4803  qued6  abolida  en  su  ttyfáKdad  lá  áe  4T76,  y 
muy  especialmente  la  facultad  de  desheredar  á  los  Hijos  y  nietos 
que  contraviniesen  á  ella;  pero  esto  ofrece  algunas  dudas^  porque 
ái  bien  ía  cláusula  final  és  muy  expresiva,  no  tradujo  p6t  coAspleto 
el  pensamiento  de  qué  quedatsén  abolidas  todás  las  tfisposioiones 
relativas  á  está  materia,  inclusa  la  dé  1776,  borao  sé  proponía  en  el 
capítulo  25  del  proyecto  presentado  por  el  Consejo,  lo  eual  denota 
que  no  se  quiso  derogar  en  todo  la  legislación  anterior,  y  mucho 
más  cuando  fué  necesario  acudir  á  ella  en  especial  la  de  4776» 


MODIFICACIONES  DEL  DERECHO  CIVIL  ETC.  ETC.     i  19 

pues  decidía  puntos  no  coropreadidos  tjnh  d§  4803,  comp  erao  los 
relativos  á  los  matrimoQíos  de  los  laíantes,  Grandes  y  Títulos,  a 
<]ue5e  refiere  el  núm.  11  de  la  misma»  los  de  personas  de  desigual 
condición  á  que  se  dedican,  ios  nüms,  12  y  IjS,  á  los  Consejeros  y 
Ministros  togados,  segun.el  ndm.  14,  y  á  los  militares  según  el  15, 
y  las  prevejucioQes  que  se  hacen  á  Ips  Or/dinarios  eclesiásticos  en 
los  núms.  16  ¿  19, 

Confirma.  Cist^ob^rvacion  el  que  dicha  Pragmática  está  inserta 
en  el  lirismo  tít.  %*  del  libro  10  de  la  Novísima,  siendo  la  ley  9*  del 
nii^mp,  y  lade  1803,  la  18»  lo cua¡l  denptn  que  tiene  igual  fuerza 
que  esta  en  lo  que  no  la  derogó  q^e  no  fué  en  cuanto  á  la  deshe- 
radacipn^  sino  que  no  hi^  síno,aJDÍ|aidir  Qbra^  penas  á  la  privación  de 
los  derechos  civiles  que  conlenia  la  anlerior. 

Refiérese  Uimbien  queeala  discusión  de  dÍQba  Piagmáiica  de 
1803  en  el  Conejo,  buho  un  voto  que  combatió  la  desheredación^ 
por  faltar  á  las  leyes  de  oonsentimientp  paterno  cpmo  dura  é  injus- 
t2^«  y  qiue  los  fiscales  la  defendieron  detenidamente :  de  lo  cual  in- 
fieren algunos  que  se  tuvo  presenta,  y  fué  desechada,  pero  lo  más 
lógico  es  creer  que  fué  una  preterición  para  no  resolver  espresa- 
n^ente  la  duda.  Siempre  resultará  que  Is^s  leyes  del  Fuero  Real,  las 
diC  Partida,  las  de  Toro  y  la  RecQpilada,  qi^e  trataQ  de  la  deshere- 
dación por  esta,  causa  no  bao  sido  derogadas,  y  por  consiguiente, 
prescindiendo  de  la  Pragmáticade.1776,  y  aunque  la  consideremos 
ajuilada  por  la  de  1803,  que  es  mucho  conceder,  tenemos  leyes  vi- 
vas que  cpnsignaa  esa  causa  en^e  las  de  desheredapion. 

El  diverso  sistema,  de  penalidad  adoptado  por  los  Códigos  mo- 
dernos en  los  que  se  omite  la  desheredación  por  infrirgir  las  leyes 
sobre  el  coi^eniiviiento  paterno,,  ha  d^áf>  motivo  á  creer  á  algunos 
escritores^  que  esa  causa  ya  utO  exista,  si  bjen  creemos  (|ue  confun- 
den el  orden  penal  con  el.  civH. 

En  efeicto,  el  art.  380  del  Código  de  4848,  con  el  cual  concuer- 
da el  399  del  de  1830,  castigó  al  menor  que  contrajese  matrimonio 
sin  el  consentimiento  de  su  padre  ó  de  las  personas  que  para  el 
efecto  hagan  sus  veces^  con  prisión  correccfonat  ó  arresto  según  h)s 
CMOS :  y  al  489  del  vigente  coa  la  de  priaion  correccional  en  sus  gra- 
dos medio  y  máximo:  y  el  art.  15  4^  la  ley  de  20  dq  'u.oip  de  1863 
impon»  la  pena  marcada  esi  el  art.  488  del  Cócligo  penal  á  los  que 
infringen  las  disposiciones  relativas  al  consejo  paterno,  y  conside- 
rándolo como  falta,  desigqa  la  pena  de  3  á  13  dias  de  arresto  y  re*  I 
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prensión,  cuyo  artículo  está  subrogado  por  el  603  del  Código  y¡- 
gente. 

Estas  penas  no  pueden  modificar  en  nada  las  prrvaciones  de 
derechos  civiles,  que  se  reGeren  al  orden  privado:  no  nos  opondría-' 
IDOS  á  que  se  modificasen  ó  suprimiesen;  pero  aunque  puedan  pa- 
recer algo  duras,  están  escritas  todavía  y  el  legislador  no  las  ha 
borrado.  En  lo  que  no  puede  disentirse  es  en  que  el  hijo  que  casa 
sin  el  consentimiento  del  padre  viola  los  derechos  de  éste,  é  intro- 
duce en  la  familia  nuevos  miembros  que  participarán  de  sus  dere* 
chos  siu  el  otorgamiento  del  jefe  de  la  misma,  y  que  además  viola 
los  de  la  sociedad,  á  la  que  interesa  que  se  observen  las  leyes  que 
regulan  esos  pequeños  estados  de  institución  natural  y  fundamenta 
de  aquella. 

Si  porque  la  ley  penal  castiga  esos  hechos  hubieran  de  dejar 
de  considerarse  como  causa  de  desheredación,  casi  ninguna  de  es- 
tas eiistiria,  pues  entonces  la  causa  de  atentar  el  hijo  contra  la  vida 
del  padre,  no  seria  suficiente  para  desheredarle  porque  el  art.  417 
del  Código,  castiga  el  parricidio  con  la  pena  de  cadena  perpetua  á 
muerte. 

Reconocemos  que  se  trata  de  una  cuestión  gravísima,  y  sobre  la 
que  faltan  los  autorizados  fallos  del  Tribunal  Supremo  que  puede 
fijar  la  jurisprudencia;  pero  sin  duda  se  carece  de  ellos  porque  la 
corriente  de  la  opinión  demasiado  benigna  y  abolicionista  la  ha  te- 
nido por  poco  defendible.  Nosotros  hemos  vacilado,  pero  hoy  la 
defenderíamos  con  decisión  en  cuantos  casos  se  nos  presentaran. 

Las  opiniones  de  los  jurisconsultos  están  muy  divididas.  El  se- 
ñor Sala  (i)  considera  vigente  esa  causa  de  desheredación  después 
de  la  pragmática  de  1803.  El  Sr.  Gutiérrez  en  su  Febrero  reforma- 
do, el  Sr.  Tapia  en  el  suyo  (2),  y  los  Sres.  Goyepa,  Aguirre  y 
Montalvan,  y  Vicente  y  Caravantes  (3)  opinan  que  dicha  cansa  ha 
desaparecido ;  y  este  último  afirma  que  en  la  práctica  se  ha  segui- 
do esia  doctrina  (4). 


(I)  Ilustración  del  Derecho  Real  de  España,  lib  V,  tít.  &",  nú- 
mero 2S. 

(f )    Lib.  í°,  tít.  T,  cap.  r,  núm.  8. 

(3)  Pág.  50  del  tomo  1^  de  la  edición  publicada  del  Febrero,  por 
D.  Vicente  Caravantes  en  1853  á  54. 

(i)  Nota  1^  á  la  ley  49  de  las  de  Toro,  comentadas  por  D.  Sanch<> 
Llamas,  publicada  por  dicho  Sr.  Caravantes  en  1834. 
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El  Sr.  Escriche  también  considera  como  causa  de  desheredación 
el  matrimonio  clandestino  [í),  en  cuya  clase  está  el  que  se  celebra 
«in  el  consentimiento  paterno.  El  Sr.  Ortiz  de  ZüSiga  (2)  opina  que 
las  últimas  palabras  de  la  pragmática  de  1803  abolieron  dicha  cau- 
sa. Los  Sres.  La  Serna  y  Hontalvan  (3),  opinando  que  la  pragmá- 
tica de  1805  no  derogó  la  desheredación  consignada  en  la  de  1776, 
juzgan  que  desde  la  .publicación  de  la  ley  de  20  de  Junio  de  1862, 
no  cabe  duda  de  que  el  casarse  sin  el  consentimiento  paterno  no  es 
causa  de  desheredación.  ElSr.  del  Viso  (4)  opina  que  está  vigente. 
£1  Sr.  Luengo  (5)  cree  que  ha  desaparecido.  El  Sr.  Gutiérrez  (6) 
propende  por  que  no  existe  ya  esa  causa  de  desheredación,  y  ana- 
de  que  la  ley  de  1862  ha  terminado  esta  cuestión  aunque  todavía 
en  su  sentir,  no  sin  apelación  y  de  un  modo  definitivo.  Lo  mismo 
dice  el  Sr.  Santaren  (7).  El  Sr.  Domingo  de  Morató  la  tiene  por 
subsistente  (8). 

Por  lo  que  se  refiere  á  los  escritores  criminalistas,  el  Sr.  García 
Goyena  (9)  vacila  respecto  á  la  decisión  de  si  puede  considerarse 
causa  para  desheredar  el  omitir  el  consentimiento  paterno;  aunque 
parece  propende  por  que  lo  sea,  y  en  otra  obra  se  decide  porque 
está  suprimida  flO). 

Los  Sres.  Castro  y  Orózco  (11)  califican  esta  cuestión  de  gravísi- 
ma y  dicen  que  la  reservan  intacta  para  la  jurisprudencia,  porque 
requiere  ser  tratada  de  propósito  con  más  detenimiento  del  que  per- 
mite la  índole  de  sus  esplicaciones. 


( I )    JDieeionario  de  Legislación^  palabra  Desheredación, 

\t)    Biblioteca  de  Escribanos^  tít.  4^,  cap.  U. 

(3)  Elementos  de  Derecho  civil  y  penal  de  España,  7^  edición,  li- 
bro 3*,  tít.  4^  sección  t*,  párrafo  3° 

(i)  Lecciones  elementales  de  Derecho  civil^  3^  edición,  part.  2% 
tratado  2^,  lección  17. 

(5)  Instituciones  teórieo-práeticas  del  Derecho  civil  para  Escriba- 
nos, parte  3^,  tít.  1°,  sección  8^ 

(6)  Códigos  ó  es  ludios  fundamentales  ^  tomo  4^  lib.  1^,  cap.  2°,  ar- 
tículo 3^. 

(7)  Observaciones  sobre  la  ley  de  disenso  paterno  de  SO  de  Junio  de 
166S,  comentario  al  art.  44. 

(8)  El  Derecho  civil  español  con  las  correspondencias  del  Romano, 
libro  3^  cap.  8®,  sección  4*,  art.  40,  párrafo.  4* 

(9)  Código  criminal  español,  según  las  leyes  y  pragmáticas  vigen- 
tes, comparado  con  el  penal  de  4822,  tít.  7^,  sección  2^. 

(40)  Concordancias  y  comentarios  al  Código  civil  español,  art.  672. 
(4  4 )  Comentarios  al  Código  penal, 

TOMO  L.  16 
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T  el  Sr;  Pacheco^tambíea  coa  rfifereocia  al  misoto  ca^so;,  adopta 
la  opiDÍoQ  de  que  no  es  causa  de  desheredar.. 

Bien  puede  conservarse  esta  causa  de  desheredación  que  desde 
los  Códigos  romanos  ha  pasado  por  todo»  los  de  Europa,  formando 
también  parte  del  sistema  de  legitimas  de  todos  los  de  nuestra  pa- 
tria. 

Respecto  ¿las  personas  excluidas  como  indignas  de  la  sucesión^ 
debe  repetirse  suslancialmente  lo  dicho  ^tes»  asi  es  que  no  puedea 
considerarse  derogadas  por  los  moderaos  Códigos  penales;  y  deben 
considerarse  vigentes  Ia&  leyes  5^,  til.  ¥,  lib.  5*  del  Fuero  JiuBgo,  9\ 
título  12,  lib.  S"  del  Fuero  Real,  y  15  y  siguientes  tít.  T,  Part-  6' 
y  la  11,  tít.  20»  Ub.  10  de  la  Novísima  Becopiiacion,  Ua  cuales  se 
hallan  ea  títulos  civiles,  y  no  pueden  por  consiguiente  estar  dero- 
gadas por  la  preterición  de  las  mismas  en  los  Códigos;  penaies^ 

El  punto  que  ofrece  muchas  diGcultades  es  el  de  si  se  hau  4<i 
atender  en  las.  penas  que  hacen  indigno  al  heredero  al  críteríq  de 
las  lej'es  de  Partida,  ó  al  de  los  Códigos  modernos.  P-arece  lo  mé^ 
conforme  á  las  reglas  de  recia  interpretación,  que: cuando  el  crita-^ 
rio  del:  legislador  mitiga  su  severidad  cesea  las  razones  que  tuva 
para  establecer  no  solo  aquellas  penas  sino  las  privaciones  de  deren 
ebos  que  eran  consecuencia  de  los  mismos,  y  por  coosiguíente  Iq  ar- 
reglado á.  los  preceptos  de  la.  recia  tatjerpi:ejUcion  es  alempe^farse  ái 
lo  más  favorable. 

Las  leyes  26  y  siguientes,  tít.  10  partida  6*  respecto  ¿  las  penas 
que  se  imponen  á  los  que  impiden  á  otros  hacer  testamento  pare- 
ce deben  considerarse  vigentes,  pues  son  del  orden  civil,  y  por  con- 
siguiente no  derogadas  por  et  Código  penal:  oonsisteB  en  Ba  priva- 
ción de  los  derechos  que  hubieran  correspondido  en  la  herencia  al 
que  los  ejecutó  y  en  pechar  doblado  lo  que  iho  perderá  aquellos  á 
quienes  el  testador  quiso  mandar  afgo. 

La  ley  9',  tít.  6*,  Part.  6*  previene  que  ef  que  hace  maliciosa- 
mente el  inventarío  encubriendo  ó  furtando  alguna  cosa,  si  es- 
to Te  fuere  prohado  debe  pechar  doblado  i  aquellos  que  dehian  re- 
cibirlo. Los  modernos  códigos  castigan  los  delitos  coatra  la  propie- 
dad; pero  ese  duplo  que  se  dá  al  agraviado  parece  una  indemAÍza-- 
cíon  perteneciente  al  orden  civil  y  por  consiguiente  lacreemos  sub- 
sistente. 

Hemos  terminado  este  árido  y  minucioso  estudio  comparativa 
del  Lerecho  civil  español  en  sa  relación  con  tas  disposicíoaes  de 
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tos  Códigos  peBsirles  modernos :  graves  son  las  cuestiones  de  que 
nos  hedttjs  ocupado,  difícil  la  solución  de  muchas;  y  nos  será  mu; 
¿rato  qlie  nuestros  ilustres  companeros  las  corrijaD  y  completen. 

PitHANOO  Ds  LEÓN  T  OLARIETA* 


EXHISH  !  llim  DE  NDEmAS  LEIES  Y  TMTADOS 

SOBRE  I«A  PROPIEDAD  LITERARIA  (i), 

[Articulo  T) 
í 

Es  nn  principio  de  equidad  y  de  justicia  que  et  derecho  de.  los 
autores  debe  ejercerse  por  doquiera  que  se  difunde  el  beneficio  de 
la  ilustración  quesos  obráis  nevad  consigo.  Pero  contando  poca  an« 
íígüedad  lá  institución  y  el  derecho  de  propiedad  literaria  y  artfsti-» 
ca  en  sus  condicione»  y  en  sus  formas  actnafes,  no  es  de  admirar 
que  este  derecho  i)uevó,  todavía  poco  asegurado  y  mal  definido,  no 
baya  salvado  desde  luego  los  límites  del  territorio  en  donde  se  ha 
establecido,  y  ¿e  baya  Considerado  en  un  principio  como  una  de 
esas  disposiciones  introducidas  inicamente  en  beneficio  de  los 
miembros  de  la  ciudad,  según  expresión  de  ua  sabio  jurisconsulto. 
Más  eif  brete  parece  presentirse  que  la  expresión  material  del  pen^ 
Sarniento,  vMs  todavía  que  el  pensamiento  mismo,  no  debe  ser  tra* 
táda  cómo  extraña,  ál  abandonar  ei  sucio  que  la  ha  visto  nacer.  Sin 
eihbai'go,  el  Código  úácroual  ofrece  por'  otra  parte  omisiones  impor- 
tánteaf  que  deben  suptiriBe  antes  que  las  naciones  se  convengau  en 
respetar  unas  respecto  de  otras,  esos  derechos  que  apenas  han  ce-^ 
sttd0  de  ser  privilegios,  aun  respecto  de  tos  mismos  Individuos  de 
lá  tíación. 

Einf  £spafiá  aparecen,  con  anterioridad  á  otra  nación  alguna,  dis^ 
tM)sición^s  legales  sándoAadas  por  nuestros  Reyes  católicos  D.  Fer-^ 

(t)  V4Anse  laspágs.  át,  457,  S73,  344  y  3S5  del  tomo  anterior,  y 
la  40  de  éste. 
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nando  y^Dona  Isabel  en  Toledo  en  1480^  y  por  D.  Felipe  II  eo  Ma* 
drid,  en  que  si  bien  no  se  reconoce  el  derecho  de  lo6  autores  ex* 
tranjeros  respecto  de  la  propiedad  de  sus  obras»  se  rinde  justicia 
al  respeto  y  protección  que  merecen  las  producciones  de  la  inteli- 
gencia de  -donde  quiera  que  procedan,  consignándose  exenciones  y 
privilegios  en  favor  de  la  introducción  en  nuestra  patria  de  libros 
del  extranjero.  «Considerando  los  Reyes  de  gloriosa  memoria,  dice 
la  notabilísima  disposición  arriba  citada  de  los  Reyes  Católicos  (in- 
cluida en  la  ley  1\  tft.  15,  lib.  8*  de  la  Nov.  Recop.)  cuanto 
era  provechoso  y  honroso  que  á  estos  sus  reinos  se  traxesen  libros 
de  otras  partes,  para  que  con  ellos  se  hiciesen  los  hombres  letra- 
dos, quisieron  y  ordenaron  que  de  los  libros  no  se  pagase  alcabala 
(ley  20,  tit.  12,  lib.  10);  y  porque  de  pocos  días  á  esta  parte,  al- 
gunos  mercaderes  nuestros  naturales  y  extranjeros,  han  traído,  y 
de  cada  dia  traen  libros  buenos  y  muchos,  lo  qual  parece  redunda 
en  provecho  universal  de  todos,  y  en  epnoblecimiento  de  nuestros 
reynos ;  por  ende  ordenamos  y  mandamos,  que  allende  la  dicha 
franqueza,  que  de  aquí  adelante,  de  todos  los  libros  que  se  traxeren 
¿  estos  nuestros  reynos,  así  por  mar  como  por  tierra,  no  se  pidaa 
ni  paguen,  ni  lleven  almojarifazgo,  ni  diezmo,  ni  portazgo,  ni  otros 
derechos  algunos  por  los  nuestros  almojarifes,  ni  los  diezmeros  ni 
portazgueros  ni  otras  personas  algunas,  así  de  las  ciudades,  villas 
y  lugares  de  nuestra  corona  real,  como  de  señoríos  y  órdenes  y  be- 
hetrías; mas  que  de  todos  los  dichos  derechos  y  diezmos  y  almoja- 
rifazgos sean  libres  y  francos  los  dichos  libros,  y  que  persona  algu^ 
na  no  los  pida  ni  lleve,  sopeña  que  el  que  lo  contrario  hiciese  caya 
é  incurra  en  las  penas  en  que  caen  los  que  piden  y  llevan  imposi- 
ciones vedadas;  y  mandamos  á  los  nuestros  contadores  mayores, 
que  pongan  y  asienten  el  traslado  de  esta  ley  en  los  nuestros  li- 
bros, y  en  los  cuadernos  y  condiciones  con  que  se  arriendan  diez- 
mos y  almojarifazgos  y  derechos.» 

Las  referidas  exenciones  fueron  confirmadas  por  los  Reyes  ca- 
tólicos en  el  cuaderno  de  las  alcabalas  que  dieron  en  la  vega  de 
Granada  á  10  de  Diciembre  de  1491  (leyes  31  y  32,  ley  20,  tít.  12, 
libro  10  Nov.)  y  en  Pragmática  que  dieron  en  Toledo  en  8  de  Julio 
de  1502  (ley  T,  tít.  16,  lib.  8*,  cit.)  en  la  que  prohibieron  la  im- 
presión é  introducción  de  libros  sin  licencia,  y  asimismo,  se  ratifica- 
ron por  D.  Felipe  II  en  Madrid,  Junio  de  1567.  (Ley  20  citada.) 

Alemania  es  sin  duda  uno  de  los  países  donde  parece  haberse 
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formado  más  anticipadamente  las  primeras  nociones  equitativas  so- 
bre el  carácter  internacional  de  la  propiedad  literaria  y  artística. 
Un  jurisconsulto  alemán^  Juan  Pülter,  hizo  notar  en  1774,  que  de 
hecho  y  bajo  el  punto  de  vista  de  la  moralidad,  hay  tan  poca  dife- 
rencia entre  la  reproducción  fraudulenta  de  las  obras  de  autores 
extranjeros  y  la  de  los  autores  nacionales  como  la  que  existe  entre 
una  infidelidad  cometida  contra  un  ciudadano  del  país  y  la  de  que 
fuere  victima  un  extranjero. 

En  uno  de  los  Estados  alemanes  en  que  la  reproducción  frau- 
dulenta de  obras  ha  resistido  por  más  tiempo  á  los  esfuerzos  inten- 
tados para  aboliría,  en  Sajonia^  se  concedió  por  una  ley,  en  Í77S^ 
i  los  escritores  extranjeros  las  mismas  ventajas  que  á  los  nacionales; 
ley  que  desapareció  para  renacer  tres  cuartos  de  siglo  más  ade- 
lante. 

En  Francia  la  ley  de  18  de  Julio  de  1793  concedia  solamente 
á  los  ciudadanos  franceses  los  beneficios  en  ella  expresados ;  la  ley 
de  4  de  Febrero  de  1810  facultó  á  los  autores,  «bien  fuesen  nacio- 
nales ó  extranjeros  de  toda  obra  impresa  ó  grabada,  para  ceder  su 
derecho  á  un  impresor  ó  librero^  ó  á  cualquiera  otra  persona  que 
se  sustituyera  en  su  lugar.»  Débil  progreso  en  verdad,  pero  no  obs- 
tante, progreso  real  que  marca  el  primer  movimiento  en  las  ideas. 

En  Alemania,  el  acta  federal  de  8  de  Junio  de  1815  babia  dis- 
puesto que  la  Dieta  se  ocuparía,  en  su  primer  reunión,  de  las  me- 
didas que  debian  tomarse  para  garantizar  á  los  autores  y  editores 
de  los  Estados  federados  contra  la  reimpresión  fraudulenta  de  sus 
obras.  Esta  promesa  era  más  generosa  que  fácil  de  cumplir,  por- 
que fué  necesario  un  período  de  veintidós  años  para  ponerla  en 
ejecución.  « 

Entrando  en  un  período  más  próximo  al  nuestro,  escritores  cuyo 
espíritu  de  equidad  se  anticipa  á  la  justicia  de  la  época,  indican 
claramente  como  un  objeto  apetecible,  el  reconocimiento  interna- 
cional Je  la  propiedad  de  las  obras  del  arte  y  de  la  inteligencia  y 
que  este  principio  ocupe  un  lugar,  no  todavía  en  nombre  del 
derecho,  sino  bajo  la  capa  del  interés,  en  la  legislación  interior  de 
los  diferentes  países. 

Hace  más  de  veinte  anos,  en  1836,  escribió  un  eminente  Ma- 
gistrado, Mr.  Víctor  Foucher ,  lo  siguiente:  «El  derecho  de  gentes 
moderno,  propende  constantemente  á  consagrar  más  y  más  el  prin- 
cipio de  la  propiedad :  la  radiación  del  derecho  de  aubana  del  Có- 
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digo  deJas  DAcioDes  Occidentales,  sujniQistra  uo  eijempjo  de  esto» 
recieate  todavía ;  Ja  jurisdiecipo.DaoioQal  esirespi^Ma  jpor. doquie- 
ra; y^or  qiré,  pues»  ha  des^r  el  derecho  de  los  ^ail9iv^'^l'4AÍ^.<]Qe 
no  sea  protegido  por  la  legislación  internaeion^tl?  Y  h^cÍQDfio  ter  la 
aplicación,  allado.de  la  teoría,  formulaba  lus  propo$icioaj|s  que 
creía  conveniente  adoptar  sobre  esta  inaterín.» ' 

flácia  la  misma  época,  un  sabio  juríseonsqllo  amerk^f^o,  cuya 
voz  no  ha  tenido  desgraciadamente  eco  b^ta  jabmi  ,w  -su  patria, 
M.Xíeber, en  sucartaá  M.  Presión,  sóbrela  propiedad  bt^raria 
intemaclonal  {internatiofial  copyright)  recomienda  la  adoppion  de 
los  verdaderos ;  principios  sobre  la  materia- 

K  Dinamarca  pertenece  el  honor  de  bab^  sí^o  la  primera  pa- 
ción que  por  i  la  ley  de  7  de  Mayo  de  18^  estableció  la^^io^ilapion 
de  los  autores  extranjeros  á  los  nacionales.  Este  ejemplo  fué  .segui- 
do por  muchos  Estados,  secundarios  de  Alemania. en  4-829  y  1830; 
por  Grecia  en  1833;  por  Prusia,  de  una  manerja  .condicional  y  á 
veces  enteramente  ilusoria^  en  1837;  por  Bavi^ca,  fn  >i840; 
por  Sajonia  y  Suecia,  en  1844;  por  Austria,  en  1846;;  por, Portu- 
gal, en  1851.  En  Inglaterra,  el  Gobierno,  ¿  eonsecueacja :de  jUiía 
proposición  que' hará  imperecedera  en  la  memoria  y  el  pecQooci- 
miento  de  los  escritores  de  este  país  el  noo^bre  de  Sir  Noon  Tal- 
fourd,  se  hizo  una  ley  confiriendo  á  la: Reina,  cotn  acuerdo  de  su 
GckDsejo,  el  derecho  de  conceder  á  los  autores-^eiiranjerosfamism^ 
protección  que  otorgase  el  Estado  extraajerio :  á  los  autores  jjyn- 
gleses. 

En  Francia  se  quiso  establecer  una  disposición  análoga  en- el 
proyecto  de  ley  que  se  voló  en  1839  por  la  Cámara  de  los  Pares, 
pero  fracasó  la  tentativa,  á  pesar  de  los  esfuerzos  de  mucbos  ipiem- 
bros  notables  de  esta  asamblea.  Mr.  de  Gerando^  dijo^n  su  apoyo: 
«¿No  hay  en  esta  materia  miras  de  un  orden  suncamente  elevado? 
¿No  valdrán  nada  á  nuestros  ojos  los  dereohos  de  los;  autores  ex- 
tranjeros, sobre  todo,  cuando  pertenecen  á  países  q^e  reconocen  ry 
respetan  los  derechos  de  los  autores  franceses?  Los  ^ue  consideran 
el  derecho  del  autor  como  una  propiedad  verdadeica,  ¿no  vienen  á 
rccondcer  por  este  mero  hecho,  que  la  justicia  proteje  á  los  e^Llran- 
jeros  lo  mismo  que  á  los  nacionales  en  nue^stro  territorio  y  aproba- 
rían que  se  privara  á  los  primeros  de  loque  $e:  prohibe;  tomar  á  los 
segundos?  Los  que  no  reconocen  en  esto  una  verdadera  propie4ad, 
admiten,  no  obstante,  derechos  reales,  aunque  restringidos,  en  fa- 
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Tor  del  autor.  ¿Y  han  de  desvanecerse  estos  derechos  enteramente 
cuando  el  autor  es  extranjero,  porque  hace  su  pnblicaeíon  en  ti 
extranjero?  La  eonveniencia  de  que  se  propaguen  las  luces,  reco- 
mienda que  se  respeten  estos  derechos,  en  cualquiera  parte  que 
nazcan,  para  que  se  propaguen  entre  nosotros.  Concedamos,  pues, 
ai  genio  extranjero  una  hospitalidad  que,  lejos  de  ser  una  ilusión 
filantr^ica,  es  una  noble  confraternidad  en  el  comercio  de  las 
ciencias  y  de  las  letras.» 

La  acción  diplomática  tátervino  á  su  vez,  para  procurar  el  re- 
conocimiento y  la  garantía  de  la  propiedad  internacional  de  los  es- 
critores y  de  los  artistas.  Así  es,  que  antes  de  desaparecer  detiniti- 
Ta  y  campletamente  de  hs  leyes  y  de  las  costumbres  de  todos  los 
pueblos  civilizados,  los  derechos  de  aubana  y  de  detracción,  Tiie- 
ron'desde  luego  abolidos  de  Estado  á  Estado  en  virtud  de  conve- 
nios particulares.  El  Austria,  por  su  tratado  de  22  de  Mayo  de  1840, 
con  Gerdena;  la  Francia,  por  su  tratado  de  28  de  Agosto  de  1843, 
con  el  mismo  Estado;  la  Inglaterra,  por  su  tratado  de  13  de  Mayo 
de  1846  con  la  Prusía^  abrieron  cada  cual  la  serie  de  un  gran 
número  de  convenios  diplomáticos  á  los  cuales  vienen  á  agregarse 
otros  países  en  grupos  más  ó  menos jconsiderables. 

La  publicación  en  Francia  del  decreto  de  25  de  Marzo  de  1832, 
marcó  sobre  esta  materia  un  nuevo  progreso.  Por  él  desapareció  la 
distinción  entre  autores  extranjeros  y  nacionales  y  toda  condición 
de  reciprocidad;  quedando  formalmente  expresado  y  deñnitívamente 
admitido  en  este  país  él  principio  del  reconocimiento  internacional 
de  la  propiedad  artística  y  literaria.  «El  extranjero  (decía  el  Minis- 
tro de  negocios  extranjeros  al  Presidente  de  la  República)  que  pue- 
de adquirir  y  que  posee^  bajo  ta  protección  de  nuestras  leyes,  ob- 
jetos muebles  é  inmuebles,  no  puede  impedir  la  explotación  de  sos 
obras  por  medio  de  la  reimpresión  fraudulenta  en  el  suelo,  por  otra 
parte,  tan  hospitalario  de  la  Francia.  Es  este  un  estado  de  cosas  al 
que  no  solamente  puede  censurarse  de  no  estar  en  armonía  con 
las  reglas  que  nuestro  derecho  positivo  propende  á  generalizar  de 
continuo,  sino  también  de  ser  contrario  á  la  justicia  universaL  Se 
consagrará^  pues,  la  aplicación  de  un  principio  tan  saludable,  y  se 
•asegurará  á  las  ciencias^  alas  letras  y  á  las  artes^  un  poderoso  es- 
tímulo, sise  protegen  sus  producciones  contra  la  usurpación,  cual- 
quiera que  sea  el  lugar  en  que  hayan  visto  la  luz  y  la  nación  á  que 
d  autor  pertenezca».  Sin  embai^o^  posteriormente  en  sus  tratados 
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internacioDales  ha  limitado  la  Francia  este  principio,  establecien- 
do la  base  de  la  reciprocidad. 

Nuestra  patria  ha  adoptado  también  el  principio  de  reci- 
procidad en  los  convenios  de  propiedad  literaria  y  artística  que 
ha  celebrado:  con  Francia,  en  15  de  Noviembre  de  1853,  ratifica- 
do en  96  de  Enero  de  i  854 :  con  el  Reino  Unido  de  la  Gran  Breta- 
ña, é  Irlanda  en  7  de  Julio  de  1857,  ratificado  el  5  de  Setiembre 
det  mismo  año;  con  Bélgica  el  30  de  Abril  de  1859,  ratificado  en 
28  de  Julio  de  dicho  año;  con  Cerdeña,  el  9  de  Febrero  de  1860, 
ratificado  en  3  de  Mayo  del  mismo  año ;  con  Portugal,  en  5  de 
Agosto  de  1860,  ratificado  en  20  de  A.bríl  de  1861 ;  con  los  Paises 
Bajos,  en  31  de  Diciembre  de  1862,  ratificado  en  4  de  Julio 
de  1863. 

Antes  de  pasar  i  exponer  las  disposiciones  de  estos  tratados, 
creemos  conveniente  hacernos  cargo  de  las  principales  bases  que  se 
ha  creido  por  los  publicistas  deben  adoptarse  en  los  convenios  in» 
ternacionales  sobre  propiedad  literaria. 

II 

Háse  controvertido  entre  los  publicistas  sobre  si  debe  reconocer 
y  proteger  cada  Estado  el  derecho  de  los  autores  extranjeros  en  el 
solo  caso  de  reciprocidad,  ó  independientemente  de  esta  misma  re- 
ciprocidad. 

¿Qué  motivo  puede  tener  un  Estado  para  rehusar  el  reconoci- 
miento nacional  de  la  propiedad  literaria  y  artística  bajo  la  condi- 
ción de  la  reciprocidad^  preguntan  los  defensores  de  este  sistema? 
Solamente  puede  haber  uno,  el  de  fin  Estado  que,  no  teniendo  que 
temer  represalias  de  los  demás  Estados,  por  penuria  de  obras  de 
literatura  ó  de  arte^  creyera  favorecerlas  y  estimularías  permitien- 
do, por  medio  de  impresiones  fraudulentas,  la  ven*ta  á  bajo  precio 
de  las  obras  de  los  autores  extranjeros,  con  el  fin  de  instruir  á  los 
regnícolas,  procurando  así  su  propagación. 

.Pero,  aun  cuando  esta  medida  no  violase  la  justicia,  ¿seria  á  pro- 
pósito para  favorecer  en  tal  Estado  las  ciencias^  las  letras  y  las  ar- 
tes? A  esta  pregunta  háse  contestado  negativamente. 

Es  una  ley  providencial  de  la  humanidad  que  un  objeto  verda- 
deramente útil  y  duradero  no  puede  ser  favorecido  violando  la  justi- 
cia. Pues  bien,  todo  Estado  la  violaría,  si^  no  respetando  el  derecho 
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de  propiedad  de  los  autores  extranjeros  sobre  sas  obras,  autorizase 

y  permiliera  su  reimpresioa  Traudulenta.  Esta  medida  seria  igual 

¿  la  de  uo  Estado  pobre  que,  para  enriquecer  á  sus  habitantes, 

autorizase  el  robo  de  bienes  pertenecientes  á  los  ciudadanos  de  '] 

Estados  ricos.  Esto ,  examinando  la  cuestión  en  el  sentido  más  i 

favorable  al  Estado  que  rehusara  la  adopción  del  principio  de  ' 

reciprocidad  internacional,  y  suponiendo  que  esta  negativa  tuviera 

por  objeto  la  mayor  propagación  de  las  luces  entre  los  regnícolas  y 

la  instrucción  favorecida  por  los  autores  extranjeros.  Pues  un  Es* 

lado  se  faltaría  demasiado  á  sf  mismo,  si  para  proteger  solamente 

una  industria  parásita,  ejercida  por  editores  de  obras  extranjeras, 

diera  el  escándalo  de  no  reconocer  el  principio  internacional  de  la 

propiedad  lileraria. 

Bélgica  no  vaciló  en  estipular  con  Francia  el  tratado  de  22  de 
Agosto  de  1852,  por  el  cual  puso  un  término  al  escándalo  de  las 
reinipresiones  fraudulentas  que  se  hacian  impunemente  en  este  Es- 
tado, y  que  ejercidas  en  una  vasta  escala  industrial,  inundaban  los 
mercados  de  Europa.  Si  hubo  un  caso  en  que  las  vastas  proporcio- 
nes en  que  se  ejercian  la  industria  y  la  librería ,  podian  hacer  va- 
cilar á  un  legislador  para  adoptar  el  principio  nacional  de  la  pro* 
piedad  literaria  fué  ciertamente  el  de  Bélgica;  y  Bélgica  supo  re* 
chazar  las  reclamaciones  de  esta  industria  parásita,  estipulando,  con 
aplauso  de  toda  Europa,  un  tratado  de  reciprocidad  con  Francia, 
cuyas  obras  de  literatura  eran  explotadas  en  Bélgica  especialmen- 
te, en  perjuicio  de  sus  autores. 

Por  otra  parte ,  no  es  exacto  que  la  baratura  de  los  libros  sea 
cl  elemento  principal  de  la  propagación  de  los  conocimientos  ver- 
daderamente útiles.  Háse  verificado  en  Italia  el  hecho  de  que  las 
obras  extranjeras,  en  especial  las  francesas,  reproducidas  en  tra- 
ducciones, por  lo  común  mal  efectuadas,  han  sido  en  su  mayor 
parte  malas  novelas,  que  en  vez  de  moralizar  y  mejorar  las  cos- 
tumbres, propendían  á  corromper  los  sentimientos  del  pueblo;  y 
lejos  de  ser  la  baratura  una  ventaja,  solo  ha  servido  para  multipli- 
car el  número  de  los  lectores  en  perjuicio  de  la  moral;  mientras 
que  nadie  ó  muy  pocas  personas  han  pensado  en  reproducir  ó  en 
traducir  las  obras  extranjeras  de  verdadero  mérito  científico  ó  li- 
terario, porque  siendo  poco  numerosos  sus  lectores,  no  daba  bene- 
ficios su  reimpresión  6  su  traducción. 

Mas  adoptado  el  reconocimiento  internacional  de  la  propiedad 

TOMO  L.  ^^ 


430  REVISTA  DB  LEGISLACIÓN 

literaria,  y  mientras  que  los  autores  que  han  asegurado  una  graude- 
extensioD  á  la  venta  de  sus  producciones,  podrán  ofrecerlas  á  pre- 
cios relativamente  más  moderados  en  la  lengua  original  ó  en  una 
extranjera,  se  evitará  el  escándalo  de  la  propagación  inoportuna  de 
malos  libros  mal  traducidos,  propagación  que  encontrará  también 
nn  freno  en  el  derecho  que  haya  que  pagar  á  los  autores  para  ob- 
tener el  permiso  de  la  reproducción  ó  de  la  traducción.  Y  si  fuera 
exacto  que  pudiera  haber  algún  interés  respecto  de  un  Estado  en 
no  garantizar  la  propiedad  de  las  obras  de  los  autores  extranjeros, 
tendria  el  inconveniente  de  las  represalias,  del  aislamiento  y  de  to- 
das las  fatales  consecuencias  que  resultan  necesariamente  de  estas 
condiciones;  consecuencias  que  si  son  perjudiciales  no  consideran- 
do el  comercio  y  la  librería  sino  en  el  orden  económico,  lo  serian 
aún  más  considerando  el  mismo  fenómeno  en  el  orden  moral  é  in-^ 
telectual. 

Bajo  este  último  aspecto,  el  aislamiento  obraría  en  sentido  con- 
trarío, en  la  vida  del  progreso  de  las  ciencias,  de  las  letras  y  d& 
las  artes,  porque  solo  con  el  mayor  desarrollo  de  las  letras  puede 
obtenerse  mayor  progreso  en  el  desarrollo  de  las  ideas.  T  bajo  el 
punto  de  vista  moral,  seria  un  deplorable  espectáculo  el  de  un  Es- 
tado, que  en  beneficio  de  las  leyes  del  país  y  de  los  autores  regní- 
colas rodeara  de  veneración  y  respeto  la  propiedad  de  las  produc- 
ciones de  la  inteligencia,  y  que  conculcara  al  mismo  tiempo  este 
principio  autorizando  su  violación  respecto  de  las  obras  de  los  au- 
tores extranjeros;  contradicción  tanto  mas  injustificable  y  absurda 
cuanto  que  autorizaría  la  violación  del  derecho  de  propiedad  de  los 
autores  extranjeros  con  el  objeto  de  favorecer  en  el  país  el  progre- 
so, no  solamente  de  las  letras  y  de  las  artes,  sino  también  de  las 
ciencias  morales  y  jurídicas  que  protestan  altamente  contra  la  vio- 
lación de  la  propiedad  del  pensamiento. 

Los  numerosos  tratados  que  los  diferentes  Estados  de  Europa 
han  estipulado  en  los  últimos  años,  para  garantizar  á  los  autores  de 
los  países  respectivos  la  propiedad  de  las  producciones  de  la  inteli- 
gencia ,  bajo  la  base  de  la  reciprocidad ,  atestiguan  la  tendencia 
general  de  la  opinión  pública  é  ilustrada  de  toda  Europa  sobre  esta 
importante  cuestión. 

El  Paríamento  inglés,  por  una  ley  de  10  de  Mayo  de  1844,  au- 
torizó en  príncipio  á  la  Reina ,  por  una  simple  ordenanza  del  Con- 
sejo, para  asimilar  los  extranjeros  á  los  nacionales  respecto  de  la 
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propiedad  de  sus  obras  de  literatura  y  artes ,  con  la  condición  de 
que  se  concediese  una  protección  correspondiente  en  el  país  ex- 
tranjero ¿  la  propiedad  de  las  obras  publicadas  por  primera  vez  en 
Inglaterra. 

El  derBcho  atribuido  en  los  diversos  países  á  los  autores  extran- 
jeros, no  se  ha  considerado  por  do  quíer  sino  como  un  privilegio 
particular,  encerrándolo  en  los  límites  del  país  en  que  se  concedía. 

A  excepción  de  Francia ,  en  los  demás  Estados  no  se  le  atribu- 
ye aún  en  sus  Códigos  carácter  internacional  alguno,  salvo  los  tra- 
trados  ó  convenios  temporales  efectuados  de  país  á  país  ó  estipu- 
lando la  condición  de  reciprocidad. 

Sin  embargo,  esta  condición  de  reciprocidad  que  se  ha  estable- 
cido ya  por  los  tratados  celebrados  entre  la  Francia  y  veinticuatro 
naciones ,  ó  que  ha  sido  inscrita  de  oficio  en  las  legislaciones  par- 
ticulares de  muchos  Estados,  es  un  camino  y  una  preparación  ai 
reconocimiento  de  un  derecho  más  extenso.  Entre  otros  de  estos 
Estados  citaremos  los  ducados  de  Anhalt-Coeiten  y  de  A.nhalt*Des- 
sau,  el  imperio  de  Austria^  el  reino  de  Baviera,  Dinamarca,  el 
principado  de  Lippe-Detmold  ,  la  Prusia,  el  reino  de  Sajonia ,  el 
ducado  de  Astenburgo ,  la  Suecia  y  la  Noruega. 

Debe ,  pues ,  proclamarse  francamente ,  que  los  autores  tienen 
legítimo  derecho  á  la  propiedad  del  fruto  de  su  trabajo,  y  para  ha- 
cer reconocer  esta  propiedad  no  solamente  por  los  países  en  que  se 
ha  dado  á  luz  la  obra,  sino  también  por  todos  los  países  civilizados. 

Las  fronteras  no  se  han  hecho  para  los  derechos  del  pensa- 
miento ;  el  escritor,  el  artista  distribuye  á  todo  el  mundo  los  fru- 
tos bienhechores  de  su  genio,  no  haciendo  distinción  alguna  en- 
tre las  personas  que  deben  recogerlos.  Ninguna  de  las  que  de  ellos 
gozan  podría  rehusarle  con  razón  su  justa  remuneración.  Recuérde- 
se lo  que  decia  Yattel ,  remontándose  al  principio  de  los  deberes 
recíprocos  de  las  naciones  como  particulares,  á  saber:  Una  nación 
está  obligada,  con  respecto  á  otra  naciou,  á  los  mismos  deberes 
que  un  individuo,  con  relación  á  otro  individuo.  Un  Estado  debe 
á  otro  Estado  lo  que  se  debe  á  sí  mismo.  Hé  aquí  la  eterna  é  in- 
mutable lev  de  las  naciones. 

Mas  el  reconocimiento  de  la  propiedad  literaria  y  artística  debe 
verificarse,  en  sentir  de  respetables  publicistas,  si  es  posible,  en 
términos  absolutos  y  sin  condición  de  reciprocidad  porque  se  funda 
en  derecho  y  en  equidad.  La  condición  de  reciprocidad  puede  apli- 
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de  las  demás  naciones :  cs,  paes,  aun  bajo  este  concepto,  un  dere- 
cho de  justicia  garantir  ¿  ios  extranjeros  la  propiedad  de  sos  obras, 
I)orque  todas  las  naciones  son  sdidarias  entre  sí  en  la  carrera  de 
la  civilización ;  é  interesa  á  cada  país  proteger  la  propiedad  del 
pensamiento,  aun  con  relación  á  los  autores  de  otros  países.  Diga- 
mos más;  la  injusticia  y  la  inconveniencia  de  un  Estado  que  no 
quisiera  reconocer  este  principio  no  autorizarían  á  los  demás  Esta- 
dos á  cometer  la  misma  injusticia  y  la  misma  inconveniencia.  Cuan- 
do la  mayor  parte  de  los  países  civilizados  han  proclamado  tal  ver- 
dad, los  que  no  se  adhirieran  á  fila  y  quisieran  permanecer  en  su 
aislamiento  ocuparían  el  último  lugar  entre  las  naciones  civilizadas 
y  la  opinión  pública,  que  tiene  tanto  imperio  en  los  acontecimien- 
tos humanos,  ejerciendo  una  presión  interior  y  exterior  sobre  estos 
Estados,  concluiría  por  triunfar,  afiliándolos  al  mismo  principio. 

III 

Háse  contendido  también  entre  los  publicistas* acerca  de  si  el  de- 
recho de  propiedad  del  texto  original  lleva  consigo  el  derecho  de 
traducción  con  la  misma  extensión  y  durante  el  mismo  tiempo  que 
aquel ;  y  sobre  si  há  lugar,  en  todo  caso,  á  subordinar  la  conserva- 
ción de  este  último  derecho  á  ciertas  condiciones,  como  por  ejem- 
plo, la  obligación  de  hacer  parecer  el  autor,  en  un  plazo  determi- 
nado, una  traducción  de  su  original. 

El  derecho  de  traducción  es  complejo,  porque  se  complica  con 
el  derecho  del  autor  sobre  la  obra  original,  y  con  el  derecho  del 
traductor  sobre  su  trabajo  que  es  también  una  obra  déla  inteligen- 
cia ;  así,  pues,  aunque  se  reconozca  que  el  autor  tiene  sobre  su 
obra  oríginal,  y  debe  tener  en  todo  país  un  derecho  exclusivo  de 
reproducción  por  el  tiempo  que  dure  el  ejercicio  de  este  derecho; 
aun  reconociendo  que  en  el  país  propio  debe  ser  regido  el  derecho 
de  traducción  por  una  ley  particular  y  especial  del  Estado,  hay  que 
tener  en  cuenta  diversos  sistenías. 

¿El  derecho  de  traducción  por  sí  mismo  constituye  un  derecho 
distinto  del  de  propiedad  del  autor,  ó  se  considera  que  continúa 
este  derecho  sobre  todas  las  traducciones  en  el  mismo  grado  que  el 
que  se  ejerce  sobre  una  obra  original?  ó  bien,  teniendo  en  consi- 
deración los  derechos  de  la  sociedad,  deben  estimularse  los  medios 
de  difundir  la  obra  entre  las  naciones  extranjeras,  haciendo  libre 
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«I  derecho  de  traducción,  cuando  el  autor  deja  de  usar  de  este 
derecho? 

El  primer  sistema  que  se  presenta»  es  el  que  propende  á  hacer 
del  derecho  de  traducción  una  facultad  de  que  pueda  usar  cual- 
quier persona  en  cualquier  nación  distinta  de  la  del  autor.  Este 
sistema  no  necesita  examinarse  seriamente,  porque  es  indudable 
que  la  mayor  parte  de  los  entendimientos  se  sublevarían  contra  se- 
mejante principio;  no  es  posible,  en  efecto,  hacer  del  trabajo  de  tra- 
ducción, por  importante  que  sea,  un  derecho  exclusivo,  sin  tener 
€n  cuenta  el  del  autor  sobre  su  obra ;  así,  pues,  esta  cuestión  se 
resuelve  por  los  términos  que  las  cuestiones  siguientes. 

Consisten  estas,  en  saber  si  el  autor  debe  conservar  respecto 
de  su  traducción,  un  derecho  tan  absoluto  como  el  que  tenia  res- 
pecto de  la  reproducción  de  su  obra  original,  ó  bien  si  d6be  dis- 
tinguirse entre  ambos  derechos,  y  en  esta  última  hipótesis,  deter- 
minar las  restricciones  que  deben  establecerse. 

Sobre  este  particular  alégase  por  una  parte,  que  el  derecho  del 
autor  respecto  de  sus  obras  debe  ser  absoluto ;  que  desde  el  mo- 
mento en  que  se  admite  el  derecho  de  propiedad  literaria,  debe 
serlo  con  todas  sus  naturales  consecuencias,  de  manera  que  nadie 
pueda  reproducir  la  obra  del  autor,  ni  explicar  su  pensamiento, 
sin  autorización  suya:  añádese  que  la  traducción  no  es  otra  cosa 
que  la  reproducción  de  la  obra ;  que  cuanto  mejor  hecha  esté  aque- 
lla, mejor  refleja  la  obra  y  se  la  asimila,  y  más  perjudica  al  dere- 
cho del  autor :  y  que  cuando  por  el  contrario,  es  insuficiente  ó 
inexacta  la  traducción,  tiene  el  grave  inconveniente  de  compro- 
meter aquel  derecho^  aminorando  y  destruyendo  el  valor  literario, 
científico  y  artístico  de  la  obra. 

No  hay  duda  que  estos  raciocinios  son  importantes^  y  tienen 
Qua  trascendencia  légicaqueno  puede  desconocerse;  pero  los  que 
siguen  la  opinión  opuesta^  preguntan^  si  respetando  completamente 
el  derecho  del  autor  en  todas  las  naciones  sobre  su  obra  original, 
en  el  idioma  en  que  la  compuso;  si  prohibiendo  á  todos  excepto 
á  él  y  sus  causa-habientes  reproducirla  sin  su  asentimiento,  por 
todo  el  tiempo  que  dure  su  derecho  exclusivo  de  propiedad;  si 
concediendo  al  autor  un  término  suficiente  para  ejercitar  por  sí 
mismo  ó  por  su  cesionario  su  derecho  de  traducción,  no  se  le  conce- 
de todo  cuanto  le  es  útil  y  beneficioso.  Pregúntase  también^  si  no 
tiene  interés  el  mismo  autor  en  dejar  difundir  su  obra  por  medio  de 
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5u  tradaccioo,  en  ua  país,  donde,  sin  este  recurso,  no  serin  qnizá 
conocida  DUDca. 

Al  lado  de  ios  derechos  del  autor,  se  encuentran  los  de  la 
sociedad,  y  no  debe  permitirse  que  un  autor  por  su  negligencia 
ó  su  malquerencia  eo  hacer  uso  de'  la  facultad  que  se  le  conceda 
de  publicar  una  traducción  de  su  obra,  impida  que  se  difun- 
da ésta  fuera  de  su  país,  por  medio  de  su  traducción  en  la 
lengua  materna  de  cada  pueblo,  porque  de  otra  suerte  quedaría 
á  su  arhilrio  detener  los  progresos  de  la  ciencia  y  la  manifesta- 
ción diA  pensamiento  humano,  sin  que  resultara  beneficio  algu- 
no en  el  ejercicio  de  su  derecho,  puesto  que  es  evidente  que  et 
que  pueda  leer  la  obra  original,  no  necesitará  recurrir  á  una 
traducción. 

Estaf  necesidad  de  expansión,  y  comunicación  de  la  obra  de  un 
autor,  se  añade,  es  tan  propia  de  la  naturaleza  de  las  cosas  y  corres- 
ponde de  tal  modo  á  lo  que  reclama  la  civilización,  que  la  mayor 
parte  de  las  naciones  han  distinguido  en  sus  tratados  entre  el  dere- 
cho del  autor  sobre  su  obra  original,  y  el  derecho  de  traducción» 
no  concediendo  generalmente  más  que  un  término  muy  breve  para 
el  ejercicio  de  este  último. 

Semejante  estado  de  la  legislación  internacional  es  un  hecho 
muy  importante  que  debe  tenerse  muy  en  cuenta;  porque  al  lado 
de  los  principios  exclusivos,  abstractos,  y  áuu  por  encima  de  ellos, 
existen  otros  principios  más  generosos,  más  civilizadores,  más  en 
armotiía  con  el  fin  mismo  de  la  sociedad  humana,  y  que  los  reco- 
miendan bajo  pena  de  hacer  abortar  las  mejores  concepciones  teó- 
ricas. 

Mas  si  se  quiere,  pues,  una  ley  internacional  que  consagre  tt 
derecho  de  reproducción  del  autor  sobre  su  obra  en  todas  las  nacio- 
nes, es  necesario  sentar  este  principio  de  manera  que  sea  aceptable 
y  que  le  permita  ocupar  sn  lugar  en  el  derecho  de  gentes  moderno, 
tal  como  puede  en  el  dia  proclamarse  este  derecho  sin  quebrantar 
ninguna  de  las  disposiciones  que  aquel  comprende. 

De  los  veintitantos  tratados  internacionales  celebrados  en  estos 
últimos  anos  entre  Francia  y  otros- países,  solamente  ocho  contienen 
cláusulas  relativas  al  derecho  de  traducción. 

Cerdena,  Portugal,  Inglaterra,  España,  Bélgica,  Sajonia,  el  Es<> 
tado  de  Hamburgo  y  el  Ducado  de  Badén,  han  asegurado  este  de^ 
recho  á  los  autores  solamente  bajo  la  condición  de  hacer  su  reserva 
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expresa  en  el  libro  original,  y  de  publicar  toda  traducción  en  un 
plazo  determinado  que  varía  de  seis  meses  ¿  tres  años. 

En  ios  convenios  celebrados  con  Portugal,  la  duración  de  la 
propiedad  literaria  es,  respecto  de  las  traducciones,  la  misma  que 
la  Hjada  para  las  obras  originales.  El  convenio  con  Ccrdena  sólo 
concede  veinte  anos  de  duración  á  esta  propiedad. 

En  los  celebrados  con  Inglaterra^  con  España,  Bélgica,  Sajonia, 
el  Estado  de  flamburgo  y  el  Ducado  de  Badén,  esta  duración  se 
fijó  en  cinco  años  contados  desde  el  dia  de  la  publicación  de  cada 
traducción. 

En  el  tratado  celebrado  con  Holanda,  se  concede  el  derecho  de 
propiedad  á  todo  autor  de  una  traducción  de  obra  nacional  ó  ex- 
tranjera, pero  esta  protección  no  se  extiende  sino  á  su  propia  tra* 
duccíon,  y  no  es  exclusÍTa  de  otras  traducciones  análogas  y  si- 
mulláneas. 

La  falta  de  toda  disposición  relativa  i  las  traducciones  en  los 
tratados  hechos  con  los  demás  países,  puede  interpretarse  en  favor 
del  derecho  exclusivo  de  los  autores  respecto  de  la  traducción  de 
sus  obras,  y  en  este  caso,  cada  traducción  se  asimilaría  á  la  obra 
original,  en  cuanto  al  privilegio  y  á  la  duración  de  este. 

Teniendo  en  cuenta  estas  consideraciones^  base  sentado  en  ge* 
neral,  que  si  bien  el  autor  debe  conservar  el  derecho  de  traducción 
respecto  de  su  obra  original,  ha  de  ser  con  la  ccmdicion  de  que 
haga  uso  de  él  en  un  plazo  determinado ;  que  aun  en  tai  caso,  el 
derecho  que  adquiera  no  puede  tener  la  misma  duración  que  el 
que  tiene  en  su  obra  original ;  y  finalmente,  que  al  concluir  el  pía* 
zo  concedido,  cada  nación,  excepto  la  suya  propia,  debe  tener  el 
derecho  de  traducir  la  obra  original,  porque  el  derecho  del  autor 
cae  entónoes  en  el  dominio  público. 

Aespecto  del  término  que  debe  concederse  al  autor  para  publi- 
car su  traducción,  hállanse  discordes  los  tratados  internacionales, 
puesto  que  unos  señalan  seis  meses,  y  otros  hasta  cinco  años;  mu- 
chos distinguen,  atendiendo  á  la  naturaleza  de  la  obra,  si  es  lite- 
raria, dramática  ó  artística.  El  término  aconsejado  por  los  publi- 
cistas es  el  de  cinco  años. 

Aunque  se  reconozca  al  autor  en  su  propio  país  el  derecho  ex-* 
elusivo  de  publicar  su  obra  y  la  traducción  de  la  misma,  conviene 
impedir  que  su  producción  quede  confinada  en  los  límites  de  su  na- 
ción» y  para  que  la  sociedad  y  la  humanidad  misma  no  se  vean 

TOMO  L.  18 


138  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

privadas  de  los  placeres  que  comunica  su  lectura,  es  más  útit 
para  todos,  que  si  el  autor  quiere  hacer  traducir  su  obra,  se  veri* 
fique  con  su  consenti miento,  á  su  vista,  con  los  comentarios  que 
juzgue  convenientes;  de  esta  suerte  se  responderá  al  doble  ob* 
jeto  de  la  publicación,  es  decir,  se  conservará  al  autor  su  de- 
recho de  reproducción  de  manera  que  le  permita  difundir  su 
obra  por  medio  de  las  lenguas  extranjercis.  Pero  si*no  cree  de- 
ber aprovecharse  de  este  segundo  derecho,  no  se  debe  prohibir 
en  las  demás  naciones  gue  se  difunda  aquella  obra.  La  sociedad 
tiene  derechos  innegables  sobre  este  punto,  y  deben  atenderse.  De- 
ben hacerse,  pues,  grandes  concesiones  respecto  de  la  traducción; 
concesiones  que  no  redundan  en  detrimento  de  los  intereses  y  de 
la  gloria  del  autor,  sino,  por  lo  contrario,  en  beneficio  suyo,  por- 
que hay  países  en  que  las  traducciones  de  ciertas  obras  han  pro- 
vocado el  estudio  de  las  lenguas  en  que  hablan  sido  escritas  para 
poder  leerlas  en  su  origioaL 

La  traducción  es  la  expresión  del  pensamiento  imperfecto  á 
veces,  pero  que  procura  no  obstante  la  comunicación  de  las  len- 
guas, y  concurre  eficazmente  al  progreso  de  la  inteligencia  hu- 
mana. 

fláse  también  sostenido  que  cuando  se  haga  uso  del  derecho  de 
traducción  en  el  caso  de  que  el  autor  no  traduzca  y  no  publique 
por  si  mismo  su  obra  en  el  término  que  le  marca  la  ley,  esté  obli* 
gado  el  traductor  de  dicha  obra  á  pagar  una  indemnización  á  aquel. 
Esta  indemnización  debe  determinarse  en  los  tratados  interna- 
cionales. Háse  sostenido,  por  último,  que  debería  estipularse  que 
el  que  publique  una  traducción  y  no  justifique  ante  los  Tribunales 
haber  pagado  una  indemnización  al  autor  (de  acuerdo  con  este) 
sea  castigado  como  defraudador.  Mas  este  sistema  ha  sido  abando- 
nado como  impracticable. 

IV 

Es  objeto  también  de  controversia  entre  los  publicistas,  si  la 
asimilación  de  los  autores  extranjeros  á  los  nacionales  debe  ser  ab- 
soluta y  completa,  siendo  la  opinión  más  general,  que  dicha  asi- 
milación debe  ser  completa,  puesto  que  nos  lleva  á  esta  consecuen- 
cia el  principio  del  reconocimiento  internacional  de  la  propiedad 
de  las  obras  de  literatura  y  de  arte.  No  se  debe  por  tanto  sujetar 
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á  los  autores  extranjeros  á  Tormaliilades  particulares  para  ser 
admitidos  á  ejercitar  su  derecho  de  propiedad ;  bastando  para 
esto  que  hayan  cumplido  las  que  se  prescriben  en  el  Estado  i  que 
pertenecen;  lo  cual  evidencia  por  otra  parte  la  suposición  de  que 
en  cada  pafs  se  hallan  establecidas  las  mismas  formalidades  para 
hacer  constar  de  una  manera  fácil  el  derecho  de  propiedad  contra 
los  defraudadores. 

Las  producciones  de  literatura  y  artes  no  se  comprenden  en  los 
limites  estrechos  de  un  Estado  ó  provincia  determinada;  bU  domi- 
nio se  extiende  á  todas  las  naciones  civilizadas;  sus  autores  son  re* 
conocidos  como  miembros  de  una  gran  asociación  intelectual.  La 
asimilación  de  los  autores  extranjeros  á  los  nacionales  ha  sidq  dic- 
tada por  el  espiritu  universal  de  la  literatura  y  de  las  artes.  No  se 
ha  creído  puesto  en  razón  exigir  que  un  autor  que  compone  so 
obra  en  un  Estado,  y  que  juzga  apropósito  imprimirla  ó  traducir- 
la en  otro,  quedará  sujeto  á  las  legislaciones  de  estos  dos  paises. 

Las  leyes  hacen  depender  el  ejercicio  del  derecho  del  autor  de 
la  observancia  de  ciertas  formalidades  que  no  crean  este  derecho, 
sino  que  tienen  por  objeto  procurar  la  prueba  del  uso  del  derecho 
del  autor  en  un  caso  dado.  Para  facilitar  la  circulación  de  las  pro- 
ducciones intelectuales,  deben  ser  estas  formalidades  tan  sencillas 
como  sea  posible,  puesto  que  su  principal  objeto  es  garantizar  la 
autenticidad  de  la  obra ,  preservarla  de  toda  restricción  y  consig- 
nar la  época  en  que  se  dio  á  luz. 

Pero  si  las  leyes  del  pais  en  que  se  ejercita  el  derecho  del  autor 
son  más  favorables  á  éste  que  el  de  la  nación  donde  se  ha  publica- 
do la  obra,  bastará  consignar  que  se  han  observado  las  formalida- 
des requeridas  por  el  Gobierno  de  este  país,  porque  no  puede  exi- 
girse del  autor  la  observancia  de  requisitos  que  aquel  no  prescri- 
be en  su  propia  legislación. 

Al  examinar  en  el  siguiente  artículo  las  disposiciones  de  nues- 
tros tratados  sobre  propiedad  literaria,  veremos  hasta  qué  punta 
están  ó  no  conformes  con  las  bases  expuestas  en  el  presente. 

Josi  Tícente  t  cabayantes. 
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lLa9  personas  que  están  en  el  ple^w  goce  de  los  derechos  civiles^ 
necesitan  pedir  el  consejo  que  previene  el  art.  i5  de  la  ley  de  disen» 
so  de  20  de  Junio  de  1862  para  contraer  matrimonio'! 

Discutiéndose  en  el  Congreso  de  los  Sres.  DipnUdos  la  ley  pa* 
ra  el  gobierno  y  administración  de  las  provincias,  al  llegar  i  la  dis- 
posición por  la  que  se  conccdia  á  los  Gobernadores  civiles  la  facut* 
tad  de  suplir  el  irracional  disenso  de  los  padres  para  que  sus  hijos  pu- 
dieran contraer  matrimonio,  se  opuso  un  celosjsimo  Sr.  Diputado, 
reforma  que  no  admitió  la  Comisión  ni  el  Congreso,  fundándose  para 
ello  en  que  la  importancia  del  punto  era  tal,  que  no  debia  resolverse 
de  una  manera  indirecta;  á  consecuencia  de  lo  cual  se  presentó  el 
proyecto  de  la  ley  cuya  disposición  es  objeto  del  presente  articulo.  Se 
discutió  y  aprobó  dicho  proyecto  por  los  Sres.  Diputados,  y  no  apa* 
recia  en  ninguno  de  sus  artículos  la  disposición  que  nos  ocupa;  pa- 
só al  Senado,  se  discutió  la  totalidad  sin  que  se  pidiera  pomingu-^ 
no  de  los  oradores  que  tomaron  parle  en  ella,  se  adicionara  man-  * 
dato  alguno  imponiendo  á  los  hijos  la  o!)ligac¡on  de  pedir  el  conse- 
jo, pero  al  discutirse  el  art.  1*,  el  Excmo.  Sr.  D.  Pedro  Gómez  de 
la  Serna  dijo:  que  era  partidario  del  proyecto  de  ley  que  se  discu- 
tía, á  pesar  de  lo  cual  dudaba  que  el  art.  i*  se  aprobara  por  gran 
mayoría,  y  deseando  que  la  tuviera,  pidió  que  la  Comisión  adopta- 
ra una  adición  al  artículo  expresando  la  idea  que  el  hijo  y  la  hija 
de  familia  mayores  de  23  y  20  años,  debian  pedir  respetuosamen- 
te consejo  á  su  padre,  y  en  defecto  de  £ste  á  su  madre,  tres  meses 
antes  deja  celebración  del  matrimonio ;  y  la  Comisión  representa- 
da por  el  Excmo.  Sr.  D.  Lorenzo  Arrazola  admitió  el  pensamiento 
del  Sr.  la  Serna,  pero  no  pudiendo  formularle  de  repente,  quedó 
retirado  el  art.  1*  para  que  la  Comisión  le  presentara  nuevamen- 
te redactado:  esto  ocurrió  en  la  sesión  del  Senado  el  51  de  Mavo 
de  1862. 

En  la  sesión  que  el  Senado  celebró  en  2  de  Junio  siguiente,  re- 
produjo la  Comisión  el  art.  1*  tal  como  le  había  presentado  antes,  y 
tal  como  se  encuentra  en  la  ley;  diciendo  qoe  le  presentaba  en 
aquella  forma  sin  perjuicio  de  añadir  más  adelante  otro  artículo  que 
contuviera  la  indicación  referida  del  Sr.  la  Serna,  y  con  tal  reser- 
va se  aprobó  el  articulo;  y  en  la  sesión  del  dia  4  de  Junio  se  pre- 
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sentó  el  que  dos  ocupa  coocebido  ea  los  lérm'mos  sígureates :  «Ei 
hijo  de  familia  mayor  de  23  anos,  y  la  hija  mayor  de  20,  no  podrán 
casarse  sio  pedir  permiso  para  ello,  tres  meses  antes  de  celebrarse 
el  matrimonio»  consejo  al  padre;  y  en  falta  de  éste,  ó  hallándose 
impedido  para  prestarle,  ó  ausente  de  la  Península  ó  islas  adyacen  - 
tes,  á  la  madre.  En  defecto  de  padre  y  madre,  pedirán  el  consejo 
á  los  abuelos  á  quienes  por  esta  ley  deban  en  su  caso  pedir  el  con- 
sentimiento. 

Los  naturales  sólo  pedirán  el  consejo  al  padre  y  los  demás  ¡le- 
gítinios  expresado^*  en  el  art.  12- (que  es  el  13  de  la  ley)  á  la 
madre.. 

Los  hijos  que .  contravinieren  á  las  disposiciones  del  presente 
artícalo  incurrirán  en  las  penas  de  arresto  mayor,  y  en  la  de  ar* 
resto  y  malta  de  80  duros  el  eclesiástico  que  autorice  el  matrimo- 
nio  por  ellas  prohibido. 

Al  artículo  redactado  en  la  forma  expresada  se  opuso  el  señor 
Marqués  de  Morante  alegando  que,  para  el  matrimonio ,  el  Conci-. 
lio  de  Trento  no  exigió  más  que  el  consentimiento,  según  los  ritos 
de  las  diversas  naciones ;  y  por  lo  tanto,  creyendo  que  á  los  hijos 
se  les  debe  dejar  desde  los  20  y  23  años  en  adelante  la  libre  facul- 
tad de  contraer  matrimonio,  no  podia  convenir  en  que  se  les  im- 
pusiera una  nueva  obligación :  contestó  el  Sr.  Arrazola,  que  para 
evitar  una  sorpresa  en  la  familia  se  quería  que  los  hijos  mayores 
de  23  y  20  años,  pidieran  respetuosamente  consejo'  al  padre  tres 
meses  antes  de  contraer  matrimonio ,  añadiendo  á  ese  mandato  la 
sanción  penal  corrjespondiente  como  inherente  que  ^s  á  todas  las 
obligaciones  legales;  concluyendo  por  .afirmar,  que  el  proyecto 
que  se  discutia  se  habia  puesto  en  un  temperamento  medio,  en  un 
término  de  prudencia  que  le  parecía  debia  ser  aceptado  por  el  Se- 
nado. 

Ann  fué  impugnado  el  artículo ,  diciendo  que  era  completa- 
mente ocioso  é  inútil,  pues  los  buenos  hijos  cumplen  y  cumplirian 
siempre  gustosos  la  obligación  de  tomar  consejo  de  sus  padres  an- 
tes de  contraer  matrimonio,  mientras  el  hijo  malo  si  cumplía  el 
precepto  seria  por  fórmula,  colocando  al  padre  en  una  situación  ri- 
dicula al  pedirie  consejo  sobre  una  cosa  que  está  irrevocablemente 
decidido  á  llevar  á  cabo,  aprobándose  definitivamente  tal  como  se 
ha  trascrito  antes. 

Como  no  hubo  completa  conformidad  entre  el  proyecto  aprol)a- 
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do  por  el  Congreso  y  el  aprobado  por  el  Senado,  se  nombró  una 
Comisión  mixta  para  conciliar  esas  divergencias,  aprobándose  de- 
finilivamente  tal  como  se  encuentra  en  la  ley. 

Supuestos  tales  antecedentes,  no  puede  dudarse,  que  tanto  por 
la  letra  como  por  el  espírilu  de  la  ley,  la  obligación  que  esta  impo- 
ne de  pedir  el  consejo  ¿  las  personas  que  intenten  casarse  es  á  las 
no  emancipadas ;  así  lo  dice  el  texto  de  la  ley  exigiendo  ünicamente 
esa  formalidad  á  los  hijos,  y  así  lo  disponía  aún  más  terminante* 
mente  el  artículo  en  la  forma  con  que  le  aprobó  el  Senado,  pues 
expresamente  s^  consignd  que  sólo  á  los  hijos  de  familia  se  impo- 
nía la  obligación  de  pedir  el  consejo ;  y  si  bien  en  la  redacción  de- 
finitiva de  la  ley  se  suprimió  la  palabra  familia,  dejando  única- 
mente la  de  hijos,  no  fué  porque  se  tratara  de  reformar  lo  aproba- 
do en  el  Senado  extendiéndose  la  obligación  de  pedir  el  consejo  á 
otras  personas  que  no  fueran  hijos  de  familia,  sino  porque  asi  lo 
exigia  la  corrección  de  estilo^  pues  diciéndose  ya  en  el  art.  1*  que 
se  hablaba  de  los  hijos  de  familia,  hubiera  sido  una  redundancia  ir 
repitiéndolo  en  los  demás  artículos,  así  como  en  otras  partes  de  la 
ley  se  ha  suprimido  hasta  la  palabra  hijos,  pues  diciéndose  antes 
hijos  legítimos  luego  dice  únicamente  los  naturales,  y  á  nadie  pue- 
de ocurrírsele  la  duda  de  si  se  refiere  la  ley  á  los  hijos  naturales: 
así  lo  da  también. á  entender  la  discusión  de  la  ley  en  los  cuerpos 
colegisladores,  pues  en  el  Congreso  no  se  creyó  en  manera  alguna 
necesario  el  consejo  en  ningún  caso,  y  tanto  es  asi  que  se  prescin- 
dió por  completo  de  esa  disposición ;  y  el  Senado  terminantemente 
aprobó  que  exigia  ese  requisito  tan  sólo  á  los  hijos  de  familia,  de 
modo  que  al  nombrar  luna  comisión  mixta  del  Senado  y  del  Con- 
greso para  que  conciliara  esa  diferencia,  no  es  presumible  que  la 
conciliación  fuera  extender  la  obligación  de  solicitar  el  consejo,  á 
otras  personas  de  las  que  figuraban  en  el  proyecto  aprobado  por  el 
Senado:  to  contrario  seria  un  contrasentido  que  no  debe  suponerse 
nunca  en  el  legislador. 

En  el  artículo  que  nos  ocupa  es  fuerza  convenir  también  que 
se  usa  un  lenguaje  poco  preciso  y  poco  exacto ;  bajo  el  carácter  de 
hijos  de  familia  se  comprenden  únicamente  las  personas  sujetas  á 
la  patria  potestad^  á  pesar  de  lo  cual  se  previene  en  aquella  dis- 
posición que  los  hijos  tienen  obligación  de  pedir  consejo  a)  padre, 
en  defecto  de  este  á  la  madre  y  en  defecto  de  ambos  á  los  abuelos 
paterno  y  materno;  lo  cual  supone  que  el  mandato  de  la  ley  com- 
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prende  persona»  que  no  están  sujetas  á  la  patria  potestad,  que  no 
son  propiamente  hijos  de  familia,  pero  por  más  que  la  locución  de 
la  ley  sea  impropia,  tiene  explicación  satisfactoria  por  la  discusión 
del  Senado,  sin  necesidad  de  comprender  en  el  mandato  á  las  per- 
sonas que  se  encuentran  en  el  completo  goce  de  los  derechos  civi- 
les, y  si  se  comprendian  á  estas,  no  tendría  explicación  alguna  el 
precepto  legal :  la  intención  de  los  legisladores  al  usar  aquella  fra- 
se fué  que  no  se  sorprendiera  al  jefe  de  una  familia  con  el  casa- 
miento de  uno  de  sus  individuos,  sin  tener  precisamente  aquel  no- 
ticia de  ello;  así  lo  dijo  terminantemente  en  la  discusión  el  Sr.  Arra* 
zola  citando  al  efecto  el  caso  de  haberse  casado  una  joven  de  15 
anos  ignorándolo  su  padre,  y  si  no  se  dieron  más  explicaciones 
fué,  porque  tanto  la  comisión  del  Senado  como  los  S.  S.  que  se  opu- 
sieron á  la  aprobación  del  precepto  partían  del  supuesto  de  que  se. 
trataba  Acicamente  de  exigir  á  los  hijos  de  familia  el  requisito  de 
solicitar  el  consejo,  sin  que  hubiera  orador  alguno  que  tratara  de 
ampliar  ese  mandato  á  los  que  no  fueron  hijos  de  familia,  y  toda 
la  oposición  que  se  hizo  al  proyecto  fué,  para  que  no  se  exfgiera 
ese  requisito  á  los  mayores  de  23  jr  20  anos  respectivamente,  aun- 
que fuesen  hijos  de  familia;  por  cons^iguiente,  si  la  ley  debe  inter- 
pretarse con  arreglo  á  la  intención  del  legislador,  no  puede  am- 
pliarse su  mandato  hasta  exigir  el  consejo,  no  sólo  á  los  constitui- 
dos en  la  menor  edad,  sino  también  á  los  que  estén  en  el  pleno 
goce  de  sus  derechos  civiles,  pues  si  bien  á  la  palabra  hijo  de  fa- 
milia  pueda  darse  una  interpretación  lata  comprendiendo  en  ellaá 
los  menores  de  edad,  aun  cuando  no  estén  sujetos  á  la  patria  potes- 
tad, no  puede  confundirse  en  ningún  caso  con  los  hijos  de  familia 
á  la  persona  que  se  e  ncuentre  en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  ci* 
viles,  porque  no  hay  ley,  ni  jurisprudencia,  ni  doctrina  que  auto- 
rice interpretar  en  tal  sentido  la  palabra  hijo  de  familia. 

A  poco  de  publicada  la  ley  de  disenso  paterno  se  ofreció  la  duda 
de  si  necesitaban  el  consentimiento,  ó  en  su  caso  el  consejo,  los 
viudos  para  contraer  segundo  matrímonio :  hubo  diversos  parece- 
res sobre  ello;  el  M.  R.  Arzobispo  de  Zaragoza,  en  circular  que 
drígió  al  clero  de  aquella  diócesis  en  28  ce  Julio  de  1862,  afirmó 
que  no  podia  alcanzar  á  los  viudos  semejante  obligación,  puesto 
que  no  podían  considerarse  hijos  de  familia ,  por  haber  quedado 
«mancipados  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  ley  47  de  Toro.  Al 
JIf.  R.  Arzobispo  de  Valencia  se  le  ocurrió  la  misma  duda,  y  pare- 
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cíéndole  qae  ao  debía  resolverla  por  sí^  elevó  sobre  ello  una  consul- 
ta al  Ministerio  de  Gracia  y  Jasticia,  la  cual  comunicó  el  Ministro 
al  Tribunal  Supremo  de  Justicia  para  que  informara,  y  evacuando 
tai  informe  tan  respetabilísima  Corporación,  manifestó  que»  si  bien 
aquella  duda  debía  resolverla  la  jurisprudencial  su  dictamen  era 
que  los  viudos  e^^taban  dispensados  de  tal  obligación,  haciendo  pré- 
senle al  mismo  tiempo  que  la  resolución  que  tuviera  á  bien  dic- 
tar S.  M. ,  debia  comunicarse  reservadamente  al  Prelado  de  Valen- 
cia; y  conformándose  con  todo  ello  S.  M. ,  el  Excmo.  Sr.  Ministro 
trascribió  al  M.  R.  Arzobispo  de  Valencia  el  informe  del  Tribunal 
Supremo,  y  si  bien  quedó  con  etio  resuelta  la  consulta  que  nos  ba 
ocupado,  como  no  se  publicó,  naturalmente  no  ha  podido  servir 
de  regla  general  para  casos  iguales ,  porque  se  quiso  que  la  juris- 
prudencia fijara  el  sentido  de  la  ley ,  dando  por  ello  motivo  á  que 
subsista  la  duda  aún,  y  tauto  es  así ,  que  en  esta  misma  Revista 
se  ha  sostenido  por  jurisconsultos  muy  autorizados  que  los  viudos, 
para  contraer  matrimonio  siendo  menores  de  20  y  23  años  respec- 
tivamente, necesitan  obtener  el  consentimiento,  y  siendo  mayores 
de  esa  edad  necesitan  pedir  el  consejo,  ocurriendo  en  su  conse- 
cuencia lo  mismo  con  las  personas  mayores  de  edad  que,  según  la 
legislación  vigente,  se  encuentran  en  el  pleno  goce  de  los  derechos 
civiles.  Fundándose  dicha  opinión  en  que  el  objeto  único  y  prefe- 
rente de  la  ley  no  ha  sido  otro  que  privar  á  la  autoridad  civil  de 
toda  intervención  en  el  matrimonio ;  intervención  que  databa  en 
España  desde  las  pragmáticas  de  1776  y  1803  en  que  se  introdujo 
esa  novedad  en  nuestro  Derecho,  sin  que  se  quisiera  alterar  en  na- 
da más  el  pensamiento  culminante  de  esas  dos  resoluciones,  y  en 
apoyo  de  esa  doctrina  se  citan  las  palabras  del  Sr.  Aurioles,  que, 
como  individuo  de  la  Comisión,  defendía  el  proyecto  de  ley  en  el 
Congreso,  diciendo :  «No  vamos  á  reformar  sino  con  mesura ,  con 
circunspección,  y  sólo  respecto  de  aquello  de  que  hay  urgen- 
cia, aquello  en  que  la  opinión  púbica  esté  más  prevenida;  y  como 
aquí  se  ba  proclamado  que  hay  necesidad  de  fortalecer  la  potestad 
paterna  y  de  suprimir  por  completólas  atribuciones  que  vienen 
ejercitándolos  Gobernaaores  civiles,  nos  hemos  limitado  pura  y 
simplemente  á  este  punto,  dejando  todo  lo  demás  que  no  ha  sido 
necesario  reformar  y  en  lo  que  no  ha  sido  absolutamente  indispen- 
sable introducir  novedad  alguna,  en  el  mismo  estado  en  quesa 
encuentra. 
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Si  eslc  rué  el  objeto  único  que  se  propuso  el  legislador^  no  po- 
demos menos  de  observar^  que  la  ley  se  proponia  únicamente  for- 
talecer la  patria  potestad^  de  modo  que  cuando  esa  potestad  no 
exista^  la  ley  que  nos  ocupa  no  podría  tener  aplicación^  fuera  de 
los  otros  casos  que  taxativamente  resuelve  también ;  de  modo  que 
ese  argumento  no  tiene  fuerza  alguna  para  combatir  la  doctrina 
que  se  sustenta  en  el  presente  artículo^  puesto  que  ésta  se  refiere 
di  caso  en  que  no  exista  patria  potestad.  Además  si  la  ley  no  ha 
tenido  más  objeto  que  privar  á  la  autoridad  civil  de  toda  interven- 
ción en  el  matrimonio^  quedando  vigente  en  lo  demás  la  anterior 
legislación^  debería  tener  aplicación  lo  dispuesto  por  las  pragmá- 
ticas que  se  han  citado,  y  si  Inen  en  la  de  1776  terminantemente 
se  consigna^  que  el  consentimiento  para  contraer  matrimonio  tan 
sólo  deben  obtenerle  los  hijos  de  familia  menores  de  edad^  impo- 
niendo tan  sólo  á  los  mayores  de  edad  la  obligación  de  pedir  con- 
sejo al  padre;  cumplida  esta  formalidad^  sin  esperar  plazo  alguno^ 
sin  dilación  podian  contraer  matrimonio^  « porque  la  mayor  edad 
no  admite  ya  dilación  para  contraer  matrimonio»  según  las  termi- 
nantes palabras  de  la  citada  pragmática ;  y  no  sólo  no  se  ^xige  por 
su  disposición  plazo  alguno  para  contraer  matrimonio  después  de 
pedir  el  consejo,  sino  que  se  refiere  además  á  los  hijos  de  familia 
al  acordar  tal  requisito  para  la  celebración  del  matrimonió,  de 
modo  que  no  puede  aplicarse  tampoco  esa  disposición  para  resolver 
la  duda  que  motiva  el  presente  artículo,  puesto  que  aquí  se  trata 
de  las  personas  en  el  completo  goce  de  los  derechos  civiles;  y  en 
aquella  disposición  se  legisla  para  los  hijos  de  familia. 

Pero  la  doctrina  fundada  en  las  disposiciones  de  la  pragmática 
<]ue  se  ha  citado,  se  modificó  por  la  de  1803  disponiéndose  en  esta 
terminantemente  que  « los  hijos  que  hayan  cumplido  25  años,  y 
las  hijas  que  hayan  cumplido  23,  podrán  casarse  á  su  arbitrio  sin 
necesidad  de  pedir  ni  obtener  consejo  ni  consentimiento  de  su 
padre, »  de  modo  que  el  argumento  es  contraproducente,  pues  sí 
«obre  ese  punto  debiera  cumplirse  nuestra  antigua  legislación,  no 
ya  las  personas  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles,  sino  los 
hijos  de  familia  y  hasta  los  hijos  menores  de  edad,  podrían  con- 
traer matrimonio  sin  necesidad  de  pedir  consejo  ni  consentimiento, 
^1  cumplir  respectivamente  las  edades  que  se  han  señalado. 

De  todo  esto  venimos  á  deducir  que  ni  por  los  antecedentes  de 
la  ley  de  disenso,  ni  por  los  antecedentes  legales  sobre  tal  materia^ 
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se  ha  impuesto  nunca  obligación  de  pedir  consejo  para  casarse  á  las 
personas  en  el  pleno  goce  de  los  derechos  civiles;  por 'consiguiente 
no  puede  darse  á  aquella  ley  vigente  hoy^  una  interpretación  que 
rechaza  su  letra  y  su  espíritu  y  que  contradice  además  todos  los^ 
antecedentes  legales  patrios  sobre  tal  materia. 

¿Será  acaso  que  se  quiera  ampliar  la  ley  en  ese  sentido  aun 
cuando  contradiga  su  letra  y  su  espíritu^  con  objeto  de  respetar  y 
enaltecer  á  nuestros  ascendientes  imitando  con  ello  lo  dispuesto  en 
el  Código  civil  de  Francia?  Porque  en  él  efectivamente  se  dispone 
que  para  contraer  matrimonio,  sea  cual  fuere  la  edad  de  los  con- 
trayentes^ se  exige  la  petición  del  consejo  á  los  padres  ó  abuelos 
tres  meses  antes  de  celebrar  el  matrimonio,  si  los  que  le  han  de 
contraer  no  han  cumplido  50  anos,  y  un  mes  si  han  cumplido  ya 
dicha  edad ;  pero  esa  petición  no  enaltece  á  nuestros  ascendientes,. 
y  por  ello,  justamente  los  mismos  jurisconsultos  franceses^  estáa 
pidiendo  se  reforme  su  mandato,  y  se  fundan  para  ello  en  que  más 
bien  que  una  prueba  de  consideración  es  una  prueba  de  poco  res- 
peto á  los  ascendientes  por  el  desairado  papel  que  se  les  hace  ha- 
cer á  las  padres  ó  abuelos  en  el  caso  de  que  el  consejo  sea  desfa- 
vorable, pues  cuando  el  hijo  ó  el  nielo  se  resuelven  á  casarse  con- 
tra la  voluntad  de  sus  padres  ó  abuelos,  lo  mismo  se  casan  pidien- 
do el  consejo  que  sin  pedirle;  y  aquellos  hacen  un  papel  altamente 
desairado:  y  esa  disidencia  que  debia  estar  oculta  en  el  seno  de  la. 
familia  se  hace  pública  y  notoria  para  esta  edad  y  para  las  venide- 
ras por  la  petición  del  consejo,  saliendo  de  ella  mal  librada  la  res* 
petabiiidad  de  los  padres,  pues  consta  á  todos  que  al  casarse  el  hija 
no  ha  hecho  caso  alguno  del  consejo  de  su  padre,  y  ese  anteceden- 
te debia  l)orrarse  de  la  historia  de  la  familia,  para  no  excitar  á  otros 
con  el  ejemplo,  exponiendo  también  en  muchos  casos  á  que  la  ma- 
ledicencia atribuya  al  padre  móviles  interesados  y  ruines  para  opo- 
nerse al  matrimonio,  rebajando  con  ello  esa  respetabilidad  que  se 
le  quiere  conceder.  En  España  nos  sucede  frecuentemente  eso  mis- 
mo: en  cualquiera  legislación  extranjera  y  en  particular  la  francesa 
vemos  una  disposicran  que  no  existe  en  nuestros  Códigos,  y  pug- 
namos por  adoptarla  aun  cuando  contradiga  toda  nuestra  historia,, 
nuestras  costumbres  y  nuestros  antecedentes  legislativos;  y  sin  en- 
terarnos, acaso,  de  si  produce  buenos  efectos  en  la  Nación  en  que 
rige,  y  recuerdo  en  este  momento  que  no  hace  aun  muchos  años  se 
trató  de  importar  á  nuestro  país  la  prisión  por  deudas,  tal  coma 
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exiütia  en  Francia»  cuando  justamente  estaban  en  sn  contra  los  ju- 
risconsultos de  aquel  pais,  y  si  no  se  importó  debemos  agradecerlo 
en  gran  parte  á  que  hubo  ana  luminosa  discusión  sobre  ella  en  las 
Cámaras  francesas  en  aquella  época,  en  la  que  se  demostró  era  per- 
judicial k  la  sociedad  bajo  todos  conceptos;  por  cuyo  motivo  y  como 
resultado  de  tal  discusioo  se  abolió  en  Francia,  gracias  á  lo  cual, 
repito,  se  suspendieron  los  serios  trabajos  que  habia  preparados  en 
nuestrjo  país  para  importarla. 

Mirada  la  cuestión  bajo  otro  aspecto,  no  puede  monos  de  notar- 
se cierta  inconsecuencia  en  loa  defensores  de  la  opinión ,  de  que 
siempre  y  en  todo  caso  §e  necesita  pedir  consejo^  y  cuando  es  d(*s- 
favorable  esperar  el  trascurso  del  piazo  señalado  para  contraer  el 
matrimonio;  pues  fundándose  esa  doctrina  en  que  hay  cierta  edad 
en  el  hombre  en  que  las  pasiones  tienen  un  vigor  natural  que  la  ra- 
zón no  suele  contener  en  sus  justos  límites,  y  que  es  necesario  dar 
un  piazo  para  que  se  pue*da  reflexionar  con  alguna  calma  sobre  un 
paso  tan  trascendental  como  es  el  matrimonio,  para  que  desaparez- 
can ó  se  mitiguen  las  ilusiones  de  una  fantasía  acalorada,  pudién- 
dose evitar  cdn  ello  una  unión  perjudicial  y  acaso  desgraifiada;  ra- 
zones que  tienen  perfecta  aplicación  para  los  matrimonios  que  con« 
traigan  los  menores  de  edad,  son  enteramente  inconducentes  y  has- 
ta contradictorias  y  ridiculas  cuando  se  trata  de  la  celebración  de 
matrimonios  entre  personas  mayores  de  edad,  cuando  la  misma  ley 
reputa  que  tienen  toda  la  razón  y  todo  el  aplomo  necesario  para 
resolver  todos  los  actos  déla  vida  y  conducirse  perfectamente  en  la 
sociedad ;  y  sube  de  puntóla  ridiculez  cuando  se  considera,  que 
tan  necesario  es  el  consejo  según  la  opinión  que  combato  para  una 
persona  de  26  aiíos  como  para  otra  de  60,  y  decirle  á  esta  persona 
y  en  tal  edad,  que  es  necesario  mitigar  las  ilusiones  de  su  acalo- 
rada fantasía,  no  dejaría  de  tener  su  lado  risible:  pues  basta  ese 
extremo  y  hasta  esa  inconveniencia  llegan  los  sostenedores  del  con- 
sejo para  las  personas  que  están  en  el  pleno  goce  de  los  derechos 
civiles. 

Según  el  art.  15  de  la  ley  que  nos  ocupa,  los  hijos  que  contra- 
viniesen á  lo  dispuesto  en  el  mismo,  incurrían  en  la  pena  señala- 
da en  el  art.  483  del  Código  penal  de  1850,  y  el  párroco  que  auto- 
rizara el  niatrimonio  en  la  de  arresto  mayor,  disposición  que  tam- 
poco puede  aplicarse  hoy  por  la  reforma  que  ha  sufrido  el  Código 
enal,  y  por  lo  dispuesto  también  en  el  art.  64  de  la  ley  de  matri- 
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niooio  civil,  que  reputa  emancipado  de  derecho  al  hijo  legítimo 
desde  que  cumpla  la  mayor  edad ;  la  sancioo,  pues,  del  referido 
artículo  es  completamente  ilusoria,  por  consiguiente  tendríamos  na 
mandato  sin  sanción;  de  modo  que  los  que  faltaren  á  sn  obserran- 
cía,  no  podria  por  ello  imponérseles  pena  alguna,  y  un  mandato 
con  tales  circunstancias  es  letra  muerta,  pues  lo  cumplirá  tan  so- 
lamente el  que  quisiera  obserrar  los  consejos^  y  para  eso  no  es  ne- 
nesario  exhibirlo  en  la  ley,  distando  bastante  por  otro  lado  nuestra 
sociedad,  del  grado  de  ilustración  y  moralidad  que  se  requiere  pa- 
ra  cumplir  la  ley  civil  por  simple  obligación  y  acto  moral  y  sin  te- 
mor al  castigo. 

De  todo  ello  se  deduce,  que  las  personas  que  se  encuentren  en 
el  pleno  goce  de  sus  derechos  civiles,  no  tien.en  obligación  civil  de 
pedir  consejo  para  contraer  matrimonio. 

La  ley  que  nos  ocupa  necesita  reformarse,  pero  no  en  el  senti- 
do de  dar  á  los  padres  más  facultades  de  fa  que  ella  les  concede,  si- 
no al  contrario,  para  restringirles  en  algunos  casos  muy  especia- 
les: no  permitiendo  en  ningún  caso  que  los  menores  de  edad  pue- 
dan contraer  matrimonio  sin  el  consentimiento  ó  el  'consejo  en  su 
caso,  seria  altamente  inconveniente  que  no  pudieran  contraer  ma- 
trimonio in  articulo  mortis  para  legitimar  el  hijo  procreado  en  un 
momento  de  pasión^  sólo  porque  el  padre  de  uno  de  ellos  no'  qui* 
siera  cejar  en  el  odio  inveterado  que  dos  familias  se  tuvieran  6 
por  otra  causa  no  menos  repugnante,  observación  que  me  parece 
digna  de  que  el  legislador  la  tomara  en  cuenta. 

M«  M*  N. 


iSon  contradietoriM  las  leyes  T,  tlt.  14  de  la  Partida  6\  y  ¥, 
íU.  8%  libro  H  déla  Novísima  Recopilación,  6  lo  que  es  lo  mismo, 
prescriben  6  no  las  cosas  hereditarias? 

Yamos  á  ¡Dtentar  la  demostración  de  que  entre  ambas  leyes  no 
eiiste  la  antinomia  que  muchos  encuentran  en  ellas,  acaso  por  no 
haberlas  estudiado  suficientemente,  siendo  casi  innecesario  añadir 
que  si  fuesen  contrarias,  la  segunda,  como  incluida  en  la  Novísima 
Recopilación^  derogaria  la  de  Partida  en  todo  lo  que  se  opusiese  á 
ella,  según  la  prelacion  de  Códigos,  establecida  en  la  3%  tít.  S*,  li- 
bro 3*  de  aquel,  ó  sea  1*  de  Toro. 

Concediendo  al  legislador  el  conocimiento  indispensable  de  la 
lengua  en  que  escribe^  y  es  lo  méuos  que  puede  concedérsele,  la 
interpretación  más  fácil  y  segura  de  una  le^es  la  que  se  despren- 
de de  su  tenor  literal,  en  el  que  no  prevalecen  las  preocupaciones 
— prejuicios  se  dice  hoy  —  filosóficas ,  políticas  y  de  escuela  que 
campean  con  pretexto  de  analizar  el  espíritu  que  presidió  á  su 
confección.  Esto  no  es  preferir  la  letra  que  mata  al  espíritu  que 
vivifica;  es  afirmar  que  siempre  será  más  fácil  de  resolver  una 
cuestión  gramatical  que  conocer  las  opiniones  y  tendencias  de 
hombres  que  vivieron  siete  siglos  antes  que  nosotros,  que  apenas 
podemos  apreciar  en  muchas  ocasiones  las  de  nuestros  contempo- 
ráneos. 

La  ley  de  Partidas  trata  del  tenedor  de  heredad  agena,  explica 
tres  clases  distintas  de  tenencia  y  fija  con  distinción  los  tiempos  en 
que  el  verdadero  dueño  pierde  por  prescripción  lo  que  dejó  de 
poseer  y  poseyó  otro  sin  que  el  señor  le  demandase.  El  primer  caso, 
comprende  la  posesión  con  justo  título  y  buena  fé  en  el  adqiiirente» 
como  si  creyendo  dueño  al  Tendedor  y  no  siéndolo,  éste  le  transfi- 
rió la  cosa,  ó  si  instituido  heredero  en  un  testamento  válido,  fué 
revocado  éste  sin  saberlo  el  poseedor.  Entonces  éste,  hace  suyos  los 
bienes  ó  la  heredad^  si  el  verdadero  dueño  no  le  demanda  dentro 
de  iO  años^  estando  presente,  ó  20,  estando  ausente,  cuya  ausencia 
se  entiende  del  territorio  de  la  Audiencia  en  que  radiquen  los  bie- 
nes. El  segundo  caso,  comprende  la  posesión  con  título,  pero  con 
mala  fé  por  parte  del  vendedor  y  del  comprador.  T  el  tercero^  la 
posesión  de  un  extraño  sin  título  y  con  mala  fé.  En  estos  dos  ulti- 
mes caso8>  si  el  dueño  no  demanda  las  cosas  poseidas  por  el  extra- 
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DO  eo  el  espacio  de  30  anos,  sabieodo  y  pudieodo,  pierde  por  su 
uegligencia  el  derecho  que.  tenia.  Ea  nuestro  sentir,  esta  ley  no 
hace  más  que  aplicar  á  ús  cosas  hereditarias  ó  conones  los  prin- 
cipios generales  sentados  sobre  prescripción  de  bienes  en  1^  le- 
yes 18,  19  y  21,  tít  29  de  la  Partida  3%  disposición  muy  justa, 
porque  el  que  una  cosa  pertenezca  á  más  hereftcia  ó  á  Taríoa  due- 
ños, DO  es  motivo  para  exceptuarla  de  la  regla  general  de  la  pres- 
cripción, introducida  en  provecho  de  todos.  Hay.,  sin  ealMurga,  al- 
guna diferencia  en  dichos  preceptos,  pues  mientras  la  ley  i  9,  aca- 
bada de  citar,  manda  contar  los  10  ó  20  anos  desde  el  día  ea  que 
el  dueño  de  la  cosa  supo  su  enajenación,  cosa  bastante  difiícil  de 
probar,  la  de  la  6'  Partida  no  fija  el  momento  desde  el  cual  han  de 
contarse  los  30  anos,  limitándose  á  exigir  que  el  dueño  sepa — no 
dice  qué — por  lo  cual  puede  dudarse  si  es  la  enajenación  ó  la  pe* 
sesión.  La  sentencia  del  Supremo  Tribunal  de  Justicia  de  29  de 
Mayo  de  i 873,  supone  que  estos  30  anos  deben  compotarse  desde 
que  nació  el  derecho  del  heredero,  esto  es,  desde  la  muerte  de  sn 
causante,  doctrina  que  no  sabemos  en  qué  se  apoya,  porque  ni  ia 
ley  en  cuestión  se  acuerda  de  tal  fecha,  ni  al  poseedor  le  importa 
nada  la  muerte  del  testador,  á  no  ser  cuando  el  heredero  queda  en 
ia  menor  edad ;  si  aquel  perdió  por  tiempo  su  derecho,  no  lo  tras- 
firió  á  su  heredero  y  si  falta  algún  tiempo  para  la  prescripción,  el 
poseedor  sumará  el  corrido  para  el  testador  y  el  que  trascurrió  para 
su  heredero.  Respecto  á  los  menores  de  edad^  debe  tenerse  presen-» 
te,  además  de  la  ley  T,  de  que  nos  ocupamos,  la  9\  tít.  19  de  la 
m  isma  Partida  6\ 

La  de  la  Novísima  Recopilación,  antes  del  Fuero  Real  dispone» 
que  si  los  herederos  ú  otros  hombres  íumesené  pcseyeien  sdguna 
cosa  de  consww,  que  no  tea  partida  entre  ellos^  á  pesar  de  que  une 
^6io  la  posea,  éste  no  puede  defenderse  de  los  otros  por  tiempo,  es* 
tando  obligado  á  dar  á  cada  une  ra  porción  cuando  quier  qoe  se  lo 
demandase.  Se  ve  en  ella ,  T,  que  trata  de  coherederos  y  de  otras 
personas  oomo  los  comuneros  ó  condueños  por  título  no  heredita- 
rio: 2*,  que  se  refiere  á  los  que  tienen  ó  poseen  deoonsii/io,  lo  cudi 
no  sucede  desde  que  hay  división ;  y  3*,  que  la  no  prescripción  se 
refiere  á  los  otros  coherederos  6  condueños,  no  i  terceros  ó  extra-* 
ios.  Los  coherederos  ó  condueños  no  necesitan  vivir  nateríahnente 
juntos  para  poseer  de  cotuuno;  esta  unión  ha  de  ser  en  la  cosa,  en 
su  dominio  y  propiedad,  no  en  las  personas.  El  Diccionario  de  la 
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Academia  de  la  lengua  define  esla  palabra :  « Jantameote/  ea 
iinioD,  de  comuo  acuerdo.»  Otra  ley  de  la  Novísima  Recopilación 
emplea  el  mismo  adverbio  refiriéodoae  á  los  gananciales  de  la  so- 
ciedad conyugal  (la  1\  til.  4%  libro  40),  y  sabido  es  que  mientras 
el  matrimonio  no  esté  disuello  por  el  divorcio,  «aunque  la  mujer  es- 
té en  España  y  el  marido  en  Filipinas,  cuanlo  cualquiera  de  ellos 
adquiera  por  título  oneroso,  se  reputa  ganancial  de  ambos.  El  co- 
heredero de  una  herencia  proindiviso,  posee  ¿  nombre  de  todos  los 
herederos,  según  la  sentencia  del  Supremo  Tribunal  de  18  de^No- 
viembre  de  186S. 

Vemos,  pues^  que  la  ley  de  Partidas  se  refiere  á  un  tercero,  á 
un  extraño,  no  heredero  ni  comunero,  y  generalmente,  comprador 
é  adquirente  por  título  singular  ó  sin  título  alguno ;  mientras  que 
la  de  la  Novísima  se  refiere  al  coheredero  ó  comunero,  que  nunca 
prescribe  con  respecto  á  sns  condueños.  Además,  esta  versa  sobre 
prescripción  do  acciones  y  aquella  sobre  la  de  cosas;  diferencia  á 
qae  no  damos  gran  importancia :  1%  porque  la  ley  las  confunde  y  só- 
lo los  autores  modernos  las  separan:  2*,  porque  es  un  contrasentido 
haber  perdido  una  cosa  por  prescripción  y  que  no  haya  prescrito 
la  acción  para  reclamarla.  Una  acción  en  tales  circunstancias  pue- 
de definirse:  «el  derecho  que  cada  cual  tiene  á  malgastar  sn  tiem- 
po, su  paciencia  y  su  dinero  en  perseguir  en  juicio  lo  que  no  ha  de 
conseguir  en  sentencia*»  En  nuestro  sentir,  pues,  y  fundados  en  el 
oootexto  de  ambas  leyes^  mientras  las  cosas  hereditarias  ó  comu- 
nes permanezcan  proindiviso  en  poder  de  un  heredero  ó  comune- 
ro, ó  de  su  heredero,  que  es  lo  mismo,  no  se  prescriben  nunca;  pe- 
ro desde  el  momento  que  pasan  á  nn  tercero,  empieza  la  prescrip- 
ción. Si  la  posesión  de  la  herencia  ó  cosa  coman  estaba  encomen- 
dada de  hecho  ó  de  derecho  á  una  persona  determinada,  esta  res- 
ponderá á  la  comunidad  de  lo  que  indebidamente  enajenó  ó  dejó 
negligentemente  de  poseer,  porque  teniendo  un  administrador  res- 
ponsable, los  condueños  no  necesitan  vigilarle  á  cada  momento,  sa- 
biendo que  ha  de  rendir  cuentas ;  pero  la  comunidad  perdió  la  cosa 
prescrita. 

Por  supuesto,  que  las  cosas  de  la  herencia  dadas  en  prenda,  ar- 
rendadas, hurtadas,  forzadas  ó  escondidas,  no  prescriben  nunca  en 
poder  del  acreedor  pignoraticio,  del  inquilino  ó  del  ladrón ;  pero  sí 
en  poder  de  un  tercero  que  las  posea  con  título,  buena  fé  y  las  de- 
más circunstancias  necesarias  para  prescribir,  según  lo  disponen 
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las  leyes  1*  y  2\  tít.  H^  de  la  Novísima,  que  modificaron  en  esta 
parte  ciertas  palabras  de  la  21,  tít.  29,  Part.  3%  según  declaró  la 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  29  de  Mayo  de  1873. 

De  las  sentencias  de  éste  que  tenemos  a  la  Yísta,  las  de  22  de 
Diciembre  de  1888, 22  de  Diciembre  de  1860, 12  de  £nero  de  1870 
y  13  de  Diciembre  de  1872,  apenas  hace  mas  que  reproducir  la 
dispuesto  en  la  ley  de  la  Novísima  Recopilación. 

La  de  4  de  Octubre  de  1862  se  funda  en  la  de  Partida ;  tos  re- 
clamantes no  poseían  de  consuno  porque  había  particiones  anterio- 
res. La  de  18  de  Noviembre  de  1868,  además  de  lo  arriba  expuesto» 
consigna  que  una  cosa  es  la  petición  de  herencia  y  otra  su  división. 
Aquella  compete  al  heredero  contra  el  que  posee  la  herencia  ea 
concepto  de  heredero,  y  no  por  título  singular  (sentencias  del  Su- 
premo Tribunal  de  17  de  Setiembre  de  1864  y  28  de  Junio  de  1866> 
para  que,  declarándole  heredero,  se  le  entreguen  las  cosas  heredi- 
tarias, con  sus  accesiones,  cuentas  y  perjuicios.  La  división  de  he- 
rencia, acción  mixta  como  la  anterior,  compete  al  heredero  contra 
sus  coherederos  para  dividir  la  herencia,  acción  común,  y  sus  acce- 
sorios; esta  tiene  por  objeto  la  división ;  aquella  la  declaración  d& 
heredero  y  entrega  de  la  cosa.  La  de  15  de  Marzo  de  1869,  se  re- 
fiere  á  una  posesión  en  virtud  de  adjudicación,  sin  que  el  dueño  de- 
mandase en  tiempo,  y  se  aplicó  en  ella  la  repetida  ley  de  Partida, 
lo  mismo  que  en  la  de  28  de  Junio  del  propio  año,  en  la  que  vers6 
la  cuestión  sobre  unos  bienes  legados  á  un  sobrino,  adjudicados  cotk 
buena  fé  á  una  hija  del  testador,  que  los  poseyó  sin  que  en  tiempo 
hábil  reclamase  el  legatario.  En  la  de  ^9  de  Mayo  de  1873,  de  que 
queda  hablado,  no  habia  tiempo  bastante  para  prescribir.  Acaso  ha- 
brá más  jurisprudenoia  del  Tribunal  Supremo  sobre  el  asunto,  perO' 
no  la  recordamos  ahora. 

Fernando  SAN  JULIÁN. 
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CONSULTA 

El  Ahogado  con  estudio  abierto  en  un  Jutgado  de  P  instancia  en 
tuya  eabeta  departido  tiene  su  residencia  y  vecindad ipuede  ejercer  la 
profesión  en  otro  JuzgadoJ 

Afirmativamente  resuelta  creíamos  ae  encontraba  esta  cuestión,  bien 
porque  la  práctica  que  hemos  visto  observada,  sin  oposición  alguna  en 
diversos  Juzgados,  y  en  no  pocos  años,  así  lo  tenía  admitido,  ya  por- 
que esa  opinión  parece  ser  la  emitida  en  el  número  502  del  Boletín  db 
LA  Revista,  ora,  en  fin,  porque  un  profundo  convencimiento  nos  auto- 
rizaba á  pensar  que  eso  era  lo  justo  y  lo  que  prescribía  la  legalidad 
existente.  Pefo  como  en  uno  de  los  Juzgados  de  \^  instancia  en  que  he- 
mos practicado  defendiendo  unas  veces  á  los  demandantes  y  otras  á  ios 
demandados,  se  han  rechazado  al  presente  y  por  dos  diversos  Jueces, 
una  demanda  ejecutiva  y  un  escrito  en  causa  criminal,  suscritos  por  el 
mismo  letrado  que  acompañaba  la  cédula  personal,  con  el  talón  del  úl- 
timo trimestre  de  la  contribución  industrial:  claro  es  que  semejante 
novedad  introduce  en  nuestro  ánimo  la  vacilación  y  la  duda,  por  más 
firmes  y  arraigadas  que  sean  nuestras  convicciones. 

Así  es  que,  ansiosos  de  esclarecer  esta  cuestión,  de  leer  el  autori* 
zado  dictamen  de  la  Redacción  de  la  Revista,  no  dudamos  promover 
esta  discusión,  anticipando  nuestro  humilde  parecer,  que  si  es  equivo- 
cado rectificaremos  con  mucho  gusto,  sometiéndonos  á  los  razona- 
inientos  de  los  más  competentes. 

Los  fundamentos  en  que  ios  dos  Jueces  han  apoyado  sus  respecti- 
vas providencias  denegando  la  aptitud  del  Abogado  que  firma,  testual- 
mente  están  escritos  en  la  siguiente  forma:  «en  atención  á  que  la 
presente  demanda  adolece  del  defecto  de  que  la  misma  no  se  halla  au- 
torizada COR  la  firma  de  letrado  hábil  para  funcionaren  este  Juzgado, 
por  cuanto  el  recibo  de  la  contribución  que  se  exhibe  expedido  en  la 
Tilla  de  C.  no  es  bastante  á  justificar  tal  extremo :  considerando  que  al 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  caso  3®  del  art.  869  de  la  Ley  provisional  de 
organización  del  poder  judicial,  para  ejercer  la  profesión  de  Abogado 
«s  requisito  Indispensable  hallarse  inscripto  en  el  Juzgado  ó  Tribunal 
donde  aquella  se  ejerce,  cuya  circunstancia  no  se  hace  constar  con- 
curra en  el  licenciado  D.  W.»  El  otro  Juez  dice:  a  Cumpliendo  lo  pre- 
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venido  en  el  núm.  3^  del  art.  869  y  sus  concordantes  de  la  Ley  sobre 
organización  del  poder  judicial,  se  proveerá  sobre  lo  principal  y  otro- 
síes del  precedente  escrito,  que  será  devuelto  al  Proeurador  con  la  cé- 
dula y  talón  que  acompaña,  hasta  que  sea  subsanada  tal  omisión.» 
Aun  cuando  no  tan  explícito  el  segundo  como  lo  está  el  primero,  pare- 
ce incuestionable  domina  en  los  dos  proveidos  el  mismo  pensamiento 
é  idéntica  interpretación  de  la  Ley,  no  reconociendo  aptitud  en  los  le- 
trados de  fuera  del  Juzgado  para  ejercer  la  profesión  ínterin  no  se  ha- 
llen inscritos  como  tales  en  el  mismo  y  paguen  también  allí  la  contri- 
bución industrial.  Esta  es  con  escasa  diferencia  la  prescripción  de  la 
Real  i^rden  de  13  de  Agosto  del  858,  reproducida  en  ti  de  Diciembre  del 
año  siguiente,  contra  la  que  se  levantó  un  clamor  general  y  se  eleva- 
ron exposiciones  al  Gobierno,  porque  dicha  disposición  rebajaba  y  de- 
primía ¿  la  clase  de  Abogados,  privándolos  de  la  omnímoda  libertad 
que  en  todos  los  tiempos  habían  disfrutado,  y  los  hacia  de  peor  condi- 
ción que  á  los  médicos;  de  peor  que  á  un  artesano  cualquiera  que,  par 
gando  su  matrícula,  pueden  lucir  su  destreza,  su  habilidad  y  su  iiige* 
Dio  en  todo  el  mundo. 

Pero  euán  errónea  y  destituida  de  fundamento  «ea  la  interpreta- 
clon  dada  por  dichos  señores  Jueces  al  art.  869  de  la  Ley  del  poder  ja* 
dicial,  nos  lo  manifiestan  las  palabras  mismas  con  que  se  halla  redac- 
tado, amen  del  espíritu  filosófico  que  en  él  impera.  Veamos. 

Donde  no  baya  (dice  dicho  artículo)  colegio  de  Procuradores  ó  Abo- 
gados, será  necesario  para  ejercer  estas  profesiones :  Primero,  tener 
las  cualidades  que  para  ello  exije  esta  ley :  es  decir,  tener  el  titulo 
profesional  correspondiente,  adquirido  por  examen,  la  edad  de  21  a&oa 
y  demás  prevenido  en  el  art.  873  de  la  misma  para  ser  Abogado.  Se- 
gundo requisito:  Hallarse  avecindado  ó  residente  en  ei  pueblo  en  que 
se  abra  el  estudio  de  Abog^o,  y  en  el  de  la  residencia  del  Juzgado  el 
que  ejerza  la  profesión  de  Procurador.  Este  segundo  párrafo  deterjbi- 
na  ya  la  diferencia  que  separa  á  esta  ley  de  la  Real  orden  de  43  de 
Agosto  de  4858,  puesto  que  por  ésta,  ningún  Abogado  podrá  ejercer 
su  profesión  fuera  del  partido  donde  se  halla  avecindado  y  tuviera  s« 
estudio  abierto:  además  que  en  el  hecho  de  exigir  en  el  Procarador  U 
obligación  de  residir  donde  el  Juzgado,  es  prueba  inconcusa  de  q«e  el 
Abogado  es  libre  de  vivir  donde  le  plazca,  dentro  ó  fuera  del  Juzgados 
para  tener  estudio  abierto  y  ejercer  la  profesiou. 

Revestido  de  la  capacidad  y  vecindad  con  estudio  abierto  en  una 
localidad  equidistante  de  dos  ó  tres  Juzgados,  tenemos  ya  al  Abogado 
en  disposición  de  ejercer,  faltándole  llenar  los  requisitos  de  inscribirse 
en  el  Juzgado  ó  Tribunal  como  tal  Abogado  y  pagar  la  eontribucion  de 
subsidio  industrial :  párrafos  3^  y  4^  del  artículo  que  comentamos. 

Mas  ¿en  qué  Juzgado  ha  de  inscribirse  oomo  Abogado  en  cjercicía 
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y  dj^nde  deb§  pagar  la  oentribacton  de  subsidio?  £1  sentido  común,  la 
lógica,  6n  armonía  con  el  párrafo  i^  del  articulo ,  nos  dicen  que  no 
siendo  obligatoria  la  residencia  ó  veeíadad  del  Alx^ado  en  la  que  el 
Juzgado  se  encuentra,  la  inscripción  y  pago  de  matricula  será  y  deberá 
realizarse  en  el  ponto  doftde  se  vire  y  se  tiene  abierto  el  estudio :  pues 
otra  cosa,  sobre  rídicala  seria  absurda,  por  la  visible  repugnancia  que 
ae  desonbre  entre  la  ilimitada  libertad  del  Abogado  para  ejercer  sn 
profesión  en  todo  el  Reino  6  en  toda  la  Monarquía,  y  la  sujeción  de 
inscribirse  en  el  Juagado  donde  ia  ejerce.  Las  palabras  de  c  inscribirse 
en  el  Juagado  6  Tribunal  como  Abogado  en  ejercicio»  que  se  leen  en 
el  párrafo  3®,  ¿pnaden  referirse  al  iuegado  en  que  se  ejerce?  De  nin- 
guna manera,  porqne  una  ves  inscrito  como  Abogado  en  ejercicio  en 
el  Juzgado  de  residencia  y  pagando  allí  la  contribución  industrial,  se- 
ría fonoso  tascrthirse  también  como  Abogado  en  ejercicio  en  el  Ju^^ 
gado  donde  ejercer  quisiera,  y  pagar  también  otra  contribución  in- 
dustrial :  es  decir,  pagar  dos  matrículas  por  una  sola  profesión ,  y  ser 
vecino  ó  residente  en  dos  ó  tres  Juagados:  deducciones  ambas  repug- 
nantes que  deben  rechazarse.  Después  de  lo  dicho  y  teniendo  muy  en 
cuenta  U  enérgica  oposición  qne  los  Colegios  de  Abogados  hicieron  á 
la  Real  orden  del  año  58,  y  el  laminoso  informe  que  emitió  el  de  Ma- 
drid, preguntado  sobre  la  misma,  por  el  Tribunal  Supremo,  y  por  úl- 
timo, examinado  el  Real  decreto  de  31  de  Marzo  de  1863  en  que  se  ad- 
miten y  consignan  las  bases  todas  del  repetido  informe,  puesto  que 
los  Abogados  deberán  presentar  á  los  Jueces  que  conozcan  de  las  cau- 
sas ó  pleitos  en  que  deben  actuar ,  cuando  no  sean  los  del  pueblo  ó 
partido  de  su  vecindad,  primero,  el  títnio;  segundo,  el  documento 
que  acredite  hallarse  al  corriente  del  pago  de  la  contribución;  y  ter- 
cero, nna  certificación  del  Decano  del  Colegio,  etc.,  etc.  Despnes  de 
todo  esto  repetimos,  ¿puede  so&arse  que  los  autores  de  la  ley  provisio- 
nal sobre  organlaaeion  del  Poder  judicial,  retrocedieran  á  la  época  del 
Sr.  Fernandez  Negrete,  coartando  la  libertad  de  los  Abogados  y  la 
de  los  litigantes  qne  tienen  el  derecho  de  encomendar  la  defensa  de 
sus  intereses,  de  su  honra  y  desn  vida  al  Abogado  de  su  confianza, 
7  no  al  que  resida  en  el  Juagado  de  primera  instancia  donde  radtfa  el 
pleito  ó  la  causa?  Imposible,  de  todo  ponto,  que  tal  injuria  se  haga 
con  fundamento  á  los  que  confeccionaron  el  art.  869  de  la  ley  referida, 
cuando  se  los  moteja  de  llevar  al  extremo  sns  ideas  de  libertad  defen» 
diendo  la  profesional. 

Si,  pnes,  la  práetfoa  constante,  desde  el  año  de  1863,  faa  sido  la  de 
presentar  la  cédula  penonaf  y  el  talón  del  ill  timo  trimestre  de  la  con<- 
tribucion  industrial,  y  así  hemos  sostenido  bastantes  negocios,  ya  en 
este  Juzgado,  con  Abogados  de  otros,  ya  en  los  de  fuera,  sin  que  haya 
ocurrido  la  más  leve  dificultad,  francamente,  que  nos  han  extrañada 
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muchísimo  las  dos  providencias  referidas,  y  no  aTenluriariamos  gran 
cosa  si  snpouemos  que  á  los  perjuicios  originados  por  impedimos  in- 
teryjeiiir  en  esos  negocios,  ha  seguido  el  de  otros,  j  el  consiguiente 
desprestigio,  que  es  de  majfor  estima. 

Ahora  bien :  ¿qué  recurso  puede  y  debe  emplear  el  Abogado  a^í  in* 
capacitado  para  hacer  respetar  su  derecho?  También  merece  esta  pre- 
gunta, como  consecuencia  legitima  de  la  primera,  una  solución  cate- 
górica; pero  que  pueda  producir  resultados  prácticos  y  tan  rápidos  co- 
mo el  asunto  exige ,  ya  que  nosotros  no  los  encontramos,  ni  en  la  repo- 
sición ni  en  la  apelación  que  la  ley  autoriza.  T  nocreemos  eficaz  la  pri- 
mera, porque  una  triste  experiencia  nos  ha  enseñado  que  el  Juez  que 
dá  una  providencia,  po  la  modifica,  porque  el  orgullo,  la  vanidad  y 
otras  pasiones  pueden  más  en  el  hombre  que  la  virtud  de  reconocer  el 
error  cometido.  En  cuanto  á  la  segunda,  ¿quién  será  tan  temerario  que 
para  defender  su  aptitud  profesional  sostenga  una  apelación  costosa, 
y  cuyos  gastos  no  pueden  indemnizarle  la  demanda  que  la  motiva?  Y 
si  el  litigante  quisiera  solventar  semejantes  costas,  prescindiendo  de 
que  el  propio  decoro  prohibe  al  Abogado  admitir  tal  proposición  ¿será 
tan  inconsiderado  el  insensato  que  permita  sufragar  el  gasto  de  una 
apelación,  por  ganar  él  sus  honorarios  en  el  negocio  que  le  querían 
confiar?  Lo  más  digno  y  prudente  en  casos  tales  nos  parece  será  lo  qne 
nosotros  hemos  hecho ;  desistir  de  la  defensa  y  decirle  al  litigante:  vál- 
gase V.  de  otro  Abogado  de  los  que  residen  en  el  Juzgado  á  que  cor- 
responde el  negocio;  todos  son  capaces,  todos  son  entendidos,  cual- 
quiera de  ellos  le  defenderá  tan  bien  ó  mejor  que  pudiera  yo  hacerlo* 
debiendo  depositar  en  él  la  misma  confianza  que  á  mi  me  ha  dispensa- 
do. Pero  no  siendo  esto  lo  que  procede  en  justicia,  hay  por  necesidad 
que  buscar  un  procedimiento  rápido,  económico,  digno  y  en  armonía 
con  las  consideraciones  debidas  á  los  Abogados  que  cson  los  que  en 
todos  tiempos  y  naciones,  han  empujado  el  progreso  á  la  perfección  de 
las  instituciones  en  los  Estados.» 

En  las  poblaciones  donde  baya  establecido  Colegio  de  Abogados, 
parece  sencillo  que  el  declarado  inhábil,  acuda  á  la  Junta  de  gobierno, 
y  que  tomando  ésta  la  defensa  la  haga  valer  ante  la  Sala  de  gobierno 
de  la  Audiencia,  y  fácil  será  que  asi  se  enmiende  rápidamente  el  desa- 
guisado del  Juez  de  primera  instancia.  Pero  donde  no  hay  Colegio,  y 
donde  el  aislamiento  en  que  se  vive  impiden  toda  comunicación  con 
los  compañeros  de  la  Audiencia,  ¿qué  recurso  le  queda  para  que  pue- 
da producirle  resultados  prácticos  al  Abogado  inhábil?  Ninguno  abso- 
1  otamente,  sino  el  de  sufrir  los  agravios  del  Juez,  ó  esperar  la  tardía 
resolución  de  una  queja  que  gubei  nativamente  podrá  elevar  á  la  Au- 
diencia en  demanda  de  lo  que  considera  justo  y  de  la  deniega.  Entre 
tanto,  los  litigantes  le  han  abandonado,  y  encomendado  á  otros  los 


LEY  DEL  PODER  JUDICtAL  457 

pleitos  en  que  debía  intervenir,  y  acaso  eso  mismo  le  acarrea  el  des- 
crédito, perdiendo  el  prestigio  adquirido  en  una  penosa  y  larga  car- 
rera por  culpa  de  un  Juez  que  con  su  ignorancia,  torpeza  ó  mala  fé, 
han  dado  lugar  á  ello.— Ventura  Mcriro. 

CORTESTAGIOR. 

Repetidas  veces  hemos  expuesto  nuestra  opinión  ep  esta  materia, 
contestando  á  las  varias  consultas  que,  para  casos  idénticos  al  de  esta, 
se  han  dirigido  á  la  Revista,  y  siempre  partiendo  del  principio  verda- 
deramente capital  en  la  cuestión,  cual  es  la  libertad  de  la  profesión  de 
Abogado,  hemos  resuelto  en  favor  de  esta  libertad  á  que  tantas  res- 
tricciones parece  que  quieren  poner  aún  ciertos  Juzgados  de  primera 
instancia. 

Y  nos  referimos  á  los  Juzgados,  porque  observamos  que  las  dudas 
ó  quejas  promovidas  sobre  que  se  ha  admitido,  6  no  se  ha  admitido, 
un  escrito  firmado  por  Letrado  no  inscrito  en  el  Colegio,  vienen  siem- 
pre de  los  Letrados  que  ejercen  en  los  Tribunales  inferiores,  sin  que 
sepamos  baya  ocurrido  nada  de  esto  en  los  Colegios  de  Abogados  de 
las  capitales  donde  hay  Audiencia,  ni  menos  en  el  de  Madrid  donde  es- 
tá el  Tribunal  Supremo. 

En  este  último,  la  práctica  que  se  sigue  constantemente  es  todo  lo 
favorable  que  desear  se  puede  á  la  libertad  de  la  profesión;  se  están 
presentando  con  frecuencia  á  defender  sus  negocios  en  el  Tribunal 
Supremo,  Letrados  matriculados  en  los  Colegios  de  Barcelona,  Sevilla 
ó  de  cualquiera  otra  capital  de  provincia,  sin  que  se  les  haya  opuesto 
obstáculo  alguno,  porque  se  interpretan  las  disposiciones  legales  vi- 
gentes en  el  sentido  más  amplio  y  favorable  al  libre  ejercicio  de  la 
profesión,  y  esta  interpretación  podemos  decir  que  es  hoy  la  más  ge- 
neral, y  la  que  creemos  ha  de  poner  término  á  las  dudas  que  han  sur- 
gido sobre  el  modo  en  que  debe  entenderse  y  aplicarse  el  principio 
de  que  la  profesión  del  Abogado  es  libre,  según  lo  determinó  el  de- 
creto citado  en  la  consulta  de  31  de  Marzo  de  1863. 

Lo  cuestión  es  ciertamente  de  importancia  para  los  que  nos  consa- 
gramos al  sacerdocio  de  la  justicia,  según  la  elevada  expresión  del  cé- 
lebre jurisconsulto  Ulpiano,  y  tal  vez  los  distintos  y  opuestos  prin- 
cipios en  que  se  ha  inspirado  la  legislación  que  ha  regido  en  la  ma- 
teria en  diversas  épocas,  las  varias  disposiciones  que  se  han  dado  nin- 
guna concreta  y  terminante,  han  contribuido,  más  que  la  oposición  de 
intereses,  han  originado  las  encontradas  interpretaciones  que  han  lle- 
gado á  obtener  la  sanción  de  los  Tribunales,  según  el  criterio  más  6 
menos  favorable  á  la  libertad  de  la  profesión.  De  cualquier  modo  que 
se  aprecien  este  hecho  y  sus  causas,  hoy  para  nosotros  no  pueden 
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existir  aquellas  dadas,  después  de  lo  presento  en  el  decreto  citado, 
aplicándole  en  relación  con  los  artículos  869  y  sigoientes  de  la  ley  de 
organización  del  poder  judicial,  que  han  puesto  término  á  las  llmüaeio^ 
nes  establecidas  por  la  legislación  anterior  para  el  ejereioio  de  I4  abo- 
gacía. 

La  ley  del  poder  judicial  exige,  y  es  natural  que  así  lo  hiciera,  si 
babia  de  corresponder  en  este  punto  á  ios  preceptos  que  rigen  el  pro- 
cedimiento vigente  y  i  sus  mismas  disposiciones  en  materia  de  orga- 
nización de  Tribunales,  ciertas  garantías  y  condiciones  para  el  ejercí- 
cicio  de  la  profesión:  sobre  éstas  prescriben  ios  articnlos  869,  873  y 
874,  de  las  cuales,  para  el  caso  consultado,  importan  solamenle  las  de 
los  números  2^,  3^  y  4^  del  primero  de  estos  artículos,  relativas  á  la  re- 
sidencia ó  vecindad  en  el  pueblo  en  que  se  abra  el  estudio  de  Abogado, 
á  la  inscripción  en  el  Juzgado  ó  Tribunal  como  Abogado  en  ejercicio; 
y  por  último,  al  pago  de  la  contribución  del  subsidio  industrial;  pero 
estos  artículos  ni  estas  garantías  deben  considerarse  como  una  fímita- 
cion  del  principio  consignado  en  el  decreto  de  34  de  Mano  citado  an- 
teriormente. 

Debiendo  aplicarse  los  preceptos  de  una  y  otra  disposición  legal  en 
su  justa  relación,  cabe  perfectamente  el  cumplimiento  de  ambas,  por- 
que no  88  oponen  ni  se  contradicen,  ni  era  estoes  posible,  como  afir- 
ma muy  oportunamente  el  su&critor,  dado  el  criterio  de  los  legislado- 
res de  1870.  Asi,  nna  vez  matriculado  un  Abogado  en  un  Juzgado  6 
Tribunal,  ó  inscrito  en  un  Colegio,  y  pagando  la  contribución  que  le  ' 
corresponda,  se  ban  cumplido  las  formalidades  prescritas  por  el  ar- 
tículo 869  en  los  números  citados,  como  realmente  las  cimplió  el  sns- 
critor;  pero  estas  formalidades,  estas  condiciones  impuestas,  ¿suponen 
)a  prohibición  de  ejercer  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal  distinto  de  aquel 
en  que  está  inscrito?  Si  así  hubiera  de  ser  lo  habría  dicho  la  ley  ter- 
minantemente, habría  prohibido  de  una  manera  expresa  el  ejercicio 
de  la  profesión  de  Abogado  en  otro  Juzgado  ó  Tribunal,  si  babia  de 
ser  lógica;  pero  esto  sería  incompatible  de  todo  punto  con  la  libertad, 
hoy  por  todos  reconocida  y  sancionada  en  la  ley  á  instancia  precisa- 
mente de  los  mismos  Colegios  de  Abogados,  que  tan  mal  acogieron  la 
reforma  efectuada  en  1858. 

De  aquí  el  que  se  haya  interpretado  la  ley  generalmente  en  el  sen- 
tido que  con  profundo  y  lógico  razonamiento  se  expone  en  la  consul- 
ta, y  por  consiguiente  que  un  Abogado  matriculado  en  un  Juzgado  6 
Tribunal,  ó  inscrito  en  un  Colegio,  pueda  ejercer  en  otro  Tribunnl 
distinto,  aun  habiendo  Colegio  como  sncede  en  Madrid,  sin  exigirse 
la  inscripción,  bastando  únicamente  justificar  estos  requisitos  por 
medio  de  la  matrícula  y  el  recibo  del  último  trimestre  de  la  con* 
tribucion,  si  bien  se  le  impone  el  tanto  de  más  qne  según  la  cuota 
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pudiera  correspcnderle  en  el  Colegio  donde  se  presente  á  defender  sus 
negocios,  que  es  la  práctica  aquí  seguida. 

Mas  en  el  caso  de  la  oonsulta  ocurrido,  como  todos  los  que  conoce-' 
mos,  á  un  Letrado  que  trataba  de  ejercer  en  varios  Juzgados  de  prime- 
ra instancia,  existe  otra  razón  poderosa  que  abona  esta  solución,  ra« 
son  que  está  indicada  en  la  consulta ;  el  escaso  número  de  Letrados 
con  ejercicio  en  algunos  Juzgados  hace  indispensable  esa  liberlad,  si 
ha  de  poder  elegir  el  litigante  defensor  de  su  confianza  para  sus  nego- 
cios judiciales,  y  esto  deberían  tenerlo  muy  en  cuenta  los  Jueces,  para 
no  rechazar  la  demanda  ó  escritos  que  se  les  presenten,  si  no  tienen 
otro  motivo  que  el  referido  en  la  consulta,  como  fundamento  de  los 
autos  aUí  copiados,  porque  una  providencia  de  este  género  impide 
frecuentemente,  sobre  todo  en  negocios  de  poca  importancia,  la  pro- 
secución del  pleito,  pues  ni  los  litigantes  se  prestan  fácilmente  á  nom- 
brar otro  Abogado  que  aquel  á  quien  confiaron  primeramente  sus 
negocios,  ni  tampoco  pueden  aceptar  con  satisfacción  los  gastos  que 
necesariamente  tes  impone  la  apelación  en  el  Tribunal  Superior  contra 
esa  providencia. 

Bstamos  perfectamente  de  acuerdo  con  el  soscritor  respecto  á  la 
situación  del  Letrado  en  tales  casos,  pero  hemos  de  advertir  como  pár- 
rafo final  á  esta  contestación,  que  no  hay  otro  medio  que  la  apelación 
contra  las  providencias  da  los  Juzgados,  que  rechazan  las  demandas  6 
escritos  fundados  en  no  estar  suscritos  por  Letrado  hábil;  es  una  pro- 
videncia judicial  de  las  llamadas  interlocutorias,  y  contra  estas  no  ca- 
ben más  recursos  que  los  establecidos  en  el  a/t.  63  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  no  pudiendo  admitirse  en  nuestro  concepto,  el  que  se 
propone  á  la  terminación  de  la  consulta,. porque  además  de  falsear  por 
completo  el  carácter  contencioso  de  todo  juicio,  si  se  admitiera «sa  es- 
pecie de  rscurso  gubernativo,  que  no  otra  eosa  podría  ser  interviniendo 
la  Junta  de  un  Colegio,  vendría  como  á  aparecer  enfrente  de  un  Juzga- 
do toda  ana  corporación  en  representación  de  una  clase  de  la  sociedad 
cual  si  hubiera  intereses  opuestos  entre  las  personas  que  contribuyen 
al  importante  fin  de  la  administración  de  justicia.  Nada  de  esto  cree- 
mos tampoco  necesario  para  obtener  el  resultado  apetecible;  una  razo- 
nable y  justa  interpretación  de  la  ley,  más  conforme  á  la  libertad  de  la 
profesión,  evitaría  lodos  los  inconvenientes  que  á  los  Letrados  entre  sí 
y  en  relación  con  sus  clientes  originan  esas  providencias  que  rechazan 
de  plano  los  escritos  y  peticiones  por  este  ú  otro  motivo  semejante, 
olvidando,  sin  duda,  la  gravedad  de  ciertos  proveídos  para  la  digni- 
dad y  estimación  de  los  Letrados  que  suplican  la  refornut,  tal  vez  muy 
fundados  en  razón  y  ajustándose  estrictamente  á  las  prescripcionea 
áel  derecho. 

A.  CHARRIN. 


DERECHO  PENAL 


lEs  admisible  la  prueba  en  camas  por  desacato  que  caracteriza 
la  itijuría  hecha  á  ¡as  autoridadesl 

No  es  posible  desconocer  la  importanj^ift  de  la  cuestioD  objeto 
del  presente  artículo.  Son  tan  estrechas  (á  pesar  de  lo  que  después 
se  dirá)  las  mallas  de  los  artículos  que  definen  el  delito  de  desaca- 
to^ es  tan  evidente  la  necesidad  de  que  las  autoridades  no  se  hallen 
revestidas  de  privilegios  irritantes  y  de  que  respondan  plenamente 
á  justas  exigencias  sociales^  y  se  patentiza  con  tanta  facilidad  el  es- 
píritu de  desconfianza  inspirador  del  vigente  Código  penal,  que  en 
mi  humilde  juicio  no  debe  prevalecer  la  doctrina  que  niega  los  me- 
dios de  acreditar  la  imputación  constitutiva  (sino  proljada)  del  des- 
acato. A  exponer  con  sinceridad  lo  que  tengo  por  indestructible 
apoyo  de  lo  indicado  como  mi  opinión,  van  encaminadas  estas  li* 
ncas,  que  espero  serán  tratadas  con  benevolencia,  aun  por  ios  que 
de  mi  modo  de  ver  difieran. 

Yoy  ante  todo  á  deshacerme  de  una  dificultad.  Son  ya  repeti- 
das las  ocasiones  en  qué  el  Tribunal  Supremo  ha  fallado  declaran- 
do inaplicables  á  los  casos  motivo  de  este  trabajo,  los  preceptos  del 
artículo  473  del  Código  penal .  Pero  deben  notarse  dos  cosas  im- 
portantísimas: 1',  que  el  mismo  Tribunal  ha  dicho  más  veces  aun 
que  sus  decisiones  en  materia  penal,  no  constituyen  jurisprudencia 
cuya  infracción  autorice  la  casación:  2^,  y  que  en  el  mismo  conside- 
rando de  su  fallo,  fechado  con  la  de  30  de  Diciembre  de  1874,  el 
Tribunal  indica  «que  no  se  ha  probado  la  verdad  de  las  imputacio- 
nes hechas  al  Juez».  Procede  deducir  de  aqui  que,  la  argumentación 
emanada  de  sentencias  del  Tribunal  Supremo,  aunque  respetable» 
no  es  decisiva,  y  que  no  es  fácil  asegurar  que  habria  resuelto  el 
Tribunal,  si  la  prueba  deficiente  se  hubiera  suministrado.  Permí- 
táseme,  pues  discurir  como  si  los  fallos  del  Tribunal  Supremo*  no 
existiesen,  ya  que  ni  resuelven  el  asunto,  ni  dejan  de  llevar  al  áni- 
mo la  duda  de  lo  que  se  habría  sentenciado  en  determinada  hipótesis. 
Al  definirse  el  desacato  en  los  artículos  266  y  siguientes  del  Có- 
digo penal,  se  da  siempre  por  supuesta  la  existencia  de  la  calum- 
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uia  ó  de  la  injuria  lanzadas  contra  los  desacatados.  Es,  pues,  elc- 
inental  que  debe  ser  manifiesla  la  imputación  calumniosa  ó  injurio- 
sa, como  que  es  el  cuerpo  del  delito.  T  aqui  empiezan  las  diticul- 
tadi's.  No  tiene  realidad,  no  existe  aquéllo  que  no  es.  ¿Habremos 
de  decir  que  el  sólo  hecho  de  la  imputación  produce  la  realidad  de 
la  injuria  y  por  lo  mismo  el  desacato?  Sí,  contestan  Iqs  partidarios 
<le  la  no  admisión  de  prueba.  Es  para  ellos  la  autoridad  tan  sacro- 
santa^ que  Yit  con  raxon  pueden  decirse  del  que  la  ejerce  hechos, 
cuya  certidumbre  lleva  consigo  la  indignidad  del  ejerciente.  De- 
cidle, por  ejemplo,  á  un  Juez:  reponga  S.  S.  la  providencia  que  ha 
-dictado  en  uno  de  los  muchos  momentos  en  que  S.  S.  se  halla  em- 
briagado, elija  S.  S.  para  decretar  uno  de  los  breves  ratos  en  que 
S.  S.  es  dueño  de  si  propio^  y  con  seguridad  verá  S.  S.  lo  que  no 
•pudo  ver  cuando  decretó.  Sí  eso  consignáis,  aunque  podáis  probar- 
Jo,  habréis  hecho  méritos  para  ir  á  un  presidio,  y  tal  vez  el  funcio- 
Dario  indigno  que  prostituye  la  alteza  del  cargo  continuará  liban- 
•do,  y  perjudicando  con  ello  derechos  clarísimos.  Eso  es  lo  que  ne- 
cesariamente ha  de  ocurrir^  si  no  se  aplica  lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo 475  del  Código  penal.  Ante  tamaña  enormidad,  lo  digo  con  fran- 
<|ueza,  retroceden  mi  conciencia  forense  y  mi  conciencia  de  hom- 
bre. Yo  no  hallo  dentro  del  Código,  la  posibilidad  de  sostener  esa 
•doctrina.  Digo  más,  la  encuentro  contradicha  por  la  letra  y  por  el 
espíritu  del  cuerpo  legal  invocado.  Veámoslo. 

No  se  me  dirá  que  el  Código  penal  vigente  es  el  producto  de  doc- 
trinas exageradamente  protectoras  del  principio  autoritario.  Ema- 
nación de  las  ideas  políticas  á  la  sazón  dominantes,  su  propósito 
«s  la  exaltación  del  ciudadano  frente  al  Gobierno  y  sus  agentes. 
Si,  pues,  de  interpretar  se  trata,  no  en  favor  sino  en  contra  del 
funcionario,  sea  el  que  fuere,  deben  interpretarse  los  puntos  dudo- 
sos que  versan  sobre  reclamaciones  del  individuo  en  lucha  con  los 
poderes  públicos.  Y  si  esa  ha  de  ser  la  regla  general,  sopeña  de 
mistificar  el  espirita  de  la  ley  penal,  con  mucha  más  razón  debe 
servir  de  criterio  cuando  se  trata  de  imputaciones  cuya  certeza 
hace  indigno  al  funcionario  contra  quien  se  dirigen. 

La  letra  del  Código  es  favorable  á  lo  que  vengo  sosteniendo.  Si 
el  simple  hecho  de  la  imputación  caracteriza  el  desacato,  no  hay 
•duda  de  que,  para  el  casó,  seria  lo  mismo  que  se  tratase  de  calum- 
nia que  de  injuria.  Tan  merecedor  seria  de  castigo  el  que  (siempre 
con  razón)  imputase  á  un  juez  la  dación  de  una  sentencia  por  di- 
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conciair.  Librémonos  de  endiosar  á  los  servidores  del  Estado.  Ten- 
gamos presente  el  dicho,  «los  hombres  no  son  ángeles  ni  bestias,  y 
está  mny  cerca  de  hacerse  bestia  quien  pretende  ser  áogel.»  No 
proporcionemos  un  medio  más  de  que  se  conserven  malos  funcio- 
narios. 

Tomás  MARTÍNEZ  GONZÁLEZ. 


^ECCION    pIBLIoqi^ÁFICA 


Derecho  civil  general  y  feral  de  Fspaña,  con  un  Apéndice  so- 
bre las  disposiciones  qne  rigen  en  las  provincias  de  Ultramar;  por  Don 
Josa  Antonio  Elias. — Barcelona. — Tomo  i,  4875. — Tomo  II,  i 876 
(sin  concluir). 

,  Comenzada  hace  largo  tiempo  la  publicación  de  esta  importan- 
te obra,  base  ocupado  ya  de  ella  casi  toda  la  prensa  jurídica  con  el 
elogio  que  merece.  Conocido  también  de  antes  el  nombre  del  se-^ 
aor  Elias  por  un  Tratado  de  legislación  civil  vigeute  en  Cataluña^ 
qae  en  compaSia  con  el  Sr.  Ferrater  publicó  bace  bastantes  anos  y 
por  trabajos  posteriores,  inútil  es  decir  si  esta  obra  que,  como  com- 
plemento y  refundición  de  Vprímera  aparece,  llenaríi  las  condicio- 
nes que  sn  titulo  exige. 

No  muy  extensa  es  la  historia  qne  á  la  parte  de  derecho  positi- 
vo de  la  obra  precede,  ni  muy  detallada  ni  erudita.  Tampoco  es 
nueva  la  división  de  períodos  que  nos  ofrece^  y  á  vueltas  de  las  ra- 
zones que  para  ella  alega  tiene,  no  obstante^  algo  de  arbitrario. 
Dando  por  cierto  que  desde  la  invasión  árabe  hasta  los  Reyes  Ca- 
tólicos deba  bcr  un  solo  período^  aserción  discutible  cuando  en  su 
mitad  se  nos  ofrece  hecho  de  tanta  trascendencia  como  la  introduc- 
ción del  principio  romano  y  del  ultramontano  (aunque  de  este  no 
tanto  como  se  cree  generalmente),  parece,  no  obstante,  que  en 
modo  alguno  pueda  juzgarse  como  una  época  desde  la  conclusión 
de  la  Reconquista  hasta  1874.  Si  la  historia  no  ha  de  ser  conjunto 
de  hechos,  sino  evolución  y  desarrollo  de  principios,  estos  han  de 
ser  sin  duda  los  que  caractericen  sus  divisiones,  y  aunque  al- 
guien pueda  entender  que  una  misma  idea  preside  los  actos  de  la 
Casa  de  Austria  y  la  de  Rorbon,  cosa  muy  dudosa,  de  seguro  no 
llegarla  á  afirmar  que  estas  dos  fases  de  nuestros  modernos  tiem- 
pos puedan  formar  grupo  con  los  que  corren,  desde  que  los  solda- 
dos de  Ronaparte,  picando  las  llanuras  de  nuestra  patria,  conmo- 
vieron hasta  sus  entrañas  la  sociedad  española,  que  á  este  impul- 
so modificó  su  derecho.  El  reconocimiento  de  esta  verdad  obliga  á 
los  modernos  tratadistas  á  señalar  como  distinta  de  todas  la  época 
contemporánea.  ¿Cabe,  en  efecto,  la  ley  de  matrimonio  civil  la 
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lado  de  la  Nueva  Recopilaciou?  Sensible  es  que  de  este  modo 
baya  sido  dividida  e^ta  historia  de  ntrestro  Derecho  civil,  que  es 
sin  disputa  la  más  completa  de  cuantas  en  materia  de  compendios 
poseemos. 

Pero  incurre  el  Sr.  Elias  en  no  error  en  que  han  caído  todos 
nuestros  historiadores  del  derecho,  error  si  antes  digno  de  disculpa, 
imperdonable  después  de  los  trabajos  de  los  sabios  alemanes  sobre 
nuestra  literatura  y  después  de  haberlo  combatido  eo  castellana  len- 
gua el  docto  académico  de  la  Historia,  Sr.  Amador  de  los  Ríos.  He 
refiero  á  la  opinión  que  coloca  el  Setenario  entre  nuestros  cuerpos 
legales.  Ni  lo  es,  ni  lo  ha  sido  nunca,  ni  mucho  méuos  ha  servido 
para  designar  á  las  Partidas  como  el  Sr.  Elias  asegura.  Proyecto  de 
Enciclopedia,  su  nombre  obedecía  á  misteriosas  relaciones  atribui- 
das al  número  siete  y  al  famoso  trivium  y  cuadriviim  en  que  en- 
tonces se  dividían  ias  ciencias ,  sin  más  fin  que  vulgarizarlas  y  ex- 
tenderlas. Los  fragmentos  que  de  él  se  n^nservan  evidencian  de  un 
modo  terminante  que  nunca  fué  intención  de  sus  autores  darle  ca- 
rácter legislativo,  que  sólo  ha  podido  atribuírsele,  tomando  como 
ciertas  sin  comprobación  alguna,  palabras  añadidas  por  indiscreto 
amanuense  á  una  copia  del  testamento  de  Don  Alfonso  el  Sabio,  en 
el  que  jamás  se  hallaron. 

Si  no  estuviera  tan  generalizada  esta  opinión,  no  hubiera  insis- 
tido en  ella,  pero  duele  que  quien  tan  conocedor  de  la  historia  de 
nnestro  derecho  se  muestra,  y  en  general  tan  acertadamente  la  es- 
cribe, se  haya  dejado  arrastrar  por  esa  idea  hoy  desacreditada  en 
crítica  histórico- jurídica. 

La  parte  de  derecho  foral  que  esta  introducción  comprende,  es 
más  extensa  á  proporción  y  tiene  más  novedad,  que  la  ocupada 
por  la  legislación  castellana. 

Acertadamente  divide  el  Sr.  Elias  su  obra  en  cuatro  partes. 
Trata  la  primera  de  las  personas  en  si  mismas,  en  su  familia  y  en 
su  naturaleza ;  ocúpase  la  segunda,  dividida  á  su  vez  en  dos,  de 
los  derechos  que  sobre  las  cosas  puedan  tener  esas  mismas  perso- 
nas, investiga  la  tercera,  el  número  y  naturaleza  de  las  obligacio- 
nes, ya  nazcan  de  convención,  ya  se  produzcan  sin  contralo,  y  la 
cuarta  en  fin,  se  llena  con  el  modo  como  todos  estos  derechos  se 
trasmiten  ínter  vivos  ó  tnortis  causa. 

No  es  el  objeto  de  la  obra  dilucidar  doctrinalmente  puntos  de 
derecho,  sino  servir  de  guía  ó  como  obra  de  consulta,  no  hay,  por 
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consiguiente  teorías.  Dividida  en  libros,  títulos,  capítulos,  seccio- 
nes, párrafos  y  números,  es  como  una  especie  de  Código  ci?il,  al 
l}ue  puede  recurrirse  seguro  de  encontrar  cuanta  doctrina  encier- 
ran nuestras  leyes,  y  aun  siendo  importante  cuanta  jurisprudencia 
haya  producido  el  Tribunal  Supremo,  bien  en  el  texto^  bien  en  las 
numerosas  y  útilísimas  notas  que  le  completan.  Encuéntranse  tam- 
bién abundantes  referencias  al  derecho  canónico,  cq  aquellos  pun- 
tos en  que  puede  servir  de  ilustración.  Es  en  sqma,  la  obra  del 
$enor  Elias,  aunque  muy  superior  en  método  y  doctrinas,  cosa  pa- 
recida á  la  que  con  el  título  de  Código  civil  español,  dio  no  ba  mu- 
cho tiempo  á  la  estampa  el  Sr.  ü.  S.  Herrero. 

Lo  que  únicamente  puede  decirse  de  la  publicación  de  que  da- 
mos cuenta  es  que  deseando  ser  lo  más  provechoso  posible,  no  só- 
lo compara  el  Sr.  Elias  el  derecho  general  con  el  foral,  sino  que  in- 
troduce en*su  libro  multitud  de  cuestiones  que  no  son  ni  pueden 
<;onsiderarse  como  del  derecho  civil  que  sólo  puede  investigar  las 
relaciones  individuales  d(^los  hombres.  Así,  por  ejemplo,  llenan  ca- 
si todo  el  libro  segundo  puntos  de  policía  urbana  y  de  derecho  ad- 
ministrativo como  el  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas^  el  dis- 
frute de  aguas  comunes  á  España  y  Francia,  las  carreteras,  puertost 
caminos  de  hierro,  canales,  obras  públicas^  montes  públicos^  fortín 
ficaciones,  cosas  religiosas,  beneficencia,  cajas  de  ahorro,  bibliote- 
cas, escuelas,  ensanche  de  poblaciones  etc.,  etc.,  en  que  se  rigen 
y  determinan  relaciones  y  competencias  entre  el  individuo  y  el  Es- 
tado que  dan  lugar  á  ramas  diferentes  del  derecho. 

Lo  que  del  segundo  tomo  vá  hasta  ahora  publicado  se  refiere  á 
los  derechos  que  las  personas  pueden  tener  sobre  las  cosas,  nobán- 
dose  en  ello  como  en  lo  anterior  que  el  deseo  de  dejar  perrado  el 
cuadro  de  materias  le  obliga  i  introducir  l^yes  y  seqteqcias  que 
tratan  de  puntos  de  procedimiento  y  4un  de  derecho  político  y 
mercantil  en  ocasiones. 

Tal,  es  en  suma,  la  obra  del  Sr.  Elias,  cuya  préxiipa  terminación 
its  de^desear,  porque  llena  el  vacío  que  hace  tiempo  se  sentia  de 
una  compilación  ordenada  de  todas  nuestras  disposiciones  legales^ 
una  vez  que  los  jurisconsultos,  si  se  habian  cuidado  de  comentar- 
las, lo  habian  hecho  muy  poco  de  reunirías. 

Felicitamos  por  ello  á  su  discreto  autor,  que  así  ha  sabido  co- 
nocer lo  necesario  é  importante  de  su  tarea* 


•  •  • 
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Distingue  á  todas  las  épocas  de  agitación  material  política,  un  mo- 
vimienlo  científico  que  ó  tiende  á  defenderlas  y  demostrarlas,  ó  las 
ataca  con  singular  dureza.  Quiérese  entonces  elevar  sobre  la  del 
hecho  la  fuerza  de  la  idea,  por  ley  natural  del  pensamiento  huma* 
no  y  produce  esto  artículos,  libros  y  discusiones  sobre  la  ciencia 
política  y  sus  principios  fundamentales  reconociendo  todos,  han  de 
ser  provechosos  y  contribuir  á  la  formación  de  ese  centinela  de  todas 
las  libertades  y  de  todos  los  derechos  que  se  llama  el  upirii%, 
publico. 

En  esta  tendencia  y  con  esta  aspiración  está  escrito  el  libro  del 
Sr.  León  Serrano.  Por  eso  á  su  título  de  j^tudios  sobre  el  Régimen, 
constitucional,  añade  y  iu  aplicación  en  España,  No  seria  de  despre- 
ciar en  manera  alguna,  obra  que  puntos  tan  graves  tratara,  aquí,  don- 
de no  abundan  por  desdicha  las  originales,  sino  muy  digna  de  aten- 
ción y  lectura.  Lo  es,  en  efecto,  á  más  de  su  asunto,  por  las  doctrinas- 
que  expone,  la  que  cumpliendo  con  el  deber  de  crítico,  hemos  de  ana- 
lizar ahora. 

Comienza  el  libro  del  Sr.  León  Serrano  fijando  lo  que  entiende- 
por  verdadero  liberalismo,  y  censurando  los  errores  de  algunos  parti- 
dos liberales,  afirma  que  el  Gobierno  representativo  debe  ser  el  ideal 
de  todos  ellos,  como  si  esos  á  que  se  refiere  no  lo  reconocieran  así,  ó 
como  si  el  Sr.  León  Serrano  conociese  algún  Gobierno  democrático 
moderno  que  no  estuviese  fundado  en  la  representación  nacional  y  no 
tuviera  su  constitución  correspondiente,  pues  no  es  de  creer  emplee  la 
palabra  representación  en  el  estrecho  sentido  que  han  tenido  especial 
empeño  en  darle  algunos  á  este  género  de  estudios  dedicados;  mas^ 
como  en  materia  de  sistemas  constitucionales  se  ofrecen  matices  muy 
distintos,  de  aquí  que  precisa  fijar  lo  que  la  ciencia  aconseja  para  el 
planteamiento  eficaz  de  ese  régimen. 

Cierto,  muy  cierto  que  la  pura  doctrina  liberal  aconseja  esa' sepa- 
ración de  las  revoluciones  que  en  las  páginas  del  libro  resplandece ;: 
cierto,  muy  cierto  que  no  son  necesarias  en  un  sistema  tolérame;  pera 
^y  hasta  que  se  llega  á  conseguir  ese  sistema?  El  hecho  de  las  revo- 
luciones sólo  puede  defenderse  bajo  el  Gobierno  de  las  tiranías  que 
impida  la  libre  manifestación  de  las  ideas ;  entonces  es  el  derecho  do 
legítima  defensa  de  las  naciones  que  comprenden  su  muerte  en  la  at- 
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nx^sfera  qae  las  rodea;  entonces  las  revolaciones  son  el  derecho,  por- 
que son  necesarias.  ¿Cuándo  dejó  de  haberlas  en  esa  Iglaterra  que  el 
Sr.  Serrano  cita  como  modelo ,  sino  cuando  tuvieron  aseguradas 
sus  libertades?  Fué  seguramente  antes  que  nosotros;  pero  eso  ¿qué 
importa?  Y  cuenta  que  en  aquel  país  tan  parlamentario  y  tan  orde- 
nado rodó  sobre  nn  cadalso  la  cabeza  de  Carlos  I,  mientras  en  otros  que 
el  libro  califica  de  perturbados,  revolucionarios  y  sediciosos  se  ha  es- 
tado muy  lejos  de  llegar  á  semejante  crimen. 

Olvidado  asi  el  carácter  con  que  juzgan  la  revolución  las  escueUs 
liberales,  es  fácil  al  Sr.  Serrano  atacarlas  duramente,  si  bien  con 
la  misma  facilidad  se  reconoce  la  injusticia  del  argumento.  Como  para 
oponer  un  dique  inquebrantable  á  tales  teorías,  entiende  el  autor  que 
es  necesario  reconstituir  la  libertad  política,  en  ciencia,  sobre  el  es- 
plritualismo y  la  religión,  en  sociedad,  sobre  la  Histeria  nacional  y  la 
conciencia  pública.  No  discuto  ahora  las  bases  científicas  de  la  liber- 
tad, pero  el  libro  quiere  ser  práctico  é  importa  lo  que  para  la  realidad 
pide.  A  todos  halagará  sin  duda,  admitir  por  fundamento  del  poder  la 
conciencia  publica,  pero  ¿y  la  historia  nacional?  Muchos  y  muy  distin- 
tos principios  la  han  dirigido  desde  que  comenzó  á  regirse  como  pue- 
.  blo;  ¿cuál  de  ellos  está  encarnado  en  el  alma  nacional?  Mucho  varia- 
rían en  este  punto  las  apreciaciones,  mas  acogiéndonos  á  la  que  del  li- 
bro'se  deduce,  encontramos  que  la  cuna  de  la  libertad poUtica  está  en 
la  historia  gloriosa  de  las  primitivas  libertades  nacionales.  Aparto 
de  lo  que  estas  han  sido  exageradas,  preciso  es  tener  en  cuenta  el  ca- 
rácter que  las  distingue.  No  eran  aquellas  libertades  deducidas  de  la 
naturaleza  humana,  sino  fueros  y  privilegios  adquiridos  por  el  miedo 
de  unos  y  las  luchas  de  otros,  á  costa  de  la  igualdad  de  todos;  libertad 
individualista  puramente  germánica  y  contraría  al  sentido  de  los  pue- 
blos del  Mediodía.  Servirá  sin  duda  su  recuerdo  para  animar  hoy  á  los 
que  emprenden  la  obra  de  la  regeneración  política,  como  antecedente 
histórico,  pero  no  como  modelo  que  retratar;  bien  que  para  modelo  e&- 
tá  I  nglaterra  en  sentir  del  autor.  Lo  que  de  nuestra  Edad  media, 
puede  decirse  de  las  libertades  inglesas;  verdadero  fuero  nacional 
está  fundado  en  su  historia,  y  solo  puede  traerse  de  él  á  otros  pueblos 
aquello  que  está  en  la  conciencia  de  todos  y  que  de  todos  es  patrí- 
monio;  lo  que  proclamó  la  revolución  del  89,  universal  en  la  idea  y 
en  la  propaganda,  porque  es  revolución  de  una  raza  privilegiada  de  la 
historia  que  no  funda  con)o  la  germánica  una  cosa  para  cada  pueblo, 
sino  que  levantando  la  agualdad  sobre  todo,  en  todo  la  realiza,  y  desde 
Grecia,  Roma  y  Francia,  extiende  el  arte,  la  ciencia,  la  religión,  el 
derecho  y  la  libertad  por  el  mundo.  Y  conviene,  y  es  necesario  tener 
presente  este  sentido  latino,  y  proclamarlo  muy  alto  cuando  se  quiera 
fundar  nuestra  grandeza  en  imitaciones  que  pugnan  con  nuestra  cons- 
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titacioD  y  con  nuestra  hiUoria^  Bastante  adoptamos  de  la  rai^a  germ  a- 
na  en  los  siglos  medios,  cuando  propagó  por  Europa  la  importancia 
del  individuo  proclamada  también  por  el  cristianismo  y  ahogada  en 
las  antiguas  sociedades;  con  ello  y  la  tendencia  constante  nuestra  á. 
realizar  la  igualdad,  saldremos  adelante  por  el  camino  del  progreso 
sin  buscar  libertades  como  las  de  la  Gran  Bretaña  que  llevan  b^o  si 
una  distinción  profunda  de  clases  sociales  que  rechaia  y  ha  rechazado 
siempre  el  latinismo.  La  revolución  de  1789  lo  comprendió  así,  y  ense- 
guida  renunció  i  copiar  de  Inglaterra:  ilusión  piadosa  acariciada  solo 
en  la  mente  de  algunoe  estadistas  ilustres. 

Después  de  levantar  la  historia  nacional^  como  guia,  afirma  el  se- 
ñor Serrano  que  debe  esta  subordinarse  á  la  filosofía  para  garan<* 
tir  así  el  necesario  progreso  de  los  pueblos^  y  contradiciéndose  á  se* 
guida  oensura  rudamente  la  Revolución  francesa,  confundiendo  sus 
ái.A  grandes  períodos  y  haciendo  pagar  al  primero  con  ir^'usticia  noto<p 
ria  culpas  y  pecados  del  segundo,  y  deduciendo  de  alU  anatemas  con- 
tra los  partidos  radicales  [liberales)^  como  si  no  fueran  tan  revolucio- 
narios los  del  pasado  y  como  si  frente  á  Ferrari  y  Proudhon  no  encen-^ 
dieran  guerra  en  opuesto  sentido  de  Maistre  y  Yaldegamas.  No  es  solo 
fa  francesa  la  revolución  censurada;  soq  todas  y  en  todos  los  paises, 
como  ¿ates  be  indicado. 

Sirve  esto  para  pedir  la  regeneración  del  gran  partido  liberal,  cen- 
surar agriamente  la  democracia,  decir  de  ella  que  es  contraria  á  toda 
autoridad  y  hablando  de  tana  concepto  de  la  libertad,  moral  pura^  y  re- 
ligión urdadira,  principios  cieniiJicoSi  áeo\r  que  ho\o  en  ellos  puede 
apoyarse  el  verdadero  régimen  constitucional,  cosa  qpe  de  sí  es  eviden- 
i%  pero  que  ea  este  caso  no  dice  mucho,  porque  no  esplicando  clarad- 
mente  lo  que  por  todas  esas  cosas  se  entiende,  queda  al  arbitrio  de  cada 
comunión  religiosa  ó  cada  escuela  política  fijar  cuál  sea  la  moral  pura^ 
el  principio  cieniijlco  y  la  libertad  verdadernk*  Y  que  esto  es  muy  ám-^ 
pilo  y  muy  vago  se  adivina  viendo  al  autor  proclamar  como  hase  focial 
la  religión  catóiiea,  cuestión  enteramente  aparte  de  la  política,  y  como 
boie  tnoral  la  educación  liberal  y  católica  hoy  casi  imposible  por  ese 
terrible  y  doloroso  cisma  que  agita  á  las  conciencias  de  Europa,  opues- 
to además  á  la  verdadera  libertad  religioea  que  pide  el  Sr.  Serra- 
no, creyendo  que  podrán  concillarse  bajo  esta  bandera  todos  los  par- 
tidos, aun  aquellos  hijos  del  filosofismo  r^vQiiücionarío  para  el  que  no 
encuentra  palabras  bastante  duras. 

Supone  esto  conocimiento  y  división  de  las  escuelas  políticas,  j. 
e|  autor  intenta  clasificarlas  y  distinguirlas.  Partiendo  de  una  manera 
especial  de  considerar  los  sistemas  filosóficos  los  reduce  á  seis  con  los 
XíomkhT^%^emi$iiciemQtescepticiemo^ide^liemo^  unsw^Uemo^  ecUptir^ 
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citmo  y  espiritualismo^  á  que  corresponden  las  eseoelas  polítioas^  teo- 
crática, legitimisU,  realista,  democrática,  doctrinaria  y  liberal. 

El  deseo  de  señalar  de  un  modo  matemático  y  en  relación  cor  sa 
origea  filosófico  las  tendeocias  de  cada  escuela  obliga  al  antorá  ineur- 
rir  en  frecuentes  inexactitudes.  £b  el  estado  actual  de  la  ciencia  |M)lír 
tica  las  tres  primeras  no  forman  sino  una  sola,  conocida  en  nnas  partee 
con  el  nombre  de  legitimisLa,  de  ultramontana  en  otras;  variao  si  en 
que  consideran  por  distinta  causa  inviolable  la  autoridad  del  trono;  pe- 
ro que  provenga  esta  de  delegación  hectia  por  el  Vicario  de  Cristo,  oo- 
mo  asegura  la  teocrática,  que  sea  divina  por  derecho  propio  como  sostu- 
vo la  realista  é  indicó  la  Reforma,  (lo  que  fué  en  medio  de  todo  un  pro* 
greeo),  ó  que  tenga  su  origen  en  una  tradición  sacrosanta,  como 
quiera  que  las  escuelas  políticas  sólo  se  conocen  como  partidos  (y 
asi  se  consideran  en  el  libro)  por  su  práctica  y  sus  tendencias 
en  la  vida,  siendo  estas  iguales,  ¡guales  deben  ser  estos  tres  gru- 
pos aunque  sus  individuos  hayan  profesado  las  más  varias  doolri* 
ñas  religiosas  ó  científicas,  Pero  al  arrancar  del  miiiicUino  principios 
que  con  rason  censura  el  Sr.  Serrano,  desconoce  lo  que  esta  dos- 
trina  vale  y  significa;  el  misticismo  de  que  habla,  es  una  exaltación 
fanática  de  una  ortodoxia  dada;  pero  no  es  eso  el  misticismo,  vale  ie^s, 
y  significa  más;  sobre  todo,  que  esto  importü  ahora,  hay  misticismo  en 
casi  todo  el  racionalismo  moderno,  que  está  muy  distante  de  las  aspi-- 
raciones  absolutistas  de  ciertos  partidos.  Del  mismo  modo  se  comete 
error  haciendo  solidaria  á  la  filosofía  idealista  de  los  principios  del  le* 
gitimismo;  ni  Bossuet  era  sino  espiritualista,  ni  la  mayor  parte  de  los 
idealistas  modernos  son  sino  partidarios  de  la  democracia. 

Los  modernos  publicistas  de  Alemania,  dividiendo  unos  los  parti* 
dos  del  antiguo  régimen  y  de  la  revolución,  ó  en  absolutistas,  conser* 
vadores,  liberales  y  radicales,  ó  bajo  otros  nombres,  han  reunido  en 
uno  sólo  esas  tres  escuelas  que  sí  tienen  entre  sí  leves  diferencias  filo^ 
sóficas,  forman  en  el  mundo  un  sólo  partido  que  boy  combate  bajo 
una  sola  bandera. 

Si  hay  severa  justicia  en  la  crítica  de  esta  gran  escuela,  hay  apa- 
sionamiento no  escaso  al  tratar  de  los  orígenes  é  ideales  de  la  demoera^ 
cia.  Derívala  en  primer  lugar  de  la  filosofía  iensualista  de  Destutt  de 
Tracy,  ó  Cabanis,  y  del  contrato  social  de  Rousseau.  Más  que  dudosa 
es  la  exactitud  de  afirmación  tan  grave.  Cuando  la  Europa  pensadora 
se  afana  en  descubrir  el  misterioso  por  q%é  de  que  los  positivistas  fi- 
guren en  las  fiJas  de  los  demócratas,  saltando  con  notoria  inconsecuen- 
cia sobre  los  principios  de  su  sistema,  los  hace  el  Sr.  Serrano  re- 
presentantes fieles  y  genuinos  de  la  democracia.  ¿Cómo?  Difícil  apa- 
rece la  explicación ;  un  sistema  que  rompe  con  gran  parte  de  la  histo- 
ria, que  nace  de  la  ciencia  del  hombre  y  de  un  ideal  arrancado  á  lo  ab- 
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solato,  proTiene  segnn  el  autor  del  libro  de  otro  que  no  debe  sino  ren- 
dir parias  ante  el  pasado,  qne  bace  imposible  el  estudio  del  ser  huma- 
no y  que  convierte  el  ideal  en  quimera  al  renegar  de  lo  infinito.  ¿Pue- 
de ser  esto?  No  lo  es;  en  primer  lugar,  los  nombres  de  los  grandes  es- 
critores de  la  escuela  protestan  contra  semejante  afirmación.  Lamarti- 
ne, Toequeville,  Poussin,  Fischel,  Constant,  los  filósofos  del  derecho, 
la  mayor  parte  de  los  grandes  metafísicos  de  este  siglo  son  los  que  ha- 
cen palpable  y  evidente  que  la  democracia  tiene  un  ideal,  y  sólo  cabe 
este  en  los  amplísimos  moldes  de  las  ciencias  idealistas  ó  espiritualistas. 

Bien  que  si  el  Sr.  Serrano  confunde  la  filosofía  sensualista  con 
la  política  democrática,  es  porque  no  juzga  lo  que  es  esta.  Asi  di- 
ce que  suprime  el  deber  moral  ó  lo  transforma  en  cálculo,  que  explica 
la  sociedad  por  el  contrato,  que  tiene  por  término  la  república  soeialis- 
ta^  que  es  causa  de  todas  las  revoluciones,  y  que  es  preciso  qne  adopte 
en  el  porvenir  la  base  del  Parlamento  y  el  respeto  á  la  religión,  como 
si  la  democracia  fuese  opuesta  al  sistema  representativo  ó  pretendiese 
destruir  la  religión  al  darla  esfera  propia  é  independiente  de  vida. 

Cargos  gravísimos  serian  los  formulados,  si  fueran  ciertos.  No  ca- 
ben errores  de  tal  suerte  en  la  democracia;  al  proclamar  esta  la  Sobe" 
tanta  nacional^  no  entiende  ni  afirma,  que  tenga  siempre  la  razón  el 
número,  no;  lo  que  quiere  decir  y  significa  la  ley  de  las  mayorías,  es 
el  reconocimiento  de  los  grandes  derechos  del  hombre,  proclamados 
por  la  revolución  de  1789,  y  hoy  propagados  y  casi  realizados  por  la 
Europa  ;  lo  que  significa,  es  que  el  mayor  número  de  los  que  han 
de  ser  gobernados,  indica  la  forma  y  relaciones  transitorias  del  poder 
público,  que  debe  defender  en  caso  necesario  y  que  al  mismo  tiempo 
ba  de  respetar  los  derechos  de  todos,  y  de  cada  uno,  para  que  el  oso 
constante  y  no  interrumpido  de  la  libertad  pueda  hacer  de  la  minoría 
de  hoy  la  mayoría  de  mañana,  evitando  así  la  ley  fatal  de  las  revolu- 
ciones, desprovistas  de  razón  de  ser,  una  vez  garantida  la  esfera  de  ac- 
ción de  las  ideas,  y  abierto  para  trasformar  el  Estado  ese  camino  le- 
gal, que  sólo  cabe  en  la  democracia,  teniendo  en  cuenta  que  en  bue- 
na teoría  política,  la  forma,  ó  por  mejor  decir,  el  nombre  del  go- 
bierno importa  muy  poco.  No  destruye  esto  como  cree  el  Sr.  Ser- 
rano, la  importancia  de  la  Razon\  que  bien  á  las  claras  viene  de- 
mostrando el  eterno  proceso  de  la  historia,  cómo  á  través  de  momentá- 
neoá  desfallecimientos  y  pasajeros  escepticismos,  la  Idea  es  la  qoe 
apasiona  á  los  pueblos  y  produce  los  cambios  de  las  sociedadea.  Algo, 
y  mucho"debe  valer  esa  ley  del  svfragio  universal^  representación  del 
espíritu  público,  de  un  modo  ú  otro  manifestado,  cuando  vemos  des- 
aparecer siempre  al  cabo  de  no  muy  largo  tiempo,  lodo  lo  que  contra 
él  se  ha  establecido. 

De  esta  escuela,  pasa  el  Sr.  Serrano  á  examinar  la  doctrinaría 
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qne  tan  funestos  resollados  ha  producido  en  Francia  con  su  políti- 
ca áe\  justo  medio^  tan  acertadamente  combatida,  qae  no  parece  si* 
no  que  el  autor  del  libro  ha  ido  á  inspirarse  para  ello  en  las  corrientes 
de  la  democracia  más  pura.  Es,  sin  disputa,  el  capítulo  mejor  pensa- 
do de  cuantos  la  obra  contiene. 

Pero  cuando  después  se  observa  lo  que  es  para  el  autor  la  escuela 
libera],  última  de  que  se  ocupa,  y  se  contemplan  sus  vacilaciones  en- 
tre la  razón,  que  unas  veces  parece  colocar  sobre  todoj  y  otras  ata  y 
sujeta  á  la  revolución,  cuando  se  le  vé  hablar  de  razón  n<tcional  y  re- 
negar de  la  democracia,  buscando  el  origen  del  poder  público  en  el 
derecho  divino  de  la  superioridad  moral  y  política^  parecido  con  bas- 
tante &\  justo  medio  y  privilegio  mesocrático  de  otras  escuelas,  puesto 
que  declara  que  los  hombres  de  más  significación  representan  esa  mis- 
ma razón  nacional,  no  puede  dejarse  de  notar  inconsecuencia.  Es  li- 
beral ese  partido?  ¿cómo?  £1  Sr.  Serrano  se  opone  al  sufragio  uni- 
versal directo;  no  se  sabe  cómo.  ¿Hasta  qoé  punto  ha  de  respetar  to- 
dos los  derechos?  El  Sr.  Serrano  dice  que  hasta  el  grado  compa- 
tible con  la  civilización  del  país  ;  no  se  sabe  hasta  qué  punto.  Pro- 
greso, esperanza  en  el  porvenir  aconseja,  y  cierto  que  el  consejo  es 
inmejorable,  pero  ¿cómo  el  progreso  y  cómo  la  esperanza,  si  no  se 
dan  medios  para  el  primero,  ni  motivos  para  la  segunda? 

La  libertad  que  el  autor  recomienda  no  es  la  libertad ;  si  después 
del  retrato  que  de  ella  traza  el  libro  de  que  me  ocupo,  apareciese  la 
libertad  verdadera  ,  bien  podría  decir  á  aquella  como  á  Fausto  dice  su 
evocación  maravillosa : 

No  807  yo  el  espirita  á  qae  te  asemejas. 

No.  Esa  libertad  falsa  se  parece  á  otro  espíritu,  que  es  el  de  la  es- 
cuela doctrinaria.  Tanto  es  así,  que  aun  cuando  el  Sr.  Serrano  sita 
como  ejemplo  de  su  teoría  á  fienjamin  Gonstant,  va  luego  do  tal  ma- 
nera restringiendo,  por  exagerados,  los  principios  políticos  de  éste^ 
que  queda  el  gran  publicista  tan  mal  parado  como  los  demócratas  an- 
tes combatidos. 

Después  de  estas  soluciones  intermedias,  puramente  eclécticas  y 
vagamente  indicadas ,  trata  el  libro  del  origen  y  teoría  del  Gobierno 
representativo,  délos  varios  sistemas  electorales  y  de  la  forma  de 
elección  que  debe  adoptarse  para  la  Cámara  popular  y  el  Senado. 

No  se  vó  claramente  cuál  sea  el  pensamiento  del  autor  al  estable- 
cer la  distinción  entre  Gobierno  representativo  y  democracia  represen- 
tiva.  Dicho  por  sí  mismo  se  queda  que,  si  la  representación  es  tal  y 
conforme  á  lo  que  la  ciencia  política  exige,  ha  de  serlo  del  pueblo,  y 
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éste  por  consiguiente  arbitro  del  Gobierno,  «I  que  vendrán  los  votos 
de  todas  las  clases,  siendo  por  tanto  tal  sistema  4leinocr«<»t  y  nada 
más  que  democracia.  Complétase  esta  división  con  la  que  de  Repúbli- 
ca y  Monarquía  hace  el  Sr.  Serrano  tan  profunda^  que  no  parece 
sino  que  cada  una  de  ellas  ha  tenido  consigo  ciertos  principios  en- 
teramente opuestos,  cuando  bien  al  contrario,  no  son  escasos  en  la 
historia  los  ejemplos  de  Repúblicas  tiránicas  y  de  Monarquías  casi  re- 
publicanas. Estriba  en  más  alto  fundamento  que  en  un  nombre  ó  en 
un  accidente  la  clasificación  de  las  formas  de  Gobierno. 

Consecuencia  dé  tan  estrecho  concepto  de  la  Tepresentacion ,  es  no 
encontrarla  establecida  hasta  los  tiempos  de  nuestra  Edad  Media.  Asi 
lo  afirma  el  autor,  olvidando  el  carácter  electivo  de  casi  todas  fats  ma- 
gistraturas de  los  pueblos  antiguos  y  en  especial  de  la  democrática 
Grecia.  Qae  se  votara  por  clases,  por  Individuos  ó  por  íamilias^  im- 
porta poco  al  caso;  consiste  el  sistema  representativo  en  que  los  que 
se  bailan  al  frente  del  Estado  ocupen  aquel  puesto  por  voluntad  y 
representación  de  todos,  y  si  para  ello  se  emplean  métodos  distin- 
tos serán  estos  únicamente  modos  especiales  de  la  Representación 
nacional.  Quédese  para  los  siglos  medios  en  España  el  ser  cuna  de  un 
sistema  que  se  parece  bastante  á  la  tan  ponderada  constitución  in- 
glesa. 

Las  bases  del  Gobierno  representativo,  solidario  de  la  Monarquía, 
según  dá  á  entender  el  autor,  le  ocupan  y  preocupan  en  distinciones 
hábiles  y  soluciones  medias  en  que,  si  se  reconocen  grandes  derechos, 
distingüese  enseguida  límite  y  aplazamiento  indefinido  á  su  lado,  te- 
niendo además  en  cuenta  que  no  son  por  otra  parte  esas  bases ,  smo 
principios  de  justicia,  de  moralidad,  etc.,  que  si  fáciles  de  prego 
nar  en  todas  las  escuelas,  sólo  en  muy  pocas  pueden  ser  realizadas. 

La  única  de  estas  bases,  que  es  también  la  más  despacio  examinada, 
que  puede  dar  lugar  á  discusiones,  es  la  división  del  Parlamento  en 
dos  Cámaras  ó  Cuerpoü  colegisladores,  con  motivo  de  cuya  división  tra- 
ta el  libro  en  que  me  ocupo  de  los  varios  sistemas  electorales.  Reco- 
nociendo el  Sr.  Serrano  la  importancia  de  la  xeforma  electoral  en 
todos  los  países,  ensalza  y  avalora  la  razón  nacional  como  única  y  Je- 
gítima  soberana  de  nuestras  sociedades  modernas,  después  de  lo  que 
cerrando  con  el  sufragio  itni versal  directo  lo  encuentra  perjudicial  y 
anárquico.  ¿Qué  es,  pues,  la  razón  nacional  si  no  la  expresa  el  sufragio 
de  todos?  La  monarquía,  la  aristocracia  y  el  pueblo,  son  los  tres  ele- 
mentos políticos  de  las  sociedades,  según  el  autor,  y  como  si  hubiera 
elementos  sociales  que  no  estuvieran  comprendidos  en  estos  políticos, 
añade,  que  á  más  deben  entrar  en  esa  representación  todos  los  intere- 
ses legítimos  de  la  sociedad.  ¿Cuáles  son  estos,  si  no  estañen  el  pueblo 
6  en  la  aristocracia?  ¿Ó  es  que  se  trazan  tan  á  compás  estas  divisiones 


Sección  bioliogháfiCa  175 

que  qnerietido  establecer  donde  no  existen,  líneas  rectas,  se  deja  sin 
clasificar  algo  que  después  M  llama  intMressM  legítimos  de  la  socie-^ 
^ad?No  entiendo  que  jnsga  lúen  en  esta  materia  el  Sr.  Serrano^ 
ni  entiendo  tanipoco  que  pnedan  ser  representados  esties  ínteres* 
ses,  sino  por  el  toto  de  los  comprendidas  en  elloe,  por  el  sofraigio  uni^ 
versal  directo.  Hoyen^  de  él,  propone  el  libro  el  establecimiento  de 
diversas  clases  de  colegios  electorales^  es  decir,  la  disítincion  de  clases 
.  sociales,  el  voto  de  las  clases,  algo  parecido  al  antiguo  sisteina  ro- 
mano. 

T  no  contento  con  esto,  aQrma  que  la  lithitaelon  del  número  de  re- 
presentantes ba  de  bacerse,  no  por  el  de  ios  que  eligen,  sino  por  el  ob- 
jeto que  sirven,  retrocediendo  ante  ta  importancia  del  pueblo  qiieflM- 
terialitá  nnmérieamente  la  representación  nacional.  Paróceme,  no 
obstante,  que  coando,  por  ejemplo,  de  defender  esa  representación  se 
tratara,  atendería  más  al  número  el  autor,  aunque  esto  fuei^a  dar 
valor  &  la  representación  material  de  los  individuos,  tan  injusta  y  tan 
mal  trecha  en  sus  eonsideraeiones  electorales. 

Recuerda  este  sistema  ideas  muy  altas  y  muy  buenas^  pero  desgra- 
ciadamente impracticables.  De  desear  sería  que  siempre  gobernaran 
los  más  dignos,  ios  aptcxot  soñados  por  los  griegos,  pero  ¿quién  los  juz^ 
ga  y  los  reputa  como  tales?  Esa  es  la  diGcultad  y  ese  es  el  problema 
que  trata  de  acometer  el  autor  en  seguida.  Después  de  lo  que  no  sé  si 
llamar  crítica  del  sufragio  universal  directo^  habla  del  sistema  adop- 
tado en  Inglaterra  y  de  su  Parlamento.  Ni  discuto  aquel,  penque  de- 
pende de  la  Constitución  históríca  de  la  Gran  Bretaña,  ni  voy  ahora 
á  censurar  éste,  aunque  debe  hacerse  notar,  que  si  boy  alardea  de 
libre  é  independíente,  no  pocas  veces  se  ba  rebajado  ante  sus  reyes 
de  mode  tal,  que  puede  com^pararse  con  muy  pocos  extranjeros. 

Sí  sirve  esto  como  indicación  histórica,  es  cuestión  más  práctica  la 
de  cómo  han  de  formarse  los  dos  Cuerpos  Coiegisladores.  Á  pesar  de 
que  declaraciones  muy  repetidas  autorizaban  á  creerlo  así,  el  Señor 
Serrano  no  es  enemigo  del  sufragio  universal ,  pero  quiere  organi- 
xarlo  de  otro  modo,  diciendo  del  directo  que  se  presta  á  todo  género 
de  amaños  y  sugestiones  de  unos  y  otros.  La  lucha  desesperada  que 
para  no  admitirle  han  sostenido  las  escuelas  conservadoras  prueba  lo 
contrario ;  si  hubieran  tenido  en  él  un  instrumento,  no  hubieran  vaci- 
lado en  hacer  esta  concesión  á  los  partidos  liberales.  En  detallado  es- 
tudio considera  esta  parte  una  de  las  mejor  escritas  de  la  obra,  los 
varios  elementos  y  clases  sociales,  á  las  que  desea  conceder  número 
fijo  de  representantes  por  sufragio  universal  indirecto.  Á  esta  separa- 
ción y  división  en  nuestra  patria  se  oponen  dos  razones  á  cual  más  po- 
derosas. Supone  esta  elección  por  clases  que  está  ya  resuelto  el  proble- 
ma político;  pero  cuando  se  trata  de  determinar  cuáles  sean  las  deslina- 
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das  al  porvenir  y  qué  derechos  ha  de  tener  cada  ana,  no  cabe  señalar 
los  que  han  de  procurar  por  ella,  sino  abrir  el  camino  más  recto,  ei 
sufragio  universal  (directo],  en  que  todas  vienen  á  estar  representadas, 
'  para  que  después  de  ello  y  pasada  la  época  de  crisis  se  vea  si  es  más 
(Conveniente  seguir  ei  mismo  sistema  hasta  entonces  adoptado,  ó  esta- 
blecer el  que  se  propone  y  es  únicamente  posible  en  una  sociedad  en 
que  hayan  quedado  de  antemano  resueltas  las  cuestiones  que  hoy  le 
hacen  en  gran  número  de  países  impracticables. 

Pero  á  más  de  lo  dicho,  lleva  consigo  el  sistema  electoral  por  cla- 
ses la  existencia  de  dos  Cámaras,  la  popular  de  que  no  hay  á  qué  de- 
cir nada  y  el  Senado,  representación  de  los  elementos  individuales 
del  Estado.  Así  la  considera,  y  como  tal,  la  defiende  el  Sr.  Serra* 
no.  Sin  embargo,  si  en  algunas  naciones  merece  conservarse  por  espe- 
ciales circunstancias,  no  es  posible  defenderlo  bajo  este  aspecto  en  cien- 
cia política  y  menos  para  las  naciones  latinas.  £1  Senado,  es  producto 
de  la  historia  y  tiene  su  razón  de  ser  en  Inglaterra ;  la  raza  latina,  no 
tiene  en  su  seno  elementos  aislados  que  la  constituyan  á  causado  haber 
realizado  la  igualdad  á  costa  de  la  libertad,  mientras  los  germanos, 
con  sentido  opuesto,  realizaban  ésta  á  costa  de  la  igualdad  de  todos; 
solo,  pues,  como  moderador  y  no  como  encamación  de  instituciones 
que  no  gozan  de  vida  propia  puede  admitirse  en  ellas. 

Tal  es  el  libro  del  Sr.  León  Serrano.  Digno,  muy  digno  de  lectura 
por  representar  ideas,  algunas  nuevas  y  otras  aquí  poco  conocidas; 
de  intención  práctica  al  mismo  tiempo ;  bien  pensado  y  no  de  espíritu 
cerrado  y  exclusivo,  aunque  deber  es  confesar  que  la  timidez  con  que 
asienta  ciertos  principios  y  gran  parte  de  sus  vacilaciones  y  sus  dudas 
le  colocan  más  cerca  de  las  enseñanzas  doctrinarias  que  de  los  altísi- 
mos principios  que  ha  venido  á  representar  la  democracia  en  la  vida 
moderna. 


*  *  * 
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Es  una  verdad  reconocida  por  todos  que  nuestro  Código  de  Co- 
mercio necesita  una  revisión  general ;  formado  á  principios  del  si- 
glo, ha  permanecido  estacionario  en  medio  de  esa  incesante  aspi- 
ración hacia  el  progreso,  nota  característica  de  la  vida  mercantil; 
y  como  esta  no  podía  desenvolverse  en  los  estrechos  moldes  que 
aquel  la  trazaba,  multitud  de  leyes  y  decretos  han  ensanchado  los 
limites  de  nuestro  derecho  comercial,  demostrando  una  vez  más 
que  cuando  los  Códigos  se  petrifican  negando  el  paso  al  movimien- 
io  filosófico  y  á  las  nuevas  necesidades,  bien  presto  surgen  leyes 
especiales  que  trazan  á  la  vida  jurídica  más  amplios  derroteros.  En 
nombre  de  ese  mismo  progreso  que  todo  lo  transforma,  en  nombre 
<Ie  ios  altos  intereses  de  la  ciencia  que  atiende  solícita  á  las  necesi- 
dades que  uno  y  otro  dia  brotan  espontáneas  del  seno  de  la  socie- 
dad, venimos  hoy  á  acusar  otro  vacío  de  nuestra  legislación  mer- 
cantil, que  demanda  imperiosamente  una  reforma  y  una  institu- 
ción. Eco  es  nuestra  voz,  en  la  ocasión  presente,  de  la  opinión  jo- 
rídica  lentamente  elaborada  en  naciones  que  buscan  su  vitalidad 
mercantil  en  grandes  empresas  marítimas;  en  esos  países,  la  cues- 
tión que  vamos  á  someter  ai  ilustrado  criterio  de  nuestros  lectores, 
lia  sido  primero  dilucidada  en  el  vasto  campo  de  la  prensa  científi- 
ca^ y  discutida  después  ampliamente  en  Comisiones  y  Congresos; 
ha  sido  resuelta  con  vario  sentido  en  las  altas  esferas  legislativas. 
¿Qué  mucho,  pues^  que  amantes  de  cuanto  puede  interesar  á  nues- 
tra prosperidad  comercial,  pidamos  la  transformación  de  algo  que 
existe  en  nuestro  Código  de  Comercio,  pero  con  embrionario  é  in- 
completo desarrollo?  No  pasan  en  balde  los  años,  y  lo  que  ayer  era 
fórmula  perfecta  y  acabada,  quizás  será  mañana  merced  á  nuevos 
adelantos  vana  rutina,  digna  tan  sólo  de  olvido:  el  crédito  maríti- 
mo, tal  como  aparece  organizado  en  el  libro  3*  del  Código  de  1829» 
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esiá  muy  distante  de  ofrecer  aqaei  perfeccioaamieato^  aquella  es- 
tabilidad que  para  el  crédito  territorial  ha  sabido  conquistar  la  ley 
de  1861.  El  contrato  de  préstamo  á  riesgo  marítimo,  hé  aquí  el 
único  recurso  que  nuestra  legislación  ofrece  al  naviero  que  necesi- 
ta proveerse  de  fondos;  la  inscripción  de  la  póliza  en  el  registro  de 
hipotecas,  hé  aquí  las  precauciones  adoptadas  en  beneficio  de  los^ 
prestamistas,  que  después  pueden  ser  burlados  por  el  orden  de 
prelacion  establecido  en  los  arts.  829  y  830  del  Código  de  Comer- 
cio. ¿Serán  estas  las  únicas  instituciones  de  crédito  posibles  dadas 
las  especiales  condiciones  ea  que  se  desenvuelve  el  derecho  marí- 
timo? Grave  y  espinosa  cuestión ,  no  planteada  todavía  ea  nuestra 
patria  y  con  diverso  criterio  resuelta  en  las  legislaciones  extranje- 
ras: si  hoy  la  abordamos,  no  es,  en  verdad,  con  la  pretcnsión  de 
decir  en  ella  la  última  palabra :  alcancen  estas  líneas  el  singular 
privilegio  de  presentar  «1  problema  mostrando  la  dificultad  de  la 
solución  y  cumplidos  se  verán  nuestros  votos. 

Todo  el  que  es  propietario  de  una  cosa,  tiene  en  sus  manos  ua 
poderoso  instrumento  de  crédito;  el  que  consagra  su  actividad  á 
empresas  mercantiles,  necesita  un  capital  que  su  trabajo  ha  de  ha- 
cer productivo: enlácense  estas  dos  verdades  cuya  evidencia  es  bien 
aotoria,  y  veremos  snrgir  el  crédito  real  en  el  que,  según  el  antiguo 
adagio  plus  cautionis  in  re  quam  in  persona.  Ahora  bien,  en  el 
comercio  marítimo,  la  nave  es  un  objeto  meramente  auxiliar  que 
supone  un  capital  circulante  sin  el  cual  no  puede  cumplir  aque- 
lla su  destino :  el  naviero  tiene  en  ella  una  propiedad  de  innega- 
ble importancia;  por  esto  la  lógica  de  ios  principios  no  consiente 
se  le  prive  del  derecho  de  ofrecer  la  nave  como  garantía,  cuando^ 
hubiere  agotado  los  recursos  del  crédito  puramente  personal.  Asi 
lo  ha  reconocido  nuestro  Código  de  Comercio,  al  disponer  en  su 
art.  817  que  los  préstamos  á  la  gruesa  pueden  constituirse  conjun- 
ta ó  separadamente  sobre  el  casco  y  quilla  del  buque,  las  velas  y 
los  aparejos. 

Pero  ¿qué  es  el  préstamo  á  la  gruesa?  Adoptando  la  definicioa 
de  Pothier  diremos :  que  es  un  contrato  por  el  cual  una  persona  que 
se  llama  dador  del  préstamo,  entrega  á  otra  que  se  denomina  to- 
mador, cierta  suma  de  dinero,  con  la  condición  de  que  si  se  per-- 
dieren  por  riesgo  marítimo  ó  fuerza  mayor  los  efectos  sobre  que 
recae  el  préstamo,  nada  podrá  repetir  el  prestamista,  pero  si  la 
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nave  arribase  con  felicidad  el  tomador  quedará  obligado  á  restituir 
la  suma  con  el  provecho  contenido  como  precio  de  los  peligros  cor- 
ridos. Tal  es  el  contrato  del  préstamo  á  la  gruesa ;  así  le  definie- 
ron las  leyes  romanas  y  asi  le  describen  los  modernos  Códigos  mer- 
cantiles: un  préstamo  á  interés^  un  contrato  de  prenda,  una  socie- 
dad de  seguros:  héaqui  los  elementos  que  le  constituyen  dándole 
una  fisonomía  completamente  peculiar  y  rodeándole  de  atributos  y 
caracteres  que  le  son  propios ;  sobre  todos  ellos,  y  formando  como  la 
trabazón  y  esencia  de  este  contrato^  debe  colocarse  el  de  que  per- 
tenece al  número  de  los  aleatorios.  El  prestamista  sufre  las  pérdi- 
das ó  participa  de  las  utilidades  según  el  viaje  sea  próspero  ó  des- 
graciado, y  esto  como  se  concibe  es  de  todo  punto  incierto,  dados 
los  peligros  que  á  la  navegación  acompañan. 

Hasta  tal  punto  es  esencial  en  este  contrato  que  el  prestamista 
lome  á  su  cargo  los  peligros  de  la  expedición,  que  algunas  legisla- 
ciones (1)  rebajan  la  prima  convenida  si  hubiere  pacto  en  contra- 
rio^ y  nuestro  Código  de  Comercio  declara  nulo  el  contrato  si  los 
efectos  sobre  que  se  toma  dinero  á  la  gruesa  no  llegan  á  ponerse 
en  riesgo  (3).  Esto  es  precisamente  lo  que  ha  inducido  á  algunos  á 
sostener  que  hay  gran  afinidad  entre  el  préstamo  marítimo  y  el 
contrato  de  seguro,  y  lo  que  en  nuestro  sentir  constituye  el  vicio 
principal  de  la  institución;  para  demostrarlo  hagamos  un  juicio 
comparativo  entre  ambos  contratos.  Analizado  el  de  seguro,  ad- 
vertimos que  en  su  principio  aparece  bajo  la  forma  de  una  obliga- 
ción condicional  suspensiva :  la  indemnización  á  que  se  compro- 
roete  el  asegurador  supone  un  daño ;  mientras  éste  no  sobrevenga, 
nada  puede  reclamar  el  asegurado.  Muy  otros  son  los  efectos  del 
préstamo  marítimo ;  puro  desde  su  origen,  comienza  el  prestamista 
por  desprenderse  de  una  parte  de  su  «fortuna  que  abandona  á  la 
inconstancia  de  los  vientos  y  á  los  furores  del  mar  y  que  pierde 
definitivamente,  lo  propio  que  los  intereses  convenidos,  si  la  nave 
perece.  Obsérvese  bajo  otro  punto  de  vista  que  el  naviero  cuya 


(f )    La  de  los  Estados-Unidos. 

(S)  Art.  8)8.  En  Portugal  es  nulo  el  contrato  si  un  tercero  acepta 
los  peligros  ó  si  versa  sobre  objetos  asegurados  por  todo  su  valor  (ar- 
tículo 16l!8). 
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uoa  verdad  en  la  práctica»  podremos  pregantar,  ¿qué  medios  tiene 
hoy  el  naviero  para  procurarse  fondos?  ¿qué  seguridades  se  ofrecen 
al  capitalista  para  que  se  decida  á  proporcionarlos?  El  primero,  tie- 
ne á  su  disposición  una  nave  sobre  la  cual  tan  sólo  puede  consti- 
tuir préstamos,  cuyo  interés  no  bajará,  en  ocasiones,  del  30  6  40 
por  100 :  si  la  navegación  es  próspera,  tendrá  que  desprenderse  de 
una  parte,  no  despreciable  por  cierto,  de  las  gananciab  adquiridas: 
si  el  buque  naufraga^  perderá,  cuando  menos,  una  cuarta  parte  del 
capital  que  represente^  dado  que  el  art.  822  del  Código,  no  le  per- 
mite tomará  la  gruesa  sobre  el  cuerpo  y  quilla  de  la  nave,  más 
cantidad  que  las  tres  cuartas  partes  de  su  valor.  El  capitalista,  al 
contratar  con  el  naviero,  sabe  que  éste  na  puede  ofrecerle  ninguna 
garantía :  un  accidente  marítimo  le  convierte  de  prestamista  en  ase- 
gurador; un  préstamo  contraído  con  posterioridad,  relega  su  dere- 
cho á  un  lugar  muy  secundario,  y  en  ambos  casos,  pierde  en  todo, 
ó  en  parte,  la  cantidad  prestada.  No  se  nos  oculta  que  estas  son  las 
consecuencias  naturales  del  contrato;  todavía  más,  creemos  que  los 
otorgantes  no  protestarán  en  ningún  caso,  contra  los  perjuicios  que 
les  irrogue  un  acto^  hijo  de  su  voluntad  soberana;  pero,  ¿por  qué  no 
se  ensancha  su  esfera  de  acción?  ¿Porqué  no  se  otorgan  al  naviero 
ciertos  derechos  que  están  al  alcance  de  cualquier  propietario? 
¿Por  qué  no  se  hace  de  la  nave  un  instrumento  de  crédito,  decla- 
rándola responsable  en  primer  término  de  las  deudas  contraidas 
por  el  armador?  ¿Se  cree,  por  ventura,  que  la  reforma  no  seria 
viable?  ¡Vano  temor!  Macho  tiempo  hace  que  en  la  vida  comercial 
de  algunos  pueblos,  se  ha  dejado  sentir  aquella  necesidad,  que  la 
práctica  ha  satisfecho  acudiendo  á  medios  indirectos ,  basados  en 
ficciones  más  ó  menos  felices;  nos  referimos  á  la  venta  simulada 
de  la  nave,  otorgada  por  el  propietario  en  favor  del  prestamista : 
empero,  ¿cuales  son  las  consecuendas  de  semejante  contrato?  Fácil 
es  preverlas:  si  la  venta  no  traspasa  los  limites  de  las  relaciones 
puramente  personales  que  creó  entre  ambos  otorgantes,  garaatiea 
en  efecto,  los  derechos  del  acreedor,  poniéndole  en  inmediato  con- 
tacto con  la  nave;  pero  si  el  presunto  comprador  trata  de  hacer  valer 
aus  derechos  contra  terceras  personas,  entonces,  es,  coando  aparea- 
ce  lo  funesto  de  aquel  contrato,  originándose  una  situación  tan  es- 
pecial, que  lo  icticio  entre  las  partes,  es  verdadero  para  los  extra- 
Sos,  y  los  que  éstos  juzgan  fabo,  resulta  ci^to  para  aquellos;  en 
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Oíros  términos :  ante  el  tercoro»  el  prestamista  ostenta  el  título  de 
dueño»  y  en  tal  sentido»  cree  que  está  obligado  á  pagar  las  deu* 
das  existentes  contra  la  nave  en  proporción  al  capital  que  en  ella 
tenga  (1);  que  si  el  buque  naufraga»  él  es  quien  debe  soportar  esta 
desgracia;  que  ¿  su  derecho,  debe  ser  preferido  el  de  los  demás 
«creedores  del  fingido  Tendedor;  que  en  ningún  caso  puede  embar- 
gar ni  detener  la  nave  por  razón  de  las  deudas  contriüdas,  para 
aprestarla  y  aprovisionarla  (2),  y  para  decirlo  de  una  vez,  que  debe 
sufrir  proporcionalmente  las  pérdidas  que  afecten  al  buque,  y  con- 
sentir que  posterguen  su  derecho  otros  créditos  que  invocan  la  apa- 
riencia como  realidad.  No  era  este,  en  verdad»  el  ñn  que  perseguía 
el  prestamista  al  busca^  en  una  fingida  venta»  una  garantía  para  su 
derecho ;  no  es  esta  la  institución  llamada  á  fomentar  las  especula- 
ciones marítimas.  Navieros  y  capitalistas  han  desconocido  lo  que  sus 
intereses  exigian  al  introducir  aquella  práctica;  pero  nos  han  su- 
ministrado un  criterio,  rara  vez  engañoso,  para  apreciar  la  conve- 
niencia de  la  reforma  que  apetecemos:  y  es  que,  como  ha  dicho  un 
autor,  cuando  se  vé  4  la  ficción  establecer  en  las  costumbres  y  há- 
bitos de  un  país,  usos  que  las  leyes  no  sancionan»  ni  la  justicia 
puede  consagrar,  existen  vehementes  presunciones  de  que  la  ley 
no  ofrece  satisfacción  cumplida  á  necesidades  verdaderas.  ¿Cómo 
acudir  á  su  remedio?  ¿Cómo  organizar  el  crédito  marítimo  sobre 
bases  puramente  científicas»  y  al  par  eminentemente  prácticas?  Hé 
aquí  el  problema. 

En  nuestro  sentir»  tres  son  los  obstáculos  con  que  debe  luchar 
el  crédito  real  al  ser  aplicado  á  las  empresas  marítimas :  la  natu* 
raleza  peculiar  de  los  buques ;  los  peligros  de  la  navegación  y  los 
privilegios  que  conceden  á  determinados  acreedores  las  modernas 
legislaciones  mercantiles.  Examinemos  esos  obstáculos  con  desapa- 
sionado criterio  y  veamoa  cuál  es  su  importancia. 

La  primera  necesidad  del  comercio  marítimo  es  la  de  atraer  los 
cqiilales  á  la  construcción  y  explotación  de  los  buques ;  para  ello 
es  menester  que  los  armadores  ofrezcan  sus  naves  en  garantía » lo 
cual  pnede  hacerse  de  dos  maneras:  ó  dándolas  en  prenda»  ó  coas- 


ÍY)    Arl.  606  del  Código  de  eomareio. 
[%)    Art.  604  del  Código  de  comercio. 


»u 


484  REVISTA  DC  LEGISLACIÓN 

títuyeodo  sobre  ellas  una  hipoteca.  Eq  los  Códigos  de  Comercio  ha- 
llamos planteadas  estas  dos  formas  del  crédito  real  con  aplicación  á 
las  empresas  náuticas.  La  legislación  de  Dinamarca,  por  ejemplo^ 
consiente  que  se  den  las  naves  en  prenda ;  la  de  los  Paises  Bajo& 
otorga  al  acreedor  un  derecho  sobre  el  buque,  sin  exigir  para  so 
constitución  que  este  le  sea  materialmente  entregado.  No  es  menes- 
ter mucho  esfuerzo  para  comprender <ine  el  contrato  de  prenda,  do 
se  adapta  bien  á  las  necesidades  del  comercio  marítimo:  en  primer 
término,  porque  una  nave  en  manos  de  un  acreedor  que,  como  es 
natural ,  carece  de  las  dotes  del  naviero ,  es  un  capital  completa- 
mente estéril;  y  además,  porque  el  sentido  común  dicta  que  la  prí* 
mera  condición  de  ana  nave  es  la  de  navegar :  así  se  explica  qne 
en  la  nación  citada,  tan  solo  durante  el  invierno,  se  haga  uso  de 
semejante  garantía,  pues  es  la  época  en  que  los  buques  permanecea 
en  los  puertos  á  causa  de  los  temporales  (i).  Resta  la  otra  forma, 
la  que  sin  entregar  materialmente  la  nave  al  acreedor,  otórgale  so- 
bre ella  un  derecho  real  que  le  faculta  para  perseguirla  donde- 
quiera que  se  encuentre.  ¿Será  esta  la  institución  que  ha  de  dar  al 
comercio  marítimo  el  impulso  de  que  há  menester? 

No,  contestan  desde  luego  los  enemigos  de  toda  reforma  en  este 
punto :  las  naves  son  bienes  muebles  y  solo  los  inmuebles  pueden 
ser  perseguidos  por  hipoteca.  Algo  colno  de  vicioso  y  anómalo  debe 
existir  en  el  fondo  de  una  argumentación ,  que  no  deja  al  naviero^ 
otro  recurso  que  el  del  préstamo  á  la  gruesa,  negando  toda  condi* 
cion  de  derecho  á  una  institución  que  funciona  con  perfecta  regula- 
ridad en  otros  países;  si  se  quiere  una  prueba  de  ello,  obsérvese 
que  la  opinión  que  combatimos,  hace  de  la  dificultad  supuesto;  que 
tanto  vale  afirmar  qne  las  naves  no  pueden  ser  hipotecadas  porque 
son  cosas  muebles,  cuando  esto  es  precisamente  lo  que  debiera  ser 
demostrado. 

No  sostendremos  por  esto  que  en  la  ciencia  del  derecho  es  ya 
cuestión  resuelta,  esta  que  trata  de  precisar  la  naturaleza  juridic» 
de  las  navas;  discordes  están  todavía  los  autores  en  este  punto,  y  ni^ 
reina  tampoco  perfecta  uniformidad  en  los  Códigos  de  Comercio. 


(I)    Doletin  de  la  Sociedad  de  Legiiladon  comparada.  Año  4874^ 
;>.  98. 
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El  art.  645  del  naestro  declara  que  para  los  efectos  generales  del 
derecho  uguirdn  la$  naves  su  c&iidicion  de  Meves  muebles  y  asi 
son  calificadas  en  todas  las  legislaciones  mercantiles,  excepción  he- 
cha de  la  de  Haniburgo,  qne  las  reputa  inmuebles.  Si  consultamos 
la  historia  notaremos  la  misma  diversidad:  el  derecho  francés  ante- 
rior al  edicto  de  8  de  Octubre  de  1666  consentia  la  hipoteca  de  las 
nares,  sometía  sus  trasmisiones  al  impuesto  que  á  la  sazón  gravaba 
las  de  los  demás  bienes  inmuebles ,  y  vinculábalas  en  cierto  modo 
en  las  familias  mediante  la  institución  del  retracto  gentilicio;  en  Es- 
paña en  tanto,  ni  el  Consulado  del  mar,  ni  las  Ordenanzas  de  Bil- 
bao, contenían  disposición  alguna  en  que  pudiera  fundarse  la  opi- 
nión de  que  las  costumbres  marítimas  del  Mediterráneo  y  los  usos 
del  Cantábrico  hablan  hecho  de  la  nave  un  objeto  de  comercio  re- 
gido por  leyes  propias  de  los  bienes  inmuebles.  Veamos  si  en  me- 
dio de  tan  contrarias  tendencias^  podemos  formular  nuestra  opi- 
nión, único  modo  de  traer  al  problema  que  nos  ocupa  una  solución 
razonada. 

Navimf  ha  dicho  un  autor,  notí  ínter  res  inniobiles  sed  ínter 
mobiles  eonnumeratulum  pato  (1) ;  no  pondremos  en  duda  la  verdad 
de  este  aforismo,  tanto  más^  cuanto  que  siguiendo  á  la  romana  (2), 
"dijo  nuestra  ley  de  Partida:  «muebles  son  todas  las  cosas  que  los 
ornes  pueden  mover  de  un  lugar  á  otro  »,  (3)  y  nadie  negará  que 
semejante  definición  es  en  un  todo  aplicable  á  las  naves.  Mas 
¿equivale  esto  á  afirmar,  que  ante  el  sano  y  recto  sentido  común, 
es  idéntica  la  naturaleza  del  buque  y  la  del  paño,  civera  ó  libro  que 
cita  la  ley  alfonsina?  Si  la  división  de  los  bienes  en  muebles  é  in- 
fliiiebles-  produce  en  el  derecho  efectos  diameiralmente  opuestos, 
¿será  lícito  deducir  que  la  ciencia  tiene  las  mismas  solucioiíes  para 
loa  problemas  relacionados  con  la  existencia  jurídica  de  la  nave  y 
para  los  que  se  suscitan  con  ocasión  de  cualquier  objeto  mueble, 
y  que  nada  hay  de  común  entre  tales  bienes  y  aquellos  otros  que 
han  merecido  á  la  ley  la  consideración  de  inmuebles?  Nada  menos 
qm  esto:  los  buques  son,  es  verdad,  bienes  en  que  predomina  la 


(O    Straceba  de  navibus,  Part.  2%  núm.  31.  j 

(3)    Ley  4»,  lít.  «9,  Part.  3».  /^™ 
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coadicioD  de  muebles ;  pero  su  índole  es  tau  peeoliar,  que  ni  pue- 
de aplicárseles  toda  la  legisiacioD  referente  á  k»  bienes  muebles, 
ni  quizás  podrían  regirse  por  muchas  de  las  dispoeiciuiies  que  en 
los  inmuebles  tienen  natural  cabida ;  son»  pues,  cosas  de  una  nato*- 
raleza  intermedia,  que  tienen  mucho  de  muebles  y  algo  de  inmw'- 
bles ;  por  esto  decia  Bouteiller  que  son  muebles-inmuebles,  por  es* 
to  ba  afirmado  Masse  «que  las  naves  son  los  inmuebles  del  comet'^ 
cío»  (1). 

¿Queremos  pruebas?  No  tenemos  mis  que  abrir  los  Códigos  mer- 
cantiles de  Europa  y  las  hallaremos  palmarias  y  eTÍdentes.  El  ar* 
tículo  309  del  Código  de  Holanda^  declara  que  las  naves  iieaeo 
ante  la  ley  la  consideración  de  bienes  muebles ;  sin  embargo  de  lo 
cual,  en  aquel  derecho,  no  puede  ser  trasmitida  en  todo  ó  en  parte 
la  propiedad  de  los  buques  más  que  por  acta  notarial  transcrita  en 
un  registro  público  destinado  especialmente  á  este  objeto.  La  legís* 
lacion  francesa^  parte  también  del  principio  de  que  la  nave  es  un 
objeto  mueble,  pero  la  sujeta  á  las  deudas  del  vendedor,  y  especial** 
mente  á  aquellas  que  las  lejes  consideran  privilegiadas.  En  Fran* 
cia,  Inglaterra  y  Portugal  se  exige  para  la  venta  de  los  buqses 
que  se  levante  un  acta  por  escrito,  y  los  estatutos  ingleses  reqnie* 
ren  además,  que  el  certificado  de  inscripción  de  la  nave  sea  endo* 
sado  á  favor  del  nuevo  propietario,  quien  viene  obligado  á  solidlar 
la  trauscripcion  en  el  Registro  en  un  plazo  fijo.  Estos  y  otros  ejem* 
píos  que  pudiéramos  citar,  demuestran  á  nuestro  juicio  cumplida^ 
mente,  que  las  legislaciones  extranjeras  contienen  disposiciones 
especiales,  que  colocan  á  las  naves  en  una  situación  intermedin, 
dentro  de  la  clasificación  general  de  las  cosas  en  m  uebles  é  in* 
muebled. 

T  no  se  crea  que  nuestro  Código  de  comercio  ha  seguido  co»* 
traría  tendencia ;  si  alguna  duda  abrigáramos  sobre  el  particolar, 
bastaría  á  desvanecerla  el  mismo  artículo  616  qoe  al  dedaiar  que 
la  naves  seguirán  la  condición  de  bienes  muebles  para  todos  los 
efectos  del  derecho  sobre  que  no  se  haya  hecho  moáifieation  ó  m* 
triecion  por  las  leyes  de  Comercio,  ha  consignado  un  precepto  ge- 


( t )    Droit  commereial  dam  ses  rapports  ai9$e  les  droit  détgem  $t  U 
droU  civil.  Lib.  4^  tít.  <^,  cap.  <*»,  núm.  1377. 
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neii^l  limilado  desde  luego  por  una  excepdoD,  cpie  se  inspira»  á  nues- 
tro juido,  en  la  necesidad  de  que  se  traduzca  en  el  derecho,  ese 
doble  carácter  que  ofrece  la  peculiar  naturaleza  de  la  nave. 

No  ea  este,  empero,  el  único  artículo  que  podem  os  invocar  en 
apoyo  de  nuestra  tesis  examinada  á  la  luz  de  los  principios  que  in- 
forman nuestro  dereebo  positivo;  otras  disposiciones  contiene  el 
Código  de  comercio  que  confirman  y  robustecen  nuestro  juicio  y 
son  aquellas  en  que  pensaba  el  legislador  al  hablar  en  el  articulo 
que  acabamos  de  citar,  de  modifieadaiiet  y  retlriceiones.  Estudia- 
das en  su  conjunto,  deducimos  lógicamente  esta  consecuencia :  las 
naves  son  objetos  muebles,  están  sometidas  por  tanto  ala  ley  co- 
mún, y  sin  embargo,  ordenan  su  existencia  jurídica  ciertas  reglas 
especiales  que  modifican  los  preceptos  generales  del  derecho  en 
cnanto  ataSe:  i*  á  la  manera  como  se  ejerce  respecto  de  ellas  el  de- 
recho de  propiedad;  ¥  á  las  formalidades  que  deben  observarse 
para  su  enajenación  y  secuestro ;  y  3*  á  los  derechos  que  competen 
4  los  acreedores  de  los  navieros.  Al  primer  grupo  pertenecen:  to- 
das las  disposiciones  que  contienen  las  ordenanzas  vigentes  sobre 
matrículas  de  mar  (1) ;  la  que  niega  á  los  extranjeros  la  facultad 
de  adquirir  en  todo  ó  en  parte  la  propiedad  de  una  nave  española, 
obligándoles  á  enajenar  la  que  en  ellos  hubiere  recaído  por  título 
gratuito  (2) ;  la  que  prohibe  que  se  aparejen  las  naves  sin  que  an- 
tes se  haga  constar  pericialmente  qae  se  hallan  en  buen  estado 
para  la  navegación  (3);  la  que  somete  las  dudas  ó  cuestiones  que 
puedan  sobrevenir  entre  los  copartícipes  de  una  nave  sobre  las  co- 
sas de  interés  común,  ala  decisión  de  la  mayoría  (4)  y  la  que  apli- 
ca la  misma  regla  á  la  venta  del  buque  cuando  no  hay  uniformi- 
dad en  este  punto  entre  los  condueños  (8).  En  el  segundo  grup  o 
deben  colocarse  los  artículos  que  ordenan:  1*,  que  toda  traslación 
del  dominio  de  una  nave  ha  de  constar  por  escritura  pública  (6); 
S*,  que  las  naves  no  pueden  ser  enajenadas  á  extranjeros  no  natu- 


(1)    Art.  589. 
(«)    Art.  584. 


(3)  Art.  588. 

(i)  Art.  609. 

(5)  Art.  609. 

(6)  Art.  586. 
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ralizados  (1),  y  5*,  que  la  nave  cargada  y  despachada  para  hacer 
viaje,  DO  puede  ser  embargada  ni  deienida  por  deudas  de  su  pro- 
pietario (2).  Finalmenle,  forman  el  tercer  grupo,  los  preceptos  del 
Código  que  conceden  á  determinados  acreedores  un  derecho  contra 
la  nave  aun  durante  cierto  plazo  después  de  vendida  (5),  autori- 
zándoles en  ocasiones  para  inscribir  su  derecho  en  los  registros  pú- 
blicos (4). 

No  pretendemos  que  esta  ennumeracíon  sea  completa,  pero  la 
estimamos  suficiente  para  fundar  en  ella  el  principio  de  que  la 
nave  es  un  bien  mueble  regido  unas  veces  por  leyes  especialísimas, 
y  otras  por  las  que  son  propias  y  peculiares  de  las  cosas  inmuebles. 
Esto  sentado,  ¿qué  juicio  debe  merecer  la  doctrina  que  afirma  que 
las  naves  no  pueden  ser  hipotecadas  fundándose  en  que  son  cosas 
muebles?  No  es  menester  gran  perspicacia  para  comprender  que 
parte  de  un  principio  totalmente  erróneo ;  en  efecto :  muebles  son 
las  naves,  y  sin  embargo,  su  trasmisión  debe  constar  en  escritura 
pública,  y  aun  después  de  vendidas  pueden  dirigirse  contra  ellas 
los  acreedores^  y  los  extranjeros  no  pueden  adquirirlas  en  propie- 
dad: ¿por  qué,  pues,  no  han  de  ser  susceptibles  de  una  garantía 
hipotecaria?  No  negamos  el  principio,  pero  combatimos  la  conse- 
cuencia; ¿y  cómo  no  si  el  principio  sufre  tan  numerosas  excepcio- 
nes, y  al  fin,  lo  que  nosotros  sostenemos,  es  una  excepción  más? 
Dígase  que  nuestro  Código  no  la  consiente,  afírmese  que  tampoco 
la  permite  la  naturaleza  de  la  hipoteca,  y  planteada  la  cuestión  en 
sus  verdaderos  términos,  podremos  discutir  sobre  una  base  verda- 
deramente científica*. 

Desde  luego  convenimos  en  que  el  Código  de  Comercio  prohibe 
la  hipoteca  de  las  naves,  cuando  declara  que  seguirán  la  condición 
de  los  demás  bienes  inmuebles  para  todos  los  efectos  del  derecho 
sobre  que  no  se  haya  introducido  alguna  modificación  ó  restricción 
por  las  leyes  del  mismo;  en  ninguno  de  sus  artículos  se  concede  al 
naviero  semejante  facultad;  obvio  es^  por  tanto,  que  rigeu  sobre 


(I)  Art,  59Í. 

(S)  Art.  604. 

(3)  Arts.  599  y  601. 

(4)  Art.  813. 
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el  particular  las  disposiciones  del  derecho  común,  según  las  que 
los  bienes  muebles  no  son  susceptibles  de  ser  perseguidos  por  hi- 
poteca. Ninguna  importancia  tiene^  sin  embargo,  para  nosptros 
esta  consideración ;  dijimos  al  comenzar  estas  lineas  que  nuestro 
propósito  era  poner  de  manifiesto  la  necesidad  de  una  reforma; 
por  esto  al  formular  una  opinión,  no  nos  dejamos  arrastrar  por  el 
precepto  terminante  de  la  ley;  precisamente  porque  este  existe  es- 
cribimos este  artículo,  que  no  es  un  panegírico,  sino  una  crítica. 

La  cuestión^  sin  embargo,  es  más  complicada  de  lo  que  á  pri- 
mera vista  parece ;  demostrar  que  una  institución  debe  ser  refor- 
mada á  tenor  de  ciertos  principios,  vale  tanto  como  analizar  su  esen- 
cia, descomponer  los  elementos  que  la  integran,  y  probar,  no  solo 
que  aquellos  principios  no  pugoan  con  estos  elementos,  sino  ade- 
más que  armonizándolas  entre  sí,  resultará  perfeccionada  la  insti- 
tución. En  este  terreno,  los  que  sustentando  opinión  contraria  á  la 
que  defendemos  afirman  que  las  naves  no  pueden  ser  hipotecadas, 
se  fundan  en  que  la  hipoteca  es  un  derecho  estable  y  permanente^ 
de  tal  suerte  adherido  al  suelo,  que  en  su  misma  inmovilidad  ci- 
fra toda  su  garantía  el  prestamista,  con  cuya  esencial  naturaleza 
pugna  á  todas  luces  la  de  la  nave,  llamada  por  ley  de  su  destino  á 
recorrer  todos  los  mares  y  visitar  todos  los  continentes.  Para  con- 
testar á  esta  objeción,  forzoso  es  tener  en  cuenta^  de  un  lado,  que 
la  índole  especial  de  la  nave  exige  que  se  adopten  punios  de  vista 
especiales  también^  en  coantas  cuestiones  se  rozan  con  su  existen- 
cia y  relaciones  como  objeto  de  derecho;  y  de  otro,  que  la  hipoteca 
es  un  derecho  real  constituido,  en  cosa  agena,  en  virtud  del  cual 
puede  venderla  un  acreedor  y  pagarse  con  el  precio.  Partiendo  de 
esta  base^  es  nuestra  opinión  que  al  resolver  el  problema  que  nos 
ocupa^  debe  indagarse  si  existen  condiciones  en  la  nave  que  á  pe- 
sar de  su  movilidad  la  hagan  compatible  con  el  derecho  de  hipote- 
ca; en  otros  términos,  si  respecto  de  una  nave,  puede  ejercer  un 
acreedor  hipotecario  los  mismos  derechos  que  ejercería  sobre  un 
fundo  ó  un  predio  rústico. 

¿Cuáles  son  estos  derechos?  £1  de  perseguir  el  objeto  hipotecado 
donde  quiera  que  se  encuentre;  el  de  ser  preferido  á  todos  los 
acreedores  posteriores,  y  el  de  enajenar  la  cosa  si  el  propietario 
fuere  insolvente  destinando  una  parte  del  precio  á  la  extinción  del 
crédito.  El  primero  de*estos  derechos  supone  la  condición  de 
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especialidad ;  el  segundo,  la  de  publicidad,  y  el  tercero^  es  como 
un  corolario  de  los  anteriores  y  constituye  el  fin  práctico  de  la  ins- 
titución. 

Ahora  bjen ;  toda  nave  es  conocida  por  su  nombre  y  por  su  nú- 
mero (i)  y  en  las  comandancias  de  los  puertos  consta  registrado  lo 
que  pudiéramos  llamar  su  estado  civil.  Al  efecto^  prescriben  las  or- 
denanzas que  ninguna  embarcación  española  podrá  usar  de  esta 
bandera,  ni  navegar  dentro  ó  fuera  de  los  puertos  que  á  España 
pertenezcan,  sin  que  previamente  haya  sido  matriculada  (2),  lo 
cual  supone  que  se  la  haya  abierto  un  registro  especial  en  el  parti- 
do ó  distrito  en  que  hubiere  sido  construida,  acreditando  quién  es 
su  dueño,  su  nombre  y  clase,  su  porte,  fábrica  y  principales  medi- 
das y  si  ha  salido,  cuándo  y  para  dónde  con  todo  lo  conducente  á 
determinar  su  situación  y  paradero  (3).  Si  á  esto  añadimos,  que  las 
mismas  ordenanzas  adoptan  rigorosas  medidas  para  que  los  Co- 
mandantes de  los  puertos  eviten  todo  fraude  en  cuanto  concierne  á 
la  propiedad  de  las  embarcaciones,  y  cuiden  con  esmero  de  que  se 
asienten  en  los  respectivos  registros  cuantas  novedades  puedan  al- 
terar el  derecho  de  los  propietarios,  comprenderemos  que  una  na- 
ve es,  por  lo  menos,  una  propiedad  tan  individualizada,  tan  espe- 
cial, como  cualquiera  finca  rústica  ó  urbana. 

Tal  es,  á  nuestro  juicio,  el  fundamento  de  la  doctrina  admitida 
por  la  mayor  parte  de  los  publicistas  que  se  han  ocupado  del  dere-^ 
cho  mercantil,  según  la,  que  la  nave  puede  ser  perseguida  por  los 
acreedores  aunque  el  deudor  la  haya  trasmitido  á  terceras  perso- 
nas ;  y  es  que  una  nave  no  pierde  nunca  aquella  condición  de  es- 
pecialidad que  la  separa  de  todos  los  bienes  muebles^  y  aunque 
parta  á  remotas  playas  y  surque  los  mares  más  lejanos^  va  siempre 
acompañada  del  pabellón  que  representa  la  idea  y  el  sentimiento  de 
la  nacionalidad,  y  puede  ser  perseguida  por  los  acreedores  que  pre- 
senten sus  títulos  en  debida  forma  en  cualquier  puerto  donde  se 
halle  (4). 


(1)  Ordenanzas  de  marina,  art  2®. 

(2)  Ordenanzas  de  marina,  art.  1^. 

(3)  Ordenanzas  de  marina,  art.  t^. 

(4)  Articulo  60t  del  Código  de  Comercio. 
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Discuten  los  autores  acerca  de  la  verdadera  oaturaleza  de  este 
derecho,  y  udos^  como  Valin,  afirman  que  la  acción  del  acreedor  es 
una  acción  revocatoria^  fundada  en  que  el  propietario  de  una  nave 
no  puede  enajenarla  en  perjuicio  de  los  créditos  que  sobre  ella  con- 
trajo; y  otros,  como  Bedarride^  sostienen  que  si  los  acreedores 
pueden  perseguir  el  buqae,  es  porque  el  derecho  fioge  que  la  ven- 
ta no  se  ha  efectuado  y  que  la  propiedad  continúa  todavía  en  ma- 
nos del  deudor.  Para  nosotros,  esta  cuestión  es  completamente  ocio- 
sa ;  loique  importa  á  nuestro  propósito  es,  que  como  consecuencia 
natural  de  las  medidas  que  adopta  la  Administración  desde  el  mo- 
mento en  que  una  nave  es  botada  al  mar,  la  obligación  que  sobre 
ella  se  constituye,  puede  imprimirla  tal  carácter,  que  cual  sello  in- 
deleble la  acompañe  á  todas  partes.  Inútil  es,  pues,  argumentar  so- 
bre la  base  de  que  la  hipoteca  dice  siempre  relación  á  algo  que  es 
como  permanente  é  inmóvil,  porque  es  preciso  penetrar  en  el  fondo 
de  las  cosas  y  dejar  á  un  lado  el  materialismo  de  las  palabras.  ¿Qué 
es  lo  que  se  pretende  con  esa  inmovilidad  del  objeto  hipotecado? 
¿No  se  aspira  á  que  la  garantía  sea  más  eficaz  é  inútiles  los  mane- 
jos del  deudor  encaminados  á  burlar  la  vigilancia  de  los  acreedo- 
res? Pues  si  á  este  mismo  fin  conspiran  los  usos  de  la  marina  y  los 
registros  del  Estado,  por  qué  negar  al  naviero  una  facultad  para  la 
cual  le  presta  condiciones  la  naturaleza  especialísima  de  su  pro- 
piedad? 

Obsérvese  que  una  nave  no  puede  ser  materialmente  entregada 
al  acreedor  como  cualquier  bien  mueble  por  las  razones  que  deja- 
mos expuestas^  y  por  tanto^  que  si  ha  de  servir  como  iostrumento 
de  crédito,  no  hay  más  medio  que  acudir  á  la  ficción  que  entraña 
toda  hipoteca;  téngase,  además,  en  cuenta,  que  dada  su  peculiar 
naturaleza  y  su  importancia  como  capital,  la  hipoteca  de  la  nave 
no  produciría  en  la  vida  normal  del  comercio  las  grandes  pertur- 
baciones que  habría  de  originar  necesaríamente  la  facultad  de  cons- 
tituir tal  gravamen  sobre  los  demás  bienes  muebles,  y  se  compren- 
derá que  las  razones  en  que  fundaba  Troplong  la  antigua  máxima 
del  derecho  francés  de  que  les  meubles  n'ont  pos  de  suitCf  carecen 
de  todo  valor  jurídico  aplicadas  con  el  mismo  sentido  á  la  propie- 
dad náutica. 

La  teoría  tiene  en  este  punto  allanado  el  camino.  Nuestra  le- 
gislación mercantil  concede  á  determinados  acreedores  el  derecho 
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de  dirigirse  contra  la  nave  ¿an  en  perjuicio  de  terceros  adquiren- 
tes^  principal  efecto  de  la  hipoteca:  son  pruebas  de  ello  los  artícu- 
los 599,  600,  601  y  602;  ¿qué  es  lo  que  resta?  dar  generalidad  al 
precepto  y  poner  al  lado  de  él  este  otro:  prior  tempore  poliorjurt. 
Para  conse¿(u¡rlo,  forzoso  es  que  el  derecho  mercantil  plantee  el 
principio  de  la  publicidad  introducido,  por  fortuna,  algunos  años 
liá  en  nuestra  legislación  civil.  En  el  artículo  813  del  Código  de 
Comercio,  notamos  cierta  tendencia  á  marchar  por  este  camino; 
verdad  es  que  tenia  un  precedente  que  imitar  en  Códigos  eA'anje- 
ros  (1).  £1  precepto  sin  embargo  vivió  en  la  Ley,  mas  no  en  las  cos- 
tumbres jurídicas  de  nuestro  país;  y  al  propio  tiempo  que  comen- 
taristas respetables  declaraban  que  el  mencionado  artículo,  era  en 
la  práctica  de  imposible  ejecución  (2),  y  que  su  objeto,  era  más 
bien  evitar  fraudes  que  establecer  prelaciones  en  ios  derechos  de 
los  prestamistas  (3),  la  Dirección  general  del  ramo  prohibia  ter- 
minantemente que  las  naves  se  inscribiesen  en  los  Registros  de  la 
propiedad  por  razón  de  algún  contrato  á  la  gruesa  ú  otro  aná- 
logo (4). 

Y  es  que  á  nuestro  juicio  la  publicidad  que  apetecemos  para  la 
propiedad  náutica  debe  afirmarse  en  otros  fundamentos,  y  yaque 
la  nave  no  es  susceptible  de  aprehensión  corporal  por  parle  del 
acreedor^  para  sustituir  la  entrega  verdadera  con  la  simbólica, 
basta  recurrir  al  instrumento  de  trasmisión  que  dá  á  conocer  á  ter- 
ceros la  enajenación  de  los  buques.  ¿No  tiene  en  efecto  cada  nave 
en  la  comandancia  del  distrito  á  que  pertenece  un  Registro  espe- 
cial? ¿No  lleva  consigo  lo  que  casi  constituye  su  personalidad,  es  á 
saber,  el  certificado  de  nacionalidad  ?  Pues  inscríbase  en-  aquellos 
Registros  el  derecho  del  acreedor,  hágase  mención  de  la  hipoteca 
en  este  certificado,  proclame  la  ley  solemnemente  que  la  prenda 
subsistii:á  hasta  que  se  cancele  la  inscripción,  y  la  hipoteca  naval 
será  para  los  prestamistas  una  garantía  cierta,  para  los  armadores 
una  verdadera  institución  de  crédito,  y  para  los  terceros  un  prn-> 


(I)  Prosia.  Holanda. 

{%)  Lasbrna  y  Rsus  :  Código  de  Comercio» 

(3)  Huebra.  Derecho  mercantil, 

(i)  Resolución  de  tO  de  Junio  de  1 885. 
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dente  aviso.  De  esta  suerte,  registrada  la  nave  «n  el  puerto  en  que 
reside  el  propietario,  podrá  este  hipotecarla  durante  el  viaje^  cui* 
dando  de  que  se  tome  razón  del  gravamen  en  la  comandancia  de 
marina,  y  cuando  aquella  regrese,  el  propio  interés  moverá  á  los 
acreedores  á  solicitar  que  en  el  acta  de  nacionalidad  se  consignen 
cuantas  circunstancias  puedan  servir  para  determinar  perfecta- 
mente su  derecho. 

Resumamos,  Las  naves  no  son  muebles  ordinarios :  tienen  su 
estado  civil ;  casi  pudiera  decirse  que  están  dotadas  de  una  perso- 
nalidad ;  el  Estado  las  conoce  por  sus  nombres,  las  sigue  á  todas 
las  partes  del  mundo ;  ejerce  una  estrecha  vigilancia  cuando  se 
construyen  ;  observa  con  especial  interés  todos  los  accidentes  que 
acompañan  á  su  vida  y  no  las  abandona  hasta  que  perecen  en  un 
naufragio  ó  cambian  de  nacionalidad  :  por  esto  pueden  ser  perse- 
guidas por  los  acreedores  de  los  navieros;  por  esto  su  naturaleza 
responde  sin  dificultada  este  primer  elemento  de  la  hipoteca:  la 
especialidad.  La  nave  tiene  en  el  puerto  un  Registro  en  que  consta 
toda  su  historia;  debe  ir  acompañada  de  un  acta  de  nacionalidad  que 
legaliza  su  existencia;  dominio,  trasmisión,  porte,  fábrica,  medidas^ 
todo  es  público  eu  la  nave,  porque  todo  debe  asentarse  en  aquel 
documento  é  inscribirse  en  el  Registro ;  luego  las  ordenanzas  de 
marina  ofrecen  al  crédito  marítimo  este  segundo  elemento  de  la 
hipoteca:  la  publicidad.  T  como  quiera  que  ni  en  la  esfera  de  los 
principios,  ni  dentro  del  derecho  positivo  (1),  se  ha  dudado  jamás 
que  las  naves  puedan  ser  ejecutadas  y  vendidas  para  pago  de 
acreedores,  resulta  que  la  singular  naturaleza  de  la  propiedad  náu- 
tica, exigirá  alo  sumo  al  organizar  el  crédito  marítimo,  cierta  des- 
viación en  los  principios  generales  del  derecho,  mas  no  será  tal  su 
influencia  que  alcance  á  destruir  las  bases  sobre  que' descansa  la 
institución  de  la  hipoteca. 

Demostrada  la  posibilidad,  y  aun  la  facilidad  de  constituir  una 
hipoteca  sobre  la  nave  y  de  dar  á  tal  garantía  toda  la  publicidad 
apetecible,  pudieran  preguntar  todavía  nuestros  adversarios :  ¿y 
cuál  es  el  valor  de  semejante  gravamen?  ¿Por  qué  mostráis  tanto 
esmero  en  defender  el  derecho  del  acreedor  con  todo  linaje  de  se- 


(I)    Art.  596  del  Código  de  Comercio. 
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goridades^  si  una  tempestad,  un  golpe  de  mar^  dá  al  traste  con 
todas  vuestras  previsiones  7  Habéis  querido  fuodar  uaa  institución 
de  crédito  sobre  una  base  tan  frágil  como  la  nave ;  ¡  vano  empeño! 
¿Qué  capitalista  pondrá  su  confianza  en  una  garantía  expuesta  in- 
cesantemente á  los  mayores  peligros  7 

Ó  este  argumento  no  tiene  réplica,  ó  su  alcance  es  tal,  que  de- 
duciendo lógicamente  las  consecuencias  que  de  él  se  desprenden, 
llegaríamos  hasta  la  completa  destrucción  del  comercio  marítimo. 
La  fragilidad  de  la  nave,  Ips  peligros  que  de  continuo  la  cercan,  no 
son  tan  sólo  una  amenaza  para  el  derecho  de  hipoteca;  lo  son  tam- 
bién para  el  contrato  de  trasporte,  y  para  el  de  seguro  y  para  el 
préstamo  á  la  gruesa,  y  en  suma,  para  todas  esas  convenciones 
que,  según  la  frase  de  un  escritor  ilustre,  confian  sus  destinos  á  un 
leño  que  flota  en  los  espacios  y  lucha  uno  y  otro  día  con  tempesta* 
des  y  naufragios.  ¿Y  quién  ha  combatido  jamás  tales  contratos? 
¿por  qué  fuerzas  naturales,  que  no  está  en  mano  del  hombre  contra- 
restar,  pueden  destruir  sus  efectos?  ¿Por  ventura  no  existen  en 
tierra  esos  mismos  casos  fortuitos  que  aniquilan  en  pocos  momen-» 
tos  la  obra  de  muchas  generaciones?  Pues  fundar  en  ellos  la  cen- 
sura de  una  institución,  valdría  tanto  como  condenar  al  hombre  á 
la  inacción  en  vista  de  las  grandes  catástrofes  de  que  ha  sido  teatro 
la  naturaleza.  No:  el  hombre  que  ha  nacido  para  la  lucha,  engran» 
dece  y  agiganta  su  destino  cuando  somete  esos  agentes  naturales 
y  hace  de  ellos  dóciles  instrumentos  de  su  voluntad,  poderosos  me- 
dios de  civilización  y  de  progreso. 

Si  estas  consideraciones  no  bastaran  á  demostrar  la  exageración 
que  entraña  el  razonamiento  que  combatimos,  la  experiencia  de 
todos  los  dias  le  refutaría  victoriosamente.  Nadie  ignora,  nadie  des- 
conoce, en  efecto,  que  el  peligro  es  compañero  inseparable  del  co- 
mercio marítimo,  y  sin  embargo,  el  hombre  confia  su  persona,  su 
familia^  sus  tesoros,  las  mercancías  más  preciosas  á  ese  frágil  ma- 
dero que  vive  combatido  por  el  más  fiero  é  incontrastable  de  lósele* 
roentos ;  y  los  aseguradores  aceptan  estos  peligros,  y  los  prestamis- 
tas á  la  gruesa  entregan  su  dinero;  ¿por  qué  se  celebran  todos  estos 
contratos?  Greffíer  lo  ha  dicho  (1),  por  que  de  cien  buques  que  sa- 


lí] Boletín  de  la  Sociedad  de  Legislación  comparaday  año  1874,  pá- 
gina 123. 
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leo  de  un  puerto,  vuelveo  cuando  menos  ochenta,  porque  son  más 
las  probabilidades  favorables  que  las  adversas,  porque  los  adelan* 
tos  de  la  navegación  son  incesantes,  y  hoy  existen  grandes  naves 
que  llevan  á  cabo  sus  travesías  con  la  regularidad  de  un  ferro* 
carril. 

Mas  aunque  esto  no  fuese  así,  aunque  los  peligros  del  mar  pre- 
ocupasen tan  seriamente  al  capitalista  que  le  hicieran  desistir  de 
toda  empresa  basada  en  tan  frágil  garantía,  todavía  bailaríamos 
un  áncora  de  salvación  para  la  reforma  que  pretendemos,  combi* 
nando  el  préstamo  hipotecario  y  el  contrato  de  seguro ;  así  lo  ha 
practicado  Inglaterra ;  Italia  y  Francia  han  intentado  una  reforma 
en  este  sentido,  y  en  nuestro  derecho,  poseemos  un  precedente  de 
inestimable  valor  en  el  art.  iiO  de  la  ley  Hipotecaria,  qué  hace 
extensiva  la  hipoteca  á  las  indemnizaciones  concedidas  ó  debidas 
al  propietario  por  los  aseguradores  de  los  bienes  hipotecados.  Ase- 
gure^  pues,  su  propio  crédito  el  prestamista  contra  los  riesgos  fu- 
turos de  pérdida  ó  eviccion;  declare  la  ley  que  en  caso  de  siniestro 
ó  averia,  se  subroga  en  lugar  del  armador  para  los  efectos  del  se- 
guro, y  en  ambos  casos,  si  la  nave  perece,  podrá  sacar  á  salvo  to* 
dos  sus  derechos  y  exigir  la  reintegración  del  capital  prestado. 

Quizás  se  objete  que  el  art.  848  del  Código  de  comercio  al  de* 
clarar  que  pueden  ser  objeto  del  seguro  marítimo  las  cantidades 
dadas  á  la  gruesa,  ha  satisfecho  cumplidamente  las  necesidades  de 
los  prestamistas ;  no  obstante,  existen  entre  este  contrato  y  la  hi* 
'  poteca  naval  tan  profundas  diferencias,  que  á  nuestro  juicio,  el  se- 
guro que  puede  adaptarse  perfectamente  por  sns  condiciones  á  la 
naturaleza  de  esta  última,  cumple  en  aquel  de  un  modo  harto  in* 
completo  su  destino.  Decimos  esto,  en  primer  término^  porque  co- 
mo ha  observado  Millet,  si  el  prestamista  hace  que  un  tercero  le 
asegure  su  propio  derecho,  como  el  asegurador  deberá  correr  los 
mismos  peligros  que  él,  emprendiendo  la  misma  especulación,  es- 
perará los  mismos  beneficios,  y  la  prima  será  igual  al  provecho  ma- 
rítimo que  el  prestamista  se  prometía  sacar  de  la  operación ;  y  ade- 
más, porque  dada  la  naturaleza  del  contrato  á  la  gruesa,  de  la  que 
es  fiel  intérprete  el  art.  828  del  Código  de  comercio,  el  prestamis- 
ta no  puede  acogerse  á  los  beneficios  del  seguro  contratado  por  el  ar- 
mador como  el  acreedor  hipotecario,  toda  vez  que  se  comprometió 
á  perder  la  cantidad  prestada  en  caso  de  naufragio  ó  destrucción 
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de  la  nave,  y  en  tal  supuesto,  es  más  bien  que  prestamista,  un 
asegurador. 

En  pocas  palabras  pueden  compendiarse  las  principales  venta- 
jas que  reportaría  á  la  institución  del  crédito  marítimo,  la  hipoteca 
nava!  combinada  con  el  contrato  de  seguro :  baste  decir,  que  de 
esta  suerte,  se  constituria  un  derecho  real  sobre  la  nave,  mucho 
más  sólido  que  el  privilegio  concedido  hoy  al  prestamista  á  la  grue- 
sa (i),  porque  estaría  garantido  por  la  inscripción,  contra  la  evic- 
cion  de  acreedores  posteriores,  y  por  el  seguro,  contra  los  peligros 
de  la  mar,  muy  al  contrarío  de  lo  que  acontece  en  el  contrato  de 
préstamo  á  riesgo  marítimo,  que  por  su  especial  naturaleza  debe 
dar  siempre  la  preferencia  á  los  prestamistas  posteriores,  y  no  pue- 
de evitar  las  contingencias  de  ia  navegación,  porque,  segun  la 
feliz  expresión  de  un  autor,  tal  contrato  «no  es  más  que  un  seguro 
invertido,  cien  veces  más  útil  que  el  seguro  mismo»  {i).  En  vista 
de  e.«to,  no  es  aventurado  afirmar  que  armadores  y  capitalistas  acu- 
dirán con  preferencia  en  sus  transacciones  á  la  hipoteca  naval; 
aquellos,  porque  ofreciendo  una* garantía  verdadera  deberán  satis- 
facer menos  intereses;  estos,  porque  al  tiempo  de  contratar  podrán 
tener  un  perfecto  conocimiento  de  la  fortuna  y  solvabilidad  del 
naviero  y  en  ningún  caso  verán  postergado  su  derecho  que  en  cuan- 
to al  orden  de  prelacion,  arrancará  de  la  fecha  en  que  fué  inscrito 
en  el  registro  especial  de  la  embarcación. 

Pero  si  esta  durante  el  viaje  sufre  tan  rudo  temporal  que  el  ca- 
pitán se  vé  obligado  á  tomar  dinero  á  la  gruesa  (3),  ¿se  concederá 
al  .prestamista  en  tales  condiciones  un  privilegio  que  podrá  hacer 
valer  aun  contra  acreedores  hipotecarios  anteriores?  Ingenuamente 
confesamos  que  la  dificultad  es  grave;  de  un  lado,  porque  estable- 
cer la  hipoteca  como  derecho  preferente  y  afirmar  enseguida  que 
ante  la  ley  es  privilegiado  en  ciertos  casos  un  crédito  posterior,  es 
minar  en  su  base  el  principio  de  la  publicidad  arrebatando  al 
acreedor  hipotecario  todas  sus  garantías,  y  aun  quizás  toda  espe- 
ranza de  recobrar  su  dinero :  de  otro,  porque  el  que  presta  para 


(f )    Art.  596,  regla  9^,  Código  de  Comercio. 

(2)    CÁUMo?fT.  Diccionario  universal  de  derecho  maritimo, 

i3)    Art.  644  Cód.  do  Com. 
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sacar  la  nave  de  un  peligro  sirve  al  dueño  de  ella,  pero  sirve 
tambieo  á  sus  acreedores  desde  el  momento  en  que  les  conser- 
va lo  que  constituye  la  salvaguardia,  el  amparo  de  su  derecho;  en 
el  primer  caso,  exige  la  justicia  que  no  dañen  al  acreedor  derechos 
que  no  exislian  cuando  se  creó  el  suyo ;  en  el  segundo,  parece 
que  un  sentimiento  de  equidad  nos  impele  á  otorgar  la  prererencia 
al  que,  mediaole  un  préstamo  salvó  la  nave.  ¿Cómo  resolver  este 
conflicto?  ¿Cómo  apartar  de  la  hipoteca  naval  este  último  peligro, 
salvado  el  que  marcha  libre  y  desembarazadamente?  Porque  no 
hay  que  perder  de  vista,  en  primer  lugar^  que  negar  un  privilegio 
al  que  presta  á  la  gruesa  durante  el  viaje,  vale  tanto  como  hacer 
imposible  este  contrato  en  aquellos  momentos  en  que  no  hay  más 
remedio  que  acudir  á  él  como  postrer  recurso;  además,  que  en  el 
derecho  mercantil  moderno,  existe  una  marcada  tendencia  ó  reser- 
var al  propietario  el  derecho  de  hipotecar,  dejando  al  capitán  ct 
de  tomar  prestado  ¿  la  gruesa  (1),  y  en  último  término^  que  no  se 
puede  prohibir  el  préstamo  á  riesgo  marítimo,  sin  mutilar  grave- 
mente el  gran  principio  de  la  libertad  de  la  contratación  (2). 

Con  la  lealtad  que  estimamos  indispensable  en  toda  discusión 
científica,  hemos  expuesto  esta  última  dificultad,  sin  ocultar  tam- 
poco la  gravedad  que  encierra  ;  permítasenos  ahora  emitir  sobre 
ella  nuestra  pobre  opinión.  A.nte  todo,  cumple  ó  nuestro  propósito 
manifestar  que  si  el  préstamo  contraído  durante  la  navegación  tiende 
á  reparar  los  danos  que  originó  un  accidente  fortuito,  nos  hallamos 
en  el  caso  del  seguro,  ya  que  para  el  acreedor  idénticos  son  los 
efectos  de  la  pérdida  parcial  del  buque,  que  aminora  el  valor  de  la 
prenda,  y  del  préstamo  á  la  gruesa,  que  disminuye  la  solvabilidad 
del  armador ;  en  uno  como  en  otro  caso,  la  garantia  que  este  ofre- 
ció, se  hace  en  cierto  modo  ilusoria,  y  es  causa  de  ello  un  caso  de 
fuerza  mayor  de  los  que  previene  el  seguro  marítimo.  No  se  alegue 


(Tj  El  Código  alemán  define  el  préstamo  á  la  gruesa,  diciendo: 
que  68  un  préstamo  contraído  por  el  capitán  durante  el  viaje  y  en  caso 
de  necesidad.  La  legislación  rusa  contiene  un  precepto  análogo. 

(t)  Lo  que  puede  hacerse  en  todo  caso,  es  lo  que  propuso  una  co- 
misión nombrada  en  Francia  en  187S  para  la  revisión  del  Código  de 
comercio,  es,  á  saber ,  suprimir  el  privilegio  del  préstamo  á  la  gruesa 
convenido  antes  del  viaje. 
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que  se  reparó  la  avería  ó  se  evitó  la  pérdida  de  la  nave,  porque  es- 
to, redundará  i  lo  sumo  en  beneficio  del  naviero»  mas  no  de  sus 
acreedores,  que  en  aquel  hecho  verán  la  ruina  de  sus  intereses, 
merced  al  orden  de  prelacion  legal.  No  pretendemos,  sin  embargo^ 
que  esta  solución  sea  plenamente  satisfactoria:  las  dificultades  hi- 
jas del  privilegio^  no  desaparecen  mientras  este  subsiste:  precisa 
es,  por  tanto,  cortar  el  mal  de  raíz,  haciendo  inútiles  los  présta- 
mos á  la  gruesa,  aun  en  aquellos  casos  extremos  de  que  antes  nos 
ocupábamos. 

¿Cómo  llegar  i  este  resultado?  Concediendo  al  naviero  nna  fa- 
cultad semejante  á  la  que  se  otorga  en  Alemania  al  propietaria 
territorial  mediante  las  llamadas  hipotecas  sobre  si  mismo.  Hay 
que  partir  de  la  base  de  que  el  capitán  no  puede  ejercer  con 
respecto  á  la  nave  actos  de  verdadero  dueño ;  si  ha  de  constituir  al- 
guna hipoteca,  forzoso  será^  por  tanto,  que  tenga  para  ello  una 
autorización  del  armador,  y  nada  más  natural  que  si  este  la  otorga, 
conste  tal  declaración  en  el  Registro  de  la  nave  y  en  el  certificado 
de  nacionalidad  del  buque.  Adoptadas  estas  precauciones,  ni  habrá 
temor  de  que  el  capitán  se  extralimite,  pues  el  naviero  determina- 
rá en  todo  caso  la  cantidad  por  la  que  podrá  hacer  uso  de  aquel 
derecho;  ni  será  necesario  recurrir  al  préstamo  á  la  gruesa  toda 
vez  que  para  facilitar  la  marcha  de  la  nave  ó  hacer  una  reparación 
ui'gente,  bastará  constituir  créditos  hipotecarios  consignándolos  ac- 
to continuo  en  el  acta  de  nacionalidad  ;  ni  se  verán  perjudicados 
los  acreedores,  porque  el  orden  de  prelacion,  será  respetado  escru- 
pulosamente, durante  el  viaje^  dando  intervención  á  autoridades  le- 
gítimas en  la  constitoeíofi  é  inscripción  de  los  gravámenes,  y  des- 
pués de  él,  tomando  de  todos  ellos  razón  en  el  Registro  respecti- 
vo (i).  Los  jurisconsultos  de  la  vecina  República  que  en  1872  pre- 


(\)  Esta  reforma  debe  completarse  con  otras  instituciones  no  rela- 
cionadas con  la  de  la  hipoteca  naval  y  encaminadas  á  robustecer  más 
y  más  el  crédito  de  los  armadores.  Las  hipotecas  sobre  si  mismo^  en 
efecto,  tal  como  existen  en  Alemania,  facultarían  á  los  navieros  para 
bascaren  el  crédito  terriiorial  un  nuevo  aliciente  para  las  empresas 
náuticas,  y  quizás  fuera  este  un  medio  de  hacer  inútiles  los  préstamos 
d  la  gruesa  aun  para  atender  á  las  necesidades  más  urgentes  de  la  na- 
vegación. Lo  propio  decimos  de  los  Warrants  que  pudieran  sin  difi-* 
cuitad  aplicarse  á  la  propiedad  náutica :  la  dependencia  en  que  consta- 
se inscrito  el  buque  expediría  un  doble  certificado  para  cada  una  de  las 
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sentaron  á  la  Cámara  legislativa  un  proyecto  de  reforma  del  Códi- 
go de  comercio  proponiai,  entre  otras  c«sas^  la  adopción  de  aque- 
lla medida  que  según  parece  había  sido  tomada  de  la  legislación 
inglesa ;  no  abriguemos,  pues,  recelo  alguno  acerca  de  sus  conse- 
cuencias en  la  práctica;  antes  bien  procuremos  implantar  en 
nuestro  suelo  las  instituciones  que  como  fruto  de  una  madura  ex- 
periencia han  brotado  expontáneameote  en  los  pueblos  que  mar- 
chan á  la  cabeza  de  la  civilización. 

Esta  esy  en  sus  rasgos  más  principales,  la  institución  de  la  hi- 
poteca naval:  no  hemos  descendido  á  detalles  de  aplicación,  por-^ 
que  no  era  ese  nuestro  propósito :  queríamos  tan  solo  poner  de  re<* 
lieve  sus  ventajas  y  demostrar  que  utilizando  los  materiales  del 
mismo  Código  de  Comercio  podía  llevarse  á  cabo  una  reforma  re-^ 
clamada  por  la  ciencia.  Ignoramos  si  hemos  conseguido  nuestro  oth 
jeto ;  pero  de  todas  suertes  debemos  hacer  una  observación  antes 
de  terminar :  la  hipoteca  naval  existe  hoy  en  Inglaterra  y  los  Paí- 
ses-Bajos; Francia  é  Italia  han  intentado  implantarla  en  su  legisla- 
ción :  sigamos  su  ejemplo,  que  al  fin  no  se  trata  más  que  de  apli- 
car un  régimen  conocido :  el  régimen  hipotecario.  No  olvidemos 
que  si  en  Inglaterra  y  América  no  se  han  formado  grandes  estable** 
cimientos  de  crédito  en  interés  de  la  navegación,  es  porque  ea 
aquellos  paises  tiene  el  comercio  maritimo  una  extensión  conside- 
rable y  vive  con  sus  propios  recursos ;  nosotros,  que  por  desgracia 
estamos  muy  distantes  de  esa  prosperidad,  debemos  aclimatar  y  per- 
feccionar en  nuestro  suelo  las  verdaderas  instituciones  de  crédito, 
que  si  no  constituyen  por  si  solas  la  riqueza  comercial  de  un  pueblo, 
traen  siempí^  á  la  vida  mercantil  un  feliz  consorcio  entre  el  capital 
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porciones  en  que  se  dividiese  la  nave :  el  que  circulase  en  el  mercado 
como  prenda,  serviría  al  naviero  para  contraer  préstamos  con  garantía 
hipotecaria  y  la  facilidad  eon  que  se  endosan  tales  iostrumentos  de 
crédito,  imprimiría  ^ran  movilidad  á  la  nave  dándole  la  circulación 
que  requiere  todo  objeto  de  comercio.  Para  concluir  esta  observación 
advertiremos  que  á  nuestro  juicio  si  la  hipoteca  naval  ha  de  llenar  su 
destinóos  preciso  que  pneda  ser  fáeilmente  endosada,  lo  cual  no  carece 
de  precedentes  en  nuestro  derecho,  pues  tenemos,  de  un  lado,  elartícn- 
lo  I53  de  la  Ley  hipotecaria  reformada  qne  habla  de  obligaciones  hi- 
potecarias endosabies,  y  de  otro,  el  art.  815  del  Código  de  comercio  que 
declara  que  los  préstamos  á  la  grnesa  son  traiisfehbles  por  endoso. 


CONSULTA 


Varias  caestiones  sobre  inscripciones  en  el  Registro  de  la 

propiedad. 

V  Se  ha  presentado  en  esta  oGeina  el  testimonio  de  adjndíca- 
cion  de  bienes  á  L.,  por  consecuencia  del  fallecimiento  de  P.  como 
heredero  de  éste,  en  cuyo  concepto  le  ha  sido  adjudicada  una  ha- 
cienda que  se  dice  compuesta  de  veinte  tierras,  situadas  en  térmi- 
no de  Z.,  deslindándose  por  separado  cada  una  de  ellas,  pero  sin 
expresar  el  valor  individual  de  ninguna,  sino  es  en  conjunto  y  en 
reales  vellón  el  de  todas^  ó  sea  el  de  la  agrupación  de  dichas  tier- 
ras^ cual  si  constituyeran  una  sola  finca,  y  pretendiéndose  que  así 
se  inscriban  bajo  un  mismo  número.  En  igual  forma  se  le  adjudi- 
can otras  treinta  fincas  que  radican  en  término  de  M.,  y  se  dice 
componen  una  labor  ó  yugada^  expresándose  también  que  consti- 
tuyen  una  sola  finca  y  que  se  inscriban  de  la  propia  manera  bajo 
un  mismo  número;  sin  embargo  de  que  ni  unas  ni  otras  propieda* 
des  tienen  entre  si  coexion  alguna,  y  aun  apesar  de  que  para  su 
inscripción  en  la  forma  indicada  no  existe  por  lo  tanto  ninguna 
otra  razón  más  que  la  de  pertenecer  todas  á  un  solo  dueño. 

Examinado  el  Registro,  aparecen  efectivamente  inscritas  bajo 
un  mismo  número  y  como  una  sola  finca  cada  una  de  las  dos  agru- 
paciones de  las  ya  referidas,  por  haberse  creido,  sin  duda  alguna, 
que  el  articulo  322  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  primiti- 
va ley  Hipotecaria  autorizaba  la  inscripción  de  ellas  en  esa  forma. 
Pero  aun  así  y  todo,  y  áiin  cuando  esta  inscripción  parece  que  tam- 
bién autoriza  ahora  la  de  expresadas  agrupaciones  de  fincas  cu 
igual  forma;  como  quiera  que  estas  no  tienen  entre  sí  más  entidad 
ó  coexion  que  la  de  radicar  todas  en  un  mismo  término  municipal 
y  pertenecer  á  un  solo  dueno^  duda  el  que  suscribe,  si  debe  prac- 
ticar de  esa  manera  dicha  inscripción,  ó  si  por  el  contrario,  y  en 
conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  arts.  8*  y  228  de  la  vigente 
ley  Hipotecaríja,  procede  que  se  inscriban  separadamente  y  con 
distinto  número  cada  una  de  las  fincas  que  componen  las  do&  refe- 
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lidas  agrufuicioiies,  por  do  reunir  las  circunstancias  y  condicione» 
que  requiere  el  art.  322  dei  Reglamemo  general  para  la  ejecución 
de  la  precitada  ley,  al  objeto  de  inscribirse  bajo  un  mismo  número 
y  como  una  sola  tinca  cada  una  de  dichas  dos  agrupaciones,  lo 
cual  está  muy  conforme  y  en  armonía  con  lo  informado  por  la  Di- 
rección general  de  los  Registros  para  la  reorganización  del  de  la 
propiedad  de  Ciudad-Rodrigo.  Y  en  tal  supuesto,  como  no  consta 
el  valor  individual  de  las  repelidas  fincas,  ni  este  se  acredita  de 
ninguna  de  las  dos  maneras  que  previene  el  art.  303  del  propio  Re- 
glamento, reformado  dltimamente,  parece  que  tampoco  puede  ha* 
cerse  la  inscripción  por  separado  y  con  el  número  correlativo  que 
á  cada  una  de  las  expresadas  fincas  corresponda. 

2*  Del  documento  de  que  se  trata  resulta  que  también  se  adju- 
dican á  L,  veinticinco  partes  pro-indiviso  de  las  ciento  cincuenta 
de  que  se  compone  el  término  redondo  de  A.,  ó  sean  tres  yugadas 
y  media  de  las  treinta  y  seis  que  lo  constituyen,  y  ana  casa  situa- 
da en  la  calle  Alta  del  indicado  pueblo,  pero  sin  determinar  la  ex- 
tensión superficial  de  ella  y  sus  linderos,  asi  como  tampoco  el  nú- 
mero de  condominos  del  referido  término  ni  las  partes  alícuotas  de( 
mismo  que  á  cada  cual  corresponden,  y  expresándose  en  globo  el 
valor  de  todo  esto,  aunque  no  con  arreglo  al  sistema  métrico-deci- 
mal,  y  sí  solo  en  reales  vellón.  Examinado  el  Registro,  aparece  que 
las  dos  fincas  aludidas  se  hallan  anotadas  preventivamente  á  favor  de 
P.  en  1868,  por  haberse  entonces  observado  el  defecto  de  no  resul- 
tar exactitud  respecto  al  número  de  condóminos  del  término  y  pueblo 
de  A.,  y  por  ser  éstos  muchos  más  de  los  que  el  título  designara; 
así  como  también  porque  lo  mismo  en  el  Registro  moderno  que  ea 
el  antiguo,  pero  más  especialmente  en  este  último,  existen  diferen- 
tes asientos  de  inscripción  de  dominio  de  diversas  fincas  especiales 
y  determinadas  como  ya  divididas. 

Pues  bien;  por  consecuencia  de  lo  expuesto,  ocurren  las  si- 
guientes dudas : 

i*  CUESTIÓN.  ¿Procede  ahora  la  inscripción,  ó  por  lo  menos  la 
anotación  de  las  veinticinco  partes  de  las  ciento  cincuenta  de  que 
se  compone  pro-indiviso  el  término  del  pueblo  de  A.  y  de  la  casa 
situada  en  la  calle  Alta  del  mismo? 

El  que  suscribe  entiende,  sin  embargo,  que  no  procede  la  ins- 
cripción ni  siquiera  la  anotación  de  las  expresadas  fincas:  nó  la 
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inscripción,  porque  el  dominio  de  ellas  no  aparece  inscrito  á  favor 
de  P.,  y  porque  de  lo  contrario  vendríamos  á  inrríngír  el  precepto 
consignado  en  los  arts.  20  de  la  ley  y  SO  del  Reglamento  respecti- 
vamente^ concediendo  á  la  anotación  practicada  igual  valor  y  los 
mismos  efectos  que  tendría  en  su  caso  la  inscripción^  si  esta  se  ho- 
biese  ejecutado ;  y  no  procede  ta  anotación  preventiva,  porque  no 
cabe  ni  se  concibe  siquiera  anotación  de  anotación.  Todo  esto,  in* 
dependienlemenle  de  la  circunstancia  de  no  constar  quiénes  son 
los  condóminos  del  término  de  A.,  las  partes  alícuotas  del  mismo 
que  á  cada  cual  corresponden,  la  extensión  superfioial  y  linderos 
de  la  casa  referida,  que  se  dice  pertenece,  con  otros  varios  arte- 
factos á  dichas  veinticinco  partes  del  expresado  término,  ó  sea  á  las 
tres  yugadas  de  este,  sin  que  tampoco  se  exprese  ni  acredite  el  va- 
lor individual  de  ninguna  de  las  dos  expresadas  fincas  y  menos  con 
arreglo  al  sistema  métrico-decimal,  como  parece  que  ha  debido  de- 
terminarse, más  bien  que  en  reales  vellón. 

2*  GUKSTioN.  ¿Procede  cancelar  de  oficio  la  anotación  {Nreven- 
tiva  de  que  se  trata?  El  que  suscribe  entiende  asimismo  que  en 
ello  no  debería  babor  inconveniente  ni  contraerse  responsabilidad 
alguna^  porque  sin  embargo  de  resultar  practicada  cuando  estaba 
en  observancia  la  primitiva  ley  Hipotecaria^  como  el  defecto  que 
la  motivara  es  de  tal  naturaleza  que,  no  habiéndose  subsanado  en 
el  plazo  de  60  días,  parece  que  ha  debido  y  debe  considerarse 
comprendido  dentro  de  la  disposición  del  art.  96  de  la  citada  ley, 
es  también  evidente  que  dicha  anotación  debiera^  por  lo  tanto,  ha- 
berse cancelado  ó  cancelarse  de  oficio  después  de  trascurrido  el  ex- 
presado término. 

3'  CUESTIÓN.  T  una  vez  cancelada  la  enunciada  anotación,  6 
bien  continuando  esta  subsistente^  ¿procede  la  inscripción  á  favor  de 
P.  de  las  veinticinco  parles  praindmío  del  término  de  A.,  y  de  la 
casa  situada  en  la  calle  Alta  del  mi^mo  que  se  dice  á  ellas  perte- 
neciente con  otros  varios  artefactos  mediante  la  oportuna  informa- 
ción ó  certificación?  ¿Procede  quizá  en  otro  caso  la  inscripción  por 
cualquiera  de  estos  medios  supletorios  de  las  diferentes  fincas  es- 
peciales y  determinadas  que,  en  el  concepto  de  ya  divididas,  pre* 
tendan  inscribirse  á  favor  de  P.  cono  suyas  propias,  6  en  el  con- 
cepto de  pertenecientes  siquiera  á  dichas  tres  yugadas  y  media? 
Teniendo  en  cuenta  los  antecedentes  que  aparecen  del  Regis- 
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tro,  ó  sea  que  de  éste  y  muy  especialmente  de  los  correspondientes 
á  la  antigua  contaduría  de  Hipotecas,  resultan  infinitos  asientos  de 
inscripción  de  dominio  de  fincas  determinadas  como  ya  divididas, 
los  cuales  contradicen  la  proindi  visión  del  término  y  pueblo  de  A., 
y  que  al  mismo  tiempo  existen  además  otros  muchos  asientos  de 
inscripción  del  dominio  proindm$o  de  distintas  yugadas  y  partes 
alícuotas  de  yugada,  más  ó  menos  pequeñas  las  unas  que  las  otras, 
cuyos  asientos  contradicen  también  á  su  vez  la  división  de  enun* 
piado  término,  no  siendo  posible  por  lo  tanto  saber  ni  averiguar 
cuál  es  el  verdadero  estado  legal  de  la  propiedad  inmueble  que  lo 
constituye,  parece  i  todas  luces  incuestionable,  que  no  pro- 
cede en  manera  alguna  la  inscripción  de  posesión  á  favor  de  P.  de 
las  fincas  aludidas  en  ninguno  de  los  dos  supuestos  antes  indica- 
dos, en  virtud  de  la  información  6  certificación  correspondiente  que 
al  efecto  intenta  presentar  L.,  ni  aun  siquiera  después  de  cancela- 
da la  anotación  preventiva  del  ano  65  que  se  constituyera  á  favor 
de  su  causante. 

Así  como  esto  parece  que  no  deja  lugar  i  duda  alguna,  por  ser 
lo  único  procedente,  considera  igualmente  cierto  el  que  suscribe 
que,  cuándo  ea  el  antiguo  ó  moderno  Registro  resulta  ya  inscrito 
el  dominio  de  una  finca  determinada  como  dividida,  lo  mismo  que 
cuando  aparece  también  inscrito  el  de  una  yugada  é  parte  alícuo- 
ta de  yugada  ea  el  concepto  de  providivUo  á  favor  del  que  ahora 
la  trasmite  ó  grava,  no  debe  suspenderse  la  inscripción  del  docu- 
mento por  el  cual  se  trasfiere  la  ennnciada  finca,  aun  apesar  de  los 
diversos  asientos  contradictorios  que  se  ha  dicho  constan  del  Re- 
gistro, y  lo  propio  parece  que  habrá  de  practicarse  cuando  por 
cualquier  documento  fehaciente  se  acredita  la  adquisición  de  algu- 
na finca,  ya  sea  en  el  concepto  de  dividida,  ya  en  el  de  pvindiviso 
con  (interioridad  á  1*  de  Enero  de  1865,  en  conformidad  siquiera 
á  lo  que  disponen  la  ley  hipotecaria  y  su  Reglamento  en  sus  res- 
pectivos artículos  20  ya  citados,  no  obstante  la  contradicción  que 
resulta  de  los  mencionados  asientos. 

Asimismo  se  adjudica  á  L,  por  dicho  testimonio  una  tierra  si- 
toada  en  el  término  de  Y»,  de  la  cual  se  ha  presentado  también 
la  oportuna  certificación  posestoria,  para  que  se  inscriba  previa- 
mente á  favor  de  P,  Mas  examinado  el  Registro,  aparece  anotada  á 
á  favor  de  éste  en  1869,  por  lalta  de  inscripcioa  previa  á  nombre 
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del  sugelo  qae  se  la  trasmitiera^  que  fué  T:;  y  además  inscrita  la 
posesión  de  la  misma  tierra  á  favor  de  C.  en  4867.  Varias  son  las 
dudas  que  á  vista  de  lo  expuesto,  asaltan  al  que  suscribe,  y  son  las 
siguientes:!*  ¿Procede  inscribirla  pos<'sion  de  la  tierra  aludida 
mediante  dicha  certificación  á  favor  de  P.  que  tiene  previamente 
anotado  el  dominio  de  la  misma  finca?  2'  ¿Procede  más  bien  cance- 
lar ántesde  oficio  la  expresada  anotación?  3*  ¿Procede  en  todo  caso, 
después  de  inscrita  la  posesión  de  aquella  á  favor  de  P.,  cancelán- 
dose ó  no  primeramente  dicha  anotación,  inscribir  también  luego 
la  propia  finca  á  favor  del  mismo  L.  mediante  el  testimonio  de  que 
se  trata,  no  obstante  la  inscripción  de  posesión  de  la  mencionada 
finca  y  con  perjuicio  de  C.  á  cuyo  favor  aparece  hecha? 

Poi  loque  respecta  á. la  primera  de  las  tres  indicadas  cuestio- 
nes, parece  que,  aun  á  posar  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  332  del 
Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley  Hipotecaria,  debiera  re- 
solverse en  sentido  negativo,  por  oponerse  á  ello  la  anotación  pre- 
ventiva de  la  mencionada  finca  á  favor  de  P.,  siquiera  sea  porque 
de  lo  contrario  vendría  á  resultar  una  verdadera  solución  de  conti- 
nuidad ,  ó  lo  que  es  idéntico,  á  quedar  interrumpida  en  el  Registro 
la  historia  de  la  expresada  finca,  toda  vez  que  falta  la  inscripción 
de  ella  á  favor  de  T. 

En  cuanto  á  la  segunda  de  las  tres  indicadas  cuestiones,  entien- 
de asimismo  el  que  suscribe  que,  si  bien  por  el  artículo  20  de  la 
primitiva  Ley  Hipotecaria,  en  cuya  conformidad  se  practicó  la  ano- 
tación de  que  se  trata,  no  se  fijaba  plazo  dentro  del  cual  habia  de 
subsanarse  el  defecto  que  la  motivara,  ó  sea  el  de  la  falta  de  ins- 
cripción previa  á  favor  del  transferente  T.,  quedando  al  arbitrio 
de  éste  verificarlo  cuando  mejor  le  conviniese  ;  parece  indudable 
que,  en  observancia  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  96  de  la  vigente 
Ley  Hipotecaria,  ha  debido  y  debe  cancelarse  de  oficio  dicha  ano- 
tación, porque  desde  el  mismo  diaen  que  empezó  á  regir  la  precitada 
Ley,  debe  entenderse  también  derogada  la  disposición  del  articulo 
20  de  la  antigua,  y  caducado  por  consiguiente  el  derecho  que  tal 
disposición  concediera  á  T.  para  subsanaren  cualquier  tiempo  la 
falta  de  inscripción  previa  á  su  favor  de  la  expresada  finca,  para  lo 
cual  ha  tenido  más  que  el  suficiente,  y  que  otro  tanto  debe  ha- 
cerse, por  encontrarse  en  idéntico  caso,  con  todas  las  anotaciones 
preventivas  originadas  por  igual  defecto. 
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Y  en  orden  á  la  última  de  las  tres  indicadas  cuestiones,  sin 
embargo  de  que  la  solución  á  ella  no  se  presenta  demasiado  clara, 
parece  asimismo  que,  una  vez  cancelada  dicha  anotación,  no  ha- 
bría quizá  inconveniente  alguno  legal  en  que  se  inscri-biese  la  po- 
sesión de  la  finca  aludida  á  favor  de  P.  mediante  la  certificación 
presentada,  en  conformidad  siquiera  con  loque  dispone  el  artículo 
332  del  Reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  Ley  Hipoteca- 
ria, aunque  haciendo  mención  de  la  circunstancia  prevenida  en  el 
articulo  3S  del  propio  Reglamento,  que  á  decir  verdad,  no  se  de- 
termina con  suticiente  precisión  ni  ^e  comprende  bien  cuál  sea  esta 
circunstancia,  asi  como  tampoco  de  qué  manera  ó  en  qué  forma  se 
ha  de  expresar  en  la  inscripción  de  posesión,  como  no  sea  trascri- 
biendo en  relación  el  precepto  consignado  en  el  referido  articulo  35, 
sin  que  por  eso  deje  de  aparecer  siempre  interrumpida  en  el  Re- 
gistro la  historia  de  la  mencionada  finca  por  la  falta  de  inscripción 
previa  de  ella  á  favor  de  T.  que  es  el  qué  resulta  haberla  trasferi- 
doáP.  enl869. 

Esto  supuesto,  y  una  vez  inscrita  la  posesión  de  expresada 
finca  á  favor  de  P.,  parece  que  no  debe  ofrecer  dificultad  alguna 
la  inscripción  de  ella  al  de  su  heredero  L.  en  virtud  del  testimonio 
que  nos  ocupa,  aun  á  pesar  de  hallarse  también  inscrita  de  ante- 
mano y  en  primer  término  la  posesión  de  la  propia  finca  á  favor  de 
C,  por  más  que  esto  pueda  quizá  considerarse  extremadamente 
duro,  como  en  efecto  asi  parece^  por  cuanto  que  en  tal  caso  viene 
á  prescindirse  por  completo  y  en  absoluto  de  la  inscripción  de  pose- 
sión que  resulta  hecha  á  favor  del  nominado  C,  á  cuyo  amparo  no 
podría  este  menos  de  considerar  legalmente  garantida  dicha  finca, 
siquiera  sea  en  cuanto  á  su  posesión.  T  otro  tanto  habría  de  acon- 
tecer al  repetido  P.^  si  el  propio  C.  llegase  á  enajenar  ó  gravar  di- 
cha finca^  después  de  cancelada  la  anotación  de  ella  á  favor  de  P.; 
puesto  que^  mientras  continúe  subsistente  dicha  anotación  Jamás 
podría  inscribirse  la  trasmisión  por  C.  de  la  finca  aludida  á  favor 
de  un  tercero;  y  antes  por  consiguiente  de  que  P.,  aún  suponien- 
do que  este  hubiese  logrado  también  inscribir  su  posesión,  la 
hubiese  trasmitido  á  otra  tercera  persona  sin  haber  esta  inscrito 
primeramente  su  titulo.  Porque  la  verdad  es,  que  ni  por  la  Ley  ni 
por  el  Reglamento  parece  previsto  el  caso  de  que,  inscrita  la  pose- 
sión contradictoria  de  una  misma  finca,  á  favor  de  dos  personas 
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distintas,  puede  trasmitirse  ó  gravarse  porcualquiera  de  ellas  dicha 
íiaca^  ni  ordenado  tampoco  lo  que  entonces  ha  de  hacerse ;  esto 
es,  si  procede  inscribir,  suspender  ó  denegar  la  inscripción  de  se» 
mejante  trasmisión  ó  gravamen  y  en  vista  de  esto,  parece  lo  más 
acertado  practicar  la  inscripción  á  favor  de  la  persona  á  quien  el 
primero  de  aquellos  trasíiera  ó  grave  enunciada  finca,  y  denegar 
por  lo  tanto  la  que  después  se  pretenda,  cuando  el  segundo  la 
trasficra  ó  grave  también,  para  que  en  su  virtud  acuda  luego  á  ven^ 
tilarsu  derecho  ante  el  Tribunal  de  justicia. 

Deseando  proceder  con  todo*  acierto  en  este  grave  y  complicado 
asunto,  quisiera  oir  la  respetable  y  autorizada  opinión  de  los  ilus* 
trados  redactores  de  la  Revista  de  Legislácioii  y  Jurisprudencia, 

Un  SÜSCRITOR. 

CONTESTACIÓN. 

Siendo  varias  y  complicadas  las  preguntas  que  en  la  consulta 
se  comprenden,  para  hacer  algo  clara  esta  contestación  trataremos 
aquellas  por  separado,  según  los  tres  casos  que  se  indican,  si  bien 
los  principios  que  podemos  llamar  capitales  de  nuestra  legislación 
hipotecaría  tienen  aplicación  á  todos  ellos  y  han  de  ser  expuestos 
según  su  relación  con  el  caso  respectivo.  Es  precepto  fundamental 
y  que  debe  servir  de  punto  de  partida  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la 
forma  de  inscripción  lo  dispuesto  en  el  art.  8**  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, sobre  que  cada  una  de  las  fincas  que  se  inscriban  por  primera 
vez  se  señalará  con  un  número  diferente  y  correlativo,  precepto 
que  tiene  un  desenvolvimiento  en  el  art.  228  que  prescribe  que  el 
Registro  de  la  propiedad  se  llevará  abriendo  uno  particular  á  cada 
finca  en  el  libro  correspondiente,  versando  por  tanto  únicamente 
el  primer  caso  que  se  consulta  sobre  si  debe  considerarse  como  una 
sola  fínca^  para  el  efecto  de  su  inscripción  en  el  ftegistro  al  tenor 
del  citado  art.  8'  y  demás  concordantes,  esas  adjudicaciones  hechas 
á  favor  de  L.  bajo  los  nombres  de  Hacienda  ó  Labor  ó  Yugada» 
comprensivas  de  fincas  diferentes  perfeotamente  deslindadas  que 
no  tienen  entre  sí  más  conexión  que  pertenecer  á  un  sólo  dueño  y 
hallarse  incluidas  en  el  mismo  término,  porque  la  ley  en  ciertos 
casos  para  facilitar  la  inscripción  ha  establecido  ciertas  excepcio- 
nes respecto  á  la  inscripción  especial  de  cada  finca  comprendiendo 
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en  una  spia  difereoies  fincas  ó  suertes  ó  porciones  de  un  lerrilo* 
río.  Estas  excepciones,  sea  por  los  términos  poco  concretos  del  pre- 
cepto legal,  ó  porque  se  ha  abusado  en  gran  manera,  han  contri- 
buido á  hacer  muchas  veces  ilusorio  el  Registro,  porque  esas  ins- 
cripciones en  conjunto  ó  en  globo  no  pueden  responder  al  objeto 
principal  de  la  legislación  hipotecaria  moderna,  no  llegando  nunca 
á  ser  conocida  la  historia  de  cada  finca,  su  valor,  sus  gravámenes» 
tal  vez  sus  linderos,  faltando  de  este  modo  la  verdadera  base  del 
crédito  territorial.  A.  remediar  este  mal  gravísimo  conteniendo  esos 
abusos,  vino  la  reforma  de  la  ley  Hipotecaria,  que  muy  diferente 
de  la  ley  primitiva  no  ha  concedido  tanta  amplitud  á  esas  inscrip* 
cienes  puramente  excepcionales;  de  aqui  la  diferente  redacción 
que  hoy  tiene  el  art.  3^  del  Reglamento,  que  en  nuestro  concepto 
antes  de  la  reforma  fué  el  que  introdujo  la  confusioacn  esta  mate* 
ría,' y  debiendo  atenernos  al  espíritu  del  precepto  capital  de  la  ley,» 
ó  sea  el  art.  8*,  no  dudamos  en  resolver,  conformes  con  el  suscri- 
tor,  que  las  adjudicaciones  á  que  se  refiere  en  el  primer  caso  de  la 
consulta,  designadas  con  los  nombres  de  Hacienda  y  Labor  com- 
puestas de  fincas  diferentes  que  ni  siquiera  son  colindantes  entre 
sf,  no  pueden  hoy  ser  consideradas  para  los  efectos  de  su  inscrip- 
cion  en  el  Registro  como  una  sola  finca. 

No  importa  ni  es  obstácnlo  en  contra  de  esto  el  que  anterior- 
mente se  hayan  inscrito  de  este  modo;  las  reformas  efectuadas  en  la 
ley  y  en  el  Reglamento  de  hipotecas  trataron  precisamente  de  cor- 
tar radicalmente  ese  abuso,  que  llegó  á  ser  gravísimo,  que  anuló  en 
ciertos  casos,  cual  es  el  que  el  suscritor  cita  del  Registro  de  Ciu- 
dad Rodrigo,  ios  m¿s  ventajosos  y  deseados  efectos  del  moderno 
sistema  hipotecario ;  pues  no  basta  que  una  agrupación  de  fincas 
sea  conocida  con  un  mismo  nombre,  estén  todas  en  un  término  ó 
lugar,  y  pertenezcan  á  un  sólo  dueño;  no  han  atendido  á  eso  sólo 
los  nüms.  i*  y  2*  del  art.  8*  de  la  ley.  Se  refiere  esta  lo  mismo  que 
el  art.  522  ó  á  un  territorio  determinado  ó  término  redondo  ó  lu- 
gar de  cada  foral  en  Galicia  y  Asturias,  á  finca  rural  dividida  y 
dada  en  enfitéusis  6  á  piezas  de  tierras  colindantes  que  pertenez- 
can á  un  mismo  dueño,  y  esto  se  comprende  desde  luego ;  en  los 
primeros  casos,  ya  atendiendo  á  la  infinita  división  de  la  propie- 
dad de  la  que  resultan  fincas  de  insignificante  valor  por  razón  de 
la  separación  de  los  dominios  y  de  su  extensión  reducida,  se  con-  i 
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cede  la  ÍDscripcion  cual  si  ruereDuna  sola  fioca,  porque  reconocien- 
<lo  UD  sólo  dueño  directo,  y  divididas  más  por  razón  del  doo^i- 
nío  útil  para  el  efecto  de  su  explotación,  existe  entre  ellas  ese  lazo 
de  unidad  por  el  origen^  por  el  derecho  importante  que  pertenece 
al  Señor  y  aun  por  los  gravámenes  que  la  afecta,  así  como  en  es 
caso  de  ser  un  albergue  con  sus  dependencias  ó  piezas  de  tierra 
colindantes  que  pertenecen  á  nn  sólo  dueño,  obra  la  razón  de  que 
ios  linderos  por  razón  de  corresponder  su  dominio  á  una  misma 
persona^  pueden  desaparecer  fácilmente  y  de  hecho  desaparece  con* 
fundiéndose  en  una  sola  Gnca,  y  realizándose  en  este  concepto  su 
enajenación. 

Ninguna  de  estas  razones  obran  en  el  caso  expuesto  en  la  con- 
sulta, y  según  el  espíritu  que  domina  en  las  aclaraciones  de  la  Di- 
rección general  de  los  Registros,  habrán  de  considerarse  como  in- 
dependientes las  fincas  que  entran  á  componer  las  adjudicaciohes 
mencionadas,  y  si  bien  parece  como  que  existe  nna  dificultad  para 
la  inscripción  por  separado,  por  no  constar  en  el  título  el  valor  de 
cada  una  de  esas  fincas,  para  nosotros  no  lo  es,  porque  ni  siquiera 
como  falla  subsanable  puede  considerarse  esto,  en  atención  á  que 
no  lo  exige  el  art.  9*  de  la  ley  como  necesario  que  se  limita  á  de- 
cir en  su  prescripción  segunda,  y  el  valor  si  constare  del  ti- 
tulo; pudiendo  utilizarse  el  recurso  que  estableced  párrafo  segun- 
do del  art.  503  del  reglamento,  para  el  efecto  de^  reclamar  sus  ho- 
norarios el  registrador. 

Pasamos  al  segundo  punto,  más  complicado  y  difícil  que  el 
primero,  y  relativo  á  la  inscripción  en  favor  de  L.  de  ciertas  partes 
pf*o  indiviso  de  un  término  redondo;  mas  aquí  ya  no  hemos  de  ocu- 
parnos de  la  forma  ó  modo  de  hacerse  la  inscripción,  sino  de  si 
procede  ó  no  inscribir  á  nombre  del  que  aparece  nuevo  dueño,  en 
virtud  de  un  título  justo  de  esas  partes  pro  indiviso,  dados  los  an- 
tecedentes que  en  el  Registro  obran. 

Ante  todo,  parece  que  no  estaban  inscritas  á  nombre  del  cau- 
sante, si  bien  no  se  dice  que  estuvieran  inscritas  á  nombre  de  otro; 
sólo  existe  la  anotación  preventiva  á  favor  del  causante  de  L.,  ano- 
tación cuyo  término  ha  trascurrido  con  mucho  exceso,  según  el  ob- 
jeto para  que  se  hizo ;  pues  bien,  ante  todo  debemos  exponer,  alte* 
rando  el  orden  de  las  cuestiones  que  respecto  de  este  caso  enumera 
el  suscritor,  que  esa  anotación  preventiva  á  favor  del  causante,  de- 
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bió  haberse  cancelado  de  oficio  una  vez  trascurrido  el  término  del 
articulo  96  de  la  ley;  es  obligación  del  Registrador  luego  que  tras- 
curra el  plazo  de  los  60  dias^  sin  haberse  subsanado  los  defectos 
que  impidieron  la  inscripción,  cancelar  de  oficio  esas  anotaciones, 
así  lo  tiene  resuelto  la  Dirección  en  órdenes  de  i9  de  Febrero  de 
1864  y  U  de  Julio  de  1865;  de  suerte,  que  no  es  tal  cuestión  la 
que  llama  segunda  el  suscritor,  ni  hay  para  la  inscripción  que  nos 
ocupa  ahora  ese  obstáculo  que  él  llama  anotación  de  anotación^ 
porque  la  primera  no  debiera  existir,  no  existe  para  la  ley;  y  vi- 
niendo á  la  duda  de  la  inscripción  á  favor  de  L.  de  esas  partes  pro 
itidiviso,  es  una  verdadera  dificultad  lo  que  se  afirma  de  constar 
en  el  Registro  antiguo  y  en  el  nuevo,  inscripciones  de  dominio  de 
fincas  determinadas  como  ya  divididas,  existiendo  al  mismo  tiempo 
otras  inscripciones  del  dominio  pro  indivi&o  de  distintas  yugadas  y 
partes  alícuotas  de  yugada,  resultando,  en  fin,  una  grave  confu- 
sión por  la  contradicción  que  se  observa,  la  cual  hace  imposible 
averiguar  el  verdadero  estado  de  la  propiedad  inmueble,  ó  sea  del 
término  redondo. 

Contestando  á  esto  en  resumen,  porque  lo  complicado  del  caso 
y  la  falta  de  detalles  hacen  imposible  su  exposición  minuciosa,  y 
menos  una  conclusión  verdaderamente  concreta,  diremos  que  exis- 
tiendo inscripciones  de  dominio  de  algunas  de  esas  fincas  y  de  par- 
te de  yugada  de  ese  término  redondo,  no  creemos  posible  la  ins- 
cripción posesoria  que  se  pretende  á  favor  del  causante  de  L.,  por- 
que una  vez  contradicha  esa  pro  indivisión  alcanza  perfectamente 
á  la  posesión  y  tiene  aplicación  á  este  caso  entonces  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  segundo  del  artículo  40S  de  la  ley  que  suspende  esa  ins- 
cripción. 

T  lo  mismo  viene  á  resultar,  ciertamente^  en  cuanto  á  la  ins- 
cripción de  esas  partes  pro  indiviM  en  favor  de  L.,  porque  además 
de  la  dificultad  antes  enunciada,  no  constan  inscritas  á  nombre  del 
causante,  y  la  adquisición  es  posterior  al  1*  de  Enero  de  1863;  lo 
único  que  podría  tener  lugar  aquí,  y  esto  porque  ni  el  Registro  es- 
tá conforme  consigo  mismo,  pues  las  mismas  inscripciones  que  en 
él  existen  se  contradicen,  seria  la  anotación  que  para  estos  casos 
prescribe  el  párrafo  segundo  del  art.  20  de  la  ley,  pero  advirtiendo 
que  el  defecto  ahora  viene  á  ser  insubsanable,  porque  la  misma  di- 
ficultad existe  para  la  inscripción  en  favor  del  causante,  dados  los 
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antecedentes  sobre  división  é  indivisión  que  en  el  Regisiro  exis- 
ten, por  todo  lo  que  creemos  seria  más  oonvenieale  para  aclarar  la 
siluaeion  de  la  finca  en  liiiestioa,  la  anotación  preventiva  que  se- 
ñala el  articulo  402,  siguiéndose  el  recarso  qae  allí  indica  para  que» 
oyendo  á  lodos  los  interesados^  el  Tribunal  acordara  to  que  en  vista 
de  las  alegaciones  y  juslifioaciones  procediese  en  justíeia,  pues  sin 
la  averiguación  del  estado  verdadero  del  término^  dadas  las  contra* 
diccioiies  indicadas,  no  paede  darse  la  prefereacia  á  ninguna  de 
las  que  existen  ñi  de  las  que  se  pretendan. 

Ños  toca,  por  fin,  estudiar  el  tercero  de  los  casos  consultados 
sobre  la  inscripción  posesoria  de  una  tierra,  y  dando  por  repe- 
tido para  concluir  este  trabajo,  todo  lo  expuesto  sobre  la  cancela- 
ción de  las  anotaciones  pasado  el  lérinino  de  la  ley,  para  la  resolu* 
cion  de  esta  última  duda,  no  existe  más  dificultad  que  el  art.  3:22 
del  Reglamento,  verdadera  innovación  en  materia  de  inscripciones 
posesorias,  que  no  existía  en  el  Reglamento  primitivo,  y  que,  dicho 
en  verdad^  no  alcanzamos  cuál  pueda  ser,  al  menos  según  esli  re- 
dactado este  artículo,  haciendo  referencia  al  35,  su  fin  ni  sus  ven- 
tajas. 

Desde  el  momento  que  se  admiten  dos  inscripciones  de  pose* 
sion  de  una  misma  finca,  ¿cuál  de  las  dos  puede  considerarse  efi- 
caz? ¿Qué  efectos  producirá  cada  una  de  estas  inscripciones?  Hé 
aquí  la  duda,  y  ciertamente  muy  fundada  del  suscritor,  duda  á 
que  no  daba  lugar  el  reglamento  primitivo,  y  si  este  articulo  hn- 
biera  ordenado  la  suspensión  de  la  inscripción  que  se  pretende, 
constando  la  posesión  á  favor  de  otra  persona  marcando  luego  el 
camino  para  aclarar  el  derecho  respectivo,  cual  vemos  en  el  ar* 
líenlo  402  ya  citado,  quedarla  resuelto  lo  relativo  á  la  posesión  y 
no  habria  más  que  una  inscripción  de  esta  en  el  registro  á  favor 
de  una  sola  persona,  pero  ni  ha  querido  esto,  y  es  más^  al  preten- 
der  dar  garantías  á  una  y  otra  posesión  haciendo  que  conste  cada 
una  de  ellas  en  el  asiento  de  la  otra,  lo  ha  hecho  refiriéndose  al  ar- 
tículo 38  del  Reglamento,  oscureciendo  su  propio  sentido  y  sin  que 
paeda  determinarse  la  circunstancia  de  que  deba  hacerse  mención, 
porque  á  nuestro  modo  de  ver  no  guarda  relación  alguna  lo  dis- 
puesto en  el  art.  35  con  la  prescripción  del  333,  pues  el  uno  se  re- 
fiere á  la  inscripción  de  posesión  cuando  ya  existe  otra  de  esta  cla- 
se á  favor  de  persona  distinta  del  que  la  pretende,  y  el  35  á  la  fa- 
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callad  que  expresan  los  arts.  389  y  392  de  la  ley.  Por  lanto^  ad- 
mitida la  iascripcioD  de  ia  posc&ion  á  favor  del  caúsame  de  L.  por 
el  texto  del  art.  S52,  para  nosotros  no  ofrece  dificultad  |a  insorip- 
cioQ  á  favor  del  causahabiente,  si  bien  ep  estaxsomo  en  aquella  de- 
berá cumplirse  el  requisito  del  citado  artículo  para  que  conste 
también  la  inscripción  que  existia  con  anterioridad,  y  en  último 
término,  si  la  cuestión  no  se  decide  á  instancia  de  los  interesados 
en  estsus  iascripciones  mercc\4  yá  algún  recuraa  ante  los  Tribuna* 
les,  la  prescripción  vendrá  por  fin  á  convertir  en  ínscrüpcion  de 
dominio  por  haberse  adquirido  este  derecho  por  uno  de  ellos  á  cos^ 
la  de  las  pretensiones  ó  negligencia  del  otro. 

A.  CHARRIN. 


DERECHO  CIVIL 


EXPOSICIOÍ  Y  EXAM  DE  NUESTRAS  LEYES  Y  TRATADOS 

SOBRS  liA  PROPIEDAD  UTBRAJEUA  (4). 


^^•^rm 


(Arllculo  Sr  y  último.) 

Expu^tos  en  el  articulo  anterior  el  origen  é  historia  de  las  le* 
yes  internacionales  sobre  la  propiedad  literaria  y  las  principales  ba- 
ses que  se  ha  creido  deber  adoptarse  en  aquellas  por  los  publicis- 
tas^ réstanos  que  hacernos  cargo  en  el  presente  Je  las  principales- 
disposiciones  de  nuestros  tratados,  y  de  las  dudas  más  importantes 
que  se  han  suscitado  sobre  algunas  de  ellas ,  tomando  para  esto 
por  guia  principal  el  convenio  con  Francia,  como  quiera  que  es  el 
primero  que  se  celebró,  y  sobre  el  que  se  ofrecen  en  la  práctica 
mayor  número  de  casos;  é  indicando  las  disposiciones  concordan- 
tes de  los  otros  tratados,  y  las  demás  especiales  establecidas  ea 
ellos. 


(I)  Véanse  laspágs.  31, 457,  S73,  344  y  385  del  tomo  anterior,  y 
las  40  y  i  23  de  éste. 
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Se^uQ  el  párrafo  V  del  tratado  celebrado  con  Francia,  los  au- 
tores ejercerán  simultáneamente  en  toda  la  extensión  de  ambos 
países  el  derecho  de  propiedad  que  les  corresponda  sobre  sus  obras 
literarias,  científicas  y  artísticas  con  arreglo  á  las  leyes^  órdenes  y 
reglamentos  que  actualmente,  y  en  lo  sucesivo^  aseguren  á  cada 
Estado  este  derecho  contra  las  reproducciones  fraudulentas.  Ei  de- 
recho de  propiedad  literaria  de  los  españoles  en  Francia,  y  de  los 
franceses  en  España,  durará  para  los  autores  toda  su  vida,  y  se 
trasmitirá  á  sus  herederos  legítimos  ó  testamentarios  por  veinte  anos 
á  los  directos  y  por  diez  á  los  colaterales. 

El  primer  párrafo  de  este  artículo  se  refiere  al  derecho  exclu- 
sivo de  propiedad  ó  de  reproducción  que  tiene  cada  autor  ó  su  cau- 
sa-habiente respecto  de  sus  obras,  y  al  de  perseguir  ó  demandar 
ante  ios  Tribunales  á  quien  las  publicare  ó  reprodujere  fraudulen- 
tamente, y  asimismo,  á  los  casos  en  que  conceptúan  las  leyes  que 
existe  esta  reproducción  fraudulenta;  pero  no  se  refiere  su  disposi- 
ción^ como  los  artículos  primeros  de  nuestros  demás  tratados^  con 
otras  potencias,  al  término  ó  plazo  que  dura  este  derecho,  lo  cual 
es  objeto  del  párrafo  segundo. 

Sobre  esta  disposición,  el  anotador  de  la  «Legislación  de  la 
propiedad  literaria»  dice  lo  siguiente:  «Ó  los  españoles  tienen 
en  Francia  los  derechos  que  la  legislación  francesa  concede  á 
sus  naturales^  y  los  franceses  gozan  en  España  de  los  que  re- 
conocen á  los  españoles  nuestras  leyes,  como  establece  el  pár- 
rafo primero  del  art.  i*,  ó  unos  y  otros  disfrutan  del  mismo  pla- 
zo, como  dice  el  párrafo  segundo.  El  párrafo  primero  se  refiere  á 
una  legislación  variable,  pues  dice,  que  el  derecho  de  los  autores 
estará  protegido  por  las  disposiciones  que  actualmente,  es  decir, 
cuando  se  celebró  el  tratado,  y  en  lo  sucesivo,  le  aseguren  en  cada 
Estado;  y  el  párrafo  segundo  fija  una  legalidad  invariable  mien- 
tras el  convenio  exista.  No  se  sabe  si  la  expresión  en  cada  Estado 
se  refiere  al  derecho  personal  ó  al  real ;  esto  es,  si  los  franceses  se 
atendrán  en  España  á  nuestra  legislación  ó  á  la  suya,  y  lo  mismo 
ios  españoles  en  Francia.  T  no  es  lo  peor,  aunque  malo,  que  haya 
estas  dudas,  sino  que  ni  en  el  tratado  ni  en  las  órdenes  aclaratorias, 
únicas  que  conozco,  hay  medio  de  saber  á  qué  atenerse.» 

Nada  dicen,  en  efecto,  sobre  este  punto,  las  órdenes  aclarato- 
rias de  este  tratado,  pero  en  los  demás  convenios  celebrados  con 
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Ir\glaterra,  Bélgica,  Cerdena  y  Holanda,  se  expresa  circunstancia* 
da  y  minuciosamente,  que  el  legislaMor  se  refiere  al  estatuto  real* 
óá  la  legislación  del  país  en  que  se  ejerciere  el  derecho  de  propie- 
dad literaria,  como  lo  requieren  los  principios  del  derecho  sobre 
estas  materias. 

Asi,  en  el  articulo  primero  del  convenio  entre  España  y  el  Rei- 
no Unido  de  la  Gran  Bretaña  é  Irlanda^  se  lee:  «Desde  la  fecha  en 
que  este  convenio  se  ponga  en  vigor,  los  autores  de  obras  litera- 
rias ó  artísticas  á  quienes  las  leyes  de  uno  de  los  dos  países  con- 
ceden ahora  ó  concedieren  en  lo  sucesiva  el  derecho  de  propiedad 
ó  de  reproduc<;ion,  tendrán  la  facultad  de  ejercer  este  derecho  en 
los  dominios  del  otro  pais durante  el  mismo  tiempo,  y  en  los  mismos 
límites  en  que  se  ejerciere  en  este  otro  país  el  derecho  concedido  & 
los  autores  de  obras  de  igual  clase  publicadas  en  él ;  por  manera 
que  la  reproducción  ó  publicación  fraudulenta  en  uno  de  los  dos  Es- 
tados de  cualquiera  obra  literaria  ó  artística  publicada  en  el  otro^ 
será  tratada  del  mismo  modo  que  lo  seria  la  reproducción  ó  publi- 
cación fraudulenta  de-una  obra  de  igual  género  publicada  por  pri- 
mera vez  en  este  otro  país ;  y  que  los  autores  de  uno  de  los  dos 
países  tendrán  la  misma  acción  ante  los  Tribunales  del  otro,  y  go- 
zarán en  este  mismo  de  igual  protección  contra  las  publicaciones 
fraudulentas  ó  reproducciones  no  autorizadas,  que  la  ley  concede  ó 
concediera  en  lo  sucesivo  á  los  autores  del  referido  pais. »  En  los 
mismos  términos  está  redactado  el  articulo  1*  de  nuestros  conve* 
nios  con  Bélgica,  Cerdena  y  Holanda,  si  bien  terminando  en  este  la 
última  cláusula  con  la  de  «y  los  autores  de  ambos  Estados  tendrán 
la  misma  acción  ante  los  Tribunales  del  otro,  y  gozarán  de  iguales 
garantías  que  las  leyes  conceden  hoy  ó  concedieren  en  lo  futuro  á 
los  autores  en  su  propio  paíé.» 

El  art.  1*  del  convenio  con  Portugal  se  expresa  en  términos 
más  explícitos  aún  sobre  este  particular,  diciendo:  «los  autores  de 
obras  literarias  ó  artísticas  á  quienes  la  legislación  de  uno  de  los 
dos  países  concede  ó  concediere  en  lo  sucesivo  el  derecho  de  pro- 
piedad literaria  tendrán  la  facultad  de  ejercerle  en  el  otro  país  por 
todo  el  tiempo  que  la  ley  marca  y  con  las  mismas  condiciones  que 
establece  respecto  á  los  autores  nacionales.  La  reproducción  ó  pu- 
blicación fraudulenta  hecha  en  Portugal  de  cualquier  obra  literaria 
ó  artística  de  un  autor  español  será  considerada  para  los  efectos 
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lógales,  comd  reproducción  6  publicacioü  fraudulenta  de  una  o!>ra 
de  igual  género  publicada  por  primera  vez  en  Porltigal.  Del  mismo 
modo,  y  para  los  mismos  efectos,  será  considerada  la  reproducción 
6  publicación  fraudulenta  hecha  en  España  de  cualquier  obra  lite- 
raria ó  artística  de  autor  portugués.  Los  autores  tendrán  igual  ac- 
ción ante  los  Tribunales  de  los  dos  países,  y  en  ambos  se  les  con- 
cederá la  misma  protección  contra  las  publicaciones  no  autorizadas 
por  ellos». 

Hemos^  dicho  que  la  referencia  á  la  ley  del'  país  donde  se  ejerce 
el  derecho  de  propiedad,  ó  éslátoto  real  es  conforme  á  los  princi- 
cios  dominantes  sobi^e  estas  materias,  pueslto  que  si  se  refiriera  ai 
estatulo  peráfonál  se  introduciria  en  el  país  extranjero  respecto  del 
autor  la  legislación  dominstnle  en  la  ilación  de  este,  verificándose 
la  anomalía  de  que  el  autor  extranjero  disfírutase  en  ún  país  que  no 
era  el  suyo  derechos  más  extensos  ó  favorables  que  los  autores  reg- 
nícolas, y  se  pondría  al  legislador  de  este  pais  en  la  precisión  deí 
ejecutar  y  protejer  respecto  de  un  cTttranjero,  disposiciones  legales 
que  ño  había  creido  arregla<fo  á  justicia  sancionar  con  aplicación  á 
los  naturales  de  su  pftisl 

Diferéncianse  no  obstante  los  últimos  convenios  citadlos  del  cele- 
brado con  Francia,  en  que  en  aquellos  se  concede  á  lo^  autores 
regnícolas  el  derecho  de  propiedad  por  el  tiempo  y  en  los  límites 
en  que  se  ejerciese  en  el  otro  país  el  derecho  concedido  á  los  aulo^ 
res  de  obras  dé  igual  clase  publicadas,  y  en  el  convenio  con  Fran-^ 
cia  se  marca  un  término  fijo,  tanto  para  los  autores  regnícolas  como 
para  los  extranjeros;  el  cnaFno  esningunp  de  los  adoptados  en  cada 
nno  de  jos  dos  países  ^'  áqu<ella  época. 

El  mismo  espíritu  quie  en  nuestros  tratados  referidos  presidió 
en  los  convenios  celebrados  por  Francia  con  Bélgica  en  t*  de  Ma- 
yo de  1869,  con  Riisia  en  6  de  Abril  de  i86S,  y  con  Italia  en  19 
de  Junio  del  mismo  ano  y  en  otros  varios.  Bé  aquí  lo  que  se  pres-^ 
cribe  en  tos attículois  primeros  de  dichos  tratados:  «Art^  ^1*  Los  au- 
tores de  obras  literarias  ó  artísticas  gozarán  en  cada  uno  de  los  dos 
Estados  recíprocamente,  de  las  ventajas  que  se  atribuyan  poi^  la  ley 
á  la  propiedad  de  las  obtas  de  literatura  ó  de  arte,  y  tendrán  la 
misma  pyofeccioil  y  el^  miso^  reet>rso  legal  contra  todo  ataque  diri-^ 
gido  á  sus  derét^hos,  cíomo  si  este  ataque  se  Hubiese  dirigido  contra 
los  autores»  de  obras  publicadas  primera  vez  en  etpaís  mismo. — 
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Sin  embargo»  eitas  ventajas  no  se  aseguran  recíprocamente  sino 
durante  la  existencia  de  sus  deiecho&en  el  país  en  que  se  bizo  li 
publicación  original;  y  la  duración  de  si  goce  en  el  otro  país  no 
podrá  exceder  del  fijado  por  la  ley  para  los  autores  nacionale»». 

No  creemos,  fuas,  por  las  razones  expuestas^  que  fuera  acepta^ 
ble  un  conytnio  formado  bajo  la  baser  de  que  ánbas  partes  contra^ 
taotes  se  obligaran  á  tratarse  mútuamcnle  bajo  el  pié  de  la  Nación 
más  favorecida,  como  se  prapania  en  el  proyecto  de  ley  de  propia^ 
dad  literaria  presentado  á  las  Cortes  en  6  de  Noviembre  de  iSTS, 
por  ser  esta  base  contraria  á  los  principios  tfae  rigen  sobre  esta 
materia. 

Eo  los  párrafos  4*  y  6*  del  art.  1*  dei  convenio  con  Fraocia,  s<| 
declara  entenderse  par  obra  literaria,  científica  y  artística,  los  K<> 
bros,  las  composiciones  dramáticas  y  musicalea,  ¡os  cuadros,  dibu* 
jos>  grabados,  litografías,  escuHvras:,  mapas  y  cuaksqniera  otras  pvo« 
duccioiiea  análogas.  Loa  ohjek»  de  arte  destinados  á  las  industrias 
agraria,  fabril  y  manufactura  no  están  comprendidos  en  dicbo  Ira* 
tado. 

Estas  delermÍBacioiiea  son  conforme»  con  la  efectuada  en  el  ar* 
tículo  3*  de  la  ley  de  propiedad  literaria  de  iO  de  Junio  de  i 847  en 
el  cual  se  expresa,  qae  los  dibujos  que  hubieren  de  emplearse  en  te« 
jidoa,  muebles  y  oíros  artículos  de  uso  común,  están  stjetos  á  las  re* 
glas  estaMeeidas  ó  que  se  establecieren  para  la  propiedad  industrial, 
según  expusimos  al  hacernos  cargo  de  esta  disposición.  Igual  de* 
claracíon  q«e  la  del  párrafo  4*  art.  V  del  convenio  entre  España  y 
Francia  se  comprende  enr  el  párrafo  9*,  artículo  1*  de  nuestro  con- 
venio con  el  Rdno  Unido  de  la  Gran  Bretaña  é  Irlanda,  en  igual 
párrafo  y  articulo  del  tratado  con  Gerdena  y  en  el  párrafo  S*,  ar- 
tículo i*  del  convenio  con  Portugal: 

Según  ei  artículo  &"  del  convenio  con  Francia,  las  estipnlaeio* 
nes  del  artículo  1*  se  aplican  igualmente  á  las  obras  publicadas  por 
primera  vez  en  un  periódico,  así  como  á  los  sermones,  alegatos, 
lecciones  y  otros  discursos  pronunciados  en  público  que  no  fbrmen 
coleccioB,  desde  ei  momento  en  que  las  leyes  de  entrambos  países  lie* 
guen  á  asegurará  estas  producciones  la  protección  consignada  en  el 
artículo  precedente.  No  podrá,  sin  embarga,  reproducirae  en  nnpe^ 
riódico  la  obra  publicada  por  primera  vez  en  otro  sin  que  secite  el  pe- 
riódico original  y  el  nombre  del  autor  de  la  obra,  si  en  él  constare. 


816  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

En  ios  coDvenios  celebrados  cod  la  Gran  Bretaña  (art.  8*)»  con 
Bélgica  (art,  2*),  con  Cerdena  (art.  5'),  con  Portugal  (art.  ÍST),  y 
con  los  Países  Bajos  (art  6\  párrafo  ¥)  se  establece,  que  la  facul- 
tad de  reproducir  ó  traducir  en  los  periódicos  ó  diarios  de  un  país 
los  artículos  copiados  de  diarios  y  periódicos  publicados  en  uno  de 
ios  dos  Estados,  no  autoriza  la  reproducción  en  cualquiera  de  los 
dos  países  de  artículos  que  no  sean  de  discusión  política  insertos  en 
diarios  ó  periódicos  publicados  en  el  otro,  cuyos  autores  hubiesen 
declarado  de  una  manera  clara  en  el  diario  ó  periódico  mismo  en 
que  los  publicaron,  que  prohiben  su  reproducción. 

Para  que  ios  autores  y  sus  derecho-habientes  disfruten  de  la 
protección  que  les  conceded  artículo  1*,  se  necesita  que  cumplan 
previamente  con  las  disposiciones  que  á  continuación  se  expresan. 
Precederá  la  entrega  gratuita  y  el  registro  de  dos  ejemplares  de  las 
mismas  obras  en  los  puntos  siguientes :  en  el  establecimiento  pú- 
blico designado  al  efecto  en  Madrid  (el  Ministerio  de  Fomento)^ 
siempre  que  se  hubiere  publicado  por  la  vez  primera  en  Francia. 
En  la  sección  bibliográfica  del  Ministerio  del  Interior  en  París, 
siempre  que  se  publique  la  obra  por  primera  vez  en  España.  Esta 
entrega  ó  depósito  y  el  registro  ó  toma  de  razón  que  deberá  llevarse 
en  los  asientos  especiales  abiertos  en  ambos  establecimientos  ai 
efecto,  no  serán  título  ni  ocasión  al  percibo  de  ninguna  cuota, 
salvo  la  del  papel  sellado  ó  timbre  en  que  se  extienda  el  certificado. 
Este  certificado  será  valedero,  así  en  juicio  como  fuera  de  él,  en 
toda  la  extensión  de  ambos  países  y  acreditará  el  derecho  exclusivo 
de  propiedad,  de  publicación  ó  de  reproducción,  el  cual  continuará 
subsistente  mientras  otra  persona  no  baga  valer  mejor  derecho.  Las 
formalidades  mencionadas  del  depósito  y  del  registro  habrán  de 
quedar  cumplidas  dentro  de  los  tres  meses  subsiguientes  á  la  pri- 
mera publicación  de  la  obra  en  el  país  en  donde  esto  se  hubiere 
efectuado ;  no  siendo  naturalmente  aplicables  las  mismas  formalida- 
des á  las  obras  de  pintura  y  escultura^  que  como  queda  prevenido 
en  el  párrafo  tT  del  art.  i*,  necesitan  de  un  Reglamento  especial. 
Respecto  de  las  obras  publicadas  separadamente  por  tomos  ó  por 
entregas,  cada  tomo  ó  cada  entrega  se  considerará  como  una  obra 
separada.  (Lo  mismo  debe  entenderse  con  mayor  razón  respecto 
de  las  obras  que  se  publican  divididas  en  parles).  Análogas  dis- 
posiciones se  establecen  en  el  art.  5*  del  convenio  con  los  Países 
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Bajos,  y  en  el  art.  8*  de  los  convenios  con  Bélgica,  con  Cerdeña  y 
con  Portugal,  debiendo  verificarse  el  depósito  de  las  obras  ó  traduc- 
ciones á  que  se  refiere  el  convenio  con  esta  nación,  en  el  término  de 
seis  meses  contados  desde  su  publicación,  y  no  debiendo  exceder 
el  coste  del  registro  de  una  sola  obra  de  cinco  reales  de  vellón  en 
España^  ni  de  doscientos  veinticinco  reis  en  Portugal :  los  demás 
gastos  de  la  expedición  del  certificado  de  registro  no  excederán  de 
veinte  reales  de  vellón  en  España,  ni  de  novecientos  reis  en  Por- 
tugal ;  pero  no  es  aplicable  esta  disposición  á  los  artículos  de  pe- 
riódicos cuya  reproducción  reprueben  sus  autores  en  conformidad 
con  el  art.  5%  á  no  ser  que  después  de  publicados  en  los  periódicos 
se  impriman  aparte  formando  un  folleto  ó  uu  volumen. 

En  el  convenio  con  Portugal  (art.  8*,  párrafo  4*)  se  establece 
que  las  obras  podrán  presentarse  al  Cónsul  de  España  en  Lisboa  y 
al  Cónsul  de  Portugal  en  Madrid  para  que  las  haga  registrar  en  el 
respectivo  Ministerio.  Los  Cónsules  expedirán  un  documento  que 
acredite  la  (presentación.  Los  autores  no  surrírán  perjuicio  alguno; 
pero  no  adquirirán  el  derecho  de  propiedad  hasta  que  se  les  expida 
la  certificación  oportuna  de  este. 

Asimismo^  en  el  convenio  celebrado  con  los  Países  Bajos  se 
concede  la  facultad  de  presentar  las  obras  en  las  legaciones  de  Es- 
pana^  en  el  Haya,  y  en  la  legación  de  los  Países  Bajos,  en  Madrí(!,. 
para  ser  registradas.  Las  legaciones  expedirán  un  documento  que 
justifique  la  presentación.  El  retraso  que  pudiera  haber  para  el 
registro  en  los  Ministerios  respectivos  no  traerá  ningún  perjuicio  k 
los  interesados,  pues  éstos  adquirirán  el  derecho  de  propiedad  á 
contar  de  la  fecha  que  sejes  expida  el  certificado  en  que  conste  el 
registro.  Los  autores  que  quieran  disfrutar  de  la  facultad  de  en- 
viar sus  obras  á  las  legaciones  respectivas,  enviarán  á  ellas,  al 
mismo  tiempo  que  sus  obras,  la  cantidad  fijada  por  el  presente  ar- 
tículo para  la  formalidad  del  registro.  No  se  concederá  la  referida 
protección  sino  cuando  haya  sido  entregado  gratuitamente  en  una 
ú  otro  de  los  puntos  designados,  según  el  caso,  un  ejemplar  de  la 
mejor  edición  ó  de  laque  estuviere  en  mejor  estado,  á  fin  de  que 
se  deposite  en  el  punto  señalado  al  efecto  en  cada  país. 

Respecto  de  las  traducciones  de  obras  espaSolas  publicadas  en 
Francia  y  de  obras  francesas  publicadas  en  España,  es  aplicable» 
según  el  art.  ¥,  párrafo  1*  del  tratado  con  Francia,  la  protección 
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^Otorgada  á  he  obras  ovigíoales»  esto  e9,  la  die  ejercer  el  derecho  dé 
propiedad  qoe  les  correspoodé  aobr»  eltas  conarregloiiiasdíspo-' 
sicie&es  ítgíie&  que  asegurea  aelual  milite  y  ea  lo  swcfsm>  eo 
cada  Estado  este  derecho  cootni  las  repraduocioDes  fraaituteQlaa, 
Esta  disposición  se*  halla  coBÍoraie  coa  la  doctrina  expuesta  en  el 
aparte  48»  párrafo  2*  del  artículo  7  qae  hemos  escrito  sobre  las 
leyes  y  tratados  acerca  de  la  propiedad*  literaria  ea  España,  est»>es„ 
que  si  bien  el  autor  debe  conservar  el  derecho  de  traducción  ves-^ 
pecto  de  su  obra  origÍDal,  bft  de  ser  con  ciertas  condiciones  y  en 
un  plazo  limitado.  Por  eso  se  consigna  en  el  párrafo  2*  del  art.  2^ 
ineocioDado,  que  la  disposición'  del  párrafo  i*-  tieno'  por  objelo 
ünicamente  protejer  al  traductor  bajo  laa  condiciones  quese  eV' 
presaa  más  adelante  en  lo  relativo  á  M  pvopía»  tra4uocioD,  y  no  el 
de  coDferiv  al  priiner  tiiaducter  de  una  obra^  cualquiemí  que  sea^  el 
derecho  exclusivo  de  traducción,  snlw  en  to^  casas  v  loa  limites 
previstos  en  las  disposiciones  siguientes. 

£1  autor  de  cualquiera  obra  qne  se  publique  e&  una  de  hs  dos 
naciones,  que  se  reserve  el  derecho db  traducción^  gozará  por  el 
término  de  cinco  años,  contados  desde  el  di»  que  se  haga  la  primera 
publicación  de  la  traducción  de  su  ot)ra  autorizi^da  por  él>  del*  pri- 
vilegio de  protección  contrai  la  publicación  en  el  oiro  pafs»  de  cnaU 
quiera  traducción  de  la^  misma  obra  que  él  no  haya  antfarizado, 
siempre  que  la  suya  se  publique  dentro  de  los  seis  mese&priflierM 
de  haber  aparecido  la  obra  origina<l,  y  que  el  autor  hayai  cumpfidtt 
con  todas  las  formalidades  prevenidas  al  efecto  en>  tt  presente  tta« 
tado  (art.  3"). 

Estas  formalidades  se  hallan  determinadas^  en  los  afls.  7*"  y  8-% 
puesto  que,  sí  bren  el  T  se  refiere  ai  tfrt.  i%  el  art.  ¥  se  refiare 
para^  la  protección  que  se  concede  á  las  traducciones  á  lo  dispuesto 
en  dicho  primer  articulo. 

Ya  hemos  visto,  al  exponer  el  art.  Tá  eonUiraacioii  del  1*,  que 
aquel  requiere  para  que  los  autores  y  sus  derecho-habientes  cKsfra* 
ten  de  la  protección  det  convenio,  la  entrega  gralwita  y  el  registro 
de  dos  ejiemplare»  de  las  obras  qvo  publiquen  en  los  establecímieiH 
tos  ya  enunciados,  cuya  entrega  é  depósito  y  cuyo  registro  ó  tema 
de  razón  deberán  efectuarse  dentro  de  los  tres  meses  subsiguientes 
á  la  primera  pubRcacibn  de  la  obra  ea  el  país  dende  esta  se  ho« 
biere  verificado.^ 
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En  virtud  de  ests»  dos  disposicioBes,  se  ofrece  la.  dada  sobre  si 
la  trafduccion  que-  se' reservó  baieer  dr  la  obre  original  su  mismo 
»utor,  defaerá:  publicarse  precisamente  átttes  de  que  se  cumplan 
seis  meses  desde  que  apareció  ia  obra  original,  según  se  dice  en  el 
articulo  3*,  en  cuyo  caso  el  depósito  deberá  eíiecUiarse  en  los  t¡ns 
primeros  meses  de  estos  seis  ^  corriendo  á  un  mismo  tiempo  ¿mbos 
plazos ,  ó  si  estes'  sei»  meses  principiaran  á  contarse  desde  que  se 
cumplan  las  formalidades  del  depósito  y  registro,  ano  cuando  para 
etto  se  tarde  los  tres'  meses  que  concede  d  art.  T,  teniendo  en  su 
consecueAcia  el  autor,  para  publicat  su  traducción^  el  término 
de  nueve  mese».  Apoya  esta  interpretación:  i'  La  disposición  del 
párrafo  2^  del  art.  8%'que  al  conceder  al  autor  que  publique  al  mis-» 
mo  tiempo  dos  ó  más  tomos  de  una  misma  obra^  el  plan»  de  otros 
tantos  semestres' cuantos  sean  los  tomos  quedé  á  luz^  previene,  que 
el  tornos  segundo  apareaca  á  lo  más  dentro  de  los  doce  meses  sub^ 
gignienksá  ¡a  observattcia  de  las  formalidades  del  depóeUOr  para  el 
cua^  ya  hemos  dicho  que  se  conceden  tres'  meses ;  3*  Lo  dispuesto 
en  ei  párrafo  V  dei  citado  art.  8*,  sobre  quer  ei  tiempo  que  concedo 
para  pnbliear  la  traiduccion  de  Una  obra  que  se  dié  á  luz  por  en- 
tregas, se  cuente  desde  el  depósito  de  cada  entrega;  y  7,  la  pres- 
cripción del  art.  9*  hobre  la  traducción  de  obras  dramáticas,  que 
también'  requiere  se  cuente  el  plazo  que  asigna  fmraetla,  desde  el 
cumplimiento'  de  las  formalidades  del  depósito  y  registro. 

Eateadrda  de  esfa  sneFte  la  disposicíoi^  expuesta,  ofrece  el  in- 
conveniente de  que  disfruté  de  más  tiempo  para  efectuar  y  publi- 
car la  traducción  de  su  obra  original ,  el  autor  que  fuere  máa  re* 
miso  en  verificar  el  depósito  y  registro  de  esta,  y  menos  tiempo  ei 
que  fuere  más  diligente  ea  cumplir  dicha  formalidad;  puesto  que 
el  que  depositó  el  original  á  los  tres  meses  siguientes  á  su  publi-^ 
cacion,  tendrá  para  verificar  y  publieaii  su  tra<h]ocion  solamente 
los  seis  meses  que  marca  el  art.  7%  y  el  que  haga  el  depósito  en 
el  primer  dia  de  la  publicación  del  original,  disfrutará  de  los  tres 
meses  concedidos  para  el  depósito  y  de  los  seis  subsiguienles  pare 
k  tradoeeioff,  estoes,  de  nueve  meses.  Tampoco  habrá  igualdad 
entre  el  téranno^  pttra  kl  tcarduecion  del  prinwr  tonvo  de  ima  obra  y 
el  asignado  para  cada  uno  de  los-  tomos  sucesivos,  presto  que  ei 
de  aq^uel  puede  llegar  á  loa  ntreve  meses,  y  el  de  e^os  tendrá  que 
linrítarse  á  h»  seis^'  meses  sucesrvcís  para*  cada  tomo. 
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Para  evitar,  pues,  estos  iDconvenientes,  háse consignado ca 
varios  tratados,  que  el  plazo  en  que  debe  publicarse  la  tradaccion 
de  la  obra  original  principie  á  contarse  desde  la  fecba  de  la  decla- 
ración que  debe  hacerse  á  la  cabeza  de  la  obra  original,  de  reser- 
varse el  autor  el  derecho  de  traducción  de  su  obra. 

Asi  se  consigna  en  el  art.  6*,  núm.  4*  de  los  convenios  que  ha 
celebrado  Francia  con  Bélgica  en  1*  de  Mayo  de  i861,  con  la  Con* 
federación  Suiza,  en  3  de  Junio  de  1862,  y  con  Prusia  en  10  de 
Mayo  de  1865.  Según  el  art.  6*  de  este  último  convenio,  qae 
es  una  copia  casi  á  la  letra  de  los  anteriores  convenios  citados,  «el 
autor  de  toda  obra  publicada  en  uno  de  los  dos  países  que  quiera 
reservarse  el  derecho  de  traducción^  gozará  durante  cinco  años^ 
contados  desde  el  dia  de  la  primera  publicación  de  la  traducción 
de  su  obra  autorizada  por  él,  del  privilegio  de  protección  contra  la 
publicación  en  el  otro  país  de  toda  traducción  de  la  misma  obra 
DO  autorizada  por  él,  y  esto  con  las  condiciones  siguientes:  1*  La 
obra  original  será  registrada  en  uno  de  los  dos  países  sobre  la  de- 
claración hecha,  en  un  plazo  de  tres  meses  contados  desde  el  dia 
de  la  primera  publicación  en  el  otro  país,  conforme  á  lasdisposi* 
clones  del  art.  2*.  2*  El  autor  deberá  indicar  en  la  cabeza  de  su 
obra,  la  intención  de  reservarse  el  derecho  de  traducción,  o*  Di* 
cha  traducción  autorizada  deberá  aparecer,  á  lo  menos  en  parte, 
en  el  término  de  un  ano,  contado  desde  la  fecha  de  la  declaración, 
del  original  efectuada  según  acaba  de  prescribirse,  y  en  su  totali* 
dad,  en  el  término  de  tres  anos  contados  desde  dicha  declaración: 
4*  La  traducción  deberá  publicarse  en  uno  de  los  dos  paises,  y 
además,  registrarse  conforme  á  las  disposiciones  del  art.  3*.  Res* 
pecto  de  las  obras  publicadas  por  entregas,  bastará  que  la  declara- 
ción del  autor  sobre  que  entiende  reservarse  el  derecho  de  traduc* 
cion,  se  exprese  en  la  primera  entrega.  Sin  embargo,  respecto  del 
término  de  cinco  anos  designado  por  este  articulo  para  el  ejercicio 
del  derecho  privilegiado  de  traducción,  se  considerará  cada  entre* 
como  una  obra  separada:  cada  una  de  ellas  se  registrará  en  uno 
de  los  dos  países,  bajo  la  declaración  hecha,  en  los  tres  meses  con- 
tados desde  su  primera  publicación  en  el  otro.  Respecto  de  la  tra- 
ducción de  las  obras  dramáticas  ó  de  la  representación  de  esta  tra- 
duccion,  el  autor  que  quiera  reservarse  el  derecho  exclusivo  de 
que  se  trata  en  los  artículos  5*  y  6%  deberá  publicar  ó  represen- 
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lar  su  traducción  tres  meses  después  del  registro  de  la  obra  ori- 
ginal.» 

El  medio  de  cootarse  el  plazo  para  publicar  la  traducción^  des- 
de la  declaración  que  hace  el  autor  al  frente  de  su  obra  original, 
de  reservarse  aquel  derecho,  es,  en  nuestro  juicio,  el  más  sencillo 
y  más  á  propósito  para  que  los  traductores  y  editores  puedan  sa- 
ber desde  luego  de  una  manera  patente,  y  sin  tener  que  proceder 
á  investigaciones  sobre  el  dia  en  que  se  verificó  el  depósito  de  la 
obra  original,  desde  cuándo  ha  de  principiar  á  contarse  el  plazo 
para  efectuar  su  autor  la  traducción,  y  saber  si  este  derecho  ha 
caido  en  el  dominio  público,  por  haber  trascurrido  dicho  plazo  sin 
hacer  uso  de  su  derecho  el  autor. 

El  término  de  tres  meses  para  verificar  el  depósito  de  la  obra 
original,  debería  correr  dentro  del  de  seis  meses^  concedidos  para 
efectuar  la  traducción,  ó  bien  debería  disponerse  que  se  verificara 
el  depósito  y  registro  de  la  obra,  antes  de  publicarla,  mencionán- 
dose la  fecha  de  dicho  depósito,  enseguida  de  la  declaración  de  la 
reserva  del  derecho  de  traducción^  que  ha  de  estamparse  al  frente 
ó  en  la  portada  de  la  obra,  según  se  previene  en  el  art.  4*  del  con- 
venio celebrado  entre  Francia  é  Italia  en  29  de  Junio  del862.  «Res- 
pecto de  Tas  obras  que  se  publiquen  por  entregas,  se  dice  también 
en  el  art.  4*  del  convenio  expresado,  bastará  que  dicha  declaración 
del  autor  se  haga  en  la  primera  entrega :  sin  embargo,  el  término 
fijado  para  el  ejercicio  de  este  derecho  no  comenzará  á  correr  sino 
desde  la  publicación  de  la  última  entrega,  con  tal  que  entre  las  dos 
publicaciones  no  trascurran  más  de  tres  anos.  Acerca  de  las  obras 
publicadas  por  entregas,  la  indicación  de  la  fecha  del  depósito  de- 
berá ponerse  en  la  última^  desde  la  cuál  comenzará  á  contarse 
el  término  fijado  para  el  ejercicio  del  derecho  de  traducción.» 

£n  nuestro  convenio  celebrado  con  Francia,  se  dispone  también 
en  su  articulo  8*,  que  se  publique  la  traducción  á  lo  más,  dentro 
de  los  seis  meses  subsiguientes  á  la  declaración  que  debe  hacer  el 
autor  al  frente  de  la  obra,  de  reservarse  el  derecho  de  traducción. 
Pero  como  en  este  mismo  convenio  se  contienen  las  disposiciones 
ya  expuestas,  sobre  que  principie  á  contarse  el  plazo  para  publi- 
car la  traducción  desde  que  se  efectuó  el  depósito  y  registro  de  la 
obra  original,  no  puede  dársele  á  aquella  cláusula  toda<  fuerza  y 
eficacia,  habiendo  lugar  á  que  se  suscite  entre  nosotros  la  duda 
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enunciada  que,  según  hemos  indicado,  se  propende  á  resolver  en 
ei  sentido  de  que  se  sume  el  plazo  de  seis  meses  concedido  para  la 
traducción,  con  el  de  los  tres  meses  seSalado  para  ei  depósito  del 
original.  Esta  interpretación,  que  defiende  el  andador  de  la  obra 
sobre  « la  legislación  de  ¡la  propiedad  Jíteraria  en  España»,  ha  ad- 
quirido grande  apoyo  con  lo  dispuesto  en  los  cuatro  tratados  que 
ha  celebrado  España  con  ei  Aeino  Unido  de  la  Gran  Bretaña  é  ir- 
landa. Bélgica,  Gerdena  y  Portugal,  sobre  que  el  plazo  dentro  del 
cuál  ha  de  publicarse  ia  traducción,  principie  á  contarse  desde  el 
dia  del  depósito  y  registro  de  la  obra  original;  siendo  digno  de  ad<- 
terlirse,  que  en  el  convenio  con  Portugal^  se  asigna  para  el  depó- 
sito y  registro  el  término  de  seis  meses,  contados  desde  el  dia  de  la 
primera  publicación  de  la  obra  original  en  el  otro  Estado.  (Véase 
ei  párrafo  3*  del  art.  3*  de  cada  uno  de  dichos  convenios). 

Según  el  art.  8*,  párrafo  i*  del  convenio  con  Francia,  para  que 
el  derecho  de  los  autores  en  las  traducciones  de  sus  obña  teiigii 
lugar,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  S*  y  3*,  se  necesita 
llenar  previamente  las  siguientes  formalidades.  La  primera  es,  que 
al  darla  á  luz,  notifique  su  autor  al  frente  de  ella  que  se  reserva  el 
derecho  de  traducción,  y  que  á  consecuencia  de  esta  formal  decla^ 
raoioQ,  y  no  constando  la  obra  más  que  de  un  sólo  tomo  se  publi- 
cará so  traducción,  á  lo  más,  dentro  de  ios  seis  meses  subsiguien- 
tes. El  anotador  de  la  obra  Legidacion  de  la  propiedad  lUeraría  mi 
España,  considera  como  una  traba  que  á  nada  conduce  la  obliga- 
ción impuesta  al  propietario  de  la  obra,  de  indicar  en  la  portada  la 
reserva  del  derecho  de  traducción,  porque,  dice,  ó  se  cumplen  las 
demás  condiciones,  en  cuyo  caso  la  falta  de  esta  formalidad  no  debe 
invalidar  el  derecho  del  propietario  de  la  obra,  ó  se  no  eumpleo,  y 
entóneos  de  nada  sirve  la  declaración.  Mas  contra  esta  consideca- 
cion  milita  la  conveniencia  de  que  sepan  los  traductores  y  edi- 
tores, desde  el  momento  en  que  aparece  la  obra,  la  intención  del 
autor  de  reservarse  ó  no  el  derecho  de  traducción,  para  evitar  toda 
incerlidumbre  sobre  este  punto,  y  los  estudios  y  cálculos  que  pu- 
dieran tener  lugar  sobre  la  obra  publicada,  con  pérdida  de  tiempo 
y  <)e  intereses,  si  posteriormente  se  reservase  el  autor  aquel  dere- 
cho. No  hay  duda,  que  sí  no  se  cumplen  las  demás  formalidades 
que  requiere  el  convenio,  no  producirá  efecto  esta  declaración  ó 
reserva;  pero  es  necesaria  para  el  caso  de  que  se  cumpliere!),  cons- 
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tituyeodo  como  la  base  y  fUBdameDto  (de  ellas,  puesto  que  si  se 
omitiera  y  se  eipendieaeo  ios  ejemplares  de  la  obra,  seria  inúlii 
ciae.'se  cumpüesea  las  demás  .formalidades,  porque  aquella  omisión 
iríiu)  á  ser  como  4a  reDUDcia  del  derecho  de  traducción,  como  la 
facultad  concedida  á  los  traductores  y  editores  para  publicar  la  tra- 
ducción de  dicha  obra ;  y  seria  injusto  que  por  el  cumplimiento  de 
las  demás  formalidades  quedaran  estos  defraudados  .en  sus  legíti- 
mas «^pcranzas  del  lucre  que  pudiera  procurarles  aquella  publica- 
ción. No  bastará  tampoco  que  dicha  declaración  se  efectúe  en  la 
segunda  edición  de  la  obra,  si  «no  se  verificó  en  la  primera,  para 
qae  se  entienda  que  recobra  el  autor  aquel  derecho;  pues  desde 
que  sejomitióen  .la  primera  edición  de  la  obra,  cayó  en  el  dominio 
público,  pudiendo  cualquier  ciudadano  hacer  y  publicar  la  traduc- 
ción de  aquella  obra  en  .beneficio  de  las  personas  que  ignoren  el 
idioma  en  que  se  escribió  la  original.  Esta  formalidad  se  requiere 
también  en  los  coavenios  con  hi  Gran  Bretaña  y  con  Bélgica  (ar- 
tículo 3*,  núm.  2*),  con  Cecdeña  (art.  2%  núm.  2')  y  con  Portugal 
(aitícHlo  3*,  núm..  i*). 

El  plazo  de  seis  meses,  señalado  por  «I  art.  8*  del  convenio  con 
Francia,  para  publicar  el  autor  la  tnaduccion  de  su  obra,  es  verda- 
deramente muy  breve,  aun  en  el  supuesto  de  que  cada  tomo  de 
una  obca  conste  solamente  de  800  páginas^  que  es  la  extensión  que 
por  lo  común  suele  dárseles;  cuanto  más  si  fueren  de  mayor  vo- 
lumen; y  todavía  será  aquel  plazo  más  angustioso,  si  la  obra,  por 
versar  sobre  materias  religiosas^  necesitara  la  censura  eclesiástica; 
pues  apenas  habrá  tiempo  suficiente  para  cumplir  con  este  requisi- 
to. Es  lauto,  más  de  extrañar  que  se  haya  señalado  un  término  ian 
reducido  respecto  ¡de  las  obDas  francesas,  cuanto  que  acerca  de 
las  portuguesas,  cuyo  idioma  nos  es  mucho  más  fácil  de  traducir, 
se  ha  marcado,  en  el  convenio  con  Portugal,  el  término  de  un  ano 
para  publicar  en  paite  la  traducción  de  la  obra,  y  el  de  tres  anos 
para  su  totalidad  (art.  3%  núm.  3')-  Igual  término  se  designa  tam- 
bién para  la  traducción  de  las  obras  inglesas  (art.  3*,  núm.  5**  del 
convenio  con  la  Gran  Bretaña) ;  pava  la  de  las  obras  alemanas  (ar- 
tículo 3*,  núm.  3*  del  convenio  con  Bélgica),  y  para  la  de  las  ita- 
lianas (art.  3%  núm.  3*  del  convenio  con  Cerdeña). 

La  segunda  formalidad  que  requiere  el  art.  8"*  del  convenio 
«OH  Francia,  para  que  tenga  lugar  el  derecho  de  \qs  autores  á  la 
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traducción  de  sus  obras,  consiste  ea  que,  cuando  el  autor  publi- 
care á  ua  tiempo  dos  ó  más  tomos  de  una  misma  obra,  el  plazo  de 
los  seis  meses  que  se  le  conceden  para  publicar  su  traducción  irá 
aumenlándose  con  oíros  tantos  semestres  cuantos  sean  los  tomos 
que  comprenda  la  obra,  de  manera  que  el  tomo  segundo  aparezca 
á  lo  más  dentro  de  los  doce  meses  subsiguientes  á  la  observancia 
de  las  formalidades  del  depósito,  y  así  de  los  demás.  Al  examinar 
la  disposición  del  art.  3*  hicimos  ya  las  obserTaciones  que  juzga- 
mos convenientes  sobre  esta  disposición. 

Según  el  párrafo  3*  del  rererido  artículo  8*,  por  lo  tocante  á 
obras  que  se  publiquen  por  tomos  separados  ó  por  entregas,  basta- 
rá que  la  declaración  de  reservarse  el  autor  el  derecho  de  traduc- 
ción obre  al  frente  del  primer  tomo  ó  de  la  primera  entrega:  dis- 
posición^ que  se  funda  en  que,  siendo  Jos  tomos  ó  entregas  siguien- 
tes continuación  y  parte  del  tomo  primero,  no  es  necesario  nueva 
declaración  sobre  aquel  punto ;  ni  seria  conveniente  ni  útil,  que  si 
en  dichos  tomos  ó  entregas  no  se  hiciera  aquella  reserva,  se  en- 
tendiese que  caia  en  el  dominio  público  el  derecho  de  traducción, 
puesto  que  tendría  que  limitarse  esta  á  una  parte  incompleta  de  la 
obra.  Este  mismo  espíritu  anima  la  disposición  del  articulo  10  de 
que  en  breve  nos  haremos  cargo. 

No  obstante  la  disposición  del  párrafo  3*  expuesto,  la  traduc- 
ción de  una  obra  que  se  publique  por  entregas  deberá  aparecer  i 
lo  más,  dentro  de  los  tres  meses  subsiguientes  al  depósito  de  cada 
entrega. 

Análogas  disposiciones  se  contienen  en  el  art  3*,  núm.  4*,  párra- 
fo 2*  del  convenio  con  la  Gran  Bretaña ;  en  el  art.  5*  núm.  4*  pár- 
rafo 2*  del  convenio  con  Bélgica ;  en  el  mismo  art.  4*  y  párrafo  del 
convenio  con  Cerdena,  y  en  el  art.  3%  núm.  3%  párrafo  3*  del  con- 
venio con  Portugal. 

Además  de  las  formalidades  mencionadas  en  el  art.  8*  del  con- 
venio con  Francia,  se  consigna  también  especialmente  para  este 
caso  de  las  traducciones  en  los  demás  convenios  la  formalidad  del 
depósito  y  del  registro  de  la  obra  original.  Asi,  pues,  según  el  pár- 
rafo ¥  del  art.  3*  del  convenio  con  la  Gran  Bretaña,  la  obra  ori- 
ginal debe  ser  registrada  y  depositada  en  uno  de  los  países  en 
el  término  de  tres  meses  contados  desde  el  dia  de  la  primera  pu- 
blicación en  el  otro  Estado.  Igual  disposición  se  contiene  en  el  mis- 
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mo  arlículo  y  párrafo  del  conveaio  con  Bélgica  y  con  Cerdena.Eo 
til  art.  3*,  párrafo  5*  del  convenio  con  Portugal  se  requiere  que  la 
obra  original  sea  registrada  y  depositada  en  uno  de  los  países  en 
la  forma  prescrita  en  el  art.  8*  en  el  término  de  seis  meses,  conta- 
dos desde  el  dia  de  la  primera  publicación  en  el  otro  Estado;  y  en 
el  párrafo  8*  se  previene  que^  si  la  obra  estuviese  compuesta  de 
más  de  un  volumen,  cada  volumen  ó  entrega  se  considerará  como 
obra  separada  y  deberá  registrarse  y  depositarse  en  uno  de  los  dos 
países  en  el  término  de  seis  meses,  á  contar  desde  su  primera  pu- 
blicación en  el  otro. 

La  reserva  de  traducir  una  obra  dramática  y  la  necesidad  de 
que  la  traducción  aparezca  dentro  de  un  término  prefijado ,  se  li- 
mita á  los  tres  meses  subsiguientes  á  las  formalidades  del  depósito 
y  registro^  asimilándose  para  este  efecto  una  obra  dramática  á  las 
entregas  de  toda  obra  diferente  (art.  9*).  El  término  marcado  en  es- 
ta disposición  es  sumamente  angustioso,  y  mucho  más  compren- 
diéndose en  ella  las  traducciones  en  verso,  que  suelen  ofrecer  á 
veces  mayores  dificultades  que  la  composición  de  una  obra  original. 
En  la  ley  de  10  de  Junio  de  1847  sobre  propiedad  literaria,  artícu- 
lo 3*,  se  equipara  la  traducción  en  verso  de  obras  escritas  en  len- 
guas vivas  ó  en  lenguas  muertas,  respecto  de  la  duración  del  dere- 
cho de  propiedad,  á  la  de  las  obras  originales. 

Según  el  art.  10 ,  el  propietario  de  una  obra  que  vaya  publi- 
cándose por  tomos  ó  por  entregas  que  no  observe  las  formalidades 
prevenidas  en  los  artículos  anteriores  respecto  del  depósito  y  re- 
gistro; aquel  que  no  publique  la  traducción  de  un  tomo,  á  lo  más 
dentro  de  los  seis  meses  subsiguientes  al  depósito  ó  registro,  ó  de 
una  entrega  ú  obra  dramática  dentro  de  los  tres ,  no  sólo  quedará 
inhabilitado  para  reservarse  su  derecho  de  traducción  sobre  el  to- 
mo ó  sobre  la  entrega ,  con  referencia  á  la  cual  haya  omitido  la 
ejecución  de  alguna  de  las  formalidades  prescritas  en  los  artículos 
precedentes ,  sino  que  además  perderá  este  mismo  derecho  sobre 
todos  los  demás  tomos  ó  todas  las  entregas  de  la  propia  obra  que 
anteriormente  se  hubiesen  publicado,  y  sobre  todos  los  tomos  ó  to- 
das las  entregas  que  se  publiquen  en  lo  sucesivo;  entrando,  por 
consiguiente,  en  el  dominio  público  -el  derecho  de  traducción  sobre 
la  obra  entera. 

Conforme,  pues,  á  esta  disposición,  aun  cuando,  respecto  de 
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uDa  traducción  se  observe  la  formalidad  de  1^  declaracioo^  en  la 
portada  de  la  obra,  de  la  reserva  de  este  derecho  por  su  autor,  si 
no  se  verificó  el  depósito  de  la  obra  original^  de  nada  servirá 
esta  reserva,  y  si  aunque  se  hubiere  efectuado  el  depósito  res- 
pecto del  primer  lomo  ó  entrega,  no  se  efectuó  respecto  de  los  de- 
más, ó  no  se  publicó  la  traducción  en  el  plazo  marcado  por  la  ley^ 
ya  sea  del  primer  tomo  ó  entrega,  ya  de  los  demás  sucesivos,  se 
pierde  todo  el  derecho  de  traducción  respecto  de  toda  la  obra,  dis- 
posición que  se  funda  en  los  inconveoientes  que  ofreceria  el  consi- 
derar al  autor  con  el  derecho  exclusivo  de  publicar  el  original  6 
traducción  de  ui^o  ó  varios  tomos  ó  entregas  de  una  obra,  y  de  con- 
siderarse las  demás  como  habiendo  caido  en  el  dominio  público, 
puesto  que  no  podria  ningún  particular  dar  á  luz  la  obra  completa, 
y  si  no  la  publicaba  el  que  gozara  de  la  propiedad  exclusiva  de  los 
primeros  tomos  ó  entregas,  carecería  el  público  de  dicha  obra  con 
perjuicio  de  la  propagación  de  las  luces. 

La  traducción  de  obras  dramáticas  concede  iguales  derechos 
(los  expuestos  en  el  art.  3*)  al  autor  del  original,  siempre  que  la 
traducción  hécb^  de  su  cuenta  ó  de  su  acuerdo  se  publique  dentra 
de  los  primeros  tres  meses  contados  desde  que  se  hubiere  efectua- 
do el  depósito  y  registro  de  la  obra  original,  y  se  hayan  observada 
por  su  parte  las  demás  formalidades.  Estas  formalidades  son  las 
del  depósito  y  registro  de  la  traducción  que  deberán  efectuarse 
dentro  de  los  tres  meses  de  publicada  la  traducción :  y  la  de 
haber  notificado  el  autor  de  la  obra  original  al  darla  á  luz,  al  frente 
de  ella,  que  se  reservaba  el  derecho  de  traducirla,  según  lo  dispues- 
to en  el  art.  &*.  Los  derechos  de  los  autores  dramáticos  á  percibir 
una  subvención  por  razón  de  las  representaciones  escénicas  en  el 
país  donde  se  ejecute  una  traducion  de  su  obra  consisten  en  la  cuar- 
ta parte  de  los  derechos  que  las  leyes  del  mismo  den  al  traductor. 
Esta  cuarta  parte  será  comprendida  en  el  total  de  los  derechos  que 
á  los  traductores  hayan  de  pagar  las  empresas  teatrales.  Los  dere- 
chos de  los  compositores  músicos  quedan  asimilados  á  los  de  los 
autores  originales,  siempre  que  el  libreto  se  ejecute  en  lengua 
original  (art.  4*  del  convenio  con  Francia). 

Para  aplicar,  pues,  la  anterior  disposición,  hay  que  saber  los 
derechos  que  se  conceden  al  autor  nacional  en  las  representaciones 
dramáticas  del  género  á  que  pertenezca  la  obra  traducida  ea  el 
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paísenqueseejecutóesta  traducción,  y  deducir  de  ellos  la  cuar- 
ta parte^  que  es  la  correspondiente  al  autor  de  la  obra  traducida. 

En  cuanto  á  Francia,  que  es  la  nación  respecto  de  la  cual  pue- 
de ocurrir  con  más  frecuencia  este  caso,  el  derecho  íntegro  que  se 
le  concede  en  las  entradas,  es  eH5  por  100  por  representación; 
cuya  cuota  se  reparte  entre  las  obras,  tanto  antiguas  como  moder- 
nas^ que  constituyen  el  espectáculo,  conforme  al  cuadro  siguiente; 

TEATRO    FBANGÉS. 

una  obra  sola |   15  p.  ICO 

Dos  piezas  iguales,  cada  una.  •       *?  %  |  45        » 


Cuatro  ó eineo  actos II  |    .m        ^ 

Uno  ó  dos  actos i  \ 

Cuatro  ó  cinco  actos 9  (    . . 

Tres  actos 6  M^        ' 


Tres  actos 10       {   ., 

Uno  6  dos  actos 5       ( 

Tres  piezas  iguales,  cada  una.  5      |    1 5       a 

Cuatro  ó  cinco  actos 8      \ 

Uno  ó  dos  actos. 3  V,  {    1 5        » 

Uno  ó  dos  actos 3  Vi 

Cuatro  ó  cinco  actos 7 

Tres  actos 5       M5        » 

Uno  ó  dos  actos 3 


I 


Tres  actos 7 

Uno  ó  dos  actos 4      >  15        » 

Uno  ó  dos  actos 4 


Tres  actos 5 

Tres  actos 5  V«  M  5        » 

Uno  ó  dos  actos 


5  vo 


ÓPXRA. 

Unaobrasola |  500  francos. 

Una  en  5,  en  4  ó  en  3  actos..  .  375  |  ^^^       ^ 

Un  baile  en  on  acto 125  { 

Una  ópera  en  4  6  5  actos. .  .  .  300  (  kaa        . 

Un  baile  en  2  ó  3  actos 200  (  *"" 

Una  ópera  en  2  actos 250  (  «.^./v 

Un  baile  en  2  ó  3  actos 250  |  *^""        '                                     j| 

Una  ópera  en  un  acto 200  I  »^fv 

Un  bwle  en  2  ó  3  actos 300  |  ^"" 
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Una  ópera  ó  baile  en  2  ó  3  actos.    250 

Una  ópera  ó  baile  en  nn  acto.  •    4  25  V  500  francos. 

Ídem,  id.,  id 425 

Una  ópera  en  nn  acto 200 

Un  baile  en  un  acto 450  >  500 

ídem,  id 450 

Los  300  francos  se  reparten  entre  el  autor  del  libreto  y  el  de  la 
música. 

En  la  Opera  cómica  los  derechos  de  los  autores  son :  Por  una 
obra  en  tres^  cuatro  ó  cinco  actos,  de  8  Va  por  100  sobre  la  entra- 
da; por  una  obra  en  dos  actos,  de  6  Va  por  400;  por  una  obra  en 
un  acto^  de  6  por  iOO;  si  la  obra  compone  por  sí  sola  toda  nna 
función,  há  lugar  á  un  suplemento  del  6  por  100. 

En  los  teatros  de  comedias  de  costumbres,  el  derecho  de  los 
autores  es  de  12  por  100.  En  los  de  drama,  de  8  por  100  y  un  de- 
recho fijo  por  la  pieza  que  abre  la  función.  El  derecho  asciende  al 
10  por  100  cuando  la  función  se  compone  de  un  drama  extenso. 
Cuando  la  obra  de  un  autor  va  acompañada  de  otra  que  ha  caído 
en  el  dominio  público,  los'agentes  de  los  autores  reciben^  en  bene- 
ficio de  la  caja  común,  la  cuarta  j)arte  del  derecho  que  hubiera  per- 
tenecido al  autor  si  viviera. 

La  entrada  íntegra  se  considera  ser  la  que  resta  después  de 
descontar  los  gastos  diarios  que  comprenden  los  ordinarios  y  los 
extraordinarios  del  teatro  y  el  derecho  de  los  pobres.  Los  gastos 
ordinarios  consisten  en  el  alquiler  del  teatro,  luz  y  fuego,  paga  de 
los  empleados,  carteles  y  servicio,  en  caso  de  incendio.  Los  gastos 
extraordinarios  son  los  que  consisten  en  el  exceso  de  los  gastos  or- 
dinarios ocasionados  por  la  representación  de  ciertas  obras. 

Según  el  art.  8*  del  convenio  sobre  propiedad  literaria  con  Fran- 
cia^  la  protección  y  los  derechos  estipulados  en  los  arts.  3*  y  4*  no 
tienen  por  objeto  prohibir  las  imilaciones  ni  las  apropiaciones  he- 
chas de  buena  fé  de  las  obras  literarias,  científicas,  dramáticas,  mu- 
sicales y  artísticas  en  España  y  Francia,  sino  única  y  simplemente 
impedir  las  reproducciones  fraudulentas,  reimpresiones,  represen- 
taciones y  copias  hechas  en  daño  de  los  intereses  y  derechos  espe- 
cialmente reservados  á  los  autores  é  inventores.  A  los  tribunales  de 
ambos  Estados,  y  con  arreglo  á  la  legislación  vigente  en  cada  uno 
de  ellos,  compete  resolver  en  todos  los  casos  las  cuestiones  á  que 
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dieren  lugar  las  reproducciones  fraudulentas  ó  la  falsificación  ó  imi- 
tación ó  copia  de  tales  obras. 

Sobre  este  punto,  base  declarado  por  sentencia  del  Tribunal 
Sapremo  de  Justicia,  que  para  que  haya  verdadero  plagio  y  usur- 
pación de  la  propiedad  literaria^  es  necesario  que  la  idea  ó  método 
dado  á  luz  como  original  por  el  autor  y  con  los  requisitos  legales 
para  adquirir  sn  propiedad,  se  publique  después  por  otro  en  igual 
concepto  de  original,  y  además,  que  ninguno  antes  que  aquel  haya 
dado  á  conocer  la  misma  idea  ó  método;  pero  no  puede  considerar- 
se como  original  una  obra,  cuando  esta  idea  ó  el  método  que  en 
aquella  desenvuelve  su  autor  se  ha  dado  antes  á  conocer  por  otro ; 
por  consiguiente,  no  se  infringe  la  ley  de  10  de  Junio  de  1847  cuan- 
do, aunque  se  adopte  en  una  obra  una  idea  revelada  anteriormente 
por  otro  autor,  se  expone  y  desarrolla  de  nuevo  de  diferente  modo 
(sent.  de  4  de  Diciembre  de  1861). 

Tales  son  las  principales  disposiciones  y  dudas  que  ofrecen 
nuestros  convenios  internacionales  sobre  propiedad  literaria. 

José  VICENTE  y  CARAVANTES. 


DERECHO  PENAL 


DE  LOS  DEUm  DE  AñADO  Y  DESACATO  Á  LA  ADTODIDAD. 


No  es  de  hoy  ciertamente  la  codificación  del  Derecho  penal  en- 
tre nosotros,  ni  muy  corto  el  tiempo  trascurrido  desde  que  los  ade- 
lantos y  estudios  en  la  ciencia  del  Derecho^  y  con  especialidad  en 
el  penal,  comenzaron  á  traducirse  en  los  Códigos  modernos  que  tan 
sabia  y  profunda  revolución  causaron  en  el  sistema  que  de  anti- 
guo se  seguía  en  la  definición  y  clasificación  délos  delitos,  y  en  los 
castigos  y  penas  que  á  ellos  habian  de  seguir. 

Primeramente,  al  corto  número  de  delitos  comprendidos  en  los 
antiguos  Códigos,  y  á  las  bárbaras  y  terribles  penas  á  ellos  asigna- 
doS)  siguió,  ya  que  el  movimiento  filosófico  de  la  época  moderna 
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hizo  aquellas  incompatibles  con  el  estado  de  la  sociedad  y  so- 
bre todo  de  la  ciencia^  el  arbitrio  juidfcial,  que  modificó  aquellos 
crueles  castigos  corporales  con  penas  más  humanas  y  aaaves  y 
más  acomodadas  á  la  verdadera  naturaleza  de  los  delitos,  y  parli-- 
cularmente  al  nuevo  concepto  de  la  pena,  que  sí  no  fué  entonces, 
ni  es  aún  todavía  en  ¿ran  parte  el  que  domina  en  los  Códigos  vi- 
gentes^ el  verdadero  y  justo  que  debe  presidir  á  su  determinacioa, 
fué  al  menos  más  racional  y  más  adecuado  al  espíritu  que  entóe- 
ees  dominaba.  Después  del  arbitrio  judicial,  cuyos  inconvenientes 
de  todos  conocidos  por  la  incertidumbre  y  grandes  desigualdades  á 
que  era  expuesto,  y  por  otros  males  aún  de  gravedad  mayor  que 
le  hizo  pronto  insostenible^  vinieron  los  Códigos  actuales  que,  va- 
riados y  reformados  una  y  otra  vez,  si  bien  conservan  todavía  su 
estructura  primera  y  la  esencia  del  sistema  á  que  obedecen,  van 
progresando  y  siguiendo  el  curso  de  los  adelantos  de  la  ciencia  y 
filosofía  del  derecho. 

En  estos  Códigos  no  es  posible,  á  pesar  del  método  de  exposi- 
ción en  ellos  seguido,  determinar  y  precisar  cuantos  modos  y  me- 
dios pueden  presentarse  de  cometer  un  delito ;  y  así  por  más  que  no 
pueden  estimarse  como  tales,  otros  que  los  taxativamente  señala- 
dos en  ellos,  la  designación  de  estos  no  puede  ser  tan  minuciosa, 
que  á  pesar  de  la  claridad  que  de  ordinario  se  observa  en  la  re- 
dacción de  sus  artículos,  no  se  susciten  todos  los  dias  en  la  prác* 
tica,  dudas  más  ó  menos  fundadas  sobre  su  alcance  é  interpre- 
tación. 

A  remediar  en  gran  parte  este  mal  vienen  los  recursos  de  ca- 
sación, admitidos  no  ha  mucho  en  lo  criminal  entre  nosotros,  por 
medio  de  los  cuales  el  Tribunal  Supremo  vá,  aunque  de  una  ma- 
nera lenta,  uniformando  la  jurisprudencia,  y  fijando  la  más  rec- 
ta interpretación  é  inteligencia  de  la  ley  en  los  casos  que  llegan 
á  su  resolución.  Pero  á  pesar  de  estos  recursos^  como  que  es  corto 
el  tiempo  que  en  nuestro  país  lleva  de  existencia  la  casación  cri- 
nioal,  y  además  de  corto,  las  más  de  las  veces  las  personas  que 
intervienen  en  el  proceso,  y  por  motivos  que  no  son  ahora  de  nu- 
merar, dejan  de  entablar  el  recurso  de  casación  en  muchas  oca- 
siones que  seria  conveniente,  la  jurisprudencia  sentada  todavía  en 
materia  penal^  aunque  es  numerosa  respecto  á  ciertos  delitos,  no 
ha  alcanzado  empero  á  otros  muchos  que  su  perpetración  es  mé- 
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fios  frecuente  en  la  vida  de  la  sociedad^  ó  que  son  tan  varios  los 
medios  y  formas  de  llevarlos  á  cabo,  y  tan  diversas  las  circunstan- 
cias qne  en  ellos  pueden  concurrir,  qiie  pt'esentan  con  frecuencia 
'caracteres  distintos,  y  de  continuo  dudas  en  sn  aplicación,  que  no 
las  ha  resuelto  todavía  nuestra  jurisprudencia  definitivamente. 

Entre  estas  clases  de  delitos  bien  pueden  mencionarse  los  de 
desacato  y  atentado  á  la  Autoridad  ó  sus  agentes,  qne  si  son  quizá 
con  los  de  lesiones  y  hurto  los  que  mayor  número  alcanzan  en 
nuestra  estadística  criminal,  no  por  eso  dejan  de  ser  en  multitud 
de  ocasiones  de  los  que  más  dificultades  presentan  para  su  defini- 
ción y  aplicación,  no  ya  tan  sólo  por  los  hechos  ó  palabras,  difíci- 
les casi  siempre  de  apreciar,  que  de  por  si  constituyen  estos  deli- 
tos; sino  también  por  las  condicionen,  situación  y  naturaleza  del 
cargo  qne  ejercen  ó  han  ejercido,  las  personas  contra  quienes  se 
cometen. 

Según  el  art.  263  del  Código  penal,  cometen  atentado  los  que 
acometieren  k  la  Autoridad  ó  á  sus  a6bnt£s,  ó  emplearen  fuerza 
eontra  ellos,  ó  los  intimidaren  gravemente,  ó  les  hicieren  resisten  - 
tia  también  grave  cuando  se  hallaren  ejerciendo  las  fundones  de 
sus  cargos  ó  con  ocasión  de  ellas  ;  y  según  el  266  cometen  el  de- 
lito de  desacato  los  que  hallándose  un  Ministro  de  la  Corona  ó  una 
Autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  con  ocasión  de  ellas, 
los  calumniaren^  injuriaren,  ó  hisultaren  de  hecho  ó  de  palabra  en 
su  presencia  ó  en  escrito  que  les  dirigieren,  ó  les  ametia^saren. 

Dadas  estas  definiciones,  y  especialmente  las  palabras  subraya- 
das en  las  mismas,  sé  ocurre  la  cuestión  siguiente:  ¿Constituyen  el 
delito  de  atentado  ó  de  desacato,  el  atiometimiento  ó  empleo  de 
fuerza,  y  los  insultos,  injurias  ó  amenazas  que  se  hacen  ó  dirigen 
á  una  personas  que  fué  Autoridad  ó  su  agente,  con  motivo  ó  por 
los  actos  qtie  ejerció  en  el  tiempo  qué  estuvo  revestido  de  aquel 
carácter,  y  en«cuyo  cargo  babia  ya  cesado^  cuando  fué  acometido  ó 
insultado? 

Aunque  no  son  muchos  los  casos  que  de  hechos  análogos  he- 
mos visto  presentados  para  su  resolución^  no  deja  de  tener  cierta 
importancia  esta  cuestión,  y  con  especialidad  en  nuestro  país,  en 
que  las  continuas  revueltas  políticas  hacen  cambiar  con  lamentable 
frecuencia  el  personal  de  casi  todoá  los  órdenes  de  Autoridades  y 
sus  auxiliares  y  agentes,  donde  en  no  pocas  de  ellas  la  {)a8Íon  de 


239  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

partido  ó  miserables  reacillas  personales  hacen  que  sus  actos  pú- 
blicos no  vayan  siempre  acompañados  de  todo  el  espíritu  de  recti- 
tud y  justicia  que  fuera  de  desear,  y  donde,  por  último,  siguién- 
dose así,  quedarán  con  el  tiempo  pocos  españoles  que,  ya  de  una  ú 
otra  clase,  no  hayan  desempeñado  cargo  revestido  de  Autoridad,  6- 
sido  agente  de  ella  en  sus  tan  variadas  categorías. 

Diverso  ha  sido  el  sentido  con  que  se  han  resuelto  los  pocos  ca- 
sos de  estos  que  hemos  tenido  ocasión  de  conocer,  y  mientras  en  un 
Tribunal  una  de  sus  Salas  mandaba  que  se  procediera  criminal- 
mente por  un  hecho  de  esta  índole,  la  otra  estimaba  que  el  misma 
acto  no  constituía  delito  que  debiera  perseguirse  de  oficio  y  absol- 
vía á  los  procesados.  Pero  el  Tribunal  Supremo,  que  hasta  ahora 
que  sepamos  nosotros,  no  habia  conocido  de  ningún  hecho  análogo 
á  estos,  ha  resuelto  la  cuestión  en  el  sentido  afirmativo  de  que  se- 
mejantes actos  constituyen  delito,  en  sentencia  de  16  de  Octubre 
del  ano  anterior,  publicada  en  las  Gacetas  de  24  de  Noviembre  y  4 
de  Diciembre  del  mismo. 

Esta  sentencia  fué  dictada  con  motivo  del  recurso  de  casación 
que  por  infracción  de  ley  interpusieron  los  procesados  en  el  Juzga- 
do de  Lalin,  por  desacato  al  Juez  de  primera  instancia  del  partido, 
que  en  el  mismo  día  que  cesó  en  el  cargo  de  Juez  de  aquel  punto 
por  traslación  á  otro,  le  dieron  una  cencerrada,  y  fueron  condena- 
dos por  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  la  Coruna,  á  cin- 
co meses  de  arresto  mayor  uno  de  los  procesados  y  á  tres  meses  de 
igual  pena  el  otro.  Interpuesto  el  recurso  de  casación,  citando  como 
infringidos  los  artículos  del  Código  penal  269  y  277,  porque  no  ha- 
biendo sido  ejecutado  el  hecho  contra  Autoridad  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  ni  con  ocasión  de  ellas,  debió  ser  calificado  de  falta  y 
no  de  delito,  el  Supremo  declaró  no  haber  lugar  al  recurso,  consi- 
derando que  los  hechos  ejecutados  lo  fueron  con  ocasión  de  las  fun- 
ciones judiciales  que  en  dicho  Juzgado  habia  ejercido  el  ofendido» 

Respetando  nosotros  profundamente  y  como  el  que  más,  las  sa- 
bias resoluciones  dictadas  por  el  más  alto  Tribunal  de  la  Nación,  y 
aunque  el  caso  anterior  no  es  enteramente  igual  á  los  de  que  en  el 
presente  artículo  nos  ocupamos ,  puesto  que  realmente  alguna  di-- 
ferencia  hay  entre  el  funcionario  judicial  trasladado  que  no  ha  de* 
jado  de  estar  revestido  de  este  carácter,  y  el  declarado  cesante  que 
nada  le  queda  ni  conserva  del  cargo  ánles  tenido,  podemos,  sin  em- 
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bargo,  hacer  algunas  indicaciones  á  la  doctrina  sentada ,  estando 
permitido  discutir  en  el  terreno  de  la  ciencia  y  del  derecho  las  re- 
soluciones de  los  Tribunales,  y  más  cuando  una  sola  sentencia  no 
forma  jurisprudencia  según  está  constantemente  admitido,  y  cuya 
doctrina  puede  ser  reformada,  como  más  de  una  vez  lo  ha  sido  por 
el  mismo  Tribunal,  que  ha  sentado  y  proclamado  después,  juris- 
prudencia y  doctrina  contraria  á  la  primeramente  formada  y  acep- 
tada. 

Á  vanidad  pudiera  atribuirse  dar  á  cx)nocer  nuestro  pobre  pa- 
recer contrario  al  de  jurisconsultos  eminentes  y  respetables,  acos- 
tumbrados de  tiempo  á  interpretar  en  su  más  recto  sentido  nuestras 
intrincadas  leyes  y  á  profundizar  sus  tendencias  y  espíritu ;  pero 
sin  qne  nuestra  pretensión  sea  otra  que  contribuir  con  nuestras 
cortas  fuerzas  y  escasa  inteligencia  al  estudio  de  algunas  modestas 
cuestiones  sobre  la  interpretación  de  ciertos  artículos  del  Código 
penal»  vamos  á  consignar  nuestra  humilde  opinión  y  las  razones  y 
fundamentos  que  nos  sirven  de  apoyo. 

Acaso  ninguno  de  los  delitos  ordinariamente  llamados  comunes^ 
sufriera  más  variación  en  la  reforma  del  Código  penal  hecha  en 
18S0,  que  los  de  atentado  y  desacato.  En  el  primitivo  Código  de 
1848^  puede  en  verdad  decirse,  que  no  eran  conocidos  estos  deli- 
tos; en  el  capítulo  que*  tenia  el  epígrafe  4e  la  resistencia  y  soltura 
de  presos  y  otros  desórdenes  públicos  que  era  en  el  que  se  compren- 
dian  algunos  de  naturaleza  análoga,  no  estaban  incluidos  ni  casti- 
gados los  que  hoy  se  llaman  atentados  y  desacatos ;  y  aunque  cé- 
lebres jurisconsultos  los  echaban  de  menos  y  censuraban  esta  omi- 
sión, también  es  cierto  que  en  la  reforma  de  1850,  y  poi^  un  suce- 
so  acaecido  en  aquel  tiempo,  se  fué  más  lejos  de  lo  que  los  más  de 
los  criminalistas  de  entonces  reclamaban,  y  se  introdujeron  las 
prescripciones  de  losarts.  189, 190, 192,  193  y  194,  que  crearon 
estos  delitos  con  no  leve  penalidad^  quedando  así  el  principio  de  . 
autoridad  con  sobradas  condiciones  de  garantía  y  respeto  para  su 
debido  desenvolvimiento.  Ocurrió  después  la  última  reforma  de 
i870y  y  con  cortas  variaciones  en  su  redacción  y  alguna  diferen- 
cia no  muy  esencial  en  su  penalidad,  quedaron  estos  delitos  como 
estaban  anteriormente. 

La  razón  de  ser  que  ellos  tienen»  no  es  otra  que  el  dar  á  las  per- 
sonas revestidas  del  alto  carácter  de  autoridad»  y  á  sus  auxiiia- 
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res,  las  garantías  suficientes  para  ponerlas  ¿  cnbierio  de  los  ata* 
qnes^  ya  de  obra  ó  de  palabra  de  que  pudieran  ser  objeto  por 
parte  de  los  que  se  creyeran  lastimados  con  los  actos  de  las  mís- 
talas ;  y  evitar  también  el  desdoro  y  medosprecio  en  que  bahía  de 
(quedar  la  Autoridad,  rodeada  siempre  de  cierto  prestigio  y  respe- 
tabilidad, si  impunemente  sé  permitiera  que  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  ó  con  ocasión  de  ellas,  fuera  atropellada  ó  injuriada. 

Mas  estas  garantías  y  esta  protección  tan  necesarias  al  orden 
social,  no  pueden  exceder  de  ciertos  límites,  sin  temor  de  producir 
el  efecto  opuesto:  así  se  ha  reconocido  en  principio  y  consignado 
en  el  texto  de  la  ley,  puesto  que  no  todos  ios  ataques,  amenazas  ó 
insultos  que  se  dirigen  contra  las  Autoridades  constituyen  estos  de- 
litos ;  el  Código  penal  los  ha  circunscrito  y  limitado  dentro  de  de- 
terminadas condiciones,  y  sólo  cuando  la  ofensa  se  hace  hallándo- 
se aquella  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ó  con  ocasión  de  estas, 
es  cuando  dichos  delitos  tienen  lugar,  exigiéndose  para  que  real* 
mente  se  cometa  desacato^  que  la  injuria,  calumnia  ó  insulto  sea 
en  8U  presenáa,  ó  en  escrito  á  ellas  mismas  directamente  dirigido» 
T  cuando  esas  prerogativas  y  garantías  tan  justamente  concedidas 
á  la  Autoridad,  no  son  reconocidas  y  aceptadas  sino  con  estas  limi- 
taciones^ ¿puede  estimarse  que  alcanzan  á  los  que  ya  han  dejada 
de  revestir  aquel  augusto  carácter  por  más  que  lo¿  atropellos  ó  in- 
jurias de  que  hayan  sido  víctimas^  sean  debidos  á  actos  que  ejecu- 
taron mientras  fueron  Autoridad? 

Nosotros  creemos  que  no^  y  más  de  un  jurisconsulto  notable 
abona  nuestra  creencia :  en  apoyo  de  esta  opinión  vamos  á  expo- 
ner algunas  breves  consideraciones,  fundadas  unas  en  la  naturale- 
za general  de  estos  delitos,  y  otras  en  la  misma  redacción  y  texto 
literal  do  los  artículos  del  Código  penal  que  de  ellos  tratan. 

Tal  vez  las  consecuencias  que  puedan  deducirse  dé  aceptar  la 
tesis  que  sosteuemos,  aparezcan  á  algunos  un  tanto  violentas,  y 
que  de  ser  así  queda  la  Autoridad  sin  el  amparo  suficiente,  tan  ne- 
cesario para  desenvolverse  en  completa  independeneia  y  á  merced 
también  después  de  haber  cesado  en  sUs  cargos,  de  todo  aquel  que 
se  creyó  perjudicado  por  los  actos  de  aquella,  y  con  osadía  bastan* 
te  para  fiar  á  sí  mismo  la  reparación  de  sus  agravios.  Pero  ctíñ  Íodo> 
no  es  por  cierto  eñ  el  temor  á  lá  sanción  penal  en  lo  qile  debe  pro- 
curar eñcontrai'  el  respeto  y  aprecio  á  sus  actos  públicos  el  qtie  út$^ 
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empeñó  funciones  de  este  orden ;  mas  lo  encontrará,  y  es  de  don- 
de debe  esperarlo,  en  qne  con  arreglo  á  sn  conciencia  fueran  pre- 
cedidos y  guiados  aquellos  por  el  espíritu  y  yerdadero  deseo  de 
acierto,  de  imparcialidad  y  de  justicia. 

De  aceptar  el  principio  contrario^  esto  es,  que  las  palabras  6 
con  ocenim  de  e/¿as  puestas  en  la  definición  de  estos  delitos,  alcan- 
za y  surte  sus  efectos  aun  después  de  haber  cesado  en  el  cargo,  con 
motivo  del  cual  se  verifica  la  ofensa,  resulla  en  los  desacatos  el 
contrasentido  de  qne  los  insultos  y  amenazas  que  se  profieren 
contra  una  Autoridad,  no  constituyen  tal  delito  cuando  no  lo  haü 
sido  en  sn  presencia  ó  en  escrito  á  las  mismas  dirigido,  aunque 
este  lo  fuera  i  su  superior  jerárquico  inmediato,  y  aun  cursado  por 
conducto  del  mismo  agraviado  según  sentencia  del  Tribunal  Supre- 
mo de  6  de  Mayo  de  1871 ,  y  que  por  el  contrario,  incurre  en  el 
delito  de  desacato  el  que  amenazare  é  insultare  á  un  particular  por 
actos  que  ejerció  siendo  Autoridad,  sólo  con  que  el  insulto  ó  la  in- 
juria fuera  hecha  en  su  presencia ;  cuya  distinción  es  tan  sutil  que 
no  será  comprendida  para  los  que  únicamente,  digámoslo  así^  de 
por  fuera,  conocen  de  estos  asuntos  y  que  en  efecto  no  pueden  ver 
esa  diferencia  en  la  gravedad  de  los  atropellos^  que  la  tienen  en  sí 
con  el  mero  hecho  de  hacerlos  públicos,  nada  más  que  porque  se 
realicen  á  espaldas  del  ofendido,  cuando  siempre  y  del  mismo  mo^ 
do  que  en  su  presencia^  suelen  llegar  á  su  conocimiento. 

Admitida  en  los  delitos  de  desacato  esa  interpretación  que  com- 
batimos, necesariamente  hay  que  darla  igual  en  los  de  atentado, 
que  aunque  revisten  mayor  gravedad  son  de  idéntica  naturaleza, 
tienden  al  mismo  fin,  y  están  definidos  en  su  orden  con  igualdad 
de  términos.  T  en  ese  caso,  podría  racionalmente  suponerse  que  ad- 
mitía el  delito  de  atentado  contra  la  Autoridad  ó  sus  agentes  el  que 
acometiera  ó  maltratara  á  una  persona  que  en  tiempo  atrás  des- 
empeñó cualquiera  de  estos  cargos,  por  más  que  el  motivo  de  la 
agresión  fueran  resentimientos  fundados  en  actos  qne  realizó  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  de  A^utorídad  ó  de  su  agente. 

¿T  hasta  qné  tiempo  van  á  alcanzar  estas  garantías  y  á  durar 
tas  efectos?  Porque  no  ponieiido  limitación  alguna  los  artículos  del 
Código  penal  que  tratan  de  estos  delitos,  ni  siendo  tampoco  ese 
tiempo  materia  de  prescri  pdon,  lo  mismo  puede  entonces  resultar 
cometido  el  atentado  ó  el  desacato  al  dia  siguiente  de  haber  cesa- 
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do  una  Autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  foDciones,  que  á  los  tres 
anos  y  á  los  yointe,  con  tal  que  el  atropello  lo  haya  sido  can  oca- 
sión de  aquellos.  ¿Va  á  durar  esa  protección  toda  la  vida  del  ofen- 
dido? ¿Va  á  ser  también  trasmisible  á  sus  herederos  por  los  insul* 
tos  que  á  su  nombre  y  memoria  se  hagan?  No  son  tan  fáciles  de  re- 
solver estas  cuestiones,  y  ¡cuántos  no  serian  entonces  los  atentados 
cometidos  en  todas  aquellas,  que  tienen  lugar  especialmente  contra 
los  que  fueron  agentes  de  la  Autoridad,  y  en  los  que  no  es  la  pni* 
dencia  lo  que  de  ordinario  más  resplandece  en  el  desempeño  de  sus 
cargos! 

Después  de  todo  y  aparte  estas  consideraciones,  examinemos 
lo  que  real  y  literalmente  dicen  los  artículos  del  Código  penal,  263 
y  270,  que  son  los  que  determinan  estos  delitos. 

Al  definirlos  se  dice  en  ellos,  como  ya  hemos  visto,  los  que  aeo- 
metieren  k  la  Autoridad  ó  á  sus  agxntis,  etc.,  y  lasque  Aofldit- 
dqse  UNA  Autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  etc.;  porque 
estas  palabras  no  pueden  entenderse  ni  aplicarse  más  que  á  la 
Autoridad  que  realmente  lo  es,  á  la  que  está  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  en  el  momento  que  el  acometimiento,  la  amenaza,  la  in- 
juria ó  la  calumnia  tienen  lugar:  sobre  esta  que  podemos  llamar 
primera  parte  de  la  definición  no  puede  caber  duda  alguna;  pero 
como  á  seguida  se  añade  en  dichos  artículos  las  palabras  ó  can  oca^' 
sion  de  ellas,  estas  son  las  que  han  dado  lugar  á  la  duda  en  unos 
y  las  que  sirven  de  base  y  fundamento  en  otros  para>  sostener  la 
tesis  contraria  á  la  que  defendemos. 

Veamos  ahora,,  cuál  debe  ser  el  verdadero  sentido  y  alcance  de 
dichas  palabras,  que  no  huelgan  ciertamente  en  la  definición  que 
de  estos  delitos  da  el  Código,  pero  que  tampoco  van  tan  lejos  como 
se  las  quiere  atribuir. 

Aunque  todas  las  Autoridades,  puede  decirse  que  son  de  fun- 
ciones permanentes,  ó  que  siempre  están  revestidas  del  carácter 
de  tales  Autoridades,  no  continuamente  están  en  el  ejercicio  de 
ellas,  y  por  eso  lo  primero  que  se  exige  para  que  existan  los  delitos 
de  atentado  y  desacato,  además  del  carácter  de  Autoridad  déla 
persona  ultrajada,  es  que  esté  en  el  desempeño  de  sus  fundones; 
pero  como  no  siempre  se  ha  de  cometer  el  ultraje  en  ese  mismo 
momento,  sino  que  á  veces  y  con  frecuencia  tiene  lugar  cuando  no 
^c  está  ejerciéndolas,  y  que  se  halla  la  Autoridad  en  la  situación 
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ordinaria  de  cualquier  otro  particular,  como  en  su  casa  rodeada  de 
su  familia  ó  en  el  paseo ;  y  sin  embargo,  en  esas  situaciones  en  que 
el  indivldno  no  ha  dejado  de  ser  Autoridad,  aunque  no  obstante  no 
está  desempeñando  las  funciones  de  ella,  puede  perfectamente  ser 
acometido  ó  insultado^  y  así  lo  es  la  más  de  las  yeces  que  estos 
hechos  tienen  lugar,  á  consecuencia  de  los  actos  ejecutados  ejer- 
ciendo sns  funciones :  pues  bien,  á  esas  injurias  ó  atropellos  reali- 
zados cuando  la  Autoridad  no  está  obrando  como  tal^  pero  que  si 
son  debidos  á  providencias  ejecutadas  en  el  desempeño  de  su  cargo, 
es  á  lo  que  indudablemente  deben  referirse  y  se  refieren  las  pala- 
bras ya  repetidas  de  6  con  ocasión  de  ellas. 

Un  ejemplo  aclarará  mejor  este  concepto.  Un  Juez  dicta  du- 
rante su  despacho  una  providencia,  y  la  persona  á  quien  afecta  está 
presente  ó  en  los  estrados  del  Juzgado,  y  al  serle  notificada  y  ver 
que  es  contraria  á  sus  intereses,  maltrata,  ya  de  obra  ó  de  pala- 
bra, al  Juez  qoe  se  halla  en  aquel  acto  en  su  despacho  y  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones;  este  seria  el  atentado  ó  el  desacato  co- 
metido como  primeramente  dice  el  Código  penal ;  pero  supongamos 
que  la  persona  á.quien  interesa  ó  perjudica  la  providencia  no  es- 
taba en  el  local  del  Juzgado  en  el  momento  én  que  ésta  es  dictada^ 
llega  después  á  su  conocimiento  y  se  dirige  en  busca  del  Juez  que 
ya  no  está  despachando,  y  lo  encuentra  en  cualquier  otra  ocupa- 
ción particular  ó  en  el  paseo,  y  entonces  le  amenaza  ó  le  insulta; 
este  acometimiento  seria  el  que  constituiría  el  atentado  ó  desacato 
cometido  no  estando  la  Autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
sino  con  ocamn  de  ellas. 

A  estos  casos  es  á  lo  que  únicamente  pueden  hacer  referencia 
esas  palabras^  que  dadas  la  redacción  de  los  artículos  del  Código 
que  trataban  de  estos  delitos,  y  que  siempre  dicen  los  que  hallán- 
dose una  Autoridad^  ó  los  que  acometieren  á  ufia  Autoridad  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  ó  con  ocasión  de  ellas,  es  una  ilación  y 
dependencia  tan  completa  la  que  hay  entre  este  último  período  y 
el  anterior,  que  es  necesario  é  indispensable  que  la  Autoridad  exis- 
ta^ que  lo  sea  en  el  momento  de  la  ofensa,  para  que  haya  atentado 
ó  desacato :  si  ya  no  es  Autoridad  en  aquel  instante  la  persona 
ofendida,  falta  la  primera  condición  que  exige  la  ley,  y  no  puede 
decirse  que  ha  sido  la  Autoridad  la  ultrajada,  cuyo  carácter  ó  esen- 
cia no  es  separable  de  la  persona  qne  la  ejerce  ó  está  revestida  de 
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ella.  Por  consiguiente,  aunque  después  y  por  cualquier  motÍToque 
sea  fuera  maltratada  la  persona  que  fué  Autoridad»  eomo  ya  no  lo 
era  en  aquel  momento,  falta  la  condición  sine  qua  non  de  los  aten* 
tados  y  desacatos,  y  el  delito  cometido  seria  otro,  que  según  la  ma- 
yor ó  menor  gravedad  del  agravio  inferido,  daría  lugar  6  no  al 
procedimiento  de  o&cío. 

Si  el  espíritu  de  la  ley  fuera  el  contrarío,  y  asi  la  intención  de 
sus  autores,  otra  muy  diversa  habría  sido  su  redacción  y  más  ter- 
minante su  precepto  :  por  tanto ,  siguiendo  el  principio  de  que  en 
materia  penal  no  se  debe  ampliar  el  sentido  de  las  leyes  á  más  de 
lo  que  realmente  dicen,  sino  restríngirlo  y  aplicarlo  siempre  en  lo 
más  favorable  al  delincuente,  fundamos  en  ello  nuestra  humilde 
opinión  que  lealmenle  dejamos  expuesta,  esperando  que  ahora  que 
se  trata  de  reformar  nuevamente  el  Código  penal,  los  dignos  indi- 
viduos de  la  Comisión  tengan  presente  este  diverso  sentido  dado  á 
esos  artículos  que  tratan  de  estos  delitos,  |y  modifiquen  su  redac- 
ción en  el  sentido  que  su  ilustrado  criterio  y  elevación  de  conoci- 
miento, les  aconseje  y  crean  más  acertado  y  justo. 

LmoRio  HIERRO. 


ESTUDIOS  SOBRE  LOS  CLÁSICOS  LATINOS 

APLICADOS  AL  DERECHO  CIVIL  ROMANO  (I) 

Por  consiguiente^  no  debe  extrañarnos^  que  Horacio  haya  ha- 
blado de  ellos  en  varías  partes  de  sus  obras.  Lo  que  ha  dicho  res- 
pecto á  esto^  puede  referirse  fácilmente  á  los  puntos  siguientes: 

Enumeración  de  las  diversas  ventajas  que  los  esclavos  procu- 
ran á  sus  señores;  abusos  del  derecho  de  vida  y  muerte  que  los 
señores  tienen  sobre  la  persona  de  sus  esclavos ;  abusos  algunas 
veces  inherentes  á  la  manumisión  de  los  esclavos. 

Examinemos  al  poeta  en  el  orden  que  acabamos  de  indijcar: 
r  En  la  Epístola  xvi  del  libro  1*^  ad  Quintium,  le  aconseja  á  no 
matar  al  esclavo  que  pudiera  vender. 

(t)    Véase  la  página. 77  de  este  tomo. 
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Yendere  qunm  possis  captivum,  occidere  ifioli. 

y  Yá  á  justifioar  su  proposicioD^  por  la  indicación  de  las  renta* 
jas  que  la  conservación  del  esclavo  podría  piocurarie. 

Servíet  utiliter:  sive  pascat  duras  aretqne ; 
Naviget,  ac  mediis  hiemet  mercator  inundis; 
Annonse  prosit,  portel  frumenta  penusque  (1).' 

El  esclavo  era^  pues^  muy  útil  á  su  senor^  porque  los  Romanos 
que  no  reconocian  más  que  dos  ejercicios  dignos  de  los  hombres 
libres^  la  agricultura  y  la  guerra  (i),  desdeñaban  dedicarse  per^o^ 
nalmente  á  las  operaciones  mercantiles  (3). 

Después^  y  bajo  el  nombre  de  un  mercader  de  esclavos  que  ha- 
bla y  pondera  las  ventajas  que  un  esclavo  asegura  á  su  comprador^ 
dice : 

Hic  et 

Gandidns,  et  talof  k  vértice  pulcher  ad  irnos, 
Fiet  eritque  tuu5  nummorum  millibus  octo, 
Yerna  (4)  ministerüs  ad  nutus  aptns  heriles, 
Litterulis  Graecís  imbuías,  idóneas  arti 
Guilibet;  argillá  qaidvis  imilaberis  udá  (5). 

En  su  Epístola  xv  del  libro  1*,  adNumicium,  el  poeta  nos  hace 
conocer  un  destino  muy  particular^  que  los  señores  daban  á  sus 
esclavos;  evidentemente  no  podia  convenir  sino  á  los  más  inteli- 
gentes. Se  dirige  á  un  interlocutor  que  supone  muy  convencido  de 
que  sólo  el  dinero  puede  darle  y  asegurarle  la  felicidad.  Partiendo 
de  esta  idea^  hé  aquí  el  consejo  que  le  dá: 

Si  forlunatum  species  el^gratia  prsestat; 
Mercemur  servum,  qui  dictet  nomina,  IsDvam 
Qai  fodiat  latas,  et  cogat  trans  pondera  dexlram 
Porrigere:  hic  multüm  in  Fabiá  valet,  ille  Yeliná: 
GaUibet,  hic  fasces  dabit,  eripietque  cumule, 
Qui  volet,  importunus,  ebor 


(♦>    Yéase  sobre  e\penus,  Aulo-Gelio  N.  A.  lib.  4**,  4 . 
(t)    Dionisio  de  Halicarnaso,  2. 

(3)    Al  menos  en  pequeñas  operaciones,  tenuis  mercatura^  Cicerón, 
de  Oflciis,  1 ,  xXiii. 

(4]    Yéase,  Instituías  de  Justiniano,  de  Legat,  §  30. 
(5)    Epíst.  u,  lib.  II,  ad  Julium  Florum. 
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Como  se  vé,  era  un  empleo  dado  á  ciertos  esclavos  que  se  lla- 
maban por  ello  esclavos  nomenclátores  (i),  y  consistía  en  hacer 
conocer  á  sus  señores  cuando  los  acompañaban  en  sus  escursiones, 
los  nombres  de  los  pasajeros,  y  principalmente  indicar  los  que 
ejercían  más  influencia  encada  tribu,  tenían  más  poder  en  las  elec- 
ciones, y  por  lo  mismo  conferir  ó  arrancar  á  su  voluntad  los  fas- 
ces. ¿Habrá  querido  con  esto  Horacio  censurar  este  medio  de  in- 
fluencia electoral,  bien  inocente  por  cierto,  si  se  compara  con  los 
medios  de  corrupción  y  venalidad,  que  en  los  últimos  tiempos  de 
la  república,  provocaron  tantas  leyes  represivas  de  la  ambición  y  la 
intriga  (2)? 

2*  Nadie  ignora  que  el  señor  tenia  sobre  su  esclavo  derecho  de 
vida  y  muerte.  El  fragmento  que  sigue  está  hecho  para  darnos  una 
idea  del  poco  caso  que  se  hacia  de  la  vida  de  estos  desgraciados. 
Pertenece  á  la  Sátira  UI,  libro  1*.  Horacio  hace  constar  en  él,  que 
un  hombre  que  abandona  á  un  amigo  por  una  falta  ligera^  es  más 
culpable,  ó  más  bien,  insensato  en  grado  más  eminente,  que  el  se- 
ñor que  hace  perecer  á  su  esclavo  en  los  suplicios,  porque  al  quitar 
los  restos  de  una  comida  hubiese  osado  tocarlos.  Hé  aquí  sus  pa- 
labras : 

• 

Denique,  quatenús  excidi  penitús  vitinm  irse 
Csetera  item  néqueunt  stultis  hasrentia,  cur  non 
Ponderibns  modnlisque  suis  ratio  utitur,  ac  res 
Ut  qusque  est,  ita  snppliciis  delicta  coerce t? 
Si  qoi8  eum  servum,  patinam  qui  tollere  jussus, 
Semesos  piscos  tepidnmque  ügnríerit  jus, 
In  cruce  snffígat;  Labeone  insanior  ínter 
Sanos  dlcatur.  Cnanto  hoc  foriosins,  atque 
Majus  pecatum  estl 

En  su  célebre  Sátira  contra  las  mujeres,  Juvenal  viene  más  tar- 
de á  pintarnos  los  caprichos  de  la  esposa  romana,  que  se  divierte 
cruelmente  en  hacer  crucificar  á  sus  esclavos^  para  satisfacer  un  pu- 
ro antojo. 

(1)  Servut  nomenclatur.  Cicerón,  pro  Z.  Murena  36.  Marcial, 
Epigjr.  lib.  X,  30. 

(ij  Se  encuentra  una  exposición  completa  de  estas  leyes  en  e!  Bs'- 
sai  iU  Af.  de  Laboulaye,  sobre  las  leyes  criminales  de  los  Romanos, 
concerniente  á  la  responsabilidad  de  los  magistrados,  cap.  18,  19  y  20. 
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Pone  crucem  serró.  Merait  qoo  crimine  serrus 
Sapplicinmt  qnis  testis  adestt  qai8  detulit?  andi: 
Nulla  unquam  de  morte  hominis  cunctatio  longa  est.    • 
O  demensl  an  aervns  homo  est?  nil  fecerit  esto: 
Hoc  voló,  sie  jabeo;  sit  pro  ratione  voluntas. 

¡Eq  las  ¡deas  romanas  el  esclayo  no  era  considerado  como  un  hom« 
bre!  ¡O  demensl  ¿An  servus  homo  esll  ¡T  será  preciso  esperar  al  rei- 
nado de  Antonino  el  Pió  (1),  para  que  una  de  sus  constituciones 
venga  á  poner  la  vida  de  los  esclavos  al  abrigo  &&  los  caprichos  de 
sus  señores^  Estas  ideas  no  deben  sorprendernos,  habiendo  el  pa- 
ganismo falseado  ú  oscurecido  las  nociones  más  simples  sobre  el 
origen  de  los  hombres  y  los  principios  de  libertad  é  igualdad  que 
derivan  directamente  del  derecho  natural. 

En  el  mundo  antiguo,  no  se  comprendía  la  existencia  de  un  Es- 
tado sin  esclavos.  Los  pueblos  más  civilizados  de  la  Grecia  no  se 
habian  librado  tampoco  de  las  mismas  preocupaciones.  Aristóteles 
quiso  probar  que  hay  esclavos  por  naturaleza  {i).  Platón,  que  tan 
profundamente  ha  pensado  sobre  las  relaciones  de  hombre  á  hom- 
bre,  admite  sin  restricción,  que  el  scHor  puede  disponer  impune- 
mente de  la  vida  de  sus  esclavos;  no  impone  otra  pena  al  homici- 
da, que  la  obligación  de  purificarse  (5). 

¿T  en  Roma,  Cicerón,  que  era  no  obstante  tan  humanitario,  no 
habla  participado  de  los  mismos  errores  y  admitido  el  mismo  dere- 
cho? Cuando  en  sus  acusaciones  contra  Yerres,  habla  del  pretor  üo- 
mick),  que  hizo  crucificar  un  desgraciado  esclavo,  porque  había  dado 
muerte  á  un  javali ,  no  tiene  el  valor  de  condenar  formalmente  la 
conducta  de  este  magistrado;  declara  prudentemente  qne  ni  lo  des- 
aprueba ni  lo  justifica  (4). 

Horacio  pagaba ,  pues ,  en  los  versos  que  hemos  citado ,  un  tri- 
buto á  las  preocupaciones  de  que  estaban  imbuidos  los  mejores  es- 
píritus. 

Venga  al  Derecho  la  influencia  del  Gristiasismo ,  y  el  pensa- 


0)    Gayo^^$5a. 

(S)    Política,  libro  I^  eap.  i. — Véanse  las  observaciones  de  llontes* 
quieu,  Bsprit  des  loiSy  libro  xv,  eap.  xvii. 
(3)    De  loJt  Leyee,  9. 
(i)    In  Verrem^  act.  ii,  de  Swpplieüs^  3. 

TOMO  L.  Z\ 
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miento  que  presidió  en  las  primeras  reformas  de  que  tuvo  Anto- 
tonino  la  gloría,  se  desenvolverá  en' proporciones  mucho  más  du- 
raderas! 

3*  En  la  Sátira  vii ,  libro  ¥,  vemos  al  poeta  hacer  una  marcada 
alusión  á  uno  de  los  modos  civiles  de  manumisión  usados  entre  los 
Romanos,  la  vindicta  H),  cuando  hace  decir  por  Davus  á  su  señor 
al  que  reprocha  estar  encadenado  á  sus  pasiones : 

Tu  ne  mihi  dominus,  rernm  imperiis  hominnmque 
Tot,  tantisqne  minor,  quem  ter  vindicta,  quaterque 
Imposita,  hand  unqu&m  misará  formidine  privet? 

¿Sois  vos  verdaderamente  mi  señor,  vos,  que  aun  cuando  os 
tocara  el  Pretor  tres  ó  cuatro  veces  con  la  varilla  consagrada,  no 
sabría  libraros  de  vuestros  miserables  temores? 

Persa  hace  la  misma  alusión  cuando  pone  en  boca  de  un  ma* 
numitido  este  verso : 

Vindicta  postquam  meus  k  praetore  recessi  (S). 

El  esclavo  manumitido  por  la  viiidicta,  ó  por  otro  modo  civil  de 
manumisión,  es  decir,  por  los  que  se  operaban  cemu  ó  testamento^ 
se  hacia  de  pleno  derecho  ciudadano  romano. 

En  tiempo  de  Horacio^  los  señores  prodigaban  el  beneficio  de 
la  manumisión  á  esclavos  que  no  eran  dignos  de  ella :  la  cuestión 
era  saber  quién  manumitía  mayor  número  de  esclavos.  Todos  los 
documentos  de  la  historia  están  conformes  respecto  i  esto,  uno 
manumitía  por  generosidad,  otro  por  avaricia ;  éste  por  interés  de 
partido,  para  reclutar  sus  legiones  de  soldados  fieles ;  quién  por 
debilidad^  quién  por  orgullo,  y  con  el  único  objeto  de  tener  mu- 
chas personas  que  siguieran  su  cortejo  fúnebre  (3).  La  ciudad  se 
llenaba  de  manunütidos;  y  lo  que  más  afligía  á  todos  los  que  tenian 
la  pureza  de  la  sangre  romana,  era  que  estos  nuevos  manumitidos 
estaban  destinados  á  ocupar  el  puesto  del  pueblo  que  se  extinguía 


(I)  Gayo,  I,  §  n.— Se  le  daba  este  nombre  porque  el  lictor  del  ma- 
gistrado pegaba  con  una  varilla,  vindicta,  al  esclavo  en  et  momento 
en  que  era  manamiiido.  Tito-Lívio,  líb.  n,  35. 

(«)    Sátira  ▼. 

(3)    Grand.  et  décad.  des  Romains,  cap.  xni. 
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rápidamente.  La  acción  de  las  guerras  extranjeras  consumía  desde 
mucho  tiempo  los  más  nobles  hijos  de  Roma;  las  proscripciones  ha- 
bian  diezmado  á  los  que  habían  sobrevivido  á  estas  guerras,  y 
entre  los  que  se  habían  librado  á  las  proscripciones,  unos  habían 
perecido  en  la  batalla  de  Filipas,  otros  en  la  terrible  jornada  de 
A.CCÍO.  Se  les  veía,  pues,  reemplazados,  en  la  cultura  por  esclavos, 
en  la  ciudad  por  manumitidos.  Asi  se  operaba  por  la  fuerza  de  los 
hechos  un  deplorable  cambio  entre  el  elemento  indígena  y  el  ele- 
mento extranjero,  el  elementó  libre  y  el  elemento  servil  (9). 

El  poeta  nos  dá  un  ejemplo  del  abuso  de  las  manumisiones  en 
la  Oda  IV  del  libro  de  Epodas^  donde  exhala  su  indignación  con- 
tra Menas,  manumitido  de  Pompeyo.  Los  antecedentes  de  este 
manumitido  no  le  permitían,  al  menos  si  creemos  á  Horacio,  gozar 
del  gran  favor  que  su  señor  le  confirió.  Aun  llevaba  la  marca  de  los 
hierros  con  que  había  sido  cargado,  del  látigo  queje  había  des- 
garrado por  sentencia  de  los  triumviros;  y  en  vez  de  haeer  olvidar 
por  su  modestia  tan  tristes  precedentes,  ostentaba  todo  el  lujo  de 
la  riqueza  y  de  la  aristocracia.  Sus  bueyes  labraban  mil  fanegas  de 
tierra  en  Falerno;  sus  caballos  entorpecían  la  vía  Apia.  Él  mismo 
atravesaba  la  vía  Sacra  con  su  larga  toga  de  seis  varas,  y  se  le  veía 
ocupar,  con  desprecio  de  la  ley  de  Othon,  las  primeras  sillas  del 
teatro. 

Ibericis  paraste  funibns  latus, 

Et  crura  dura  compede 

Sectns  flagellis  hic  Triumviraiibus, 

Prsconis  ad  fastidium; 
Arat  Falerni  miile  fundí  jugara, 

Et  apiam  mannis  terit; 
Sedilibusque  magnns  in  primis  eques, 

Othona  contemplo,  sedat. 

Este  abuso  de  las  manumisiones  era  á  propósito  para  despertar 
la  solicitud  de  los  que  estaban  llamados  á  reformar  las  institucio- 
nes. Que  pasara  desapercibido  en  época  más  remota,  cuando  el  tí- 
tulo de  ciudadano  romano  fué  prodigado  por  Antonino  Caracalla 
¿  todos  los  subditos  del  imperio  que  eran  libres,  lo  hubiéramos 


(1)    Véase  Michelbt,  ffist.  rom,,  tomo  ii,  lib.  ii,  cap.  1^ 
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comprendido;  pero  en  tiempo  de  Horacio  no  es  posible.  El  Iftulo 
de  ciudadano  romano  estaba  todavía  rodeado  de  gran  prestigio, 
acompañado  de  una  especie  de  inviolabilidad,  dotado  de  privilegios 
numerosos  que  Cicerón  hizo  aparecer  con  brillantez  en  sus  acusa- 
ciones contra  Yerres  (1).  Por  adquirir  el  derecho  á  la  isopdicía  ro- 
mana fué  por  lo  que  la  Italia  se  levantó  declarando  á  Roma  la 
guerra  social^  que  acababa  de  ser  apaciguada.  Más  reciente,  y  en 
una  ocasión  solemne,  fué  necesaria  toda  la  elocuencia  de  Cicerón 
para  conservar  al  poeta  Archias  cl  derecho  de  ciudadanía  roma- 
na (2).  Suetonio  certifica  que  Augusto  se  mostró  muy  parco  en 
concesiones  de  esta  naturaleza ;  que  queria  mejor  que  el  fisco  sn* 
friese  pérdidas,  que  dejar  que  el  honor  del  título  de  ciudadano  ro- 
mano perdiera  su  estimación  y  se  hiciese  vulgar:  «Givitatem  par- 
»  cissimé  dedit,  adfirmans  se  fadliüs  passurum  fiscodetrabí  aliquid, 
>»qu&m  civitatÍ3  Román»  vulgari  honorem  (3].» 

En  757^  bajo  este  príncipe^  un  plebiscito  conocido  en  la  histo» 
ria  del  Derecho  con  el  nombre  de  ley  iElia  Sentía,  vino  á  poner 
justas  trabas  al  derecho  de  manumisión,  y  rehusar  para  siempre 
la  cualidad  de  ciudadano  romano  ¿  los  manumitidos  que  antes  de 
ser  libres  hubieran  merecido  por  su  conducta  graveí,  castigos  de 
parte  de  sus  señores  (4).  Luego  después  vino  la  ley  Fusia  Caninia 
á  moderar  el  derecho  de  manumisión  por  actos  de  última  vo- 
luntad. 

No  pasaré  al  examen  de  un  nuevo  orden  de  ideas  sin  notar  que 
el  poeta  dá  una  definición  muy  exacta  en  la  Epístola  ii,  lib;  i  del 
servus  vkariuSf  del  que  tan  frecuentemente  se  cuestiona  en  los 
textos  del  Derecho  (5) ;  y  lo  define :  servus  qiá  servo  paret.  En  la 
Sátira  viii  del  libro  ii,  habla  del  esclavo  fugitivo,  fugitivus,  y 
del  esclavo  vagabundo,  erro  (6),  es  decir,  del  que  después  de  ha- 
ber perdido  parte  de  su  tiempo  vuelve  á  entrar  casa  de  su  señor. 


Véase  especialmente  Áetion.  ii,  §§  44,  45  y  siguientes. 
Orat,  pro  Archia. 
In  ÁUff%st%my  XL. 
Gayo,  I,  §§13  y  15. 

Véase  especialmente  ImtUut.,  de  Legat.  §  n. 
La  diferencia  que  existe  entre  los  dos  está  tratada  con  claridad 
en  el  fragmento  t7,  §  «4,  (^  JEdüit.  edicU 
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XIV. 

Después  de  las  reglas  concernientes  á  los  esclavos,  vienen  en  la 
economía  de  las  codificaciones  elementales  las  teorías  sobre  el  po- 
der paterno. 

El  matrimonio  romano  es  considerado  como  la  primera  foente 
de  este  poder. 

Muchos  fragmentos  de  Horacio  tienen  relación  con  las  costum- 
bres y  las  leyes  de  los  Romanos  en  materia  de  matrimonio.  Era  na- 
tural que  en  un  pueblo  eminentemente  avaro,  donde  todas  las 
fuentes  de  la  fortuna  privada  se  buscaban  con  cuidado,  los  que 
querían  casarse  codiciasen  dotes  considerables.  Con  facilidad  se 
puede  juzgar  si  nuestras  costumbres  son,  en  este  punto^  muy  dife- 
rentes de  las  costumbres  romanas. 

■ 

Horacio  ha  descrito  estas  costumbres  más  de  una  vez.  Así  en 
la  Sátira  iv  del  libro  i  nos  presenta  un  padre  de  familia  enrurecido 
contra  su  hijo  que  está  perdidamente  enamorado  de  una  cortesa- 
na, y  se  opone  á  que  se  case  con  una  mujer  ricamente  dotada : 

At  pater  arden» 

Sadvit  quód  meretrice  nepos  insanus  amieá 
Filias  uxorem  grandi  curo  dote  recas6t...*« 

En  la  Epístola  vi  del  libro  i,  analizando  las  ventajas  que  pro- 
cura la  fortuna,  escribe: 

Scilicet  uxorem  cum  dote,  fidemque  et  amicos, 
Et  genus,  et  formam  regin  pecunia  donat. 

T  en  el  mismo  sentido,  al  hacer  la  descripción  de  la  pobreza 
pone  en  boca  de  un  ciudadano  estas  palabras: 

Indotata  mihi  sóror  est,  panpercula  mater, 
Etfondus  neo  vendibiUs  (\) 

La  dote  es  por  otra  parte  el  ornamento  del  matrimonio  roma- 
no. No  es  de  la  esencia  del  matrimonio,  pero  contribuye  tan  pode- 
rosamente á  honrarlo,  que  la  esposa  sin  dote,  descenderla,  por  de- 


(I)    Epist.  VII,  lib.  I. 
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cirio  así,  al  rango  de  la  concubioa ;  no  citaremos  otro  testimonio 
que  estos  versos  de  Plauto : 

He  german&m  meam  sororem 
In  concnbinatom  tibí  sic  sine  dote  dedisse, 
*  Magia  qnám  in  matrimoniom  (I). 

De  aquí»  que  las  hijas  que  no  estaban  dotadas,  no  encontrasen 
con  quien  casarse  segnn  el  testimonio  del  mismo  poeta: 

Meam  pauperíem  eonqoeror, 

Yirginem  babeo  grandem,  dote  cassam 

Atqae  illocabilem,  neqoe  eam  qneo  locare  caiquam  (t). 

Pero  si  las  grandes  dotes  eran  para  el  marido  una  fuente  de 
numerosas  ventajas,  no  estaban  sin  inconvenientes,  á  causa  de  la 
influencia  que  daban  á  la  esposa;  y  esta,  envanecida  con  su  fortu- 
na, no  dejaba  de  prevalerse  de  ello. 

Nuestro  poeta  no  olvida  censurar  estas  costumbres.  Él,  que 
desdeñó  las  riquezas,  y  que  presentaba  la  felicidad  en  una  dorada 
mediocridad  áurea  m^ioerUas  (S) ,  no  podia  dejar  de  levantarse 
contra  la  tiranía  que  ejercia  sobre  su  esposo  lá  mujer  ricamente 
dotada.  Así,  en  su  Oda  xxiv  del  libro  3*,  hablando  de  las  costum- 
bres de  los  Escitas,  que  compara  con  las  de  los  Romanos,  dice : 

micmatre  carentibus 
Privignis  mulier  temperat  innocens; 
Neo  dotata  virum  regit  conjux, 
Nec  nítido  fidit  adultero. 

Antes  de  él,  habia  escrito  Plauto : 

Nam  qn»  indotata  est,  ea  in  potestate  viri  est; 
Dotatffi,  mulctantet  malo  et  damno  viros  (4). 

Juvenai,  inspirándose  en  las  mismas  ideas,  dijo  después  de  él: 


<\)  Trinam.,  acto  iii. 

(3)  Anlnlar.,  acto  u. 

(2  Oda  X,  lib.  u. 

{4}  Aulular.,  acto  m. 
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'Yenitint  á  dote  sagitt». 

Imperat  ergo  viro,  sed  mox  h»c  regna  reliqqnit, 
Permotatque  domos  et  flamea  conterit  (f ). 

Juvenal  habla  en  estos  versos  de  ia  esposa  adúltera. 

En  Roma,  el  adulterio  habia  herido  gravemente  la  santidad  del 
matrimonio.  La  prostitución  de  las  costumbres  públicas  lo  habia 
desbordado  todo  en  tiempo  de  Horario.  El  exceso  del  lujo,  el  olvido 
de  las  fuentes  de  la  verdadera  felicidad^  el  gran  número  de  aventu- 
reros que  habian  seguido  en  Roma  los  despojos  del  universo  ven- 
cido, la  facilidad  del  divorcio,  el  desarrollo  dado  á  los  placeres  por 
las  doctrinas  del  Epicurismo,  el  interés  que  tenían  lo&  ambiciosos 
«n  destruir  todo  lo  que  pudiera  contener  la  corrupción  é  impedir  la 
anarquía  (2)^  los  escandalosos  ejemplos  dados  por  los  hombres  cu- 
ya vida  servia  de  tipo  á  la  de  los  otros  ciudadanos  (3) ,  finalmente, 
Ja  licencia  y  la  impunidad  que  protejen  siempre  los  trastornos  polí- 
ticos y  el  poder  de  los  partidos,  tales  eran  las  causas  que  habian 
ocasionado  e¿ta  depravación  que  el  poeta  combatía  de  la  manera 
más  enérgica.  Así,  bien  sea  más  tolerante  que  otro  alguno  en  la 
pureza  de  las  costumbres,  bien  se  manifieste  francamente  discípulo 
de  Epicuro^  no  hará  menos  guerra  implacable  al  adulterio ;  lleva 
su  odio  hasta  preferir  amores  contrarios'  á  la  naturaleza  (4)  pre- 
-sentándolo  como  el  origen  de  todos  los  males  que  han  afligido  á  la 
Italia.  Hé  aquí  los  hermosos  versos  de  su  Oda  vi,  libro  3*,  ad 
Romanos : 

Fecunda  culpie  sécula  nuptias 

Primüm  inquinavére,  et  genus,  et  domos ; 

Hoc  fonte  derivata  clades 

In  patriam  populumque-fluzit. 

Eí  adulterio^  que  habia  lanzado  la  perturbación  y  la  anarquía 
^n  el  seno  de  las  familias,  favorecía  á  su  vez  de  una  manera  sen- 


il) Sátira  vi. 

(t)  Montes^uien,  Qra%d.  etdeead.  cap.  13. 

(3)  Sueioniü,%'ii  Jnlium  Casarent,  l. 

{4)  Sátira  u,  lib.  i. 


218  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

sible  las  agitaciones  políticas.  Consecuente  con  las  conyicciones 
que  manifiesta,  Horacio  pide  de  una  manera  urgente,  la  represión 
de  esta  desmoralización.  Está  convencido  que  con  costumbres  má» 
puras,  las  desgracias  que  afligen  á  su  país,  las  colisiones  interio- 
res, la  efusión  de  sangre,  cesarían  al  momento.  En  su  Oda  xiv,  li- 
bro 3*,  exdama : 

Quisquís  volet  impías 

CiBdes,  et  rabieoí  tollere  ciricam ; 
Si  qoeret,  Pater  nrbium, 
Subscribí  statuis,  indomitam  audeat 
Refrenare  licentiam. 

Estas  últimas  palabras  no  se  aplican  al  adulterio  de  una  mane- 
ra especial,  pero  evidentemente  lo  comprenden  en  su  generalidad. 

Aquí  hace  la  descripción  de  los  peligros  á  que  se  expone  la  es* 
posa  adúltera,  de  ser  sorprendida  por  su  marido.  Establece  un  con- 
traste entre  la  seguridad  que  ofrecen  los  amores  fáciles,  los  amores 
que  se  compran,  parabilis  venus  (1),  (estas  son  sus  palabras),  y  los 
peligros  de  un  comercio  culpable  con  una  mujer  casada.  Dice: 

Nec  vereor ne  dnm vlr  rnre  recurrat; 

vepallida  lecto  (S) 

Desiliat  mulier,  míseram  se  eonscia  clamet, 
Cruribas  hsec  metuat,  doti  deprensa 

Estas  palabras,  metuat,  doti  y  merecen  ser  notadas:  indican  qae 
la  esposa  convencida  de  adulterio»  era  castigada  con  la  pérdida  Üe 
su  dote . 

Si  la  Sátira  de  la  que  forma  parte  este  fragmento  fuese  poste- 
rior á  la  ley  Julia  de  Adulteriis^  seria  muy  fácil  decir  cuáles  eran 
las  disposiciones  del  Derecho  civil  á  que  hacen  alusión  estas  locu- 
ciones, y  precisar  el  tanto  de  dote  de  que  se  privaba  á  la  esposa 
adúltera.  Paulo  atestigua  en  sus  sentencias,  que  la  esposa  conven- 
cida de  adulterio  era  condenada  á  la  pérdida  de  la  mitad  de  la  do- 
te y  del  tercio  de  sus  bienes  (3).  Ulpiano,  hablando  de  las  reten- 


(n    Sátira  II,  lib.  I. 
(t)    Sátira  ii,  lib.  i. 

(3)    Lib.  II,  tít.  26  Pe  Adulieriis.  §  U.  —  VéaseP Collatio  Ugwm Ro- 
manarum  et  Mosaicarum^  de  AduUeriis. 
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ciones  que  el  marido  está  autorizado  ¿  hacer  sobre  la  dote  eü  caso 
de  divorcio,  ensena  qtie  el  marido,  cuando  ei  divorcio  ha  tenido  lu- 
^r  por  falta  de  la  mujer,  tiene  el  derecho  de  retener  una  parte 
{sexta  pars),  morum  nomine  gravioi^m ;  y  el  adulterio  estaba  en 
este  caso  (1). 

Pero  la  Sátira  que  examinamos,  es  anterior  á  la  ley  Julia;  es 
un  hecho  reconocido  por  todos  los  eruditos  (2). 

Es  preciso,  por  consiguiente,  al  dar  á  estas  palabras,  metuat, 
doti  deprensa,  su  sentido  natural,  admitir  que  la  mujer  era  priva- 
da de  la  totalidad  de  la  dote.  Esta  era  la  opinión  de  Cuyas  (3), 
quien,  á  la  autoridad  de  este  fragmento  de  Horacio,  anadia  la  de 
varios  otros  fragmentos;  uno  de  Catón,  otro  de  Valerio -Máximo,  el 
tercero  de  Plinio.  La  jurisprudencia  que  se^formó  bajo  la  ley  Julia, 
fué,  pues,  en  este  concepto,  ménoa  severa  que  la  jurisprudencia  an- 
terior. 

De  cualquier  modo  que  sea,  este  fragmento  de  Horacio  no  es 
menos  útil,  puesto  que  prueba  que  en  el  estado  de  cosas  úime- 
diatamente  anterior  á  la  ley  Julia,  la  mujer  convencida  de  adulte- 
rio perdía  toda  su  dote.  Su  testimonio  es  mucho  más  importante 
que  el  de  los  otros  autores  que  acabamos  de  indicar,  porque  él 
sólo  era  el  que  vívia  en  el  momento  de  la  promulgación  de  la  ley 
Julia* 

Hé  aquí  ahora  al  poeta  por  lo  que  hace  al  cómplice  de  la 
mujer. 

Establece  un  diálogo  entre  Davusy  su  señor.  Continúa  la  com- 
paración entre  los  que  sostienen  un  comercio  culpable  con  cortesa- 
nas, y  los  que  lo  sostienen  con  mujeres  casadas.  Davus  dá  la  pre- 
ferencia á  las  cortesanas,  y  pasando  el  diálogo  durante  la  celebra- 
ción de  las  Saturnales,  habla  con  toda  libertad  á  su  señor,  que  ha 
opiado  por  las  mujeres  casadas ;  le  dice : 

Quid  refert,  uri  virgis,  ferroque  necari 
Auctoratos  eas ;  an  turpi  clausus  in  arca, 


( f )    Frag. ,  tít.  IV,  de  Dotihus,  §  \  t, 

(S)  Véase  especialmente  el  P.  Sanadon  y  las  notas  de  Dacier,  de 
Bentleius,  y  la  Tabla  cronológica  que  está  al  frente  de  la  edición  de 
Dnllenburger. 

(3)    Tomo  9,  500. 

TOMO  L.  31 
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Quo  te  demisit  peceati  eonscia  berilis 

Contractom  geniboa  tangas  caput?  Estne  marito 

Matronse  peccantia  ¡n  ambo  juata  potestas? 

In  corruptorem  vel  juatitiortllla  tamen  se 

Non  habitu,  mutatve  loco,  peccatve  snperne, 

Qunm  te  formidet  mulier,  neqne  credat  amanti. 

Ibis  sub  furcam  prndens;  dominoque  farenti 

Committes  rem  omnem  et  vitam,  et  cum  corpore  famam  (1). 

Los  eruditos  cslán  conformes  también  en  que  esta  Silira  es  an» 
terior  á  la  ley  Julia  de  AduUeriü* 

Pero  aquí,  ya  no  eiperimentaremos  el  embarazo  en  que  nos  en- 
contramos há  un  instante,  al  ser  necesario  precisar  las  diferencias 
que  existían  entre  el  derecho  anterior  y  las  disposiciones  de  esta 
ley,  en  lo  que  toca  á  la  privación  de  la  dote  impuesta  á  la  esposa 
convencida  de  adulterio. 

En  efecto,  ¿qué  resulta  del  pasaje  que  acabamos  de  citar?  Tres 
cosas,  según  nosotros:  1*  que  el  marido  tenia  poder  ó  derecho  de 
venganza  sobre  su  esposa  y  sobre  su  cómplice,  cuando  los  sorpren- 
día en  estado  de  adulterio;  2*  que  el  poder  que  tenia  el  marido 
sobre  el  cómplice  era  todavía  más  legítimo,  porque  el  cómplice  ha- 
bla seducido  á  la  esposa ;  3*  que  el  marido  tenia  derecho  de  matar 
al  cómplice,  quien  quiera  que  fuese^  puesto  que,  según  nuestro 
poeta,  arriesga  todo  lo  mas  querido,  hasta  su  vida^  exponiéndose  i 
ser  sorprendido  en  adulterio.  Commites  rem  omnem  et  vttom,  et 
cum  corpore  famam. 

Tales  son  las  consecuencias  que  se  inducen  de  esta  parte  de  la 
Sátira  vii,  y  sabemos  que  Horacio  hace  constar  aquí,  como  estaban 
todavía  en  vigor  en  su  tiempo  principios  que  se  remontan  i  la  ley 
de  las  Doce  Tablas. 

En  efecto,  Aulo-Gelio  aGrma  en  sus  Noches  Áticas  que»  según 
Catón,  la  ley  de  las  Doce  Tablas  conferia  al  marido,  sin  necesidad 
de  juicio  alguno,  la  facultad  de  matar  A  su  esposa  al  ser  sorprendi- 
da en  estado  de  adulterio.  In  adulterio  uxorem  tuam  si  deprehen- 
das,  sinejudicio  eam  Jiecares  (2). 


(4)    Lib.  II,  Sátira  vu. 
(f )    Lib.  X ,  23. 
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El  Derecho  antiguo  otorgaba  al  marido  la  misma  facultad  rela- 
tivamente al  cómplice,  quwi  quiera  que  fuese  este  cómplice.  Lo 
que  enseña  Cuyas  en  estos  términos :  et  marito  ut  Harmcnopulus 
etiam  referí,  qubmlibbt  adulterum  licutsse  occidere  (1). 

Está  bien,  pues,  el  derecho  que  atestigua  Horacio. 

Notables  cambios  fueron  llevados  á  estos  principios  por  la  ley 
Julia.  Ella  rehusa  al  marido  el  derecho  de.  malar  ¿  su  esposa,  no 
concediendo  esta  facultad  sino  al  padre  de  ésta ;  que  el  marido  que 
no  hubiera  podido  contener  el  arrebato  de  su  justo  dolor,  que  fue- 
ra  castigado  con  penas  inferiores  de  las  reservadas  á  los  homicidas. 
Rehusa  igualmente  al  marido  el  derecho  de  dar  muerte  al  cómpli- 
ce, á  menos  que  éste  cómplice  nú  fuese  wia  persona  infame. 

La  ley  Julia  vino,  pues,  á  moderar  considerablemente  ios  dere- 
chos personales  del  marido  en  lo  que  se  referia  al  derecho  que  tenia 
de  vengar  él  mismo  su  honor  ultrajado.  Luego  diremos  de  qué  ma- 
nera bajo  otros  conceptos  puede  ser  considerada  como  represiva  del 
adulterio. 

Esta  comparación  entre  las  diversas  fases  de  la  legislación  es 
indispensable  para  la  inleligencia  del  fragmento  de  Horacio ;  algu- 
nos comentadores  por  no  haberla  hecho  han  caido  €a  errores  y  con- 
tradicciones fragantes. 

Señalaremos,  por  otra  parte,  en  el  fragmento  que  es  objeto  de 
nuestro  estudio  algunas  locuciones  que  se  reGeren  al  lenguaje  del 
Derecho. 

Guando  el  poeta  dice:  quid  referí,  uri  virgis,  ferroque  necari 
auetoraíus  eos,  etc.,  reproduce  en  estas  expresiones  uri  virgis,  fer- 
roque necari  la  fórmula  de  los  contratos  de  los  gladiadores  que  se 
vendian  para  descender  á  la  arena.  Estos  tristes  contratos  eran  de- 
signados con  el  nombre  de  auctoramenía,  como  lo  afirman  Sene- ' 
ca  (2)  y  un  fragmento  de  Paulo  (3).  La  palabra  auetoraíus  es, 
pues,  perfectamente  exacta. 

Horacio  ha  hablado  más  de  una  vez  de  estos  combates  de  gla- 
dbulores,  tan  buscados  ya  en  su  tiempo ;  habla  especialmente  de 


;<)    Tomo  IV,  106. 
Epíftt.  XXXVI. 
(3)  Goliat.  Ug.  Mosaicar,  et  Román.  Tít.  iv»  cap.  3^  Véase  también 
Gayo,  III,  §  199. 
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ellos  en  este  verso,  donde  hace  el  retrato  de  na  desgraciado  gla- 
diador que  pide  á  los  espectadores  gracia  para  su  yida: 

Ne  populam  extrema  toties  exoret  arena  (1). 

Los  diversos  fragmentos  que  acabamos  de  indicar^  testimonian 
suficientemente  el  aborrecimiento  que  inspiraba  á  nuestro  poeta  la 
pasión  del  adulterio.  Así ,  cuando  Augusto  dictó  en  el  ano  737^  la 
ley  Julia  de  AdulterHs,  Horacio  se  apresuró  á  felicitarlo  y  á  darle 
las  gracias  en  nombre  de  la  moral  pública.  Sus  felicitaciones  y  gra- 
cias se  encuentran : 

1'  En  los  primeros  versos  de  su  Epístola  i  del  libro  2,  donde  di  - 
ce  dirigiéndose  al  mismo  Augusto : 

«       Quum  tot  sustineas  et  tanta  negotia  solns, 
Res  ítalas  armis  tuteris,  moribus  ornes, 
Zegibus  emendes 


2*  En  su  Oda  v  del  libro  4,  ad  Augustumy  en  la  cual  se  notan 
estos  versos : 

Nullis  polluitur  casta  domns  stupris; 
Mos  et  lex  macnlosum  edomuit  nefas; 
Laudantur  simili  prole  puérperas; 
Culpam  peana  premit  comes. 

Estos  versos  se  explican  por  las  penas  que  la  ley  Julia  estable- 
cia  contra  el  stuprum,  el  lenocinium,  y  sobre  lodo  contra  los  amo- 
res contrarios  á  la  naturaleza  (macnlasum  nefas). 
5*  Finalmente,  en  la  Oda  xv  del  mismo  libro: 

Janum  Quirini  clausit;  et  ordinem 
Rectnm  evaganti  frena  Lícentis 
Injecit 


¿  Son  exagerados  estos  elogios?  DiHcil  es  no  admitir  esta  exage- 
ración, al  menos  por  lo  que  concierne  á  la  represión  del  adulterio» 
en  presencia  de  las  comparaciones  que  ya  hemos  hecho  entre  el  De- 
recho anterior  ;  el  Derecho  posterior  á  la  ley  Julia. 


(I)    Epist.  I,  lib.  1. 
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Eq  efecto,  hemos  visto  que  la  jarísprudencia  que  se  Tormo  con 
la  ley  Julia,  era  mucho  meaos  severa  que  los  principios  del  Dere- 
cho aDterior  en  lo  que  se  refería  á  la  privación  de  la  dolé  que  su- 
fría la  esposa  coavencida  de  adulterio.  En  otra  parte  hemos  hecho 
constar,  que  los  derechos  personales  del  marido  con  relación  á  la 
facultad  de  que  gozaba  de  vengarse  por  si  mismo,  habiau  sido  mo- 
dificados considemblemeote.  ¿Cómo,  pues,  la  ley  Julia,  que  según 
observa  Montesquien  (f),  no  condenaba  á  la  mujer  más  que  á  la 
pena  de  la  relegacioa^  podía  ser  considerada  por  nuestro  poeta  co- 
mo digna  de  tan  grandes  elo^os? 

Tal  vez  pueda  explicarse  esto  por  la  doble  razón  de  que  la  ley 
Jnlia  clasificó  por  primera  vez  el  judieitím  de  adulterio,  en  el  nú- 
mero de  Jos  jWteia  publica  (2),  lo  cual  aumentaba  el  perseguimien- 
to contra  los  culpables ;  que  castigaba  no  solamente  el  adulterio, 
sino  también  todas  las  otras  especies  de  prostitución  y  de  desorden 
que  hemos  mencionado  más  arriba,  presentando  sobre  todos  estos 
puntos  un  Código  completo  de  legislación  penal. 

Bajo  este  doble  punto  de  vista,  los  elogios  que  nuestro  poeta 
hace  de  esta  ley,  se  justifican,  pero  únicamente  dentro  de  cierta 
medida.  ¿Cuyas,  no  nos  habia  advertido  que  era  preciso  aceptar 
asi  como  bajo  beneficio  de  inventario  los  elogios  dados  por  los  poe- 
tas i  la  ley  Julia,  cnando  decía  hablando  de  Augusto:  TVec  fuit 
tam  ieverus  horwn  vitlorum  vindex,  qudm  poelii  videlur  (3)7 
{Se  contÍH%ará). 


!l)    Brpiritu  it  Uu  Ui/et.  Dt  latpe*at  contra  el  adulíerio 
1]    A«t«Mcto,  IV,  6<3. 
3)    Tcm.  1, 873. 
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El  Self-Government  y  la  Monarquía  doctrinaria;  por  Don 

Gumersindo  de  Azcáratb,  ex-Catedrático  de  la  Universidad  de  Madrid, 
profesor  de  la  Institución  libre  de  enseñanza.  —  Madrid. — San  Mar- 
tin, <877:  un  tomo  en  8®.  — U  y  <6rs. 

Si  en  razón  de  la  actividad  atendemos  á  los  méritos  de  los  escri- 
tores, pocos  habrá  hoy  que  puedan  competir  con  el  Sr.  Azcárate. 
Provechoso  para  la  ciencia  jurídica  española,  es  y  lia  de  serlo  más, 
si  por  algún  tiempo  continúa,  este  laborioso  periodo  de  tan  conocido' 
publicista. 

Apenas  acabados  los  Eludios  económicos  y  sociales,  publicaba 
la  traducción  del  Mackenzie  y  algún  otro  trabajo,  cuya  agradable 
impresión  no  se  habia  borrado  todavía,  cuando  el  libro  de  que  aho- 
ra damos  cuenta,  venia  á  anunciar  que- el  Sr.  Azcárate  no  cejaba 
en  la  benéfica  propaganda  en  favor  de  sus  doctrinas  emprendida. 

Con  decir  que  examina  este  último  libro  la  gravísima  cuestión 
de  la  compatibilidad  ó  no  compatibilidad  del  Self-govemment  con 
la  Monarquía  doctrinaria,  dicho  se  queda  sí  es  importante,  y  si  sus 
soluciones  merecen  la  pena  de  llamar  la  atención  de  todos  los  hom- 
bres estudiosos. 

Dejando  ¿  un  lado  el  problema  religioso,  y  el  de  las  formas  de 
gobierno^  con  algún  otro  de  no  menor  trascendencia,  limítase  el  lir 
bro  en  cuestión  á  ocho  estudios  que  se  refieren  á  la  legalidad  de 
los  partidos,  el  Gobierno  personal,  la  legitimidad  de  las  revolucio- 
nes, las  constituciones  irreformables,  el  parlamentarismo,  la  cen- 
tralización, el  jurado  y  las  prerogativas  de  la  Corona.  A  pesar  de 
lo  diversos  que  á  primera  vista  parecen  estos  puntos,  el  ideal  que 
persigue  el  Sr.  Azcárate,  dá  á  todos  unidad,  y  hace  que  sean  una 
sola  cosa  aun  aparentando  ser  diferentes.  Con  la  seguridad  de 
sus  doctrinas  acomete  los  más  trascendentales  problemas  políticos, 
comenzando  por  deshacer  la  distinción  de  los  partidos  en  legales  é 
¡legales,  cuya  doctrina  apoyada  en  la  tan  débil,  que  confunde  las 
aUísimas  fuentes  de  la  justicia  y  sus  más  caros  intereses  con  las 
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transitorias  formas  de  un  poder  establecido  sobre  algún  hecho  his- 
tórico ó  por  consideraciones  personales,  no  ofrece  seguramente 
grandes  dificnltades  á  la  inteligencia  del  autor  del  nbro,  que  sobre 
las  ruinas  de  esta  opinión  levanta  el  sagrado  principio  de  las  que 
M.  Thiers  llamaba  libertades  indispensables. 

Distingue  y  eon  razón  el  Sr.  Azcárate  al  tratar  del  Gobierno 
personal^  después  de  combatir  con  severidad  y  justicia  la  Monar- 
quía doctrinaria,  entre  Cesarismo  y  Dictadura.  No  son  lo  mismo 
estas  dos  instituciones  aunque  corre  tal  opinión  muy  autorizada; 
cierto  que  el  Cesarismo  se  origina  siempre  de  la  dictadura^  pero  hay 
entre  ambos  la  diferencia  de  la  duración,  bastante  importante  para 
separarlas  y  distinguirlas.  Mucho  deben  tenerse  en  cuenta  segura- 
mente al  tratar  de  política,  los  hechos  de  la  historia  y  por  lo  mis- 
mo de  ellas  resulta  la  exactitud  de  esta  distinción;  el  Sr.  Azcárate 
no  podia  olvidarla,  y  por  eso  el  dictador,  que  es  en  momentos  solem- 
nes verdadero  mandatario  de  la  sociedad^  inconscientemente  nom- 
brado según  leyes  de  la  historia,  se  diferencia  del  César  en  que  és- 
te á  si  propio  se  atribuye  la  autoridad  y  se  cree  con  derecho  á  con- 
tinuar perpetuamente  usando  de  ella.  La  dictadura  no  puede  ser 
duramente  censurada  por  las  necesidades  que  la  producen,  el  Ce- 
sarismo es  siempre  perjudicial  á  las  naciones.  La  historia  de  Roma 
bastaría  por  sí  sola  para  demostrar  la  verdad  de  estas  afirmaciones. 

Cómo  trata  de  la  legitimidad  de  las  revoluciones  y  de  las  cons- 
tituciones irreformables  debe  suponerse  dada  la  prudencia  científi- 
ca del  discreto  escritor,  autor  de  esta  obra.  De  las  primeras  con- 
viene con  todos  los  publicistas  en  que  sólo  pueden  defenderse  en 
el  caso  de  opresión  llevada  al  último  extremo,  de  las  segundas^  ha- 
ciendo ver  las  exigencias  de  los  tiempos  y  el  fundamento  de  las 
constituciones,  demuestra  la  ninguna  razón  de  ser  que  les  asiste. 

«La  Centralización»  se  titula  el  sexto  estudio  del  libro,  profunda- 
mente meditado,  y  en  el  que  con  sobriedad  presenta  examinada  es- 
ta doctrina,  haciendo  ver  el  carácter  de  organismo  que  necesaria- 
mente la  sociedad  reviste  y  que  se  opone  ¿  ella.  Sigue  una  defensa 
vigorosa  del  jurado  que  en  vista  de  las  necesidades  de  la  práctica 
quisiera  aplicar  el  Sr.  Azcárate  á  los  juicios  civiles,  y  termina  el 
libro  con  un'imparcial  examen  de  las  prerogativas  que  tiene  la  Co- 
rona en  las  Monarquías  modernas,  aún  en  oposición  con  los  atribu- 
tos de  los  demás  poderes  y  de  lo  que  deberían  ser  en  justicia  y  lo 
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son  de  hecho  en  las  verdaderamente  parlamentarías,  áan  contra  la 
letra  misma  de  las  Constituciones. 

Tal  es  el  contenido  del  último  libro  del  conocido  profesor  de  la 
Universidad  Central^  recibido  como  todos  los  suyos  con  admiracioa 
y  respeto,  aunque  siendo,  como  universalmente  ha  reconoddo  la 
crítica  de  todos  matices^  el  más  importante,  con  serlo  el  alto  grado 
los  anteriores. 

Reciba  el  Sr.  Azcárate  nuestra  más  cordial  felicitación,  por  ha- 
ber demostrado  una  vez  más  las  dotes  poderosas  de  su  inteligencia 
y  la  constante  aplicación  que  tan  honroso  puesto  le  ha  valido  entre 
los  publicistas  españoles. 


índice  de  la  ley  Hipotecarla  y  sn  Reglamento,  precedido  de 
un  compendio  de  la  Historia  del  Registro  público  en  Espa&a,  y  una  in- 
dicación del  modo  de  llevarlos  Registros;  porD.  BüSNAVBifTURA  Agu- 
LLá.PRAT8.  —  Madrid,  1877.-8  rs, 

Eaire  las  obras  que  con  fin  eminentemente  práctico  se  publican, 
merece  particularísima  mención  el  folleto  de  que  damos  cuenta, 
publicado  por  nuestro  colega  La  Reforma  Legiilativa.  Comprende 
por  orden  alfabético  y  con  referencia  al  texto  legal  primitivo  y  á 
sus  posteriores  aclaraciones,  todo  lo  dispuesto  por  la  tey  Hipoteca- 
ria^ siendo  de  este  modo  útilísima  para  buscar  rápidamente  las  fuen- 
tes de  legislación  novísimas  sobre  un  punto  cualquiera  de  los  que 
ofrece  todos  los  dias  la  aplicación  de  esta  ley,  á  los  abogados  en  ge- 
neral y  muy  particularmente  á  los  Registradores  de  la  propiedad, 
á  quienes  está  especialmente  dedicada. 

Conocida,  como  lo  es  de  todos,  la  importancia  de  este  género 
de  trabajos  en  todos  los  ramos  del  derecho,  excusado  es  recomen  • 
dar  el  del  Sr.  Agulló,  cuya  favorable  acogida  corresponde  á  la  que 
con  justicia  merecía,  por  haber  sabido  reunir  en  corto  número  de 
páginas  una  de  las  partes  más  importantes  de  nuestro  moderno  de- 
recho. 

La  historia  del  Registro  y  la  Indicación  sobre  el  modo  de  Revar- 
le  se  reducen  á  las  más  elementales  nociones  que  sobre  tales  mate- 
rias pudieran  darse,  cosa  algo  de  sentir,  pero  disculpable  teniendo 
en  cuenta  el  fin,  práctico  por  excelencia,  del  pequeño  libro  que 
anunciamos. 


• « * 
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EXAMEN  DEL  DECRETO  DE  9  DE  FEBRERO  DE  1875 


REFORMANDO  LA.  LEY  DEL  MATRIMONIO  CIVIL  d) 


■*■»*— »^—^^^'y*—»T*  ■  ■  I   • 


Nuevo  eo  las  siempre  dificiles  lides  de  la  discusión  jurídica, 
sia  mérito  alguno,  y  desconocido  para  la  mayor  parte  de  vosotros, 
Sres.  Académicos,  lie  aceptado  sin  embargo  cariñosa  invitación 
que  me  ba  sido  hecha  para  tomar  parte  en  vuestros  públicos  é 
importantísimos  trabajos;  y  aunque  eon  temor,  si  bien  con  la  con- 
fianza del  que  vaá  levantar  su  voz  entre  maestros  (que  todos  vos- 
otros lo  sois  para  mí)  os  presente  déUl  ofrenda  de  mi  pobre  inteli- 
gencia, rogándoos  que  atenneis  sus  grandes  faltas  y  la  aceptéis 
con  vuestra  proverbial  y  nunca  desmentida  benevolencia,  y  que 
hoy  es  para  mí  condición  precisa,  si  he  de  dar  cima  ¿  un  trabajo 
tau  superior  ¿  mis  escasas  fuerzas. 

Dicho  esto,  y  fijada  ya  mi  posieion  para  con  vosotros,  voy  á 
permitirme  indicaros  dos  palabras  acerca  del  tema  elegido  para  mi 
Memoria. 

I 

Campo  áempre  inagotable  para  la  éiscusion  y  la  contraria  ma- 
nifestación de  ideas,  es  el  cuerpo  todo  de  mestro  derecho  patrio: 


»     I     I     I  ■!  I  I   p     II 


(i)  Memoria  leída  por  el  académico  Profesor  D.  Manuel  Marañon 
Gómez  Acebo,  en  la  sesión  de!  dia  1**  del  mes  de  Diciembre  de  4876, 
en  la  Academia  Matritense  de  Jurisprudencia  y  Legislación. 

TOMO  L  33 
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formado  por  aluvión,  que  pudiéramos  decir,  contenido  en  diversos 
Códigos,  fruto  de  las  varias  civilizaciones  que  al  pasar  sobre  nos- 
otros dejaron  imperecederos  recuerdos  de  su  vida,  amalgamados 
en  ellos  principios  de  diferentes  razas  y  tiempos  con  diversos  cri- 
terios dictados,  apenas  si  en  cualquiera  de  sus  ramas,*  no  sólo  del 
derecho  privado,  sino  aun  del  público  no  hay  mil  puntos  y  cues* 
tiones  de  discusión  y  lucha:  las  más  importantes  relaciones  de  de- 
recho que  afectan  al  orden  y  la  existencia  de  la  familia  y  la  pro- 
piedadj  son  diario  objeto  de  las  disposiciones  de  los  Legisladores, 
las  Sentencias  de  los  Tribunales  y  las  opiniones  de  los  Juriscon- 
sultos. 

Sin  un  Código  único  (imposible  casi  de  formar  en  nuestra  pa- 
tria) á  que  acudir  para  ver  la  extensión  y  contenido  de  nuestra 
vida  jurídica,  es  forzoso  para  el  hombre  de  Derecho  recorrer  toda 
nuestra  larga  historia,  examinar  aun  los  más  primitivos  Códigos^  y 
tener  que  aplicar  en  ocasiones  principios  en  ellos  consignados,  que 
están  punto  menos  que  oscurecidos  por  las  confusas  notas  de  los 
comentaristas  y  las  varias  casi  infinitas  disposiciones  posteriores 
sobre  ellos  dictadas,  que  de  un  modo  más  ó  menos  directo  han  ve- 
nido á  modificarlos. 

Fácilmente  hubiera  podido,  atendidas  estas  consideraciones» 
presentar  á  vuestro  examen,  Sres.  Académicos,  un  punto  discuti* 
ble  y  verdaderamente  práctico  de  nuestro  Derecho.  Pero  poco  co- 
nocedor como  lo  soy  de  todo  de  nuestra  historia  legal^  he  prefe- 
rido someterá  vuestra  ilustrada  consideración  una  cuestión  jurídica 
muy  nueva,  casi  reciente,  poco  tratada  hasta  ahora,  y  que  vosotros 
habéis  de  aclarar  notablemente.  Tan  sólo  voy  á  presentar  descar- 
nado esqueleto  que  vosotros  llenaréis  de  animación  y  vida,  ligera 
trabazón  de  débiles  materiales  que  vuestra  discusión  (si  con  ella 
honráis  mi  Memoria)  habrá  de  rellenar  y  pulir,  levantando  sobre 
tan  pequeños  cimientos  y  pobre  base,  grandioso  edificio  de  bellísi- 
mas formas.  Estos  ligerfsimos  apuntes  legales  sólo  han  de  servir 
para  que  Vosotros  ilustréis  uno  de  los  más  graves  puntos  de  nues- 
tra contemporánea  legislación.  Ahí  os  v^n,  pues,  algunas  conside- 
raciones que  me  han  surgido  examinando  con  algún  detenimiento, 
aunque  no  tanto  como  su  importancia  se  merece,  la  reforma  matri- 
monial introducida  en  nuestro  Derecho  civil  por  el  Decreto  de  9  de 
Enero  de  1875. 


j 
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Pero  antes  de  examinarle,  hubiera  sido  quizás  conveniente  di- 
rigir nna  mirada  retrospectiya  á  las  leyes  que  han  regulado  la 
importantísima  institución  llamada  Matrimonio,  base  y  asiento  na- 
tural de  la  familia,  considerar  la  larga  génesis  que  su  solución  ha 
tenido  en  nuestro  país,  según  los  diversos  Códigos,  y  aún  más, 
hacer  un  juicio  de  la  legislación  que  tan  profundas  heridas  ha 
abierto:  mi  deseo  de  no  ocuparos  mucho  hará  que  sólo  os  esponga 
breves  consideraciones.    . 

Tristísima  es  la  condición  de  nuestra  vida  legal:  sujeta  4  los 
profundos  y  por  desgracia  no  interrumpidos  cambios  de  nuestra 
existencia  política»  ni  hay  en  ella  la  estabilidad  necesaria  en  los 
preceptos  que  han  de  regular  las  relaciones  de  los  seres  que  viven 
en  sociedad  permanente,  ni  guardan  sos  cambios  profundísimos 
armonía,  con  lo  que  han  exigido  siempre  las  condiciones  del  país 
en  que  se  han  introducido. 

Olvidándose  en  unas  ocasiones  el  Legislador,  que  no  es  la  pri- 
mera condición  para  que  la  ley  se  cumpla  su  absoluto  divorcio  con 
las  costumbres  y  tendencias  de  los  que  la  deben  observar  como 
sucedió  con  la  ley  del  matrimonio  civil  dictada  más  que  otra  cosa 
á  impulsos  de  una  exigencia  política,  saltando  en  otras  por  todo 
respeto  á  la  ley  constituida  é  infringiendo  aun  los  más  rudimenta- 
rios principios  del  derecho  (cual  sucede  con  el  Decreto  que  exami- 
no), es  lo  cierto,  que  entre  acciones  y  reacciones,  oscilando  de  uno 
á  otro  extremo,  siempre  vicioso,  es  imposible,  ni  dar  permanencia 
á  las  instituciones,  ni  hacer  por  mucho  tiempo  estable  la  existen- 
cia de  la  ley. 

C!osa  que  nada  tiene  de  extraño,  dadas  las  condiciones  de  nues- 
tro país,  es  lo  que  ha  sucedido  en  la  cuestión  matrimonial.  Nos- 
otros (aunque  no  sin  protestas)  callamos  y  aceptamos  la  leyes,  que 
modificando  la  propiedad,  resolvieron  de  un  modo  verdaderamente 
revolucionario  su  anterior  estado:  desaparecieron  tras  largas  difi- 
cultades los  Señoríos,  recavándose  para  la  nación  todos  los  Dere- 
chos jurisdiccionales  que  en  ella  deben  radicar  por  ser  de  su  esen- 
cia; se  Irocó  (ó  se  quito)  la  forma  de  las  propiedades  comunales  y 
de  propios,  y  aun  la  propiedad  de  la  Iglesia,  tan  legítimamente 
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adquirida  (por  más  que  muchos  enemigos  irreconciliables  de  ella 
aun  lo  pongan  en  tela  de  juicio);  también  hubo  de  sentir  el  empuje 
de  las  modernas  ideas,  que  parecía  circulaban  como  voraz  y  des- 
tructor incendio  por  nuestra  sociedad,  conmoyiendo  con  sa  empuje 
aun  las  más  venerandas  j  sólidamente  arraigadas  instituciones. 
Todo  lo  pasamos,  en  todo  consentimos:  pero  al  llegar  la  reforma  á 
la  familia,  Sancta  Sanctorum,  á  donde  no  puede  nunca  penetrar 
la  mano  invasora  del  Estado  sin  producir  hondas  perturbaciones^ 
todos  ios  ánimos  se  sintieron  preocupados,  todos  los  corazones  he- 
ridos, y  general  grito  de  dolor  brotó  de  los  labios  de  todos  los 
amantes  de  nuestra  antigua,  fuerte  y  varonil  fomilia. 

T  era  esto,  ¿sabéis  por  qué,  Sres.  Académicos?  Porque  la  del 
de  Matrimonio  cítíI  (y  dispénsenme  sus  ilustres  padres)  fué  dic- 
tada rompiendo  en  absoluto  con  la  antigua  vida  y  modo  de  pensar 
de  nuestro  pueblo;  de  aqu(  por  eso,  las  protestas  y  las  luchas  qu« 
hubo  necesidad  de  sostoDer;  de  aquí  precisamenle  la  repulsión 
general  con  que  fué  recibida;  y  por  último,  esa  otra  medida  revo* 
lucionaria  también,  que  ha  puesto  una  vez  más  en  relieve  la  nece- 
sidad de  que  ei  Legislador  no  olvide  ni  por  un  solo  momento  la 
difícil  Política  deUuLeyeg^  ó  lo  que  es  lo  mismo,  el  modo  de  apli- 
car á  la  vida  de  cada  pueblo  lo  que  quizá  la  ciencia  aconseje,  y  se 
dé  en  principios  abstractos  como  un  ideal  de  justicia. 

Mientras  esto  no  se  tenga  en  cuenta,  singularmente  en  pafseti 
como  el  nuestro,  que  descansan  en  larga  vida  de  gloriosas  Iradi^ 
cione»,  toda  ley  será  ineficaz  y  burlada,  insostenible  y  poco  dura- 
dera toda  reforma  que  bo  venga  lentamente  preparáiidose  en  la 
opinión  pública,  á  cuyo  calor  ha  de  vivir  más  tarde^  y  reclamada 
por  la  costumbre,  pauta  y  norma  á  la  cual  debe  ajustarse  prioci* 
pálmente  entre  nosotros  el  Legishidor. 

T  no  es  esta  Sres.  Académicos,  una  afirmación  graiaüa  por 
mi  parle,  no:  ha  nacido  en  mi  ánimo  y  se  ha  arraigado  ea  él  coa 
fuerza,  á  consecveacia  de  la  no  interrumpida  práctica  que  he  pre» 
scDciado. 

Todas  las  Leyes  dictadas,  como  la  del  Matrímonto  civil,  por 
ejemplo  (y  permitidme  que  como  modelo  la  tome),  con  un  carácter 
de  imposición;  es  decir,  ea  abierta  reforma  con  todo  lo  domisaate, 
han  tenido  la  misma  vida  y  han  desaparecido,  entre  el  descrédito, 
de  la  nueva  ioslitucion  que  planteaban  y  la  perturbación  más  gran* 


I 
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de  en  nuestra  vida  social,  y  no  quiero  recordaros  ninguna  otra  ya 
suprimida,  que  quizá  por  haberse  planteado  prematuramente  en- 
tre nosotros,  es  posible  haya  ahogado  en  las  üitimaB  coavulsiones 
de  su  agonía  gérmenes  poderosos  de  saludables  reformas,  necesa- 
rias de  todo  punto  (1). 

Dicho  esto,  Sres.  Académicos,  he  de  pasar  ahora  á  examinar  los 
precedentes  de  la  disposición,  cuyo  juicio  me  he  propuesto  tmcer 
en  el  presente  trabajo. 

III 

Inútil  es  que  me  eslienda  en  grandes  consideraciones  sobre  Ja 
historia  de  la  institución  matrimonial  en  nuestras  leyes.  La  sabéis 
todos  perfectamente,  y  sería  ofender  vuestra  conocida  ilustración, 
al  mismo  tiempo  que  prolongar  demasiado  mi  tarea  el  repetirla.  De 
hacerla,  sin  embargo,  me  sería  forzoso  descender  al  examen  de 
los  diversos  Códigos  que  sobre  tan  importante  institución  han  dic- 
tado preceptos,  los  cuales  nos  marcan  perfectamente  las  etapas  por 
que  ha  ido  pasando  nuestra  civilización. 

Mas  lo  cierto  es,  que  todos  tienen  por  decirlo  así  un  fondo  co- 
mún; en  todos  predomina  el  mismo  carácter.  Bl  Estkio,  por  mucho 
tiempo  hijo  sumiso  de  la  Iglesia,  aceptaba  su  legislación,  y  renun- 
ciando en  opinión  de  algunos  autores  á  la  facultad  que  tiene  para 
dictar  dispoáciones  sobre  el  matrimonio  y  la  familia,  daba  fuerza 
civil  á  las  aniones  canónicas  descansando  tranquilo  en  el  celo  y  es« 
mero  nunca  desmentidos  de  la  Iglesia. 

Felipe  n  al  declarar  como  ley  del  reino  (2)  las  decisiones  del 
Santo  Concilio  Tridentino,  el  cual  como  perfectamente  sabéis  no 
fué  aceptado  igualmente  en  todas  partes,  señala  el  último  movi- 
miento de  la  Legislación  matrimonial  en  nuestro  suelo*  y  desde  en- 
tonces tranquilo  el  Estado  y  confiados  loe  individuos «  acudian  á  la 
Iglesia  y  so  excelente  le^lacion  cada  vez  que  una  nueva  familia 
iba  á  constituirse,  bajo  las  bendiciones  del  cielo  y  el  sello  legal  del 
EsUdo. 


(<)  Alado  al  juicio  oral  y  público. 
(S)  Real  Cédula  de  19  de  Julio  de  1561. 
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Pero  estaba  ya  ¡Diciado  en  una  gran  parte  de  las  naciones  dei 
Continente  Europeo,  un  movimiento  separatista,  que  al  predicar 
la  reforma  iniciada  por  el  heresiarca  Lutero,  trata  de  arrancar  del 
seno  de  la  Iglesia  la  jurisdicción  de  que  hasta  entonces  sin  duda 
de  ningún  género  venia  gozando  para  entender  en  los  asuntos 
matrimoniales.  Se  descomponen  los  elementos  que  en  esta  institu- 
ción existen,  y  dándose  la  importancia  decisiva  al  Co»ifra(o  (prescin- 
diendo del  Sacramento)  se  pide  para  el  Estado  la  facultad  de  inter- 
venir en  ella,  regularizándose  por  él  las  condiciones  jurídicas  de 
la  familia. 

El  matrimonio  civil  aparece  en  una  palabra  como  una  exigen- 
cia para  la  nueva  vida  social,  al  decir  de  ciertos  pensadores  y  se 
implanta  en  algunos  Estados  tal  institución,  cuyo  origen  y  larga 
historia  tratan  de  descubrir  sus  defensores  penetrando  aun  en  los 
más  profundos  misterios  de  los  primeros  tiempos. 

En  España  no  llegó  á  penetrar  por  espacio  de  mucho  tiempo  tal 
reforma,  y  en  verdad  que  tampoco  era  necesaria  conservando  como 
en  ella  se  conservaba  aun  desde  los  primeros  códigos  políticos  el 
principio  de  la  unidad  de  cultos.  Intimamente  enlazadas  todavía  en 
nuestra  patria  esas  dos  instituciones  que  hoy  por  muc&os  se  pre- 
tende colocar  como  antagónicas,  la  Iglesia  y  el  Estado,  la  legisla- 
ción de  aquella  sobre  el  matrimonio  era  la  que  este  aceptaba  dán- 
dola fuerza  civil.  Pero  viene  la  época  de  nuestras  agitaciones,  sue- 
na para  España  el  momento  que  algún  ilustre  escritor  llama  la  ho^ 
ra  providencial  de  las  revoluciones  Y  d  sBícndmienXo  político  que 
la  conmueve^  modifica  por  completo  todas  nuestras  instituciones. 
Establécese  en  nuestro  país  si  no  la  más  amplia  y  completa  liberfad 
de  cultos  á  lo  menos  la  tolerancia  absoluta  en  materia  religiosa  [i) 
y  entonces  creyó  ya  el  Legislador  necesario  introducir  alguna  re- 
forma en  el  carácter  que  hasta  entonces  habia  venido  dominando 
en  nuestra  antigua  y  veneranda  familia. 

El  matrimonio  civil  toma,  pues/carta  de  naturaleza  en  la  Legis- 
lación española,  y  desde  entonces  por  unas  ú  otras  causas  que  yo 
aquí  no  he  de  determinar,  es  la  verdad ,  que  viene  la  perturbación 
en  las  relaciones  jurídicas  de  la  familia. 


(I)    Art.  21  de  la  Constitución  de  1869. 
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No  me  toca  á  mi  en  este  momento  hacer  un  eiiámen  detenido  y 
un  juicio  más  ó  menos  acabado,  imperfecto  siempre  por  mi  parte» 
de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870,  por  más  que  con  gusto  de  ella 
me.ocnparia  y  con  la  extensión  que  tan  trascendental  reforma  se 
merece.  En  el  brillante  preámbulo  y  exposición  de  motiTOs  con'que 
fué  presentada  á  los  cuerpos  Colegisladores,  obra  de  uno  de  nues- 
tros primeros  jurisconsultos  y  Presidente  de  esta  ilustre  Academia, 
se  trata  de  justificar  la  necesidad  de  la  reforma  que  entre  nosotros 
se  introducía  por  esta  ley,  si  es  que  como  en  él  se  dice>  se  hablan 
de  poner  en  consonancia  todas  nuestras  instituciones  conloprecep* 
tuado  por  el  Código  fundamental  del  Estado:  la  base  constitucional 
era  preciso  que  tuviese  su  amplio  y  completo  desenvolTimiento. 

Con  tan  importante  medida  y  algunas  otras  más  (de  las  que  no 
quedan  ya,  ni  aun  vestigios,  habiendo  pasado  á  ser  un  epitafio  más 
en  el  gran  panteón  de  nuestras  derogadas  instituciones)  pensaban 
muchos  que  hablamos  de  ir  poco  á  poco  entrando  en  el  conderto 
general  de  los  pueblos  libres  y  más  adelantados  que  iiosutros.  Si  lo 
hemos  conseguido,  no  puedo  ahora  contestarlo,  porque  no  es  mi 
misión  por  el  momento:  yo  solo  os  apunto  la  idea:  alguno  de  los 
que  me  escucháis,  quizá  dé  explicación  satisfactoria  si  con  vuestra 
discusión  honráis  la  Memoria. 

Hablando  con  ingenuidad  y  franqueza  cual  á  enemigos  leales 
corresponde,  es  lo  cierto  que  la  ley  de  Matrimonio  civil  está  casi 
calcada  en  la  legislación  canónica  que  sobre  el  matrimonio  regia,  y 
^de  nuevo  rige  entre  nosotros:  no  pudo  menos  de  rendirá  su  eminen- 
te autor  este  natural  tributo  á  obra  de  tanto  valer,  y  quizás  (es  casi 
seguro)  que  no  hubiera  producido  las  grandes  protestas  que  originó, 
si,  respetando  algún  tanto  más  la  general  creencia  religiosa  que 
entre  nosotros  domina ,  según  su  propia  confesión ,  hubiera  dado 
mayor  consideración  al  público  sentimiento  católico  y  planteado  de- 
terminado sistema  que  en  naciones  no  menos  cultas  y  tan  adelan- 
tadas como  la  nuestra,  rige  sobre  esta  importante  y  delicadísima 
materia. 

Posponer  la  mayoría  de  los  ciudadanos  españoles  á  unos  cuan- 
tos que  tuviesen  la  desgracia  de  profesar  distinto  culto  del  católico, 
ó  que  no  profesasen  ninguno,  no  era  seguramente  lo  más  equita- 
tivo, ni  aun  lo  más  justo,  por  más  que  en  nombre  de  la  justicia  y 
de  la  equidad  se  pedia,  la  necesidad  de  no  tolerar  que  fuera  relé- 
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-gada  á  la  repugnatú^  eaiegúría  de  ku  nutnetínu  la  nu^r  botvrada 
que  ha'  caníraido  con  el  bonére  que  ama  una  perpetua  tntion ,  m- 
fun  $u  ley,  par  más  que  é$(a  no  na  la  caíóliea  (()« ;No  seria,  por 
cierto ,  el  peDMuniento  del  legislador  cuando  consigDaba  estaa  ge- 
nerosas frases ,  el  que  poco  tiempo  después,  casi  se  llamase  man- 
ceba á  la  sincera  y  creyente  mujer  española  que  contrajese  sólo 
matrimonjo  canónico! 

El  que  escribia  en  el  preámbulo  de  la  citada  ley «  ocupándose 
del  valor  de  los  matrimonios  que  no  fuesen  civiles:  El  dedarar  m 
nuUdad,  equwaldria  á  reducirlos  á  la  categoría  del  concubitiaío,  y 
la  conciencia  pública  protetíaria  indignada  contra  el  precepto  legal 
ai  ver  que  por  él  quedaba  confundida  entre  las  desgraciadas  muie-- 
res  á  quienes  el  vicio  ha  marcado  con  la  mancha  de  su  infamia,  la 
mujer  honrada  que,  dejáfídose  dominar  del  se^itimietito  religiosa 
hasta  d  punto  de  olvidar  sus  deberes  ávUeSy  hubiere  contraído  ma-- 
trinumio  según  la  ley  canónica  sin  solemnizarlo  con  arreglo  á  loe 
prescripciones  de  la  ley  civü  (2).  Quien  escribia ,  digo,  estas  pala- 
bras ,  no  podria  proveer  la  declaración  que  más  tarde ,  al  denen* 
volverse  los  principios  consignados  en  su  obra,  vino  á  fierir  y  echar 
per  el  suelo  los  más  bellos  sentimientos  de  nuestra  mujer ,  con- 
fundiéndola con  las  que ,  faltando  abiertamente  á  sus  deberes,  lle- 
van escrito  sobre  la  frente  el  estigma  legal  de  la  reprobación. 

Si  á  esa  conciencia  pública  á  que  apela,  hubiese  consultado  el 
legislador^  otras  quizá  hubieran  sido  sus  disposiciones  más  en  ar- 
monía con  los  nobles  sentimientos  por  él  mismo  expresados. 

lY 

Pero  de  la  ley  del  Matrimonio  civil  i  la  disposición  de  que  es 
objeto  la  presento  Memoria,  no  es  posible  que  demos  un  salto;  an« 
tea  es  forsoso  decir,  aunque  sólo  sean  breves  frases,  sobre  la  «Cir^ 
cular  expedida  por  la  Dirección  de  los  Registros  civil  y  de  la  Pro* 
piedad  y  del  Notariado,  resolviendo  que  los  hijos  habidos  de  maíri* 

(I)    Exposición  de  motivos  que  precede  á  la  ley  del  Uatrímonio  ei- 
viL --^  Edición  oficial,  pág.  13. 
(t)    Ley  y  edición  citada,  pág.  18. 
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monto  eanáitko  $t  vncríbkun  en  d  Regitíro  bajo  la  denominación 
de  hijos  naturalei.T»  Disposición  fué  esta  que,  como  sabéis,  levantó 
iomensad  polvareda»  y  no  pocos  escándalos ,  mereciendo  dnrísimas 
eeoMiras,  razones  por  lo  que  es  necesario  estudiarla  con  mnchísi* 
MM  calma. 

Es  innegable  qne  hubo  muchos  que ,  faltando  abiertamente  á 
los  preceptos  del  legislador,  contraían  tan  sólo  matrimonio  canóni- 
co, y  no  sabiendo  ó  despreciando  la  disposición  legal,  atraian  sobre 
sus  cabeaas  el  peso  de  tal  omisión.  No  tardaron  en  presentarse  ca* 
908  de  esta  ciase ,  y  sin  fuerza  ni  valor  legal  los  registros  parro- 
quiales ^  tan  útiles  para  la  sociedad  civil  en  los^pasados  tiempos, 
(según  ios  legisladores  de  Í8S9)  bubo  necesidad  de  inscribir  en  el 
fiegistro  civil  ¿  los  hijos  procedentes  tan  sólo  de  matrimonio  ca* 
sónico. 

Ahora  bien:  ¿con  qué  carácter  habia  de  hacerse  esta  inscrip- 
ción? ¿Gomo  hijos  legítimos?  De  ningún  modo;  provenían  de  una 
unión  á  la  cual  la  ley  española  entonces  vigente  no  reconocía  efica- 
cia ni  valor  alguno  civil.  La  Iglesia  habia  perdido  por  completo  sü 
poder  en  Can  importante  institución.  ¡Qué  le  importaba  ya  al  legis* 
lador  el  carácter  augusto  del  matrimonio  como  sacramento  conside- 
rado! Para  él  todas  las  religiones  eran  iguales  sobre  este  punto,  no 
obstante  la  protección  que  el  art.  21  de  la  Constitución  del  Estado 
concedía  i  la  religión  de  nuestros  padres,  prueba  clara  y  evidente 
de  la  extensión  qne  aún  entre  nosotros  conservaba.  Sólo  atendia  á 
el  mero  contrato  ciM  que  ante  nn  público  empleado,  siquiera  éste 
fuese  el  Juez  municipal ,  realizaban  los  ciudadanos ,  y  el  que  con 
arreglo  á  la  ley  de  1870  no  contrajese  matrimonio,  para  el  Estado 
español  viviría  de  cualquier  modo  menos  casado. 

Vino  en  consulta  á  la  Dirección  del  ramo  un  caso  de  diver- 
gencia sobre  inscripción  de  un  nacido  de  matrimonio  canónico  y 
aquella^  dando  la  razón  á  los  qne  opinaban  que,  dado  el  arL  ¥(i) 
de  la  ley  de  Matrimonio  civil,  no  pedia  ser  legítimo  el  nacido  de 
tal  unión,  resolvió  que  los  hijot  halndos  de  matrimonio  canónico 


(\)  El  Distrimonio  que  no  se  celebre  con  arreglo  á  las  disposiciones 
de  esta  ley,  no  producirá  efectos  civiles  con  respecto  á  las  personas  y 
bienes  de  los  cónyuges  y  sus  descendientes. 

TOMO  L  34 
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solamente  se  inscribiesen  en  "el  Registro  bajo  la  deiwminaciati  de 
hijos  naturales  (1). 

CoQ  franqueza  os  lo  manifiesto,  Sres.  Académicos :  esta  dispo- 
sición no  era  olra  cosa  sino  una  natural ,  una  lógica  deducción  de 
los  principios  consignados  en  la  ley  del  matrimonio  civil ,  y  no 
comprencjlp  cómo  se  extrañó  la  gente  de  una  declaración  que ,  por 
más  que  l'uera  dolorosa,  era  conforme  con  el  espíritu  de  la  ley  vi- 
gente, á  la  cual  era  necesario  atenerse  en  aquel  momento:  nada 
nuevo  se  dijo  en  dicha  circular;  se  manifestó  lo  que  todo  el  mundo 
debia  tener  ya  conocido^  y  haber  dicho  otra  cosa,  hubiera  sido,  por 
lo  menos,  un  acto  de  hipocresía  en  todos  tiempos  censurable.  No 
habia  por  qué  alarmarse  una  vez  publicada  la  ley  del  matrimonia 
civil ,  que  contenia  el  genuino  precepto  legal :  esta  circular  era  m 
Ddtural  desenvolvimiento:  pretender  lo  contrarío  era  quererer  una 
disposición  ilegal  é  injusta. 

No  encontramos  por  eso  justificados  los  ataques  á  la  drcttlar 
dirigidos^  ni. comprendemos  la  dura  oposición  que  se  la  hizo,  espe- 
cialmente por  los  que ,  dadas  sus  condiciones ,  tenían  obligación 
de  ser  conocedores  de  la  ciencia  del  Derecho.  Daber  cumplido  to* 
dos  los  españoles  con  la  ley^  que  obligación  de  haeerlo  tenian ,  y 
no  se  hubieran  expuesto  á  las  consecuencias  tristes  y  dolorosas,  es 
verdad,  pero  al  fin  necesarias,  de  su  falta:  Dura  lex,  sed  tamm 
lex;  principio  es  este  axiomático  en  la  vida  de  las  relaciones  juri  • 
dicas.  ¡  Cómo  asombrarse  de  ver  crecido  y  frondoso  el  antes  tierno 
arbusto,  cuando  se  presenció  tranquilo  depositar  en  tierra  la  se* 
milla  que  lo  habia  de  producir!  ¡Cómo  sentar  unos  principios  y 
luego  protestar  de  sus  consecuencias  á  título  de  injustas ! 

Sin  fuerza  ni  valor  legal  el  matrimonio  canónico,  quedándose 
reducido  á  los  efectos  puramente  espirituales  (ó  mejor  dicho,  sa- 
cramentales), á  los  ojos  de  la  ley,  que  no  reconocía  como  válida  y 
verdadera  más  ónion  que  la  celebrada  con  arreglo  á  sus  disposi- 
ciones, ¿qué  carácter  habia  de  darse  á  los  hijos  procedentes  de 
cualquiera  otra  unión  que  no  fuese  la  por  ella  admitida?  Indud  a- 
blcmente,  siendo  lógicos,  cuando  menos  el  de  naturales:  seen- 


(I)  Circular  de  H  de  Enero  de  1872,  publicada  en  la  Gaceta  del 
dia  45. 
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coatraban  de  lleno  compreadidos  en  la  ley  12  de  Toro  (i):  Orde- 
namos é  mandamos ,  que  etitouces  se  digan  ser  los  fijos  naturales 
cuando  al  tiempo  que  nascieren  ó  fueren  concebidos^  sus  padres  po- 
dían casar  con  sus  madres  justameíite  sin  dispensación.  En  los 
tiempos  en  que  la  ley  de  Toro  fué  publicada^  se  hacja  referencia  al 
matrimonio  canónico ;  en  el  que  comentamos ,  bastaba  sustituirle 
por  el  civil. 

Pero  el  escándalo  y  clamoreo  que  tal  disposición  produjo,  lo  que 
indicaba  al  hacerse  esta  lógica  deducción  de  la  ley  del  Matrimonio 
civil ,  era  que  el  precepto  legislativo  luchaba  con  nuestras  costum- 
bres, poniendo  de  manifiesto  la  oposición  que  á  dicha  ley  siempre 
existió:  abría  más  profundo  el  abismo  que  la  separaba  de  la  socie- 
dad^ y  entonces  se  vio  con  toda  claridad  la  discordancia  que  exis- 
tia entre  las  disposiciones  del  legislador  y  las  tendencias  del  país 
legislador  que  lo  rechazaban. 

Porque,  por  lo  demás,  hablando  con  arreglo  á  los  principios  de 
justicia,  ¿qpé  se  hubiera  querido?  ¿Que  el  legislador  consignase 
una  excepción  en  fayor  de  los  hijos  de^matrímonio  canónico?  ¿T 
amparado  en  qué  principios?  ¿£n  qué  razones  se  hubiese  podido 
fundar  para  cometer  esta  directa  infracción  de  la  ley? 

Recorred ,  Sres.  Académicos,  una  por  una  las  leyes  que  deter- 
minan la  condición  de  los  hijos  en  la  familia  española^  y  como 
hombres  dedicados  al  cultivo  de  la  difícil  ciencia  del  Derecho,  que 
es  como  yo  considero  la  cuestión,  no  dejados  llevar  de  tal  ó  cual 
arranque  de  generoso  sentimiento  que  pudiera  seguro  brotar  de 
vuestro  corazón^  siempre  dispuesto  al  bien,  respondedme  á  esta 
pregunta:  £1  hijo  nacido  de  matrímonio  canónico  solamente,  ¿qué 
concepto  puede  merecer  ¿  los  ojos  del  legislador  que  acepta  como 
base  para  sus  deducciones  los  principios  consignados  en  la  ley  del 
matrímonio  civil?  Natural ,  y  nada  más  que  natural. 

Esta  declaración  estaba,  pues,  en  armonía  con  la  ley,  pero  en 
abierta  discordancia  con  los  sentimientos  del  pueblo  español,  y 
sólo  sirvió  para  renovar  la  profunda  herida  que  la  familia  habia 
sentido. 


(f )  P,  tít.  Y,  lib.  X,  Nov.  Recop. 
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Colpa  taTo,  por  tanto,  el  que  infirió  aquella^  y  no  el  qne  puso 
tina  vez  más  de  manifiesto  sos  consecueneias* 


Hasta  aqui  Señores  Académicos,  en  realidad  no  me  he  ocupado 
todavía  del  punto  propio  y  exclusivo  de  mí  disertación :  pero  he 
querido  presentaros  las  precedentes  consideraciones  para  venir 
como  preparando  el  objetivo  de  mi  tema:  Vengamos  ya  al  punto 
que  someto  especialmente  á  vuestro  examen^  sin  prescindir  sin  em* 
bargo  por  completo  de  lo  que  anteriormente  os  be  espuesto. 

Os  confieso  que  al  entrar  en  el  estudio  y  juicio  del  Decreto  de 
9  de  Febrero  de  4875  (1) ,  profunda  pena  embarga  mi  ánimo  al 
considerar  como  hombre  de  derecho^  las  perturbaciones,  los  hondos 
perjuicios  que  causó  á  nuestra  existencia  legal.  Desconociendo  el 
Legislador  que  lo  dictó  (ó  mejor  dicho  olvidándose)  de  loa  princi- 
pios inflexibles  en  que  debe  descansar  toda  ley  mediamente 
justa,  trató  de  borrar  con  una  sola  plumada  sin  pensar  en  sus  con- 
secuencias todos  los  a(4os  acaecidos  en  un  largo  espacio  de  tiempo, 
creyéndose  si  no  cual  nuevo  Josué  capaz  de  detener  el  curso  del 
astro  del  dia,  para  obtener  decisiva  victoria,  por  lo  menos  con  poder 
bastante  para  borrar  los  dias  que  no  inútilmente  habían  pasado.  T 
nó  es  que  para  algo  le  sirvan  las  palabras  que  en  la  exposición  de 
motivos  alega,  si  no  para  justificar  ( que  justificación  no  tiene  el  ci- 
tado decreto)  para  explicar  al  menos  esta  verdadera  revolucionaria 
disposición.  Por  encima  de  las  fútiles  razones  en  que  se  fundó  para 
dictarla,  están  los  altos  principios  de  justicia  por  él  caprichosa- 
mente conculcados. 

Nada  he  de  deciros  de  su  aspecto  politico:  cuestión  es  esta  muy 
delicada,  terreno  muy  resbaladizo  para  qae  yo  me  aventure  á 
examinarla;  solo  he  de  ocuparme  de  ella,  bajo  su  fase  jurídica, 
única  propia  de  mi  competencia. 

De  una  sola  plumada,  con  un  valor  que  casi  raya  en  la  temen** 
dad,  sin  respeto  alguno  á  las  leyes  constituidas  y  olvidando  aun  los 


(1)    Publicado  en  la  Gacela  del  4ia  40. 
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más  elementales  príBctjMos  de  la  ciencia  del  Derecho,  por  todo 
alropella  el  Legislador  en  este  decreto,  y  con  una  medida  impre- 
meditada, nacida  sin  duda  á  impulsos  de  razones  que  no  pueden 
tener  su  justificación  eoando  se  trata  de  cosas  tan  serias  como  lo 
son  tas  instituciones  sociales^  introduce  el  caos  en  nuestro  Derecho, 
la  perturbación  en  las  relaciones  jurídicas  y  crea  una  situación  casi 
indefioida  y  esítraSa,  la  cual  ni  aun  él  mismo  podría  ciertamente 
explicar. 

La  pública  opinión  es  verdad  que  reciamal>a  una  reforma  en 
la  ley  del  Matrimonio  civilt  el  Legislador,  en  el  preámbulo  del  de«- 
creto  que  examinamos,  pinta  coa  vivos  colores  la  situación  de  un 
pafs  que  sometido  á  las  horcas  candínas»  maJ  cumplia  con  nna  ley 
v«qatdría  para  sus  creencias,  y  opuesta  á  su  inodo  de  sentir  y 
pensar.  Ifecesitábase  según  él,  vna  dispoeicion  que  resolviera  y 
pronto  el  diario  conflicto  en  que  los  ánimos  se  eocontrabao:  la  en- 
fermedad, pues,  parece  que  estaba  conocida;  y  el  remedio  á  ella 
puesto;  ¿fué  acertado? 

Doloroso  es  mnfesar  que  en  el  Decreto  de  9  de  Febrero  de 
<87B,  solo  se  trató  de  dar  «na  satisfacción  ya  tardia,  á  los  senti- 
mieDtos  y  creencias  católicas  del  pueblo  español,  y  á  buen  seguro, 
que  todo  el  que  de  imparcial  se  precié,  no  podrá  menos  de  censa- 
rar  la  conducta  seguida  por  el  Legislador  al  tratar  de  realizarJo. 

Es  «na  obra  legal  qne  absolutamente  á  nadie  dejó  satisfecho: 
Los  amantes  de  las  antiguas  instituciones  (por  más  que  primordial- 
mente  para  ellos  ftaese  dictada )  no  pueden  estar  complacidc^.  no 
hay  en  elhi  ese  exclusivismo  que  para  sí  recaba  todo  el  que  pre- 
tende hallarse  en  posesión  de  la  verdad:  los  que  defensores  sinceros 
de  las  nuevas  ideas  creen  ha  llegado  el  momento  de  continuar  la 
realización  de  sus  doradas  esperanzas,  tampoco  pueden  aplaadir 
una  disposictoo,  que  dando  «n  paso  atrás,  destruye  con  un  soplo 
cual  si  fuere  un  castillo  de  naipes,  la  obra  completa  y  acabada  de 
un  Legislador:  los  que  hombres  de  Derecho  tienen  la  difícil  y  deli- 
cada misión  de  aplicar  ó  comentar  el  decreto  que  examinamos,  solo 
censuras  y  muy  fuertes  pueden  dirigir  á  una  disposición  atentato- 
ria á  los  más  fundunentales  principios  de  la  obra  de  la  legislación. 

Dos  importantes  y  trascendentales  disposiciones  comprende  en 
su  esencia  el  decreto  de  9  de  Febrero  de  187S:  los  artículos  6*  y  7\ 
asientan  dos  principios  qne  debemos  examinar  con  fria  y  serena 
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calma,  presci  ndíendo  de  toda  consideración  y  afecto  de  escuela  ¿ 
partido.  El  criterio  de  la  ley,  es  el  único  que  nos  ha  de  guiar  al 
hacer  su  estudio. 

SeguQ  el  artículo  6%  el  matrimonio  contraído  ó  que  se  contra^ 
je$e  con  arreglo  á  los  sagrados  cánones,  producirá  en  E$paña  todos 
los  efectos  civiles  que  le  recotiodan  las  leyes  vigentes  hasta  la  pro- 
mulgación de  la  provisional  deíS  de  JuiHo  de  1870. 

jLos  matrimonios  celebrados  desde  que  empezó  á  regir  dicha  ley 
hasta  el  dia  surtirán  los  mismos  efectos  desde  la  época  de  su  cetc" 
bracion,  sin  perjuicio  de  los  derechos  adquiridos  por  consecuencia 
de  ellos  por  terceras  personas  á  tUulo  oneroso. 

Empieza  el  artículo,  como  se  vé,  cometiendo  una  directa  in- 
fracción al  principio,  por  todos  aceptado,  de  la  retroaetíon  de  las 
leyes:  ya  lo  conocia  el  Legislador,  y  así  lo  consigna  en  el  preám- 
bulo del  Decreto,  mas  sus  palabras  son  ineficaces  para  destruirle. 

Toda  ley  ha  de  mirar  al  porvenir:  es  una  disposición  qae,  al 
modificar  lo  hasta  entonces  existente,  dé  la  norma  6  pauta,  en 
virtud  de  la  cual  se  han  de  regir  los  nuevos  actos  que  se  verifi- 
quen: mirar  hacia  atrás  es  destruir  situaciones  legales  respetabilí- 
simas, porque  han  nacido  al  amparo  de  una  disposición  que  por 
todos  ha  de  ser  cumplida.  De  aquí  el  que  cuando  el  Legislador 
(fuera  de  los  casos  de  excepción  marcados)  prescinde  de  este  prin- 
cipio, dicta  leyes  absurdas,  que  ningún  valor  pueden  tener,  en 
sanos  principios  dictadas,  por  más  que  él  en  ello  se  empeñe. 

Una  cosa  muerta,  sin  vida,  sin  existencia  legal  en  un  espacio 
largo  de  tiempo,  ¿puede  nunca  revivir  al  soplo  caprichoso  de  un 
legislador?  Los  principios  inmutables  de  la  justicia  dicen  que  no: 
el  autor  del  Decreto  de  9  de  Febrero  de  1875,  dice  que  sí:  ¿cuál 
de  los  dos  tiene  más  fuerza?  En  la  conciencia  de  todos  vosotros, 
Sres.  Académicos,  está  la  contestación  á  esta  pregunta. 

Quod  ab  initio  vüiosum  est,  tractus  temporis  eonvalescere  tw 
potest:  es  un  principio  por  todos  admitido,  que  pasa  como  un  ver- 
dadero axioma  jurídico:  en  este  caso  se  hallaban  comprendidos» 
en  nuestro  concepto,  los  matrimonios  canónicos. 

El  que  al  amparo  de  la  Iglesia  habia  contraido  perpetua  é  in» 
disoluble  unión  con  la  mujer  llamada  por  su  corazón  á  compartir 
la  peregrinación  por  la  terrena  vida,  se  habia  dejado  llevar,  es 
cierto,  por  nobles  sentimientos  dignos  de  ser  atendidos:  habia  con- 
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traído  el  sacramento,  mas  se  había  olvidado  del  cumplimiento  de 
la  ley;  subdito  rebelde,  burlaba  las  prescripciones  del  Legislador^ 
y  se  hacia  acreedor  á-la  más  severa  responsabilidad  por  su  falta: 
harto  sabia  el  que  no  se  casaba  civilmente,  que  toda  unión  que  no 
$e  celebrase  can  arreglo  á  las  disposiciones  de  la  ley,  no  produdtia 
efecto  dvil  con  respecto  á  sus  personas  y  bienes,  y  lo  mismo  con 
sus  descendientes  (í),  y  no  podia  protestar  contra  el  desconoci- 
miento de  la  ley:  era  inútil,  error  juris  non  prodest.  La  misma  Igle- 
sia, por  boca  de  sus  más  altos  ministros,  había  aconsejado  á  los 
católicos^  que  después  de  haber  contraído  el  augusto  Sacramento 
del  Matrimonio,  como  subditos  fieles  y  leales,  aunque  su  concíen- 
cía  lo  rechazase^  acudieran  á  legalizar  su  unión  ante  la  autoridad: 
el  que  no  cumplió  con  la  ley  había  buscado,  pues,  su  situación,  y 
nadie  más  que  él  de  ella  era  responsable. 

El  Decreto  de  i875  hubiera  sido  disculpable  quizás;  nosotros 
le  daríamos  nuestros  más  entusiastas^  si  bien  pobres  aplausos,  si 
hubiera  respetado  lo  anterior  existente;  si  atendiendo  á  los  princi- 
pios (fe  la  justicia  se  redujese  á  la  supresión  del  Matrimonio  civil 
para  los  que  profesasen  el  culto  de  la  religión  católica,  dejándole 
tan  sólo  para  los  disidentes;  pero  tal  confo  resuelve  el  conflicto, 
sólo  merece  censuras  durísimas. 

T  donde  se  comprende  mejor  el  caos  y  la  confusión  que  intro- 
dujo en  nuestra  vida  jurídica,  es  en  la  práctica  de  los  Tribunales, 
en  la  resolución  de  los  varios  casos  concretos  que  se  suscitaron:  alii 
es  donde  se  dejó  sentir  más  su  perturbadora  influencia;  áeste  terre- 
no voy  á  descender  brevemente ,  para  que  le  apreciéis  más  y 
mejor. 

ün  casado  canómcameiite»  contrae  un  vínculo  civil,  separándo- 
se caprichosamente  de  la  que  al  pié  de  los  altares,  juró  eterna  é 
indisoluble  unión:  á  los  ojos  de  la  ley  esto  era  posible,  y  por  váli- 
da se  daba  esta  segunda  unión.  Se  publicad  Decreto  de  1875:  dis- 
pénese  en  él,  que  la  primera  unión  produzca  sus[efectos  desde  el  dia 
en  que  se  contrajo^  pero  siendo  válido  al  mismo  tiempo  el  segundo 
matrimonio,  aparece  en  la  práctica  el  caso  de  un  bigamo:  un  man- 
do con  dos  mujeres:  ¿cuál  de  las  dos  es  la  legítima?  ¿Cuál  de  ellas 


(I)  Art.  S^,  ley  de  Matrimonio  eivil. 
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ha  de  quedarse  viuda?  Amtes,  cada  cual  amparada  por  la  ley, 
pretenderá  arrancar  á  la  otra  sa  maride,  y  cerno  en  el  presente  cate 
no  cabe  el  juicio  de  Salomón,  resalta  un  conflicto  y  darisimo,  por* 
que  á  la  sombra  ¿q  la  ley»  existen  dos  sitoaciooes  incoaq[iat¡Mes. 
¿Guil  presenta  más  títulos  de  consideración  para  merecer  contra  la 
otra  el  amparo  de  la  ley?  To  no  os  lo  he  de  decir,  que  no  estoy  lla- 
mado á  resolver  el  coaflicto:  os  le  presento,  para  que  vosotros  lo 
hagáis,  con  lo  cual  conseguiré  quiíá  que  examinéis  tan  perturbador 
decreto. 

Otro  caso  práctico: 

Muerto  un  casado  sólo  canónicamente,  antes  del  Decreto 
de  1875^  se  procede  á  la  división  de  su  herencia  y  no  teniendo  va  * 
lor  legal  su  matrimonio  son  llamados  á  etla  los  hermanos.  Entre  ios 
bienes  remanentes,  hay  una  finca  urbana  que  se  divide  por  igual 
entre  todos  ellos:  uno  da  so  valor  á  los  demás  y  queda  por  tanto 
dueño  de  la  fioca  toda,  la  cual  inscribe  en  el  Registrado  la  propio* 
dad  como  su  legítimo  dueño. 

£1  decreto  del  Sr.  Cárdenas,  al  dar  fuerza  al  matrimonio  cand«> 
nico,  arma  el  brazo  de  la  viuda  que  reclama  para  la  mócente  víc- 
tima de  sus  amores  el  ctfudal  del  padre.  El  qieha  comprado  la 
fioca  y  la  tiene  inscrita  á  su  nom  bre,  pregunta  ¿se  la  podrán  arre* 
batar ?  El  tiene  sobre  efla  un  p^edo  derecho,  pero  al  menor  le 
concede  otro  la  ley:  ¿cuál  de  los  dos  tiene  más  fuerza?  ¿Cuál  es  ei 
preferente?  Resolvedlo  también  vosotros,  y  cuando  Uegoe  el  mo- 
mento, mi  opinión  os  daré  sobre  los  dos. 

No  sólo  estos  dos  casos  sino  mmobos  más  os  podría  citar,  los 
que  pondrian  en  relieve  los  conflictos  nacidos  con  la  disposición  ci- 
tada: con  los  apuntados  basta  sin  embargo  para  dar  origen  i  la 
emisión  de  vuestro  recto  juicio. 

VI 

Si  el  Legislador  dio  fuerza  y  vida  á  lo  que  antes  im»  la  tenia , 
en  cambio  negó  sus  condiciones  de  existencia  á  lo  que,  esa  arreglo 
á  la  ley  tenia  propia  vitalidad. 

Dando  fuerza  retroactiva  á  la  ley,  supuso  que  hablan  estado 
legalmente  casados  muchos  años  los  que  con  arreglo  á  las  prescrip- 
ciones de  la  ley  del  Matrimonio  civil  no  lo  estaban.  Interpretando 
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á  su  modo  un  articulo  de  la  misma  disposición  legal,  anuló  y  con 
una  palabra  trató  de  romper  vínculos  perpetuos  é  indisolubles 
creados  á  su  amparo:  disolvió  con  el  fiat  poderoso  de  su  articulado 
instituciones  matrimoniales  existentes. 

El  art.  5*  de  la  ley  del  Matrimonio  civil  excluía  de  la  unión 
matrimonial,  aunque  para  casarse  tuvieran  aptitud,  á  los  que  se 
encontrasen  en  los  casos  en  ella  taxativamente  marcados:  uno  de 
ellos  era  el  siguiente  (1).  Los  católicos  que  esíuvieren  ordenados 
in  sacrís  ó  que  húbieseft  fnrofesado  en  utia  orden  religiosa  canó- 
nicamente aprobada,  haciendo  voto  solemne  de  castidad,  á  no  ser 
que  unos  y  otros  hubiesen  obtenido  la  correspondiente  licencia  ca- 
nónica. A  grandes  dudas  y  no  pocas  discusiones,  una  de  ellas  bri- 
llantemente sostenida  en  esta  academia,  se  prestó  la  interpretación 
del  citado  párrafo,  de  las  cuales  no  he  de  ocuparme  por  seros  ya 
conocidas:  más  tarde  veremos  cómo  el  Legislador  dio  también  su 
opinión  sobre  él. 

ISs  indudable  que  mientras  el  Estado  permaneció  en  España  en 
estrechos  vínculos  enlazado  con  la  Iglesia  católica,  tenian  los  deli- 
tos canónicos  un  doble  aspecto:  eran  trasgresiones  del  orden  knoral 
y  espiritual  que  la  Iglesia  castigaba  con  su  propia  y  exclusiva  pe- 
nalidad, pero  al  mismo  tiempo  eran  delitos  que  tenian  también  su 
sanción  penal- en  el  orden  civil  y  humano. 

Entonces  nunca  pudo  darse  el  caso  del  legal  matrimonio  de  un 
apóstata.  Después  de  sufrir  las  penas  marcadas,  no  solo  en  los  Có- 
digos penales  propiamente  dichos  (2),  sino  también  en  nuestros 
antiguos  códices  (3),  nunca  pudo  sancionar  ante  los  ojos  de  la  ley 


(1)  Párrafo  2®,  art.  5^.  Ley  del  Matrimonio  civil. 

(í)  El  art.  2^  ley  47  Abril  1 831 ,  imponía  la  pena  de  muerte  al  que 
conspírase  directamente  y  de  hecho  para  establecer  en  España  otra 
religión  aue  la  católica:  art.  233,  Código  penal,  4821;  art.  436,  Código 
penal  4848,  reformado  en  el  50. 

Establecida  la  libertad  de  cultos  en  España,  bórranse  los  anterio* 
res  artículos,  y  en  su  lugar  se  establecen  diversas  penas  en  la  sección 
tercera,  cap.  2®,  tít.  2^,  lib.  2^*  del  Código  4870,  para  los  que  turbasen 
ó  impidiesen  actos  de  cualquier  culto  que  fueren. 

(3)  Leyes  47  y  48,  tít.  2^,  libro  2®,  Fuero  Juzgo.  Leyes  4*  y  5*,  tí- 
tulo 25,  Partida  1\  ley  \\  til.  4<>,  lib.  4^  Fuero  Real:  ley  7»,  tít.  2», 
Partida  7",  ley  3*,  tit.  3®,  lib.  42,  Novísima  Recopilación,  y  otras  más 
que  no  citamos  por  no  prolongar  demasiado  nuestro  trabajo. 
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uoa  unión  que  los  buenos  principios  de  la  moral  católica  rechazan 
siempre.  Aquel  que  libre  y  voluntariamente  se  consagró  por  toda 
su  vida  al  culto  del  Dios  verdadero  y  dirige  la  fuerza  total  de  sus 
acciones  á  la  Divinidad,  mal  puede  en  un  momento  dado  romper 
con  sus  morales  ligaduras,  y  guiado  por  los  apetitos  renegar  de 
sus  antiguas  creencias. 

Pero  proclamada,  aunque  tibiamente  Ja  libertad  de  cultos  (1), 
y  realmente  rota  la  unión  entre  las  dos  potestades,  necesario  era 
justificar  ante  los  ojos  del  casi  indiferente  Estado  español  por  más 
que  de  católico  blasonase  las  uniones  de  los  apóstatas. 

De  aqUi  que  en  el  espíritu  del  legislador  de  1870,  según  puede 
deducirse  por  las  palabras  que  consignó  en  el  preámbulo  de  la  ley 
de  Matrimonio  civil ,  estuvo  el  admitir  como  válidas  civilmente 
las  uniones  de  los  que  en  un  momento  de  extravío  abandonan  la 
senda  de  sus  deberes,  y  dejados  llevar  de  los  sentidos  tratan  de 
hallar  justificación  legal  á  sus  sacrilegas  uniones. 

Mas  la  verdad  es  también,  que  no  roto  en  absoluto  el  consor- 
cio que  existía  aún  en  nuestra  patria  entre  la  Iglesia  y  el  Estado, 
no  podia  éste  admitir  á  la  via  legal  del  matrimonio  al  ordenado  m 
saerís  ó  que  hubiese  coniraido  voto  perpetuo  de  castidad,  como  no 
rompiese  de^un  modo  terminante  y  claro  con  sus  antiguas  condi- 
ciones: sólo  en  el  caso  de  abandonar  el  catolicismo,  podia  contraer 
matrimonio  válido  á  los  ojos  de  la  ley;  de  no  ser  así^su  unión  sería 
sacrilega. 

Por  eso,  interpretándose  (aunque  equivocadamente,  según  dice 
el  decreto  de  9  de  Febrero  de  i875)  estos  principios,  se  dictaron 
disposiciones  sobre  el  matrimonio  de  los  ordenados  in  sacrí$  & 
ligados  por  el  voto  de  castidad  (2),  dándose  por  el  Estado  fuerza  y 
valor  civil  á  las  uniones  de  los  apóstatas.  De  esto  modo  explicada 
ya  la  ley  del  Matrimonio  civil,  la  verdad  es  que  ya  tenian  existen- 
cia legal  los  matrimonios,  que  según  el  decreto  del  Sr.  Cárdenas, 
nunca  pudieron  celebrarse,  ni  ser  válidos,  caso  de  hacerlo:  los  hi- 
jos de  ellos  nacidos  legítimos  eran  ante  la  sociedad ,  y  su  familia 
(aunque  rechazada  por  los  sentimientos  católicos  dominantes  en 
nuestro  país)  consideración  legal  tenia. 


(4)  Art.  21  de  la  Constitución  de  4869. 
(%)  f'^dft  Mayo  de  4873. 
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El  decreto  de  9  de  Febrero  de  i 875,  según  indica  en  el  corto 
preámbulo  que  le  precede,  trata  de  restablecer  el  genuino  espíritu 
y  sentido  de  la  ley  del  Matrimonio  civil  sobre  tan  interesantísima 
cuestión,  y  para  conseguirjo,  empieza  por  destruir  una  porción 
aunque  afortunadaitteDte  poca'(1)  de  familias  creadas  al  amparo 
de  la  ley.  Prueba  evidente  que  el  mismo  legislador  conoció  la  obra 
que  hacia :  es  la  segunda  parte  del  art.  6*  del  citado  decreto ,  en 
la  cual  se  dice:  Pero  quedando  á  salvo  en  todo  ea$o  los  dereclws 
consigmentes  á  la  legitimidad  de  los  hijos  habidos  ó  que  naciesen 
detitro  de  los  300  dios  siguientes  á  la  fecha  de  este  decreto,  los  de  la 
potestad  matertia  g  paterna ,  y  los  adquiridos  hasta  el  dia,  por  con- 
secuencia  de  la  sociedad  conyugal,  que  habrá  de  disolverse. 

Examinada  detenidamente  esta  parte  del  art.  6*  del  Decreto, 
la  verdad  es  que  se  apodera  del  ánimo  la  más  profunda  sorpresa: 
¿luego,  según  él,  puede  haber  hijos  legítimos  de  unos  que  no  son 
ya  sus  padres  legales?  ¿Luego  habrá  padres  á  quienes  se  niega  tal 
carácter  en  la  sociedad  y  ante  los  ojos  de  la  ley,  y  que,  no  obs- 
tante, seguirán  ejerciendo  las  facultades  que  nacen  de  la  patria 
potestad?  ¿Qué  confusión  es  esta?  ¿Qué  extraña  teoría  de  Derecho 
hasta  ahora  no  vista?  Las  deducciones  legales  exigen  el  carácter 
inflexible  de  la  lógica;  ó  hay  paternidad  legal  ó  no  la  hay;  en  el 
primer  caso,  inútil  es  todo  lo  que  se  haga  por  destruirla;  en  el  se- 
gundo caso  no  hacia  para  nada  falta  la  declaración  del  Legisla- 
dor: es  completamente  inexplicable  la  anterior  disposición,  porque 
nosotros  pensamos  que  la  legitimidad  del  hijo  es  algo  que  radica, 
y  como  emana  de  la  condición  del  padre,  y  no  una  cosa  que  ais- 
lada é  indefinida  flota  en  espacios  imaginarios. 

Pero  en  el  mismo  articulo  del  citado  Decreto,  hay  un  argu- 
mento que  no  queremos  dejar  pasar  desapercibido,  y  que  es  un 
poderoso  ariete  para  combatirlo;  el  mismo  legislador  sin  pensarlo 
acaso,  nos  dá  armas  para  contribuir  á  su  ataque;  dice  el  artícu- 
lo 6*:  Sin  perjuitío  de  los  derechos  adquiridos  haíta  el  dia,  por 
consecuentía  de  la  sociedad  cottyvgal,  que  habrá  de  disolverse. 
Bien  sabéis  todos  de  dónde  nace  la  sociedad  conyugal;  es  uno  de 
los  efectos  jurídicos  que  produce  el  matrimonio  en  los  bienes  de  la 


(I)  Sin  embargo,  las  mismas  censuras  merece;  bastaba  que  hubiese 
una  sola,  para  que  obtuviera  respetos  que  desconoció  el  legislador. 
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familia,  y  sólo  en  las  Qoiooes  legalmente  válidas  es  en  las  que 
puede  tener  lugar,  por  lo  cual  bien  se  puede  afirmar,  que  allí 
donde  ella  existe,  hay  válido  matrimonio:  pensar  que  pueda  des- 
aparecer por  una  arbitraria  disposición,  cesando  cuando  el  Legis- 
lador lo  crea  más  conveniente,  es  suponer  que  se  puede  atentar 
impunemente  contra  el  orden  establecido  en  la  familia. 

Examinados  los  modos  de  disolverse  la  sociedad  conyugal,  las 
leyes  vigentes  marcan  varios,  pero  entre  ellos  no  está  consignado 
uno ,  descubierto  por  el  autor  del  decreto  de  1875:  el  "Capricho  del 
Legislador:  desaparece  por  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  ,  por  la 
nulidad  del  Matrimonio  etc. ;  pero  nunca  la  ley  ha  venido  á  des- 
truir lo  que  en  si  tiene  condiciones  de  existencia,  como  en  el  caso 
presente  ha  sucedido. 

Todos  estos  puntos,  nada  más  que  apuntados  porque  no  tengo 
para  otra  cosa  facultades,  os  dejo,  Sres.  Académicos :  vosotros  los 
habéis  seguramente  de  ilustrar  (y  aun  de  variar)  con  vuestros  inte- 
ligentes esfuerzos. 

Más  extenso  quizás  hubiera  podido  ser ;  pero  á  ello  no  me  he 
atrevido  que  no  es  conveniente  en  Memorias  de  la  índole  de  la 
presente,  esquilmar  y  agotar  el  punto:  ancho  campo  os  dejo  para 
la  discusión  con  lo  ya  expuesto. 

Pero  al  terminar,  permitidme,  después  de  daros  las  gracias  por 
vuestra  galante  atención ,  que  acabe  con  una  protesta:  He  exami- 
nado el  decreto  de  9  de  Febrero  de  i878  con  fría  imparcialidad, 
yo  así  al  menos  lo  creo,  y  he  tratado  de  arrancar  de  mi  frente  los 
sentimientos  que  de  mi  corazón  subian  repetidas  veces ,  hijos  de 
mis  profundas  y  arraigadas  creencias  ,  y  que  como  una  nube  de 
fuego,  de  haberlos  dejado  ascender,  hubieran  formado  tupido  velo 
que  con  sereno  juicio  me  hubiesen  impedido  el  hacer  el  detenido 
examen  de  la  cuestión  que  me  habia  propuesto. 

La  ley  antes  que  nada:  una  vez  dictada,  debe  de  cumplirse: 
antes  de  formarla  es  cuando  la  creencia  y  el  sentimiento  deben 
trabajar  de  consuno,  para  amparadas  á  los  principios  de  la  justi- 
cia y  de  la  general  conveniencia,  evitar  se  den  disposiciones  como 
la  que  hemos  examinado,  que  ó  están  en  pugna  con  los  sacratísimos 
fueros  de  la  justicia,  ó  han  de  ser  más  tarde  rechazadas  por  la  pú- 
blica opinión.  —  He  dicho. 

Manuel  Bf  ARAÑON. 


DERECHO  INTERNACIONAL 


EL    ASILO    EXTRANJERO 
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Vamos  á  tratar  del  asilo  en  territorio  extranjero,  aunque  coa  la 
desconfianza  propia  de  quien  sabe  que  se  requiere  para  ello  una  in- 
teligencia elevada,  gran  copia  de  conocimientos^  y  juicio  recto  y 
seguro,  ninguna  de  cuyas  cualidades  por  desdicha  suya,  concurre 
en  el  autor  del  presente  articulo.  Personas  más  competentes  debe- 
rían dilucidar  este  pavoroso  problema :  no  lo  hacen,  sin  embargo,  y 
en  situación  tal,  habrá  de  permitirse  á  los  entendimientos  humil- 
des que  deseen  llevar  una  partícula  de  luz  á  esa  compleja  y  delica* 
dísima  materia,  sin  que  se  les  despida  con  tlProeul,  oh  procuí  esH, 
profani.  Queremos  evidenciar  con  los  pobres  recursos  de  una  razón 
desnuda  de  galas  y  atavíos,  que  el  derecho  de  asilo  en  país  extran- 
jero debe  limitarse  en  los  tiempos  que  alcanzamos  á  los  delitos  me- 
ramente políticos  y  los  con  ellos  tan  necesariamente  conexos,  que 
sean  medios  indispensables  para  la  ejecución  de  los  primeros,  y  á 
los  hechos  punibles  de  carácter  común  cuya  penalidad  en  su  grado 
máximo  no  exceda  de  seis  meses  de  cárcel,  ó  sea  en  nuestro  dere- 
cho criminal  de  arresto  mayor.  Queremos  demostrar  con  la  mayor 
claridad  y  fuerza  á  la  vez,  que  los  procedimientos  hoy  usados  para 
la  extradición  no  llenan  el  objeto  apetecido ;  que  el  poder  judicial 
en  su  esfera  más  elevada  es  quien  debe  intervenir  en  la  concesión  ó 
denegación  de  la  inviolabilidad  del  asilo;  y  que  una  triste  expe- 
riencia convence  de  que  los  diversos  Estados  donde  se  refugian  los 
criminales,  algunos  á  lo  menos  ni  cooperan  con  decisión  á  que  el 
criminal  sufra  el  merecido  castigo,  ni  practican  lo  que  entre  pue- 
blos cultos  y  amantes  del  bien  y  la  justicia  debería  hacerse  para 
que  los  malvados  no  hallaran  un  refugio  seguro,  de  antemano  cal- 
culado, al  trasponer  la  cercana  frontera,  que  en  vez  de  ser  ancha 
puerta  de  refugio  para  la  infamia  y  el  delito,  debería  convertirse 
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en  valla  infranqiíieable,  ecr  cordón  sanitario  inabordable  para  el  in- 
fecto del  crimen  oon  la  peste. 

/  Rápida  escursion  histórica  hemos  de  hacer  como  precedente 
del  debate.  I^o  que  fué  y  debió  ser  el  asilo  en  pueblo  extraño,  y. 
causas  que  lo  nóotivan  y  justificaron  en  la  edad  antigua  y  los  sí  - 
glos  que  la  siguieron  bástala  época  en  que  comenzaron  los  trata- 
dos internacionales  sobre  extradición  de  malhechores ;  lo  que  nues- 
tra patria  estatuyó  sobre  el  particular  en  sus  Códigos  y  pactos  ce- 
lebrados con  otras  naciones,  y  un  examen  somero  de  tales  trata- 
dos ;  hé  aquí  lo  que  ante  otra  cosa  ha  de  ser  nuestro  estudio. 

Mas  cumple  que  digamos  primeramente  que  nos  sorprende  en 
alto  grado  que  escritores  de  nota^  entendimientos  ciarfsimos,  hom- 
bres probos  y  sesudos,  sostengan  en  el  ultimo  tercio  del  siglo  xix» 
que  el  territorio  extranjero  debe  ser  np  asilo  inviolable  en  absolu** 
to,  como  si  los  pueblos  se  hallaran  treinta  siglos  atrás^  y  Atejandro 
el  grande  no  hubiese  empegado  á  realizar  la  unidad  que  el  pueblo- 
rey  llevó  á  cabo  con  su  espada  y  sn  legislación,  y  Jesucristo  no  hn- 
bíese  realizado  otra  unidad  más  pura  y  más  inmensa!  la  unidad  de 
la  raza  humana  en  sí  y  en  Dios. 

% 

II 

Sea  que  la  familia,  la  patria  ó  caria,  la  tribu,  hayan  íbrmado 
la  cindad  antigua,  como  dice  Pastel  de  Coulanges,  sólo  inspiradas 
por  la  religión  y  el  culto  del  hogar,  sea  que  otras  oon  cansas  han 
contribuido  á  levantar  formidable  barrera  entre  los  pueblos,  ed  un 
hecho  tristísimo  en  la  historia  que  los  antiguos  apenas  reconocían 
al  hombre  como  tal,  sino  como  ciudadano  ó  enemigo.  Religión  mes- 
quina,  culto  estrecho,  barbarie,  fraccionamiento  hijo  de  la  falta  de 
comunicaciones  entre  los  pueblos,  escasez  de  pobladores cual- 
quiera ó  cualesquiera  qut  las  causas  sean ,  es  derto  y  aflige  el  re- 
conocerlo, que  un  muro  impenetrable  cerraba  la  entrada  de  unos 
pueblos  á  otros;  que  el  extranjero  no  tenia  derechos»  ni  Emilia,  ni 
dioses,  ni  cultos,  ai  libertad,  ni  jnsticia.  T  no  siólo  nada  de  esto  te- 
nia el  extranjero,  el  ftoalts,  sino  que  el  ciudadano  deeteitado^  según 
Jenofonte  lo  pierde  todo ;  hasta  el  derecho  de  enterrarse  en  el  se- 
pulcro de  su  familia  y  de  mantener  sus  lares  y  penates^ 

En  efecto :  «todos  los  pueblos  antiguos^  dice  el  ilustre  Laurent» 
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se  tieaen  por  hijos  de  la  tierra  que  habitan.  Poetas,  historiadores^ 
oradores  y  filósofos,  han  celebrado  á  los  Atenienses  como  autóctonos, 
y  asi  como  Diodoro  lo  expresa,  se  apellidaban  los  Egipcios,  Etiopes, 
Sicarios,  Cretenses  etc.  Todos  los  pueblos  cnaodo  aparecen  en  la 
escena  del  mundo,  viven  con  existencia  separada^  casi  desconocidos 
unos  de  otros.  Puede  decirse  que  este  aislamiento  era  necesario, 
providencial.  Las  fuerzas  de  las  diversas  naciones  han  necesitado 
concentrarse  para  desplegarse  con  energía.  Los  pueblos  de  la  anti- 
güedad, incesantemente  en  guerra  entre  si,  veian  en  todo  extran- 
jero un  enemigo;  el  amor  de  la  patria  se  confundia  con  el  odio  á 
todos  los  hombres  que  no  eran  miembros  de  la  unidad». 

A  tal  punto  llegaba  este  odio,  esta  estrecha  concepción  de  la 
Humanidad^  que  no  ya  los  sentimientos  del  vulgo  eran  la  expre* 
siondetan  mezquina  idea:  Zaleuco,  Licurgo,  Horacio^  los  más 
ilustres  legisladores  y  los  espíritus  más  elevados,  compartían  esos 
sentimientos.  Tácito  mismo,  el  severo  y  honradísimo  historiador 
romano,  osa  decir  que  su  deseo  era  que  las  tribus  germánicas  cuyas 
querellas  narra,  se  destrozaran  eternamente  entre  si.  No  es  posible 
llevar  más  lejos  el  ardiente  amor  á  la  patria  y  el  desconocimiento 
del  afecto  hacia  el  ser  humano,  haya  nacido  donde  quiera.  Si  los 
romanos  en  tales  términos  se  expresaban ;  si  es  evidente  que  los 
Papinianos,  Gayos,  Ulpianos,  Modestinos  y  demás  Jurisconsultos 
romanos,  no  conocian  otro  derecho  internacional  que  el  provenien- 
te de  los  tratados  celebrados  entre  las  naciones,  y  esos  con  subter- 
fugios se  rompian,  no  debe  parecer  extrulo  que  los  pueblos  primi- 
tivos^  que  Asia  y  Egipto^  que  la  misma  culta  Grecia,  Atenas  sobre 
todo,  hayan  tenido  para  quien  no  era  ciudadano  de  su  ciudad  el 
prq>io  sentimiento  de  odio  y  repulsión.  La  India^  dulce  como  la 
voluptuosa  tierra  donde  asienta,  produce  una  secta  que  entraña  el 
germen  del  amor  al  hombre ;  pero  la  misma  India,  con  sus  castas, 
no  puede  hacerle  brotar  cumplidamente^  como  no  es  dado  que  lo 
haga  quien  considera  al  enemigo  vencido  esclavo  natural,  y  cree 
con  entera  convicción  que  la  naturaleza  ha  hecho  unos  hombres 
para  siervos  de  otros.  Egipto  y  Grecia  piensan  lo  mismo:  las  rela- 
ciones de  comercio  y  de  política  podrán  llevar  á  su  seno  ciudada- 
nos de  otros  pueblos ;  mas  el  extranjero  será  siempre  el  hostis,  y 
ningún  derecho  alcanzará  como  ciudadano  del  Universo,  concepto 
no  adivinado  siquiera  por  la  edad  antigua.  Roma  tenderá  al  impe- 
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rio  QDiTersal,  lo  realizará  por  algiiD  tiempo,  pondrá  en  sus  leyes 
civiles  la  razón  escrita;  mas,  ni  con  esa  unidad  jurídica,  ni  coa  la 
santa  doctrina  del  mártir  del  Góigota,  que  hizo  á  los  hombres  her- 
manos sin  distinguir  de  judíos  ó  gentiles,  de  bárbaros  ó  civilizados, 
ni  con  sus  victoriosas  legiones,  llevará  á  la  Filosofía  del  derecho 
la  inefable  concepción  del  amor  á  la  humanidad.  Es  en  vano  pedir 
esta  palabra  á  las  lenguas  muertas :  no  se  inGItra  en  las  de  ellas 
formadas  después  de  Jesucristo  sino  para  la  esfera  religiosa,  para 
la  mente  del  gran  poeta  Florentino,  y  para  el  corazón  de  un  cen- 
tenar de  ilustres  nobles  sabios,    t 

Rompen  las  hordas  del  Norte  la  falsa  unidad  romana,  y  enton- 
ces ese  aparente,  inmenso  Estado,  deja  lugar  al  fraccíonaroienta 
más  completo,  y  á  la  creación,  á  través  de  vicisitudes  varias,  de 
las  nacionalidades  modernas.  El  aislamiento  continúa  éntrelos 
pueblos^  la  hostilidad  también :  el  feudalismo  hace  enemigos,  no  ya 
á  Francos  y  Germanos,  sino  á  los  Castellanos  cuyas  fortalezas  y 
dominios  están  á  dos  jornadas  de  distancia.  Las  cruzadas  y  el  co^ 
mercio  de  las  ciudades  alemanas  é  italianas^  ponen  en  relación 
unos  pueblos  con  otros ;  pero  esas  relaciones  mercantiles  no  enlazan 
á  los  hombres^  y  los  latinos  pagan  la  hospitalidad  bizantina  usur- 
pando el  trono  á  sus  Monarca^.  Garlo-Magno  pretende  fundar  un 
nuevo  imperio  romano,  y  la  ficticia  aglomeración  que  forma^  se 
deshace  á  su  muerte  cual  leve  polvo  que  desparrama  el  viento. 

Es  preciso  llegar  á  tiempos  muy  próximos  para  quesecom-, 
prenda  que  todos  los  pueblos  son  hermanos ;  que  el  slavo  y  el  ro- 
mano, el  heleno  y  el  latino,  el  germano  y  el  celtíbero,  son  hom- 
bres, con  los  propios  derechos  naturales  en  su  calidad  de  tales;  y 
que  donde  quiera  que  exista  hi  virtud  y  el  bien,  allí  debe  amarse 
y  aplaudirse^  y  donde  quiera  que  se  perpetre  un  crimen,  la  con- 
ciencia humana  unísona  lance  un  grito  del  horror  é  indignación, 
una  voz  de  anatema  y  de  justicia,  que  no  consienta  al  criminal 
contar  con  el  inviolable  abrigo  de  un  territorio  cercano,  como  cálcu- 
lo de  indemnidad  y  garantía  cuando  concibe  en  su  torpe  mente  e) 
malaventurado  propósito  del  mal. 

III 

Dicho  lo  que  dejamos  expresado,  fácilmente  se  esplica  la  exis- 
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tencia  del  asilo  extraDJero  t^n  otros  tiempos.  El  ciudadano  crimÍDal 
pasaba  á  tierra  extraña»  que  era  la  del  enemigo.  -  No  habia  posibi- 
lidad de  arrancarle  de  su  refugio  sino  como  ea$u$  bellú  Si  el  cul- 
pable no  era  despedido  por  miedo  á  la  ciudad  poderosa  de  donde 
procedía,  estaba  seguro  en  su  hospedaje.  Habia  muerto  para  su 
patria;  y  en  el  sentimiento  de  horror  ai  extranjero  que  debia  aco- 
gerle en  su  nuevo  albergue,  no  teuia  que  esperar  ya  adquirir  de- 
rechos ni  consideración,  ni  familia,  ni  Dios.  Espantosa  era  esta  si- 
tuación. A  la  enfermedad  de  ausencia  de  la  patria^  i  Ja  triste  nostal- 
gia, único  mal  que  el  delincuente  vulgar  hoy  sufre  de  ordinario, 
sustituía  entonces  la  muerte  civil^  acaso  mil  veces  más  horrible  que 
la  muerte  natural,  y  que  daba  margen  á  que  se  facilitase  la  fuga  al 
reo  de  pena  capital,  facilidad  que  más  de  uno  desechó^  prefiriendo 
el  suplicio  á  la  expatriación.  El  criminal  de  hoy  por  punto  general 
halla  trabajo  con  que  atender  á  su  existencia,  se  casa  en  su  nueva 
patria,  tiene  los  goces  del  hogar  y  la  familia;  adquiere  la  natura- 
leza y  condición  de  diudadano  del  pueblo  adonde  ha  huido,  y  tal 
vez  á  vuelta  de  algunos  años  celebra  el  acto  que  le  obligó  á  espa- 
triarse, porque  á  él  debe  ventajas  que  no  obtenía  antes  de  lanzarse 
al  crimen. 

Ahora  bien :  ¿qué  razones  abonan  la  inviolabilidad  del  territo- 
rio, ó  siquiera  un  sistema  muy  restrictivo  en  los  casos  de  extradi- 
ción? No  las  encontramos. 

Lo  que  sí  comprendemos  es  que  haya  divergencia  entre  los 
autores  acerca  de  si  el  derecho  internacional  y  el  uso  de  los  pue- 
blos, sin  necesidad  de  tratados,  baste  para  exigir  y  acordar  la  ex- 
tradición. Grocio,'Heinecio,  Watel  y  otros  se  deciden  por  la  afir- 
mativa: Yoct,  Puffendorf,  Hartens,  Elüber,  Story,  Weatton  y 
otros  están  por  la  negativa,  y  es  la  opinión  más  común.  Pinheiro- 
Ferreira  llega  á  rechazar  toda  extradición,  y  admite  que  se  persiga 
al  acusado  en  el  lugar  donde  se  refugie.  Hé  aqui  lo  que  no  compr.en- 
demos.  Para  nosotros  es  imposible  el  dictamen  del  ilustre  escritor 
portugués.  En  la  tierra  de  un  Estado  no  debe  penetrar  otro  sin  su 
asentimiento^  ni  siquiera  aceptamos  que  se  otorgue  por  tratados  la 
autorización  para  invadir  el  territorio  de  una  potencia  á  la  fuerza 
pública  ó  á  un  ciudadano  de  otra.  Tamaña  concesión  envolvería 
una  continuada  serie  de  conflictos  ocasionados  á  frecuentes  quere- 
llas entre  las  naciones.  Nada  que  turbe  la  armonía  entre  estas  nos 
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agrada  y  satisface.  Tampoco  somos  del  parecer  de  Grocio  y  demás 
autores  que  creen  basteo  las  exigencias  del  derecho  internacional 
para  legitimar  la  demanda  de  extradición.  Nosotros  á  lo  que  aspi- 
ramos, es  á  persuadir  de  que  todos  los  pueblos  coitos  se  hallan  hoy 
en  la  indeclinable  obligación  de  celebrar  sin  demora  tratadas  en 
que  se  establezca  ampliamente  la  extradición  de  malhechores  en 
delitos  DO  meramente  políticos,  y  reglas  sabias  para  el  procedimien- 
to y  rapidez  y  facilidad  en  la  entrega  del  criminal  cuando  proceda 
dicha  extradición.  Al  efecto»  vamos  á  examinar  brevemente  la  le- 
gislación que  hoy  rige  en  los  diferentes  pueblos,  y  los  tratados  que 
nuestra  patria  ha  celebrado,  para  ver  si  responden  á  las  aspiracio- 
nes del  presente  tiempo  de  la  ciencia  y  de  las  sociedades. 

IV 

Tomamos  á  Mr.  FobIíx,  {Derecho  itUemaeional  frívado,  terce- 
ra edición),  por  guia  al  reseñar  la  legislación*  extranjera  respecto 
al  derecho  de  asilo.  Dice  este  ilustrado  escritor  que  Francia  con- 
cede la  extradición  por  medio  de  su  soberano  sin  restricción  cuan- 
do se  trata  de  un  extranjero  refugiado  en  ella^  ó  si  no  hay  trata- 
do con  el  Estado  que  la  reclama;  que  el  primero  que  celebró  fué 
con  España  en  1765  (29  de  Setiembre),  y  el  segundo  con  Weo- 
temberg  en  3  y  9  de  Setiembre  del  mismo  ano ;  que  en  6  de  Julio 
de  1783  prestó  su  adhesión  al  celebrado  entre  nuestra  pálría  y 
Portugal  en  1*  de  Marzo  de  i778,  cuyo  artículo  ff  contiene  fat 
obligación  recíproca  de  verificar  la  extradición  de  los  acosadas 
como  fabricantes  de  moneda  falsa,  contrabando  y  deaertores*  El 
tratado  entre  Francia  y  Suiza  de  2  fructidor  del  ano  6%  renovado 
en  18tí3  y  1828,  estipula  la  extradición  respectiva  en  los  crímenes 
de  asesinato,  envenenamiento,  incendio,  robo  con  violencia  ó  fSrac- 
tura,  falsificación  de  moneda  y  documentos  públicos  y  mercantiles, 
bancarrota  fraudulenta  y  malversación  de  caudales  por  los  foncio- 
narios  del  Estado.  Los  demás  tratados  de  Francia,  con  Bélgica,  Cer** 
deña,  Inglaterra,  Estados-Unidos^  Baviera,  Wurtemberg  y  otros. 
En  sustancia  la  legislación  francesa  sólo  concede  por  sus  tratadoa 
la  extradición  por  hechos  castigados  con  pena  aflictiva  é  infaman-* 
te :  el  Gobierno  es  el  único  competente  para  fijar  la  extensión  de  la 
extradición,  é  interpretar  sus  términos.  Las  leyes  penales  de  las 
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Doíi  Sicílias,  añade  Mr.  FobIíx,  guardan  silencio  sobre  la  extradi>- 
cion,  .y  nosotros  hacemos  caso  omiso  de  un  Estado  que  dejó  ya  de 
serlo.  En  cuanto  á  los  restantes  países,  la  regla  general  es  conce- 
der la  extradición  sobre  delitos  graves,  mereciendo  especial  men- 
ción Prusia  porque  hace  inlervenir  al  Tribunal  Superior  de  Justicia 
cuandb  un  Juez  prusiano  se  ve  requerido  para  acordar  la  «reyen- 
salía  de  observando  recíproco,»  si  bien  el  Ministro  de  negocios  ex- 
tranjeros ha  de  ser  consultado  necesariamente,  y  sin  su  autorización 
no  puede  concederse  aquella.  En  Hannover  una  ordenanza  real 
de  96  de  Febrero  de  1822  exige  que  el  Consejo  de  Ministros  acuer* 
de  ia  extradición,  saho  que  en  los  tratados  se  halle  otra  cosa  esti- 
pulada. Por  fin,  el  Gobierno  de  la  Gran  Bretaña  jamás  concede  la 
extradición,  ni  de  un  regnícola,  ni  de  un  exlranjero  acusado  de  un 
crimen  cometido  fuera  del  Reino- Unido. 

Resulta,  pues,  que  algunos  Estados  se  rigen  por  el  principio  de 
reciprocidad,  concediendo  la  extradición  del  extranjero,  aunque 
los  más  sólo  lo  hacen  en  virtud  de  tratados;  y  que  en  todos,  para 
acordarla,  se  requiere  que,  aparte  de  los  desertores,  los  refugia-  * 
dos  sean  del  país  cuyo  Gobierno  les  reclama,  culpables  de  hechos 
graves  penados  con  castigos  aflictivos,  y  que,  ó  esté  dictada  sen- 
tencia condenatoria,  ó  se  hayan  instruido  diligencias  que  justifi- 
quen ia  prisión,  cuyo  auto,  decretándola,  se  presente  para  que  se 
resuelva  la  extradición.  Tenemos  á  la  vista  el  titulo  36,  libro  ii  de 
la  Novísima  Recopilación  y  los  convenios  que  respecto  á  este  asun- 
to ha  celebrado  España  con  Marruecos  en  1*  de  Marzo  de  1799, 
con  los  Países- Bajos  en  iO  de  Noviembre  de  1K27,  entre  España  y 
Francia  en  23  de  Febrero  de  1851,  con  Bélgica  en  7  de  Febrero 
de  18S5,  con  Austria  en  1861,  Gran  Ducado  de  Badén  en  el  mis- 
mo ano,  con  Baviera  en  1860,  con  Cerdeña  en  1857,  con  Hanno- 
ver en  1863,  con  Hesse  en  1862,  Italia  1869,  Nassau-1862,  Oidem  • 
burgo  1864,  otro  con  Holanda  en  1866,  con  Portugal  en  1869, 
Prasia  1860,  Sajonia  1866,  Wurtemberg  1865,  Bélgica  1870  del 
nuevo,  y  Brasil  1872, 

El  primero,  con  el  Imperio  Marroquí,  es  general  y  abarca,  sin 
excepción,  toda  clase  de  hechos  punibles.  El  segundo  lo  pasaremos 
en  silencio  por  existir  otros  tratados  posteriores,  lo  mismo  que  res- 
pecto al  celebrado  en  1865  con  Bélgica.  El  tercero,  ó  sea  el  estipu- 
lado con  Francia,  comprende  en  su  articulo  2*  los  delitos  por  que 
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procede  la  extradición :  tales  sod,  asesinato,  enyenenamiento,  par- 
ricidio, infanticidio,  aborto,  homicidio,  violación  y  atentados  con- 
tra el  pudor  consumados  ó  intentados  con  violencia,  ó  contra  una 
persona  menor  de  once  años;  incendio,  sustracción  fraudulenta 
cometida  de  noche  en  casa  habitada,  ó  en  la  vía  pública,  sustrac- 
ción ejecutada  con  violencia,  escalamiento,  horadamiento  ó  fractu- 
ra interior  ó  exterior,  y  cuarfquiera  que  ejecute  el  criado  ó  depen- 
diente asalariado ;  fabricación,  introducción  y  expendicion  de  mo- 
neda falsa,  falsificación  de  sellos  ó  prensones  para  contrastar  oro  ó 
plata  y  falsificación  de  los  sellos  del  Estado  y  cualquiera  clase  de 
papel  sellado ;  falsedad  cometida  en  cualquiera  clase  de  instru- 
mentos públicos,  privados  ó  de  comercio,  falsificación  de  efectos 
públicos  y  billetes  de  banco,  uso  de  estos  documentos  falsificados, 
con  excepción  de  los  pasaportes  y  certificados  y  cualesquiera  que 
no  se  castiguen  con  penas  aflictivas  ó  infamantes;  falso  testimonio, 
quiebra  fraudulenta  y  sustracción  cometida  por  funcionarios  públi- 
cos de  los  fondos  encomendados  á  su  custodia^  así  como  la  que 
«ejecuten  los  cajeros  de  casas  de  comercio  y  estableciinientos  pú- 
blicos cuando  sean  castigadas  con  aquellas  penas. 

El  convenio  con  Cerdena  de  4  de  Noviembre  de  1857  compren- 
de también  entre  los  delitos  que  dan  motivo  á  la  extradición  la  es- 
tafa, ia  profanación  de  la  sagrada  forma  de  la  Eucaristía  y  mal- 
trato de  obra  á  un  Ministro  de  la  religión  cuando  se  halle  ejercien- 
do sus  funciones;  mas,  como  en  i3  de  Enero  de  1869  se  celebró 
otro  Tratado  con  el  reino  de  Italia,  nos  fijaremos  en  este.  Su  ar- 
tículo 3*  trascribe  el  2*  del  de  Cerdena,  determinando  como  él,  en 
el  número  V,  que  las  lesiones  productoras  de  la  muerte  del  inter- 
fecto, y  el  abandono  de  una  criatura  recien  nacida  verificada  con 
intención  de  matarla  y  esto  se  realizó^  son  delitos  que  también  lle- 
V  an  consigo  I»  extradición . 

El  Tratado  con  Baviera  compréndelos  mismos  hechos  punibles 
que  el  convenio  antedicho  con  Italia.  El  celebrado  con  Prusiá  ex- 
presa el  fraude  ó  engaño  y  toda  clase  de  estafa,  y  elimina  el  de 
profanación  de  las  sagradas  formas  y  maltrato  al  Ministro  del  cul* 
to.  El  Tratado  con  Austria,  ¿  más  de  los  comprendidos  en  el  con- 
venido con  Francia,  la  amenaza  de  un  atentado  contra  las  personas 
ó  su  propiedad  y  la  detención  ilegal  de  personas,  cuando  la  ame- 
naza 6  la  detención  constituyen  un  delito  grave  según  la  legisla- 
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cioQ  penal  del  Estado  reclamante  y  la  profanación  del  coito.  El 
pacto  con  Badén  abarca  lina  serie  de  hechos  como  el  anterior,  aun- 
que para  admitir  la  estafa  y  el  hurto  ó  robo,  exige  que  merezca 
pena  aflictiva  en  el  derecho  penal  del  pais  á  que  pertenece  el  reo 
juzgado.  El  convenio  con  Nassau  descansa  en  las  propias  bases:  el 
celebrado  con  Hesse  lo  mismo:  el  estipulado  con  Hannover  tampoco 
se  diferencia.  El  Tratado  con  Oldemburga  expresa  también  la  pre- 
sentación de  testigos  falsos,  como  otros  de  los  anteriores,  el  sobor* 
no  de  dichos  testigos,  y  además  el  cohecho  y  soborno  de  empleados 
del  Estado  y  Jurados.  £1  convenido  con  Holanda  comprende  los  be* 
chos  que  el  anterior:  el  celebrado  con  Wurtemberg  no  se  diferencia 
del  Fraoco-hispano:  el  pactado  con  Sajón ia  está  en  el  mismo  caso. 
El  Tratado  con  Portugal  de  14  de  Enero  de  1869  expresa  que 
dan  margen  á  la  extradición  los  hechos  comprendidos  en  su  artícu- 
lo 3*  de  que  fuesen  autores  ó  cómplices  los  refugiados  en  cada  uno 
de  los  dos  Estados  procedentes  y  ciudadanos  del  otro,  y  dicho  ar- 
ticulo 3*  enumera  los  hechos  punibles  siguientes:  homicidio  volun- 
tario, infanticidio,  envenenamiento;  lesiones  corporales  graves, 
aborto,  violación,  estupro,  rapto  violento  ó  cualquier  abuso  desho- 
nesto con  persona  de  uno  ü  otro  sexo,  cuando  se  use  con  ellas  de 
intimidación  ó  fuerza,  ó  cuando  se  halle  privada  d  e  razón  ó  de  sen  - 
tido ,  ó  cuando  su  edad  diese  al  abuso  el  carácter  de  delito  grave 
según  las  legislaciones  respectivas,  aunque  no  concurra  ninguna 
otra  de  aquellas  circunstancias;  el  robo,  el  hurto,  encarcelación 
privada,  detención  arbitraria,  incendio  voluntario,  daño  en  los  ca- 
minos de  hierro  de  que  resulte  ó  pueda  tesultar  peligro  para  la  vi- 
da de  los  pasajeros;  daño  en  los  telégrafos,  sustracción  y  ocultación 
de  menores,  parto  supuesto,  usurpación  del  estado  civil,  bigamia; 
peculado  y  concusión,  prevaricación,  malversación  de  caudales  pú- 
blicos, cohecho,  soborno  y  corrupción ;  faisiflcacíon,  comprendién- 
dose en  ella  la  venta  de  documentos  de  crédito  falsos ,  la  fabrica- 
ción y  espendicion  de  moneda  falsa,  el  uso  y  la  fabricación  de  ins- 
trumentos destinados  á  hacer  dicha  moneda,  ó  títulos  de  la  deuda 
ó  billetes  de  Banco,  ó  cualquier  papel  que  circule  como  moneda;  la 
fabricación  ó  falsificación  de  cunos  oficiales  destinados  á  marcar 
objetos  de  oro  ó  plata  y  á  hacer  sellos  de  correos,  y  la  falsificación 
de  estos  y  de  cualesquiera  otros  timbres  y  sellos  del  Estado;  falsi- 
ficación de  cualquier  documento  público  ó  privado,  que  por  su  na- 
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turaleza  cause  ó  paeda  Teoir  á  causar  perjuído;  falso  testUnonio  y 
soborno  de  testigos;  estafa,  quiebra  frauduleota,  baratería,  tráfico 
de  esclavos  y  el  delito  frustrado  con  relación  á  los  hechos  expresa- 
dos. No  $e  dará,  según  ate  convenio ^  la  e^radicion  en  ninfun  ca- 
fo cuando  el  delito  consumado  ó  frustrado  sólo  merexca  pena  cor- 
recríonfd,  con  arreglo  á  la  legislación  vigente  en  cualquiera  de  los 
dos  países. 

El  Tratado  con  Bélgica  de  28  de  Julio  de  1870 ,  comprende,  á 
más  de  los  delitos  que  en  los  restantes  aparecen  por  punto  general, 
los  golpes  y  heridas  causadas  voluntariamente,  sea  con  premedita* 
cion,  sea  cuando  resulte  de  ellos  una  dolencia  ó  incapacidad  per- 
manente de  trabajo  personal,  la  pérdida  ó  privación  absoluta  de  un 
miembro ,  de  la  vista  ó  de  cualquiera  otro  órgano,  ó  la  muerte  sin 
intención  de  causarla;  atentados  á  las  costumbres  facilitando  la 
prostitución,  sustracción^  ocultación,  supresión ,  sustitución  ó  su* 
posición,  exposición  ó  abandono  de  un  niño;  destrucción  de  cons- 
trucciones, máquinas  de  vapor  ó  aparatos  telegráficos;  atentados  al 
domicilio;  abuso  de  confianza  y  apresamiento  de  un  buque  por  ma- 
rineros ó  pasajeros,  usando  de  fraude  ó  violencia  con  el  capitán,  y 
abandono  de  un  barco  de  comercio  ó  pesca  por  este  fuera  de  los 
casos  previstos  y  permitidos.  Se  concede  la  extradición  por  este 
Tratado  respecto  al  encubridor  de  objetos  obtenidos  por  cualquiera 
de  los  delitos  expresados,  y  también  se  establece  para  la  tentativa 
siempre  que  sea  penada  en  los  dos  países  contratantes.  Por  fin,  el 
Tratado  con  el  Brasil  de  8  de  Junio  de  i 872  enumera  como  hechos 
generadores  de  la  extradición  el  homicidio  y  sus  congéneres  y  la 
tentativa  de  estos  delitos,  así  como  las  lesiones  oorporales  graves, 
además  de  los  comunes  con  otros  convenios :  y  establece  la  partí  - 
cularidad  de  que  los  refugiados  á  quienes  se  acuse  ó  condene  por 
crímenes  que  en  su  ley  penal  se  castiguen  con  pena  de  muerte, 
serán  entregados  con  la  cláusula  de  que  sea  dicha  pena  conmutada, 
Y  asi  únicamente. 


Por  razones  fáciles  de  comprender,  hemos  enumerado,  literal- 
mente trascritos>  todos  los  hechos  justiciables  que  en  los  tratados 
con  Francia  y  Portugal  dan  margen  á,  ó  autorizan,  la  extradición. 
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No  necesitamos  decir,  sabido  nuestro  criterio,  que  si  nos  satisti- 
ciera  la  expresión  taxativa  de  delitos  para  conceder  la  extradición, 
daríamos  nuestra  preferencia  á  los  convenios  con  Portugal  y  Bélgi- 
ca, no  sólo  porque  comprenden  mayor  número  de  casos,  sino  por- 
que estrechan  al  criminal ,  particularmente  el  último,  sujetándole 
en  su  esfera  de  autor,  cómplice  y  encubridor,  y  abarca  así  bien  la 
tentativa.  Pero  hemos  dicho,  y  repetimos,  que  ese  no  es  nuestro 
criterio:  el  pacto  más  ómplio  deja  indemnes  una  multitud  de  he* 
chos  punibles  graves,  aunque  de  ordinario  se  penen  con  castigos 
correccionales,  y  aun  otros  que  llevan  consigo  penas  aflictivas.  Los 
atentados  y  desacatos  contra  la  Autoridad  y  sus  agentes ;  los  deli- 
tos contra  la  salud  pública;  hi  prevaricación  en  sus  diversos  mati- 
ces ;  la  violación  de  secretos  y  correspondencia ;  la  denegación  de 
auxilios ;  las  lesiones ;  la  infidelidad  en  la  custodia  de  presos ;  la 
calumnia  y  el  duelo,  y  otros  varios  hechos  justiciables,  quedan  en 
todos  ó  ca»  todos  los  tratados  celebrados  por  España  con  otras  fA)- 
(encías^  fuera  de  la  extradición. 

¿Es  justa  esa  supresión?  No,  y  mil  veces  no.  El  delito  siempre 
es  una  perturbación,  un  ataque  al  orden  moral. 

Si  aceptamos  la  idea  de  humanidad,  no  deben  existir  fronte- 
ras para  el  criminal  no  político.  En  todos  los  pueblos  cultos,  más 
aún,  en  todos  los  pueblos  no  salvajes,  la  ley  moral  es  una,  y  no  hay 
delito  comuQ  en  Francia  que  no  deba  serlo  en  España,  ni  perver- 
sión del  alma  en  Prusia  que  no  sea  perversión  también  en  Italia  y 
en  Holanda.  Más  lógico,  más  exacto,  más  justo  será  que  se  esta- 
blezca como  regla  para  conceder  la  extradición,  la  general  de  que 
todos  los  hechos  punibles,  cuya  penalidad  en  el  derecho  criminal 
del  país  del  reclamado  exceda  de  seis  meses  de  prisión,  darán  lu- 
gar á  ella,  ó  la  autorizarán.  Y  decimos  esto,  porque  creemos  que 
son  de  escasa  importancia  las  infracciones  de  la  ley  penal  que  no 
alcancen  ese  limite,  y  que  la  privación  de  los  goces  obtenidos  en  la 
patria  compensa  para  el  refugiado  el  castigo  de  su  delito,  y  debe 
jl^mitirse  esa  compensación.  Pero  fuera  de  ese  limite,  el  criminal 
ha  de  ser  rechazado,  mientras  no  se  rehabilite  con  la  expiación,  de 
toda  sociedad,  y  ninguna  debe  acogerle  si  ha  de  considerarse  com* 
prendida  en  el  concia to  armónico  de  las  naciones  donde  se  dá  cul- 
to á  la  santa  idea  de  la  fraternidad  de  los  hombres  y  de  la  solidari- 
dad del  género  humano. 
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VI 


Vamos  á  termioar  diciendo  pocas  palabras  sobre  el  proeedi* 
miento  á  que  debe  ajustarse  la  extradición  para  que  sea  más  eficaz 
de  lo  que  por  desgracia  suele  ser.  Por  de  pronto  no  estamos  con- 
formes con  que  en  esta  materia  se  prescinda  de  ordinario  del  poder 
judicial.  La  extradición  debe  ser  asunto  de  justicia,  no  de  política 
y  gobierno ;  y  si  bien  no  es  posible  arrancar  al  Jefe  sapremo  del 
Estado  y  sus  consejeros  la  atribución  de  conceder  ó  negar  la  entre- 
ga del  reclamado  presunto  delincuente^  entendemos  que  deben  fi- 
jarse reglas  que  limiten  tan  omnímoda  facultad.  Guando  el  culpa* 
ble  asilado  fuere  reo  de  un  delito  común,  el  Tribunal  Superior  de 
Justicia  en  el  término  de  diez  dias  dará  su  informe  al  Gobierno  del 
Estado  donde  el  acogido  se  halle,  y  dicho  Gobierno  neeesariametile 
rek)lverá  según  el  dictamen  del  Tribunal.  Cuando  el  refugiado 
cuya  extradición  se  reclama,  fuere  acusado  de,  un  delito  conexo 
con  otro  político,  será  libre  el  Gobierno  para  conformarse  ó  no  con 
la  opinión  de  aquel.  La  diferencia  está  justificada  con  una  sencilla 
reflexión.  En  el  primer  caso  no  hay  razones  de  conveniencia  ó  de 
política  que  puedan  destruir  la  razón  de  la  justicia.  Esta  exige  en 
todas  partes  el  castigo  del  culpable,  y  el  impedirlo  es  sancionar  la 
extraña  doctrina  de  que  no  hay  delito  en  el  delito  cuando  se  logra 
trasponer  una  línea,  imaginaria  á  veces ,  que  se  llama  frontera  de 
un  Estado.  En  el  segundo  caso  ya  varía  el  concepto.  No  es  un  de* 
recho  de  gracia  el  que  sé  ejercita  al  negar  el  Gobierno  de  un  país 
al  reo  reclamado ;  pero  grandes  conveniencias  sociales  ó  políticas 
exigen  que  el  poder  público  en  su  más  alta  representación  mida 
las  consecuencias  de  un  hecho,  que  puede  ser  trascendental  é  im- 
portantísimo para  su  territorio.  No  se  vulnera  la  justicia  porque 
el  Gobierno  tenga  libertad  de  acción  en  tales  casos;  que  debe  es- 
perarse confiadamente  de  quienes  se  hallan  al  frente  de  pueblos 
cultos  sólo  por  consideraciones  de  gran  valia  se  negarán  á  entr^* 
gar  un  procesado  ó  t^ondenado  por  delito  enlazado  con  hechos  po- 
líticos. 

Que  el  informe  ó  dictamen  del  más  elevado  Tribunal  de  Justi- 
cia sea  requisito  indispensable  para  la  extradición,  se  comprende 
con  facilidad.  El  Ministro  de  la  Justicia  y  sus  colegas,  en  todos  los 
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Estados  tienen  múltiples  y  perentorias  atenciones  que  ni  les  con- 
sienteA  el^Iesctnse.  Las  demandas  de  extradición  tienen  qne  perder 
mueho  tiempo  para  ser  eficaces  coando  aa  Ministro  6  el  Coof^ejo 
entero  liasi  ét  estudiar  y  resolTer  lo  que  proceda  en  el  expediente 
de  extradición.  Por  otra  parte;  los  detílos  ^ieben  ser  cuanto  antes 
se  pueda  castigado6  para  que  las  penas  produzcan  uno  de  sns  más 
valiosos  efectos.  Además:  ¿quién  osará  exigir  á  un  hombre,  por 
ilustrado  que  sea,  y  an  hombre  que  tan  pocos  momentos  tiene  de 
que  dbpoaer,  el  conocimiento  camplido  4e  todas  las  leyes  penales 
de  ios  pueblos,  y  su  pronta  y  fecunda  resalueion  respecto  al  expe- 
diente de  extradición  qne  se  le  presenta?  En  cambio,  los  Tribuna- 
les Supremos  de  todos  los  Estados  reúnen  las  sumidades,  las  emi- 
nencias del  foro.  Sus  estudios,  su  hábito  At  conocer  y  de  fallar 
cuestiones  difíciles  de  derecho  patrio  é  internacional,  les  habilitan 
para  que  de  un  modo  rápido  y  certero  puedan  emitir  ilustradísimo 
dictamen  acerca  del  caso  especial  que  lo  motiva.  La  celeridad  del 
procedimiento  y  la  conciencia  del  saber  de  ios  Tribunales  Supre- 
mos reclaman  de  consuno  su  intervención  en  los  asuntos  á  que  nos 
referimos,  y  la  idea  de  la  justicia  imperiosamente  lo  exige. 

Asi  mismo  debemos  pedir  que  los  Gobiernos  sean  más  solícitos 
para  la  entrega  de  los  criminales,  y  que  pongan  de  su  parte  cuan- 
to les  sea  hacedero  para  lograrla  fácil  y  prontamente.  Sugiérenos 
esta  reflexión  el  conocimiento  q»e  tenemos  de  una  gravísima  causa 
sobre  asesinato  con  circunstancias  horribles  de  agravación.  El  pro- 
cesado logró  burlar  la  acción  de  ia  justicia,  y  se  refugió  en  pue- 
blo extraño.  Pedida  la  extradición  y  designado  el  lugar  donde  se 
asiló,  tanto  se  ha  demorado  el  procedimiento  en  la  vía  diplomática, 
que  debió  saber  ol  reo  reclamado  la  solicitud  entablada,  y  pasó  á 
dos  kilómetros  de  distancia  del  punto  donde  moró  primero,  y  las 
autoridades  de  aquella  nación  contestaron  que  ya  no  estaba  en  es- 
te punto,  y  el  hecho  quedó  impune.  Otros  dos  reos  de  homicidio, 
procedentes  del  propio  partido  judicial  aludido,  se  fugaron :  res- 
pecto al  uno,  no  fué  dado  averiguar  el  sitio  preciso  donde  se  alber- 
gó, y  el  proceso  quedó  suspendido;  respecto  al  otro,  es  de  temer 
que  suceda  lo  que  con  el  atrás  indicado. 

Ahora  bien:  ¿qué  cumpliría  practicar  para  hacer  eficaz  la  de- 
manda de  extradición?  ¿Será  forzoso  que  se  averigüe  y  designe  ^ 
punto  preciso  del  asilo?  Creemos  que  no.  Los  tratados  no  lo  exi- 

TOMO  L  37 


290  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

gen ;  y  bastaría  para  conseguir  el  propósito  del  Gobierno  recla- 
mante qae  se  encargara  á  las  antoridades  de  los  pueblos  fronteri- 
zos una  exquisita  vigilancia  relativamente  á  los  inmigrados,  una" 
policía  severa  y  rigorosa  sólo  al  efecto  de  estar  prontos  á  detener 
cualquiera  asilado  que  reclamase  el  Gobierno  por  excitación  del  de 
otro  Estado,  y  la  orden  terminante  ¿  los  Jefes  de  provincias,  de- 
partamentos, distritos,  circunscripciones  ó  como  quiera  se  llamen^ 
para  que  no  descansaran  sus  subordinados  y  la  fuerza  pública  has- 
ta aprehender  al  que  debiera  extraerse.  Con  esto,  bastaría  que  se 
indagara  la  provincia  ó  distrito  donde  buscó  el  presunto  reo  su  asi- 
lo, á  falta  de  más  concretos  datos,  para  que  á  medio  de  los  diarios 
oficiales  y  las  órdenes  más  decididas  á  las  referidas  autoridades^ 
fuese  dado  obtener  la  extradición. 

VII 

Estamos  muy  lejos  de  creer  haber  dicho  la  última  palabra  en 
tan  completa  y  difícil  materia,  y  tampoco  creemos  haber  hecho 
adelantar  un  sólo  paso  á  la  ciencia  juridica  con  nuestra  pobre  lu- 
cubración. Nada  más  que  el  horror  al  delito,  el  deseo  de  su  expia- 
ción, el  sentimiento  y  pena  que  nos  produce  la  impunidad  de  un 
delincuente,  el  afecto  que  tenemos  á  la  Humanidad  en  sus  indivi- 
duos virtuosos  y  recios;  nada  más  que  el  bien  de  la  pálria  y  délos 
demás  pueblos,  á  los  que  no  queremos  vayan  á  guarecerse  los  mal- 
vados; nada  más  que  esto,  nos  ha  movido  á  escribir  este  pequeño 
trabajo,  pequeSo  por  la  ciencia^  por  la  forma  y  la  expresión,  y  sólo 
grande  por  la  buena  voluntad  que  revela  respecto  al  bien,  al  orden 
moral  y  la  justicia. 

Antonio  GOYANES  MENESES. 


DERECHO  CIVIL 


Peías  inpaesUs  por  noestni  lejes  á  los  neiores  de  edad  qne  d)Dlraen  matrimonio 
sin  el  eoDsentimiento  paterno.  —  Hasta  qné  época  estnTo  ligente  la  pena  de 
desheredación  por  este  hecho.  —  Clase  de  penas  qne  deben  imponerse  por  ei 
mismo. 


(Articulo  V) 


Las  numerosas  dificultades  que  ha  ofrecido  á  nuestros  Legisla- 
dores el  fijar  la  clase  de  penas  que  deben  imponerse  á  los  meno- 
res de  edad  que  contraen  matrimonio  sin  haber  obtenido  el  con- 
sentimiento paterno,  y  la  falta  de  claridad  de  nuestras  leyes  sobre 
los  casos  en  que  debe  aplicarse  la  pena  de  desheredación^  hasta  el 
punto  de  haber  suscitado  reñidas  controversias  entre  nuestros  in- 
térpretes y  Jurisconsultos,  no  faltando  quien  crea  aquella  pena 
subsistente  en  el  dia^  según  indicaremos  en  su  lugar,  nos  ha  impul- 
sado á  exponer  nuestras  antiguas  disposiciones  sobre  esta  materia, 
y  en  especial  las  de  las  célebres  Pragmáticas  de  1 776  y  1803,  apun- 
tando las  causas  que  dieron  motivo  á  su  formación  y  las  razones  en 
que  se  fundaron  consignadas  en  los  documentos  oficiales  que  cons- 
tan en  el  curioso  Expediente  general  de  matrimonios  publicado  en 
i 796  y  de  que  apenas  se  encuentra  ejemplar  alguno  en  la  actua- 
lidad; y  haciéndonos  cargo  asi&ismode  las  prescripciones  del  Código 
penal,  y  de  la  penalidad  impuesta  en  la  ley  de  20 de  Junio  de  1862, 
y  de  las  razones  que  le  sirvieron  de  base,  según  se  expuso  en  las 
discusiones  de  los  cuerpos  Golegisladores. 

I 

En  nuestras  leyes  del  Fuero  Juzgo  hallamos  establecidas  contra 
los  menores  que  contrajeran  matrimonio  sin  ei  consentimiento  pa- 
terno las  dos  sanciones,  pública  y  doméstica,  esto  es,  la  pena  cor- 
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poral  con  la  multa  y  la  pena  de  desheredación,  pues  esta  última 
trae  su  origen  entre  nosotros  de  las  leyes  góticas,  puesto  que  entre 
los  romanos,  los  matrimonios  de  los  hijos  de  familia  no  eran  válidos 
sin  el  consentimiento  previo  de  quien  los  tenia  en  su  potestad» 
como  consecuencia  de  sus  derechos  de  propiedad  sobre  los  miem- 
bros que  se  hallaban  sometidos  á  ella. 

La  ley  SMit.  1*  iib.  3*  del  Fuero  Juzgo  disponia  iosiguíente:  «Si 
alguno  desposar  la  manceba»  de  voluntad  de  su  padre  é  la  manceba 
contra  voluntad  de  su  padre  quisiere  casar  con  otro,  é  non  con 
aquel  á  quien  la  prometió  su  padre,  aquesto  non  lo  sufrimos  por 
ninguna  manera  que  ella  lo  pueda  facer.  Onde  si  la  manceba  con- 
tra la  voluntad  del  padre  quisier  casar  con  otro,  que  ella  cobdicía 
por  ventura^  é  él  la  osar  tomar  por  muger,  ambos  sean  metidos  en 
poder  daquel  con  que  la  desposaran  de  la  voluntad  de  su  padre.  E 
si  tos  hermanos  o  la  madre  o  los  otros  parientes  delta  consintieren 
qtie  ella  sea  dada  á  aquel  que  ella  cobdiciaba  contra  voluntad  de  sa 
padre,  eesto  cumplieren,  aquellos  que  lo  ficieren  pechen  una  libra 
doro  á  qníen  el  Rey  mandare.  E  todavía  la  voluntad  daquellos  non 
sea  Brme  e  ambos  sean  dados,  asá  cuerno  es  dicho  de  soso  con 
todas  sus  cosas  en  poder  de  aquel  que  la  avie  antes  desposada. » 

T  Ift  6*  dispuso:  «Si  el  padre  es  muerto,  la  madre  puede  casar 
los  fiios  e  las  fiias.  E  si  la  madre  es  muerta  o  se  casar  con  otro  ma- 
rido, los  hermanos  deben  casar  la  hermana  si  son  de  edad  enm- 
plida,  e  si  non  son  de  tal  edad^  el  tío  los  debe  casar.  Mas  si  el  her- 
mano es  de  edad  cumplida  e  non  sé  quisier  casar  por  conseiode  sus 
parientes,  puédese  casar  por  si.  Mas  la  hermana,  si  algún  orne 
convenible  la  demanda,  el  tío  o  los  hermanos  fablen  con  sus  pa- 
rientes mas  propingnos,  assi  que  comnnalmientre  to  reciban  o  lo 
dexe«i> 

T  luego  la  ley  (1  del  mismo  tftuto  y  libro,  previene:  que  si 
los  hermanos  tardan  el  casamiento  de  la  hermana  por  tal  queila 
case  por  si,  e  por  tal  que  non  haya  parte  en  la  buena  de  su  padre 
con  sus  hermanos,  e  si  ellos  refusaren  aquel  que  la  demandare  dos 
veces,  ó  tres,  e  la  hermana,  pues  que  entiende  el  enganno  de  los 
hermanos,  buscare  casamiento  con  razón,  haya  su  derecho  entrega - 
mientre  de  la  bnena  del  padre  con  sus  hermanos.  E  si  los  herma-  I 

nos  non  lo  fitíerea  por  algún  enganno  de  la  hermana,  mas  lardan 
por  tal  que  (a  puedan  meior  casar,  y  ella,  non  catando  su  -ondra. 
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tomara  marido  de  menor  guisa  que  non  deve,  pierda  todo  el  dere- 
cho que  deve  a^er  de  la  buena  de  sus  padres,  siquier  sea  partida 
la  heredad,  si  qnier  non. 

Poráltimo,  la  ley  8%  tít.  V,  lib.  3%  dice  lo  siguiente:  «Si  la 
muier  libre  quiere  casar  con  orne  libre^  el  marido  della  deve  fablar 
primeramente  con  su  padre,  e  si  la  pudiere  aver  por  muier  dé 
las  arras  al  padre  assf  cuemo  es  derecho...  E  si  ella  casare  sin  vo- 
luntad del  padre  o  de  la  madre,  y  ellos  non  la  quisieren  rescebir  de 
gracia,  ella  nin  sus  fiios  non  deben  heredar  en  la  buena  de  los  pa- 
dres; porque  se  casó  sin  la  voluntad  dellos.  Mas  sil  quisieren  dar  los 
padres  alguna  cosa,  bien  lo  pueden  facer  e  daquello  puede  ella  facer 
su  voluntad.» 

Mas,  según  se  vé,  todas  estas  disposiciones  se  refieren  ¿  las 
hijas  ó  hermanas,  esto  es,  á  las  hembras  y  nunca  á  los  varones, 
pues  el  objeto  de  los  legisladores  de  aquellos  tiempos  era  proveer 
al  matrimonio  de  la  hija  y  de  la  hermana. 

El  Fuero  Viejo,  en  la  ley  V,  título  5%  libro  5%  dice:  «si  alguna 
manceba  en  cabellos  sin  voluntad  de  sus  parientes  los  más  propin- 
cuos casase  con  algún  orne  pesando  ásus  parientes...  non  haya  par- 
te en  lo  de  su  padre  nin  en  lo  de  su  madre.»  T  en  la  ley  2*:  «sí  al- 
guna manceba  se  casa  ó  se  va  con  algún  orne,  si  eso  no  fuera  eou 
placer  de  suo  padre  ó  de  sna  madre,  si  lo  ovier,  ó  con  placer  de 
soos  hermanos^  si  los  ovier^  ó  de  suos  parientes  los  más  cercanos^ 
debe  ser  deseredada  e  puédala  deseredar  el  hermano  mayor.» 

El  Fuero  Real,  en  la  ley  5\  tit.  1%  lib.  3-  prevenia,  «que  si  la 
manceba  en  cabello,  casase  sin  consentimiento  de  su  padre  é  de 
su  madre,  no  parta  con  sus  hermanos  en  la  buena  del  padre  ni  de  la 
madre,  fueras  ende  si  el  padre  ó  la  madre  la  perdonaren...  si  el 
ODO  la  perdonare,  siendo  ambos  vivos^  haya  su  parte  en  la  buena 
de  aquel  que  la  perdonó,  y  habiendo  uno  muerto  9i  la  perdona  el 
vivo,  parta  en  los  bienes  de  ambos  á  dos.  » 

También  se  refirió  esta  ley  á  solas  las  hijas. 

La  ley  10,  tit.  4*,  Part.  4\  dispuso  «Si  ninguna  de  sus  fijas 
non  lo  otorgase,  nin  quisiere  consentir  en  aquel  á  quien  había 
jurado  su  padre,  por  tal  razón  non  la  puede  él  apremiar  que  lo 
fagan  de  todo  en  todo  como  quier  que  las  puede  decir  palabras  de 
castigo  que  lo  otorguen.  Pero  si  aquel  coa  quien  el  padre  quisiese 
casar  alguna  dellas,  fuere  atal  que  conviniese  é  que  seria  más 
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bien  casada  con  él,  magaer  que  non  la  puede  apremiar  que  cum- 
pla lo  que  él  había  prometido,  puédela  desheredar,  porque  non 
agradesce  á  su  padre  el  bien  que  fizo,  é  Tácele  pesar  non  le  obedes- 
ciendo.  £  esto  se  entiende  si  después  de  esto  se  casare  ella  con  otro 
contra  la  voluntad  de  su  padre  ó  si  ficiese  maldad  de  su  cuerpo.» 
También  se  refirió  esta  ley  á  la  hija  tan  solo;  si  bien  en  la  ley  il 
siguiente,  hizo  extensiva  su  disposición  á  los  hijos.  Mas  acerca  de 
la  aplicación  de  esta  ley  i  O,  se  suscitaron  diversas  dudas  entre 
los  intérpretes. 

Gregorio  López,  en  la  glosa  4*  á  dicha  ley  10,  dice:  «Que  era 
opinión  común,  que  la  hija  menor  de  28  años  qne  contraia  matri- 
monio sin  el  consentimiento  de  su  padre,  no  podia  ser  desheredada 
si  se  casaba  con  persona  digna.  Acerca  del  caso  en  que  se  casare  con 
persona  indigna,  sienta  que  según  Juan  Andrés  y  el  Abad,  y  la 
opinión  común  de  los  doctores,  no  podia  ser  desheredada  ¿  no  que 
viviere  torpemente,  pues  el  hecho  de  casarse  con  persona  indigna 
no  supone  este  género  de  vida;  que  Baldo  y  otros  autores  opinan 
por  lo  contrarío,  á  lo  cual  se  adhiere  Suarez,  si  el  padre  quería  ca- 
sar ¿  la  hija  con  varón  de  su  clase;  y  cree  que  tal  disposición  no  es 
contraria  al  derecho  canónico.  Expone  allí  también  Gregorio  López» 
que  no  debe  tener  fuerza  la  ley  civil  que  prohibiere  el  matrimonio 
en  tal  caso  por  pertener  esto  ¿  los  cánones,  y  ser  la  materia  relati  • 
va  á  los  matrimonios  canónica  y  no  legal,  y  en  su  consecuencia, 
dice  que  no  debe  ser  válida  la  ley  que  impone  pena  á  los  con- 
trayentes: que  no  obstante,  si  se  contrajese  matrimonio  clandesti- 
no, seria  más  dudosa  esta  doctrina,  porque  la  ley  de  Toro,  al  per- 
mitir que  se  pueda  desheredar  á  la  hija  que  lo  contrajere  auxilia 
con  esta  pena  al  derecho  canónico  que  prohibe  tales  matrimonios. 
Y  en  fin,  remite  á  la  glosa  3'  de  la  ley  8'  del  tit.  3*  de  la  misma 
Partida,  que  impone  pena  á  los  que  se  casan  á  furto  sin  saberle  ios 
parientes  de  la  mujer,  y  en  que  afirma  ser  válida  esta  ley  por  for- 
talecer las  disposiciones  del  derecho  canónico. 

Yése,  pues,  por  la  glosa  expuesta  de  Gregorio  López,  que  las 
disposiciones  civiles  ettableciendo  sanción  penal,  á  causa  de  los 
matrimonios  contraidos  por  los  menores  sin  el  consentimiento  pa- 
terno, encontraban  oposición  para  su  aplicación,  por  suscitar  escrú- 
pulos sobre  si  podia  legislar  la  potestad  civil  en  alguna  manera  so- 
bre materia  matrimonial.  Además  de  los  autores  enunciados  por  Gre- 
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gorio  López,  opinaban  porque  no  podia  cohibir  la  potestad  civil  por 
medio  de  penas,  la  libertad  de  los  matrimonios,  Covarruvias,  en  su 
Tratado  de  Matr.  part.  2*,  cap.  3%  par.  3*,  y  Sánchez,  Hurtado  y 
Dicastiilo.  £1  Salmaticense  consignaba  ser  la  opinión  más  segura, 
no  poder  el  padre  desheredar  al  hijo  por  contraer  matrimonio  sin  su 
consentimiento;  que  las  leyes  civiles  que  concedían  á  aquel  tal  fa* 
cuitad,  ó  eran  injustas  ó  debian  entenderse  revocadas  por  el  de- 
recho canónico. 

Debe  también  tenerse  presente,  que  nuesU'os  legisladores,  en 
los  Códigos  citados,  por  compasión  á  las  hijas  desobedientes,  y 
contemporizando  con  la  propensión  natural  de  los  mismos  padres, 
dejáíron  ¿  su  arbitrio  y  voluntad  que  pudieran  ó  no  seps^rarlos  de 
su  herencia.  Así,  la  ley  8*,  tit.  2%  lib.  3*  del  Fuero  Juzgo  dice: 
« Sel  quisieren  dar  alguna  cosa  los  padres,  bien  lo  pueden  facer  e 
daquello  puede  ella  facer  su  voluntad.»  La  ley  3*,  tit.  1%  lib.  3* 
del  Fuero  Real  dice :  «fueras  ende  si  el  padre  ó  la  madre  la  per- 
donare;» y  la  ley  10,  tit.  T,  Part.  4*,  puédela  desheredar. 

U 

Además  de  estas  leyes  que  prohibían  los  matrimonios  celebra- 
dos contra  la  voluntad  de  los  padres,  por  creerlos  contrarios  al  res- 
peto tilial,  diéronse  otras  que  los  penaban ,  por  considerarlos  ce- 
lebrados contra  las  disposiciones  canónicas  que  exigian  la  publi- 
cidacl  en  los  matrimonios.  La  ley  1*,  tit.  3%  Part.  4%  que  trata  de 
los  matrimonios  clandestinos,  expone  ser  tres  sus  clases:  1',  cuan- 
do los  facen  encubiertamente  y  sin  testigos;  T,  cuando  los  facen 
ante  algunos,  mas  no  demandan  la  novia  á  su  padre  ó  á  su  madre 
éilos  otros  parientes;  y  3%  cuando  non  lo  facen  saber  concejera- 
mente en  aquella  Iglesia  onde  son  parroquianos. 

Esta  ley  de  Partida  se  hallaba  conforme  con  la  disciplina  de  la 
Iglesia  en  aquella  época,  que  establecía  los  mismos  modos  de  ma- 
trimonios clandestinos,  según  lo  comprueba  el  capítulo  2*,  decland. 
<U$p.  respecto  del  primer  modo;  el  canon  1*,  eaus.  30,  cuestión  5% 
respecto  del  segundo;  y  el  capitulo  3*^  de  dafid.  desp.  respecto  del 
tercero.  La  ley  3*,  tit.  Z\  Part.  4*,  dispone,  que  el  que  casare  en- 
cubiertamente y  sin  noticia  de  los  parientes  más  cercanos  de  la 
mujer,  fuera  entregado  á  ellos  con  todos  sus  bienes  para  servirlos 


296  REVISTA  DE  LEGISLAaON 

toda  su  vida.  La  ley  14»  tii.  i%  del  Fuero  Real,  impooiaal  que  ca^ 
sare  con  alguna  mujer  sin  eousentiiBieiUo  de  sus  padres  ó  deio» 
que  la  teuiau  en  su  poder^  la  muha  de  eieu  maravedís^  deelaráudo* 
le  enemigo  de  losparieates.  Esta  ley  fué  renovada  por  I»  V,  tiU  i*, 
lib.  5*  del  Ordenamiento.  La  ley  4\  tíu  1%  y  la  ikiiiea,  lit.  6*  del* 
Ordenamiento  real  disponían,  que  si  á  la  muerte  dei  padre  4  déla 
madre  quedaba  la  hija  en  poder  de  alguao  de  ios  dos,  é  en  et  de  sus^ 
propios  hermanos,  y  se  casaba  sin  volundtad  de  aquellos  en  cujo 
poder  estaba,  pt^rdíese  la  herencia  que  le  podia  pertenecer  por 
muerte  de  su  padre  ó  madre,  y  que  acerca  de  esto  se  guardasen  las 
leyes  del  Reino,  na  obstante  que  por  largo  tiempo  no  hubieran  sido^ 
guardadas,  pues  que  no  fueron  revocadas  por  otras  alguna». 

Y  finalmente^  la  ley  49  de  Toro  dispuso  que  el  que  contra-* 
jere  matrimonio  cfue  la  Iglesia  tuviere  per  clandestino  incurriese» 
por  el  mismo  hecho,  él  y  los  que  en  ello  intervinieren ,  y  los  tesli-* 
gos ,  en  pérdida  de  todos  ^s  bienes  y  en  destierro  del  reino ,  sin 
que  pudieran  volver  á  él,  bajo  pena  de  muerte ,  debiendo  ser  esto 
justa  causa  para  que  el  padre  ó  la  madre  pudieran  deshere- 
dar á  sus  hijas  que  tal  matrimonio  contrajeren ,  en  lo  cual  ningún 
otro  pudiese  acusar  sino  el  padre,  y  la  madre  muerto  el  padre.  Di* 
cha  ley  se  promulgó  antes  del  Concilio  de  Trenlo,  puesto  que  esta 
se  dio  eni50S,  y  que  el  Concilio  prrocipió  en  154S  y  concluyó 
en  1563.  De  suerte  que,  al  referirse  á  los  matrimonios  clandesti* 
nos,  es  evidente  que  comprendió ensos  disposiciones  los  tres  nrados 
de  contraerse  estos  enlaces,  arriba  expuestos,  y  por  consiguiente  et 
contraído  sin  consealimiento  paterno.  Su  objeto  fué  agrayar  las 
penas  de  los  transgresores;  restringir  la  fiícultad  que  coocedian  las 
leyes  anteriores  á  los  hermanos  de  poder  privar  ¿  la  hermana  que 
casaba  contra  la  voluntad  de  sus  padres  ó  parientes  en  cuyo  poder 
estaba,  de  la  herencia  de  sus  padrea,  y  limitar  la  acusación  de  este 
delito  al  padre  y  á  la  madre. 

Sesenta  años  después  de  darse  esta  ley,  vino  el  Concilio  de 
Trente  anulando  los  malriuMmios  clandestinos  en  que  no  hubiese 
intervenido  la  asistencia  del  párroco  propio  de  tos  contrayentes: 
Algunos  autores,  entendiendo  que  el  Concilio  deTrento  declaré  so* 
lamente  matrimonia  canónico  elcelebrado  sin  lesrequtsitos  expwís* 
tos,  han  creído  que  quiso  que  no  se  tuvieran  por  clandestinos  los 
matrimonios  celebrados  de  los  demás  modos  que  anteriormente  se 
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teaian  por  tales,  y  han  juzgado  que  la  ley  de  Toro  no  era  aplica- 
ble á  los  matrimonios  eontraidos  sin  el  consentimiento  paterno  ó 
sin  la  proclanut ,  y  au  no  ha  faltado  quien  ,  fundándose  en  este 
supuesto,  ha  creído  que  el  Concilio  de  Trento  anuló  las  tres  clases 
ée  matrimoDios  clandestinos  que  se  conocían  anteriormente.  Pero 
estas  opiniones  son  erróneas.  El  Concilio  de  Trento  no  anuló  más 
que  el  matrimonio  celebrado  sin  la  presencia  del  párroco  y  de  dos 
testigos,  declarando  que  los  matrimonios  clandestinos  son  verda- 
deros matrimonios  cuando  la  Iglesia  no  los  ha  anulado,  lo  mismo 
que  los  contraidos  por  los  hijos  de  Familia  sin  el  consentimiento  de 
sos  padres,  y  anatematizando  á  los  que  afirmaren  lo  contrarío,  sin 
embaVgo  de  haber  prohibido  y  detestado  la  Iglesia  semejantes  ma- 
t  rimonios. 

No  es  cierto  que  el  Concilio  de  Trento  al  anular  los  matrimo- 
nioe  celebrados  sin  la  presencia  del  párroco  y  dos  tesligos  quisiera 
dar  á  entender  que  este  era  el  único  modo  de  contraer  en  adelan- 
te matrimonio  clandestino  ,  y  que  no  habiendo  anulado  los  demás 
no  los  tQTiera  portales.  El  Concilio  de  Trento  no  aumentó  ni  dismi- 
nayó  la  manera  de  celebrar  clandestinamente  los  matrimonios ,  y 
en  ninguna  parteindica  semejante  intención.  Tal  vez  ha  podido  dar 
nMtívo  á  aquella  interpretación  la  mala  inteligencia  del  párrafo  1* 
capitulo  I^  sesión  24  de  dicho  Concilio  en  que  se  dice :  «que  aun- 
que no  hay  duda  que  los  matrimonios  clandestinos  celebrados  con 
el  libre  consentimiento  de  los  contrayentes  son  verdaderos  matri- 
monios, miéolras  la  Iglesia  no  los  haya  anulado,  y,  por  consiguien- 
te, deben  ser  condenados^  como  el  Santo  Sínodo  condena  con  ana- 
tema aquellos  qoe  niegan  que  son  válidos  y  verdaderos  matrimo- 
nios y  los  que  afirman  falsamente  que  los  contraidos  por  los  hijos 
de  familia  sin  el  consentimiento  paterno  son  nulos ,  y  que  los  pa- 
dres pueden  hacer  que  sean  válidos  ó  nulos,  no  obstante  la  Santa 
Iglesia  siempre  detestó  y  prohibió  por  justas  causas  dichos  matri- 
monios^ pero  como  advierte  el  Santo  Sínodo,  que  no  bastan  dichas 
prohibiciones  á  la  inobediencia  de  los  hombres,  etc. 

Bsla  Altima  cláusula  que  precede  á  ios  requisitos  que  se  mar- 
can pam  que  los  matrimonios  sean  válidos ,  da  á  entender  que  se 
refiere  á  todos  los  matrimonies  clandestinos ;  pero  no  en  sentido  de 
que  no  deban  entenderse  tales  los  matrimonios  en  que  se  observen 
aqtietlos  reqvisiios ,  y  sí  solamente  los  en  que  no  se  observen,  sino 
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en  el  de  qae  la  falta  de  estos  requisitos  anula  toda  clase  de  matri- 
monios^ ya  se  contraigan  con  ó  sin  consentimiento  paterno,  con  ó 
sin  proclamas,  sorprendiendo  ó  no  al  sacerdote.  ALdemás,  el  párrafo 
cilado  prueba  que  los  matrimonios  contraidos  sin  el  consenti miento 
paterno  eran  reputados  por  clandestinos  anteriormente  al  Concilio 
de  Trente,  pues  que  condenando  á  los  que  niegan  que  eran  irálidos 
los  matrimonios  clandestinos  que  no  anuló  la  Iglesia,  anatematiza 
también  como  por  una  consecuencia  de  esto  último,  á  los  que  afir- 
man que  es  nulo  el  matrimonio  contraido  por  los  hijos  de  familia 
sin  el  consentimienio  paterno.  De  suerte  que  el  Concilio  de  Trento 
dejó  válidos  y  clandestinos  los  matrimonios  contraidos  sin  el  coa- 
sentimiento de  los  padres  y  sin  las  proclamas.  Asi  lo  sientan  nues- 
tros profundos  jurisconsultos,  el  Sr.  Llamas  en  sus  profundos  co- 
mentarios á  la  ley  49  de  Toro,  y  el  Sr.  fiscriche,  quien  en  su  Dte* 
donar io  ra%onado  de  Legülaeion  y  JurisfMrudmda  dice:  «Los  ma* 
trímonios  que  declaró  nulos  é  írritos  el  Concilio  de  Trento  eran  loa 
que  no  se  celebraban  en  presencia  del  párroco  ó  de  otro  sacerdote» 
con  licencia  del  mismo  ó  del  ordinario  y  de  dos  ó  tres  testigos ;  de 
suerte  que  no  son  ya  matrimonios,  ni  tienen  la  calidad  de  clandea* 
tinos,  porque  lo  que  no  existe  ó  no  es  de  ningún  efecto,  no  puede  te- 
ner una  calidad  que  supone  la  existencia  y  efectos  de  la  cosa  á  que 
va  inherente.  El  matrimonio  clandestino  era  verdadero  matrimonio» 
aunque  reprobado,  y  el  matrimonio  á  que  no  concurren  el  párroco 
y  testigos  no  es  ya  matrimonio ,  no  es  acto  que  produce  efecios  le- 
gales, no  es  nada,  legítimamente  hablando.  Pero  no  ánoló  el  Coa- 
cilio  de  Trento  los  matrimonios  en  que  faltase  el  consentimiento 
paterno,  ó  en  que  se  omitiesen  las  proclamas  sin  dispensa,  ó  en 
que  no  diese  el  párroco  su  bendición  sacerdotal  por  haber  sido  vio- 
lentado ó  sorprendido,  habiéndose  contentado  los  contrayentes 
con  manifestar  ante  él  su  voluntad ;  bien  que  en  estos  casos  se 
deja  de  cumplir  con  los  cánones  y  con  las  leyes  civiles:  hay  una 
infracción  de  ellas ,  y  de  consiguiente,  un  delito  que  no  debe  que- 
dar impune. » 

T  no  solamente  son  válidos  los  matrimonios  celebrados  sin  con- 
sentimiento paterno,  sino  que  podrán  llamarse  clandestinos  aun 
después  del  Concilio  de  Trento,  pues  este  Cíoncilio  nada  innovó 
respecto  de  estos  matrimonios,  dejando  en  pié  la  clandestinidad 
con  que  eran  considerados  con  anterioridad  al  Concilio,  como  lo 
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persuade  el  Concilio  de  Colonia.  (Véase  á  D.  Sancho  Llamas ,  co* 
mentarlo  á  esta  ley,  números  20,  21  y  22;  y  el  Dieeionario  del  se* 
ñor  Escriche,  articulo  Matrimonio  clan okstiho,  números  4%  5*  y  6*) 
También  se  llaman  clandestinos,  aun  después  del  Concilio,  los  en 
que  se  han  omitido  las  proclamas  sin  dispensa  del  ordinario,  según 
Sánchez:  De  matr.,  libro  5*,  disp.  1*,  cuest.  1*;  y  lo  confirma  Be- 
nedicto XIV,  Dd  Sf/todo  dioc.,\\hTO  li,  cap.  23,  núm.  40,  con 
las  palabras  finales  del  cap.  Z^.de  cland.  desp.^  en  cuyo  número  y 
en  los  siguientes  trata  de  aquellos  matrimonios  que  celebran  los 
contrayentes  sorprendiendo  al  párroco  ó  haciéndole  asistir  dolosa- 
mente á  dichos  matrimonios,  y  sienta  que  los  expresados  matri- 
monios son  válidos,  no  sólo  aunque  el  párroco  afecte  no  haber  oido 
á  los  contrayentes,  sino  aun  en  el  caso  de  que  no  haya  visto  ni  oido 
á  alguno  de  les  dos.  (Véase  Llamas,  núm.  22.)  Sin  embargo,  co- 
munmente se  entiende  por  matrimonio  clandestino  el  contraído  sin 
la  presencia  del  párroco  y  de  los  testigos,  y  como  este  matrimonio 
es  nulo,  se  dice  que  ya  no  existen  matrimonios  claAdestinos. 

Preciso  ha  sido  detenernos  en  estos  particalares  para  poder 
comprender  los  efectos  que  produjo  la  ley  49  de  Toro  aun  des^ 
pues  del  Concilio  de  Trento.  Según  lo  expuesto,  la  ley  de  Toro 
conservó  su  efecto  respecto  de  las  dos  clases  de  matrimonios  clan- 
destinos á  que  se  referia,  consistentes  en  la  falta  de  proclamas  y  de 
consentimiento  paterno.  Respecto  del  contraído  sin  Ja  presencia 
del  párroco  y  testigos,  han  creido  algunos  intérpretes,  atendiendo 
á  la  equidad  y  á  la  razón,  y  á  que  es  regular  que  el  legislador  tu- 
viera consideración  á  los  efectos  que  de  tal  acto  se  seguían,  y  á 
que  éstos  son  menores  que  los  que  se  originan  de  un  matrimonio 
válido,  que  no  debia  tener  efecto  la  ley  de  Toro,  pero  que  debia 
imponerse  á  los  contraventores  una  pena  más  moderada;  mas  otros 
intérpretes,  y  entre  ellos  CovarruÜas,  opinan  que  tienen  lugar* 
dichas  penas,  fundándose  en  que  el  mismo  Concilio  de  Trento,  no* 
obstante  haber  declarado  nulos  dichos  matrimonios,  manda  á  los 
ordinarios  que  castiguen  severamente  á  los  que  los  han  contraido. 

Facultándose  únicamente  en  la  ley  de  Toro  á  losf  padres  de  la 
hija  que  contraía  matrimonio  sin  su  consentimiento,  para  deshere- 
darla, se  dudó  si  los  padres  del  hijo  podian  acusar  á  éste  de  haber 
contraido  matrimonio  clandestino,  y  si  serían  ó  no  aplicables  al 
mismo  las  penas  de  confiscación  y  destierro;  pero  habiéndose  con- 
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cedido  por  el  Rey  U.  Felipe  II  ea  1563,  facultad  á  los  padres  para 
desheredar  al  hijo ,  disposición  que  se  incorporó  á  la  ley  de  Toro, 
en  la  3*,  tít.  2%  lib.  iO  de  la  Novisima  Recopilacii»,  quedó  di- 
saella  aquella  duda,  y  los  hijos ,  incnrsos  en  las  penas  prescritas 
por  la  ley  de  Toro. 

III 

Mas  tanto  las  disposiciones  de  las  leyes  de  Partida  expuestas, 
como  las  de  la  ley  49  de  Toro,  no  obstante  refprirse  á  los  matrimo- 
nios clandestinos  prohibidos  por  la  Iglesia,  y  de  venir  4  fortalecer 
la  sanción  canónica  con  la  suya,  excitaron  dudas  sobre  su  eficacia 
y  debida  aplicación.  Asi,  pues,  tanto  estas  disposiciones  como  las 
góticas  y  las  de  Partida  enunciadas,  rayeron  en  desuso  ¿  inobser- 
vancia, hasta  el  extremo  de  consignar  Carlos  til  en  los  primero» 
párrafos  de  su  pragmática  de  1776,  que  se  carecia  sobre  este 
punto  de  una  pAalidad  cierta  y  conocida. 

«Precisamente  con  esta  declaración  auténtica  de  que  habia  vacío 
en  nuestra  legislación  sobre  este  particular,  decia  el  Sr.  Mena  y 
Zorrilla  en  el  Congreso  de  Diputados ,  al  discutirse  la  ley  de  20  de 
Junio  df  1862,  es  con  lo  que  comienza  la  célebre  pragmática: 

«Habiendo  llegado  á  ser  tan  frecuente  el  abuso  de  contraer 
matrimonios  desiguales  los  hijos  de  familia  sin  esperar  el  consejo  y 
consentimiento  paterno,  ó  de  aquellos  deudos  ó  personas  que  se 
hallen  en  lugar  de  padres,  y  no  habiendo  podido  evitar  hasta  aho- 
ra este  desorden  por  no  hallarse  respectivamente  declaradas  las 
penas  civiles  en  que  incurren  los  contraventores,  mandé  exami- 
nar esta  materia  en  una  Junta  de  Ministros,  etc. 

»De  manera  que  el  Monarca  en  este  documento  solemne,  des- 
|>ues  de  haber  oido  á  los  Ministros,  al  Consejo  y  á  las  personas  im- 
portantes que  pudieran  ilustrar  tan  ardua  materia,  comienza  pre- 
conizando que  no  hay  penas  civiles,  y  en  suma,  que  existe  un  vacfo 
que  se  trataba  de  llenar  con  esta  pragmática. 

>Por  consiguiente,  es  un  hecho  auténtico,  de  una  verdad  legal 
y  notoria,  que  la  pena  de  desheredación  ni  otra  alguna  existían  en 
la  época  en  que  se  dio  la  pragmática^  esto  es,  en  1776.» 

Ilabia  también  para  la  reforma  otra  razón  fácil  de  comprender; 
tal  era  la  bondad  de  corazón  y  el  cariño  de  los  padres  hacia  sus  hi- 
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jos ,  qae  les  impedían,  no  obstante  la  culpabilidad  de  éstos  ,  apli- 
carles la  cruel  pena  de  la  desheredación. 

Asi  ocurrió  también  con  respecto  á  Francia.  No  siendo  la  aa« 
toridad  dada  por  la  naturaleza  á  los  padres  y  madres,  ai  la  piedad 
filial,  ni  los  preceptos  de  la  religión,  medios  suficientes  para  coa* 
tener  el  escándalo  y  ei  desorden  ocasionados  por  la  nultiplicidad 
de  matrimonios  clandestinos,  una  ordenanza  del  m«s  de  Febre- 
ro de  1SS6  de  Enrique  III,  puso  en  manos  de  los  padres  y  ma* 
dres  ei  cuidado  y  ei  poder  de  su  yeoganza,  autorizándoles  para 
pronunciar  en  tal  caso  la  desheredación  y  para  revocar  las  dona- 
ciones y  las  mejoras  que  hubieran  hecho.  «  Esta  subordinación  de 
los  hijos,  decía  el  Consejero  de  Estado  Bigot  Preameneu^  en  la 
Exposición  de  motivos  de  la  ley  sobre  los  actos  respetuosos,  se  es** 
tableció  respecto  de  los  varones,  hasta  los  treinta  aíos,  y  respec- 
to de  las  hembras,  bástalos  veinticinco.  Pasada  esta  edad,  el 
consentimiento  de  los  padres  y  de  las  madres  no  se  exigió  con  tan- 
to rigor,  imponiéndose  tan  solo  el  deber  de  requem  el  parecer  y  el 
consejo  de  su  padre  y  madre.  La  experiencia  adqtririda  por  espa- 
cio de  un  siglo,  díó  á  conocer  los  efectos  que  podían  esperarse  de 
estas  «medidas.  Leyóse  en  la  declaración  del  26  de  Noviembre 
de  1639  que  impulsando  la  indulgencia  de  los  padres  y  madres  i 
remitir  su  ofensa  particular,  se  olvidaban  de  lo  que  debíanlambien 
al  orden  púhfico;  creyóse,  pues,  que  la  Tacultad  de  desheredar  no 
era  sanción  suficiente  para  la  ley  y  se  declaró,  que  los  matrimonios 
de  los  hijos  y  de  las  hijas  menores  de  2S  años  contraidos  contra 
esta  kry,  carecerian  de  los  efectos  civiles  con  respecto  á  los  contra- 
yentes y  á  sus  bijos.  El  nuevo  Código  civil  no  dio  en  caso  al^no  á 
los  padres  y  madres  la  facultad  de  desheredar  en  vista  de  la  expe- 
riencia de  lo  pasado  sobre  la  ineficacia  de  este  medio,  y  de  que  el 
atribuir  á  los  padres  y  madres  el  poder  más  ilimitado  es  suminis- 
tiarles  ocasión  de  usar  de  indulgencia,  no  debiendo  encáraseles 
de  conservar  el  orden  {Mblico  por  medio  de  penas  contra  susbqes.» 

IV 

En  España,  no  obstante,  con  el  objeto  de  evitar  los  grandes 
inconvenientes  y  daños  que  resultaban  á  la  causa  pública  de  la 
falla  de  una  penalidad  cierta  para  castigar  á  los  menores  que  i 
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se  casaban  5in  el  consentimiento  de  sos  padres ,  se  pnblicó 
la  citada  pragmática  de  23  de  Mayo  dei776,  por  la  cual  su- 
frió notable  alteración  la  ley  49  de  Toro,  puesto  que  por  aquella 
se  privó  á  los  menores  que  contraían  matrimonio  sin  el  consenti- 
miento ó  consejo  de  sus  padres,  de  todos  los  efectos  civiles,  como 
son  el  derecho  de  pedir  dote  ó  legítima,  y  de  suceder  como  here- 
deros forzosos  ó  necesarios  en  los  bienes  libres  que  pudieran  cor- 
responderles  por  herencia  de  sus  padres  ó  abuelos,  á  cuyo  respeto 
y  obediencia  faltaron  y  se  declaro  por  justa  causa  de  deshereda- 
ción la  contravención  expresada,  extendiendo  también  á  los  des- 
cendientes de  dichos  matrimonios  la  privación  de  ios  efectos  civiles 
y  privando  á  unos  y  á  otros  hasta  de  la  sucesión  de  los  bienes  vin- 
culados, en  la  forma  que  se  expresa  en  su  párrafo  cuarto. 

Por  esta  pragmática  se  entendió  derogada  la  ley  49  de  Toro  en 
cuanto  á  las  penas  que  imponía  a  los  hijos  que  contraían  matrimo- 
nio sin  el  consentimiento  paterno,  tanto  la  pena  de  desheredación 
como  la  de  confiscación  y  expatriación,  pero  quedó  vigente  la  ley 
de  TorOi  respecto  de  los  demás  matrimonios  clandestinos  ó  que  se 
contraían  sin  proclamas  ó  sin  la  asistencia  del  párroco  y  testigos. 
Asi  opina  D .  Sancho  Llamas^  en  el  comentario  á  dicha  ley,  nú- 
mero 62. 

Por  Real  resolución  dada  á  consulta  del  Consejo  de  5  de  Octu- 
bre de  1790,  comunicada  en  decreto  de  26  de  Diciembre,  se  de- 
claró^ á  semejanza  de  las  disposiciones  ya  expuestas  de  las  leyes 
8',  tít.  2%  lib.  3"  del  Fuero  Juzgo  ;  3',  tít.  i\  lib.  3*  del  Fuero 
Real^  y  10,  tít.  i  %  Parí.  4^  que  lo  prescrito  sobre  la  deshereda- 
ción de  los  hijos  debiera  entenderse,  en  el  caso  de  que  los  padres 
y  abuelos  sin  cuyo  consentimiento  contrageren  aquellos  el  matri- 
monio, los  desheredaran  ó  privaran  enteramente  de  la  sucesión  ó 
derecho  á  pedir  los  efectos  civiles  ó  bienes  libres,  de  modo  que  no 
bastase  lo  dispuesto  en  la  pragmática  para  que  quedaran  privados 
de  dichos  efectos ,  si  no  interviniere  también  la  desheredación  ó 
privación  de  ellos  declarada  expresamente  por  los  padres  ó  abue- 
los^ como  pena  de  haber  fallado  á  respeto  tan  debido. 


Mas  no  obstante  esta  y  otras  aclaraciones^  las  dispo^ciones 
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dkDtenidas  en  la  pragmática  de  1776  originaron  tantas  dndas  y  difi- 
cultades en  la  práctica,  que  se  recurrió  á  S.  M.  y  se  formó  un  Ex* 
pediente  consultando  á  Ministros,  Teólogos  y  personas  autorizadas 
constituidas  en  Junta,  para  examinar  si  convendría  limitar  dicha 
pragmática  á  las  clases  ilustres,  derogándose  por  lo  respectivo  á  las 
comunes,  y  en  el  caso  que  debiera  comprenderse  á  todas,  qué  de- 
bería explicarse,  suprimirse  ó  adicionarse,  á  fin  de  cortar  de  raíz 
los  gravísimos  perjuicios  que  se  estaban  experimentando. 

En  la  consulta  elevada  á  S.  M.  con  fecha  21  de  Agosto  de  1791, 
por  la  Junta  de  Ministros  y  Teólogos,  para  el  examen  y  reforma  de 
la  pragmática  de  1776,  al  proponer  las  resoluciones  y  capítulos 
para  la  nueva  pragmática,  se  consignaba,  acerca  de  la  sanción  pe- 
nal, que  si  algún  hijo  ó  hija  menor  ó  mayor  de  25  anos  contrajere 
matrimonio  sin  el  consentimiento  ó  respectivo  consejo  de  su  padre 
ó  del  inmediato  ascendiente,  no  habiéndose  declarado  por  irracio- 
nal el  disenso,  pudiera  el  padre  ó  inmediato  ascendiente  deshere- 
darle y  privarle  de  su  legítima. 

En  apoyo  de  esta  disposición  se  alegaba,  que  la  Junta  estimaba 
por  justa  y  fundada  esta  pena  por  la  inobediencia  y  contravención 
de  los  hijos,  y  que  los  mismos  padres  y  abuelos  tuvieran  facultad 
de  desheredar  y  privar  á  estos  de  los  bienes  libres  y  derechos  que 
como  herederos  forzosos  y  necesarios  les  correspondieran  tn  su  he- 
rencia, dejándoles  los  alimentos  precisos  para  su  subsistencia,  y 
declarándose  que  esta  desobediencia  é  ingratitud  fuera  justa  y  le- 
gitima causa  de  desheredación,  pudiendo  los  padres  y  abuelos,  á  su 
arbitrio,  usar  ó  no  de  esta  facultad,  según  les  paredere  y  tuvieren 
por  conveniente. 

Conociendo  la  importancia  de  inculcar  que  la  potestad  civil  po- 
día establecer  sanción  penal  sobre  esta  materia  sin  traspasar  los 
límites  del  derecho  canónico,  se  dedicaba  varios  párrafos  á  este  ob- 
jeto, exponiendo  que,  como  esta  ley  y  pena  recaía  sobre  materia 
correspondiente  á  la  legislación  civil,  cual  es  el  contrato  matrimo- 
nial y  sus  efectos  civiles,  no  se  podía  dudar  de  la  potestad  regia 
para  su  establecimiento,  ni  de  que  dicha  ley  no  se  oponía  á-la 
libertad  del  matrimonio  y  vinculo  del  Sacramento,  antes  era  en  su 
defensa  y  auxilio  por  dirigirse  á  que  los  hijos  de  familia  hicieran 
los  matrimonios  con  noticia  y  consentimiento  de  sus  padres,  que 
es  lo  más  conforme  con  el  espíritu  de  la  Iglesia,  sus  leyes  y  Santo 
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CoDcHio  de  Treito  que  siempre  ha  detestado  y  prohibido  ios 
tríiD<mios  de  loe  hijos  de  fanrilia  en  otra  foroia  ^^elebrados. 

Que  en  ovestras  leyes  se  hallan  nrachas,  muy  darás  y  temí- 
naotes,  qfve  caliican  el  aso  y  ejercicio  de  esta  potestad  desde  los 
principios  de  la  Monargoia,  y  por  ellas  se  ¡mponea  graves  penas  á 
los  hijos  de  familia  qne  celd)ran  matrimonios  contra  la  ¥ohitttad 
de  sus  padres. 

Para  persuadir  asimismo  á  los  padres  á  que  hicieran  uso  de  las 
facultades  que  les  daba  la  ley  para  castigar  á  sus  hijos  inobedien- 
tes^ sin  lenor  de  aparecer  excesiTanenle  severos^  les  hacia  pre* 
senté ,  que  la  inobservancia  de  dichas  leyes  se  atrihvia  al  amor  pa* 
temal  y  al  rigor  de  las  pesas  que  por  ellos  se  imponían^  pero  qne 
sieado  justas  y  útiles  para  contener  los  desórdenes  y  excesos  de  k» 
hijos  y  asegurar  la  tranquilidad  del  Estado  y  de  las  familias  con  la 
i^^dad  de  ios  matrimonios,  parecía  coaTeoienle  renovar  las  mis- 
mas leyes  <can  la  moderación  y  templanza  en  las  penas  que  propo* 
DJa  la  Junta,  reduciéndolas  á  que  por  el  mero  hecho  de  contraer 
matrimonio  los  hijos  de  familia,  rnteaores  25  anos,  sin  haber  pe- 
dido y  obtenido  el  consentimáeoto  de  sus  padres  ó  abuelos ,  ó  por 
su  -deaegacton  del  suplemenio,  ó  que  siendo  mayores  de  25  anos  no 
hubieran  pedido  el  consejo  para  contraerle  ,  tuvieran  facultad  los 
mismos  padres  y  abuelos  para  desheredarles,  y  pudieran  osar  ó  no 
de  esta  facultad  como  les  pareciese  y  tuvieran  per  conveniente. 

Que  la  Junta  conocía  que  la  iagratitud  y  folla  de  obediencia  de 
los  hijos  á  sas  padres,  es  el  delito  mayor  y  más  grave  que  podían 
cometer,  por  ofender  con  este  nuevo  hecho  á  todos  los  derechos  y 
leyes  divinas  y  humanas,  y  que  la  pena  de  desheredación  ao  era 
correspondiente  i  la  gravedad  y  malicia  de  su  eulpa  y  ofensa,  pero 
teniendo  en  consideración  el  grande  amor  de  los  padres  para  con 
los  hijos  y  su  natural  propensión  á  perdonarles  cualesquiera  agra- 
vios é  injurias  por  graves  y  atroces  que  fueran »  proponía  la  pena 
de  deelieredacioa  para  que  sa  moderación  y  suavidad  no  retrajera 
á  dichos  padres  de  su  imposición  y  para  que  á  su  ejemplo  se  coa- 
tuvieran  otros  hjjfos  en  la  obediencia  y  respeto  que  tes  era  debida 
cuando  trataran  de  coatraer  matrímottío. 

Brnel  signiente  artículo  coi^nuaremos  la  exposición  de  esta 
materia. 

Jo^  RIGENTE  rCARAVÁNTES. 


DERECHO  PENAL 


ROBO   POR  MEDIO  DE  SECUESTRO 
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«Art.  r  Tan  loego  como  se  Terfflqiie  el  se- 
euetiro  de  «mi  ó  má*  per§<mat  een  objeto  ie 
robo  en  ona  provincia,  m  aplicaré  en  ella  y 
en  las  Umitrofee  que  se  consideren  en  caso 
análogo,  previa  deciaracion  del  Gobierno,  la 
penalidad  y  el  procedimiento  qae  son  objeto 
de  «sta  lev. 

Art.  T  Los  que  promnevan  ó  ejecuten  %n 
eeeuettro,  y  los  que  concurran  á  la  eomlaloa 
de  este  aefito  con  actos  sin  los  cuales  no  hu- 
Men  podido  realiiarae,  aerin  castifados  coa 
pena  de  cadena  perpetua  i  moerte. 

La  aplicación  de  fas  penas  se  ajnataré  en  m 
.  todo  i  lo  dispuesto  en  el  capitulo  4"  del  tit.  S* 
y  espitólos  3  y  4'  del  tit.  1"  del  CMlgo  penal 
vigente,  conHdermido  como  eircunjttttneia 
agravante  la  ie  haber  iiio  Íete»ido  el  agravia^ 
do  bajo  reteaU  if  por  más  de  un  dia. 

Art.  3"  El  conocimiento  de  estos  delitos 
corresponderé  exdusivamifBte  é  un  Consejo 
de  guerra  permanente  que  se  constituiré,  lle- 
gado el  eaao,  en  cada  provincia.» 


Hace  algún  tiempo  leemos  uno  y  otro  día  en  la  prensa  perió- 
diea,  que  la  Comisión  de  Códigos  trabaja  asiduamente  en  la  re- 
forma del  penal  y  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  tiene  el 
propósito  de  dedicar  á  este  asunto  toda  la  atención  que  por  su  im- 
portancia requiere,  para  presentar  á  las  Cortes  en  la  próxima  je* 
gislatura  el  proyecto  de  reforma  ¿  que  aludimos.  Tales  noticias 
nos  han  movido  á  tomar  la  pluma  para  exponer  ligeramente  á  la 
consideración  de  ios  lectores  de  la  Revista  y  á  la  de  ios  individuos 
que  forman  la  Comisión  de  Códigos  (si  es  que  merecemos  que  se 
fijen  en  este  articulo)^  algunas  observaciones  que,  á  nuestro  pare- 
cer, debieran  tenerse  en  cuenta  al  reformar  el  Código,  y  que  se  re- 
lacionan con  la  ley  votada  últimamente  por  el  Poder  legislativo  y 
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sancionada  por  la  Corona,  sobre  la  penalidad  y  el  procedimiento' 
aplicables  á  los  delitos  de  robo  con  secuestro;  y  si  lo  qae  no  cree- 
mos, nuestras  opiniones  sobre  el  particular  fueran  erróneas,  ten- 
dríamos gran  placer  en  que  la  prensa  jurídica  discutiera  acerca  de 
la  ley^  cuyos  principales  artículos  encabezan  estas  líneas,  ya  que 
en  los  Cuerpos  Colegisladores  no  hubo  ninguno  de  los  muchos  Ju-^ 
risconsultos  que  en  ellos  tienen  asiento  que  tomara  la  palabra  so- 
bre la  misma. 

No  hemos  de  investigar  en  este  momento  las  causas  que  han 
hecho  inútiles  los  esfuerzos  de  los  Tribunales  del  fuero  común 
para  castigar  á  los  secuestradores  ¿  impedir  que  se  perpetren  nue- 
vos delitos  de  este  género:  el  remedio  del  mal  que  todos  la- 
mentamos depende  de  la  adopción  de  medidas  de  muy  diversa  ín- 
dole, sobre  las  que,  á  no  dudarlo,  harán  un  estudio  minucioso,  lo 
mismo  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  que  su  compañero  el 
de  Gobernación.  Partimos,  por  ahora^  del  supuesto  de  que  es  im- 
prescindible someter  el  conocimiento  de  este  delito  á  un  Tribunal 
especial,  y  sin  ocuparnos  tampoco  de  si  esle  Tribunal  debe  ser  un 
Consejo  de  guerra  ordinario,  como  parece  deducirse  del  texto  del 
articulo  3*  de  la  ley  á  que  aludimos,  ó  si  cumpliría  mejor  su  mi- 
sión organizándolo  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  ley  de 
Orden  público  de  23  de  Abríl  de  1870,  creemos  que  lodo  cuanto  se 
refiere  al  castigo  del  delito  y  á  la  manera  de  aplicarlo  debe  consig- 
narse en  el  Código  penal  y  no  en  leyes  especiales,  como  la  de  8  de 
Enero  del  corriente  ano,  que  inicia  un  sistema  de  retroceso  que 
nos  llevará  insensiblemente  á  una  situación  análoga  á  la  de  la  época 
en  que  no  se  habian  codificado  aún  las  leyes  penales. 

En  algunas  ocasiones,  y  de  ello  tenemos  ejemplo  en  la  no  me- 
nos injusta  ley  que  pena  como  delitos  todos  ios  hurtos,  aun  cuan- 
do el  valor  de  lo  hurtado  sea  de  un  céntimo  de  peseta,  se  ha  hecho 
una  reforma  en  el  Código;  pero  no  se  han  incluido  en  leyes  espe- 
ciales, lo  mismo  el  precepto  que  establece  la  penalidad  y  designa 
las  personas  responsables,  que  el  que  señala  el  Tribunal  compe- 
tente para  conocer  de  ese  delito  y  el  procedimiento  que  ha  de  se- 
guirse. 

Esto  último  es  lo  que  se  ha  hecho  en  la  ley  de  8  de  Enero  de- 

No  es  nuevo  ciertamente  el  que  se  someta  i  la  jurisdicción  mi- 
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litar  á  personas  que  ni  pertenecen  al  ejército  ni  á  la  armada,  y  el 
articulo  550  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  señala  varios  ca- 
sos en  los  que  los  paisanos  pueden  ser  juzgados  por  los  tribunales 
miiitares;  mas  el  artículo  siguiente  preceptúa»  en  térmioos  que  no 
dejan  lugar  á  duda  alguna,  que  no  se  les  podrá  castigar  según  las 
Ordenanzas,  sino  en  el  caso  de  que  el  delito  cometido  no  tuviese 
ninguna  sanción  en  el  Código  penal  que  es  la  ley  que  deberá  apli- 
cánaales. 

Hay,  paes^  una  tendencia  que  nadie  puede  desconocer  y  que 
todas  las  personas  amantes  del  progreso  en  materias  jurídicas 
aplauden,  á  impedir  por  todos  los  medios  posibles  que  la  legisla- 
ción vuelva  á  ser  un  caos  y  á  que  el  Derecho  penal  no  retroceda  en 
el  camino  de  la  codificación  ya  que,  por  desgracia^  el  Derecho  ci- 
vil ha  adelantado  tan  poco  en  este  sentido. 

Además  de  estas  consideraciones  generales,  hay  otras  que 
aconsejan  la  reforma  de  la  última  parte  del  caso  2*  del  art.  516  del 
Código  penal,  esto  es,  de  la  que  se  refiere  al  robo  por  medio  de 
secuestro,  y  la  derogación  total  del  art.  2*  y  parcial  del  1*  de  la 
lev  de  8  de  Enero  de  i877. 

Ateniéndose  los  consejos  de  guerra  á  la  letra  de  la  ley  que  nos 
ocupa,  la  pena  de  cadena  perpetua  á  muerte  será  aplicada  injusta- 
mente en  la  mayoría  de  los  casos,  y  la  sola  modificación  de  que  los 
tribunales  especiales  apliquen  esa  misma  penalidad  con  arreglo  á  las 
prescripciones  del  libro  primero  del  Código,  creemos  que  bastará 
para  que  desaparezcan  los  inconvenientes  que  vamos  á  apuntar  sin 
que  por  eso  deje  de  castigarse  con  rigor  y  con  la  mayor  rapidez 
posible  á  los  secuestradores. 

En  la  última  parte  del  caso  2*  del  art.  816  del  Código  vigente, 
se  pena  como  un  sólo  delito  lo  que  de  otra  manera  constituiría  dos, 
el  de  robo  y  el  de  detención  ilegal  que  se  castigarían  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  90  del  mismo  Código,  esto  es,  aplicando  en  el 
grado  máximo  la  pesa  correspondiente  al  delito  más  grave.  Bajo 
este  supuesto,  los  tribunales  saben  que  la  detención  ilegal  ó,  si  se 
quiere,  el  secuestro,  es  en  el  caso  de  que  se  trata  una  circunstancia 
específica  que  contribuye  á  agravar  la  pena  correspondiente  al  ro« 
bo,  de  tal  suerte,  que,  por  ejemplo,  un  delito  de  esta  naturaleza 
comprendido  en  el  núm.  5*  del  art.  S16,  en  vez  de  penarse  con  el 
presidio  correccional  á  presidio  mayor  en  el  grado  medio,  se  penará 
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si  ha  habido  secaestro»  con  cadena  temporal  en  el  grado  medio  i 
cadena  perpétaa. 

La  ley  atiende,  como  es  natural,  al  objeto  que  se  proponen  los 
criminales  al  cometer  el  dettto,  que  es  el  de  robar,  de  modo»  que  si 
el  robo  no  se  ha  consumado,  aun  cuando  haya  habido  secuestro» 
el  tribunal  castigará  ¿  los  delincuentes  como  autores  de  robo  frus* 
trado  ó  de  tentativa  de  robo  con  la  drcmnstancía  CMipecáfica  de  ha^ 
ber  habido  secuestro,  y  les  impondrá  la  pena  inmediatamente  iafe* 
ríor  en  uno  ó  dos  grados» 

¿Podrá  aplicarse  de  un  modo  análogo  la  ley  de  8  de  Enero? 
Mucho  lo  dudamos. 

Del  texto  del  art.  2*  parece  deducirse  que  no  se  trata  de  casti- 
gar en  primer  término  el  robo  sino  el  secuestro;  que  no  se  atiende 
al  objeto  que  se  proponen  los  criminales,  sino  á  los  medios  que  e«i«> 
plean  para  conseguirlo;  que  no  se  aumenta  la  pena  del  delito  prin- 
cipal, robo^  atendiendo  á  la  importancia  del  otro  delito,  aecueiífo, 
que  sirve  de  medio  para  perpetrar  aquel,  sino  que  se  quiere  casti- 
gar el  delito  secundario  sin  atender  al  principal;  en  una  palabra,  no 
está  bastante  explícita  la  ley  para  que  podamos  afirmar  que  se  cas- 
tigan en  ella  el  robo  y  el  secuestro,  formando  un  solo  delito  como 
lo  forman  en  el  Código  penal  vigente. 

Es  verdad  que  en  el  art.  1*  se  dice,  que  tan  luego  como  se  ve- 
rifique el  secuestro  de  una  ó  fnd$  personas  con  objeto  de  robo  en 
una  provincia,  se  aplicarán  la  penalidad  y  el  procedimiento  á  que 
dicha  ley  se  refiere;  y  de  aquí  parece  deducirse  que  los  Consejos 
de  guerra  van  á  castigar  como  un  solo  delito  el  robo  y  el  secuestro; 
mas  en  el  art.  2*.  al  señalar  las  personas  responsables  del  delito  y 
la  pena  que  han  de  sufrir,  se  habla  de  los  que  promuevan  ó  eje- 
cuten un  secuestro  y  no  te  dice  nada  del  delito  de  robo;  de  suerte 
que,  atendiendo  á  la  letra  de  la  ley,  se  aplicará  la  pena  do  que  se 
trata  tan  solo  por  el  secuestro,  y  no  por  el  robo. 

T  si  es  legal  esta  última  interpretación,  ¿ha  de  quedar  impune 
el  delito  de  robo?  No,  puesto  que  delito  es.  ¿Han  de  conocer  de  él 
los  tribunales  del  fuero  común?  Así  debe  ser,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  330  y  núm.  3*  del  33i  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial.  Admitiendo,  pues,  que  los  Consejos  de  guerra 
sólo  sean  competentes  para  castigar  el  delito  de  secuestro,  resultará 
que  sobre  dos  delitos  que  en  realidad  constituyen  uno  solo,  se  dic- 
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laréodos  seDtenciasdirerentes  por  dos  tribanaies  también  diferentes. 
.     ¿Es  q«e  debe  interpretarse  la  ley  como  primero  indicamos? 

Pues  entonces  sus  autores  no  expresaron  su  pensamiento  con 
la  claridad  necesaria,  y  dados  los  términos  del  art.  2%  podrá  muy 
bien  suceder  que  se  castiguen  del  mismo  ommIo  el  secuestro  de  una 
persona  y  robo  de  sus  intereses  que  el  secuestro  consumado  y  robo 
frustrado,  lo  cual  no  es  conforme  á  Derecho. 

Supongamos  que  un  particular  es  víctima  de  las  asechanzas  de 
unos  ladrones;  que  se  le  priva  de  la  libertad  y  se  exige  á  su  fami- 
lia una  suma  mayor  ó  menor  por  su  rescate;  que  al  cabo  de  mis  ó 
menos  tiempo  se  conviene  en  el  importe  del  rescate  y  se  señala  el 
dia,  la  hora  y  el  sitio  en  que  se  ha  de  depositar  el  dinero;  que  este 
se  deposita;  que^  mientras  unos  ladrones  se  dirigen  al  sitio  donde 
han  de  encontrar  la  cantidad  convenida,  el  secuestrado  logra  bur- 
lar la  vigilancia  de  los  otros,  se  presenta  ¿  la  autoridad,  y  esta,  li- 
bre ya  del  temor  de  que  corra  peligro  la  vida  de  aquella  persooa> 
adopta  tales  precauciones^  que  al  llegar  los  bandidos  al  punto  que 
se  designé  y  coger  el  dinero,  son  presos  por  la  guardia  civil. 

Es  evidente  que  ha  habido  el  delito  consumado  de  secuestro  de 
una  persona  con  objeto  de  robo,  porque  no  puede  dudarse  que  se 
ha  privado  ilegalmente  de  su  libertad  á  un  ciudadano;  que  se  ha 
cometido  el  delito  necesario  para  perpetrar  otro,  y  que  el  objeto  de 
los  delincuentes  era  robar  á  ese.  ciudadano,  pero  no  es  tampoco 
<ludoso  que  el  robo  se  ha  frustrado. 

Ahora  bien:  no  ha  habido  el  delito  complejo  de  robo  y  secues- 
tro que  suponemos  se  ha  querido  castigar  en  la  ley  de  8  de  Enero» 
y  la  pena  de  cadena  perpetua  i  muerte  debe  rebajarse  en  un  grado, 
como  determina  el  art.  66  del  Cédigo;  mas  ateniéndose  á  la  letra  del 
1*  y  2*  de  la  ley  i  que  nos  referimos^  el  Consejo  de  guerra  deberá 
imponer  á  los  criminales  el  mismo  castigo  que  si  hubiera  habido 
secuestro  y  robo  consumados,  «Los  que  promuevan  é  ejecuten  un 
secuestro  y*  dice  el  art.  2*:  «Tan  luego  como  se  verifique  el  secues-- 
tro  de  una  ó  más  persoiíos  can  objete  ic  robo,»  dice  el  art.  1*:  De 
manera  que  en  este  caso  ha  habido  secuestro^  y  este  secuestro  con- 
sumado ha  sido  con  objeto  de  robo,  deduciéndose  de  aquí  por  la 
letra  de  la  ley  á  que  nos  referimos,  que  debe  aplicarse  la  pena  de 
cadena  perpetua  á  mverte  h>  mismo  que  si  el  delito  complejo  se 
hubiera  consumado. 
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Hé  aquí  uoo  de  los  ¡Dcoavenicates  que  han  de  resultar  al  hacer 
aplicación  de  la  última  ley  sobre  secuestros  y  este  ÍDooQ?eQÍente  se 
podía  haber  evitado  poniendo  en  el  art.  2*  en  vez  de  •lot  que  pro- 
muevan ó  ejecuten  un  secuestro,»  •los  que  promuevan  ó  ejecuten 
un  robo  por  medio  de  secuestro,»  ó  «un  robo  cuando  el  robado  fue- 
se detenido  bajo  rescate  ó  por  más  de  un  dia.» 

No  menos  grave  que  la  anterior  es  la  falta  que  se  ha  cometida 
al  no  establecer  el  precepto  general  de  que  los  Consejos  de  guerra^ 
al  conocer  de  estos  hechos,  observarán  las  prescripciones  del  lib.  1* 
del  Código  penal  vigente,  y  al  consignar,  en  vez  de  esto,  que  se 
ajustarán  á  las  disposiciones  de  los  capítulos  4*  del  tit.  3*,  y  3*  y  4*^ 
del  V  del  libro  y  Código  citados.  ¿Qué  resulta  de  aquí?  Que  ha- 
biendo una  gran  relación  entre  todos  ios  artículos  del  lib.  1*  y  obe- 
deciendo á  un  sistema^  no  es  posible  aplicar  unos  y  prescindir  de 
otros  sin  queresulie^  absurdos  que  no  pueden  evitarse  dentro  de 
la  lev. 

m 

Se  comprendería  que  se  hubiera  prescindido  de  casi  todo  el 
libro  rdel  Código,  no  dejando,  como  no  se  dejan  vigentes  para  los 
delitos  de  secuestro  más  que  tres  de  sus  capítulos^  si  se  hubiera  sus- 
tituido un  sistema  á  otro  sistema,  si  se  hubieran  fijado  nuevos 
preceptos  en  cuanto  á  la  naturaleza  del  delito^  á  las  personas  res- 
ponsables del  mismo^  á  los  efectos  de  las  penas,  á  su  división  en 
principales  y  accesorias,  á  la  manera  de  ejecutarlas,  á  la  responsa- 
bilidad civil,  etc.;  pero  variar  la  penalidad  de  un  delito,  declarar 
competente  á  otro  tribunal  que  el  del  fuero  común  tan  sólo  para 
que  el  procedimiento  sea  más  rápido^  y  no  dar  á  este  tribunal  más 
regla  para  la  aplicación  de  la  ley  que  la  observancia,  como  hemos 
dicho,  de  tres  capítulos  del  Código,  es  un  absurdo  que  ha  de  traer 
como  consecuencia  la  absolución  de  los  únicos  que  en  muchos  casos 
pueden  aparecer  responsables  de  los  delitos  de  secuestro.  T  la 
prueba  es  bien  sencilla. 

¿Qué  criterio  ha  de  servir  de  guia  á  los  jueces  militares  para 
calificar  á  una  persona  de  cómplice  ó  de  encubridora  de  un  secues- 
tro? O  más  bien;  ¿castiga  la  ley  de  8  de  Enero  á  los  cómplices  y  á 
los  encubridores?  No;  los  consejos  de  guerra  deben  absolverlos,  y 
de  aquí  resultará  que  habiéndose  dado  esta  ley  para  reprimir  el 
bandolerismo,  los  que  por  diversos  medios  protegen  y  ayudan  de 
una  manera  eficaz  á  los  secuestradores  son  los  que  van  á  oh- 
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tener  un  beneficio  mayor  con  el  planteamiento  de  la  citada  ley. 

Es  más;  en  el  art.  2*  se  califica  ¿  los  autores  en  términos,  ¿ 
iiuestro  parecer,  menos  claros  que  los  del  art.  13  del  Código  penal; 
isnseguida  se  establece  que  se  aplicarán  las  penas  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  cap.  4*  del  t(t.  3*,  y  como  el  art.  68  y  siguientes  has- 
ia  el  75  están  comprendidos  en  ese  capítulo  y  en  ellos  se  trata  de 
las  penas  que  corresponden  á  los  cómplices  y  encubridores,  y  como 
no  se  sabe  quiénes  son  encubridores  ni  cómplices,  resulta  que  esos 
artículos  huelgan  en  la  ley,  y  que  los  tribunales  especiales  deben 
absolver  á  los  que  ni  promuevan  ni  ejecuten ,  ni  concurran  á  la 
comisión  de  un  secuestro  con  actos  sin  los  cuales  no  hubiera  podi- 
do realizarse,  aun  cuando  se  hayan  aprovechado  por  sí  mismos  de 
los  efectos  del  delito,  aun  cuando  hayan  auxiliado  á  los  delincuen- 
tes para  este  fin,  aun  cuando  hayan  proporcionado  la  fuga  de  los 
tsulpables,  etc.,  etc. 

Véase  de  qué  manera  la  nueva  ley  favorece  en  parte  la  impu» 
nidad  del  delito. 

Si  del  examen  de  las  personas  responsables  pasamos  al  de  las 
circunstancias  que  modifican  la  responsabilidad  criminal,  encon- 
traremos que  esta  ley,  beneficiosa  para  los  cómplices  y  encubrido- 
res, es  injusta  con  los  autores  y  aplicándola  extrictamente  se  pue- 
de hacer  subir  las  gradas  del  patíbulo  á  quien  jamás  debe  su* 
birlas. 

Esa  ley  no  reconoce  en  el. procesado  masque  circunstancias  que 
atenúan  ó  que  agravan  su  responsabilidad  criminal,  pues  dice  que 
se  tenga  presente  lo  dispuesto  en  los  capítulos  3*  y  4*  del  tit.  1*  del 
Código;  mas  no  las  que  eximen  de  ella.  Para  el  legislador  el  cap.  2* 
del  Código  es  letra  muerta  y  no  debe  tomarse  en  consideración: 
basta  con  aplicar  los  dos  siguientes.  No  import)  que  los  secuestra- 
dores abusen  de  la  locura  ó  de  la  imbecilidad  de  una  persona  para 
que  les  sirva  de  medio  ó  instrumento  á  fin  de  realizar  un  secues- 
tro; ese  loco  ó  ese  imbécil  que  ha  ejecutado  actos  comprendidos  en 
e\  art.  2*  de  la  ley  de  8  de  Enero  de  1877,  subirá  al  cadalso  sin 
que  dentro  de  esa  ley  baya  términos  hábiles  para  impedirlo.  No 
importa  qne  haya  intervenido  directamente  en  la  perpetración  del 
delito  un  menor  de  nueve  anos:  el  consejo  de  guerra  legalmente 
•debe  condenarle.  No  hay  para  qué  apreciar  si  el  acusado  mayor  de 
nueve  anos  y  menor  de  15  obró  ó  no  con  discernimiento:  el  tribu- 
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nal  no  está  autorizado  pant  hacer  ese  examen.  Tampoco  paede 
obrar  una  persona  por  miedo  insuperable»  por  el  miedo  que  con 
ciertas  condiciones  reconocen  todas  las  leyes  de  los  paises  cultos: 
no  hay  autoridad  eo  el  Consejo  de  guerra  para  apreciar  esta  eir* 
cunstancía. 

Por  si  estos  defectos  no  fueran  bastantes,  hay  en  el  último  pár- 
rafo del  art.  2*  una  disposición  que  hará  ilusoria  la  división  ea 
dos  grados  de  la  pena  que  ha  de  aplicarse,  y  que  pugna  abierta- 
mente con  los  principios  que  todos  los  jurisconsultos  reconocen  en 
la  ciencia  penal  referentes  á  la  calificación  de  las  circunstancias 
modificativas  de  la  responsabilidad  criminal. 

El  art.  79  del  Código  y  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supre- 
mo determinan  que  no  es  posible  apreciar  como  circunstancias 
agravantes  aquellas  que  por  sí  mismas  constituyen  un  delito  es- 
pecialmente penado  en  la  ley »  ó  que  ésta  haya  expresado  al  des- 
cribirlo y  penarlo,  ni  aquellas  de  tal  manera  inherentes  al  delito 
que  sin  la  concurrencia  de  ellas  no  pudiera  cometerse.  Así  vemos 
que  si  se  trata  de  castigar  á  un  criminal  por  un  asesinato ,  es  ab- 
surdo apreciar  la  circunstancia  agravante  de  alevosía,  porque 
ésta ,  sola  ó  con  alguna  de  las  demás  que  señala  el  art.  418  del 
Código,  hace  que  el  hecho  se  califique  die  asesinato  y  no  de  homi- 
cidio ,  y  que  en  tal  concepto  la  pena  sea  mayor.  En  el  parricidio 
no  es  justo  ni  legal  la  apreciación  como  agravante  de  la  circuns- 
tancia del  parentesco»  porque  éste,  eo  ciertos  grados,  es  condición 
indispensable  para  que  el  hecho  merezca  el  nombre  de  parri- 
cidio. 

Pues  bien:  examínese  la  naturaleza  del  delito  de  robo  por  me- 
dio de  secuestro,  y  dígasenos  si  se  puede  considerar  como  circuns- 
tancia agravante  la  que  señala  el  art.  2*  de  la  ley  de  8  de  Enero, 
esto  es:  la  de  haber  sido  detenido  el  agraviado  bajo  rescate  y  por  más 
de  un  dia.  Es  de  sentido  común  y  nadie  desconoce  que,  para  que 
haya  robo  por  medio  de  secuestro,  es  necesario  detener  y  privar 
de  su  libertad  á  una  persona,  y  que  esta  detención  ^  alza  cuaAdo 
se  entrega  la  cantidad  fijada  como  precio  del  rescate.  Así»  pues,  es 
imposible  que  los  Consejos  de  guerra  conozcan  de  ningún  hecho  en 
el  que  no  haya  habido  detención  bajo  rescate;  pues  faltando  esta 
circunstancia,  el  delito  no  será  el  de  robo  por  medio  de  secuestn»» 
único  de  que  se  ocupa  la  ley  de  8  de  Enero,  sino  otro  distinto. 
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En  cnanto  al  tiempo  de  la  deteocioo ,  tampoco  puede  cooside- 
rarsti  sino  como  inherente  al  delito  el  que  pase  de  un  día.  Es  im- 
posible que  el  secuestro  no  dure  veinte  y  cuatro  horas,  pues  más 
se  necesitan  para  que  los  ladrones  se  pongan  en  comunicación  con 
la  bmília  del  secuestrado,  para  que  esta  reúna  la  cantidad  nunca 
pequeña  que  se  le  exige»  para  que  se  haga  el  depósito,  lo  recojan 
los  malhechores  y  pongan  en  libertad  á  su  victima. 
I  Las  mismas  palabras  que  usa  la  ley  de  8  de  Enero  en  el  último 

párrafo  del  art.  V,  con  la  diferencia  de  ser  la  coojuncion  disyunti- 
va en  vez  de  copulativa,  soi\  las  que  se  leen  en  el  art.  516,  caso  2* 
del  Código  vigente,  para  que  el  delito  pueda  merecer  la  califica- 
cacion  de  robo  por  medio  de  secuestro ,  que  no  otra  cosa  pena  la 
última  parte  del  referido  caso  y  articulo,  y  era  natural  que  asi  su- 
cediese, puesto  que  acabamos  de  ver  que  es  imposible  que  haya 
secuestro  sin  detención  bajo  rescate  y  por  más  de  veinte  y  cuatro 
horas. 

Las  consecuencias  que  resultarán  de  aplicar  literalmente  la  ley 
que  examinamos^  son  fáciles  de  prever:  casi  ningún  secuestrador 
se  librará  de  la  pena  de  muerte^  porque  casi  siempre  habrá  que 
apreciar  la  circunstancia  agravante  ya  mencionada ,  y  atendiendo 
á  la  naturaleza  de  este  delito  que  hace  inaplicables  el  mayor  núme- 
ro de  las  circunstancias  atenuantes  del  art.  9*  del  Cddigo ,  la  pena 
se  impondrá  en  el  grado  máximo ,  viniendo  asi  los  legisladores  á 
incurrir  en  el  defecto  que  el  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  en- 
contró en  la  primer  proposición  de  ley  sobre  secuestros,  apoyada 
por  un  señor  Diputado  en  la  sesión  de  24  de  Junio  de  1876. 

El  Sr.  Martin  de  Herrera  se  opuso  á  que  se  tomara  en  conside- 
ración aquella  proposición  que  imponia  en  todo  caso  la  pena  de 
muerte  al  culpable  y  á  los  cómplices  de  robo  con  secuestro,  aunque 
el  robo  no  hubiera  llegado  á  consumarse^  y  se  opuso  diciendo  «  que 
esta  pena  seria  enorme ,  que  seria  contraria  á  los  principios  de  De- 
recho penal ,  y  que  daria  un  resultado  funesto ,  puesto  que  nunca 
dejaría  de  cometerse  un  robo  de  este  género  sin  que  fuera  acompa- 
ñado del  asesinato ,  porque  si  al  criminal  no  se  le  deja  una  es- 
cala de  penalidad  correspondiente  al  grado  de  su  culpa^  induda- 
blemente recorrerá  toda  la  escala  del  delito  en  nombre  de  su  pro- 
pia defensa. »  Anadió  luego  « que  si  el  Congreso  tomara  en  con- 
sideración y  aprobara  después  la  proposición,  retrocedería  de  una 
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manera  lamentable  en  el  camino  del  progreso ,  en  materia  de  De- 
recho penal»  (1). 

La  proposición  se  retiró  para  presentarla  de  nuevo  modifica- 
da (2),  y  en  el  seno  de  la  comisión  se  modificó  por  segunda  vez  (3), 
siendo  extraño  que  asistiendo,  como  asistiria,  el  Sr.  Ministro  á  las 
deliberaciones  de  aquella ,  permitiera  que  se  consignase  una  cir- 
cunstancia agravante  tan  absurda,  que  habia  de  traer  como  conse- 
cuencia inmediata  el  mal  de  que  el  mismo  Sr.  Ministre  se  quejaba 
pocos  meses  ántes^  que  no  se  dejara  una  escala  de  penalidad  que 
correspondiera  al  grado  de  la  culpa. 

Hemos  demostrado  que  aplicando  en  su  sentido  extricto  la  ley 
que  nos  ocupa,  no  puede  apreciarse  circunstancia  alguna  que  exi- 
ma de  responsabilidad  criminal ;  hemos  demostrado  también  que- 
en  la  casi  totalidad  de  los  casos,  contra  los  principios  más  elemen- 
tales de  Derecho^  hay  que  imponer  la  pena  capital :  juzguen  los 
lectores  de  la  Revista  si  hay  ó  no  motivos  bastantes  para  modificar 
esa  ley  de  la  manera  que  proponemos,  esto  es,  aumentando  en  el 
Código  hasta  cadena  perpetua  á  muerte  la  pena  que  en  la  actuali- 
dad señala  el  art.  516  para  el  robo  cuando  el  robado  fuese  detenido 
bajo  rescate  y  por  más  de  un  dia^  y  conservando  vigente  la  ley  de 
8  de  Enero,  en  lo  que  se  refiere  al  procedimiento  que  ha  de  seguir- 
se y  á  las  recompensas  que  se  señalan  para  los  que  coadyuven  á  la 
persecución  de  los  criminales. 

Respecto  de  las  personas  que  han  de  formar  los  tribunales  es- 
peciales^ creemos  que^  de  no  tener  éstos  un  carácter  puramente 
civil,  constituyéndolos  hombres  dedicados  al  conocimiento  del 
Derecho^  debieran  organizarse  como  previene  la  ley  de  Orden  pú- 
blico de  23  de  Abril  de  1870,  para  que  hubiera  más  seguridad  de 
que  sus  fallos  se  ajustarían  á  la  ley. 

Esto  es  lo  que  juzgamos  que  se  debe  hacer  en  la  actualidad , 
sin  que  por  eso  se  prescinda  de  estudiar  las  reformas  que  han  de 
introducirse  en  el  procedimiento  actual,  para  que  en  un  plazo 
más  ó  menos  largo  la  jurisdicción  ordinaria  sea  competente  para 
conocer  del  delito  de  robo  por  medio  de  secuestro. 

BaRMARDO  SKEttRET. 

(I)    N.^  93  del  Diario  de  Sesiones  del  Congreso,  legislatura  de  4876. 
(t)    Apéndice  7^  al  núm.  4^3  del  Diario  de  Sesiones. 
(3)    Apéndice  4^  ai  núm.  437. 


INDUCCIONES  DIRECTAS 


No  ana  vez  sola  nos  hemos  ocupado  del  Código  penal ,  y  hoy 
qne  se  trata  de  sn  reforma,  volvemos  áél,  examinando  si  es  concre- 
to y  suficientemente  determinado  jnridicamenle  el  número  segun- 
do del  art.  í%  en  cnanto  se  refiere  á  las  inducciones  directas  con- 
sideradas como  verdaderos  delitos ,  y  ¿  sus  agentes  como  autores 
indudables. 

Enhorabuena  que  el  mismo  Código  pene  tales  trasgresiones  co- 
mo violaciones  flagrantes  de  la  ley^  como  infracciones  tangibles  de 
los  derechos;  pero  nos  parece  que  no  deben  castigarse  con  igual  pe- 
na que  ios  que  toman  parte  en  la  ejecución  del  hecho,  ó  de  los  que 
•cooperan  ¿  ella,  por  las  consideraciones  siguientes. 

La  personalidad  humana  completa  como  es  la  de  aquel  que  se 
halla  en  el  pleno  uso  de  sus  facultades,  nunca  es  violentada  hasta 
el  punto  que  aparte  del  caso  de  fuerza  mayor^  pueda  ser  persua- 
dida á  obrar  de  absoluta  conformidad  con  la  voluntad  de  otro, 
bastando  casi  siempre  la  inducción  de  una  cosa  hecha  á  otra  para 
mirarla  con  desvio,  antipatía  y  como  quiera  indiferencia  ó  des- 
confianza. En  este  sentido^  siguiendo  el  orden  natural  de  las  cosas, 
no  hay  inducción  que  se  imponga  de  tal  suerte  en  el  ánimo  de  al- 
guien ¿  que  este  se  vea  arrebatado  por  ella. 

Siendo  poderosa  la  inducción,  no  pasa  del  terror  ó  del  miedo, 
ambas  cosas  que  en  medio  de  nuestra  isociedad  civilizada  no  causan 
estragos  ó  quebrantos  en  voluntades  ajenas  hasta  el  punto  que  el 
inducido  aterrorizado  ó  medroso  no  tenga  lugar  para  huir  y  poner- 
se á  cubierto  de  las  asechanzas  del  que  le  indujo  á  cometer  el  deli- 
to, ó  de  suerte  que  haya  de  existir  un  concurso  eficaz  ultimado  en- 
tre ambas  personas. 

La  inducción,  por  más  directa  que  sea,  no  puede  ser  estudiada 
taxativamente  más  que  como  auxilio  tan  eficaz  como  se  quiera^  pe- 
ro no  bastante  para  producir  por  sí  sola  el  delito,  existiendo  como 
existen  diferencias  notables  entre  la  situación  del  que  induce  y  del 
inducido,  que  en  todo  caso  tiene  que  obrar  por  s(. 

La  autonomía  criminal  que  explica  el  citado  art.  12  de  nuestro 
Código  penal ,  no  se  compadece  por  otra  parte,  con  este  género  de  ^ 

inducciones,  teniendo  presente  que  estas  no  son  más  que  indicio  y 
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no  expresión  saya,  porque  do  son  perspicuas  sino  oscuras,  á  fuer 
de  accesorias  no  principales,  sino  secundarias,  por  decirlo  asi, 
fragmentarias  y  no  integrales  de  los  hechos  criminosos. 

Si  en  toda  inducción  directa  se  atribuye  el  carácter  de  autor 
al  que  la  produjo,  vendría  á  resultar  que  serian  más  castigados 
los  inductores  que  los  cómplices  y  encubridores,  siendo  éstos  más 
conscientemente  culpables,  porque  los  que  se  aprovechan  del  de- 
lito, los  que  auxilian  directamente  ó  con  e6cacia  de  un  modo  d  otro 
al  delincuente,  terminan  ó  completan,  ultiman  en  cierto  modo  ma- 
cho más  la  delincuencia. 

Aun  así  y  todo,  las  repetidas  inducciones  serían  más  bien  ma- 
teria de  preparación  de  los  delitos,  objeto  de  tentativa  más  qne  con- 
sumación de  los  autores;  más  bien  conspiraciones,  á  causa  de  qae 
el  inductor  dá  principio  á  la  ejecución  del  delito  directamente  y  no 
prosigue  eiyella ;  ó  á  lo  más  se  concierta  con  otro  para  cometer  el 
delito. 

Las  repetidas  inducciones,  por  tanto,  no  pueden  ser  considera- 
das psicológicamente  sino  como  fenómenos  constitutivos  de  propo- 
siciones, ó  resoluciones  de  comisión  de  delitos^  propuestasó  acepta- 
das ó  sea  las  mismas  de  que  habla  el  art.  4*,  párrafo  3*  del  mismo 
Código,  proposición  en  que  caben  los  desistimientos. 

No  conceptuándose  asi  las  propias  inducciones  directas  altera* 
rian  todo  el  plan  artístico  del  Código  mismo,  sabido  que  por  ¿I  no 
deben  ser  castigados  con  igual  pena  los  autores  que  los  cómplices  y 
encubridores,  la  ejecución  como  la  preparación  del  delito,  ésta  { 

como  su  proposición  y  concierto,  porque  siendo  penados  sus  agen- 
tes como  autores,  sin  ejecutar,  fueran  castigados  como  ejecutores^ 
siendo  subsidiaria  su  comisión  se  penarla  como  el  primero,  á  lo 
cual  se  opone  el  sentido  común. 

En  su  virtud^  parece  debe  reformarse  cuando  llegue  el  caso,  el 
citado  número  del  art.  12,  suprimiendo  en  él  la  palabra  inducen, 
por  lo  visto  lapsui  calami  de  sus  redactores  que  juntaron  dos  co- 
sas enteramente  opuestas  en  muchos  casos,  la  violencia  física  y  la  , 
moral,  la  fuerza  física  y  la  imposición  de  ánimo,  la  resolución  efi-  ' 
caz  y  la  adhesión,  el  consentimiento  puro  y  la  ejecución,  diversas,               i 
desemejantes,  de  todo  punto  direrentes,  según  nuestro  humilde 
aentir. 

Joaquín  Manuel  db  MONER. 
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INTRODUCCIÓN 

La  historia  de  la  penalidad,  esto  es,  de  los  castigos  impuestos 
eo  las  diversas  épocas  á  los  qae  ejecutaban  acciones  qae  con  arre^ 
glo  á  las  ideas  dominantes  y  que  servían  de  norma  á  la  legislación 
criminal,  merecian  la  calificación  de  crímenes  ó  ddltos,  se  halla 
intimamente  ligada  á  la  historia  de  la  civilización.  Cada  renovación 
social  producida  por  los  progresos  que  la  humanidad  ha  ido  hacien- 
do en  el  desarrollo  de  sus  conocimientos  y  en  el  desenvolvimiento 
de  la  ciencia,  muestra  al  propio  tiempo  una  nueva  faz  en  lo  con- 
cerniente á  las  bases  y  principios  que  constituyen  la  filosofía  del 
derecho  penal.  Esos  principios  son  y  deben  ser  los  naturales  de 
humanidad  y  justicia  aplicados  á  la  represión  del  delito  en  defensa 
de  la  sociedad ;  pero  para  que  hayan  brillado  eo  toda  su  pureza, 
ha  sido  preciso  antes,  que  haya  tenido  logar  una  lenta  y  sostenida 
lucha  con  los  violentos  instintos  y  salvajes  pasiones,  que  tienden 
constantemente  á  sofocar  en  el  hombre  la  voz  de  la  conciencia; 
así  que  solo  han  conseguido  ir  penetrando  insensiblemente  en  las 
leyes,  merced  á  aquella  tenaz  lucha  y  á  la  irresistible  fuerza  de  la 
verdad. 

M  principio^  estuvo  reducido  el  derecho  de  penar  al  derecho  de 
venganza ;  derecho  meramente  privado,  que  la  familia  del  ofendido 
heredaba  y  que  pesaba  sobre  la  del  culpable,  persiguiéndole  en  an 
persona  y  en  la  de  sus  hijos  y  nietos,  hasta  que  llegaba  el  momen- 
to de  quedar  lavada  la  sangre  con  la  sangre.  No  tardó  luego  en 
suceder  á  esa  venganza  privada,  el  rescate  por  dinero,  el  wehrgtíd 
establecido  y  reglamentado  por  la  ley  y  la  costumbre  entre  las  tri- 
bus guerreras  de  la  Germania ;  vino  después  el  principio  de  la  ex*  f 
piacion  religiosa  á  que  obedecieron  las  leyes  de  la  mayor  parte  de 
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las  regiones  de  Oriente,  como  la  India,  Persia,  Egipto  y  Palestina. 
Considerábase  allí  toda  acción  culpable,  como  una  ofensa  hecha  á 
la  Divinidad^  á  la  que  era  necesario  dar  satisraccion  cumplida;  y 
de  ahí  el  que  se  castigara  con  igual  ó  mayor  rigor  á  las  veces,  á 
los  que  sólo  se  habian  hecho  culpables  de  leves  infracciones  de  la 
liturgia  ó  disciplina  religiosa,  que  á  los  que  habian  perpetrado 
los  más  odiosos  crímenes.  Quemábase  á  los  hechiceros  y  nigromán- 
ticos y  se  daba  muerte  á  los  que  violaban  el  precepto  del  sábado. 

AI  lado  de  esa  penalidad  religiosa  fué  naciendo  y  desarrollán- 
dose la  penalidad  política,  esto  es,  la  que  se  fundaba  en  el  princi- 
pio de  que  toda  acción  punible  lo  era  porque  constituía  una  ofen* 
sa  á  la  autoridad  del  Rey,  del  señor  ó  de  la  casta  ó  familia  domi- 
nante, tomando  origen  de  ahí  la  pena  de  confiscación;  porque  se 
consideró  natural  y  justo,  que  siendo  el  Rey  ó  el  señor  los  ofendi- 
do8>  se  resarcieran  de  la  ofensa  con  los  bienes  del  culpable.  Ese 
erróneo  principio  motivó  también  la  violenta  represión  de  todo  lo 
que  ínferia  el  menor  perjuicio  á  los  privilegios  del  señor  ó  desús 
favoritos,  castigándose  entonces  con  más  severidad  que  se  castiga 
hoy  el  robo  y  la  estafa,  el  mero  hecho  de  vestir  de  seda  el  que  no 
era  noble.  Por  ultimo,  el  espíritu  moderno  ha  venido  á  sustituir  á 
esas  desacertadas  doctrinas,  lo  que  podemos  llamar  penalidad  so- 
cial, es  decir,  el  derecho  de  penar  sólo  en  interés  del  orden  social, 
para  protegerlo  y  defender  como  es  debido  los  derechos  de  los 
asociados.  A^í  se  han  hecho  desaparecer  grandes  horrores  é  ini- 
quidades, se  ha  rodeado  á  los  acusados  de  serias  y  eficaces  garan- 
tías^ y  se  ha  confiado  á  los  Jueces  una  más  augusta  y  elevada 
misión. 

Como  puede  comprenderse,  la  marcha  seguida  hasta  aquí  y 
que  hay  que  continuar  todavía,  pues  queda  aún  mucho  por  hacer, 
ha  sido  lenta  y  trabajosa;  el  uso^  la  tradición  y  la  rutina  han 
opuesto  infinidad  de  obstáculos,  que  sólo  son  vencidos  en  esos  mo- 
mentos que  en  la  vida  de  los  pueblos  llegan  forzosamente,  en  vir- 
tud de  la  ley  providencial  del  progreso,  y  durante  los  cuales  hay 
precisión  de  poner  en  armonía  las  leyes  con  las  ideas  que  han  he- 
cho su  camino  y  con  las  costumbres  que  han  cambiado  también. 
Asi,  recorriendo  la  historia,  se  encuentran  procedimientos  extra- 
aos y  casi  inexplicables,  tormentos  y  suplicios  impuestos  en  virtud 
de  ideas  y  principios  que  chocan  por  completo  con  nuestras  eos- 


PENALIDAD  BN  LOS  PUEBLOS  ANTIGUOS  Y  MODERNOS    3 1 9 

lumbres  y  con  las  doctrinas  admitidas  hoy  como  buenas;  compren* 
diéndose  únicamente  que  pudieran  tener  lugar,  cuando  se  fija  la 
atención  en  el  origen  de  las  iostituciones  de  que  emanaron  y  en  las 
trasformaciones  que  loego  sufrieron;  porque  las  penas  en  último 
término  vienen  á  ser  producto  de  la  ciTÜizacion,  de  las  costum- 
bres, creencias  y  tradiciones  de  los  pueblos.  Nos  proponemos  por 
tanto,  en  este  estudio,  diseñar  á  grandes  rasgos  un  bosquejo  de  las 
varias  etapas  de  esa  marcha  de  la  penalidad  á  través  de  los  siglos, 
¿  fin  de  que,  señalando  los  errores  en  que  la  humanidad  ha  incur- 
rido en  materia  criminal  y  funestos  extravíos  á  que  aquellos  la  han 
impelido^  pueda  sacarse  de  todo  ello  la  provechosa  enseñanza  que 
el  pasado  envuelve  siempre  para  el  porvenir,  cuando  se  le  exami- 
na con  criterio  imparcial  y  desapasionado. 

La  idea  de  la  expiación  fué  concebida  y  admitida  por  todos  los 
pueblos:  en  todos  ellos  se  advierten  las  huellas  que  dejara  de  un 
modo  más  ó  menos  claro  y  concreto,  el  recuerdo  de  una  culpa  pri- 
mitiva, de  una  apostasia  ó  de  .un  gran  grimen,  cometidos  en  el 
origen  de  todo  lo  creado  y  que  los  hombres  han  juzgado  deber  ex- 
piar por  medio  de  sangrientos  sacrificios.  Lo  mismo  entre  los  drui- 
das qne  entre  los  peruanos  y  mejicanos,  estuvieron  en  uso  los  sa- 
crificios humanos,  como  lo  atetfiguan  signos  irrecusables  de  ello, 
encontrados  en  los  bosques  de  Francia  y  en  varias  regiones  del 
Nuevo  Mundo.  Pues  bien;  esas  víctimas  ofrecidas  en  holocausto  á 
la  Divinidad^  tenian  por  objeto  redimir  del  crimen  común,  sacrifi- 
cándose en  aras  de  la  salvación  de  los  demás;  y  en  toda  sociedad 
se  imponen,  desde  que  queda  constituida,  castigos  á  las  faltas  in- 
dividuales que  puedan  servir  de  preservativo  y  medio  de  defensa  á 
la  familia  humana ,  y  cuyo  principal  carácter  es  al  principio  más 
bien  el  de  reparación  para  el  ofendido,  que  el  de  enmienda  y  mejo- 
ramiento del  delincuente. 

Los  únicos  pueblos  que  en  la  antigüedad  más  remota  tuvieron^ 
aparte  del  hebreo,  costumbres  fijas  y  leyes  tradicionales  ó  escritas, 
fueron  los  indios,  persas  y  egipcios;  pero  á  todos  estos  precedió  in- 
dudablemente el  Código  que  Moisés  dio  á  los  que  le  seguían,  pues 
según  todos  los  datos,  la  primera  redacción  de  las  leyes  de  Manon, 
sólo  precedió  trece  siglos  á  Jesucristo  y  los  libros  de  Zends  que 
contenían  todo  lo  que  puede  saberse  de  la  literatura  y  legislación 
de  los  persas^  son  todavia  menos  antiguos.  Debemos,  pues^  ocu  - 
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paraos  ante  todo  de  las  institaciODes  del  pueblo  hebreo,  que  €0  ta 
serie  de  caalivídades  por  que  pasó,  poniéadose  en  eontaete  eoa  k» 
egipcios,  asirlos,  persas,  griegos  y  romaaos,  fué  apropiáiidose  mo- 
chos de  los  osos  de  los  vencedores,  á  la  vez  qae  prestaba  también 
sus  leyes  á  los  que  le  perseguían,  llegando  de  ese  modo  á  ejercer  el 
mosaismo  en  esa  parte,  notable  influencia  en  la  jurisprudencia  cri- 
minal de  la  Edad  Media  y  de  los  tiempos  modernos.  No  se  entien- 
da, sin  embargo,  que  se  halle  en  las  instituciones  hebreas,  el  ver- 
dadero germen  del  derecho  criminal  europeo,  porque  lejos  de  eso 
hay  que  reconocer  que  nunca  pudo  realizarse  una  completa  y  dn- 
rabie  fusión  de  las  leyes  que  rigieron  la  raza  semítica  á  qne  peite- 
necia  el  pueblo  elegido  por  Dios  y  la  indo-europea:  diferian  esen- 
cialmente por  el  genio,  carácter,  lengua  y  costumbres  y  lá  Mnea 
divisoria  que  todo  eso  estableció  desde  el  principio,  jamás  ha  lle- 
gado á  borrarse. 

La  verdadera  cuna  de  las  instituciones  y  del  derecho  criminal 
de  los  pueblos  europeos  se  encuentra  en  Roma,  sin  que  por  esto 
deba  tampoco  echarse  en  olvido  qne  tomó  algo  la  misma  de  los 
griegos.  Partiendo,  por  tanto,  de  estas  premisas,  entra  en  nuestro 
plan  después  de  hablar  del  pueblo  hebreo,  pasar  al  examen  del  ré- 
gimen penal  de  Grecia  y  Roma,  para  ir  marcando  luego  la  aiiaasa 
del  derecho  romano  y  del  cristianismo  y  la  acción  que  de  consuno 
ejercieron  sobre  las  sociedades. 

Después  habremos  de  fijar  la  atención  en  las  instituciones  de 
los  bárbaros  procedentes  del  Norte,  que  se  mezclaron  y  confundie- 
ron con  las  costumbres  de  las  naciones  por  ellos  invadidas;  en  el 
procedimiento  eclesiástico  que  fué  imponiéndose  más  tarde  á  los 
tribunales  laicos  y  estableció  el  predominio  del  interés  social,  sin 
preocuparse  gran  cosa  de  las  garantías  á  que  siempre  tienen  dere- 
cho los  acusados. 

De  todos  esos  elementos  veremos  surgir  lentamente  el  carácter 
de  uniformidad  que  el  derecho  penal  ha  ido  revistiendo  en  casi 
todos  los  pueblos  cristianos,  é  ir  apareciendo  las  causas  que  lo  han 
ido  modificando  durante  los  cuatro  últimos  siglos,  y  han  producido 
recientemente  saludables  reformas  y  notables  adelantos.  Hé  ahí  los 
principales  rasgos  del  cuadro  que  nos  proponemos  trazar,  y  en  el 
que  iremos  exponiendo  las  principales  penas  sucesivamente  asig- 
nadas á  los  diversos  atentados  cometidos,  ya  contra  la  sociedad 
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entera,  ya  contra  las  propiedades  ó  contra  las  personas,  partiendo 
de  la  que  puede  considerarse  común  á  todos  los  pueblos  primitivos 
y  anterior  á  todas  las  legislaciones,  porque  procedió  de  cierto  ins* 
tinto  de  justicia  innato  en  el  hombre^  de  la  pena  del  Talion. 


CAPITULO  I 


Legislación  penal  del  pueblo  hebreo.  —  Saplicios  en  oío*  dorante  las  varias  épocas 

de  sn  historia.  —  Trihonales. — La  cracifixion. 


£1  carácter  rudo  y  grosero  del  pueblo,  á  cuyo  frente  se  halló 
Moisés,  exigía  cierto  rigorismo  y  dura  severidad  en  las  leyes  pe- 
nales destinadas  á  regirle  y  contenerte*.  Esto  no  obstante,  no  deja 
de  advertirse  en  ellas  la  influencia  del  sentimiento  de  caridad  que 
tanto  babia  de  predominar  en  las  doctrinas  que  iba  á  establecer  la 
ley  nueva.  Defienden  aquellas  al  débil ,  protegen  al  esclavo  y  re- 
comiendan la  consideración  y  respeto  debidos  á  la  mujer.  No  dis- 
tinguen entre  pobres  y  ricos^  y  lo  que  es  todavía  más  digno  de  te- 
nerse en  cuenta^  no  se  inspiran  sus  preceptos  en  el  monstruoso  y 
absurdo  principio  reconocido  y  sancionado  en  muchos  Códigos  de 
la  antigüedad,  que  establecía  la  desigualdad  de  penas  según  el 
rango  y  clase  á  que  pertenecían  los  culpables.  Las  leyes  mosaicas 
no  mencionan  tampoco  el  tormento;  declaran  que  un  solo  testigo 
no  constituye  prueba,  y  rechazan  el  rescate  por  dinero,  tan  en  uso 
entre  las  naciones  bárbaras,  de  manera  que  sin  separarse  en  abso- 
luto de  las  ideas  primitivas,  son,  no  obstante,  muy  superiores  á 
todas  las  otras  legislaciones  de  la  antigüedad.  Todavía  se  halla  en 
ellas  confundida  la  idea  de  la  justicia  con  la  de  venganza,  toda  vez 
que  el  ofendido  mismo  puede  hacerse  justicia  por  su  propia  mano. 
«Ojo  por  ojo,  diente  por  diente,»  dice  la  ley,  cuyas  prescripciones 
enseñaban  los  rabinos,  debían  ser  tomadas  al  pié  de  la  letra. 

Al  pariente  más  próximo  de  la  víctima,  incumbía  el  cuidado  de 
vengarla,  pues  Moisés  no  se  apartó  en  ese  punto  de  las  tradiciones 
comunes  á  los  pueblos  de  Oriente  y  que  vuelven  á  encontrarse  en 
todas  las  naciones  de  origen  germánico,  y  sólo  procuró  regularizar 
el  uso  de  la  venganza  y  evitar  el  abuso,  estableciendo  lugares  de 
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asilo^  donde  podían  los  homicidas  encontrar  amparo  y  esperar  con 
segaridad  las  decisiones  ó  fallos  de  la  justicia  re{$ular.  Eran  luga- 
res de  asilo  seis  ciudades  pertenecientes  á  la  tribu  de  Leví^  en  la 
que  se  hallaba  concentrado  el  poder  sacerdotal,  y  en  ellas  se  veia 
protegido  el  que  habia  cometido  nn  homicidio  no  premeditado,  pues 
el  asesino  era  entregado  inmediatamente  á  los  parientes  de  la  vic- 
tima. * 

Los  tribunales  qne  Moisés  estableció,  celebraban  la  audiencia 
á  las  puertas  de  la  ciudad;  se  componían  de  los  más  ancianos  de  la 
tribu,  variando  el  número  de  los  jueces  según  que  era  más  ó  me- 
nos importante  la  causa  que  iban  á  fallar.  Tres  clases  de  tribunales 
tenian  los  hebreos^  á  saber;  el  ordinario  compuesto  de  tres  miem- 
bros y  que  conocía  principalmente  de  cuestiones  entre  particula- 
res, del  robo  y  otros  delitos;  el  consejo  de  los  ancianos  que  conocía 
de  las  causas  de  pena  capital  y  de  las  en  que  debia  decretarse  la 
separación  mayor  ó  menor  que  constituía  una  especie  de  muerte 
civil.  Componíase  de  veintitrés  jueces,  y  en  los  negocios  muy  gra- 
ves podían  agregarse  cuarenta  y  ocho  notables  de  la  tribu.  Por  úl- 
timo el  gran  consejo  de  la  nación,  cuerpo  legislativo  y  judicial  á  la 
vez,  que  residía  en  Jerusalen  y  contestaba  las  consultas  que  los 
demás  tribunales  le  hacian  (1).  Los  jueces  dejaban  trascurrir  un 
día  entre  los  debates  y  la  publicación  de  la  sentencia,  y  durante  él 
se  abstenían  de  beber  vino  y  no  tomaban  más  alimento  que  el  ex- 
trictamente  necesario,  una  vez  pronunciada  la  sentencia,  era  con- 
ducido el  culpable  al  lugar  del  suplicio  situado  casi  siempre  fuera 
de  las  puertas  de  la  ciudad,  con  arreglo  á  una  costumbre  que  los 
romanos  tomaron  también  de  los  orientales  y  fué  luego  observada 
en  la  Edad  Media,  precediéndole  dos  de  los  jueces  y  un  heraldo 
que  pregonaba  el  nombre  del  reo,  del  acusador  y  testigos  y  el  de- 
lito cometido  é  invitaba  á  comparecer  á  todo  el  que  tuviera  que 
alegar  algo  en  favor  del  sentenciado.  Ya  en  el  sitio  del  supli- 
cio, se  ofrecía  al  reo  una  bebida  compuesta  generalmente  de 
vino  y  mirra  y  destinada  á  atenuar  ó  adormecer  algún  tanto  el  do- 


(O    Véanse  las  obras  de  Pastorel,  Salvador  y  el  notal>le  escrito  de 
M.  Dupin  Jetút  ante  el  Tribunal  de  Caifas  y  Pilatos, 
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ior  y  era  entregado  inmediatamente  aqael  á  los  parientes  del  hom- 
bre cuya  sangre  había  vertido,  qne  le  daban  muerte  como  querían. 
En  ciertos  cases,  sobre  todo  si  se  trataba  de  atentados  contra  la  fé 
ó  ei  orden  político  ó  de  infracciones  de  los  preceptos  religiosos,  los 
acusadores  y  testigos  eran  los  encargados  de  ia  ejecución  de  la  sen- 
tencia y  el  culpable  era  muerto  á  pedradas.  «Arrpjaránie  los  testi- 
gos la  primera  piedra  y  enseguida  lo  restante  del  pueblo  las  de- 
más» (1). 

Pero  en  la  generalidad  de  los  casos  los  soldados  eran  los  que 
tenían  á  su  cargo  las  ejecuciones.  Soldados  fueron  losqu^en  tiempo 
de  Josué  cortaron  la  cabeza  á  los  cinco  reyes  de  Canaan;  San  Juan 
Bautista  fué  decapitado  en  su  prisión  por  un  guardia  de  Herodes  y 
Jesucristo  fué  crucificado  también  por  soldados. 

Cuatro  fueron  según  Fabricio  (2)  los  suplicios  capitales  en  uso 
entre  los  hebreos:  la  estrangulación,  el  fuego,  el  apedreamiento  y 
la  decapitación  por  medio  de  la  espada,  que  era  reputado  por  el 
más  ignominioso.  Pretenden  muchos  que  el  suplicio  por  la  estran- 
gulación era  el  más  común  en  Israel,  y  lo  que  si  parece  incontesta- 
ble es,  que  se  solía  imponer  lo  mismo  que  el  de  apedreamiento  á 
los  idólatras  y  blasfemos.  La  pena  del  fuego  se  aplicaba  de  dos  dis- 
tintas maneras,  siendo  verdaderamente  horrible  una  de  ellas,  pues 
consistía  en  arrollar  un  lienzo  al  cuello  del  culpable  y  tirar  lue- 
go los  testigos  en  opuesta  dirección  de  los  extremos  de  aquel^ 
obligando  asi  al  desdichado  reo  á  abrir  la  boca  en  la  que  introdu- 
cían plomo  derretido.  En  la  generalidad  empero  de  los  casos  eran 
quemados  los  sentenciados  en  la  hoguera. 

Varias  veces  figura  también  en  los  libros  santos  la  decapitación 
por  la  espada.  Asi,  Abimelec,  hijo  de  Gedeon,  hizo  decapitar  á  sus 
setenta  hermanos  sobre  una  misma  piedra,  y  los  habitantes  de  Sa- 
maría dispusieron  se  cortara  la  cabeza  á  los  setenta  hijos  de  Achab. 

Aparte  de  las  penas  que  se  acaban  de  mencionar,  se  impusieron 
á  las  vece's  suplicios  atroces  de  que  habla  la  Escritura  y  que  no 
establecía  en  realidad  la  legislación  de  los  Hebreos,  sino  que  fueron 


(I)  Deuterenomio,  cap.  n,  tomovii,  y  13  tomo  x. 
(t)  Fabricius,  Biblioteca  bibliográfica,  p.  500  Doif.  Calmet,  Diser- 
iaciofui. 
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íntrodacidos  por  los  pueblos  qae  los  esclavizaron.  Precipitóse  á  al- 
gunos condenados  desde  lo  alto  de  una  roca  ó  dentro  de  una  torre 
llena  de  ceniza  y  otros  fueron  asserrados  en  dos.  Algunos  de  esos 
suplicios  eran  de  origen  persa  y  otros  importados  de  la  Siria.  Las 
leyes  de  Moisés  no  mencionan  los  instrumentos  de  tortura  y  com- 
plicadas máquinas  de  destrucción,  que  describe  el  historiador  Jo- 
sefo,  bárbaros  inventos  de  ios  déspotas  que  disponian  en  absoluto 
de  la  vida  de  sus  subditos^  dando  rienda  suelta  á  sus  sanguinarios 
instintos. 

Réstanps  hablar  de  la  crucifixión,  suplicio  admitido  por  todas 
las  legislaciones  de  la  antigüedad^  que  representa  un  psipel  en  ex- 
tremo importante  en  la  historia  y  que  será  eternamente  ilustre  á 
causa  de  la  divina  sangre  que  hizo  derramar.  Los  sirios^  egipcios» 
cartagineses,  persas  y  griegos  usaron  ya  ese  suplicio  según  lo  de- 
muestran varios  ejemplos  de  que  dan  cuenta  los  libros  de  Esther, 
Thucydides,  Herodoto,  Ammiano  y  Plutarco.  Los  romanos  lo  to- 
maron de  los  fenicios  y  castigaban  con  él  á  los  esclavos  más  viles» 
servile  $uplicium,  llegando  á  ser  tan  común  entre  ellos,  que  desig- 
naban con  la  palabra  cruz  todo  motivo  de  verdadera  aflicción»  6 
todo  negocio  enojoso,  ó  que  tenia  mal  resultado.  Con  la  cruz  casti- 
gaban también  á  los  rebeldes  y  enemigos,  como  lo  hacian  los  grie- 
gos. Alejandro  mandó  crucificar  á  dos  mil  tirios,  después  de  apo- 
derarse de  su  ciudad,  y  Tito  durante  el  cerco  de  Jerusalen,  hacia 
perseguir  á  todos  los  que  huian  acosados  por  el  hambre  y  crucifi- 
caba quinientos  y  más  cada  dia,  de  suerte  que  al  poco  tiempo  faltó 
ya  madera  para  hacer  las  cruces:  et  ob  multUudinem  térra  crucibu$ 
et  cruces  corporibus  deerant.  (1) 

El  Salvador  eligió  ese  género  de. suplicio  precisamente  por  ser 
el  destinado  á  los  criminales  más  viles;  y  apesar  de  que  tan  ilustre 
ejemplo  parece  demostrar  evidentemente  que  los  hebreos  tenían 
admitida,  y  en  uso  la  crucifixión;  esto  no  obstante,  interesados  co- 
mo se  hallan  los  judios  en  desconocer  la  parte  que  sus  ascendien- 
tes tomaron  en  la  muerte  del  Redentor,  y  sobre  todo  en  negar  las 
profecías  que  la  hablan  predicho^  sostienen  que  los  romanos  solos 


f  I)    JosEFo,  Guerra  de  los  Judios  contra  los  Romanos.  L.  v.  capi- 
tulo xxin. 
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cometieron  tan  gran  maldad,  que  el  suplicio  de  la  cruz  no  era  co- 
nocido en  el  pueblo  judio,  y  que  si  alguna  vez  era  colgado  de  un 
árbol  algún  criminal,  se  hacia  esto  cuando  ya  habla  exhalado  el  úl- 
timo suspiro.  Pero  todos  sus  argumentos  han  sido  refutados  victo* 
riosamepte,  demostrándose  con  pasajes  sacados  de  la  historia  ju* 
día,  que  no  era  la  cruz  un  suplicio  inusitado  entre  los  hebreos. 

Babia  cruces  de  diversas  formas  y  según  Justo  Lipso,  la  más 
antigua  consistía  en  una  estaca  puntiaguda  clavada  en  tierra  y  á 
la  que  era  atado  el  paciente  por  los  pies  cruzados  uno  sobre  otro 
y  por  las  manos  unidas  sobre  la  cabeza.  Los  hebreos  lo  enterraban 
luego  juntamente  con  la  estaca  la  (arde  misma  de  la  ejecución, 
porque  la  ley  prohibía  tuviera  lugar  la  inhumación  después  de  la 
puesta  del  sol.  Por  eso  fué  descendido  Jesús  de  la  cruz  antes  de 
que  cerrara  la  noche. 

Conocida  es  también  de  todos  la  cruz  llamada  de  San  Andrés 
y  que  se  compone  de  dos  postes  ó  maderos  cruzados  en  forma  de  1; 
pero  la  osada  comunmente  consistía  en  un  madero  cortado  por  una 
traviesa.  Los  antiguos  Padres  de  la  Iglesia  aseguran  que  la  cruz  en 
que  fué  clavado  el  Redentor,  tenia  la  forma  déla  letra T  y  solo  difie- 
ren en  punto  á  varios  detalles  y  á  la  clase  de  maderas  de  que  estaba 
hecha.  Según  San  Bernardo  entraban  el  cedro^  ciprés^  olivo  y  pal- 
mera, y  según  otros  era  de  encina.  San  Gregorio  de  Tours  opina 
que  los  pies  del  crucificado  descansaban  sobre  una  pequeña  tabla 
que  formaba  una  especie  de  repiso,  y  otros  sostienen  que  las  des- 
cripciones que  dejaron  los  autores  más  antiguos  griegos  y  roma- 
nos no  contienen  la  menor  indicación  de  ese  particular.  Tampoco 
hay  completa  seguridad  acerca  del  número  de  clavos  que  se  em- 
pleaban para  sujetar  el  cuerpo  del  paciente  á  la  cruz,  pues  si  bien 
86  está* de  acuerdo  en  cuanto  á  que  se  clavaba  uno  en  cada  mano, 
se  cree  que  unas  veces  sucedía  lo  propio  con  los  pies,  quedando 
estos  colocados  el  uno  al  lado  del  otro,  y  que  en  otras  ocasiones  se 
empleaba  un  soloclavo^  dejándolos  por  tanto  sobrepuestos.  Esto 
esplica  las  diferencias  que  se  observan  en  las  pinturas  que  repre- 
sentan la  muerte  de  Cristo. 

Solia  asimismo  ocurrir  que  en  vez  de  clavar  al  condenado  á 
la  cruz,  se  le  dejaba  atado  á  la  misma  con  cuerdas  á  fin  de  que 
muriera  de  hambre.  Asi  fué  martirizado  San  Andrés  que  permane- 
ció  con  vida  en  fa  cruz  durante  tres  días.  Todos  los  pueblos  de  la 
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.antigüedad  escepto  el  hebreo,  usaban  ese  bárbaro  suplicio:  y  mu- 
chas  veces  cruci6caban  al  paciente  colocándole  cabeza  abajo;  otras 
le  ataban  á  una  cruz  pequeña  colocada  en  un  lugar  desierto^  á  fio 
de  que  fuese  pasto  de  las  fieras.  Los  cartagineses^  los  egipcios  y  los 
persas,  hacian  sufrir  el  tormento  al  sentenciado  antes  de  colocar- 
le en  la  cruz,  y  en  ocasiones  solo  era  crucificado  un  cadáver,  sien* 
do  ya  ese  un  medio  de  exponer  al  paciente  á  las  ávid  as  miradas  de 
la  multitud.  Los  hebreos  y  romanos  solían  azotar  al  reo  antes  de 
crucificarle,  como  sucedió  con  Jesús.  Los  Padres  de  la  Iglesia^  mu- 
chos teólogos  é  ilustres  eruditos,  se  han  ocupado  extensamente  de 
todos  los  detalles  y  variantes  del  género  de  suplicio  de  que  trata* 
mos,  pero  no  entra  en  nuestro  propósito  hacer  tan  minuciosa  enu- 
meración. Nos  basta  con  investigar  el  origen  de  las  penas,  notan- 
do las  aplicaciones  que  sucesivamente  se  han  ido  haciendo  de  ellas 
á  diversos  crímenes^  á  fin  de  que  al  propio  tiempo  puedan  ser  ob- 
servadas las  transformaciones  que  se  fueron  operando  en  las  ideas 
que  las  inspiraron  y  en  las  costumbres  y  creencias  de  los  pueblos 
que  las  admitieron. 


CAPITULO  II 


Grecia. — ley  de  represalias.  —  ireópago  y  etros  Tribunales. — Modo  de  enjii- 
ciar.  —  Pena  de  moerte  asignada  á  ciertos  crínenes  — Castigo  de  los  pairicidaa. 
—  Suplicio  de  los  impíos  y  suicidas.  —  Penalidad  del  adulterio. — La  cicuta. — 
El  báratro.  —  El  tormento  aplicado  á  los  esclavos.  — la  muela  y  la  marca. 


Los  griegos,  en  los  tiempos  llamados  heroicos,  no  conocían  más 
ley  penal  que  la  de  las  represalias.  Viviendo  en  continua  guerra^ 
consideraban  natural  y  justo  vengar  el  mal  con  el  mal^  la  injuria 
recibida  con  otro  insulto  igual.  «¿Podrá  atribuírseme  mal  carácter, 
exclama  uno  de  los  héroes  de  Sófocles,  porque  haya  yo  devuelto  el 
mal  que  se  me  habia  hecho  sufrir?»  Esta  misma  idea  domina  en 
muchas  obras  de  los  poetas  griegas  posteriores  á  Homero.  «¿Qué 
hombre,  dice  Electro,  será  tan  desnaturalizado,  que  descuide  ven- 
gar la  causa  del  que  ya  no  puede  defenderse?»  En  nombre,  pues. 
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de  la  piedad  y  del  respeto  debido  á  la  memoria  de  los  muertos ,  se 
cirmaban  las  familias  contra  las  familias  para  ejercer  lo  que  juzga- 
ban un  derecho,  la  venganza  del  homicidio ;  y  el  culpable  tenia 
que  apelar  al  destierro,  si  queria  sustraerse  á  la  terrible  ley  de  las 
represalias.  Más  tarde  ^  ese  destierro  que  voluntariamente  se  im- 
ponia  el  homicida  impulsado  por  el  temor,  se  convirtió  en  una  ins- 
titución pública,  que  tenia  por  objeto  preservar  á  la  sociedad  de  re- 
presalias que,  reproduciéndose  de  continuo,  amenazaban  extinguir 
casi  por  completo  la  población  de  los  diversos  Estados. 

Un  medio  tenia ,  no  obstante ,  el  que  queria  evitar  la  muerte  sin 
apelar  al  destierro,  y  era  el  de  entrar  en  tratos  con  los  parientes 
de  la  victima,  y  pagar  el  precio  de  la  sangre  derramada.  Obsér- 
vese ,  pues,  que  en  aquellos  tiempos  no  se  consideraba  la  sociedad 
ofendida  por  el  atentado  cometido  contra  uno  de  sus  miembros, 
que  nada  exigía  al  culpable,  y  se  mostraba  satitfecha  si  lo  estaban 
los  perjudicados  por  el  crimen.  Pero  llegaron  á  ser  tan  frecuentes, 
sobre  todo  en  el  Alica,  los  actos  de  violencia  y  los  atentados  contra 
las  personas^  que  fué  preciso  instituir  cinco  tribunales  que  los  juz- 
gasen. £1  llamado  epipalladium  conocia  del  homicidio  involunta- 
rio :  el  epidelphinium  pronunciaba  sus  fallos  acerca  de  los  homici- 
dios perpetrados  por  un  motivo  que  su  autor  pretendía  ser  legiti- 
mo :  el  emphréatium  decidia  de  la  suerte  de  los  desterrados,  sobre 
quienes  pesaba  una  acusación  de  homicidio,  de  la  que  no  se  hablan 
purificado  todavia;  y,  por  último^  el  epiprytanium  se  ocupaba  de 
los  accidentes  ocasionados  por  los  animales  ó  por  seres  inanimados. 
Cada  uno  de  estos  tribunales  se  componía  ordinariamente ,  por  lo 
menos,  de  quinientos  jueces,  presididos  por  un  Arconta,  y  el  que 
condenó  á  Sócrates  constaba  de  quinientos  cincuenta  y  seis. 

Superior  á  esos  Tribun^iles  era  el  del  Areópago.  Componíanlo 
senadores  vitalicios  y  conocia  del  asesinato  premeditado^  del  enve- 
nenamiento, incendio  y  atentados  contra  la  seguridad  del  Estado  y 
contra  la  religión.  Era  el  más  venerable  y  temido,  y  celebraba  sus 
sesiones  al  aire  libre,  con  arreglo  á  antiguas  tradiciones  que  vere- 
mos reproducidas  más  tarde  en  la  Germania.  Deliberaba  de  noche 
para  sustraerse  en  lo  posible  á  las  emociones  que  inspira  siempre  el 
contemplar  de  cerca  la  desgracia,  siquiera  sea  merecida.  . 

El  procedimiento  se  hallaba  basado  en  el  sistema  de  acusación, 
lo  mismo  que  en  Roma.  Los  parientes  de  la  victima,  hasta  el  cuar- 
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to  grado,  podiao  mostrarse  parle  acosadora,  y  tenían  también  ex- 
pedito el  derecho  de  entrar  en  arreglos  y  avenencias  con  el  culpa* 
ble.  Comenzaban  los  debates,  formulándose  las  tres  siguientes  pre- 
guntas: ¿Habéis  dado  á  muerte  á  un  hombre?  ¿Cómo  le  habéis  dada 
muerte?  ¿Por  qué  le  habéis  muerto?  Permitíase  hablar  dos  veces  al 
acusado  ó  á  su  derensor,  y  podía  el  culpable  emprender  la  fuga 
después  de  pronunciado  el  primer  discurso,  acogiéndose  al  sagrado 
derecho  del  destierro,  y  sin  que  en  tal  caso  pudiera  imponérsele 
otra  pena  que  la  de  coofíscacion  de  sus  bienes. 

El  testimonio  prestado  por  los  ciudadanos,  era  el  único  que  ha- 
cia fé  en  justicia;  y  sólo  se  atribuía  valor  al  de  los  esclavos,  cuando 
les  era  arrancado  por  el  tormento;  monstruosidad  que  la  legislación 
romana  aceptó.  Juzgaban  tan  abyecto  al  esclavo^  que  no  creían 
que  pudiera  decir  la  verdad^  declarando  libre  y  expontáneameute. 
El  cumplimiento  denlas  sentencias-capitales  quedaba  á  cargo  de  un 
Tribonal  especial,  llamado  de  los  Once,  que  tenia  á  sus  órdenes  va- 
rios esclavos  que  hacían  el  oficio  del  verdugo. 

Casi  todas  las  penas  que  los  griegos  imponían,  eran  importadas 
de  Persia,  y  conservaban,  por  tanto,  el  marcado  carácter  de  fero- 
cidad propio  de  los  castigos  usados  en  lo  antiguo.  Castigábase  con 
la  muerte  á  los  sacrilegos^  á  los  que  osaban  profanar  los  misterios, 
á  los  conspiradores  contra  el  Estado^  desertores,  y  á  los  que  entre- 
gaban una  plaza  ó  atentaban  contra  la  religión.  Los  magistrados 
eran  tratados  con  una  severidad  excepcional  sí  olvidaban  que  es- 
taban llamados  á  dar  buen  ejemplo  en  todo;  asi  el  Arconta  á  quien 
se  sorprendía  en  estado  de  embriaguez,  pagaba  con  la  vida  ese  ac- 
to de  intemperancia. 

Empleábanse  paralas  ejecuciones  de  pena  capital,  la  espada,  el 
lazo  y  el  veneno;  usándose  principalmente  el  de  la  cicuta,  porque 
producía  de  un  modo  suave  la  muerte.  Platón  describe  admirable- 
mente los  efectos  de  ese  tósigo  al  referir  la  muerte  de  Sócrates. 

El  crimen  de  parricidio  fué  considerado  imposible  al  principio^ 
en  términos  que  Solón  no  le  asignó  pena  alguna.  Platón  ya  la 
menciona,  expresando  que  el  parricida,  sería  condenado  á  muerte, 
haciéndolo  ejecutar  los  Magistrados  por  mano  del  verdugo;  que 
seria  luego  arrojado  el  cadáver  enteramente  desnudo  á  una  encru- 
cijada situada  fuera  de  la  ciudad,  donde  cada  Magistrado  iría  á 
echarle  una  piedra  sobre  la  cabeza^  y  después  se  le  llevaría  fuera 
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de  los  límites  del  territorio  y  se  le  dejaría  insepulto  con  arreglo  á 
las  prescripciones  de  la  ley  (i). 

Condenábase  también  á  los  impíos  á  morir  de  hambre  sentados 
á  una  mesa  abundantemente  servida,  y  se  con$^ideraba  el  suicidio 
como  nn  crimen  de  Estado,  cuyo  castigo  consistía  en  cortar  la 
mano  derecha  al  suicida  y  sepultarlo  de  una  manera  ignominiosa. 
Sin  embargo,  dejaba  de  aplicarse  esa  pena,  si  el  que  iba  á  suici- 
darse manifestaba  al  Senado  los  motivos  que  le  impelían  á  tomar 
tan  Tunesta  resolución,' y  eran  estimados  suficientes  y  legítimos. 

El  adulterio  era  castigado  con  gran  severidad  en  Atenas  á  cau- 
sa de  las  profundas  perturbaciones  que  introduce  en  el  orden  so- 
cial. Dracon,  y  más  tarde  Solón,  trataron  de  poner  freno  á  todo 
trance  á  ese  delito,  dejando  á  los  adúlteros  completamente  á  mer- 
ced de  los  que  los  sorprendían  in  fragaiHi,  quienes  podían  azo- 
tarlos, mutuarios  y  hasta  privarlos  de  la  existencia,  sin  dar  cuenta 
á  la  justicia.  Los  adúlteros  á  quienes  se  llevaba  á  la  presencia  del 
Juez,  eran  penados  por  éste  según  su  prudente  arbitrio,  pudiendo 
ser  agravada  ó  atenuada  la  pena,  según  las  circunstancias  del  caso. 
Si  pertenecía  la  adúltera  á  la  clase  elevada  de  la  sociedad,  solía 
mediar  avenencia  entre  ella  y  su  marido,  que  tenia  el  derecho  de 
venderla,  y  que  de  todos  modos  quedaba  obligado  á  repudiarla 
bajo  pena  de  infamia.  Si,  por  el  contrario,  era  pobre,  sufría  el  su- 
plicio de  la  epilación^  en  el  que  después  de  practicada  ésta,  era 
cubierto  el  cuerpo  de  la  paciente  de  cenizas  ardientes,  prohibién- 
dosele además  llevar  ya  nunca  en  lo  sucesivo  vestidos  de  valor.  Si 
infríngiaese  precepto,  estaba  autorízado  el  que  la  encontrara  para 
arrancarla  el  traje  y  apalearla. 

La  jurisprudencia  ateniense  se  mostraba  algo  indulgente  con 
los  crimínales  que  pertenecían  á  alguna  clase  privilegiada,  llegando 
hasta  permitir  que  eligieran  el. género  de  muerte  que  preferían^  si 
la  ley  no  había  asignado  al  delito  cometido,  un  suplicio  especial. 

Los  esclavos  y  los  extranjeros  domiciliados  en  Ática,  eran  casti- 
gados por  lo  común  con  la  cruz  ó  el  tympanum\  esto  es,  dándoles 
cierto  número  de  palos.  También  se  les  arrojaba  algunas  veces  al 
mar  ó  al  báratro.  Era  este  una  sima  profunda  é  infecta,  erízada 


(I )  Las  ¡eyeSy  libro  ix. 

TOMO  L  it 
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en  sus  paredes  y  en  el  fondo  de  hojas  y  puntas  de  hierro,  y  el  reo 
á  quien  se  precipitaba  en  él,  llevaba  atada  al  cuello  una  gran 
piedra. 

Solo  los  esclavos  sufrían  el  toro^ento:  los  ciudadanos  de  Atenas 
se  hallaban  libres  de  ese  sufrimiento^  á  no  ser  que  se  les  acusara 
del  crimen  de  traición  ó  lesa  majestad.  Babia  un  tormento  prepa- 
ratorio, que  tenia  por  objeto  arrancar  la  confesión  del  delito  al 
acusado,  y  otro  á  que  se  ha  dado  después  el  nombre  de  definitivo, 
y  que  se  aplicaba  con  el  fin  de  averiguar  quiénes  eran  los  cómpli- 
ces ó  para  agravar  únicamente  el  sufrimiento  del  que  iba  á  ser  eje- 
cutado. 

Antes  de  terminar  este  capítulo,  debemos  hacer  mención  de 
otras  dos  penas  aflictivas  que  no  dejaban  de  constituir  verdaderos 
suplicios,  por  más  que  no  llegaran  á  causar  la  muerte  de  los  que 
las  sufrían.  Eran  estas  la  muela  y  la  marca.  Grande  terror  ¡aspi- 
raba la  prímera,  á  causa  de  lo  tosco  del  medio  que  en  aquellos 
tiempos  se  empleaba  para  moler  el  trígo,  y  que  producía  horrible 
fatiga.  Los  infelices  que  tenian  que  hacer  girar  la  muela,  eran  vi- 
gilados por  un  esclavo  que  hacia  las  veces  de  capataz  y  les  azotaba 
casi  de  continuo  para  escitar  su  actividad . 

La  marca  se  aplicaba  con  un  hierro  candente  al  esclavo  que 
habia  cometido  algún  delito,  imprimiéndola  en  la  frente  ó  en  algu- 
na otra  parte  del  cuerpo,  que  solía  ser  aquella  de  que  procedía  la 
culpa.  El  hierro  tenia  esculpidas  ciertas  letras  formando  relieve  y 
se  cubria  de  tinta  la  herida  que  causaba.  Esta  pena,  injusta  siempre 
é  impolítica  porque  es  irremisible,  trae  su  origen  de  los  tiempos  más 
remotos  y  ha  estado  en  uso  en  algunos  paises  hasta  época  bastante 
reciente.  Los  griegos  la  trasmitieron  á  los  romanos.  Constantino  fué 
el  primero  que  ordenó  que  no  se  imprimiese  aquel  signo  ignomi- 
nioso en  la  frente. 

.    CAPÍTULO  III 

Roma  en  los  tiempos  primitÍTos.  — Patricios  j  Plebeyos.  —  Peía  asignada  al  crimen 
de  lesa  magostad.  —  La  Degollación.  —  La  prisión  lamertina  j  el  T  ni  1  i  a  n  i  m. 
—  ley  Valeria.  —  Las  Doce  Tablas. 

La  marcha  progresiva  de  la  civilización  nos  lleva  naturalment  e 
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de  Grecia  á  Roma,  cuya  historia  bajo  el  punto  de  vista  propio  del 
asunto  objeto  de  nuestro  estudio,  ofrece  diversos  aspectos  á  cansa 
de  las  varías  formas  de  gobierno  que  sucesivamente  constituyeron 
e!  estado  político  de  aquel  pueblo. 

De  la  época  primitiva  ó  sea  la  en  que  dominaron  los  reyes,  son 
escasos  ios  datos  que  se  ha  conseguido  recoger,  con  relación  á  las 
leyes  que  la  rigieron,  porque  la  recopilación  atribuida  4  Papirio  no 
«e  ha  conservado,  y  hasta  ha  negado  la  critica  moderna  su  exis- 
tencia, sosteniendo  que  la  conocida  bajo  dicho  nombre,  fué  un  es- 
crito apócrifo.  Lo  único  que  cabe  asegurar  es,  que  el  derecho  pri- 
mitivo de  los  romanos  fué  resultado  de  la  fusión  de  elementos  to- 
mados de  diversos  pueblos.  Según  refiere  Pomponio,  los  reyes 
administraban  justicia  en  las  causas  criminales^  ya  por  sí  solos  ó 
bien  asistidos  de  un  consejo;  más  tarde  crearon  la  magistratura  de 
los  duumviros  ó  cuestores,  de  cuyas  sentencias  conocía  el  pueblo 
en  apelación. 

Dos  suplicios  que  han  llegado  á  ser  célebres  tuvieron  lugar  du- 
rante el  periodo  en  que  rigieron  las  leyes  reales;  el  de  Horacio,  que 
habia  dado  muerte  ¿  su  hermana,  y  el  del  dictador  Mélius  Suffétius. 
Ocurrieron  esos  dos  sucesos  bajo  la  dominación  del  tercer  rey  de 
Roma,  Tulio  Hostilio.  £1  padre  de  Horacio  declara  que  este  ha 
obrado  con  justicia  al  dar  muerte  á  su  hermana,  afirmando  asi 
enérgicamente  en  la  naciente  Roma,  el  derecho  patriarcal  y  el  po- 
der absoluto  del  padre  sobre  sus  hijos.  Esto  no  obstante,  es  llevado 
el  homicida  á  la  presencia  del  rey  y  este  convoca  al  pueblo  y  dice: 
«Nombro  con  arreglo  á  la  ley,  duumviros  que  van  á  juzgar  el  cri- 
men de  Horacio»  (i).  Los  duumviros  pronunciaron  sentencia  con- 
denatoria y  tomando  uno  de  ellos  la  palabra  dijo :  «P.  Horacio  te 
declaro  culpable;  átale  las  manos,  lictor.»  Acercábase  ya  este  y  dis- 
ponía los  cordeles,  cuando  Horacio,  siguiendo  el  consejo  del  rey, 
clemente  intérprete  de  la  ley,  exclamó:  «Apelo  de  esa  sentencia.» 
El  pueblo  discutió  el  caso  y  conmovido  al  oir  las  protestas  del  padre 


M )  Tito  Livío  pone  esas  palabras  en  boca  del  rey.  La  ley  á  que  se 
refiere  no  pedia  sor  más  qoe  un  uso  ó  costumbre,  puesto  que  está 
averíguado  qae  no  precedió  en  Roma  ninguna  ley  escrita  á  las  Doce 
Tablas. 
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de!  reo,  que  aseguraba  que  su  hija  había  merecido  la  muerte  y  que 
si  así  DO  fuera,  él  mismo  habría  hecho  uso  del  derecho  paterno, 
desplegando  uo  justo  rigor^  condenó  tan  sólo  i  Horacio  á  pasar  con 
la  cabeza  descubierta,  por  debajo  de  una  especie  de  yugo  formado 
por  un  madero  atravesado  á  cierta  altura  sobre  el  camino.  Cele- 
bráronse además  algunos  sacrificios  espialorios  y  tuvo  el  padre  que 
pagar  una  multa  al  tesoro  público,  como  en  rescate  de  su  hijo. 

La  muerte  del  dictador  de  Alba,  Métius  SufTétius,  que  había 
sublevado  una  colonia  reciente  de  Roma,  presenta  el  primer  ejem- 
plo conocido  de  un  suplicio  que  quedó xeservado  después  páralos 
regicidas. 

«Métius,  dijo  el  rey  Julio,  la  perfidia  es  un  mal  incurable;  que 
tu  suplicio  ensene  á  los  hombres  á  creer  en  la  santidad  de  los  ju- 
ramentos y  á  guardar  la  fé  que  has  violado.»  Enseguida  hizo  apro- 
ximar dos  carros  tirados  por  cuatro  caballos,  y  una  vez  atado  á 
ellos  el  desdichado  Métius,  fueron  lanzados  en  sentido  opuesto 
aquellos  animales  que  destrozaron  y  se  llevaron  arrastrando  sus 
sangrientos  miembros.  Horrible  espectáculo  que  refiere  el  historia- 
dor Tito  Livio,  afirmando  fué  el  primero  y  último  suplicio  en  que 
Boma  dio  al  olvido  todo  sentimiento  de  humanidad.  Apesardeesto, 
las  leyes  de  las  Doce  Tablas  de  que  luego  nos  ocuparemos,  y  otras 
que  las  siguieron,  demuestran  que  es  una  quimera  la  suave  man- 
sedumbre que  el  citado  escritor  quiere  atribuir  á  la  penalidad  ro- 
mana, sin  que  por  eso  deje  de  reconocerse  que  aquellas  marcaron 
de  todos  modos  un  notable  progreso  conquistado  por  la  civilización 
sobre  la  barbarie. 

Según  todas  las  probabilidades  é  indicios  recogidos,  los  castigos 
que  se  imponían  á  los  patricios  no  eran  los  mismos  que  se  hacían 
sufrir  á  los  plebeyos.  No  regia  el  misipo  Código  para  unos  y  otros, 
ni  gozaban  las  dos  castas  de  iguales  derechos,  como  lo  demuestran 
la  retirada  al  Monte  Sacro  y  la  creaccion  de  los  tribunos.  El  padre 
de  familia,  el  quirile,  el  hombre  de  lanza  es  impecable  en  cuanto 
á  los  suyos  concierne.  Su  mujer^  sus  hijos^  su  parentela  entera,  sus 
colonos  y  numerosos  clientes^  no  pueden  ejercer  acción  alguna 
contra  él ;  la  ley  no  le  alcanza  en  las  relaciones  que  con  todos  ellos 
mantiene,  y  por  el  contrario,  castiga  duramente  á  los  que  del  mismo 
dependen  si  llegan  á  faltarle.  En  su  calidad  de  patricio,  solo  es  res- 
ponsable si  á  otro  patricio  ofende. 
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El  suplicio  que  solia  aplicarse  de  ordinario  al  patricio  culpable 
de  haber  alentado  contra  la  república  ó  contra  algún  individuo  de 
su  misma  casta,  era  el  de  la  degollación  que  iba  siempre  precedido 
del  azotamiento.  Así  fué  castigada  la  joven  nobleza  que  conspiró 
para  conseguir  la  vuelta  de  los  Tarquines.  La  horca  estaba  reser- 
vada á  los  plebeyos. 

Por  lo  que  hace  á  los  esclavos,  ninguna  ley  protegía  su  existen* 
eia  y  eran  castigados  con  penas  arbitrarias;  pero  á  pesar  de  todo 
eso,  su  situación  no  era  tan  dura  como  pudiera  suponerse.  Sus  due- 
ños tomaban  parte  en  sus  trabajos  y  vivian  habitualmente  á  su  la- 
do^ apreciando  con  justicia  el  valor  de  los  servicios  que  les  presta* 
bao.  Cada  esclavo  era  un  capital,  y  por  tanto^  importaba  mucho  no 
perderlo  y  evitar  su  diminución ;  así  que  el  castigo  más  rigoroso 
que  según  Plutarco  se  le  solia  imponer  en  la  Roma  primitiva,  con- 
sistía en  hacerle  llevar  un  madero  en  forma  de  horquilla  de  los  que 
sirven  de  punto  de  apoyo  al  eje  de  un  carro  y  recorrer  con  aquella 
carga  la  vecindad.  No  siempre  se  les  trataba,  no  obstante,  tan  be- 
nignamente, porque  es  lo  cierto,  que  ya  en  tiempo  de  los  reyes  ba- 
bia  en  Roma  uo  sitio  llamado  el  Sextertiunif  destinado  especial- 
mente á  las  ejecuciones  de  los  esclavos  condenados  á  la  pena  de 
muerte.  El  SexUrtium  estaba  situado  en  las  afueras  de  la  ciudad  y 
en  el  extremo  del  monte  Esquilino.  ^ 

También  data,  según  la  tradición,  de  la  misma  época  de  los  re- 
yes, la  construcción  de  la  cárcel  más  grande  de  Roma,  la  Mamerti- 
na.  Habíala  hecho  construir  el  cuarto  rey  Anco  Marcio.  Obede- 
ciendo éste  al  espíritu  de  absorción  que  constituyó  la  verdadera 
fuerza  de  Roma,  trasladó  á  esta  ciudad  á  los  vencidos  en  la  toma 
de  una  ciudad  del  Lacio^  asignándoles  como  punto  de  residencia  el 
Monte  Aventino;  pero  en  vista  de  que  la  agrupación  de  tanta  gen- 
te daba  lugar  á  que  aumentara  considerablemente  el  número  de 
crímenes^  se  hizo  levantar  en  una  altura  que  dominaba  la  ciudad  y 
hasta  amenazaba  al  mismo  Foro,  una  prisión  que  pudiera  servir  de 
freno  á  la  audacia  siempre  creciente  de  los  malvados. 

Esa  prisión,  construida  con  grandes  piedras  de  talla  que  queda* 
ban  sobrepuestas  y  ajustadas  sin  cimento  ni  argamasa  de  ninguna 
especie^  se  componía  de  una  gran  sala  cuadrangular  que  recibía  la 
luz  de  una  reja  colocada  sobre  la  puerta.  Debajo  de  aquella  sala, 
que  estaba  al  nivel  del  suelo,  hizo  el  rey  Servio  Tulio  abrir  un  ca- 
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labozo  subterráneo  que  lomó  el  nombre  de  TuBianum ,  y  cuya 
descripción  nos  ba  dejado  el  célebre  escritor  Salustio.  Era  una  es- 
pecie de  fosa  rodeada  por  todos  lados  de  espesos  muros  y  cubierta 
de  una  bóveda  cónica,  formada  de  gruesas  piedras.  Penetrábase 
allí  por  un  agujero  circular  situado  en  el  centro  de  la  bóveda,  y 
que  dejaba  percibir  un  repugnante  y  nauseabundo  olor;  el  que  sue- 
len exhalar  siempre  los  lugares  que  carecen  de  aire  y  de  luz,  uni- 
do, al  propio  tiempo,  al  de  los  deletéreos  miasmas  emanados  de 
mil  inmundicias  y  restos  humanos  en  putrefacción.  Introducíase  en 
aquel  siniestro  lugar,  descolgándolos  con  una  cuerda  á  los  culpa- 
bles del  delito  de  lesa  majestad,  y  ya  en  él  eran  estrangulados  ó 
decapitados  por  mano  del  verdugo. 

La  Mamertina  se  halla  hoy  transformada  en  Iglesia  y  también 
subsiste  el  Tullianum  convertido  en  capilla  subterránea.  (1) 

Cuando  cayeron  los  reyes,  logró  conquistar  la  plebe  sobre  el 
patriciado,  la  célebre  ley  Valeria  que  fué  seguida  á  poco  de  las 
Doce  Tablas.  La  ley  Valeria  prohibia  que  un  solo  magistrado  pro- 
nunciara una  sentencia  capital  y  confiaba  además  el  conocimiento 
de  las  causas  criminales  á  los  comicios  por  centurias^  los  que  á  su 
vez  solían  dar  poderes  á  algunos  ciudadanos  para  dirigir  la  ins- 
trucción, pronunciar  el  fallo  en  nombre  del  pueblo  y  cuidar  de  su 
cumplimiento,  tlamábaseles  en  esos  casos  qtmstares  pairiddii ;  no 
debiendo  entenderse  que  significase  entonces  la  palabra  parri- 
cidium,  lo  que  entre  nosotros,  sino  el  simple  homicidio  cometido  en 
la  persona  de  un  semejante^  Paris-cidium.  Las  disposiciones  de  la 
ley  Valeria  no  eran  aplicables  á  los  extranjeros  ni  á  los  esclavos,  á 
quienes  el  Cónsul  por  su  propia  autoridad  podia  mandar  fueran 
azotados  ó  conducidos  al  patíbulo.  Tampoco  comprendía  al  ejército 
ni  limitaba  en  lo  más  mínimo  el  poder  paterno  superior  á  la  autori- 
dad del  pueblo. 

A.  la  ley  Valeria  siguieron,  según  se  deja  indicado^  las  de  las 
Doce  Tablas,  que  fueron  publicadas  40  anos  después  de  la  reti-* 


(I)    Los  reos  que  bajaban  al  Tullianum  eran  ejecutados  poco  des- 

fmes:  no  así  los  inrelices  á  (j^uienes  se  encerraba  en  época  reciente  en 
as  mazmorras  de  la  Inqnisicion,  que  eran  condenados  á  una  vida  mil 
veces  peor  que  la  muerte. 
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rada  de  la  plebe  del  MoDte  Sagrado  (ano  303  de  Boma)  y  que  es* 
tablecieroD  los  dos  grandes  principios  de  la  igualdad  y  publicidad 
del  Derecho. 

Mocho  se  ha  debatido  sobre  el  origen  de  las  Doce  Tablas,  preten- 
diendo unos  que  solo  tomaron  los  autores  de  ese  Código  ligeros  deta- 
lles de  las  leyes  griegas,  y  sosteniendo  otros  que  entraron  por  mu- 
cho en  su  redacción  el  elemento  griego  ;  el  genio  oriental.  Paréce- 
nos  esto  último  lo  más  acertado,  porque  muchas  de  las  prescripcio- 
nes que  las  citadas  leyes  contienen,  lo  demuestran  de  un  modo  in- 
dudable; no  debiendo  echarse  en  olvido,  que  la  analogía  en  las  cos- 
tumbres penates  constituye  casi  siempre  un  vehemente  indicio  de 
comunidad,  semejanza  ó  fusión  de  razas,  porque  el  género  de  cas- 
tigos lo  mismo  que  los  usos  religiosos,  revelan  siempre  el  genio 
nativo  de  los  pueblos  y  dan  luz  acerca  de  su  origen. 

La  primera  de  las  penas  consignadas  en  las  Doce  Tablas,  es  la 
del  TaHon;  esa  regla  del  par  pari  refertur,  ese  castigo  por  reci- 
procidad aceptado  por  todos  los  pueblos  del  Asia  y  que  se  halla 
escrito  en  los  términos  más  formales  en  los  libros  mosaicos.  Los  ro- 
manos lo  templaban  oponiéndole  el  derecho  de  transacción  muy  en 
uso  en  la  Grecia  de  los  tiempos  heroicos. 

Por  lo  demás  las  penas  seguian  revistiendo  por  lo  general  más 
bien  un  carácter  privado,  que  un  carácter  público  y  social.  Los 
Decemviros,'á  quienes  se  debió  la  redacción  de  las  Doce  Tablas, 
ordenaban  «que  el  que  fracturase  un  miembro,  sufriera  la  pena  del 
Talion^  á  menos  que  no  se  arreglase  con  el  ofendido». 

También  se  apropió  Roma  aumentando  su  rigor,  los  preceptos 
que  en  punto  á  deudores  contenían  las  leyes  egipcias  y  griegas^  en 
virtud  de  los  que  la  persona  del  deudor  insolvente,  quedaba  adju- 
dicada al  acreedor  que  podia  conservarlo  á  su  lado  en  calidad  de 
esclavo  ó  venderlo  en  país  extraño.  Más  dura  todavía  la  ley  roma- 
na, hacia  del  deudor  y  su  familia  una  especie  de  prenda  ó  garan- 
tía del  crédito  en  términos  que  venían  á  ser  él  y  sus  hijos  cosa  del 
acreedor,  y  tomaban  un  nombre  que  expresaba  la  desaparición  de 
su  individualidad:  noxuSy  noesuus.  No  eran  ya  ciudadanos  libres  y 
formaban  una  clase  que  ocupaba  un  lugar  intermedio  entre  el  es- 
clavo y  el  hombre  libre. 

Cada  senador,  cada  patricio,  tenia  en  su  casa  una  prisión  des- 
tinada á  los  addtcH,  á  los  deudores  que  le  habian  sido  adjudicados 
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á  quienes  podía  tener  encerrados  allí  durante  sesenta  dias,  sujetos 
con  una  cadena  de  hierro  cuyo  peso  fijaba  la  ley  prescribiendo  no 
excediera  de  quince  libras,  y  alimentándolos  con  una  libra  de  ha- 
rina al  dia.  Trascurridos  los  sesenta  dias,  el  acreedor  podia  si  que- 
ría satisfacer  su  deseo  de  venganza,  darles  muerte;  ó  en  otro  caso 
si  hablaba  más  alto  en  él  la  voz  del  interés,  llevarlos  tres  días  al 
mercado  y  luego  venderlos  á  un  extranjero  al  otro  lado  del  Tíber. 

En  casi  todas  las  otras  penas  enumeradas  en  las  Leyes  de  las 
Doce  Tablas,  se  muestra  muy  de  realce  el  carácter  particular  de 
Roma,  unido  al  espíritu  duro  é  inflexible  de  los  orientales.  De  ahí 
los  terribles  suplicios  asignados  á  los  delitos  contra  la  vida  ó  la 
propiedad  de  los  particulares  y  de  ahí  también  la  suerte  señalada 
á  la  mujer  y  el  exhorbitante  poder  concedido  al  padre  de  fa- 
milia. 

El  incendiario  era  castigado  con  la  pena  preliminar,  por  decir- 
lo asi,  de  azotes,  y  luego  con  la  del  fuego  ó  sea  la  del  Talion:  el  tes- 
tigo falso  y  el  esclavo  sorprendido  al  cometer  un  robo,  eran  azota- 
tados  y  precipitados  en  seguida  desde  lo  alto  de  la  roca  Tarpeya. 
Azotábase  asimismo  al  libelista,  hasta  dejarle  muerto  y  el  homici- 
da voluntario  después  de  los  azotes  era  colgado  de  un  árbol;  cas- 
tigos todos  ellos  originarios  del  Oriente. 

Condenábase  también  á  muerte  al  que  por  medio  de  encantos 
ó  malas  artes  destruía  la  cosecha,  al  que  la  seducía  atrayéndola  del 
campo  vecino  al  suyo,  y  al  que  hacia  entrar  furtivamente  y  á  favor 
de  la  oscuridad  de  la  noche,  su  ganado  en  un  campo  ajeno  ó  se- 
gaba el  trigo  del  mismo. 

Disintiendo  de  Solón  que  no  admitía  la  posiblídad  del  parrici- 
dio, los  legisladores  de  las  Doce  Tablas  castigaban  muy  severamen- 
te ese  horrible  crimen.  «Si  un  hijo  mata  á  su  padre,  se  le  vendará  n 
los  ojos  y  envuelto  y  cosido  dentro  de  un  saco  de  cuero,  se  le  ar  - 
rojará  al  Tiber  ó  al  mar.» 

Son  muy  notables  las  exclamaciones  que  ese  precepto  arran  có 
á  Cicerón.  «¡Oh  sabiduría  incomparable  de  nuestros  antepasados! 
¡No  parece  que  quisieron  excluir  de  la  naturaleza  entera  al  culpa- 
ble á  quien  arrebataban  á  la  vez  el  cielo,  el  sol,  la  tiera  y  el  agua, 
de  tal  suerte  que  el  miserable  que  dio  la  muerte  á  aquel  por  quien 
habia  visto  la  luz,  se  encontraba  fuera  del  contacto  de  los  elemen- 
tos que  sirven  para  la  existencia  de  todos  los  seres!  Durante  los 
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eertos  instantes  de  vida  que  se  le  dejaban,  el  parrieida no  podía  ya 
respirar  el  aire  del  cielo;  mona  y  la  tierra  no  tocaba  sus  huesos: 
convertíase  en  juguete  de  las  olas  que  no  llegaban  á  humedecer  su 
cuerpo.  Por  último,  arrojado  á  la  orilla  después  de  muerto,  ni  si- 
quiera pedia  encontrar  sepultura  entre  las  rocas»  (1). 

La  ley  Pompeya  aumentó  todavía  más,  el  horror  de  ese  suplicio, 
ordenando  fueran  metidos  en  el  saco  con  el  parricida,  un  perro,  un 
mono,  un  gallo  7  una  víbora.  El  perro  simbolizaba  la  rabia,  el 
mono  al  hombre  privado  de  razón,  y  les  eran  agregados  el  gallo 
porque  se  revuelve  muchas  veces  contra  su  madre  y  la  víbora  por. 
que  viene  al  mundo  desgarrando  el  vientre  en  que  ha  nacido  (2). 
Según  Tito  Livio  el  primero  que  sufrió  ese  suplicio  fué  Pobli- 
cius Malleolus,  que  dio  muerte  á  su  madre  el  ano  683  de  Roma; 
pero  parece  inverosímil  que  no  hubiera  habido  ningún  otro  parri- 
cida en  Roma  durante  seis  siglos.  Un  siglo  después  de  la  ejecución 
de  Malleolus,  se  hizo  tan  frecuente  ese  crimen,  que  dio  motivo  i 
que  Séneca  escribiera  estas  tremendas  palabras:  «Concluyóla  pie- 
dad filial;  hace  tiempo  que  vemos  más  sacos  que  cruces  (3)»  T  eso 
que  Sylla  habia  promulgado  una  ley  que  recordaba  las  penas  im- 
puestas á  los  parricidas  y  agregaba  la  de  confiscación. 

Respetando  las  Doce  Tablas  la  autoridad  del  padre  de  familia, 
base  y  fundamento  del  derecho  en  la  época  de  que  hablamos,  ten- 
dieron no  obstante  á  limitarla  algún  tanto.  Podia  el  padre  dar 
muerte  al  hijo  deforme  en  el  momento  de  nacer;  le  era  lícito  tam- 
también  reducir  á  prisión  á  sus  hijos ,  azotarlos  y  venderlos  aun- 
que ocuparan  altos  puestos  en  la  república.  El  hijo  á  la  primera 
señal  del  padre,  autoridad  inviolable  ,  abandonaba  la  silla  curul  y 
comparecía  cabizbajo  ante  el  jefe  de  la  familia^  que  le  juzgaba  sin 
que  pudiera  alzar  nadie  la  voz  en  son  de  protesta  y  le  inmolaba  si 
lo  creia  justo  al  pié  de  los  lares  paternos.  Las  Doce  Tablas  orde- 
naron, y  esta  fué  la  limitación  ó  elemento  moderador  por  esas  leyes 
introducido,  que  si  el  padre  ponia  tres  veces  en  venta  al  hijo,  que- 


(1)  Pro  Sexto  Róselo. 

(2)  Instituís, t  \\h.  18,  tu.  48:  el  comentador  Corvin  explicó  este 
simbolismo. 

(3)  Tratado  de  la  Clemencia^  lib.  \ ,  83. 

TOMO  L  43 


338  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

daba  éste  emancipado ,  ya  fuese  aquella  real  ó  simulada.  El  hijo 
emancipado,  de  cosa  que  era  antes,  pasaba  á  ser  persona  y  jefe  de 
familia  á  su  vez.  Dependía  la  mujer  en  absoluto  del  marido  que 
podia  venderla,  siendo  este  un  medio  cómodo  y  espedito  de  repu- 
diarla ;  medio  que  se  ha  perpetuado  en  Inglaterra  hasta  nuestros 
dias.  Si  el  marido  obtenía  una  prueba  irrecusable  del  adulterio  de 
su  mujer,  podia  darla  muerte ;  si  carecía  de  esa  prueba  debia  juz- 
garla en  presencia  de  los  parientes  de  la  misma,  que  tenían  voto 
consultivo. 

(Se  eaiUinuará) 
Federico  MELCHOR  y  LAMANETTE. 


EMJÜICIAMIENTO  CIVIL 


TERCERÍAS 


Como  estas  ban  sido  conceptuadas  bajo  el  punto  de  vista  pro- 
cesal civil,  como  jwcio  derivado  del  ejecutivo^  perm{tasenos  que 
expliquemos  el  génesis  y  extensión  délas  derivaciones  mismas,  pa- 
ra no  incurrir  en  algunos  errores  que  ha  padecido  algún  Juez  aun 
de  los  más  rectos  é  ilustrados. 

Las  tercerías  están  fundadas  en  la  reciprocidad  délas  acciones 
y  de  las  excepciones  consignadas  en  el  fragmento  del  libro  del  Di- 
gesto Romano,  SO,  tít.  ti,  ley  por  la  grande  analogía  que  existe 
entre  unas  y  otras.  De  aquí  que  se  estiendan  las  unas  al  compás 
de  las  otras  y  viceversa,  por  razón  de  la  relatividad  esencial  á  todo 
derecho. 

Extendida  así  la  tercería,  puede  ser  excluyente  ó  coadjuvante^ 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  acción  6  excepción^  pero  excepción  del  eje- 
cutante, y  acción  del  ejecutado,  sin  que  pueda  ser  otra  cosa  que 
acción  ó  excepción^  ó  las  dos  cosas  á  la  vez,  es  decir,  co-accion  con- 
tra el  ejecutado,  coexcepcion  contra  el  ejecutante. 

En  su  virtud,  las  tercerías  no  pueden  ser  anómalas  ó  especiales 
bajo  el  punto  de  vista  de  los  procedimientos^  por  lo  cual  se  siguen 
á  la  manera  del  juicio  ordinario;  no  puede  limitarse  el  derecho 
propio  del  tercero,  sino  que  también  ha  de  servir  para  combatir  todo 
cuanto  se  haya  hecho  durante  el  juicio  ejecutivo  contra  él.  Por  lo 
mismo  le  ha  de  ser  potestativo  alegar  y  probar  cualesquiera  ó  todas 
las  excepciones  que  le  convengan  contra  el  ejecutante,  no  sólo  las 
perentorias  sino  las  dilatorias,  tanto  las  que  asistan  contra  el  ejecu- 
tado, como  las  que  correspondan  contra  el  ejecutante,  tales  como 
la  falsedad,  prescripción,  novación,  etc.,  de  que  habla  el  art.  965 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Las  tercerías  que  estamos  examinando  deberán  alcanzar  hasta 
anular  el  juicio  ejecutivo  cuando  éste  lleve  consigo  nulidad ;  llega- 
rán hasta  servir  de  base  y  motivo  á  una  denuncia  criminal,  y  com- 
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prenderán  todos  los  procedimientos  necesarios  para  la  discusión  y 
declaración  de  los  derechos  referentes,  debiéndose  considerar  como 
un  preliminar  de  juicio  universal  de  concurso  de  acreedores, 
siendo  por  su  naturaleza  y  relativamente  á  los  derechos  respectivos, 
como  en  juicio  de  liquidación  verdadero,  en  el  que  puede  propo- 
nerse toda  reclamación. 

Así  ha  de  ser  si  se  atiende  que  como  liquidadoras  las  tercerías 
establecen  una  especie  de  sociedad,  de  que  los  tres,  el  ejecutante, 
ejecutado  y  tercero  son  socios  obligados,  socios  de  haber  propio  y 
deber  contra  el  ejecutado  y  ejecutante,  sociedad  obligada  acompa* 
nada  de  respectivas  preferencias,  preferencias  de  dominio,  de  des- 
membraciones de  dominio  y  de  expectativa  y  derechos  reales  ú  obli- 
gaciones etc.,  condensadas  en  el  lenguaje  técnico  legal  de  dominio 
y  de  mejor  derecho. 

Y  no  puede  ser  de  otro  modo  si  se  comprende  que  las  tercerías 
son  las  expresiones  de  los  derechos  todos,  como  se  ve  en  todos  -los 
Códigos  y  en  todas  las  leyes,  donde  se  hace  mención  de  los  dere- 
chos de  un  tercero,  porque  son  el  vínculo  de  unión  de  todas  las 
cuestiones  y  su  extensión  el  conocimiento  de  la  solución  de  to- 
das las  dificultades  jurídicas,  porque  el  tercero  limita  el  dere- 
cho del  segundo  y  por  medio  de  este  señala  ios  del  primero,  por- 
que presentando  la  colisión  ó  analogía  de  los  derechos  indica  la 
legitimidad  ó  ilegitimidad  de  las  reclamaciones,  demandas,  escri- 
tos, etc.  Testigo  la  ley  Hipotecaria,  testigo  la  ley  orgánica  del  Po- 
del  judicial  y  también  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  sin  más 
diferencias  que  el  cambio  de  nombres,  pues  que  la  primera  ha- 
bla simplemente  de  terceros,  la  segunda  de  terceros  opositores,  y 
la  última  de  actores  civiles  terceros  indudables. 

¡Plugieraá  Dios  que  nuestros  companeros  diesea  la  importan- 
cia debida  á  las  tercerías,  que  de  seguro  opinarían  como  nosotros, 
porque  son  la  medida  de  los  derechos  de  otros,  porque  son  de 
los  deberes  que  tenemos  con  respecto  á  ellos!  Sin  embargo,  esta- 
mos dispuestos  á  rectificar  y  aun  reformar  nuestras  opiniones  sí  se 
nos  prueba  que  vamos  equivocados. 

JoAQcriif  Maicubl  db  MONBR. 


i 


DERECHO  CANÓNICO 


¿El  art.  25  del  Concordato  de  iS&l  ha  cambiado  radicalmente 
la  fundación,  erecion  y  conservación  de  las  Iglesias  filiales  y  ma- 
trices ó  parroquiales? 

Muy  importante  nos  parece  el  examen  de  esta  cuestión,  por- 
que se  refiere  á  las  relaciones  que  deben  existir  entre  las  Iglesias 
parroquiales  y  sus  curas  párrocos,  y  las  demás  Iglesias  sitas  en 
sus  respectivas  parroquias ;  casi  necesario  consideramos  en  estos 
tiempos,  explicar  lo  que  son  dichas  filiales  y  sus  servidores,  lo  que 
valen,  y  lo  que  pueden  relativamente  á  ellos  los  párrocos. 

Desde  luego,  confesamos  que  nuestro  intento  no  es  hablar  de 
Iglesias,  Capillas  ni  Oratorios  exentos,  si  no  de  aquellos  templos 
y  beneficiados  que  los  rijen,  que  pertenecen  á  una  feligresía  y  se 
hallan  constituidos  bajo  el  régimen  común  canónico  y  cuya  unión 
con  las  Iglesias  principales,  no  es  la  de  eque  et  principaliter  como 
dicen  los  cánones  sagrados  y  jurisconsultos,  y  por  tanto  si  no  de  los 
que  hay  entre  unas  y  otras  ciertas  subordinaciones  necesarias  por 
el  respeto  y  dignidad  de  las  primeras  que  se  consideran  mayores,  en 
cuanto  á  las  segundas  que  son  menores. 

Estas  Iglesias  debe  distinguirse  si  fueron  creadas  ó  erigidas 
con  anterioridad  ó  con  poste  rieridad  á  las  otras,  porque  ha  podido 
suceder  que  su  unión  no  implique  más  que  una  especié  de  comu- 
nidad ó  sociedad  perfecta,  donde  todas  deban  turnar^  si  bien  bajo 
las  presidencias  de  las  principales. 

No  menos  debe  distinguirse  el  caso  de  ser  dependiente  las 
filiales  de  los  que  disfrutan  cierta  peculiaridad  como  son  las  Igle- 
sias ayudas  de  parroquia,  ya  que  si  estas  son  parte  integrante  de 
las  respectivas  matrices,  funcionan  con  cierta  independencia  que  los 
párrocos  en  modo  alguno  pueden  anular  ni  alterar,  y  que  no  es  po- 
sible oscurezcan  siquiera  aquellas. 

Una  vez  establecida  esta  doctrina^  es  preciso  reconocer  que  las 
relaciones  entre  dichas  Iglesias  matrices  y  filiales  son  coordinativas 
y  subordinativas,  lo  primero,  porque  deben  ser  compatibles  unas 
con  otras  y  estar  basadas  sobre  la  atención  mutua,  y  lo  segundo 
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porque  lienen  la  primacía  de  honor  y  de  jurisdicción^  primacía  que 
les  obliga  á  conservar  y  defenderlas,  á  tratarlas  por  medio  de  sos 
párrocos,  así  comoá  los  encargados  de  ellos  como  padres,  llevando 
estos  la  carga  y  peso  principal,  para  que  se  verifique  que  si  el  oficio 
ha  de  ser  según  el  beneficio,  éste  no  puede  ser  mayor  ^ue  aquel. 

Estas  relaciones  en  consecuencia ,  estarán  significadas  por  los 
deberes  y  derechos  parroquiales,  y  las  preeminencias  por  la  parro- 
quialidad de  unas  y  no  parroquialidad  de  otras,  de  suerte  que  no 
pueda  alterarse  ni  la  una  ni  la  otra  condición ,  ó  de  forma  que  no 
sea  fácil  que  haya  colisión  en  materias  que  no  sean  parroquiales, 
y  si  las  hay,  se  resuelva  por  este  criterio  de  que  se  ampare  y  de- 
fienda aquello,  y  se  defienda  y  ampare  esto. 

Los  derechos  de  un  párroco  y  las  Iglesias,  no  anulan  las  Igle- 
sias y  funciones  de  los  encargados  de  las  demás  Iglesias  repetidas, 
porque  se  refieren  exclusivamente  á  la  administración  de  los  Sa- 
cramentos, jurisdicción  de  la  divina  palabra,  funciones  ó  solem- 
nidades eclesiásticas  y  demás  inmediatamente  anejo  á  esto,  debido 
ó  hacedero  en  épocas  ó  tiempos  prevenidos  por  los  cánones  sagra- 
dos, ó  sea  en  casos  determinados  taxativamente  prescritos  por  la 
legalidad  canónica,  y  no  en  otros  ni  más,  todo  lo.  cual  no  impide  la 
administración  del  pan  sagrado,  funciones  y  demás  en  otros  tiem- 
pos y  circunstanciáis.  Basta,  pues,  que  unas  Iglesias,  las  filiales, 
no  se  opongan  á  los  derechos  de  las  otras,  pudiendo  decir  las  filiales 
á  las  matrices  lo  que  dijo  el  Salvador  á  sus  discípulos  referido  por 
el  Evangelio  de  San  Marcos,  cap.  9\  qui  enim  non  est  adversum 
vos,  pro  vobis  est,  el  que  no  está  contra  las  mismas  Iglesias  princi- 
pales ó  sus  párrocos,  sean  Iglesias  filiales,  ó  sus  capellanes,  no  es- 
tán contra  aquellas  ni  contra  ellos. 

La  entidad  jurídico-canónica  de  las  mencionadas  Iglesias,  se- 
rá, pues,  tan  extensa  moralmente  hablando  como  los  motivos  de 
su  erección,  que  no  pueden  ser  otros  que  la  necesidad  y  utilidad 
que  dan  origen  á  los  derechos  y  entidades  todas,  de  modo  que  si  la 
necesidad  ó  utilidad  de  ellas  fuese  mayor  que  las  de  las  demás,  és- 
tas tengan  que  respetarlas  y  deferir  á  ellas  y  viceversa.  No  alcan- 
zará á  impedir  que  los  sacerdotes  de  ellas  sean  distraídos  del  mi- 
nisterio ejercido  dentro  de  las  repetidas  Iglesias  filiales  por  los  rec- 
tores de  las  matrices.  T  se  limitará  la  acción  de  estos  únicamente  á 
remover  los  obstáculos  reales  y  verdaderos  que  se  opongan  al  cul- 
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to  y  ministerio  eo  las  suyas.  El  mencionado  articulo  no  tendrá^  por 
tanto,  más  extensión  que  la  espresada;  las  Iglesias  indicadas  por  él 
continuarán  bajo  el  mismo  pié  que  lo  estuviesen  antes;  sus  cape- 
llanes podrán  libremente  ejercer  sus  funciones  sin  que  puedan  ser 
trasladados  ó  impedidos  por  los  párrocos^  y  en  todo  caso  se  consi- 
derará como  artículo  de  policía  canónica  la  disposición  concordada 
referida,  según  resulta  de  una  comparación  con  los  demás  artículos 
y  doctrina  canónica  anterior  vigente. 

Joaquín  M.  db  MONER. 


á 


LEGISLACIÓN 


PRESCRIPCIONES 


Estas  son  más  que  las  cosas  jurídicas,  que  los  derechos  y  las  ac- 
ciones» por  lo  cual  son  en  cierta  manera  distintas  de  ellas.  Son  igual- 
mente más  que  las  excepciones»  sabida  la  reciprocidad  que  tienen 
estas  con  las  acciones. 

Las  prescripciones  son  más  que  todo  aquello,  porque  son  las 
formas  de  la  caducidad  verdadera,  como  las  cosas,  derechos  y  ac- 
ciones lo  son  del  origen  y  continuidad  legal.  Son  la  caducidad  de  la 
jurídico  creador  de  la  cosa,  de  lo  facultativo  organizador  continuati- 
vo del  derecho,  y  de  lo  perfeccionante  de  la  determinación  de  la 
acción. 

Las  prescripciones  en  consecuencia,  son  públicas  y  políticas,  ad- 
ministrativas, civiles,  penales  y  procesales,  además  de  ser  natu- 
rales y  canónicas,  división  la  más  acomodada  á  la  generalidad  que 
la  de  adquisitiva  y  liberatoria,  pero  son  también  todas  liberatorias 
y  adquisitivas  en  su  efectividad,  por  librar  de  reclamaciones  al  que 
adquiere,  y  adquirirse  derechos  y  ventajas  por  los  que  son  por  ellas 
libertados. 

Las  mismas  prescripciones  han  de  ser  por  lo  mismo  constante- 
mente fijadoras  de  las  cosas,  derechos  y  acciones;  todas  á  fuer  de 
determinadoras,  han  de  ser  tan  análogas  á  estas  que  las  sigan  como 
la  sombra  al  cuerpo  sin  dejar  de  comprenderlo  todo,  por  ser,  como 
decia  Cicerón,  las  ultimadoras  ó  ultimaciones  subjetivas  y  objeti- 
vas finis  soiicitudinis  et  lUium,  6  el  fin  de  las  reclamaciones  y  de 
los  expedientes. 

Como  estas  demandas  y  pleitos  son  la  expresión  de  todo  lo 
legal  y  de  todo  lo  jurídico,  teórico  y  práctico  á  un  tiempo  mismo, 
resulta  que  son  como  las  sentencias  ejecutorias  verdades  jurídicas 
incontrastables,  como  dice  en  la  ley  207,  tít.  i7,  lib.  50,  fallos  que 
la  sociedad,  que  el  Estado  por  el  ministerio  de  la  legalidad  dicta,  con- 
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deDaDdo  á  los  que  pierden  las  cosas  ó  derechos  por  prescripción,  ó 
declarando  que  no  las  toquen  á  los  prescribentes,  ó  bien  absolviendo 
á  estos  de  toda  reclamación  ó  mando,  obligándoles  á  hacer  valer  es- 
tas sentencias. 

Absolutorias  y  condenatorias  las  prescripciones  se  imponen  po- 
líticamente por  medio  de  abstracciones,  administrativamente  por 
medio  de  distribuciones  y  asignaciones  ó  concesiones,  civilmente 
por  medio  de  silencio  ó  callamiento  perpetuo,  penalmente  por  me- 
dio de  indultos  y  cesaciones  de  persecuciones,  procesalmente  por 
cesación  de  recursos,  de  beneficios,  etc.,  canónicamente  por  difi- 
cultades, y  naturalmente  por  imposibilidades  materiales  y  mo- 
rales. 

Las  repetidas  prescripciones  tienen  por  tanto,  una  significación 
mayor  que  las  que  acostumbra  ¿  atribuírseles,  no  sólo  por  causa 
de  la  negación  que  les  acompaña,  sino  por  el  positivismo  ó  afirma- 
ciones de  que  están  revestidas.  Ellas  niegan  las  cosas,  derechos  y  ac- 
ciones, ó  sea  que  las  primeras  no  sean  jurídicas,  que  los  segundos  no 
tengan  ejercicio,  y  que  las  últimas  carezcan  de  curso  ó  funciona- 
miento ó  bien  privándoles  á  unas  de  su  evolución  primera  jurídica, 
á  otros  de  su  desarrollo  subsiguiente,  y  á  las  otras  de  la  termina- 
ción de  su  completo  desenvolvimiento,  y  ellas  afirman  la  constitu- 
ción de  las  cosas,  la  determinación  de  los  derechos  y  la  expresión 
y  valor  de  las  acciones. 

Son  no  menos  que  acciones,  excepciones,  porque  no  solamen- 
te atribuyen  facultades  de  obrar,  sino  que  conceden  derechos  para 
impedir,  para  limitar.  £n  este  concepto  son  lo  uno  y  lo  otro ;  aque- 
jo según  la  procedencia,  esto  según  sus  consecuencias,  y  todo  por- 
que no  es  dable  darles  de  otra  manera  la  debida  importancia. 

Así  que  las  prescripciones  son  derechos  nuevos  perfectos,  co- 
sas referentes  jurídicas  nuevas  indudables,  acciones  novísimas  ver- 
daderas. Son  cosas  nuevas,  porque  en  determinado  tiempo  forman 
parte  de  nuestro  patrimonio;  son  derechos  nuevos,  porque  surjen 
en  seguida  que  aparece  la  buena  fé,  y  son  novísimos  derechos  tan 
pronto  que  nos  vemos  asistidos  de  su  verdadero  título.  No  pueden 
de  este  modo  empequeñecerse,  haciendo  distintas  las  prescripcio- 
nes de  cosas  de  las  de  derechos  y  acciones ,  nunca  se  limitaron  la 
extensión  y  tendencias  generalizadoras  de  toda  prescripción,  si  se 
consideran  lo  que  son,  lo  que  valen  y  lo  que  pueden,  porque  son  la 
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legalidad,  porque  valen  todo  el  derecho  y  pueden  todo  lo  que  es  po- 
testativo, ya  que  son  en  compendio  grandes  definiciones  legales  per- 
tenecientes á  su  constitución,  á  los  principios  de  la  legislación^  á  este 
ramo  más  que  á  los  restantes,  en  su  regulación  al  derecho  más  que 
á  los  demás  órdenes,  y  en  su  aplicación  constante  de  todo  lo  con- 
suetudinario, porque  son  las  tradiciones  legales  reconocidas,  lo  prác- 
tico y  ejecutivo  llevado  á  efecto,  la  síntesis  de  nuestro  haber  legal, 
la  posesión  acabada  según  nuestro  humilde  parecer  y  sentir,  y  sus 
agraciados  novissiml  prmi  et  prími  novissimi  del  Evangelio. 

Joaquín  Manuel  de  MONER. 


1 


^ECCION     pIBLIOQF^ÁJi'ICA 


La  Beneficencia  en  España,  por  el  Dr.  D.  Fermín  Hernández 
Iglesias,  jefe  de  la  Sección  de  Beneficencia  en  el  Ministerio  de  la  Go- 
bernación.— Madrid;  Minaesa,  1876. — 2  vol.  en  4°,  W  pesetas. 

Descuidados  andan  seguramente  en  España,  ¿  pesar  de  su  in- 
discutible importancia»  los  estudios  sobre  ramos  especiales  de 
nuestra  Administracioa  y  nuestro  derecho.  Sucede  de  este  modo 
que,  desconociendo  los  precedentes  históricos  de  algunas  institu- 
ciones y  áuD  el  estado  actual  de  otras,  busquemos  en  extranje- 
ros países  modelos  y  enseñanzas  que  de  antiguo  venian  existiendo 
y  desarrollándose  entre  nosotros.  Más  quizás  que  en  ninguna 
otra  materia  viene  esto  ocurriendo  en  la  de  Beneficencia. 

Cuando  se  vé  que  escritores  extranjeros  de  nota,  como  de  Ge- 
rando  y  Moreau-Chrístophe,  no  dicen  una  sola  palabra  acerca  de 
la  Beneficencia  domiciliaria  en  España;  cuando  se  vé  que,  ocupán- 
dose del  actual  desconsolador  estado  d^  ciertos  servicios^  como  el 
de  prisiones,  no  se  habla  tampoco  de  las  generosas  tentativas  de 
particulares  y  gobiernos  para  remediarla;  cuando  se  juzgan  nove- 
dad sorprendente  las  juntas  y  Aisociaciones  benéficas  de  nuestros 
días,  y  los  que  están  en  la  obligación  de  conocer  esas  materias 
callan,  nada  más  natural  que  suponer  lastimosa  decadencia  en  esta 
parte  de  nuestra  Administración  y  único  principio  de  remedio  la 
imitación  de  los  sistemas  extranjeros.  Juzgo  que  es  esta  útilísima^ 
y  que  debe  tenerse  muy  en  cuenta^  pero  paréceme  también  que 
algo  y  mucho  existe  y  viene  preparándose  entre  nosotros. 

En  este  sentido  v  con  esta  tendencia  está  escrita  la  obra  del 
Sr.  Iglesias.  Agotada  muy  en  breve  la  numerosa  edición  de  su 
Tratado  práctico  de  benefleencia  particular,  su  autor  ha  querido 
corresponder  dignamente  á  la  favorable  acogida  del  público,  y  en 
vez  de  dar  á  la  estampa  una  reimpresión  más  ó  menos  corregida  de 
su  libro,  publica  otro  nuevo  de  plan  y  condiciones  muy  superiores 
al  antiguo.  El  cargo  que  desempeña  el  Sr.  Iglesias  le  coloca  nece- 
sariamente en  posición  de  conocer  las  exigencias  y  apremios  de  la 
práctica,  que  práctico  es  especialmente,  aunque  cuajado  de  nume- 


348  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

rosísimos  é  interesantes  datos  históricos^  el  libro  de  que  damos 
cuenta. 

La  Instrucción  de  27  de  Abril  de  1875,  que  reúne  los  servicios 
de  Beneficencia  general  y  particular,  hacia  más  imprescindible  la 
necesidad  de  una  obra  en  que  se  encontraran  reunidos  con  ellos 
todos  los  demás  existentes,  y  de  que  esa  Instrucción  no  se  ocupa. 

Falta,  sin  duda,  y  el  autor  así  lo  reconoce,  algo  al  libro  eü 
cuestión,  mas  siendo  como  es  el  primer  trabajo  en  su  género,  y  es- 
tando perdidos  y  confusos  en  su  mayor  parte  los  datos  que  han  de 
formarle,  injusto  fuera  exigir  al  Sr.  Iglesias  presentara  su  obra 
como  si  con  facilidad  y  en  vista  de  otros  trabajos  hubiera  podido 
reunir  los  elementos  necesarios  para  ello. 

Comienza  una  breve  Introducción  histórica  recordando  los  orí- 
genes de  la  Beneficencia,  la  dirección  que  la  imprimieron  el  cato- 
licismo y  el  protestantismo,  la  práctica  de  nuestros  reyes,  la  reac^ 
cion  posteriormente  levantada  contra  la  intervención  del  poder  pú- 
blico en  estos  servicios,  la  cruzada  científica  que  demostró  ense- 
guida su  necesidad,  y  por  fin  más  detalladamente  la  marcha  de  la 
legislación  y  de  la  Beneficencia,  desde  Carlos  III  basta  el  año 
de  1876.  ^ 

Lo  que  resulla  de  esta  investigación  y  comprueba  y  afirma  la 
lectura  del  libro,  es  una  demostración  perfecta  de  la  idea  de  quB 
el  Estado  debe  auxiliar  todos  los  órdenes  de  la  vida  social  y  nacio- 
nal que  no  cumplan  y  desarrollen  suficientemente  los  individuos, 
á  pesar  de  las  protestad  de  esa  escuela  economista,  opuesta  á  toda 
doctrina  social  y  á  toda  filoso&a,  y  que,  apoyada  en  las  razones 
deBastiat  yMolinari,  llevando  por  bandera  y  máxima  el  famoso 
¡ai$sez  faire,  laissez  passer,  presencia  impasible  las  angustias  de 
los  unos  y  los  dolores  de  los  otros,  esperando  confiadamente  en  que 
el  juego  de  esas  leyes  económicas  regule  al  cabo  la  marcha  de  los 
pueblos,  pero  olvidando  al  mismo  tiempo  á  los  que  con  alguna 
ayuda  y  sin  menoscabo  de  esas  leyes  pudieran  salvarse  de  su  ter- 
rible y  fatal  influjo.  Hoy,  afortunadamente,  la  reacción  es  com- 
pleta contra  tales  principios,  y  el  mismo  desarrollo  de  la  ciencia 
económica,  con  carácter  más  social  y  humanitario,  prueba  &  las 
claras  que  no  basta  el  estrecho  concepto  del  Estado  que  traia  esa 
escuela  á  la  generación  que  hoy  inspira  sus  obras,  en  el  que  de- 
fienden Ahrens  y  Roedor. 
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Sigue  á  la  Introdaccion  histórica,  uaa  clasi&cacioa  de  la  Bene- 
ficencia, según  su  objeto»  según  quien  la  ejerce  y  según  su  forma, 
y  comenzando  ya  con  la  Beneficencia  pública,  afirma  ante  todo  su 
necesidad  para  ciertos  objetos,,  pero  exagerando  de  tal  modo  sus 
inconvenientes  que  casi  parece  se  debería  deshechar  en  lo  común 
de  los  casos.  Demasiado  severo  es  el  Sr.  Iglesias  con  la  interven- 
ción del  Estado  para  reconocerla  de  seguida,  porque  todos  esos 
inconvenientes  que  generalmente  se  aducen,  pierden  gran  parte  de 
su  valor,  casi  todo,  en  un  régimen  bien  dispuesto  de  Beneficencia 
pública,  que  dando  á  los  necesitados  las  circunstancias  necesarias 
de  vida,  les  inspire,  sin  embargo^  inclinación  á  mejorar  su  suerte 
por  sus  esfuerzos  individuales.  No  sé  si  ocurrirá  esto  en  la  práctica, 
pero  la  cuestión  de  la  intervención  del  Estado,  no  se  limita  sólo  al 
régimen  que  rige  desde  las  últimas  disposiciones  legales,  sino  que 
ha  sido  y  sigue  siendo  constante  y  profundamente  discutida. 

A.  continuación  sigue  un  examen  de  la  Beneficencia  particular 
superior  indudablemente  á  la  del  Estado  y  más  llena  del  santo  es- 
píritu de  la  caridad^  y  tratando  por  el  orden  que  las  enumero  del 
Patronato  de  la  Nación  y  Patronatos  del  Patrimonio  de  la  Corona,  de 
las  Asociaciones  benéficas,  de  las  Casas  de  Maternidad  y  de  Expó- 
sitos, de  los  Asilos  de  Párvulos,  casas  de  huérfanos  y  desampara- 
dos, de  Misericordia  y  Hospicios,  refugios,  hospitales  de  enfer- 
mos, de  convalecientes  y  de  impedidos,  casas  de  dementes  y  de 
socorro,  beneficencias  domiciliarias,  mendicidad  y  limosna,  casas 
de  corrección,  beneficencia  eu  las  prisiones,  casas  de  recogidas  y 
arrepentidas,  Pósitos,  Montes  de  Piedad,  Cajas  de  ahorros,  casas 
de  lavado  y  baños  para  los  pobres,  casas  para  obreros,  educación 
é  instrucción  pública,  beneficencia  militar,  fundaciones  familiares 
ó  internacionales,  con  otras  varias  formas  de  beneficencia  y  sus  re- 
laciones con  la  propiedad,  termina  el  tomo  primero  de  la  importan- 
te obra  del  Sr.  Hernández  Iglesias. 

Ocúpase  el  segundo  del  Protectorado,  punto  que  examina  con 
grandísima  detención  y  copia  de  datos,  tratando  de  fijar  sus  dere- 
chos y  obligaciones,  al  par  que  dando  cuenta  de  las  autoridades  y 
métodos  por  que  hoy  se  ejerce,  desde  el  Ministro  de  la  Gobernación 
y  Consejo  de  Estado,  hasta  los  alcaldes  y  Juntas  municipales  de 
beneficencia.  Del  protectorado  al  patronazgo  la  transición  es  lógi- 
ca, y  el  autor  del  libro  reconociéndolo  así,  estudia  su  origen  y  su 
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situación  actual,  de  donde  pasa  á  tratar  de  los  procedimientos,  que 
hoy  se  siguen  en  todos  los  asuntos  de  Beneficencia,  materia  más 
nueva  y  menos  cultivada  que  las  anteriores  con  haberlo  sido  estas 
muy  poco.  £1  interés  de  esta  última  parte  aumenta,  por  ser  nece- 
sario su  estudio-  para  estar  al  corriente  de  los  trámites  hoy  nece- 
sarios en  cualquiera  gestión  ó  negocio  en  esta  parte  de  la  Admi- 
nistración española. 

Es  de  advertir  que  en  cada  uno  de  estos  puntos  y  capítulos,  no 
contento  el  autor  con  la  introducción  general  de  la  obra,  hace  una 
historia  interna  de  cada  principio  y  cada  institución,  desde  su  ori- 
gen, que  á  más  de  su  utilidad  directa,  permite  formarse  claramente 
una  idea  de  lo  que  ha  sido  en  una  época  dada  la  beneficencia  en 
España  y  de  los  progresos  que  en  cada  una  de  sus  instituciones 
han  venido  realizándose,  merced  á  la  iniciativa  de  algunas  inteli- 
gencias poderosas  ó  de  determinados  Gobiernos. 

Completa  este  conjunto  del  libro,  lo  más  acabado  que  hoy  pue- 
de esperarse,  aunque  no  en  todas  las  materias  por  las  dificultades 
de  que  antes  hicimos  mérito,  la  colección  de  Apéndices  que  le  ha 
añadido  el  Sr.  Iglesias,  y  en  la  que  se  incloyen,  entre  otros  no 
menos  interesantes,  documentos  tan  curiosos  como  el  proyecto  de 
arreglo  general  de  beneficencia  del  Rey  D.  Felipe  III,  el  Regla- 
mento de  la  Sección  de  Patronatos  de  Sevilla,  la  Compañía  de  los 
cinco  gremios  mayores  de  Madrid,  la  Exposición  del  Canónigo  Mi- 
guel Giguita  de  Elna  sobre  mendigos,  el  dictamen  del  Consejo  de 
Estado  sobre  desvinculacion  y  los  modelos  de  Contabilidad  y  esta- 
dística de  beneficencia. 

Tal  es  en  resumen  la  obra  que  acaba  de  publicar  el  Sr.  Her- 
nández Iglesias,  aunque  anunciando,  se  prepara  con  mayores  datos 
y  noticias  á  emprender  más  seriamente  los  trabajos  necesarios 
para  otra  más  profunda  sobre  la  materia.  Esperando  que  no  enga- 
ñará las  esperanzas  del  público,  y  que  al  fin  podremos  conocer  á 
fondo  lo  que  ha  sido,  lo  que  es  y  lo  que  debe  ser  la  beneficencia 
en  España,  damos  cuenta  de  lo  que  ya  ha  hecho  el  Sr.  Iglesias, 
recomendando  su  lectura  á  todos,  que  para  todos  es  útil,  pues  los 
que  no  la  necesiten  para  las  exigencias  de  su  profesión  ó  su  carre- 
ra, hallarán  en  ella  copiosa  erudición  y  datos  que  les  eran  desco- 
nocidos antes  de  que  se  publicara. 


•  •  • 
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lioyes  electoral,  municipal  y  provincial  de  20  de  Agosto 
de  1870,  anotadas  y  concordadas  con  arreglo  á  las  reformas  intro- 
ducidas en  las  mismas 'Mr  la  ley  de  \  6  de  Diciembre  de  1876,  por  Don 
Amdr¿8  Blas.  —  Madrid,  1876.  — Precio  8  rs.  en  toda  España. 

La  publicación  de  la  ley  de  16  de  Diciembre  de  1876,  refor- 
mando en  parte  la  de  20  de  Agosto  de  1870,  exigía  un  libro  esen- 
cialmente práctico,  en  que  se  hallara  lo  que  la  ley  nueva  dispone, 
coa  lo  que  de  la  antigua  quedaba  vigente^  concordando  y  esclare- 
ciendo aquellos  puntos  que  pudieran  resultar  dudosos,  y  anadien- 
do  también  las  disposiciones  relacionadas  con  estas  materias  que 
sean  de  utilidad  directa.  £1  Sr.  de  Blas  ha  venido  á  satisfacer  esta 
necesidad  coa  el  libro  de  que  damos  cuenta. 

A  más  de  numerosas  anotaciones  en  que  se  reúne  toda  la  doc- 
trina legal  sobre  la  materia,  lleva  como  complementos  esta  obrita 
el  Proyecto  de  elección  del  Senado,  la  ley  de  24  de  Mayo  de  i  863 
sobre  montes  del  Estado,  su  Reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865, 
la  de  22  de  Diciembre  de  1876,  la  de  20  del  mismo  sobre  obras  pú- 
blicas, y  la  Constitución  vigente.  Este  trabajo^  útilísimo  para  cuan- 
tos tienen  algún  interés  en  la  vida  administrativa,  es  especialmen- 
te necesario  á  los  Ayuntamientos,  Diputaciones  y  Gobiernos  civiles 
que  continuamente  están  aplicando  las  disposiciones  en  él  conte- 
nidas. 


*  *  * 


La  Colonización  en  la  Historia,  por  D.  Rafael  Haría  de  La- 
BBA.  —  Conferencias  en  el  Ateneo  de  Madrid. — Dos  vols.  en  8^,  1876; 
precio  \%  rs.  vol. 

Una  de  las  materias  más  importantes  que  en  las  relaciones  de 
unas  razas  con  otras  se  ofrecen^  es  la  Colonización.  Bajo  el  punto 
de  vista  histórico  viene  á  considerarla  la  última  obra  del  Sr.  Labra 
di  bien  sentando  á  sus  comienzos  los  principios  por  que  él  juzga 
debe  regirse.  Después  de  una  breve  resena  en  que  da  cuenta  de 
como  han  cumplido  esta  obra  los  pueblos  de  la  antigüedad  y  la 
Edad  Media,  y  de  como  ha  tenido  lugar  en  la  América  del  Norte, 
no  ya  solo  la  misma  colonización,  sino  su  revolución  é  independen- 
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cía,  pasa  á  tratar  la  parte  más  importante  de  sus  confereocias  que  es 
la  historia  de  nuestras  posesiones  en  el  continente  americano,  divi* 
dida,  según  el  Sr.  Labra,  en  cinco  grandes  períodos  que  llama  de 
iniciación,  consolidación,  apogeo,  decadencia  y  reforma,  y  en  los 
que  estudia  nnestro  sistema  de  administración  colonial. 

No  conformes  con  todas  las  afirmaciones  que  sienta  el  Sr.  Labra 
sobre  gravísimos  temas,  ni  aun  el  paralelo  que  establece  entre 
nuestro  sistema  colonial  y  el  de  otros  pueblos,  no  podemos  menos 
de  reconocer  que  es  obra  de  gran  trascendencia  la  que  anunciamos 
y  que  por  su  misma  importancia  entraríamos  de  buen  grado  á  exa- 
minarla detenidamente,  si  más  de  cerca  se  refiriera  á  las  ramas 
de  derecho  que  con  especialidad  trata  nuestra  Rbvista. 


•  *  • 


^ECCION    pOCTRINAL 


DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 


iQué  ley  debe  regir  el  contrato  de  matrimoniol 

Don  N.  natural  y  vecino  de  Castilla  fué  á  Barcelona  como  apo- 
derado de  una  casa  de  comercio  el  ano  184i,  contrayendo  matri* 
monio  con  Dona  B.  vecina  también  de  Castilla,  qne  accidental- 
mente se  hallaba  en  aquella  población.  Elanoi866  falleció  la  con- 
trayente sin  sucesión  ni  más  ascendientes  que  su  señora  madre,  y 
sin  haber  otorgado  disposición  testamentaria. 

Primera  cuestión.  ¿Tuvo  Dona  B.  derecho  ¿  gananciales?  Cree- 
mos que  sí,  por  las  razones  siguientes:  D.  N.  era  castellano,  y  por 
tanto,  hay  que  aplicarle  las  leyes  del  estatuto  personal  ó  sean  las  de 
Castilla.  La  ley  2",  tít.  24,  Part.  4'^  dice  que  se  neceiUan  10  años 
en  la  tierra  cuya  naturaleza  se  pretenda  adquirir..  La  misma  pres- 
cripción se  encuentra  en  la  ley  6',  tit.  4*,  lib.  T  de  la  Novísima  Re- 
copilación, y  á  lo  mismo  lleude  la  ley  32,  tit.  2*  de  la  Part.  3\  De 
estas  terminantes  disposiciones  se  desprende  que  para  perder  D.  N. 
su  naturaleza  de  castellano  necesitó  el  trascurso  de  10  años,  du^ 
rante  los  cuales  permaneciese,  moraseen  otratierra.  El  estatuto  per- 
sonal de  D.  N.  sólo  pudo  cambiarse  mediante  las  condiciones  que 
se  exigen  en  esta  parte  del  Reino:  de  otra  manera  sucedería  que 
la  ley  de  distinta  tierra  vendria  á  cambiar  el  estado  civil  de  una 
persona,  contra  lo  que  determina  la  de  la  soya  propia.  En  apoyo 
de  lo  expuesto  respecto  á  la  necesidad  de  los  10  años^  viene  la  au- 
torizadísima opinión  del  Sr.  Goyena^  (Concordancias,  motivos  y  co- 
mentarios del  Código  civil  Español).  No  debe  confundirse  la  vecin- 
dad con  el  domicilio,  mas  este  puede  existir  antes  de  haber  nacido 
aquella:  de  consiguiente  D.  N.  pudo  establecer  su  domicilio  en  Bar- 
celona sin  haber  adquirido  vecindad,  natura,  al  tiempo  de  contraer 
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matrimonio,  siendo  claro  que  eotretanto  y  para  determioar  su  es* 
tatuto  personal  era  ciudadano  de  Casulla.  Las  Reales  órdenes  de 
20  de  Agosto  de  1849  y  30  de  Agosto  de  18S3,  son  disposiciones 
completamente  inaplicables  al  caso  presente,  puesto  que  le  son  hoy 
posteriores.  La  sentencia  de  27  de  Noviembre  de  1868^  dice  que  ei 
domicilio  de  origen  (y  con  más  razón  la  vecindad)»  no  se  pierde  por 
la  simple  residencia  en  punto  diferente;  el  jurisconsulto  Escriche, 
tratando  de  ampliar  el  sentido  de  la  ley  2*,  tit.  24,  Part.  4\  dicer 
Se  gana  naturaleza  por  el  trascurso  de  10  años  ó  por  vender  una 
sus  propiedades  en  este  lugar  y  comprar  otros  donde  se  traslada  stt 
habitación.  En  ninguno  de  estos  dos  casos  se  encuentra  D.  N. 

Segunda  cuestión.  En  la  hipótesis  no  consentida  de  que  el  es- 
tatuto personal  de  D.  N.  deba  ajustarse  á  las  leyes  que  rigen  en 
Barcelona  respecto  á  matrimonios,  existiendo  bienes  inmuebles  ea 
Castilla  ¿qué  legislación  ha  de  aplicarse  á  estos,  la  de  Castilla  ó  la. 
foral  de  Cataluña?  Creemos  que  la  legislación  que  hay  que  aplicar 
es  la  primera,  fundándonos  en  que  en  los  bienes  inmuebles  ha  de 
tenerse  en  cuenta  la  ley  del  suelo  en  que  radican.  En  los  bienes  de 
que  se  trata,  la  regla  de  locus  regit  actum  ó  la  ley  loci  rei  sitm,  rige 
por  completo  sin  admitir  excepción  alguna,  esta  es  regla  de  dere- 
cho internacional  privado  á  que  todos  los  Estados  obedecen  en  re- 
ciprocidad de  miras,  porque  no  quieren  que  el  suelo  esté  sujeto  á 
una  ley  extranjera.  El  estatuto  personal  se  observará  en  cuanto  na 
está  en  oposición  del  estatuto  real:  el  lugar  en  que  está  radicado  el 
inmueble  designa  la  ley  por  que  debe  regirse.  En  este  sentido  está 
redactada  la  ley  15,  tit.  14,  Part.  3':  á  lo  mismo  conspiran  las  sen  •  , 
tencias  de  21  de  Enero  de  1874  y  9  de  febrero  de  1871.  Gregorio^ 
López  al  glosar  la  ley  24,  tit.  11,  Part.  4*,  dice:  los  bienes  süos  en 
punto  diferente  de  donde  se  hizo  el  casamiento^  deben  regirse  por 
la  ley  del  lugar  donde  estuvieren  sitos.  La  Comisión  codificadora  ea 
la  exposición  de  motivos  de  la  ley  Hipotecaria,  dice  que  los  bienes 
inmuebles  siempre  se  rigen  por  el  estatuto  real,  ó  lo  que  es  lo  mismo- 
por  la  ley  del  meló  donde  se  hallan:  el  proyecto  del  Código  civil  dice 
en  su  art.  8*:  «los  bienes  inmuebles  aunque  estén  poseidos  por  ex- 
tranjeros se  rigen  por  las  leyes  españolas.»  El  nombrado  Sr.  Goyena 
se  expresa  de  la  manera  siguiente  al  comentar  el  art.  8*.  Los  in- 
muebles se  rigen  por  la  ley  del  suelo  donde  radican:  así  se  ha  ob- 
servado constantemente  entre  nosotros,  aun  entre  diferentes  provin- 
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fias:  el  castellano  no  sucede  en  los  bienes  inmuebles  de  Navarra^ 
ino  con  arreglo  á  sus  fueros  y  legislación  especial;  la  viuda  ó  viudo 
ca^ellñno  tetiia  el  uiufracio  foraí  de  elloi. 

Tercera  y  última  cuestión.  ¿Estaba  obligado  D.  N.  ¿  bacer  la 
partición  á  fin  de  legalizar  su  situación  y  caso  de  no  haberse  becbo, 
podrán  los  herederos  promover  el  ab'-intestatode  DonaB.  en  inter- 
vención del  caudal  pro-indiviso?  Creemos  que  sobre  esto  no  hay 
duda  alguna  y  los  herederos  pueden  promover  cuando  quieran  la 
testamentaria.— Un  susgritoii. 

Contestación. 

Son  de  verdadera  y  capital  importancia  las  dos  primeras  cues- 
tiones que  envuelve  esta  consulta^  porque  además  de  referirse  al 
contrato  de  matrimonio,  ó  sea  al  régimen  económico  de  la  sociedad 
conyugal,  decidiendo,  por  tanto,  acerca  de  los  derechos  que  á  cada 
uno  de  los  cónyuges  corresponde  sobre  los  bienes  en  aquella  in- 
cluidos^ se  trata  del  conflicto  de  dos  legislaciones  que  en  sus  pres* 
cripciones  terminantes  establecen  cada  una  un  régimen  distinto 
para  la  vida  económica  de  la  familia,  no  pudiendo  en  su  virtud 
resolverse  la  duda  por  las  reglas  precisas  y  claras  de  un  derecho 
positivo  especial,  lo  cual  seria  hasta  cierto  punto  fácil,  sino  que 
habremos  de  acudir  necesariamente  al  examen  de  una  rama  del  de- 
recho muy  importante,  sí,  y  que  ha  alcanzado  hoy  un  gran  des- 
arrollo, pero  que  es  también  la  más  difícil  y  la  menos  conocida  en- 
tre nosotros,  porque  apenas  si  puede  decirse  que  se  ha  generaliza- 
do todavía  su  estudio  en  nuestra  patria. 

Por  otra  parte,  no  estamos  conformes  con  la  solución  que  el 
suseritor  presenta  para  cada  una  de  las  cuestiones  indicadas,  y 
esto  nos  obliga  á  exponer  nuestra  opinioi^  respecto  de  las  mismas, 
fundándola,  aunque  del  modo  más  concreto  que  nos  sea  posible, 
en  principios  inconcusos,  en  teorías  más  completas  y  acabadas 
que  las  qne  sifven  de  apoyo  á  las  soluciones  que  hemos  de  comba- 
tir, para  lo  cual  invocaremos  la  autoridad  de  los  escritores  que  más 
han  profundizado  y  adelantado  al  mismo  tiempo  en  esta  materia 
jurídica,  que  se  distingue  ciertamente  por  la  variedad  de  encon- 
tradas opiniones  y  la  multitud  de  opuestas  teorías  que  se  han  pre- 
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sentado  tiempo  atr&s,  y  se  presentan  hoy^  á  dar  soiiicioo  á  cada 
uno  de  los  problemas  que  comprende. 

Nos  es  muy  sensible^  y  lo  manifiMtamos  con  lealtad,  que  i  pe- 
sar de  estar  por  todos  reconocida  la  necesidad  urgente  de  un  Có- 
digo que  realice  la  unidad  de  legislación  civil  en  nuestra  patria» 
hayamos  de  acudir,  para  resolver  esta  consulta,  que  no  es  mis  que 
un  caso  práctico,  cuyas  consecuencias,  ni  por  las  personas  que  en 
él  figuran,  ni  por  los  bienes  é  que  hace  relación,  *vau  mis  allá  de 
nuestras  fronteras,  á  la  ciencia  que  estudia  el  medio  de  eviter  ks 
conflictos  entre  las  diferentes  legislaciones  de  los  Estados.  No  pode- 
mos usar  aquí  las  palabras  nacionales  y  extranjeros,  porque  es  la 
misma  la  ley  nacional  de  las  personas  que  contrajeron  el  matrimo- 
nio, origen  y  causa  de  este  conflicto  legal;  pero  rigen  legislaciones « 
diversas  dentro  de  un  mismo  Estado,  se  dá  en  nuestra  patria  ese 
hecho  natural  y  constante  cuando  nos  referimos  á  Estados  distintos, 
pues  es  muy  diferente  la  legislación  que  rige  en  cuanto  á  la  sacie- 
dad legal  en  Cataluña  y  en  Castilla,  y  este  conflicto  nos  llera  for- 
zosamente al  terreno  árido,  complicado  y  difícil  del  derecho  iMlrr* 
yiacional  privado,  en  el  que  hemos  de  entrar  para  exponer,  aunque 
de  paso  y  como  en  resilmen,  su  estado  actual  y  los  adelantos  que 
realiza  en  la  presente  época. 

T  aqni  está  para  nosotros  la  dificultad  á  que  antes  nos  re- 
ferimos, porque  el  derecho  internacional  privado,  no  es  hoy,  como 
el  derecho  civil  ó  el  derecho  político,  un  conjunto  de  preceptos,  de  j  I 
reglas  fijas  y  determinadas,  á  las  que  precisamente  hayan  de  ajus- 
tarse los  actos  del  hombre,  ó  que  declaren,  reeonoscan  é  regulen 
su  capacidad  jurídica,  y  presten  amparo  y  protección  á  sus  inte- 
reses; el  derecho  internacional  privado  no  debe  ser  considerado 
toHavía  más  que  como  una  ciencia  que  establece  ios  prioeípios 
que  pueden  servir  de  base  y  fundamento  para  resolver  los  conflic- 
tos entre  las  legislaciones  de  los  Estados,  siendo  su  situación  tal,  á 
pesar  de  sus  adelantos,  que  escritores  de  importancia,  tal  vez  los 
que  más  han  generalizado  esta  clase  de  estudio  con  sus  obras,  no 
solamente  no  le  reconocen  las  condiciones  de  cienci^i,  sino  que  lle- 
gan hasta  negar  la  posibilidad  de  dominar  esta  materia,  desarro- 
Haodo  principios  concebidos  á  priori^  que  vinieran  á  ser  las  fór- 
mulas de  un  derecho  puramente  filosófico,  con  las  que  se  evitarían 
los  conflictos  entre  las  legislaciones;  y  afirman,  que  sólo  por  el  co- 
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man  conseatimiento  de  los  Estados  y  eD  virtud  de  Tratados  inier* 
nacionahi,  pueden  resolverse  esos  confliotoi. 

Nosotros^  sin  embargo»  diseotioioe  de  los  que  hacen  esta  afir- 
mación, porqne  aun  siendo  ciarla  la  situación  en  que  dice  Mr.  Fce- 
lix  (1)  se  hatfatn  las  naciones,  unas  frente á  otras,  que  no  recono* 
cea  Juea  supremo  que  tenga  el  poder  de  decidir,  según  los  prin- 
cipios de  un  derecho  abstracto  y  filosófico»  las  contiendas  que  el 
conflicto  de  diferentes  leyes  nadonalea  puede  hacer  surgir,  y  no 
ne^aedo  tampoco  que  hita  la  uniformidad  de  jurisprudencia  inter- 
nacional, regulándose,  por  tanto,  la  condición  jurídica  de  los  ex- 
tranjeros por  las  leyes  particulares  de  los  diversos  Estados,  y  por 
ios  tratados  qne  estos  celebran^  lodo  esto  no  basta  para  que  pueda 
sostenerse  racionalmente  que  no  existe  In  ciencia,  y  que  es  inátil 
80  estudio  ai  fin  de  establecer  y  fijar  principios  generales,  por  los 
qne  puedan  resolverse  los  conflictos  legales,  tan  frecuentes  boy  en 
todas  las  relaciones  jiiridicas. 

«  La  ciencia,  dice  Fiore(2),  debe  tener  una  mirada  en  el  porve- 
nir y  preparar  el  mayor  progreso.  Si  la  mayor  parte  de  los  Estados 
aceptan  ciertos  principioB  comunes  para  resolver  las  cuestiones 
acerca  de  las  formas  de  los  actos  y  la  capacidad  jurídica  de  las  per- 
sonas, i  por  qué  no  se  ha  de  esperar  qne  aceptarán  otros  principios 
que  la  ciencia  demuestra,  que  son  mejores  para  resolver  los  conflic- 
tos de  las  legislaciones?»  Además,  estos  conflictos  pueden  surgir,  no 
sólo  porque  las  legislaciones  consignen  preceptos  diferentes  sobre  la 
aplicacioD  de  las  leyes  extranjeras  y  sino  también  puede  ocurrir  que 
ninguna  ley  positiva  haya  determinado  el  modo  y  limite  en  que 
debe  tener  lugar  esa  aplicación ,  y  entonces  es  de  grande  impor- 
tancia práctica  el  deducir  de  los  principios  de  la  filosoGía  del  dere- 
cho y  de  la  legislación,  reglas  generales  para  resolver  estas  cuestio* 
nes  y  preparar  la  uniformidad  de  la  jurisprudencia  internacional, 
haciendo  aceptar  á  los  Estados  un  derechocomun  para  lasrehiciones 
privadas  de  ios  ciudadanos.  Es,  ciertamente,  el  derecho  internacio- 
nal privado  la  materia  jurídica  que  menos  ha  progresado,  la  más 


(1)  Tratado  de  derecho  internacional  privado^  traducción  de  la 
Revista  (f  860),  Prefacio  de  la  segunda  edición. 

(2)  JHritio  tnítmationali  prívalo ,  U69,  pág.  3. 
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atntsada  hasia  ahora;  puede  decirse  que  sólo  se  ha  formado  de  los 
principios,  de  las  teorías  que  los  escritores  han  ido  formalando  poco 
á  poco,  que  aeeptabaa  en  parte  los  Estados ,  y  venían  á  ser  como 
reglas  de  práctica  general  osando  las  legislaciones  nada  estable- 
cian  que  pudiera  tener  aplicaeion  en  los  casos  respeetÍFoa;  pero  en 
nuestros  dias  esta  ciencia  ha  tenido  un  gran  desarrollo»  se  ha  gene- 
ralizado su  estudio,  porque  las  necesidades  crecientes  de  la  vida 
social  la  han  dado  inmensa  importancia. 

Los  conflictos  de  las  legislaciones  son  hoy  raay  frecuentes ;  se 
han  multiplicado  las  relacionen  entre  los  individnos  que  no  perte- 
necen á  la  misma  nacionalidad»  y  esas  relaciones  nacen,  se  extien- 
den, se  anulan  ó  reciben  la  plenitud  de  sus  efectos  juridieos  sobre 
territorios  regidos  por  legislaciones  diferentes ,  porque  el  individuo 
se  considera  autorizado  pairn  ejercitar  sus  derechos  civiles  por  todas 
partes  y  en  todos  los  paises,  y  los  intereses  materiales  que  le  asocian 
y  unen  con  individuos  de  otro  pais,  reclaman  una  seguridad  y  ga- 
rantía por  parte  del  derecho  para  el  mantenimiento  de  esa  soeie- 
dad,  de  esa  unión,  y  reglas  fijas,  por  las  que  se  resuelvan  las  dife- 
rencias á  que  pudiera  dar  lugar  la  diversidad  de  legislación  por 
que  esas  personas  y  esos  intereses  se  rigen.  Las  exigencias  natu- 
rales del  comercio  y  de  la  industria  no  respetan  las  fronteras  de 
los  Estados;  la  actividad  humana,  que  tan  potente  y  fecundase 
muestra  hoy  en  las  grandes  empresas  que  lleva  ¿  cabo  la  genera- 
ción presente,  destruyendo  lo  que  antes  formaba  los  limites  infran- 
queables de  los  países,  en  una  palabra,  la  vida  toda  de  ios  pueblos 
modernos,  por  su  modo  de  ser  y  por  la  condición  qne  distingue  á 
nuestra  civilización,  han  hecho  indispensable  la  ciencia  del  dere- 
cho internacional  privado,  pues  no  podían  corresponder  á  las  ne- 
cesidades del  derecho  moderno,  para  resolver  ciertos  conflictos  le- 
gales que  surgían  en  las  nuevas  relaciones  jurídicas,  los  antiguos  y 
erróneos  principios,  los  viejos  sistemas,  las  teorías  inexactas  6  in- 
completas  que  habían  formado  como  una  regla  práctica ,  como  una 
costumbre  general  para  ciertos  casos  en  épocas  anteriores.  Pugnan 
abiertamente  esos  sistemas ,  esas  teorías  con  los  principios  que  do- 
minan hoy  en  la  ciencia  del  derecho ,  y  están  en  completo  des- 
acuerdo con  las  máximas  aceptadas  por  los  modernos  Códigos,  que 
han  realizado  un  gran  progreso  en  la  legislación  civil  de  la  mayor 
arte  de  los  Estados;  y  de  aquí  ese  afán  de  adelantary  progresar  ea 
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6sta  rama  jurídica  que  se  ha  apoderado  de  los  escritores  más  dis- 
iingoidos,  marcándose  evidenie  su  adelanto  en  las  nuevas  teoría» 
que  han  relegado  al  olvido  los  sistemas  y  principios  que  antes  se 
aceptaban  como  inconcusos^  mejorando  en  alto  grado  el  estado  de 
Ift  ciencia,  y  siendo  de  notar  más  esta  mejora,  porque  se  ha  llegado 
á  imponer  por  la  fuerza  de  las  nuevas  corrientes  el  elemento  filo* 
^ñco,  rechazado  por  algunos  en  el  derecho  internacional  privado, 
y  ha  encontrado  eco  en  las  modernas  legislaciones. 

Las  legislaciones  antiguas,  inspiradas  todas  en  masó  menos  par- 
le en  el  espíritu  de  aislamiento,  de  recelo,  de  temor,  que  caracteri- 
za la  época  feudal ,  eran  ciertamente  una  remora  para  el  adelanto 
<iel  derecho  internacional  privado ,  y  la  civilización  de  esos  siglos, 
las  costumbres  de  la  edad  y  el  modo  de  ser  de  la  propiedad  y  de 
la  familia,  no  sólo  no  exigian  reforma  alguna  en  este  ramo  del  dere- 
'Cho»  sino  que  las  nuevas  teorías  no  hubieran  podido  tener  entonces 
Yerdadera  y  exacta  aplicación;  pero  los  Códigos  modernos,  calcados 
•en  sus  adelantados  principios  sobre  la  constitución  de  la  familia, 
-dando  una  nueva  base  á  la  propiedad  y  reconociendo  amplia  y  fran- 
camente la  capacidad  jurídica  del  individuo,  han  aceptado  ese  pro- 
gresoy  que  se  realiza  constantemente ,  como  puede  verse  al  estudiar 
ios  Códigos  civiles  de  Italia  y  Portugal ,  que  tanto  adelantan  ya  en 
esta  materia,  á  los  preceptos  consignados  en  el  Código  Napoleón.  Los 
escritores  que  se  han  dedicado  especialmente  al  estudio  del  dere- 
cho internacional  privado ,  mejor  dicho,  los  más  célebres  juriscon- 
sultos y  publicistas  de  nuestros  dias,  exponen  las  nuevas  teorías, 
adelantando  sobre  las  anteriores,  y  caminan  derechamente  en  pos 
<ie  ese  ideal,  que  algunos  presienten,  que  ya  un  eminente  juriscon- 
sulto indicaba  hace  anos,  como  protestando  de  las  teorías  inexactas 
<]ue  entonces  corrian  como  indiscutibles. 

Observando  la  distinta  consideración  que  hoy  merece  el  extran- 
jero, cuyas  relaciones  con  el  natural  del  país  no  se  interrumpen  ni 
en  tiempo  de  paz  ni  de  guerra,  y  afirmando  el  derecho  que  tiene  el 
individuo  á  ejercer  su  actividad  fuera  del  territorio  de  su  país,  se 
debe  confiar  en  el  porvenir  que  preparará  la  facilidad  para  llegar  á 
la  resolución  de  los  conflictos  hoy  tan  frecuentes,  consecuencia  del 
hecho  tal  vez  necesario  de  la  diversidad  de  legislaciones  según  los 
Estados,  porque  estos  van  reconociendo  esos  principios  generales 
«que  han  adquirido  ya  grande  importancia,  y  se  respetan  en  gran 
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parte  en  beneficio  de  las  leyes eitrtDJeras.  Es  verdad  que  esa  tpro^ 
ximacion  de  los  Estados»  esas  concesiones  respecto  de  Ja  aplicmioii 
de  las  leves  extranjeras  se  ban  considerado  por  algunos  como  dehi* 
das  puramente  á  la  reciprocidad,  á  la  nlilidad  {ex  eomÜaU  gentíum)^ 
viendo  en.  los  argumentos  filosóficos  de  los  autores,  no  un  valor 
absoluto,  lo  mismo  que  en  las  sentencias,  sino  que  las  consideran 
como  motivos  de  conveniencia,  propies  para  colocar  á  Its  naciones^ 
en  el  compromiso  de  sufrir  eo  sus  respectivos  territorios  la  aplica- 
ción de  otras  leyes;  pero  también  lo  es  qne  está  desechada  la  teoría 
de  la  eamitas  como  muy  vaga,  indeterminada  é  insuficiente  para 
tomarla  por  base  de  una  solución  ó  doctrina  eo  esta  materia,  y  es 
hoy  impugnada  por  los  escritores  más  autorizados.  Savigny  H\  dice 
á  este  propósito:  «Mas  las  relaciones  entre  los  pueblos  son  numero- 
sas y  activas,  y  es  preciso  reconocer  que  hay  que  renunciar  al  sis-> 
tema  de  exclusión  para  adoptar  el  sistema  contrario;  esta  asimila^» 
cion  se  realiza  por  un  acuerdo  de  los  Estados  soberanos.  T  no  debe 
verse  en  este  acuerdo  el  efecto  de  una  pura  bienandanza,  el  acto  re* 
vocablo  de  una  voluntad  arbitraria^  sino  más  bien  el  desarrollo  pro- 
pió  del  derecho,  siguieodo  en  su  curso  la  misma  marcha  que  las- 
reglas  sobre  los  conflictos  entre  los  derechos  particulares  de  un  mis- 
mo Estado.»  Los  escritores  de  nuestros  dias,  que  pudiéramos  llamar 
recientes,  afirman  enfrente  de  esa  soberanía  de  los  Estados,  de  esa 
independencia  de  las  naciones,  que  parece  como  que  lleva  sus  últi- 
mas consecuencias  hasta  el  aislamiento  de  los  pueblos  y  de  las  ra- 
zas, la  capacidad  jurídica  del  individuo,  el  libre  ejercicio  de  sus  de- 
rechos civiles  que  debe  encontrar  garantía  en  todas  las  leyes  inde- 
pendientemente de  toda  razón  de  conveniencia  ó  utilidad,  y  consi- 
deran la  admisión  de  los  extranjeros  ai  goce  de  esos  derechos  civi- 
les y  la  aplicación  de  las  leyes  extranjeras  como  un  deber  riguroso  de 
justicia  internacional,  al  cual  no  puede  faltar  una  nación  sin  violar 
el  derecho  de  gentes  y  romper  el  lazo  que  une  á  la  especie  humana 
en  una  gran  comunidad  de  derecho,  fundada  en  la  comunidad  y  so- 
ciabilidad de  nuestra  naturaleza.  Mr.  Charles  Brocher  (2),  en  un 


(1)  Traite  dudroUromain,  Tradueeion  Guemma ,  1851,  pág  91. 

(2)  Teorie  de  droit  internationale  privé ^  Revue  de  droit  internaüo- 
nale  etde  legielatum  comparé^  tomo  iii,  pig.  41 S  y  siguientes  (1873). 
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nagnlfieo  trabajo  sobre  derecho  iatemacíoDal  privado,  fija  como 
condiciones  precisas  para  que  la  ley  pieda  regir  ese  moTimienlo 
social,  que,  dice,  vemos  operarse  á  nuestra  vista,  extcndiéndoee  i 
lo  ^jos  sin  respetar  las  fronteras  de  los  Estados,  para  qae  la  legis- 
lación siga  k)  que  él  llama  las  pulsaciones  de  esta  vida  internacional, 
las  siguientes:  «i*  Gada  individuo  debe  estar  seguro  de  que  gosará 
sus  derechos  civiles,  no  sólo  en  su  patria  sino  en  el  extranjero.  2*  Es 
preciso  que  cada  uno  prevea  con  certeza  por  qué  leyes  serán  juzga- 
dos ios  derechos  que  afectan  ¿  su  persona,  á  sus  bienes  y  i  sus  ac- 
tos. T  S*  esta  competencia  legislativa  debe  ser  fijada  de  una  mane- 
ra racional  y  conforme  á  la  naturaleza  de  las  cosas,  ¿  fin  de  con- 
servar los  derechos  adquiridos  y  producir  la  seguridad.»  'El  Estado, 
añade,  que  no  reconoce  la  capacidad  jurídica  de  los  extranjeros, 
se  coloca  fuera  de  lasexigencías  del  derecho  internacional  privado, 
y  contesta  ¿  la  exageración  de  Mr.  Foelix  sobre  la  independencia  y 
soberanía  de  los  Estados  en  estas  frases:  «Cada  soberanía  es  libre, 
mas  la  libertad  supone  deber;  todo  poder  es  fuente  de  obligación 
moral,  este  principio  está  al  abrigo  de  toda  controversia.»  Manci- 
ni  (1),  actual  Ministro  de  Justicia  de  Italia  y  Presidente  del  Insti- 
tuto de  Derecho  Memacioual^  presentó  en  unión  de  Mr.  Asser, 
honorable  miembro  de  tan  ilustre  corporaciou,  en  Setiembre  de  4874 
en  la  sesión  que  tuvo  lugar  en  Ginebra,  y  se  discutieron  en  i87& 
en  la  sesión  de  La  Haya  cuatro  conclusiones,  dos  relativas  al  dere- 
cho civil  y  dos  al  derecho  procesal,  cuya  defensa  hicieron  respec- 
tivamente sus  autores,  exponiendo  principios  de  filosofía  del  dere- 
cho verdaderamente  conformes  con  la  naturaleza  humana  en  los 
que  vemos  oondensada  la  nueva  doctrina,  base  del  moderno  dere- 
cho interfacional  privado. 

Los  Estados,  dioen,  son  soberanos  é  independientes .  pero  los 
individuos  no  viven  confundidos  en  su  seno  como  las  gotas  de 
agua  en  el  Océano;  tienen  sus  derechos  naturales  que  no  los  deben 
á  la  ley  positiva;  la  capacidad  jurídica  del  individuo,  y  de  ejercer 
por  todas  partes  esos  derechos,  existe  independientemente  de  los 
Tratados  y  de  la  condición  de  reciprocidad;  los  Estados  se  hallan 
en  la  obligación  de  reconocer,  respetar  y  garantizar  el  ejercicio  de 
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esos  derechos,  que  existe  ua  deber  extricto  de  reconocer  y  res* 
petar  los  derechos  del  extranjero,  y  que  es  preciso  abstenerse  de 
regular  por  las  leyes  propias  las  relaciones  jnrfdicasqoe  por  m  na- 
turaleza deben  depender  de  la  autoridad  de  las  leyes  extranjeras. 
Estos  principios  son  la  base  de  toda  reforma^  de  todo  pcogreao  en 
el  derecho  internacional  privado,  y  servirán  de  punto  de  partida  pa- 
ra fijar  la  doctrina  que  evita  los  conflictos  de  ¡as  legislaciones.  T 
ahora  podemos  ver  cuánta  distancia  ha  recorrido  la  ciencia  en  su 
desenvolvimiento,  si  comparamos  esos  principios  con  el  de  la  inde- 
pendencia y  soberanía  de  los  Estados^  tal  como  le  expresa  Mr.  Foe* 
lix  (i)»  afirmando  como  consecuencia  necesaria  que  la  aplicación 
¿e  las  leyes  extranjeras  es  sólo  una  concesión,  y  que  no  puede  exi- 
girse como  un  derecho,  no  encontrando  más  Tundamento  para  esta 
afirmación  que  el  temor,  el  recelo  entre  las  naciones  para  salvar  su 
independencia,  y  así  la  necesidad  de  esta  ciencia  es  más  evidente. 

La  diversidad  de  legislaciones  es  un  hecho  constante  universal, 
hasta  necesario,  el  ideal  de  un  solo  derecho  aceptado  por  todos  los 
Estados  no  le  creemos  realizable  apesar  de  la  marcada  tendencia 
de  todos  los  países  en  nuestro  siglo  á  la  unidad,  que  hace  rayan 
desapareciendo  todas  las  legislaciones  particulares  vigentes  dentro 
de  un  mismo  Estado;  pero  á  falta  de  unidad  es  preciso  ver  si  existe 
un  principio  de  armonía  que  combinando  los  elementos  diversos  que 
estamos  obligados  á  reconocer  y  respetar  trace  los  límites  dentro  de 
(os  que  cada  uno  de  aquellos  deba  tener  aplicación. 

He  aquí  el  objeto  de  la  ciencia  que  partiendo  de  la  libertad  de 
los  Estados,  pero  reconociendo  en  estos  también  el  deber,  aspira  i 
prevenir  los  conflictos,  los  obstáculos  y  los  peligros  que  esa  diversi- 
dad de  legislaciones  ha  de  originar  necesariamente  en  ciertos  y  de- 
terminados casos.  T  las  ventajas,  los  resultados  de  esta  ciencia 
están  por  cima  de  toda  discusión,  Tuera  de  toda  duda ;  ella  ha  so- 
metido á  discusión  los  antiguos  sistemas,  y  lo  mismo  el  de  los  dere* 
déOs  personales^  que  el  de  derechos  territoriales,  qoe  el  de  la  sobe- 
ranía, mejor  dicho,  aislamiento  de  los  Estados  cuyas  conclusiones 
fueron  el  punto  de  partida  para  resolver  los  conflictos  de  las  legisla- 
ciones han  sido  desechados  como  origen  de  graves  errores  y  peligrosas 
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y  absurdas  coosecaeocias.  Los  mismos  escritores  qne  han  defendido 
€sos  sistemas  encontraron  desde  luego  en  ellos  el  ¡nconyeoieiite  de  la 
incertidumbre  é  indeterminación  en  que  quedan  todos  los  derechos. 
Bodemburg  (i)  decia:  «Que  si  los  derechos  de  la  persona  habían  de 
regularse  por  la  ley  del  lugar  donde  estuviere,  el  estado  de  la  per- 
sona variaría  en  cada  viaje,  lo  cual  añade  el  mismo,  repugna  por* 
que  es  contradictorio  que  al  mismo  tiempo  sea  mayor  y  menor  de 
edad ,  $ui  vel  atieni  juris, »  Se  pensó ,  pues ,  que  por  la  común 
utilidad  y  por  una  especie  de  necesidad  social  era  indispensable  es- 
tablecer de  una  manera  cierta  el  estatuto  personal,  y  se  modifica- 
ron los  principios  de  derecho  estricto  con  la  eamilan  gentiufñy  de- 
duciéndose la  consecuencia  legítima  de  que  si  bien  ninguna  ley 
debe  tener  un  valor  extraterritorial,  el  mterÁ  paríieular  ic  la»  pue- 
blos limUrofei,  la  cortesía,  la  bienandanza  y  la  consideración  siem- 
pre atendible  de  que  la  ley  propia  tendría  la  misma  ventaja  en  se- 
mejantes casos  aconsejaban  hacer  alguna  excepción  á  los  principios 
absolutos,  y  extender  la  autoridad  de  ciertas  leyes  fuera  de  los  lí- 
mites del  territorio  de  cada  soberanía,  extensión  que,  dicen,  debe 
admitirse  cuantas  veces  el  interés  y  la  utilidad  común  lo  exijan 
y  lo  aconseje  la  eomiias  gentium. 

Bsta  teoría  hizo  indispensable  el  clasificar  las  leyes  que  debian 
tener  un  valor  extraterritorial  y  cuáles  le  habian  de  tener  territo- 
rial solamente,  y  dio  origen  al  sistema  de  los  estatutos,  que  ha  do- 
minado durante  mucho  tiempo  de  un  modo  casi  exclusivo  en  la 
materia.  No  podemos  detenemos  ahora  á  explicar  la  significación 
de  la  pajabra  estatuto;  solo  si  diremos ,  que  los  esfuerzos  de  los  ju- 
risconsultos para  clasificar  las  leyes,  partiendo  de  la  necesidad  de 
hacer  atable  la  condición  jurídica  de  la  persona,  crearon  esas  dos 
grandes  categorías  que  conocemos  con  los  nombres  de  estatuto  per- 
sonal y  estatuto  real,  comprendiendo  en  aquel  las  leyes  que  se  re- 
fieren más  directamente  á  las  personas,  y  en  este  las  que  tienen 
por  objeto  directo  ó  inmediato  las  cosas,  cuyas  definiciones  espone 
Mr.  F<Biix  (2)  muy  detenidamente  tomándola  de  los  principales  es- 
critores que  han  profundizado  en  este  estudio,  de  las  que  copiamos 
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aqui  la  primera  del  mismo  autor  respecto  del  estatuto  personal; 
dice  asi:  «El  estatuto  personal  es  «na  ley  cuyas  disposicioiies 
afectan  directa  y  únicamente  al  estado  de  la  persona,  esto  es,  á  Is. 
universalidad  de  su  condición,  de  so  capacidad  ó  incapacidad  para 
proceder  á  los  actos  de  la  vida  cítÜ,  una  ley  que  imprime  á  la 
persona  una  cualidad  general  sin  relación  alguna  con  las  cosas ,  i 
no  ser  accesoriamente  y  por  consecuencia  del  estado  ó  de  la  coali* 
dad  del  hombre,  objeto  principal  dd  legisladqir.»  Ta  Teremos  des* 
pues  hasta  qué  punto  es  esto  cierto^  y  la  aplicación  que  de  ello  hace 
el  mismo  autor  al  examinar  una  especial  relación  jurídica  en  que 
parecen  encontrarse  los  dos  estatutos. 

Fácil  por  demás  se  presenta,  al  parecer,  el  sistema  de  los  e^ta* 
tutos;  por  solo  las  definiciones  que  de  estos  se  han  dado,  se  creyó 
á  primera  vista  resuelto  el  conflicto,  y  fué  aceptada  por  muchos  esta 
teoría,  mas  en  su  aplicación  á  los  casos  prácticos,  surgieron  d¡fi<> 
cuitados  insuperables  dentro  del  sistema,  se  notaren  vacíos  im* 
posibles  de  llenar  con  esa  doctrina,  y  empezó  la  controversia  entre 
los  mismos  partidarios,  aun  sobre  las  definiciones,  y  de  aquí  la 
confusión  y  divergencia  de  opiniones^  que  es  lo  qoe  principalmente 
le  distingue. 

Torque  aun  admitiendo  como  buenas  las  definiciones  dadas  á 
esas  dos  grandes  categorías  de  leyes,  ¿cómo  se  podrá  fijar  por  ellas 
que  la  ley  es  real  y  cuándo  persotialí  Escritores  hay  indinados 
al  sistema  de  los  estatutos,  que  partiendo  del  principio  de  que  la 
ley  que  determina  las  relaciones  de  la  persona  con  las  cosas  es  leg 
real,  sentaron  que  los  derechos  de  caalqniera  familia  estranjera 
sobre  sus  bienes,  y  los  del  padre  sobre  los  bienes  del  hijo  y  los  del 
hijo  sobre  los  bienes  del  padre,  y  los  deiechos  del  marido  sqjiro  ios 
bienes  de  la  mujer  debian  ser  regulados  por  la  lex  ffi  Mm,  porque 
se  refieren  al  estatuto  real;  otros  en  cambio,  considerando  .qne  al* 
gunas  de  esas  disposiciones  modifican  el  estado  de  la  persona,  dicen 
qoe  esos  estatutos  deben  ser  mirados  como  personales,  y  otros»  por 
fio,  principalmente  D'^Argentré^  no  pudiendo  incluir  ciertas  rela-- 
ciones  jurídicas  en  ninguna  de  las  dos  categorías  indicadas,  crea- 
ron los  estatutos  mixtos.  Son  tres,  pues^  las  clases  de  estatutos  que  . 
ha  habido  que  admitir  para  comprender  todas  las  relaciones  jurídi- 
ras  que  pueden  dar  lugar  á  conflictos  entre  las  legislaciones;  pero 
sus  mismas  definiciones  demuestran  que  por  sí  no  basta  ese  sistema 
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para  dar  verdadera  soIadoQ  en  machos  casos,  paes  en  el  mismo 
Bupaesto,  en  el  contenido  de  su  definición,  como  hemos  visto  ya, 
está  la  dificultad  primera.  Interminable  ha  sido  la  discusión  entre 
los  partidarios  de  los  estatutos  sobre  la  chsificacion  de  ciertas  leyes; 
sin  embargo,  esta  doctrina,  como  parecía  satisfacer  la  necesidad 
de  hacer  estable  y  permanente  el  estado  ó  capacidad  jurídica  de  la 
persona,  y  atendia  también  en  parte  á  esa  idea  de  la  sobetania  de 
los  Estados  y  al  deredi»  exclusiiro  de  estos  para  regular  por  sus 
propias  leyes  cuanto  concierne  á  los  bienes  que  en  ellos  se  encuen- 
tran, ha  dominado  durante  mucho  tiempo  en  la  ciencia,  fué  acogi- 
da desde  luego  por  ciertos  CóJigos,  y  la  han  sostenido  con  decidido 
empeño  profundos  escritores,  entre  ellos  Blr.  Foelix,  Lebruo  y  Prevot 
de  la  Jannes,  si  bien  este  último  combatió  la  doctrina  del  primero 
sobre  el  modo  de  apreciar  y  clasificar  el  estatuto  personal,  compren* 
diendo  en  él  á  la  ley  que  declara  incapaz  en  un  caso  dado  á  una 
persona  generalmente  capaz  ó  viceversa. 

No  puede  aceptarse  hoy  en  el  estado  actual  de  la  ciencia  la  teo* 
ría  de  los  estatutos  para  resolver  los  conflictos  de  las  legislaciones, 
ni  tiene  verdadero  fundamento  científico  esa  clasificación  que  se 
hace  de  las  leyes  para  su  aplicación  respectiva,  ni  podemos  dar  so- 
lución con  ella  hoy  á  muchos  de  los  conflictos  que  frecuentemente 
ocurren.  Savigoy  (4)  dice  á  propósito  de  este  sistema:  «No  pensa* 
mos  rechazar  la  doctrina  de  los  estatutos  como  absolutamente  fal- 
sa; es  susceptible  de  aplicaciones  é  interpretaciones  muy  varia* 
das,  de  las  cuales  algunas  no  se  pueden  contar  como  justas.  Mas 
como  es  incompleta  y  se  presta  á  gran  número  de  errores,  no  pode- 
mos tomarla  como  Imsede  nuestro  estudio.» 

Una  prueba  evidente  de  la  verdad  de  estas  palabras  la  tenemos 
patente  y  clara  en  el  autor  más  generalmente  conocido  entre  noso- 
tros, en  Mr.  Tcelix.  Ta  conocemos  la  definición  que  dá  en  el  nú* 
mero  92  de  su  obra  del  estatuto  personal,  pues  en  el  núm.  23,  dice: 
«El  estatuto  real  gobierna  todas  las  disposiciones  del  hombre  rela- 
tivas á  ios  inmuebles,  todos  los  actos  que  tienen  inmuebles  por  ob- 
jeto ó  que  surten  efecto  sobre  inmuebles  están  sometidos  á  las  leyes 
del  lugar  de  la  situación,  que  son  las  que  dominan  esos  actos. »  Pre- 
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senta  á  continuación  varios  ejemplos  de  aplicación  de  la  ley  real 
después  de  los  que,  dice  por  fin  que  no  puede  dejar  de  señalar  un 
caso  en  el  que,  bajo  pretexto  de  la  aplicación  de  esta  misma  ley, 
el  estatuto  personal  ha  sido  violado.  «Una  mujer  española  que  re- 
sidía en  Francia  había  prestado  caución  por  su  marido,  y  para  se- 
guridad del  crédito^  había  consentido  hipotecar  un  inmueble  de  su 
propiedad;  atacó  esta  caución  como  nula,  apoyándose  en  el  Seña- 
do-consulto  Veleyano  que  ha  conservado  fuerza  en  España.  Esta 
demaniaf  dice,  eitá  mdentemetUe  fundada  en  el  etíattUo  perwiud 
de  la  demandante,  y  la  hipoteca  dependía  de  la  validez  de  la  obli- 
gación; sin  embargo,  el  Tribunal  real  de  París,  por  sentencia  de  15 
de  Marzo  de  1831,  desechó  la  demanda  de  nulidad  por  el  doble  mo- 
tivo: «r  Que  estando  sito  en  Francia  el  inmueble  hipotecado,  há 
lugar  á  juzgar  de  la  capacidad  de  la  demandante  y  de  la  validez  de 
la  obligación,  según  las  leyes  Trancesas.  ¥  Que  en  tesis  general,  ya 
en  materia  personal,  ya  en  materia  real,  los  contratos  celebrados 
en  Francia,  y  cuya  ejecución  hay  derecho  de  perseguir  ante  los 
Tribunales  franceses,  no  pueden  apreciarse  ni  juzgarse  sino  confor- 
me á  la  legislación  propia  de  la  Francia.  El  Tribunal  Supremo 
rechazó  la  demanda ;  pero  sólo  por  el  motivo  de  que  la  pentencia  no 
infringió  ninguna  ley.» 

La  sentencia  del  Tribunal  real  de  París,  está  muy  de  acuerdo 
y  aun  se  funda  en  la  doctrina  expuesta  por  Mr.  Foelix  en  el  mis- 
mo número,  acerca  del  estatuto  real ;  pues  dice  que  gobierna  todas 
las  disposiciones  del  hombre  relativas  á  los  inmuebles,  y  compren- 
dida en  este  caso  la  hipoteca  de  una  finca  para  seguridad  de  la 
deuda  contraída  por  el  marido,  y  como  los  actos  sobre  los  inmuebles 
están  sometidos,  según  el  mismo  autor,  á  la  ley  del  lugar  de  su  si- 
tuación, el  Tribunal  Real  de  París  aplicaba  perfectamente  al  inmue- 
ble sito  en  Francia  é  hipotecado  por  la  mujer  española  la  ley  fran- 
cesa, que  no  prohibe  esa  disposición ;  no  debiera,  por  tanto,  Mr.  Fce- 
líx,  haber  presentado  este  caso  como  de  violación  del  estatuto  per- 
sonal, pues  es  la  sanción  de  su  propia  doctrina  sobre  los  estatutos 
reales. 

Mas  aún,  recordamos  la  definición  que  dá  en  el  núm.  22  dei 
estatuto  personal,  «es  la  ley,  dice,  cuyas  disposiciones  afectan  di- 
recta y  únicamente  al  estado  de  la  persona,  esto  es,  á  la  universa- 
lidad de  su  condición,  de  su  capacidad  ó  incapacidad  para  proceder 
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á  los  actos  de  la  vida  civil,»  y  bajo  este  concepto  tampoco  podemos 
ver  en  la  referida  sentencia  una  infracción  del  estatuto  personal, 
pues  á  nadie  le  ocurre  afirmar  que  el  Senado  consulto  Yeleyano^ 
mejor  dicho»  la  Auténtica  Si  qua  mtdier  en  Roma  y  la  ley  61  de 
Toro  en  Castilla  afectan  á  la  universalidad  de  la  condición ,  á  la 
capacidad  juridica  de  la  mujer  casada,  pues  ni  la  Auténtica  Si  qua 
mulier  ni  la  ley  61  de  Toro  disponen  otra  cosa  que  la  prohibicioD 
de  cierta  clase  de  actos  á. personas  generalmente  capaces,  pero  sin 
afectar  á  la  totalidad  de  esta  capacidad ;  declarar,  pues,  Mr.  Foelix 
que  eslas  leyes  son  puramente  personales^  es  incurrir  en  una  fla- 
grante contradicción,  como  oportunamente  lo  advierte  su  anotador 
Demangeat,  contradicción  que  dice  no  le  admira,  porque  dice  que 
es  propio  de  las  ideas  falsas  arrastrar  á  inconsecuencias^  y  se  refie- 
re á  las  observaciones  del  núm.  25  de  Prevot  de  la  Jannes,  sobre 
el  verdadero  concepto  del  estatuto  personal. 

Nosotros  reconocemos  como  derivada  esta  contradicción  de 
aquella  falsa  idea  del  estatuto  personal,  pero  no  se  debe  únicamen* 
te  á  su  concepto  equivocado,  nó,  contribuyó  también  la  teoría  en 
general^  lo  inexacta  que  es  y  lo  incompleta  é  insuficiente  que^e  ha 
mostrado  para  resolver  ciertos  conflictos;  ya  tendremos  ocasión 
más  adelante  de  hacer  notar  otra  contradicción  de  Mr.  Foelix,  pre- 
cisamente sobre  una  de  las  cuestiones  de  la  consulta  que  confirma- 
rá lo  ya  dicho  del  sistema  de  los  estatutos. 

Pudiéramos  examinar  igualmente  y  con  alguna  extensión ,  los 
sistemas  del  consentimiento  6  convención  de  las  partes,  como  acep- 
tación de  una  determinada  ley  para  regular  por  ella  las  relaciones 
jurídicas  establecidas,  y  el  llamado  de  reciprocidad,  que  consiste  en 
admitir  una  extensión  extraterritorial  para  ciertas  leyes ,  cuando 
el  Estado  extranjero  concede  el  mismo  beneficio  á  nuestra  ley  sobre 
so  territorio ;  sistema  que  domina  en  el  Código  francés  y  el  acep- 
tado por  nuestro  proyecto  en  su  artículo  26,  mas  ninguno  de  ellos 
puede  encontrar  hoy  eco  después  de  la  afirmación  de  la  capacidad 
civil  del  individuo  que  hemos  expuesto,  y  de  la  libertad  que  le  cor- 
responde para  ejecutar  esa  capacidad  por  todas  partes,  que  es  la 
base  de  la  nueva  ciencia  del  derecho  internacional  privado. 

El  primero  de  estos  sistemas,  ó  sea  el  del  consentimiento,  lleva 
en  sus  consecuencias  á  afirmar  en  conclusión  que  la  ley  rige  nues- 
tras relaciones  jurídicas  porque  nosotros  la  aceptamos,  á  la  cual 
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contesta  muy  oportoDainente  Fiore:  « la  ley  no  obliga  porque  se 
presume  aeeptada,  sino  que  se  presume  aceptada  porque  obliga, 
las  relaciones  jurídicas  entre  h  ley  y  el  sujeto  de  derecho  no  puede 
ser  nunca  una  relación  voluntaria  dependiente  del  arbitrio  ó  con- 
sentimiento de  la  persona ,  porque  la  ley  que  reconoce  ó  declara 
los  derechos,  sanciona  los  actos  realizados  en  virtud  de  éstos,  sólo 
en  cuanto  reúnen  las  condiciones  y  formalidades  que  ella  exige  7  se 
impone  para  que  se  cumplan  esas  formalidades  y  esas  condiciones.» 

No  resuelve  tampoco  la  cuestión,  porque  sí  la  ley  aeeptada  es 
la  que  ha  de  regir  la  relación,  ¿qué  ley  será  esa?  ¿Será  la  real  ó 
la  personal?  Dentro  del  sistema  no  puede  contestarse  á  estas  pre- 
guntas, de  suerte  que  el  supuesto  es  la  dificultad  misma. 

El  sistema  de  la  reciprocidad  es  el  sistema  de  los  celos,  de  las 
represalias,  se  inspira  en  la  desconfianza  y  tiende  naturalmente  al 
aislamiento ;  bastaría  esta  sola  condición  para  ser  rechazado  desde 
luego,  porque  estas  ¡deas  no  obedecen  ni  respetan,  ni  siquiera  tie- 
nen en  cuenta  para  nada,  la  capacidad  del  individuo,  su  libertad  y 
su  personalidad  civil. 

I)ientro  de  la  reciprocidad  no  cabe  una  afirmación,  ella  es  la 
duda  y  la  vacilación  constante ;  y  por  tanto,  la  inseguridad  de  los  1 

derechos,  la  negación  de  la  personalidad,  pues  nada  se  concede  en 
obsequio  á  esta  sino  en  razón  de  utilidad  ó  cortesía  por  la  concesión  I 

hecha  por  otro  Estado  en  el  mismo  sentido. 

Es  incierta,  indeterminada,  la  extensión  de  la  ley,  no  cabe  ase- 
gurar si  tendrá  ó  no  valor  extraterritoríal,  ni  si  á  su  aplicación  se 
opondrán  obstáculos  y  limitaciones  con  pretexto  de  un  ataque  á  ese 
principio  de  soberanía  ¿  independencia  de  los  Estados  6  de  repre- 
salia, porque  se  hubiere  impuesto  á  sus  leyes  alguna  limitación  in- 
justamente. 

La  represalia  no  ha  sido  ni  puede  ser  jamás  principio  de  dere- 
cho, y  si  los  Estados  han  de  Tundar  sobre  bases  sóli<fais  sus  relacio- 
nes jurídicas  y  garantizará  los  extranjeros  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos civiles,  deben  tener  presentes  otros  principios,  otras  máximas 
de  verdadera  ju$Hcia  qne  pueden  tener  perfecta  aplicación  á  las  re- 
laciones de  los  Estados  y  de  los  individuos. 

El  ejercicio  de  los  derechos  naturales  del  hombre  no  pue- 
de ni  debe  depender  del  arbitrio  del  legislador,  porque  aquel  puede 
exigir  el  respeto  y  reconocimiento  de  esos  derechos  por  todas  par* 


DEL  CONTRATO  DE  MATRIMONIO  349 

tes  en  noD&bre  de  la  ley  natural,  qae  es  superior  á  todas  las  leyes. 
Los  derechos  civiles  no  se  pueden  considerar  todos  como  una  con- 
cesión de  la  ley  civil;  muchos  de  ellos  tienen  su  origen  eo  un  dere- 
cho anterior,  y  aquella  ley  los  reconoce,  los  hace  constar,  los  ga- 
rantiza, y  al  pasar  de  la  ley  natural  á  la  ley  escrita,  no  pierden  su 
carácter  y  su  naturaleza  primitiva;  y  suponer  que  estos  derechos 
que  marcan  la  base  de  las  relaciones  de  los  individuos  como  pue* 
den  señalarse  igualmente  las  de  las  relaciones  de  los  Estados,  de- 
penden de  la  reciprocidad  6  del  consentimiento  expreso  ó  tácito,  es 
hacer  al  Estado  arbitro  del  derecho  y  afirmar  que  no  puede  haber 
principios  ciertos  para  resolver  los  conflictos  de  las  legislaciones, 
es  tanto  como  fundar  el  derecho  en  el  capricho  del  hombre,  supo- 
niendo voluntarias  sus  relaciones  con  la  ley  que  las  rige,  es,  en  Gn, 
descartar  del  principio  del  derecho  las  condiciones  de  necesario  y 
permanente  y  obligatorio  que  principalmente  le  caracterizan. 

La  filosofía  del  derecho,  ve  en  las  naciones  los  miembros  de  su 
organismo  que  se  llama  humanidad,  y  las  considera  sujetas  al  de- 
recho público  internacional,  y  así  como  está  sometido  igualmente 
al  derecho  el  individuo  en  la  nación,  y  no  por  eso  pierde  sus  dere- 
chos ni  se  convierte  en  medio,  sino  que  es  persona,  y  como  tal  tiene 
su  fin,  de  igual  manera  las  naciones  tienen  su  independencia,  no  se 
confunden  en  el  seno  de  la  humanidad,  pero  viven  dentro  de  la  ley 
de  ésta,  y  deben  regirse  en  todas  sus  relaciones  conforme  á  esa  ley. 

«Esta  doctrina,  decia  Mancini  en  su  proposición  al  Instituto  de 
Derecho  internacional,  que  no  admite  como  base  del  derecho  de 
gentes  la  eomiías  ó  bienandanza  internacional,  ni  el  consentimiento 
expreso  ó  tácito  de  las  naciones,  ob  mutuam  utüitateniy  es  la  que 
resuelve  el  problema  del  derecho  internacional  privado,  fundándole 
sobre  un  deber  perfecto  y  obligatorio  de  justicia  internacional,  es 
la  teoría  admitida  hoy  por  los  más  eminentes  jurisconsultos  euro- 
peos, y  sostenida  con  vigor  por  toda  la  escuela  italiana,  distin- 
guiéndose en  esta  Esperson,  Flore  y  Pieraotoni,  y  la  defienden  tam- 
bién Laurent  Brocher  y  otros  no  menos  importantes.  El  mismo  Sa- 
^igoy  (^)  demuestra  la  necesidad  de  admitir  una  comunidad  de 


( I)     Traite  de  drtnt  rom.  vol. ,  8°,  pág.  lí». 
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derecho  entre  las  Daciones  para  jazgar  los  conflictos  legales  se- 
gun  la  naturaleza  intima  de  cada  relación  jnrídica  y  sin  tener  en 
cuenta  los  límites  délos  Estados.  A.  este  propósito  dice:  «el  punto  de 
yista  dominante  hoy  en  la  legislación  y  en  la  práctica^  no  es  ni  puede 
ser  afecto  á  la  conservación  de  la  Autoridad  exclusiva,  sino  que  exis- 
te una  marcada  tendencia  á  juzgar  la  causa  de  colisión,  según  la  na* 
turaleza  intima  y  la  necesidad  de  cada  una  de  las  relaciones  de  de- 
recho. Para  juzgar  estas  colisiones,  fáciles  de  surgir  en  el  caso  en 
que  una  relación  jurídica  puede  ser  regulada  por  leyes  distintas  y 
contrarías,  no  basta  ocuparse  exclusivamente  de  ella  como  única 
problema,  sino  que  es  preciso  establecer  el  límite  del  imperio  de 
cada  legislación  primitiva  é  investigar  cuáles  son  las  relaciones  ju- 
rídicas á  ella  sometidas,  y  mejor  dicho,  á  qué  ley  está  sometida 
cada  una  de  esas  relaciones.»  «Determinados  los  límites  del  impe- 
rio de  la  ley,  las  colisiones  se  han  evitado;»  cuyo  razonamiento 
ensalza  Fiore  {i),  añadiendo  que  Savigny  es  el  único  que  ha  com- 
prendido el  problema  en  toda  su  profundidad,  y  le  ha  estudiado  ei> 
(oda  su  extensión,  por  lo  cual  acepta  sus  indicaciones  para  el  estu- 
dio y  desarrollo  de  esta  materia  en  su  preciosa  obra  tan  conocida 
y  apreciada  por  los  hombres  de  estudio. 

Queda  expuesto  á  grandes  rasgos  el  estado  de  la  ciencia  deV 
derecho  internacional  privado,  y  examinadas,  aunque  ligera- 
mente, las  teorías  que  hoy  se  consideran  como  las  más  justas  para 
resolver  los  conflictos  de  las  legislaciones.  Los  Códigos  más  mo- 
dernos las  han  aceptado  en  gran  parte ,  entre  ellos  los  de  Ita- 
lia y  Portugal,  y  van  haciéndose  eco  en  la  jurisprudencia  de  todo& 
los  países,  sentando  asi  las  bases  de  un  derecho  internacional  co- 
mún que  evitará  todos  los  conflictos  que  las  relaciones  privadas- 
entre  los  subditos  de  distintos  Estados  hablan  de  originar  frecuen- 
temente. 

No  son  aceptables  ya  los  sistemas  de  la  reciprocidad  y  de  \o^ 
estatutos;  los  principios  fundamentales  de  la  filosofía  del  derecho 
son  la  base  de  la  teoría  expuesta  por  los  escritores  más  recientes,  y 
con  arreglo  á  ellos  según  la  naturaleza  íntima  de  cada  relación  ju- 


(1)    Diritto  internazionale  privato,  1869,  pág.  6!. 
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ridica,  se  ha  de  decidir  la  ley  á  que  esti  sometida  y  el  limite  del 
imperio  de  esa  ley. 

Pasamos  ya  á  hacer  aplicacioa  de  estos  principios  de  esta  teo- 
ría á  la  relación  jurídica  á  que  la  consulta  se  refiere,  examinando 
bajo  este  concepto  las  dos  preguntas  relativas  á  esta  materia. 

Se  trata  de  la  sociedad  conyugal  creada  por  el  matrimonio  de 
dos  personas  en  distinto  país  de  aquel  cuya  ley,  por  su  origen,  ha- 
brá de  regular  la  capacidad  jurídica  de  ambos  esposos,  pues  se  di- 
ce que  son  dos  individuos  castellanos  que  celebraron  su  matrimonio 
en  Barcelona,  donde  parece  que  han  vivido  des$pues  constantemen- 
te hasta  el  ano  i 866  en  que  por  muerte  de  uno  de  los  cónyuges  que- 
dó disuelta  esa  sociedad,  y  sabido  es  cuánto  se  diferencia  la  legis- 
lación catalana  del  llamado  derecho  común  en  nuestra  patria;  ó  sea^ 
del  derecho  civil  de  Castilla,  en  lo  que  atañe  al  régimen  de  la  so- 
ciedad conyugal^  estando  consagrada  por  la  segunda  el  régimen  de 
gauauciales  que  no  se  conoce  en  la  primera,  y  viniendo  además  á 
complicarse  esta  dificullad  por  la  circunstancia  de  haber  adquirido 
bienes  en  diversas  provincias  de  la  Nación  sujetas  á  distinta  legis- 
lación; debiendo,  pues,  formular  nosotros  aquí  las  dos  cuestiones 
del  modo  siguiente:  ¿Por  qué  ley  se  rige  la  sociedad  conyugal?  ¿A 
qué  bienes  alcanzan  los  efectos  de  esa  leyl  Estas  dos  cuestiones  abar- 
can el  problema  en  su  totalidad,  en  la  forma  que,  dice  Savigny,  es 
preciso  estudiarle  para  juzgar  la  colisión  de  dos  legislaciones  que 
puedan  regular  una  retacionjurídica,  pues  comprenden  de  una  par- 
te la  naturaleza  intima  de  esa  relación  y  sus  condiciones  en  el  de- 
recho, de  lo  cual  se  ha  de  deducir  la  ley  por  que  debe  regirse,  y  de 
otra  el  limite  propio  de  esta  ley  en  cuanto  á  los  efectos  jurídicos 
de  su  aplicación. 

¿Qué  ley  rige  la  sociedad  conyugal  en  cuanto  á  los  bienes?  Los 
autores  y  la  jurisprudencia,  dice  Foelix  (i),  están  unánimes  en 
esta  cuestión,  la  ley  personal  del  marido  al  tiempo  de  efectuarse  el 
matrimonio,  pudiendo  nosotros  añadirá  todos  los  escritores  citados 
por  este  autor  á  Savigny,  Fiore^  Brocher,  Mancini,  Gómez  de  la 
Serna,  aduciendo  además  la  autoridad  de  la  jurisprudencia  ex- 
tranjera y  una  declaración  importante  de  nuestro  Tribunal  Su- 


(I)    Obra  citada,  nüm.  90. 
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premo.  De  suerte  que  at  parecer  en  este  punto  no  debiera  haber 
díGcultad  alguna  por  estar  resuella  unánimemente  la  cuestión; 
sin  embargo,  por  lo  que  interesa  á  la  ciencia  del  derecho  interna- 
cional privado  no  existe  esa  unanimidad  de  opiniones  de  que  nos 
habla  Mr.  Foelix^  ni  nos  basta  á  nosotros  esta  afirmación  para  dar 
por  contestada  la  consulta,  porque  hemos  de  examinar  también,  da- 
das las  circunstancias  del  caso  práctico,  cuál  es  aquí  la  llamada  ley 
personal  del  marido,  á  que  debe  ajustarse  el  régimen  de  la  socie- 
dad cooyugal.  Veamos. 

Mr.  Foelix  dice:  «la  ley  personal  imprime  una  dirección  á  los 
hechos  del  hombre,  por  ejemplo  relativamente  á  la  sociedad  con- 
yugal en  cuanto  á  los  bienes.  A  falta  de  estipulaciones  expresas 
de  los  cónyuges  esta  sociedad  se  rige  de  pleno  derecho  por  la  ley 
del  domicilio  del  marido  en  el  momento  de  efectuarse  el  matrimo- 
nio, y  sin  que  sea  necesario  suponer  una  convención  tácita  en  los 
cónyuges  de  someterse  á  esta  ley.» 

T  añade  por  fio:  «el  hecho  de  los  esposos  que  se  unen  por  ma- 
trimonio recibe  en  cuanto  á  los  bienes  su  direcion  por  la  ley  per- 
sonal del  marido,  y  esta  ley  ejerce  sus  efectos  aun  sobre  los  bie- 
nes inmuebles  pertenecientes  á  los  esposos  y  situados  fuera  del 
territorio  para  el  cual  se  dio  esta  ley.» 

Aparte  de  lo  que  consigna  el  célebre  escritor  francés  sobre  la 
libertad  de  las  estipulaciones,  inspirándose  sin  duda  en  el  art.  1387 
del  Código  Napoleón  que  dice:  la  ley  no  rige  la  sociedad  conyugal 
en  cuanto  á  los  bienes  sino  en  defecto  de  pactos  espectales  que  pue^ 
dan  hacer  los  esposos  como  lo  crean  apropósito,  sistema  adoptado 
por  nuestro  proyecto  de  Código  civil,  que  aún  no  es  ley,  por  lo 
cual  no  puede  tener  esta  aplicación  allí  donde,  como  sucede  en 
Barcelona  y  en  Castilla,  no  hay  esa  libertad  de  estipular  el  régimen 
de  la  sociedad  conyugal,  porque  la  ley  de  antemano  tiene  estable- 
cido un  régimen  determinado  y  cierto  al  que  han  de  atenerse  ne* 
C(*sariamente  los  cónyuges;  aparte  decimos,  de  esta  libertad  que 
no  existe  entre  nosptros,  Mr.  Foelix  presenta  una  solución  en  ese 
párrafo  á  los  dos  extremos  de  la  consulta,  con  la  que  hasta  cierto 
punto  podemos  conformarnos,  si  bien  no  entendemos  del  mismo 
modo  lo  que  se  llama  la  ley  personal  del  marido. 

En  efecto,  admitido  que  esta  ley  regula  la  sociedad  conyugal 
en  cuanto  á  los  bienes,  observamos  que  se  fija  como  tal  la  ley  del 
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domicilio,  y  en  este  sentido  se  expresa  también  Dalloz  (I)  cuando 
dice :  «  El  extranjero  que  ha  sido  autorizado  para  establecer  su  do- 
micilio en  Francia,  y  que  después  se  casa  en  Francia  sin  contrato ^ 
aun  con  una  extranjera  de  su  país^  estará  sometido  á  nuestro  ré- 
gimen de  comunidad; »  coincidiendo  en  esta  parte  también  Savig- 
ny  (i),  que  afirma  «  que  todo  el  mundo  está  de  acuerdo  en  que  el 
derecho  de  los  bienes  de  matrimonio  se  determina  según  el  domici- 
lio del  marido,  y  no  según  el  lugar  donde  el  matrimonio  ba  sido  ce- 
lebrado. » 

Los  e&critores  más  recientes  han  sustituido,  en  nuestro  sentir, 
con  mucho  acierto,  el  principio  de  la  nacionalidad  al  principio  em- 
pírico,  accioental  y  variable  del  domicilio/ combatiendo  esta  doc- 
trina como  origen  de  Trecuentes  conflictos  entre  las  legislaciones, 
por  la  ninguna  estabilidad  que  entonces  ofrecia  el  estado  6  capaci^ 
dad  del  individuo,  y  los  Códigos  más  modernos  han  estado  confor- 
mes con  aquel  principio,  le  han  consignado  en  sus  artículos,  pa- 
gando asi  el  justo  tributo  á  la  ley,  que  verdaderamente  debe 
regular  la  capacidad  jurídica  de  las  personas.  Ya  el  Código  Napo- 
león habia  fijado  como  estatuto  personal  del  francés  su  ley  nacio- 
nal, la  cual  le  proteje  en  cualquier  parte  del  mundo  donde  vaya,  y  el 
Código  italiano  de  1865^  consigna  en  sus  artículos  3*  (3)  y  6*  (4)  es- 
tos dos  principios  de  verdadero  derecho  internacional,  tal  como  la 
filosofía  del  derecho  y  los  últimos  adelantos  de  la  ciencia  le  exi- 
gen. «El  extranjero  es  admitido  al  goce  de  los  derechos  civiles  como 
el  ciudadano.  El  estado  y  capacidad  de  las  personas  y  las  rela- 
ciones de  familia  se  rigen  por  la  ley  de  la  nación  de  que  forman 
parte.»  Hoy,  toda  la  escuela  italiana,  cuyos  hombres  importantes  se 
esforzaron  para  que  se  aceptaran  estas  máximas  en  el  Código,  de- 
fiende la  misma  doctrina,  y  la  jurisprudencia  de  Italia  la  ha  con- 
firmado repetidas  veces.  Fiore  (5),  después  de  hacer  la  distinción 
entre  el  contrato  de  matrimonio  y  el  matrimonio  mismo,  y  afirmar 


(1)  Repert.  Jurispr.  gener.;  Contrata  de  Mariage,  t.  13,  núm.  206. 

(2)  Traite  de  droil  romain,,  vol,  8^,  pág.  323,  Mariage. 

(3)  Libro  primo  Delle  persone. 

(4)  Dieposulla  publicazione  eet. 

(5)  Obra  citada,  Del  contralto  di  matrimonio ,  números  323  y  si- 
goientes. 
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que  la  sociedad  conyugal  crea  imporlaotes  relaciones  personales  j 
tiende  á  confundir  los  intereses  materiales  y  á  organizar  la  economía 
doméstica  según  las  necesidades  íntimas  de  la  familia,  encarecien- 
do la  importancia  de  la  ley  porque  regula  el  contrato  de  matrimo- 
nio, dice:  «El  contrato  de  matrimonio  está  tan  estrechamente  unido 
con  el  matrimonio,  que  no  se  puede  comprender  que  estas  dos  co- 
sas puedan  esparcirse  y  hacerlas  depender  de  diferente  ley,  y. debe 
afirmarse  que  cualquiera  que  sea  el  lugar  en  que  fuera  estipu- 
lado el  contrato  de  matrimonio,  debe  regirse  por  la  ley  nacional 
del  marido,  porque  esta  debe  amparar  todos  los  intereses  de  la 
nuei^a  familia  que  se  forma,»  y  continúa:   «La  ley  es  llamada  ¿ 
regular  el  contrato  de  ftiatrimonio ,  porque  debe  amparar  los  inte- 
reses económicos  de  los  cónyuges  y  de  los  hijos,  y  proveer  al 
porvenir  de  la  familia.  »  Ahora,  si  la  mujer  sigue  la  condición  del 
marido;  si  los  hijos  nacen  ciudadanos  de  la  patria  del  padre ,  ¿¿ 
qué  ley  toca  proveer  sino  á  la  del  jefe  de  la  familia?  No  compren- 
demos cómo  ciertos  escritores  franceses,  entendiendo  por  domicilio 
matrimonial  el  del  marido,  en  el  momento  de  la  celebración  del 
matrimonio,  opinan  que  todo  debe  depender  de  la  ley  del  domicilio, 
é  invocan  l\autoridad  de  los  escritores  antiguos  para  comprobar  su 
teoría.  «Combate  lo  expuesto  por  Dalloz acerca  del  matrimonio  de  un 
extranjero  domiciliado  en  Francia  aun  con  una  extranjera  de  su 
país,  que  ya  hemos  citado  en  este  artículo,  porque  deduce  ías  conse- 
cuencias inmediatas  que  de  ese  supuesto  se  siguen  necesariamente. 
«De  aquí  el  que  un  italiano  casado  en  F  rancia  con  una  italiana  pue- 
da en  contradicción  con  el  art.  i433de  nuestro  Código,  estipular  el 
régimen  de  una  comunión  perfecta:  mas  si  esta  familia,  aun  domi- 
ciliada en  Francia,  es  una  familia  italiana,  y  el  estado  de  las  per- 
sonas que  la  componen  depende  de  nuestra  ley  como  puede  ad- 
mitirse, por  el  régimen  económico  de  los  bienes  debe  regirse  por  la 
ley  francesa.  Un  italiano  no  puede  sustraerse  de  un  modo  com- 
pleto á  nuestra  ley,  sin  renunciar  á  su  propia  nacionalidad,  y  si 
éste  con  su  familia  ha  de  vivir  bajo  la  protección  de  la  ley  italiana, 
e^ta  debe  regular  sus  actos  en  todo  lo  que  interesa  civil  y  política- 
mente á  su  nación  para  no  ofender  los  intereses  de  la  nación  en 
que  vive.»  Este  razonamiento  de  Fiore  destruye  la  solución  que 
al  problema  de  la  ley  nacional  del  marido  dan  los  escritores 
franceses,  el  domicilio  no  ofrece  condición  alguna  de  estabilidad  ni 
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de  permanencia  para  que  su  ley  pueda  regir  los  actos  de  una  per- 
sona, aparte  de  que  la  ciencia  demuestra  que  el  ciudadano  forma 
parte  de  la  nación  á  que  corresponde,  cualquiera  que  sea  el  país 
donde  se  encuentra,  que  la  ley  del  origen  le  sigue  por  donde  va, 
le  proteje,  al  mismo  tiempo  que  le  reconoce  y  ampara  sus  dere- 
<:hos,  le  impone  obligaciones  que  no  puede  eludir.  Así,  por  ejem- 
plo, la  libertad  que  supone  Foelix  tiene  el  extranjero  que  se  casa 
«n  Francia,  de  estipular  el  régimen  de  la  sociedad  conyugal,  será 
muy  cierta,  tratándose  de  un  individuo,  en  cuya  patria  rija  el  pre- 
<*cpto  del  art.  1387  del  Código  civil  francés;  mas  si  nos  referimos  á 
un  castellano,  á  un  catalán,  ¿  un  italiano,  cuya  legislación  civil  no 
concede  esa  libertad,  sentaríamos  una  afirmación  errónea  y  de  rea- 
lización imposible,  porque  se  violaria  la  ley  personal,  la  ley  de  la 
nación,  que  es  la  que  rige  la  capacidad  personal  y  las  relaciones 
•de  familia. 

De  aquí  la  oportunidad  de  la  observación  que  hace  Deman- 
geat  á  lo  afirmado  por  Mr.  Foelix  en  la  nota  segunda  al  párrafo  90, 
porque  la  ley  que  permite  ó  prohibe  estipular  el  contrato  de  matri- 
monio, evidentemente  se  refiere  á  la  capacidad  de  las  personas; 
se  impone  á  estas  mismas  personas,  y  éstas  no  pueden  infringirla 
sin  peligrar  la  certeza,  la  seguridad  de  su  capacidad  jurídica,  de 
¿u  verdadera  nacionalidad.  Esta  teoría  de  la  lev  nacional  del  ma- 
rido,  como  reguladora  del  régimen  de  la  sociedad  conyugal,  la 
\emos  también  defendida  por  Brocher  (1),  y  es  la  sostenida  por 
MM.  Mancini  y  Asser  en  la  discusión  de  las  célebres  proposicio- 
nes hechas  al  Instituto  de  derecho  internacional  que  tuvo  lugar  en 
Ja  sesión  de  La  Haya  en  Setiembre  de  1875,  de  las  cuales  la  pri- 
mera, relativa  al  derecho  civil,  está  redactada  en  esta  forma:  «El 
•estado  y  la  capacidad  de  la  persona,  y  los  derechos  de  familia,  y 
las  obligaciones  á  ella  consiguientes,  deben  ser  juzgadas*  aplicando 
las  leyes  de  su  patria,  esto  es,  de  la  nación  de  que  forma  parte;  y 
•€ésar  Norsaa,  en  un  trabajo  sobre  la  jurisprudencia  italiana  (2),  en 
el  párrafo  de  las  relaciones  de  familia,  consigna  una  sentencia  de 


(t)  Teorie  de  drait  inter,  privé;  Revue  de  droit  inter,  i  Ugisiatiotí 
4:ompat,  t.  3^,  pá«.  44  S,  4879. 

(í)  Revuede  droit  inler.,  X.  T,  pág.  3J9,  4875. 
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la  Cour  de  Torio  de  31  de  Enero  de  1865,  en  que  se  declara,  qae 
las  relaciones  de  familia  y  el  régimen  de  sus  bienes  se  regulan  por 
la  ley  vigente  en  el  paí.s  á  qne  pertenece  por  su  nacionalidad  el 
marido  en  el  momento  del  matrimonio.  Y  por  último,  en  lo  que  se 
refi^'re  á  esta  cuestión  de  la  ley  que  rige  la  sociedad  conyugal,  eo 
cuanto  á  los  bienes,  debemos  hacer  mención  de  la  opinión  del 
Sr.  Gómez  de  la  Serna  (1),  qne  la  coloca  entre  las  del  estatuto  per- 
sonal, y  principalmente  la  importante  declaración  del  Tribunal  Su- 
premo  hecha  en  sentencia  de  27  de  Noviembre  de  1868,  cuyo  pri* 
mer  considerando  dice:  «Que  la  ley  personal  de  cada  individuo  e» 
la  del  país  á  que  pertenece,  la  cual  se  sigue  adonde  quiera  que 
se  traslade,  regulando  sus  derechos  pert^onales,  su  capacidad  de 
trasmitir  por  testamento  y  abintestato  y  el  régimen  de  su  matri* 
monio  y  familia.»  Sólo  conocemos  esta  declaración  (2),  que  no  basta 
por  sí  sola,  es  cierto,  para  formar  jurisprudencia,  mas  si  atendemos 
á  que  esta  doctrina,  aceptada  por  el  prímei*  Tribunal  de  la  nación^ 
es  la  qne  proclama  la  jurisprudencia  extranjera,  qne  la  vemos  ya 
formando  parte,  coma  traducida,  en  artículos  de  los  Códigos  civi- 
les de  algunos  países^  y  precisamente  los  más  adelantados  y  que 
están  dando  un  gran  impulso  á  esta  ciencia  en  nuestros  días,  y  es 
sostenida  cada  dia  más  ardientemente  por  los  más  autorizados  es* 
critores  de  nuestros  días,  no  dudamos  en  aceptarla  y  proclamarla 
como  ünica  y  fácil  solución  del  conflicto  entre  dos  legislaciones 
para  este  caso,  y  de  aplicación,  por  tanto,  oportuna  y  exacta  á  la 
primera  cuestión  de  la  consulta  que  contestamos. 

Antes,  sin  embargo,  de  venir  á  ésta  y  examinarla,  según*  lo» 
datos  qne  se  consignan,  trataremos  brevemente  la  segunda  cues* 
tion  que  quedó  también  iuiciada. 

¿A  qué  bienes  alcanzan  los  efectos  de  la  ley  que  determina  el 
régimen  de  la  sociedad  oonyugal?  Este  es  otro  de  los  puntos  que  ha 
ocasionado  en  el  derecho  internacional  privado  mis  dificnitades, 
aun  entre  los  escritores  unánimes  en  la  solución  de  la  cuestión 


M)  Blementos  áe  Derecho  ct9t7,  Título  preliminar. 

(t)  Aunque  importantes  para  dejar  de  mencionarías  no  son  aplica- 
bles á  este  caso,  pero  tampoco  destruyen  la  nueva  doctrina  las  senten* 
cías  de  6  de  Noviembre  de  1867  y  S9  de  Enero  de  1875. 
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examinada  en  primer  lugar;  es  verdad  que,  á  nuestro  juicio,  ha 
contribuido  poderosamente  á  esta  divergencia  de  pareceres,  á  esta 
confusión  de  opiniones,  ei  sistema  de  los  estatutos  que' tanto  tiem- 
po ba  dominado  de  un  modo  exclusivo  en  la  esfera  de  la  legisla- 
ción y  de  las  ciencias  jurídicas  en  general,  pues  también  en  esta 
materia  se  advierten  partidarios  á  ciertas  contradicciones  y  algu- 
nos errores,  hijos  de  lo  incompleto  del  sistema  y  de  la  multitud  de 
interpretaciones  y  aplicaciones  que  admite,  á  las  cuales  se  referia 
Savigny,  diciendo  que  no  siempre  solian  ser  del  todo  justas. 

Recordamos  aquí  lo  expuesto  anteriormente  sobre  el  concepto 
del  estatuto  personal,  y  la  contradicción  de  Mr.  Fcelix  en  cuanto  á 
la  apreciación  del  Senado-consulto  Yeleyano;  pues  en  una  contradic- 
ción semejante  incurre  al  tratar  de  la  sociedad  conyugal  en  el  nú- 
mero 90 ,  ya  citado ,  donde  consigna  qne  « la  ley  personal  del  ma- 
rido ejerce  sus  efectos  aun  sobre  los  bienes  inmuebles  pertenecien- 
tes á  los  esposos  y  situados  fuera  del  territorio^  para  el  cual  se  di6 
esa  ley,»  sin  embargo,  ya  habia  afirmado  antes  en  el  núme- 
ro 60 ,  examinando  el  Estatuto  real  que  la  ley  de  la  situación 
del  inmueble,  ó  sea  la  lex  rei  rita,  decide  entre  otras  cosas 
todo  lo  relativo  al  régimen  dotal;  á  lo  que  se  opone  Deman- 
geat  en  una  nota ,  advirtieudo  qne  el  régimen  dotal  como  cual- 
quiera otro  matrimonial  se  rige  por  la  ley  personal,  y  tenemos  por 
tanto  aquí  otra  vez  conflicto  entre  los  Estatutos  real  y  personal, 
y  en  contradicion  consigo  mismo  uno  de  los  más  distinguidos  de- 
fensores de  este  sistema  que  por  las  respectivas  definiciones  pa- 
recía de  tan  fácil  aplicación  en  la  práctica.»  Porque  si  los  bienes 
inmuebles  se  rigen  por  la  ley  del  lugar,  ó  sea  por  el  Estatuto  real, 
y  el  estatuto  personal  rige  la  sociedad  conyugal  en  cuanto  á  los 
bienes,  afirmando  estas  dos  conclusiones  dentro  de  una  misma  teo- 
ria  seria  muy  difícil,  verdaderamente  imposible  resolver  el  conflic- 
to que  surge  entre  estas  dos  leyes.  En  la  teoría  de  Fiore  y  de  todoa 
los  escritores  de  estos  úUimos  anos  es  ciertamente  inútil  discutir  si 
la  ley  que  regula  el  régimen  de  los  bienes  es  real  ó  personal,  y  de- 
cide perfectamente  si  un  fundo  es  ó  no  dotal  alienable  ó  inaliena- 
ble^ según  la  ley  nacional  del  marido,  no  por  la  lex  rei  ritce ,  mas 
la  doctrina  de  los  estatutos  paraesta^  como  para  otras  muchas  cues- 
tiones, no  tiene  solución.  Coincide  en  esta  duda  con  la  opinión  de 
Fiore  en  favor  de  la  ley  personal  del  marido.  Savigny^  que  defien- 

TOMO  L  i8  » 
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de  la  ley  del  domicilio,  y  en  el  párrafo  ya  citado  (1)  dice:  «Hachos 
pretendeo  que  los  bienes  situados  en  otros  países  no  son  regidos 
por  estos  principios»  sino  por  la  lex  reit  $íI<b.»  Esto  es  un  error, 
porque  la  ley  del  domicilio  debe  ser  aplicada  á  todos  los  bienes. 
La  diversidad  de  derecho  aplicable  á  diferentes  partes  de  los  bie- 
nes, podria  originar  complicaciones  é  incertidumbres  á  las  que  no 
es  presumible  que  los  cónyuges  se  hayan  querido  exponer.» 

En  efecto  ,  la  ley  que  rige  la  sociedad  conyugal  en  cuanto á  ios 
bienes,  debe  tener  aplicación  ¿  todos  estos  sin  consideración  al  pafs 
<londese  hallan  situados,  admitiendo  únicamente  como  racional 
excepción,  según  dice  Fiore,  que  la  ley  nacional  del  marido  no  debe 
aplicarse  coando  ataque  los  intereses  del  Estado  ó  los  principios  de 
orden  público  del  pafs  en  que  la  cosa  está  situada.  El  régimen  eco- 
nómico de  la  familia  debe  estar  sujeto  á  la  misma  ley  respecto  de 
las  personas  y  los  bienes,  porque  en  último  término  los  derechos 
todos  de  familia  se  refieren  principalmente  á  la  capacidad  jurídica, 
la  cual  se  regula  necesariamente  por  la  ley  nacional  del  individuo, 
que  le  sigue  á  todas  partes  amparándole  en  sus  derechos  é  impo- 
niéndole obligaciones.  Los  efectos  de  esta  ley  personal  son  recono- 
cidos en  todos  los  Códigos  modernos  desde  que  el  de  Napoleón  con- 
signó en  su  primer  artículo  que  el  ejeríiicío  de  los  derechos  dvUe$ 
'es  independiente  de  la  cualidad  de  ciudadano  ;  principio  verdade- 
ramente filosófico  ,  que  tiene  su  legitimo  desarrollo  en  los  Códigos 
<|ue  como  el  italiano  admiten  igualmente  á  los  extranjeros  que  ¿ 
los  nacionales  al  ejercicio  de  estos  derechos.  Mas  en  lo  que  se  refie- 
re á  los  bienes,  las  ideas  tanto  tiempo  dominantes  sobre  los  estatu- 
ios, parece  como  que  imponían  cierta  limitación  á  la  aplicación  de 
aquella  ley,  puesto  que  los  bienes  inmuebles,  según  afirman  todos 
los  partidarios  de  este  sistema,  se  rigen  por  el  Estatuto  real,  ó  sea 
por  la  lex  rei  sitm;  sin  embargo,  preciso  es  reconocer  que  no  se 
-trata  en  la  sociedad  conyugal  de  actos  dispositivos  de  esos  bienes, 
ni  de  la  forma  de  su  enajenación ,  sino  más  bien  de  los  derechos 
que  corresponden  sobre  esos  mismos  á  cada 'una  de  las  personas 
que  forman  parle  de  la  familia;  de  aquí  la  aplicación  de  la  ley  na- 
cional del  marido,  como  lo  han  entendido  la  generalidad  de  los 


(I)     Trat.  de  Droit,  vol.  íl^  Mariago,  pág .  313. 
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escritores  en  toda  clase  de  bienes ,  donde  quiera  qae  se  hallen  co- 
locados salvando  siempre  los  principios  de  orden  político  ó  pre- 
ceptos terminantes  en  contrario,  que  merced  á  las  fallas  de  acuer- 
do entre  ios  Estados  ó  por  razones  especiales  de  seguridad  públi- 
ca ,  pudieran  oponerse  á  esa  aplicación. 

Tal  es  la  solución  que  dentro  de  los  verdaderos  principios  fun- 
damentales  de  la  ciencia  del  derecho  internacional  privado,  y  hoy 
ya  según  los  preceptos  de  los  Códigos  y  las  declaraciones  de  la  ju- 
risprudencia, debe  darse  á  las  dos  primeras  cuestiones  q.ue  se  indi- 
can en  la  consulta.  Mas  nos  ocurre  todavía  una  duda  que  versa  co- 
mo pudiéramos  decir  sobre  el  mismo  punto  de  partida  de  estas 
cuestiones,  porque  no  se  ha  dicho  de  un  modo  cierto  si  D.  N.  era 
eastellano,  cuando  contrajo  matrimonio  con  una  castellana  en  Bar- 
celona. Esto  es  lo  que  defiende  el  suscritor,  enumerando  las  condi- 
ciones que  se  requieran  por  nuestras  leyes  de  Partida  para  perder  la 
nacionalidad,  las  cuales  no  nos  parecen  de  exacta  aplicación  á  este 
caso,  porque  variando  el  domicilio  de  una  á  otra  provincia  de  Es- 
paña^ no  se*pierde  ni  puede  perderse  la  nacionalidad  española  que 
es  á  lo  que  se  refieren  las  leyes  de  Partida,  en  tanto  que  dentro  de 
la  misma  nación,  trasladando  el  domicilio,  adquiriendo  vecindad  en 
Barcelona,  por  ejemploniin  castellano  para  todos  los  efectos  civiles 
queda  sujeto  á  las  leyes  catalanas,  rigiéndose  por  ella  su  capacidad 
jurídica,  y  es  sabido  que  para  adquirir  la  vecindad  un  español  en 
cualquier  pueblo  de  la  monarquía  le  basta  trasladar  á  él  su  residen- 
cia declarando  su  voluntad  expresamente  á  la  Autoridad  local,  ó  la 
residencia  habitual  por  más  de  un  año  con  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos electorales,  etc.  etc.  No  se  expresa  en  la  consulta  el  año  en  que 
D.  N.  contrajo  matrimonio  con  Doña  B.,  pero  sí  sabemos  queaquel 
se  trasladó  á  Barcelona  el  año  de  i84i,  como  apoderado  de  una  casa 
de  comercio,  y  sin  duda  residió  constantemente  desde  aquel  año, 
¿ntes  y  después  de  contraer  matrimonio,  hasta  1866  en  la  misma 
ciudad;  á  nosotros  nos  basta  este  dato  para  afirmar  rotundamente 
que  era  catalán  para  los  efectos  civiles,  al  tiempo  de  casarse  y,  por 
tanto,  que  la  sociedad  conyugal,  ó  contrato  de  matrimonio,  ¿  que 
se  refiere  la  consulta  debe  regirse  por  el  derecho  foral  de  Cataluña. 

No  tenemos  en  cuenta  al  hacer  esta  afirmación  las  disposiciones 
de  las  leyes  de  Partida  citadas  por  el  consultante  como  tampoco 
hacemos  mención  de  la  ley  53  del  fuero  catalán  vulgarmente  dicho 
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te  por  la  ley  S',  titulo  7*  de  la  Partida  6%  eo  la  caai  se  díspo* 
De  que  si  el  padre  quisiese  casar  á  su  hija^  y  la  dotase  competeote- 
mente,  y  ella  lo  rehus;ise»  y  después  se  hiciese  mujer  pública^  la 
podría  desheredar;  pues  ea  esta  ley  se  advierten  las  condiciones 
y  circunstancias  que  previene  para  que  el  padre  pueda  deshere- 
dar ¿  la  hija.  Que  no  podía  servir  de  objccfon  el  contexto  con 
que  prosigue  dicha  ley,  á  saber:  « Pero  si  el  padre  otorgase  el  ca- 
samiento de  sn  hija  de  manera  que  ella  pasase  de  edad  de  veinti- 
cinco años,  si  después  desto  Gciese  ella  yerro  ó  enemiga  de  su 
cuerpo,  ose  casase  contra  la  voluntad  de  su  padre,  non  podrá  él 
desheredarla  por  tal  razon^  porque  semeja  que  él  fué  en  culpa  del 
yerro  que  ella  fizo. »  Que  de  este  contexto  no  podia  inferirse  que 
casándose  la  bija  antes  de  los  veinticinco  años  contra  la  voluntad 
de  su  padre ^  pudiera  éste  desheredarla;  lo  uno ,  porque  el  argu- 
mento fundado  en  ilación  por  contrario  sentido  es  muy  débil  en 
todas  materias,  y  mucho  más  para  dar  por  establecidas  leyes^  y 
leyes  penales  que  deben  ser  claras,  positivas  y  decisivas:  lo  otro, 
porque,  aunque  en  dicho  contexto  usa  la  ley  de  la  conjunción  dis- 
yuntiva, está  manifiesto  que  con  la  circunstancia  de  casarse  la  hi- 
ja contra  la  voluntad  del  padre,  ha  de  concurrir  la  de  haberse 
prostituido,  porque  continúa  inmediatamente  la  ley  diciendo,  que 
en  dicho  caso,  el  padre  « fué  en  culpa  del  yerro  que  ella  fizo: »  lo 
otro,  porque  ninguno  de  los  escritores  regnícolas  que  hubieran  vis- 
to los  que  votaban,  defendía  la  facultad  de  desheredar  el  padre  por 
el  hecho  de  casarse  la  hija  contra  su  voluntad^  fundándose  en  la 
citada  ley,  ni  antes  de  la  Pragmática  del  año  1776  se  practicó  se- 
mejante desheredación ;  y  lo  otro^  porque  entendiérase  dicha  ley 
del  modo  que  se  quisiera,  habla  precisamente  de  la  hija  constitui- 
da en  ciertas  circunstancias,  y  eslo  no  era  adaptable  al  concepto  de 
una  facultad  de  desheredar  extensiva  á  los  hijos  de  uno  y  otro 
sexo. 

Que  por  lo  respectivo  á  las  leyes  del  Fuero  Juzgo,  Fuero  Viejo 
de  Castilla  y  Fuero  Real,  no  eran  leyes  en  todo  aquello  en  que  no 
se  hallaren  usadas  y  observadas.  Que  es  cierto  que  en  estos  tres 
Códigos  se  encuentran  algunas  que  hablan  de  desheredación,  como 
son  la  ley  9*,  tit.  i*,  lib.  3*  del  Fuero  Juzgo ;  las  leyes  i'  y  2\  tí- 
tulo 5*,  lib.  5*  del  Fuero  Viejo,  y  la  ley  2*,  Úi.  tST,  lib.  3*  del  Fue- 
ro Keal ;  pero  primeramente  se  advertían  llenas  de  confusión  y  os- 
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curidad,  de  modo  que  no  podía  percibirse  bieo  sa  sentido;  y  lo 
segundo,  omitiendo  otros  graves  reparos,  las  referidas  leyes  hablan 
precisamente  de  las  hijas,  por  lo  que  tampoco  pueden  adaptarse  á 
una  facultad  general  de  desheredar  á  los  hijos  varones  y  hembras. 

Que  la  desheredación  es  pena  gravísima,  la  cual  no  tiene  pro- 
porción con  el  hecho  de  casarse  el  hijo  sin  noticia  ó  contra  la  vo- 
luntad de  su  padre ;  por  lo  que  no  parecía  correspondiente  á  justi- 
cia y  equidad  sujetarle  á  tan  grave  pena,  cuando  la  herencia  de( 
hijo  en  los  bienes  paternos  es  tan  conforme  al  dictamen  de  los  de- 
rechos natural  y  divino,  por  todo  lo  cual  antes  de  la  Pragmática 
de  i 776,  no  se  practicó  nunca  semejante  pena  de  desheredación. 
Que  igualmente  seria  castigado  el  hijo  que  se  casó  con  persona 
igual  ó  de  mejor  clase  que  aquel  que  contrajo  matrimonio  indigno 
con  deshonor  de  su  familia,  en  lo  que  parecía  visible  la  deformidad 
de  semejante  ley. 

Apoyábanse  asimismo  en  el  embarazo  que  semejante  facultad  de 
desheredar  habia  de  ofrecer  en  el  caso  de  ser  único  el  hijo  ó  hija, 
y  también  con  respecto  á  los  mayorazgos,  especialmente  los  de  ter- 
cio y  quinto^  fundados  por  el  padre  que  desheredase  á  uno  de  sus 
hijos,  dándose  ocasión  con  semejante  facultad  á  pleitos  muy  difi- 
cultosos, y  por  último,  en  el  horror  que  en  todos  tiempos  habia  te- 
nido la  Iglesia  á  las  leyes  penales  en  el  matrimonio,  como  contra- 
rias á  su  libertad,  por  lo  que  los  Cánones  las  habian  irritado  y  anu- 
lado. 

La  Junta,  no  obstante  este  voto  particular^  insistió  en  su  dic- 
tamen sobre  que  se  impusiera  la  pena  de  desheredación  en  el  caso 
expuesto ,  fundándose  en  que  no  debia  confundirse  la  libertad  justa 
y  arreglada  que  tienen  los  hijos  de  familia  para  contraer  matrimonio 
con  los  excesos  y  desórdenes  que  cometen  á  pretesto  de  su  decantada 
libertad,  eligiendo  personas  indignas  y  desiguales  para  celebrarlo> 
con  deshonor  de  su  familia  y  contra  la  voluntad  de  sus  padres:  en 
que  la  Real  Pragmática  y  pena  de  desheredación  en  ella  impuesta 
no  privaba  á  los  contrayentes  de  la  libertad  que  tenían  para  e) 
matrimonio ,  antes  servia  para  dirigirlos  en  el  buen  uso  que  debían 
hacer  de  su  libertad^  y  para  desviarlos  de  los  excesos  y  desórdenes 
que  cometían  á  su  sombra  y  bajo  su  nombre  y  titulo;  y  en  que  la 
Iglesia  no  anula  ni  irrita  estas  leyes  y  penas  por  ellas  impuestas  á 
los  contraventores,  porque  ni  son  contrarias  á  sus  disposiciones  ni 


384  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

pri\an  ¿  los  contrayentes  de  la  libertad  que  el  derecho  les  permite 
para  el  matrimoDÍo  y  que  la  Iglesia  requiere  para  su  celebración. 
Alegaba  asimismo^  que  la  pena  que  estimaba  la  Junta  se  fundaba  en 
tan  justas  razones  que  no  hallaba  motivo  para  variar  su  dictamen  ni 
para  que  quedaran  sin  algún  castigo  ios  contraventores  de  tan  san- 
ta y  justa  ley. 

Pasados  estos  dictámenes  á  los  fiscales  del  Consejo,  D.  Felipe 
Ganga  Arguelles,  D.  Gabriel  de  Achutegui  y  D.  Juan  Francisco  de 
Gáceres,  emitieron  en  14  de  Mayo  de  i 778,  su  dictamen  ¿, favor  de 
la  facultad  de  desheredar,  exponiendo  en  su  apoyo  las  siguientes 
consideraciones.  Que,  aunque  á  los  hijos  mayores  de  18  y  20  anos* 
se  les  dejaba  en  libertad  de  contraer  los  matrimonios  que  resistie- 
ran sus  padres  y  parientes,  no  era  justo  que  estos  inobedientes  fue- 
sen iguales  á  los  demás  hijos  que  obraban  con  sujeción  i  los  res- 
petos debidos  á  los  padres  y  parientes  para  que  hubieran  de  haber 
de  las  mismas  personas  y  familias  que  deshonraron,  disgustaron  y 
ofendieron,  iguales  intereses  y  utilidades. 

Que  entre  las  justas  causas  de  desheredar  á  los  hijos  que  po- 
ne la  ley  4%  tít.  T,  Part.  6'  es  una:  si  injuriase  el  hijoá  su  padre. 
Que  el  número  de  causas  para  desheredar  no  está  determinado  por 
un  precepto  de  la  naturaleza  ó  por  una  sanción  ó  decisión  de  la 
Iglesia  en  asuntos  de  dogma,  que  no  admitan  aumento  ni  disminu- 
ción :  que  se  hablan  estas  determinado  por  derecho  positivo^  y  á 
las  que  se  hablan  establecido^  podían  añadirse  lasque  se  estimasen 
convenientes.  Que  á  las  catorce  causas  que  señala  la  Novela  de 
Justiniano,  aumentan  los  autores  otros  iguales  y  mayores. 

Que  la  desheredación  no  es  otra  cosa  que  excluir  de  la  heren- 
cia á  los  ascendientes,  á  los  hijos  y  descendientes:  herencia  que 
les  corresponde ,  no  por  derecho  natural  ó  divino ,  sino  por  de- 
terminación también  de  las  leyes  positivas.  Que  no  debe  confundir- 
se lo  que  es  de  derecho  natural  que  manda  ó  prohibe,  con  lo  que 
tiene  fundamento  en  los  dictámenes  ó  propensión  de  la  naturaleza: 
pues  por  esta  debe  el  padre  educar  y  mantener  á  los  hijos  para  que 
no  perezca  su  número;  después  de  criados  y  robustecidos^  la  mis- 
ma naturaleza  le  inclina  á  hacerles  bien,  mas  no  le  fuerza  ú  obliga 
á  ello.  Que  ninguno  ha  acusado  de  injustas  contra  el  derecho  natu- 
ral á  las  leyes  romanas  porque  en  los  principios  hubiesen  dejado  al 
padre  una  libre  potestad  para  desheredar  á  los  hijos  con  justa  6  sin 
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justa  causa,  Liv.  Histor.,  lib.  1%  cap.  94;  Gicer.,  De  Orat.,l\h.  V 
cap.  38;  ley  2'  Dig. ,  De  lib,  et  postura.  Que  nuestrasleyes  que 
nuQca  admitieroD  en  todo  su  rigor  la  fuerza  que  los  romanos  daban 
á  la  patria  potestad,  y  atendieron  más  á  los  dictámenes  de  la  natura- 
leza, hicieron  legítima  forzosa  de  los  hijos  todos  los  bienes ,  á  ex* 
cepcion  del  quinto,  que  puede  dejarse  á  extraíios,  ó  deltercio,  con 
«que  pudieran  gratificará  uno  de  los  mismos  hijos  ó  descendientes. 
(Ley  i",  tit.  6\  lib.  8*,  Becop.)  Que  el  que  los  hijos  tengan  el  todo 
de  la  herencia  ó  parte,  que  esta  sea  mayor  ó  menor,  todo  es  dispo- 
sición de  las  leyes  civiles,  y  no  puede  al  autor  de  ellas  limitarse  su 
potestad  en  esta  parte.  Que  la  libertad  que  debe  haber  en  el  matri- 
monio, además  de  que  ha  de  ser  justa  y  racional  y  de  ningún  modo 
pecaminosa  y  en  perjuicio  grave  de  tercero,  no  se  opone  á  la  que 
las  leyes  puedan  dar  á  los  padres  de  unos  hijos  desobedientes,  in- 
gratos y  poco  atentos  á  su  honor  y  al  de  su  familia.  Que  el  que 
el  hijo  no  herede  los  bienes  del  padre  no  es  una  prna  ó  casti^ 
go  por  el  uso  de  su  libertad,  sino  no  darle  los  beneficios  que  la 
ley  destina  por  presunta  voluntad  6  inclinación  de  los  padres  á  los 
cuales  se  ha  hecho  indigno.  T  aun  cuando  ella  fuese  pena,  tampoco 
es  de  las  que  reprueban  los  Cánones  á  benefício  de  la  voluntad  ex- 
pontánea  y  libre  de  casarse,  puesto  que  no  precisa  á  que  el  hijo 
contraiga  matrimonio  con  determinada  persona  si  quiere  evitarla, 
sino  á  que  no  contraiga  con  ella,  y  hay  una  distancia  infinita  de 
este  hecho  positivo  al  negativo,  pues  aquel  precisa  á  hacer  matri- 
monio con  persona  determinada,  y  este  deja  libertad  para  casar  con 
cualquiera  otra  menos  con  aquella;  y  por  eso  es  válido  el  legado 
^ue  se  deja  con  la  condición  de  que  no  case  con  esta  ó  la  otra  fa- 
milia. Que  es  notable  en  este  punto  la  ley  10,  iii.  i*,  Part.  4',  cuya 
disposición  exponían,  haciendo  notar  que  tan  distante  se  hallaba  el 
dictamen  de  nuestras  leyes  de  la  opinión  de  los  que  veían  en  el 
uso  de  la  potestad  paterna  para  atraer  á  los  hijos  á  la  razón  una 
-opresión  que  coarte  la  libertad  para  el  matrimonio,  que  esta  deci- 
sión se  halla  repetida  con  la  mayor  claridad  en  todos  nuestros  Có- 
digos basta  la  citada  ley  10,  la  cual  comprende  no  sólo  á  las  hijas, 
sino  también  á  los  hijos  según  dice  la  siguiente  ley. 

Además  ios  fiscales  ex  ponian  á  S.  M.  se  dignase  mandaren  uso 
de  su  soberana  potestad  para  lo  temporal  de  sus  reinos  y  para  pro- 
tección de  lo  mandado  por  el  Santo  Concilio  de  Trento  y  establcci- 
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do  por  la  disciplina  de  la  Iglesia  se  circulara  real  cédula  á  todo^ 
los  M.  R.  R.  Arzobispos^  R.  R.  Obispos  y  Prelados  para  que  hicie- 
ran enteoder  á  sus  Provisores,  Visitadores,  Promotores  fiscales» 
Ticarios,  curas  párrocos  y  tenientes,  la  obligación  que  tenían  de 
observar  todo  lo  que  se  ordenare  y  mandare  en  la  pragmática  qoe 
se  expidiera,  y  que  S.  M.  procediera  contra  los  transgresores  por 
extrañamiento  del  Reino  y  ocupación  de  sus  temporalidades. 

Vése,  pues,  por  los  documentos  extractados,  que  en  el  proyecto^ 
de  pragmática  de  1 776  se  omitieron  las  penas  más  acerbas  conte- 
nidas en  algunas  de  nuestras  antiguas  leyes  contra  los  menores  que^ 
se  casaban  sin  el  consentimiento  paterno,  reduciéndolas  á  la  per* 
dida  de  los  efectos  civiles  y  á  la  pena  de  desheredación,  con  prohi- 
bición á  los  padres  y  abuelos  de  remitir  esta  pena  como  en  alguna  de 
nuestras  antiguas  leyes  se  lo  permitían,  á  fin  deque  dejaren  de  im- 
ponerse las  acerbas  por  su  dureza,  y  la  desheredación  por  prepon- 
derar en  los  padres  el  afecto  á  sus  hijos:  según  se  decia  en  el  dicta- 
men del  Consejo  elevado  á  S.  M.  en  19  de  Febrero  del  año  enun- 
ciado, y  seconsignaba  en  la  cláusula  penal  de  la  minuta  de  la  prag- 
mática referida.  Que  en  el  texto  oficial  de  la  pragmática  de  i77& 
se  consignó  la  pena  de  desheredación,  pero  dejando  su  aplicación  a 
libre  arbitrio  ó  facultad  de  los  padres  y  abuelos,  facultad  que  se  de- 
claró más  explícitamente  en  la  Real  resolución  de  8  de  Octubre  de 
1790.  Que  en  la  consulta  elevada  áS.  M.  en  21  de  Agosto  de  1791 
para  el  examen  y  reforma  de  la  pragmática  mencionada,  se  reduje- 
ron también  las  penas  impuestas  por  nuestras  antiguas  leyes  para 
evitar  que  las  nuevas  disposiciones  dejaran  de  observarse  como^ha- 
bia  sucedido  respecto  de  aquellas,  á  la  pena  de  desheredación,  de- 
jando á  la  facultad  de  los  ascendientes  su  imposición:  que  se  forma 
voto  particular  sobre  que  no  se  impusiera  en  tal  caso  dicha  pena,  y 
que  los  fiscales  de  S.  M.  sostuvieron  y  apoyaron  el  dictamen  de  la 
mayoría  sobre  la  conservación  de  la  facultad  de  desheredar,  que 
fué  la  única  que  se  propuso  por  la  Junta  nombrada  para  la  forma- 
ción de  la  nueva  pragmática. 

En  vista  pues  de  todos  estos  proyectos  y  dictámenes,  S.  M.  san- 
cionó la  pragmática  de  10  de  Abril  de  1803,  en  la  cual  se  impuso  á 
los  menores  que  contrajeran  matrimonio  sin  el  consentimiento  de 
sus  padres  ó  abuelos  la  pena  de  expatriación  y  de  confiscación  de 
bienes,  imponiéndose  también  á  los  vicarios  eclesiásticos  que  auto- 
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rizaran  dichos  matrimonios  la  meocionnda  pena  de  expatriación, 
debiendo  ocupárseles  todas  sus  temporalidades. 

Respecto  de  la  pena  de  desheredación,  nada  se  dijo  en  esta 
nueva  pragmática,  por  lo  que  se  suscitó  por  los  intérpretes  la  duda 
de  si  debia  entenderse  ó  no  derogada  por  la  pragmálica  de  4803. 

La  opinión  afirmativa  sé  apoyó  en  la  cláusula  final  de  esta  prag- 
mática que  dice:  «Todos  los  matrimonios  que  á  la  publicación  de 
esta  mi  rea)  determinación  no  estuvieren  contraidos  ,  se  arreglarán 
á  ella  sin  glosas,  interpretaciones  ni  comentarios,  y  no  á  otra  ley  ni 
pragmática  alguna.»  Apoyóse  también  en  que  el  no  haberse  hecho 
expresa  mención  de  la  Facultad  de  desheredar  en  la  praf^mática  de 
1803,  no  puede  atribuirse  á  olvido,  entre  otras  razones  que  más 
adelante  expondremos,  porque  en  el  proyecto  de  la  misma  se  pro- 
puso esta  facultad,  según  hemos  visto,  como  única  pena,  hubo  voto 
particular  de  tres  individuos  que  la  combatieron  como  dura  é  injus- 
ta, y  los  fiscales  del  Consejo  replicaron  y  la  defendieron  detenida- 
mente; por  todo  lo  cual,  debió  tenerse  presente  dicha  facultad  al 
sancionarse  la  pragmática  de  1803. 

Contra  estas  consideraciones  base  opuesto,  que  si  bien  la  cláu- 
sula final  de  la  pragmática  de  1803  es  muy  expresiva,  no  tradujo 
por  completo  el  pensamiento  de  que  quedaran  abolidas  todas  las  dis- 
posiciones relativas  á  esta  materia,  inclusa  la  de  1776,  como  se  pro- 
ponia  en  el  capitulo  veinticinco  del  proyecto  presentado  por  el  Con- 
sejo, lo  cual  denota  que  no  se  quiso  derogar  en  todo  la  legislación 
anterior,  y  mucho  más  cuando  fué  necesario  acudir  á  ella,  en  espe- 
cial á  la  pragmática  de  1776,  pues  decidia  puntos»  no  comprendidos 
en  la  de  1803,  como  eran  ios  relativos  á  los  matrimonios  de  ios  In- 
fantes, Grandes  y  Títulos,  á  que  se  refiere  el  núm.  11  de  la  misma, 
á  las  prevenciones  que  se  hacen  á  los  ordinarios  eclesiásticos  en  tos 
nijmeros  16  al  19,  etc.,  etc.;  confirmando  esta  observación  el  que 
dicha  pragmática  de  1776  está  inserta  en  la  ley  9*  del  tít.  2*  del  li- 
bro 10  de  la  Novísima,  y  la  de  1803  en  la  18^  lo  cual  denota  que 
tiene  igual  fuerza  que  ésta  en  lo  que'no  la  derogó,  que  no  fué  en 
cuanto  á  la  desheredación,  pues  no  hizo  sino  añadir  otras  penas  á 
la  privación  de  los  derechos  civiles  qne  contenia  la  anterior.  Que 
respecto  de  la  circunstancia  de  haberse  combatido  por  algunos  vo- 
cales de  la  Junta  la  pena  de  desheredación,  y  defendídose  por  los 
fiscales,  seria  más  lógico  ^  que  inferirse  que  se  tuvo  presente  esta 
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pena  y  que  al  no  hacerse  mención  de  ella  fué  desechada,  el  creer 
que  fué  una  preterición  para  no  resolver  expresamente  la  duda. 

Pero  estas  consideraciones  quedan  desvirtuadas  observando,  que 
aun  cuando  la  cláusula  final  de  la  Pragmática  de  i803  no  se  enten- 
diera derogatoria  de  todo  lo  que  en  la  misma  no  se  expresa  y  sobre 
lo  que  se  comprenden  disposiciones  en  la  de  i 776,  deberá  entender- 
se derogatoria  de  las  prescripciones  de  ésta  á  que  se  refiere  aquelb^ 
como  lo  es  la  sanción  penal  respecto  de  los  menores  que  contraen 
matrimonio  sin  el  consentimiento  paterno.  Este  fué  uno  de  los  pun- 
tos principales  á  que  trató  de  atenderse  en  dicha  Pragmática,  y  so- 
bre que  versaron  las  consultas  y  votos  de  la  Junta  nombrada  para 
formar  el  proyecto  de  la  misma  y  los  dictámenes  de  los  fiscales 
de  S.  M.  Así,  pues,  el  no  mencionarse  la  pena  de  desheredación  en 
la  Pragmática  de  1803 ,  no  puede  conceptuarse  como  una  pre- 
terición para  no  resolver  expresamente  la  duda,  puesto  ^ue  se  con- 
signó una  sanción  penal  que  suplió  á  la  impuesta  en  la  Pragmática 
de  1776.  Por  eso  decia  uno  de  nuestros  más  autorizados  Magistra- 
dos y  escritores  jurídicos^  el  Sr.  D.  Florencio  García  Goyena  en  sus 
Coméntanos  al  Proyecto  del  Código  civil:  «Por  la  ley  18,  tít.  T,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  ó  Real  decreto  de  10  de  Abril 
de  1803,  la  pena  de  los  contraventores  era  la  de  expatriación  y  con- 
fiscación de  bienes,  y^  por  lo  tanto^  desaparecieron  las  de  la  Prag- 
mática de  1776.»  Ta  anteriormente  en  su  Código  criminal  e$pañol 
según  las  leyes  y  prácticas  vigentes^  dijo  sobre  esta  cuestión 
en  la  sección  segunda  del  ttt.  7*:  «Por  una  parte,  parece  que  no 
debe  privarse  á  los  padres  y  abuelos  del  derecho  ó  satisfacción  por 
su  ofensa  privada,  mas  ¿cómo  acumular  pena  sobre  pena  ,  mayor- 
mente cuando  la  ley  18  excluye  toda  otra  ley  ó  pragmática  ante- 
rior y  cuando  la  desheredación  puede  alcanzar  á  toda  una  descen- 
dencia inocente?»  El  Sr.  Gutiérrez  en  su  Febrero  reformado,  y  los 
Sres.  Goyena,  Aguirre  y  Montalban  en  la  nueva  reforma  de  la  mis- 
ma obra ,  opinan  también,  al  tratar  de  la  desheredación  ,  que  la 
Pragmática  de  1 803  derogó  hs  leyes  y  pragmáticas  anteriores. 

Además,  en  la  Pragmática  de  1803  se  varió  el  sistema  de  pe- 
naKdad  de  la  de  1776;  se  cambió  la  sanción,  pasándose  de  un  sis- 
tema á  otro  enteramente  distinto  ,  puesto  que  en  la  Pragmática 
de  1776  era  potestativo,  y  en  la  de  1803  punitivo. 

La  Pragmática  de  1776  fué,  por  decirlo  así,  en  cuanto  á  ia  pe* 
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nalidad  y  á  la  sanción,  un  reDejo  de  los  primitivos  tiempos,  un  re- 
troceso á  la  legislación  gótica^  decia  el  Sr.  Mena  y  Zorrilla  en  la 
disensión  de  la  ley  de  20  de  Junio  de  1862.  «  No  erigió  el  matri- 
monio de  los  menores  en  delito  público,  sino  que  lo  consideró  como 
una  falta ^  ó  si  paede  decirse,  como  un  delito  doméstico  y  .que  so- 
metía á  una  sanción  puramente  civil  y  privada*  Tan  es  así^  que 
DO  castigaba  á  las  demás  persona^  que  intervenian  en  el  matrimo- 
nio, ni  les  iroponia  responsabilidad  de  ninguna  clase.  La  libertad 
de  los  párrocos  quedó  en  toda  su  integridad ;  se  les  rogaba,  se  les 
amonestaba,  se  les  persuadía  de  la  necesidad  del  cumplimienlo  de 
los  cánones  y  de  acomodarse  á  las  prescripciones  de  la  pragmática^ 
pero  no  se  erigia  en  delito,  ni  castigaba  con  pena  alguna  el  hecho 
de  autorizar  un  casamiento  en  que  no  se  hubiesen  cumplido  sii;^ 
prescripciones.  Pero  al  darse  la  Pragmática  de  1803^  se  cambia  de 
sistema ;  se  saca  ese  acto  del  techo  privado  á  la  plaza  pública  y  se 
considera,  no  ya  con  relación  al  padre^  sino  con  relación  á  la  so- 
ciedad; se  le  convierte  en  delito  rigurosamente  dicho.  A^f,  pues,  fc 
cambió  por  completo  de  sistema:  no  se  habló  ya  nada  de  la  deshe- 
redación ni  de  la  pérdida  de  derechos  civiles;  se  habló  de  otra  cosa, 
de  la  confiscación  y  del  extrañamiento,  y  al  propio  tiempo  se  hizo 
extensiva  la  penalidad  á  las  personas  que  autorizaban  el  casa- 
miento. 

«Pues  ahora  bien;  yo  supongo  que  la  Pragmática  de  1803  no 
concluyese  del  modo  que  concluye,  y  que  con  el  propósito  de  re- 
mover todas  las  dudas,  no  tuviese  ninguna  cláusula  referente  á  las 
legislaciones  anteriores;  yo  pregunto:  coando  aparece  una  ley  nue* 
rayen  ella  se  establece  para  un  hecho  determinado  una  penali- 
dad completamente  nueva  y  distinta  de  la  penalidad  anterior  y  el 
legislador  no  dice  que  las  penas  se  sumen,  ¿se  pueden  estas  sumar? 
Cuando  se  pasa  de  un  sistema  á  otro,  cuando  un  delito  doméstico 
viene  á  ser  público  y  se  castiga  con  una  sanción  pública,  ¿es  posi- 
ble que  tin  mismo  acto  sea  penable  en  el  hogar  doméstico  con  una 
tan  grave  pena  como  la  desheredación,  y  luego,  ante  los  tribuna- 
les, con  la  de  destierro  y  confiscación  de  bienes?  Cuando  el  le- 
gislador nadaba  dicho  ^  cuando  ha  cambiado  de  sistema,  basta 
esto  para  dar  á  entender  que  ha  abandonado  el  primero,  que  no 
qniere  que  un  mismo  acto  se  castigue  de  dos  maneras  distintas. 
Por  lo  menos  será  licito  dudar,  y  á  mi  me  basta  con  esto.  Cuando 
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se  duda  si  una  peoa  existe  de  derecho»  esa  pena  bo  se  puede  apli  - 
car;  para  que  las  penas  sean  aplicables,  es  menester  que  seaa 
ciertas.  Pero  la  verdad  es  que  esa  pena  fué  derogada  y  así  se  de- 
duce de  las  palabras  finales  de  la  Pragmática  de  1803.» 

T  el  Sr.  Aparisi  y  Guijarro  (á  quien  el  que  suscribe  este  arliciilo 
tuvo  el  gusto  de  proporcionarle  datos  y  noticias  sobre  esta  mate- 
ria,  por  lo  que  le  debió  elogios  inmerecidos)  decía  también  eo  ia 
misma  discusión  de  la  ley  de  1862,  discurriendo  sobre  si  la  prag- 
iiiática  de  1803  habia  derogado  la  facultad  de  desheredar,  consig- 
nada ea  la  de  1776  :  t  El  Consejo  propuso  al  Rey  en  uno  de  los 
capítulos  del  proyecto  de  pragmática ,  que  concediera  al  padre  el 
derecho  de  desheredar  al  hijo  si  casaba  sin  su  consentimiento.  Coa* 
tra  este  acuerdo  hul)o  un  voto  particular  que  lo  combatió  acerba- 
mente; pero  los  del  Consejo  opusieron  razones  á  razones,  y  sobre 
todo  una  que  pareció  decisiva,  cual  fué  la  de  que,  no  concedieode 
el  padre  ese  derecho,  quedaba  sin  sanción  la  ley.  Los  fiscales  die- 
ron dictamen  sobre  el  del  Consejo^  é  igualmente  propusieron  al  Rey 
que  diera  al  padre  el  derecho  de  desheredar;  mas  ai  propio  tiempo 
que  penase  con  extrañamiento  del  Reino  al  edesiástioo  que  casara 
al  hijo  sin  consentimiento  del  padre  y  sin  autoridad  del  magis- 
trado. 

»Esto  propusieron  al  Rey;  esto  pusieron  ante  sus  ojos;. el  Rey 
lo  vio:  vio  «derecho  de  desheredar»;  vio  «extrañamiento  det 
Reino »^  y  sin  embargo  dijo  soló:  «extrañamiento»;  pero  extraña* 
miento  contra  el  eclesiástico  que  bendijera  el  matrimonio;  extraña- 
miento contra  el  hijo  que  casara  hollando  la  autoridad  del  padre  y 
también  la  del  magistrado.  Pues  cuando  yo  considero  que  mucho 
¿otes  de  la  pragmática  de)  76  estaban  ya  en  desuso  ciertas  anti- 
guas leyes  del  Reino,  sobre  lo  ouai  no  es  lícito  dudar,  porque  el 
mismo  legislador ,.  en  el  comienzo  de  esta  pragmática  da  de  ello 
testimonio;  cuando  considero  que  este  legislador,  U.  Cárlo6  III ,  es- 
tablece este  derecho  como  castigo  de  la  falta  del  hijo,  que  consi- 
dera como  falta  domésUca;  cuando  considero  que  Carlos  IV,  á 
quien  su  Consejo  propone  el  derecho  de  desheredar,  y  sus  fiscales 
el  extrañamiento  del  Reino,  no  consigna  en  su  pragmática  aquel 
derecho  y  si  esta  pena,  cambiando  de  sistema  de  penalidad,  consi- 
derando sin  duda  eo  el  hijo,  no  ya  una  falta  dooiéatica,  sino  un  de- 
lito público,  porque  ca«d  atrepellando  la  autoridad  del  magistrado; 
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cuando  considero,  en  fin,  que  el  no  consignarse  en  la  pragmática 
^el  año  4803  el  derecho  de  desheredar,  no  puede  atribuirse  á 
omisión  ó  á  olvido,  como  algunos  creyeron ,  porque  al  Rey  se  le 
ponia^  como  dije,  ante  los  ojos,  y  si  él  no  lo  consignó  en  la  ley  es 
evidentemente  porque  no  quiso;  cuando  esto  considero,  y  otras 
cosas  que  no  apunto  siquiera  por  noser  enojoso,  concluyo,  que  el 
derecho  de  desheredar,  que  no  existia,  según  el  mismo  legislador, 
Ames  de  1776,  dejó  de  existir  en  4803. » 

La  pragmática  de  i803  debe  entenderse  también  como  deroga- 
toria de  la  ley  49  de  Toro,  en  lo  relativo  ¿  la  pena  de  deshereda- 
ción impuesta  á  los  menores  que  contrajeren  matrimonio  sin  el 
consentimiento  paterno,  si  se  atiende  á  la  cláusula  final  citada  y  á 
que  dicha  pragmática  adoptó  precisamente  las  mismas  penas  im- 
puestas en  la  de  Toro,  respecto  de  matrimonios  clandestinos,  omi- 
tiendo tan  sólo  la  facultad  de  desheredar,  en  lo  que  se  ve  clara- 
mente la  intención  marcada  del  legislador  de  desechar  esta  pena, 
puesto  que  la  omitió,  no  obstante  tenerla  á  la  vista  en  dicha  Ley 
de  Toro,  y  que  aplicó  y  reprodujo  las  otras  penas  consignadas  en 
esta.  Asimismo,  la  pena  de  confiscación  de  bienes  quedó  abolida 
por  el  art.  10  de  la  Constitución  de  1837,  y  la  pena  de  expatria- 
ción llegó  á  caer  en  desuso  por  su  excesiva  dureza,  y  posterior- 
mente fué  derogada  por  la  penalidad  establecida  en  el  Código  pe- 
nal de  1848^  que  sustituyó  las  penas  impuestas  á  los  hijos  menores 
que  contrajeren  matrimonio  sin  el  consentimiento  paterno,  tanto 
respecto  de  los  á  que  se  refirió  la  ley  49  de  Toro,  como  de  los  que 
comprendía  en  sus  disposiciones  la  pragmática  derl776. 

Y  en  efecto;  por  el  art.  389  del  Código  de  1848  (399  de  la  re- 
forma de  1850),  se  impuso  la  pena  de  prisión  correccional  al  me- 
nor que  contrajere  matrimonio  sin  el  consentimiento  de  sus  padres 
ó  de  las  personas  que  para  el  efectp  hicieran  sus  veces,  y  la  pena 
de  arresto  mayor  si  las  personas  expresadas  aprobaren  el  matrimo- 
nio después  de  contraido. 

También  imposo  el  art.  393  (403  de  la  reforma  de  1850)  al 
eclesiástico  que  autorizase  matrimonio  prohibido  por  la  ley  civil  6 
para  el  cual  hubiese  algún  impedimento  canónico  no  dtspensable» 
la  pena  de  confinamiento  menor  y  la  multa  de  50  á  SOO  duros ;  y 
si  el  impedimento  era  dispenaable,  las  penas  de  destierro  y  mul- 
la de  SO  á  200  duros.  En  uno  y  otro  case  se  le  condenó,  por 
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^ia  de  indemnizacioD  de  perjuicios,  al  aboso  de  los  costos  de  la 
dispensa  mancomuoadaQieiite  con  el  cónyuge  doloso;  y  si  hubiese 
habido  buena  fé  por  parte  de  ambos  contrayentes,  era  condenad» 
por  el  todo. 

Has  no  haciéndose  mención  expresa  en  el  Código  de  la  facui* 
tad  de  desheredar^  se  suscitó  nuevamente  la  duda  por  los  que 
creían  ésta  subsistente  con  posterioridad  á  la  publicación  de  la 
pragmática  de  1803,  sobre  si  debería  entenderse  ó  no  derogada 
por  esta  omisión  ó  silencio. 

£1  Sr.  Pacheco^  en  «u  Código  penal  concordado  y  eomentadOp. 
adoptó  la  opinión  afirmativa  diciendo:  «Esta  peoa^  por  otra  parte, 
sustituye  á  la  desheredación  que  imponian  las  leyes  recopiladas,, 
cuyo  efecto  podiaen  muchos  casos  ser  desastroso.»  Los  Sres.  Gas-^ 
tro  y  ürozco  y  OKiz  de  Zúniga^  decian  lo  siguiente  en  sus  Comen' 
tarios  al  Código  penal:  «Hé  aquí  una  gravísima  cuestión  que  re- 
servamos intacta  á  la  jurisprudencia  porque  requiere  ser  tratada 
de  propósito  con  más  detenimiento  del  que  permite  la  índole  de 
estas  explicaciones. » 

Por  nuestra  parte,  creemos  que  de  no  entenderse  derogada  la 
facultad  de  desheredar  por  la  pragmática  de  i803^  tampoco  de- 
berla considerarse  .que  lo  estaba  por  el  nuevo  Código  penal^  por- 
que  dicha  facultad  es,  más  bien  que  una  pena  que  puede  entrar 
en  el  sistema  de  penalidad  de  un  Código  criminal,  la  pérdida  de 
un  derecho  concedido  por  el  Código  civil,  y  este  derecho  consiste 
en  un  beneficio  inherente  á  la  familia,  respecto  del  cual  todas  las 
disposiciones  que  se  establezcan  deben  emanar  del  mismo  Código 
civil.  No  debería,  pues^  considerarse  derogada  aquella  facultad  ni 
aun  por  la  disposición  final  del  Código  penal,  derogatoria  de  toda» 
las  leyes  penales  anteriores  á  la  promulgación  de  éste,  por  haber<^ 
se  concedido  aquella  facultad  por  leyes  cuyo  objeto  era  proteger 
derechos  civiles^  y  por  no  constituir  aquelia  pena  el  sistema  de  pe«^ 
nalidad  adoptado  por  nuestro  Código  penal.  Por  lo  demás,  en  la 
práctica  no  se  conocía  caso  alguno  desde  la  publicación  de  la  prag^ 
mática  de  1803,  en  que  se  hubiera  impuesto  la  pena  de  deshere- 
dación. Así  lo  afirmaba  en  la  discusión  de  la  ley  de  80  de  Junio  de 
1862  el  Diputado  Sr.  Permanyer,  expresando  que  en  más  de  veinte 
anos  de  ejercicio  de  s^u  profesión  de  Abogado,  ni  dunuM  su  carre- 
ra, ni  en  los  recuerdos  de  los  que  le  habian  precedido  y  enseñado». 
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OÍ  en  ios  que  le  habian  conducido  por  la  maoo^  tenia  noticia  de 
que  una  sola  vez  un  padre  hubiera  desheredado  á  ud  hijo  porque 
hobiese  contraído  matrimonio  sin  su  consentimiento.  De  lo  cual  se 
infiere  por  lo  menos,  que  ia  pena  de  desheredación  era  refractaria 
¿  nuestras  costumbres  y  á  nuestras  conciencias. 

Así  debió  entenderlo  la  comisión  nombrada  para  dar  su  dicta- 
men sobre  la  proposición- ley  presentada  al  Congreso  de  Diputa- 
dos en  186S  por  el  Sr.  D.  Claudio  Moyano,  sobre  la  necesidad  de 
obtener  los  menores  de  edad  para  contraer  matrimonio  el  consen-^ 
limiento  de  los  padres  ó  de  las  personas  que  hicieran  sus  veces, 
puesto  que  propuso  en  el  art.  i4  del  proyecto  de  dicha  ley,  que 
los  que  eon trajeren  matrimonio  contra  la  disposición  de  la  mis- 
ma, y  las  personas  que  intervinieren  en  su  celebración,  fueran 
castigadas  con  arreglo  á  las  prescripciones  del  Código  penal  (que 
son  las  que  ya  hemos  expuesto);  y  que  mientras  el  Código  civil  no 
definiera  las  condiciones  y  efectos  de  la  desheredación,  no  fuera 
causa  bastante  para  eUa  el  matrimonio  contraido  por  los  hijos  sin 
el  consentimiento  de  sus  padres  ó  abuelos. 

Sin  embargo,  contra  esta  disposición  se  formó  voto  particular 
qne  sostuvieron  los  Sres.  D.  Claudio  Moyano  y  D.  Juan  Ribó^  ale- 
gando en  su  apoyo  las  consideraciones  siguientes: 

«Necesitando  para  contraer  matrimonio  los  hijos  que  no  han 
cumplido  23  años^  y  las  hijas  que  no  han  cumplido  20,  del  consen- 
timiento de  sus  padres^  sin  que  de  su  negativa  se  admita  recurso 
alguno  ante  nadie,  no  es  fácil  que  el  hijo  que  se  presenta  sin  el  con- 
aenlimiento  del  padre  halle  dispuesto  á  casarle  el  párroco  á  quien 
corresponda;  pero  en  ia  posibilidad  de  que  esto  suceda  alguna  vez, 
y  no  pudiendo^  como  católicos,  dejar  de  reconocer  la  validez  de  este 
matrimonio  en  la  edad  prefijada  por  las  leyes  de  la  Iglesia ,  creen 
que  el  que,  no  sólo  ha  faltado á  la  sociedad,  violando  la  ley ,  si  que 
tembien  á  los  autores  de  sus  dias^  desoyendo  los  consejos  en  una  edad 
que  tanto  han  menester  de  ellos,  no  queda  bastante  castigado  con  la 
pesa  establecida  por  la  primera  sino  que  hay  que  facultar  á  los  se- 
.gindos  para  imponerle  otra. 

•Al  Hegar  aqni,  los  dos  individuos  que  forman  este  voto  partid 
e«br,  considerando  que  salvas  algunas  excepciones,  que  siempre 
ba  de  ser  preiáso  reconocer,  podria  haber  casos  en  que  por  parte 
de  la  penona  rechazada  se  aspirase  á  estos  enlaces  con  la  esperan* 
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za  de  poseer  más  pronto  ó  más  tarde  una  Tortona  para  ella  eenride» 
rabie,  se  han  ereido  en  el  imprescindible  deber  de  proponer  al  Con- 
greso, que  conservando,  ó  en  su  caso,  restableciendo  la  facultad 
que  de  exheredar  á  los  hijos  que  secasen  contra  el  consentimÍMl» 
de  sus  padres  han  concedido  á  estos  nuestros  Códigos,  desde  el  Fae* 
ro  Juzgo  hasta  la  Novísima  Recopilación,  se  robustezca  la  autori- 
dad paterna,  no  sólo  en  beneficio  de  los  hijos,  sino  de  la  sociedad 
entera,  con  un  derecho  con  el  cual  puedan  loa  padres  salir  al  eo^ 
cuentro  de  quien  desatentado  venga  tras  de  una  riqueza  quees^le* 
bida  solamente  al  sudor  y  privaciones  de  una  familia  laboriosa  y 
económica. 

»No  queremos  nosotros,  según  se  verá,  que  el  hijo  que  dentro 
de  las  edades  (ijadas  contrae  matrimonio  sin  el  consentimiento  de 
sus  padres,  quede  por  el  mismo  hecho  desheredado,  como  queda 
condenado  á  prisión  correccional ,  pero  sí  queremos  que  el  padre 
tenga  una  facultad  de  lá  cual  no  sólo  puede  asar  ó  dejar  de  uaar 
según  su  voluntad,  sino  que  aun  después  de  haber  usado  de  ella» 
pueda  derogarla  hasta  en  la  última  hora  de  su  vida  conforme  al  de- 
recho común. 

«Fundados,  pues,  en  estas  consideraciones,  á  que  daremoB  eo 
los  debates  mayor  extensión,  tenemos  el  honor  de  proponer  al  Con- 
greso, que  en  vez  de  dar  su  aprobación  al  art.  14  de  la  mayoría, 
se  sirva  aprobar  el  siguiente: 

»árt.  14.  Los  c|ue  contrajeren  matrimonio  contra  las  preacrip* 
ciottcs  de  esta  ley,  y  las  personas  que  intervinieren  en  su  celebra* 
cion,  serán  castigados  con  arreglo  al  Código  penal,  dando  además 
con  ello  los  hijos  de  familia  justa  causa  de  exheredacion  á  volun- 
tad de  los  padres.» 

En  el  dictamen  de  la  comisión  referida^  se  consignó  el  siguien- 
te, en  su  párrafo  nono  y  final : 

«La  comisión  no  ha  ereido  en  su  mayoría  oportuno  estableoer 
en  la  nueva  ley  la  facultad  que  la  proposición  otorga  á  los  padrea 
de  familia  para  desheredar  á  sus  hijos  cuando  contraigan  matrimo- 
nio sin  su  necesario  consentimiento.  Aceptando  en  principio  un 
derecho  que  tiene  por  conveniente  y  que  encuentra  sancionado 
en  las  antiguas  leyes  de  España,  no  ha  ereido ,  sin  embargo,  que 
debía  proponer  en  una  ley  de  índole  transitoria  la  introducción  de 
una  novedad  importantísima  que  la  legislación  actual  no  reconoce. 


PENAS  Á  LOS  MENORES  QUE  CONTRAEN  MATRIMONIO    395 

que  afectaría  á  puntos  may  capitales  del  derecho  privado,  y  que 
seria  tanto  más  grave,  cuanto  que  enunciado  en  términos  absolu- 
tos su  establecimieotOy  habría  de  producir  en  la  práctica  no  pocas 
dificultades»  intranquilidad  en  las  bmilias  y  prolongados  y  costo- 
sas litigios.  T  como  por  otra  parte  aquella  desobediencia  de  los  hi- 
jos se  encuentra  castigada  por  la  ley  penal  y  puede ,  además,  te- 
ner un  severo  correctivo  á  voluntad  de  los  padres^  en  el  derecho 
común»  la  Comisión  no  ha  podido  menos  de  retroceder  ante  la  idea 
de  crear  nuevos  derechos  y  penalidades  nuevas  que  ciertamente 
no  son  reclamadas  en  este  momento  por  las  exigencias  de  la  opinión 
pública.  Fundados  en  estas  consideraciones^  los  Diputados  que  sus- 
criben, y  después  de  pasar  por  el  sentimiento  de  que  formen  voto 
separado  sobre  la  tacultad  en  desheredar  dos  de  sus  ilustrados 
companeros,  tiene  el  honor  de  elevar  á  la  aprobación  del  Congreso 
el  adjunto  proyecto.»  T  en  este  proyecto  se  consignaba  en  su  ar- 
tículo 14  la  disposición  ya  enunciada.  Los  individuos  de  la  mayo- 
ría de  la  comisión  eran :  D.  Pedro  N.  Aurioles. — D.  Fermín  La- 
sala. — O.  Antonio  Mena  y  Zorrilla.— D.  Manuel  Agnirre  de  Teja* 
üa  y  D.  Fernando  Vida. 

En  otro  artículo  concluiremos  de  exponer  y  examinar  los  pun- 
to^ loe  nos  hemos  propaesto  de  esta  importante  materia. 

Joss  VICENTE  yCARAVANTES. 
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LA  PENALIDAD  EN  LOS  PUEBLOS  ANÜGVOS  ¥  MODERNOS  <'> 


CAPITULO  IV 


Roma  tu  tiempo  de  la  Bepública  y  del  Imperio.— Organúacio  jadicial.— TriurnTÍ- 
ros  capitales. — Inviolabilidad  del  cindadano.—  Ley  Porcia. — Leyes  de  Sila. — 
ley  Julia. — La  estrangulación  y  otros  suplicios. — Penalidad  arbitraria  cod  rela- 
ción á  los  esclavos. — Código  de  Teodosio. 


Al  establecerse  la  República  en  Roma,  se  reservé  el  pueblo  el 
coDocimieDto  de  las  causas  criminales  y  como  se  bailaba  organiza- 
do á  la  sazón  de  un  modo  especial  formando  euriaB,  centurias  y 
tribus,  los  comicios  por  centurias  comenzaron  á  entender  y  pro- 
nunciar su  fallo  en  los  juicios  de  pena  capital,  siendo  ¿  la  vez  tri- 
bunal de  alzada  en  lo  relativo  á  todos  los  demás  delitos  comunes. 
Los  comicios  por  tribus  compuestos  exclusivamente  de  plebeyos, 
juzgaban  á  los  culpables  de  delitos  pclíticos  y  poco  á  poco  fueron 
arrogándose  el  conocimiento  de  los  ordinarios.  k\  principio  el  pue- 
blo delegaba  en  cada  caso  á  un  magistrado,  que  con  plenos  poderes 
pronunciaba  su  fallo  y  hecho  esto,  daba  por  terminada  su  misión; 
mas  como  ofreciera  dificultades  y  ocasionara  perjudiciales  demo- 
ras, atendido  el  gran  número  de  causas  que  era  preciso  formar,  la 
convocatoria  de  los  comicios  con  los  requisitos  y  formalidades  que 
exigía  para  el  nombramiento  de  los  quositora,  que  asi  se  llamaban 
aquellos  delegados,  se  acordó  ya  sustituirlos  por  magistrados  per- 
manentes y  peritos  en  la  jurisprudencia  que  formaban  tribunales 
encargados,  cada  uno  de  ellos,  de  conocer  de  determinada  materia 


(f )    Véase  la  pág.  317  dé  este  tomo. 
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ó  género  particular  de  crimenes  ó  delitos.  El  pueblo  se  reservó  no 
obstante,  las  bausas  que  versaban  jsobre  crímenes  de  alta  traición 
(perduellio)  y  la  revisión  de  las  sentencias  contra  las  que  interpo- 
nian  los  reos  recurso  de  apelación.  Presidia  un  prelor  los  tribunales 
referidos,  cuyovpersonal  era  renovado  anualmente,  componiéndolo 
al  principio  jueeesdel  orden  senatorial.  Tiberio  Gracco  dispuso  lue- 
go, inBriendo  con  esto  un  golpe  mortal  á  la  autoridad  del  Senado, 
que  recayera  la  elección  en  personas  pertenecientes  tan  sólo  al  or- 
den de  caballeros. 

Dábase  el  nombre  de  eueitiones  perpetuas  á  esas  diversas  par- 
tes en  que  babia  sido  dividida  la  materia  criminal  y  en  las  que  re- 
gían una  ley,  un  procedimiento  y  una  penalidad  especialmente  de- 
terminadas. La  ley  Calpurnia  sobre  concusiones,  estableció  el  ano 
608  de  Roma  la  primera  de  ellas.  Para  que  pudiera  ser  obligado  á 
comparecer  ante  aquellos  tribunales  un  individuo  cualquiera,  era 
indispensable  que  se  hubiese  dictado  una  ley,  plebiscito  ó  senado- 
consulto  aprobado  por  los  tribunos,  teniendo  el  derecho  de  mostrar- 
se parte  acosadora  el  ciudadano  que  lo  juzgase  conveniente;  de  ma- 
nera que  parece  inferirse  de  todo  esto,  que  la  sociedad  no  mostraba 
interés  alguno  en  la  represión  de  los  delitos,  toda  vez  que  si  afecta- 
ban sólo  á  particulares  y  no  se  presentaba  nadie  á  perseguirlos, 
quedaban  impunes.  El  Tribunal  dictaba  sentencia  ajustándose  en 
un  todo  á  la  ley  cuya  disposición  citaba  ó  invocaba  el  acusador,  sin 
que  le  fuera  licito  mitigar  la  severidad  de  la  pena  por  aquella  asig- 
nada, ni  conmutarla  tampoco  por  otra.  Así  que  la  mayoría  de  los 
jueces habia  pronunciado  la  fórmula  admitida  usualmente,  eondem^ 
no,  era  entregado  el  reo  por  el  pretor  á  los  triumviros  capitales, 
magistrados  que  tenian  el  deber  de  vigilar  las  prisiones  y  cuidar 
de  la  ejecución  de  las  sentencias  de  pena  capital,  que  en  su  parte 
material  estaba  confiada  al  verdugo.  Este  precipitaba  á  los  senten- 
ciados desde  lo  alto  de  la  roca  Tarpeya  y  dejaba  luego  'que  los  ca- 
dáveres fueran  pasto  de  las  fieras  en  el  campo  Sestercio,  ó  echaba 
al  cuello  el  nudo  corredizo  al  reo  en  el  calabozo  Tuliano,  lanzándolo 
á  seguida  al  Tibor. 

Cicerón  cita  una  ley  que  prohibía  al  verdugo  vivir  en  Roma  y 
que  ha  continuado  ejerciendo  su  influencia  en  Francia  hasta  la  épo- 
ca de  la  Revolución;  puesto  que  el  ejecutor  no  podia  tener  su  mo- 
rada en  París,  como  no  fuese  en  la  casa  del  pilori. 
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La  cuestión  perpetua  relativa  á  la  concusión,  fué  seguida  del  es- 
tablecimiento de  otras  varias  jurisdicciones  también  permanentes, 
<|ue  conocían  de  los  delitos  de  peeulatu,  de  majestate  y  de  ambitu; 
y  más  tarde  Sila  extendió  y  consolidó  esa  organización,  creando 
otros  cuatro  tribunales  encargados  de  juzgar  los  deKlos  de  asesina- 
to, falsedad,  prevaricación  y  parricidio;  llegando,  por  ultimo,  á  ser 
tan  crecido  el  ndmero  de  esas  jurisdicciones  6  cuestiones^  que  pu- 
do decir  un  sabio  escritor  que  cada  crimen  tenia  asignado  en  Roma 
un  magistrado  especial  (i). 

El  ciudadano  romano,  ya  viviera  en  medio  de  la  más  fastuosa 
opulencia  ó  se  agitara  en  la  estrechez  y  miseria^  gozaba  de  grandes 
preeminencias  por  su  calidad  de  depositario  de  una  parte  del  po- 
der publico.  Su  persona  era  sagrada  ¿  inviolable,  y  sólo  podía  per- 
der la  Ifbertad  y  los  derechos  de  ciudadanía,  cuando  él  mismo  los 
enajenaba.  M.  Porcio  Catón  consignó  solemnemente  esa  inviolabi- 
lidad el  ano  654  de  Roma,  en  una  ley  que  llevó  su  nombre^  Ley 
Porciaj  y  que  prohibía  á  los  magistrados  condenar  á  un-ciodadano 
romano  á  ser  azotado^  imponerle  la  pena  de  muerte  ó  reducirle  á  la 
esclavitud.  Sólo  el  pueblo,  reunido  en  centurias,  podía  juzgar  á 
uno  de  ios  suyos  y  aplicarle  las  penas  capitales,  entendiéndose  por 
tales  las  que  privaban  de  la  vida  natural  ó  civil.  Mas  como  quiera 
que  no  pudieran  quedar  impunes  los  delitos,  sopeña  de  dejar  inde- 
fensa la  sociedad,  se  apeló  á  una  ficción  para  atender  á  ese  alto  in- 
terés, y  dejar  á  salvo,  al  propio  tiempo,  el  respeto  debido  á  la  in- 
violabilidad del  ciudadano;  y  esa  ficción  consistía  en  considerar 
desde  el  momento  en  que  se  formulaba  la  acusación  contra  un  ciu- 
dadano, que  este  era  esclavo  de  la  pena;  de  modo  que  no  se  priva- 
ba ya  de  la  libertad  ó  de  la  vida  á  un  ciudadano,  sino  á  un  escla- 
vo. Hasta  tal  punto  se  tenia  en  estima  la  calidad  de  ciudadano,  qne 
al  dar  cuenta  Cicerón  del  hecho  de  haber  osado  Yerres  disponer, 
siendo  pretor  en  Sicilia,  que  fuera  azotado  un  ciudadano  romano 
en  el  foro  de  Mcsina,  llamaba  particularmente  la  atención  de  los 
jueces  á  quienes  se  dirigía,  sobre  la  circunstancia  especial  de  no 
haber  salido  de  los  labios  del  infeliis  condenado^  ninguna  queja  ni 


(i)    Ayrault  d^Angers  en  su  Tratado  del  Orden  y  organización  ju 
dicial. 
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gemido  arraDcados  por  el  dolor,  y  sí  sólo  las  palabras  Soy  ciuda- 
datw  romano.  Horrorizábanse  todos  al  oir  esto,  olvidando  que  mit 
infortunados  eran  azotados  hasta  exbalar  el  último  suspiro»  sólo 
porque  así  lo  querían  sus  amos  ó  carceleros;  mas  como  no  eran  ciu* 
dadanos  los  que  asi  perecían,  sino  tan  sólo  hombres,  nada  importaba. 

Hay  que  contar  entre  las  penas  capitales  que  se  imponían  á  los 
romanos,  la  de  trabajos  en  las  niinas^  durante  toda  la  vida,  la  pír* 
rica  y  la  de  ser  arrojado  el  condenado  á  las  bestias  feroces.  Consis- 
tía la  pírrica,  en  una  especie  de  espectáculo  que  daban  los  conde- 
nados á  luchar  con  las  fieras  en  el  circo  y  que  no  se  hallaban  en 
iguales  condiciones  que  los  sentenciados  ad  gladium,  y  que  por  ello 
debían  morir  precisamente  al  ano  de  haber  sido  juzgados,  aban- 
donados al  furor  de  aquellas.  Los  sentenciados  á  la  pírrica  ó  sea  ad 
ludium  gladiatorium,  sólo  quedaban  obligados  á  hacer  el  oficio  de 
gladiadores,  y  podian  obtener  gracia  al  cabo  de  cinco  anos.  Tam- 
bién estuvo  muy  en  uso  la  extrangulacion,  suplicio  originario  dei 
Oriente,  é  importado  á  Roma  en  la  época  de  la  primera  guerra  pú- 
nica. El  pretor  Léntulo  y  ocho  cómplices  de  Catilina,  fueron  ejecu- 
tados de  ese  modo  en  el  Tullianum  y  los  parientes  de  Publicia  y 
Licinia  que  habían  envenenado  á  sus  maridos,  las  hicieron  también 
estrangular  sin  que  precediera  á  ese  acto  procedimiento  alguno, 
pues  lo  juzgaron  inútil  y  perjudicial  por  la  demora  que  habria  oca- 
sionado ante  un  crimen  tan  grave  y  manifiesto  (1). 

Todas  las  penas  que  dejamos  indicadas,  llevaban  implícita  la 
pérdida  de  la  libertad  y  de  los  derechos  de  ciudadanía  y  los  reos 
pasaban  á  la  condición  de  esclavos,  adjudicados  por  decirlo  así  á  la 
pena  misma  (2). 

Cometió  Sila,  que  atendió  cuanto  pudo  y  contribuyó  eficazmen- 
te á  establecer  el  predominio  de  Roma  sobre  la  Italia  y  de  la  noble- 
za  sobre  las  demás  clases,  dio  las  leyes  llamadas  Cornelias  que  pri- 
varon á  los  tribunos  de  la  autoridad  legislativa  y  abolieron  los  co- 
micios por  tribus.  Además  restituyó  al  Senado  la  autoridad  judi- 
cial y  quitó  á  los  latinos  el  tan  codiciado  derecho  de  ciudadanía. 
Hubo  entonces  tres  clases  de  penas  acomodadas  al  diverso  rango 


(I)    Valerio  Máximo,  lib.  vi,  cap.  iii. 

(t)    Digesto,  libro  xltiii,  par.  2^  núm.  II. 
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de  los  culpables;  muy  saaves  las  que  habían  de  aplicarse  ¿  las  per- 
sonas más  elevadas  del  Estado ;  algo  más  severas  las  asignadas  á 
criminales  de  clase  más  inferior,  y  últimamente  muy  rigorosas  las 
que  debia  sufrir  la  gente  de  baja  esfera. 

Las  leyes  Cornelias  comprendieron  más  tarde  á  los  incendia- 
rios, adivinos,  magos,  autores  de  maleficios  y  á  los  impostores  que 
pretendían  leer  en  los  astros,  la  suerte  ó  destino  de  los  hombres. 

Cuando  desapareció  la  forma  republicana»  los  Emperadores 
hicieron  publicar  gran  número  de  ordenanzas  contra  los  hechice- 
ros, llegando  Constantino  basta  mandar  fueran  quemados  los  arús- 
pices  en  la  hoguera  y  deportados  los  que  fueran  á  consultarlos. 
Constancio  y  Juliano,  osando  penetrar  en  el  sagrado  de  la  concien- 
cia, extendieron  la  pena  de  deportación  á  los  que  resultasen  con- 
victos de  haber  creido  en  la  astrología.  El  suplicio  del  fuego  asig- 
nado en  la  ley  Cornelia  á  la  magia  y  astrología,  ha  continuado 
aplicándose  durante  toda  la  Edad  media  y  hasta  la  época  de  la 
Revolución  francesa,  á  los  herejes  y  nigrománticos  ;  de  modo  que 
ha  sido  necesario  el  trascurso  de  siglos  para  llegar  á  rechazar  ab- 
surdas monstruosidades  é  inicuos  horrores ,  sostenidos  y  apadrina- 
dos muchas  veces  con  reprobados  fines,  hasta  por  los  mismos  que 
más  debieran  haberlos  combatido,  toda  vez  que  aparecían  c^mo  mi- 
nistros de  una  religión  cuya  doctrina  es  toda  de  mansedumbre,  par . 
T  caridad. 

Los  crímenes  de  lesa  majestad  ,  sacrilegio  y  adulterio  fueron 
definidos,  asignándoseles  varias  penas,  en  las  leyes  que  el  empera- 
dor Augusto  hizo  promulgar  y  que  son  conocidas  todas  ellas  bajo 
la  denominación  de  Ley  Julia. 

Una  ley  de  las  Doce  Tablas,  había  asignado  la  pena  de  muerte  . 
al  delito  de  rebelión  contra  el  poder  y  majestad  del  pueblo  rom'^o: 
César  redujo  el  castigo  de  los  culpables  de  ese  crimen  á  la  inter- 
dicción del  agua  y  del  fuego,  y  Augusto,  más  severo  en  ese  punto^ 
puso  de  nuevo  en  vigor  la  pena  capital.  El  delito  de  rebelión  que  ^' 
infería  profundo  agravio  á  la  dignidad  y  grandeza  del  peblo  ro* 
mano,  era  calificado  en  la  época  á  que  nos  referijlos  de  d^  distin- 
tas maneras.  Si  el  rebelde  conspiraba  contra  lá'segurídad  del  Es- 
tado, intentando  cambiar  la  forma  de'  gobierno, ^perturbaba  la 
tranquilidad  y  el  orden  público,  atentctído  contra  1K  vida  ó  la  au- 
toridad del  príncipe  á  quien  el  pueblo  habia  trasmitido  sus  pode- 
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Tes,  llamábase  Perduellio  el  delito  de  que  se  hacia  responsable.  Si 
ejecutaba  algún  acto  ofensivo  al  respeto  debido  al  jefe  del  Estado 
ó  á  sus  magistrados ,  sin  el  propósito  é  intenciones  antes  indicadas, 
7  sólo  cediendo  á  otros  móviles,  cometía  el  delito  de  lesa  majestad. 
Cortábase  la  cabeza  á  los  culpables  del  mismo  si  pertenecían  á  la 
•clase  distinguida,  y  en  otro  caso  eran  quemados  vivos  en  la  ho- 
guera. Por  desgracia,  echó  tan  profundas  raíces  esa  inicua  distin* 
cion  de  clases  en  la  legislación  penal,  que  la  aceptaron  luego  los 
pueblos  modernos,  y  durante  mucho  tiempo  subsistieron  absurdos 
privilegios  que  la  razón  y  el  buen  sentido  rechazan.  Por  lo  demás 
no  era  nuevo  el  suplicio  del  fuego:  el  ano  268  de  Roma,  P.  Mucio, 
tribuno  del  pueblo,  hizo  también  quemar  vivos  á  todos  sus  colegas, 
porque  se  habian  opuesto  traidoramente  á  que  se  eligieran  nuevos 
magistrados,  conspirando  contra  la  libertad.  Más  tarde  fueron  asi- 
milados los  monederos  falsos  á  los  reos  de  lesa  majestad,  por  una 
ley  de  Yaientiniano.  Es  de  notar  que  ni  la  muerte  misma  del  cuU 
pable  del  delito  de  lesa  majestad,  ponia  término  al  procedimiento 
-que  tenia  por  objeto  castigarle,  si  ocurría  aquella  antes  de  sufrír  la 
pena.  En  tal  caso,  continuaba  no  obstante  el  proceso  hasta  que  era 
arrastrado  el  cadáver  del  sentenciado  al  lugar  del  suplicio,  que- 
daba manchada  su  memoria  y  eran  confiscados  sus  bienes. 

Por  lo  que  hace  al  sacrilegio,  no  se  tiene  noticia  de  la  pena  que 
la  ley  Julia  imponía,  y  sólo  se  sabe,  que  durante  el  imperio,  era 
la  de  muerte  ejecutada  de  diversos  modos;  por  medio  del  fuego, 
en  la  horca  ó  entregando  el  culpable  á  las  fieras. 

Pero  de  todas  las  leyes  que  llevan  el  nombre  de  Julia,  es  la 
más  notable  la  que  se  refiere  al  adulterio,  porque  revela  el  estado 
de  corrupción  y  libertinaje  en  que  se  hallaba  sumido  el  pueblo  ro- 
mano en  la  época  en  que  fué  dictada.  Aquella  sociedad  descreída 
y  desenfrenada  abusaba  de  todos  los  goces  que  podían  proporcio- 
-narla  enormes  riquezas  que  había  conseguido  adquirir.  Casi  todas 
las  mujeres  que  por  haber  logrado  sacudir  el  yugo  de  la  esclavitud 
eran  llamadas  libertas,  se  entregaban  á  toda  clase  de  escesos  y  ^ 
eran  las  cortesanas  del  vicio,  trasmitiendo  su  nombre  al  liberti- 
naje; y  las  matronas  romanas,  no  sólo  vivían  en  buena  inteligencia 
con  ellas,  sino  que  hasta  procuraban  imitarlas  en  su  porte  y  ma* 
ñeras,  tomándolas  por  modelo.  Hasta  tal  punto  llegó  el  escándalo, 
•que  el  gran  filósofo  Séneca  se  expresa  en  estos  términos  en  uncv 
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Ae  sus  escritos:  «¿Dónde  podréis  hallar  una  mujer  tan  humilde  r 
pobre  de  espirita  y  de  estado,  qae  se  contente  con  tener  tan  sólo> 
dos  amantes?  ¿Acaso  no  necesita  una  mujer  contar  las  horas  del 
dia  por  el  numero  de  sus  adulterios?»  El  divorcio  era  entonces  una 
cosa  normal  y  que  oeurria  con  suma  frecuencia;  y  poco  á  poco 
llegó  á  considerarse  al  matrimonio  como  un  estado  que  contrariaba 
las  leyes  de  la  naturaleza.  Tanta  corrupción  y  desorden  movió  á 
los  Senadores  á  gestionar  cerca  del  Emperador  Augusto,  para  que^ 
dictara*  ley  es  que  pusieran  coto  ¿  la  corrupción  y  contribuyeran  ¿ 
modificar  las  costumbres;  pero  ya  Fuese  que  se  creyera  el  Empe- 
rador impotente  para  contener  el  desbordamiento  general,  ó  que 
corrompido  él  mismo  no  le  diera  la  importancia  que  realmente  te- 
nia^ es  lo  cierto  que  la  ley  que  promulgó  contra  los  incestuosos  y 
adúlteros^  no  les  asignaba  penas  que  pudieran  ser  tachadas  de  ri- 
gorosas. La  ley  Julia  castigaba  á  los  adúlteros  con  el  destierro  y 
pérdida  de  parte  de  sus  bienes.  El  marido  no  podia  dar  muerte  á 
su  mujer  si  la  sorprendía  cometiendo  adulterio,  porque  la  ley,  se* 
gun  expresión  consignada  en  el  Digesto^  se  proponía  refrenar  la- 
cólera  irrefleiiva  y  la  indignación  que  en  el  primer  momento 
debia  sentir  aquel.  Podia,  si,  el  marido  matar  al  amante  de  su. 
mujer  sorprendido  infraganti,  si  era  esclavo  ó  llevaba  ya  la  nota 
de  infamia  por  su  oficio  de  cantante^  bailarín  ó  gladiador.  Si  el 
adúltero  era  de  condición  libre,  sólo  podía  ser  deten itib  durante 
veinticuatro  horas  por  el  marido  para  hacer  constar  el  delito,  y 
luego  era  puesto  á  disposición  de  la  justicia. 

La  distinción  que  en  lo  relativo  al  adulterio  se  establecía  entre 
los  hombres  libres  y  los  esclavos,  nos  lleva  naturalmente  á  hablar 
del  lugar  y  situación  que  los  últimos  ocupaban  en  la  sociedad  ro- 
mana, sobre  todo  en  lo  que  se  relaciona  con  la  legislación  penal. 
Fué  idea  admitida  por  todos  los  pueblos  de  la  antigüedad  la  de  que 
el  vencedor  adquiría  por  el  triunfo  un  derecho  absoluto  sobre  la 
persona  del  vencido;  en  términos  que  este  pasaba  á  ser  propiedad 
del  primero.  Tan  completo  olvido  y  menosprecio  de  la  dignidad 
humana^  echó  profundas  raices  en  el  pueblo  romano^  que  dejó  á  car- 
go de  los  esclavos  todo  género  de  trabajos,  reservándose  tan  solo 
los  hombres  libres  el  uso  de  las  armas,  la  guerra;  y  como  era  mu- 
cho mayor  el  número  de  esclavos  que  eí  de  ciudadanos,  dejóse  ar- 
bitros á  estos  en  absoluto  de  elegir  los  medios  que  juzgaran  con- 
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veQientes  para  reprimir  las  rebeliones  de  sos  siervos,  y  se  les  fa- 
cultó para  usar  de  inflexible  severidad.  El  esclavo  no  era  una  per- 
sona, y  por  eso  la  ley  ÁqnUia  prescribia,  que  el  que  matase  á  un 
esclavo  6  á  un  cuadrúpedo  doméstico ,  quedaba  obligado  á  abonar 
el  precio  más  alto  que  otros  animales  ó  esclavos  de  la  misma  espe- 
cie hubieran  alcanzado  durante  el  trascurso  del  ano.  (i). 

Ahora  bien:  durante  la  Repüblica  y  hasta  la  época  de  los  An- 
toninos,  no  existió  disposición  alguna  legal  que  limitara  las  facul- 
tades del  señor  sobre  su  esclavo»  ni  que  fijase  tampoco  los  castigos 
que  á  este  podian  imponerse.  El  uso  únicamente,  modificado  mu- 
chas veces  por  el  capricho  del  señor,  servia  de  regla  para  determi- 
nar el  género  de  tormentos  y  los  suplicios  que  convenia  hacer  su- 
frir al  siervo.  Juvenal  pinta  el  carácter  dominante  de  una  mujer, 
refiriendo  que  hizo  crucificar  á  un  esclavo  solo  por  capricho  y  sin 
motivo  alguno;  y  añade  luego  que  contestó  á  las  tímidas  objeciones 
que  su  marido  oponía,  diciéndole:  «¡Demente!  ¿acaso  un  siervo 
es  un  hombre?»  Algunas  damas  de  elevada  clase  distraían  sus  ocios 
haciendo  azotar  á  sus  esclavos  por  mano  de  un  verdugo  que  para 
ese  objeto  tenían  ¿  su  servicio  y  al  que  daban  un  salario  anual  (2). 
Las  acciones  más  insignificantes  constituían  un  crimen  en  el  escla- 
vo. Una  mirada  dirigida  con  cierta  avidez  á  los  suculentos  nianja- 


(1)  Instit.,  lib.  IV,  tít.  líi. 

[t)    Por  desgracia  esas  crueldades  no  son  sólo  de  aquel  tiempo.  En 
época  muy  reciente  conoció  la  Audiencia  de  la  Habana  de  una  causa 

3ue  el  Juez  de  Quemados  habla  comenzado  á  instruir  en  t  de  Febrero 
e  1865,  á  consecuencia  de  haber  fallecido  una  esclava  mulata,  por 
efecto  del  horrible  castigo  que  sus  amos  la  hicieron  sufrir  por  una  fal- 
ta de  escasa  importancia.  La  desdichada  esclava  había  bebido  una  ta- 
za de  leche  reservada  para  el  almuerzo  de  sus  amos,  y  éstos,  marido  y 
mujer,  la  hicieron  atar  á  una  escalera  de  mano;  y  en  esa  situación,  su 
señora  y  otras  dos  esclavas  la  dieron  con  gruesos  cordeles  de  cáñamo 
un  gran  número  de  azotes.  Para  aumentar  luego  el  martirio  de  la  in- 
feliz, la  friccionaron  con  aguardiente  los  eauímosis  producidos  por  los 
golpes ;  y  como  la  arrancase  esto  desj^arraaores  lamentos,  le  fué  apli- 
cada una  plancha  candente  en  las  mejillas  y  en  el  cuello.  Manifestán- 
dose entonces  fuertes  convulsiones  en  la  paciente,  fué  llevada  esta  al 
lecho  donde  espiró  al  breve  rato. 

La  Audiencia  de  la  Habana  estimó  que  eran  culpables  los  amos  de 
la  esclava,  el  marido,  de  imprudencia  y  la  mujer,  de  haber  aplicado 
un  castigo  excesivo.  Condenó  al  primero  á  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión y  á  la  segunda  á  la  de  cinco  de  destierro. 
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res  que  cubrían  la  mesa  de  su  señor,  ua  ademan  cualquiera  i 
contracción  nerviosa  que  revelase  el  cansancio,  después  de  haberse 
visto  precisados  á  presenciar  la  orgía  á  que  solo  ponía  término  el 
sol  del  naciente  dia,  le  hacían  merecedor  d»  severa  y  cruel  correc- 
ción. La  cadena^  el  cepo  y  un  látigo  compuesto  de  cordeles  y  cor- 
reas de  cuero,  erizadas  de  nudos  y  balas  de  plomo,  eran  los  ins- 
trumentos que  servían  comunmente  para  aplicarla.  En  medio  de 
tan  horribles  crueldades,  pudo  el  emperador  Constantino  persua* 
dirse  de  que  ejecutaba  un  gran  acto  de  clemencia,  al  ordenar  se 
perdonase  la  vida  al  esclavo  que  intentando  sacudir  su  yugo,  fuera 
detenido  en  el  instante  de  pasar  el  confin  del  territorio  romano,  y 
se  limitara  el  castigo  á  la  amputación  de  un  pié. 

Aparte  de  todo  eso,  en  muchos  casos  daba  el  señor  rienda  suel* 
ta  á  su  imaginación  para  inventar  horrores  y  crueldades  con  que 
atormentar  á  los  desdichados  esclavos;  y  sólo  la  saludable  influen- 
cia de  las  ideas  que  el  cristianismo  difundió  más  tarde,  fué  tem- 
plando paulatinamente  y  refrenando  tan  horrible  abuso  de  la  fuer- 
za. En  tiempo  de  Nerva  y  de  Adríano  se  impusieron  castigos  á  los 
que  convertían  á  los  esclavos  en  eunucos  y  cometían  otros  horrores 
parecidos. 

Un  edicto  de  Constantino,  comprendido  en  el  Código  de  Teodo- 
sio  de  que  vamos  á  hablar,  prohibió  ahorcar  á  los  esclavos,  preci- 
pitarlos de  una  altura,  hacerles  morír  de  hambre,  introducirles  ve- 
neno en  las  venas,  quemarlos  á  fuego  lehto  y  despedazar  sus 
óuerpos  (1). 

Es  indudable  que  según  se  deja  indicacilo,  el  cristianismo  con- 
tribuyó eficazmente,  modificando  con  sus  saludables  doctrinas  los 
fieros  instintos  y  crueles  sentimientos  que  aigitaban  antes  á  la  ha- 
roanídad,  á  que  se  mitigase  cuando  menos  lo  horrible  de  ciertos 
castigos  y  tormentos:  pero  no  por  eso  debe  incurrírse  en  la  exage- 
ración de  atribuir  única  y  exclusivamente,  como  lo  hace  un  célebre 
escritor  (2),  el  progreso  que  lentamente  ha  hecho  la  sociedad  en 
esa  materia,  al  espíritu  de  las  ideas  cristianas.  Oigamos  lo  que  á 


(1)  Código  de  Teodosio,  libro  ix,  tít.  xii. 

(2)  Chateaubriand,  Genio  del  Crütianiemo. 
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ese  propósito  dice  muy  acertadamente  un  eminente  filósofo  y  con- 
cienzudo historiador,  H.  F.  Laurent,  en  su  obra  «Estudios  sobre  la 
Historia  de  la  Humanidad.»  Refiriéndose  á  ciertas  frases  estampa- 
das por  el  i  asigne  Chateaubriand  en  el  Ge^no  del  CritíianismOy  dice: 
«Ilusión  histórica!  La  humanidad  que  caracteriza  los  tiempos  mo- 
dernos ha  penetrado  en  las  leyes.  ¿Pero  habrá  que  atribuir  toda  la 
gloria  de  ello  al  cristianismo^  sólo  porque  esa  benéfica  revolución  se 
ha  operado  en  las  sociedades  cristianas?  No  debe  echarse  en  olvido 
que  la  humanidad  en  las  ley6s  data  de  un  siglo  que  profesaba  una 
abierta  hostilidad  contra  la  religión  de  Cristo.  No  es  esto  decir  que 
no  haya  contribuido  mucho  el  cristianismo  á  humanizar  las  cos- 
tumbres; pero  se  han  necesitado  también  para  eso,  el  lento  progre- 
so de  los  siglos  y  otras  influencias  aparte  de  la  religiosa.» 

En  apoyo  de  este  aserto  recuerda  M.  Laurent,  que  las  leyes  de 
los  emperadores  cristianos  distaban  mucho  de  ser  tan  humanas  y 
suaves  como  creia  el  autor  del  Genio  del  Crütianismo.  Verdad 
es  que  el  emperador  Justiniano  prohibió  mutilar  á  los  criminales, 
cortándoles  las  manos  ó  cualquier  otra  parte  del  cuerpo,  manifes- 
tándose conmovido^al  contemplar  la  debilidad  humana;  mas  preci- 
so es  reconocer  que  si  hubiera  tenido  presente  que  el  hombre  es 
imagen  de  Dios  habría  dado  otra  razón;  la  de  juzgar  impló  el  muti- 
larla. En  Europa^  después  de  la  invasión  de  los  bárbaros,  no  tardó 
en  introducirse  cierto  elemento  humanitario  en  las  costumbresy  en 
las  leyes  penales,  al  paso  que  en  Constanlinopla  donde  dominaba 
el  cristianismo,  siguió  observándose  dura  crueldad. 

El  Código  llamado  de  Teodosio,  porque  fué  promulgado  el  ano 
438  por  Teodosio  II,  contiene  las  Ordenanzas  de  los  primeros  16 
Emperadores  cristianos;  y  se  advierte  en  él  esa  tendencia  á  las 
ideas  humanitarias,  que  era  natural  produjeran  el  espíritu  cristia- 
no y  la  marcha  progresiva  de  la  civilización.  Tiene  además  impor- 
tancia esa  compilación,  por  haber  sido,  al  desmembrarse  el  impe- 
rio de  Occidente,  una  de  las  principales  fuentes  del  derecho;  hasta 
el  punto  de  habérselo  apropiado  los  pueblos  bárbaros,  tomándolo 
por  base  de  los  Códigos  que  luego  impusieron  á  los  habitantes  de 
las  regiones  que  conquistaron.  Luchan  en  él  los  dos  grandes  ele- 
mentos que  se  disputaban  la  primacía  en  el  mundo  en  el  momento 
de  su  aparición.  De  una  parte  el  antiguo  derecho  impregnado  del 
inflexible  exclusivismo  de  los  romanos,  v  de  otra  el  derecho  de 
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gentes  con  su  espirita  de  igualdad  y  justicia  universal.  Por  esa  ra- 
zón contiene  constituciones  de  diversos  géneros  y  notables  contra- 
dicciones. Al  lado  de  un  pensamiento  inspirado  por  la  caridad 
cristiana,  se  ve  aparecer  un  precepto  que  obedece  á  la  antigua 
crueldad  de  los  paganos.  Muchas  veces  es  inspirada  la  ley  por  una 
idea  perfectamente  concebida  y  una  saludable  tendencia;  pero  casi 
siempre  resulta  excesiva  la  penalidad;  y  se  explica  esto  fácilmen- 
te, si  se  tiene  en  cuenta  que  por  las  cansas  arriba  señaladas,  mos- 
traban los  Emperadores  el  deseo  laudable  de  estirpar  ciertos  vi- 
cios y  evitar  la  reproducción  de  horribles  crímenes;  pero  que 
las  ideas  y  costumbres  romanas  influían  en  la  designación  del  cas- 
tigo. Así,  al  legislar  Constantino  acerca  del  rapto  de  las  doncellas 
y  viudas,  delito  muy  común  en  Roma,  dispuso  con  sobrada  razón, 
derogando  lo  que  en  sentido  contrario  regia  antes,  que  el  consenti- 
miento de  la  doncella  ó  viuda  no  debia  eximir  de  responsabilidad 
al  raptor;  é  impuso  ¿  este  penas  atroces  é  indefinidas  {atrocimme 
4  et  indefinite)  como  fueron  las  de  quemarle  vivo  6  hacerle  pedazos 
en  el  anfiteatro.  Anadió  además,  que  si  mediaba  en  el  rapto  con- 
sentimiento de  la  persona  objeto  del  mismo,  debia  imponerse  á  ésta 
la  misma  pena  que  al  raptor,  quedando  obligados  sus  padres  á 
acusarla  públicamente.  Las  nodrizas  y  esclavos  convictos  de  com- 
plicidad, sufrían  también  un  suplicio  horrible,  que  consistia  en 
introduciries  plomo  derretido  en  la  boca  y  garganta.  Ciertamente 
que  el  pensamiento  moral  á  que  obedecía  la  ley  era  laudable;  pero 
la  penalidad  que  imponía  iba  macho  más  allá  de  los  límites  de  lo 
justo  y  razonable. 

Lo  mismo  puede  decirse  de  los  edictos  en  que  se  ordenaba  ar- 
rojar á  las  llamas  á  los  monederos  falsos  y  cortar  de  raíz  la  lengua 
de  los  calumniadores.  Castigo  cruel  y  excesivo,  aunque  tendiera  el 
legislador  á  reprimir  por  su  medio,  el  criminal  vicio  muy  extendi- 
do en  la  sociedad  romana,  de  producir  continuamente  fsilsas  y  viles 
delaciones,  á  fin  de  enriquecerse  con  los  despojos  de  los  acusados  á 
quienes  eran  confiscados  los  bienes. 

Impuso  también  Constantino  la  pena  capital  á  los  adúlteros;  el 
esclavo  que  había  tenido  relaciones  criminales  con  su  señora,  pere- 
cía en  la  hoguera  y  la  adúltera  era  decapitada,  quedando  sin  dere- 
cho á  la  herencia  materna  los  hijos  habidos  de  aquel  ilícito  comer- 
cio. Más  tarde,  se  redujo  la  pena  de  la  mujer  á  la  de  azotes  y  en- 
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cierro  en  un  convento,  del  que  podía  sacarla  el  marido  á  los  dos 
años  ó  dejarla  si  quería  perpetuamente.  El  incesto,  que  según  lá 
definición  que  hallamos  en  el  Digesto,  constituye  un  atentado  con- 
ira  los  sagrados  derechos  de  la  sangre  y  de  la  religión,  era  casti- 
gado con  la  hoguera,  asimilándose  á  ese  delito  el  cometido  por  el 
<|ue  tenia  trato  ilícito  con  una  vestal.  Mientras  duró  el  paganismo, 
la  sacerdotisa  culpable  era  enterrada  viva  y  apaleado  su  cómplice 
hasta  que  quedaba  sin  vida. 

Pero  al  lado  de  tan  atroces  castigos  de  origen  pagano  todos 
ellos,  contiene  el  Código  de  Teodosio  otras  disposiciones  en  que 
resplandece  en  toda  su  pureza  el  verdadero  espíritu  cristiano:  y  son 
las  en  que  se  dispensaba  protección  y  amparo  á  los  menores  de 
edad  y  á  los  huérfanos,  se  proveía  de  socorros  ¿  los  padres  cuyo 
misero  estado  no  les  permitía  atender  á  la  subsistencia  de  sus  hijos^ 
y  se  trataba  de  poner  coto  á  la  exposición  y  abandono  de  niños  y 
al  delito  de  infanticidio. 

Obsérvase  en  lo  tocante  á  este  último  punto,  que  era  tan  fre- 
cuente en  Roma  la  exposición  de  criaturas  recien  nacidas,  que  se 
vendían  públicamente  cestas  de  mimbres,  dispuestas  de  un  modo 
especial  y  adecuado  á  aquel  objeto.  También  estaban  muy  en  boga 
los  medios  de  producir  el  aborto  que  casi  era  tolerado  y  que  Ter- 
tuliano fué  el  primero  en  calificar  de  crimen,  sosteniendo  que 
con  el  aborto  violentamente  causado  se  cometía  un  verdadero  ho- 
micidio, porque  no  habia  diferencia  entre  quitar  la  vida  ó  impedir 
que  tuviera  la  misma  lugar. 

Constantino,  inspirado  sin  duda  por  las  doctrinas  del  cristia- 
nismo, que  consagran  un  profundo  respeto  á  los  sentimientos  de 
la  naturaleza,  hizo  colocar  en  las  iglesias  cunas  donde  se  deposita- 
ba á  los  niños  abandonados  por  sus  padres,  y  ordenó  que  el  espó- 
sito  fuera  la  propiedad  y  el  esclavo  del  que  lo  recogiera;  esperando 
herir  de  ese  modo  el  orgullo  de  los  padres  de  condición  libre.  No 
produjo  esto,  sin  embargo^  grandes  resultados;  y  por  último,  Ya- 
lentiniano  I  tuvo  que  dictar  leyes  que  prohibían  la  exposición  de 
'os  recien  nacidos  y  asimilaban  el  infanticidio  al  homicidio.  El 
reí^cripto  de  Valentiniano,  promulgado  el  año  374,  marca  un  no^ 
table  adelanto,  porque  solo  los  egipcios  habían  dictado  con  ante- 
rioridad leyes  en  que  se  castigaba  á  los  padres  que  sacrificabaa 
inhumanamente  á  sus  hijos.  Valentiniano  minó  por  la  base  la  Coas- 
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títucion  romaDa,  que  descansaba  sobre  la  autoridad  omnímoda  f 
absoluta  del  jefe  de  la  familia. 

El  Código  de  Teodosío  siguió  rigiendo  entre  los  romanos  áaa 
después  de  la  invasión  de  los  bárbaros,  que  tenian  sus  leyes  pro- 
pias, que  no  se  confundieron  al  principio  con  las  de  los  vencidos. 


CAPITULO  V 


Invasión  de  los  bárbaros. — Organización  y  costumbres  penales  de  los  misnos. — 
Ordaliai  ó  juicios  de  Dios.  —  Carácter  especial  de  la  legislación  bárbara. — h- 
sion  de  las  leyes  godas  é  romanas. — Foero  Jugo. — Penalidad  asignada  á  cier- 
tos delitos. — Capitolares  de  Cárlo-Magno. 


Los  limites  que  nos  hemos  impuesto,  queriendo  únicamente 
trazar  un  bosquejo  histórico  de  las  disposiciones  y  costumbres  pe-* 
nales  de  los  diversos  pueblos,  ¿  fin  de  observar  la  marcha  progre-^ 
siva  de  la  civilización  en  lo  relativo  á  esa  materia ;  porque  otra^ 
cosa  habría  de  dar  lugar  ¿  una  obra  de  considerables  proporciones^ 
nos  impiden  detenernos  en  la  descripción  del  corrompido  y  decré- 
pito estado  de  la  sociedad  romana,  envilecida  por  el  despotismo  de 
los  emperadores.  Era  absolutamente  necesaria  su  regeneración  y 
sólo  podia  operar  esta,  un  pueblo  que  por  sus  especiales  condicio- 
nes fuera  capaz  de  inspirar  los  nobles  sentimientos  de  'independen- 
cia y  libertad.  Únicamente  así  podia  entrarse  en  vías  de  mejora'- 
miento  y  progreso ;  porque  sabido  es  que  solo  esos  sentimientos 
pueden  producir  almas  fuertes  y  enérgicas.  El  despotismo  fué 
siempre  impotente  para  el  bien. 

Hay  por  tanto  que  reconocer,  que  la  invasión  de  los  pueblos  áti 
Norte,  apellidados  bárbaros  por  el  orgullo  romano,  fué  un  hecho- 
verdaderamente  providencial.  Un  pobre  ermitaño  trata  de  detener 
á  Alarico  cuando  se  dirige  á  Roma;  exhórtale  á  que  deje  libre  ¿ 
esa  ciudad,  y  oye  estas  palabras  de  boca  del  conquistador.  «No  es 
mi  voluntad  la  que  me  mueve  ir  á  Roma :  siento  que  alguien  me 
escita  á  ello  sin  darme  tre^a  ni  reposo  y  me  impele  k  saquear  la 
ciudad.»  Ese  fué  el  grito  instintivo  de  los  bárbaros;  y  si  se  atiende 
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al  estado  de  completa  disolución  en  que  la  sociedad  se  hallaba,  pre- 
ciso es  convenir  en  que  Dios  quiso  infundirla  vida  y  prepararla  un 
nuevo  porvenir,  enviándola  los  bárbaros  del  Norte. 

Mucho  afligió  á  los  cristianos  la  invasión  de  estos  pueblos,  con 
todos  los  sufrimientos  y  amarguras  que  trajo  consigo ;  pero  ya  el 
escritor  Saiviano  procuró  demostrarles  en  su  tratado  Del  GoHenío 
de  Dios,  que  aquellas  amarguras  servian  para  castigar  su  corrup- 
ción y  que  los  bárbaros  eran  los  instrumentos  de  qoe  se  habia  va- 
lido la  justicia  divina. 

Esa  misión  regeneradora  que  ya  presintió  Saiviano,  ha  sido  re- 
conocida y  proclamada  después  por  sabios  filósofos  y  renombrados 
escritores,  entre  otros,  por  Fenelon  y  Chateaubriand.  Son  dignas 
de  citarse  sus  palabras  con  relación  á  ese  punto.  «Observad,  dice 
Fenelon,  esos  pueblos  bárbaros  que  hicieron  caer  el  imperio  ro- 
mano. Los  ha  multiplicado  Dios  y  tenido  en  reserva  bajo  un  helado 
cielo,  para  castigar  á  Roma  pagana:  dales  rienda  suelta  é  inundan 
el  mundo.  Pero  al  destruir  el  imperio,  se  someten  al  del  Salvador: 
ministros  de  venganza  y  objeto  de  misericordia  aun  tiempo  mismo, 
sin  tener  de  ello  conciencia,  son  llevados  como  por  la  mano  al  en- 
cuentro del  evangelio ;  y  bien  puede  decirse  de  ellos  literalmente, 
que  hallaron  lo  que  no  buscaban. »  Chateaubriand  se  expresa  por 
su  parte  en  estos  términos  «El  mundo  estaba  demasiado  corrom- 
pido y  lleno  de  vicios,  crueldades  é  injusticias ,  para  que  pudiera 
ser  regenerado  por  solo  el  cristianismo.  Una  religión  nueva,  nece- 
sitaba pueblos  nuevo? » (i) 

No  ha  faltado  quien  haya  hecho  notar  más  de  una  vez,  ciertas 
semejanzas  y  puntos  de  contacto  que  existen  por  desgracia  entre 
los  tiempos  actuales  y  la  sociedad  romana  de  la  época  del  imperio. 
Hoy,  forzoso  es  confesarlo,  cuando  no  el  completo  descreimiento^ 
un  marcado  indiferentismo  religioso  relaja  todos  los  vincules  so- 
ciales. Se  aparenta  grande  interés  en  materia  de  religión,  pero  li- 
mitase el  mi^mo  á  las  formas  externas,  á  lo  que  no  impone  el  sa- 
crificio de  la  pasión,  y  á  favor  de  esa  engañosa  y  mentida  aparien- 
cia, créense  muchos  libres  de  entregarse  ya  sin  freno  alguno  á  sus 


( I )    Fenbloh,  Sermón  para  ¡ajtesta  de  la  Epifanía. 
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desordenados  apetitos  materiales.  Eso  sucedía  en  Roma,  que  pan 
sumarse  por  completo  en  los  placeres,  olvidó  sus  derechos  y  llegó  á 
envilecerse  hasta  el  punto  de  no  conservar  ningún  elemento  de  vi* 
talidad.  Los  bárbaros  que  la  invadieron  llevaban  el  Igérmen  de  ooa 
civilización  fuerte>  regeneradora  y  progresiva ;  y  el  cristianismo  que 
la  providenciar  les  deparó  en  su  camino ,  sirvió  para  domar  y  sua- 
vizar la  dureza  y  áspero  carácter  propio  de  la  raza  á  que  perte- 
necian. 

El  rasgo  más  característico  de  los  pueblos  del  Norte,  era  el  de 
una  personalidad  exaltada  en  alto  grado  y  una  independencia  casi 
salvaje.  En  las  repúblicas  antiguas,  el  Estado  absorbia  al  ciudada- 
no; en  los  bosques  de  la  Germanía,  el  hombre  lo  era  todo,  el  Esta- 
do nada.  Por  eso  hay  que  buscar  en  esos  pueblos  el  primer  germen 
de  ese  deseo  de  libertad  que  con  tanta  fuerza  se  deja  sentir  en  las 
naciones  modernas. 

Ese  sentimiento  de  independencia  individual,  habia  de  influir 
necesariamente  en  todas  las  relaciones  de  la  vida  y  en  las  institu- 
ciones que  regían  en  los  pueblos  invasores.  Impórtanos,  pues,  co- 
nocer las  relacionadas  más  inmediatamente  con  la  materia  que  es 
objeto  del  presente  estudio. 

Cuando  los  germanos  se  establecieron  en  las  varias  regiones 
del  imperio  que  acababan  de  conquistar,  se  hallaban  gobernados 
por  reyes  elegidos  entre  las  familias  más  ilustres  y  que  lejos  de  te- 
ner una  autoridad  absoluta,  no  eran  más  que  los  primeros  entre 
sus  iguales;  todos  los  hombres  libres  formaban  la  nación,  y  en  ellos 
residía  la  soberania«  Cada  cantón,  era  gobernado  por  un  Conde, 
investido  á  la  vez  del  mando  militar  y  de  la  jurisdicción  civil.  Pre. 
•  sidia  también  el  tribunal  que  administraba  justicia,  pero  sin  voló 
deliberativo;  pues  que  á  los  ciudadanos  libres  correspondía  única- 
mente juzgar  acerca  de  los  hechos  y  aplicar  el  derecho.  En  la  épo- 
ca de  Cario* Magno,  se  introdujo  ya  la  notable  variación  de  desig- 
narse expresamente  las  personas  de  los  jueces,  formando  éstos  una 
clase  especial,  la  de  los  escabinos,  que  asi  se  les  llama  en  las  Capí* 
tolares  de  aquel  emperador.  Componiase  el  pueblo  germano  de  va- 
rias clases.  Era  la  primera  de  ellas,  la  de  los  nobles  que  estaba  di- 
rectamente protegida  por  el  rey ;  y  constituían  la  segunda  los  hom- 
bres libres  propiamente  dichos,  que  dependían  de  la  jurisdicción 
del  señor  de  las  tierras  que  habitaban.  Los  colonos  tributarios  6 
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cebsaales,  qoe  no  pediendo  defender  por  si  sn  libertad ,  se  aco- 
gían al  amparo  de  un  señor  á  quien  cedian  sus  bienes,  con  sólo  la 
reserva  del  derecho  de  usar  de  ellos  pagando  un  censo  ó  prestando 
determinados  servicios,  formaban  la  tercera;  y  por  ultimo,  la  cuar- 
ta, era  la  de  los  siervos  por  nacimiento  ó  degradación.  Los  nobles 
y  los  ciudadanos  libres,  sólo  podían  ser  juzgados  por  la  Asamblea 
de  sus  iguales.  Por  lo  demás,  no  llegó  todavía  ¿  ser  la  justicia  en 
aquellos  tiempos  un  principio  social  y  positivo,  igual  para  todos, 
sin  distinción  de  lugares;  sino  que  por  el  contrario,  conservó  el  an- 
tiguo carácter  de  arbitrariedad,  lejos  de  tender  á  la  concentración 
de  los  sentimientos  individuales  en  una  idea  absoluta  y  general, 
aplicable  en  todas  partes.  La  penalidad  era  más  bien  una  relación 
de  hombre  á  hombre ;  así  que  la  sociedad  aparecia  despojada  del 
derecho  de  perseguir  á  un  reo  ,  si  habia  éste  dado  ya  satisfacción 
al  agraviado.  Este  y  sus  parientes  vengaban  la  injuria  personal  y 
sólo  perdian  ese  derecho  de  venganza  cuando  aceptaban  la  com- 
pensación. Sin  embargo,  cuando  se  trataba  del  castigo  de  crímenes 
que  podían  inferir  perjuicio  á  la  nacionalidad  entera  ó  á  la  segu- 
ridad general,  entonces^  la  sociedad  germánica  los  perseguía  de 
oficio,  ejerciendo  el  derecho  colectivo  que  la  correspondía,  sin  de- 
jar tan  importante  cuidado,  como  sucedía  en  el  caso  de  haberse 
cometido  un  delito  contra  un  particular^  á  cargo  sólo  del  ofen- 
dido. 

Castigábase  cou  la  pena  de  muerte  á  los  culpables  de  los  crí- 
menes que  se  dejan  indicados,  y  el  suplicio  revestía,  lo  mismo  en- 
tre los  germanos  que  entre  los  galos,  el  carácter  de  un  sacrificio, 
correspondiendo  únicamente  al  sacerdote  eil  su  calidad  de  repre- 
sentante del  Dios  Supremo»  poner  su  mano  sobre  el  culpable.  Col- 
gábase de  un  árbol  á  los  traidores  y  á  los  desertores,  y  se  arrojaba 
á  un  pantano  cenagoso  á  los  cobardes ,  cubriéndolos  con  un  cañizo 
ó  tejido  de  mimbres.  Hadase  lo  propio  con  los  hombres  que  con 
sus  inEames  costumbres  habían  deshonrado  su  virilidad  ;  siendo  de 
notar  que  loe  germanos  se  distinguieron  siempre  entre  los  occiden- 
tales, por  la  implacable  severidad  que  desplegaron  contra  los  vicios 
que  ultrajan  la  naturaleza  y  qoe  en  determinadas  épocas  fueron 
más  ó  menos  tolerados  por  los  griegos  y  latinos. 

Volviendo  á  los  delitos  contra  particulares,  encomendado  como 
estaba  so  castigo  al  ofendido,  no  debemos  omitir  que,  mientras  no 
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llegaba  á  obtenerse  reparacioD  ó  yenganzai  todos  sus  deudos  y  pá- 
rieDtes  contraían  la  obligación  tie  prestarle  anxiKo  para  ese  objeto 
y  hasta  afectaba  á  su  pundonor  el  suplirle  en  caso  necesario;  de 
manera  que  toda  cuestión  ó  querella  violenta  entre  dos  hombres 
libres,  daba  lugar  á  una  enconada  y  tenaz  guerra  de  familia  á  fa- 
milia ,  que  á  las  veces  hacia  se  continuaran  y  repitieran  las  ven- 
ganzas durante  muchas  generaciones ,  causando  esto  un  profundo 
desorden  y  continuos  trastornos  en  el  orden  social.  Cometíanse  así 
á  sangre  fría  las  más  de  las  veces  horribles  asesinatos ,  cuyos  auto- 
res solian  presentarse  luego  tranquilamente  ¿  la  justicia  para  oír  el 
fallo  que  los  condenaba  ¿  abonar  la  cantidad  que  se  fijaba  para  el 
arreglo  ó  composición  con  Ior  agraviados;  pues  el  Tribunal  sólo  in- 
tervenia  como  arbitro  ó  mediador.  Durante  mucho  tiempo  depen- 
dió de  la  voluntad  de  la  parte  interesada  el  avenirse  ó  no  á  la  com- 
posición; cuando  más  tarde  se  impuso  esa  avenencia  de  un  modo 
perfectamente  obligatorio,  se  dio  el  primer  paso  para  abandonar  el 
sistema  de  venganza  personal  y  pasar  á  ideas  más  elevadas  y 
filosóficas  en  beneficio  de  la  sociedad.  Si  el  reo  de  un  delito  de  ase- 
sinato no  quería  ó  no  podia  pagar  el  precio  convenido,  quedaban 
obligados  á  ello  sus  parientes,  y  si  también  había  imposibilidad  de 
parte  de  estos  ,  era  entregado  aquél  á  los  deudos  de  la  víctima, 
quienes  podían  darle  muerte.  Este  era  el  único  caso  en  que  las  te- 
yes  germánicas  imponían  la  pena  capital  á  un  ciudadano  libre,  por 
delito  que  afectaba  á  un  particular.  Los  qve  cometían  otros  que  no 
envolvían  la  gravedad  del  asesinato,  y  eran  pobres,  quedaban  re- 
ducidos á  la  esclavitud. 

Todo  lo  que  se  acíuaba  ante  los  Tribunales  era  público  y  se  po* 
nían  en  práctica  varios  medios  de  prueba  para  hacer  constar  los 
hechos,  consistiendo  los  más  característicos  de  ellos,  en  la  afirma- 
ción de  los  conjurantes,  la  ordalia  y  el  duelo.  Para  comprender  bien 
el  origen  y  validez  de  la  primera  de  esas  pruebas,  hay  que  tener 
en  cuenta,  que  Ids  Germanos  solian  formar  agrupaciones  al  rede» 
dor  de  un  pariente  ó  amigo  caracterizado,  siempre  que  se  apresta- 
ban para  el  combate  ó  se  disponían  á  llevar  á  cabo  una  venganza,^ 
á  fin  de  atender  así  mejor  á  la  recíproca  seguridad.  Lo  propio  acos- 
tumbra1)an  hacer  cuando  iba  á  tener  lugar  un  juicio  considerado 
como  otro  género  de  combate,  presentándose  el  acusado  acompaña- 
do de  deudos  y  amigos,  quienes  juraban  no  era  culpable  ó  asegura-^ 
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bao  dar  eatero  crédito  á  las  manifestacioDes  que  el  mismo  hacia. 

Así,  pues,  por  más  queldebieran  haber  parecido  sospediosos  los 
asertos  de  testigos  presentados  por  el  que  juraba  y  declaraba  en 
asunto  de  interés  propio,  es  lo  cierto  que  desde  el  momento  en  que 
un  grupo  de- ciudadanos  libres»  sostenia  y  afirmaba  resueltamente 
que  el  acusado  era  inocente,  cesaba  ipso  facto  toda  indagación.  En- 
tre los  Longobardos,  el  primer  conjurante  ponía  la  mano  sobre  un 
objeto  sagrado,  el  segundo  la  suya  en  la  del  primero  y  así  sucesi- 
vamente hasta  llegar  al  acusado,  que  colocaba  la  suya  sobre  la  de 
todos  y  pronunciaba  en  esa  actitud  el  juramento. 

Pero  el  medio  de  prueba  más  notable  y  que  ocupa  un  lugar 
muy  preferente  en  la  historia  de  la  Edad  Media,  fué  la  ordalia  ó 
juicio  de  Dios.  Pretendiendo  penetrar  aquellos  pueblos  toscos  y 
atrasados  los  altos  designios  de  la  Providencia,  abrigaban  la  creen- 
cia de  que  el  triunfo  ó  el  buen  éxito  obtenido  en  cualquier  empre- 
sa, debía  revelar  el  fallo  justo  de  la  Divinidad,  que  no  podría  nun- 
ca dispensarse  de  hacer  un  milagro,  para  que  la  inocencia  alcanza- 
ra la  victoria.  Por  otra  parte,  como  los  Bárbaros  carecían  todavía 
de  instituciones  científicas  y  de  un  sistema  regular  de  acusaciones 
y  defensas,  acudían  á  solicitar  la  expresión  de  la  voluntad  divina. 
Fueron  entonces  muy  frecuentes  las  pruebas  del  agua  y  del  hierro 
candente:  colocábase  en  el  fondo  de  una  caldera  llena  de  agua  hir- 
viendo, un  objeto  que  el  acusado  debía  sacar  con  la  mano  desnu- 
da, ó  bien  estaba  el  mismo  obligado  á  asir  un  hierro  hecho  ascua  ó 
á  caminar  descalzo  sobre  una  barra  de  hierro  enrojecida  al  fuego. 
Yenda bansele  luego  las  quemaduras,  y  si  descubiertas  al  cabo  de 
tres  días  no  se  advertía  vestigio  alguno  de  lesión,  recaía  inmediata- 
mente sentencia  absolutoria.  Cunegonda,  esposa  del  emperador  En- 
rique  II,  anduvo  con  los  pies  desnudos  por  cima  de  barras  de  hier- 
ro enrojecidas,  para  demostrar  su  castidad. 

Los  Alemanes,  los  Francos  y  todos. los  pueblos  Germanos,  co- 
nocían y  ponían  frecuentemente  en  práctica,  sobre  todo  cuando  se 
trataba  del  delito  de  lesa  majestad,  la  prueba  del  duelo  judicial. 
Debió  esta  su  origen  á  una  bárbara  y  absurda  preocupación,  que 
todavía  ejerce  cierta  influencia  en  nuestra  moderna  sociedad;  por- 
que forzoso  es  confesar  que  el  mismo  sentimiento  que  legitimaba  el 
duelo  judicial  en  la  Edad  Media,  sirve  hoy  de  apoyo  á  la  opinión 
pública,  que  no  acaba  de  rechazar  y  anatematizar  para  siempre  el 
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desafio^  á  que  muchos  acuden  para  resolver  eu  el  terreno  de  la 
fuerza,  |us  contiendas  personales.  Consistía  la  indicada  preocupa* 
cion  en  creer  aquellos  hombres  educados  en  las  selvas  para  la 
guerra^  que  la  primera  de  las  virtudes  era  el  valor  y  que  por  tanto» 
arguyendo  maldad  la  falta  del  mismo,  necesariamente  debía  ser  el 
peor  de  los  combatientes,  el  que  sucumbía  en  el  duelo.  Veamos 
ahora  cómo  se  expresa  Rousseau  acerca  del  mismo  asunto  en  el  si> 
glo  XTiii  y  forzoso  será  convenir  en  que  la  misma  idea  á  que  obe- 
decían los  pueblos  bárbaros^  continúa  ejerciendo  cierta  influencia 
apesar  d%  la  civilización  y  cultura  de  que  se  pretende  hacer  gala. 
Dice  el  filósofo  que  se  acaba  de  citar,  tratando  de  explicar  ios  fun- 
damentos de  la  preocupación  que  mantiene  el  duelo,  que  se  apoya 
la  misma  «en  la  opinión  más  bárbara  y  extravagante  que  pudo  ja- 
más caber  en  humano  entendimiento;  en  la  idea  de  que  la  bravura 
suple  todos  los  deberes  de  la  sociedad;  hasta  i^l  punto  de  no  ser  ya 
el  hombre  falso^  malvado  ó  calumniador,  sino  más  bien  cortés,  hu- 
mano y  bien  educado,  desde  el  momento  en  que  ha  sabido  batirse: 
la  mentira  se  cambia  en  verdad,  el  robo  llega  á  ser  legítimo,  la 
perfidia  honrada  y  la  infidelidad  digna  de  alabanza,  tan  pronto 
como  se  lanza  á  sostener  todo  eso  un  campeón,  espada  en  mano; 
la  afrenta  queda  lavada  con  una  estocada  y  nunca  deja  de  llevar  la 
razón  el  que  consigue  matará  su  adversario.» 

Algunos  hombres  ilustres  alzaron  no  obstante  su  autorizada  voz 
ya  en  los  tiempos  de  que  vamos  hablando,  contra  la  absurda  cos- 
tumbre del  duelo;  pero  fué  desoída.  Casíodoro  preguntaba  de  qué 
servia  al  hombre  la  lengua,  si  defendía  su  causa  á  mano  armada; 
pero  el  rey  longobardo  Luitprando,  que  censuraba  duramente  el 
juicio  del  duelo,  no  se  atrevió  sin  embargo  á  prohibirlo^  por  lo  ar- 
raigado que  estaba  en  su  nación.  Gundebaldo,  rey  de  los  Borgono- 
nes,  decía  que  el  éxito  en  todo  combate^  estaba  en  la  mano  de  Dios 
y  que  este  no  podia  menos  de  dar  la  victoria  á  la  causa  más  justa. 
No  se  echaba  de  ver  que  realmente  lo  que  en  ultimo  lugar  resulta- 
ba de  todo  eso,  era  la  consagración  del  derecho  del  más  fuerte:  por 
lo  que  la  Iglesia  que  no  podia  aceptar  que  la  fuerza  se  convirtiera 
en  instrumento  de  justicia^  profesa  siempre  profunda  antipatía  al 
combate  judicial,  que  por  otra  parte  estaba  en  abierta  oposición  con 
Jas  tradiciones  muy  vivas  entonces^  del  derecho  romano. 

Las  reglas  y  costumbres  penales  observadas  primitivamente 
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por  los  pueblos  germanos,  fueron  consignándose  con  alguna  qne 
olra  modificación  introducida  por  el  carácter  ó  particulares  condi- 
ciones de  cada  nación,  en  Códigos  que  los  reyes  hicieron  redactar; 
pero  todas  las  leyes  que  contenían ,  descansaban  sobre  el  antiguo 
principio  de  la  Tenganza  privada  y  del  rescate  de  la  sangre  ver- 
tida; de  modo  que  bien  puede  decirse  que  venian  á  ser  verdadera» 
tarifas  de  los  precios  de  la  composición. 

Apreciábase  en  ellos  el  valor  en  dinero  de  cada  delito  contra 
las  personas  y  contra  la  propiedad;  y  la  pena  de  muerte  quedaba 
reservada  únicamente  para  los  casos  en  que  el  crimen  afectaba  al 
interés  de  la  seguridad  general. 

Las  leyes  de  los  visigodos  y  también  la  de  los  borgonones  lla- 
mada Gombeta ,  constituyen  no  obstante  una  excepción ;  toda  vez 
que  se  advierte  ya  en  sus  disposiciones,  una  tendencia  política  y 
generalizadora,  propia  de  un  estado  social  algo  más  avanzado  y  de 
relaciones  más  regulares  y  complicadas  que  las  de  los  demás  pue- 
blos de  aquel  tiempo. 

La  ley  Gombeta  prohibe  el  rescate  por  dinero  del  asesínalo,  y 
al  lado  de  las  tarifas  de  composición  para  otros  delitos,  asigna  ya 
penas  corporales  y  hasta  algunas  que  consisten  en  padecimientos 
morales.  Impone  asimismo  algunos  castigos  ciertamente  extraños 
y  que  fueron  frecuentes  luego  durante  la  Edad  media;  como  por 
ejemplo  el  señalado  al  que  robaba  un  halcón  de  caza,  que  tenia 
que  dejarse  comer  por  éste  seis  onzas  de  su  carne  ó  abonar  seis 
sueldos;  pero  en  medio  de  esa  salvaje  rareza,  se  notaba  como  lo 
indica  muy  bien  M.  Guizot,  cierto  ensayo  ó  tentativa  de  penalidad 
que  diferia  mucho  de  las  antiguas  costumbres. 

El  Código  de  los  visigodos  ó  sea  el  Fuero-Juzgo,  merece  espe- 
cialfsima  mención  por  más  de  i>n  concepto.  Aparte  de  haber  reali- 
zado la  fusión  de  las  antiguas  leyes  de  los  Godos  con  las  romanas 
compiladas  en  el  Breviario  de  Alaríco  II,  estableciendo  asi  la  unidad 
en  el  derecho  penal;  fué  además  un  código  verdaderamente  univer- 
sal en  que  se  procuró  atender  á  todas  las  necesidades  y  exigencias 
de  una  sociedad  establecida  de  on  modo  regular,  comprendiendo  en 
él  cuanto  se  relacionaba  con  el  derecho  político,  civil  y  criminal.  El 
Fuero  Juzgo  forma  la  base  de  nuestro  derecho  nacional,  y  si  bien 
contiene  medidas  y  preceptos  muy  dignos  de  elogio,  no  debe  tam- 
poco pasarse,  por  otra  parte,  en  silencio,  que  algunas  otras  sugeri- 
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das  indudablemente  por  un  clero  intolerante  y  fanático,  suministra- 
ron más  tarde  las  armas  con  que  se  derramaron  torrentes  de  sangre 
en  las  persecuciones  religiosas  ocurridas  en  nuestro  país.  Montes- 
quien  decia  que  todas  las  máximas  y  principios  observados  por  la 
Inquisición  en  su  época ,  eran  debidas  al  célebre  Código  de  los 
visigodos. 

Al  abolir  el  rey  Chindasvinlo  la  ley  romana,  después  de  haber 
sido  rechazados  los  visigodos  á  España,  impuso  á  todos  sus  subdi- 
tos, sin  distinción,  un  sistema  igual;  y  el  código  que  les  dio  llama* 
do  Fuero-Juzgo,  fué  completado  después  en  el  reinado  de  su  hijo 
Recesvinto.  Comprendia  todas  las  leyes  dadas  ó  reformadas  desde 
el  reinado  de  Eurico  hasta  el  de  Egica ,  y  además  algunos  frag- 
mentos tomados  de  los  usos  de  otras  tribus  germánicas.  Dictado 
por  prelados  y  grandes  varones  instruidos  en  el  derecho  romano  y 
en  el  eclesiástico  que  formaban  parte  de  los  concilios  nacionales, 
superó  á  todas  las  otras  compilaciones  en  justicia  y  elevación  de 
miras;  puesto  que  eran  más  atendidos  en  él  los  derechos  del  hom- 
bre y  los  intereses  de  la  sociedad  y  de  la  razón  penal.  Se  vé  preva- 
lecer ya  el  principio  de  la  espiacion  ,  de  la  culpa  y  de  la  defensa 
social,  sobre  el  antiguo  sistema  de  las  compensaciones  y  de  la  ven- 
ganza privada.  Quedan  todavia  vestigios  del  pasado ,  pero  hay  al 
propio  tiempo  un  notable  progreso:  permítese  el  Talion  en  los  ca- 
sos de  golpes  ó  heridas  ,  pero  aplicado  bajo  la  vigilancia  del  juez 
que  procura  sustituirle  casi  siempre  la  pena  de  multa ;  castígase  el 
asesinato  con  la  muerte  en  la  horca  ó  por  la  decapitación .  Los  de- 
litos que  no  alcanzan  tanta  gravedad,  tienen  asignadas  penas  aflic- 
tivas que  guardan  cierta  proporción,  tales  como  la  pérdida  de  una 
mano,  de  la  nariz  ó  de  los  ojos.  Aplicábase  la  de  azotes  lo  mismo  á 
los  esclavos  que  á  los  hombres  libres,  y  ordinariamente  se  arran- 
caba al  reo  que  la  sufría,  no  solo  el  cabello  que  habría  vuelto  á 
crecer,  si  que  también  la  piel  de  la  cabeza,  lo  que  le  dejaba  impre» 
sa  una  marca  de  infamia,  porque  en  el  pueblo  visigodo  la  cabe- 
llera larga  era  signo  de  dignidad  y  nobleza. 

Otra  novedad  ofrecía  la  ley  visigoda  que  constituía  un  notable 
progreso  y  la  distinguía  entre  todas  las  contenidas  en  los  Códigos 
de  los  bárbaros.  En  estas  se  hacia  consistir  la  gravedad  del  delito» 
en  la  importancia  del  daño  causado,  y  se  procuraba  tan  sólo  la  re- 
paración material;  y  en  aquella  se  atendia,  por  el  contrarío,  al  ele- 
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«nento  moral,  esto  es,  ¿  la  intención  del  culpable,  y  se  graduaba  la 
pena  según  la  mayor  ó  menor  perversidad  que  la  misma  entrañaba» 
distinguiéndose  entre  el  homicidio  voluntario,  el  provocado  y  el 
premeditado.  Sustituyóse  además  al  duelo  judicial^  la  prueba  de  tes- 
tigos y  documentos,  y  no  se  estableció  más  diferencia  entre  los 
hombres,  que  la  de  libres  y  esclavos;  si  bien  admitiendo  á  éstos  al 
derecho  de  propiedad  y  á  la  vida  civil,  con  lo  que  mejoró  mucho 
su  condición,  puesto  que  la  esclavitud  no  fué  ya  lo  que  entre  los 
romanos,  sino  una  servidumbre  que  iba  elevándose  por  grados  pro- 
gresivos hasta  la  libertad.  La  honra  y  la  vida  del  siervo  no  estaban 
i  merced  del  señor. 

AJ  lado  de  esas  medidas,  dignas  sin  duda  alguna  de  elogio,  se 
notan  los  mismos  defectos  que  al  hablar  del  Código  de  Teodosio  se 
dejaron  indicados.  Tratóse  también  en  el  Fuero  Juzgo  de  mejorar 
las  costumbres  y  reprimir  el  libertinaje;  pero  se  emplearon  para  ello 
penas  crueles  y  excesivas,  como  la  de  castración  con  que  se  casti- 
gaba el  vicio  contra  la  naturaleza  y  la  hoguera  en  que  moría  abra- 
cada la  mujer  libre  convicta  de  haberse  entregado  á  su  esclavo.  £1 
libro  i2,que  trata  de  los  judíos  y  herejes,  castiga  á  éstos  con  pe- 
nas en  extremo  severas  como  son  la  mutilación  y  la  muerte  y  con- 
tiene los  rasgos  más  característicos  del  Código  visigodo,  advirtién* 
dose  á  cada  paso  en  él  la  influencia  del  elemento  clerical. 

Cuando  Carlo-Magno^  dando  cima  á  la  empresa  comenzada  por 
Clovis  y  continuada  por  Carlos  Marte!  y  Pepino,  consiguió  recons- 
tituir el  imperio  de  Occidente  y  adquirir  de  nuevo  la  unidad  de 
poder  que  ios  últimos  príncipes  carlovingios  dejaron  escapar  de  las 
manos  y  pasar  fracciooada  á  las  de  los  señores,  pensó  al  principio 
refundir  en  uno  solo  todos  los  Códigos  bárbaros,  pero  no  tardó  en 
comprender  lo  diHcil  que  es  imponer  á  los  pueblos,  instituciones 
que  repugnan  á  su  carácter  y  costumbres.  Tuvo  por  tanto  que  li- 
mitarse á  corregir  algunos  de  los  vicios  más  salientes  de  las  diver; 
sas  leyes  contenidas  en  aquellos^  agregando  varias  conocidas  con 
el  nombre  de  capitulares.  Carlo-Magno,  siguiendo  una  costumbre 
establecida  por  los  emperadores  que  le  precedieron,  enviaba  agen- 
tes ó  delegados  á  las  provincias  lejanas,  para  que  se  enterasen  de 
las  causas  que  habia  pendientes  é  hicieran  luego  relación  de  ellas. 
Solian  ser  esos  enviados,  obispos,  abades,  conde»  ó  duques,  que 
iban  acompañados  de  otros  de  categoría  inferior  {mim  minores)  y 
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ejercian  una  suprema  inspeocioo  en  los  negocios  públicos.  Tambieo 
tenían  el  encargo  dé  hacer  justicia  y  oír  las  quejas  que  se  produ- 
cían contra  los  empleados,  condes,  abogados,  ^centeoaríos  y  regi* 
dores. 

Recorrían  cuatro  veces  al  año  el  territorio  que  les  estaba  asig- 
nado, y  convocaban  á  los  obispos,  abades,  condes,  abogados  y  cen* 
tenarios  ¿  una  asamblea  que  después  de  examinar  los  asuntos  ecle* 
siásticos  y  la  conducta  observada  por  los  empleados,  revisaba  la» 
sentencias  de  los  tribunales  inferiores.  En  esas  asambleas  provin- 
ciales se  publicaban  también  las  nuevas  leyes  y  reglamentos,  y  s& 
presentaban  proposiciones  sobre  lo  que  convenia  corregir  ó  esta» 
blecer  en  bien  del  país.  Por  su  parte  el  emperador,  reunía  asam  - 
Meas  generales  ¿  las  que  tenia  derecho  de  asistir  todo  hombre  libre 
7  propietario  de  un  alodio,  pero  á  las  que  por  lo  general  acudían 
tan  sólo  los  grandes  vasallos  de  la  corona,  esto  es,  los  señores  se- 
glares y  los  prelados,  los  condes  y  los  magistrados.  Discutíanse  allf 
las  leyes  que  el  emperador  proponia  y  terminada  la  deliberación, 
decidía  el  principe  según  la  sabiduría  que  había  recibido  de  Dios. 
Era,  pues,  la  asamblea  un  cuerpo  consultivo,  del  que  se  servia  el 
emperador  como  de  un  medio  de  gobierno^  puesto  que  comprome- 
tía á  los  señores  á  sostener  las  leyes  que  con  su  intervención  ha- 
bían sido  promulgadas. 

De  ese  concurso  del  príncipe  con  los  señores  seglares  y  los  ecle- 
siásticos, resultaron  las  capitulares  que  venían  á  ser  las  antigua» 
leyes  revisadas,  seguidas  de  algunas  nuevas,  de  actas  de  concilio» 
y  fragmentos  de  jurisprudencia  canónica,  juicios  y  decretos  sobre 
determinados  casos. 

En  lo  concerniente  á  las  leyes  de  carácter  penal ,  respetó  laa 
tradiciones  de  la  antigua  legislación  germánica,  la  composición,  la 
multa  y  las  ordalías ;  encareciendo  sobremanera  las  compensacio- 
i^s,  visto  el  aumento  dé  las  riquezas  y  de  las  acusaciones ;  mitigó 
algún  lauto  la  dureza  de  los  castigos  que  se  imponían  antes  á  loa- 
esclavos  y  sólo  prodigó  la  pena  de  muerte  en  las  disposiciones  que 
dictó  con  relaciona  los  sajones,  asignándola  á  toda  violación  del 
4rden  y  á  la  práctica  de  la  idolatría.  Por  lo  demás ,  aceptó  coma 
eficaz  la  prueba  del  juicio  de  Dios,  hasta  el  punto  de  dejar  ordena- 
do en  su  testamento,  que  si  ocurrían  dudas  y  cuestiones  entre  su» 
hijos,  fueran  resueltas  en  el  juicio  de  la  cruz.  Por  último,  la  capí- 
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tuiar  publicada  en  el  aZo  "íTO,  en  que  Tué  confirmado  otro  precepto 
anterior  de  Childeberlo,  que  excluía  del  beoefieio  de  la  composi* 
cioD  ¿  los  bandidos,  contiene  un  bosquejo  ó  iniciación  de  la  verda- 
dera justicia  social ;  puesto,  que  prescribe»  regularizando  aquella 
jurisprudencia ,  que  los  jueces  inferiores  ó  centenarios  prendan  á 
los  ladrones  y  procedan  de  oficio  contra  ellos  en  representación  de 
los  condes,  y  limita  además  el  derecho  de  asilo  tan  contrario  ¿  la 
buena  administración  de  justicia.  Cario  Magno  excluyó  de  ese  de- 
recho, no  sólo  á  los  homicidas,  sino  á  los  demás  delincuentes  « que 
debian  morir  con  arreglo  á  las  prescripciones  legales.»  Si  pretendían 
acogerse  á  la  inmunidad  del  Obispo  ó  del  Abad,  debian  ser  entre- 
gados al  Conde,  y  si  se  refugiaban  en  una  iglesia,  no  se  les  daba  de 
comer  para  que  el  hambre  les  obligara  á  salir. 

Las  Capitulares,  pues,  según  se  vé  por  lo  expuesto,  conservan- 
do lo  que  constituia  el  fondo  de  los  Códigos  primitivos  de  los  bár- 
baros, realizaron,  no  obstante,  algún  progreso  digno  de  aplauso. 
Babia  dominado  constantemente  en  la  legislación  anterior,  el  prin- 
cipio de  la  venganza  privada ,  y  en  las  Capitulares  aparece  un 
principio  de  orden  más  elevado,  que  veremos  extenderse  luego  y 
lomar  propoieiones  en  la  penalidad  de  los  tiempos  feudales;  el  del 
interés  publico  que  sólo  habia  sido  invocado  cuando  se  trataba  del 
castigo  de  ios  crímenes  que  afectaban  inmediatamente  á  la  segu- 
ridad del  Estado  y  que  en  las  leyes  de  Cárlo-Magno  autoriza  ya 
para  perseguir  de  oficio  algunos  que  perjudicaban  á  los  particula- 
res. No  se  vislumbra  todavía,  sin  embargo,  el  verdadero  principio 
de  derecho  criminal,  el  que  excluye  toda  idea  de  venganza,  ya  sea 
pública  ó  privada^  y  sólo  acepta  la  pena  como  una  garantía  social, 
que  tiende  al  propio  tiempo  á  la  enmienda  del  culpable. 

[Se  eontinuará) 
Federico  MELCHOR  t  LAMANETTE. 
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§*• 

Si  el  jnroeetado  e»  menor  de  edad ,  ¡jidterá  nombránde  cura-' 
dor  al  reablrtele  su  declaración  como  tal  procesadol 

m 

Esta  cuestión  importante,  tiene  sn  fundamento  en  que  á  juicio 
de  muchos  ilustrados  jurisconsultos,  desde  la  publicación  de  la  ley 
provisional  de  Enjuiciamiento^  ha  cesado  por  innesaria  y  ficticia  la 
antigua  práctica  de  proveer  de  curador  al  presunto  reo  menor  de 
25  aSos  al  tiempo  de  recibírsele  su  declaración  de  inquirir,  cura- 
dor que  no  presenciaba  acto  alguno  importante  del  sumario  y  que 
era  tan  sólo  la  ficción  juridica  encargada  de  representar  á  los  me- 
nores en  varías  diligencias ;  especie  de  sombra  que  comparecia  an- 
el  Juez  para  desaparecer  al  empezar  la  declaración  del  reo  y  vol* 
ver  á  dibujarse  después  en  las  notificaciones  de  ciertos  proveídos 
judiciales. 

Su  origen  en  nuestra  práctica  es  eminentemente  romano,  sa 
motivo  una  ficción  de  aquel  derecho  formulario  y  ceremonioso  en 
esencia,  su  ra^on  jurídica  una  emanación  de  la  obligación  que  na- 
cía de  los  delitos  y  cuasi*del¡tps ;  el  fin  de  su  institución  la  necesi- 
dad de  dar  validez  al  nexus  contraido  por  el  menor  delincuente  ai 
obligarse  por  el  delito  y  la  de  legalizar  la  comparecencia  en  juicio 
de  los  menores ;  su  sostenimiento  en  la  práctica,  la  filtración  del 
espíritu  de  las  leyes  de  Roma  en  todo  nuestro  derecho  civil  y  cri- 
minal. 

Tal  será,  en  efecto,  el  motivo,  la  razón  jurídica,  el  fin  de  su 
institución  y  de  su  sostenimiento  en  la  práctica,  pero  ¿cuál  es  boy 
el  fundamento  en  que  se  pretende  sostener  la  necesidaa  de  que  al 
procesado  menor  de  edad,  se  le  nombre  un  curador  que  le  repre- 
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senté  en  el  juicio  crímiDal?  Publicada  la  ley  de  Enjuicíamieuio, 
que  como  todas  las  que  constituyen  el  derecho  novísimo,  se  aparta 
bastante  de  la  tradición  romana;  abolido  el  juramento  que  se 
exigía  ¿  los  procesados  en  sus  declaraciones  por  el  art.  8*  del  re- 
glamento provisional ;  no  debiendo  hoy  ni  ¿un  exigirse  á  los  pre- 
suntos reos  la  promesa  de  decir  verdad,  ¿serán  nulas  las  declara- 
ciones procesales  de  los  menores  de  edad,  recibidas  sin  previo 
nombramiento  de  curador  ad'lUemJ...  Un  examen  ligero  de  los 
antecedentes  histórico-jurídicos  del  asunto,  nos  dará  satisfatoria 
respuesta. 

Consignaba  el  derecho  Romano  que  de  todo  delito  nacía  una 
obligación,  originada  no  en  el  consentimiento,  sino  en  la  conse* 
cuencia  del  hecho  punible  que  se  ha  cometido;  doctrina  aceptada 
hoy,  si  bien  tan  sólo  en  cuanto  á  la  acción  civil  proveniente  del  ac- 
to ¡licito,  pues  la  penal,  aun  nacida  del  delito,  no  se  funda  sobre 
las  bases  de  los  contratos  civiles,  sino  sobre  el  resultado  de  las 
pruebas  del  procedimiento  y  de  la  demostración  de  la  delincuencia; 
aconteciendo  que  á  veces  hay  personas  responsables  tan  sólo  civil- 
mente de  un  hecho  punible  y  ello  no  obstante  no  han  incurrido  en 
responsabilidad  criminal. 

Consecuencia  de  la  teoría  establecida  en  Boma,  era  sin  duda 
que  hallándose  obligado  el  reo  por  el  delito  y  contundidas  las  ac- 
ciones penales  y  civiles  que  de  él  mismo  nacen ;  produciendo  la 
comparecencia  y  confesión  del  procesado  obligación,  y  siendo  ilí- 
citas así  la  contratación  como  la  comparecencia  de  los  menores  en 
juicio,  fuese  necesaria  la  ficción  de  un  curador  que  representase  al 
menor;  que  presenciase  el  juramento  que  le  obligaba  á  responder 
del  crimen,  y  en  fin,  que  legalizase  la  obligación  originada  en  el 
mismo  delito ;  como  decía  Justiniano. 

La  confusión  del  derecho  penal  con  el  civil  y  la  falta  de  un  Có  - 
digo  de  procedimientos  criminales,  hizo  sustentar  en  la  práctica  lá 
opinión  de  que  la  falta  de  curador  en  la  confesión  con  juramento 
del  menor  implicaba  la  nulidad ;  porque  aunque  las  leyes  hablasen 
de  los  negocios  civiles,  con  doble  razón  debiera  producir  el  mismo 
efecto  en  los  juicios  criminales;  suscitándose  con  este  motivo  la  teo- 
ría de  las  obligaciones  y  el  beneficio  de  la  restitución  otorgado  al 
menor,  creyéndose  que  el  menor  de  14  años  podía  usarle  en  los 
delitos  por  no  ser  válida  su  confesión.  La  sutileza  de  los  prácticos 
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llevaba  el  debate  basta  dudar  de  si  la  mujer  casada  podia  ó  do  ve^ 
nir  al  juicio  criminal  sin  la  presencia  de  su  marido. 

Dudábase  también  si  el  carador  era  necesario  para  la  declara- 
ción indagatoria,  ó  sólo  para  la  confesión  con  cargos,  creyendo 
unos  que  eran  mayores  ios  perjuicios  en  dilatar  la  primera  declara* 
cion  del  reo,  que  en  recibirle  aquella  sin  que  su  curador  presen* 
ciase  el  juramento,  toda  vez  que  en  la  confesión  con  cargos  ya  le 
tendría  nombrado  legalmente.  No  era  menos  varia  la  práctica  de 
los  Tribunales  en  cuanto  á  la  mayor  ó  menor  intervención  del  Cu^ 
rador  en  el  proceso;  en  unos  asistía  tan  sólo  á  presenciar  el  jura- 
mento ó  promesa  de  verdad ;  en  otros  oía  la  lectura  y  rati6cacion 
de  lo  confesado,  y  en  algunos  presenciaba  la  lectura  de  las  decla- 
raciones y  fundamentos  de  cargo  que  se  bacian  al  menor,  y  la  ra- 
tificación de  las  declaraciones  prestadas. 

Suprimida  la  declaración  con  cargos  se  estableció  la  indagato- 
ria con  juramento,  sustituido  esto  posteriormente  con  la  promesa  de 
decir  verdad  que  se  exigia  al  presunto  delincuente. 

Abolido  el  juramento  de  los  procesados,  el  curador  fué  ya  com- 
pletamente una  ficción,  sin  términos  hábiles  en  que  sostenerse. 
Prescindiendo  de  la  informalidad  del  nombramiento,  su  papel  es- 
taba reducido  á  presenciar  como  el  reo  ofrecía  decir  verdad,  reti> 
rendóse  en  el  acfo  y  sin  tener  otra  intervención  en  el  sumario  qne 
oir  algunas  notificaciones. 

Así  las  («sas,  se  publicó  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  y 
desde  entonces  el  nombramiento  del  curador  no  es  solo  una  prácti- 
ca viciosa  sino  ilegal,  á  pesar  de  ser  universalmente  seguida  en  los 
Tribunales. 

Por  mucho  que  se  sutilice  el  titulo  T  del  libro  1*  de  la  indica- 
da ley,  no  se  ha  de  encontrar  un  artículo  que  ordene  al  Juez  t^l 
nombramiento  de  un  curador  si  el  procesado  es  menor  de  35  aios» 
y  lo  que  es  más  notable»  no  se  dispone  que  sobre  este  extremo 
pregante  el  Tribunal  al  presunto  reo:  «Su  nombre,  apellidos  pa- 
terno y  materno,  apodo  si  le  tuviese,  naturaleza,  vecindad,  estado, 
profesión,  arte,  oficio  ó  modo  de  vivir,  si  tiene  hijos,  si  fué  proce- 
sado antoriorniente,  por  qué  delito,  ante  qué  Tribunal,  qoé  pena 
se  le  impuso  y  si  la  cumplió,  y  ú  sabe  leer  y  escribir ».  Hé  aquí  la 
pregunta  ordinaria  que  preceptúa  el  art.  284.  ¿Será  una  omisión  n» 
haber  consignado  nada  sobre  la  edad  del  indagado?  Indudablemen- 
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te  no;  el  art.  369  ya  dice  cómo  el  Juez  ¡nsiruclor  ha  de  averigua 
eslc  extremo. 

Tampoco  existe  hoy  el  juramento  de  los  procesados,  ni  aun 
puede  exigírseles  promesa  de  decir  verdad ;  el  Juez  puede  tan  solo 
y  debe  exhortarles  á  que  sean  veraces,  empero  el  ruego  y  la  cxhor- 
tacioD  no  son  ni  el  mandato,  ni  la  exigencia  de  decir  la  verdad ;  y 
si  quiere  suponerse  que  el  curador  daba  fuerza  al  juramento  y  más 
tarde  á  la  promesa  de  veracidad,  hoy  que  ni  la  promesa  es  obra 
del  maftdato,  ni  el  juramento  existe,  ni  la  ley  exige  que  el  reo  di* 
ga  la  edad  que  tiene,  la  ficción  de  la  cúratela  es  una  ficción  insos- 
tenible por  completo. 

¿Es  acaso  para  que  autorice  las  diligencias  que  en  el  sumario 
perjudiquen  ai  reo?  Pueis  el  art.  18  de  la  ley  concede  ¿  todos  los 
procesados  el  derecho  de  ser  representados  por  Procuradores  y 
Abogados  designados  por  ellos^  ó  de  oficio,  cuando  por  los  presun* 
tos  reos  se  intentase  algún  recurso,  ó  por  tener  estado  la  causa  fue- 
se necesaria  su  intervención. 

Demostrado  en  demasía  se  halla  pues:  1*  Que  la  ficción  del 
curador  en  las  indagatorias  de  los  menores  es  una  institución  del 
derecho  romano,  infiltrada  en  nuestros  procedimientos  gracias  á  la 
confusión  de  la  teoría  de  las  obligaciones  y  de  su  aplicación  al  de^ 
recho  criminal.  T  Que  la  ley  de  Enjuiciamiento  no  sólo  no  la  exi- 
ge, sino  que  la  rechaza  al  no  ordenar  se  averigüe  la  edad  del  inda* 
^do  por  lo  que  declajre,  sino  por  la  certificación  del  Registro  ó  de 
su  partida  de  bautismo^  si  no  se  hallare  inscrito  su  nacimiento  en 
el  Registro  civil.  3*  Que  no  existe  juramento,  ni  ex^encia  de  decir 
verdad,  en  las  declaración^  procesales,  sino  exhortación  del  Juez 
al  reo  para  que  no  falte  á  aquella.  4®  Que  los  procesados  pueden 
nombrar  ó  pedir  se  les  nombre  Procurador  y  Abogado,  que  con 
más  celo  y  acierto  que  sos  mal  llamados  curadores,  les  defiendan  y 
dirijan.  8*  Que  lejos  do  implicar  nulidad  la  omisión  del  curador,  de 
haberse  omitido  no  podría  prosperar  el  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  forma,  lo  cual  demuestra  su  ninguna  razón  de  ser. 
6*  Que  es  conveniente  concluir  con  prácticas  rutinarias,  aceptadas 
como  por  tradición,  é  insostenibles  cuando  hay  leyes  escritas  de 
procedimiento.que,  lejos  de  autorizarlas,  las  omiten  por  completo. 
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Del  ejercicio  de  la  acdon  civil. — ¿Ha  de  proveer  el  Tribunat 
de  ofldot — ¿Deberá  hoy  ofrecerte  el  procedimietito  al  ofaidido  por 
el  delUol... 

El  delito  d¿  origen  á  dos  acciones  de  índole  distinta  y  de  efec» 
tos  consiguientemente  diversos ;  pues  en  efecto ,  todo  act#  ilicita 
que  cae  bajo  la  sanción  de  la  ley  lleva  ea  sí  un  mal  moral,  una 
perturbación  del  orden  social,  más  ó  menos  violenta,  y  puede  pitH 
ducir  un  mal  material,  tangible,  efectivo,  de  índole  distinta  a!  des- . 
orden  ó  violación  de  la  ley  anterior  escrita.  Así,  pues,  mientras 
que  del  acto  punible  nace  siempre  la  acción  llamada  penal  •  n<^ 
acontece  que  todas  las  veces  surja  la  acción  civU. 

Es  realmente  preciso  un  gran  adelanto  en  las  leyes  penales  par» 
que  las  teorías  relativas  al  ejercicio  de  ambas  acciones  se  deslinde 
en  los  Códigos  con  la  debida  claridad,  y  nuestros  monumentos  his- 
tóricos no  nos  ofrecen  antecedentes  que  imitar ,  ni  doctrinas  que 
sin  discusión  sean  aceptables.  El  derecho  romano,  que  ¿  tanta  al- 
tura elevó  sus  concepciones  en  cuanto  á  las  obligaciones  civiles,  na 
nos  legó  un  cuadro,  ni  imperfecto  siquiera,  de  los  delitos  y  sos 
penas;  y  si  bien  reconoció  qued  delito  ó  el  cnasi-delito  eran  fuen- 
te de  obligación  y  de  ellos  nacía  la  acción  xei  penecutaría^  esta 
acción  no  pasaba  de  ser  como  tantas  otras,  consecuencia  de  un  de-^ 
recho  privado  y  limitada  al  hurto,  robo,  daño  é  injuria;  heeboa 
que  ni  aun  se  consideraban  públicos  á  los  efectos  de  la  acción 
penal. 

Infiltrado  en  nuestra  legislación  el  elemento  germánico ,  la  ac» 
cion  penal  casi  desaparece,  la  persecución  del  delito  no  se  ejerce 
apenas  por  la  sociedad  ;  el  interés  privado  busca  al  delincuente,  y 
al  calor  de  la  venganza  le  arranca  su  vida  ó  su  propiedad,  6  la 
indemnización  de  ciertas  sumas  compensa  el  mal  producido  por  el 
acto  punible.  Ni  las  Partidas,  trasunto  fiel  del  antecedente  roma- 
no, ni  el  Fuero  Juzgo  que  refleja  el  elemento  germánico ,  ofrecen^ 
como  es  visto,  doctrinas  terminantes  sobre  la  materia. 

La  práctica  de  los  Tribunales  sustituyó  en  esto  y  en  otras  mu* 
chas  cosas  al  silencio  de  las  leyes  escritas ,  y  era  costumbre  ea 
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cuanto  á  la  acción  penal,  ofrecer  la  causa  al  perjudicado,  cuando 
ésta  tenia  e$tado,  y  señalar  los  Tribunales  en  definitiva  una  indem- 
nización, ya  por  yia  de  restitución,  ya  por  via  de  reparación  de 
perjuicios.  El  Código  penal  estableció  terminantemente,  que  toda 
persona  responsable  criminalmente  lo  es  también  civilmente  y  caso 
de  insolvencia  imponía  por  esta  última  responsabilidad  la  prisión 
sustitutoria,  loque  hacia  pensar  á  algunos  jurisconsultos  que  aque- 
lla venia  á  ser  una  pena  accesoria  de  la  principal.  No  deja  de  estar 
presentada  con  bastante  confusión  la  teoría  que  nos  ocupa  en  núes- 
tro  Código,  pues  prescindiendo  de  que  todo  el  contenido  del  ca- 
pitulo 2*  del  libro  primero^  debiera  hallarse  incluido  en  el  i*,  ín- 
terin el  texto  del  art.  18  confunde  en  una  sola  ambas  responsabi- 
lídades  civil  y  criminal,  el  138  somete  la  primera  á  las  reglas  del 
derecho  civiL 

Todas  las  legislaciones  modernas  están  coutextes  en  que  el  de- 
lincuente responde  criminal  y  civilmente,  esto  es,  de  la  pena  y  de 
la  reparación  material,  del  hecho  y  de  sus  consecuencias;  pero  en 
ponto  al  ejercicio  de  ambas  acciones  hay  dos  escuelas  esencial- 
mente distintas  que  han  impuesto  su  opinión  en  las  leyes  procesa- 
les. Partidaria  la  una  de  que  el  poder  protector,  no  sólo  interpon- 
ga su  ministerio  para  el  ejercicio  de  la  acción  penal,  sino  para  la 
reparación  del  daño  causado,  estatuye  que  el  Juez  ex  oficio  ade- 
más de  condenar  al  procesado  á  la  pena  procedente,  le  condene 
subsidiariamente  á  la  indemnización  oportuna,  y  caso  de  insolven- 
cia á  la  prisión  sustitutoria.  Cree  esta  escuela  que  la  accibn  tutelar 
del  Estado  no  acaba  con  la  imposición  del  castigo  al  culpable,  que 
el  ciudadano  pacífico  á  quien  se  hace  víctima  de  un  atentado,  tie- 
ne derecho  á  que  sin  gestión  por  su  parte  se  le  indemnice  y  se  le 
restituya  lo  que  violentamente  se  le  arrebata.  Enfrente  de  esta  doc- 
trina, sostiene  la  escuela  adversa  que  si  bien  la  representación  so- 
cial debe  castigar  al  delincuente  y  ejercitar  la  acción  penal  que  del 
delito  nace^  siendo  la  acción  civil  de  índole  privada  y  de  interés 
particttiar,  no  es  al  Ministerio  fiscal,  no  es  á  los  Tribunales  á  quie- 
nes corresponde  ejercitarla  y  hacerla  efectiva  de  oficio,  sino  al  mis- 
roo  ofendido,  con  la  consiguiente  acción  protectora  del  poder  judi- 
cial. 

T  dígase  lo  que  se  quiera,  es  innegable  que  esta  última  teoría 
es  la  aceptada  por  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal^  y  las  antiguas 
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prácticas  do  pueden  coosiderarse  existeotes,  sin  qae  por  eso  deje* 
mes  de  convenir  en  qoe  entre  el  Código  penal  y  la  ley  de  Enjoi* 
ciamiento  no  existe  la  mejor  armonía  de  principios. 

Reahnente  el  Código  sn  sos  artículos  18, 121  y  i23  y  sos  con- 
cordantes impone  á  los  Tribunales  la  obligación  de  regular  la  in- 
demnización civil,  que  considera  inherente  á  la  criminal  mientras 
que  la  ley  riluaria  establece  una  separación  completa  en  el  ejerci- 
cio de  ambas  acciones,  viniendo  ¿  dejar  la  acción  civil  como  nnn 
acción  que  en  su  ejercicio  en  nada  se  asemeja  á  la  penal.  Asf  se 
observa  que  el  Ministerio  fiscal  no  ha  de  ejercitar  en  los  delitos  pú- 
blicos la  acción  civil  para  la  restitución  de  la  cosa  ó  la  indemnisa- 
cion  de  los  perjuicios,  sino  cuando  hubiese  sido  damniBcado  el  Es- 
tado (art.  ii),  que  la  responsabilidad  civil  habia  de  ser  reclaaiada 
para  que  el  Tribunal  del  Jurado  proveyese  sobre  ella  (art.  88),  y 
que  esta  teoría  se  repite  en  tantos  otros  artículos  que  pudiéramos 
citar  al  objeto  indicado. 

No  es,  sin  embargo,  suficientemente  esplicito  el  procedimiento 
consignado  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal.  Así  como  respee-^ 
to  á  la  responsabilidad  civil  de  terceras  personas  hay  una  ritualidad, 
establecida  en  el  art.  530  y  siguientes,  en  cuanto  i  la  subsidiaria 
del  reo,  no  hay  sino  generalidades  que  de  ningún  modo  son  bastan- 
tes á  dilucidar  tan  grave  asunto.  Ocurre  preguntar  en  su  vista:  i*  Si 
para  qoe  conste  la  renuncia  del  ofendido  ha  de  ofrecérsele  la  can- 
sa y  preguntarle  si  ejercita  ó  no  Inacción  civil;  t  Si  basta  esa  ma- 
nifestación afirmativa  ó  negativa  para  proveer  sobre  el  particular 
al  determinar  la  resolución  acerca  de  la  responsabilidad  criminal 
del  reo;  3*  Si  al  contestar  el  perjudicado  que  quiere  ser  parte  y  mos- 
trarse tal  en  los  autos,  habrá  de  formarse  pieza  aparte  en  lo  relati- 
vo á  la  responsabilidad  civil  del  procesado,  así  como  ba  de  formar- 
se en  la  sustanciacion  de  la  responsabilidad  civil  de  un  tercero,  ya 
lo  sea  por  hallarse  dentro  de  los  artículos  49  al  31  del  Código,  ó 
ya  por  participación  lucrativa  en  los  efectos  del  acto  ilícito;  i*  Sf 
siendo  la  acción  civil  una  obligación  exigible  por  otras  reglas  qve 
las  del  procedimiento  criminal,  es  pertinente  la  prisión  por  sustitu- 
ción y  apremio. 

En  nuestro  modo  de  sentir  hoy  no  existe  el  ofrecimiento  de  can- 
sa al  ofendido,  porque  ningún  articulo  de  la  ley  rituaria  lo  eonsig- 
na,  y  claro  es  que  no  siendo  esencial  el  ofrecimiento  y  constando 
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un  la  mbina  ley  la  manera  de  perseguir  ei  perjudicado  el  delito  y 
sus  coDseGueacias,  es  oficioso  ofrecerle  derechos  que  ya  tiene  con- 
cedidos en  las  leyes*  y  por  lo  mismo  no  puede  bastar  la  manífesla- 
clon  de  renuncia  ¿  las  acciones  que  haga  el  perjudicado,  si  oficio- 
samente se  le  ofreciese  la  causa.  Igualmente  creemos  que  todo  lo 
relativo  ¿  responsabilidad  civil  debe  sustanciarse  en  pieza  separa- 
da; la  ley  no  lo  dice,  pero  ¿qué  razón  hay  para  que  la  responsabili- 
dad de  un  tercero  se  tramite  (art.  534)  en  pieza  aparte  y  no  la  sub* 
sidiaría  del  reo?...  ¿No  ha  podido  ocurrir  en  lo  relativoá  los  trámi- 
tes ó  ritualidad  de  esta  incidencia  un  olvido  como  el  que  se  observa 
sobre  los  incidentes  de  pobreza?  ¿Puede  decirse  dónde  están  los  ar- 
tículos de  exeepcumes  á  cuya  ritualidad  dice  el  27  ha  de  acomodar- 
se la  del  incidente  de  pobreza?  ¿No  puede  ocurrir  lo  mismo  con  el 
particular  que  nos  ocupa?...  Finalmente. dada  la  esencial  reforma 
-consumada  por  la  ley  de  Enjuiciamiento,  es  indispensable  que  des- 
aparezca la  prisión  sustitutoria  por  insolvencia  del  reo  en  cuanto  á 
la  responsabilidad  civil.  De  otro  modo  no  es  exacto  que  tal  respon- 
habilidad  sea  exigible  como  de  carácter  civil ,  á  menos  de  resu- 
citar la  antigua  prisión  por  deudas. 

No  discutimos  si  la  reforma  es  aceptable ,  si  se  desvia  de  los 
buenos  principios  y  si  seria  conveniente  que  la  acción  protectora 
del  Estado  se  extendiese  á  algo  más  que  al  castigo  del  culpable^ 
proveyéndose  por  lo  menos  de  oficio  en  cuanto  á  la  restitución  de 
la  cosa  ó  la  indemnización  de  su  valor;  lo  aceptamos  como  un  he- 
cho consumado^  como  una  trascendental  variación  llevada  á  efecto 
en  nuestros  procedimientos;  variación  que  acaso  desaparezca  en  las 
sucesivas  reformas  de  la  ley  de  Enjuiciamiento;  y  concluimos  con- 
signando: 1*  Que  el  ejercicio  de  la  acción  civil,  proveniente  del 
delito  eu  sus  tres  manifestaciones  de  subsidiaria  del  reo,  de  un 
tercero  no  responsable  criminalmente ,  ó  nacida  de  participación 
lucrativa,  es  exigible  á  instancia  de  parte,  no  de  oficio,  salvo  si  el 
Estado  fuese  damnificado.  2*  Que  debe  tramitarse  el  incidente 
en  pieza  separada,  y  de  otro  modo  no  se  comprende  que,  caso  de 
archivarse  la  causa  por  rebeldía  de  los  reos,  pueda  continuarse  la 
exacción  de  dicha  responsabilidad ,  y  sólo  puede  tramitarse  con 
lo  principal,  cuando  únicamente  se  ejercita  la  penal ,  sin  renun- 
cia de  la  civil  subsidiaria,  que  por  ministerio  de  la  ley  se  en- 
tiende utilizada.  3*  Que  hoy  no  existe  el  ofrecimiento  de  causa ,  y 


4SS  REVISTA  DE  LEGISLAGON 

de  DO  haberse  ejercilado  las  acciones  oportunas  debe  reservarse 
siempre  la  civil  al  orendido,  en  el  fallo  que  termine  el  procedí^ 
miento,  y  por  fin  es  una  demostración  de  la  inexistencia  del  ofreci- 
miento de  causa,  el  que,  de  omitirse,  no  podría  prosperar,  fundado 
en  ello,  el  recurso  de  casación  en  la  forma. 

(Se  continuará.) 
Primitivo  GONZÁLEZ  DEL  ALBA 


^ECCION    ^IBUOQI^ÁflCA 


Teoría  de  la  tentativa  y  de  la  complicidad,  6  M  grado  en  la 

/uerta  fisiea  del  delito;  por  Feaiicisgo  Carkara,  profesor  de  la  Uni- 

versidad  do  Pisa.  —  Tradaccíon  castellana,  por  D.   Vicenle  Romero 

Oirán, — Biblioteca  Universal  (Sección  jurídica).  —  Góngora,  1877. — 

Precio  S4  reales. 

Bastarla  el  nombre  de  sa  autor  para  dar  á  conocer  el  mérito  de 
esta  obra  cuya  traducción  castellana  acaba  de  publicarse^  si  á  ello 
no  se  añadiera  la  gravedad  del  tema  que  estudia  y  de  que  ya  en 
análoga  ocasión  nos  ocupamos  con  motivo  de  otro  libro,  italiano 
también,  debido  á  la  pluma  del  Sr.  G.  Taranto  y  que  desarrolla 
materias  semejantes. 

Distingue  de  la  francesa  á  la  escuela  criminalista  italiana  el  ins- 
pirarse en  más  puros  principios  filosóficos»  que  por  completo  la  se- 
paran del  criterio  subjetivo  y  las  más  de  las  veces  positivista  que  á 
los  escritores  franceses  domina.  No  llega ^  sin  embargo,  por  com- 
pleto la  escuela  italiana  á  desprenderse  de  cierto  apego  exagerado 
á  considerar  como  principal  la  fase  externa  del  delito,  el  hecho 
material,  tendencia  notable  en  este  mismo  libro  de  Carrara  y  que 
le  lleva  indirectamente  á  afirmaciones  que,  más  que  en  otra  alguna, 
parecen  inspiradas  en  la  concepción  del  derecho  que  á  la  historia 
de  la  filosofia  trajo  el  sistema  de  Kant.  No  llega ,  en  mi  entender, 
la  escuela  italiana  á  determinar  con  tanta  profundidad  como  los  es- 
critores alemanes  la  base  filosófica  del  derecho  penal. 

T  esto  obliga  á  la  mayor  parte  de  los  tratadistas  italianos  á  bus- 
car como  fundamento  para  punir  la  tentativa  y  el  delito  frustrado 
un  principio  que  llaman  del  riesgo  corrido  y  que  expuesto  por 
Pessína  y  Tolomei^  lo  está  más  que  en  ninguno  en  esta  producción 
del  ilustre  profesor  de  Pisa.  No  voy  á  discutir  ahora  esta  enseñan- 
za, mas  conviene  afirmar  que  hay  casos,  no  ya  de  mera  tentativa, 
sino  de  delito  frustrado  en  que  es  nulo  el  peligro  corrido,  y  punible. 
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sin  embargo,  el  acto  por  causas  ¡odepeodieotes  de  la  voluntad  del 
atentanU,  Tal  sucede^  ea  el  caso  en  que  con  intención  manifies- 
ta de  producir  la  muerte  se  haya  administrado  una  sustancia  in- 
ofensiva; ¿qué  hay  aquí  de  riesgo  para  el  que  la  toma?  Nada,  y  á 
pesar  de  ello  el  hecho  debe  castigarse  y  se  castiga. 

Si  la  base  del  derecho  de  penar  se  encuentra  en  que  nadie  pue- 
de atentar  á  los  derechos  de  los  demás,  es  indudable  que  todo  acto 
que  tienda  á  lesionarlos,  consígalo  ó  no,  siempre  que  el  no  conse- 
guirlo no  dependa  de  una  causa  subjetiva,  entra  bajo  la  sanción  de 
la  ley  y  asi  se  ha  entendido  en  España  al  menos  declarando  com- 
prendidas como  acción  punible  en  nuestros  Códigos  las  tentativas 
de  todo  género.  Es,  sin  embargo,  útilísima^  se  entiende  no  extre- 
mándola, la  doctrina  que  el  profesor  Garrara  defiende,  para  d^r- 
minar  la  aplicación  de  cantidad  y  calidad  de  la  pena,  siquiera  deba 
confesarse  que  en  la  parte  que  á  esto  conduce,  cuando  examina  el 
caso  de  existencia  de  la  tentativa,  olvida  un  tanto  la  teoría  del  pe- 
ligro corrido  y  escribe^  en  mi  entender,  las  más  bellas  y  profundas 
páginas  de  su  libro,  inspiradas  en  el  principio  de  que  la  voluntad 
es  la  que  determina  y  sufre  la  pena. 

Combale  el  autor^  tratando  del  elemento  físico  de  la  tentativa, 
la  teoría  que  he  indicado^  y  que  sostiene  existe  criminalidad  en  el 
agente  cuando  en  los  medios  no  hay  idoneidad  para  conseguir  el 
fin  que  se  desea,  mas  reconociendo  las  consecuencias  del  principio 
que  contra  éste  proclama  entra  en  notables  distinciones,  de  donde 
viene  á  resultar  al  cabo  que  se  impone  á  sus  particulares  optnio* 
nes  el  fundamento  mismo  del  derecho  penal,  mitigando  en  gran 
parte  el  alcance  de  ese  principio  del  peligro  corrido,  que  es  para 
él  la  base  por  que  puede  ser  politicamente  imputable  la  tentativa. 

Respecto  á  las  reglas  para  medir  la  imputación  del  conato  en 
cantidad  y  calidad,  sienta  Carrara  multitud  de  preciosísimas  ob* 
«ervaciones  sobre  las  causas  voluntarias  y  accidentales  qne  pueden 
quedar  reducido  á  conato  lo  que  habia  de  ser  seguramente  delito 
consumado.  Separándose  de  la  vacilante  opinión  de  Carmignani^  y 
contradiciendo  también  su  teoría  del  peligro  carridOy  sostiene  que 
no  es  imputable  la  tentativa  si  el  agente  desiste  por  arrepentimien- 
to de  consumar  el  delito.  ¿Cómo  así  cuando  el  hecho  físico  estaba 
ya  producido?  Lo  mismo  en  este  caso  que  en  el  anterior,  Garrara 
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reconoce  los  fuadamenlos  capitales  de  la  cieocia  penal,  y  elevan- 
(lose  sobre  toda  preocupación  de  escuela,  proclama  consejos  y  lec- 
ciones que  dan  inmenso  mérito  á  su  libro.  En  cuanto  ¿  la  eantidñd 
de  delito  en  que  la  tentativa  y  el  delito  Trustrado  coosbten,  el  autor 
entiende»  y  con  sobrada  justicia»  que  es  necesario  atender,  no  sólo 
al  número»  sino  ¿  la  influencia  de  los  actos  ejecutados,  midiendo 
bajo  estas  dos  relaciones  la  distancia  que  de  la  consumación  los  se- 
para» afirmando  reglas  y  obseryaciones  tan  numerosas  y  delicadas 
que,  como  antes  señalaba,  habrán  de  ser  de  utilidad  grandísima, 
aunque  en  mi  sentir  no  son  siempre  enteramente  exactas.  Clara  y 
notable  la  parte  que  trata  de  la  tentativa,  se  resiente  la  que  ai  de- 
lito frustrado  fc  refiere  de  la  escasa  importancia  que  concede  á  la 
voluntad  del  reo>  y  la  exagerada  que  al  accidente  externo  inde- 
pendiente de  ella  y  hasta  ignorado  atribuye;  no  es  cuestión  de 
examinar  ahora  las  doctrinas  de  Chaveau,  Helio,  Bernard  y  otros; 
mas  sin  ll^ar  á  tanto  extremo,  se  hace  necesario  determinar  lo 
que  sea  el  delito  frustrado  y  la  perversidad  moral  que  revela,  para 
que  baya  justicia  en  la  aplicación  de  la  pena  que  ha  de  ser  emi  - 
nentemente  reparadora  y  esencialmente  correctiva. 

El  problema  de  la  complicidad,  difícil  sí  en  el  terreno  de  la 
práctica,  pero  más  claro  y  Eicil  de  determinar  que  el  conato  en  el 
de  la  ciencia,  ocupa  la  segunda  parte  del  libro  que  nos  ocupa.  Car- 
rara  opina  justamente,  que  en  el  caso  en  que  se  presenta  concurso 
de  acción  sin  concurso  de  voluntad  no  cabe  responsabilidad  penal 
de  ningún  género,  reconociendo  así  la  importancia  que  en  la  pena- 
lidad tiene  la  intención  y  estudiando  con  minucioso  cuidado  la  cir- 
cunstancia  de  intención  inocentemente  distinta,  intención  criminal 
distinta,  intención  negativamente  indirecta  é  intención  imperfecta, 
para  tratar  enseguida  del  caso  de  concurso  de  voluntad  sin  con- 
eurrcnina  de  acción  y  en  el  cual  examina,  conservando  la  antigua 
nomenclatura»  el  mandato»  la  coacción»  la  orden,  el  consejo  y  la  so- 
ciedad; en  todos  los  cuales  y  respetando  la  opinión  de  Garrara  que 
•así  los  clasifica,  juzgo  que  hay  acción,  y  acción  que  sirve  para  de- 
cidir y  utilizar  al  agente  en  la  comisión  del  delito. 

Respecto  al  último  modo  como  la  complicidad  puede  presentar- 
se, es  decir,  cuando  se  ofrece  concurso  de  voluntad  y  de  acción,  in- 
daga el  autor  la  criminalidad  de  las  tres  relaciones  de  auxiliador» 
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co-reo  y  encubridor  en  que  puede  dividirse,  tratando  de  paso  cues- 
tiones tan  importantes  y  curiosas  como  las  de  si  es  posible  la  ten  - 
tativade  complicidad,  si  puede  baber  complicidad  en  la  tentativa 
y  si  se  dan  casos  de  complicidad  de  complitídadf  para  terminar  se- 
ñalando las  modificaciones  en  las  reglas  ordinarias  de  la  complici- 
dad y  cerrar  su  trabajo  con  dos  apéndices  que  respectivamente  tra- 
tan de  un  caso  especial  de  tentativa  ocurrido  en  Alemania  y  de  la 
continuación  en  la  tentativa,  con  ocasión  de  un  fallo  del  Tríbaaal 
Supremo  de  Florencia. 

Tal  es  la  obra  del  Sr.  Carrara;  notable  bajo  todos  aspetosy  una 
de  las  más  acabadas  que  sobre  estas  materias  se  han  publicado  aun 
después  de  los  trabajos  de  Bar,  Lapegna,  Olto,  Bemer  y  Joly ,  sin 
esceptuar  las  posteriores  de  Ludovici  y  de  Taranto. 

El  bien  pensado  prólogo  y  las  notas,  en  que  el  traductor  di- 
siente á  veces  de  la  opinión  de  Carrara,  apuntando  soluciones  más 
justas  desde  el  punto  de  vista  en  que  nosotros  consideramos  esta 
cuestión,  corresponden  al  nombre  que  entre  nuestros  jurisconsultos 
ha  sabido  ganar  el  Sr.  Romero  Girón  y  hacen  esperar  que  conti- 
nuando este  camino,  la  BMo¿6cajuri(iú;a,  de  cuyo  primer  volu- 
men damos  cuenta,  prestará  señalados  servicios  á  la  ciencia  filosófi* 
ca  del  derecho ,  un  tanto  descuidada  entre  nosotros. 


*  * 


^ECCION    pOCTRINAL 


FOROS 


IffFOBMK  KV AGUADO   POR  LA   SALA  DE  LO  CIVIL  DB   LA  AUDüIfCIA  DB 

LA  Corona  (i). 

La  cueslioD  de  redencioD  de  foros  en  Galicia  es  de  tanta  tras- 
cendencia^ es  á  la  vez  tan  compleja^  que  apenas  puede  resuelta- 
mente emitirse  una  opinión  decisiva  sobre  el  modo  de  llevarla  á 
cabo. 

Son  tantos  los  derechos  establecidos  y  creados  á  la  sombra  de 
esos  contratos,  se  halla  la  propiedad  tan  directamente  relacionada 
^n  ellos,  es  tan  antigua  su  existencia,  que  la  sola  idea  de  armo- 
nizar, y  esto  es  inexcusable  en  todo  caso,  los  intereses  desarrolla- 
dos y  desenvueltos  durante  siglos^  ofrece  los  graves  inconvenientes 
<]ue  á  nadie  pueden  ocultarse. 

El  modo  de  ser  del  país,  su  vida  territorial,  sus  circunstancias 
peculiares,  la  historia,  en  fin,  de  su  propiedad^  casi  todo  se  en- 
cierra en  los  foros. 

Si  fuera  dado  fijar  con  exactitud  el  origen  de  cada  uno  y  su 
historia,  seria  más  fácil  hasta  la  reparación  de  cualquiera  abuso 
particular;  pero  esta  tarea  imposible,  porque  la  verdad  de  los  he- 
chos se  oculta  en  la  oscuridad  de  los  tiempos,  ofrece  obstáculos  in- 
vencibles respecto  de  infinitas  dudas,  y  es  preciso  valerse  para 
su  acertada  resolución  de  los  datos  de  la  esperiencia  propia,  no  tan 


(1)    Publicamos  el  Informe  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
ia  Coruña,  por  creerlo  de  oportunidad  en  estos  momentos  que  vá  á 

1>resentarse  á  las  Cortes  un  projrecto  de  ley  sobre  foros  por  el  Exce- 
entísimo  Sr.  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  en  cuyo  importante  tra- 
bajo ha  intervenido  la  Comisión  de  Códigos. 

TOMO  L  65 
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importantes  soguramente  como  fuera  de  desear  en  asunto  de  tant^ 
antigüedad. 

No  se  pone  en  duda,  ¿ntes  bien,  puede  afirmarse  con  la  certeza 
que  ofrece  la  opinión  general,  que  el  contrato  de  foro  peculiar  de- 
Galicia  y  de  algunos  otros  pueblos^  ha  sido  en  su  tiempo  de  notoria 
utilidad.    * 

Asimilándose  á  los  a/rendamientos  de  largo  plazo,  y  participan- 
do, á  la  vez,  de  la  naturaleza  y  condiciones  del  censo  enfitéutico^ 

4  ■ 

es  lo  cierto  que,  ya  por  los  derechos  que  á  su  sombra  habian  ad- 
quirido los  foratarits  con  su  trabajo,  y  ya  por  causas,  hasta  socia- 
les, fueron  considerados  los  que  eran  temporales  como  de  carácter 
perpetuo  en  el  siglo  pasado,  y  desde  entonces,  lejos  de  haber  va- 
riado esta  consideración,  es  hoy  punto  incontrovertible  la  cualidad 
perpetua  de  aquellos  contratos. 

Los  antiguos  señores,  aunque  por  tiempo  fijo,  si  bien  muy  lar-^ 
go,  entregáronlos  bienes  incultos  que  les  pertenecian,  ó  por  con- 
quistas ó  por  donaciones  regias,  reservándose  ciertas  pensiones 
anuas. 

El  trabajo  de  muchos  anos^  empleado  en  ellos  por  los  foratarios^ 
loa  habia  convertido  en  productivas  propiedades. 

La  conciliación  equitativa  de  estos  derechos  igualmente  respe- 
tables, ha  sido  el  origen  de  las  cuestiones  sobre  la  renovación  ¿^ 
caducidad  de  los  foros.  Vencieron  los  terratenientes^  en  cuyo  favor 
se  interesaba  más  directamente  también  la  conveniencia  pública; 
y  aunque  la  resolución  no  ha  sido  definitiva,  el  trascurso  de  los 
años^  el  periodo  que  ha  pasado  de  más  de  siglo,  ha  venido  á  darle 
ese  carácter. 

'  Agregúense,  además,  á  ese  estado  los  derechos  nacidos  de  las 
infinitas  trasmisiones  que  se  han  llevado  á  cabo  por  efecto  de  la 
desamortización  civil  y  eclesiástica,  y  no  quedará  siquiera  lugar  á. 
duda  que  la  perpetuidad  de  los  foros  temporales  ha  recibido^  di- 
gámoslo así^  el  sello  eficaz  de  la  cosa  juzgada. 

Partiendo  de  este  supuesto,  lo  primero  que  hay  que  examinar 
es  la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  medidas  dirigidas  á  conso- 
lidar ambos  dominios,  ya  sometiendo  á  forzosa  redención  todas  las 
cargas  que  proceden  de  foros,  y  las  que  se  hayan  impuesto  por 
sub-foros  y  otros  actos  y  contratos  posteriores,  ó'  ya  autorizando 
á  los  señores  ó  dueños  del  directo  para  posesionarse  de  los  bienes 
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aforados,  estableciendo  la  indemnización  que  hayan  de  satisfacer  á 
los  enfiléatas  por  las  mejoras  y  perfectos. 

Estos  puntos,  como  á  primera  vista  se  observa,  son  de  suma 
importancia  y  trascendencia,  porque^  no  hay  que  dudarlo,  la  reso- 
lución, en  uno  ó  en  otro  sentido,  ataca  de  algún  modo  fl  derecho 
de  propiedad  y  esto  exige  averiguar  si  puede  obligarse  á  los  unos 
ó  á  los  otros  á  consentir,  previa  indemnización  equitativa,  en  la 
privación  desús  derechos. 

T  esta  cuestión  envuelve  naturalmente  otra  de  resolución  pré-  * 
via  para  investigar  la  utilidad  y  necesidad  de  la  medida;  punto  so- 
bre el  que»  afortunadamente,  la  opinión  es  casi  unánime. 

Cosa  es,  en  efecto,  sabida  de  todos  que  la  propiedad  en  Galicia 
está  subdividida  y  agobiada  de  gravámenes  hasta  un  estremo  in- 
decible. 

Apenas  hay  nadie  del  pais  ni  de  fuera  de  él  que  desconozca 
que  el  efecto  positivo  de  semejante  estado  priva  de  adelantos  la 
agricultura,  altera  la  armonía  entre  los  pacíficos  moradores  del 
país,  envueltos  y  sometidos  con  increible  frecuencia  en  cuestiones 
judiciales  ruinosas,  de  índole  civil  y  criminal,  y  motivando  la  po- 
breza consiguiente,  dá  causa  á  numerosas  emigraciones  para  las 
Américas  hasta  un  extremo  tan  exagerado  que  bien  merece  llamar 
la  atención  del  Gobierno  Supremo. 

De  aquí  que  el  crédito  en  Galicia,  hoy  verdadero  y  casi  único 
elemento  de  vida  para  los  pueblos  sea,  sino  desconocido,  nulo, 
porque  la  propiedad,  en  el  desconcierto  en  que  se  halla,  no  presta 
la  debida  garantía,  ó  mejor  dicho,  ofrece  muy  poca  para  atraerlo; 
de  lo  cual  nace  también  la  ineficacia  de  la  ley  Hipotecaria,  para 
cuya  aplicación,  por  otra  parte,  faltan  títulos  escritos  y  se  descono- 
cen muchas  de  las  cargas  que  afectan  las  fincas. 

El  mismo  fraccionamiento  y  pepueñez  de  estas,  el  número  in- 
calculable de  derechos  reales  que  las  grava  en  su  gran  mayoría 
sin  otro  documento  que  la  posesión  de  cobrarlos,  hace  ilusorio  todo 
sistema  por  bueno  que  sea. 

Ni  por  otra  parte  habia  posibilidad  material,  dada  la  voluntad, 
para  registrar  todo  lo  que  es  susceptible  de  inscripción,  y  aun  ins- 
crito, seria  el  registro  un  verdadero  caos. 

De  buena  fé  no  hay  quien  pueda  desconocer  estas  verdades 
ostensiblemente  notorias,  siendo  positivamente  cierto  que  de  los 
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bienes  de  foros,  antiguos  especialmente,  habrá  muy  pocos,  si  es 
que  existen  algunos,  que  no  hayan  sido  subdivididos  entre  cente- 
nares de  personas  estando  perdida  basta  la  noción  del  contrato 
primitivo;  otros,  en  que  sus  llevadores  no  los  hayan  trasmitido  re- 
petidas i|ces  en  todo  ó  en  parte  por  medio  de  ventas,  sub-foros  y 
otros  actos,  imponiendo  en  ellofi  nuevas  cargas;  y  otros  que  no  ha- 
yan sido  objeto  de  sucesivas  particiones  por  derecho  hereditario  con 
pensiones  diversas,  y  todos,  en  su  gran  mayoría,  por  medio  de 
contratos  y  particiones  privadas. 

Consecuencia  forzosa  de  esto  es  que  existan  muy  pocas  fincas 
que  no  se  hallen  sujetas  á  tres  y  más  perceptores  de  cargas,  al- 
gunas mezquinas,  porque  se  reducen  á  concas  y  cuartillos. 

Este  es  el  estado  tan  lamentable,  como  insostenible,  de  la  pro- 
piedad en  Galicia;  estado  que,  como  es  natural^  ocasiona  infinitos 
proratcos,  verdadera  plaga  del  pafs^  y  multitud  de  cuestiones, 
que,  aunque  de  escasa  entidad^  producen  la  ruina  cierta  de  nume- 
rosas familias. 

Bajo  el  aspecto  económico,  tampoco  los  perjuicios  son  de  me- 
nos trascendencia,  si  cabe. 

La  nación  obligada  á  emplear  una  recaudación  costosa  y  difí- 
cil, pierde  sus  Tuerzas,  y  su  acción  es  ineficaz  para  hacer  efectivos 
los  tributos  legítimos  entre  tan  prodigioso  número  de  contribuyen- 
tes, fuera  de  lo  que  en  otro  concepto  pierde  porque  la  mayor  par- 
te de  las  trasmisiones,  efecto  de  so  escasa  importancia,  son  objeto 
de  contratos  verbales  ó  privados. 

Los  laudemios  crecidísimos^  por  otra  parte,  retraen  á  los  due- 
ños de  emplear  sus  capitales  en  la  edificación  y  mejora  de  las  fin- 
cas é  impiden  las  trasmisiones,  sujetas  en  muchos  casos  al  enorme 
gravamen  hasta  de  la  quinta  parte  de  su  precio  en  favor  de  los  re- 
presentantes del  dominio  directo. 

Y  no  hay  que  creer  que  esta  situación  mejorará  con  medidas 
que  no  se  dirijan  á  extirpar  el  mal  de  raíz,  porque  es  imposible 
que  cuando  se  trata,  y  esto  es  con  harta  frecuencia^  de  dividir  en- 
tre varios  una  herencia,  cuyo  valor  no  llega  á  mil  reales,  ó  seena- 
gena  una  finca  sujeta  á  dos  ó  más  gravámenes  que  solo  vale 
ochenta,  se  guarden  formas  algunas  legales,  ni  medie,  á  lo  sumo, 
más  documento  de  trasmisión  que  un  papel  privado  que,  6  es 
ininteligible  ó  desaparece  dentro  de  poco  tiempo. 


FOROS  .437 

Los  señores  6  dueSos  directos  han  contribuido  mucho  ¿  esta 
especie  de  confusión  con  el  abandono  en  que  constantemente  se 
hao  mantenida. 

Mientras  que  con  puntualidad  se  les  pagaron  sus  rentas  y  pen- 
siones jamás  se  han  cuidado  de  vigilar  los  bienes  afectos  ¿  ellas, 
ni  las  roanos á  que  pasaban,  ni  la  clase  de  contratos  por  que  se  ha- 
cia^ ni  las  divisiones  á  que,  acaso  con  infracción  de  pactos  anterio- 
res, eran  sometidos;  y  asi  es  que  en  la  actualidad  no  pueden  ocul- 
tarse ¿  nadie  los  peligros  á  que  están  expuestos  los  derechos  que 
representan,  debido  á  la  transformación,  subdivisión  y  confusión 
que  han  sufrido  los  bienes  comprendidos  en  los  foros. 

Infiérese  de  esto,  sin  necesidad  de  ninguno  otro  esfuerzo,  que 
es  de  reconocida  conveniencia  y  utilidad  general  la  consolidación, 
en  uno  de  todos  los  dominios,  sin  que  pueda  decirse  por  eso  que  la 
ley  que  la  ordene  anula  arbitraria  é  injustamente  pactos  lícitos, 
contratos  legales,  porque  esto  no  es  exacto* 

Los  contratos  no  se  anulan;  la  ley,  al  contrario^  tiene  que  par- 
tir de  su  valides.  Necesita,  si,  decretar*una  especie  de  expropia- 
ción; pero  estableciendo  reglas  justas  y  equitativas  de  indemniza- 
cioD,  y  este  derecho  existe  consignado  en  can  todas  las  legisla- 
ciones. 

¿No  se  derriba  una  casa  ó  un  barrio  entero  para  que  el  público 
esté  bien  atendido,  ó  simplemente  para  hermosear  un  pueblo,  ó 
abrir  una  calle  ó  via  pública?  Pues  de  ese  derecho  inherente  á  toda 
sociedad  nacerá  el  precepto  que,  obligando  á  unos  y  faltando  á  otros^ 
consiga  hacer  que  desaparezcan,  en  más  ó  menos  tiempo^  lo^  gra- 
vámenes que  hoy  esterilizan  la  propiedad ,  y  ocasionan  una  especie 
de  guerra  funesta  entre  los  cultivadores  y  perceptores  de  cargas 
que  se  consumen  y  aniquilan  en  pleitos  y  expedientes  ruinosos. 

El  otro  extremo,  haciendo  ya  supuesto  de  la  necesidad  y  conve- 
niencia de  la  medida  de  consolidación,  seria  de  más  difícil  resolu  - 
cion  si  los  hechos  no  indicaran  la  que  procede  y  si  por  fortuna  no 
estuvieran  conformes  con  ella  hombres  tan  respetables  é  ilustrados 
y  tan  maestl>os  y  conocedores  de  la  ciencia  eomo  los  que  resuelta- 
mente han  dado  su  opinión  sobre  la  materia. 

Serán  muy  pocos  los  aforantes  que  hoy  perciben  por  si  ó  por 
sus  herederos  ó  sucesores  directos  las  cargas  á  que  están  afectos 
los  bienes  que  sus  causantes  han  dado  en  foro. 
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£d  su  mayoría  el  derecho  á  percibirlas  radica  hoy  en  terceros 
que  no  han  adquirido  más  que  las  peasiones. 

Puede  asegurarse  también  que  más,  mucho  más,  de  la  mitad 
de  la  propiedad,  objeto  de  aquellos  contratos,  pertenecía  al  clero 
regular  y  secular^  y  no  poca  á  corporaciones  civiles,  y  sabiendo  que 
toda  esta  gran  masa  de  bienes  ha  sido  desamortizada,  y  que  la  na- 
ción lo  único  que  enajenó  de  ellos  fueron  las  pensiones,  reservando 
la  propiedad  á  los  poseedores,  no  se  concebiría  que  á  k»  compra- 
dores, que  ningún  derecho  adquirieron  más  que  el  de  cobrar  esas 
cargas  fijas,  se  les  hubieran  de  devolver  hoy  los  bienes,  convir- 
tiendo para  ello  en  títulos  de  plena  propiedad,  los  que  comprenden 
solamente  un  derecho  real. 

Fuera  de  esto,  no  sería  posible  tampoco  apreciar  en  la  mayo- 
ría de  los  casos,  la  indemnización,  siquiera  aproximada,  que  de- 
biese darse  á  los  poseedores  porque,  aforados  los  bienes  en  lo  ge- 
neral cuando  eran  montes  yermos^  ose  han  levantado  pueblos  en- 
teros sobre  ellos,  ó  se  construyeron  edificios,  ó  hicieron  mejoras  de 
considerable  valor,  ó  se  hatk  transformado  hasta  el  punto  de  ser  im- 
posible la  identificación.  Ni  duda,  por  lo  tanto,  puede  ofrecerse 
acerca  del  medio  que  la  ley  debe  preferir. 

Si  las  pretensiones  de  los  señores,  promovidas  en  el  siglo  pasa- 
do contra  los  poseedores  de  los  terrenos  para  que  despojasen  de 
ellos,  fueron  desatendidas  entonces  por  los  obstáculos  que  oponian 
á  la  agricultura  y  á  la  prosperidad  del  país,  manteniéndoles  en  el 
goce  de  las  fincas,  hoy  el  derecho  de  los  terratenientes,  solemne- 
mente ratificado  por  la  sanción  de  los  tiempos  ha  venido  á  ser  per- 
fectamente justo  y  legal  desde  que  la  nación,  desamortizando  los 
bienes  y  subrogándose  en  lugar  de  las  corporaciones  civiles  y  ecle- 
siásticas, respetó  y  declaró  aquellos  propietarios,  enajenando  ex- 
clusivamente las  pensiones  con  que  conlribuian. 

Quiere  esto  decir,  que  de  los  dos  extremos  propuestos^  la  ley 
del)e  optar,  sin  vacilación,  por  el  que  se  refiere  á  la  redención  de 
las  cargas,  haciéndola  obligatoria  para  los  perceptores;  medida  que 
es  cada  vez  más  necesaria  y  apremiante  por  las  naturales  y  cre- 
cientes exigencias  de  los  progresos  habidos  así  en  el  orden  econó- 
mico como  en  todos  los  demás  ramos  de  la  Administración  pública. 

Ni  es  nueva,  tampoco,  la  prescripción  que  autorízó  la  reden- 
xion  de  los  censos  perpetuos  y  al  quitar  y  otras  cargas  enfitéuticas. 
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En  principios  del  presente  siglo  se  han  dado  disposiciones  en 
€ste  sentido,  con  darácter  de  ley,  sin  más  que  tres  excepciones^  una 
¿e  ellas  la  de  los  foros  temporales  y  esios  con  la  cláusula  de  por  aho- 
ra y  hasta  la  resolución  del  expediente  general  instruido  en  su 
razón. 

Es  cierto  que  en  1818,  se  ha  derogado  esa  ley,  pero  el  art.  9* 
de  la  de  3  de  Mayo  de  1823,  restablecida  por  el  decreto  de  Cortes 
de  20  de  Enero  de  1837,  declaró  nuevamente,  que  asi  loslaude- 
mios  como  las  pensiones  y  cualesquiera  otras  prestaciones  de  di- 
nero ó  frutos,  se  podrían  redimir  como  cualquiera  censos  perpe- 
tuos bajo  las  reglas  prescritas  en  la  Real  Cédula  de  17  de  Enero  de 
1808,  que  es  la  ley  antes  citada  ó  sea  la  24,  tít.  15,  libro  10  de  la 
Ifovfsima  Rocopilacion,  á  cuyas  reglas  se  añadió  que  la  redención 
se  podría  ejecutar  por  terceras  partes  á  voluntad  del  enfiteuta,  y 
que  se  hiciera  en  dinero  ó  como  conviniera  á  los  interesados. 

En  el  proyecto  de  Código  civil  se  sanciona  el  mismo  derecho,  y 
«a  el  apéndice  número  14  se  trata  y  esplica  con  la  claridad  y  luci- 
dez propia  de  los  sabios  autores  que  formaban  la  Comisión  de  Có- 
<ligos,  la  cuestión  de  los  foros  de  Galicia  remontándose  á  su  origen. 

La  misma  comisión,  si  bien  sustituida  ya  por  algunos  otros  ju- 
risconsultos, no  menos  respetables  que  los  de  la  anterior,  en  infor- 
me de  24  de  Hayo  de  1862,  partiendo  del  derecho  de  los  terrate- 
nientes á  redimir,  propuso  entre  otras  medidas  conocida  y  suma- 
mente prudentes  y  acertadas,  la  necesidad  de  reformar  nuestro  de- 
recho sobre  censos,  foros,  subforos  y  demás  instituciones  de  índo- 
le parecida,  como  perentoria  é  ineludible,  porque  lo  reclamaban 
^asi  se  espresaba)  imperiosamente  muchos  y  muy  respetables  inte- 
reses. 

En  la  legislatura  de  1866^  un  diputado  gallego  y  jurisconsulto 
notable,  que  ocupa  hoy  merecida  y  elevada  posición  oficial^  pre- 
sentó un  proyecto  de  ley  sobre  la  redención;  y  las  últimas  Cortes 
publicaron  la  ley  de  20  de  Agosto  de  1873,  cuya  ejecución  se  apla- 
zó en  virtud  del  decreto  de  20  de  Febrero  del  corriente  año. 

Está,  por  lo  tanto,  perfectamente  justificada  la  necesidad  pe- 
rentoria é  ineludible  de  la  redención  de  los  foros,  aun  suponiendo 
vigente  en  cuanto  á  ellos  la  excepción  de  por  ahora  que  contiene 
ia  ley  recopilada. 

Los  hombres  de  ciencia  la  proclaman  y  defienden  desde  prínci- 
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pios  del  siglo  y  las  exigeDcias  del  interés  pdblico,  cada  vez  más 
fundadas  y  apremiantes,  la  reclaman  imperiosamente;  y  la  reclaman 
porque  es  indudable  que  una  ley,  cuyo  fin  sea  conseguir  que  la 
propiedad  casi  despreciada  hoy  por  las  gabelas  que  le  afectan,  se 
emancipe  de  ellas  y  adquiera  valor  y  facilidad  para  trasmitirse^  se- 
rá eminentemente  social  y  al  mismo  tiempo  económica  porque  favo- 
recerá de  un  modo  sensible  los  intereses  públicos,  facilitará  mayores 
tributos  al  Estado,  ofrecerá  sólidas  ganancias  y  de  ellas  nacerá  el 
crédito  tan  conveniente  y  necesario  para  que  mejore  y  prospere  la 
agricultura  y  se  desarrolle  la  industria^  especialmente  en  la  cria  del 
ganado,  elemento  de  riqueza  de  gran  importancia  en  el  país. 

En  cuanto  á  las  demás  cargas,  incluso  los  foros  perpetuos,  la 
ley  recopilada  que  se  citó,  está  en  perfecto  vi|i;or,  es  la  legalidad 
actual,  no  exceptuó  de  la  redención  más  que  ios  foros  temporales^ 
y  aun  estos  con  la  calidad  interina  de  por  ahora. 

El  señalamiento  del  precio  ó  tipo  para  redimir,  de  suyo  se  com- 
prende que  reclama  suma  prudencia,  y  verdadero  espíritu  de  jus- 
ticia y  equidad  su  resolución. 

Que  no  puede  ser  idéntico  en  todos  los  casos,  como  tal  vez: 
poco  mcditadamentc  estableció  la  ley  de  SO  de  Agosto,  salta  á  la 
vista  de  cualquiera. 

Los  que,  por  herencia  ó  sucesión,  perciben  cargas  primitivas  de 
las  impuestas  en  ios  foros  relativos  á  propiedad  particular^  tienen 
derecho  á  que  se  les  indemnice  de  un  modo  más  subido  que  á  los 
dueños  de  las  que  proceden  de  contratos  de  enajenación,  subforcs  y 
otros  actos  singulares.  ' 

Los  primeros  representan  directamente  á  los  aforantes  que  se 
reservaron  pensiones  módicas  y  de  quienes  deriva  la  misma  pro- 
piedad; y  los  últimos,  fuera  de  haber  adquirido  y  trasmitido  por 
precios  y  cargas  en  relación  con  el  verdadero  valor  de  los  bienes, 
no  tienen  en  su  favor  la  consideración  de  haber  sido  sus  dueños, 
que  es  lo  que  igualmente  sucede  respecto  de  ios  compradores  de 
los  derechos  del  Estado. 

En  cuanto  á  las  demás  es  necesario  también,  y  hasta  jnsto^ 
distinguir  acerca  de  su  origen  y  procedencia  para  que  la  indemni- 
zación pueda  ser  equitativa.  Proceden  unas  de  subforos  que  son 
aquellos  contratos  por  medio  de  los  cuales  los  foratarios  trasmite» 
á  otras  personas  los  bienes  recibidos  en  foro,  con  obligación  de  sa- 
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tislacer  al  SeSor  directo  la  pensión  establecida ,  y  otra  nueva  para 
el  subforante,  repitiéndose  en  muchos  casos ,  estos  actos  con  nue- 
vos gravámenes. 

Otras  que  tienen  origen  de  los  censos  frumentarios^  según  los 
que,  el  poseedor  de  los  bienes,  sin  desprenderse  de  ellos ,  enajena 
una  carga  anual  fija  en  frutos  sobre  los  mismos. 

Otras  derivadas  de  particiones^  muchas  privadas,  en  las  cuales 
conservándose  con  el  nombre  de  Dereclio  de  vivir  y  labrar  el  goce 
ó  cultivo  material  de  los  bienes  forates  en  favor  de  un  hijo  ó  hija 
de  la  familia^  sólo  se  divide  entre  los  herederos,  en  lugar  de  las 
fincas,  el  número  de  ferrados  que^  como  utilidad,  se  les  calcula 
anualmente  deducidas  las  demás  cargas  que  les  afecten. 

Y  otras  que,  debiendo  tener  causa  de  alguno  de  estos  medios,  se 
perciben  en  virtud  de  posesión;  pero  desconociéndose  el  titulo  y 
las  fincas  afectas  á  ellas. 

Estos  derechos  no  son  idénticos  ni  pueden  merecer  igual  con* 
aide  ración. 

£n  competencia  con  los  ferales^  resulta  desde  luego  su  menor 
importancia,  lo  cual  se  explica  perfectamente  por  la  preferencia 
que  estos  tienen  sobre  los  demás  cuando  la  finca  ó  fincas  no  pue*- 
den  soportar  todos  los  gravámenes  que  sobre  ella  se  han  impuesto. 

El  dominio  directo  hace  en  tal  caso  efectivos  en  primer  lugar 
sus  derechos  y  sólo  en  lo  que  sobra  corresponde  á  los  otros  por  su 
orden  de  prelacion. 

Las  que  proceden  de  subforos  pueden  equipararse  á  las  que 
traen  causa  de  utilidades  divididas  entre  heredero»,  y  á  las  que  se 
perciben  en  virtud  de  posesión ;  pero  las  frumentarias  se  reputan 
muy  ínfimas  á  todas  las  demás,  porque  á  la  enajenación  de  estas 
cargas  anómalas  casi  nunca  ha  precedido  tasación  alguna  del  va- 
lor de  las  fincas^  ni  siquiera  la  designación  de  las  mismas;  y  asi  es 
que  por  lo  general,  tales  gravámenes  se  han  adquirido  á  precios 
exiguos  como  consecuencia  inevitable  de  la  inseguridad  que  ofre- 
cen en  su  carácter  de  permanencia. 

Esta  clase  de  contratos  se  ha  constituido,  además,  en  oposición 
á  lo  que  está  establecido,  estipulando  los  réditos  en  fruto^  en  cuya 
forma  subsisten  todavia  con  infracción  de  la  ley  8^  título  iS,  li- 
bro 10  de  la  Nov.  Recop.  que  los  fta  mandado  reducir  á  dinero. 

Claro  es  por  lo  tanto,  que  señalar  hoy  respecto  de  ellos  un  tipo 
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superior  al  que  legalmenle  merecen,  seria  lo  mismo  qae  faToreeer 
y  hasta  premiar  el  fraude  que  se  ha  venido  y  tiene  cometiendo. 

Existen  otras  cargas  consistentes  en  el  tercio,  cuarto^  quinto  y 
otras  partes  alícuotas  de  los  frutos  que  producen  las  tierras. 

Proceden  algunas  de  foros  y  las  demás  de  imposiciones  desco- 
nocidas, pero  que  verosímilmente  traen  origen  de  la  jurisdicción 
que  muchos  Señores  han  ejercido  sobre  los  pueblos. 

Estos  gravámenes  son,  tal  vez  más  perjudiciales  que  ningún 
otro. 

El  cultivador  para  la  recolección  de  los  frutos  está  sujeto  á  la 
voluntad  del  perceptor  ó  de  sus  mandatarios. 

Hay  pueblos  casi  enteros  cuyos  terrenos  se  hallan  sometidos  i 
esa  onerosa  carga  por  separado  de  otras;  y  c^mo  por  efecto  de  las 
costumbres  poco  justas  acaso  que  de  antiguo  viene  observándose, 
no  pueden  los  propietarios  levantar  los  frutos  de  los  terrenos  sin 
que  el  preceptor  concurra,  ó  persona  autorizada  en  su  nombre» 
para  hacer  la  división,  es  fácil  inferir  la  gravedad  de  los  perjuicios 
que  habrían  de  seguirse  á  los  que,  por  apremiantes  que  sean  sus 
necesidades,  no  pueden  disponer  libremente  del  producto  de  su  ca- 
pital y  de  su  trabajo,  si  es  que  en  algunas  ocasiones  no  llegan  los 
frutos  á  desaparecer  ó  á  perderse  en  lodo  ó  en  parte  por  causas  ac- 
cidentales ó  naturales  fáciles  de  comprender. 

Por  último,  existen  las  cargas  y  derechos  reales  enajenados  por 
el  Estado;  respecto  de  los  que  no  puede  olvidarse  que  los  compra- 
dores han  satisfecho  su  precio  en  papel  á  largos  plazos  ó  con  boni- 
ficaciones si  los  anticiparon. 

Los  laudemios,  tributando  todo  el  respeto  que  merecen  los  de- 
rechos cerca  de  ellos  existentes,  no  pueden  ni  deben  en  la  actuali- 
dad exceder  del  2  por  100  á  que  justamente  los  redujo  la  ley, 
cualquiera  que  fuese  el  pacto  ó  costumbre  en  contrario;  y  como, 
por  regla  general,  no  afectan  más  qneá  las  cargas  procedentes  de 
foros  de  propiedad  particular  pueden  incluirse  en  el  precio  de  la 
redención,  y  así  se  tiene  en  cuenta  para  evitar  liquidaciones  dobles 
y  complicadas,  expuestas  á  cuestiones  dispendiosas  y  perjudi- 
ciales. 

Partiendo  de  estas  indicaciones,  y  fijándose  en  el  origen,  índo- 
le y  procedencia  de  los  gravámenes,  para  que  la  liberación  sea» 
como  debe  ser,  verdaderamente  equitativa,  los  tipos  de  4  por  iOO 
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por  lo  que  toca  al  dominio  directo,  si  el  derecho  radica  en  el  afo- 
rante ó  en  Hus  herederos  y  sucesores^  el  del  8  si  existe  en  terceras 
personas  que  lo  hubieron  por  adquisición,  quedando  incluido  en 
ambos  casos  el  derecho  de  laudemios;  el  del  6  en  los  demás  que  se 
expresarán,  si  á  ese  capital  no  alcanzase  el  que  resulte  de  los  tí- 
tulos de  enajenación  atendidas  las  circunstancias  y  el  mayor  valor 
actual  de  la  propiedad;  igual  tipo  del  6  respecto  de  las  eventuales 
y  que  proceden  del  Estado;  y  el  del  7  para  los  censos  frumenta- 
rios^ sólo  cuando  no  aparezca  ó  no  se  acredite  el  de  la  trasmisión  al 
cual  debe  estarse  con  preferencia^  es  el  legitimo  precio  que  equi- 
tativamente puede  fijarse. 

Los  perceptores  cobran  las  cargas,  unos  libres  de  contribucioaes 
y  gastos  de  conducción  y  otros  con  la  obligación  de  abonarlas  á  los 
pagadores. 

Es  probable,  y  ha  ocurrido  ya,  que  éstos  pretendan  que  se  re- 
baje del  capital  el  equivalente  al  importe  de  la  contribución  que 
satisfacen  á  nombre  de  aquellos^  y  que  éstos  aspiren  también,  en 
los  casos  en  que  es  carga  del  pagador^  á  que  se  tenga  como 
mayor  canon  para  recibir  capital  por  él. 

La  ley  debe  evitar  estas  dudas  y  cuestiones  ordenando  que  la 
capitalización  -se  verifique  por  el  importe  de  la  pensión  integra  sin 
descuento  ni  aumento  en  ningún  caso. 

Es  lo  que  aparece  más  justo  y  equitativo. 

La  capitalización  debe  formarse  por  el  precio  medio  del  quin- 
quenio anterior  al  ano  en  que  se  verifique  la  redención. 

La  ley  de  20  de  Agosto  adoptó  el  decenio;  pero  la  tradición^  las 
costumbres  y  los  precedentes  legales  están  más  en  armonía  con  el 
primero. 

Respecto  de  aquellos  frutos  ó  cargas,  cuyo  valor  actual  no  esté 
señalado  de  antemano  por  los  Ayuntamientos,  parece  conveniente 
que  se  fije  por  los  mismos;  pero  observando  para  ello  cierto  pro- 
cedimiento que  evite  en  lo  posible  toda  idea  de  fraude  ó  perjuicio 
para  los  respectivos  interesados. 

No  parece  justo  autorizar  la  liberación  por  partes  sino  íntegra- 
mente y  siempre  al  contado  salvo  convenio  de  las  partes. 

Redimir  un  solo  pagador  su  cuota  y  la  de  sus  consortes  con 
obligación  de  satisfacérsela  estos  á  él,  no  es  más  que  dejar  vivo  el 
gravamen,  variando  de  perceptor  sin  razón  ni  utilidad  alguna. 
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Los  pagadores,  si  quieren  y  les  conviene,  deben  ponerse  de 
acuerdo. 

Si  uno  sólo,  por  comisión  ó  encargo  de  los  otros,  redime  el 
todo^  los  bienes  quedarán  liberados  desde  el  momento,  sin  otra  ac^ 
cion  en  el  redimente  que  la  de  poder  reclamar  de  cada  uno  de  loa- 
consorles,  la  parte  de  capital  que  le  corresponda  con  el  mismo  in- 
terés que  hubiese  servido  de  tipo  para  la  capitalización. 

Así  se  cumplirá  el  fin  esencial  de  la  ley  y  se  evitarían  infinitan 
molestias  y  perjuicios  al  perceptor  que,  habiendo  dado  los  bienes 
por  lo  general  á  una  sola  persona,  no  puede  ser  obligada  á  enten-* 
derse  con  muchas  á  la  vez. 

Es  conveniente  fijar  la  personalidad  del  perceptor  para  re- 
dimir. 

Hay  algunos  que,  en  el  deseo  de  molestar  á  los  pagadores,  nie- 
gan ser  personas  legítimas  para  la  redención  y  señalan  como  talea 
á  personas  ausentes  en  puntos  lejanos  de  la  provincia  ó  residentes 
en  el  extranjero. 

Cuando  se  recurra  á  este  medio^  y  no  se  pruebe,  la  ley  debe 
dar  solución  á  la  dificultad,  acordando  el  depósito  del  capital  á  dis- 
posición del  que  resultare  dueño,  y  es  seguro  que  con  este  precep- 
to no  se  ejercitará,  sin  que  sea  cierta,  aquella  escepcíon. 

El  pagador  está  en  su  derecho  al  reconocer  como  única  persona 
legitima  aquella  que  está  en  la  posesión  de  percibir,  salvo  que  esta 
pruebe  no  serlo. 

El  señalamiento  del  Juez  que  haya  de  conocer  de  los  juicios^ 
tampoco  puede  olvidarse.  El  del  partido  en  que  radiquen  las  fin- 
cas, objeto  de  la  liberación,  es  sin  duda  el  competente. 

Merece  preferencia  por  la  brevedad  y  economía  el  procedi- 
miento verbal  en  primera  instancia;  á  excepción  de  la  demanda 
que  conviene  sea  escrita  y  que  siempre  y  en^  todos  casos  se  expre- 
sen en  ella  los  bienes  sujetos  al  gravamen  y  su  situación,  cabida  y 
límites  para  que  puedan  ser  inscritos  tanto  en  el  caso  en  que  se 
estime  la  liberación  como  en  el  que  se  niegue. 

Este  medio  es,  por  otra  parte,  de  soma  utilidad  é  importancia, 
aun  bajo  el  aspecto  económico,  porque,  llenándose  debidamente, 
puede  facilitar  el  conocimiento  de  la  mayor  parte  de  la  propiedad  ó 
riqueza,  oculta  hoy. 

Los  fallos  de  ios  Jueces  deben  causar  ejecutoria  siempre  que 
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recaigan  sobre  cuestíoDes  cuyo  valor  no  exceda  de  500  pesetas.  Es 
preferible  el  sacrificio  de  cualquier  agravio,  aun  suponiendo,  que 
pudiera  inferirse  en  asuntos  de  tan  escasa  entidad,  á  la  concesión 
de  un  recorso  ulterior,  mucho  más  costoso  seguramente  que  el 
mismo  perjuicio. 

Las  sentencias  que  recaigan  en  la  segunda  instancia,  deben  ser 
firmes,  y  especial  y  breve  en  .ellas  el  procedimiento  sin  más  excep- 
ción que  cuando  el  capital  de  la  carga  llegue  á  5.000  pesetas,  en 
cuyo  caso,  por  la  entidad  del  asunto,  podrían  establecerse,  como 
garantía  de  acierto  en  los  fallos,  los  trámites  que  hoy  señala  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  para  los  incidentes  ordinarios. 

La  prohibición  para  lo  sucesivo  de  los  sub-forosy  de  toda  clase 
de  contratos  que  tenga  por  objeto  establecer  ó  enajenar  rentas  per- 
petuas ó  temporales  en  frutos  sobre  toda  clase  de  bienes  inmue- 
bles, es  consecuencia  necesaria  de  lo  que  se  ha  expuesto. 

No  es  esto  coartar  ni  limitar  la  libre  facultad  del  dueño. 

El  que  sea  poseedor  de  bienes  procedentes  de  foro  ó  por  otro 
título,  puede  enajenarlos  por  contrato  oneroso  ó  gratuito. 

Esto  no  perjudica^  antes  bien  favorece,  la  propiedad,  porque 
de  ese  modo  circula  sin  gravámenes  y  ofrece  facilidad  para  las 
trasmisiones  futuras. 

Puede  también  constituir  sobre  ellos  una  ó  más  hipotecas,  cosa 
que  tampoco  afecta  en  su  esencia  á  la  verdadera  libertad  de  los 
bienes,  porque,  aun  enajenados,  para  la  solvencia  de  la  garantía^ 
vuelven  desde  entonces  á  quedar  en  la  condición  de  libres;  pero  lo 
que  no  se  comprende,  lo  que  pugna  con  todo  buen  principio  eco- 
nómico y  de  conveniencia  pública,  es  que  esos  bienes  se  den  en 
sub-foro,  y  que  el  que  los  recibe,*  asi  sucesivamente,  pueda  vol- 
verlos á  sub^ibrar;  estableciendo  cada  uno  para  sí  cargas  diferen- 
tes y  todas  con  carácter  de  perpetuidad. 

Esto  y  los  censos  frumenlaríos,  conviene  que  desaparezcan  por 
medio  de  una  prohibición  terminante  de  la  ley. 

Si  el  proyecto  de  Código  Civil  hubiera  de  convertirse  pronto  en 
cuerpo  legal  de  derecho^  los  foros  desaparecian  también,  pero  co- 
mo todavía  no  hay  esperanza  próxima  de  que  esto  suceda,  ese  con- 
trato, enlazado  con  los  censos,  no  puede  prescribirse  ni  reformarse 
en  su  esencia,  sin  ocuparse  á  la  vez  de  aquellos,  y  esta  tarea,  pu- 
diendo  afectar  de  algún  modo  al  conjunto  y  armonía  de  aquella 
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obra  notable  no  es  para  ser  tratada  de  un  modo  incidental;  pero 
aunque  los  foros  continúen,  pueden  regularizarse  de  modo  que,  sin 
perjuicio  alguno  para  lo  futuro,  sea  fácil  colocarlos  á  su  tiempo  en 
el  lugar  que  les  corresponda  en  la  reforma  definitiva,  según  su  na* 
turaleza  y  efectos  legales. 

Un  contrato  de  esa  clase  en  el  que,  después  de  acordada  la  re- 
dención, se  permitiese  comprender  varias  fincas,  seria  una  nueva 
plaga  dentro  de  pocos  años,  porque  con  esto  vendrian  á  oc-asionarse 
los  mismos  males  que  hoy  tratan  de  remediarse. 

Convendría,  pues,  prohibir,  que  en  cada  contrato  se  afore  mis 
de  una  sola  finca,  y  que^  aun  así  pueda  ser  esta  objeto  de  finro  sí 
no  está  exenta  de  todo  otro  anterior  gravamen. 

Con  esto  y  la  declaración  de  quedar  igualmente  sujetos  á  re- 
dención bajo  las  eláusolaa  y  condiciones  licitas  que  los  interesados 
pacten,  y  en  su  defecto  conforme  á  las  reglas  que  se  establezcan, 
es  seguro  que  aquellos  contratos  podrían  continuar  hasta  que  la 
reforma,  de  que  habla  el  proyecto  citado  del  Código  Civil  ú  otra, 
se  llevase  á  cabo  definitivamente. 

Los  laudemios  por  lo  que  notoriamente  perjudican  al  mejoras- 
miento  de  las  fincas,  y  á  su  libre  circulación,  deben  ser  abolidos* 
Esta  abolición  pueden  suplirla  ó  incluirla  los  otorgantes  en  el  canon 
que  establezcan. 

No  hay  duda  que  la  ley  de  20  de  Agosto  de  1873  comprende 
algunas  otras  prescripciones  sobre  materias  de  profunda  trascen- 
dencia, ajenas  é  impropias  de  lo  único  que  debiera  proponerse, 
que  era  la  redención  de  los  gravámenes  existente  y  la  prohibición 
de  establecer  otros  análogos  para  lo  sucesivo. 

La  naturaleza  de  las  acciones  y  obligaciones,  y  todo  lo  que  se 
relacigna  con  el  modo,  forma  y  extensión  de  hacer  valer  los  con* 
tratos,  de  que  proceden  los  gravámenes  mientras  estos  vivan,  son 
cosas  que  estaban  y  están  fuera  de  fin  esencial  de  la  ley. 

La  liberación  de  las  cargas  no  es  su  abolición.  Las  que  se  redi* 
men,  claro  es  que  desaparecen;  pero  las  demás,  entretanto  subsis- 
ten, conservan  su  eficacia  y  á  ellas  están,  y  es  justo  que  estén  ane* 
jos  todos  los  derechos  que  les  son  inherentes,  haciéndose  efectivos 
con  arreglo  al  que  existe  constituido  y  á  la  jurisprudencia  recono- 
cida, que  no  es  dado  alterar  incidentalmente  sin  ocasionar  pertur- 
baciones profundas  é  injustificadas. 
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Asi  es  que  el  arl.  14,  que  entraña  uDa  rerorma  ó  variación  tan 
nueva  como  grave  asi  en  el  orden  legal  como  jurídico,  no  hay  nada 
que  la  justifique  ni  defienda;  porque,  aun  en  la  hipótesis  de  que 
debiera  legislarse  sobre  el  extremo  trascendental  á  que  se  refiere, 
cosa  que  ni  la  justicia  ni  conveniencia  alguna  ha  demostrado  hasta 
ahora,  no  seria  la  oportunidad  de  verificarlo  al  tratar  de  la  reden- 
ción de  cargas,  sino  en  el  momento  en  que  hubiera  de  examinar- 
se y  discutirse  la  necesidad  de  una  medida  encaminada  á  reformar 
el  derecho  existente  sobre  la  naturaleza  y  mcdo  de  cumplir  las 
obligaciones. 

Infiérese^  por  lo  tanto,  que  asi  estas  y  sus  efectos,  como  los 
derechos  y  su  extensión,  en  lo  que  se  relacionan  con  los  foros,  sub- 
foros  y  demás  contratos,  origen  de  las  cargas,  tienen  que  perma- 
necer vivos,  mientras  estas  no  se  liberen,  aplicándose  por  los  Tri- 
bunales de  justicia  y  rigiendo  acerca  de  ellas  el  derecho  vigente  en 
la  mi¿ma  forma  que  se  ha  hecho  hasta  ahora  sin  confundir  ni  pre- 
juzgar nada  sobre  el  particular. 

Si  así  no  fuese,  y  la  disposición  del  art.  14  citado  hubiese  de 
prevalecer,  vendrían  con  ella  á  quedar  derogadas  por  completo 
muchas  é  importantes  prescripciones  de  la  ley  Hipotecaria  y  con 
especialidad  el  art.  387,  dictado  precisamente,  para  contener  la  as- 
tucia de  aquellos  pagadores  que^  con  su  malicia,  procuraron  y  pro- 
curan obscurecer  las  fincas  sujetas  á  las  cargas  para  eludir  el  pago 
de  las  mismas. 

Explicados  así  brevemeLte  los  puntos  principales,  sin  descender 
á  otros  detalles  de  menos  importancia,  cuya  simple  exposición 
basta  que  se  enuncie  en  las  conclusiones  para  que  se  comprendan 
perfectamente,  resta  sólo  reasumirlos  para  mayor  claridad  en  las 
siguientes 

BASES. 

r  Las  pensiones  á  cuyo  actual  perceptor  hayan  llegado  por 
herencia  ó  sucesión  de  los  otorgantes  de  los  foros  y  sus  causantes^ 
se  redimirán,  incluyendo  toda  clase  de  derechos  al  4  por  i 00,  ó 
sea  entregando  el  terrateniente  ó  poseedor  del  útil  al  dueño  del  do- 
minio directo  100  pesetas  por  cada  4  de  renta. 

2*    Las  cargas  que  consten  de  contratos  de  adquisición  á  título 
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oneroso,  pero  que  representen  dominio  directo^  se  redimirán  por  ia 
cantidad  que  resulte  de  aquellos;  y  sí  apareciese  con  capital  infe- 
rior al  del  8  por  100,  se  verificará  la  liberación  á  este  tipo* 

3'  Los  que  tengan  origen  de  contratos  de  subforos  6  de  adjudi- 
caciones ó  coherederos  de  los  poseedores  del  dominio  útil  por  razón 
de  utilidad,  y  los  que  de  ellos  derivaba  por  el  Taior  que  se  les  bu- 
,  biese  dado  en  las  operaciones  de  partición  ó  en  los  contratos  de 
enajenación,  y  si  fuese  inferior  al  6  por  100  se  ejecutará  á  este 
precio  la  redención. 

4'  Las  cargas  respecto  de  las  que  no  conste  su  origen^  se  redimi- 
rán por  la  cantidad  que  aparezca  del  último  título  de  adquisición 
del  que  las  perciba;  y  en  su  defecto,  ó  no  habiéndolo  al  6  por  400. 

5'  La  de  toda  clase  de  cargas  y  derechos  reales  enajenados  por 
el  Estado  al  6  por  400. 

6*  Las  procedentes  de  censos  frumentarios  dando  el  pagador 
al  perceptor  una  cantidad  igual  en  metálico  á  la  que  resalte  del 
primitivo  título  de  enajenación,  y  no  constando  ó  no  acreditándose 
al  7  por  400. 

7'  El  valor  del  trigo,  centeno,  maíz,  habas,  gallinas,  capones. 
cerdos,  carneros,  manteca,  cerros,  acarretos,  sardinas,  vino,  aceite 
y  cualesquiera  otras  cargas  establecidas  se  fijará,  si  en  el  contrate 
no  se  señaló  la  equivalencia,  por  el  precio  medio  del  quinquenio 
anterior  al  año  en  que  tenga  lugar  la  redención  sin  descuento  ni 
aumento  por  razón  de  contribuciones  ni  por  otro  concepto  alguno. 
Cuando  en  los  Ayuntamientos  no  constasen  los  valores  respec- 
to de  todas  ó  de  alguna  de  las  cargas,  se  estimarán  por  los  precios 
corrientes  que  fijen  los  municipios  en  sesión  pública  después  de 
oir  por  escrito  á  las  Administraciones  económicas  de  la  provincia, 
y  de  escitar  á  los  habitantes  del  térmiho  Municipal  y  á  los  foraste- 
ros que  en  él  perciban  gravámenes,  á  fin  de  que  expongan  lo  que 
les  convenga,  anunciándolo  al  efecto  en  los  Boletines  ofidales,  en 
las  iglesias  parroquiales  por  medio  de  edictos  y  en  la  Gíiceía  de 
Madrid  por  un  término  que  no  bajará  de  treinta  días  contados  des- 
de la  inserción  en  esta. 

Los  precios  deberán  ser  siempre  tomados  de  la  localidad  en  que 
las  cargas  se  hacen  efectivas. 

8'  Las  que  fueren  de  carácter  eventual  por  consistir  en  tercios» 
cuartos,  quintos  ú  otra  cualquiera  parte  alícuota  de  frutos,  si  los 
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interesados  de  conformidad  no  fijasen  su  cuantía,  se  estará  respec* 
to  de  ella  á  los  recibos  de  los  últimos  cinco  anos,  siempre  que  de 
ellos  contasen  reducidas  y  pagadas  durante  los  mismos  en  cantidad 
fija  é  idéntica  en  todos;  y  en  su  defecto  se  regularán  por  medio  de 
peritos  y  tercero  en  caso  de  discordia. 

En  cualquiera  de  los  dos  casos  la  capitalización  se  hará  al  6 
por  100. 

9'  El  perceptor  que  se  halle  en  posesión  de  percibir  las  cargas, 
^ería  persona  legitima  para  el  efecto  de  ser  obligada  á  verificar  la 
redención  si  no  prueba  con  el  poder  ó  en  otra  forma  legal  que  ha 
cobrado  á  nombre  ó  en  representación  de  otro. 

Si  propusiese  esa  excepción,  y  no  la  justificase,  la  sentencia 
que  estime  la  redención,  mandará  pasar  el  capital  á  la  caja  de  de- 
pósitos para  que  se  conserve  á  disposición  del  que  resultare  dueHo 

<le  él. 

10  No  se  autorizará  la  liberación  por  partes  sino  íntegramente, 
y  siempre  al  contado,  salvo  convenio  de  los  interesados. 

Si  un  solo  pagador  por  comisión  ó  encargado  de  sus  consortes 
-ó  porque  le  convenga,  redimiese  el  todo,  los  bienes  quedarán  libe- 
rados desde  el  momento. 

La  acción  del  redimente  en  este  caso  se  limitará  á  poder  recla- 
mar de  cada  uno  de  los  consortes  la  parte  de  capital  que  les  corres- 
ponda con  el  mismo  interés  que  hubiese  servido  de  tipo  para  la  ca- 
pitalización, en  el  caso  de  constituirse  en  mora. 

11  El  Juez  competente  para  conocer  de  los  juicios  de  redención, 
será  el  del  partido  en  que  radiquen  los  bienes  ó  derechos  reales 
que  traten  de  liberarse. 

Si  perteneciesen  á  más  de  uno  lo  será  el  de  aquel  en  que  esté 
la  parte  principal,  debiendo  considerarse  esta  la  que  contengan  la 
casa-habitacion  del  dueño,  y  si  no  la  hubiere  el  de  la  parte  de  ma- 
vor  cabida. 

12  El  procedimiento  en  los  juicios  será  verbal  en  primera  ins- 
tancia después  de  la  demanda.  Presentada  esta  por  escrito  y  con 
copia,  expresando  en  ella  precisamente  los  bienes  afectos  al  gra- 
vamen, su  cabida,  límites,  cargas  y  tipo  á  que  se  pretenda  la  re- 
dención, se  convocará  á  las  partes  ajuicio  verbal,  entregándose  la 
copia  al  demandado  al  tiempo  de  citarle. 

En  el  juicio  se  admitirán  toda  clase  de  pruebas  y  documentos» 
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aunque  estos  no  se  hallen  inscritos  en  el  registro  de  la  propiedad^ 
El  Jaez,^  concluido  el  acto,  dictará  sentencia  dentro  de  segundo  dia» 
Si  el  capital  de  la  redención  excediere  de  500  pesetas  será  ape- 
lable en  ambos  efectos.  Si  fuere  inferior  causará  ejecutoria.  Cuan- 
do se  admita  la  apelación  se  notificará  á  las  partes  la  remisión  de* 
los  autos.  Si  la  entidad  del  asunto  llegase  á  5.000  pesetas,  serán 
emplazadas  con  término  de  diez  dias. 

13  Recibidos  los  autos  en  la  Audiencia,  si  su  entidad  no  llegase 
á  5.000  pesetas,  pasarán  en  seguida  al  Magistrado  ponente  por  tres 
dias,  y  devueltos  se  señalará  dentro  de  los  seis  siguientes  el  de  la 
vista^  oyéndose  en  el  acto  de  ella  á  las  partes  ó  sus  representantes 
sí  se  presentaren. 

Contra  el  fallo  que  recaiga  no  se  dará  ulterior  recurso. 
Los  autos  serán  devueltos  inmediatamente  con  certificación  de- 
la  sentencia  y  tasación  de  los  derechos  devengados  para  su  pago 
por  la  vía  de  apremio^  por  cuenta  del  apelante. 

Si  hubiere  comparecido  el  apelado,  satisfará  los  que  se  hubie* 
ren  causado  á  su  instancia. 

En  las  tasaciones,  aun  cuando  hubiese  habido  condenación  es- 
pecial de  costas,  no  se  incluirán  los  derechos  de  Procuradores  ni 
los  honorarios  de  Abogados,  sin  perjuicio  de  su  derecho  para  co- 
brarlos de  la  persona  ó  personas  que  se  hayan  valido  dé  sus  ser- 
vicios. 

En  los  juicios  cuya  cuantía  llegue  ó  exceda  de  5.000  pesetas  se 
acomodará  la  tramitación  en  segunda  instancia  al  procedimiento* 
establecido  para  los  incidentes  de  los  juicios  ordinarios. 

Cuando  el  apelante  no  se  apersonare  dentro  del  término  del 
emplazamiento  contado  desde  el  en  que  se  hubieren  recibido  los^ 
autos  en  la  Audiencia,  se  devolverán  al  juez  del  partido  para  que 
la  sentencia  se  lleve  á  efecto,  y  se  condenará  al  apelante  en  las 
costas  á  que  hubiere  dado  lugar. 

Las  sentencias  que  se  dicten  estimando  la  redención^  verificada 
esta,  serán  inscribibles  en  el  Registro  de  la  propiedad,  resulten  6 
no  inscritos  los  bienes  y  cargas  con  anterioridad. 

Lo  son  también  las  en  que  se  deniegue  si  lo  solicitase  el  per- 
ceptor. 

Igualmente  lo  son  las  escrituras  que  se  otorgan  en  cumplimiea- 
to  de  las  sentencias. 


FOROS  451 

14  En  todas  las  que  estimaren  una  redención,  se  mandará  otor- 
gar escritura  de  liberación^  y  si  do  se  verificase  en  al  plazo  que  se 
hubiese  señalado,  pasará  el  capital^  sin  más  trámites,  á  la  Caja  de 
Depósitos,  y  acreditado  que  sea  en  los  autos,  se  expedirá  testimo- 
nio al  interesado  con  inserción  de  la  demanda,  sentencia  y  carta  de 
pago,  visado  por  el  juez,  y  en  papel  igual  al  que  deba  usarse  en 
las  matrices  de  las  escrituras,  y  el  notario  á  quien  la  parte  intere- 
sada requiriese,  lo  numerará  y  colocará  en  su  protocolo,  expidien- 
do copia  asignada  en  el  papel  que  corresponda,  la  cual  surtirá  los 
mismos  efectos  que  las  primeras  de  las  escrituras  públicas. 

Los  derechos  del  notario,  se  regularán  conforme  al  arancel  del 
notariado. 

15  En  los  expedientes  sobre  redención  se  hará  u>o  del  papel  de 
oficio. 

Si  alguna  de  las  partes  fuese  especialmente  condenada  en  cos- 
tas, estará  sujeta  á  reintegrarlo  con  el  de  pagos  al  Estado,  corres- 
pondiente á  la  entidad  del  asunto. 

16  Los  derechos  que  devenguen  los  funcionarios  y  auxiliares 
que  actúen  en  los  expedientes^  se  sujetarán  á  la  escala,  que,  se- 
gún la  cantidad  objeto  del  juicio,  establece  el  art.  632  de  los 
Aranceles  judiciales  vigentes. 

il  Quedan  prohibidos,  y  serán  nulos,  los  subforos  y  toda  clase 
de  contratos  que  ten^san  por  objeto  establecer  ó  enajenar  cargas 
perpetuas  ó  temporales  en  frutos  sobre  bienes  inmuebles. 

18  Los  foros  que  en  lo  adelante  se  otorguen^  serán  también  re- 
dimibles en  el  modo,  tiempo  y  forma  que  los  interesados  conven- 
gan, y  en  falta  de  pacto,  á  tenor  de  las  reglas  establecidas;  pero 
se  prohibe  igualmente  que  pueda  ser  objeto  de  cada  foro- más  que 
una  sola  finca  libre  de  todo  gravamen. 

Los  laudemios  quedan  abolidos  en  los  nuevos  foros. 

19  Mientras  las  cargas  no  se  rediman,  los  Jueces  y  Tribunales 
observarán  y  aplicarán  respecto  de  las  acciones  que  con  ocasión  de 
ellos  se  ejerciten,  las  leyes  y  disposiciones  vigentes. 

Tales  la|opinion  de  la  Sala,  debiendo  hacer  constar  que,  aunque 
al  emitirla  dista  mucho  de  abrigar  la  seguridad  del  acierto  por  ser 
de  suyo  ardua  y  complicada  la  materia,  ha  procurado,  sin  embar- 
go, inspirarse  para  darla  en  las  conveniencias  del  interés  público, 
cuidadosamente  observadas  durante  su  esperiencia,  y  en  los  prin- 
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cipios  de  justicia  y  de  equidad,  siu  olvidar,  con  arreglo  á  ellos,  la 
verdadera  conciliación  de  los  opuestos  intereses  que  representan 
los  preceptores  y  pagadores  de  cargas. — Dios  guarde  á  Y.  I.  muchos 
anos. — Coruna  7  de  Diciembre  de  i874. — Ramón  Navarro.^Ce* 
ferino  E.  de  Boneta. — Francisco  Garda  Somolinos. — Felipe  Gra- 
vados.—José  María  Úncela. — limo.  Sr.  Presidente  de  esta  Au- 
diencia. 


DERECHO  CIVIL 


Penas  inpoeslas  por  nnestras  leyes  á  los  menores  de  edad  (pe  eonlraea  matrímoiít 
sin  el  consentimiento  paterno. — Hasta  qné  época  estiTO  vigente  la  pena  de 
deskeredacion  por  este  hecho.  —  Clase  de  penas  qne  deben  imponerse  por  d 
mismo  (1). 

(Artículo  3*  y  último.) 

En  la  discusión  sostenida  en  el  Congreso  de  Diputados  sobre  ei 
dictamen  de  la  Comisión,  acerca  de  la  proposición  de  ley  relativa 
á  la  necesidad  de  obtener. los  menores  el  consentimiento  de  sus  pa- 
dres ó  de  las  personas  que  hicieran  sus  veces^  y  sobre  el  voto  par- 
ticular de  los  Sres.  Moyano  y  Rihó^  se  examinaron  las  ventajas  é 
inconvenientes  que  ofrecia  la  aplicación  de  la  pena  de  deshereda- 
ción y  de  las  impuestas  por  el  Código  penal  á  los  que  contrajeren 
matrimonio  sin  dicho  consentimiento. 

En  defensa  y  apoyo  de  la  pena  de  desheredación ,  decia  el  Se- 
ñor Permanyer  en  la  sesión  del  11  de  Abril  de  1862: 

«Entrando  en  la  cuestión  filosófica  y  de  conveniencia,  veamos 
si  la  exclusión  de  esa  pena  ha  podido  ser  inspirada  por  razones 
atendibles,  por  las  lecciones  de  la  experiencia.  ¿Sabéis  de  algún 
caso,  uno  sólo,  en  que  el  padre  haya  hecho  uso  del  poder  de  des- 


(f )    Véanse  las  págs.  991  y  381  de  este  tomo. 


PENAS  Á  LOS  MENORES  QUE  CONTRAEN  MATRIMONIO    453 

heredar?  Por  mi  parte  do  tengo  noticia  de  que  una  sola  vez  un  pa- 
dre haya  desheredado  i  su  hijo  porque  haya  contraído  matrimonio 
sin  su  consentimiento.  No  hay,  pues»  que  temer  los  abusos  sobre 
esto. 

»Es  digno  de  observarse  que  la  ley  romana,  tan  favorable  al  po- 
der de  los  padres,  no  haya  declarado  que  éstos  pueden  desheredar 
á  los  hijos  por  la  causa  mencionada;  pero  ¿sería  este  un  motivo^  un 
argumento  de  autoridad  para  que  nosotros  dejáramos  de  sancionar- 
lo? Es  preciso  no  perder  de  vista  la  diferencia  que  existe  entre  el 
punto  de  partida  de  los  romanos  y  el  de  los  legisladores  modernos, 
particularmente,  los  españoles.  Sí  algo  puede  haber  verdaderamen- 
te ilegíslable  es  el  poder  de  que  está  revestido  el  padre  respecto 
de  sus  hijos.  Pues  bien,  ese  poder  en  España  está,  si  cabe,  más 
cercenado  que  en  la  mayoría  de  los  demás  países  modernos  civili- 
zados. Los  romanos  habían  admitido  el  principio  de  la  libertad  de 
testar  en  el  padre  y  la  sucesión  forzosa  como  excepción ;  pero  aquí 
sucede  lo  contrario ,  que  el  padre  puede  disponer  sólo  del  quinto, 
y  que  la  legitima  se  lleva  los  cuatro  quintos  restantes.  Lo  que  allí 
es  la  regla,  aqui  constituye  la  excepción^  y  si  esto  es  así,  cuando 
el  padre  no  puede  disponer  más  que  del  quinto,  ¿iremos  ahora  á 
reducir  todavía  la  esfera  de  su  poder?  ¿Le  negaremos  la  facultad 
de  castigar  y  desheredar  al  hijo  desobediente,  al  hijo  protervo,  de- 
jando á  este  en  aptitud  de  gozar  del  fruto  de  los  sudores  del  padre^ 
de  sus  economías^  como  una  recompensa  debida  á  su  misma  ingra- 
titud? Debemos,  pues,  seguir  el  camino  que  marca  el  voto  particu- 
lar. T  debería  irse  más  adelante ;  el  poder  de  desheredar  debe  ser 
la  sanción  tínica  de  ese  deber  reverencial  dejando  de  regir  lo  que 
preceptúa  el  Código  penal  relativamente  á  los  hijos  que  se  casan 
sin  el  consentimiento  paterno.  Medítense  las  consecuencias  délo 
que  dispone  el  Código  penal^  declarando  y  elevando  á  la  categoría 
de  delito  el  hecho  de  contraer  el  hijo  matrimonio  sin  haber  obte- 
nido la  previa  licencia  del  padre.  El  Código  penal  lleva  las  cues- 
tiones de  familia  á  la  plaza  pública,  porque  tras  de  cada  matrimo- 
nio contraído  por  un  hijo  menor,  sin  el  consentimiento  del  padre, 
ordena  la  formación  de  un  proceso  de  oficio  y  entrega  la  honra  de 
las  familias  á  la  maledicencia  de  los  curiales  ociosos ,  la  ari'astra 
por  el  fango  y  lo  que  es  más,  establece  y  aplica  ura  sanción  incon- 
veniente, la  menos  acomodada  á  la  índole  del  precepto  de  que  debe 
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ser  garantía  del  deber^  cuyo  cumplimiento  se  ha  tratado  de  asega- 
rar  con  ello.  Porque  ¿no  es  verdad  que  de  cada  cien  casos  de  estos 
matrimonios  los  99  se  resuelven  por  una  reconciliación  amistosa 
en  el  seno  de  la  familia,  por  el  perdón  del  padre  que  borra  todo  ves- 
tigio de  desobediencia? 

»Un  hijo  que  en  un  momento  de  alucinación  ha  prescindido  de 
sus  deberes  reverenciales  para  con  su  padre^  podrá  llegar,  sin  em- 
bargo, á  ser  un  eminente  patricio,  un  modelo  de  ciudadanos ,  de 
esposos  y  de  padres ;  y  sin  embargo  de  eslo,  bastará  que  hayacon- 
traido  matrimonio  sin  previa  licencia  del  padre  para  que  se  le  haya 
procesado,  para  que  se  le  haya  condenado  á  una  pena  que ,  si  no 
de  derecho,  es  de  hecho  á  lo  menos  infamante  en  la  opinión  públi- 
ca, para  que  sufra ,  no  sé  ahora  cuántos  meses  de  prisión  corree* 
cional,  para  que  lleve  toda  su  vida  ese  sambenito  en  la  frente.  Y  no 
quiero  hacer  observar  todavía  lo  que  acaso  se  os  habrá  ya  ocurrido; 
no  quiero  hacer  observar  lo  que  puede  suceder  con  una  hija.  Si  las 
tenéis,  bien  podéis  educarlas  con  esmero,  bien  podéis  cuidarlas 
como  se  cuida  una  flor  tierna  y  delicada ,  poniéndola  á  cubierto  de 
los  rayos  del  sol  y  hasta  del  aliento  que  pudiera  agostarla ;  bien 
podéis  hacer  todo  eso ;  que  no  obstante,  si  un  dia  vuestra  hija,  se- 
ducida en  un  momento  de  exaltación,  llega  á  contraer  matrimonio 
sin  vuestro  permiso,  esa  hija  sufrirá  también  la  pena  de  prisión 
correccional :  esa  hija  se  verá  confundida  con  lo  más  vil  y  soez  que 
se  conoce  en  nuestra  sociedad.  T  no  es  esto  todo;  sino. que  á  esa 
sanción  que  yo  recrimino  aquí,  en  mi  pobre  juicio,  como  incon- 
veniente y  hasta  inicua,  se  ha  añadido  toda  la  condena  intolerable 
de  una  absoluta  inflexibilidad ;  porque  bien  podrá  ser  que  vuestro 
hijo  querido,  siquiera  inobediente,  después  de  haber  faltado  á  los 
deberes  reverenciales,  se  reconcilie  con  su  padre  :  bien  podrá  ser 
que  el  padre  baya  llegado  á  olvidar  esa  falta ;  bien  podrá  ser  que 
esa  reconciliación  tenga  lugar  antes  de  que  se  pronuncie  la  sen- 
tencia condenatoria  contra  vuestro  hijo  ó  contra  vuestra  hija ;  pues 
todavía  entonces,  no  lo  olvidéis,  todavía  entonces  el  Código  penal 
es  inflexible,  es  inexorable,  puesto  que  no  hace  más  que  conmutar 
la  pena  ;  todavía  entonces  vuestra  hija  con  quien  ya  os  habéis  re- 
conciliado, á  quien  ya  habéis  perdonado,  cuya  falta  tenéis  olvida- 
da, sufrirá  la  pena  de  arresto. 

T  concluyó  diciendo  «que  la  pena  de  desheredación  era  la  que 
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«n  buena  doctrína  debia  continuar  siendo  la  única  porque  es  la 
verdadera^  la  sanción  familiar,  la  congruente^  la  acomodada  al  po- 
der cuyo  ejercicio  tratamos  de  garantir  y  cuya  conservación  ba 
de  ser^  como  sienvpre ,  base  segurísima  del  orden  en  la  sociedad 
civil.» 

El  Sr.  Mena  y  Zorrilla  opuso  á  las  consideraciones  anteriores 
Jas  siguientes: 

«¿La  pena  de  desheredación  es  necesaria?  ¿Tiene  las  condiciones 
t)e  una  penalidad  aceptable  y  conveniente?  Se  concibe  que  á  im- 
pulso de  una  pasión  se  abandonen  á  las  iras  de  un  proceso  dos  ca- 
riñosos amantes.  Pero  como  cuando  se  casan  dos  personas  no  basta 
sólo  que  quieran  casarse,  sino  que  son  menester,  ó  tienen  necesi- 
dad de  testigos  que  no  estén  dominados  por  esa  pasión,  y  sobre 
todo  está  el  cura  que  no  hace  más  que  cumplir  oon  su  sagrado  mi- 
nisterio, bendiciendo  aquel  enlace^  y  como  todos  están  sujetos  á  la 
penalidad,  de  aquí  es  que  las  penas  que  se  impone  al  párroco  y  á 
los  testigos  son  una  eficaz  garantía  de  que  no  se  incurrirá  freciien- 
4emente  en  la  infracción  de  esta  ley. 

«Falta,  pucs^  la  condición  primera,  que  la  pena  sea  necesaria; 
porque  la  pena  que  no  es  necesaria,  es  una  pena  inicua,  pues  el 
poder  social  no  tiene  derecho  á  castigar  más  allá  de  la  necesidad 
estricta.  Toda  penalidad  inútil  y  dispendiosa  es  un  abuso  tiránico, 
y  hé  aquí  como  empiezo  á  demostrar  que  soy  en  elio  más  liberal 
que  ciertos  liberales. 

»La  pena  no  es  necesaria,  pero  demos  que  lo  fuese :  ¿Tiene  esta 
pena  las  condiciones  de  una  pena  aceptable?  Vamos  á  examinarla. 

»Desde  luego  hay  una  razón  que  fascina,  una  que  seduce, 
que  acaso  es  la  única  que  aceptan  muchas  personas  que  abundan 
en  el  pensamiento  delSr.  Moyano.  Parece^  en  efecto^  la  deshere* 
dación  una  pena  análoga.  Se  trata  de  un  hombre  insidioso,  lleno 
de  codicia  que  para  llegará  la  fortuna  huyendo  del  trabajo,  acecha 
á  una  joven  incauta,  y  por  medio  del  casamiento  se  prppone  llegar 
á  la  opulencia,  fruto  del  sudor  y  de  las  economías  de  muchas  ge  • 
neraciones.  Verdad  es,  que  el  evitar  esto  es  uno  de  los  objetos 
de  esta  ley ;  pero  no  el  único,  no  se  establece  solamente  para  de- 
fender la  dote.  To  se  muy  bien  que  varias  personas  cuando  han 
leido  este  proyecto  han  vuelto  la  cara  á  sus  hijas  y  después  á  sus 
gavetas  y  han  sentido  dilatárseles  el  pecho  y  han  respirado  llenos 
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de  placer;  pero  no  es  para  ellos  solos  para  quienes  se  hace  la  Icyr 
se  hace  para  muchos  más. 

»Ud  joven  rico  ha  lenido  la  desgracia  de  abandonarse  á  sus  pa- 
siones: ha  cometido  ciertas  fallas,  y  se  ha  creído  en  el  deher  sagra- 
do de  repararlas;  pero  su  padre,  que  vé  las  cosas  de  otra  manera, 
que  consulta  la  felicidad  de  su  hijo  y  aprecia  de  otro  modo  sus  de- 
beres, se  opone  á  este  enlace.  Para  este  caso  se  da  también  la  ley. 
¿Hay  para  él  analogía  en  la  pena?  Pues  advertid  que  estos  casos 
son  la  mitad  de  los  que  ocurren.  Pues  ahora  reivindico  para  unir 
á  estos  la  otra  mitad  que  antes  consideramos.  En  ellos,  si  la  pena 
es  análoga,  no  es  más  que  para  uno  de  los  dos;  esa  pobre  infeliz, 
víctima  de  la  seducion,  condenada  á  la  desgracia  por  su  falta,  se 
vé  después  condenada  por  un  padre  implacable  al  desvalimiento  y 
á  la  miseria.  ¿Hay  aquí  analogía?  Pues  esta  es  la  cualidad  de  que 
menos  carece  la  desheredación. 

»Pero  ¿será  ejemplar^  será  preventiva  de  nuevos  delitos?  El  se- 
ñor Permanyer  nos  ha  dicho  que  no  conoce  casos  en  que  se  haya 
aplicado  la  pena  de  la  desheredación^  y  nos  ha  dado  la  seguridad 
y  tiene  razón,  de  que  aun  cuando  se  diera  esa  facultad  á  los  padres, 
serian  muy  parcos  en  aplicarla.  Pues  S.  S.,  que  reconoce  esos  he- 
chos, es  menester  que  haga  justicia  á  esos  capta- herencias  que 
buscan  las  jóvenes  ricas  para  escalar  por  el  tálamo  la  fortuna,  de 
concederles  que  por  lo  menos  conocen  el  corazón  humano  también 
como  S.  S.,  y  que  saben  que  aun  cuando  en  el  Código  se  escriba 
la  pena  de  desheredación,  el  padre  no  la  ha  de  aplicar.  Resulta, 
pues^  que  tampoco  es  efectivamente  preventiva. 

»¿Será  proporcional?  Penetremos  con  el  análisis  en  el  corazón 
de  estos  delincuentes.  ¿Es  un  impulso  de  odio  hacia  el  padre,  un 
acto  verdadero  de  rebeldía  lo  que  les  estimula  á  esos  actos  de  des- 
obediencia? Seguramente  no.  La  intención  es  honesta:  es  una  pa- 
sión en  el  fondo  inocente ,  fruto  de  la  inexperiencia,  y  más  bien 
una  desgracia  que  nn  delito.  Pues  si  es  así,  es  cruel  y  excesivo  el 
imponer  una  pena  de  esa  naturaleza,  una  pena  la  más  severa  que 
puede  imponerse  dentro  de  la  familia. 

»Pero  vuelvo  al  ejemplo  del  hijo  que  corre  á  su  desgracia  por- 
que cree  en  el  fondo  de  su  conciencia  que  esa  desgracia  la  ha  me«* 
recido  en  virtud  de  faltas  á  cuya  reparación  se  debe:  lucha  entre 
dos  deberes,  el  de  la  reparación  y  el  de  la  obediencia,  y  predomi-- 
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na,  DO  acaso  el  mayor ,  pero  do  el  meaos  aoble,  y  al  fin  se  casa. 
¿Es  la  deslieredacioD  uoa  peoa  proporcioDada)^ 

«Veamos  si  es  igual.  Un  padre  perdona,  y  otro  padre  do  perdo- 
na. Respecto  á  ud  deliacaenle,  la  pena  no  tiene  aplicaciob;  respec- 
to á  otro,  la  pena  se  coosuma,  y  síd  embargo,  el  hecho  cd  ambos 
es  el  mismo. 

»¿Y  es  moral  esta  peDa?  Yeámoslo.  Una  jóveo  se  rebela  con- 
tra la  autoridad  paterna ,  desoye  sus  consejos  y  se  casa.  Pena 
en  que  ha  incurrido,  la  desheredación.  Pero  no  desoye  los  con- 
sejos paternos  porque  no  ios  escucha;  oculta  sus  actos  á  los  ojos 
vigilantes  del  padre;  contrae  unas  relaciones;  se  fuga  del  hogar 
doméstico  y  se  aleja  para  vivir  en  la  disolución  de  una  vida  cor- 
rompida. ¿Es  causa  esta  de  desheredación?  No.  Adviértase  que  yo 
no  hablo  del  caso  de  prostitución,  que  es  el  previsto  en  las  Parti- 
tidas,  sino  del  de  mera  mancebía.  De  manera,  que  un  casamiento 
dentro  del  cual  se  viva  honestamente  es  castigado  con  la  desbere- 
dacion,  mientras  que  por  el  concubinato  y  el  libertinaje  no  se  in- 
curre en  semejante  pena.  Yo  apelo  á  la  conciencia  de  los  que  de- 
fienden semejante  doctrina,  por  más  que  respeto  su  intención. 

»¿Y  qué  diremos  del  espectáculo  que  ofrece  á  la  sociedad  y  á  la 
familia  misma  un  padre  implacable  que  nunca  perdona?  Porque^ 
una  de  dos,  6  esta  pena  es  una  peoa  ilusoria  ó  se  ha  de  aplicar.  Y 
yo  pregunto  si  es  moral  y  edificaote  su  aplicación.  De  mí  puedo 
decir  que  no  lo  creo.  £1  padre  no  puede  ser  implacable,  aunque 
debe  ser  severo.  La  autoridad  que  tiene  sobre  sus  hijos  es  en  ob- 
sequio de  la  felicidad  dq  los  mismos,  no  un  beneficio  á  su  propia 
persona.  Los  derechos  del  padre  son  más  bien  derechos  de  los  hi- 
jos. Tuvo  uno  la  desgracia  de  desobedecerle,  contrayendo  matrimo- 
nio y  haciéndose  desgraciado.  ¿Y  os  parece  espectáculo  consolador 
ver  al  padre  iodiferente  á  sus  lágrimas,  sordo  al  llanto,  insensible 
á  las  caricias  de  los  inocentes  nietos,  y  que  en  esta  situación  llegan 
los  últimos  instantes  de  su  vida,  y  entonces,  cuando  va  á  dar 
cuenta  de  sus  acciones  al  Ser  Supremo,  sale  de  este  mundo  sin 
haber  perdonado  á  los  seres  á  quienes  dio  el  ser?  Yo  detesto  y  abo- 
mino esta  justicia  implacable  del  padre  que  no  sabe  perdonar  en 
estos  últimos  momentos. 

»Axlemás,  el  casarse  un  hijo  sin  el  consentimiento  paterno,  ¿es 
una  cosa  tan  grave  que  del)a  castigarse  con  una  pena  que  se  tras- 
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mita  con  la  sangre  y  pase  de  generación  en  generación?  ¿Se  quiere 
una  pena  trasmisible  que  recaiga  sobre  el  inocente,  sobre  esas  ge- 
neraciones que  vienen  al  mundo  á  consecuencia  de  la  desgracia  de 
sus  padres?  Pues  hé  ahí  el  erecto  de  la  pena  de  desheredación:  es 
tina  pena  trasmisible  que  cuando  se  impone  recae  sobre  la  sangre 
y  cuyas  consecuencias  no  se  limitan  al  culpable  sino  que  pasan  á 
las  generaciones  futuras,  condenadas  tal  Tez  á  la  desgracia  y  á  la 
mendicidad.  La  pena  de  desheredación  en  estos  términos  y  sin  cor- 
rectivo alguno  no  se  escribe  hace  muchos  anos  en  ningún  Código 
penal  ni  en  ningún  Código  civil^  como  no  se  escribirá  nunca  en 
ningún  Código,  porque  en  este  orden  de  cosas,  las  conquistas  de 
la  civilización  son  definitivas,  y  los  pasos  que  se  dan  en  este  ca- 
mino no  se  desandan  jamás.  No  más  penas  tra«misibles,  eso  queda 
á  Dios.  Él  nos  creó;  del  primer  hombre  provenimos  todos:  éste  fal- 
tó y  todos  somos  culpables  de  su  falta.  Pero  la  justicia  humana  no 
puede  ir  tan  allá,  y  sus  penas  no  caen  más  que  sobre  la  persona 
del  delincuente:  él  solo  ha  de  sufrir  sus  efectos. 

>»  Verdad  es  que  en  algunos  Códigos  civiles  se  admite  la  pena 
de  desheredación  en  este  caso;  pero  definiéndola,  explicándola,  ha- 
ciendo todo  lo  conlrsirio  de  lo  que  admiten  nuestras  leyes,  porque, 
conforme  á  estas,  es  durísima  é  intolerable.  Nuestro  primer  pro- 
yecto de  Código  civil,  que  establece  la  desheredación^  la  establece 
con  correctivos  que^a  hacen  tolerable,  ó  que,  por  lo  menos,  la  re- 
concilian con  los  principios  vigentes  en  materia  penal. 

»  Y  en  caso  de  reconciliación  del  padre  con  el  hijo,  ¿qué  puerta 
abrimos  en  el  hogar  doméstico  á  la  desenvoltura,  á  los  abusos  más 
abominables,  á  las  inmoralidades  más  repugnantes,  admitiendo, 
como  no  puede  menos  de  admitirse,  la  prueba  de  esa  reconcilia- 
ción y  la  caducidad  consiguiente  de  la  pena?  una  pena  que  no  lo 
es  de  hecho;  una  pena  que  nada  justifica;  una  pena  que  carece 
completamente  de  todas  las  condiciones  de  tal ,  pena  inhumana  y 
trasmisible  á  las  generaciones  inocentes,  causa  de  inmoralidad, 
ocasión  de  litigios  y  de  discordias,  en  que  los  hijos  ofenden  la  me- 
moria de  los  padres,  y  se  disputan  de  un  modo  escandaloso  el  cau* 
dal  que  debia  servir  para  la  educación  y  el  sustanto  de  todos;  hé 
aquí  lo  que  se  propone.» 

En  vista  de  las  consideraciones  expuestas,  se  redactó  de  nuevo 
por  los  Sres.  Moyano  y  Permanyer  el  art.  14,  conforme  al  voto  par- 
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iicular,  leoíendo  en  cuenta  cinco  enmiendas  que  se  habían  presen* 
tado  ^1  mismo»  en  los  términos  siguientes: 

«La  infracción  de  esta  ley  por  parte  de  los  hijos  es  justa  causa 
de  desheredación  á  voluntad  de  los  padres^  incurriendo  además  en 
las  penas  del  Código  vigente  cuantos  casaren  contra  las  prescrip- 
ciones de  esta  ley  ó  intervinieren  en  la  celebración  de  tales  matri- 
monios. 

•  La  desheredación  impuesta  por  el  padre  en  virtud  de  la  causa 
expresada,  se  entenderá  remitida  y  sin  efecto,  siempre  que  conste 
por  escrito  la  reconcilacion  ó  el  perdón  del  padre. 

»Los  hijos  del  desheredado  que  sobrevive  al  testador,  ocupan 
su  lugar  y  derechos  de  herederos  forzosos^  respecto  á  la  legítima. 

»  La  parte  de  herencia  de  que  se  prive  al  desheredado,  siendo 
este  hijo  de  primer  matrimonio,  no  podrá  destinarse  á  mejorar  di- 
recta ni  indirectamente  al  segundo  cónyuge,  ni  á  los  hijos  del  se- 
gundo ó  ulterior  matrimonio,  debiendo  suceder  en  dicha  parte  por 
las  reglas  de  intestado,  los  otros  parientes  más  próximos  del  des- 
heredante. » 

El  Sr.  Aparisi  y  Guijarro,  en  la  sesión  del  26  de  Abril,  expuso 
acerca  de  él  las  siguientes  consideraciones  sobre  ios  inconvenientes 
de  la  pena  desheredación: 

«Veamos  si  la  pena  de  desheredación  es  superior  ó  es  igual  á 
la  culpa;  porque  si  fuera  superior,  si  fuera  excesiva,  sería  injusta: 
in  ;iis,  contra  derecho,  contra  derecho  natural.  Y  no  hay  derecho 
contra  derecho,  dijo  Bossuet. 

»  Recuerdo  que  un  Diputado,  que  un  escrítor  público  zahería 
al  Sr.  Mena  y  Zorrilla  porque  dijo  que  la  pena  de  desheredación 
era  aún  más  grave  que  la  de  prisión  correccional.  Y  el  dicho  escri- 
tor anadia^  como  en  son  de  burla:  «¡Qué  jurisconsulto  el  Sr.  Mena 
y  Zorrilla!»  Pues  yo  digo  que  es  buen  jurisconsulto,  y  sobre  todo, 
hombre  de  corazón.  ¿Pues  qué?  ¿Se  reduce  esta  pena  á  quitar  á 
un  hijo  la  posesión  de  un  campo  ó  de  una  casa  ó  á  pr ¡varíe  de  un 
poco  de  dinero?  ¿Qué  vale  el  dinero?  Eso  no  vale  nada.  La  exhe- 
redacion  nos  quita  mucho  más.  El  padre  que  exhereda  reniega  del 
hijo;  dice:  ese  no  ^s  mi  hijo;  no  quiero  que  tenga  nada  mió;  no 
tiene  nada  mió;  quisiera  hasta  quitarle  el  nombre  que  lleva;  por- 
que ese  nombre  es  un  acusador^  que  dirá  por  todas  partes:  ¡este 
«s  un  hijo  indigno!  ¡  Ah,  señores!  La  exheredacion  es  la  declaración 
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de  la  indigoidad  hecha  por  un  padre  contra  su  hijo  desde  éi  fondo 
del  sepulcro,  delante  de  la  sociedad.  No  cinco  meses  en  una  cár- 
cel, cinco  anos  y  más  estaría  yo,  antes  que  yerme  echado  en  medio^ 
del  mundo  desheredado  y  maldito. 

»  Esto  es  la  pena:  ahora  considerad  la  culpa.  En  ocasiones,  ya 
os  lo  he  dicho,  ya  oslo  ).e  probado,  y  con  la  doctrina  católica  y  coq 
la  enseñanza  española:  en  ocasiones,  el  hijo,  casándose  sin  licenci» 
det  padre,  comete  esta  culpa;  no  la  comete  el  hijo  cuya  voluntad 
se  quiere  forzar;  no  la  comete  la  hija  hostigada  por  el  trato  asesi- 
no de  una  madrastra  cruel;  no  la  cometen  ni  el  hijo  ni  la  hija  eo 
otros  casos  que  vosotros  podéis  imaginar. 

» Pero  yo  os  doy  que  no  se  encuentren  en  ninguno  de  estos 
casos;  doy  que  sean  culpables;  doy  que  el  hijo  y  la  hija  atropellen 
por  todo  y  se  casen^  porque  un  amor  insensato  estallando  en  su  co- 
razón^ ardiendo  en  su  sangre,  agitándose  en  la  médula  de  sus  hue- 
sos, les  arrebate  desapoderadamente  y  les  haga  olvidar  todo  ese 
otro  amor,  el  de  la  casa  donde  nacieron,  el  de  sus  hermanos,  el  de 
sus  padres. 

»  El  Sr.  Moyano  decia :  « ¡Qué  injuria  tan  atroz  hecha  al  pa- 
dre/ »  Yo  digo:  tened  compasión  de  esos  desdichados;  ellos  al  ca* 
sarse,  al  atropellar  por  todo,  no  lo  hacen  por  injuria  al  padre;  no 
lo  hacen  para  escarnecer  al  padre;  no  tienen  esa  intención:  obran 

asi porque  aman.  Y  si  el  hijo  casa  con  una  mujer  indigna^  y  si 

la  hija  casa  con  un  hombre  torpe,  ellos  se  castigan  á  sí  propios,  no 
necesitan  más  pena.  Personas  tan  graves,  más  graves  que  S.  S.,  y 
muy  encumbradas  en  la  opinión  de  las  gentes;  reyes,  terror  de  los 
pueblos;  éábios,  lumbreras  del  mundo;  á  hombres,  en  fin,  que  to- 
caban con  su  frente  el  cielo,  se  les  ha  visto  caer  miserablemente  á 
los  pies  de  una  pobre  y  débil  mujer.  Pues  si  S.  S.  cuando  joven 
hubiese  caido;  si  hubiese  amado  con  exceso  á  una  mujer  inocente; 
si  se  hubiese  hecho  amar  de  ella  con  exceso  también;  si  hubiese 
llegado  el  caso  de  que  la  conciencia  le  dijera  que  era  un  infame  si 
no  se  apresuraba  á  lavar  la  honra  de  la  mujer  y  quizá  la  vida  de 
la  madre;  si  entonces,  atropellaodo  por  todo  la  hubiera  salvado, 
¿parecerfale  justo  á  S.  S.  que  por  esa  culpa  pudjera  un  padre  des- 
heredarle y  maldecirle  delante  del  mundo?  ¿Encontraría  justa 
esa  pena?  No  me  habléis,  señores  de  esa  pena:  no  quiero  oír  hablar 
de  ella. 
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»  Abrid,  os  ruego  el  Código  de  nuestras  leyes. 

» Causas  de  desheredacioo.  Abandonar  un  hijo  á  su  padre  de- 
mente  ¡Oh!  ¡qué  hijo  tan  inhumano!  Ese  no  es  hijo. 

»  ¡  Injuriar  ó  infamar  gravemente  ai  padre! Ese,  si  es  hijo, 

es  un  infame:  mancha  la  honra,  mata  la  honra,  vida  del  alma  del 
padre  que  le  dio  el  ser. 

» El  hijo  que  pone  las  manos  en  su  padre Ese  es  un  móns- 

Uno. 

mEI  hijo  que  maquina  la  muerte  de  su  padre ¡Ese  es  un 

demonio ! 

» Respiremos  un  poco;  esas  palabras  queman  la  lengua. 

» ¡Un  infame,  un  monstruo,  un  demonio ! 

»  Ahora^  escribid  debajo  sí  os  atrevéis,  ú  oid,  sí  podéis  oír: 
«  El  hijo  ó  la  hija  que  casen  sin  licencia  de  su  padre. » 

»  Señores  Diputados,  ¿qué  os  parece  de  esto?  Votad,  dad  vues- 
tro voto  á  ese  proyecto.  ¿Sentís algún  remordimiento?  ¡  Escrúpulos! 
Podéis  aquietarlos;  podéis  consolaros  pensando  que  si  el  padre 
puede  desheredar  á  su  pobre  hija  que,  amando,  casó  sin  su  licen- 
cía,  en  cambio,  conforme  á  nuestras  leyes,  no  podrá  desheredar  á 

la  hija  que  casare ¿cómo  lo  diré?  no  delante  de  la  Iglesia,  sino, 

como  decía  un  mal  filósofo,  pero  un  hombre  elocuente,  en  el  seno 
de  la  naturaleza. 

»  Pues  á  esta  tal,  que  vive  en  pecado  y  en  deshonra;  á  esta  que 
si  no  tiene  esposo^  tiene  amante;  á  esta  tal,  su  padre,  conforme 
nuestras  leyes,  no  podrá  desheredarla;  pero,  en  cambio,  podrá 
desheredar  á  la  pobre  hija  que,  loca  de  amor,  pero  honesto,  no  se  ha 
entregado  á  un  hombre  sino  arrodillándose  antes  delante  de  Dios. 
»  Si  esto  os  parece  moral,  dad  vuestro  voto  al  proyecto. 

»  Para  concluir,  trazaré  un  cuadro  que  no  sé  si  parecerá  com- 
pletamente moral.  En  él  representaremos  á  un  padre  y  á  un  hijo 
que  casó  sin  licencia^  y  á  los  hijos  de  este  hijo.  A  éstos  no  habéis 
querido  privarles  de  los  bienes  del  abuelo;  de  modo  que  el  padre 
desheredado  será  el  administrador  de  ellos. 

»  Está  bien;  muere  el  padre,  desheredando  y  á  la  vista  del 
mundo  maldiciendo  á  su  hijo.  Ese  padre  es  peor  diez  veces  que  el 
hijo  que  se  casó  sin  su  licencia.  ¡Morir  un  padre  no  perdonando  á 
su  hijo!  Pues  ese  hombre  antes  de  espirar,  ¿no  alzó  los  ojos  y  los 
clavó  en  un  Crucifijo? 
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PerOy  en  fin,  el  padre  muere  do  perdonando:  el  hijo  vive  quizá 
odiando»  do  diré  la  memoria  del  padre,  sino  á  aquellos  á  quienes 
considera  culpables  de  su  desgracia  y  de  su  deshonra. 

»  Los  hijos  de  este  hijo  podrán  pensar  y  decir:  nuestro  padre 

admioistra  bicoes  que  fueron  del  suyo;  no  le  pertenecen,  porque  él 

es  ¡DdigDo;  soo  Duestros.  Y  ahora;  si  á  nosotros  se  dos  ocurre  ca- 

sarDos  sin  su  licencia,  nos  llevaremos  estos  bienes;  estos  bienes  que 

teodremos  casándonos  sin  licencia  de  Duestro  padre,  y  que  él  per* 

dio  por  casarse  sin  licencia  del  suyo.  Preciso  es  confesar,  que  el 

cuadro  no  es  muy  moral,  que  digamos.» 

El  Sr.  MoyaDo  en  la  sesión  del  28  de  Abril  contestó  al  Sr.  Apa- 
risi: 

«El  hijo  ó  bija  que  deja  á  sus  padres  en  el  mayor  desconsuelo 
¿no  merece  de  parle  de  estos  algún  castigo  que  penda  de  ellos  ex- 
clusivamente? ¿T  qué  castigo  más  propio  y  análogo  que  aquel  que 
puede  iofliiir  grandemente  ó  evitar  que  eso  se  repila,  que  eso  suce- 
da, haya  ó  no  baya  habido  amor?  El  concilio  de  Trento  ¿no  declaró 
que  le  horrorizaban  esos  matrimonios,  que  consideraba  abominables 
los  celebrados  por  los  hijos  sin  el  consentimiento  paterno?  Pues  bien, 
nótese  que  el  Concilio  no  hizo  excepción  y  no  nos  dijo:  si  hubo  amor 
no.  hay  nada  de  eso;  si  hubo  amor,  son  buenos.  Santo  Tomás  declara 
lo  mismo.  El  Papa  Nicolás  I,  el  Papa  Silicio  y  varios  concilios  han 
condenado  estos  matrimonios  y  nunca  han  puesto  la  condición  de 
que  si  hubiera  amor  serian  disculpables,  sino  que  los  han  reproba- 
do considerándolos  como  una  indigna  irreverencia  hacia  el  padre. 
¿No  sabe  el  Sr.  Aparisi  lo  que  pasó  á  Esau  cuando  se  casó  sin  el  con- 
sentimiento de  su  padre  con  Beramath,  hija  de  Lot?  ¡Y  cuándo! 
Cuando  se  casó  con  Beramath  tenia  cuarenta  anos,  y  yo  limito  la 
obediencia  á  los  padres  para  este  caso  hasta  los  veinte:  tenia  cua- 
renta anos  y  Dios  le  reprendió  muy  seriamente,  porque  se  habia 
casado  aún  teniendo  cuarenta  anos,  sin  contar  con  sus  padres,  y 
no  le  preguntó,  ¿Beramath  te  amaba  mucho?  ¿Tii  amabas  mucho  á 
Beramath  cuando  os  casasteis?  No:  no  hizo  más  que  enterarse  de 
que  se  habia  casado  sin  el  consentimiento  de  sus  padres  y  le  re- 
prendió seriamente. 

»¿Qué  es  un  padre  decia  el  Sr.  Aparisi,  que  habiendo  sido  ex- 
heredado, porque  se  casó  sin  el  consentimiento  del  suyo,  vé  casar 
á  sus  hijos  sin  poderles  desheredar  y  tiene  que  entregarles  lo  que 
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recibió  de  su  padre?  Esto  hizo  aqui  mucho  efecto,  porque  realmen- 
te, hacerse  ricos  los  hijos  por  lo  mismo  que  el  padre  ha  venido  á  la 
pobreza,  habiendo  cometido  la  misma  falta  que  al  padre  redujo  á  la 
pobreza,  parece  una  cosa  fuerte...  Pero,  ¿el  hijo  desheredado  está 
imposibilitado  de  adquirir?...  Hé  ahí,  pues,  como  tiene  este  padre 
medios  para  hacer  sentir  al  hijo  los  efectos  de  su  irreverencia,  que 
es  privarle  de  sus  bienes^  aun  cuando  no  pueda  privarle  de  la  he* 
rencia  de  su  abuelo. 

Hizo  presente  también  el  Sr  Moyano,  que  el  mismo  Sr.  Apa- 
risi  reconocia  que  la  exheredacion  era  una  pena  gravísima  bajo  el 
concepto  de  ser  la  declaración  de  indignidad  hecha  por  el  padre 
contra  el  hijo,  aun  cuando  el  padre  no  tuviera  bienes  algunos  de 
que  desheredarle.»  Esto  decia  el  Sr.  Aparisi  de  ese  hijo  que  lo  es 
de  un  padre,  que  no  tiene  nada,  absolutamente  nada.  Antes  he 
puesto  el  caso  de  un  hijo  que  ha  adquirido  bienes;  ahora  pongo  el 
caso  de  uno  que  no  los  tiene.  ¿Pero  qué  dice  el  Sr.  Aparisi  á  eso? 
Dice  que  la  exheredacion  no  es  pena^  porque  se  le  prive  á  uno  de 
fincas  ó  de  dinero,  sino  porque  significa  la  maldición  que  un  padre 
lanza  sobre  su  hijo  ante  la  sociedad  desde  el  fondo  del  sepulcro. 
Pues  esa  maldición,  esa  execración,  ese  anatema  lo  lleva  el  hijo 
aun  del  padre  que  no  tiene  nada.  ¿Y  no  parece  que  esto  es  conclu- 
yente?  No  le  importa  nada  los  bienes  ó  no  los  tiene,  pues  lleva  la 
exheredacion,  y  no  se  mirará  una  sola  vez  al  espejo  sin  que  en- 
cuentre sobre  su  frente  el  sello  de  la  maldición  de  su  padre,  como 
dice  el  Sr.  Aparisi. 

Alegó  igualmente  el  Sr.  Moyano  que,  sancionando  la  pena  de 
desheredación,  se  daria  al  padre  un  medio  para  librarse  de  esos 
que  los  romanos  llamaban  captatores  de  dotes,  de  esos  que  andan 
buscando  en  esta  sociedad  metalizada  de  goces  y  de  placeres  dón- 
de encuentran  una  joven  para  hacer  su  fortuna,  y  que  se  habrá 
concluido  con  esos  cazadores  de  herencias,  porque  se  les  podrá 
decir,  que  si  engañan  á  una  joven,  su  padre  tiene  facultad  para 
dejarla  sin  nada. 

¥  hablando  de  la  pena  de  prisión  correccional,  expuso  que  ea 
su  juicio  dicha  pena  no  habría  de  contener  á  muchos,  porque  ha- 
brá hombres  que  por  apoderarse  de  una  dote  de  cinco  ó  seis  millo- 
nes, ó  de  mucho  menos,  pasarían  tranquilamente  en  la  prisión  co- 
reccional  algunos  meses,  porque  ante  esta  perspectiva  los  trataría 
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bien  el  alcaide^  y  después  de  seis  ú  ocho  meses,  saldrían  de  Ift 
cárcel  por  medio  de  ud  indulto. 

Puesto  á  votación  el  voto  particular  redactado  en  la  misma 
forma  ya  expuesta  en  que  lo  habian  reformado  los  señores  Moyana 
y  Permanyer,  fué  aprobado  por  44  votos  contra  42. 

Sin  embargo,  este  triunfo  fué  de  corta  duración,  puesto  que  en 
el  Senado  encontró  dicho  voto  oposición  decididay  general. 

Así,  fué,  que  la  comisión  del  Senado  nombrada  para  su  exa- 
men, se  expresó  en  el  dictamen  que  emitió,  en  los  términos  si- 
guientes: 

«La  facultad  de  exheredar  sería  inútil  en  las  provincias  dd  rei- 
no, donde  con  arreglo  á  su  derecho  municipal,  apenas  gozan  los 
hijos  de  porción  legítima^  y  seria  ínütil  en  todas,  porque  la  facul- 
tad que  corresponde  á  los  padres  por  derecho  común  de  disminuir 
considerablemente  la  legítima  de  los  hijos  inobedientes,  mejorando 
á  los  otros  herederos  en  el  tercio  y  quinto,  y  las  penas  señaladas 
en  los  artículos  399  y  403  del  Código,  á  los  que  contraigan  matri- 
monios ilegales,  y  al  párroco  qué  los  autorice  con  su  asistencia,  son 
suficientes  para  impedir  su  celebración.  No  es  de  temer  que  los  pár- 
rocos que  constituyen  la  parte  más  selecta  del  clero  inferior,  se 
arriesguen  á  incurrir  en  el  triple  anatema  de  la  sanción  religiosa 
que  condena  como  ilícitos  tales  matrimonios,  la  sanción  política  y 
la  sanción  popular,  autorizando  enlaces  tan  infaustos. 

»La  facultad  de  exheredar  fundada  en  el  caso  del  art.  i4,  pre- 
supone el  sistema  de  la  herencia  forzosa,  y  está  en -contradicción 
abierta  con  dicho  sistema:  la  ley  común  del  reino  declara  porción 
legítima  de  los  hijos  las  cuatro  quintas  partes  del  caudal  de  los  pa- 
dres^ porque  supone  que  los  puede  haber  tan  inhumanos  que  sin 
esta  cortapisa  dispondrán  á  favor  de  extraños  de  sus  bienes  en  per- 
juicio de  sus  hijos.  Pues  más  posible  seria  que  ensañados  contra 
sus  hijos  por  enlaces  hasta  convenientes,  pero  contraidos  contra  sn 
voluntad,  los  exheredasen  injustamente  que  no  que  los  privaran 
de  lo  que  constituye  la  legítima  por  enriquecer  á  los  extraños  ¿So 
seria  una  inconsecuencia  de  la  ley  civil  que  se  mostrase  tan  rece- 
losa de  los  sentimientos  de  los  padres  en  el  primer  caso,  y  tan  con- 
fiada en  el  segundo? 

» El  art.  14  contiene  además  una  disposición  que  contradice 
abiertamen  el  espíritu  de  la  ley  en  proyecto,  que  se  cifra  en  el  pro- 
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pósito  de  enaltecer  la  autoridad  paterna  tan  debilitada  hoy  por  la 
pragmática  vigente.  Declárase  en  este  articnloque  los  hijos  del  ex- 
heredado que  sobreviva  al  testador  ocuparán  su  lugar  y  derechónte 
herederos  forzosos  respecto  á  la  legítima,  ts  deibir^que  por  minis- 
terio de  la  ley,  si  llegara  á  serlo  ese  articulo,  se  degradaría  al  pa- 
dre exheredado  de  la  porción  que  le  corresponde  por  la  ley  de  jefe 
y  cabeza  de  la  familia,  constituyóndolo  en  una  dependencia  poco 
decorosa  de  sus  propios  hijos;  se  le  privaría  de  la  facultad  de  pre- 
miar á  los  más  reverentes  y  morigerados,  mejorándolos  en  el  tercio 
y  quinto  del  caudal  del  abuelo;  para  expresarlo  en  una  palabra,  se 
introduciría  la  anarquía  en  la  sociedad  doméstica.  ¿Es  así  como  se 
hade  obtener  el  resultado  á  que  aspira  esta  ley  de  ensalzar  la  pa- 
tria potestad  tan  abatida  hoy  por  la  ley  vigente  del  reino?» 

Constituyeron  esta  Comisión:  los  Sres.  Arrazola,  López  Váz- 
quez, Palma  y  Vinuesa,  Marqués  de  Morante,  Morales  Puigde- 
vant,  Roda,  y  García  Gallardo  (Secretario). 

En  vista  de  este  dictamen  y  de  las  nuevas  impugnaciones  que 
sufrió  por  varios  Senadores  la  redacción  delart.  14,  tal  como  se  ha- 
bia  aprobado  en  e)  Congreso  de  Diputados,  se  suprimió  la  sanción 
penal  relativa  á  la  desheredación  en  él  establecida  respecto  de  los 
menores  de  23  años  varones  y  de  20  siendo  hembras,  que  se  casa- 
ren sin  obtener  el  consentimiento  del  padre  ó  de  las  personas  que 
hacen  sus  veces,  y  se  consignó  en  el  articulo  IS  del  proyecto,  que 
los  mayores  de  dicha  edad  no  pudieran  casarse  sin  pedir  para  ello 
tres  meses  antes  de  celebrarse  el  matrimonio,  consejo  al  padre, 
madre  ó  abuelos,  en  su  caso,  prescribiéndose,  que  los  hijos  que 
contravinieren  á  las  disposiciones  de  dicho  artículo  incurrieran 
en  la  pena  de  arresto  mayor,  y  en  la  de  arresto  menor  y  multa  de 
ISO  duros  el  eclesiástico  que  autorizare  el  matrimonio  por  ellas 
prohibido.  Esta  disposición  fué  aprobada  en  la  sesión  de  i5  de 
Junio  de  1862. 

Nombrada  comisión  mixta,  presentó  su  dictamen  concebido  en 
estos  términos:  «La  Comisión  mixta  encargada  de  conciliar  las  opi- 
niones de  ambos  cuerpos  colegisladores  sobre  el  proyecto  de  ley  de 
disenso  paterno,  tiene  la  honra  de  presentar  evacuado  su  cometido 
en  los  términos  siguientes  respecto  del  artículo  en  cuestión:  Los 
hijos  que  contravinieren  á  las  disposiciones  del  presente  articulo, 
incurrirán  en  la  pena  marcada  en  el  483  del  Código  penal,  y  el 
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|)árroco  que  autorizare  el  matrímoQÍo^  en  la  pena  de  arresto  meoor.» 
Firmaron  este  dictamen  los  Sres,  Arazola,  Garda  Gallardo,  Lope^ 
Vázquez,  Marqués  de  Morante»  Ortiz  de  Zarate,  Moyano^  Morales 
Puigdevant,  Luis  María  de  la  Torre,  Joaquín  Palma  y  Yinuesa, 
Miguel  de  Roda,  Pedro  Nolasco  Aurioles^  Miguel  Aguirre  de  Te- 
jada, José  María  Pérez  Caballero,  Secretario. 

Remitido  este  proyecto  al  Congreso  de  Diputados  fué  aprobada 
en  la  sesión  del  IK  de  Junio,  publicándose  como  ley  en  la  sesión 
del  20  redactado  el  art.  15  en  la  nueva  forma. 

A  consecuencia,  pues,  de  todo  lo  expuesto,  no  tiene  ya  lugares 
el  dia  la  menor  -duda  ni  controversia  sobre  que  la  desheredación^ 
aun  facultativa  por  parte  de  los  padres  ó  de  las  personas  que  bacen 
sus  veces,  no  es  aplicable  en  manera  alguna  respecto  de  los  meno- 
res de  edad  que  contraen  matrimonio  sin  obtener  el  consentimien- 
to de  dichas  personas  puesto  que  se  declaró  únicamente  aplicables 
á  los  mismos,  según  se  dijo  ep  él  dictamen  de  la  Comisión  del  Se- 
nado^ las  penas  impuestas  en  el^Código  penal  para  este  caso  (ar- 
tículo 399  del  Código  de  18S0  y  489  del  de  1870),  entre  las  cuales 
no  se  comprendió  la  de  desheredación,  limitándose  á  imponerles 
dicho  artículo  489  la  pena  de  prisión  correccional  en  sus  grados- 
mínimo  y  medio,  debiendo  ser  indultado  de  ella  el  culpable  desde^ 
que  los  padres  ó  las  demás  personas  mencionadas  aprobaren  el  ma- 
trimonio contraído.  Tampoco  tiene  lugar  la  pena  de  desheredación 
respecto  de  los  mayores  de  25  años  siendo  varones  y  de  20  siendo- 
hembras  que  contrajeren  matrimonio  sin  pedir  el  consejo  de  sus 
padres  etc.,  puesto  que  se  les  aplicó  la  pena  del  art.  483  del  Códi- 
go de  1880,  que  boy  forma  el  arL  605,  núm.  7,  y  que  consiste  en 
15  dias  de  arresto  y  reprensión.  Carece  de  fuerza,  respecto  de  estos 
casos,  la  consideración  de  que  dichas  penas  no  tienen  carácter  civil, 
puesto  que  el  legislador  se  refirió  expresamente  á  ellas  al  formar 
la  ley  civil  y  que  bajo  este  concepto,  al  adoptarlas  en  la  misma,  les 
dio  dicho  carácter. 

La  pena  de  desheredación  se  rechazó,  pues^  por  unanimidad  por 
los  respetables  individuos  que  componían  la  Comisión  nombrada  en 
el  Senado  para  dar  su  dictamen  sobreesté  punto.  T  en  nuestro  en- 
tender con  arreglo  á  justicia  y  equidad,  por  ser  dicha  pena  despro- 
porcionada con  respecto  al  delito,  puesto  que  la  falta  del  hijo  puede 
repararse  por  el  arrepentimiento,  y  que  al  padre  no  le  es  posible  con 
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frecuencia  revocar  el  testamento  en  que  impuso  aquella  pena;  in- 
útil, porque  es  suficiente  bajo  el  aspecto  de  la  privación  de  intere- 
ses el  uso  de  la  facultad  que  tienen  los  padres  por  derecho  común 
de  disminuir  las  legítimas  de  ios  hijos  inobedientes^  mejorando  á 
los  otros  herederos  en  el  tercio  y  quinto,  y  perjudicial»  por  las 
graves  consecuencias  que  lleva  consigo  afectando  á  veces  á  perso- 
nas inocentes.  Además,  como  decía  el  orador  francés,  M.  Bigot  Prea- 
menean:  «cuanto  más  ilimitado  es  el  poder  que  tienen  los  padres, 
mayor  es  la  indulgencia  de  que  usan;  lo  cual  produce  el  efecto  de 
que  la  pena  de  desheredación  carezca  de  objeto  por  falta  de  aplica- 
ción, ofreciendo  el  inconveniente  de  que  cuando  esto  se  realice,  sea 
tal  vez  por  efecto  de  un  sentimiento  de  venganza  que  la  ley  no 
debe  nunca  amparar.» 

Acerca  de  las  penas  correccionales,  tampoco  creemos  que  lle- 
nan el  objeto  que  debe  proponerse  el  legislador  en  la  penalidad 
para  la  clase  de  infracciones  de  que  tratamos,  á  causa  de  la  nota 
desfavorable  en  la  opinión  pública  que  llevan  consigo  en  contra  de 
quien  las  sufre;  y  además  ¿no  afecta  el  pudor  de  una  joven,  el  pa- 
decimiento aun  de  un  solo  dia  de  cárcel,  el  solo  hecho  de  haber  en- 
trado en  un  establecimiento  penal,  y  aun  el  mero  acto  de  condu- 
círsela á  él? 

En  nuestro  juicio,  las  penas  másá  propósito  para  el  castigo  de 
tales  infraccioties  serian  las  de  destierro  y  confinamiento,  pues  el 
alejamiento  de  los  que  hablan  despreciado  la  autoridad  paterna,  de 
la  población- donde  residían  sus  padres,  evitaría  la  continuación  de 
esta  ofensa  á  vista  y  presencia  de  los  mismos,  y  que  acaso  el  cari- 
no paternal  desvirtuara  los  efectos  del  castigo. 

José  VICENTE  t  CARAVANTES. 
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El  fendalisno.  —  Joslicia  señorial.  —  Tribniíal  del  Preboste.  —  Jaslicias  obdící- 
pales.  —  Peoalidad  en  la  Edad  Media. — Establecimientos  de  San  Inis.  — Crí- 
menes religiosos.  ^  Procedimiento  eclesiástico. 

La  disolución  del  imperio  de  Carlo-Magno  es  uno  de  los  hechos 
más  importantes  que  registra  la  Historia,  porque  con  él  terminó  la 
época  de  los  bárbaros  y  comenzó  la  era  feudal.  Las  Monarquías 
que  tienden  á  extender  su  dominación  y  poderío  más  allá  de  cier- 
tos límites,  llevan  en  si  mismas  el  germen  de  su  destrucción;  por- 
que no  es  posible  hollar  impunemente  la  individualidad  é  inde- 
pendencia de  las  naciones.  Observa  con  sobrada  razón  un  ilustre 
historiador,  Agustín  Thierry,  que  si  bien  consiguió  reunir  Garlo- 
Magno,  aparentemente  por  lo  menos,  pueblos  de  origen,  costum- 
bres y  lenguaje  diversos,  subsistió  en  realidad  el  aislamiento  natu- 
ral; de  modo  que  tan  pronto  como  dejó  de  pesar  sobre  aquellos  la 
potente  mano  del  Emperador^  se  disolvió  tan  artificial  unión,  suee- 
diéndola  la  división  v  el  fraccionamiento  llevados  al  extremo. 

Aparece  entonces  el  feudalismo:  la  propiedad  del  suelo  que 
ciertas  clases  adquieren,  las  saca  de  la  dependencia  en  que  antes 
se  hallaban  y  las  eleva  á  otra  esfera;  pero  esa  propiedad  no  es  com- 
pleta, sino  que  por  ella  quedan  sometidos  los  que  la  poseen  á 
ciertos  deberes  y  obligaciones  para  con  el  señor  que  conserva  el 
dominio  llamado  eminente.  Hé  ahí  el  carácter  particular  de  la 
propiedad  feudal,  por  la  que  el  señor  d^l  feudo  es  un  verdadero 


(1)    Véanse  las  págs.  317  y  396  de  este  tomo. 
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rey  en  eqs  tierras  y  ejerce  en  ellas  los  derechos  propios  de  la  sobe- 
raDia.  Todo  ha  cambiado:  en  la  anlígUedad  el  ciudadaao  libre  s¿lo 
dependía  del  Estado;  bajo  el  régimen  feudal,  puede  decirse  qne  el 
Estado  ba  dejado  de  eiislir,  siendo  sustituido  por  relaciones  de 
dependencia  personal  basadas  en  la  Té  y  e)  homenaje  prestado  por 
el  vasallo,  ante  el  que  desaparece  el  ciudadano.  Esa  estrecha  cone- 
xión del  vasallo  coa  el  señor,  constituye  es  efecto  la  esencia  del 
feodalistno:  ningún  lazo  liga  al  primero  con  el  principe  ni  cun  la 
nación;  sólo  conoce  y  presta  sos  servicios  á  su  señor  inmediato,  y 
éste  á  su  vez  le  protege,  ampara  y  administra  justicia.  Pero  cada 
señor,  al  propio  tiempo  que  manda  y  ordena  como  lo -tiene  por 
conveniente  á  los  vasallos  de  su  feudo,  se  halla  someíillo  también 
á  otro  colocado  en  más  elevada  escata;  de  modo  que  bieii  puede 
decirse  que  la  soberanía  estaba  incorporada  á  la  propiedad  terri- 
torial, creando  así  un  urden  gerárquico  formado  por  jefes  guerre- 
ros dueños  de  tierras  y  que  dependían  unos  de  otros.  Asi  el  feudo 
imponía  la  obligación  de  prestar  homenaje  al  señor  bajo  cnya  in- 
mediala  dependencia  estaba  el  mismo  colocado,  y  el  Rey  lo  recibía 
de  los  grandes  vasallos,  á  los  que  á  su  vez  lo  prestaban  los  de  se- 
gundo drden. 

Ahora  bien;  como  era  natural  sucediese,  la  organización  judi- 
cial correspondía  ¿  la  poLtica.  El  Tribunal  real  de  los  Pares  juz- 
gaba á  fos  grandes  vasallos  de  la  Corona,  y  además  existía  otro 
cerca  del  Rey,  destinado  á  administrar  justicia  en  el  territorio  que 
formaba  so  señorío.  Componíanlo,  no  ya  los  Pares  del  reino,  uno 
los  Pares  del  feudo  real,  los  Barones  de  su  ducado,  y  juzgaba  á 
los  vasallos  que  dependían  directamente  del  Rey,  considerailo,  no 
como  señor  del  país  entero,  sino  como  simple  señor  feudal  en  sus 
dominios  particulares.  Ocurrían,  no  obstante,  muchos  casos  en  que 
era  preciso  decidir  acerca  de  asuntos  no  relacionados  con  el  feudo, 
y  por  ello  se  comprendió  la  necesidad  de  enableeer,  como  f  u  efec- 
to se  establecieron,  Tribunales  que  llevaron  el  oombre  de  Prebos- 
tazgos. Presidíalos,  según  los  lugares  en  que  residían,  el  preboste, 
bailío,  castellano  ó  veguer,  y  conocían  de  los  deliios  comcintus  por 
persona  qne  no  tenia  el  carácter  de  gentil-hombre  ó  funcionürio  de 
la  judicatura,  con  exclusión  además  de  los  casos  reales  de  que  an- 
tes se  ba  hecho  indicación  y  de  otros  que  estaban  á  cargo  de  los 
Prebostes  de  los  Mariscales,  Jueces  de  espada  instituidos  eí^pe- 
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cialroente  para  procesar  á  los  vagamundos  y  penar  los  robos  con 
violencia,  asesinatos,  sediciones,  atropellos  y  excesos  de  la  gente 
de  guerra,  fabricación  de  moneda  falsa,  y  en  general,  todo  crimen 
cometido  en  despoblado  y  faera  del  término  ó  distrito  de  las  do- 
dad  es.  Esos  Jueces  recorrían  los  campos^  llevando  una  escolta  de 
arqueros  para  reprimir  los  desórdenes  que  pudieran  ocurrir,  y  sus 
fallos  eran  inapelables.  No  se  extendia  su  jurisdicción  á  h»  ecle- 
siásticos y  á  los  nobles^  á  menos  que  hubieran  sido  éstos  condena- 
dos anteriormente  á  sufrir  alguna  pena  corporal. 

Acabamos  de  enumerar  las  principales  jurisdicciones  reales,  y 
ahora  debemos  hacer  mención,  para  completar  el  cuadro,  de  las 
justicias  señoriales  que  tenian  igual  origen  que  los  feudos.  Desde 
el  momento  en  que  el  pueblo  no  dependió  ya  del  Principe,  sino  de 
señores  particulares,  cayeron  en  desuso  instituciones  anteriores 
planteadas  en  provecho  de  todos,  y  lo  relativo  á  la  jurisdicción 
quedó  cambiado.  Cesó  el  orden  de  los  Escabinos,  qne  tenia  á  su 
cargo  la  Administración  civil  y  judicial  bajo  la  dependencia  de 
Magistrados:  convirtiéronse  los  hombres  libres  en  vasallos;  dejaron 
de  celebrarse  las  antiguas  Asambleas,  y  los  señores  tuvieron  ya 
sus  Tribunales  para  juzgar  las  diferencias  que  se  suscitaban  entre 
sus  subditos.  Hasta  el  siglo  xiv  hubo  dos  clases  de  justicia,  la  alta 
y  la  baja,  y  muchos  señores  ejercían  la  primera  de  éstas,  que  con- 
sistia  en  la  facultad  de  condenar  sin  apelación  á  la  pena  de  muer- 
te. Algunos  delegaron  en  castellanos  y  oficiales  de  orden  inferiorp 
la  baja  justicia  y  parte  de  la  alta;  de  modo  que  vino  á  formar  la 
suma  de  esas  dos  lo  qne  se  llamó  justicia  media  y  que  tuvo  cierta 
importancia  en  algunos  puntos,  puesto  que  los  señores  que  la  ejer- 
cian  disponían  de  horcas  formadas  de  dos  pilares,  y  nombraban  nn 
Juez  que  conocía  del  delito  de  homicidio  simple  y  del  de  latroci- 
nio, aunque  fuera  de  la  clase  de  los  que  tenian  asignada  pena  ca* 
pital.  La  baja  justicia  se  referia  tan  sólo  á  los  delitos  castigados 
con  la  prisión  ó  la  picota. 

Dos  signos  visibles  demostraban  la  clase  de  justicia  que  los  se- 
ñores estaban  en  posesión  de  hacer ;  la  horca  ó  patíbulo  levantado 
en  medio  del  campo  y  la  picota  en  la  que  tenian  lugar  los  castigos 
corporales,  excepto  la  ejecución  capital.  La  horca  estaba  formada 
por  pilastras  de  piedra,  que  sostenían  un  travesano  de  madera, 
pendientes  del  cual  eran  estrangulados  tos  reos,  quedando  luego 
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expuestos  para  que  Iob  vieran  los  transeúntes.  La  horca  perteoe- 
eiente  á  un  simple  señor,  sólo  tenia  dos  pilastras,  la  del  Barón, 
cuatro,  la  del  Conde,  seis  y  la  del  Duque,  ocho.  La  picola  er^  un 
signo  uniforme  y  común  á  todos  los  señores  que  podían  administrar 
alta  justicia  y  podia  construirse  de  varias  maneras. 

Gonsistian  unas  en  un  poste  colocado  en  una  encrucijada  ó  pla- 
za publica  y  que  solía  ser  giratorio.  £n  la  parte  alta  se  veían  las 
armas  del  señor  y  debajo  de  ellas  habia  una  argolla  de  hierro. 
Otras  tenian  la  forma  de  una  escalera  y  un  madero  en  lo  alto,  con 
un  agujero,  por  donde  pudiera  pascar  la  cabexa  el  sentenciado. 

£1  Tribunal  del  señor  no  entendia  en  los  negocios  concernien- 
tes á  los  villanos  ó  plebeyos,  que  formaban  una  clase  intermedia, 
pues  que  no  eran  libres  ni  esclavos :  juzgábalos  un  bailio  en  repre- 
sentación del  señor. 

Otra  institución  aparece  en  la  historia  emanada  del  feudalismo 
y  que  contribuyó  eficazmente  á  destruirlo.  Merece  especialíbima 
4uencion,  porque  dio  vida  á  una  jurisdicción  de  nueva  especie,  la 
de  las  justicias  municipales.  Debilitando  considerablemente  el  feu- 
dalismo el  poder  y  autoridad  de  los  reyes,  creó  dos  naciones  dis- 
4intjas,  propietaria  del  terreno  la  una  y  completamente  desposeida 
y  pobre  la  otra :  la  primera,  lo  podia  lodo,  al  paso  que  sólo  habia 
«ufrimíentos  para  la  segunda,  que  carecía  de  faena  para  rechazar 
los  abusos  del  poder  y  no  hallaba  tampoco  protcccioa  en  las  leyes; 
puesto  que  A  alguna  vez  se  ocupaban  éstas  de  los  villanos ,  siervos 
ó  campesinos,  era  considerándolos  como  una  propiedad  que  habia 
precisión  de  asegurar  ai  señor.  El  vulgo ,  pues ,  oprimido  de  ese 
modo,  comenzó  á  odiar  el  régimen  feudal ;  y  los  débiles  que  aspi- 
raron á  poseer  los  derechos  de  la  humanidad,  se  asociaron  para 
•«acudir  un  yugo  que  habia  llegado  á  ser  intolerable ;  de  ahf  el  es- 
-tablecimiento  de  los  Comunes. 

'Antes  de  aparecer  el  feudalismo,  existia  una  clase  compuesta  de 
hombres  libres  que  habia  formado  parte  del  cuerpo  de  cada  na- 
ción en  los  siglos  que  siguieron  inmediatamente  á  la  conquista  y 
que  luego  quedó  fuera  de  la  jerarquía  feudal,  que  en  rigor  sólo  se 
^componía  de  señores,  vasallos  y  siervos;  puesto  que  esencial- 
mcBle  guerrera,  sólo  necesitaba  de  hombres  de  armas  y  de  otros 
>que  trabajaran  para  éstos. 

Por  tanto,  el  comercio  y  la  industria  ejercidos  por  hombres  li- 
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l)res,  no  tenia  asignado  lugar  alguno.  Ocupáronle  éstos,  no  obs- 
tante, asociándose  y  organizándose;  y  de  ahf  el  sistema  comunal, 
merced  al  cual  se  elevó  al  lado  de  la  cla^e  de  los  propietarios  y  de 
la  de  los  que  nada  poseían,  una  tercera,  compuesta  de  los  que  se 
dedicaban  á  la  industria  y  al  comercio,  y  que  solicitando  y  obte- 
niendo del  rey  ciertas  inmunidades,  llegó  á  poder  ejercer  abierta- 
mente sus  derechos.  Por  su  parte  los  reyes  reportaban  cierta  ulili- 
dad  al  otorgar  esas  concesiones^  porque  además  de  humillar  con- 
ellas  á  los  feudatarios,  daban  en  las  cartas  que  al  efecto  expedían, 
reglas  de  derecho  criminal  y  civil,  estableciendo  ó  confirmando 
costumbres  locales,  y  constituyendo  así  concejos  con  justicia  pro- 
pia. Emancipáronse  muchas  ciudades  y  el  derecho  consuetudinario, 
sancionado  como  se  acaba  de  indicar,  fué  la  base  y  origen  de  la 
justicia  municipal,  en  la  que  se  ve  intervenir  ya  á  la  sociedad,  de- 
fendiendo y  sosteniendo  con  mano  firme  y  severa  el  derecho.  La 
ciudad  es  un  poder  público,  y  cuando  advierte  haber  sido  menos* 
cabado  un  derecho,  acude  inmediatamente  á  restablecer  el  orden 
subvertido:  en  ella  se  encuentran  reunidos  y  asociados  hombres  l¡^ 
bres  é  independientes,  con  derechos  y  obligaciones  comnnes  á  to- 
dos; hay  que  velar  por  la  conservación  de  los  privilegios  adquirí^ 
dos;  y  por  otra' parte,  el  comercio  y  la  industria  exigen  medidas  de 
protección,  garantías  y  una  organización  especial.  Todo  esto  coa 
las  otras  mil  necesidades  creadas  por  la  agrupación  dentro  de  los 
muros  de  una  ciudad,  de  muchas  familias^  dio  lugar  á  que  seadop* 
taran  medidas  concernientes  á  la  policía,  seguridad,  subsistencias,, 
salubridad  y  otros  particulares,  que  constituyeron  una  administra- 
ción confiada  á  las  autoridades  municipales. 

Generalmente,  las  cartas  ó  concesiones  obtenidas  por  las  cin- 
dades,  conferían  á  sus  habitantes  el  derecho  de  ser  juzgados  por 
magistrados  de  su  elección.  En  España  se  dio  el  nombre  de  Fneros 
á  las  cartas  que  contenian  las  concesiones  de  que  se  acaba  de'ha- 
blar,  y  á  favor  de  las  cuales  procuraron  tos  reyes  vigorizar  al  pue- 
blo, sacándole  del  estado  de  postración  en  que  se  encontraba,  y 
restituirle  los  derechos  que  habia  perdido*  y  quebrantar  al  propio 
tiempo  el  poder  excesivo  de  la  nobleza.  Por  otra  parte,  al  invitar 
los  reyes  á  muchas  personas  á  establecerse  en  los  montes  y  terre- 
nos fronterizos,  expuestos  por  tanto  á  las  correrías  de  ios  moros,, 
se  veían  obligados  á  multiplicar  las  gracias  y  privilegios  que  ha- 
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bian  de  servir  de  estímuio  para  afrontar  el  peligro;  y  uno  de  ellos 
seUa  ser  el  de  quedar  libres,  los  que  iban  á  poblar  aquellas  tierras^ 
de  la  domkiaeion  de  ios  seSores ,  y  el  de  elegir  sus  magistrados. 
Esas  cartas  pueblas  y  fueros  amplificaron  iusensiblcmenfe  ios  de* 
recbos  y  representación  del  estado  genera! ,  hasta  el  punto  de  ha* 
cerlo  temible  á  los  grandes  señores:  y  es  muy  de  notar  que  con- 
tienen pantos  esencialisimos  de  nuestra  antigua  jurisprudencia  y 
del  derecho  público  de  Castilla  eii  la  Edad -media,  y  además  el 
germen  de  costumbres  y  leyes  de  nuestros  tiempos. 

El  fuero  de  la  ciudad  de  León  y  su  término  es  el  más  antiguo, 
y  fué  citado  ya  el  ano  40S2  en  sentencia  pronunciada  por  el  Go* 
bernador  de  León  y  su  alfoz  el  Conde  Flaino  Fernandez.  No  son 
menos  notables  los  de  Nájera,  Sepúlveda,  Logroño,  Salamanca  y 
otros,  encaminados  lodos  ellos  á  establecer  sólidamente  los  comu- 
nes de  villas  y  ciudades,  erigiéndolas  en  municipalidades  y  asegu- 
rando en  ellas  un  gobierno  templado  y  justo,  acomodado  á  las  cir 
cunstancias  especiales  de  cada  pueblo,  á  la  par  que  la  Constitución 
general  del  reino. 

Cumple  ahora  á  nuestro  propósito  ya  que  se  dejan  indicadas  las 
varias  jurisdicciones  que  con  el  feudalismo  surgieron,  ocuparnos 
de  un  Código  célebre  en  Francia^  y  que  por  el  carácter  de  genera- 
lidad que  revistió,  puede  muy  bien  decirse  que  fué  la  expresión 
más  elevada  del  derecho  criminal  en  la  Edad  Media.  Aludimos  á 
los  Establecimientos  de  San  Luis,  Código  publicado  por  Luis  FK  de 
Francia,  y  que  fué  ordenado  y  confirmado  en  pleno  parlaiñento 
por  los  barones  y  doctores  en  jurisprudencia.  Tuvo  por  objeto  con* 
seguir  se  administrara  la  justicia  con  uniformidad,  y  realizó  una 
verdadera  transacción  entre  la  autoridad  del  rey  y  la  aristocracia 
feudal;  siendo  muy  notable  también  por  cierto  espíritu  de  humani- 
dad relativa  de  justicia  y  progreso,  que  en  sus  disposiciones  se 
advierte.  No  dejan  al  arbitrio  del  Juez  la  designación  de  las  penas; 
no  se  fijan  en  la  condición  de  los  culpables  cuando  se  trata  del 
castigo  á  que  se  han  hecho  acreedores,  y  no  mencionan  para  nada 
ei  tormento;  de  modo,  que  bajo  esos  tres  puntos  de  vit^ta,  eviden- 
temente es  mucho  más  aceptable  la  legislación  de  Luis  IX  que  la 
de  épocas  posteriores,  porque  á  partir  del  siglo  xiv,  la  autoridad 
siempre  creciente  del  derecho  romano,  hizo  renacer  y  generali^ 
zarse  el  uso  del  tormento,  á  la  par  que  reapareció  asimismo  la  pe- 
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oalídad  discrecional  y  la  inicua  desigualdad  en  las  penas  segutt  la 
condición  del  reo,  desigualdad  que  el  Código  de  San  Luis  sólo  es* 
tablecia  para  un  caso,  el  de  que  un  vasallo  osara  alzar  la  nano 
contra  su  señor  pues  que  entonces,  si  era  noble,  perdía  su  feudo, 
y  si  pechero,  la  mano.  La  nobleza  se  indignó  al  ver  que  en  los  de- 
más casos  la  pena  era  igual  para  todos,  y  obtuvo  más  larde  eilra* 
Sos  privilegios  que  llegó  á  usar  sobre  el  mismo  cadalso,  y  que 
subsistieron  *  hasta  que  la  revolución  fué  bastante  fuerte  para 
abolirios. 

Mas  á  pesar  de  todo  esto,  como  era  imposible  que  los  errores  y 
pasiones  de  la  época  dejaran  de  ejercer  algún  influjo,  las  penas 
continuaban  siendo  excesivamente  duras  y  crueles.  Castigálnse  el 
hurto  por  la  primera  vez,  con  la  pérdida  de  una  oreja,  la  segunda 
con  la  de  un  pié,  la  tercera  con  la  horca,  lo  mismo  que  el  robo  y 
el  asesíoato;  reputábase  el  hurto  doméstico  como  una  traición  he- 
cha al  señor,  y  también  perecia  el  culpable  en  el  patíbulo.  Además, 
como  en  aquellos  tiempos  no  había  seguridad  alguna  en  los  cami- 
nos públicos,  sí  se  cometía  en  ellos  algún  robo,  era  el  reo  ahorca- 
do y  arrastrado,  y  sus  bienes  muebles  pertenecían  al  harón  ó  se- 
ñor del  lugar  donde  había  ocurrido  el  suceso,  quien  podía  quemar 
la  casa  de  aquel,  secar  sus  prados  y  arrancar  sus  árboles  y  sus  vi- 
ñas. Sacábanse  los  ojos  al  que  perpetraba  un  robo  en  una  iglesia  ó 
fabricaba  moneda  falsa,  y  eran  quemadas  vivas  las  mujeres  cóm- 
plices de  los  bandidos. 

Es  también  digna  de  mención  la  terrible  severidad  con  que  se 
<;astigaba  á  los  que  robaban  el  caballo  del  señor  y  á  las  mujeres 
encubridoras  de  ese  hecho.  Eran  éstas  enterradas  vivas  y  aquellos 
sufrían  la  pena  capital;  porque  en  aquel  tiempo,  en  que  la  guerra 
era  el  estado  normal  de  la  sociedad  y  la  exclusiva  ocupación  de  la 
nobleza,  considerábase  que  el  caballo  que  el  señor  montaba  en  la 
pelea,  y  al  que  no  pocas  veces  debía  su  salvación,  formaba  parte 
de  su  persona  y  debía  participar  de  sus  inmunidades  y  privilegios. 
Todavía  estaba  en  vigor  en  París,  durante  el  siglo  xv,  la  bárbara 
•costumbre  de  enterrar  vivas  á  las  encubridoras  del  delito  de  robo, 
como  lo  demuestra  la  historia  de  Petra  Mangar.  Convicta  ésta  de 
haber  protegido  y  ocultado  á  varios  ladrones,  fué  condenada  por 
«I  preboste  de  París,  Roberto  d'Estouteville,  á  ser  enterrada  viva 
aI  pié  del  patíbulo,  Apeló  aquella  ante  el  Parlamento  y  éste  coa* 
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firmó  la  sentencia,  que  fué  ejecutada  por  Enrique  Cousin,  verdu- 
go de  la  ciudad.  Más  tarde  el  emperador  Carlos  Y  aplicó  esa  mis* 
ma  pena  en  una  ordenanza  promulgada  en  4  de  Octubre  de  4540» 
i  las  mujeres  que  resultaban  culpables  de  herejía. 

Pero  en  los  Eitableetmientoi  de  San  Luis,  se  asignaba  la  pena 
del  fuego  á  todos  los  crímenes  cuyo  conocimiento  correspondía  á  la 
Iglesia,  y  entre  los  que  aparecían  en  primer  término ,  la  herejía  y 
el  vicio  contra  la  naturaleza. 

£1  obispo^  juez  natural  en  materia  de  fé,  lo  era  también  del  últi* 
mo  de  los  expresados  delitos,»  considerándose  todo  esto  relacionado, 
porque  los  tribunales  eclesiásticos  juzgaban  á  los  infieles  y  estaba  asi- 
milada la  unión  carnal  con  mujeres  judías^  turcas  ó  paganas  y  de- 
más infieles,  al  crimen  contra  lanaturaleza,  ácansa  de  ser  reputadas 
las  mismas  como  bestias.  Imposible  parece  que  el  fanatismo  y  la 
intolerancia  hayan  llegado  al  extremo  de  sostener  tales  absurdos  y 
monstruosidades*  completamente  en  oposición  con  la  mansedum- 
bre y  caridad  evangélicas:  y  adviértase  que  vemos  expresada  to^ 
davía.esa  idea  de  equiparar  á  una  bestia  á  la  mujer  que  no  profesa 
la  religión  católica,  por  un  contemporáneo  de  Fenelon  y  Hacine: 
por  Bouvet^  preboste  general  de  los  ejércitos  de  Luis  XIY  en  Ita- 
lia (1).  ¡Tan  lentamente  van  infliiyendo  los  progresos  de  la  civili- 
zación y  de  las  costumbres  en  las  leyes  penales! 

Por  lo  demás,  todo  lo  relativo  á  magia  y  hechicerías  era  con- 
siderado como  atentatorio  contra  la  majestad  divina,  y  bajo  ese 
concepto  quedaba  sometido  á  la  jurisdicción  de  la  Iglesia,  que  se 
hallaba  á  la  sazón  en  todo  su  apogeo.  Ta  desde  la  descomposición 
y  caida  del  Imperio  romano,  hablan  ido  adquiriendo  gran  prepon- 
derancia los  Obispos,  encargándose  de  las  funciones  públicas ,  en 
muchos  puntos  en  que  no  estaba  la  autoridad  civil  en  i^ituHcion 
propia  para  desempeSarhis.  Los  mismos  Bárbaros  les  confiaron  la 
dirección  de  los  negocios  públicos,  en  lugares  donde  todo  estaba 
en  desorden;  y  luego  poco  á  poco  fué  tomando  amplitud  la  juris- 
dicción de  ese  modo  adquirida,  estendiéndose  al  conocimiento  de 
toda  causa,  en  que  de  cualquier  modo  se  hallaba  envuelta  alguna 


( 1 )    Maneríu  admirables  de  éescubr  ir  toda  clase  de  crímenes  y  sor^ 
iüegias,  París,  1671. 
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idea  religiosa.  Carlomagoo  procuró  despacs  fijar  los  limites  del  po- 
der clerical  y  del  civil,  y  estableció  que  los  eclesiásticos  podieran 
resolver  en  lodos  los  negocios  que  alguna  de  las  partes  interesadas 
les  presentara;  y  á  favor  de  esa  disposición  fueron  muchos  los  que 
acudieron  al  tribunal  de  la  Iglesia,  porque  temían  encontrar  menos 
saber  y  equidad  en  los  Jueces  seglares.  Agregóse  á  todoesto  la  cir* 
cunstancia  de  haberse  convertido  luego  los  Obispos  y  Abades  en  se- 
ñores Teudales,  con  lo  que  adquirieron,  como  era  natural,  los  de- 
rechos anejos  á  ese  carácter,  llegando  asi  á  ejercer  cierta  domina- 
ción entre  los  magnates  y  á  intervenir  en  la  confección  de  las 
leyes  y  hasta  en  el  nombramiento  de  los  soberanos.  Por  último,  fué 
acrecentándose  basta  tal  punto  el  poder  de  la  Iglesia,  que  casi  lle- 
gó á  realizarse  una  completa  absorción  de  la  ley  liica  por  la  ecle- 
siástica, estableciéndose  en  las  falsas  decretales  principios  de  abso- 
luto dominio. 

San  Luis  intentó  codtener  la  invasión  del  Episcopado  en  los 
asuntos  temporales,  cuyo  conocimiento  sólodebia  ser  de  la  compe- 
tencia de  los  jueces  civiles^  y  ordenó  que  oyeran  éstos  á  los  exco- 
mulgados, ya  fuesen  demandantes  ó  acusados,  y  que  los  prebostes 
se  informaran  de  la  causa  que  habia  motivado  la  excomunión)  an- 
tes de  proceder  á  la  prisión  y  embargo  de  bienes,  para  que  fuera 
llevada  á  efecto  la  sentencia  del  Obispo;  añadiendo  que  si  el  sen- 
tenciado habia  interpuesto  apelación  ,  debian  aquellos  abstenerse 
de  tomar  medida  alguna. 

Por  lo  demás,  la  Iglesia  seguía  un  sistema  uniforme,  y  de  que 
no  se  apartó  jamás,  en  lo  relativo  á  los  crimenes  que  el  poder  civil 
sometia  á  su  conocimiento  y  jurisdicción.  Limitábase  á  instruir  el 
proceso  en  que  quedaban  esclarecidos  los  hechos,  y  á  dirigir  á  los 
culpables  las  convenientes  amonestaciones,  aplicándoles  las  penas 
eclesiásticas,  y  dejajido  que  la  justicia  civil  impusiera  las  que  exi- 
gían derramamiento  de  sangre^  quia  Eccleria  abhorret  á  sanguine. 
El  reo  convicto  de  incredulidad  ó  hechiceria,  era  entregado  al  bra- 
zo secular,  que  lo  hacía  quemar  en  la  hoguera;  de  modo  que,  si 
bien  es  cierto  que  la  Iglesia  no  pronunciaba  la  sentencia  ni  se  en- 
cargaba de  su  ejecución,  hay  que  convenir,  no  obstante,  en  que  el 
fallo  eclesiástico  daba  lugar  indefectiblemente  al  del  jues  lego, 
con  lo  que  venia  á  ser  de  todo  punto  ilusoria  la  pretendida  suavi- 
dad de  los  tribunales  eclesiásticos.  En  vano  ante  esa  consideración^ 
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como  lo  observa  muy  bien  Mr.  Laurent,  querrán  aquellos  lavari^e 
las  maoos  de  la  sangre  de  los  sectarios  y  herejes.  No  eran  ellos  los 
que  encendían  las  hogu^as,  pero  ¿ignoraban  acaso  al  entregar  á 
los  reos  al  juez  lego,  las  consecuencias  inevitables  de  ese  hecho? 
¿Quién  es  el  verdadero  culpable  en  el  caso  de  aplicarse  á  un  ino- 
cente la  pena  de  muerte?  ¿Lo  es  el  brazo  que  hiere  o  el  que  armó 
ese  brazo?  ¿Lo  es  el  verdugo  ó  el  juez  ?  Con  arreglo  á  esos  princi- 
pios se  instruyó  el  proceso  de  Juana  de  A.rco,  y  otros  que  mencio- 
naremos más  adelante  al  ocuparnos  de  la  Inquisición. 

El  progreso  constante  denlas  ideas,  ha  contribuido  andando  el 
tiempo,  no  sólo  á  que  se  haya  quitado  á  la  Iglesia  el  conocimiento 
de  muchos  hechos  que  eran  antes  sometidos  á  su  juicio,  sino  lo  que 
es  más,  á  que  hayan  dejado  de  ser  apreciados  como  delitos  socia- 
les, borrándose  de  los  códigos  la  penalidad  que  tenían  asignada; 
pero  para  llegar  á  este  resultado,  para  fijar  en  una  palabra  la  lí- 
nea que  separa  el  delito  del  pecado  y  comprender  que  sólo  á  Dios 
corresponde  penar  este  último,  ha  sido  preciso  el  trascurso  de  si- 
glos. En  varías  épocas  y  por  mucho  tiempo  estuvo  rigiendo  una 
legislación  penal  que  conocidamente  tendía  al  triunfo  y  predonti- 
nio  de  una  religión  ó  clase  determinada^  persiguiendo  la  inmorali- 
dad hasta  bajo  la  forma  del  pecado,  castigando  hasta  los  errores  del 
pensamiento,  con  absoluto  menosprecio  do  la  primera  y  más  nece- 
saria de  las  libertades,  porque  es  fuente  y  origen  de  todas;  de  la 
libertad  de  conciencia.  Obedeciendo  á  tan  absurdos  principios,  se 
instruyeron  procesos  contra  los  herejes  y  hechiceros  y  aparecieron 
tribunales,  que  empleando  horribles  instrumentos  de  tortura,  se 
eoBstituian  en  vengadores  de  la  Divinidad,  estableciendo  un  siste- 
ma de  persecución  é  intolerancia  incompatible,  por  completo  con 
todo  gteero  de  libertad  y  que  anulaba  y  hacia  ilusorios  los  dere- 
chos más  sagrados;  y  entre  ellos  uno  muy  principal,  el  de  pensar 
cada  cual  según  le  dicte  su  razón  y  su  conciencia.  En  materias  re- 
ligiosas, lo  mismo  que  en  las  filosóficas,  es  necesario  que  todo  pue- 
da ser  examinado  y  discutido;  porque  sólo  así  se  desenvuelve  el 
entendimiento  humano,  y  se  depuran  y  fijan  las  creencias;  si  bien 
no  debe  permitirse  nunca  que  se  emplee  el  ultraje  en  la  dii^cusion, 
ni  acompañe  la  burla  y  el  sarcasmo  al  libre  examen. 

Al  tratar  del  Tribunal  de  la  Inquisición  y  de  sus  inicuos  pro- 
cedimientos, tendremos  ocasión  de  insistir  en  estas  apreciaciones; 
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ahora  conviene  y  es  de  interés  pasar  á  ocuparnos  de  los  principios 
y  reglas  Je  penalidad  observados  en  Alemania  durante  la  Edad 
Media^  porque  son  muy  dignos  de  estudio  y  no  para  echados  en  ol- 
vido ciertos  caracteres  muy  especiales  que  presentan. 


CAPITULO  VII. 

Alemania  en  la  Edad  Media. — Excesivo  rigor  de  la  penalidad  germániea.— fimbd- 
lismo  de  los  castigos. — Tribunales  vehéoieos. — Procedimiento  seer^. — ^Moli- 
ficaciones introducidas  en  tiempo  de  la  Reforma. 

Entre  las  varias  naciones  que  ocupan  un  lugar  preferente  en  la 
historia  de  la  Edad  Media,  distingüese  Alemania  de  un  modo  muy 
especial  en  el  orden  de  ideas  propio  del  asunto  objeto  de  nuestro 
estudio,  bajo  tres  diversos  conceptos;  á  saber:  por  el  excesivo  rigor 
de  las  penas  que  en  aquel  pafs  se  imponian;  por  el  carácter  simbó- 
lico de  las  mismas,  y  por  los  Tribunales  encargados  de  juzgar  á 
los  delincuentes  y  su  manera  particular  de  proceder. 

Después  de  ocurrir  la  desmembración  del  Imperio  de  Cario- 
magno,  continuó  todavía  siendo  por  mucho  tiempo  la  base  y  fun- 
damento del  derecho  criminal  germánico,  el  wergeld  ó  composi* 
cion;  si  bien  fueron  estableciéndose  poco  á  poco  varias  escepciones, 
adquiriendo  así  mayor  amplitud  el  derecho  de  la  sociedad  á  casti- 
gar^ atendiendo  á  sus  intereses,  acciones  que  la  inferían  un  per- 
juicio más  ó  menos  directo.  Pero  á  medida  que  iban  desapareciendo 
las  transacciones  de  los  agraviados  con  los  culpables,  tenia  lugar 
la  aplicación  de  penas,  que  eran  tanto  más  terribles,  cuanto  que 
había  sido  exagerado  de  propósito  su  rigor^  con  el  fin  de  conseguir 
que  los  reos  procuraran  evitarlas,  aviniéndose  á  satisfacer  enormes 
sumas. 

Cuando  desapareció  por  completo  el  derecho  de  composición  ó 
rescate  por  dinero^  los  legisladores,  pusieron  exquisito  cuidado  en 
asignar  á  los  delitos,  penas  cuyo  rigor  y  dureza  estuviera  en  pro- 
porción con  la  gravedad  de  la  acción  ejecutada  por  el  culpable; 
pero  sin  establecer  escala  alguna  regular  de  ellas,  y  dejando  las 
más  de  las  veces  al  capricho  del  juez  el  graduarlas.  Todas  acu- 
san por  lo  demás  la  salvaje  ferocidad  de  aquellos  tiempos,  por- 
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que  sabido  es,  que  eu  las  leyes  suelen  reflejarse  siempre  fielmente 
la«  costumbres  y  usos  dominantes  en  la  época  en  que  fueron  dic- 
tadas. Todos  los  suplicios  en  Toga  eran  terribles:  la  espada,  la  hor- 
ca,  la  hoguera»  la  rueda,  la  asfixia  por  inmersión»  el  enterramiento 
del  criminal  vivo  todavía»  y  el  descuartizamiento;  hé  ahí  las  pena» 
más  comunmente  usadas  en  toda  la  Alemania  feudal.  Ahorcábase  á 
los  ladrones  si  excedia  de  cierta  cantidad  el  valor  de  lo  robado^  y 
en  otro  caso  se  les  quemaba  ó  fracturaba  alguno  de  sus  miembros. 
Los  apóstatas»  nigrománticos,  envenenadores»  eran  quemados  vi- 
vos» conviniendo  en  esto»  según  se  ve»  la  legislación  germánica  con 
la  de  los  E$tabl€Cimientc&  de  San  Luis,  v  obedeciendo  ambas  á  la 
influencia  del  derecho  romano  de  Teodosio  y  Justiniano.  Cortábase 
la  cabeza  á  los  polígamos»  raptores,  adúlteros  y  culpables  del  delito 
de  violación;  y  los  traidores  y  desertores  eran  descuartizados.  E^te 
suplicio  y  e)  de  la  rueda,  que  se  aplicaba  á  los  salteadores  de  ca- 
minos, merecen  especial  mención. 

La  historia  de  los  primeros  tiempos  de  Roma  nos  ofrece  ya  un 
caso  en  que  fué  aplicada  la  pena  de  descuartizamiento ;  el  del  dic- 
tador de  Alba»  Metius  Suffetíus,  que  fué  ejecutado  de  esa  horrible 
manera.  Un  escritor  del  siglo  XYI,  Tornaudes,  describe  también  un 
suplicio  de  igual  género  impuesto  por  el  rey. godo,  Ermanarico,  á 
la  mujer  de  un  desertor  de  una  tribu  que  acababa  de  someter.  Sva- 
nibilda,  que  asi  se  llamaba  aquella  infeliz»  fué  descuartizada  por 
caballos  indómitos  á  los  que  se  la  dejó  atada  y  que  partieron  en 
distintas  direcciones*  Sus  hermanos»  Sarus  y  Animio,  la  vengaron 
dando  una  estocada  en  el  costado  al  rey. 

Por  lo  que  hace  al  otro  suplicio  de  la  rueda»  Alemania  fué  la 
primera  nación  que  lo  consignó  en  sus  leyes.  Federico  Barbaroja 
impuso  ese  castigo»  en  constitución  promulgada  en  1  i 56,  á  los  reos 
de  asesinato  que  hubieren  acechado  á  su  víctima ;  y  la  historia  re- 
gistra el  hecho  de  haber  dado  muerte  al  Arzobispo  de  Colonia» 
Eugeberto»  el  ano  i226»  el  Conde  Federico  de  Iseuberg»  que  fué 
condenado  á  morir  en  la  rueda.  Por  lo  demás,  véase  la  descripción 
que  de  ese  suplicio  hace  un  alemán  que  escribía  en  tiempo  en  que 
aun  se  hallaba  aquel  en  vigor»  Conrado  Celtes»  profesor  de  elocuen- 
cia y  bibliotecario  de  Maximiliano  L  «No  crucifican»  dice  ese  es-* 
critor»  á  los  bandidos  y  parricidas»  ni  los  cosen  dentro  de  un  saco, 
sino  que  quebrantan  las  coyunturas  de  los  brazos  y  piernas  por 
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medio  de  raedas  de  puntas  agudas,  y  después,  pulverizados  así  I09 
huesos^  el  verdugo  hace  girar  con  precipitado  impulso  la  cabeza, 
entrañas  y  los  hombros  del  sentenciado^  lanzando  el  alma  del  íd- 
fortunado,  fuera  de  su  amada  morada  y  de  su  íntimo  asilo.  Que- 
da luego  expuesto  á  las  aves  de  rapiña  aquel  cuerpo  informe  y  des- 
trozado, que  todavía  respira  y  cuyas  venas  conservan  aun  el  calor 
vital  Trátase  á  algunos  con  menos  craeldad ,  decapitándolos  con 
la  espada  y  colocando  á  seguida  el  tronco  sobre  el  patíbulo  6  la 
rueda,  ensañándose  ya  tan  sólo  en  un  cuerpo  inanimado.  Y  no  se 
deja  á  los  infelices  caminar  por  su  pié  hacia  el  lugar  del  suplicio, 
sino  que  son  arrastrados  sujetos  á  la  cola  de  un  caballo,  por  cima 
de  pedruscos,  hoyos  y  conductos  de  agua  de  las  calles  y  plazas  pú- 
blicas^ destrozándose  su  cuerpo  á  semejanza  del  de  Hipólito,  cuya 
suerte  nos  hace  llorar  una  célebre  tragedia ;  y  eso  sin  contar  las 
uñas  de  hierro  y  las  pinzas  enrojecidas  al  fuego,  con  que  son  ate- 
nazadas y  desgarradas  las  partes  más  carnosas  del  cuerpo,  pene- 
trando aquellas  hasta  los  nervios  y  tos  músculos.»  «Tai  es,  continúa 
Celtes,  el  triste  espectáculo  que  ofrecen  los  rigores  de  la  penalidad 
germánica;  y  eso  no  obstante,  todavía  no  se  considera  castigo  bas- 
tante ejemplar  y  eficaz,  abandonar  á  los  dientes  de  los  perros  y  al 
pico  de  las  aves,  cuerpos  despedazados,  troncos  y  Aiiembros  cubier- 
tos de  sangre. 

A^brense  las  entrañas  de  los  enemigos  de  la  patria  y  de  los  qae 
conspiran  contra  ella;  y  el  verdugo,  cual  si  fuese  un  arúspice  ó  ana^ 
tomista,  escudriña  el  corazón  y  después  de  arrancar  los  intestinos, 
divide  unas  veces  en  cuatro  partes  el  cuerpo  vacio  y  otras  corta 
las  manos  y  las  piernas,  habiendo  llegado  á  ser  una  costumbre  en 
cierto  modo  sagrada,  clavar  los  cadáveres  de  los  criminales  en  pi- 
cotas ó  cruces  colocadas  fuera  de  las  puertas  de  la  ciudad  ó  espo- 
ner los  cuatro  trozos  del  cadáver  en  la  dirección  de  los  cuatro  pun- 
tos cardinales  del  horizonte.  Tan  atroz  es  la  vindicta  pública  en 
Germania.i» 

Enumera  á  continuación  Celtes  los  castigos  que  solian  imponer- 
se á  las  mujeres  y  que  consistian  en  sumergirlas  cosidas  dentro  de 
sacos,  arrojarlas  al  fuego  y  enterrarlas  vivas;  y  concluye  con  esta 
reflexión:  «Todas  esas  penas  y  torturas,  no  impiden  que  vayan 
aglomerándose  crímenes  sobre  crímenes:  el  esfífritu  perverso  de 
ciertos  hombres  es  más  fecundo  en  inventar  nuevas  maldades,  que 
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^1  de  los  jueces  en  imaginar  suplicios  que  los  igualen  en  horror  (1). 

Esa  reflexión  acerca  de  la  ineflcacia  de  tan  horribles  castigos, 
expresada  por  un  publicista  que  indudablemente  aventajaba  en 
ilustración  á  sus  contemporáneos,  responde  á  un  pensamiento  que 
muy  acertadamente  prevalece  hoy  en  todo  buen  sistema  penal;  y 
es  el  de  que  el  objeto  á  que  debe  tender  la  justicia  humana,  más 
que  la  expiación,  ha  de  ser  la  represión  y  la  reparación  del  mal; 
desprendiénclose  de  ahí^  que  no  conviene  en  manera  alguna  que  la 
ley  vaya  más  allá  del  máximun  de  rigor,  que  la  razón  y  la  expe- 
riencia presenten  como  suficiente  contrapeso,  para  los  mayores  crí- 
menes y  más  terribles  excesos  de  perversidad.  Si  porejcmplo,  se  ha 
juzgado  que  ese  máximun  consiste  en  la  pena  de  muerte,  todos  los 
suplicios  que  vayan  encaminados,  no  solo  á  privar  de  la  existencia 
al  criminal,  sino  á  prolongar  sii  agonía  aumentando  sus  sufrimien- 
tos^ son  otros  tantos  atentados  imputables  á  la  sociedad  y  otros 
tantos  ejemplos  de  ferocidad  y  violencia  que  el  mismo  legislador 
ofrece  á  la  maldad.  Asi  pues,  cuando  se  fija  la  atención  en  los  bár- 
baros castigos  de  que  dejamos  hecha  mención  y  en  los  que  en  los 
pueblos  más  civilizados  se  imponian  todavía  un  siglo  atrás,  hay 
^ue  afirmar  con  Rossi,  que  los  legisladores  han  rivalizado  con  los 
malhechores,  en  maldad  y  fiereza^  y  preciso  es  también  confesar, 
que  han  quedado  vencedores  más  de  una  vez  en  tan  espantosa  lu- 
cha. No  han  respetado,  ni  el  carácter  serio  de  Injusticia^  ni  la  hu- 
manidad, ni  el  pudor. 

Por  punto  general,  las  leyes  no  determinaban  de  un  modo  ab- 
soluto en  la  Alemania  feudal  la  clase  de  pena  ó  suplicio  que  el 
Juez  debia  imponer  á  cada  delincuente,  sino  que  dejaban  al  arbi- 
trio del  mismo  agravar,  moderar  ó  combinarlos  castigos,  según 
que  estimaban  más  ó  menos  perverso  al  reo  ó  mediaban  ciertas  cir- 
cunstancias que  contribuían  á  dar  mayor  ó  menor  gravedad  al  cri- 
men cometido.  Ese  sistema  produjo  horribles  resultados,  porque 
impasibles  y  destituidos  de  todo  sentimiento  de  humanidad  y  mise- 
ricordia los  jueces  de  aquel  tiempo,  sólo  atendían  á  causar  profun- 


(I]    Conrado  Celtes.  De  origine^  silu,  moribus  et  instiM,  Geraia- 
nÚB.  Dk  pobnis.  cap.  xiv. 
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do  terror  al  culpable,  ideando  suplicios  cuyo  horror  estuviera  i  la 
altura  misma  de  lo  atroz  del  crimen;  así  que,  si  se  recorren  \o^ 
anales  judiciales  de  los  diversos  Estados  alemanes  de  la  Edad- 
Media^  causa  asombro  ver  mencionados  en  cada  página,  criniina- 
les  atenaceados  con  hierros  candentes,  arrojados  vivos  á  la  hoguera,, 
cocidos  en  calderas  de  aceite  hirviendo  y  descuartizados;  y  otros 
muchos  reincidentes,  pero  en  delitos  de  escasa  importancia,  contra 
la  propiedad  ó  las  costumbres,  con  los  ojos  ó  las  orejas  arrancados: 
ó  encerrados  entre  cuatro  paredes,  de  modo  que  no  pudieran  ver 
el  sol  y  la  luna,  y  con  sólo  un  agujero  para  pasarles  el  necesario- 
sustento. 

Hemos  dicho  al  principio  de  este  capitulo,  que  otra  de  las  cosas^ 
que  aparte  de  la  excesiva  crueldad  de  las  penas,  distinguía  á  la  le- 
gislación alemana  de  la  Edad-Medfa,  era  el  carácter  simbólico  de 
los  castigos:  y  necesariamente  debía  suceder  así  tratándose  de  un 
pais  que,  por  efecto  de  su  genio  poético,  amaba  en  todo  las  imá- 
genes, y  lo  que  podia  imprimir  una  forma  sensible  á  las  concep- 
ciones del  entendimiento.  En  todas  partes  se  procuró  revestir  á  la 
pena  de  un  carácter  análogo  al  delito,  á  fia  de  que  se  comprendiera 
bien  su  sentido,  pero  en  ninguna  se  desenvolvió  tanto  ese  simbo- 
lismo como  en  Alemania. 

En  algunos  pueblos  de  la  antigüedad,  si  se  descubría  que  una 
joven  soltera  se  hallaba  en  cinta,  era  enterrada  viva  debajo  del 
hielo,  para  que  en  tan  frío  lecho  se  apagara  el  fuego  ardiente  de  la 
concupiscencia:  hé  ahí  un  símbolo  por  vía  de  contraste.  Los  sajo- 
nes empalaban  á  las  infanticidas,  indicando  asi  la  ley  á  las  madres 
desnaturalizadas  que  debían  perecer  por  las  entrañas,  ya  que  ha- 
bían dado  muerte  al  fruto  de  sus  entrañas.  En  la  alta  Alemania,  el 
cazador  furtivo  sorprendido  iufraganti,  era  atado  á  un  ciervo  y 
luego  lanzado  éste  á  través  de  los  espinos  y  honduras  de  los  bos- 
ques. No  eran  menos  simbólicas  que  las  precedentes^  las  penas  que 
consistían  en  cortar  la  lengua  á  los  que  habían  proferido  blasfe- 
mias, y  al  perjuro,  los  dedos  con  que  había  tocado  cosas  santas  al 
invocar  la  Divioidad. 

Ricardo  de  Inglaterra  hizo  promulgar  en  11^9  una  ley  que  dis- 
ponía se  untara  de  pez  después  de  rapada,  la  cabeza  del  ladrón 
nocturno,  y  se  sacudiera  sobre  ella  la  pluma  de  una  almohada.,  En 
el  Hesse  superior,  si  una  mujer  maltrataba  de  obra  á  su  marido^ 
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era  paseada  montada  ea  un  asno»  llevado  del  ronzal  por  el  pacien- 
te cónyuge. 

Nos  estenderíamos  demasiado  si  hubiéramos  de  enumerar  todas 
las  penas  simbólicas:  bástanos  hacer  constar  que  fué  su  patria  na- 
tural la  Alemania,  país  dado  á  melancólicas  meditaciones  y  miste* 
riosos  ensueños,  que  no  dejaron  de  ejercer  cierta  influencia,  no  sólo 
en  la  penalidad  como  se  ha  vi^to,  sino  en  los  procedimientos  em- 
pleados para  su  aplicación^  dando  lugar  á  la  creación  de  ios  tribu- 
nales secretos. 

Han  creído  muchos  que  esos  tribunales,  llamados  de  la  Santa 
Vecheme,  palabra  antigua  alemana  que  significa  juicio,  fueron  es- 
tablecidos por  Cario  Magno  y  su  contemporáneo  el  Papa  León  III; 
mas  según  todas  las  probabilidades,  existieron  con  anterioridad, 
confundiéndose  su  origen  con  el  de  las  más  antiguas  jurisdicciones 
germánicas.  En  el  Ducado  de  Westfalia  administró  justicia  desde 
los  tiempos  más  remotos,  el  tribunal  del  Conde-,  y  los  que  lo  com- 
ponían, propietarios  de  tierras  que  nunca  habían  formado  feudo, 
eran  apellidados  jueces  francos.  Cuando  más  tarde,  con  el  incesan- 
te aumento  de  las  jurisdicciones  señoriales^  llegó  á  introducirse 
cierta  anarquía  y  á  debilitarse  notablemente  la  autoridad  suprema 
de  los  Imperios  en  las  provincias,  la  fuerza  y  la  violencia  fueron  al 
propio  tiempo  ocupando  el  lugar  del  derecho,  quedando  menospre- 
ciado el  poder  judicial,  porque  los  acusados  no  comparecían  si  se 
les  llamaba  y  no  había  medio  de  aplicar  la  pena  á  los  contumaces. 
En  semejante  situación,  se  comprendió  que  había  necesidad  de  ex- 
tender y  regenerar  los  Juzgados  francos  que  venían  á  ser  tri- 
bunales territoriales,  con  distrito  determinado  en  el  que  ejrrcian 
jurisdicción  sobre  las  personas  no  sometidas  á  la  feudal,  en  las  cau- 
sas criminales.  Esos  tribunales  fueron  los  que  adquirieron  gran  ce- 
lebridad y  á  los  que  se  dio  el  nombre  de  tribunales  vehémicos. 
Provino  sn  nueva  organización  de  un  tratado  con  los  Barones  del 
Imperio,  sancionado  por  el  Emperador,  de  quien  emanaba  la  au- 
toridad que  ejercían.  Por  lo  demás^  aquellos  Jueces  procuraban  á 
todo  trance  alcanzar  á  los  criminales,  donde  quiera  que  hubieran 
podido  refugiarse  y  aplicarles  el  castigo  antes  de  que  llegaran  á 
apercibirse.del  golpe  que  les  amagaba.  Lo  formidable  y  extraño  de 
los  medios  que  emplearon  para  conseguir  aquellos  fines  y  el  secre- 
to en  que  envolvían  sus  procedimientos,  ha  hecho  que  el  nombre 


48i  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

de  Jueces  francos,  á  la  par  que  el  de  los  Diez  de  Venécia  y  el  de 
los  Inquisidores  de  España,  proyecte  fúnebre  y  odiosa  sombra  so- 
bre la  historia  de  su  tiempo. 

La  Yeheroa  había  fijado  su  residencia  principal  en  Dortmond 
(Ycstfalia),  y  desde  allí  extendía  su  acción  á  toda  la  Alemania. 
Háse  dicho,  con  inexactitud,  que  los  Tribunales  Vehéroícos  eeie- 
brabau  sus  sesiones  de  noche  y  en  sitios  recónditos  ó  subterráneos: 
la  Yeheraa,  que  hizo  temblar  ¿  los  Principes  más  poderosos,  qae 
en  varias  ocasiones  opuso  tenaz  resistencia  á  reiteradas  órdenes  de 
los  Emperadores,  y  que  en  14S4  osaba  ordenar  á  Federico  III  se 
abstuviese  de  sustraer  al  Duque  Guillermo  de  Sajonia  á  su  juris* 
dicción ,  pues  de  otro  modo  seria  citado  ¿I  mismo  á  compare- 
cer ante  la  barra;  la  Yehema,  quettodo  eso  hacia,  se  sentía  dema-> 
siado  fuerte  para  pensar  en  ocultarse  á  favor  de  las  sombras  de  la 
noche. 

Complicadas  y  numerosas  ceremonias  acompañaban  la  inicia- 
ción del  Juez  franco;  el  iniciado  se  hincaba  de  rodillas  ante  el 
Tribunal  y  ponía  dos  dedos  sobre  una  espada,  cuya  empuñadura 
figuraba  una  cruz,  y  sobre  un  lio  de  cuerdas  colocado.en  una  mesa; 
repetía  en  seguida  una  fórmula  que  el  Presidente  le  dictaba,  y  por 
la  que  juraba  ser  fiel  al  Tribunal  vehémico,  «defenderlo  contra  el 
agua,  el  sol,  la  luna,  las  estrellas,  las  hojas  de  los  árboles,  los  seres 
vivos  de  la  tierra  y  todo  lo  creado  por  Dios  entre  cielo  y  tierra; 
contra  el  padre,  la  madre,  hermanos,  hermanas,  hijos  y  todos  los 
hombres  en  fio,  excepto  el  Jefe  del  imperio,  y  denunciar  al  Tri- 
bunal secreto  los  delitos  de  &u  competencia  de  que  llegara  á  ser 
sabedor,  á  hn  de  que  fueran  juzgados  los  culpables  como  corres- 
pondiere en  derecho.»  Después  de  esto,  el  Presidente  hacia  cubrir 
al  Juez  franco  y  le  explicaba  el  sentido  de  las  cuatro  misteriosas 
letras  de  la  Yebema:  S.  S.  G.  6.,  que  eran  las  primeras  de  cuatro 
palabras  que  significaban  en  alemán:  po/o,  piedra,  yerba  y  llanto^ 
y  servían  de  signo  para  conocerse  entre  sí  los  iniciados.  Revelábale 
además  cuál  era  la  palabra  que  Carlomagno  había  designado  para 
el  propio  objeto  y  el  saludo  y  contestación  que  los  Jueces  francos 
debían  dirigirse  siempre  que  se  encontraran.  Terminaba,  por  últi- 
mo, preguntando  al  Juez  qué  suplicio  debía  aplicarse  al  que  se  re- 
sistiera á  cumplir  los  mandatos  del  Tribunal  ó  descubriera  sus  se- 
cretos, y  el  nuevo  escabino  contestaba  recitando  un  artículo  del 
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Código  de  Dortmond,  cuyo  contexto  era  el  siguiente:  «El  que  divuU 
gue  cualquiera  cosa  del  Tribunal  secreto  ó  desobedezca  sus  órde- 
nes, deberá  ser  detenido;  se  le  Tendarán  luego  los  ojos,  atarán  las 
oíanos  á  la  espalda  y  se  le  colocará  boca  abajo;  en  cuya  posición, 
abriéndole  el  cuello  por  detrás,  le  será  arrancada  la  lengua  por  la 
nuca,  colgándolo  á  una  altura  siete  veces  mayor  que  la  de  la  horca 
donde  acaban  los  reos  convictos  de  robo.» 

Horrible  suplido  en  verdad,  pero  tan  misterioso  terror  infundía 
la  Yebema,  que  el  Papa  Pío  II,  elegido  en  i458,  asegura  no  haber 
sido  aplicado  aquel  una  sola  vez.  La  terrible  asociación  de  que  nos 
ocupamos,  llegó  á  contar  cuando  estuvo  en  su  apogeo,  más  de  cien 
mil  iniciados  y  no  se  sabe  que  ninguno  de  ellos  revelara  el  secreto 
desusdeUberaciones.  No  debe»extranarse  que  alcanzara  tan  alto 
grado  de  desenvolvimiento,  porque  su  fuerte  y  poderosa  organiza- 
ción y  la  inviolabilidad  perfectamente  asegurada  á  los  agentes  en- 
cargados de  cumplir  sus  fallos  y  decretos,  podian  servir  única- 
mente de  freno  en  los  tiempos  en  que  desarrolló  su  acción  y  hacer 
que  pudiera  administrarse  justicia  en  medio  de  la  ruina  de  todos 
los  poderes,  causada  por  las  luchas  que  los  emperadores  habian 
sostenido  con  la  nobleza. 

Al  principio,  el  tribunal  de  la  Santa  Yebema  codocíó  de  los  de- 
litos contra  la  religión;  pero  no  tardó  luego  en  ir  estendiendo  su 
jurisdicción  y  se  arrogó  por  ultimo  el  derecho  de  juzgar,  no  solo 
las  infracciones  de  los  mandamientos  de  Dios,  si  que  también  la 
abjuración,  profanación  de  iglesias  y  cementerios;  la  usurpación 
por  medio  de  la  astucia  del  supremo  poder,  el  robo,  asesinato,  in- 
cendio*y  la  desobediencia  al  tribunal  secreto  con  todos  los  demás 
crimenes  de  que  conocía  habítualmente  la  Iglesia;  á  saber:  la  ma- 
gia, hechicería,  heregía  y  el  pecado  contra  la  naturaleza. 

Son  muy  curiosos  los  pormenores  que  Eneas  Sylvius  refiere 
acerca  de  las  costumbres  severas  y  misteriosos  usos  de  los  jueces 
francos,  con  relación  á  los  criminales  contra  quienes  procedían. 
«Recorrían  muchos  de  ellos,  dice  aquel  escritor.  Papa  después 
bajo  el  nombre  de  Pió  II,  guardando  un  riguroso  incógnito  varias 
provincias,  tomaban  nota  de  los  culpables  y  presentaban  la  corres- 
pondiente querella  al  tribunal  secreto,  suministrando  las  pruebas 
que  habian  recogido.  Quedaban  en  seguida  inscritos  los  crimina- 
les en  un  registro  llamado  el  Libro  de  iangre,  y  se  encargaba  á  los 
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jueces  francos  de  un  rango  ÍDferíor  la  ejecucíoD  de  las  sentencias. 
Dábase  muerte  al  reo,  do  quiera  se  le  encontrara.» 

Hé  ahí  resumido  en  pocas  palabras  todo  el  sistema  de  procedi- 
miento empleado  por  la  Santa  Vehema.  El  Jaez  franco  podia  de* 
nunciar  por  sí  mismo  al  culpable  cuyo  delito  le  era  conocido,  y  la 
citación  quedaba  inscrita  en  una  lioja  de  pergamino  del  que  peiH 
dian  los  sellos  del  conde  y  seis  jueces  francos,  y  que  iba  acompa- 
ñada además  de  una  moneda  con  la  e&gie  del  emperador,  á  in  de 
que  el  acusado  indigente,  pudiera  acudir  á  la  presencia  del  Tribu- 
nal,  cumpliendo  sus  órdenes.  Si  se  trataba  de  un  hombre  sin  do- 
micilio conocido,  de  uo  bandido  ó  vagamundo,  se  elegia  un  bosque 
por  donde  acostumbrara  pasar,  una  encrucijada  formada  por  cua- 
tro caminos,  y  se  arrojaban  en  las.  cuatro  esquinas  que  formaba, 
otras  tantas  copias  de  la  citación,  con  ona  moneda  cada  una  de 
ellas.  Si,  por  el  contrario,  era  el  acusado  un  personaje  importante 
que  habitaba  un  lugar  fortificado^  donde  no  podia  penetrar  sin 
riesgo  el  Juez,  arrancaba  este  tres  virutas  del  poste  del  pvenle  le^ 
vadizo  ó  de  la  puerta,  é  introducía  la  citacian  en  ana  de  las  hen- 
diduras, gritando  á  seguida  al  vigilan  le  nocturno:  «Recoged  la  car- 
ta con  el  sello  real  que  hallareis  pegada  junto  al  cerrojo,  y  decida! 
citado  en  ella^  que  tiene  que  comparecer  legalmente  ante  el  Tri- 
bunal franco  de  la  j^irisdiccion  superior.»  Otras  veces  aparecian 
fijadas  esas  citaciones  en  las  puertas  de  las  iglesias  del  lugar  en  que 
residía  el  culpable,  en  una  de  las  tumbas  del  cemenlerio  ó  sobre 
el  cepillo  de  la  limosna  colocado  de  ordinario  ai  (rié  de  una  crux 
fuera  de  la  ciudad. 

El  dia  marcado  en  la  ciladon,  se  reunia  el  tribunal,  y  tentán* 
dose  el  presidente  en  un  sillón  colocado  en  la  parte  que  correspon- 
día al  Oriente,  volvia  el  rostro  hacia  Occidente^  teniendo  delante 
de  sí  la  espada,  con  el  puno  en  forma  de  cruz  y  la  cuerda  entrela- 
zada de  mimbres,  símbolos  de  la  justicia  y  de  la  misericordia.  Ro- 
deábanle seis  asesores,  sin  armas  todos  ellos  y  con  la  cabeza  des- 
cubierta; y  cuando  llegaba  el  momento  oportuno,  daba  la  orden  al 
ugier  de  introducir  al  reo  y  á  los  que  debian  jurar  con  él.  Sí  el 
acusado  era  un  iniciado,  se  presentaba  solo  y  sin  armas»  pues  le 
bastaba  extender  la  mano  sobre  la  cuerda  y  la  espada  y  prestar  ju- 
ramento para  obtener  la  absolución.  Arrojaba  en  seguida  una  mo- 
neda á  los  pies  del  presidente,  y  quedaba  demostrada  su  inocen- 
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<;ia.  Pero  si  desdeñando  tan  seocíllo  medio  de  justificación  se  some- 
tía á  un  debate  contradictorio  y  era  declarado  culpable,  entonces 
uno  de  los  jueces  rompía  una  varita  sobre  su  cabeza,  y  era  ejecu- 
tado inmediatamente. 

De  muy  distinto  modo  pasaba  todo  si  ei  acusado  no  había  sido 
iniciado.  Poníale  entonces  el  abusador  un  dedo  sobre  la  cabeza,  y 
juraba  que  aquel  hombre  había  cometido  tal  ó  cual  crimen:  pre- 
sentaba inmediatamente  los  conjurantes,  quienes  apoyando  un  dedo 
sobre  su  brazo,  respondían,  no  de  la  verdad  de  la  alegación ,  sino 
de  la  fé  que  debía  prestarse  á  la  palabra  y  lealtad  reconocida  del 
denunciante.  £1  infeliz  acusado  tenia  entonces  que  presentar  tam- 
bién por  su  parte,  si  quería  demostrar  sn  inculpabilidad,  un  nú- 
mero mayor  de  conjurantes  qua  el  producido  por  el  acusador,  y  si 
éste  llegaba  á  presentar  veinte,  quedaba  cerrado  el  debate  y  se 
pronunciaba  sentencia.  Sólo  en  el  caso  de  pretender  el  acusador 
probar  la  coartada^  se  procedía  al  examen  de  testigos,  en  la  acep- 
ción verdadera  de  esta  palabra;  pudiendo  oponerse  por  el  acusador 
¿  los  de  descargo^  otros  de  cargo. 

Concíbese  fácilmente  que  semejante  procedimiento  inspirase 
profundo  terror,  y  que  casi  todos  los  que  se  veían  bajo  el  peso  de 
una  acusación  cualquiera,  procuraran  sustraerse  á  la  acción  de  los 
tribunales  que  lo  empleaban.  Pocos  eran,  pues,  los  que  acudían  al 
verse  citados,  y  si  no  comparecían  al  tercer  llamamiento,  se  les  te- 
nia por  confesos,  y  el  conde  pronunciaba  contra  ellos  el  anatema 
vehémico,  concebido  en  estos  términos :  «Investido  de  toda  la  fuer- 
za y  poder  real,  le  privo  de  todo  derecho  á  la  justicia  y  libertad 
que  obtuvo  al  ser  bautizado;  le  proscriba  y  entrego  á  las  más  crue- 
les angustias.  Le  privo  de  los  cuatro  elementos  que  Dios  ha  creado 
para  los  hombres.  Le  declaro  fuera  de  la  ley,  sin  paz,  honor,  ni 
seguridad;  de  suerte  que  pueda  ser  tratado  como  un  reprobo  y  un 
maldito,  indigno  de  toda  justicia  ó  libertad,  lo  mismo  en  los  casti- 
llos que  en  las  ciudades  y  sitios  sagrados.  Malditas  sean  su  carne  y 
sangrt.  Que  no  encuentre  jamás  reposo  sobre  la  tierra;  que  le  ator- 
menten los  vientos;  que  las  cornejas^  cuervos  y  aves  de  rapiña  le 
persigan  y  destrocen:  entrego  su  cuello  al  dogal,  su  cuerpo  á  los 
buitres,  y  ¡que  Dios  se  apiade  de  su  alma!» 

Proferiiel  conde  presidente  por  tres  veces  esa  terrible  maldi- 
'Cioo,  eséupiíndo  en  cada  una  de  ellas,  acción  que  imitaban  todos 
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los  jueces,  y  que  simbolizaba  la  expulsioo  del  condenado  de  la 
comunidad  humana:  después  arrojaba  al  suelo  el  alado  de  cuerdas 
que  tenia  delante,  rogando  encarecidamente  á  todos  los  reyes, 
príncipes^  caballeros  y  escuderos,  condes  y  escabinos  del  Santo* 
Imperio,  que  auxiliaran  con  mano  fuerte  al  tribunal  secreto,  á  fia 
de  conseguir  el  castigo  del  culpable. 

Quedaba  desde  aquel  instante  entregado  por  do  quiera  á  la 
muerte  el  sentenciado.  Millares  de  personas,  cuya  misión  nada  po- 
dia  revelar,  recorrían  la  Europa  con  el  único  objeto  de  traerlo  á  su 
perdición.  No  babia  sitio  alguno  que  pudiera  prestarle  seguro 
asilo:  todo  juez  franco  estaba  obligado  á  prenderle  donde  le  encon- 
trara, y  á  ahorcarle  en  el  árbol  más  cercano,  dejando  luego  cla- 
vado en  el  tronco  un  puñal ,  cuyo  mango  figuraba  una  cruz,  para 
que  todos  supieran  que  no  se  habia  cometido  allí  un  asesinato. 

Tal  era  la  justicia  de  la  Santa  Yehema^  cuyo  Código  no  conte- 
nía otra  pena  que  la  de  muerte  en  la  horca.  Esto  no  obstante,  si 
un  juez  sorprendía  á  un  malhechor  infragautí,  tenia  derecho  á 
darle  muerte  inmediatamente,  hiriéndole  con  el  puna!  de  forma 
particular  que  se  deja  indicado,  y  que  llevaba  siempre  pendiente 
del  cinturon,  dejándolo  después  clavado  en  el  cuerpo  del  culpable. 

La  Vehema  habia  debido  su  origen  á  la  anarquía  y  á  la  violen- 
cia^  y,  por  tanto^  era  natural  que  acabase  también  por  la  fuerza. 
Asi  sucedió  en  efecto  :  muchas  ciudades  que  se  vieron  proscritas 
por  aquel  Tribunal ,  trataron  de  oponer  resistencia  coaligándose  y 
jurando  sostener  á  todo  trance  la  justicia  regular  de  antiguo  esta- 
blecida en  cada  una  de  ellas.  Los  emperadores  apoyaron  aquel 
movimiento,  y  muy  señaladamente  Federico  III  y  Maximiliano,  res- 
tringiendo de  un  modo  notable  la  jurisdicción  de  los  Jueces-fran- 
cos. Con  esto  surgió  ya  por  todas  partes  fuerte  oposición  y  des* 
obediencia  á  sus  arbitrarios  ¿  ¡legales  fallos;  y  si  bien  lodavia  pudo 
subsistir  durante  algún  tiempo  la  Yehema ,  merced  á  su  fuerte  or-* 
ganizacion  y  al  misterioso  pavor  que  habia  logrado  infundir,  vino 
por  último  á  quedar  reducida  á  una  de  esas  sociedades  secretas 
que  se  ocultan  en  las  tinieblas  y  desaparecen  al  cabo  sofocadas  por 
la  potente  mano  de  la  verdadera  justicia. 

Lo  que  no  desapareció  á  pesar  de  todas  las  vicisitudes  que  fue- 
ron ocurriendo  y  de  los  cambios  operados  en  la  organización  polf- 
lica  y  judicial  del  imperio,  fué  el  rigor  excesivo  délas  penas  de 
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que  antes  hemos  hecho  especial  mención,  y  que  todavía  domina 
hoy  en  la  legislación  austríaca.  Produjéronse  los  cambios  á  que  alu- 
dimos en  tiempo  de  los  emperadores  Maximiliano  y  Carlos  Y.  La 
dieta  de  Worros  instituyó  una  Cámara  imperial  que  juzgaba  en 
última  instancia  á  los  perturbadores  del  orden  público  y  ¿  otros 
criminales,  contra  los  que  Maximiliano  fulminó  severas  penas  á 
instancia  de  la  misma  dieta.  Carlos  Y  continuando  la  obra  iniciada 
por  su  padre,  tendió  á  unificar  la  legislación  penal  alemana;  y  cuan- 
do ante  la  firme  actitud  de  los  principes  que  habian  abrazado  la 
causa  de  la  Reforma,  se  vio  precisado  á  sacrificar  por  algún  tiempo 
la  unidad  religiosa  ,  procuró,  con  más  vigor  todavía  establecer  al 
menos  la  de  la  ley,  y  ai  efecto  dio  en  Ratisbona  un  código  general, 
Conslitulio  cñminalis  Carolvm,  que  contenia  las  principales  bases 
del  procedimiento  que  debia  regir  en  materia  penal.  Dejó  subsis- 
tente todavía  todo  lo  referente  á  la  acusación  privada  y  sus  efectos; 
pero  autorizó  al  propio  tiempo  la  instrucción  en  forma  de  pesquisa 
ó  por  vía  de  información  sumaria ,  y  por  desgracia  copió  también 
de  la  Inquisición  Española  las  actuaciones  secreías  y  el  tormento. 
Otras  ordenanzas  dictadas  más  tarde,  como  la  de  Namur  en  1842 
y  la  de  4  de  Octubre  de  1840  relativa  á  los  herejes,  fueron  com- 
pletando el  sistema  iniciado  en  la  primera,  conocida  por  la  Ca- 
rolina. 

[Se  conUnuará) 

Federico  MELCHOR  t  LAMANETTE. 
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Que  la  pena  ha  de  guardar  proporción  con  el  delito,  cosa  es  ea 
que  est^n  conformes  los  autores:  que  esa  proporción  se  regule,  ora 
por  la  perversión  moral  que  revela  el  autor  de  un  delito,  ora  por  el 
daño  material,  ya  combinados  y  consultados  uno  y  otro  elemento, 
en  esto  disienten  y  se  dividen,  dando  lugar  á  las  distintas  escuelas 
y  teorías  que  militan  dentro  de  la  ciencia  penal.  Quiénes,  aunque 
escasos  por  Fortuna,  creen  que  esa  proporción  ha  de  ser  material^ 
naciendo  el  talion  material ;  quién  cree  que  no  ha  de  ser  mate- 
rial, y  estos  son  los  del  talion  ennoblecido;  y,  por  último,  los  que 
atendiendo  á  la  antropología,  ven  que  el  hombre  ni  es  pura  mate- 
ria, ni  puro  espíritu,  sino  combinación  de  uno  y  otro,  ambos  rela- 
cionados, han  creido  que  la  pena  debe  atender,  no  sólo  á  la  mate- 
ria, sino  tantbien  al  espíritu,  y  cuando  han  comprendido  que  el 
espíritu  regula  muchas  Funciones  de  la  materia,  y  que  la  voluntad^ 
como  Facultad  de  obrar,  es  la  encargada  de  la  realización  del  de- 
recho, todos  sus  esfuerzos  los  han  dirigido  á  corregir  en  el  crimi- 
nal su  voluntad,  viciosa  y  antijurídica,  cuando  realiza  el  crimen; 
de  aquí,  que  el  carácter  principal ,  la  nota  primera  de  la  pena,  es 
para  ellos^  que  sea  ó  sirva  para  corregir  al  delincuente. 

¿Cómo  ha  comprendido  nuestro  Código  la  proporción  de  las  pe- 
nas en  los  delitos  de  robo?  ¿A  qué  reglas  ha  sujetado  esa  propor- 
ción? Tal  es  el  objeto  del  artículo. 

Caracteriza  el  robo,  el  apoderarse  de  las  cosas  ajenas,  em- 
pleando para  ello  la  violencia  en  las  personas  ó  Fuerza  en  las  co- 
sas (1),  y  según  sea  la  violencia  empleada  con  las  personas,  así 
son  las  penas,  fluctuando  éstas  desde  la  de  muerte  á  presidio  cor- 
reccional. Pocas  observaciones  haremos  á  esos  artículos:  delitos 
complejos,  revelan  todos  ellos  gran  perversidad.  No  sólo  se  ataca 
a  la  propiedad,  sino  también  á  la  personalidad ;  así  es  que  el  legis- 
lador ^tizo  bien  en  conminar  con  penas  tan  graves  esos  delitos.  No 

(I)  Art.  515. 
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podemos  decir  otro  tanto  de  los  robos  en  que  sólo  media  fuerza  id 
ías  cosas,  respetándose  la  personalidad.  Nuestras  observaciones 
sólo  se  dirigen  ¿  los  artículos  521  y  3:24. 

Dice  el  821,  «que  el  robo  efectuado  en  casa  habitada,  edificio 
público  ó  templo  destinado  á  un  culto  religioso,  si  el  robo  excedie- 
se de  800  pesetas  y  se  hiciere  con  armas,  se  castigará  con  presidio 
mayor  en  su  grado  medio,  á  cadena  temporal  en  su  grado  mínimoy 
siempre  que  concurran  alguna,  de  las  circunstancias  siguientes: 
i*  Escalamiento.  2*  Rompimiento  de  pared ,  techo  ó  suelo.  3*  Lla- 
ves falsas,  ganzúas.  4*  Fracturas.  8*  Nombres  supuestos  ó  simula- 
ción de  autoridades.» 

Es  el  fundamento  de  esos  delitos  la  violación  del  derecho  de 
propiedad ,  y  por  lo  tanto  la  pena  tenderá  á  restablecer  ese  dere- 
cho. Para  conseguirlo,  hay  que  atender  á  dos  cosas:  á  la  pertur- 
bación de  ese  derecho  y  á  la  perversión  del  criminal ,  regulándose 
esta  segunda  por  la  primera,  y  basándose  en  esto  uno  de  los  ca- 
racteres esenciales  que  han  de  tener  las  penas :  la  proporción. 

Esa  cualidad  de  la  pena  encuéntrase  desmentida  por  nuestra 
actual  Código  en  los  delitos  de  robo,  en  los  que  £Ólo  interviene 
fuerza  en  las  cosas,  pues  que  la  experiencia  puede  presentar  casos  ' 
en  que  lo  robado  fuese  un  millón  de  pesetas,  y  que  no  concurriese 
ni  circunstancia  agravante  ni  atenuante,  coligándose  al  criminal 
con  presidio  mayor  en  sú  grado  máximo,  y  puede  suceder  también 
que  sólo  se  robasen  quinientas  una  pesetas,  pero  que  concurriese 
una  sola  circunstancia  agravante,  en  cuyo  caso  el  autor  de  ese 
robo  tendría  que  ser  condenado  según  prescribe  el  Código  en  sus 
^  reglas,  para  saber  qué  pena  corresponde  á  un  delito  cuando  la 
pena  se  compone  de  tres  grados,  á  cadena  temporal  en  su  grado  mí- 
nimo, ó  bien,  si  eso  no  sucede,  y  no  hubo  ni  circunstancias  agravan- 
tes ni  atenuantes,  condenado  á  presidio  mayor  en  su  grado  máximo, 
en  cuyo  caso  se  equiparan  al  que  roba  quinientas  una  pesetas  con 
el  que  robó  un  millón.  Como  el  Código,  al  hablar  de  circunstancias 
agravantes,  enumera  aquellas  que  han  de  revestir  ese  carácter  y 
dar  como  consecuencia  la  agravación  de  la  pena,  resulta  que  los 
Jueces  sólo  pueden  tener  en  cuenta  aquellas  que  cita  el  Código,  y 
como  no  figura  entre  dichas  circunstancias  agravantes  y  coft  rela- 
ción á  estos  delitos  la  cantidad  robada^  no  pueden  en  manera  al- 
guna sino  regular  las  penas  tal  y  como  las  prescribe  el  Código  en 
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SU  sección  segunda  dd  cap.  iv,  tít.  i.  Pudiera  esquivar  ese  peligra 
el  Juez  con  el  Código  de  Í8S0^  pues  que  este  ponía  al  final  de  las 
circuDslancias  agravantes  un  número  en  que  se  decia:  «  y  otras  de 
igual  entidad  y  análogas  á  las  anteriores;»  pero  los  legisladores 
de  i870  creyeron  que  era  dar  muchas  atribuciones  á  los  Jueces 
con  dicho  número^  y  se  apresuraron  á  borrarlo,  no  conservándolo 
sino  en  el  artículo  que  habla  de  circunstancias  atenuantes,  prote- 
giendo de  esa  manera  al  criminal,  ó  bien  teniendo  en  cuenta  que 
se  hablan  agotado,  que  no  era  posible  que  en  el  terreno  de  la  prác- 
tica pudieran  ocurrir  más  circunstancias  agravantes  que  aquellas 
que  ellos  habían  numerado.  Error  craso  en  ambas  suposiciones: 
porque  si  la  primera,  la  justicia  no  debe  confundirse  con  la  miseri- 
cordia; si  la  segunda^  no  tuvieron  presente  que  la  imaginación  del 
hombre  es  Tecunda  cuando  se  trata  de  atormentar  ¿  sus  semejan- 
tes, y  3u  voluntad  muy  tenaz  cuando  quiere  cometer  un  delito. 

Evitárase  esa  desproporción  en  las  penas  á  que  aludimos,  si  en 
vez  de  marcar  taxativamente  estas  circunstancias  las  hubiera  colo- 
cado al  lado  de  cada  delito  ó  bien  dejando  al  crilerio  del  juez  el 
apreciar  todo  lo  relativo  al  hecho  punible,  pues  es  diRcil  que  el  le- 
gislador pueda  proveer  todos  los  casos  y  menos  que  sus  disposiciones 
siempre  sean  acertadas;  ó  si  desechaban  por  inútiles  ambos  siste- 
mas, y  no  creían  aceptable  sino  el  que  han  seguido  considerando 
al  tratar  de  robos  como  circunstancias  agravantes  la  cantidad  roba- 
da, ó  bien  dejando  el  número  con  que  terminaba  el  del8S0  las  cir- 
cunstancias agravantes:  de  esa  manera  no  resultaría  equiparados  al 
que  roba  801  pesetas  con  el  que  roba  un  millón,  lo  cual  en  cierta 
manera  será  un  aliciente  para  el  ladrón,  porque  enterado  del  Códi- 
go y  evitando  no  incurrir  en  las  escasas  circunstancias  que  pueden 
agravar  este  delito,  robará  todo  cuanto  pueda  haber. 

No  se  comprende  el  criterio  ^uc  haya  podido  presidir  á  estas 
disposiciones.  Si  el  legislador  tenia  en  cuenta  para  castigar  la  per- 
versión del  culpable,  no  cabe  duda  que  el  que  robe  una  cantidad 
mayor  está  más  pervertido  que  el  que  roba  una  cantidad  menor. 
Si  atendió  alderccho  de  propiedad  es  verdad  que  lo  mismo  lo  in- 
fringe el  que  roba  una  peseta  que  el  que  roba  mil,  pero  también  es 
cierto'que  ambas  infracciones  no  pueden  equipararse:  si  sólo  aten- 
dió á  la  fortuna  del  robado,  como  vemos  apuntado  en  un  autor,  ese 
fundamento  seria  anómalo,  porque  si  el  que  roba  á  un  rico  ban- 
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quero  ftOO  pesetas  no  es  tan  criminal  como  el  que  roba  á  un  pobre 
esas  KOO  pesetas  si  las  liene^  se  desconocería  en  primer  lugar  el 
fundamento  jurídico  de  la  pena,  se  creería  que  los  derechos  co  son 
iguales,  sino  que  venian  con  las  personas,  y  por  último  se  descono* 
cería  la  moral.  ¿Cuál  fué  entonces  el  criterio  del  legislador?  No  po- 
dremos contestar  categóricamente,  pero  del  Código  en  general  pa- 
rece verse  la  influencia  de  una  escuela  que  solo  cuenta  en  el  dia 
muy  pocos  paladines,  aunque  de  mérito,  y  cuyo  principal  sostene- 
dor ha  dejado  á  nuestra  patria  verdaderas  páginas  de  gloría;  pero 
repetimos  que  esa  escuela^  con  sus  principios  tanto  relativos  á  la 
pena  como  al  delito;  esa  escuela  con  sus  consecuencias  es  poco  se<- 
guída,  no  por  otra  cosa  sino  porque  la  práctica  se  ha  encargado  de 
probarnos  lo  absurdo  de  algunas  de  sus  consecuencias. 

A  otras  cuestiones  da  lugar  este  artículo:  sabido  es  que  sólo  pue- 
de imponerse  el  grado  máximo  de  una  pena,  cuando  en  el  hecho 
concurre  una  circunstancia  agravante  sin  ninguna  atenuante  (O  y 
en  estos  delitos  muy  pocas  serán  las  veces  que  pueda  ponerse  el 
grado  máximo  de  las  penas. 

Ta  el  legislador  requiere,  y  aunque  no  lo  dijera  dejárase  com- 
prender^ que  el  robó  ha  de  llevarse  á  cabo  con  las  circunstancias 
que  reseña  el  art.  521  en  sus  números  V,  2*,  3*,  4*  y  5%  y.  con 
esas  circunstancias  podemos  asegurar  que  el  Juez  no  tiene  necesi- 
dad de  acudir  al  art.  10.  En  efecto,  después  del  escalamiento, 
rompimiento  de  paredes,  techos  ó  suelos;  de  la  fractura  de  puertas 
ó  ventanas;  del  uso  de  llaves  falsas  ó  ganzúas;  de  la  fractura  de 
puertas,  armarios,  arcas  ú  otros  objetos;  y  por  último^  valiéndose 
de  nombres  supuestos  ó  simulando  autoridades,  después  de  esos  re- 
quisitos pocas  circunstancias  agravantes  quedan,  dada  la  clase  de 
delitos.  No  puede  alegarse  la  primera  porque  unas  veces  será 
atenuante  y  otras  agravante;  la  segunda,  ó  sea  alevosía,  no  se  co- 
mete en  los  robos  en  que  no  se  atenta  á  las  personas  y  que  no  com* 
prende  este  artículo  ni  tampoco  la  ley  5',  6",  12, 16, 19  y  20:  y  las 
7%  8',  9*,  10,  11, 14, 16,  21  y  22  tampoco  son  aplicables,  porque, 
según  el  art.  79,  no  producen  el  efecto  de  aumentar  la  pena  las 


Ct)    Art.  8)  núm.  3. 
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circunstancias  agravantes  que  se  hayan  expresado  al  describir  no 
delito  y  penarlo^  y  como  no  sucede  con  los  delitos  de  que  tratamos, 
de  aquí  que  tampoco  sean  aplicables:  quedan,  por  consiguiente, 
las  Z*,  i3,  i 6, 17, 18  y  23,  y  estas  en  muy  pocas  ocasiones  podrán 
tenerse  en  cuenta.  Así,  pues,  resulta  q«e  el  grado  máumo  de  la 
pena  se  impondrá  en  pocas  ocasiones,  siendo  esto  resultado  de  ao 
tenerse  en  cuenta  la  cantidad  robada,  sino  hasta  cierto  iipo.  Yt^ 
mos^  por  consiguiente,  que  en  este  articulo  y  en  este  primer  párra- 
fo no  es  proporcional  la  pena.  Parece  qoe  este  es  el  privilegio  de 
las  disposiciones  contenidas  en  dicho  artículo,  y  para  corroborar 
nuestro  aserto,  vamos  á  examinar  otro  párrafo  de  dicho  articulo. 
Dice  así:  «Cuando  los  malhechores  no  llevaren  armas  y  lo  robado 
escediese  de  500  pesetas,  sic  impondrá  la  pena  inmediata  inferior 
con  que  se  castiga  á  ios  que  roban  con  armas  y  el  robo  excede  de 
KOO  pesetas.»  La  misma  regla  se  observará  cuanéo los maliiechores 
llevasen  armas,  pero  el  valor  de  to  robado  no  excede  de  500  pese- 
tas. Y  como  la  pena  inmediata  inferior  es  presidio  mayor  en  sa 
grado  mínimo  ó  presidio  correccional  en  su  grado  medio,  tendre- 
mos que  al  que  robase  una  peseta  con  armas  y  mediando  algunas 
de  las  condiciones  que  se  reseñan  en  el  nüni.  1^  del  art.  52f,  po- 
drá $er  castigado  según  las' circunstancias  que  concorran  en  el  au- 
tor, desde  ocho  años  y  un  dia  de  presidio  mayor  á  dos  anos,  cuatro 
meses  y  un  dia  de  presidio  correccional.  Tal  es  la  desproporción 
que  resulta  del  texto  literal  del  Código. 

Por  último  el  art.  524  dice  que  «cuando  el  robo  de  que  se  trata 
en  el  art.  621  se  hubiese  efectuado  en  dependencia  de  casa  habi- 
tada, edificio  público  ó  destinado  al  culto  religioso,  introduciéndose 
los  culpables  saltando  un  muro  exterior  y  se  hubiese  limitado  la 
sustracción  á  semillas  alimenticias,  frutas  ó  lenas,  si  lo  robado  no 
excediese  de  25  pesetas  se  impondrá  á  los  autores  la  peda  de  arresto 
mayor  en  su  grado  medio  á  presidio  correccional  en  su  grado  mí- 
nimo.» Nada  diriamos  déosle  artículo  si  la  práctica  no  hubiese 
presentado  ciertos  casos  en  que  debiéndose  castigar  con  arreglo  á 
este  articulo  ha  tenido  que  reunirse  á  otros,  pues  la  interpretación 
literal  rechaza  fuese  aplicado.  Así,  no  há  mucho  ocurrió  que  un  in- 
dividuo tuvo  deseos  de  comer  carne  de  gallina,  y  si  bien  muchos  te- 
nemos esos  deseos  y  ocurrencias,  pero  que  no  lo  cumplimos  por  no 
estar  en  nuestros  medios,  no  así  el  individuo  á  quien  me  refiero: 
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para  ello  hubo  de  saltar  las  tapias  de  un  corral  que  perleueciaá 
casa  habitada;  y  para  llevar  á  tabo  la  sustracción^  llevaba  una  na- 
vaja: robó  unagallina^  pero  antes  que  pudiese  comerla,  fué  sor- 
prendido: justipreciada  el  ave^  resultó  no  valia  más  que  2  pesetas 
50  cents. ;  formada  la  correspondiente  causa  hubo  de  condenársele^ 
¿y  con  arreglo  á  que  artículo?  Eeco  ü  problema.  El  art.  S24  solo 
hablado  semillas  alimenticias,  frutos  ó  lenas,  no  pudiendo  ampliarse 
á  otros  objetos  según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  va- 
rias sentencias  (1)^  asi  pues,  no  puede  tenerse  presente:  la  cantidad 
robada  son  2  pesetas  50  cents,  y  se  llevó  a  cabo  el  hecho  por  esca* 
lamiento  y  con  armas,  luego  no  cabe  duda  que  está  castigado  en  el 
articulo  52i^  párrafo  3%  pues  que  al  decir:  «Lamisma  regla  se  ob- 
servará cuando  los  malhechores  llevasen  armas,  pero  lo  robado  no 
excediese  de  600  pesetas»  claro  es  que  el  robo  de  2  pesetas  se  in- 
cluye en  %ste  párrafo  y  la  peoa  correspondiente  será  de  presidio 
mayor  en  su  grado  mínimo  á  presidio  correccional  en  su  grado 
medio,  y  si  no  concurren  circunstancias  agravantes  ni  atenuantes» 
se  impondrá  el  grado  medio  que  será  presidio  correccional  en  su 
grado  máximo  ó  sean  de  4  anos  2  meses  y  i  dia  á  6,  con  lo  que 
vemos  que  al  que  roba  una  gallina  se  pueden  imponer  nada  menos 
que  4  anos  de  presidio  correccional.  En  el  caso  á  que  hemos  aludido, 
que  es  verosimil  y  ocurrido  no  ha  mucho  tiempo^  fué  castigado  el 
autor  con  5  anos  de  presidio  correccional,  siendo  inútil  la  defensa 
del  abogado,  que  decia  no  sin  fundamento  que  si  el  Código  guarda 
esa  proporción  entre  los  delitos,  cuando  el  robo  sea  de  una  vaca  ó 
cualquier  otro  animal  será  la  pena  correspondiente  cadena  perpe- 
tua ó  pena  capital. 

Otro  análogo  al  anterior  sucedió  no  há  largo  espacio  de  tiempo: 
diferia  sólo  en  que  lo  robado  era  un  cabrito,  coincidiendo  en  que  et 
robo  se  efectuó  en  lugar  habitado^  hubo  escalamiento  é  iban  arma- 
dos los  ladrones:  procesados  y  sentenciados  se  les  impido  tres  anos 
de  presidio  correccional. 

Ante  estos  resultados,  volvemos  á  preguntar :  ¿qué  principios 
inspiran  las  disposiciones  del  legislador?  ¿Ban  olvidado  que  escua- 


(1 )    Sentencia  dei  Tribunal  Supremo  de  6  de  Junio  de  1872. 


496  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

iidad  necesaria  de  la  pena  la  proporción?  Perplejos  nos  encontra- 
mos para  contestar  á  estas  preguntas.  Hemos  escudrinado  todos  los 
artículos  del  Código,  y  nunca  hemos  visto  principios  fijos  que  lo 
regulen,  ni  hemos  encontrado  la  proporcionalidad  que  exige  la  pena, 
según  el  delito.  Ora  es  leve  la  pena,  siendo  el  delito  bastante  grave 
y  revelando  su  autor  gran  perversión,  ora  es  demasiado  grave, 
siendo  el  delito  leve.  Nada  exageramos  al  hacer  tal  afirmación.  Vea- 
mos alguno  de  los  delitos  contra  las  personas,  que  siempre  son  los 
más  graves  los  que  indican  mayor  perversión ,  y  por  lo  tanto  los 
que  se  castigan  con  penas  más  graves,  y  con  ellos  conseguiremos 
nuestro  objeto.  El  art.  423  dice  que  el  acto  de  disparar  un  arma  de 
fuego  contra  cualquiera  persona  se  castiga  con  prisión  correccional 
en  sus  grados  mínimo  y  medio,  exceptuando  cuando  el  hecho  consti- 
tuyese delito  frustrado  ó  tentativa  de  parricidio,  es  decir,  que  la 
pena  es  menor  todavía  que  la  que  se  impone  al  que  roba  6on  armas 
una  cantidad  que  no  excede  de  800  pesetas  sin  cometer  coacción  al- 
guna en  las  personas;  el  art.  431  marca  las  siguientes  penas:  prisión 
correccional  en  sus  grados  medio  y  máximo  si  á  consecuencia  de 
las  heridas  resultare  que  el  ofendido  habia  perdido  un  ojo  ó  algún 
miembro  principal,  ó  hubiese  quedado  impedido  de  él,  ó  inutiliza- 
do para  el  trabajo,  á  que  hasta  entonces  se  hubiese  babitualmente 
dedicado:  prisión  correccional  en  sus  grados  mioimo  y  medio  si  el 
ofendido  hubiese  quedado  deforme  ó  perdido  un  miembro  no  prin- 
cipal, ó  incapacitado  para  trabajar  por  más  de  90  días:  arresto  ma* 
yor  en  su  grado  máximo  á  prisión  correccional  en  su  grado  mí- 
nimo cuando  no  hubiese  podido  el  ofendido  trabajar  por  espacio 
de  30  dias.  Vemos  por  este  último  artículo  queá  veces  equipara  la 
pena,  y  otras  es  menor  al  que  causa  lesiones  á  una  persona,  que 
al  que  roba  una  determinada  cantidad.  ¿Es  que  demuestra  mayor 
perversión  el  autor  de  un  robo  cuando  no  se  amenaza  la  persona 
del  propietario,  que  el  que  dispara  un  arma  de  fuego  contra  deter- 
minada persona  ó  bien  el  que  hiere  á  sus  semejante  produciéndo- 
les una  deformidad  en  su  persona,  ó  bien  imposibilitándole  de  tra- 
bajar por  un  período  más  ó  menos  largo  de  tiempo?  Según  el  le- 
gislador así  parece;  pero  la  razón  demuestra  que  todos  aquellos 
delitos  que  atacan  la  personalidad  humana  son  mucho  más  graves 
que  los  que  tienen  por  objeto  la  propiedad. 

Si  el  Código  se  atiene  á  la  intención,  como  elemento  esencial 
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-del  delito,  no  la  revela  muy  buena  el  que  dispara  un  arma  de  fue- 
^0  ó  bien  el  que  hiere  ¿  otro;  al  par  que  el  ladrón  que  se  limita  ¿ 
robar  sin  causar  daño  alguno,  revela  perversión  pero  no  taota 
<x>mo  los  autores  de  estos  delitos.  Asi  es  que,  muy  bien  podríamos 
decir  que  el  sistema  del  legislador  ó  la  opinión  que  predomina  en 
eslos  artículos  es  el  de  intimidación,  porque  sólo  así  se  comprenden 
esas  penas  tan  desproporcionadas:  y  extraño  es  que  en  el  último 
tercio  del  siglo  actual,  cuando  las  ciencias  todas  han  alcanzado  tan 
gran  desarrollo  y  entre  ellas  la  filosofía  del  derecho  penal,  que 
cuando  á  la  luz  de  la  razón,  la  crítica  ha  desechado  innumerables 
errores  y  entre  éstos  se  han  contado  los  de  aquella  escuela  en  de- 
recho penal,  que  no  castiga  al  delincuente  por  el  delito  cometido, 
sino  que  se  vale  como  medio^  como  instrumento  para  que  otros  es- 
carmienten ;  extraño  es,  como  digo,  que  hombres  sabios  como  los 
legisladores,  hombres  que  han  visto  que  las  verdades  de  la  ciencia 
no  son  meros  ideales,  que  no  guardan  relación  alguna  con  los  hom- 
bres, sino  al  contrario,  esenciales  para  esa  vida,  hayan  adoptado 
semejante  opinión  en  los  delitos  de  robo.  Estaría  justificado  tal 
sistema,  cuando  España  se  encontrase  en  la  misma  situación  en  que 
se  encontraba  al  comenzar  el  reinado  de  la  casa  de  Borbon :  cuan- 
do los  robos  fuesen  tan  frecuentes  y  el  derecho  penal  tan  impolen- 
te  para  corregir  á  los  delincuentes,  que  se  hiciese  necesario  la  pu- 
blicación de  una  pragmática  como  la  que  para  robos  dio  Don  Feli- 
pe Y  (1).  Pero  á  nuevos  tiempos,  nuevaSs  necesidades,  y  ¿  necesi- 
dades é  ideas  nuevas,  nuevas  instituciones  y  leyes,  de  aquí  que 
esos  sistemas  se  desechen  y  sólo  se  atienda  á  aquellos  que  consig- 
nen con  fin  inmediato  la  corrección  del  culpable. 

Podemos  concluir  con  una  afirmación,  y  es,  que  el  legislador 
«n  estos  delitos  amalgamó  dos  sistemas,  hoy  ya  relegados  á  la  his- 
toria del  derecho,  el  de  la  justicia  absoluta  y  el  de  intimidación: 
-que  creyó  que  el  criminal  no  debe  ser  castigado  tanto  por  el  delito 
cometido,  sino  para  que  escarmienten  los  demás  y  evitar  ulteriores 
hechos  punibles:  que  en  la  pena  creyó,  como  único  fundamento, 
el  que  el  mal  habia  de  seguir  al  mal,  y  sin  proponerse  otro  fin  á 


<f )    Pragmática  de  93  de  Febrero  de  4734. 
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más  del  expuesto  que  la  expiación,  y  no  mirando,  como  caalidad 
principal  de  la  peoa^  la  corrección,  olvidando  en  muchos  casos  I» 
proporción,  y  en  otros,  regulando  ésta  por  el  mal  material.  Sól<v 
presidiendo  ese  criterio  puede  resultar  la  desproporción  de  casti- 
garse al  que  roba  una  gallina  con  cinco  anos  de  presidio  corree» 
cional  y  al  que  dispara  un  arma  de  fuego  ó  hiere  á  otro,  con  prisioik 
correccional. 

Rafael  RAMOS. 


DERECHO  ADMINISTRATIVO 


V  iPueden  de9emp€ñar  los  Secretaiios  de  las  Diputaeiones  pro^ 
vinciales  el  cargo  de  Archiverosl 

V  ¿Es  potesíativo  de  los  mismos  altos  cuerpos  imponerles  tii» 
descuento  en  beneficio  de  la  provincia? 

lié  aquí  dos  cuestiones  de  la  ciencia  administrativa,  cada  una 
de  ellas  sobremanera  interesante,  no  solo  para  los  Secretarios  y 
Archiveros,  por  razón  de  su  aumento  de  servicios  y  descuento  de 
beneficios,  sino  para  toda  provincia  que  quiera  ajustarse  á  las  exi- 
gencias de  la  ciencia  económica;  dos  cuestiones  cuyo  esclareci- 
miento requiere  el  exámeii  de  un  solo  punto  que  es  la  necesidad 
ó  la  negación  de  la  existencia  de  tales  funcionarios. 

Convenimos  desde  luego  sin  dificultad  en  la  grande  analogia 
que  existe  entre  Secretarios  y  Archiveros,  haciendo  estos  el  papel 
de  aquellos,  y  siendo  las  funciones  de  unos  las  mismas  que  las  de 
los  otros,  ya  que  archivan  bajo  e!  silencio  los  Secretarios,  y  ocultan 
bajo  secreto  los  Archiveros. 

Comprendidas  ambas  clases  de  funcionarios  en  el  Reglamento- 
para  la  ejecución  de  la  ley  de  Presupuestos  publicado  por  Real  de- 
creto de  20  de  Setiembre  de  i868,  en  su  cap.  1*,  epígrafe  Adminis^ 
tracion  provincial, , no  se  indica  sean  los  sueldos  de  los  Secretarios 
los  que  en  él  deban  incluirse  sino  los  de  los  Archiveros  y  sólo  los 
servicios  de  estos  se  hallan  clasificados;  perteneciendo  los  servicios 
y  sueldos  de  los  Secretarios  ¿  los  gastos  del  personal  que  ocasione 
el  cxátncn  de  las  cuentas  municipales  de  que  habla  el  art.  4*  del 
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mismo  Reglamento,  y  asi  no  mencionándose  otros  en  la  misma  ley 
no  deben  figurar  en  los  presupuestos  mismos. 

Destinados  los  Secretarios  para  extractar  y  levantar  las  actas 
de  las  sesiones  de  las  Dipulaciones  y  de  sus  comisiones  perma- 
nentes, así  como  para  sus  preparativos  y  consecuencias,  los  mismos 
funcionarios  no  son  necesarios^  pudiendo  suplirse  estos  servicios  por 
uno  de  los  individuos  de  la  cámara,  ya  que  esta  nombra  sus  Se- 
cretarios Diputados;  obligados  los  Secretarios  dichos  á  ser  la  voz 
pública  que  da  á  conocer  sus  informes,  acuerdos  y  providencias,  no 
hay  incompatibilidad  alguna  entre  el  cargo  de  Secretario  y  el  de 
Archivero,  sino  conveniencia  legal  de  que  un  mismo  empleado  des- 
empeñe el  Archivo  y  la  Secretaría  de  la  Diputación  provincial. 

Consiguientemente  no  vemos  óbice  para  que  sufran  un  des- 
cuento proporcional  los  sueldos  del  Archivero  Secretario  ó  de  los 
dos  si  ambos  cargos  se  hallan  separados.  Los  descuentos  tienen  ra- 
sen de  ser  en  las  necesidades  públicas,  en  el  deber  de  contribuir 
para  remediarlas,  y  con  respecto  á  las  corporaciones  expresadas  su 
imposiciones  potestativa,  atribuyéndole  la  facultad  de  hacer  recar- 
gos la  citada  ley  en  su  arl.  8';  recargos  regulados  por  los  núme- 
ros 4%  8*  y  6*  de  este.  Los  descuentos  mismos  no  empecen  los  que 
el  Estado  quiera  imponer,  á  causa  de  la  diversidad  de  proceden- 
cia de  los  empleos,  de  la  diferencia  del  origen  y  funciones  de  los 
destinos,  y  por  considerarse  tales  descuentos  como  ingresos  perma- 
nentes ó  bien  parte  de  las  rentas  y  productos  de  la  provincia. 

Tales  descuentos  por  más  amaiigos  que  sean,  se  hallan  auto- 
rizados además  por  pertenecer  á  la  alta  gobernación  de  los  inte- 
reses de  la  provincia  encomendada  á  la  Diputación,  y  al  poder  dis- 
crecional conferido  á  ella,  y  nunca  podrán  en  consecuencia  las- 
timar derechos  particulares,  sobre  los  que  se  halla  esta  autorización, 
lo  mismo  que  la  unión  de  las  funciones  de  Secretario  y  Archivero, 
tanto  que  sean  como  que  no  sean  amovibles,  ya  que  sí  las  diputa- 
ciones no  pueden  revocar  sus  acuerdos,  no  hay  dificultad  de  que 
modifiquen  dentro  de  la  ley  Provincial  y  Municipal  los  efectos  y 
consecuencias  de  los  acuerdos  mismos,  al  rei^ovarse,  por  ser  todo  lo 
administrativo  producto  de  la  equidad  y  conveniencia,  óá  causa  de 
procederse  en  este  ramo  siempre  ex  cequoet  bono,  como  saben  nues- 
tros compañeros,  á  cnyo  examen  entregamos  estas  cortas  lineas. 

JoAQOíM  Manuel  de  MONER 


DERECHO  CIVIL 


ADMINISTRACIÓN  DE  BIENES  PARAFERNALES 


No  extrañarán  ios  antiguos  lectores  de  la  Rbyista  que  aborde 
ana  cuestión  tan  iinportante  como  la  que  ha  de  ser  objeto  de  este 
articulo,  proponiéndome  darla  una  solución  disconforme  como  la  á 
que  parece  que  se  ha  inclinado  el  Tribunal  Supremo  entre  otros, 
en  sus  fallos  de  26  de  Octubre  de  i 863 ,  8  de  Octubre  de  i 866  y 
47  de  Junio  de  i874.  Dignfsimos  colaboradores  de  la  Rbvista  han 
reconocido  que  no  tengo  pretensiones  de  profesor  ^  y  han  honrado 
mis  escritos  unas  veces  dispensándoles  elogios  inmerecidos^  y  otras 
combatiéndolos  con  la  benevolencia  de  la  sabiduría. 

No  temo  que  los  que  me  hayan  leido  fne  atribuyan  irreveren- 
cia hacia  las  decisiones  del  más  alto  tribunal  español.  Reconocién- 
dole todas  las  condiciones  que  tiene  puede  negársele  la  infalibili- 
dad que  á  ninguna  institución  humana  se  ha  otorgado  y  la  absoluta 
consecuencia  en  sos  fallos  desmentida  por  pocos  que  se  contradi- 
cen. A6rmar  que  no  pueden  considerarse  constitutivos  de  juris- 
prudencia tres  fallos  que  no  se  han  propuesto  explicar  en  qué  con- 
sisten los  derechos  administrativos  de  la  mujer  sobre  los  bienes 
parafernales  y  tres  fallos  en  uno  de  ios  cuales  ni  siquiera  se  men- 
ciona la  ley  5S  de  Toro,  limitándose  los  otros  dos  á  decir  que 
no  se  ha  infringido,  dista  mucho  de  la  irreverencia.  Diré  más;  el 
Tribunal  Supremo  ha  mostrado  propósito  formal  de  no  cegar,  sj 
asi  puede  hablarse,  las  fuentes  de  la  hermenéutica  judicial.  Sus 
decisiones  (S.,  11  Diciembre  65)  no  son  más  que  precedentes  au- 
torizados é  indispensables  para  la  uniformidad  de  la  jurispruden- 
cia, sin  que  sus  determinaciones  puedan  imponerse  como  pre- 
ceptos legales  iofcipgU^les  para  el  efecto  de  la  casación.  La  juris- 
prudencia (S.»  30  Jumo  66)  no  la  forma  una  sola  resolución ,  sino 
que  por  su  misma  naturaleza  supone  reiteradas  resoluciones, de 
idéntica  especie.  No  hay  lugar  á  la  interpretación  (S.,  19  Junio  67) 
cuando  el  precepto  legal  no  ofrece  duda.  Eso  ha  dicho  el  Tribunal 
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Supremo  y  lo  ha  confirmado  centenares  de  veces  al  declarar  que 
sus  fallos  deben  aplicarse  á  casos  análogos,  en  vez  dar  á  los  consi- 
derandos de  las  sentencias  una  interpretación  que  los  convierta  en 
leyes.  No  existe ,  pues ,  jurisprudencia  que  vede  discurrir  acerca 
del  punto  motivo  de  este  articulo ,  que  voy  ¿  exponer  por  lo  mis- 
mo sin  más  preámbulos. 

Es  por  demás  conocido  el  origen  de  los  derechas  que  á  la  mujer 
corresponden  sobre  los  bienes  parafernales.  La  ley  i 7,  tít.  ii,  Par- 
tida 4%  establece  que  la  mujer  finca  uñora  de  ellos,  si  no  los  en- 
trega al  marido  para  que  ejerza  el  senorio.  Es  sabido  también  que 
el  senorio  de  la  mujer^  asi  por  la  interpretación  doctrinal  como  por 
la  usual,  se  ha  entendido  limitado  á  la  administración  de  los  bienes, 
conviniéndose  en  que  la  enajenación  no  puede  hacerse  sin  la  in- 
tervención marital.  Y  aquí  comienza  el  conflicto. 

La  ley  88  de  Toro  (H,  tít.  I*,  lib.  40,  Nov.  Rec.)  previene  que 
«la  mujer  durante  el  matrimonio,  sin  licencia  de  su  marido^  como 
no  puede  hac^r  contrato  alguno,  asimismo  no  se  puede  apartar  ni 
desistir  de  ningún  contrato  que  á  ella  toque,  ni  dar  por  quito  á 
nadie  del,  ni  pueda  hacer  casi  contrato,  etc.»  Esta  ley,  ¿limita  el 
derecho  atribuido  á  la  mujer  por  la  de  Partida?  Hé  ahí  la  cues- 
tión, que  no  vacilo  en  resolver  negativamente,  por  las  razones  que 
siguen: 

La  ley  88  de  Toro  es  una  ley  de  carácter  general  que  no  dero- 
ga las  especiales  no  mencionadas  en  ella.  Hoy»  como  en  los  tiem- 
pos del  imperio  romano,  promio  Ugi$  contra  ju$  cwnmune  íton  ex- 
tetiditur  vltra  Ulud  quod  exprimit,  licet  eadem  $it  ratio.  Regidos 
los  bienes  plirafernales  por  una  legislación  peculiar,  mientras  el  le- 
gislador no  se  refiera  expresamente  á  ella ,  no  puede,  en  buenos 
principios,  considerarse  derogada.  T  menos  debe  considerarse  de- 
rogada la  legislación  de  parafernales  por  la  ley  de  Toro ,  cuando 
son  motivos  diversos  los  que  las  inspiraron.  Aquella  legislación  en- 
sanchó la  esfera  de  acción  de  las  mujeres,  atribuyéndolas  más  dere- 
chos en  consideración  al  m«>nor  privilegio  otorgado  á  los  bienes  á 
que  se  referia.  La  ley  de  Toro  aumentó  ios  poderes  del  marido  en 
consideración  á  las  cargas  que  le  estaban  impuestas.  Suponer  que 
se  cercenaran  las  facultades  de  la  mujer  en  beneficio  excluivo  del 
marido,  valdría  tanto  como  decir  que  la  ley  había  querido  sacrifi- 
car al  más  débil,  siendo  inconsecuenle  consigo  misma.  El  sacrificio 
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es  evidente,  si  se  acepta  la  doctrina  que  combato.  La  mujer,  en  se- 
mejaote  hipótesis  no  administra^  porque  administrar  es  regir,  giK 
bernar,  manejar  los  negocios.  T  no  puede  sin  contradicción  soste- 
nerse que  gobierna,  rige  y  maneja  la  persona  impeaibilitada  de 
ocurrir  á  las  necesidades  más  elementales  de  las  cosas  gobernadas. 
Preciso  es  tener  muy  en  cuenta  la  condición  de  la  mujer  en 
consecuencia  de  la  doctrina  combatida.  Es  dueña,  por  ejemplo,  de 
una  casa.  Pues  no  puede  arrendarla,  ni  cobrar  las  rentas,  ni  repa- 
rarla, si  el  marido  no  la  autoriza,  porque  tales  cosas  suponen  un 
contrato  más  ó  menos  importante,  pero  contrato  al  fin.  Resulta  de 
aquí  que,  á  lo  sumo,  puede  considerarse  ¿  la  mujer  como  investida 
de  un  derecho  de  iniciativa  exactamente  igual  al  que  la  corresponde 
en  los  bienes  todos  de  la  casa.  Para  que  esa  iniciativa  conduzca  á  un 
resultado  apreciable,  dada  la  oposición  infundada  del  marido,  hace 
falta  la  ijitervencion  judicial  solicitable  y  asequible  en  todos  los 
casos,  habiendo  para  ello  razoa  derecha.  ¿Es  eso  administrar? 
¿Puede  llamarse  administrador  al  que,  en  absoluto,  carece  de  hr 
cultades  para  obligarse  y  obligar  á  los  demás,  á  menos  que  un  ter- 
cero le  autorice?  ¿Se  puede  sostener  que  la  ley  de  Partida  eiiste 
en  vigor,  cuando  se  pretende  aplicar  literalmente  la  SS  de  Toro? 
To  creo  que  no,  y  aseguro  que,  ó  se  declara  que  la  legislación  de 
Partida  perdió  la  eficacia  por  la  de  Toro,  ó  que  está  vigente  á  pe- 
sar de  ésta,  ó  se  conviene  en  que  ambas  leyes  á  la  vez  en  vigor, 
sólo  conducen  á  crear  un  estado  de  cosal  directamente  contrario  i 
lo  que  pregonan  como  saludable  efecto  los  mantenedores  de  la 
conciliación  de  lo  inconciliable.  Si  la  ley  de  Toro  se  propuso  el  or- 
den de  ia  familia  y  la  mejor  dirección  de  los  asuntos  ioncentrán- 
dola  en  manos  del  marido,  nada  más  absurdt  que  crearle  un  obs- 
táculo, reduciendo  á  la  mujer  á  no  poder  ser  otra  cosa  que  obs- 
táculo. Supongan  los  adversarios  el  desacuerdo  entre  ambos  con* 
yuges  en  un  grado  incapaz  de  producir  la  separación  de  bienes,  y 
verán  cómo  la  mujer  puede  estorbar.  La  mujer  no  podrá  celebrar 
el  contrato  de  arrendamiento,  ni  reparar  la  casa.  Pero  podrá  dejar 
la  casa  cerrada  ó  que  se  venga  abajo  ya  que,  si  no  tiene  el  de- 
recho de  contratar  no  se  la  niega  el  de  administrar,  esto  es,  el  de 
no  administrar  por  sí  sola,  que  eso  significa  en  puridad  la  inter- 
vención del  marido  en  los  rigorosos  términos  que  se  pretende. 
To  veo  en  la  interpretación  de  la  ley  de  Toro,  además  del  de- 
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feeto  señalado,  una  desviación  marcada  de  la  regla  de  derecho  vo- 
iuntatem  potiía  qtiam  verba  speetari  oportet.  El  rigor  de  las  pala- 
bras de  la  ley  Uuríaa  tiene  que  templarse  en  los  casos  pTáclicos, 
itaciendo  posible  su  coeiislencia  coa  la  de  otras  leyes  y  principios 
legales,  que  con  toda  seguridad  puede  afirmarse,  do  quiso  el  le- 
gislador comprender  en  su  precepto.  Eso  es  lo  que  ha  hecho  el  mis- 
mo Tribunal  Supremo  declarando  en  14  de  Noviembre  de  1862, 
^ue  ■  la  prohibición  á  la  mujer  casada  de  celebrar  contratos  sin  li- 
cencia de  su  marido,  no  puede  extenderse  eu  sus  efectos  al  de  que 
n  aquella  hubiese  prestado  una  cantidad  no  esté  obligado  el  que  la  ' 
fecibiú  á  satisfacerla.»  T,  sin  embargo,  ese  contrato  no  debiera 
producir  acción  alguna,  porqne  la  ley  manda  en  absoluto  que  ■  no 
vaia  lo  que  ficiere>  la  mujer  sin  la  licencia  del  marido.  Conven- 
go en  la  justicia  de  la  decisión,  porque,  como  el  Tribunal  dice  en 
•el  eeiiñderando,  la  ley  de  Toro  se  ha  establecido  para  dircrente  fin 
y  objeto.  Lo  que  niego  es  que  ese  fin  y  objeto  comprenda  el  de 
anular  la  mayor  y  mejor  parte  de  una  ley  especial  que  nada  iocli- 
na  á  cieer  tuviese  el  legislador  presente  al  dar  la  suya. 

No  continúo,  porque,  á  mi  juicio  y  á  pesar  de  lo  que  podrán 
algunos  prelender,  visto  el  fallo  del  Tribunal  Supremo  del  11  de 
Uarao  de  1871  relativo  á  un  caso  de  Ultramar,  la  ley  55  de  Toro 
es  un  moDumenlo  histórico,  aplicable  tan  sólo  á  las  contiendas  an- 
4eriores  á  la  época  desde  que  rige  la  ley  de  Uatrímonio  civil.  Los 
efectos  del  matrimonio,  con  relación  á  los  bienes  de  los  cónyuges  se 
hallan  regulados  por  los  artículos  4S  y  49  de  la  ley  liltimamente 
-«ilada.  Un  comentario  desapasioDado  de  tales  artículos  sería  la  me* 
jor  soluciiMi  del  problema. 

Es  innegable  que  en  el  foro  español  se  conserva,  por  vía  de  he- 
.rencia,  el  afín  inmoderado  de  suscitar  cuestiones  ociosas  y  el  de 
hacer  valer  derechos  y  deberes  consignados  en  leyes  que  no  tienen 
fuerza  de  obligar.  Yo  confieso  que  me  ha  llamado  la  atención  ver 
-citada  la  ley  (fO  de  Toro,  tratándose  de  contiendas  posteriores  á  1* 
de  Setiembre  de  1870.  Definidos  por  la  ley  de  Matrimonio  civil  los 
derechos  y  deberes  de  los  cónyuges,  á  sus  prescripciones  debemos 
«tenernos  y  no  á  lo  que  dispusieron,  ó  se  dice  que  dispusieron  le- 
yes anteriores,  cuya  existencia  no  es  compatible  con  la  moderun. 
Yeamos,  pues,  lo  que  es  actual,  y  dejemos  lobistdnco  para  ora- 
-sion  oportuna. 
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El  marido  ( art.  45  citado)  no  puede  pretender  (a  adminis- 
tración de  los  bienes  confiados  por  la  ley  ¿  la  de  la  •mojer.  Esio^ 
es  elemental  y  no  cuestionado.  La  contienda  surje  en  cuanto  4 
lo  que  debe  llamarse  derecho  administrativo  de  la  mujer.  T  yo> 
digo  ingenuamente,  que  esa  contienda  no  es  más  que  una  su* 
tileza. 

El  legislador  moderno  de  la  familia  sabia  perfectamente  lo  que 
antes  de  él  se  había  dicho  y  sentenciado.  Con  toda  intención,  pues» 
dijo  que  la  mujer  no  podria  administrar  sino  en  los  casos  y  con  las 
formalidades  y  limitaciones  que  las  leyes  prescriban.  Esto  significa 
que  los  casos  de  administración  deben  buscarse  en  las  leyes  espe- 
ciales que  los  crean,  y  que  sólo  leyes  terminantes  ¿  esos  casos  di- 
rectamente alusivas,  han  de  dar  la  pauta  de  las  formalidades  y  li- 
mitaciones de  la  administración. 

Puesto  que  de  leyes  especiales  se  trata,  en  las  de  su  razón  y 
sólo  en  ellas  ba  de  buscarse  lo  referente  á  la  materia,  y  de  ñingu» 
modo  en  otras  de  carácter  general,  inspiradas  en  distintos  motivos- 
y  á  otros  objetos  relativas.  Cuando  se  dio  la  ley  de  Partida,  ad- 
ministrar significaba  lo  que  hoy  significa,  y  cuando  la  ley  de  Ma- 
trimonio civil  niega  al  marido  la  administración  de  bienes  que  otras 
confian  á  la  mujer,  claro  es  que  quiere  que  por  administrar,  tra- 
tándose de  la  mujer,  se  entienda  lo  mismo  que  tratándose  del  ma- 
rido. Los  que  pretenden  lo  contrario  han  de  atribuir  á  la  ley 
una  lamentable  confusión,  puesto  que  con  la  propia  palabra  dt^ 
signa  cosas  tan  diversas  como  la  libertad  del  marido  y  las  restric- 
ciones pretendidas  de  la  mujeren  cuanto  á  la  administración  de  los 
bienes  de  ésta.  Han  de  hacer  más  aún,  ya  que  se  verán  precisados- 
á  sostener  que  el  art.  46  de  la  ley,  definidor  de  los  derechos  del 
marido,  es  incompleto,  y  que  debe  completarse,  no  con  el  49  de 
la  misma  que  no  prescribe  formalidades  y  limitaciones  para  la  ad- 
ministración de  los  parafernales,  no  con  la  ley  de  Partida  que  con- 
fió la  administración  á  la  mujer  sin  reservas,  sino  con  la  ley  55  de 
Toro,  cuya  declaración  de  vigor  seria  la  prueba  más  evidente  de 
la  escasa  valia  de  la  de  Matrimonio  civil  en  sus  artículos  referidos» 
una  vez  que  éstos  no  habrían  logrado,  como  pretende  el  epigrafe 
del  capítulo  5%  fijar  los  efectos  del  matrimonio  respecto  de  los  bie- 
nes de  los  cónyuges.  Todo  eso  es  preciso  si  no  se  quiere  convenir  en 
que,  al  decir  el  repelido  art.  45  que  la  mujer  administrará  los  bie- 
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nes  que  la  ley  la  coiffia  con  ese  objeto,  entiende  por  administrar  lo 
mismo  que  traiéndose  del  marido. 

Una  observación  y  concluyo.  Si  alguno  me  demuestra  que  con 
arreglo  á  la  ley,  al  Diccionario  ó  al  uso  comun^  debe  llamarse  con 
igual  nombre  la  gestión  del  marido  en  bienes  dótales  inestimados 
que  la  de  la  mujer  en  los  parafernales  con  la  licencia  marital,  me 
doy  por  convencido.  Digo  más;  mi  persuasión  será  plena  con  que 
se  me  demuestre  que  puede  llamarse  en  castellano  administrador 
de  bienes  al  que  no  puede  arrendarlos,  ni  mejorarlos,  dí  cobrar 
las  rentas,  ni,  en  una  palabra,  ejecutar  acto  alguno  que  produzca 
obligación  ó  derecho  sin  la  licencia  de  tercero. 

ToMis  MARTÍNEZ  GONZÁLEZ. 
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^tCCION     PARLAMENTARIA 


-«o^^Co»- 


CASACIÓN  CIVIL 


Proyecto  de  ley,  presentado  al  Senado  por  el  Sr.  Minie  tro  de  Qraeia 
y  Justicia  en  la  sesión  de  7  de  Mayo  de  1877,  sobre  easaeion  en  ma-  r 

íeria  civil. 

A  LAS  CóHTBS. — El  reearso  de  casación,  último  término  de  las  con- 
tiendas judiciales,  y  medio  eficaz  de  uniformar  la  jorisprudencia  defi- 
niendo el  genuino  sentido  de  la  ley,  ha  sido,  en  el  no  largo  tiempo  qne 
lleva  de  existencia  en  Espa&a,  objeto  de  constante  solicitud  para  los 
poderes  públicos.  Bien  lo  demuestran  las  varias  reformas,  intentadas 
unas  y  realizadas  otras,  eñ  su  sustanciacion,  encaminadas  todas  al  lo- 
gro de  los  dos  fines  con  qne  se  ha  establecido  este  remedio  legal,  á 
saber,  que  sea  para  los  litigantes  segora  garantía  de  justicia,  y  que 
la  decisión  aue  en  él  recaiga  sirva  de  norma  á  los  tribunales  para  la  i 

aplicación  de  la  ley.  ' 

Con  el  mismo  recto  propósito  de  mejorar  esta  parte  importantísima 
del  enjuiciamiento,  en  cuya  perfección  están  empeñados  por  igual  el 
interés  público  v  el  privado,  el  Gobierno  de  S.  M.,  al  señalar  á  la  Co- 
misión general  de  codificación  los  trabajos  á  qne  convendría  diese  pre- 
ferencia, le  recomendó  la  formación  de  un  proyecto  de  ley  de  casación 
civil.  Esta  docta  corporación  ha  desempeñado  su  encargo  como  era  de 
esperar  del  profundo  saber,  consumada  experiencia  y  esquisito  celo 
de  los  ilustres  jurisconsultos  que  la  componen;  y  su  obra,  con  alguna 
leve  modificación  que  no  altera  sustancialmente  ni  el  pensamiento  ca- 
pital ni  la  forma  en  que  está  desenvuelto,  es  la  que  el  Ministro  que 
suscribe  somete  á  la  sabiduría  de  las  Cortes. 

Entre  las  reformas  que  el  proyecto  introduce  en  la  ley  provisional 
de  1860,  que  es  la  que  noy  rige,  son  las  más  importantes  el  establecí-  é 

miento  del  trámite  de  examen  previo,  y  la  prescripción  de  aue  la  Sala  ^ 

que  conozca  de  los  recursos  por  infracción  de  leyó  doctrina  legal,  pro- 
ceda siempre  que  case  la  sentencia  recurrida,  á  dictar  la  que  corres- 
ponda, con  arreglo  á  derecho  sobre  el  fondo  del  asunto  sometido  á  sa 
decisión.  La  conveniencia  de  que  haya  una  Sala  de  admisión  de  los  re- 
cursos es  tan  manifiesta  en  el  actual  estado  de  nuestra  legislación,  que, 
lejos  de  ser  motivo  de  sorpresa  el  que  ahora  se  cree,  lo  hay  para  admi- 
rarse de  que  no  se  haya  hecho  antes.  Si  existe  con  general  asenti- 
miento en  Naciones  como  Francia,  donde  hace  tres  cuarios  de  siglo  es- 
tá codificado  el  derecho  civil,  ¿con  cuánta  más  razón  deberá  estable- 
cerse en  nuestra  Patria,  cuando  tenemos  en  vigor,  no  solo  todas  las 
compilaciones  generales  á  contar  desde  el  Fuero-Juzgo,  sino  también  . 

las  leyes  civiles  de  las  antiguas  Coronas  de  Aragón  y  Navarra,  y  hasta 


SECCIÓN   PARLAMENTARIA  507 

\o»  fueros  municipales?  Si  en  aquelia  Nación  se  desestiman  en  la  Sala 
de  previo  examen  las  tres  cuartas  parles  de  los  recursos  que  se  inter- 
ponen, ¿cuántos  habrán  de  desecharse  en  España  en  este  primer  trá- 
mite, ahorrando  gastos  á  los  litigantes  y  tiempo  á  la  Sala  de  casación 
qne  ahora  tiene  sobre  sí  la  insoportable  carga  de  fallar  tres  recursos 
«ada  día?  Y  no  hay  qoe  temer  que  la  Sala  de  previo  examen  invada 
las  atribuciones  propias  de  la  encargada  de  conocer  del  fondo  de  la 
cuestión  resuelta  en  la  sentencia  recurrida,  pues  para  evitar  toda  co- 
lisión se  fijan  taxativamente  los  casos  en  que  procede  denegar  la  ad- 
misión del  recurso,  con  lo  cual  queda  perfectamente  definida  la  com 
petencia  de  una  y  otra. 

El  que  la  Sala  de  casación  dicte  sentencia  sobre  el  objeto  del  pleito 
al  propio  tiempo  qne  estime  el  recurso,  no  es  una  novedad  en  nuestro 
derecho  procesal,  es  restablecer  lo  prescrito  en  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil.  No  limitándose,  como  ahora  sucede,  el  conocimiento  que  la 
Sala  tiene  del  asunto  en  qne  se  ha  interpuesto  el  recurso  á  la  certifi- 
cación de  la  sentencia,  habiendo  de  traerse,  como  en  el  proyecto  se 
propone,  el  apuntamiento,  que  es  un  resumen  del  pleito  cuya  exacti- 
tud ha  sido  reconocida  por  las  partes  y  por  la  autoridad  de  la  Sala 
sentenciadora,  y  pudiendo  reclamarse  cualesquiera  otros  documentos 
que  existan  en  el  proceso  y  los  autos  originales,  si  se  estimase  necesa- 
rio, no  puede  ofrecer  inconveniente;  v  antes,  al  contrario,  es  muy 
ventajoso  el  aue  sin  nuevos  trámites  ni  gastos  y  por  los  mismos  jue- 
ces que  han  aeclarado  contraria  á  ley  ó  á  doctrina  legal  la  sentencia 
recurrida,  se  dicte  la  que  proceda  en  justicia. 

Además  de  estas  reformas,  se  proponen  otras  que,  no  siendo  de  tan- 
da entidad,  mejoran  sin  embargo,  ajuicio  del  Gonierno,  la  ley  vigen- 
te. Tal  es  la  de  admitir  como  motivo  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma  la  denegación  de  alguna  diliif^encia  de  prueba  aue  hubiera 
debido  autorizarse  con  arreglo  á  derecho,  con  lo  caal  se  aclara  y  com- 
pleta lo  l)rescrTto  en  el  nüm,  i^  del  art.  4^  de  dicha  ley.  Tal  es  tam- 
bién el  conceder  el  mismo  remedio  legal  contra  los  autos  dictados  por 
las  Audiencias  en  los  expedientes  de  ejecución  de  sentencias,  si  en 
ellos  se  resuelven  puntos  sustanciales  no  controvertidos  ni  decididos 
en  el  pleito,  ó  se  nace  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado;  medida 
que  la  experiencia  acredita  de  necesaria  para  que  en  ningún  caso  se 
menoscabe  la  autoridad  de  la  cosa  juzgaaa;  bien  dejando  de  cumplir 
lo  irrevocablemente  fallado,  bien  dando  á  la  decisión  una  amplitud 
que  no  estuvo  en  el  ánimo  del  juzgador.  Tal  es,  por  ultimo,  la  de  exi- 
gir depósito  más  crecido  cuando  la  cosa  litigiosa  es  de  mucha  cuantía, 
para  que  los  gastos,  ya  sean  de  carácter  condicional  ó  definitivo,  guar- 
den relación,  como  exige  la  equidad,  con  la  importancia  del  objeto  del 
pleito.  Pero  tanto  las  modificaciones  indicadas  como  algunas  otras, 
que  también  se  hacen,  por  razones  tan  obvias  que  parece  ocioso  ex- 
ponerlas, no  se  han  adoptado  sino  después  de  adquirido  el  firme  con- 
vencimiento de  que  son  necesarias;  porque  tanto  los  respetables  indi- 
viduos de  la  Comisión  general  de  codificación  como  el  Gobierno,  están 
bien  persuadidos  de  que  no  debe  tocarse  por  motivos  livianos  al  texto 
de  las  leyes,  pues  siempre  al  lado  de  la  esperanza  de  mejorar,  está  el 
riesgo  qne  se  corre  en  toda  innovación  de  que  el  resultado  no  corres* 
ponda  á  la  intención  con  que  se  hace. 

Fundado  en  estas  consideraciones,  que  podrán  ampliarse  si  lo  exi- 
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ffieren  las  necesidades  de  la  discusión,  y  debidamente  antorisado  por 
&.  M.,  el  Ministro  que  soscríbe  tiene  el  honor  de  presentar  á  la  delibe- 
ración de  las  Cortes  el  siguiente 

PROYECTO  DE  LEY  DE  CASACIÓN  CIVIL  (1) 


TÍTULO  PRIMERO. — De  los  casos  en  que  procede  el  recurso 

DE  CASAClOl^. 

Artículo  f°  El  conocimiento  de  los  recursos  de  casación  correspon- 
de exclusivamente  al  Tribunal  Supremo. 

Art.  t°  El  recurso  de  casación  se  dá  únicamente  contra  las  senten- 
cias definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias  y  contra  los  amiga- 
bles componedores,  y  solo  en  los  casos  establecidos  por  esta  ley 

Art.  3^  Tienen  el  concepto  de  defínitivas  para  los  efectos  del  artíea- 
lo  anterior,  además  de  las  sentencias  que  terminan  el  juicio: 

1^  Las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  ponen  término 
al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación. 

t^  Las  que  declaren  haber  ó  no  lugar  á  oir  á  un  litigante  que  haya 
sido  condenado  en  rebeldía. 

3^  Las  pronunciadas  en  actos  de  jurisdicción  voluntaria  en  los  casos 
establecidos  por  la  ley. 

Art.  4^  El  recurso  de  casación  ha  de  fundarse  en  alguna  de  las  can- 
sas siguientes: 

1^  ber  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  contra  ley  ó  doctrina, 
legal. 

2^  Haberse  quebrantado  alguna  de  las  formas  esenciales  del  juicio.. 

3^  Haber  loa  amigables  componedores  dictado  la  sentencia  ó  fuera 
del  plazo  señalado  en  el  compromiso,  ó  resuelto  puntos  no  sometidos  á 
su  decisión. 

Art.  3^  Se  considerará  como  infracción  de  formas  esenciales  del  jnicia 
para  los  efectos  del  núm.  2^  del  artículo  anterior: 

1^  La  falta  de  emplazamiento  en  primera  ó  segunda  instancia  délas 
personas  que  hubieran  debido  ser  citadas  para  el  juicio. 

S^  La  falta  de  personalidad  en  alguna  de  las  partes  ó  en  el  procura- 
dor que  la  haya  representado. 

3*^  La  falta  de  recibimienlo  á  prueba  en  alguna  de  las  instancias 
cuando  procediere  con  arreglo  á  derecho. 

i°  La  falta  de  citación  para  alguna  diligencia  de  prueba  ó  para  sen- 
tencia deGnitiva  en  cualesquiera  de  las  instancias. 

5^  La  denegación  de  cualquier  diligencia  de  prueba  admisible  segUD 
las  leyes,  y  cuya  falta  pueda  producir  indefensión. 


( 1 )  La  comisioa  del  Senado,  compaesta  de  los  Sres.  D.  Florencio  Rodríguez  Vaa- 
monde,  presidente,  D.  José  Fernanaez  de  la  Hoz,  D.  Francisco  Esteban,  D  Julián 
Gómez  Inguanso,  D.  Cirilo  Alvarezy  D.  Joaquin  Maria  de  Paz,  secretaiio.  emitía 
dictamen,  en  que  conformándose  con  el  proyecto  del  Gobierno,  aparte  dealgu* 
ñas  enmiendas  gramaticales  y  de  corrección  de  estilo  bizo  las  modiflcacionea  que 
anotamos  en  lo?  artículos  correspondientes. 
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6^  La  incompetencia  de  jarisdiccion  cuando  este  punto  no  haya  sido 
resuelto  por  el  Tribunal  Supremo. 

7®  Haber  concurrido  á  dictar  sentencia  uno  ó  más  Jueces,  cuya  re* 
cusacion  fundada  en  causa  legal  é  intentada  en  tiempo  y  forma,  hu- 
biera sido  estimada. 

8'  Haber  sido  dictada  la  sentencia  por  menor  numero  de  Jueces  que 
el  señalado  por  la  ley. 

Art.  6^  No  se  da  recurso  de  casación  por  infracción  de  le^  ó  de  doc* 
trina  \e^i\  en  los  juicios  de  menor  cuantía,  en  los  posesorios,  en  los 
ejecutorios,  ni  en  ningún  otro  después  del  cual  pueda  promoverse  otro 
juicio  sobre  el  mismo  objeto;  pero  ion  procedentes  los  que  se  fundan 
en  el  quebrantamiento  de  alguna  de  las  formas  del  juicio  expresadas 
en  el  artículo  anterior.  , 

Tampoco  se  da  recurso  contra  los  autos  que  dictan  las  Audiencias 
en  los  expedientes  sobre  ejecución  de  sentencias,  á  no  ser  une  en  ellos 
se  resuelvan  puntos  sustanciales  no  controvertidos  en  el  pleito  ni  de- 
cididos en  esta»  ó  se  haga  en  contradicción  con  lo  ejecutoriado. 

Art.  7^  Para  que  puedan  ser  admitidos  los  recursos  de  casación  fun* 
dados  en  auebrantamiento  de  forma,  es  indispensable  que  se  haya  pe- 
dido la  sunsanacion  de  la  falta  en  la  instancia  en  que  se  cometió  y  re- 
producido la  petición  en  la  segunda  instancia  cuando  la  infracción 
proceda  de  la  primera. 

Art.  8^  Será  admisible  el  recurso  aunque  no  haya  precedido  la  re- 
clamación de  que  habla  el  artículo  anterior,  siempre  que  la  infracción 
se  hajra  cometido  en  la  segunda  instancia,  cuando  el  hacerla  fuera  ya 
imposible. 

TÍTULO  II.  —  De  la  preparación  del  recurso  de  casación 

POR  INFRACCIÓN  DE  LET  Ó  DE  DOCTRINA. 

Art.  9*^  El  aue  trate  de  interponer  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  ó  de  doctriua  legal  contra  sentencia  que  sea. conforme  con 
la  de  primera  instancia,  depositará  en  el  establecimiento  designado  al 
efecto: 

Mil  pesetas,  cuando  el  valor  de  la  cosa  litigiosa  pase  de  3.000  pese- 
tas y  no  exceda  de  12.500. 

Mil  quinientas  pesetas,  cuando  pase  de  12.500  pesetas  y  no  exceda 
de  50.000. 

Dos  mil  quinientas  pesetas  desde  50.000  en  adelante,  cualquiera 
que  sea  el  valor  de  la  cosa  litigiosa. 

Art.  10  Cuando  el  valor  de  la  cosa  litigiosa  sea  inferior  á  3.000  pe- 
setas, el  depósito  consistirá  en  la  sexta  parte  de  dicho  valor. 

Art.  H  Guando  sea  indeterminado  ó  incierto  el  valor  de  la  cosa  li- 
tigiosa, el  depósito  será  de  1.500  pesetas  (I). 


(1)    Bd  el  dictamen  de  la  Comisicn  están  redactados  loa  tres  artieulot  que  pre-^ 
ceden  del  modo  i^ienle: 

«Art.  9"  Rl  que  intentare  Interponer  recurso  de  casación  depositará  en  el  esta- 
blecimiento destinado  al  efecto: 

Mil  pesetas,  cuando  fueren  conformes  de  toda  conformidad  las  sentencias  de  la 
primera  y  segunda  instancia  en  los  recursos  por  infracción  de  leiyió  de  doctrina  le- 
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Art.  42  El  que  se  oroponga  interponer  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  ó  de  cloctrina  le^al,  presentará  ante  la  Sala  que  hubie- 
re dictado  la  sentencia,  dentro  ael  término  improrogable  de  diex  días, 
contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación  que  se  le  hubiere  he- 
cho de  aquella,  un  escrito  manifestando  su  intención  de  interponer  el 
recurso  y  solicitando  que  se  le  expida  para  ello  certificación  literal  de 
la  sentencia  y  de  la  de  primera  iostancia,  si  ea  la  segunda  hubieren 
sido  aceptados  y  no  reproducidos  textualmente  todos  sus  resultandos  y 
considerandos. 

Pasados  los  diez  dias  sin  solicitarlo,  la  sentencia  quedará  firme. 

Art.  13  La  Audiencia  mandará  dar  la  certificación  que  se  hubiese  so- 
licitado dentro  del  término «eñalado -en  el  artículo  anterior,  y  que  se 
emplace  á  las  otras  partes  para  su  comparecencia  ante  la  Sala  de  admi- 
sión del  Tribunal  Supremo,  que  por  ahora  lo  será  la  tercera  del  mismo 
tribunal,  dentro  del  término  de  cuarenta  dias  en  los  pleitos  proceden- 
tes de  la  Península  é  islas  Baleares,  y  de  cincuenta  en  los  que  lo  sean 
de  las  Canarias,  el  cual  empezará  á  correr  desde  el  siguiente  al  de  la 
entrega  de  la  certificación  á  la  parte  que  la  hubiere  solicitado,  cuya 
fecha  se  hará  constar  por  diligencia  puesta  al  pié  de  dicho  documento. 

Art.  14  Si  se  pidiere  la  certificación  fuera  ael  término  señalado  en 
el  artículo  anterior,  la  denegará  la  Audiencia,  expresando  en  el  auto 
que  se  dicte  la  fecha  de  la  sentencia,  la  de  su  notificación  y  la  de  la 
presentación  del  escrito  en  que  se  hubiere  pedido  la  certificación. 

Del  auto  denegatorio  se  dará  copia  certificada  en  el  acto  de  la  noti- 
ficación al  que  la  hubiere  solicitado,  para  que  si  lo  estima  conveniente 
pueda  recurrir  en  queja  ante  la  Sala  de  admisión  del  Tribunal  Supremo 
en  el  término  de  (][uince  dias  en  los  pleitos  procedentes  de  Audiencia 
de  la  Península  é  islas  Baleares,  y  de  treinta  para  las  Canarias,  conta- 
dos desde  el  dia  siguiente  al  de  la  entrega,  que  ae  expresará  por  dili- 
gencia puesta  al  pié  de  la  certificación. 

Pasado  este  término  ningún  recurso  se  podrá  utilixar. 

Art.  15  El  recurrente  presentará  ante  el  Tribunal  Supremo,  dentro 
del  término  señalado  en  el  artículo  anterior,  el  recurso  ae  queja  acom- 
pañando la  copia  certificada  de  la  providencia  denegatoria. 

La  Sala,  sin  más  trámites,  dictará  la  resolución  que  proceda,  con- 
tra la  cual  no  se  da  ulterior  recurso. 

Art.  16  Cuando  el  Tribunal  Supremo  confirmase  el  auto  denegato- 
rio, lo  pondrá  en  conocimiento  de  la  Audiencia  que  lo  dictó  para  los 
efectos  legales  que  procedan. 


gal  y  en  los  qae  se  interpongan  contra  las  sentencias  de  loa  amigáblea  compone- 

doree. 

Quinientas  pesetas  cuando  el  recuno  se  interponga  por  quebrantamiento  de 

fonna. 

Art.  10  En  los  casos  en  que  la  cantidad  objeto  del  litigio  sea  inferior  á  8.000  pe- 
setas, el  depósito  no  excederá  de  la  sexta  parte  de  su  valor  si  el  recurso  que  se  in- 
tenta interponer  se  fundase  en  infiraoeion  de  ley  ó  doctrina  leffal,  6  fuese  contra  el 
fallo  de  amigables  componedores,  ni  de  la  dozava  parte  si  se  fundare  en  quebran- 
tamiento de  forma.  .....  ,  ^^    JU 

Art.  i1.  Si  litigare  por  pobre  la  parte  que  interponga  el  recurso,  y  éste  fuera 
desestimado,  pagará  coando  llegue  á  mejor  fortuna  la  suma  á  que  en  su  oaao  hu- 
biere debido  ascender  el  depósito.» 


SECCIÓN   PARLAMENTARIA  511 

Guando  revocare  dirigirá  carta  orden  á  la  Audiencia,  para  que 
mande  dar  la  cerlíBcacion  solicitada. 

Art.  n  Bu  el  mismo  dia  en  que  se  entregue  la  certificación  ¿  la  par- 
te que  se  proponga  interponer  el  recurso  de  casación,  se  remitirá  al 
TríDunal  Supremo: 

1^  Certificación  literal  autorizada  por  el  Presidente  de  la  Sala  que 
dictó  la  sentencia,  de  los  votos  reservados,  si  los  hubiere,  y  negativa 
en  el  caso  de  no  haberlos. 

t^  El  apuntamiento  de  los  autos. 

Art.  48  Sí  el  que  solicitare  la  certificación  estuviere  mandado  de- 
fender en  concepto  de  pobre,  se  le  requerirá  para  que  manifieste  si 
tiene  Abogado  j  Procurador  que  le  defienda  y  representen  ante  el  Tri- 
bunal Supremo,  bajo  la  prevención  de  que,  no  teniéndolos  ó  no  acep^ 
tando  los  que  designe,  se  le  nombrarán  de  oficio. 

Su  respuesta  se  hará  constar  por  diligencia,  que  se  extenderá  al 
pié  dé  la  certificación. 

Art.  19  La  Audiencia  mandará  remitir  al  Tribunal  Supremo  la  cer- 
tificación de  la  sentencia  ó  del  auto  denegatorio,  previos  los  emplaza* 
mientes  de  que  hablan  los  artículos  12  y  f  3  en  sus  respectivos  casos. 

Art.  90  Recibida  la  certificación  á  que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior en  el  Tribunal  Supremo,  acordará,  en  el  caso  de  haber  designado 
el  recurrente  Abogado  v  Procurador,  que  se  les  requiera  para  que  ma- 
nifiesten si  aceptan  la  defensa  y  representación. 

Si  contestaren  afirmativamente,  se  entregará  la  certificación  al  Pro- 
curador, para  que  en  el  preciso  término  de  veinte  dias  presente  el  re- 
curso que  corresponda. 

Art.  21  Si  el  interesado  no  hubiere  designado  Abogado  y  Procura- 
dor, el  Tribunal  Supremo  mandará  que  los  Decanos  de  los  respecti- 
vos Colegios  nombren  á  los  que  se  hallen  en  turno. 

Lo  mismo  acordará  si  los  elegidos  por  la  parte,  ó  alguno  de  ello» 
no  aceptasen  el  cargo. 

Art.  %%  Hecho  el  nombramiento  de  Abogado  y  Procurador,  acorda- 
rá la  Sala  que  se  entregue  ai  último  la  certificación  de  la  sentencia  ó 
del  auto  denegatorio,  para  que  dentro  del  término  de  veinte  dias  pre- 
sente el  recurso  que  corresponda  autorizado  con  la  firma  del  Abobado. 

Art.  23  Si  el  letrado  designado  por  la  parte  ó  nombrado  de  oficio  no 
considerase  procedente  el  recurso,  lo  expondrá  por  escrito,  pero  sin 
razonar  su  opinión,  en  el  término  de  tres  oias,  y  en  el  de  otros  dos  se 
nombrará  nuevo  letrado,  que  si  no  opinare  como  el  anterior,  lo  expon- 
drá por  escrito,  en  igual  término  y  forma,  nombrándose  en  los  dos 
dias  siguientes  otro  tercer  letrado,  que  por  escrito  manifestará  tam- 
bién su  opinión  dentro  de  tercero  dia,  si  fuere  conforme  con  los  ante- 
riores. 

Art.  24  Cuando  los  tres  Abogados  convinieren  en  la  improcedencia 
del  recurso,  se  pasará  el  expediente  al  Ministerio  fiscal  para  que  lo  in- 
terponga en  el  término  de  diez  dias,  si  lo  estima  procedente  en  dere- 
cho; en  otro  caso,  le  devolverá  con  la  nota  de  9isto, 

En  este  último  caso,  la  Sala  deelarará  no  haber  lu^r  á  la  admisión 
del  recurso,  y  comunicará  esta  resolución  á  la  Audiencia  en  que  se 
haya  seguido  el  pleito. 
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TITULO  lü. — De  la  interposición  y  admisión  del  recurso  por 

INFRACCIÓN  DE   LET  ó  OE   DOCTRINA. 

Art.  25  La  parte  qae  hubiere  obtenido  la  certificación  de  la  senten- 
eia,  presentará  en  la  Sala  de  admisión  del  Tribanai  Supremo  el  escrito 
formalizando  el  recurso  de  casación  en  el  término  de  cuarenta  dias  en 
los  pleitos  procedentes  de  la  Península  ó  islas  Baleares,  y  de  cincuenta 
en  los  de  Canarias,  cuyo  término  empezará  á  correr  desde  el  dia  ai- 
guiente  al  de  la  entrega  de  la  certificación. 

Pasado  dicho  término,  quedará  firme  la  sentencia,  j  no  podrá  ad- 
mitirse el  recurso,  aunque  no  se  baya  acusado  la  rebeldía  por  la  part« 
eontraria. 

Art.  26  Al  escrito  en  que  se  interponga  el  recurso  aoompaftará: 

4^  El  poder  que  acredite  la  legítima  representación  del  Procurador, 
ó  no  haber  sido  nombrado  de  oficio. 

2°  La  ceriificacion  de  la  sentencia. 

3^  El  documento  con  qne  se  justifique  haberse  hecho  el  depósito 
prevenido  en  los  artículos  9^  f  O  y  H. 

4*  En  los  pleitos  sobre  desahucio  presentará  también  el  inquiltno  re- 
currente el  docamento  que  acredite  tener  satisfechas  las  rentas  venci- 
das, las  qne  según  el  contrato  deba  adelantar,  y  el  importe  del  inqoi* 
linato  correspondiente  á  los  coarenta  dias  que  esta  ley  concede  para  la 
interposición  del  recurso. 

No  presentándose  el  documento  señalado  en  el  núm.  3^  de  este  ar- 
tículo, y  en  su  caso  el  del  núm.  4^,  se  mandará  devolver  el  escrito  á  la 
parte  recurrente. 

Art.  27  No  se  considerará  al  recurrente  relevado  de  la  obligación  de 
constituir  el  depósito  por  alegar  que  ha  venido  á  pobreza  posterior- 
mente y  ofrecer  justificación  de  este  hecho. 

Art.  28  En  el  escrito  se  citará  con  precisión  y  claridad  la  ley  y  doc- 
trina que  se  crea  infringida  y  el  concepto  en  que  lo  haya  sido. 

Si  fueren  dos  ó  más  los  fundamentos  ó  motivos  del  recurso,  se  ex- 
presarán en  párrafos  separados  y  numerados. 

Art.  29  Con  el  escrito  se  presentarán  tantas  copias  del  mismo  cuan- 
tas sean  las  partes  litigantes. 

Art.  30  Los  recurrentes  en  casación  ó  queja  acreditarán  ante  la  Aa- 
diencia  respectiva  haber  formalizado  el  recurso  en  el  Tribunal  Supre- 
mo dentro  del  plazo  legal,  lo  cual  deberán  hacer  en  el  término  de  dies 
dias  en  los  pleitos  procedentes  de  la  Península  é  islas  Baleares,  y  de 
veinte  en  la  de  Canarias,  á  contar  desde  el  siguiente  al  en  que  espira 
•dicho  plazo  legal. 

No  haciéndolo,  acordará  la  Audiencia  que  se  lleve  á  efecto  la  sen- 
tencia recurrida. 

Art.  31  Si  dentro  del  término  del  emplazamiento  compareciese  la 
parte  que  obtuvo  la  sentencia,  se  le  entregará  la  copia  del  recurso,  á 
nn  de  que,  si  lo  tiene  por  conveniente,  pueda  presentar  dentro  de  seis 
dias  una  sucinta  nota  contradiciendo  la  admisión  del  recurso,  pero  sin 
entrar  en  el  examen  é  impugnación  de  los  motivos  de  caución  ale- 
gados. 

Acompañará  también  tantas  copias  de  la  nota  cuantas  sean  las  par- 
tes litigantes  á  cada  una  de  las  cuales  se  entregará  un  ejemplar. 
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Art.  Zt  Podrá  la  parte  recurrente  presentar  dentro  de  tercero  día 
•^tra  sucinta  nota  de  contestación  á  la  qne  habla  el  artículo  que  pre- 
cede: pero  sin  ampliar,  explicar  ni  aclarar  los  motivos  de  casación,  ni 
alegar  otros  nuevos. 

Art.  33  Trascurridos  los  platos  expresados  en  los  artículos  anterio- 
res, mandará  la  Sala  qu&  pasen  los  autos  al  Magistrado  ponente  para 
5U  instrucción,  citadas  las  partes  presentes. 

Art.  34  Dentro  de  los  diez  dias  siguientes  al  de  la  ultima  citación, 
pronunciará  la  Sala  el  fallo  que  corresponda  arreglado  á  una  de  las  tres 
fórmulas  siguientes: 

Primera.  No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso ;  se  condena  al  pago 
de  las  costas  á  la  parte  recurrente,  á  la  que  se  devolverá  el  depósito 
constituido,  y  dése  comunicación  de  este  auto  á  la  Audiencia  de...  para 
los  efectos  legales  cnrrespondientes. 

Segunda.    Admitido  el  recurso,  y  pase  á  la  Sala  primera. 

Tercera.  Admitido  respecto  á  la  infracción  de  ley...  ó  de  doctrina... 
acicalada  en  el  núm...  no  há  lugar  respecto  á  las  demás  infracciones 
alegadas,  y  nase  á  la  Sala  primera.» 

Art.  35  El  primero  de  los  fallos  formulados  se  dictará: 

i^  Cuando  la  certificación  se  hubiere  pedido  ó  el  recurso  interpuesto 
fuera  de  los  términos  respectivamente  señalados  en  fsta  ley,  ó  no  se 
haya  constituido  el  depósito,  ó  el  realizado  sea  inferior  al  que  corres- 
ponde con  arreglo  á  los  artículos  9^,  10  y  1 4  (f). 

S®  Guando  la  sentencia  contra  que  se  recurre  no  tenga  el  concepto 
de  definitiva  ó  no  sea  susceptible  del  recurso  de  casación  por  la  natu- 
raleza ó  cuantía  del  juicio  en  que  hubiere  recaído. 

3®  Cuando  no  se  hayan  citado  con  precisión  y  claridad  las  leyes  que 
se  supongan  infringidas  y  el  concepto  en  que  lo  han  sido. 

4°  Cuando  no  esté  vigente  la  ley  que  se  cite  como  infringida. 

5^  Cuando  la  ley  ó  doctrina  citadas  se  refieran  á  acción  ó  excepcio- 
nes no  deducidas  ni  alegadas  oportunamente  en  el  pleito. 

6^  Cuando  el  recurso  se  refiera  á  la  apreciación  de  las  pruebas,  sin 
alegar  ley  ó  doctrina  que  al  hacerla  se  haya  infriujgido. 

7^  Cuando  se  citen  como  doctrina  legal  principios  de  derecho  que 
no  merezcan  tal  concepto,  ó  las  opiniones  de  los  jurisconsultos  á  que 
la  legislación  del  país  no  dé  fuerza  de  ley. 

Art.  36  El  segundo  de  los  fallos  formulados  en  el  art.  33,  se  dicta^ 
rá  coando  no  concurra  ninguna  de  las  circunstancias  expresadas  en  el 
artículo  anterior. 

Art.  37  Corresponde  dictar  el  tercero  de  los  fallos  formulados  en 
el  art.  34,  cuando  el  recurso  se  fundase  á  la  vez  en  motivos  compren- 
didos en  los  dos  artículos  que  preceden. 

Art.  38  Contra  los  fallos  á  que  se  refieren  los  artículos  anteriores, 
no  se  dá  recurso  alguno. 

Art.  39  Las  sentencias  que  se  dicten  con  arreglo  á  la  fórmula  pri- 
mera, serán  motivadas  y  se  publicarán  en  la  Oaceta  y  en  la  Colección 
legislativa. 

Lo  mismo  se  practicará  respecto  á  las  sentencias  arregladas  á  la 


ií)   El  dictamen  de  la  GomiBion  dice:  9»  y  ia 

TOMO  L  65 


514  REVISTA  DE  LEGISLACIÓN 

fórmala  tercera  en  los  pantos  en  qae  se  estime  no  haber  lagar  á  la  ad- 
misión del  recurso. 

TITULO  IV. — De  la  sustángiagíon  y  decisión  de  los  bbgürsos 

ADMITIDOS  POa  INFRACCIÓN  DE  LET  Ó  DE  DOGTBINA. 

Art.  40  Recibidos  en  la  Sala  primera  los  autos,  dictará  providenci» 
mandando  se  haga  saber  sa  venida  á  las  partes  qne  estavieren  perso- 
nadas, Y  qae  se  entreguen  á  la  recurrente  para  instraccion  por  térmi- 
no de  diez  dias. 

Art.  41  El  recurrente  devolverá  los  autos  con  un  escrito,  manifes- 
tando quedar  instruido,  y  en  él  podrá  pedir  también  v  ordenar  la  Sala 
que  se  desglosen  del  pleito  principal  y  que  se  una  á  ellos  alguno  ó  al- 
gunos documentos  que  obren  en  él,  siempre  que  concurran  las  circuns- 
tancias siguientes: 

Primera.  Que  la  exposición  que  se  haya  hecho  de  ellos  en  el  apun- 
tamiento de  la  Audiencia  ó  en  la  sentencia,  sea  insuficiente  para  po- 
der apreciar  con  exactitud  la  intención  y  voluntad  de  los  interesados. 

Segunda.  Qae  sean  de  un  influjo  tan  directo  y  necesario,  que  de  su 
Inteligencia  pueda  depender  la  decisión  del  recurso. 

Art.  4S  Devueltos  los  autos  por  la  parte  recurrente,  se  entregarán 
por  su  orden  á  los  demás  litigantes  que  se  hubiesen  presentado,  para 
instrucción  y  por  igual  término  de  diez  dias  á  cada  uno. 

Podrán  también  pedir  el  desglose  y  remisión  de  documentos,  siem- 
pre que  concurran  las  circunstancias  expresadas  en  el  articulo  an- 
terior. 

Art.  43  Si  la  parte  que  haya  obtenido  la  sentencia  no  se  hubiese 
presentado,  continuará  la  sustanciacion  del  recurso  sin  oírla;  pero  si 
se  personare  antes  de  la  vista  del  recurso,  se  la  tendrá  por  parte,  man- 
dando que  se  entiendan  con  la  misma  las  diligencias  sucesivas,  sin  qne 
en  ningún  caso  pueda  retroceder  ni  paralizarse  la  sustanciacion. 

Art.  44  Si  alguna  de  las  partes  hubiese  pedido  el  desglose  y  remi- 
sión de  documentos,  acordará  U  Sak,  luego  que  todas  hubiesen  mani- 
festado hallarse  instruidas,  que  pasen  ios  autos  al  Magistrado  ponen- 
te; y  en  vista  de  su  informe  acerca  de  dicha  pretensión,  dictará  la  re- 
solución qne  corresponda,  contra  la  cual  no  se  dará  ulterior  recurso. 

Art.  45  Guando  hubiere  tenido  lugar  la  unión  á  los  autos  de  docu- 
mentos traídos  del  pleito  principal,  se  4|jrá  vista  para  instrucción  á 
cada  una  de  las  partes  litigantes,  por  un  t^jraiino  que  no  podrá  exce- 
der de  ocho  diu. 

Art.  46  Instruidas  las  partes  declarará  la  Sala  conclusos  los  autos, 
y  mandará  qne  se  traigan  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Art.  47  El  Secretario  formará  un  acta  expresiva  de  las  actuaciones 
ó  incidentes  qne  hayan  tenido  lugar  durante  la  sustanciacion  del  re- 
curso. 

Art.  48  Redactarán  también  los  Secretarios  una  nota  expresiva  d» 
los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  que  han  sido  objeto  del  debate,  en 
cuanto  se  relacionen  con  los  motivos  de  casación;  de  la  parte  disposi- 
va  de  la  sentencia  y  de  las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  como  infrin- 
gidas, y  del  concepto  en  que  se  alegue  que  lo  han  sido. 

A  cada  uno  de  los  Magistrados  que  deben  componer  la  Sala,  se 
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entregará  dos  días  antes  del  señalado  para  la  vista  una  copia  de  la 
nota. 

Art.  49  El  señalamiento  de  día  para  la  vista  se  hará  por  el  Presiden* 
te  de  la  Sala  siguiendo  el  orden  ae  fechas  de  las  providencias  decla- 
rando conclusos  los  autos,  á  no  ser  que  exijan  la  alteración  de  este 
orden  circunstancias  especiales  de  apreciación  exclusiva  del  Presi- 
dente. 

Art.  50  Sólo  podrá  suspenderse  la  vista  de  los  pleitos  en  el  dia  se- 
ñalado: 

f^  Por  impedirlo  la  continuación  de  un  pleito  ya  empezado. 

S^  Por  faltar  el  numero  de  magistrados  necesarios  para  dictar  sen- 
tencia. 

3^  Por  muerte  ó  cesación  del  Procurador  de  cualquiera  de  las 
partes. 

4^  Por  fallecimiento  de  cualquiera  de  los  litigantes. 

5^  Por  solicitarlo  todos  los  procuradores  de  las  partes. 

6^  Por  enfermedad  del  abogado  de  la  parte  que  pidiese  la  suspen- 
sión, siempre  que  se  comprobare  suficientemente  ajuicio  de  la  Sala  y 
se  solicitase  cuarenta  y  ocho  horas  antes  de  la  señalada  para  la  vista, 
á  no  ser  que  la  enfermedad  hubiese  sobrevenido  después  de  este  pe- 
ríodo 

7^  Por  la  defunción  de  la  esposa  ó  cualquiera  de  los  descendientes  ó 
ascendientes  del  abogado  defensor,  ocurrida  dentro  de  los  nueve  días 
anteriores  al  señalado  para  la  vista.  - 

Art.  5f  En  el  caso  ae  suspensión  de  la  vista  se  volverá  á  señalar  el 
dia  en  que  deba  celebrarse,  tan  pronto  como  haya  desaparecido  el  mo- 
tivo de  la  suspensión,  sin  alterar  el  orden  de  los  señalamientos  que  ya 
estuviesen  hechos. 

Art.  5S  Ni  antes  de  la  vista  ni  en  el  acto  de  verificarse  puede  admi- 
tir la  Sala  ningún  documento  que  las  partes  presenten,  ni  permitir  su 
lectura,  como  tampoco  la  alegación  de  hechos  que  no  resulten  de  los 
autos. 

Art.  53  Las  vistas  de  los  recursos  empezarán  con  la  lectura  de  la 
sentencia  que  á  ellos  hubiere  dado  lugar;  de  la  certificación  de  votos 
reservados,  y  del  acta  formada  por  el  relator,  y  después  informarán 
por  su  orden  los  abogados  defensores,  los  «nales  podrán  leer  la  parte 
que  les  pareciere  necesaria  de  los  documentos  cuya  unión  se  huniere 
estimado. 

Terminados  los  informes,  el  presidente  de  la  Sala  pronunciará  la 
fórmula  de  visto,  á  no  ser  que  alguno  de  los  letrados  pida  la  palabra 
para  rectificar  equivocaciones  ó  restablecer  los  hechos  que  hayan  sido 
presentados  con  inexactitud,  haciéndolo  concisamente  y  sin  entrar  en 
nuevas  consideraciones  ni  ampliar  las  ya  expuestas  ni  debatir  los  ar- 
gumentos que  hubiere  empleado  su  adversario  (I). 

Art.  54  Para  la  vista  de  los  recursos  deberán  concurrir  el  Presiden- 
te de  la  Sala  y  seis  magistrados,  uno  de  los  cuales  será  el  ponente. 


(1)   En  el  dictamen  de  la  Comisión  está  redactado  este  párrafo  en  los  términos 
siguientes: 

«Terminados  los  informes,  el  Presidente  de  la  Sala  pronunciará  la  fórmula  de 
itto,  salvo  si  estimare  necesario  que  los  abogados  repliquen  mutuamente.» 
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Si  faltase  el  presidente  de  Sala,  será  reemplazado  por  el  del  Triba- 
nal;  y  si  éste  se  hallare  aasdnte  ó  impedido  ó  faere  incompatible,  pre- 
sidirá la  Sala  el  Magistrado  más  anti^oo. 

Art.  55  El  qae  haya  presidido  la  vista  del  pleito,  señalará  el  dia  en 
qae  haya  de  imer  lagar  sa  disensión  y  votación.  Para  ello  el  ponente 
someterá  de  palabra!  la  deliberación  de  la  Sala  los  puntos  de  hecho, 
los  fundamentos  de  derecho  y  la  decisión  que  á  sn  juicio  deba  recaer; 
pero  sin  llevar  formulado  el  proyecto  de  sentencia. 

Art.  "6  El  Tribunal  dictará  sentencia  dentro  de  quince  dias,  conta- 
dos desde  el  siguiente  al  de  la  terminación  de  la  vista. 

El  Magistrado  ponente  la  presentará  redactada  con  arreglo  á  lo  de- 
cidido por  la  Sala,  aunque  su  voto  haya  sido  contrarío,  y  en  ella  s« 
hará  expresión  de  los  nombres  del  abogado  ó  abogados  que  interpu* 
sieron,  defendieron  é  impugnaron  el  recurso. 

Art.  57  Si  el  Tribunal  estimase  que  en  la  sentencia  se  ha  cometido 
la  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  en  que  se  funda  el  recurso,  declarará 
haber  lu^ar  á  él  y  casará  la  sentencia,  mandando  devolver  el  depósito 
si  se  hubiere  constituido. 

A  continuación,  aunque  separadamente,  dictará  la  sentencia  que 
corresponda  sobre  la  cuestión  objeto  del  pleito,  con  arreglo  á  lo  que 
exigen  la  ley  ó  la  doctrina  quebrantadas  en  la  sentencia  de  la  Au- 
diencia. 

Podrá,  sin  embargo,  acordar  para  mejor  proveer-  el  desglose  y  re- 
misión de  documentos  que  obren  en  eh pleito,  6  qae  se  remita  certifi- 
cación de  cualquier  escrito,  actuación  ó  diligencia  practicada  en  el 
mismo,  y  aun  ordenar  la  remisión  de  todo  el  pleito  cuando  lo  estimo 
absolutamente  necesario  para  fallarlo  con  el  debido  conocimiento. 
En  todo  caso  se  dictará  la  segunda  sentencia  sin  nueva  vista. 

Art.  58  El  término  para  dictar  sentencia  en  el  caso  del  párrafo  úl- 
timo del  articulo  anterior,  empezará  á  contarse  desde  el  dia  siguiente 
al  de  haberse  recibido  en  la  Sala  las  actuaciones  ó  documentos  que  se 
hubiese  mandado  remitir. 

Art.  59  En  las  sentencias  en  que  se  declare  no  haber  lugar  al  recur- 
so, se  condenará  al  recurrente  al  pago  de  todas  las  costas  y  á  la  pérdi- 
da del  depósito,  si  se  hubiere  constituido,  al  que  se  mandará  dar  la 
aplicación  señalada  por  la  ley. 

TITULO   V. — De  lá  interposición,  admisión  t  süstanciagioh  del 

RECURSO  POR  quebrantamiento  DE  FORMA. 

Art  60  El  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  se 
interpondrá  en  la  Audiencia  (i)  que  hubiere  dictado  la  sentencia,  den- 
tro de  los  diez  dias  siguientes  al  de  su  notificación  á  la  parte  que  lo 
propuso. 

Pasado  dicho  término  sin  haberlo  interpuesto,  quedará  de  derecho 
firme  la  sentencia. 

Art.  61  En  el  escrito  en  que  se  formalice  el  recurso  se  expresará  el 
caso  ó  casos  del  art.  5^  en  que  se  funda,  y  las  reclamaciones  que  se 


(1)    Bn  el  dictamen  dice  SaU, 
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hobieren  hecho  para  obtener  la  snbsanacion  de  la  falta,  ó  que  no  ha 
sido  posible  hacerlo  por  haber  tenido  lugar  en  la  última  instancia  y 
cuando  ya  no  era  posible  solicitar  sd  enmienda. 

Art.  68  Con  el  escrito  en  qoe  se  interponga  el  recurso,  se  presenta- 
rá el  documento  en  qne  se  acredite  haberse  hecho  el  depósito  preveni- 
do en  los  artículos  9^,  10  y  U  de  esta  ley. 

Sin  este  documento  no  se  admitirá  el  escrito,  á  no  estar  mandado 
ayudar  y  defender  en  concepto  de  pobre  al  recurrente. 

Art.  63  Presentado  el  recurso,  la  Sala  examinará: 

i^  Si  la  sentencia  es  definitiva  ó  merece  el  concepto  de  tal  con  arre- 
glo al  art.  3^  de  esta  ley. 

%^  Si  ha  sido  interpuesto  dentro  del  término  legal. 

3'^  Si  se  funda  en  alguna  de  las  causas  taxativamente  señaladas  en 
el  art.  5^  de  esta  ley. 

4^  Si  la  omisión  ó  falta  ha  sido  reclamada  oportunamente  podiendo 
haberlo  sido  con  arreglo  á  los  artículos  7*  y  8^ 

Art.  64  Concurriendo  todas  las  circunstancias  expresadas  en  el  ar- 
tículo anterior,  la  Sala,  dentro  de  tercero  dia  dictará  auto  admitiendo 
el  recurso,  y  mandando  sé  cite  y  emplace  á  las  partes  para  su  compa- 
recencia ante  el  Tribunal  Supremo,  dentro  del  término  de  quince 
dias,  á  contar  desde  el  siguiente  al  de  la  ultima  notificación  de  la  sen- 
tencia en  los  pleitos  procedentes  de  la  Península  é  islas  Baleares,  y  de 
treinta  para  los  que  lo  sean  de  las  islas  Canarias,  y  que  se  remitan  los 
autos  á  dicho  Tribunal,  con  certificación  de  los  votos  reservados,  si  los 
hubiera  habido,  ó  negativa  en  otro  caso. 

Art.  65  No  concurriendo  todas  las  circunstancias  expresadas  en  el 
articulo  63,  la  Sala  dictará  auto  motivado  declarando  no  haber  lugar 
á  la  admisión  del  recurso  y  que  se  entregue  copia  fortificada  del  es- 
crito y  del  auto  á  la  parte  que  se  supone  agraviada,  si  lo  pidiese,  ex- 
presándose al  pié  de  ella  el  dia  en  que  tiene  Ingar  su  entrega. 

Art.  66  Con  la  copia  certificada  á  que  se  refiere  el  articulo  anterior, 
podrá  la  parte  recurrir  en  queja  ante  la  Sala  de  admisión  del  Tribunal 
Supremo,  dentro  de  los  términos  respectivamente  señalados  en  el  ar- 
tículo U,  pasados  los  cuales  sin  ejecutarlo  no  se  admitirá  el  recurso, 
y  se  pondrá  en  conocimiento  de  la  Audiencia  esta  resolución. 

Art.  67  Si  el  que  intenta  recurrir  en  queja  estuviese  declarado  po- 
bre, la  Audiencia  remitirá  la  copia  certificada  á  la  Sala  de  casación 
civil  del  Tribunal  Supremo,  haciéndolo  saber  al  interesado. 

Art.  68  Recibida  la  certificación  en  el  Tribunal  Supremo,  acordará 
que  al  recurrente  se  nombre  Abogado  y  Procurador,  al  prijnero  de  los 
cuales  se  entregará  aauella  para  que  formalice  el  recurso  de  queja 
dentro  del  término  de  diez  dias. 

Art.  69  Si  el  Abogado  nombrado  de  oficio  no  estimare  procedente  la 

2ueja,  se  pasará  la  certificación  al  Fiscal  para  que  la  formalice  si  la 
aliare  fundada;  en  otro  caso,  la  devolverá  con  la  nota  vistOy  y  se  eje- 
cutará lo  prevenido  en  el  párrafo  segundo  del  art.  ti  de  esta  ley. 

Si  antes  de  devolver  el  Fiscal  los  autos  se  presentase  el  interesado 
manifestando  tener  Abogado  y  Procurador  qoe  lo  defiendan,  se  le  re- 
querirá para  que  manifiesten  si  aceptan  el  cargo;  y  contestando  afir- 
mativamente, se  entregará  la  copia  certificada  al  Procurador,  para 
que  con  la  debida  dirección  presente  el  recurso  de  queja  en  el  térmi- 
no de  diez  dias. 
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Arl.  70  PresenUdo  el  recarso  de  nueja,  la  Sala,  sin  mái  trámites, 
diciará  dentro  de  qninto  dia  la  resoíacion  qoe  correaponda,  J  contra 
ella  no  se  dá  ulterior  recnrso. 

Arl.  7t  Cuando  el  Tribunal  Sopremo  revocase  el  auto  denegatorio 
de  la  admisión  del  recurao,  lo  admilirl  por  a{  y  dirígiri  orden  i  la  Ao- 
diencia  para  que  remita  los  antoi  con  la  certificación  (1)  preveoida  on 
el  arliculo  Si. 

Art.  7t  Si  el  Tribunal  Supremo  confirmase  el  anlo  denevatorio,  lo 
pondrá  en  conocimiento  de  la  Audiencia  que  lo  dict6  para  loa  efectos 
eorrespandíentes. 

Arl.  73  Recibidos  los  satos  en  la  Sala  de  admisión  ;  personada  la 
parla  recurrente  dentro  del  término  del  emplazamiento,  acordará  quo 
pasen  st  Secretario  relator  para  la  formacinn  del  apuntamiento. 

Art.  7i  Los  Secretarios  relatores  formarán  loa  apantamientos  si- 
guiando  el  orden  riguroso  de  las  (echas  en  que  se  liabiese  acordado 
este  trámite. 

Art.  75  Hecho  el  apon  (amiento  acordará  la  Sala  qne  se  entregno 
con  los  autos  á  laa  partes,  por  su  orden  y  término  de  diez  dias  i  cada 
una,  para  lu  instraceion. 

Art.  76  AI  devolverlos  amos,  laa  partes  manifestarán  so  conformi- 
dad con  el  apantainientu,  ó  sn  otro  caao  propondrán  las  adiciones  6 
recliücac iones  que  crean  necesarias. 

Art.  77  ConFoTires  las  parles  con  el  apuniamiento^  d  hechas  en  ít 
las  reformas  qne  baya  estimado  el  Tribnnal,  previo  el  informe  del  Ma- 
gistrado ponente,  declarará  conclusos  los  aatot  y  mandar>  que  se  trai- 
gan á  la  vista  con  citación  de  las  partes. 

Art,  78  En  el  señalamiento  de  dia  para  la  vista  y  demás  trámites 
sucesivos,  se  observará  to  dispuesto  en  los  artículos  49  al  S5,  amboa 
inclusive,  sin  más  diferencia  que  la  de  que  la  vista  consistirá  en  la  lec- 
tura del  apuntamiento  y  en  los  informes  de  los  abogados  defensores. 

Art.  70  El  término  para  dictar  sentencia  aera  de  diei  dias. 

Art.  80  En  las  sentencias  en  qne  se  declare  haber  Ingar  al  recurso 
de  casación,  *e  mandará  devolver  el  depósito  á  la  parte  recnrrenta  y 
los  aolDs  á  la  Audiencia  de  que  procedan,  para  que  reponiéndolos  al 
catado  que  tenian  cuando  se  cometió  la  falta,  los  sustancie  y  determi- 
ne ó  haga  sustanciar  y  determinar  con  arreglo  á  derecho,  y  te  acorda- 
rán además  las  correcciones  y  prevenciones  que  correspondan  según 
la  gravedad  de  la  infracción. 

Art.  81  Cuando  se  declare  no  haber  lugar  al  recurso,  se  condenará 
Ú  recurrente  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  (i  se  lio- 
brerc  ronstituido. 


k 


SS  El  que  se  proponga  interponer  recurso  da  casación  por^oe- 
■    *  '-' — 'n  de  ley  ú  de  doctrina,  ' 


braniamiento  de  forma  y  á  la  vei  por  infracción  i 
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formalizará  el  relativo  al  quebrantamiento  de  forma  con  arreglo  á  lo 
•dispuesto  en  los  artículos  64  y  62. 

En  un  otrosí  del  mismo  escrito  hará  la  protesta  formal  de  inter[)o- 
ner  en  su  caso  y  lugar  el  relativo  á  la  infracción  de  ley  ó  de  doctrina 
ante  el  Tribunal  Supremo. 

El  escrito  se  presentará  dentro  de  los  diez  dias  siguientes  al  de  la 
notificación  de  la  sentencia  á  la  parte  que  intente  el  recurso,  pasados 
los  cuales  sin  hacerlo  quedará  de  derecho  firme  la  sentencia,  aunque 
se  haya  protestado  interponer  el  de  infracción  de  ley  ó  de  doctrina. 

Art.  83  En  la  sustanciacion  del  recurso  se  observará  lo  dispuesto  en 
el  art.  63  y  siguientes  del  titulo  5^  de  esta  ley. 

Art.  84  Declarado  por  el  Tribunal  Supremo  no  haber  lugar  á  la  ad- 
misión del  recurso  por  quebrantamiento  de  forma,  y  practicada  y  apro- 
bada la  tasación  de  costas,  mandará  la  Sala  que  se  entreguen  los  autos 
á  la  parte  recurrente,  para  que  en  el  término  preciso  ae  veinte  dias, 
que  empezarán  á  correr  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación  de  la 
providencia,  formalice  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó 
de  doctrina,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  28  y  29  de 
esta  ley. 

Art.  85  Con  el  escrito  se  presentará  el  documento  que  acredite  ha- 
ber hecho  el  depósito  prevenido  en. los  artículos  9^,  10  y  H  de  esta 
ley,  sin  el  cual  se  mandará  devolver  el  escrito  á  la  parte  que  lo  hubie- 
se presentado. 

Art.  86  El  recurso  se  sustanciará  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los 
artículos  3f  y  siguientes  de  esta  ley,  con  las  modificaciones  siguientes: 
La  primera  de  las  fórmulas  expresadas  en  el  art.  34  será  la  de 
«No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso:  se  condena  á  ía  parte  re- 
currente al  pago  de  las  costas,  devolviéndose  el  depósito  constituido 
y  los  autos  á  la  Audiencia  de con  la  certificación  correspondiente.» 

Art.  87  Recibidos  los  autos  en  la  Sala  de  casación,  acordará  se  haga 
saber  á  las  partes  su  venida  y  que  pasen  al  secretario  relator  para  la 
foriílacion  ael  apuntamiento,  que  se  limitará  á  los  hechos  consignados 
en  la  sentencia  y  que  tengan  relación  con  los  fundamentos  de  re- 
curM  (I). 

Art.  88  La  sustanciacion  del  recurso  se  arreglará  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  40  y  siguientes  del  título  5®  de  esta  ley. 

TITULO  YII.-~De  los  RECüRSoa  contra  las  sentencias  de  los 

AMIGABLES  COMPONEDORES. 

Art.  89  Con  el  escrito  formalizando  el  recurso  de  casación  contra 
las  sentencias  de  los  amigables  componedores,  se  presentará: 

1^  El  testimonio  de  la  escritura  de  compromiso. 

2^  El  del  fallo  y  su  notificación  al  recurrente. 

3^  El  del  documento  que  acredite  la  constitución  del  depósito  que 
corresponda  con  arreglo  á  los  artículos  9^  10  y  4f  de  esta  ley. 

Si  el  plazo  señalado  en  la  escritura  de  compromiso  hubiese  sido 


(1)   El  art.  97  y  88  están  en  el  dictamen  espresadoB  en  uno  sólo  qne  dice  asi: 
«Art.  81  Guando  se  declare  admitido  el  recurso  ae  austanciará  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  40  y  siguientes  del  tit.  4*  de  esta  ley.» 
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Írorogado,  y  el  recargo  86  fondase  en  haberse  pronunciado  el  íií\o^ 
aera  de  término,  se  acompañará  además  testimonio  de  la  escritura  de- 
próroga. 

.  Ningún  otro  documento  será  admisible. 
Art.  90  En  el  recurso  se  expresará  en  qué  cansa  de  las  referidas  en 
el  núm.  3^  del  art.  4^  se  fonda  el  recurso,  ó  sí  se  entabla  por  ámbas^. 
expresándose  los  motivos  de  casación  en  párrafos  separados  y  nume- 
rados. 

Art.  91  El  término  para  interponer  el  recurso  será  de  veinte  días, 
que  empezará  á  correr  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación  del  falla 
á  la  parte  recurrente. 

Art.  9t  El  recurso  se  presentará  ante  la  Sala  de  admisión,  la  cual 
acordará  que  se  cite  y  emplace  á  los  demás  interesados  para  que  com- 
parezcan á  usar  de  su  derecho  ante  ella  en  el  término  de  quince  dias- 
en los  negocios  procedentes  de  la^  Península  é  Islas  Baleares,  y  de 
treinta  para  la  de  Canarias. 

Art.  93  En  la  sustanciacion  y  decisión  de  estos  recursos  se  observa- 
rá lo  dispuesto  en  el  título  5^  de  esta  ley. 

Art.  94  Cuando  la  Sala  estimare  que  los  amigables  componedores 
han  dictado  el  fallo  fuera  del  término  señalado  en  el  compromiso,  ca- 
sará su  sentencia* 

Art.  95  Si  el  recurso  se  fundare  en  haber  resuelto  los  amigables 
componedores  puntos  no  sometidos  á  su  decisión,  casará  su  sentencia 
únicamente  en  el  punto  ó  puntos  en  que  consista  el  exseso. 

TITULO  VIII.  ^Db  los  recursos  interpuestos  por  el  ministerio 

FISCAL. 

Art.  96  El  Ministerio  fiscal  podrá  interponer  el  recarso  de  casación ^ 
en  los  pleitos  en  que  sea  parte,  sujetándose  á  las  reglas  establecidas  - 
en  los  títulos  precedentes,  pero  sin  constituir  depósito.  ^ 

Art.  97  Podrá  igualmente  el  Ministerio  fiscal,  en  interés  de  la  ley, 
interponer  en  cualquier  tiempo  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  ó  de  doctrina  legal  en  los  pleitos  en  que  no  hajra  sido  parte,  en 
cuyo  caso  serán  citadas  y  emplazadas  las  que  intervinieron  en  el  liti- 
gio, para  que  sí  lo  tienen  por  conveniente  se  presenten  aote  el  Tribu- 
nal Supremo  dentro  del  término  de  veinte  dias. 

Las  sentencias  que  se  dicten  en  estos  recursos  servirán  únicamente 
para  formar  jurisprudencia  sobre  las  cuestiones  legales  discutidas  y 
resueltas  en  el  pleito,  pero  sin  que  por  ellas  pueda  alterarse  la  ejecu- 
ción en  lo  más  mínimo,  ni  afectar  el  derecho  de  las  partes. 

Estos  recursos  se  entenderán  admitidos  de  derecho,  y  se  interpon- 
drán directamente  en  la  Sala  de  casación. 

Art.  98  Cuando  el  Ministerio  fiscal,  en  el  caso  del  art.  24,  creyese 
oportuno  interponer  el  recurso  de  casación,  la  sentencia  que  acerca  de 
él  recaiga  aprovechará  ó  perjudicará  á  la  parte  que  hubiese  intentado 
promoverla. 

Art.  99  Cuando  fuere  desestimado  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  Ministerio  fiscal  en  pleitos  en  que  hubiere  sido  parte,  las  costas 
causadas  á  la  contraria  deberán  reintegrarse  con  los  fondos  retenidoa- 
procedentes  de  la  mitad  de  los  depósitos  cuya  pérdida  haya  sido  de- 
clarada. 
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Lo  mismo  se  deerelará  cuando  el  fiscal  se  separase  del  recurso  que 
hubiera  interpuesto,  ó  aun  cuando  sin  haber  llegado  á  interponerlo 
formalmente,  hubiere  comparecido  ante  el  Tribunal  Supremo  la  parte 
contraria  por  haber  sido  citada  y  emplazada. 

Art.  100  El  pago  de  las  costas  de  ¡{ue  habla  el  articulo  precedente 
se  hará  por  el  orden  riguroso  de  antigüedad  y  con  arreglo  á  lo  que 
permitieren  los  fondos  existentes. 

TITULO  IX. — Db  la  intbkposicion  de  los  recursos  de  casación  contra 

LAS  8BNTBNGUS  PRONUNCIADAS  POR  LAS  AUDIENCIAS  DE  ULTRAMAR. 

Art.  101  Los  recursos  de  casación  contra  las  sentencias  pronuncia- 
das por  las  Audiencias  de  Ultrsmar,  se  interpondrán  ante  las  mismas 
en  la  forma  prevenida  por  las  leyes  y  disposiciones  vigentes  en  aque* 
lias  provincias,  arreglándose  las  partes  al  interponerlos  y  las  Audien- 
cias al  decretar  su  admisión  ó  denegación  á  las  formalidades  y  condi- 
ciones requeridas  por  las  mismas. 

Los  autos  de  estas  Audiencias  en  que  se  designe  la  admisión  del 
recurso  de  casación  serán  aplicables  en  el  tiempo  y  en  la  forma  pres- 
critos por  las  referidas  leyes  y  disposiciones. 

TITULO  X. — Disposiciones  COMUNES  Á  todos  los  recursos  de 

CASACIÓN. 

Art.  IOS  Podrá  la  Audiencia  decretar  la  ejecución  de  la  sentencia  á 
petición  de  la  parte  que  la  hubiere  obtenido,  aunque  se  haya  inter- 
puesto y  admitido  el  recurso  de  casación,  si  presta  antes  fianza  bastan- 
te á  juicio  del  mismo  Tribunal  para  responder  de  cuanto  recibiese  6 
pudiese  recibir  si  se  declarare  la  casación. 

Art.  103  Si  litigare  por  pobre  la  parte  recurrente  y  el  recurso  fue- 
re desestimado,  pagará  cuando  llegue  á  mejor  fortuna  la  suma  en  que 
hubiere  debido  consistir  el  depósito  y  el  importe  de  las  costas  á  cuyo 
pago  hubiese  sido  condenado. 

Art.  104  En  cualquier  estado  del  recurso  puede  separarse  de  ól  el 
que  lo  hava  intentado,  presentando  su  procurador  poder  especial  otor- 
gado al  efecto,  ó  suscribiendo  el  interesado  el  escrito  de  separaciop, 
en  el  cual  deberá  ratificarse. 

La  Sala  tendrá  por  separado  al  recurrente,  condenándolo  al  psga 
de  las  costas  y  del  depósito  en  su  caso  (I). 

Art.  105  El  auto  en  que  se  estime  la  separación  del  recurso,  se  co- 
municará á  la  Audiencia  de  que  proceda  el  pleito,  y  se  notificará  á  las 
partes  que  hubiesen  comparecido  ante  el  Tribunal  Supremo. 

Art.  106  La  mitad  del  importe  del  depósito  á  cuya  pérdida  hubiese 
sido  condenado  el  recurrente  en  todo  ó  en  parte,  según  las  disposicio- 
nes de  esta  ley,  ^e  entregará  á  la  parte  que  hubiere  obtenido  la  ejecu- 
toria reclamada  como  indemnización  de  perjuicios,  conservándose  la 

(1)  En  el  dictamen  se  inserta  á  continuación  el  art.  ISi,  y  sigue  la  numeración 
alterada  desde  el  87  v  88,  y  dice  asi  el  nuevo  articulo: 

•Art.  104  Cuando  la  separscion  del  recurso  por  infracción  de  ley  ó  doctrina  le^ral 
86  hiciese  antes  de  ser  admitido  por  la  Sala,  se  mandará  devolver  todo  el  depósito^ 
y  la  mitad  cuando  se  hiciese  después  de  admitido  y  antes  del  señalamiento  para  la 
vista,  dándose  á  la  otra  mitad  la  aplicación  ordinaria. 

Bn  los  recursos  por  quebrantamiento  de  forma  solamente  se  devolverá  la  mitad 
del  depósito,  cualauiera  que  sea  el  tiempo  en  que  se  haga  la  separación  antes  del  j 

señalamiento  de  día  para  vista.  Hecho  ésto,  no  tendrá  lugar  la  devolución.»  i 
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otra  miud  en  el  establecimiento  pübiieo  en  que  se  hubiese  hecho,  para 
los  efectos  expresados  en  el  art.  401  (<)• 

Art.  407  Las  sentencias  en  que  se  declare  por  la  Sala  de  casación  na 
haber  logar  al  recurso,  y  en  qae  por  la  sdmision  se  resuelva  no  haber 
logar  ¿  la  del  recurso  en  ninguno  de  sus  extremos,  se  publicarán  en 
la  Gaceta  de  Madrid  ó  insertarán  en  la  Colección  legislativa. 

Podrá  el  Tribunal  decretar,  si  concurrieren  circunstancias  especia- 
les de  su  exclusiva  apreciación,,  que  no  se  verifique  la  publicación  6 
que  se  haga  suprimiendo  los  nombres  propios  de  fas  personas  intere- 
sadas en  el  pleito  y  el  de  la  Audiencia  y  4uzgado  en  que  se  siguió  el 
litigio. 

Art.  108  No  habrá  ulterior  recurso  contra  las  sentencias  en  que  se 
declare  haber  ó  no  lugar  al  de  casación. 

Art.  409  El  que  interponga  recurso  de  súplica  de  auto  dictado  en  al- 
gún incidente  en  los  casos  en  que^sta  ley  no  prohiba  ulterior  recur- 
so, presentará  con  el  escrito  tantas  copias  coantas  sean  las  partes  coli- 
tigantes, á  cada  una  de  las  cuales  se  entregará  un  ejemplar,  para  que 
si  lo  tienen  por  conveniente  contesten  dentro  del  tercero  aia,  pasado 
cuyo  término  la  Sala  dictará  la  resolución  que  corresponda,  previo  in- 
forme del  Magistrado  ponente. 

Art.  140  Hecha  en  su  caso  tasación  de  las  costas  se  librará  certifica- 
ción de  las  sentencias  que  dicte  el  Tribunal  Supremo  sobre  admisión 
y  resolución  definitiva  de  los  recorsos,  la  cual  se  remitirá  á  la  Audien- 
cia de  donde  proceda  el  pleito  para  su  cumplimiento. 

Art.  4 1 1  Cuando  la  separación  del  recurso  por  infracción  de  ley  ó 
de  doctrina  legal  se  hiciese  antes  de  ser  admitido  por  la  Sala,  se  man- 
dará devolver  todo  el  depósito,  v  solamente  la  mitad  cuando  lo  hicie- 
se después  de  admitido  j  antes  del  señalamiento  para  la  vista,  dándo- 
se á  la  otra  mitad  la  aplicación  ordinaria. 

En  los  recursos  por  quebrantamiento  de  forma  solamente  se  devol- 
verá la  mitad  del  depósito,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  en  que  se  ha- 
ga la  separación  antes  del  señalamiento  de  día  para  vista.  Hecho  éste, 
no  tendrá  lugar  la  devolución. 

.Art.  4IS  En  cualquier  estado  del  recurso  en  que  las  partes  dejaren 
de  promover  su  sustanciacion  en  el  término  de  un  año,  á  contar  desde 
ja  notificación  de  la  última  providencia  que  se  hubiere  dictado,  se  de- 
clarará desierto. 

Trascurrido  este  plazo,  el  Secretario  dará  cuenta  á  la  Sala  para 
que  recaiga  la  anterior-  declaración,  contra  la  cual  no  se  da  ulterior 
recurso. 

DISPOSICIÓN  TRÁHSITOBIA. 

Art.  443  Los  recursos  en  que  á  la  publicación  de  esta  ley  no  haya 
recaído  auto  firme  de  admisión,  se  pasarán  en  el  estado  en  que  se  ha- 
llen á  la  Sala  de  este  nombre,  para  que  acerca  de  ella  resuelva  lo  que 
proceda,  arre^glándose  á  las  prescripciones  de  dicha  ley. 

Si  el  recurso  estuviese  admitido,  continuará  su  sustanciacion  en  la 
Sala  primera,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  esta  ley. 

Madrid  30  de  Abril  de  4877.— El  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  Fer- 
nando Calderón  y  Collantes. 


(4)    En  el  dictamen  dice  104. 


i 
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Derecho  Administrativo,  provincial  y  municipal,  6  tra- 
tado general  teórico -práctico  de  las  atribociones  de  las  Diputaciones 
provinciales  y  Arantamientos:  por  D.  Fermín  Abblla.  —  Madrid, 
4877.— Constará  de  5  vols.  en  V*  menor. 

SÍQ  peijoicio  de  volver  á  anunciar  con  más  extensión  la  obra 
que  ei  Sr.  Abella  está  publicando ,  y  en  vista  de  que  casi  todos  los 
periódicos  de  la  profesión  se  han  ocupado  ya  de  ella ,  vamos  á  an- 
ticipar á  nuestros  lectores  una  breve  noticia  de  la  parte,  que  hasta 
ahora  ha  visto  la  luz  pública.  Exigía  la  delicada  misión  de  los  Al- 
caldes, Diputaciones  y  Ayuntamientos  una  como  guía  y  norma, 
en  que  pudiesen  hallar  reunidas  las  disposiciones  todas^  vigentes  en 
la  actualidad^  con  ios  formularios,  precedentes^  noticias  históri- 
cas, etc. ,  necesarias  para  su  más  clara  comprensión^  y  por  tanto 
para  su  más  exdcto  cumplimiento.  Para  satisfacer  esta  necesidad 
se  habían  publicado  Dieeionarios  y  ManualeSy  de  alguno  de  los  que 
hemos  dado  cuenta,  pero  do  se  había  tratado  de  formar  metódica- 
mente un  libro  que  abarcase  en  toda  su  extensión  y  desarrollo  esa 
dificilísima  y  complicada  parte  de  nuestro  sistema  administrativo. 

El  Sr.  Abella  viene  á  llenar  este  vacío  con  la  obra  que  ha  em- 
prendido, dedicada  especialmente  á  esas  mismas  Corporaciones^ 
aunque  útil  para  cuantos  tienen  que  encontrarse  en  relación  coa 
ellas,  y  claro  es  que  siendo  este  el  objeto  del  Sr.  Abella  liega  en 
su  libro  á  comprender  todo  género  de  servicios  y  á  esplicarlos  con 
arreglo  á  las  últimas  disposiciones  legales,  cuyo  sentido  procura 
comparar  con  el  de  las  antiguas  para  que  pueda  verse  lo  que  de 
estas  ha  quedado  vigente. 

Pero  DO  hace  olvidar  este  carácter  de  utilidad  práctica  de  la 
obra,  la  que  resulta  del  estudio  de  las  instituciones  en  la  ciencia  y 
en  la  historia,  y  por  eso  á  todo  el  texto  precede  una  reseña  históri- 
ca del  régimen  y  derecho  municipal  en  España,  desde  los  antiguos 
tiempos  á  nuestros  días,  y  al  estudio  de  la  ley  positiva  sobre  cada 
tema,  un  trabajo  en  que  se  procuran  determinar  sus  condiciones, 
propiedades  y  atribuciones  esenciales.  Y  dicho  se  queda  que,  com- 
prendiendo el  autor  por  su  experiencia,  las  necesidades  que  al  fun- 
cionar lleva  consigo  esta  parte  de  nuestra  administración,  es  par- 
tidario de  la  teoría,  en  nuestro  entender  acertada,  que  pide  para 
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estos  organismos  esfera  propia  é  independiente  de  vida,  pero  nada 
más  que  dentro  de  su  esfera  y  sujetos  siempre  á  la  inspección  del 
Gobierno  central,  que  imprime  unidad  á  la  nación  y  la  mantiene 
no  como  mero  agregado  de  municipios,  casi  sin  unión  y  enjace  en- 
tre si,  sino  como  un  todo  formado  por  las  condiciones  y  sucesos  de 
la  historia. 

Después  de  la  extensa  reseña  histórica  indicada,  trata  el  señor 
Abella  en  los  cuatro  volúmenes  que  tenemos»  á  la  rista,  de  la  divi- 
sión territorial,  con  las  clases  y  derechos  de  sus  habitantes,  de  las 
elecciones^  el  empadronamiento^  el  régimen  provincial.  Gobernado- 
res  y  Subgobernadores^  Diputaciones  provinciales,  Comisiones,  em- 
pleados provinciales^  or^^anizacion  de  Ayuntamientos,  Procurador 
síndico.  Secretario,  Contadores  y  depositarios,  Archivos,  Juntas  y 
Bibliotecas  municipales,  publicación  de  las  leyes,  atribuciones  de 
los  Alcaldes,  Orden  público^  espectáculos,  moral  y  costumbres  pú- 
blicas, (árceles,  policía  municipal  de  abastos,  urbana  y  de  cons- 
trucciones y  Ordenanzas  municipales,  bienes  de  propios  y  comu- 
nes de  los  pueblos,  aprovechamiento  de  montes,  Pósitos,  contratos 
y  deudas  de  los  Ayuntamientos^  litigios  de  los  mismos,  desamorti- 
zación ¿  inscripciones  intrasferibles  de  los  pueblos,  agricultura, 
baldíos^  colonias  y  bancos  agrícolas,  acotamientos,  servidumbres  y 
arbolados,  ganadería  y  cría  caballar,  policía  y  guardería  rural, 
caza  y  pesca^  aprovechamiento  de  aguas^  minas,  ferro-carríles,. 
carreteras  provinciales  y  caminos  vecinales,  de  los  correos  y  telé- 
grafos, quintas,  reemplazo  del  ejército  y  reservas,  alojamientos  y 
bagajes,  suministros,  contribución  de  inmuebles,  cultivo  y  gana- 
dería, subsidio  industrial  y  de  comercio,  recaudación  y  procedi- 
miento administrativo^  impuesto  general  de  consumos  y  de  dere- 
chos reales  y  trasmisión  de  dominio. 

Con  decir  que  cada  uno  de  estos  puntos  se  halla  examinada 
bajo  el  punto  de  vista  científico^  indagando  las  condiciones  que  de- 
ben caracterizarle^  bajo  el  legal,  examinando  su  estado  en  los  mo- 
mentos presentes  y  bajo  el  de  su  aspecto  práctico  y  diario,  ofre- 
ciendo todo  género  de  modelos  y  formularios,  se  comprenderá  fá- 
cilmente la  utilidad  que  reviste  el  último  trabajo  del  conocido  es- 
critor jurídico,  y  autor  de  otras  obras  análogas,  cuyo  nombre  vá 
al  frente  del  Derecho  administrativo  provincial  y  municipal. 
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